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REVISTA GENERAL DE LEGISLACION Y JURISPRUDENCIA, 
LEY 
w&1e@aG}3au33ztQ0 t3Valm 
COMENTADA Y ESPLICADA. 
AI'ENDICE 
LOS CINCO TOMOS DE ESTA OBRA. 
ADVERTENCIA. 
Para la encuadernacion de este tomo de A1' ND110E se tendrá presente, 
que deben colocarse en primer lugar este pliego y los demás que siguen 
de la Introduccion, foliados con números romanos y signados con las le-
tras B. C. D. y E.:.á continuation, de estos cinco pliegos se colocarán el 
que lleva la signatura de Tomo v. número 73, que principia en la pág. 577, 
y los demás que le siguen correlativamente con la misma signatura de 
TOMO V, hasta el fin del Apéndice; y por último los pliegos que contienen 
el Repertorio alfabético y el Indice del tomo. 

LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL, 
COMENTADA Y ESPLICADA 
para 
su mejor Inteligencia y fJie11 apllcaolon;  
CON LOS FORIHIILARIOS CORRESPONDIENTES A TODOS LOS JUICIOS, 
T o+ REPERTORIO ALFABÉTICO DE LAS MATREIAS COMPRENDIDAS EN LA MISMA 
POR LOS ABOGADOS DEL COLEGIO DE MADRID 
D. JOSÉ MARIA MANRESA Y NAVARRO, 
Fiscal cesante de la Audiencia de Madrid y Subsecretario que ha sido 
de Gracie y Justicia, 
Y 
l,l a(t)I:JLtC^i^ '..^ J V ^ ^ traLii V üa 0 
Director de la Revista General de Legislacion y Jurispmdansia.  
APÉNDICE 
A LOS CINCO TOMOS DE ESTA OBRA . 
Contiene: 
las disposiciones legislativas y del Gobierno y la jurisprudencia del Tribunal Supremo 
de Justicia, referentes, al enjuiciamiento civil en toda clase de negocios; á los 
Juzgados de paz; al establecimiento da la unidad de fueros, y al ejercicio de la  
jurisdiccion contencioso-administrativa y sus procedimientos, que han sido dictadas 
hasta 1. ° de octubre de 1869. tanto para la Peninsula, como para Ultramar, 
MADRID.-1869.  
IMPRENTA DE LA Revista de Legisalaelou y Juriepradenein,  
A CARGO DE JULIAN 1IORALES, calle de los Abades, aúm, 20, piso hajo. 
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INTRODUCCION. 
Una obra esencialmente práctica no puede llenar su objeto si no 
se encuentra en ella todo lo vigente, al paso que crece su impor- 
tancia y utilidad cuando la opinion del autor, que por fundada y 
respetable que sea, nunca pasa de ser una opinion particular, se 
halla confirmada por la jurisprudencia de los tribunales. Convenci-
dos de esta verdad, hemos procurado siempre conocer y seguir las 
prácticas mas autorizadas; pero, cuando empezamos á escribir nues-
tros comentarios, no podíamos tener otro guia que nuestro propio 
criterio, inspirado por medio del estudio y la meditacion en la  le-
tra y espíritu de la misma ley, que acababa de publicarse. La juris-
prudencia se ha formado despues, especialmente con las resolucio-
nes del Tribunal Supremo de Justicia, que han fijado la inteligen-
cia de muchos artículos de la Ley de Enjuiciamiento civil. Tambien 
han sido reformados y aclarados otros por medio de disposiciones 
legislativas y del Gobierno, y se han establecido además procedi-
mientos especiales para asuntos civiles, qu e . deben por esta circuns-
tancia ser incluidos en un tratado general del enjuiciamiento civil. 
Quedaria, pues, incompleta nuestra obra si no comprendiera todo 
lo indicado. 
Tal es el objeto de este Apéndice. Cuando comenzamos á publi-
carlo, creíamos que su estension permitiria incluirlo en el tomo V; 
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pero vino despues la revolucion de setiembre, y con ella las refor-
mas de la unidad de fueros y de la jurisdiccion contencioso-admi - 
nistrativa, tanto en la Peninsula, como en Ultramar, con otras no 
menos importantes; y para comprender en él estas reformas con 
los procedimientos por ella establecidos, ha sido indispensable 
darle mayor estension, formando un tomo separado. Este tomo es 
el complemento de los comentarios, y asf se encuentra reunido en 
esta obra todo lo vigente sobre procedimientos civiles hasta el 
dia 4.° de octubre de 1869, en que ha quedado cerrada la impre-
sion del apéndice. 
De las reformas indicadas, la mas importante, por las noveda-
des que ha introducido en la competencia de los tribunales y en la 
misma Ley de Enjuiciamiento, es la que se refiere al establecimien-
to de la unidad de fueros. Reclamada esta reforma por la ciencia y 
por la opinion pública, venia preparándose hace tiempo, hasta que 
por la ley de 11 de Abril - de 1868 se autorizó al Gobierno para 
llevarla á efecto en los relativo á los negocios civiles, como se es-
puso en las págs. 570 y 574 del tomo 5.°, al comentar el art. 4414. 
Sin hacer mérito de esta autorizacion, sin duda por no haberse 
contenido dentro.de los límites de la misma, el Gobierno provisio-
nal ha realizado la reforma por su decreto de 6 de diciembre 
de 1868, espedido por el Ministerio de Gracia y Justicia y decla-
rado con fuerza de ley en virtud de la de las Córtes Constituyentes 
de 20 de junio siguiente. 
Por dicho decreto se han refundido los fueros especiales en el 
ordinario, cuya jurisdiccion será la única competente para conocer 
de todos los negocios civiles, y  de las causas por delitos comunes, 
sin escepcion de personas. Se suprimen por completo los Juzgados 
de Hacienda y los Tribunales de Comercio, haciéndose en la Ley 
de Enjuiciamiento civil las modificaciones oportunas á fin de que 
puedan regirse por ella los procedimientos en toda clase de asuntos 
mercantiles. Tambien se suprime el fuero de Estranjería, que 
como el de Hacienda y Comercio, queda completamente refundido 
en el ordinario. Y si bien se conservan la jurisdiccion eclesiástica y 
las de Guerra y Marina, es únicamente -para los negocios que deben 
considerarse como propios y esenciales de cada una de ellas: así e:: 
que se limita el conocimiento de la primera á las causas sacramen-
tales y beneficiales, y á los delitos puramente eclesiásticos, con ar-
reglo á los sagrados Cánones; y el de las otras dos al de los delito; 
("t `t. _ . 
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cometidos por militares ó marinos en activo servicio, y al de los 
que, por considerarlos las ordenanzas como delitos meramente mi-
litares, causan desafuero. 
Prescindiendo de algunas omisiones y defectos de redaction, 
que hemos apuntado en sus lugares respectivos, y que fácilmente 
podrán corregirse y perfeccionarse, no pueden desconocerse la 
conveniencia y utilidad de dicha reforma ; la que no debe conside-
rarse como obra transitoria de la revolucion, puesto que habia si - 
do iniciada y proyectada por los Gobiernos anteriores en épocas 
diferentes. Solo en un punto creemos que el Gobierno provisional, 
y las Córtes al dar fuerza de ley á su decreto, han procedido revo-
lucionariamente, yendo mas allá de lo que hubieran hecho, ó de lo 
que habria sido lícito y permitido en circunstancias normales. Nos 
referimos á la supresion del fuero eclesiástico. Es verdad que se 
ha respetado la jurisdiccion propia y esencial de la Iglesia; que 
solo ha sido suprimido el fuero personal de los eclesiásticos en los 
negocios comunes civiles y criminales, ó sea en materias tempora-
les, y que este fuero era un privilegio otorgado por merced 6 gra-
cia de los Reyes; pero no es menos cierto, prescindiendo de otras 
muchas consideraciones, que dicho fuero ha sido materia de concor-
datos con la Santa Sede, y estos pactos solemnes no pueden anu 
 - 
larse ni modificarse por voluntad de una sola de las partes. El mis-
mo Gobierno provisional lo ha reconocido así, puesto que al orde-
nar en el párrafo 4.° del art. 4.° del decreto de que se trata, que 
la jurisdiccion ordinaria será la única competente para conocer de 
los negocios civiles y causas criminales por delitos comunes de los 
eclesiásticos, añade: «sin perjuicio de que el Gobierno español 
concuerde en su dia con la Santa Sede lo que ambas potestades 
crean conveniente sobre el 
 particular.» Si hay necesidad de con-
cordato, como se reconoce, ha debido preceder á la supresion del 
fuero, la cual no podia llevarse á efecto sin el acuerdo prévio de 
ambas potestades. Esta es nuestra opinion: no obstante ella, los tri 
hunales cumplirán y. harán cumplir la ley, como es de su deber. 
Aunque en los lugares correspondientes del 
 Apéndice nos ha-
cemos, cargo de las disposiciones del citado decreto sobre uni-
ticacion de fueros, que modifican, reforman ó adicionan las de 
la Ley de Enjuiciamiento civil, comentándolas ó anotándolas para 
facilitar su aplicacion, como el mismo decreto contiene otras dispo-
siciones, y no seria fácil comprender toda la estension de la refor- 
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ma sin examinarlas eu conjunto, hemos creido conviente inser-
tarlo írrtegro con su preámbulo, habiéndolo reservado para este lu-
gar, atendida su importancia. Se inserta, pues, á continuacion 
coà las notas oportunas á los artículos que lo requieren para su 
mejor inteligencia y con las órdenes y decretos espedidos para su 
cumplimiento por los Ministerios de Fomento, Guerra, Marina y 
Hacienda. 
Las disposiciones relativas á las demás reformas indicadas, se 
han insertado á la conclusion del Apéndice, como tambien las que 
se refieren á las provincias de Ultramar. • 
En cuanto al método seguido en el apéndice, véase la adver-
tencia que le precede (pág. 577),  habiendo tenido que adicional' 
despues las disposiciones relativas al ejercicio de la jurisdiccion 
contencioso-administrativa y sus procedimientos, y á la Ley de En-
juiciamiento civil los títulos que previene el art. 28 del decreto que 
sigue. 
     




     
 
DECRETO DEL GOBIERNO PROVISIONAL de 6 de diciembre de 1868 , declarado 
ley por la de las Córtes Constituyentes de 20 de junio de 1869, esta-
bleciendo;la unidad de fueros. 
«Enunciada la unidad de fueros en la primera Constitution política de 
nuestro país, obra de aquellos eminentes patricios que  la Europa entera 
admira todavía por sus escelentes virtudes y patriotismo, Código funda-
mental en el que se consignan los más saludables principios políticos y 
administrativos; los Gobiernos que han venido sucediéndose en nuestra 
pátria han tratado de llevar, cabo la aspiration de los patriarcas de las 
libertades españolas que tan claramente consignaron en el art. 248 de la 
citada Constitution. «En los negocios comunes, civiles y criminales, no 
habrá mas que un solo fuero para toda clase de personas,» dijeron las C6r-
tes de 1812, y la justicia y  conveniencia de esta prescription han sido tau 
universalmente reconocidas, que las Constituciones de 1837 y 1855 se en-
cargaron de repetir el mismo principio (1); y si no se consignó en la de 
1845, no fué porque el Gobierno . y la Comision que entendió en ella no 
abrigasen el mismo couvencimiento, sino porque uo consideraron la decla-
ration propia de la ley constitutiva del Estado. 
    
    
     
 
(4) Tambien lo ha repetido la Constitucion de 4869. En su art. 94, 
despues de ordenar que .unos mismos Códigos regirán eu toda lá Mo-
narquta,• se afiade: 'En ellos no se establecerá mas que un solo fuero 
para todos los españoles en los juicios comunes civiles y criminales.a 
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Esta unidad de miras en hombres de todos los partidos, revela de una 
manera indudable que la diversidad de fueros, por razon de las personas 
que litigan, no tiene razon de ser; que no hay motivos justos que la abo-
nen, porque de otro modo la opinion pública no se hallaría tan firertemen-
te pronunciada contra su existencia. 
Y hay razon sobrada para ello. La diversidad de fueros embaraza la 
administracion de justicia; hace imposible que el malhechor sienta cuanto 
ántes el castigo que merece su delito; di lugar á que el particular no vea 
reparado su derecho, violado por un tercero, con la prontitud que la jus-
ticia exige y la conveniencia reclama, puesto que, empeñados conflictos 
entre las diversas jurisdicciones, se difiere por mucho tiempo la represion 
que la ley demanda cuando sus prescripciones han sido holladas 6 desco-
nocidas por los que son súbditos. Mientras no se decide la competencia; 
mientras no se pone término á las pretensiones de los Jueces, que quieren 
conocer de un mismo negocio, por el Superior comun, no se corrije el he-
cho criminal que ha introducido la alarma en la sociedad, lesionando jus-
tos intereses de los particulares que el Estado tiene obligacion de protejer; 
no se compele al cumplimiento de la obligacion al que, faltando á la san-
tidad de lo estipulado, es reconvenido por el que invoca su derecho ante 
el Juez que cree competente, y cuya jurisdiction acaso trata de eludir su 
adversario con mala fé y dañada intencion, apelando á su fuero y aprove-
chándose de las nebulosidades de nuestras leyes, que inmoderadamente 
han concedido privilegios y exenciones, en perjuicio muchas veces de 
aquellos mismos á quienes se trataba de favorecer. 
Pero no paran aquí los perjuicios. Con la diversidad de fueros son múl-
tiples las jurisdicciones encargadas de aplicar unos mismos Códigos ; y no 
reconociendo un Tribunal superior comun que fije la inteligencia de la 
ley, que uniforme la jurisprudencia, que ejerza alta inspeccion sobre to-
dos ellos, de manera que pueda obligar con sus repetidos fallos á que los 
encargados de administrar justicia, sin distincion, se atemperen á las doc-
trinas legales, que sanciona, las mas contrarias interpretaciones se consa-
gran en las ejecutorias, los mas absurdos principios se enseñorean en el 
foro, la mas ruinosa confusion prevalece en él, que redunda en perjuicio 
de los particulares que no saben fijamente cuáles son sus derechos, dada 
la divergencia en el modo-de entender la voluntad del legislador, y de los 
mismos Tribunales que se desautorizan con sus encontradas declara-
ciones. 
Preciso es, pues, borrar de nuestra legislacion las leyes que dan ori-
gen á tamaños males; necesario es que desaparezca por completo el fuero 
personal, civil y criminal de determinadas clases del Estado , en cuanto 
no se refiere á asuntos propios de su profesion 6 intituto; indispensable 
que cesen jurisdicciones que solo en primera instancia son ejercidas por 
Juzgados especiales, y cuya circunstancia revela bien á las claras que no 
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hay razon que justifique su existencia, ni motivo que exija su continua-
Clon. 
Pero al quitará los eclesiásticos el fuero, es menester determinar con 
precision en qué clase de asuntos quedan desaforados. La Iglesia tiene una 
jurisdiccion propia, esencial, concedida por Jesucristo á los Apóstoles y á 
los Obispos sus sucesores, que la ejercen no solo sobre los eclesiásticos, 
sino que tambie4 sobre todos los fieles, para poder llenar la mision que su 
divino Maestro les confió en la tierra. Esta jurisdiccion santa no puede ser 
menoscabada ni restringida. La Iglesia, fiel depositaria de ella, continuará 
ejerciéndola, tal y como la recibió de manos de su fundador y la han regu-
lado los Cánones eu su ejercicio, y así las causas sacramentales, beneficia 
les, los delitos eclesiásticos y las faltas cometidas por los clérigos en el 
desempeño de su ministerio, serán de su conocimiento y competencia, es-
tendiéndose únicamente el desafuero á las personas eclesiásticas por razou 
de los negocios comunes, civiles y criminales. 
Esto mismo ha de tenerse presente al designar los asuntos de la com-
petencia de la jurisdiccion militar. Entre los negocios de que hoy conoce 
esta jurisdiccion hay algunos que por su naturaleza son propios de la or-
dinaria, y si los militares y marinos gozan eu ellos de fuero, es solo por 
privilegio y consideracion á su persona. Los negocios comunes, civiles y 
criminales, atendida la legislacion por que se rigen, hablan de' ser esclusi-
vamente de la competencia de la jurisdiccion ordinaria. si 
 hubiera de se-
guirse el rigorismo lógico de los principios, cualquiera que fuese la situa-
cion de los aforados de guerra; pero el ejemplo de las demás naciones y la 
esperiencia que demuestra los inconvenientes que traeria consigo tan in-
moderada estension, cuando se trata de materia criminal, de delitos co-
metidos por aquellos que tienen las armas en la mano, y por cuya razon 
es menester, 6 castigar mas severamente 6 con la mayor urgencia para 
que venga la reparacion justa que contenga á todos en el limite de sus 
deberes, hacen necesaria una escepcion con respecto â los militares y ma-
rinos en activo servicio, no otorgada en favor suyo, sino de la sociedad, 
que requiere medios mas activos y severos de reprimir los escesos que, 
perpetrados por militares, tienen mayor gravedad, cuanto mas libre sea 
la Coustitucion política por la que se gobierne un Estado. Por esto, todos 
los aforados de Guerra y Marina, escepto aquellos que estén en activo ser-
vicio, quedarán sujetos, eu los negocios comunes, civiles y criminales, á 
la jurisdiccion ordinaria; y la militar solo será competente para conocer 
de los delitos meramente militares, y de los comunes y faltas que se espre-
san, cuando sean cometidos por individuos del ejército y la marina que se 
hallen en activo servicio. 
La jurisdiccion de Hacienda y la de Comercio sou las únicas que des-
aparecen por completo. Ejercidas en segunda instancia por Tribunales de 
la ordinaria, no hay fundamento racional que justifique la existencia de 
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J uzgados especiales para la primera, cuando la naturaleza é índole de los 
asuntos mercantiles y de Hacienda no reclaman fuero privativo ni general 
enjuiciamiento propio. Por esta razon, de hoy en adelante los Jueces de 
partido serán los competentes para conocer de los negocios mercantiles, 
délos de Hacienda y de los delitos de contrabando y defraudacion, que se 
perseguirán con arreglo á filas leyes comunes y decreto de 20 de junio 
de 9852, desapareciendo en su consecuencia la irregularidad y anomalía 
que hasta ahora se notaban en la organizacion de las espresadas juris-
dicciones. Así se conseguirá la unidad de fueros, reclamada por la ciencia 
y deseada por la opinion; así se logrará pronta justicia en los juicios civiles 
y criminales; así será fácil y espedita la aplicacion de la ley; así no podrá 
decirse que las exenciones y privilegios se erigen en sistema para la im-
punidad de los delitos; así se conseguirá la uniformidad en la jurispruden-
cia, la armonía en la inteligencia del precepto legal, la mayor autoridad 
en los fallos de los Tribunales, alcanzando grandes beneficios los litigan-
tes, que podrán apreciar claramente su derecho consultando los Códigos y 
las sentencias que los explican y completan, y el Estado, que obtendrá una 
considerable economía en su presupuesto. 
Fundado en las anteriores consideraciones, como indivíduo del Go-
bierno provisional y Ministro de Gracia y Justicia, de acuerdo con el Con-
sejo de Ministros, 
VENGO EN DECRETAR LO SIGUIENTE: 
TÍTULO 1.—De la refundicion de los fueros especiales 
en el ordinario. 
Artículo 1." Desde la publicacion del presente decreto, la 
jurisdiccion ordinaria será la única competente para conocer: 
1.° De los negocios civiles y causas criminales por delitos co-
munes de los eclesiásticos, sin perjuicio de que el Gobierno espa-
ñol concuerde en su dia con la Santa Sede lo que ambas potestades 
crean conveniente sobre el particular . . 
.2.° De los negocios comunes civiles y criminales de los afo-
rados de Guerra y Marina de todas clases, retirados del servicio, y 
de los de sus mujeres, hijos y criados, aunque estén en el acti-
vo (1). 
3." De los delitos comunes cometidos en tierra por la gente de 
mar ,y por los operarios de los arsenales, astilleros, fundiciones. 
(4) Véase el comentario de esta disposicion en la pág. '742 y siguien-
tes del presente tomo, donde se espuso la estension é inteligencia que 
debe darse á lo que en ella se ordena, y que no obstante la omision 
que contiene de los 
 militares y marinos en activo servicio, deben consi-
derarse comprendidos en la supresion general del fuero civil militar, 
sin otra escepcion que la espresa,da en el art. 7.° de este mismo decre-
to. Véase tambien la nota al art. 4.° 
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fábricas y parques de Marina, Artillería é Ingenieros fuera de sus 
respectivos establecimientos. 
4.' De los delitos contra la seguridad interior del Estado y 
del órden público, cuando la rebelion y sedicion no tengan carác-
ter militar; de los de atentado y desacato contra la autoridad, tu-
multos 6 desórdenes públicos y sociedades secretas; de los de falsi - 
ficacion de sellos, marcas, moneda y  documentos públicos; de los delitos de robo en cuadrilla, adulterio y estupro; de los de injuria 
y calumnia á personas que no sean militares; de los de defrauda-
cion de los derechos de Aduanas y contrabando de géneros estan-
cados 6 de ilícito comercio, cometido en tierra, y de los perpetra-
dos por losimilitares antes de pertenecer á la milicia, estando dados 
de baja en ella, durante la desercion ó en el desempeño de algun 
destino ó cargo público. 
5.° De las faltas castigadas en el lib. 3.° del Código penal, es-
cepto aquellas á las que las Ordenanzas, reglamentos y bandos 
militares del Ejército y Armada señalan una mayor pena cuando 
fueren cometidas por militares, que serán de la competencia de la jurisdiccion de Guerra y la de Marina. 
6.° De los negocios civiles y causas criminales de los extranjeros 
domiciliados 6 transeuntes. 
7.° De los negocios de Hacienda y de los delitos de contra-
bando, defraudacion y sus conexos, escepto el de resistencia ar-
mada á los resguardos de costas. 
8.' De los negocios mercantiles. 
TÍTULO II.—De la jurisdiccion eclesiástica. 
Art. 2.° 
-Los Tribunales eclesiásticos continuarán conociendo 
de las causas sacramentales, beneficiales, y de los delitos eclesiás-
ticos, con arreglo á lo que disponen los sagrados Cánones. 
Tambien será de su competencia, el conocer de las causas de 
divorcio y nulidad del matrimonio, segun lo prevenido en el santo 
Concilio de Trento; pero las incidencias respecto del depósito .de 
la mujer casada, alimentos, litis expensas y demás asuntos tempo-
rales, corresponderán al conocimiento de la jurisdiccion ordinaria. 
Art. 3.° Los Ordinarios y Metropolitanos némbrarán libre-
mente, con arreglo á los Cánones, los Provisores y Oficiales que 
hayan de ejercer su jurisdiccion, y los agraciados entrarán en el 
desempeño de sus funciones sin necesidad de cédula auxiliatoria. 
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los referidos 
Prelados comunicarán al Ministerio de Gracia y Justicia los nom-
bramientos, espresando las circunstancias y méritos literarios que 
concurran en los nombrados. 
Timó III.—De la jurisdiccion de Guerra y de la de Marina. 
Art. 4.° La jurisdiccion de Guerra y la de Marina serán las 
4 
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únicas competentes para conocer respectivamente, con arreglo á 
las Ordenanzas militares del Ejército y de la Armada (1): 
4.° De las causas criminales por delitos que no sean de los es-
ceptuados en los. párrafos tercero y cuarto del art. 4.°, cometidos 
por militares y marinos de todas clases en activo servicio. 
2.° De los delitos de traicion que tengan por objeto la entrega . 
de una plaza, puesto militar, buque del Estado, arsenal ó almace-
nes dj municiones de boca 6 guerra, al enemigo. 
3. De los delitos de seduccion de tropa española ó que se halle 
al servicio de España, para que deserte de sus banderas en tiempo 
de guerra ó se pase al enemigo. 
4.° De los delitos de espionaje, insulto á centinelas, salvaguar-
dias y tropa armada, atentado y desacato á la Autoridad militar. 
5.° De los delitos de seduccion y auxilio á la desercion en tiem-
po de paz. 
6.° De los delitos de robo de armas, pertrechos, municiones de 
boca y guerra, ó erectos pertenecientes á la Hacienda militar, en 
los almacenes, cuarteles, establecimientos militares, arsenales y 
buques del Estado, y del de incendio cometido en los mismos pa-
rajes. 
7.° De los delitos cometidos en plazas sitiadas por el enemigo, 
que tiendan á alterar el  Orden público, ó á comprometer la seguri-
dad de las mismas. 
8.° De los delitos que se cometan en los arsenales del Estado 
contra el régimen interior, conservacion y seguridad de estos esta-
blecimientos. 
9.° De los delitos y faltas comprendidos en los bandos que con 
arreglo á ordenanza puedan dictar los Generales en Jefe dedos 
ejércitos. 
10. De los delitos cometidos por los prisioneros de guerra, y 
personas de cualquiera clase, condicion y sexo que sigan al ejército 
en campaña. 
44. De los delitos de los asentistas, que tengan relacion con suc. 
asientos y contratas. 
42. De las causas por delitos de cualquiera clase, cometidos á 
bordo de las embarcaciones mercantes, así nacionales como estran-
jeras, de las de presas, represalias y contrabando marítimo, nau-
fragios, abordajes y arribadas. 
43. De las faltas especiales que se cometan por los militares en 
(I) Por decretos del Gobierno provisional, espedidos, uno por el Mi-
nisterio de la Guerra en 31 de diciembre de 1868. y otro por el de Ma-
rina en s de febrero de 1869, para el cumplimiento de lo dispuesto en 
el presente sobro unifica.ion de fueros, se declararon de la competen-
cia de las jurisdicciones de Guerra y de Marina los mismos asuntos 
que respectivamente se les designan en e l . artículo á que se refiere esta 
nota, añadiéndose para la de Guerra .los delitos que se cometan en las 
fábricas y fundiciones de armas del Estado.. Pueden verse dichos 
decretos, que se insertarán á continuacion del presente. 
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el ejercicio de sus funciones 6 que afecten inmediatamente al des-
empeño de las mismas. 
14. De las infracciones de las reglas de policía de las naves, 
puertos, playas y zonas marítimas, de las ordenanzas de Marina y 
reglamentos de pesca en las aguas saladas del mar. 
Art. 5.° La jurisdiccion de Guerra será tambien competen-
te por ahora para conocer de todos los delitos y faltas cometidos 
por cualquiera clase de personas en las plazas fuertes de Africa (1). 
(4) El art. 2. ° del decreto del Ministerio de la Guerra, antes citado, 
de 34 de diciembre de 1668, hace estensiva esta discusion á los nego- 
cios civiles ordenando lo siguiente: 'La jurisdiccion de Guerra será 
tambien la competente para conocer por ahora de todos los negocios, así 
civiles como criminales, de las personas residentes en las plazas fuertes 
de Africa.• Uno y otro decreto tienen fuerza de ley en virtud de la de 
las Córtes Constituyentes de 20 de junio siguiente, y debe estarse por 
tanto á lo que dispone el de Guerra, que es el posterior. De consiguien- 
te, en las plazas fuertes de Africa, la jurisdiccion militar seguirá cono-
ciendo, no solo de los delitos y faltas, sino tambien de todos los nego-
cios civiles, lo mismo que antes de la unificacion de fueros. 
Pero, si bien las circunstancias especiales de dichas plazas podrán justificar esta medida, ella exigia otra decjaracion no menos impor-
tante, y cuya omision podrá dar lugar á dudas y aun á conflictos. ¿Qué 
Tribunal será el competente para conocer de las apelaciones que se in-
terpongan de los fallos dictados en primera instancia por los jueces mi-
litares de las plazas fuertes de Africa en asuntos civiles? Antes de la 
reforma lo ora el Tribunal Supremo de Guerra y Marina, boy suprimi-
do. En su lugar se ha creado el Consejo Supremo de la Guerra, con 
dos Salas, una de ellas de justicia, compuesta do tres Ministros toga-
dos, con la misma competencia y atribuciones que tenia la de dicho 
Tribunal Supremo; pero salvas las modificaciones introducidas en ellas 
por los 'decretas de a y 31 de diciembre de ises sobre unificacion de f ue-
ros. Así lo dispone el de 46 de abril siguiente, por el que se creó el es-
presado Consejo. 
. Segun el espíritu y aun la letra de estos decretos, la jurisdiccion del 
Consejo Supremo de la Guerra está limitada a lo criminal; y si no la 
tiene para asuntos civiles, no podrá conocer de las apelaciones de que 
se trata. Es verdad que el art. 2.° del decreto de 34 de diciembre habla 
en general de la jur.sdiccion de Guerra, en cuya generalidad está com= 
prendido el Consejo Supremo, de lo cual puede deducirse que la ley 
le atribuye competencia para conocer do dichas apelaciones. Pero esto, 
además de no estar en armonía con otras disposiciones de los mismos 
decretos, ni con el espíritu de la reforma, dará lugar á que renazca el 
conflicto sobre el recurso de casacion, pues el Consejo, siguiendo las 
tradiciones del Tribunal Supremo de Guerra y Marina, probablemente 
se negará á admitir dicho recurso para onto el Supremo de Justicia, 
caso de creerse competente para conocer de dichas apelaciones. 
No permitiendo los limites de una nota estendernos mas sobre esta 
materia, concluiremos manifestando que creemos de necesidad una 
aclaracion auténtica para salvar , los inconvenientes y conflictos indi-
cados, lo que seconseguiria dando al citado art. 2.° y ala 0, á que se 
refiere esta nota, la redaccion siguiente: La jurisdiccion de Guerra cono-
cerd por ahora, como delegada de la ordinaria, de todos los negocios, así 
civiles como criminales, de las personas residentes en las plazas fuertes de 
Africa, con apelacion para ante la Audiencia mas inmedin(a, 6 la de Sevj -
lia. Si la jurisprudencia diese esta interpretacion á dichos artículos, 
favorecería la unificacion de fueros, y procederia de acuerdo con el 
espíritu de los decretos y de la reforma de que se trata. 
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Art. 6." Cuando un paisano sea juzgado ante la jurisdic-
cion de Guerra ó de Marina por delito que se halle castigado en 
el Código penal, la pena que éste señale será la aplicable en su 
caso (4). 
Art. 7.° La prevencion de los juicios de testamentaría y abin-
testato de los militares y marinos muertos en campaña ó navega-
cion, corresponderá á los Jefes y Autoridades de Guerra y Marina; 
entendiéndose para éste efecto, por prevencion de tales juicios, !as 
diligencias espresadas en los artículos 3M y siguientes de la Ley de 
Enjuiciamiento civil, que deberán acordar, siempre que fuese po-
sible, con dictamen de Asesor, y quedarán archivadas en los archi-
vos especiales de las espresadas jurisdicciones cuando no hayan de 
continuarse en el juicio respectivo (2). 
TITULO IV.—De la supresion de los Juzgados especiales 
de Hacienda. 
Art. S.° Se suprimen los Juzgados especiales de Hacienda. 
Los negocios de esta clase se sustanciarán cou arreglo á lo que 
disponen las leves comunes (3). 
Art. 9." Los delitos de contrabando y defraudacion se perse-
guirán conforme á lo ordenado en el decreto de 20 de junio de 4852; 
ea su consecuencia se aplicarán las penas allí establecidas, por los 
trámites que el mismo previene, conservándose al propio tiempo el 
procedimiento administrativo. 
TÍTULO V.—De la supresion de los Tribunales de Comercio, ,y re- 
forma del procedimiento actual en los juicios que pasan ante 
esta jurisdiccion. 
Art. 10. Se suprimen los Tribunales especiales de Comercio. 
Conforme á lo prescrito en el párrafo octavo del art. 4.", la ju-
risdiccion civil ordinaria será competente: 
4.° Para conocer en todas las contestaciones judiciales sobre 
obligaciones y derechos procedentes de negociaciones, contratos y 
(i) Esta disposicion se halla reproducida literalmente en el art. 3.° de 
cada uno de los decretos citados de 34 de diciembre de 4868 y 8 de fe-
brero de 4869, (2) Tambien se repite esta disposicion en los dos decretos antes cita-
dos;. en el de Marina (art. 2:) testnalmente, y en el de Guerra (art 4." 
S. i.°) omitiendo lo relativo al acuerdo de Asesor y al archivo de las 
diligencias. Véase el comentario de la misma en la pág. 742 y siguien-
tes del presente tomo. (3) Sobro la inteligencia de esta disposicion, véase el decreto del Mi- 
nisterio de Hacienda de s de julio de 4869 que se insertará mas adelante. 
Por él se declaran vigentes las disposiciones que establecen la via gu-
bernativa, la consulta del Ministerio fiscal al de Hacienda .y la prohibi- 
clon de despachar ejecuciones contra el Estado. 
I 
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operaciones mercantiles, ya estén comprendidas en las disposiciones 
del Código de Comercio, por reunir los caracteres determinados en 
él, ya en leyes especiales. 
2.° Para intervenir en los actos de jurisdiccion voluntaria que 
se funden en las disposiciones del mismo Código, ó que se refieran á 
las obligaciones que se mencionan en el párrafo anterior. 
Art. 11. Los procedimientos en toda clase de juicios, con in-
clusion de los de árbitros y amigables componedores y de los actos 
de jurisdiccion voluntaria que versen sobre negocios y causas de 
comercio y no tengan tramitacion señalada especialmente en este 
decreto, se arreglarán á las prescripciones de la Ley de Enjuicia-
miento civil. 
Art. 12. Se derogan el art. 325 y el lib. 5.° del Código de 
Comercio, la Ley de Enjuiciamiento en los negocios y causas de 
comercio dada en 24 de julio de 1830, y todas las leyes y dispo'si 
clones, cualquiera que sea su clase, que se hayan publicado para 
su inteligencia, complemento y aplicacion. 
Art. 13. Esceptúanse de la derogacion prescrita en el artícu-
lo anterior: 
1.° Los procedimientos en los juicios de quiebra, los cuales 
continuarán arreglándose á las prescripciones del libro 4.° del C6-
digo de Comercio, y al tít. 5.° de la Ley de Enjuiciamiento en los 
negocios y causas de comercio, con las modificaciones que se espre-
sarán más adelante (1). 
2.°• El procedimiento de apremio en los casos y en la forma 
que prescribe el tít. 8.° de la misma ley, á escepcion del 352, que 
queda derogado (2). 
Art. 14. No obstante lo prescrito en el artículo anterior, será 
parte en la calificacion de las quiebras y rehabilitacion de los que- 
brados el Ministerio fiscal, en los términos que se prescriben en este 
decreto (3). 
Art. 15. Con arreglo á lo ordenado en el art. 11, quedan 
suprimidos en los pleitos de comercio la tercera instancia y los re-
cursos de nulidad y de injusticia notoria, y establecido el 
 de casa- 
(4) De conformidad con lo prevenido por el núm. 1.° del art. 28 de 
este mismo decreto, se han ordenado estos procedimientos. con las 
modificaciones que se indican, en el titulo 4.° adicional á la 1. ° parte de 
la Ley de E. c. Véase dicho titulo con su suplemento en las págs. 933 y 
952 y siguientes de este tomo. (s) Por la razon indicada en la nota que precede, se han ordenado 
tambien estos procedimientos en el titulo 2.° adicional á la 1.0 parte de 
la Ley de E. c. Véase en la pág. 990 y siguientes de este tomo. 
(3) Véanse mas adelante en los arts. 22 y 24 las reformas hechas en 
el procedimiento establecido por el Código de Comercio y su Ley de 
Enjuiciamiento para las quiebras, con el objeto que aquí se indica de 
dar intervencion al Ministerio fiscal en la calificacion de las mismas; 
pero nada absolutamente se ha dispuesto para que la tenga tambien en 
la rehabilitacion de los quebrados, Sobre este punto véase la 'note de la 
pág. 954 de este tomo. 
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cion en los casos y forma que ordena la Ley de Enjuiciamiento 
civil. 
Art. 16. Las actuaciones judiciales á que se refieren los ar-
tículos 121, 122, 448, 149, 151, 208, 230, 593, 644, 669, 670, 
674, 679, 745, 781, 794, 940, 945, 946, 947, 948, 974, 976, 977, 
986, 988, 990, y cualesquiera otros que tengan por objeto hacer 
constar hechos que'puedan interesar a los que promuevan informa- 
ciones  sobre ellos en negocios de comercio, se practicaráa en los 
Juzgados de primera instancia (1). 
Art. 17. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, po-
drán practicarse las diligencias á que se refiere, en los Juzgados de 
paz de los pueblos que no sean cabezas de partido, cuando la ur-
gencia del negocio ó la circunstancia de existir allí los medios de 
prueba 6 los efectos mercantiles lo requieran, prévia declaración es-
pecial de los mismos Jueces, fundada en cualquiera de dichas cir-
cunstancias. 
Art. 1$. En las diligencias á que se refieren los dos artículos 
anteriores se observarán las reglas siguientes: 
1.' Cuando hubiere alguna 6 algunas personas á quienes pue-
dan perjudicar, estas deberán ser citadas para su práctica. 
2.° _ Los Promotores fiscales en las cabezas de partido, y los Pro-
curadores síndicos de los Ayuntamientos en los demás pueblos, se-
rán citados en los casos en que las diligencias puedan afectará los 
intereses públicos 6 á personas puestas bajo la proteccion especial 
de las leyes, 6 que estén ausentes o sean ignoradas. 
3." Los Escribanos de actuaciones en los Juzgados de primera 
instancia, y los Secretarios en los de paz, darán fé 6 certificarán del 
conocimiento de las personas que reclamen y de los testigos de las 
informaciones que en su caso se practiquen. 
Cuando no los conocieren, procuraran comprobar su identidad 
por documentos 6 por personas que los conozcan. En caso que fal-
taren medios de comprobacion de su identidad, lo consignarán en 
las diligencias. 
4.' La intervencion de los interesados, de los Promotores fisca-
les y de tos Procuradores síndicos en su caso, se limitará al conoci-
miento é identidad de las personas que intervengan en las diligen-
cias, y á su capacidad legal respecto al carácter con que intervie-
nen, a cuyo efecto se les entregarán las diligencias, concluidas que 
sean, antes de que recaiga providencia judicial. Cualquier otra re-
clamacion que hagan, solo dará lugar á que se declare salvo su de- 
recho para que puedan usarlo dónde y como lo estimen conveniente. 
5.° Si las objeciones que hagan los interesados, los Promoto- 
(1) Véanse este articulo y los dos que siguen, con sus notas, en la 
página 1017 y siguientes del presente tomo. Con ellos se ha formado el 
titulo adicional á la a parte de la ley de E. c., conforme á lo prevent-
do por el núm. 2.° del art. 28 de este mismo decreto. 
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res fiscales ó los Procuradores síndicos versaren sobre faltas subsa-
dables, decretará el Juez lo que corresponda para completar en lo 
posible las diligencias. 
6.' En vista de todo, el Juez resolverá lo que fuere procedente, 
y mandará que las diligencias se protocolicen, dándose de ellas tes-
timonio á. los interesados que lo solicitaren. 
Cuando las diligencias se practiquen en los Juzgados de paz, 
dadas que sean las certificaciones, se remitirán al Juzgado de pri- 
mera instancia, que mandará. protocolizarlas. 
Art. 19. La intervencion que el art. 410 del Código dá á los 
Tribunales de Comercio respecto á la formacion del arancel del de-
recho de corretaje que han de percibir los Corredores, corresponde-
rá en adelante á las Juntas de Comercio. 
Art .  20. La facultad que segun el art. 413 tenían los Inten-
dentes, y que ahora corresponde á los Gobernadores de provincia, 
para delegar la presidencia de las reuniones de los Colegios de 
Corredores en uno de los Jueces del Tribunal de Comercio, ó en 
otro Magistrado, se entenderá en adelante concedida respecto á sus 
Secretarios, á los individuos de la Junta de Comercio y á los Al-
caldes y Tenientes de Alcalde de la poblacion en que el Colegio se 
reuna. . 
Art. 21. La atribucion que el nlim. 4.° del art. 115 del Có-
digo dá á los Presidentes de los Tribunales de Comercio respecto al 
régimen de las Bolsas y casas de contratacion, pasará á los Gober-
nadores de provincia. 
Art. 2,,.. Los artículos 16, 31, 40, 96, 110, 41.2, 144, 145. 
174, 1044, 1159, 1140, 1141, 4442, 1443 y 1144 del Código de 
.Comercio quedarán reformados del modo siguiente: 
«Art. 16. La matrícula de comerciantes de cada, provincia se 
circulará anualmente á los Juzgados de primera instancia, y éstos 
cuidarán de que se fije una copia auténtica en el Atrio de sus salas 
para conocimiento del comercio, reservando la original en su Se-
cretaría.» 
«Art. 51. Copia del asiento que se haga en el registro general 
de todos los documentos de que se toma razon en él, se dirigirá 
sin dilacion á espensas de los interesados por el Secretario del 
Gobierno de la provincia, á cuyo cargo está el Registro, á los 
Juzgados de primera instancia del domicilio de aquellos para 
que la fijen en el estrado ordinario de sus audiencias, y se inserte 
en el registro particular que cada Juzgado deberá llevar de estos 
actos.» 
«Art. 40. Los tres libros que se prescriben de rigurosa necesi-
dad en el Orden de la contabilidad comercial, estarán encuaderna-
dos, forrados y foliados, en cuva forma los presentará cada comer-
ciante en el Juzgado de primera instancia del partido, ó en el de 
su domicilio en las poblaciones en que hubiere más de uno, para 
que en la primera hoja se ponga una nota 
 en que se haga espresion 
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del número de las que tenga el libro y de la fecha de la presenta-
cion de éste, firmada por el Juez y un Escribano de actuaciones, 
poniéndose en todas sus hojas el sello del Juzgado. No se exigirán 
derechos algunos por esta diligencia.» 
«Art. 96. En caso de muerte 6 destitucion de un Corredor co-
legiado, será de cargo y responsabilidad del Síndico del Colegio 
recocer los registros del corredor muerto ó destituido, y entregarlos 
en el archivo del Colegio de Corredores para su conservacion y 
custodiá.» 
«Art. 110. Los Corredores percibirán el derecho de corretaje 
sobre los contratos en que intervengan, arreglado al arancel de 
cada plaza mercantil. En la que no la haya, se formará el arancel 
por el Gobernador de la provincia, oyendo instructivamente á la 
Junta de Comercio y á la. del Colegio de Corredores, y se elevará á 
la aprobacion del Gobierno.» 
«Art. 112. Las reuniones no se verificarán en ningun caso, 
por urgente que sea, sin prévia noticia y licencia por escrito del 
Gobernador de la provincia, quien presidirá la sesion por si 6 de- 
legará la presidencia en su Secretario, en uno de los individuos de 
la Junta de Comercio, en el Alcalde 6 Tenientes de Alcalde de la 
poblacion en que el Colegio se reuna, y no en otra persona.»  
«Art. 114. Los individuos de la Junta de gobierno serán nom-
brados en el primer domingo de enero de cada ano, entre los indi- 
vídpos de la corporacion, en junta celebrada en la forma dispuesta 
en el art. 112, por pluralidad absoluta de votos, dándose cuenta . 
del resultado al Gobernador de la provincia, quien en los ocho 
dias siguientes aprobará la eleccion, si halla que se ha procedido 
en ella legalmente, oyendo y decidiendo en dicho término las 
quejas que se le dén contra ella, y aprobada que sea, la comuni-
cará al Síndico cesante para que ponga en posesion á los nuevos 
electos.» 
«Art. 115. Es de cargo del Síndico y Adjuntos de Corredores: 
»1.° Velar que en las casas de contratacion 6 Bolsas de Comer-
cio se observen las leyes y reglamentos sobre el cambio y régimen 
interior de aquellos establecimientos, , y dar cuenta sin demora de 
cualquiera contravencion, que llegue a su noticia, al Gobernador de 
la provincia. 
»2.° Fijar, despues de haber examinado las notas de todos los 
Corredores de la plaza, los precios dQ los cambios y mercaderías,. y 
estender la nota general que se fijará en las Bolsas, enviando copia 
autorizada de ella al Gobernador de la provincia. 
»3.° Llevar un registro exacto de estas mismas notas, para que 
los Tribunales y Autoridades puedan estraer del mismo registro 
los datos v noticias que convengan á la buena administracion de 
justicia. El Gobernador de la provincia y los Jueces y Tribunales 
pueden tambien ordenar la presentacion de dicho registro, y éxa-
minarlo cuando lo crean así necesario. 
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»Tambien pueden los particuales exigir del Síndico y Adjun-
tos las certificaciones que convengan á su derecho, de lo que re-
suite del registro sobre precios de cambios y mercaderías,aque- 
llos se las librarán sin dificultad alguna, exigiendo los derechos que 
se señalarán en los aranceles. 
»4.° Celar que Jos Corredores no gontravengan á ninguna de 
las disposiciones prohibitivas que van prescritas, en los artículos 99, 
100, 101, 102, 403, 104,105 y 106 de este Códigr, y en caso que 
lo hagan, dar cuenta inmediataménte por escrito al Gobernador de 
la provincia, bajo la multa de 500 escudos en caso de no hacerlo, 
y de separacion de sus cargos. 
»5.° Evacuar los informes que se les pidan por las Autoridades 
y Tribunales de la.Nacion, sobre las inculpaciones que se hagan á 
algun individuo del Colegio, con integridad, exactitud é impar-
cialidad. 
»6.° Dar su dictámen sobré las diferencias que puedan ocurrir 
entre Corredores y comerciantes, en razon de negociaciones de. 
cambio 6. de mercaderías, siempre que lo exija el Tribunal 6 Juez 
competente, y no en otro caso.» 
«Art. 174. Los factores deben tener un poder especial de la 
persona por cuya cuenta hagan el tráfico, del cual se tomará razon 
en el Registro general de Comercio de la provincia, y.se fijará un 
estracto en los estrados del Juzgado de primera instancia del punto 
donde esté establecido el factor.» 
 
Art. 1044. Su disposicion primera se redactará así: 
«El nombramiento de Comisario de la quiebra en un comer-
ciante matriculado si le hubiere....» 
Lo demás del artículo queda subsistente (1). 
Art. 1139. Los artículos 1139 y 1140 formarán uno solo con 
el número 4139. 
Se intercalará con el número 1.140 el artículo siguiente (2): 
«Art. 1140. El informe del Comisario y la esposicion de los 
Síndicos se pasarán al Promotor fiscal del Juzgado, para que si en-
contrare algun delito ó falta, promueva su castigo con arreglo á las 
leyes.» 
«Art. 1141. Ei informe y esposicion referidos y la censura del 
Promotor fi scal, se comunicarán al quebrado, el cual podrá im-
pugnar la calificacion propuesta, segun convenga á su derecho.» 
«Art. 1142. En el caso de óposicion podrán, así los Síndicos y 
el Promotor fiscal como el quebrado, usar de los medios legales'dé 
prueba para acreditar los hechos que respectivamente hayan ale- 
(I) Véase este articulo reformado con sus notas, especialmente la I.' en la pág. 963 y siguiente de este tomo. (2) Véanse estos arts. y los sigs. hasta el I i41, con sus notas .y refe-
rencias, en la pág, 984 del presente tomo. 
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gado. El término para hacer esta prueba no escederá de cuarenta 
dias.» 
Art. 1143. En vista de lo alegado y probado por parte de los 
Síndicos, del Promotor fiscal y del quebrado, el Juez hará la cali-
ficacion definitiva de la quiebra cuando la considere de primera ó 
segunda clase, con arreglo á los artículos 1003 y 1004, y mandará 
poner en libertad al quebrado, en•el caso de hallarse todavía dete-
nido. El quebrado, los Síndicos y el Promotor fiscal pddrán inter-
poner apelacion de la providencia, v se les admitirá en ambos efec-
tos; ejecutándose no obstante en cuanto á la libertad del quebrarlo, 
si en ella se hubiere decretado.» 
«Art. 1144. Cuando sustanciado el espediente de calificacion 
resultasen méritos para calificar la quiebra de tercera, cuarta ó 
quinta clase, se procederá á la forn:acion de causó, criminal, cuya 
cabeza será la pieza de autos relativa á la calificacion. No obstará 
esto á que sigan las demás actuaciones de la quiebra.» 
Art. ?3. Los artículos 931, 941, 943, 963 y 979 de la Ley 
de Enjuiciamiento civil (1) quedarán reformados en los términos si- 
guientes: 
«Art. 934.. Para decretar el embargo preventivo, es necesario: 
»1.° Que quien lo pida presente un título ejecutivo. 
»2.° Que aquel contra quien se pide se halle en uno de los ca-
sos siguientes: 
«Que sea erst ^anjero no naturalizado en la vacion. 
»Que aunque sea español ó estragjero naturalizado, no tenga 
domicilio 6 bienes raíces, é un establecimiento agrícola, industrial 
ó mercantil en el lugar donde corresponda demandarle en justicia 
para el pago de una deuda. 
»Que aun teniendo las circunstancias que acaban de espresarse, 
(I) Por el art. 20 del decretó do 4.0 de febrero de tass, haciendo es- 
tensivas á Ultramar las disposiciones del presente, además de los ar-
tículos de la Ley de Enjuiciamiento civil que aquí se citan, se han re-
formado el 279 y eso. Como puede verse en la pág. I I 13 y sig. de este 
tomó, á los medios de prueba designados en el art. 279, se agregan con 
el núm. 4.° 'los libros de cuentas de los comerciantes que reunan los 
requisitos exigidos por la sec. 2.0, tft. I,°, lib. I.° del Código de Comer-
cio;• y entre los documentos públicos y solemnes, que denomina el 
art. 280, se comprenden bajo el núm. 2. los registros de los libros de 
los Corredores y las certificaciones espedidas por estos agentes con 
referencia á dichos registros en los términos prescritos por el art. 6a 
del Código de Comercio.. Acaso por inadvertencia no se haya hecho 
igual reforma, ó mas bien igual declaracion por el artículo á que se 
refiere esta nota: no la creemos, sin embargo, do absoluta necesidad 
para que.los tribunales de la Peninsula atribuyan igual valor y efica-
cia á los indicados documentos en negocios de comercio; pues, como 
se consigna en el preámbulo del decreto de Ultramar, .ya que so sos-
tienen los preceptos del Código de Comercio sobre las solemnidades Y 
condiciones de dichos libros y notas 6 registros, lógico es reconocer-
les la eficacia que, por efecto de esas mismas disposiciones, les.fué 
a tribuida. 
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se haya fugado de su domicilio ó establecimiento, no dejando per- 
sona al frente de él, ó que se oculte, ó exista motivo racional para 
creer que ocultará 6 malbaratará sus bienes en daño de sus acree- 
dores, sabiendo que se procederá contra 61 {4» 
Art. 941. El art. 944 de la Lev de Enjuiciamiento civil se adi- 
cionará al tin del modo siguiente (2): 
«4.° Las letras de cambio sin necesidad de reconocimiento judi- 
cial respecto al aceptante que no hubiere puesto tacha de falsedad 
á su aceptacion al tiempo de protestar la letra por falta de pago. 
. »6.° Los cupones de obligaciones al portador emitidas por com-
pañías legalmente autorizadas al efecto, siempre que confronten con 
los títulos, y éstos con los libros talonarios, á no ser que el Director 
6 persona que represente á la Compañía protesten en el acto de la 
confrontacion la falsedad de los títulos.» 
El art. 945 se adicionará del modo siguiente (3): 
Art. 943. Si el deudor citado para reconocer su firma dejare de 
comparecer, se le citará segunda vez, bajo apercibimiento de de-
clararlo confeso en la legitimidad de la misma, y si no comparecie- 
re, se decretará contra él la ejecucion, siempre que hubiere prece-
dido protesto 6 requerimiento al pago ante Notario, 6 se hubiere ce-
lebrado acto .de conciliacion sin haberse opuesto tacha de falsedad á 
la firma en que funda el acreedor la accion ejecutiva. 
»El que citado por segunda vez no tïompareciere, podrá á 
instancia del actor ser citado por tercera vez, bajo apercibimiento 
de haberle por confeso, si no mediare justa causa, y no compare- 
ciendo, será habido por confeso á peticion de parte, y se decretará 
la ejecucion. 
»El que con cualquier motivo manifestase que no puede res-
ponder acerca de si es 6 no suya.la firma, sera interrogado por 
el Juez acerca de la certeza de la deuda, y si eludiere tambien 
responder categóricamente, será amonestado de ser habido por con- 
feso si no responde categóricamente. Si persistiere, hará el Juez esta 
declaration. » 
XI final del art. 963 se añadirá en párrafo separado lo siguien-
te (4): 
(1) Véase el comentario de este art. 931 en la pág. 850 y siguientes del presente tomo. (2) Véase íntegro este art. 941 con la adicion que aquí se le hace, y 
su comentario, que es importante, en la pág. 855 y sigs. de este tomo. (3) Nótese que no se refunde el art. 943 en el que se inserta á con-
tinuacion, como pudiera deducirse de haber encabezado en la ed.cion 
oficial el párrafo primero con el número del artículo; sino. quo se 
adiciona con los tres párrafos que siguen, en los que no puede conside-
rarse refundida su primitiva disposición. Véase íntegro dicho articulo, 
tal como ha quedado reformado, con su comentario, en la pág. 866 y 
siguientes de este tomo. (4) Véase tambien integro este art. 963 con su comentario en la pá- 
gina 876 y sigs. de este tomo. 
-+! 
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«Exceptúanse de lo que queda establecido las ejecuciones que 
procedan de letras de cambio, en las que no se admitirán mas 
escepciones que las prevenidas en el art. 545 del Código de Co- 
mercio.» °
El art. 979 será sustituido por'eI siguiente (4): 
«Art. 979. Consentida la sentencia de remate, confirmada por 
la Audiencia, 6 dada la fianza en el caso (le pedirse su ejecucion 
cuando se haya apelado, se hará pago inmediatamente de princi-
pal y costas, prévia tasacion de éstas, si lo embargado fuere dine-
ro, sueldos, pensiones 6 créditos realizables en el acto. 
»Si fueran valores de comercio endosables ó títulos al porta-
dor, emitidos' por el Gobierno 6 por las Sociedades autorizadas 
para ello, se hará su venta por el Corredor que el Juez señale, 
uniéndose á los autos nota de la negociacion, que presentará el 
Corredor elegido, con certificacion al pié de ella, dada por los Sín-
dicos del Colegio, ó donde no hubiere colegio, por los dos Corredo-
res mas antiguos, en la que conste haberse hecho la negociacion 
al cambio corriente del dia de la fecha. Respecto á los efectos que 
se coticen en Bolsa, la eleccion del Juez deberá recaer en uno de 
sus Agentes, y donde no lo hubiere, en un Corredor de Comercio. 
Cuando los bienes Fueren de otra clase, se procederá á su justipre-
cio por peritos nombrados por las partes, y tercero en su caso, 
para dirimir la discordia. • 
Art. '24. Los artículos 244,. 245, 246 y 250 de la Ley de 
Enjuiciamiento en los negocios y causas de comercio, quedarán 
redactados en la forma siguiente (2): 
«Art. 244. Los Síndicos en la esposicion que se les prescribe 
presentar por el art. 1439, y el Promotor fiscal en la censura ique 
ordena el artículo 4140,. deducirán pretension formal sgbre la cali-
ficacion de la quiebra, y unida a los autos se entregarán al que-
brado, por término de nueve dias, para que conteste á esta soli-
citud.» 
«Art. 245. No usando el quebrado de la comunicacion de 
autos, ó en el caso de que los devuelva sin oponerse á la pretension 
de los Síndicos 6 del Promotor, se procederá á la vista, prévio el 
señalamiento de dia, que se notificará á las partes, y•el Juez hará 
la calificacion que estime arreglada á derecho, segun lo que resulte 
de esta pieza de autos, y de la respectiva á la declaracion de quie-
bra, que se tendrá tambien presente.» 
«Art. 246. Si el quebrado hiciere oposicion á la pretension de 
° los Síndicos 6 del Promotor fiscal, se recibirá la causa a prueba por 
(1) Véase igualmente con su comentario en la pág. 884 de este tomo. (2) Estos cuatro artículos ocupan respectivamente por su Orden los 
números 76, 77, 78 y 82 de los del titulo I.° adicional á la ' parte de 
la Ley de E. c. Véanse con sus notas en la pág. 949 y sigs. del presente 
tomo. 
I 
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el término que el Juez halle prudentemente necesario, segun lo 
alegado por las partes, prorogándolo, si éstas lo pidiesen, hasta el 
máximum de cuarenta días, que señala el artículo 4442 del Có-
digo.» 
«Art. 25O. Los Síndicos no harán gestion alguna bajo esta re-
presentacion en la causa criminal que se siga al quebrado de ter-
cera, de cuarta ó de quinta clase, sino por acuerdo 'de la Junta ge-
neral de acreedores. 
El que de estos use en aquel juicio de las acciones que le 
competan con arreglo á las leyes criminales, lo hará á sus propias 
espensas, sin repeticion en ningun caso contra la masa por las re- 
sultas del juicio.» 
Art. 25. En todos los artículos que el Código de Comercio 
se refiere á los •Intendentes, y el mismo Código 6 la Ley de En-
juiciamiento en negocios y causas criminales, en la pa ^te que se 
conserva, hacen mencion de los Tribunales de Comercio, ó Jueces 
Comisarios de quiebra, se sustituirán á la palabra Intendentes las 
de Gobernadores de provincia, á ,las de Tribunales de Comercio las. 
de Jueces de primera instancia, y á lás de Jueces Comisarios la 
de Comisarios. 
La misma palabra de Comisario se sustituirá á la de Juez, 
cuando en la Ley de Enjuiciamiento en los negocios y causas de 
comercio se usa de esta palabra para designar al Juez Comisario. 
A. la frase de Prior del Tribunal de Comercio, cuando se refiere 
á 
 
Autos judiciales, se sustituirá la de Juez (4). 
Art. 26. Publicado que sea el presente decreto, se harán 
nuevas ediciones oficiales del Código de Comercio y de la ley de 
Enjuiciamiento civil, en las cuales se pondrán en sus respectivos 
lugares las alteraciones que quedan ordenadas, dejándose de inser-
tar las supresiones. 
Art. 27. Se procurará evitar, en cuanto sea posible, altera-
ciones en la numeracion de los artículos, dividiendo al efecto algu-
no 6 algunos, cuyas disposiciones lo permitan sin perjudicar á su 
contesto. 
Art. 26. Se imprimirán, como parte integrante de la Ley de 
Enjuiciamiento civil: 
1.° Al final de la parte primera, y con numeracion separada, 
dos títulos adicionales, uno de ellos el 5.° de la Ley de Enjuicia-
miento en los negocios y causas de.comercio, segun ha sido refor• 
mado por este decreto, y el otro sera el 8.°, á escepcion del artícu-
lo 352 que queda suprimido (2).  
(I) En las disposiciones del Código de Comercio y de su ley de  En-juiciamiento, que se han insertado en el Apéndice, se ha hecho la sus-
titucion de palabras 6 denominaciones ordenada por este articulo. (2) Estos dos títulos han sido adicionados en la presente obra, tal 
como aquí se ordena, incluyéndolos en el Apéndice, al final de la 1.• 
parte de la Ley de E. c.. págs. 933 y sigs. y 990 y sigs. se  este tomo. 
2.° Al final de la segunda parte, como título adicional, se pon-
drá de la misma manera el art. 16 de este decreto (1). 
Art. 29. Los Gobernadores de provincia reemplazarán en los 
patronatos v fundaciones, de cualquiera clase que fueren, á los 
Tribunales de Comercio, á sus Priores y Cónsules que tuvieren á 
ellos llamamiento. 
Art. :10. Se derogan todas las leves, reglamentos y órdenes 
anteriores en cuanto se opongan al presente decreto. 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 
I 	 Dentro de los treinta dias siguientes á la publicacion de 
este decreto en la Gaceta de Madrid, pasarán á los Juzgados y 
Tribunales competentes, en el estado en que se hallen: 
I ° Los negocios civiles y causas criminales por delitos comu-
nes pendientes en los Juzgados y Tribunales eclesiásticos , y en los 
de Guerra y Marina, salva la escepcion que espresan los artículos 
4.° y 5.° del presente decreto. 
2. 	 Los pleitos civiles y causas criminales pendientes en los 
Juzgados de Hacienda. 
3.° Los asuntos pendientes en los Tribunales especiales de Co-
mercio. 
2.` Se considerará desde luego como Juez competente para 
conocer de los pleitos pendientes en los Tribunales de Comercio y 
en los Juzgados militares y eclesiásticos, el del lugar en que se 
sigan. 
Donde hubiere más de un Juez, será el competente el del do-
micilio del demandado, en los pleitos, y si éste no lo tuviere en el 
mismo pueblo, el decano. 
En las causas será competente el del lugar del delito; y si se 
hubiere cometido fuera del pueblo en que se siguiera la causa, el 
Decano cuando hubiere mas de un Juez. 
3.° Los pleitos y causas por delitos comunes, pendientes en se-
gunda ó última instancia en los Tribunales eclesiásticos y en los 
militares, se pasarán en el estado en que se encuentren a la Au-
diencia en cuyo territorio residieren los Jueces que hayan dictado 
la sentencia en primera instancia. 
Si hubiere algun recurso de casacion pendiente en el Tribunal 
Supremo de Guerra y Marina, se remitirá para su decision al Tri-
bunal Supremo de Justicia en el estado en que se halle. 
4.° Los pleitos y causas pendientes al publicarse este decreto, 
eu el Tribunal Supremo de Guerra `' Marina, Tribunales eclesiás-
ticos, Tribunales de Comercio, Auditorías de Guerra y de Marina, 
Igualmente hemos adicionado este titulo, incluyéndolo en el 
Apéndice, al final de las 'parto de la Ley de E. c.: véase en la pág. 7047 
y sigs. 
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se continuarán sustanciando con sujecion á las leves anteriores, 
hasta que termine la instancia en que se encontraren. 
Desde la sentencia que ponga término á dicha instancia, se 
acomodarán á las prescripciones de este decreto y de las leyes co-
munes. 
5.' Los resguardos de depósitos que obran en los Juzgados v 
Tribunales que se suprimen, y las consignaciones hechas con 
cualquier motivo en las Escribanías, se pondrán á la disposicion 
de los Jueces que deban conocer de los pleitos 6 causas á que se 
refieran. 
6.' Los géneros y efectos que se hallen en las salas de depósi-
tos de los Tribunales de Comercio, continuarán en ellos bajo la vi-
gilancia de la Junta de Comercio y á disposicion de los Jueces com-
petentes. 
î.' Los archivos de los Juzgados de Hacienda y Comercio 
quedarán a disposicion de los Jueces de primera instancia, los cua-
les deberán hacerse cargo de ellos y depositarlos donde lo estén los 
demás correspondientes á la jurisdiccion ordinaria. 
8.' Los libros de los Agentes de Bolsa y Corredores que cesen 
en sus cargos, y de los quebrados que obren en los archivos de 
los Tribunales de Comercio, se depositarán en los de las Juntas 
de Comercio, quedando los iiltimos á disposicion de los Juzgados 
respectivos. 
9.' Los Jueces de Hacienda y los Ahogados consultores de los 
Tribunales de Comercio, que cesen á consecuencia de lo dispuesto 
en el presente decreto, tendrán la misma consideracion y derechos 
que los Jueces de término cesantes, si tuvieren en su carrera res-
pectiva, ó en la judicial 6 fiscal del fuero coman, el tiempo de ser-
vicio necesario para obtener la referida consideracion. 
Los que tuvieren menos tiempo de servicio serán considerados 
como Jueces de ascenso. 
10. El Fiscal de Hacienda de la Audiencia de Madrid será con-
siderado como Fiscal cesante de la misma Audiencia, si contare el 
tiempo de servicio necesario para obtener la mencionada conside-
racion. Si no lo tuviere, como Fiscal cesante de Audiencia de pro 
vincia. 
El Abogado Fiscal de Hacienda del Tribunal Supremo de' Jus-
ticia, como Ahogado fiscal del mismo, si tuviere el tiempo necesa-
rio para ello, y si no lo tuviere, como teniente fiscal de la Audien-
cia de Madrid. 
Los Promotores fiscales de Hacienda serán considerados como 
Promotores fiscales de término cesantes, si tuvieren en su carrera 
respectiva, 6 en la judicial 6 fiscal del fuero comun, el tiempo de 
servicio suficiente para obtener la referida categoría. 
Los que tengan menos tiempo de servicio serán considerados 
como Promotores de ascenso. 
11. Los Escribanos v subalternos de los Juzgados de Hacienda 
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y Tribunales de Comercio, serán colocados en las vacantes de su 
clase que ocurran en los Tribunales y Juzgadós""de la jurisdiccion 
ordinaria, que continuarán por ahora con la organización que hoy 
tienen. 
12. Por los Ministerios á quienes corresponda,se darán las ór-
denes oportunas para el cumplimiento de este decreto, del cual 
dará cuenta á las Córtes el Gobierno provisional (4). 
Madrid 6 de diciembre de 4868.—El Ministro de Gracia y Jus-
ticia, Antonio Romero Ortiz.» 
Fomento. —ORDEN de t i de diciembre de 1868, dictando reglas para el 
cumplimiento de lo dispuesto en el decreto que precede, de 6 del mis-
nno'mes, sobre unidad de fueros, en lo relativo a la supresion de los 
Tribunales de Comercio. 
«Ilmo. Sr.: En virtud de lo prescrito en la disposicion duodécima de las 
transitorias del decreto de 6 del corriente sobre la refundicion de los fueros 
especiales en el ordinario, supresion de los Tribunales de Comercio y re-
forma del procedimiento mercantil, y á fin de que en el plazo mas bre-
ve posible, se lleve á cabo tan importante medida, he tenido á bien dis-
poner: 
I.° Los asuntos pendientes en los Tribunales especiales de Comercio 
se entregarán, bajo inventario detallado,' por los Escribanos de actuacio-
nes de los mismos al Juez de primera instancia del partido judicial en que 
se halla establecido, 6 al Juez decano en donde hubiese mas de uno. 
2.° En igual forma se procederá: 1." Con relacion á los resguardos de 
depósitos que obrenen los Tribunales suprimidos y de las consignaciones 
hechas con cualquier motivo en sus Escribanías. 2.° Acerca de los géne-
ros y efectos que se hallen en las salas de depósitos de los mismos Tribu-
nales, aunque continúen en ellos bajo la vigilancia de las Juntas p ^ovin-
cialas de Agricultura, Industria y Comercio y á disposicion de los Jueces 
competentes. 3.° Respecto de los archivos de los espresados Tribunales, 
los que perderían toda su importancia si se subdividieran, además de la 
imposibilidad de verificarlo en un corto plazo, tratándose de documentos 
que tienen su origen en los antiguos Consulados. Y 4.° En cuanto á los 
resguardos de los espedientes que se hallen en la Superioridad. 
3.° Los Gobernadores de las provincias en donde existeu Tribunales 
especiales de Comercio, se harán cargo, bajo inventario, de Ios'muebles y 
utensilios pertenecientes á los mismos, y remitirán una copia á esa Direc-
cion proponiendo el destino que pueda dárseles en beneficio del servicio 
público, así como la aplicacion del lugar que ocupan sus dependencias, si 
el edificio fuese del Estado, adoptando las disposiciones oportunas para la 
conservacion del Archivo y de los muebles y enseres hasta la oportuna re-
solucion. Respecto de los Tribunales que tienen sus dependencias en casas 
(4) Lin cumplimiento de esta disposicion, por los Ministerios de Fo-
mento, Guerra y Marina se dictaron las órdenes aquí prevenidas, las 
que so insertan a continuacion del presente decreto. Las disposiciones 
que contienen para hacer entrega a la jurisdiccion ordinaria de los ne-
gocios que pendian en los Tribunales y Juzgados especiales, están de 
aouerdb con las transitorias que preceden; como puede verse compa-
rándolas entre si. 
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particulares, los Gobernadores respectivos propondrán igualmente las dis-
posiciones que deban adoptarse para que cuanto antes cese este gravámen 
para el Estado. 
4.° Se declaran cesantes los Letrados consultores, Escribanos de actua-
ciones y demás dependientes de los expresados Tribunales, encargando 6 
los Gobernadores den conocimiento á este Ministerio de la fecha en que 
respectivamente cesen, para el abono del sueldo que les corresponda; en 
la inteligencia de que los Escribanos de actuaciones no deberán cesar hasta 
que hayan hecho la oportuna entrega de los asuntos pendientes y del Ar-
chivo puesto á su cuidado. 
Lo que participo 6 V. 1. para su conocimiento y efectoscznsiguientes. 
encargándole que al comun icar esta disposicion á los Gobernadores de las 
provincias y 6 los Priores y Cónsules de los Tribunales especiales de Co-
mercio, Ics haga presente que este Ministerio queda altamente salisfecho 
de la manera como han desempeñado las judicaturas de Comercio los ele-
gidos para tan honoríficos cargos en las diferentes plazas mercantiles de la 
Península é Islas adyacentes, y que respecto de los funcionarios que han 
tenido 6 sus órdenes, con esta fecha se recomiendan sus servicios al  Minis-
tro de Gracia y Justicia para que sean colocados en las vacantes de su clase 
que ocurran en los Tribunales y Juzgados de la jurisdiccion ordinaria, con 
arreglo á lo que se consigna en la disposicion undécima de las transitorias 
al decreto repetidamente citado. 
Dios guarde á V. I. muchos años.—Madrid 17 de diciembre de 1868.—
Ruiz Zorrilla.—Sr. Director general de Obras públicas, Agricultura, In-
dustria y Comercio.a 
Guerra.—DECRETO DEL GOBIERNO PROVISIONAL de 31 de diciembre de 
i 868, disponiendo lo conveniente para que tenga efecto el de unifica - 
cion de fueros en la parte relativa d la jurisdiccion de Guerra. 
«Publicado el decreto de 6 del corriente sobre unificacion de fueros, y 
determinándose en la última de sus disposiciones transitorias quo por los 
Ministerios correspondientes se darian las órdenes oportunas para su 
cumplimiento; deseoso el Ministro que suscribe de que cuanto antes se 
ponga en práctica aquella importante reforma, con el objeto de disponer 
lo conveniente para que el pensamiento unificador tenga cumplido efecto 
en todas sus partes, y como individuo del Gobierno provisional y Ministro 
de la Guerra, Vengo en decretar lo siguiente: 
Artículo 1.° Corresponderá 6 la jurisdiccio• de Guerra el conoci-
miento: 
Primero. De la prevencion de los juicios de testamentaría y abintestato 
de los militares muertos en campaña, entendiéndose para este efecto por 
prevencion de tales juicios las diligencias espresadas en los arts. 351 y si-
guientes de la Ley de Enjuiciamiento civil. 
Segundo. De las causas criminales por delitos comunes que no sean de 
los esceptuados en el art. 9.° (1), cometidas por militares é individuos de 
los cuerpos auxiliares del ejército en activo servicio. 
Tercero. De los delitos de traicion que tengan por objeto la entrega de 
una plaza, puesto militar ó almacenes de municiones de boca 6 guerra al 
enemigo. 
(I) Esta cita está equivocada, puesto que el presente decreto no 
llega al art. 9.°: debe referirse al art. 7.° 
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Cuarto. De los delitos de seduccion de tropa española 6 que. se talle al 
servicio de España para que deserte de sus banderas en tiempo de.guerra 
6 se pase al enemigo. 
Quinto. De los delitos de seduccion y auxilio á la desercion en tiempo 
de paz. 
Sesto. De los delitos de espionaje, insulto á centinelas, salvaguardias 
y tropa armada, atentado y desacato á la Autoridad militar. • 
Sétimo. De los de delitos de robo de armas, pertrechos, municiones de 
boca y guerra 6 efectos pertenecientes ti la Hacienda militar en los alma-
cenes, cuarteles y establecimientos militares de cualquiera clase que sean, 
y del de incendio cometido en los mismos parajes. 
Octavo. De los delitos cometidos eu plazas sitiadas por el enemigo, 
que tiendan á alterar el 6rden público 6 á comprometer la seguridad de 
las mismas. 
Noveno. De los delitos que se cometan en las fábricas y fundiciones 
de armas del Estado. 
Décimo. De los delitos y faltas comprendidos en los bandos que con 
arreglo é ordenanza puedan dictar los Generales eu Jefe de los ejércitos. 
Undécimo. De los delitos cometidos por los prisioneros de guerra y 
personas de cualquiera clase, condicion y sexo que sigan al ejército en 
campaña. 
Duodécimo. De los delitos de los asentistas de servicios militares que 
tengan relacion con sus asientos y contratas. 
Décimotercero. De las faltas especiales que se cometan por los milita-
res de todas clases en el ejercicio de sus funciones, 6 que afecten inme-
diatamente al desempeño de las mismas. 
Art. 2.° La jurisdiccion de Guerra será tambien la competente para 
conocer por ahora de todos los negocios, asi civiles como criminales, die 
las personas residentes en las plazas fuertes de Africa  (I).  
Art. 3.° Cuando un paisano sea juzgado por la jurisdiccion de Guerra 
por delitos que se hallen castigados en el Código penal, la pena que éste 
señale será la aplicable en su caso. 
Art. 4.° Las faltas castigadas eu el libro 3.° del Código penal, á es-
cepcion de las que por las ordenanzas, reglamentos y bandos militares 
del ejército tengan señalada una mayor pena cuando fueren cometidas 
por militares, serán de la esclusiva competencia de la jurisdiccion ordi-
naria. 
Art. 5.° • Todos los negocios civiles que se hallen en el Tribunal Su-
premo de Guerra y Marina, procedentes de los Juzgados de las Capitanías 
generales, se remitirán inmediatamente á la Audiencia en cuyo terri-
torio residieren los Jueces qne hayan dictado la sentencia en primera ins-
tancia. 
Art. 6.° Los recursos de casacinn pendientes en el Tribunal Supremo 
de Guerra y Marina se remitirán para su decision al Tribunal Supremo de 
Justicia en el estado en que se hallaren. 
Art. 7.° Las causas por delitos comunes cometidos por los retirados, 
las mujeres, hijos 6 criados de los aforodos de guerra en activo servicio; 
por los operarios de las fundiciones, fábricas y parques de Artillería é In-
genieros fuera de sus respectivos establecimientos; por los estranjeros do - 
(t) Véase el art. s.° del decreto de s de diciembre de 1868, inserto 
anteriormente, y su nota (pág. XIV.) 
I 
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miciliados y transeuntes, y por los militares antes de pertenecer al ejérci-
to, estando dados de baja, durante su desercion 6 en el desempeño de al- 
gun destilo 6 cargo público civil; así como aquellas en que se persigan 
delitos contra la seguridad interior del Estado y del órden público cuando 
la rebelion y sedicion no tengan carácter militar, atentados y desacatos con-
tra la Autoridad civil, tumultos 6 desórdenes públicos y sociedades secre-
tas, falsificaciou de sellos, marcas, moneda y documentos públicos que no 
tengan relacion con el servicio militar, robo en cuadrilla, defrauda cion de 
los derechos de Aduanas, y contrabando de géneros estancados 6 de ilícito 
comercio, injuria y calumnia é personas que no sean militares, y adulterio 
v estupro, que se hallen pendientes en el Tribunal Supremo de Guerra y 
 Marina se remitirán tambien inmediatamente, en el estado que se en-
cuentren, á la Audiencia del territorio en que residan los Jueces que co-
nocieron de ellas en primera instancia. 
Art. 8.° Los pleitos y causas á que se relieren los artículos anteriores, 
que radiquen en los Juzgados de Guerra de las. Capitanías generales, pri-
vativos de Artillería é Ingenieros y en los de estranjería, se entregarán 
bajo inventario detallado por los Escribanos de actuaciones de los mismos, 
en el estado en que se encontraren, al Juez de primera instancia de la 
capital en que aquellos se hallasen establecidos; y donde hubiere mas de 
uno, al Juez decano 6 al del domicilio del demandado cuando se trate de 
negocios civiles. 
Madrid 31 de diciembre de 1868.—El Ministro de la Guerra,  Juan 
 Prim.» 
Marina. —DECRETO DEL GOBIERNO ,'ROVISIONAL de 8 de febrero de 1869, 
disponiendo lo conveniente para gáae el de unificacion de fueros tenga 
efecto en la parte que se refiere d la jurisdiccion de Marina. 
«Habiéndose promulgado ya con fecha de 6 de diciembre último por el 
Ministerio de Gracia y Justicia el decreto que establece la uuiiicacion de 
todos los fueros especiales; y siendo indispensable para la completa reali-
zacion de una majors que tanto reclamaba la conveniencia pública en la 
esfera de las controversias judiciales, que por este Ministerio se comuni-
quen á sus respectivas dependencias las órdenes oportunas para que se guar-
de y cumpla aquella genérica resolucion en la parte que les es referente. 
como individuo del Gobierno provisional y Ministro de Marina, 
Vengo en decretar lo siguiente: 
Articulo 1. ° Corresponderá á la jurisdiccion de Marina, con arreglo é 
las ordenanzas del ramo, el conocimiento: 
Primero. De las causas criminales por delitos que no sean de los es-
ceptuados en los párrafos tercero y cuarto del art. 1.° del decreto de uni-
ficacion de fueros espedido por Gracia y Justicia. 
Segundo. De los delitos de traicion que tengan por objeto la entrega de 
una escuadra, de un buque del Estado, arsenal 6 almacenes de pertrechos 
navales, 6 de municiones de boca 6 guerra al enemigo. 
Tercero. De los delitos de seducciou de tropa de Marina 6 marinería 
española, 6 que se halle al servicio de España para que deserte de sus ban-
deras 6 buques en tiempo de guerra, 6 se pase al enemigo. 
Cuarto. De los delitos de espionaje, insulto á centinelas .y tropa armada 
de Marina, atentado y desacato á sus Autoridades militares. 
Quinto. De los delitos de seduccion y auxilio á la desercion en tiem-
po de paz. 
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Sesto. De los delitos ele robo de armas, pertrechos, municiones de boca 
y guerra, 6 efectos pertenecientes á la Hacienda de Marina en los arsena-
tes, establecimientos marítimos, cuarteles, almacenes y buques del Esta-
do, y del de incendio cometido eu los mismos parajes. 
Sétimo. De los delitos que se cometan eu los arsenales del Estado 
contra el régimen interior, conservacion y seguridad de estos estableci-
mientos. 
Octavo. De los delitos y faltas comprendidos en los bandos que con 
arreglo á ordenanza puedan dictar los Almirantes á los buques de sus es-
cuadras. • 
Noveno. De los delitos cometidos por los prisioneros de guerra y per-
sonas de cualesquiera clase, coudiciou y sexo que conduzcan los buques 
del Estado. 
Décimo. De los delitos de los asentistas de Marina que tengan relacion 
con sus asientos y contratas. 
Undécimo. De las causas por delitos de cualquiera cfase cometidos á 
bordo de las embarcaciones mercantes, así nacionales corno estraujeras, de 
las de presas, represalias y contrabando marítimo, naufragios, abordajes y 
arribadas. 
Duodécimo. De las faltas especiales que se cometan por cualquier in-
dividuo de la Armada en el ejercicio de sus funciones, 6 que afecten inme-
diatamente al desempeño de las mismas. 
Décimotercero. De las infracciones de las reglas de  [Alicia de las na-
ves, puertos, playas y zonas marítimas, de las Ordenanzas de Marina y re-
glamento de pesca eu las aguas saladas del mar. 
Art. 2.° Corresponde asimismo á la jurisdiccion de Marina la preven-
cion de los juicios de testamentaría y abintestato de los marinos Muertos 
eu campaña ó durante la navegacion; entendiéndose pa ra este efecto por 
prevencion de tales juicios las diligencias espresadas eu tos artículos 351 y 
siguientes de la Ley de Enjuiciamiento civil, que deberán acordar, siem-
pre que fuese posible, cou dictámen de Asesor, y quedarán archivadas en 
los archivos de la dependencia cuando no• haya de continuarse el juicio 
respectivo. 
Art. 3.° Cuando un paisano sea juzgado ante la jurisdiccion de Marina 
por delitos que se hallen castigados en el Código penal, la pena que éste 
señale será la aplicable en su caso. 
Art. 4.° Las faltas castigadas en el lib. 3.° del Código penal, é escep-
ciou de las que por ordenanzas y reglamentos de la Armada tengan seña-
lada una pena mayor cuando fuesen cometidas por individuos de Marina, 
serán de la esclusiva competencia de la jurisdiccion ordinaria. 
Art. 5.° Todos los negocios civiles y causas criminales por delitos co-
munes pendientes en los Juzgados de Marina, se remitirán iumedratamen-
te en el estado eu que se encontraren á los Jueces ordinarios respectivos, 
á quienes se entregarán por los Escribanos del ramo bajo inventario de-
tallado. 
Art. 6.° Si en el lugar donde radiquen los pleitos ó causas hubiere más 
de un Juez de primera instancia, se liará la entrega al Juez decano. 
Art. 7.° Todos los pleitos y causas por delitos comunes pendientes en 
el Tribunal Supremo de Guerra y Marica en segunda y última instancia se 
remitirán inmediatamente en el estado en que se encontraren á la Au-
diencia en cuyo territorio residiesen los Jueces que hayan dictado la sen-
tencia de primera instancia. 
Art. 8.° Los recursos de casacion pendientes ea el Tribunal Supremo 
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de Guerra y Marina se remitirán para su decision al Tribunal Supremo de 
Justicia, en el estado en que se hallaren. 
Madrid 8 de febrero de 1869.—El Ministro de Marina, Juan Bautista 
Topete.  
II. 
Haclenlda.—DECRETO DEL REGENTE de 9 de julio de 1869, declarando 
que sin perjuicio de lo dispuesto por el°art. 8.° del que establece la uni-
dad de fueros, debe preceder la via gubernativa á toda demanda contra 
la Hacienda; que en los negocios judiciales de la misma es obligatoria la 
consulta del Ministerio fiscal al Gobierno, y que no pueden despacharse 
ejecuciones ni embargos contra el Estado. 
«EaeoslcloN,—Señor: El decreto de 6 de diciembre último, declarado 
ley por las Cortes Constituyentes, dispone en su tit. 4.° que los asuntos de 
que enuncian los suprimidos Juzgados de Hacienda se sustancien con ar-
reglo á las leyes comunes, esceptuando únicamente los delitos de contra-
bando y defraudacion, que tienen uu procedimiento y penalidad especial 
en el'Real decreto de 20 de junio de 1852. Corno pudiera entenderse que 
esta disposicion deroga las que establecen la vía gubernativa y la consulta 
del Ministerio fiscal á la Asesoría, 6 en su defecto á la dependencia que la 
represente, porque las leyes comunes no reconocen estos trámites, el Mi-
nistro que suscribe cree oportuno y necesario quo se deslinden con toda 
claridad los derechos de la Hacienda y se eviten graves perjuicios en lo ve-
nidero. 
La bondad y conveniencia de la vía gubernativa, como requisito pré-
vio para obligar á la Hacienda pública á sostener un litigio, han sido 
siempre reconocidas. Varias son las disposiciones que previenen á los Tri-
bunales de justicia que no admitan demandas contra el Estado sin que se 
acredite haberse cumplido aquel requisito, siendo las más importantes el 
Real decreto de 20 de setiembre de 1851 y la instruccion de 31 de Mayo 
de 1835, recordadas por diferentes reales Órdenes, y últimamente por la 
de 7 de noviembre de 1867, espedida por el Ministerio de Gracia y Justi-
cia. Si la ley de 6 de diciembre de 1868 derogara estas disposiciones, colo-
caria al Estado en peor cundicion que á los particulares, porque estos go-
zar segun las leyes comunes del medio conciliatorio para terminar sus di-
ferencias antes de entablar sobre ellas debate judicial, y en su equivalen-
cia se estableció la via gubernativa en favor del Fisco, para quien es ine-
ficaz el juicio de conciliacion, supuesto que no puede transigir en sus de-
rechos. Tampoco los particulares sufren perjuicio porque se les obligue á 
llenar este requisito: pues al contrario, en muchos casos les será bene-
ficioso terminar la cuestion en la vía gubernativa, evitando uu litigio y los 
gastos que son consiguientes. 
No son de menor importancia las razones que abonan la necesidad de 
ÿue el Ministerio fiscal consulte con este Ministerio antes de interponer 
demandas en nombre del Estado y de contestará las que contra él se pre-
senten por los particulares, así como en cuantos otros casos lo exija la 
importancia del asunto. Lo especial de la legislacion de Hacienda en cual-
quiera de sus ramos, las diferencias que se advierten entre ellas y las leyes 
comunes, y la necesidad de buscar en los centros administrativos los me-
dios de defensa, fueron sin duda las causas que dieron origen á la consults 
prévia, siempre que se tratase de asuntos litigiosos de la Hacienda. 
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Aun existiendo el fuero especial eran muchos los que se sustanciaban 
en los Juzgados ordinarios de verdadero interés para el Estado, como los 
juicios sobre bienes mostrencos, capellanías, patronatos; y sin embargo el 
Ministerio público, su representante en ellos, tenia la obligacion precisa 
y reconocida de consultar con la Asesoría entonces existente. Es, 
 pues, in-
dudable que este derecho de la Hacienda continúa en su fuerza y vigor. 
Y no solo cree el Ministro que suscribe que los Fiscales deben conti-
nuar consultando siempre que representen á la Hacienda ante los Tribu-
nales de justicia, sino que la consulta y autorizacion de este Ministerio, 
para ser parte en los pleitos é nombre del Estado, debe preceder en todo 
caso á la interposition-y contestacion de la demanda. De otra suerte la 
ejecutoria careceria de valor y eficacia legal. Esta prescripcion es absoluta-
mente precisa si la Hacienda ha de hallarse bien representada y defendida 
ante los Tribunales, y si se ha de evitar lo que ya ha ocurrido en alguna 
ocasion, de que solo tenga noticia de un litigio cuando se le ha hecho co-
nocer la ejecutoria en virtud de la que se la condenaba. 
Por último, el Ministro que suscribe cree que la ley de 6 de diciembre 
último no ha derogado lo dispuesto en el art. 9.° de la de Contabilidad de 
20 de febrero de i 850, por el que se dispone que los Tribunales de justicia 
no despachen mandamiento de ejecucion ni dicten providencia de embar-
go contra las rentas 6 caudales del Estado. Con esta disposicion se han 
evitado todos los conflictos que podiau surgir en el órdeu económico, y se 
da una grau prueba de respeto á la fortuna nacional. 
Fundado en estas consideraciones, el Ministro que suscribe, de acuer-
do con el Consejo de Ministros, tiene el honor de someter á la aprobacion 
de V. A. el siguiente proyecto de decreto. 
Madrid 9 de julio de 1869.—El Ministro de Hacienda, Laureano Fi-
guerola.» 
«DECRETO.— Conformándome con lo que me ha propuesto el Ministro 
de Hacienda, de acuerdo con el Consejo de Ministros, 
Vengo en decretar lo siguiente: 
Artículo f.° Los Jueces y Tribunales no admitirán demandas contra la 
Hacienda pública sin que se acredite haber precedido la reclamation de 
los derechos litigiosos en la vía gubertiva. Por lo tanto, se declaran en 
su fuerza y vigor el Real decreto de 20 de setiembre de 1851, el art. 173 
de la instruccion de 31 de mayo de 1855, la ley orgánica del Tribunal de 
Cuentas, el reglamento para su ejecucion y demás disposiciones dictadas 
sobre el particular, sin perjuicio de lo que dispone el art. 8.° del decreto 
del Gobierno provisional de 6 de diciembre de 1868, declarado ley por las 
Córtes Constituyentes. 
Art. 2.° El Ministerio fiscal del fuero ordinario, enjodos sus grados, 
queda encargado de representar á la Hacienda pública en ios negocios 
judiciales de la misma ante los Jueces y Tribunales de la Nacion; peru 
estará obligado á consultar con este Ministerio en todos los casos que crea 
graves en la forma que previene la instruccion de 25 de junio de 1852. Es 
sin embargo obligatoria dicha consulta para el Ministerio público antes de 
entablar 6 contestar demanda alguna á nombre de la Hacienda, salvo 
cuando ya hubiese recibido instrucciones al efecto y en casos de calificada 
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urgencia, en los cuales deberá proceder segun corresponda en derecho, 
dando parte inmediatamente á este Ministerio. 
Art. 3.° Serán nulas y sin ningun valor ni efecto las sentencias que se 
dicten en pleitos de interés de la Hacienda cuando en ellos no se hayan 
dado al Ministerio público las instrucciones correspondientes. Se esceptúa 
el caso en que, solicitadas estas instrucciones por el Fiscal, las demore el 
Ministerio de Hacienda por mas de dos meses. Esta demora se justificará 
en autos con certification del mismo. 
Art. 4.° Reiterando lo dispuesto en el art. 9.° dn la ley de 20 de febre-
rode 1850, los Jueces y Tribunales no despacharán mandamiento de eje-
cucion ni dictarán providencia de embargo contra las rentas y caudales 
del Estado. 
Dado en Madrid á nueve de julio de mil ochocientos sesenta y nueve. 
—Francisco Serrano.—El Ministro de Hacienda, Laureano Figueroia. 
Observaciones. 
Es de tal gravedad y trascendencia el decreto que precede, que 
en vez de notas merece le dediquemos algunas observaciones. 
Por el art. 8.° del decreto de 6 de. Diciembre de 1868, estable-
ciendo la unidad de fueros, se ordena que los negocios de que  co-
- nocian los suprimidos Juzgados de Hacienda se sustanciarán con 
arreglo á lo que disponen las leyes comunes. Ocurrió desde lue- 
go la duda de si esta disposicion derogaba las que establecen la 
vía gubernativa y la consulta del Ministerio fiscal al Goj Terno, por 
no reconocer estos trámites las leyes comunes, como tambien la 
que prohibe despachar ejecuciones contra el Estado; y á resolver 
estas dudas se dirige el decreto de que se trata, segun se consigna 
en la esposicion que le precede. Todas se resuelven en sentido ne-
gativo, como era justo y procedente, por las fundadas razones que 
se alegan en dicha esposicion. 
Por el art. 4.° se previene que, sin perjuicio de lo que dispone 
el 8 del decreto antes citado, esto es, sin perjuicio de dar á las de-
mandas contra 4 Hacienda pública la sustanciacion ordenada por 
las leyes comunes, los Jueces no admitirán dichas demandas sin 
que se acredite haber precedido la reclamacion de los derechos li-
tigiosos en la vía gubernativa, y se declaran por tanto en su fuerza 
y vigor el Real decreto de 20 de setiembre de 1851, el art. 173 de 
la instruccion de 51 de mayo de 1855, la ley orgánica del Tribu-
nal de Cuentas, el reglamento para su ejecucion y demás disposi- 
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ciones dictadas sobre el particular. En la•página 59 del tomo 2.°, al 
comentar el art. 225 de la Ley de Enjuiciamiento civil , se citaron 
las disposiciones dictadas hasta entonces sobre esta materia, espo-
niendo lo que ordena dicho decreto de 20 de setiembre de 1851, en 
el que se refundieron aquellas, dándose reglas á la vez para diri-
gir, tramitar y resolver las reclamacioir en la vía gubernativa, 
cuyo procedimiento se espuso tambien en el lugar citado, donde. 
puede consultarse, puesto que se halla vigente segun la declara- 
cion antes indicada. 
La instruccion de 31 de mayo de 4855 es la que se dictó para 
el cumplimiento de la ley de 1.° del mismo mes, sobre desamorti-
zacion civil y eclesiástica. El art. 173 de dicha instruccion, al que 
tambien se declara en su fuerza y vigor, dice así: « n o se admitirá 
por los Jueces de primera instancia, ni otras Autoridades judiciales, 
demanda alguna contra las fincas que se enajenen por el Estado, 
sin que el demandante acompañe documento de haber hecho la re-
clamacion gubernativamente y sídole negada.» Lo mismo sustan-
cialmente se habla ordenado ya por el art. 40 de la ley de conta-
bilidad de 20 de febrero de 1850 , segun el cual , si bien son de la 
competencia de los Tribunales contencioso -administrativos las con-
tiendas que sobre incidencias de subastas 6 de arrendamientos de 
bienes nacionales ocurran entre el Estado y los particulares que 
con él contrataren, y de la jurisdiccion ordinaria las cuestiones de 
dominio ó propiedad, esto ha de entenderse en el caso de que no 
hubieren podido terminarse gubernativamente por mútuo asenti- 
miento; de suerte que no puede entablarse la vía contenciosa sin 
habbr apurado antes la gubernativa. En 11 de abril de 4860 el Mi -
nistro de Hacienda hizo presente de Real Orden al de Gracia y Jus-
ticia la conveniencia de  que se recomendara á las Audiencias yJuz- 
gados el cumplimiento de dichas disposiciones, y así se verificó por 
otra Real Orden de 7 de noviembre de 1867, que se cita tambien en 
la esposicion que precede al decreto de que se trata (1). 
  
     
     
     
     
     
     
     
(1) Conviene tener á la vista estas Reales órdenes. Dicen asi: 
Ilaelenda.—Real órden de 11 de abril de 1860, recordando el cum-
plimiento de las disposiciones que prohiben la admision de demandas 
contra el Estado, sin que se haya apurado antes la via gubernativa. 
«limo. Sr. ° El Sr. Ministro de Hacienda comunica con esta fecha al de 
Gracia y Justicia la Real. Orden siguiente: 
«Excmo. Sr.: Son muy repetidos tos casos en que los Juzgados de pri- 
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La cita de la ley  orgánica y reglamento del Tribunal de Cuen-
tas, que se hace igualmente en el mismo art. 4.° de dicho decreto, 
debe ser con el objeto de que se consideren en toda su fuerza y vi-
gor aquellas disposiciones respecto á los asuntos que son de lacom- 
mera instancia han admitido demandas, ya contra la Administracion , ya 
contra particulares, pero por hechos legales consumados en virtud de las 
leyes de desamortizacion, sin que los demandantes acompañen el docu-
mento que acredite haber antes apurado la via gubernativa, y sidoles de-
negadas sus pretensiones. Tal falta por parte de los Jueces, no tan solo co-
munica la consiguiente perturbacion en esta última, sino que revela por lo 
menos el olvido-en que los espresadcs funcionarios tienen las disposiciones 
,que exige aquella condicion. En cuyo caso S. M. la Reina (Q. D. G.) á 
quien he dado cuenta del.espediente instruido sobre este particular, con-
formándose con lo espuesto por la Direccion general de Propiedades y De-
rechos del Estado y por el Asesor general de este Ministerio, se ha servido 
resolver que me dirija á V. E., como de su Real Orden lo ejecuto, mani-
festándole la conveniencia de que se recomiende á las Audiencias territo-
riales el cumplimiento, por parte de los Juzgados de primera instancia, del 
articulo 10 de la ley de contabilidad de 20 de .febrero de 1850, y el 173 
de la Instruction de 3i de mayo de 1855, que prohiben la adminision de 
demandas contenciosas, sin que los reclamantes hayan apurado antes la 
via gubernativa.» 
Y de la propia Real Orden comunicada por el referido Sr. Ministro de 
Hacienda lo traslado á V. L para su debido cumplimiénto, siendo igual-
mente la voluntad de S. M. qua V. L dé las oportunas órdenes á los Pro-
motores fiscales de Hacienda, previniéndoles que, siempre que los Juzga-
dos les hagan traslado de demandas contra la Administracion 6 contra 
particulares por hechos llevados por ésta á efecto, sin que el demandante 
acompañe el documento original 6 copia legalizada de la resolucion nega-
tiva dictada en el asunto por la Administracion gubernativa, contesten, sin 
entrar en el fondo de •la cuestion, pidiendo la inhibicion del Juzgado,por 
carecer la demanda de la coadition, . sin la cual no es procedente. Dios
-
guarde á V. I. muchos años. Madrid 11 de abril dé 1860.—El Subsecre-
tario, Luis Alvarez.—Sr. Asesor general del Ministerio de Hacienda.» 
Grada y Justicia.—Real órden de 7 de noviembre de 1867, re-
cordando á los Jueces de 1.° instancia la puntual observancia de la de 1 1 
de abril de 1860, que es la que precede. 
«Habiéndose observado que en algunos Juzgados de primera instancia 
no se dé exacto cumplimiento á lo dispuesto en la Real Orden espedida por 
el Ministerio de Hacienda en 11 de abril de 1860, en la cual se determina 
que no se admitan demandas en los Juzgados contra la Administracion ni 
contra particulares por hechos legales consumados en virtud de las leyes 
de desamortizacion, sin que se acredite haber apurado los demandantes 
Ja via gubernativa; la Reina (Q. D. G.) se lia servido mandar que se re-
cuerde á los Jueces la mas puntual observancia de dicha disposicion, y que 
se publique ademas en la Gaceta para conocimiento de los que la hubiesen 
olvidado.—De Real Orden lo digo á V..... para los efectos oportunos. Dios 
guarde á V muchos años. Madrid 7 de noviembre de 1867.—Roncali. 
—Señor Regente de la Audiencia de 
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petencia de dicho Tribunal y á los procedimientos especiales para 
ellos establecidos. Era conveniente esta declaracion para evitar du-
das, mediante á que en el decreto de 6 de diciembre de 1868 no se 
ha hecho mencion alguna de dichos asuntos. Cuáles sean estos pue-
de verse en la pág. 314 y sig. del tomo 1.° 
El art. 2.° contiene tambien declaraciones importantes. Segun 
disposiciones anteriores, el Ministerio fiscal era el representante de 
la Hacienda pública en los negocios judiciales de la misma; pero en 
algunos Juzgados y Audiencias habia funcionarios especiales de esta 
clase, y solo á falta de ellos ejercian dichas funciones los del fuero 
ordinario. Suprimidos los Promotores y Abogados fiscales de Ha-
cienda por consecuencia de la unificacion de fueros, era tambien 
consiguiente que el Ministerio fiscal del fuero ordinario, en todos 
sus grados, quedase encargado de la espresada representacion, y 
así lo declara dicho artículo en sa primera parte. 
Como no hubiera sido prudente dejar al solo criterio de un Pro-
motor fiscal la direccion de estos negocios, por los arts. 13 y 14 de 
la instruccion de 25 de junio de 1852, dictada para llevará efecto 
el Real decreto de 20 del mismo mes, , relativo á la jurisdiccion de 
hacienda y sus procedimientos, se previno que el Ministerio fiscal 
no entablara accion alguna en juicio, ni contestara las demandas 
contra la Hacienda, sin consultar el caso préviamente con laDirec-
cion de lo Contencioso ó Asesoría general del Ministerio de Hacien-
da, facultándole sin embargo para proceder por sí en los negocios 
leves, y en los de calificada urgencia aunque fuesen graves,  de - 
biendo en este caso dar parte circunstanciado á dicha Direccion: 
Esta misma disposicion se reproduce por el art. 2.°, de que trata-
mos, mandando que la consulta se haga al Ministerio de Hacienda, 
por haberse suprimido la Asesoría, si bien en la forma que previene 
dicha instruccion (I). Pero á renglon seguido se modifica esta dis- 
(1) La citada instruccion de 25 de junio de 1852 dispone, sobre este 
particular, lo siguiente: «Art. 13. Cuando los Jefes de la Administracion 
provincial juzguen conveniente el ejercicio de alguna accion judicial por 
parte de la Hacienda, pasarán el expediente íntegro al Promotor fiscal res-
pectivo para que, informando, lo consulte con el Fiscal de la Audiencia: 
en los mismos términos lo hará éste con la Dirección general de lo Con-
tencioso (hoy con . el Ministerio), á fin de que se acuerde lo que corres-
ponda, pudiendo no obstante proceder aquellos funcionarios cuando el ne-
gocio sea leve, 6 aunque grave si está bien calificada la urgencia, y sin 
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posicion previniendo que es obligatoria dicha consulta en todo caso, 
y sin esceptuar los negocios leves, siempre que se haya de entablar 
6 contestar alguna demanda á nombre de la Hacienda, salvo cuando 
ya hubiese recibido instrucciones al efecto y en casos de calificada 
urgencia, en los cuales deberá proceder segun corresponda en de- 
recho, dando parte inmediatamente al Ministerio: De suerte que en 
el dia apenas ocurrirá caso en que no deba preceder la mencionada 
consulta. Los de calificada urgencia serán por regla general cuando 
esté para prescribir la accion, 6 sea urgente entablar algun inter-
dicto ó promover la vía ejecutiva 6 de apremio. Téngase presente 
que los Promotores fiscales deben dirigirse en todo caso al Fiscal de 
la Audiencia, el cual se entenderá con el Ministerio dé Hacienda. 
. La declaracion mas grave y trascendental del decreto de que se 
trata, es la que se hace en el art. 3.° «Serán nulas, dice, y  sin nin-
gua valor ni efecto las sentencias que se dicten en pleitos de inte-
rés de la Hacienda, cuando en ellos no se hayan dado al Ministerio 
público las instrucciones corrèspondientes.» Esta disposicion es, en 
nuestro concepto, un atentado contra la autoridad de la cosa juzga-
da y contra la independencia del poder judicial, cuya categoría ha 
sido reconocida á la Administracion de justicia por la reciente Cons-
titucion del Estado. Tambien puede considerarse como una inva-
sion al poder legislativo, puesto que las leyes determinan los casos y 
la forma en que pueden anularse las ejecutorias, y solo por otra ley 
podrian ser modificadas aquella& No ha habido Gobierno constitu-
cional hasta ahora que se haya creido facultado para hacer una de-
claracion semejante. ¿Quién duda que el poder ejecutivo no tiene 
facultades para declarar nulos v sin ningun valor ni.efecto los ac-
tos, y mucho menos las ejecutorias del poder judicial? Y si se supo-
ne, aunqueno lo dice el decreto, que esta declaracion han de ha-
cerla los mismos tribunales, cuando concurra la causa espresada de 
la falta de instruccion al Ministerio fiscal, téngase presente que, se-
gun el art. 92 de la novísima Constitucion, «los tribunales no 
perjuicio de dar en este caso parte circunstanciado y sin demora al mismo 
Fiscal y Direccion.—Art. 14. LI misma consulta que se previene en el 
artículo anterior respecto á la interposicion de las demandas, se entenderá 
para contestar á las que si promuevan contra la Hacienda, teniendo para 
ello muy presente los Fiscales la necesidad de que, preceda el espediente y 
resolucion gubernativa, al tenor de lo dispuesto en el Real decreto de 20 de 
setiembre último,' ó sea el de.1851 anteriormente citado. 
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aplicarán los reglamentos generales, provinciales y locales, sino en 
cuanto estén conformes on las leyes;' y como no se encuentra en 
este caso la disposicion de que se trata, por no ser conforme con 
las leyes que determinan el valor, eficacia y efectos de las senten-
cias, y los casos y forma en que pueden anularse, creemos que los 
tribunales no pueden ni deben hacer aplicacion de lo que en ella 
se previene. 
Sin .duda dicho artículo contiene alguna errata que altera su 
sentido, 6 no se ha espresado bien el pensamiento: no puede pre-
sumirse otra cosa ante la notoria competencia del Ministro que re-
frenda el decreto. Acaso se haya querido decir que
. el Ministerio 
fiscal carecerá de personalidad para representar á la Hacienda 
cuando no haya recibido del Ministerio las instrucciones correspon-
dientes, y que en tal caso podrá utilizarse contra la sentencia el 
recurso de casacion en la forma, fundado en la falta de personali-
dad, ó sea en la causa segunda del art. 104 . 3 de la Ley de Enjucia-
miento civil. Esta declaracion podria sostenerse; pero no la que con-
tiene el art. 3.° Mas trascendental es la omision de la vía guberna-
tiva, de que trata el art. 4.°, y sin embargo en ninguna de las mu. 
chas disposiciones que de ella tratan, se ha estimado como mo-
tivo de nulidad de la sentencia, aunque sí como escepcion dila-
toria. 
Ni habia necesidad absoluta de esa declaracion de nulidad de la 
ejecutoria por la falta de consulta y de instrucciones, para dejar á 
salvo los intereses de la. Hacienda. Cuando esta sea perjudicada por 
culpa ó negligencia de sus administradores ó representantes, podrá 
utilizar el beneficio de la restitucion in integrum, que le conceden 
las leyes; y en todo caso puede exigirse la responsabilidad al fun-
cionario público, que por su negligencia, malicia 6 ignorancia de 
sus deberes haya sido el causante del perjuicio, como se previene 
en el art. 13 del Real decreto citado de ?0 de junio de 1852. 
De la escepcion que contiene el mismo art. 3.° para el caso en 
que, solicitadas las instrucciones por el Fiscal, las demore el Minis-
terio de Hacienda por mas de dos meses, se deduce que trascurri-
do este plazo, cuando sea demandada la Hacienda, podrá el actor 
pedir la continuacion del juicio, justificando la demora con certifi-
cacion del mismo Ministerio, y acusar la rebeldía al Promotor fis-
cal. Así lo exige la justicia para evitar que quede paralizado el 
pleito indefinidamente, como antes sucedia. Este servicio fué or- 
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ganizado en dicho Ministerio por medio de una Orden dada con la  
misma fecha que el decreto de que se trata (1).  
• Declárase por último en el art. 4.°, que el decreto sobre unidad  
de fueros tampoco ha derogado el art. 9.° 'de la ley de contabilidad  
de 20 de febrero de 1850, cuya disposicion se reitera,,previniendo  
que los Jueces y Tribunales no despacharán mandamiento de eje-
cucion ni dictarán providencia de embargo contra las rentas y cau-
dales del Estado. Lo propio está tambien prevenido respecto de los  
Ayuntamientos y demás corporaciones, cuya administracion econó-
mica esté sujeta al sistema de presupuestos, por ser incompatible  
con este sistema el uso de la via de ejecucion y de apremio. Véase  
lo que se espuso sobre esta materia en la pág. 475 y sig. del to-
mo 4. 0 , al comentar el art. 892 de la Ley de Enjuiciamiento civil,  
donde se insehtaron por nota el citado art. 9.° de la ley de 20 de  
febrero de 4850, y el Real decreto de 12 de marzo de 1847, por el  
que se establecieron las reglas que debian observarse para hacer  
efectivos los créditos contra los Ayuntamientos. Estas reglas han  
sido reproducidas sustancialmente en los arts. 120, 121 y 122 de la  
ley de organizacion' municipal de 21 de Octubre de 1868, estable-
ciendo á la vez que las deudas con prenda 6 hipoteca n serán exigi-
bles judicialmente en la misma forma que las de los particulares has-
ta donde alcance á cubrirlas el valor de lo empeñado 6 hipotecado.. 
(4) La Orden de 9 de Julio de 1869, á que nos referimos, dictada para . 
llevar efecto el decreto de la misma fecha, dispone se observen las reglas  
siguientes:—«1.` Una seccion de Oficiales auxiliares de la Secretaría de  
este Ministerio que reunan la cualidad de Letrados se encargará desde hoy 
 de proponer las instrucciones que deban comunicarse por el Ministro de 
Hacienda á los Fiscales del fuero ordinario en todos los pleitos y causas que  
interesen á la Hacienda pública.-2.` Los funcionarios á que se refiere la  
regla anterior. redactarán los puntos de hecho y de derecho que crean  
procedentes, sin perjuicio de los que proponga y amplíe el Ministerio fiscal  
ante los Tribunales de Justicia. Los dictámenes deberán estar firmados por  
el Letrado á cuyo cargo estuviese el  examen de los antecedentes y el es-
tudio del asunto litigioso.-3.` Una vez aprobado por el Ministro de Ha-
cienda el dictámen del Oficial letrado, se comunicarán al Ministerio fiscal  
las instrucciones y datos convenientes para que, sirviéndoles de base asf  
en la acusacion como en la defensa, sostenga los intereses de la Hacienda  
y pida el cumplimiento de las leyes.  
^._ 
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COMENTADA Y ESPLICADA. 
ADVERTENCIA. 
Doce anos há que esta rigiendo la LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL. 
Doce años hace tambien que dimos principio á la puhlicacion de 
esta obra. En ese largo período ha sufrido esta Ley una reforma 
importante; la relativa al juicio de desaucio: ha sido aclarada é in-
terpretada en varios puntos por disposiciones del Gobierno, y por la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo de Justicia en recursos de ca-
sacion y decisiones de competencia: se ha hecho estensiva su obser-
vancia á las provincias Ultramarinas de Cuba y Puerto-Rico; y se 
han dictado asimismos disposiciones importantes relativas á la orga-
nizacion de los juzgados de paz. De varias de esas resoluciones nos 
hemos hecho cargo en sus respectivos comentarios: de otras no ha 
sido posible, porque cuando se publicaron estaba ya impreso el títu-
lo 6 artículo á que se refieren. 
A fin de que nuestros lectores tengan completa esta obra, como 
si se hubiera publicado en el presente año de 4868, y por vía de 
compensacion al retraso, aunque involuntario, en terminarla, hemos 
resuelto dar este apéndice, en el que se insertarán, ó estractarán, 
segun su importancia, las resoluciones últimamente indicadas. Para 
facilitar su consulta, seguirémos el mismo Orden de la obra, á 
saber: 
4.° Disposiciones referentes á la organizacion de los juzgados 
de paz y sus atribuciones, por Orden cronológico. 
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2.° Las relativas a la Ley de Enjuiciamiento civil, por el Orden 
de títulos y artículos que la misma comprende en su 4? y 2? parte, 
citando únicamente aquellos á que se refiera la disposicion legisla-
tiva 6 sentencia del Tribunal Supremo de  Justicia, que esplique, 
aclare, confirme 6 modifique su disposicion, 6 la doctrina sentada en 
su comentario. 
3? Indicacion de los varios espedientes de tramitacion espe-
cial, de que deben conocer los Jueces de primera instancia, con-
forme á la Ley Hipotecaria. 
4.° Disposiciones dictadas para la observancia de la Ley de En-
juiciamiento civil en las islas de Cuba y Puerto-Rico, y para el es-
tablecimiento de los juzgados de paz en las mismas; esto sin per-
juicio de anotar en cada artículo de la propia Ley las modificacio-
nes, reglas y declaraciones consignadas en la Instruccion de 9 de 
diciembre de 1865, para su aplicacion en Ultramar. 
Debemos advertir que solo nos harémos cargo de las sentencias 
del Tribunal Supremo de Justicia que han sido publicadas hasta hoy 
en la Coleccion legislativa, que son las dictadas hasta fin de 4866. 
Como lo que interesa es conocer la jurisprudencia establecida por 
dicho Supremo Tribunal, cuando sobre un punto se hagan iguales 
declaraciones en varias sentencias, nos limitarémos a citar las mas 
esplícitas y adecuadas al caso; y harémos caso omiso de las publica-
das posteriormente, cuando en el respectivo comentario se haya 
dado ya á conocer esa misma jurisprudencia. 
,, ..... 1 	 _._r_. 	 ^ . 
DISPOSICIONES LEGISLATIVAS 
REFERENTES A LA 
ORGANItiACION Y ATRIBUCIONES DE LOS JUZGADOS DE I'Ai. 
(Véase la página xxxv del tomo 1.°) 
1. 
Organizacion. 
Gracia y Justicia.—Real decreto de 28 de noviembre de 1856, 
dictando varias disposiciones para llevar á efecto el de 22 de octubre de 
1855, sobre organizacion, nombramiento, escusas y atribuciones de los 
Jueces de paz. 
«En consideracion á las razones espuestas por el Ministro de Gracia y 
Justicia, de acuerdo con el parecer del Consejo de Ministros, y para llevar 
á efecto lo que se dispone en el Real decreto de 22 octubre de 1855, vengo 
en decretar lo siguiente: 
Artículo 1.° Los Regentes de las Audiencias de la Peninsula é Islas 
adyacentes se dirigirán inmediatamente á los Gobernadores de las provin-
cias de su territorio, á fin de que les faciliten lo mas pronto posible una 
lista de los Abogados domiciliados en los pueblos en que haya Ayuntamien-
to, y no estén comprendidos en las prohibiciones marcadas en el art. 5.° 
del Real decreto de 22 de octubre de 1855, y otra de las personas que, sin 
ser Abogados, á su juicio merezcan con preferencia obtener el cargo de 
Juez de paz en las respectivas poblaciones. 
Art. 2.° Los Regentes, con presencia de estas listas, y oyendo prévia-
mente, acerca de las circunstancias de los sugetos comprendidos en ellas, á 
los Jueces de primera instancia de los respectivos distritos, nombrarán Jue-
ces de paz y suplentes é los que consideren dignos, prefiriendo, siempre 
que el buen servicio lo consienta, ti los que sean Abogados, y comunica-
rán sus nombramientos á los interesados por medio de los referidos Jue-
ces de primera instancia para que principien á ejercer sus cargos el 1.° de 
enero préximo, dando cuenta al Ministerio de Gracia y Justicia para la 
aprobacion correspondiente. Acompañarán á estas relaciones copia de las 
listas formadas por los Gobernadores, con las observaciones que sugieran 
los informes de los Jueces de primera instancia. 
Art. 3.° Los Regentes, oyendo á las Salas de gobierno, resolverán sin 
dilacion lo que crean justo, sin ulterior recurso, sobre las escusas que los 
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Art. 4.° Si las escusas fuesen admitidas, los Regentes harán inmedia-
tamente otros nombramientos con presencia de las referidas listas. 
 
Art. 5.° No obstante las escusas de que habla la disposicion tercera, á  
fin de que no sufra entorpecimiento el servicio público, deberán los nom-
brados entrar en el ejercicio de sus cargos mientras que no se les haga sa-
ber formalmente que aquellas que han sido estimadas.  
Art. 6.° Los Jueces de paz ejercerán la jurisdiccion que la Ley de En-
juiciamiento civil les concede en las demarcaciones en que los Alcaldes  
desempeñan su autoridad y atribuciones gubernativas.  
Art. 7.° No debiendo los tribunales ejercer otras atribuciones que las  
de juzgar y hacer que se ejecute lo juzgado, no será permitido á los Jueces  
de paz, mientras lo sean, desempeñar ningun otro cargo perteneciente al 
 
órden administrativo.  
Art. 8.° Los Jueces de paz cuidarán de que se fije en su despacho el 
 
arancel, conforme al cual han de percibir sus derechos los secretarios y 
los porteros.  
Art. 9.° Los Jueces de paz suplirán á los Jueces de primera instancia 
 
en casos de ausencia, enfermedad 6 de vacante; y cuando esto tenga lugar 
 
despacharán el juzgado de paz los suplentes de los mismos.  
Art. 10. En los pueblos en que haya mas de un juzgado de primera  
instancia, suplirá á cada uno de ellos el Juez de paz del distrito corres-
pondiente al que es suplido.  
Art. 11. En los casos de incompatibilil1ad en los Jueces de paz para 
 
conocer como suplentes de los de primera instancia de los asuntos en que 
 
hayan intervenido desempeñando su primer cargo, conocerán de dichos 
 
asuntos los suplentes de los Jueces de paz.  
Art. 12. Estos y sus suplentes contraerán en el fiel y exacto desem-
peño de sus cargos un mérito especial que se tendrá presente en sus res-
pectivas carreras, siendo de abono para jubilaciones á los Jueces de paz la 
 
mitad del tiempo que ejerzan aquellos.  
Art. 13. Quedan derogadas las disposiciones del Real decreto de 22 
 
de octubre de 1855, que no estén conformes con las contenidas en el 
 
presente.  
Dado en Palacio á 28 de noviembre de 1556.—Está rubricado de la 
 
Real mano.—El Ministro de Gracia y Justicia, Manuel de Seijas Lozano.» 
 
Graciay Justicia.—Real órden de 26 de diciembre de 1856, pre-
viniendo que los Gobernadores comprendan en las listas de personas para 
 
Jueces de paz y suplentes un número ámplio, sin que baje de tres por  
cada uno de los que hayan de ser nombrados; sin perjuicio de las notas 
 
que los Regentes pueden pedir á los Jueces de primera instancia. 
 
«Han recurrido á este Ministerio varios Regentes de Audiencias mani-
festando, que al remitirles algunos Gobernadores de provincia las listas de 
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que trata el art. 1.' del Real decreto de 28 de noviembre último, sobre 
nombramiento de Jueces de paz, solo comprenden en ellas el número de 
personas absolutamente necesario para llenar el de los Jueces que han de 
ser nombrados; de lo que resulta, que debiendo ser de los Regentes, y del 
Gobierno en su caso, la responsabilidad de la eleccion, se ven privados in-
directamente de los medios de realizarla en la forma que crean mas con-
veniente á la recta administracion de justicia, único fin á que se encami-
na la Ley de Enjuiciamiento civil. 
Enterada la Reina (Q. D. G.), se ha servido mandar que para no coar-
tar en manera alguna las atribuciones de los Regentes en la libre eleccion 
de los sugetos que consideren idóneos para ejercer el cargo de Jueces de 
paz y suplentes, comprendan las listas que deben remitirles los Goberna-
dores de provincia, en virtud de lo prevenido en los arts. 
 I.° y 2.° del cita-
do Real decreto, un número Amplio y suficiente de personas, que en nin-
gun caso podrá bajar de tres, á ser posible, por cada uno de los Jueces y 
suplentes que hayan de ser nombrados. 
Y es asimismo la voluntad de S. M. que, sin perjuicio de las referidas 
listas que formen los Gobernadores, se dirijan los Regentes á los Jueces de 
primera instancia, si lo creen conveniente, pidiéndoles nota de los que á 
su juicio merezcan en su distrito obtener los referidos cargos, todo con el 
objeto de que la esfera, dentro de la cual se haga la eleccion, sea la mas 
lata posible para que pueda así responderá los altos fines de la ley y á lo 
que exige el interés público. 
Re Real órden lo digo á V. S. para los efectos consiguientes. Dios guar-
de á V. muchos años. Madrid 26 de diciembre de 4856.—Seijas.—Señor 
Regente de la Audiencia de...» 
ftwasat 
584 
Graela y Justicia.—Real órden de 26 de enero de 1857, resolvien-
do varias consultas relativas al ejercicio del cargo de los Jueces de paz 
de Madrid, y que no puedan entender en asuntos criminales. 
«Ilmo. Sr.: He dado cuenta á la Reina (Q. D, G.) de la comunicacion 
elevada por V. I. á este Ministerio con fecha de ayer consultando varios 
puntos relativos al ejercicio del cargo de los Jueces de paz de esta córte; 
y enterada S. M. se ha dignado resolver: 
1.° Que sean diez los espresados Jueces de paz, número igual al de los 
tenientes de Alcalde. 
2.° Que á cada uno de dichos Jueces se asigne uno de los distritos cor-
respondien tes á los Jueces de primera instancia. 
3.° Que para los casos en que tengan necesidad de reunirse en corpo-
racion los Jueces de paz, haya uno entre ellos con el nombre de Decano, 
que los convoque y les comunique igualmente las resoluciones que las au-
torides superiores 6 el Gobierno en su caso puedan creer necesario diri-
girles: siendo la voluntad de S. M. que por esta vez elija V. I. el que ha de 
      
if 
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desempeñar el cargo de Decano, y que en adelante, á falta de éste, lo sea 
el más antiguo de los nombrados, y si todos tuviesen igual antigüedad el 
que fuese mayor en edad. 
Y 4.° Que no correspondiendo A los Jueces de paz otras atribuciones 
que las consignadas en los tft.ulos 6.' y 24.° de la Ley de Enjuiciamiento 
civil, no pueden ni deben entender de modo alguno en asuntos criminales. 
Tambien ha tenido presente S. M. lo manifestado por V. L acerca del 
local en que han de ejercer sus cargos los Jueces de paz; y en su virtud se 
ha servido autorizar A V. I. para que practique las gestiones convenientes 
en concurencia con el Alcalde de esta córte, á fin de obviar las dificulta-
des que puedan oponerse para obtener el indicado local; 
 A cuyo propósito 
se dirige con esta fecha al Sr. Ministro de la Gobernacion del Reino la 
oportuna Real Orden. 
De la de S. M. lo digo á V. I. para su inteligencia y efectos correspon-
dientes. Dios guarde á V. I. muchos años. Madrid 26 de enero de 1857.-
Seijas.—Sr. Regente de la Audiencia de Madrid.» 
Gracia y Jasticia.—Real órden de 13 de marzo de 1857, man-
dando que en los casos en que los Gobernadores de provincia elijan 
Alcaldes ó tenientes de Alcalde á los Jueces de paz ó suplentes, puedan 
los elegidos optar por unos ú otros cargos. 
«Por Real Orden circular de 9 de febrero último se previene que los que 
siendo á la sazon Alcaldes y tenientes de Alcaldes hubiesen sido nombra-
dos Jueces de paz 6 suplentes, continuaran ejerciendo ambos cargos basta 
la inmediata y definitiva constitucion de los nuevos Ayuntamientos. Lle-
gada ya esta época y elegidos concejales en varios pueblos los actuales 
Jueces de pez y suplentes, han sido nombrados muchos de ellos por los 
Gobernadores de las respectivas provincias para los destinos de Alcaldes y 
tenientes, segun manifiesta A este Ministerio el Regente de la Audiencia 
de Madrid; y como en el art. 7.° del Real decreto de 28 de noviembre 
último se prohibe á los Jueces de paz, de acuerdo con el pensamiento que 
presidió á su creacion, que desempeñen ningun género de funciones per-
tenecientes al Orden administrativo, lia venido á reproducirse, aunque por 
distinto camino, el mismo conflicto que salvó la Real Orden de 9 de 
febrero. 
En su virtud, y para que sean puntualmente observadas las prescrip-
-
clones del antedicho Real decreto, la Reina (Q. D. G.) se ha dignado man-
dar que, en los casos en que los Gobernadores de provincia elijan Alcaldes 
ó tenientes de Alcaldes A los Jueces de paz 6 suplentes, puedan los elegi-
dos optar por unos ú otros cargos; debiendo proceder los Regentes de las 
Audiencias á reemplazarles con arreglo A. las disposiciones vigentes, si 
optasen por los de Alcaldes 6 tenientes. 
De Real Orden lo digo á V 	  para su conocimiento y efectos consi- 
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guientes. Dios guarde á V 	 muchos años. Madrid 13 de marzo de 1857. 
—Seijas.--Sr. Regente de la Audiencia de 	 » 
Gracia y Jnsticia.—Real órden de 19 de marzo de 1857, conce-
diendo á los Jueces de paz el uso de sellos oficiales, para su correspon-
dencia de oficio. 
Con fecha 13 del presente se ha dirigido de Real Orden á este Ministe-
rio, por el de la Gobernacion del Reino, la comunicacion que sigue: 
«Excmo. Sr.: El Sr. Ministro de la Gobarnaciou dice con esta fecha al 
Director general de Correos lo siguiente: Ilmo. Sr.: Atendiendo á que los 
cargos de Jueces de paz son gratuitos y á que desempeñan funciones pú-
blicas como empleados del Orden judicial, la Reina (Q. D. C.) se ha digna-
do conceder á dichos funcionarios el uso de sellos oficiales para su corres-
pondencia de oficio, con sujecion á lo establecido en el Real decreto de 16 
de marzo de 1854.: 
Enterada S. M., ha tenido á bien mandar se participe á V. S., como lo 
ejecuto de Real Orden, á los efectos correspondientes. Dios guarde á V. S. 
muchos años. Madrid 19 de marzo de 1867.—Seijas.—Sr. Regente de la 
Audiencia de  
Gracia y Justicia.—Real Orden de 16 de abril de 1857, resol-
viendo algunas dudas sobre la jurisdiccion, licencias y distintivo de los 
jueces de paz; que no conozcan en asuntos criminales, y quiénes han de 
suplir á los de primera instancia. 
«Sin embargo de las resoluciones dictadas para plantear la institucion 
de los Jueces de paz, y de las instrucciones que se han circulado por los 
Regentes de las Audiencias, con el acierto que era de esperar de su celo e 
inteligencia, la aplicacion de algunas de sus disposiciones ha producido 
dudas y dado ocasion á consultas que los citados Regentes han elevado á 
este Ministerio para que se decida lo conveniente. Enterada S. M. (Q. D. 
G.), y deseando que en tan importante materia se fije y uiforme la juris-
prudencia, ha tenido á bien resolver lo siguiente: 
I.° La jurisdiccion que compete á los Jueces de paz es únicamente la 
que les confiere la Ley de Enjùiciamiento civil, en cuya consecuencia se 
abstendrán de conocer en asuntos de materia criminal, por ahora y mien-
tras otra cosa no se disponga. 
2.° En virtud de lo prevenido en los arts. 9.° y 10 del Real decreto 
de 28 de noviembre de 1856, serán suplentes de los Jueces de primera 
instancia los de paz que sean abogados, prefiriendo entre estos en cada 
caso al mas antiguo en el ejercicio de la abogacía. 
Donde no sean abogados, será suplente el Juez de paz primero, segun 
el Orden de los nombramientos; y no constando esta circunstancia, el ma-
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3.° Lo dispuesto en los citados arts. 9.° y 10.° del referido Real de-
creto no obsta para que las Salas de gobierno de las Audiencias puedan 
nombrar Jueces en comision que sirvan interinamente los juzgados de pri-
mera instancia vacantes, ó cuyos propietarios estén ausentes 6 impedidos 
físicamente, en los casos en que el servicio público 6 los altos intereses de 
la administracion de justicia lo reclamen; dando inmediatamente cuenta al 
Gobierno para su aprobacion. 
4.° Los Jueces en comision, de que trata la disposicion precedente, y 
los suplentes de los de primera instancia, percibirán la mitad del sueldu 
que se asigne en el presupuesto al juzgado que desempeñen. 
5.° No pudiendo ausentarse los Jueces de paz del pueblo de su resi-
dencia sin obtener préviamente la oportuna licencia, les será concedida 
por los Jueces de primera instancia cuando el plazo no esceda de 15 días, 
y por los Regentes de las Audiencias si escediese de aquel término. 
6.° Con arreglo á lo dispuesto en el párrafo segundo, art. 3.° del Real 
decreto de 22 de octubre de 1855, los Jueces de paz podrán usarla misma 
clase de baston con borlas que sirve de distintivo á los Alcaldes. 
7.° Las órdenes de interés general que hayan de comunicarse á los 
Jueces de paz por los Regentes de las Audiencias, se insertarán en los Bo-
letines oficiales de las provincias para que lleguen á su conocimiento. 
	
De Real Orden lo digo á V 
	  á los efectos correspondientes. Dios 
guarde á V 	 muchos años. Madrid 16 de abril de 1857.—Seijas.—Señor 
Regente de la Audiencia de 
	 » 
Gracia y Justicia.—Real órden de 31 de mayo de 1857, decla-
rando exentos del cargo de Jueces de paz y del de suplentes á los retirados 
y demás aforados de guerra. 
«He dado cuenta á la Reina (Q. D. G.) de una consulta dirigida á este 
Ministerio por el de la Guerra proponiendo la conveniencia de que se de-
clare exentos del ejercicio del cargo de Jueces de paz á los aforados de 
guerra. Enterada S. M., y teniendo presente que por regla general no 
puede privarse á nadie del fuero que disfruta con arreglo á las leyes, se 
ha dignado declarar exentos del referido cargo de Jueces de paz y del de 
suplentes á los retirados y demás aforados de guerra; á cuya exencion, 
que desde ahora quedará comprendida entre las consignadas en el art. 6.° 
del Real decreto de 22 de octubre de 1855, podrán, no obstante, renun-
ciar los interesados voluntariamente.—De Real Orden lo digo á V. S. á los 
efectos oportunos. Dios guarde á V. S. muchos años. Madrid 31 de mayo 
de 1857.—Seijas.—Sr. Regente de la Audiencia de » 
Gobernacion.—Real órden de 25 de junio de 1857, mandando se 
facilite á los Jueces de paz local decoroso en los edificios consistoriales, 
donde puedan establecer sus juzgados. 
«Habiendose manifestado á este Ministerio por el de Gracia y Justicia la 
_Jr 
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necesidad ele remover los obstáculos que se presenten y puedan embarazar 
el ejercicio expedito de sus funciones á los Jueces de paz, y la convenien-
cia de que se les facilite local decoroso en los edificios consistoriales donde 
puedan establecer sus juzgados, la Reina (Q. D. G.) ha tenido á bien man-
dar que recomiende V. S. eficazmente á los Alcaldes de todos los pueblos 
ele esa provincia en que no existan juzgados de primera instancia, procu-
ren proporcionar en los Ayuntamientos los indicados locales, conciliando 
las atenciones de la Municipalidad y de los Jueces de paz, en obsequio del 
servicio y de la armonía que debe reinar en bien del Estado entre los que 
ejercen cargos públicos.—De Real Orden lo digo á V. S. para su inteligen-
cia y cumplimiento.—Dios guarde á V. S. muchos años, Madrid 25 de 
junio de 1857.—Nocedal. —Sr. Gobernador de la provincia de...» 
Gracia y Justicia.—Real órden de 21 de octubre de 1858, man-
dando, entre otras cosas, que las secretarías de los juzgados de paz se 
provean cou preferencia en personas que tengan concluida la carrera del 
Notariado; pero sin escluir á los abogados. 
Gracia y Justicia.—Real decreto de 22 de octubre de 1858, dic-
tando varias disposiciones sobre el nombramiento de Jueces de paz y sus 
secretarios, sustitucion á los de primera instancia, incompatibilidades, 
licencias y juramento. 
«Atendiendo á las razones que me ha espuesto el Ministro de Gracia y 
Justicia, de acuerdo con el parecer de mi Consejo de Ministros, Vengo eu 
decretar lo siguiente: 
Artículo 1.° En todos los pueblos que tengan'Ayuntamientos, habrá 
Jueces de paz segun se prescribe en el Real decreto de 22 de octubre 
de 1855. 
En los pueblos donde haya Jueces de primera instancia, habrá tantos 
Jueces de paz como Jueces de primera instancia. 
En los pueblos en que no haya Jueces de primera instancia, habrá un 
solo Juez de paz. 
Habrá tambien dos suplentes para cada uno de los Juzgados de paz. 
Art. 2.° No podrán desempeñar el cargo de Jueces de paz los subalter-
nos de los Juzgados de primera instancia, ni los Promotores fiscales susti-
tutos que haya en los mismos Juzgados. 
Art. 3.° En los negocios propios de la competencia de los Juzgados de 
paz, que son por ahora los juicios de conciliacion y los verbales, se val-
drán los Jueces de los Secretarios de sus Juzgados. En las demás diligen-
cias y actos que, siendo originariamente de la competencia de los Jueces 
de primera instancia, se encargan por disposicion de la ley á los de paz, se 
valdrán de Escribano siempre que se exija así por aquella para la validez 
del acto. En los pueblos en que no hubiese Escribano, autorizarán las pro-
pias diligencias los Secretarios, haciendo constar aquella circunstancia. 
TOMO V. 	 74 
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Art. 4.° En las poblaciones en que hubiere mas de un Juzgado de pri-
mera instancia, cada uno de los Jueces de paz tendrá asignado un distrito, 
dentro del cual ejercerá su jurisdicciou conformo á las reglas generales de 
derecho. 
Las apelaciones se elevarán al Juez de primera instancia del distrito 
respectivo. 
Art. 5.° Los jueces de paz de la cabeza del partido judicial sustituirán 
en ausencias, enfermedades 6 vacantes á los de primera instancia. Donde 
hubiere mas de uno, cada Juez de paz suplirá al de su distrito. 
Art. 6.° Si el Juez de paz estuviere incapacitado para entender como 
Juez de primera instancia por cualquier motivo, uno de los suplentes ejer-
cerá la jurisdiccion ordinaria, prefiriéndose siempre el que sea Abogado; y 
si los dos lo fueren; el nias antiguo eu la profesion. Si ninguno de los su-
plentes del Juzgado de paz fuere letrado, entrará á ejercer la jurisdiccion 
el que tenga la denominacion de primero. 
Art. 7.° Cuando el caso previsto en el artículo anterior acontezca en 
las poblaciones que cuenteo mas de un Juzgado de paz, se harán los lla-
mamientos por el Orden siguiente: 
4.° Los demás Jueces de paz que sean letrados, prefiriendo al mas an-
tiguo en la profesion, si hubiere varios. 
2.° Los suplentes que sean letrados, en la misma forma. 
3.° Los Jueces de paz no letrados, segun su denominacion numérica. 
4.° Los suplentes uo letrados, empezando por los del Juez á quien ha 
de sustituirse, segun el mismo Orden numérico. 
Art. 8.° A falta de Jueces de paz y suplentes pasará la jurisdicciou á 
los Alcaldes y Tenientes, por su Orden, con igual preferencia de los que 
seau letrados. 
Art. J.° No obstante lo dispuesto en los tres artículos anteriores, las 
Salas de gobierno de las Audiencias conservarán la facultad de nombrar 
Jueces eu comision, cuando lo crean conveniente al mejor servicio, dando 
cuenta á mi Ministro de Gracia y Justicia, segun les está prevenido. 
Art. 10. En el caso de que un Juez de paz haya de demandará uno 
de sus suplentes, 6 vice-versa, á juicio de conciliacion 6 verbal, y no hu-
biere mas Jueces de paz en el pueblo, corresponderá al otro suplente el co-
nocimiento del asunto, y en su defecto al Alcalde y los Tenientes del mis-
mo con sujecion á las reglas establecidas en la Ley de Enjuiciamiento civil. 
Donde hubiere mas de un Juez de paz, deberá el demandante acudir, pri-
mero, al mas antiguo de la misma clase, segun el Orden numérico, des-
pues á los suplentes, en la misma forma, y por último á los Alcaldes 6 Te-
nientes. 
Art. 11. Cuando los Jueces de paz hayan de ausentarse del pueblo, 
pedirán permiso al Regente de la Audiencia 6 al Juez de primera instan-
cia. El primero podrá concederle por todo el tiempo que les sea necesario, 
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y el segundo tan solo por el de 15 dias. En caso de urgencia, los Jueces 
de paz podrán ausentarse por ocho dias sin prévia licencia, dando aviso en 
el de su salida al Juez de primera instancia respectivo. Las Salas de gobier-
no de las Audiencias podrán imponer disciplinariamente á los Jueces de 
paz que falten á estas disposiciones una multa de 40 á 200 rs., segun los 
casos y circunstancias. 
Art. 12. Los Jueces de paz y sus suplentes, antes de entrar á ejercer 
sus funciones, deberán prestar el juramento de costumbre ante los de pri-
mera instancia del distrito respectivo (1.) 
Art. 13. Para ser secretario de los Juzgados de paz bastará tener 25 
aüos, saber leer y escribir y estar en el goce de los derechos de ciudada-
no, guardándose además para estos cargos, é favor de los que hayan con-
cluido la carrera del Notariado, la preferencia que establece la Real Orden 
de 21 del mes actual. 
Art. 14. Los Jueces de paz darán cuenta á los de primera instancia 
de los nombramientos de sus respectivos Secretarios, y observarán la mis-
ma formalidad en el caso de removerlos. 
Art. 15. Los Jueces de paz disfrutarán de iguales consideraciones que 
los Alcaldes y Tenientes, y usarán como distintivo el mismo baston con 
borlas que llevan aquellos. 
Art. 16. Se considerarán como méritos especiales en sus carreras los 
servicios prestados por los Jueces de paz, y se les contará corno de abono 
para jubilacion la mitad del tiempo que hubieren ejercido estos cargos. 
Art. 17. Quedan derogadas todas las disposiciones que seau contra-
rias á lo prevenido en este decreto. 
Dado en Palacio á 22 de octubre de 1858.—Está rubricado de la Real 
mano.—El Ministro de Gracia y Justicia, Santiago Fernandez Negrete.» 
Grheiit y Justüela.---Real órden de 20 de noviembre de 1858, dic-
tando varias disposiciones que han de tener presentes los Regentes de 
Audiencia, para el nombramiento de los Jueces de paz, y su juramento. 
«Al aproximarse la época de la renovacion de loe Jueces de paz, con ar - 
reglo al Real decreto de 22 de octubre de 1855, parece oportuno determi-
nar las reglas que habrá de tener V  presentes en los uombramientos 
que le corresponde hacer para los pueblos del territorio de esa Audiencia. 
Ya habrá visto V  que por el Real decreto de 22 de octubre último se 
procura realzar el prestigio de esta naciente institucion, disminuyendo el 
número de Juzgados de Paz, y facilitando en consecuencia la eleccion de 
personas que por su carrera, sus antecedentes y conducta moral den las 
(t) Véase la Real Orden que sigue de 20 de noviembre de 185', por 
la cual se modifica esta disposicion. 
/ON  
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posibles seguridades de que desempeñarán satisfatoriamente tan delica-
dos cargos. 
Para cooperar al logro de este propósito y hacer unas elecciones acer-
tadas, pedirá V  á los Gobernadores de provincia, Jueces de primera 
instancia y demás personas que le merezcan absoluta confianza, listas de 
los sugetos que consideren competentes en cada pueblo, y que serán adi-
cionales de las que sirvieron para los primeros nombramientos: debiendo 
prevenir á V 	 que el haber desempeñado durante estos dos años el car- 
go de Juez de paz no es obstáculo para que, si V 	
 lo cree de necesidad, 
bajo cualquier punto de vista, deje de renovar su nombramiento, si bien 
los nombrados podrán alegar esta escusa que les conceden las disposicio-
nes vigentes. 
El espíritu del último Real decreto deberá á V..... servir de guía y le 
demostrará la conveniencia de que prefiera para Jueces de paz á los que 
sean Abogados, sobre todo en las cabezas de partido judicial, donde el de-
recho que se les confiere de sustituir á los Jueces de primera instancia au-
menta á su favor los motivos de preferencia, con el fin de evitar las aseso-
rías que tan dispendiosas son á las partes. 
Estando declarado que el cargo de Juez de paz es incompatible con las 
funciones propias del órden administrativo, cuidará V  de que no re-
caigan nunca aquellos nombramientos en los Alcaldes y Tenientes de 
los pueblos; no perdiendo de vista que, en el caso de que alguno de los 
Jueces de paz 6 de los suplentes sean elegidos para cargos municipales, 
deben optar entre estos ó aquellos, con arreglo á lo dispuesto en la Real 
órden circular de 13 de marzo de 1857. Si optasen por los de Ayunta-
miento, procederá V  á reemplazarlos sin dilacion. 
Por último, si el principio de autoridad y el 
 Orden de independencia 
gerárquica exigen que los Jueces de paz presten el juramento de costumbre 
ante los de primera instancia, que constituyen para ellos el tribunal de 
apelacion ; las distancias de algunos pueblos á las cabezas del partido, la 
dificultad de las comunicaciones y la cruda estacion en que los nuevos 
Jueces de paz entran á desempeñar sus cargos, podrán hacer conveniente 
y aun necesario en algunos casos, que se les autorice para jurar ante el 
Ayuntamiento de su pueblo, remitiendo certificacion del acto al Juez del 
partido. Así se respeta el principio de dependencia en que debe estar el 
inferior de su superior, que en este caso delega sus facultades; y se con-
sulta tambien la comodidad de los Jueces de paz, que al cabo prestan un 
servicio gratuito. En su virtud queda V  autorizado para conceder esta 
facultad á su prudente arbitrio segun las circunstancias lo exigieren. 
La Reina (Q. D. G.) espera del celo de V.... que adoptará las disposi-
ciones convenientes para que el dia 1." de enero próximo entren á des-
empeñar sus funciones los nuevos Jueces de paz, segun está prevenido. 
De la propia Orden de S. M. lo digo á V 
	
 para su conocimiento y 
APÉNDICE. 	 589 
efectos consiguientes. Dios guarde á V... muchos años. Madrid 20 de no-
viembre de 1858.—Fernandez Negrete.—Sr. Regente de la Audien-
cia de.....» 
Gracia y Justicia. —Ley Hipotecaria de 8 de febrero de 4861. 
En el art. 300 se establece que «el cargo de Registrador será incompati-
ble con el de Juez de paz, Alcalde, Notario y con cualquiera empleo dotado 
con fondos del Estado, de las provincias 6 de los pueblos.» 
Gobernacion. —Real órden de 24 de abril de 1861, declarando, por 
punto general, de acuerdo con lo informado por la Seccion de Gobernacion 
y Fomento del Consejo de Estado, «que siendo incompatibles los cargos 
de Juez de paz, propietario 6 suplente, con los administrativos, cuando 
los que los desempeñan sean elegidos para cargos municipales, deben op-
tar entre estos y aquellos;» siendo estensiva dicha incompatibilidad, no 
solo á los cargos de Alcalde y teniente, sino tambien á los de concejal. 
Hacienda.—Circular de la Direccion general de Contribuciones 
de 13 de julio de 1861, declarando «que tanto los Jueces de paz, como 
los suplentes, se hallan relevados de ejercer el cargo de repartidores de la 
contribucion territorial,» por desempeñar funciones públicas, y por cuyo 
motivo liabian sido ya declarados incapacitados para desempeñar los car-
gos de recaudadores, por cuenta y con responsabilidad directa á la Ha-
cienda. 
Gracia y Justicia. —Real órden de 16 de octubre de 1861, dispo-
niendo que respecto á la incompatibilidad de los cargos de Juez de paz y 
suplentes con los de concejales se esté á lo resuelto por la de 24 de abril 
último, y que si resultan dificultades para el buen servicio, se consulten. 
El Sr. Ministro de Gracia y Justicia dice con esta fecha al Presidente 
del Tribunal Supremo de Justicia lo siguiente: 
«He dado cuenta á la Reina (Q. D. G.) de la consulta que eleva la Sala 
de Gobierno de ese Supremo Tribunal, al remitir una esposicion de la Au-
diencia de Barcelona sobre si los cargos de Juez de paz 6 suplentes deben 
reputarse incompatibles con los de concejal, segun lo declarado por Real 
Orden de 24 de abril último, espedida por el Miuisteio de la Gobernacion 
6 inserta en la Coleccion legislativa; y conformándose S. M. con lo pro-
puesto por esa Sala de gobierno, se lia servido resolver se diga al Regente 
de la Audiencia de Barcelona, que en los nombramientos y escusas de los 
Jueces de Paz se atempere á lo dispuesto en la citada Real Orden, confor-
me con el espíritu de la espedida por este Ministerio en 20 de noviembre 
de 1858, sin perjuicio de que si notase que la estension de las incompati-
bilidades ofrecia en la práctica dificultades para el buen servicio, eleve la 
oportnna esposiciou para que se pueda adoptar la resolucion conveniente.» 
De Real Orden comunicada por el espresado Sr. Ministro, lo traslado 
á V. S. para los efectos consiguientes. Dios guarde á V. S. muchos años. 
Madrid 16 de octubre de 1861.—El Subsecretario, Antoniuo 
 Casanova.— 
Sr. Regente de la Audiencia de  
Hacienda.—Real órden de 18 de diciembre de 1861, declarando 
incompatible el cargo de Juez de paz de un distrito con el de arrendatario 
de los derechos de consumos de cualquiera de los pueblos del mismo dis-
trito. 
Gracia y Justicia.—Real órden de 26 de febrero de 1863, resol-
viendo que en el caso de que algun Juez de paz se niegue á entregar su 
sucesor el sello oficial del juzgado, por haberlo costeado á sus espensas, se 
inutilice cruzándolo, y despues se entregue á su dueño, á no ser que éste 
prefiera recibir su importe de los fondos municipales. 
Gobernaclon.—Real Orden ds 18 de marzo de 1863, disponiendo 
que el coste de los sellos de los Juzgados de paz se abone con cargo é los 
fondos municipales, y que en los pueblos donde se hubiesen construido á 
espensas de estos funcionarios se adquieran por el mismo medio, en el caso 
de resistirse estos á su entrega. 
Gobernacion.—Ley de gobierno y administracion de las provin-
cias, sancionada en 25 de setiembre de 1863, con las reformas mandadas 
observar por Real decreto de 21 de Octubre de 1866. 
«Art. 24. No pueden ser Diputados provinciales - 	  10. Los emplea- 
dos públicos en activo servicio. 
Art. 26. Podrán escusarse de aceptar el cargo de Diputado provin-
cial:... 3.° Los Jueces de paz. 
Art. 7t. El cargo de Consejero provincial es incompatible con cual-
quiera otro empleo público en activo servicio.» 
Gracia y Justicia.—Real decreto de 14 de octubre de 1864, dis-
poniendo que los Jueces de paz sirvan su cargo por cuatro años; que los 
Secretarios sean nombrados por los Jueces de primera instancia, y que 
no puedan ser separados ni unos ni otros sin espediente. 
«Atendiendo á las razones que me ha espuesto mi Ministro de Gracia 
y Justicia sobre la necesidad de evitar que los nombramientos de los Jue-
ces de paz coincidan con la renovacion de los Ayuntamientos, prolongan-
do á este fin la duracion de sus cargos y dando mayor estabilidad al de 
Secretarios de dichos Juzgados; Vengo en decretar: 
Art. 4.° El cargo de Juez de paz y el de suplente durarán cuatro años. 
Art. 2.° Cin el fin, sin etnbargo, de evitar que los nombramientos de 
los Jueces de paz y de los suplentes coincidan con la renovacion de lis 
Ayuntamientos, los Jueces y suplentes que deben empezará ejercer sus 
cargos en 1.° de enero de 1865 servirán solo tres años, cesando, por tan-
to, en 31 de diciembre de 1867. 
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Art. 3.° Los Secretarios de los Juzgados de paz serán nombrados por 
los Jueces de primera instancia á propuesta de los de paz; y no podrán ser 
separados sin prévia formation de espediente, que instruirá el Juez de 
primera instancia, oyendo al de paz y al  interesado. 
Art. 4? En cada renovacion de los Jueces de paz tendrán estos el tér-
mino de un mes, que empezará á correr desde el dia en que hubieren to-
mado posesion, para hacer la propuesta de Secretario. Si dejaren trascur-
rir dicho plazo sin verificarlo, continuará el Secretario que actualmente 
lo fuere, y no podrá ya ser separado sino en la forma que se previene en 
el artículo anterior. 
Art. 5.° Los Jueces de paz no podrán ser separados por los Regentes 
sino en virtud de espediente en que el Regente resolverá, oído el parecer 
de la Sala de gobierno, dando cuenta siempre al Ministerio de Gracia y 
Justicia. 
Art. 6.° Quedan vigentes los decretos orgánicos de los Juzgados de 
paz en cuanto no se opongan al presento. 
Dado en Palacio á 14 de Octubre de 1864. Está rubricabo de la Real 
mano.—El Ministro de Gracia y Justicia, Lorenzo Arrazola.» 
Gracia y Justicia.—Real órden de 24 de enero de 1865, man-
dando que los Regentes de las Audiencias procedan en las permutas de 
Jueces de paz en la forma prevenida para la admision de escusas. 
«He dado cuenta á la Reina (Q. D. G.) de la comunicacion de V. E., 
fecha 7 del corriente, elevando para la resolucion que proceda la solicitud 
de permuta que han hecho los Jueces de paz de la Latina é Inclusa de esta 
Corle. Eu su vista, y considerando que V. E. es quien mejor puede apre-
ciar las circunstancias especiales ó de conveniencia pública que faverez-
can 6 se opongan á la permuta, la Reina (Q. D. G.) se ha servido resolver, 
que sin perjuicio de la disposicion general que se adopte en la materia, 
proceda V. E. en aquel caso, segun considere mas conveniente al mejor 
servicio, en la forma que para la admision de escusas previene el art. 3? 
del Real decreto de 28 de noviembre de 1856.—De Real Orden lo digo 6 
V. E. para los efectos consiguientes.—Dios guarde á V. E. muchos años. 
Madrid 24 de Enero de 1865.—Arrazola.—Sr. Regente de la Audiencia de 
Madrid.» 
Gracia y Justicia.—Real órden de 30 de enero de 1865, resolvien-
do que los Jueces de primera instancia nombren Secretarios entre los 
propuestos por los Jueces de paz; pero que éstos formen ternas en las po-
blaciones que to permita el vecindario. 
«He dado cuenta á la Reina (Q. D. G.) de la comunicaciou de V. E. re-
mitieudo el espediente instruido en esa Regencia, con motivo de haber 
nombrado el Juez de primera instancia del distrito del Hospicio de esta 
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corte, para la Secretaría del Juzgado de paz del mismo distrito, una per-
sona distinta de la única que propuso el Juez de paz. En su vista, y con-
siderando que el Real decreto de 14 de octubre último, al modificar las 
disposiciones anteriores que concediau á los Jueces de paz la facultad ad-
soluta de nombrar y remover los Secretarios de sus Juzgados, no descono-
ció el principio que le 'labia servido de base, dejándoles la propuesta, á fin 
de que el nombramiento que hiciesen los Jueces de primera instancia re-
cayese en perscnas de la confianza de los de paz: considerando que tam-
poco ha sido el espíritu de dicho Real decreto otorgar una facultad ilu-
soria á los Jueces de primera instancia, como sucederia si hubieran de 
nombrar al único propuesto por los de paz, antes bien de aquel se des-
prende, que las propuestas habrán de hacerse en terna, en todas las po-
blaciones de vecindario numeroso que lo permitan; la Reina (Q. D. G.) se 
ha servido resolver, que el Juez de paz del Hospicio de esta córte eleve al 
de primera instancia del distrito propuesta en terna para la Secretaría de 
dicho Juzgado, entre los que pueda ejercer el de primera instancia el de-
recho de nombrar, que le confiere el citado Real decreto de 14 de octubre 
último.—De Real Orden lo digo á V. E. para los efectos consiguientes. 
Dios guarde á V. E. muchos años. Madrid 30 de enero de 1865.—Arra-
zola.—Sr. Regente de la Audiencia de Madrid.» 
Gracia y Justicia. —Real órden de 30 de enero de 1865, decla-
rando que los Redactores del Diario de Sesiones y taquígrafos de los Cuer-
pos Colegisladores se hallan impedidos para ser Jueces de paz, y encar-
gando al Regente de la Audiencia de Madrid proceda á relevarlos de este 
cargo, reemplazándolos con personas que reunan los requisitos que pre-
vienen las disposiciones vigentes. 
Gracia y Justicia.—Real órden de 3 de febrero de 1865, decla-
rando que no existe incompatibilidad entre los cargos de Secretario del 
Ayuntamiento y del Juzgado de paz de un mismo pueblo. 
«En vista del espediente instruido á solicitud de D. Ramon Cornes Gon-
zalez, Secretario del Ayuntamiento de Rivadencia, para que se declare 
que este cargo no es incompatible con la Secretaría del Juzgado de paz del 
mismo pueblo, la Reina (Q. D. G.) se ha servido resolver que no existe in-
compatibilidad entre ambos cargos, segun se desprende del art. 10 del 
Real decreto de 22 de octubre de 1865, que hace obligatorio su desempeño 
por una misma persona en algue caso.—Lo que de Real Orden, comunica-
da por el Sr. Ministro de Gracia y Justicia, participo á V. S. á fin de que 
la Sala de Gobierno de esa Audiencia conforme su conducta á la anterior 
resolucion. Dios guarde á V, S. muchos años. Madrid 3 de febrero de 1865. 




Gracia y Justicla.—Real Orden de 16 de junio de 1865, decla-
rando que la facultad que el art. 4.° del Real decreto de 14 de octubre 
anterior, concede á los Jueces de paz para hacer la propuesta de sus Se-
cretarios dentro de un mes, es estensiva al caso de renovacion parcial. 
«Habiéndose suscitado dudas sobre la inteligencia del art. 4.° del Real 
decreto de 14 de octubre último, que faculta á los Jueces de paz en cada 
renovacion para hacer la propuesta de sus Secretarios dentro del término 
de un mes, y entendiéndose por algunos Tribunales que esta facultad solo 
la pueden ejercer los Jueces de paz nombrados en las renovaciones gene-
rales de estos cargos, pero no en ]as particulares que ocurran durante el 
período legal; la Reina (Q. D. G.), considerando que las razones en que se 
funda la facultad concedida á los Jueces de paz en la propuesta de Secre-
tarios militan igualmente en las renovaciones parciales, se ha servido de-
clarar que'la disposicion del art. 4.° del Real decreto de 14 de Octubre úl-
timo es tambien estensiva al caso de las renovaciones parciales que ocur-
ran por fallecimiento, renuncia ó separacion de los Jueces de paz nombra-
dos.—De Real Orden lo digo á V..... para los efectos consiguientes. Dios 
guarde á V  muchos años. Madrid 16 de Junio de 1865.—Arrazola.- 
Sr. Regente de la Audiencia de 
	 » 
Gracia y Justicia.—Real Orden de 10 de noviembre de 1865, de-
clarando que son incompatibles los cargos de Notario y de Secretario de 
los Juzgados de paz. 
«He dado cuenta á la Reina (Q. D. G.), del expediente instruido á ins-
tancia de D. Manuel Soscertales, Notario y Escribano de actuaciones del 
 
Juzgado de primera instancia de la Plaza de esa capital, para que se declare 
que los Notarios que se hallan autorizados para desempeñar Escribanías de 
actuaciones, pueden ser Secretarios de los Juzgados de paz; y en su vista, 
considerando que por el art. 49 del Reglamento para la ejecucion de la 
ley del Notariado se determina, que los Notarios no pueden ejercer el car-
go de Escribanos de actuaciones de Juzgados ordinarios ni privativos de  
ninguna clase, en cuyo número deben contarse los Secretarios de los Juz-
gados de paz, que hacen las veces de actuario en los mismos; de acuerdo 
con lo informado por la Sala de gobierno del Tribunal Supremo de Justi-
cia se lie servido S. M. declarar que son incompatibles los cargos de Nota-
rio y Secretario de los Juzgados de paz, aun en aquellos casos en que 
los Notarios desempeñan simultáneamente Escribanías de actuaciones.—
De Real Orden lo digo á V. S. para los efectos consiguientes. Dios guarde 
á V. S. muchos años. Madrid 10 de Noviembre de 1865.—Calderon y Co-
llantes.—Sr. Regente de la Audiencia de Valladolid.» 
Gobernaeion.—Real Orden de 27 de noviembre de 4865, recordan-
do á los Gobernadores de provincia, para que á la vez lo hagan á los Alcal-
des, el cumplimiento de la de 25 de Junio de 1857 (inserta anteriormente), 
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por la cual se mandó que estos faciliten á los Jueces de paz respectivos 
 
un local donde puedan ejercer sus funciones.  
Gracia y Justicia.—Real órden de 11 de enero de 1866, dispo-
niendo que continúe el Juzgado de paz de Ceuta en la forma establecida; 
 
pero que en atencion á ejercer la Comandancia militar de la plaza la ju-
risdiccion ordinaria en primera instancia, dependa aquel bajo este concep-
to de la misma, ínterin se organiza definitivamente la jurisdiccion militar. 
 
Gracia y Justicia.—Real órden de 27 de julio de 1867, por la 
 
cual, de acuerdo con lo informado por las Secciones reunidas de Estado y 
 
Gracia y Justicia, y de Gobernacion y Fomento del Consejo de Estado, se  
declara incompatible el cargo de Juez de paz con el de Diputado pro-
vincial. • 
Gracia y Jasticia.—Real órden de 2 de noviembre de 1867, esta-
bleciendo las condiciones y circunstancias para ser Secretario de los Juz-
gados de paz, su nombramiento, separation d incompatibilidades. 
 
«El interés público y la administracion de justicia aconsejan que los Se-
cretarios de los Juzgados de paz estén adornados de condiciones mas espe-
ciales que las exigidas en el art. 10 del Real decreto de 22 de octubre de  
1855, y sean bastantes á darles el prestigio que mereeen las delicadas fun-
ciones que hoy desempeñan, y las importantes que han de desempeñar  
cuando adquiera carácter de ley el proyecto presentado á las Córtes en la 
 
última legislatura con el fin de conferir á los Jueces de paz las atribuciones 
 
que en las causas criminales conservan aun los Alcaldes y los Tenientes de 
 
Alcalde. Esas condiciones deben estar en relacion con el oficio que los 
 
Secretarios ejercen y han de ejercer en el caso indicado; y al efecto la  
Reina (Q. D. G.) se ha servido acordar las disposiciones siguientes: 
 
1.' Para ser Secretario de Juzgado de paz se requiere ser español,  
mayor de 25 años, del estado seglar, de buena conducta y haber ccucluido 
 
la carrera del Notariado.  
2.' En los pueblos en donde no hubiere persona con las condiciones  
espresadas, se exigirá para ser Secretario de Juzgado de paz estar incluido 
 
en las listas electorales de Ayuntamiento, saber leer y escribir, y gozar de  
buen concepto público.  
3. En los dos casos de las disposiciones anteriores, el nombrado para 
 
Secretario de Juzgado de paz sufrirá ante el Juez de primera instancia el 
 
correspondiente examen de idoneidad para el cargo. 
 
4.' El Juez de paz, al proponer al de primera instancia, con arreglo 
 á lo prevenido en el Real decreto de 14 de octubre de 1864 y en la Real 
Orden de 14 de junio de 1865, las personas que puedan desempeñar el  
cargo de Secretario del Juzgado, le remitirá los documentos que justifi-
quen la aptitud legal del propuesto, y el Juez de primera instancia dará  .en 
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el término de ocho dias al Regento de la Audiencia cuenta del nombra-
miento que hiciere y de las condiciones del nombrado. 
5.a El cargo de Secretario de Juzgado de paz será permanente, y para 
remover al que lo desempeñe se formará espediente en que se justifique 
la causa de la conveniencia de la remocion, remitiendo los Jueces de pri-
mera instancia un estracto de aquel al Regente de la respectiva Audiencia. 
6. a El cargo de Secretario de Juzgado de paz es incompatible con los 
de Notario, Escribano de actuaciones de los Juzgados de primera instan-
cia y Procurador, con todo empleo, destino ó comision que tengan sueldo 
consignado en el presupuesto general del Estado y en los provinciales 6 
municipales, y con todo otro de eleccion popular. Solo será compatible 
por ahora con el de Secretario de Ayuntamiento. 
7. a En el próximo mes de enero se harán los nombramientos de Se-
cretarios de los Juzgados de paz en personas que reunan las condiciones 
prevenidas en las presentes disposiciones y de la manera que las mismas 
determinan. 
De Real órden lo digo á V. S. para su inteligencia y cumplimiento. Dios 
guarde á V. S. muchos años. Madrid 2 de noviembre de 4867.—Roncali. 
—Sr. Regente de la Audiencia de n 
Gracia y Justicia. —Real órden de 27 de diciembre de 1867, de-
clarando que los Abogados pueden ejercer el cargo de Secretarios de los 
Juzgados de paz, y que no tienen preferencia sobre ellos los que hayan 
concluido la carrera del Notariado. 
«Visto el expediente instruido á instancia de D. Félix Sivilla y de varios 
aspirantes á la carrera del Notariado....., S. M. la Reina (Q. D. G.) se ha 
servido declarar: 
1.° Que los Abogados pueden ejercer el cargo de Secretarios de los 
Juzgados de paz. 
2.° Que los que hayan concluido la carrera del Notariado no tienen 
preferencia sobre los Abogados para obtener dichas secretarías. 
3.° Que los actuales Secretarios que reunan los requisitos exigidos 
para serlo, pueden continuar desempeñando las secretarías, si los Jueces 
de paz no hicieren propuesta en el término del mes que les concede el 
Real decreto de 14 de Octubre de 1864. 
De Real Orden lo digo á V 	  para su inteligencia y efectos consi- 
guientes. Dios guarde á V 	
 muchos años. Madrid 27 de Diciembre de 
1367.—Roncali.—Sr. Regente de la Audiencia de 	  
Gracia y Justicia. —Real órden de 23 de Enero de 4868, dictando 
varias disposiciones para la provision de las secretarías de los Juzga-
dos de paz; condiciones para obtenerlas; nombramiento, remocion é in-
c ompatibilidades. 
«Varias son las consultas dirigidas por los Regentes, manifestando la 
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imposibilidad de cubrir gran parte de las secretarías de los Juzgados de 
paz con personas que reunan las circunstancias exigidas en las disposicio-
nes 1.' y 2.' de la Real órden de 2 de noviembre último, y la necesidad 
en que se ven por ello de proveerlas interinamente en otras que, aunque 
idóneas, ni han doncluido la carrera del Notariado, ni están incluidas en 
las listas electorales de Ayuntamiento. 
En su vista, y deseando S. M. la Reina (Q. D. G.) que en cuanto no 
sea incompatible con los altos fines que se propuso aquella soberana dispo-
sicion, se tomen en consideracion los servicios prestados, los conoci-
mientos adquiridos y la conveniencia de que se ensanche el círculo en 
que los Jueces de paz puedan proponer ó conservar personas de su con-
fianza en puestos que tanto la necesitan; ha tenido á bien disponer que 
por ahora y mientras se determina lo conveniente para la organizacion de 
los Juzgados de paz, se observen las disposiciones siguientes: 
I.' Para obtener secretarías de Juzgados de paz, además de ser espa-
ñol, mayor de 25 ai"ños, del estado seglar y de buena conducta, se necesita 
reunir, indistintamente, el carácter de Abogado, Notario ó Escribano, 6 
Haber concluido la carrera del Notariado, segun la actual 6 las anteriores 
legislaciones. 
2.' En los pueblos donde la secretaría del Juzgado de paz no se pre-
tendiese por ningun Abogado, Notario, Escribano 6 por quien tenga con-
cluida la carrera del Notariado, podrán ser propuestos, tambien indistin-
tamente, los que con las otras circunstancias exigidas en la disposicion 
anterior reunan la do ser Procuradores, haber prácticado en escribanía 6 
procura por un año á la ménos, desempeñado por cualquier tiempo secre-
tarías de Juzgados de paz, 6 estar incluidos en las listas electorales de 
Ayuntamientos y saber leer y escribir. 
3.' Los que hayan concluido la carr era del Notariado, y todos los 
comprendidos en la disposicion 2.', que fueren nombrados Secretarios de 
los Juzgados de paz, sufrirán exámen de idoneidad por el Juez de primera 
instancia, antes de que se les ponga en posesion. 
4.' El Juez de paz, al proponer al de primera instancia, con arreglo á 
lo prevenido en el Real decreto de 14 de Octubre de 1864 y eu la Real 6r-
den de 14 de Octubre (deberá ser la de 16 de Junio) de 1865, las personas 
que puedan desempeñar el cargo de Secretarios del Juzgado, le remitirá los 
documentos que justifiquen la aptitud legal del propuesto; y el Juez de pri-
mera instancia dará en el término de ocho dias al Regente de la Audiencia 
cuenta del nombramiento que hiciere y de las condiciones del nombrado. 
5.' El cargo de Secretario del Juzgado de paz será permanente; y para 
remover al que lo desempeñe se formará expediente en que se justifiquen 
las eausas de la conveniencia de la remocion, remitiendo los Jueces de 





6.' El cargo de Secretario de Juzgado de paz es incompatible con el 
ejercicio de los de Abogado, Notario, Escribano y Procurador; con todo 
empleo, destino 6 comision que tenga sueldo consignado en el presupuesto 
general del Estado y en los provinciales 6 municipales, y con todo otro de 
eleccion popular. Solo será compatible por ahora con el de Secretario de 
Ayuntamiento. 
7.0 En el mes de Enero se harán los nombramientos de Secretarios de 
los Juzgados de paz en personas que reunan los requisitos prevenidos en 
las presentes disposiciones y de la manera que las mismas determinan. 
Podrán, sin embargo, continuar los actuales Secretarios de los Juzga-
dos de paz, sujetos á las incompatibilidades prevenidas en la disposicion 
anterior, si los Jueces respectivos no propusiesen otros en el término de 
un mes, que empezará á correr desde el dia en que hubiesen tomado po-
sesion, con arreglo al Real decreto de 14 de Octubre de 1864.  
De Real Orden lo digo á V. S. para su inteligencia y cumplimiento. 
 
Dios guarde á V. S. muchos años. Madrid 23 de enero de  1868.—Roncali. 
—Señor Regente de la Audiencia de »  
Gracia y Jastleia.—Real órden de 10 de junio de 1868 , resol-
viendo varias dudas acerca de los nombramientos de Secretarios de los  
Juzgados de paz, y que los Regentes conozcan de las quejas contra di-
chos nombramientos. 
 
Con esta fecha se dice al Regente de Valencia lo que sigue:—«He dado  
cuenta á la Reina (Q. D. G.) de la comunicacion que ha dirigido V. S.  á 
este Ministerio consultando varias dudas acerca de los nombramientos de  
Secretarios de los Juzgados de paz : y enterada S. M. se ha servido  
disponer: 
i.° Que hallándose V. S. encargado de velar en el territorio de esa  
Audiencia por el cumplimiento de las leyes, debe cuidar de que todos los  
Secretarios nombrados para los Juzgados de paz , que hayan de sufrir exá-
men lo sufran realmente , y dejar sin efecto los nombramientos que se  
hubiesen hecho en personas que no reunan las condiciones legales , si  
hubiera habido aspirantes que las reuniesen, teniendo muy presente que,  
segun la regla 7. 0 de la Real Orden de 23 de enero último, los actuales  
Secretarios, no estando comprendidos en las i ncompatibilidades marcadas  
en la regla 6. 0 , han de continuar desempeñando las secretarías , aunque  
hubiera pretendientes comprendidos en la regla 1. 0 , siempre que los Jue-
ces de paz respectivos no hubieren propuesto otros en el término que les 
concede el Real decreto de 14 de octubre de 1864. 
2.' Que si no se presentaren aspirantes que reunieran las condiciones 
requeridas por la regla 1. 0 de la Real Orden de 23 de enero antes citada, 6 
en su defecto por la regla 2. 0 de la misma , pueden ser nombrados los que 
se propongan , con tal de que sean españoles, mayores de edad , seglares, 
de buena conducta y que sepan leer y escribir. 
^ ....._. 
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3.° Que solo en el caso de que no haya aspirante ninguno que reuna  
las circunstancias exigidas en la disposicion anterior, y hasta que lo haya,  
podrán ser nombrados los Secretarios de Ayuntamiento que lo solicitaren, 
 ú obligárseles, silo repugnasen, á desempeñar interinamente el cargo de  
Secretarios de los Juzgados de paz.  
4.° Que V. S. puede conocer y resolver con arreglo á las leyes las 
quejas que se produzcan contra los nombramientos de los Secretarios de 
los Juzgados de paz hechos por los Jueces de primera instancia. 
5.° Que en las dudas á que pueda dar lugar la aplicacion de la dis-
posiciones vigentes, proponga V. S. con informe, las reglas que estimare  
necesarias.» 
 
Y habiendo resuelto S. M. que sirva de regla general la disposicion  
mencionada, lo comunico á V 	
 para su inteligencia, cumplimiento y 
efectos consiguientes. Dios guarde é V 
	  muchos años. Madrid 10 de 
junio de 1868.—Roncali.—Sr. Regente de la Audiencia de 	  
Gracia y Justicia.—Real órden de 24 de julio de 1868, decla-
rando que el cargo de Registrador de la propiedad es incompatible con el 
de asesor del Juez de paz en ejercicio de las funciones de Juez de primera 
instancia, conforme á lo establecido en el art. 360 de la Ley Hipotecaria. 
Gracia y Justicia.—Real órden de 18 de setiembre de 1868 , de-
clarando que deben cesar los Jueces de paz de los pueblos , cuyos Ayun-
tamientos hubieren sido ó en adelante fueren suprimidos. 
«Acordada la supresion de algunos Ayuntamientos por consecuencia 
de lo que dispone la ley vigente de organizacion y atribuciones de las 
corporaciones municipales, han surgido dudas sobre si deberán cesar los 
Jueces de paz de los pueblos cuyos Ayuntamientos han sido suprimidos. 
En su vista , y teniendo presente que segun el Real decreto de 22 de oc-
tubre de 1555 el establecimiento y organizacion de los Juzgados de paz 
están subordinados á la existencia de los Ayuntamientos, infiriéndose na-
turalmente que donde desaparecen éstos no deben continuar aquellos; la 
Reina (Q. D. G.) se ha servido declarar por regla general , que deben ce-
sar los Jueces de paz de los pueblos, cuyos Ayuntamientos hubieren sido 6 
en adelante fueren suprimidos ; entendiéndose que los referidos pueblos 
dependerán del Juzgado de paz establecido en el que sea cabeza del dis-
trito municipal á que pertenezcan, á cuyo Juzgado deberán remitirse para 
su terminacion todos los negocios pendientes en el suprimido , así como 
los libros , espedientes y demás papeles existentes en el mismo.—De Real 
Orden lo digo á V..... para los efectos consiguientes. Dios guarde á V 
muchos años. Madrid 18 de setiembre de 1868.—Coronado.--Sr. Regente 






Además de la jurisdiccion y atribuciones que la ley de Enjui-
ciamiento civil, la de 20 de junio de 1862 sobre el consentimiento 
para el matrimonio de los menores (véase en la pkg. 379 y sigs. de 
este tomo), y las disposiciones orgánicas, insertas anteriormente, 
confieren á los Jueces de paz, tienen otras varias que les han sido 
concedidas por leyes y disposiciones especiales, de las cuales cree-
mos conveniente hacer aquí la oportuna mencion para completar 
esta materia. 
Gracia y Justicia.—Real órden de 19 de Febrero de 4857, co-
municada al Regente de la Audiencia de Valladolid, aprobando un acuer-
do de esta Audiencia, la cual, en vista de una comunicacion del Fiscal de 
la misma, relativa á las consultas que le habian dirigido varios Promoto-
res fiscales, sobre atribuciones de los Jueces de paz, resolvió, que cuando 
estos sustituyen á los de primera instancia en las vacantes, ausencias y 
 enfermedades, esta sustitucion es absoluta, lo mismo para conocer en lo 
criminal, que en lo civil; y que dichos Jueces de paz deben entender en 
todos los juicios ó actos de conciliacion, ya se refieran á querellas crimi-
nales, ya á cualquiera otra clase de negocios. Se dice en dicha Real ór= 
den que S. M. tuvo á bien aprobar estas resoluciones, por estar de acuer-
do con el espíritu y la letra de las disposiciones vigentes en la materia. 
Gracia y Justicia.—LEY HIPOTECARIA de 8 de Febrero de 1861. 
«Art. 183. Si el curador (de la mujer) no pidiese la constitucion de la 
hipoteca (que segun el art. 169 debe prestar el marido para asegurar los 
bienes de la mujer), el Promotor fiscal denunciará el hecho al Juez que le 
haya discernido el cargo, para que proceda á lo que haya lugar. 
En defecto del curador, el mismo Promotor solicitará de oficio 8 á ins-
tancia de cualquier persona, que se compela al marido al otorgamiento de 
la hipoteca. 
Los Jueces de paz tendrán tambien obligacion de escitar el celo de los 
Promotores fiscales, á fin de que cumplan lo preceptuado en el párrafo 
anterior.» 
«Art. 397. El propietario que careciere de título de dominio escrito, 
deberá inscribir su derecho justificando previamente su posesion ante el 
Juez de primera instancia del lugar en que.esten situados los bienes, con 
audiencia del Promotor fiscal, si tratare de inscribir el dominio pleno de 
alguna lima, y con la del propietario 6 la de los demás partícipes en el do-
minio, si pretendiere inscribir un derecho real. 
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Si los bienes estuvieren situados en pueblo 6 término donde no resida 
el Juez de primera instancia, podrá hacerse dicha informacion ante el 
Juez de paz respectivo, con audiencia del Síndico del Ayuntamiento, en 
todos los casos en que deberla ser oido el Promotor fiscal. 
La intervencion del Promotor 6 del Síndico se limitará procurar que 
se guarden en el espediente las formas de la ley.» 
(Estas formas, 6 sea el procedimiento que lia de emplearse en estos es-
pedientes hasta su resolucion definitiva, se determina en los arts. 398 y si-
guientes de la Ley Hipotecaria, y 326 y siguientes del Reglamento gene-
ral para su ejecucion, donde podrán consultarse. No los insertamos por su 
mucha estension.—Téngase presente, que segun la Real órden de 10 de 
junio de 1863, los notarios, en concepto de tales, no pueden practicar las 
informaciones che posesion, de que se trata: á falta de escribano, los secre-
tarios de los juzgados de paz podrán actuar en dichas informaciones, con 
arreglo á lo que prescribe el art. 3.° del Real decreto de 22 de octubre de 
1858; y en este caso, la protocolizacion se hará en el registro 6 protocolo 
del notario que designen las partes por unanimidad, entre los que residan 
en el mismo pueblo, y si no los hubiere, entre los del propio partido, y no 
habiendo conformidad entre las partes, hará el Juez dicha designacion.-
Estos espedientes han de entenderse en papel del sello judicial de 2 rea-
les, como tambien las diligencias, testimonios y actos que produzcan, se. 
gun está mandado por Real Orden de 25 de febrero de 1863.—El mismo 
efecto que dichos espedientes de posesion produce una certificacion librada 
por el alcalde, regidor, síndico y secretario del Ayuntamiento del pueblo, 
en cuyo término radique la finca que haya de inscribirse, 6 por el presi-
dente y secretario de la comision especial para la evaluacion de la riqueza 
inmueble y repartimiento de la contribucion, en los pueblos en que se 
hallen establecidas tales comisiones, como la firma tambien del regidor 
síndico, en la forma que determinan el Real decreto de 25 de octubre 
de 1867, y la Real Orden de 14 de enero de 1868). 
Hacienda.—Real órden de 13 de Febrero de 1862, resolviendo que 
los comisionados de ventas de tincas del Estado pueden delegar sus facul-
tades en los Jueces de paz y Alcaldes de los pueblos en que radiquen las 
fincas enajenadas, para dar posesion de ellas á los compradores de las 
mismas. 
Gracia y Justicia.—LEY DEL NOTARIADO de 28 de mayo 
de 1862. 
«Art. 38. En los casos de vacante de una notaría, y de inhabilitacion 
6 incapacidad de uu Notario, el que con arreglo al art. 6.° de esta ley deba 
encargarse de la notaría, recibirá bajo inventario los protocolos y demás 
documentos para entregarlos con igual formalidad al mismo Notario si se 
habilitase, 6 en otro caso á su sucesor en el oficio. 
10. 
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El Juez de primera instancia en las cabezas de partido, y el de paz eu 
los demás pueblos, intervendrán en el inventario y en la entrega. 
Art. 39. En el caso de inutilizarse el todo 6 parte de un protocolo, el 
Notario dará cuenta al Juez y al Promotor fiscal del partido, y estos res-
pectivamente al Regente y Fiscal de la Audiencia, para que instruido con 
citacion de partes el oportuno espediente, cotejados los indices y libros, y 
examinados los registros de Hipotecas, se repongan en la parte posible los 
protocolos y los libros.» 
ldeui.—Reglamento de 30 de diciembre de 1862, para el cumpli-
miento de la ley del Notariado. 
«Art. 60. Cuando vacare una notaría, el Juez de paz del pueblo de la 
residencia, acompañado de dos hombres buenos, acudirá á poner á conti-
nuacion del último instrumento del protocolo corriente la siguiente nota, 
que fechará en letra y firmará con sus acompañantes: 
«Queda vacante esta Notaría por 
	  resultando en este protocolo 
hasta hoy autorizados tantos instrumentos públicos y tantos fólios, de lo 
cual certifico como Juez de paz de N 
	 , firmando conmigo D. S. y D. R. 
como hombres buenos.» Fecha y firma 	  
Art. 62 	
 En el caso del art. 60, el Juez de paz y los dos hombres 
buenos formarán el índice de las escrituras autorizadas y no incluidas en 
el último índice mensual, remitiéndolo al Regente y dejando la copia. 
Art. 107. En el caso de inutilizarse el todo 6 parte de un protocolo, 
además de las obligaciones que impone al Notario el art. 39 de la ley, 
tendré la de avisar á la Junta directiva del Colegio. 
Si el Notario interesado no pudiese cumplir con lo dispuesto en el ci-
tado artículo de la ley y en el presente, lo verificará cualquier otro de la 
misma residencia. Si no hubiere otro, el Juez de paz tendrá esta obligacion. 
Art. 108. A mas de las autoridades designadas en el art. 40 de la ley, 
para visitar ordinaria ú estraordinariamente los protocolos, podrán las au-
toridades de la Hacienda pública decretar visitas especiales á las notarías, 
solamente para lo relativo al uso legal del papel sellado; mas con arreglo 
al citado artículo 40 de la ley, se nombrará con dicho fin á los Fiscales 
de Hacienda y á los Promotores de los juzgados, que son los representan-
tes legales del fisco. 
Estos podrán comisionar, para 
 la .visita de notarías determinadas, á los 
Juecesdepaz del punto donde exista el protocolo que haya de inspeccionarse. 
Art. 131. Por menos de cinco dias podrán los Notarios ausentarse 
de su notaría, no teniendo reclamado su ministerio y ciando cuenta al No-
tario delegado del distrito. 
Si este 6 las autoridades judiciales (y por tanto los Jueces de paz) y 
administrativas observasen por parte de algun Notario abuso de esta auto-
rizacion, darán cuenta á la Junta directiva del Colegio y al Juez de pri-
mera instancia del partido para que á prevention corrijan el abuso.» 
TOMO v. 	 76 
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Gracia y Justicia.—ESTADISTICA JUDICIAL—Segun el Real de-
creto y Reglamento para la formacion de la estadística civil y criminal de 
1.° de febrero de 1861, y las Reales órdenes de 1.° de junio del mismo año, 
18 de diciembre de 1862, 3 de junio y 3 de setiembre de 1863, correspon-
de d los Jueces de paz contestar las preguntas contenidas en los pliegos 
estadísticos referentes á los actos de conciliacion y juicios verbales ejecu-
toriados en primera instancia. Deben remitir el dia 10 de cada mes al Juez 
de primera instancia respectivo los datos del mes anterior, á fin de que 
este pueda llenar los estados correspondientes y remitirlos antes del dia 20 
al Regente de la Audiencia, por cuyo conducto esclusivamente han de di-
rigirse al Ministerio de Gracia y Justicia, para todo lo que tenga relacion 
con la estadística civil. Para la formacion de estos estados se han remitido 
modelos á los Jueces de paz y de primera instancia. 
Además, por el art. 8.° del Real decreto de 31 de marzo de 4868, so-
bre vacaciones de los tribunales, se manda que el dia 20 de julio preci-
samente remitan tos Jueces de paz á los de primera instancia respectivos 
un estado de los trabajos terminados en su juzgado desde el 15 de julio 
del año anterior á igual dia del de la fecha, y que los segundos á su vez 
pasen á las Audiencias el de sus juzgados antes del 31 del mismo mes, 
acompañando un resúmen de los estados de los Jueces de paz. 
INSPECCION DE Los REGISTROS DE LA PROPIEDAD.—Real órden 
de 18 de setiembre de 1867, por la cual, para facilitar la de los registros, 
cuyos juzgados han sido suprimidos, se resuelve; aque los Regentes de las 
Audiencias siempre que lo consideren necesario 6 conveniente, encarguen 
el desempeño de las funciones que corresponden á los Jueces de primera 
instancia de los respectivos territorios, cuando sean á la vez delegados 
para la inspeccion de dos Registros de la propiedad, á los Jueces de paz de 
los pueblos donde estén situados dichos Registros; y si esto ofreciere algun 
inconveniente, al del pueblo mas inmediato; en la inteligencia de que si 
las funciones encomendadas á dichos Jueces de paz son de las que para 
su buen desempeño requieren conocimientos jurídicos, como acontece en 
las visitas ordinarias y extraordinarias de los Registros y otros actos aná-
logos, deberán los referidos Jueces ser letrados; no siendo necesaria esta 
circunstancia cuando solo se trate de rubricar, sellar y certificar el estado 
de las hojas de los libros, dar posesion á los Registradores, y formalizar 
el inventario de los libros y legajos del Registro.» 
PAPEL SELLADO.—Acerca del que deben emplear los Jueces de paz 
en las actuaciones judiciales en que intervienen, y á quien corresponde 
corregir las faltas que los mismos cometan en el uso del papel sellado, 
véanse las disposiciones que se insertan mas adelante en el apéndice al ar-
ticulo 7.° de la ley de Enjuiciamiento civil. 
siNI/fr`' 




4.' Para evitar repeticiones en las citas de las sentencias del 
Tribunal Supremo de Justicia, que se hacen en este Apéndice, se 
entenderá que todas las sentencias son de dicho Tribunal mientras 
no se esprese otra cosa. 
2.' Las abreviaturas, que se usan en dichas citas, quieren de-
cir: Sent., sentencia 6 sentencias del Tribunal Supremo de Justicia: 
comp., que la sentencia á que se refiere ha sido dictada en cues-
tion de competencia: cas., que lo ha sido en recurso de casacion 
en asunto civil: apel., que lo ha sido en apelacion de providen-
cia denegatoria de la admision de dicho recurso.—Ley de E. c., 
quiere decir Ley de Enjuiciamiento civil. 
TITULO I. 
DISPOSICIONES GENERALES. 
ARTICULOS 1.°, 2.°, 3.° Y 4.° 
(Véanse las págs. 3 y 19 9 29 del tomo 1.°) 
Cuando son demandadas conjuntamente personas aforadas y otras del 
fuero coinun, deben todos litigar unidos ante una misma jurisdiccion, para 
que no se divida la continencia de la causa, y en tal caso el Juez compe-
tente para conocer de la demanda es el de la jurisdiccion ordinaria. (Sent. 
en contp. de 15 de octubre de 1856, 25 de junio de 1860, 18 de julio de 
1864, y otras.) 
El Juez competente para conocer de la demanda principal, lo es tam-
bien para conocer de los incidentes de la misma, corno los de tercería, po-
breza, rendicion de cuentas, etc., y para la ejecucion de la sentencia, 
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cualquiera que sea el fuero de las personas que los promuevan. (Sent. en 
comp. de 22 de julio y 28 de octubre de 1858, 30 de mayo de 1860, 19 de 
noviembre de 1861, 9 de setiembre de 1862, y otras.) 
El citado de eviccion, que quiera encargarse de la defensa del citante, 
debe hacerlo en el fuero de éste, que es el verdadero demandado. (Sent. 
en comp. de 6 de marzo de 1866.) 
No procede la sumision á Juez que no ejerza jurisdiccion ordinaria, y 
es por tanto nula y de ningun valor ni efecto la que se haga al de cual-
quiera jurisdiccion especial por personas que no sean de su propio fuero. 
(Sent. en comp. de 27 de enero y 22 de julio de 1858, 12 de mayo de 
i 862, 27 de agosto de 1864, 30 de agosto de 1866, y otras.) 
Los menores de edad no pueden hacer por sí la sumision á Juez in-
competente: para que sea válida deben hacerla por medio de sus legíti-
mos guardadores. (Sent. en comp. de 18 de noviembre de 1858.) 
Cuando en un contrato renuncian los otorgantes su propio fuero y el 
que pueda pertenecer en lo sucesivo tanto al renunciante, como á sus su-
cesores, sometiéndose y sometiendo á éstos á la jurisdiccion ordinaria de 
un lugar determinado, el Juez de este lugar es el competente en todo 
tiempo para conocer de aquel negocio. (Sent. en comp. de 11 de junio de 
1858, y 5 de abril de 1861.) 
Los arts. 2.°, 3.° y 4.° de la Ley de Enjuiciamiento civil han de en-
tenderse y aplicarse dentro del procedimiento y trámites autorizados por 
las leyes, y subordinados por tanto á las que determinan las instancias y 
recursos en los juicios; de suerte que en ningun caso la sumision, espresa 
ó tácita, de las partes puede legitimar instancias y recursos estraordinarios 
no autorizados, y menos aun los escluidos por la ley. En tales casos, como 
la incompetencia es radical, no puede subsanarse con la sumision y con-
sentimiento de las partes, que solo pueden prorogar jurisdiccion cuando 
ésta es prorogable, y no lo es para legalizar instancias y recursos no auto-
rizados por las leyes. (Sent. en cas. de 12 de octubre de 1860.—Col. leg., 
núm. 214.) 
Con el hecho de interponer una demanda, aunque sea de tercería, an-
te un Juez ordinario, queda sometido su autor á la jurisdiccion de este 
para aquel negocio, aun en el caso de haberse el Juez reservado el proveer 
para cuando el demandante pida en forma. (Sent. en comp. de 30 de ma-
yo de 1860.) 
El hecho de someterse un litigante en un juicio á Juez incompetente 
no le sujeta á su jurisdiccion para otro juicio, ni le priva de la facultad de 
someterse 6 no al mismo Juez en otro pleito distinto. (Sent. en comp. de 
7 de mayo de 1864 y 28 de marzo de 1865.) 
La comparecencia de un aforado á juicio verbal en una demanda de 
de desaucio, obedeciendo al llamamiento judicial, y su manifestacion limi-




tante claros y precisos para demostrar su voluntad de someterse á la ju-
risdiccion ordinaria, y no es aplicable á ellos el art. 4.' de la Ley de E. c. 
(Sent. en comp. de 5 de junio de 1858.) 
Tampoco constituyen el caso de sumision tácita del citado art. 4.° las 
gestiones judiciales que tienen por objeto una medida precautoria y pro-
visional, por que no son una verdadera demanda. (Sent. en comp. de 10 
de julio de 1862.) 
Si el ejecutado formaliza la oposicion alegando escepciones propias del 
juicio ejecutivo, sin proponer en forma la declinatoria de jurisdiccion, se 
somete tácitamente á la del Juez ordinario que conoce del negocio, con-
forme á dicho art. 4.° (Sent. en apel. de 20 de febrero de 1861.) 
El hecho de constituirse en fiador de una persona aforada no induce la 
sumision de aquel al fuero de esta, aun cuando la fianza se otorgue ante 
la misma jurisdiccion privilegiada, ni puede esta proceder contra tal fia-
dor por no ser súbdito suyo, atendido los que disponen los arts. 3,° y 4.° 
de la ley de E. c. (Sent. en comp. de 9 de maro de 1857.) 
El fuero militar, como concedido á toda una clase, es irrenunciable 
por sus individuos, segun las Reales órdenes de 8 de noviembre de 1830 
y 31 de enero de 1847, y no pueden, por tanto, los militares demandados 
someterse válidamente á la jurisdiccion ordinaria en negocios de que pue-
de conocerla de guerra. (Sent. en comp. de 19 de octubre de 1860, 11 de 
octubre y 12 de noviembre de 1864, 25 de febrero de 1865, y otras.) 
Aunque la renuncia del fuero esté prohibida á los militares y marinos, 
esto no impide una prorogacion de jurisdiccion inevitable, como es la que 
induce la necesidad de continuar con el fiador el juicio provocado contra 
el deudor principal. (Sent. en comp. de 19 de junio de 1860.) 
El fuero de estranjería, á dif':rencia del militar es renunciable, corno 
lo es cualquier privilegio, á no ser que la ley disponga lo contrario; y los 
que de él gozan puede someterse válidamente á la jurisdiccion ordinaria. 
(Sent. en comp. de 25 de octubre de 1853, 9 de enero de 1854, 20 de ju-
nio de 1859, y otras.) 
Por el art. 16 del Reglamento de los juzgados de primera instancia se 
previno que en el partido donde hubiera dos 6 más Jueces, se repartieran 
entre ellos los negocios civiles, estableciéndose turno de juzgados. Algu-
nos creyeron derogada esta disposicion por la ley de Enjuiciamiento ci-
vil, como contraria á la libertad, que los arts. 2.°, 3.° y 4.° de la misma 
conceden á los litigantes para someterse al Juez ordinario que tengan por 
conveniente. Fundados en esto, los Jueces de primera instancia de Valen-
cia, á solicitud de varios escribanos, acordaron que cesara el repar-
to de los negocios civiles entre los mismos; y revocado este acuerdo 
por la Audiencia, elevaron al Gobierno la correspondiente consulta, sobre 
la cual se oyó al Tribunal Supremo de Justicia en pleno, y fué resuelta por 
jiliiiiiiiiiasemar.„_.....  gm 
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Real órden de 21 de Enero de 1860, la cual en su parte dispositiva dice 
así:—«Conformándose S. M, con el parecer del Tribunal Supremo, se ha 
dignado resolver que, considerándose en los asuntos civiles á todos los 
Jueces de una localidad como si no hubiera mas que uno, continúen aque-
llos repartiéndose por turno de acuerdo con lo p revenido en el art. 16 del 
Reglamentos del Juzgados de 1.° de mayo de 1844, que no está derogado 
por la ley de Enjuiciamiento civil.» 
En Real órden de 12 de junio de 1868 se fijan las reglas que han de 
observarse para el repartimento de los negocios civiles. 
ARTICULO 5.° 
(V, págs. 4 y 7 á 19 del tomo 1.°) 
Es real la accion que entabla el poseedor de bienes inmuebles para li-
brarlos de un gravámen que sobre ellos pesa. (Sent. en comp. de 27 de 
setiembre de 1859.) 
La demanda de reinvindicacion del dominio útil de una finca envuelve 
el ejercicio de una accion real. (Sent. en comp. de 31 de marzo de 1860.) 
La gestion promovida por el que ganó á una ejecutoria sobre mejor de-
recho á los bienes de una herencia ó fundaeion para que se intime á un 
tercero, poseedor legítimo de una de las fincas que por aquella le fueron 
adjudicadas, á fin de que le reconozca por dueño de ella y la deje é su 
disposicion, envuelve el ejercicio de una accion reivindicatoria, y real por 
tacto. Si el tercero no fué parte en aquel pleito, dicha peticion es una de-
manda nueva, y el Juez competente para conocer de ella es el del lugar 
donde se halle la finca, conforme al párrafo 1.° del art. 5.° de la Ley 
de E. c.; y no el que conoció del primer juicio por radicar en su jurisdic-
cien otras de las fincas reivindicadas. (Sent. en comp. de 19 de diciembre 
de 1862 y 5 de octubre de 1863.) 
«Lo prevenido en los párrafos 1.° y penúltimo del art. 5.° de la Ley 
de E. c. se refiere á las acciones reales y mistas que directamente se in-
terpongan, y no á las que incidentalmente se deduzcan,» pues de éstas 
debe conocer el Juez que entienda 6 hubiere entendido en los autos sobre 
lo principal. (Sent. en comp. de 28 de octubre de 1858.) 
Conforme á lo dispuesto en el párrafo 3.°, art. 5.° de la Ley de Enjui-
ciamiento civil, para conocer de los pleitos en que se ejercitan acciones 
personales, es Juez competente, con preferencia esclusiva, el del lugar en 
que deba cumplirse la obligacion: si no se hubiere designado dicho lugar, 
podrá elegir el demandante entre el Juez del domicilio del demandado, y 
 el del lugar del contrato, si hallándose en el dicho demandado, aunque 
sea accidentalmente, puede ser allí emplazado; pero á falta de esta cir-
cunstancia, es indispensable acudir al Juez del domicilio, y carece por 
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tanto en tal caso el demandante pie dicha eleccion. (Sent. en comp. de 26 
de junio y 5 de agosto de 4857, 29 de setiembre y 23 de diciembre 
de 4858, 3 de febrero de 4859, 23 de julio de 1860, 7 de mayo de 1864, 
11 de abril, 19 de julio y 12 de setiembre de 1866, y muchas otras.) 
Son personales las acciones que nacen del contrato de arrendamiento, 
y subordinadas por tanto á lo que dispone el párr. 3.°, del art. 5.° de la Ley 
de E. c. (Sent. en comp. de 30 de setiembre de 1859.) 
Del contrato de seguro nace una accion puramente personal, que pue-
de  utilizarse contra quien represente á la sociedad aseguradora conforme 
á sus estatutos, y para la competencia ha de estarse á lo que dispone dicho 
artículo 5.° (Sent. en comp. de 14 de febrero de 1863.) 
En el contrato de trasporte, el lugar del cumplimiento de la obliga-
cion es aquel en que debe ser entregada la cosa. (Sent. en comp. de 14 de 
octubre de 1856.) 
Cuando una persona se obliga á remitir é otra alguna cosa, el lugar 
donde reside la última es el del cumplimiento de la obligacion. (Sent. en 
comp. de 24 de enero de 1859.) 
Cuando en las letras de cambio se espresa el domicilio del pagador, ese 
es el lugar en que debe cumplirse la obligacion, y el Juez del mismo es el 
competente para conocer de la accion personal que nace de aquellas. 
(Sent. en comp. de 3 de abril de 1857.) 
La demanda para que se eleve á instrumento público un pacto 6 pro-
mesa de cesion de bienes, no es otra cosa que el ejercicio de una accion 
meramente personal para el cumplimiento de la obligacion en que se fun-
da, y no está en el arbitrio del demandante acudir al Juez del lugar en que 
radican los bienes, porque hasta que se formalice el contrato, ningun de-
recho tiene sobre los mismos bienes. (Sent. en comp, de 23 de diciembre 
de 1858.) 
Cuando no se designa espresamente en una escritura de obligacion el 
lugar del cumplimiento de ésta, debe tenerse por tal aquel en que haya de 
verificarse la entrega de la cosa. (Sent. en cas. de 28 de febrero de 1862.) 
El lugar donde debe cumplirse y por consiguiente demandarse el pago 
de los jornales de un obrero, es aquel en que éste prestó su trabajo. 
Sent. en comp. de 9 de setiembre de 1862.) 
En el lugar donde principió á cumplirse una obligacion, debe tener su 
perfecto término, si en el pacto no existe nada que se oponga á esta fun-
dada inteligencia. (Sent. en comp. de 18 de agosto de 1863.) 
Cuando el cumplimiento de una obligacion puede efectuarse tanto en 
el domicilio del deudor, como en el lugar del contrato, no se entiende que 
hay determinado un punto fijo donde precisamente debe cumplirse aque-
lla: en tal caso la eleccion no puede ser del deudor, y es potestativo en el 
demandante acudir al Juez del domicilio del demandado, 6 al del lugar del 
contrato, si puede allí ser emplazado: no pudiendo serlo, el único Juez 
r, 
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competente es el del domicilio del deudor. (Sent en comp. de 15 de fe-
brero y 29 de diciembre de 1860.) 
Para el ejercicio de la accion personal, no puede determinarse la com-
petencia de jurisdiccion por el lugar en que se deba cumplirla obligacion, 
cuando la demanda no tiene este objeto; sino el de la nulidad del contra-
to que se supone haber mediado: en este caso no hay otro fuero que el del 
domicilio del demando. (Sent. en comp. de 7 de Mayo de 1864.) 
El domicilio de una sociedad anónima es el que se haya fijado en sus 
estatutos, y ante el Juez de aquel lugar debe ser demandada, aunque ten-
ga agentes en otras partes para celebrar sus contratos, si no se ha desig-
nado en la póliza ú otro documento el lugar del cumplimiento de la obli-
gacion. (Sent. en comp. de 15 de febrero de 1860, 43 de mayo de 1861 y 
14 de febrero de 1863.) 
Cuando varias personas tienen que responder de una misma obligacion 
personal, aunque sea como herederos de otra, es potestativo en el deman-
dante acudir al Juez del domicilio de cualquiera de ellas, y ante él tienen 
que comparecer las demás, por no poderse dividir la continencia de la cau-
sa. (Sent. en comp. de 25 de febrero de 1859.) 
Para el efecto de la competencia debe reputarse que el demando se 
halla en el lugar del contrato, y que puede ser allí emplazado, cuando 
tiene en é! su representante, con quien se celebró el mismo contrato, ha-
bilitado además del oportuno poder para transigir, comprometer y compa-
recer en juicio como actor 6 demandado en nombre de aquel. (Sent. en 
comp. de 29 de diciembre de 1860.) 
Las cuestiones sobre si la competencia es del Juez del domicilio, 6 del 
lugar en que se debe cumplir la obligacion, solo pueden ser objeto de con-
troversia cuando contiendan Jueces de una misma jurisdiccion. (Sent. en 
comp. de 6 de mayo de 1857.) 
Es accion mista la que en parte es real y en parte personal, 6 la que 
procede juntamente del derecho real y personal. (Sent. en cas, de 9 de fe-
brero de 4864.) 
La constitucion de hipoteca, en un contrato de préstamo, produce la 
accion hipotecaria 6 mista, que participando de la real, puede intentarse 
en el lugar donde radica la cosa hipotecada. (Sent. en comp. de 22 de oc-
tubre de 1858.) 
Cuando se ejercitan á la vez una accion real y otra personal, que son 
conjuntas, se está en el mismo caso que si se ejercitára una accion mista, 
y es potestivo en el demandate elegir el Juez del domicilio del deman-
dado, 6 el del lugar de la cosa, conforme al párrafo 4. 0 , art. 5.° de la Ley 
de E. c. (Sent. en comp. de 27 de setiembre de 1859, 31 de marzo y 15 
de diciembre de 1860.) 
En igual caso se halla, por participar del doble carácter de real y per-
sonal, la accion por la que se reclama el abono de obras ejecutadas en un 
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ferro-carril, la continuacion de las mismas y la indemnizacion de daños y 
perjuicios. (Sen. en comp. de 5 de Mayo de 1860.) 
Cuando se ejercitan á la vez diferentes acciones, unas por sí solas per-
sonales y otras meramente reales, no pueden amalgamarse para consti-
tuir una accion mista, y no procede, por tanto, la eleccion entre el lu-
gar de la cosa y el del domicilio del demandado, que concede al actor el 
párrafo 4.° del art. 5.° de la Ley (le E. c., debiendo en tal caso conocer del 
pleito el Juez del lugar de la cosa, como de competencia preferente, en 
consideracion á la accion real. (Sen. en cas. de 9 de Febrero de 1864.) 
El demandante por accion mista, á cuya clase pertenece la de peticion 
de herencia y de mejor derecho á un vínculo con abono de frutos y ren-
tas, está en su derecho interponiendo la demanda ante el Juez del lugar 
en que radica la cosa reclamada, con arreglo á lo dispuesto en dicho pár-
rafo 4.° del art. 5.• (Sent. en comp. de 21 de diciembre de 1866). 
Para que se entienda legalmente trasladado el domicilio 6 vecindad de 
uno á otro pueblo, es indispensable que el interesado haya manifestado 
formalmente su voluntad ante la autoridad local de su nueva residencia, 
conforme á las Reales órdenes de 20 de agosto de 1849 y 30 del mismo 
mes de 1853, y á la jurisprudencia ya establecida por el propio Tribunal 
Supremo ; sin que obste para ello el que  el individuo , de quien se trate, 
continúe inscrito en las listas electorales de su antiguo domicilio. En caso 
de duda, debe decidirse á favor del Juez del lugar en que el demandado te-
nia la vecindad, con casa abierta , pagando la contribucion de consumos, 
cuando se verificó el acto de conciliacion. (Sent. en comp. de 8 de marzo 
y 18 de noviembre de 1859, 26 de marzo de 1861 , 7 de agosto y 21 de 
noviembre de 1862.) 
No teniendo un mismo domicilio el guardador y su menor , es Juez 
competente para conocer de las acciones que se ejerciten respecto á la ges-
tion de aquel, el del lugar en que se hubiere administrado el caudal del 
menor , aunque no sea el mismo en que se discernió el cargo. (Sent. en 
Comp. de 11 de setiembre de 1857 y 22 de marzo de 1858.) 
El conocimiento de la demanda de remocion de un curador ad litem 
corresponde al Juez que lo nombró (Sent. en comp. de 15 de setiembre 
de 1864.) 
Las disposiciones del art. 5.° de la Ley de E. c. solo fijan la competen-
cia de Jueces de un mismo fuero, segun la naturaleza de las acciones que 
se ejercitan, y no tienen por tanto aplicacion al caso en que la contienda 
versa entre Jueces de distintos fueros. (Sent. en comp. de 6 y 22 de mayo 
de 1857.) 
Dichas disposiciones son aplicables, como supletorias , á las cuestiones 
de competencia que se promuevan entre dos tribunales de Comercio. (Sent. 
en comp. de 14 de diciembre de 1861 y 9 de diciembre de 1862.) 
TOMO V. 	 77 
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ARTLCULO 7.° 
(V. la pig. 33 del tomo 1. ° ) 
Las disposiciones sobre papel sellado, que se insertaron ó estrac-
taron en el comentario de este artículo, han quedado derogadas por 
el Real decreto de 42 de setiembre de 1861. Esta materia se rige 
hoy por dicho Real decreto, por la Instruccion de 40 de noviembre 
del propio alió para llevarlo ti efecto, y otras disposiciones aclarato-
rias. Como es necesario consultarlas para el debido cumplimiento 
de dicho art. 7.°, creemos conveniente insertar aquí las que se re-
fieren á las actuaciones judiciales de toda clase, y á la sancion penal 
de las faltas de papel sellado que en las mismas se cometan. 
faaelenda.—Real decreto de 12 de setiembre de 1861, sobre papel 
sellado.—Los capítulos y artículos que pueden tener aplicacion con motivo 
de las actuaciones judiciales, son los siguientes: 
CAPITULO H.—DEL USO DEL PAPEL SELLADO EN LOS CONTRATOS Y ÚLTIMAS 
VOLUNTADES. 
«Art. 6.° Se empleará papel sellado de precio proporcional á la cuantía 
del respectivo asunto, conforme á la escala que á continuacion se expresa, 
eu el pliego primero de las copias que se saquen de los protocolos de escri-
turas públicas que tengan por principal objeto cantidad 6 cosa valuable, 
á saber:—Hsta 1,000 rs., sello de 2 rs.: desde 1,001 á 2,000, de 4 rs.: 
desde 2,001, á 4,000, de 8 rs.: desde 4,001 á 8,000, de 16 rs.: desde 8,001 
á 16,000, de 32 rs.: desde 16,001 á 30,000, de 60 rs.: desde 30,001 á 
50,000, de 100 rs.: desde 50,001 á 75,000, de 150 rs.; y de 75,001 en ade-
lante, sello de 200 rs. 
Art. 7.° Llevarán igualmente sello de precio proporcional con arreglo 
al artículo precedente.  3.° Las certificaciones de actas de conciliacion 
cuando resulte avenencia. 
Art. 9.° Las copias de escrituras y las certificaciones de conciliacion 
en que haya avenencia, que versen sobre objeto no valuable, se estende-
rán en papel del sello de 32 rs. 
Art. 10. Se usará papel sellado de 16 rs. en las copias de las escritu-
ras de poderes de todas clases, traten 6 no de cantidad, y de 8 rs. en las 
de sustituciones y revocaciones de los mismos poderes. 
Art. 12. Se usará papel sellado de 4 rs.:-1.° En los testimonios que 
den los escribanos, á instancia de parte, de cualquiera escrito 6 documen-
to que se les exhiba y de que legalmente puedan dar testimonio  
Art. 16. Se consideran documentos privados, para los efectos de este 
Real decreto, los que, sin pasar ante escribano ú oficial público competen- 
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te, tengan por objeto la constitucion, liberacion, declaracion ó novacion 
de obligaciones cuyo importe sea de 300 6 mas reales. 
Art. 17. Están comprendidos en el artículo anterior, entre otros:—
l .° Los inventarios, avalúos, particiones y adjudicaciones originales de 
herencia verificados estrajudicialmente por los albaceas, testamentarios 6 
herederos, sin perjuicio de que, cuando estas diligencias se protocolicen, 
las copias que de las mismas se espidan por los escribanos se acomoden 
en cuanto al uso del sello á lo prescrito en la seccion anterior para los ins-
trumentos públicos  
Los documentos á que serefiere este artículo deberán estenderse en el 
papel sellado de la misma clase y precio que se prescribe en la seccion 
primera para las copias de las escrituras públicas. 
CAPITULO 111.—DEL USO DEL PAPEL SELLADO EN LAS ACTUACIONES 
JUDICIALES. 
Art. 22. Se destina esclusivamente á las actuaciones judiciales y libros 
á que se contrae este capítulo el papel del sello judicial, cuyos precios se-
ran de 2, 4, 6, 8 y 10 reales cada pliego. 
Art. 23. 	 Los escritos de los interesados 6 de sus representantes, los 
autos y sentencias de los jueces y tribunales, y todas las demás actuacio-
nes que tengan lugar durante la sustanciacion y hasta la terminacion de-
finitiva de cualesquiera asuntos civiles sometidos hoy, ó que en lo sucesi-
vo se sometan á la jurisdiccion contenciosa, 6 que tengan por objeto pre-
parar la formalizacion de una demanda; y las compulsas literales 6 en re-
lacion que en cualquiera forma se libren, se entenderán sin excepcion en 
papel sellado de un mismo precio, cou arreglo á la cuantía de la cosa va-
luada 6 cantidad material del litigio, en la proporcion que sigue:—Hasta 
600 rs., sello de 2 rs.: de 601 hasta 10,000, de 4 rs.: de 40,001 hasta 
50,000, de 6 rs.: de 50,001 hasta 100,000, de 8 rs., y de 100,001 en ade-
lante de 10 rs. 
Art. 24. Cuando no aparezca determinada la entidad de la cosa liti-
giosa valuable, los jueces 6 tribunales, antes de proveer sobre lo principal 
al primer escrito, acordarán que el que lo produzca la fije para la aplica-
cion del sello, y que se consigne en la oportuna diligencia. 
Art. 25. En los juicios de abintestato y testamentaría, y en los de 
concurso de acreedores y quiebra, se atenderá, para el uso del sello, en 
las piezas de autos generales en que conforme á la ley se dividen, al valor 
de la masa de bienes hereditaria 6 concursada que préviamente señalará 
el heredero declarado ó presunto, y á falta de éstos el que pretenda la con-
sideracion de tal, 6 el deudor, y en su ausencia los acreedores que pro-
muevan el concurso, segun los casos; mas en los juicios incidentales, que 
con motivo de los universales se susciten por los interesados, se tomará 
en cuenta únicamente la cuantía de la reclamacion que cada quo en. 
table. 
612 	 APÉNDICE Á LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL. 
Art. 26. Si en el curso de un pleito 6 al fenecerse apareciese ser su 
cuantía mayor que la que se le haya atribuido al incoarse, el juzgado 6 
tribunal que de él conozca dispondrá que inmediatamente se reintegre en 
los autos la diferencia del sello empleado al que resulte corresponderle, y 
que en éste su continúen las diligencias sucesivas. Si la cuantía del pleito 
resultase menor, se reintegrará igualmente á las partes. 
Art. 27. Se usará el papel de sello judicial de 6 rs.: 
1.° En las actuaciones que versen sobre el estado civil de las perso-
nas, ú otra cosa que por su naturaleza no sea susceptible de valuacion. 
2.° En las actuaciones sobre asuntos propios de la jurisdiccion volun-
taria. 
Art. 28. Se usará papel de 4 rs.: 
1.° En los espedientes gubernativos que se instruyan en los juzgados 
y tribunales é instancia 6 en interés de particulares. 
2.° En las actas de los juicios de conciliacioa, é igualmente en las cer-
tificaciones que de ellas se libren cuando no resulte avenencia. 
3° En los libros de conocimientos de dar y tomar pleitos de los escri-
banos, relatores y procuradores. 
Art. 29. Se empleará el sello de oficio: 
1.° En todo cuanto con este carácter se actúe en los juzgados y tribu-
nales. 
2.° En los asuntos civiles en que sea parte el Estado 6 las corporacio-
nes á quienes esté concedido el mismo privilegio, en todo lo que á su ins-
tancia 6 en su interés se actúe, salvo el reintegro correspondiente en los 
casos que proceda. 
3.° En las causas criminales, en las actas de los juicios sobre faltas, y 
en las diligencias que se practiquen para la ejecucion de los fallos que en 
unos y otros recaigan. 
4.° En los libros de acuerdos:de los tribunales, y en los de entrada, 
salida y visitas de presos. 
Art. 30. Cuando todos los que sean parte en un juicio 6 acto de ju-
risdiccion voluntaria, gocen de la consideracion legal de pobres, se emplea-
rá papel de esta clase, sin perjuicio del reintegro siempre que haya lugar. 
Art. 3f. Cuando unos interesados sean pobres en sentido legal, y otros 
no, 6 sea parte el Estado 6 corporaciones igualmente privilegiadas, cada 
cual suministrará el papel que á su clase corresponda para las actuaciones 
que hayan de practicarse á su instancia 6 en su interés. Las que sean de 
interés comun á unos y otros se estenderán en el de pobres ú oficio, se-
gun los casos, agregándoseles en el de reintegro el equivalente á la parte 
del sello de ricos, que á los que litigan en este concepto corresponderia 
satisfacer si todos estuviesen en igual condicion. Si además recayese con-
denacion de costas á parte solvente, el reintegro será estensivo á todo lo 
actuado é solicitud de los que litigaron de oficio 6 como pobres. 
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Art. 32. El que resulte condenado en costas en las causas de que trata 
el párrafo tercero del art. 29, reintegrará el papel sellado invertido á ra-
zon de 6 rs. por pliego. 
Art. 33. El reintegro del papel sellado en las causas y pleitos tendrá 
preferencia absoluta sobre los créditos de todos los demás acreedores por 
costas. 
Art. 34. Lo dispuesto en el presente capítulo es aplicable á los juzga-
dos y tribunales de toda clase y fuero, en todas las instancias y recursos, 
y á las actuaciones contencioso-administrativas. 
CAPITULO VI.—sECCION 2.a—Del papel de reintegro. 
Art. 65. El reintegro del papel sellado se verificará sin escepcion algu-
na por medio del papel creado al efecto, cuyos pliegos serán de forma 
semejante y de precios iguales á los de multas. 
Art. 67. Se observará respecto del papel de reintegro todo lo que se 
dispone acerca del de multas, en cuanto no sea esclusivamente propio de 
la índole de las condenaciones pecuniarias. 
Art. 68. Los tribunales, jueces y autoridades de quienes proceda la 
providencia de reintegro cuidarán bajo su responsabilidad de que tenga 
efecto. 
CAPITULO VIL—DISPOSICIONES COMUNES Á LOS CAPÍTULOS ANTERIORES. 
Art. 72. Se prohibe habilitar el papel comun 6 el de un sello por otro 
á pretesto de faltar en las espendedurías el que se necesite; y solo en los 
casos de urgente necesidad, perfectamente probada, podrán los tribunales 
6 el Gobernador de la respectiva provincia autorizar la habilitacion de lo 
que hiciese falta, dando cuenta inmediatamente al Gobierno. 
Art. '73. Los documentos que se espidan por funcionarios españoles re-
sidentes en el estranjero, no tendrán fuerza en España si no llevan unido 
papel de reintegro por una cantidad igual al valor del sellado que hubiera 
debido emplearse. El reintegro preceptuado en este artículo es igualmente 
aplicable á los instrumentos y documentos procedentes de pueblos donde en 
la actualidad no existe este impuesto, que deban merecer fé en los tribu-
nales y oficinas de los demás del reino. 
CAPITULO VIII.—DISPOSICIONES PENALES. 
Art. 79. La infraccion de cualquiera de las disposiciones consignadas 
en los precedentes capítulos de este Real decreto será penada por regla ge-
neral con reintegro de la cantidad en que haya perjudicado á la Hacienda 
y una multa equivalente al cuádruplo de su importe. 
Art. 88. En ninguna oficina 6 tribunal deberán admitirse los escritos, 
documentos y libros que no se hallen estendidos en el papel sellado cor-
respondiente, si no se hace constar el reintegro de las cantidades defrau-
dadas y el pago de las multas impuestas á los defraudadores. Incurrirán 
por tanto en las mismas penas que éstos todos los funcionarios del Orden 
judicial y administrativo que reciban, den curso 6 autoricen cualquier 
	__ 
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diligencia en documento ó escrito que no se balle entendido en el papel 
 
sellado correspondiente, y no corrijan la infraccion que en ellos se haya 
 
cometido.  
Art. 91. Quedan derogados respecto de las contravenciones á este Real 
 
decreto los fueros privilegiados de todas clases; y las multas señaladas en 
 
el mismo para toda especie de defraudacion del sello se exigirán guberna-
vamente por las Autoridades administrativas, salvo las en que incurran 
 
los Jueces, cuya imposicion y exaccion corresponde instructivamente á los 
 
Tribunales superiores respectivos: y en cuanto á la falsification y demás 
 
delitos previstos en el Código penal, se procederá en la forma que las leyes  
prescriben. En ningun caso se admitirá reclamacion sin satisfacer pré-
viamente la multa que se haya impuesto.»  
Illaelenda.—Instruccion aprobada en 10 de noviembre de 1861, para  
llevar efecto el Real decreto de 12 de setiembre anterior sobre papel  
sellado. 
«Art. 46. A los testamentos cerrados que se hallen escritos en papel  
comun Co de clase inferior á la que les corresponda, se unirá cuando llegue  
el caso de su apertura el papel de reintegro por una cantidad igual al valor  
del sellado que, con arreglo al Real decreto de 12 de sesiembre último,  
hubiera debido emplearse.  
Art. 52. Las certificaciones de actas de conciliacion llevarán papel del 
 
sello proporcional que marca el art. 7.°, párrafo tercero del decreto, tan 
 
solo en el primer pliego, y los demás serán de 2 rs. como en las copias de 
 
escrituras.  
Art. 53. Los testimonios á que se refiere el art. 12, párrafo primero, 
 
llevarán papel del sello que se le señala en todos los pliegos que se empleen 
 
en los mismos. 
Art. 54. Cuando el litigio verse sobre efectos de la Deuda pública, 
 
acciones de sociedades y demás valores análogos, servirá de regulador el 
 
precio efectivo que tenga en el mercado. 
 
Art. 55. En los juicios verbales no tendrá lugar el uso del papel sellado 
 
hasta el acta de comparecencia.  
Art. 56. Las calificaciones de los juicios de quiebra de que trata el ti-
tulo 9.°, libro 4.° del Código penal, se estenderán en papel del sello judicial 
 
de 6 rs. 
Art. 57. En las informaciones 6 juicios de pobreza qus se soliciten ante 
 
las Audiencias ó Juzgados, los Fiscales y Promotores respectivos repre-
sentarán á la Hacienda como parte interesada, y se opondrán á la declara-
cion de pobreza en las personas á quienes la ley no conceda este beneficio. 
 
Art. 58. Si despues de mandado hacer algun reintegro se procediese en 
 
la sustanciacion sin hacerlo efectivo, serán responsables de su importe, 
 
con los cargos correspondientes, el Juez y el escribano actuario.  
Art. 84. De las faltas que cometan los Jueces de paz en el uso del 
 
of4 
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papel sellado, dará cuenta el Visitador á la Autoridad inmediata superior 
en el Orden judicial.» 
Hacienda.—Real Orden de 29 de enero de 1862, resolviendo que 
las copias 6 registros de las certificaciones, ejecutorias y despachos que se 
llevan en las cancillerías de las Audiencias, se estiendan en papel del se-
llo de 2 reales, comprendiéndolas por analogía en el párrafo 1.° del art. 43 
del Real decreto de 12 de setiembre último, que designa dicho sello para 
los protocolos 6 registros de los notarios. 
Hacienda.—Real órden de 14 de Marzo de 1862, resolviendo que 
los libros de conocimiento de dar y tomar pleitos, á que se refiere el pár-
rafo 3.° del art. 28 del Real decreto de 12 de Setiembre último, deben es-
tenderse en papel del sello judicial de 4 rs., pudiendo servir para varios 
años siempre que en la primera hoja se haga constat por nota autorizada 
el número de folios y el año del sello; y que en los recibos de los asuntos 
de oficio y de pobres se use del papel sellado de oficio en dichos libros, sin 
perjuicio del reintegro cuando proceda. 
Hacienda.—Real órden de 15 de marzo de 1862, circulada por 
Gracia y Justicia el 20 del mismo mes, declarando que desde que empe-
zó á regir el Real decreto de 12 de Setiembre anterior, no puede exigirse 
á nadie limitacion alguna en el número de renglones que deba contener 
cada pliego de papel sellado. 
Hacienda.—Real órden de 26 de Febrero de 1863, resolviendo 
que se estiendan en papel del sello judicial de 2 reales los espedientes de 
posesion que se incoen en los tribunales, y las diligencias, testimonios y 
actos que produzcan, en virtud de lo dispuesto en el art. 397 de la Ley 
Hipotecaria. 
Hacienda.—Real órden de 6 de junio de 1867, resolviendo en qué 
clase de papel sellado deben estenderse las diligencias y testimonio de 
consentimiento ó consejo para el matrimonio de los menores. 
«Ilmo. Sr.: He dado cuenta á la Reina (Q. D. G.) del espediente con-
sultado por V. I. á este Ministerio sobre la clase de papel sellado en que 
deben estenderse las diligencias y testimonios de los consejos que, seguu 
la ley de 20 de junio de f862, han de prestar los padres á sus hijos para 
contraer matrimonio. Enterada S. M., y conformándose con lo propuesto 
por V: I., se ha dignado resolver: 
1.° Cuando el consentimiento 6 consejo favorable 6 adverso de los pa-
dres y demás personas que deben prestarlo para , la celebracion de matri-
^nonios, con arreglo á la ley, se dé en diligencias judiciales, deberá usarse 
eu ellas del papel del sello de 60 céntimos de escudo, con arreglo á lo dis-
puesto en el art. 27 del Real decreto de i 2 de Setiembre de 1861. 
2.° Cuando se consigne dicho consentimiento 6 consejo en escritura 
pública, se usará en su copia del sello 5.° de precio 3 escudos 20 céntimos, 
á tenor del art. 9.° del propio Real decreto. 
9' 
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3.° Cuando lo sea por medio de acta notarial, ésta habrá de estenderse 
en papel del sello 9.°, ó sea de 20 céntimos de escudo, en armonía con lo 
mandado en el párrafo primero, art. 13 del antes citado Real decreto, y por 
el art. 101 del reglamento general de 30 de diciembre de 1862, para el 
cumplimiento de la ley de 28 de mayo del citado año sobre la constitucion 
del notariado; pero se empleará el sello 8.° de precio de 40 céntimos de 
escudo en los testimonios que de las actas de que trata la regla anterior, 
libren los notarios autorizantes de las mismas, como caso comprendido 
en la regla 1.° del art. 12 del Real decreto de 12 de setiembre de 1861. 
De Real Orden lo digo á V. 1. para su inteligencia y efectos corres-
pondientes. Dios guarde é V. T. muchos años. Madrid 6 de junio de 4867.  
—Barzanallana.—Sr. Director general de Rentas Estancadas y Loterías.»  
Hacienda. —Real órden de 23 de setiembre de 1868, por la cual,  
teniendo en consideracion que el Real decreto de 12 de setiembre de 1861 
no ha derogado el art. 63 del de 8 de agosto de 4851, que prohibe esten-
der en un pliego de papel sellado mas de un instrumento público, y  
que esta prohibicion es aplicable á las actas de los juicios 6 actos de con-
ciliacion, por tener el carácter de documentos públicos, sin que á ello 
se oponga el que hayan de consignarse en el libro que previene el ar-
tículo 213 de la Ley de E. c., se dispone que dichas actas de concilia-
cion han de estenderse en pliegos distintos, y no las unas á continuacion  
de las otras, ó sea en unos mismos pliegos, como se practicaba en algu-
nos juzgados de paz, á los cuales se exime de toda pena por las faltas de 
esa clase cometidas hasta ahora, mediante á que el caso ha podido ofrecer 
dudas por el silencio que acerca de él guardó el Real decreto citado 
de 1861. 
¿A quién corresponde imponer y axigir las multas en que incurran 
los Jueces de paz por faltas en el uso del papel sellado?—El art. 91 del  
Real decreto de 1861, inserto anteriormente, dispone que las multas por 
toda especie de defraudacion del sello se exigirán gubernativamente por 
las autoridadas administrativas, salvo las en que incurran los Jueces, cuya 
imposicion y exaccion corresponde instructivamente á los tribunales su-
periores respectivos. Igual disposiciou contenía el art. 79 del Real decreto 
de 1851. Sin embargo, la administracion de Hacienda pública de Lérida, 
impuso en 1860 varias multas á los Jueces de paz del partido de Cervera  
por faltas en el uso del papel sellado: el Juez de este partido se opuso re-
clamazldo el conocimiento del asunto como de su competencia, y en vista  
del espediente instruido con tal motivo, de acuerdo con el parecer de las  
Salas de gobierno de la Audiencia de Barcelona y del Tribunal Supremo  
de Justicia, en 11 de enero de 1861 se comunicó por el Ministerio de Gra-
cia y Justicia al de Hacienda una Real Orden, declarando que los Jueces de  
paz forman parte del Orden judicial y ejercen verdadera jurisdiccion en  
I^ 
DISPOSICIONES GENERALES. 	 611 
• • 
los asuntos de su competencia, y están por tanto comprendidos en la dis-
posicion antes citada, en cuya virtud corresponde á sus superiores inme-
diatos, y no á la admiuistracion, la correccion de dichas faltas, y que era 
la voluntad de S. M. que en este sentido se espidieran por el de Hacienda 
las instrucciones oportunas. Así lo hizo este Ministerio por Real Orden de 
16 de setiembre del propio año, mandando, de conformidad con el dicté-
men de las Secciones de Hacienda y Gracia y Justicia del Consejo de Esta-
do, que se cumpla en todas sus partes la citada Real Orden de 11 de enero 
de 1861. Y aun debió reproducirse la misma cuestion, toda vez que por 
Real Orden espedida por el Ministerio de Hacienda en 9 de julio de 1864, 
se dispuso que se publicaran para su cumplimiento las dos antes citadas 
de 41 de enero y 16 de setiembre de 1861, haciéndose estensiva su dispo-
sicion, no solamente á la defraudacion de la ley de papel sellado, sino á 
todas las que se cometan respecto de los demás impuestos públicos. 
Además, por circular' de la Direccion de Rentas estancadas de 3 de 
febrero de 1863, en vista de las dudas suscitadas sobre el mismo asunto, y 
 teniendo presente lo dispuesto en los arts. 91 del Real decreto de 12 de 
setiembre y 84 de la instruccion de 10 de noviembre de 1861, sobre papel 
sellado, se previno á los Gobernadores de provincia, «que los agentes de 
la Administracion pueden investigar si los Jueces de paz cumplen lo dis-
puesto en la legislacion del papel sellado; y en caso de que resulte que 
han cometido faltas, las administraciones principales, á las cuales darán 
cuenta los agentes, remitirán los espedientes á las autoridades judiciales 
inmediatas de los infractores para que procedan á la imposicion y exac-
cion de las multas, dando aviso de haberlo efectuado.» 
ARTICULOS 8.°, 9.0, 10, y 11. 
(V. pág. 41 del tomo 1 °) 
Las disposiciones del Real decreto de 9 de mayo de 4851, de la 
circular del dia 40 del propio mes y año, y Real órden de 1.° de 
mayo de 4852, sobre vacaciones de los tribunales, que se estrac-
taron en el cbmentario de estos artículos (págs. 43 y siguientes del 
tomo 1.°), han sido aclaradas unas, y modificadas otras por disposi-
ciones posteriores, espedidas por el Ministerio de Gracia y Justicia, 
que respecto de esta materia ordenan lo siguiente: 
Real Orden circular de 23 de junio de 1858.—«11 .° Las Salas estraordi-
narias de vacaciones de las Reales Audiencias despacharán los asuntos que 
taxativamente designan los arts. 10 y 11 de la Instruccion de 10 de mayo 
de 1851 (véanse en las págs. 44 y 45 del tomo 4.°), y decidirán además 
TOMO V. 	 78 
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las apelaciones sobre los actos dejurisdiccion voluntaria á que se refieren 
las disposiciones de la 2. 0 parte de la Ley de E. c. de 13 de mayo de 1855 , 
de conformidad con lo dispuesto en los arts. 2.° y 3.° del Real decreto de 
9 de mayo de 1851  4.° Tendrán la mas exacta y puntual aplicacion 
todas las demás disposiciones de la Real Orden de 1.° de mayo de 1852.v 
Real decreto de 31 de marzo de 1868.—«Art. 1.° Las vacaciones del 
Tribunal Supremo de Justicia, del especial de las Ordenes militares y de 
todas las Audiencias, empezarán el dia 15 de julio y terminarán el 15 de 
setiembre de cada año. Durante ellas, quedará constituida la Sala estraor,  
dinaria que establecen las disposiciones vigentes —Art. 2.° Vacarán 
tambien los mismos tribunales y los juzgados de primera instancia en los 
dias feriados. Serán dias feriados los de fiesta religiosa 6 civil y desde el 
miércoles al sábado de la Semana Santa, ambos inclusive. La asistencia 
diaria á los tribunales colegiados será precisamente de cuatro horas, sin 
perjuicio de prorogar ese tiempo, al prudente arbitrio del que presida, en 
los casos previstos en las disposiciones vigentes.—Art. 3.° La apertura de 
los tribunales se verificará el dia 45 de setiembre de cada año en el Tri-
bunal Supremo de Justicia.....—Art. 6.° Los demás tribunales darán 
principio á sus trabajos el dia siguiente, 16 de setiembre, y sin apertura 
solemne.» 
Real decreto de 12 de junio de 1868, espedido por el Ministerio de  Es-
tado, mandando que los arts. 1.° y 2.° del de 31 de marzo, que precede, 
sean aplicables al Supremo Tribunal de la Rota. 
Ley de 25 de junio de 1867 reformando la de Enjuiciamiento civil 
en lo relativo al juicio de desahucio.—«Art. 10. Durante el período de 
vacaciones, las Salas estraordinarias de las Audiencias sustanciarán y fa-
llarán los recursos de apelacion de que trata el art. 4.°a (Véase en el 
apéndice al título XII de la 1. 0 parte de la Ley de E. c., art. 662.) 
La mera presentacion de un escrito no puede calificarse ni ser tenida 
como actuacion judicial para los efectos que determinan los arts. 8, 10 y 
11 de la Ley de E. c. (Sent. en apel. de 16 de noviembre de 4860, y 12 
de diciembre de 1861.) 
Las actuaciones judiciales deben practicarse en horas hábiles, 6 sea 
desde la salida hasta la puesta del so l. Evacuada en su mayor parte una 
diligencia judicial antes de la puesta de sol, y por tanto en horas hábiles, 
no puede invalidarla el que se firmara con luz artificial, en razon á que 
los actos válidos no se inutilizan porque sobrevenga algun caso que en su 
tiempo hubiera impedido su celebracion. (Sent. en cas. de 19 de abril de 
1865.—Col. leg., núm. 150.) 
Las cuestiones de competencia, aunque se promuevan por declinato-
ria, son de los negocios civiles que pueden despachar las Salas estraordi-
narias de vacaciones. (Sent. en apel. de 25 de enero de 1860.) 
Véanse las sentencias que se citan en el apéndice los arts. 25 y 26. 
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ARTICULO 12. 
(V. pág. 49 del tomo L') 
La mujer casada carece de capacidad para presentarse por si en juicio, 
aunque sea sobre sus bienes dotales ú otros que la pertenezcan, cuando no 
se lialla debidamente autorizada para ello; sin que sea bastante á este fin 
el poder de su marido para que lo defienda en los pleitos que tuviera, si no 
aparece que la facultase para comparecer en juicio por los bienes propios 
de la misma. (Sent. en cas. de 24 de setiembre de 1861 y 3 de junio 
de 1865.) 
Los tutores y curadores no pueden comparecer en juicio por sus me-
nores sin el indispensable requisito del discernimiento judicial de sus car-
gos, pues esta omision invalida la representacion legal de aquellos. (Sent. 
en cas. de 29 de marzo de 1865.) 
ARTICULO 13. 
(V. pág. 56 del tomo I.") 
El que tiene poder ámplio para un objeto determinado, y para practi-
car hasta lograrlo todas las diligencias necesarias, bien en sentido judi-
cial ó en otro concepto, se entiende facultado para sustituir este poder en 
cuanto á pleitos á favor de un procurador, y lo propio cuando contiene la 
cláusula espresa de sustitucion, puesto que la ley no permite á las partes 
jMa comparecer en juicio sino por medio de procurador. (Sent. en cas. de 2i 
de mayo de 1862, y en apel. de 16 de junio de 1864. 
ARTICULO 14. 
(V. pág. 65 del tomo 1.') 
De acuerdo con la doctrina espuesta en el comentario de este 
artículo (pág. 68 del tomo 1.°), se ha dictado la siguiente Real 
órden: 
Gracia y Justicia.—Real órden de 25 de junio de 1861, decla-
rando que se hallan vigentes los arts. 219 y 220 de las Ordenanzas de las 
Audiencias, que establecen el modo de habilitarse de fondos los procura-
dores. 
«He dado cuenta á la Reina (Q. D. G.) del expediente instruido en este 
Ministerio sobre la diversa práctica que observan las dos Salas de ese Tri-
bunal, considerando una vigentes los artículos 2 1 9 y 220 de las Ordenan-
zas de las Audiencias que establecen el modo de proveer á la habilitacion 
de fondos y reembolsos de los adelantos que los procuradores hacen por 
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cuenta de sus poderdantes, y suponiendo la otra que han sido derogados 
por el artículo 1415 de la Ley de Enjuiciamiento civil: 
En su vista, y considerando que los dos citados artículos 219 y 220 no 
son reglas de enjuiciamiento ni afectan á ninguno de los trámites del jui-
cio, sino que como actos estemos del pleito y medidas preparatorias y gu-
bernativas dictadas para la espedicion de los negocios, son objeto propio 
de las Ordenanzas; que no habiendo sido además espresamente derogados 
por la Ley de Enjuiciamiento civil, no pueden comprenderse en la dero-
gacion general del art. 1415: 
Teniendo presente que dichos artículos se hallan en íntima relacion 
con el 211 y otros de las mismas Ordenanzas, que esplican su naturaleza 
especial y administrativa, al paso que establecen las formalidades que el 
interés de los particulares exige para su resguardo y seguridad: 
Atendiendo á que en su uso constante no ha traido perjuicios ni difi-
cultades de ejecucion antes ni despues de publicarse la Ley de Enjuicia-
miento civil, y que por el contrario, los ocasionaria de una y otra especie 
la nueva práctica de obligar á los procuradores á demandar á cada uno de 
los litigantes en el lugar de su residencia, toda vez que los juzgados de 
primera instancia carecerian de los datos necesarios para resolver sobre 
la justicia de la pretension de los procuradores, no teniendo los pleitos á 
la vista: 
Considerando, por último, que el imponer á estos la ley y una prác-
tica constante la obligacion de pagar todos los gastos del pleito que se 
causen á su instancia, debe proveerles de un medio expedito para la ha-
bilitacion de fondos y reembolso de sus créditos, y que este medio se ha 
considerado siempre gubernativo, de la misma manera que se estima y 
practica para la exaccion de derechos de los demás curiales; 
Se ha servido S. M. resolver, de conformidad con el parecer de la Sala 
de Gobierno del Supremo Tribunal de Justicia, que los dos artículos 219 
y 220 de las Ordenanzas de las Audiencias, en el concepto de reglamen-
tarios, se hallan vigentes y deben observarse en interés de la espedita ad-
ministracion de justicia, á fin de que las dos Salas de esa Audiencia se 
ajusten á su tenor y los apliquen uniformemente, como hasta aquí se ha 
verificado. 
De Real Orden lo digo á V. S. para los efectos consiguientes. Dios 
guarde á V. S. muchos años. Madrid 25 de Junio de 1861.—Fernandez 
Negrete.—Sr. Regente de la Audiencia de Albacete. 
La reclamacion de un procurador contra un poderdante para que se le 
exija por la vía de apremio el saldo de la cuenta de sus derechos, carece 
de las formas esternas y de las condiciones esenciales inherentes á todas 
las demandas dirigidas á promover un juicio. (Sent. en comp. de 12 de 
mayo de 1 862.) 
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El art. 220 de las Ordenanzas de las Audiencias, que autoriza á los  
procuradores para exigir de sus principales morosos las cantidades que les  
adeuden, ante la Sala en que radique el asunto, no es aplicable á los agen-
tes de negocios, porque no tienen el carácter de procuradores de los tri-
bunales. (Sent.  en comp.  de 22 de junio de 1865.) 
Segun el citado art. 220 de las Ordenanzas, aplicable á los juzgados de 
primera instancia, los procuradores, al presentar la relacion jurada con-
tra los poderdantes morosos, deben acompañar la cuenta: si no lo hacen, 
el Juez tiene la obligacion de ajustarse en sus providencias al precepto de 
dicha disposicion, cualquiera que sea la práctica en contrario, que debe 
calificarse de abusiva y corruptela; pero tal omision no produce la nulidad 
del. procedimiento. (Sent. en cas. de 20 de diciembre de 1865.) 
La espresion contenida en un poder de que el procurador se arreglará 
ti las instrucciones privadas que le suministrará el poderdante, ni hace 
condicional el poder de modo que afecte á su validez, ni limita ó circuns-
cribe la accion del personero dentro de sus atribuciones oficiales: dichas 
palabras sólo podrian producir, á lo sumo, la responsabilidad del procura-
dor, caso de no haber obrado conforme á las instrucciones del poderdan-
te, pero no su falta de personalidad. (Sent. en injust. notoria de 5 de di-
ciembre de 1865.) 
ARTÍCULOS 46 y 17.) 
(V. págs. 70 y 73, tomo 1.°) 
Para que tenga efecto legal el desistimiento del procurador, es necesa-
rio que conste en los autos haberse hecho saber al poderdante en debida  
forma, y mientras tanto, ó hasta que conste en el juzgado esta actuacion,  
los emplazamientos, citaciones y notificaciones de todas clases que se ha-
gan á aquel, aun despues de haber renunciado el poder, tendrán la misma  
fuerza que sise hicieran á éste, conforme é los artículos 16 y 17 de la Ley  
de E.  e. (Sent. en cas. de 20 de diciembre de 1859.) 
Debe cesar la representacion del procurador luego que el poderdante  
enajena sus derechos sobre la cosa litigiosa: el comprador debe presen-
tarse en el pleito desde que los adquiriere, á gestionar y defender su pro-
pio derecho, comprobando la adquisicion en legal forma; y de otro modo,  
si aquel sigue gestionando, es nulo lo que se actúe en representacion de  
'quien no era ya dueño y entabló la demanda en este concepto, aun en el  
caso de ser el comprador el mismo apoderado que el vendedor tenia para  
aquel pleito. (Sent. en casa de 23 de marzo de 1863.)  
Los poderes otorgados por el alcalde de un pueblo á un procurador 
 
para que le represente en juicio en defensa de derechos del comun de 
vecinos, son suficientes para gestionar en el mismo juicio á nombre del  
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teniente de alcalde durante la ausencia de aquel con licencia, pues tal re-
presentacion no es personal, sino que por la ley corresponde al cargo de 
alcalde, y no puede por tanto suponerse terminada la personalidad del po-
derdante. (Sent. en cas. de 11 de abril de 1860.) 
El poder conferido por una comunidad caduca desde el momento en 
que ésta queda estinguida, y cesa por tanto la representation y personali-
dad del procurador, con arreglo á lo prevenido en los casos 5.° y 7.° del 
art. 17 de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 20 de junio de 1863.) 
ARTÍCULO 19. 
(V. pág. 83, tomo 1.°) 
A las escepciones de este articulo hay que agregar la siguiente: 
Ley de 25 de junio de 1867, reformando la de Enjuiciamiento civil 
en lo relativo al juicio de desahucio.—(Art. 9.° Cuando el importe anual 
del arrendamiento no esceda de 300 escudos, los juicios de desahucio se 
considerarán como de menor cuantía para el efecto del art. 19, y será por 
lo mismo potestativo en los interesados valerse 6 no de letrado.» 
En cuanto á los requisitos que deben reunir los letrados á fin de 
considerarlos hábiles para funcionar en el territorio del juzgado ó 
tribunal que conozca de los autos, además de los espresados en el 
comentario de este artículo (págs. 84 y siguientes del tomo 1.°) ha 
de tenerse presente lo que se ordena en las disposiciones que 
siguen: 
Tribunal Supremo de Justicia.--Circular de 26 de febrero 
de 1862, encargando el cumplimiento de la ley recopilada que prohibe 
el ejercicio de la abogacía en los asuntos de que deba conocer como Juez 
el padre, suegro, hijo, yerno, hermano ó cuñado del letrado que los de-
fienda, y que en tal caso es éste, y no aquel, quien debe abstenerse de co-
nocer. 
«Habiendo llegado á conocimiento del Tribunal Supremo de Justicia 
que en algun juzgado de primera instancia los hijos de los Jueces ejercian 
la abogacía, absteniéndose el padre de conocer como Juez en los negocios 
en que intervenia el hijo como abogado, contra lo dispuesto en la ley 7. 0 , 
título 22, lib. 5.° de la Novísima Reeopilacion, por la cual se previene que 
en las Audiencias ninguno pueda ser abogado, directe, ni indirecte, en 
causa alguna en que su padre, hijo, yerno 6 suegro fuesen Jueces; y que 
en los demás juzgados en que hubiere un solo Juez, no puede abogar en 
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Juez, se acordó instruir el oportuno espediente para averiguar si en las 
Audiencias y Juzgados se cumplia con lo dispuesto por dicha ley. Y resul-
tando que no es uniforme la práctica, de conformidad con lo propuesto so-
bre este punto por el Ministerio fiscal, se ha servido acordar S. A. en pleno 
del dia 20 de los corrientes, que por conducto de V. S. se encargue á las 
Salas de justicia de esa Audiencia y á los Juzgados de su territorio, que 
observen y hagan observar puntualmente lo que dispone la citada ley 
título 22, lib. 5.° de la Novísima Recopilacion sobre el ejercicio de la abo - 
gacía, en los casos á que la misma ley se refiere, cualquiera que sea la 
práctica en contrario; teniendo entendido que no son los Jueces y Magis-
trados los que deben abstenerse de conocer en tales casos; sino los letra-
dos, á quienes está prohibido, y no debe, por tanto, permitirse el ejercicio 
de la abogacía, en los asuntos de que deban conocer como jueces sus pa-
dres 6 cualquiera otro de los parientes espresados en dicha ley recopilada. 
—Lo que de Orden de S. A. participo á V. S. para los efectos consiguien-
tes, sirviéndose acusarme el recibo. Dios guarde á V. S. muchos años. 
Madrid 26 de febrero de 1862.—El Secretario de gobierno, José M. Man- 
resa y Navarro.—Sr. Regente de la Audiencia de » 
Gracia y Justicia.—Real decreto de 31 de marzo de 1863, su-
primiendo los cuatro artículos primeros' de los Estatutos para et régimen 
de los Colegios de abogados, de 28 de mayo de 1838, y sustituyendo en 
su lugar los siguientes: 
«Art. 1.° Los abogados pueden ejercer libremente su profesion en to-
do el territorio de la Monarquía, menos en los pueblos 6 partidos judicia-
les donde haya Colegio. Para que puedan ejercerla en estos pueblos 6 par-
tidos, deberán incorporarse en los Colegios ú obtener habilitacion de los 
respectivos decanos. 
Art. 2.° Los abogados deberán presentar á los Jueces que conozcan de 
las causas 6 pleitos en que deban actuar, cuando no sean los del pueblo 6 
partido de su vecindad: 1.°, el título: 2.°, el documento que acredite ha-
llarse al corriente del pago de la contribucion; y 3.°, una certificacion del 
decano del Colegio á que pertenecieren, 6 del Juez en cuyo partido tuvie-
ren su residencia y vecindad y actuaren, de haber cumplido las cargas de 
la clase. Cuando los abogados traten de actuar en pueblo 6 partido donde 
haya Colegio, si no estuvieren incluidos en la lista del mismo, deberán 
acreditar su incorporacion, 6 en su defecto la habilítacibn del decano del 
mismo.» 
Arts. 3.° á 6.° (Se fijan reglas para la continuation y establecimiento 
de los Colegios de abogados, é incorporacion á los mismos.) 
«Art. 7.° Pueden los abogados defender en los tribunales que no sean 
del territorio de su Colegio, sin necesidad de incorporacion, los pleitos y 
causas siguientes: 4.°, los en que sean por sí y bajo su nombre litigantes: 
2.°, los eu que lo sean en igual forma sus parientes dentro del cuarto 
s 
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grado: 3. 4, los en que hubieren sido defensores de alguna de las partes en 
los juzgados 6 tribunales inferiores. 
Art. 8.° El decano concederá la autorizacion para abogar los que la 
soliciten en cualquiera de los casos espresados en el artículo anterior, 
dando conocimiento de ello al Juez 6 Tribunal correspondiente. 
Art. 9.° Los letrados que soliciten la autorizacion, deberán justificar 
con documentos fehacientes hallarse en alguno de los casos espresados eu 
el art. 7.°» 
Hacienda.—Real órden de 12 de mayo de 1865, declarando «que 
los abogados están exentos del pago de la contribucion industrial cuando 
se limiten á defenderse en asuntos propios, considerándose como tales 
aquellos en que tiene interés el mismo abogado, sus padres, mujer, 6 hijos 
constituidos bajo su potestad, sin que los derechos que se hayan de sus-
tentar en los litigios sean adquiridos de terceras personas que en ellos 
debieran figurar como dueños de esos mismos derechos.» 
Gracia y Justicia.—Real órden de 11 de Enero de 1866, dispo- 
niendo que para el turno en las defensas de oficio 6 de pobres, á que los 
letrados están obligados, se reputen residentes en cada partido judicial to-
dos los que en él ejercieren su profesion, sin que les sirva de escusa la cir-
cunstancia de levantar la misma carga en el punto de su residencia. 
Gracia y Justicia.—Real órden de 9 de Agosto de 1867, mandan- 
do: 1.° «Que la facultad del abogado de residir en cualquiera poblacion y 
ejercer desde ella su profesion para ante cualquier Juzgado 6 Tribunal, sea 
siempre sin embarazar en lo mas mínimo el curso de los procedimientos ni 
sus trámites legales. 2.° Que cuando los autos hayan de salir de la capita l 
del Juzgado 6 Tribunal, en los casos no prohibidos en el art. 3.° del Real 
decreto de 6 de junio de 1844, sea de cuenta y bajo la responsabilidad del 
abogado, garantida suficientemente á juicio del Juez 6 del Tribunal la re-
cogida de aquellos de poder del procurador y su devolucion al mismo.» 
Ultramar.—Real decreto de 19 de Julio de 1865, haciendo ostensiva 
a los Promotores fiscales de las islas de. Cuba, Puerto-Rico y Filipinas, la 
prohibicion impuesta por las leyes á los Fiscales de las Audiencias y sus 
Tenientes de ejercer la abogacía. 
Ultramar.—Real decreto de 4 de junio de 1868, prohibiendo á los 
empleados públicos, que sean letrados, en las provincias de Ultramar el 
ejercicio de la abogacía en toda clase de negocios. 
El vicio de proveer el Juez de primera instancia sobre escrito sin firma 
de letrado no está ,compreudido entre las causas de nulidad que se enume- 
ran en el art. 4013 de la Ley de E. c., y si la parte contraria gestiona en 
los autos sin reclamar la subsanacion de dicha falta, queda el procedi-
miento aprobado y válido con su aquiescencia. (Sent. en cas. de 11 y 14 de 
setiembre de 4837.) 
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La prohibicion contenida en el art. 19 de la Ley de E. c., de proveer 
sobre las solicitudes que se aduzcan sin firma de letrado, no deroga ni 
contraría la doctrina legal de que, propuesta la apelacion y constando de-
bidamente, queda interrumpido el lapso del término señalado para la in-
terposicion de este recurso, el que debe admitirse si se reproduce despues 
subsanando la falta de dicha firma; y desestimándolo, se dá al citado ar-
tículo una interpretacion opuesta á la doctrina legal admitida sobre esta 
materia, y consignada además en repetidas sentencias del Tribunal Supre-
mo de justicia. (Sent. en cas. de 17 de diciembre de 1859, 29 de febrero 
de 1860, y 14 de Setiembre de 1861.) 
El principio jurídico de que al imposible nadie está obligado, podrá 
tener aplicacion para escusar la firma de letrado en un escrito urgente, 
supuesta la imposibilidad material de obtenerla; pero no para eximir de 
las demás formalidades exigidas por la ley, cuando se está en aptitud de 
llenarlas. (Sent., en cas. de 23 de mayo de 1861.) 
Se procede bien desestimando la recusacion cuando se intenta en es-
crito sin firma de letrado. (Sent. en cas. de 7 de febrero de 1862.) 
ARTICULO 20. 
(V. pág. 88, tomo 1.°) 
La diversa inteligencia que dieron las Audiencias á este artículo 20, y 
al 35 y 58 de la presente ley de E. c., di6 ocasion á prácticas diferentes 
acerca de los funcionarios que deben refrendar 6 autorizar los autos y sen-
tencias de las Salas de justicia, y de las providencias que deben acordarse 
sin intervencion del Relator. Con tal motivo, la Sala de Gobierno del Tri-
bunal Supremo de Justicia acordó instruir el oportuno espediente, eu el 
que el Fiscal del propio Tribunal emitió un razonado dictámen fijando la 
recta inteligencia de dichos artículos, y la práctica que debia seguirse, en 
cornbinacion con lo que disponen sobre esta materia las Ordenanzas de las 
Audiencias en cuyo dictámen sentó las conclusiones siguientes: 
1.° Que no puede consiguarse en los autos sentencia ni providencia 
alguna que no sea refrendada por el funcionario autorizado para certificar 
el acto y darle autenticidad. 
2.° Que segun el art. 20 de la Ley de E. 
 c. y además disposiciones vi-
gentes, dicho funcionario refrendatario es el Escribano de Cámara, y no 
los Relatores por no estar competentemente autorizados para ello, los 
cuales, sin embargo, firmarán tambien con aquel las providencias cuando, 
por haber dado cuenta á la Sala, sean dictadas con interveucion de los 
mismos, 
3.° Que los Relatores no deben firmar las sentencias que se estienden 
en el libro registro de las mismas, ordenado por el art. 58 de la ley de 
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Enjuiciamiento civil, debiendo firmarlas solamente los Ministros que asis-
tieron á la vista. 
4.a Que con arreglo al recto espíritu del art. 35 de dicha ley y del 102 
de las Ordenanzas de las Audiencias, los Tribunales Supremo y superio-
res pueden acordar providencias sin la intervencion del Relator, y con la 
del Escribano de Cámara solamente en los negocios que se rijan por la 
Ley de E. c.; pero que debe darse cuenta por Relator cuando la Sala lo 
mande, conforme á la antigua jurisprudencia, segun la cual debe verifi-
carse en los casos siguientes: I. °, siempre que la ley lo ordena: 2.°, para 
definitiva y resolucion de incidentes: 3.°, para proveer á una peticion 6 
 informe fiscal; y 4.°, siempre que la Sala lo juzgue conveniente por cual-
quiera razon. 
 
Y habiéndose conformado la Sala de gobierno del Tribunal Supremo de 
Justicia con dicho dictámen fiscal, acordó que se comunicara á las Audien-
cias territoriales para su conocimiento y efectos consiguientes, como se ve-
rificó en 15 de Marzo de 1861, encargándoles á la vez, que si les ocur-
riese alguna duda, 6 creyesen necesaria alguna resolucion relativa á dichas 
prácticas, elevarán la correspondiente consulta en la forma que determina 
el art. 86 del Reglamento provisional para la admiFn. de just. Ninguna de 
las Audiencias ha hecho uso de este encargo, y de consiguiente todas han 
arreglando sin dificultad su práctica sobre los puntos indicados la expre-
sada del Tribunal Supremo de Justicia. 
ARTÍCULOS 25 y 26. 
(V. pág. 110, tomo 1.°) 
Puede apelar cualquiera, aunque no haya litigado, con tal que la sen-
tencia le cause perjuicio; pero si no se le notificó, no puede imputársele 
el trascurso del término de la apelacion, puesto que segun el art. 25 de la 
Ley de E. c., los términos judiciales empiezan á correr desde el dia si-
guiente al de la notification de la providencia. (Sent. en. cas. de 26 de fe-
brero de 1859.) 
En los términos judiciales los dias son y se han de entender naturales, 
comprendiendo las 24 horas que median de doce á doce de la noche, y de 
consiguiente es admisible el recurso siempre que el escrito es presente an-
tes de las doce de la noche del último dia del término. (Sent. en apel. de 
16 de noviembre de 1860, y 12 de diciembre de 1861.) 
No debiendo contarse en ningun término judicial los dias en que no 
pueden tener lugar actuaciones judiciales, segun el art. 26 de la Ley de 
Enjuiciamiento civil, han de descontarse los del período de vacaciones de 
los tribunales para interponer el recurso de casacion, y de los demás tér-
minos en los pleitos civiles ordinarios, porque durante ellas no puede ac- 
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tuarse en negocios de esta clase. (Sent. en apel. de 1 °. de Junio de  1859, 
8 de abril de 1861 y 16 de enero de 1864.) 
Durante dicho periodo corren los términos judiciales en las cuestibnes 
de competencia, aunque se promuevan por declinatoria, porque son de los 
negocios civiles que pueden despachar las Salas estraordinarias en vaca-
ciones. (Sent. en apel. de 25 de enero de 1860.) Lo pro pio deberá enten-
derse respecto de los demás negocios que se hallen en este caso. 
Véase el apéndice d los arts. 8, 9, 10 y 11, páy. 617. 
ARTÍCULO 27. 
(V. pIg. 113, tomo 1.°) 
Los términos prorogables, trascurridos sin solicitarse próroga dentro 
de ellos, se hacen improrogables. (Sent. en apel. de 40 de diciembre de 
1864.) 
ARTICULOS 30, 31 y 32. 
(V. págs. 126, 130 y 133, tomo 1.°) 
Como, segun los arts. 30 y 31 de la Ley de E. e., el término para inter-
poner el recurso de casacio• es improrogable y no puede abrirse de nuevo 
ni aun por vía de restitucion, no puede tampoco accederse á la pretension 
de un menor ó del Ministerio fiscal para que se repongan los autos al es- 
tado que tenian antes  de  haber desistido de dicho recurso, porque tal repo-
sicion equivaldria á abrirse nuevamente el espresado término. Por la pro-
pia razon tampoco es posible suspenderlo. (Sent. en apel. de 8'de enero de 
1862, 5 de abril de 1864 y 25 de mayo de 1866.) 
El término señalado por la ley para mejorar la apelacion es por su na- 
turaleza improrogable, y trascurrido sin haberse personado el apelante en 
el tribunal superior, basta que la parte contraria le acuse la rebeldía para 
que se'declare decaido de su derecho y desierto el recurso, aun en el caso 
de personarse aquel antes de dictarse ésta providencia.. (Sent. en cas. de 
5 de diciembre de 1861, y en apel. de 20 de setiembre de 1865.) 
Para proponer escepciones dilatorias no hay mas término que el de 
seis dias, por ser improrogable, y trascurridos no pueden utilizarse como 
tales escepciones dilatorias, aunque no se haya acusado rebeldía. (Senten-
cia en apel. de 27 de noviembre de 1863.) 
---^• —• 	 . 	 -. 	 „^ 	
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ARTICULOS 33 y 34. 
(V. pág.135, tomo 1.°)  
Gracia y Justicia.---Real órden de 30 de abril de 1867, determi-
nando la forma de dar cumplimiento á las Reales provisiones que se es-
pidan por el Tribunal de las Ordenes militares para las pruebas de los 
aspirantes á los hábitos de dichas Ordenes. 
Con esta fecha dice el Sr. Ministro de Gracia y Justicia al Decano del 
Tribunal de las Ordenes militares lo que sigue:-«He dado cuenta á la 
Reina (Q. D. G.) del espediente instruido con motivo de la consulta eleva-
da por ese Tribunal en 10 de Julio del año último sobre el modo de con-
ciliar algunas disposiciones de los establecimientos de dichas Ordenes con 
otras de la ley del Notariado y del reglamento para su ejecucion, y tenien-
do presente:  
1.° Que en los referidos establecimientos se previene que la comision 
de informantes que ha de averiguar las calidades de los pretendientes 
á los hábitos de las mismas, cuando hubiere necesidad de acreditar algu-
na calidad por medio de documentos custodiados en oficio público, lo haga 
copiando los comisionados de su propia mano la parte de aquellos que 
juzguen necesaria á su propósito, sin perjuicio de obtener tambien un tes-
timonio legal de los mismos: 
2.° Que para los espresados fines el Tribunal, á nombre de S. M., libra 
Real provision para que la comision de informantes requiera cou ella á las 
personas 6 corporaciones depositarias de las matrices de dichos documen-
los, á fin de que las exhiban y permitan copiar la parte que se estime 
conducente, y les libren testimonio de ella; 
Y 3.° Que si bien los artículos 31 y 32 de la ley del Notariado de 28 
de Mayo de 1862 han establecido que solo el Notario, á cuyo cargo esté 
legalmente el protocolo, podrá dar copias de 61, y que los protocolos no 
puedan ser estraidos del edificio en que se custodian ni ser examinados 
por nadie en todo ó parte, derogándose por el 48 las leyes, órdenes y 
 
costumbres que se opongan é lo prescrito en dicha ley, pueden conci-
liarse con estas disposiciones los referidos establecimientos de las Orde-
nes militares impetrando y obteniendo los informantes el decreto ó 
mandamiento judicial prevenido en la última parte del art. 32 antes ci-
tado; 
S. M., de acuerdo con lo informado por la Seccion de Estado y Gra-
cia y Justicia del Consejo de Estado, se ha servido disponer que ese Tri-
bunal prevenga á las comisiones de informantes presenten antes los Jue-
ces de primera instancia del partido á donde vayan, la Real provision que 
se les pide, solicitando de esta autoridad ponga é contituaeion el man-
damiento é decreto judicial requerido en el art. 32 de la ley del Notaria-
do, mediante cuya formalidad y con sujecion é las prescripciones de la 
-..^ 	 <^..,...^^  
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misma ley y del reglamento para su ejecucion, podrá llevarse á efecto lo  
mandado en los establecimientos de las Ordenes militares.»  
De Real Orden comunicada por el expresado señor Ministro lo traslado 
 
á V para su inteligencia y cumplimiento por parte de los Jueces de 
primera instancia y Notarios del territorrio de esa Audiencia. Dios guarde á 
V muchos años. Madrid 30 de abril de 1867.—El Subsecretario, José  
María Manresa.—Sr. Regente de la Audiencia de 
	  
ARTICULO 35. 
(V. pág.143, tomo 1.°)  
Como complemento del comentario de este artículo y resolucion de la  
duda indicada al final del mismo, véase el acuerdo de la Sala de gobierno  
del Tribunal Supremo de Justicia, comunicado á las Audiencias en 15 de  
marzo de 1861, inserto anteriormente en el apéndice al articulo 20 (pá-
gina 625). 
ARTICULOS 38, 39 y 40.  
(V• p5g. 149, tomo 1.°)  
Gracia y Justicia.—Real órden de 29 de setiembre de 1859, dis-
poniendo que en los señalamientos para las vistas de pleitos y causas se 
observen las reglas siguientes: 
«1.° Que V. S. (el Regente de la Audiencia) encargue muy especial-
mente á los Presidentes de Sala que no señalen para la vista sino aquellos 
pleitos y causas que presuman con fundamento podrán despacharse en 
el dia. 
2.° Que cuando se advierta que no ha de poder celebrarse la vista de 
algun pleito 6 causa, los Presidentes cuiden de que inmediatamente se 
suspenda el señalamiento, y si fuere posible, se traslade para otro dia de-
terminado; lo que se avisará así á los letrados si estuviesen presentes, y se 
notificará á los procuradores, entendiéndose en este caso todas las diligen-
cias de oficio, 6 sin causar derechos, tanto para la suspension y traslacion, 
como para el nuevo señalamiento que se hiciere 
3.° Que los Presidentes de Sala indaguen por los medios que les sugie-
ra su discrecion segun los casos, y aun puedan preguntará los letrados, 
antes de empezarse la vista de cualquier pleito 6 causa, el tiempo que in-
vertirán aproximadamente en sus informes. 
4.° Que la vista del pleito 6 causa empiece inmediatamente despues de 
concluido el despacho de sustanciacion, que deberá celebrarse á primera 
hora, conforme al art. 27 de las Ordenanzas de las Audiencias. 
s 
— f 
 _•^ _ 	 _.,r 
630 	 APÉNDICE A LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL. 
5.° Que si estuvieren señalados dos 6 más pleitos 6 causas para un  
mismo dia, principie el despacho por el órden de preferencia con que han  
debido señalarse, con arreglo al art. 33 de las Ordenanzas.  
6.° Que en las diligencias de señalamiento de los pleitos 6 causas, se  
esprese el 6rden de preferencia con que se ha de celebrar su vista en las 
respectivas Salas. 
7.° Que se observe rigorosamente la disposicion del art. 52 de la ley 
de Enjuiciamiento civil, que prescribe que las votaciones de los pleisos se  
verifiquen antes 6 despues de las horas señaladas para las sesiones, y de 
modo que estas puedan dedicarse íntegramente al despacho y vista de los 
negocios.  
8.° Que se observe con el mismo rigor lo establecido en el Real decre-
to de 9 de setiembre de 1854 para que las sesiones del Tribunal pleno se  
celebren fuera de las horas designadas para las de las Salas de justicia. 
9.° Que igual disposicion sea aplicable á las sesiones que celebren las 
Salas de gobierno.  
10. Que cuando haya de verse algun asunto en Sala estraordinaria,  
con arreglo al art. 62 del Reglamento provisional de 4835, se acuerde así  
con un dia al menos de anticipation, haciéndolo saber á las partes.  
11. Las disposicignes establecidas en los artículos precedentes se ob-
servarán en todos los Tribunales dependientes del Ministerio de Gracia y  
Justicia.» 
ARTÍCULOS 43, 44, 45, 46 y 47. 
(V. pAg. 157, tomo 1.°) 
Corregidos disciplinariamente un abogado y procurador, solicitaron se  
les oyese en justicia. Concedida esta audiencia, la Sala confirmó la correc-
cion. Interpuesto recurso de casacion contra este fallo, la Audiencia dene-
gó su admision en atencion á que la naturaleza del asunto, por ser de cor-
reccion disciplinaria, no consentia dicho recurso; y el Tribunal Supremo 
de Justicia confirmó esta providencia en recurso de apelacion. (Sent. en 
apel. de 9 de abril de 1862.) 
La disposicion del art. 47 de la ley de E. c. se refiere á la tramitacion  
de uua instancia para el caso que determina, y por tanto su infraccion no  
puede servir de fundamento al recurso de casacion en el fondo. (Sent. en  
cas. de 10 marzo de 1864.)  
Cuando por el Tribunal superior se alza una correccion disciplinaria  
impuesta por el Juez inferior, declarando nulo todo lo obrado en ese inci-
dente, no es obligatoria la imposicion al Juez de las costas causadas en las  
actuaciones anuladas, porque tal imposicion de costas solo se entiende  
obligatoria cuando la ley la ordena. (Sent. en cas. de l0 de junio de 1865.) 
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Un auto consentido, limitado á corregir disciplinariamente á un Juez 
inferior, no tiene la fuerza de cosa juzgada para el efecto de exigirle al 
mismo Juez la indemnizacion de perjuicios que hubiere causado con la 
providencia que diO lugar á la correccion. (Sent. en cas. de 22 de marzo 
de 1866.) 
ARTÍCULO 48. 
(V. pág. 170, tomo 1.°) 
El auto para mejor proveer no es un incidente de los reconocidos co-
mo tales por la Ley de E. c., ni en ellos se dá otra intervencion Alas par-
tes que la que el mismo auto taxativamente les señala, y no procede por 
tanto la admision de las pretensiones que estas quieran introducir sobre 
lo practicado en virtud de dicho auto. (Sent. en cas. de 31 de marzo de 
1859 y 9 de abril de 1866.) 
Las actuaciones en ejecucion de autos para mejor proveer no pueden 
en rigor calificarse de diligencias de prueba, para el efecto de que las in-
valide la falta de citacion de los interesados. (Sent. en cas, de 20 de marzo 
de 1862.) 
Es potestativo, y no obligatorio, en los Jueces y Tribunales decretar 
para mejor proveer, despues de concluso 6 visto el pleito, que se traiga á 
los autos un documento, 6 la práctica de cualquier reconocimiento 6 de 
otra diligencia de las espresadas en el art. 48 de la Ley de E. c., que crean 
conducente á esclarecer el derecho de los litigantes; sin que estos lo ten-
gan para intervenir en dicho acto, que solo tiene por objeto ilustrar la 
conciencia judicial, y sin que la mayor 6 menor estension de tales actua-
ciones pueda producir indefension, ni dar lugar á las faltas 5.° y 6.° del 
artículo 1013 de dicha Ley, para el efecto de fundar en ellas el recurso de 
casacion. (Sent. en apel. de 24 de setiembre de 1859, y en cas. de 6 de 
noviembre de 4861, 23 de noviembre de 1863 y 11 de diciembre de 1865.) 
Las actuaciones para mejor proveer, que se suelen acordar en los ca-
sos dudosos para procurar el mejor acierto en los fallos, son potestativas 
en los tribunales segun su justa apreciacion, por lo cual, aunque las partes 
las hayan solicitado, la falta de dichas actuaciones, cuando se creen inne-
cesarias, no puede estimarse como la denegacion de una diligencia de 
prueba para las efectos del recurso de casacion. (Sent. en cas. de 22 de fe-
brero, 26 de abril y 7 de junio de 1862.) 
ARTÍCULO 52. 
(V. pág. 187, tomo 1.°) 
Se encarga la rigorosa observancia de lo que dispone este artículo, en 
el 7.° de la Real Orden de 29 de setiembre de 1859, inserta anteriormente 
en el apéndice 4 los arts. 38, 39 y 40 (pág. 629). 
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ARTICULO 56. 
lV. pág. 190, tomo 1.°) 
La inteligencia que dimos á este artículo en el comentario del 
mismo (pág. 191 del tomo 1.°), deduciendo como consecuencia ló-
gica de su precepto, que el Presidente del Tribunal Supremo y los 
Regentes no deben asistir á la vista de ningun pleito, á fin de no 
inhabilitarse para dirimir la discordia si la hubiere, puesto que, se-
gun él, han de ser siempre uno de los dirimentes, no es conforme á 
la que despues le ha dado la Sala 2.° del Tribunal Supremo de Jus-
ticia, al decidir un recurso de casacion, en pleito procedente de la 
Audiencia de Valencia, por sentencia de 19 de noviembre de 1863. 
Segun la jurisprudencia sentada en este fallo, no obstante la dispo-
sicion del art. 56 de la Ley de R. c., los Regentes conservan la fa-
cultad que les dá el 23 de las Ordenanzas de las Audiencias, de asis-
tir á la Sala que mejor estimen, conciliando una y otra disposicion 
del modo que se consigna en los considerandos de dicha sentencia, 
que dicen así: 
«Considerando que no procede el recurso de casacion que lia inter-
puesto la parte de D. Ramon Campoamor, fundándolo en la causa 7.a del 
articulo 1013 de la Ley de E. c., por que la asistencia del Regente á la 
vista del pleito no vició la jurisdiccion de la Sala, considerada colectiva-
mente, y cuya competencia reconoce bajo ese aspecto el mismo recurren-
te, supuesto que en aquella ley no hay disposicion que espresamente los 
disponse de cumplir el art. 23 de las Ordenanzas para las Audiencias, que 
previene la separacion diaria de las Salas, dejando al Regente la facultad 
de asistir á la que mejor estime: 
Considerando que tampoco se puede conceptuar prohibido tácitamente 
á los Regentes en el art. 56 de la referida Ley de E. c., intervenir en las 
vistas de los pleitos, ni por consiguiente juzgarse procedente por su inter-
vencion en ellas la incompetencia de una Sala, porque el sentido de esa 
regla debe entenderse en términos hábiles; es decir, que en caso de dis-
cordia, cuando no sea discordante ni concurra en él impedimento legíti-
mo que lo estorbe, el Regente ha de ser siempre uno de los dirimentes, 
como sucede con los demás Ministros de la Sala en que radica el pleito, 
no habiendo concurrido á la vista en que se causó la discordia : 
Y considerando además que aun cuando hubiera sido recusable el Re-
gente, como indica D. Ramon Campoamor, no fué recusado para la asis-
tencia á la vista, sin embargo de que hubo posibilidad de intentar la re-
cusacion, desde el momento en que se le vio presidir la Sala.» (Sent. en 
cas. de 19 de noviembre de 1863, ntim. 253 de la Colee. leg.) 
1 
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La asistencia del Regente de la Audiencia á la vista y fallo de un pleito, 
no habiendo sido recusado, no es motivo para fundar el recurso de casa-
cion en la causa 8. 0 del art. 1013 de la Ley de E. c. (Sent. en apel. de 13 
de octubre de 1863, núm. 216 de la Colee. leg.) 
ARTICULOS 58, 59 y 60. 
(V. pIg. 193, tomo 1.°) 
Graela y Justiela.—Real decreto de 6 de marzo de 1857, deter-
minando la forma en que ha de llevarse el registro de las sentencias y de 
los votos particulares reservados, en el Tribunal Supremo y en las Au-
diencias. 
«Atendiendo á las consideraciones espuestas por el Ministro de Gracia 
y Justicia, Vengo en decretar lo siguiente: 
Art. 1.° . El registro de las sentencias, de que trata el art. 58 de la Ley 
de Enjuiciamiento civil, se llevará, en cada una de las Salas del Tribunal 
Supremo de Justicia y de las Audiencias territoriales, en un libro encua-
dernado, de papel de oficio, con los fólios numerados que se consideren 
necesarios para cada año; y se denominará «Libro de registro de senten-
cias. » 
Art. 2.° Al final de cada una de las sentencias se pondrá una nota de 
referencia al libro de que trata el art. 3.°, con espresion del folio, en esta 
forma: «Véase el fólio  del libro de votos particulares reservados.» 
Art. 3.° Además del libro de registros de sentencias, de que se habla 
en el art. i.°, habrá en cada Sala de los Tribunales otro libro de papel de 
oficio, encuadernado y foliado, que se llamará de votos particulares reser-
vados. En cada uno de sus fólios se hará una ligera reseña de la sentencia 
que á él se refiera del libro de registro, espresando tan solo los nombres 
de los litigantes, el objeto del pleito y la fecha en que se ha dictado. Si hu-
biere voto particular, se escribirá á continuacion en el mismo fMlio y si-
guientes, en su caso, con sus fundamentos, á tenor de lo prevenido en el 
artículo 60 de la ley de Enjuiciamiento civil, y si no lo hubiere, se espresa-
rá diciendo: «No hubo voto particular,» y firmará el Presidente de la 
Sala. 
Art. 4.° Los Presidentes de Sala rubricarán todos los félios de los li-
bros de que tratan los arts. 4.° y 3.° , y serán los encargados de custodiar-
los bajo llave. 
Art. 5.° Si al finalizar el año quedasen en alguno de los libros fólios en 
blanco, se pondrá nota, que firmará el Presidente de la Sala, en el último 
fólio en que conste un registro, espresando que terminan allí los contenidos 
en el libro: los fólios restantes se cruzarán de modo que queden inutiliza-
dos; y si antes de finalizarse el año se concluyese cualquiera de los dos li- 
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bros, se formará otro, que se denominará adicional, cou los mismos re-
quisitos. 
Art. 6.° Mi Gobierno dará cuenta á las Cortes de este decreto en oca-
sion oportuna. 
Dado en Palacio á 6 de Marzo de 1857.—Está rubricado de la Real ma-
no.—El Ministro de Gracia y Justicia, Manuel de Seijas Lozano. 
Gracia y Ju ilcia.—Real decreto de 11 de enero de 1861, modi-
ficando el que precede en la parte que se refiere al modo de llevar el regis-
tro de las sentencias. 
«Tomando en consideracion las razones que me  ha espuesto el Ministro 
de Gracia y Justicia, sobre los inconvenientes que se siguen en la práctica 
de llevar en libros préviamente encuadernados el registro de las senten-
cias que pronuncian los Tribunales colegiados, Vengo en decretar lo si-
guiente: 
Art. 1.° Queda derogado el art. 1.° del Real decreto de 6 de marzo de 
4857 que previene que el registro de las sentencias, de que trata el artícu-
lo 58 de la Ley de Enjuiciamiento civil, se lleve en libros encuadernados. 
Art. 2.° En virtud de lo dispuesto en el artículo anterior, las senten-
cias que pronuncien el Tribunal Supremo de Justicia y las Audiencias ter-
ritoriales se estenderá en pliegos sueltos, de papel de oficio, bajo la vigi-
lancia y cuidado de los Presidentes de Sala, encuadernándose con las debi-
das precauciones al fin de cada año todas las publicadas durante el mismo 
en cada Sala. 
Art. 3.° Para asegurar la integridad de las sentencias, é impedir que 
por olvido ú estravio dejen de insertarse en el libro del año á que corres-
pondan, se les pondrá una numeracion correlativa segun el Orden de su 
publicacion. 
Art. 4.° Se llevará además en las Secretarías de Gobierno de los Tri-. 
bunales un libro encuadernado, por cada Sala, que sirva de índice-regis-
tro, en que se tome razon del .número de la sentencia, de su publicacion, 
de los nombres de los litigantes y naturaleza del negocio. La Secretaría de 
gobierno del Tribunal Supremo de Justicia cuidará además de anotar al 
márgen del registro la fecha de la Gaceta en que se hayan insertado las 
sentencias que deban serlo conforme á lo mandado en la Ley de Enjuicia-
miento civil. 
Art. 5.° Para dar cumplimiento á lo que prescribe el artículo anterior, 
en el mismo dia en que se publique una sentencia pasará el Escribano de 
Cámara correspondiente al Secretario de gobierno del Tribunal una pa-
peleta visada por el Presidente de la Sala, que contenga las noticias arriba 
prevenidas. Todas estas papeletas se reunirán en legajos y servirán de 
comprobantes del índice-registro. 
Art. 6." Los Presidentes de Sala, en el acto de firmar cada sentencia, 
rubricarán todas sus hojas, y al fin del año se foliarán, poniéndose á cou- 
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tinuacion de la última sentencia una nota que esprese el número de fo-
lios y sentencias que contenga el libro, firmada por el Presidente de la 
Sala. 
Art. 7.° El índice-registro estará igualmente foliado, y sus hojas ru-
bricadas por el Presidente de Sala respectivo, dando principio con una 
nota que diga el número de folios de que consta el libro. 
A fin de cada año se cerrará el índice con otra que esprese el número 
de sentencias registradas, y haga constar la conformidad del índice con el 
libro registro de la Sala. 
Estas notas las firmará el Secretario del Tribunal con el V.° B.° del 
Presidente de la Sala. 
El índice-registro abrazará años completos; y á este fin, si sobrasen 
algunas hojas, se inutilizarán. 
Cuando se acabe el libro y haya de cerrarse se pondrá una nota, firma-
da y visada como las anteriores, que esprese el dia, mes y año en que se 
cierra con el número de sentencias y de años que comprende. 
Art. 8.° Quedan en su fuerza y vigor los demás artículos del Real de-
creto de 6 de marzo de 1857 sobre el modo de estender y registrar los 
votos reservados. 
Dado en Palacio á 11 de enero de 1851.—Está rubricado de la Real 
rnano.—El Ministro de Gracia y Justicia, Santiago Fernandez Negrete.» 
Ultramar.—Real órden de 9 de diciembre de 1865, disponiendo 
que desde el dia 1.° de Julio del año siguiente 1866 en que comenzarla á 
regir en las islas de Cuba y Puerto-Rico la Ley de Enjuiciamiento civil, 
se observen por las Reales Audiencias de las mismas las prescripciones 
del Real decreto de 6 de marzo de 1857, espedido por el Ministerio de 
Gracia y Justicia, relativo al registro de las sentencias y de los votos par-
ticulares reservados.—(No tenemos noticia de que se haya hecho eston-
siva esta resolution, como parecía áatural y conveniente, al Real decreto 
de 11 de enero de 1861.) 
Los Relatores no deben firmar las sentencias que se estienden en el 
registro. Véase sobre este particular el acuerdo de la Sala de gobierno del 
Tribunal Supremo de Justicia, comunicado á las Audiencias en 15 de 
marzo de 1861, que se insertó en el apéndice al art. 20 (pág. 625.) 
ARTÍCULOS 61, 62 y 63. 
(V. pág. 195, tomo 1.°) 
La sentencia que resuelve de una manera clara y precisa las pretensio-
nes deducidas por las partes y que han sido objeto de discusion en el plei-
to, haciendo con la separation necesaria el pronunciamiento correspon-
diente á cada una de aquellas, se ajusta exactamente á lo prescrito en los 
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artículos 6$ y 62 de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 12 de abril y 27 de 
junio de 1866, y otras muchas.) 
Las sentencias deben limitarse a declarar, condenar 6 absolver al de-
mandado, decidiendo los puntos litigiosos que hayan sido objeto del deba-
te, y no sobre otros: la que traspasa éstos límites, infrinje el art. 61 de 
la Ley de E. c. y la i 6, tít 22, Part. 3.a  (Sent. en cas. de 13 de enero de 
1860, 16 de diciembre de 1864, 17 de marzo de 1865 y otras.). 
Es un principio de jurisprudencia, consignado en las leyes de Partida y 
 en los arts. 61 y 62 de la de E. c., que los fallos deben guardar congruen-
cia con las demandas, condenando, absolviendo 6 declarando separada-
mente sobre todos y cada uno de los puntos litigiosos que han sido objeto 
del pleito. Si se hace caso omiso de alguno de dichos puntos, se infrinjen 
las indicadas leyes, y procede la casacion de la sentencia. (Sent. en cas. de 
13 de febrero de 1865.)—V6anse sobre este estremo las sentencias estrac-
tadas en el apéndice al art. '77. 
Debiendo ser en todo caso la sentencia conforme á la demanda, no 
puede contener declaraciones no solicitadas, ni contra quien no haya sido 
parte en el juicio. (Sent. en cas. de 20 de Octubre de 1865.) 
La omision en la sentancia de algunas de las personas admitidas como 
parte en el juicio, y de sus respectivos derechos infrinje el art. 61 de la 
Ley de E. e., y la doctrina legal de que los fallos deben comprender todas 
las cuestiones del pleito y 6 todos los que han sido parte en él. (Sent. en 
cas. de 28 de junio de 1861.) 
La congruencia entre la sentencia y la demanda, que exige la ley 16, 
título 22, Part. 3.' para la validez de aquella, se contrae 6.las cosas que en 
la demanda se piden, sin hacer mérito de las personas que figuran en el 
juicio. (Sent. en cas. de 27 de junio de 1863.) 
Siempre que la parte dispositiva de la sentencia guarde conformidad y 
congruencia con la demanda, se observa lo ordenado por dicha ley de 
Partida, la cual no puede reputarse infrinjida por que en los fundamen-
tos de aquella se haga mérito de razones agenas á la verdadera cuestion 
del pleito. (Sent. en cas. de 28 de noviembre de 1863 y 26 de Octubre 
de 1864.) 
La prescripcion de la ley 16, tít. 22, Partida 3.', supone que la con-
formidad de la sentencia con la demanda ha de ser respecto á las cosas li-
tigiosas: bastando, por consiguiente, determinar con claridad en la de- 
manda lo que se pide, 6 la clase de accion que se ejercita, sin necesidad de 
designar ésta por su nombre propio. (Sent. en cas. de 7 de abril de 1866.) 
No se infrinje dicha ley por que la sentencia no contenga las mismas 
palabras de que se usó al formular la demanda, siempre que resuelva la 
verdadera euestion que haya sido objeto del pleito. (Sent. en cas. de 7 de 
noviembre de 1866.) 
I,a sentencia que decide sobre un punto que, si bien no se formulé en 
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la súplica de la demanda, se alegó en ésta como su principal fundamento 
y fué objeto del debate, decide sobre cosa cierta y con arreglo á lo pre-
t.eudido en la demanda, y no infrinjo por tanto la citada ley 16, tít. 22, 
Partida 3.' (Sent. en cas. de 18 de diciembre de 1863.) 
Cuando por medio de reconvencion se reclama una cantidad líquida, 
formulando esplícitamente la peticion en la contestacion é la demanda, la 
sentencia debe absolver ó condenar respecto de este extremo, segun lo 
dispuesto en los arts. 61 y 254 de la Ley de E. c., sin reservarlo para otro 
juicio. (Sent. en cas. de 12 de mayo de 1860.) 
Segun la ley 16, tít. 22, Part. 3.', las sentencias deben ser conformes 
y ajustadas, no solo á la cosa sobre que contienden las partes; sino tam-
bien á la manera en que hacen la demanda, 6 motivos en que la fundan, 
y á la prueba que es hecha sobre ella. Es contraria á dicha ley, y nula por 
tanto, la sentencia que se funda en títulos y motivos, que no se han pre-
sentado ni discutido en el curso del litigio, ó que resuelve puntos que no 
han sido objeto de la demanda ni del pleito. (Sent. en cas. de 5 de junio 
de 1860, 26 de mayo de 1866 y otras.) 
Las sentencias deben circunscribirse á los términos de las demandas y 
reclamaciones hechas oportunamente en los pleitos, atendiendo cuidado - 
samente á lo que se ha pedido, y á la forma 6 modo en que se ha hecho, 
segun se dispone en la ley de Partida antes citada, y lo tiene declarado con 
repeticion el Tribunal Supremo de Justicia. Se infrinje esta doctrina legal, 
si habiéndose pedido solo la liquidacion de cuentas, se condena al pago de 
una cantidad determinada. (Sent. en cas. de 22 de diciembre de 1860.) 
La citada ley 16, tít. 22, Part. 3.' exije que haya íntima relacion y 
conformidad entre la demanda y la sentencia. Falta esta conformidad, y 
es nula la sentencia por infrinjirse dicha ley, cuando se concede al de-
mandante ó demandado mas de lo que hubieren pedido respectivamente: 
por ejemplo, si no se hace la reserva á favor de otro de mejor derecho, pe-
dida en la demanda reivindicatoria; si se piden solamente los frutos pro-
ducidos, y se amplía la condena á los debidos producir; si solo se pide la 
cosa, y se condena á la entrega de la misma con las rentas producidas 
desde la contestacion de la demanda; si se resuelve sobre dos escepciones 
dilatorias, cuando solo una fué opuesta y debatida formalmente; si el de-
mandado pide se le absuelva de la demanda, y á esta declaracion se añade 
la de pertenecerle en propiedad la cosa demandada, etc., (Sent. en cas. 
de 18 de marzo y 20 de junio de 1859, 28 de junio de 1864, 12 de mayo 
de 1865, 12 de enero de 1866, y otras.) 
Adolece del mismo vicio de nulidad, por infraccion tambien de la ley 
citada, la sentencia que decide sobre estremos que no fueron objeto de la 
demanda, ni de la reconvencion en su caso. (Sent. en cas. de  12 de octubre 
de 1859, 26 de marzo y 27 de noviembre de 1860, 28 de enero de 1862, 
26 de octubre de 1863, 30 de junio de 1866, y otras muchas.) 
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Segun las leyes 12 y 16, tit. 22 de la Part. 3.a, no es valedero el juicio 
que se dá sobre cuestion no discutida en el pleito, como sucede si, habién-
dose impugnado un testamento por falta de solemnidades esternas, se de-
clara la nulidad solamente de la cláusula relativa á la institution de here-
dero. (Sent. en cas. de 16 de diciembre de 1864.) 
Cuando la demanda contiene dos estremos, y la resolucion del uno 
comprende implícitamente la negativa del otro, se entiende tambien re-
suelto éste, y no puede suponerse infrinjido el art. 61 de la Ley de E. c. 
(Sent. encas. de 21 de noviembre de 1860.) 
En el caso de que, conteniendo la demanda dos estremos, 'el Juez de 
primera instancia se limite á fallar sobre uno de ellos, haciendo caso omi-
so del otro, si el demandante no reclama contra tal omision, y se concreta 
el debate en la segunda instancia al estremo resuelto en la primera, se en-
tiende que desistió de la otra parte de su demanda: en tal caso, la Sala 
sentenciadora, limitándose á fallar como debia, el punto debatido ante 
ella, no infringe las leyes 12 y 16, tít. 22, Part. 3.a, ni los arts. 61 y 62 
de la Ley de E. c., referentes á la congruencia del fallo con la demands, 
y á la decision de todos los puntos litigiosos. (Sent. en cas., de 28 de di-
ciembre de 1863.) 
Cuando la demanda contiene varios puntos, que han sido discutidos en 
cl pleito, y en la sentencia se hace con la debida separacion declaracion 
expresa sobre algunos de ellos, desestimando las demás pretensiones de-
ducidas, como esta cláusula general comprende todos los estremos que no 
habian sido objeto de una resolucion especial, está ajustado el fallo á lo 
que prescriben la ley 16, tít. 22, Part. 3.a, y los arts. 61 y 62 de la 
de E. c. (Sent. en cas. de 4 de mayo de 1863.) 
La condena hecha en cantidad menor de la demandada no constituye 
falta de conformidad entre la demanda y la sentencia, que pueda afectar á 
la validez de ésta, conforme á la doctrina legal sobre la materia y al ar-
tículo 61 de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 30 de octubre de 1860 y 18 
de marzo de 1802.) 
En el mismo caso se halla la sentencia que, apreciando la existencia 
y naturaleza de un contrato, condena al pago de una cantidad dentro de 
cierto plazo estipulado en el mismo, cuando en la demanda se pidió sola-
mente el cumplimiento de dicho contrato. (Sent. en cas. de 4 de enero 
de 1864.) 
La sentencia que, despues de hacer declaraciones espresas y termi-
nantes sobre los puntos litigiosos, reserva en general á las partes su dere-
cho sobre los perjuicios que se les hayan originado, no infringe el párra-
fo 2.° del art. 61 de la Ley de E. er, segun el cual los tribunales no pue-
den aplazar, dilatar ni negar la resolucion de las cuestiones discutidas en 
el pleito. (Sent. en cas. de 19 de junio de 1863, y 30 de junio de 1864.) 
Cuando la resolucion de un punto litigioso depende del resultado que 
DISPOSICIONES GENERALES. 	 639 
tenga un incidente que se sustancia por separado, y así se espresa en la 
sentencia, no puede suponerse infringido el párrafo 2.° del art. 61 de la 
Ley de E. c., pues en tal caso la Sala no ha omitido decidir dicho punto 
en el sentido que estimó procedente. (Sent. en cas. de 4 de abril de 1865.) 
No puede reputarse infringida la ley 110, tit. 18, Partida 3.', refun-
dida en el art. 61 y siguientes de la de E. c., cuando la ejecutoria, sin 
hacer mencion de un punto de la sentencia de primera instancia con-
sentido por las partes, absuelve al demandado en cuanto á otro, al que se 
concretó la apelacion. (Sent. en cas. de 24 de diciembre de 4864.) 
La sentencia del Tribunal superior, que con la fórmula ordinaria revo-
ca la del inferior y resuelve la cuestion en sentido contrario á ella, la deja 
sin efecto en todas sus partes, inclusa la condena de costas, y está por tan-
to ajustada á las prescripciones del art. 61 de la ley de E. c. (Sent. en 
cas. de 2 de Marzo de 1861.) 
La sentencia que absuelve de la demanda, comprende todos los estre-
mos en esta consignados, guarda con ella entera conformidad, y nolpuede 
decirse que sea incierta ó dudosa, ni contraria á lo prevenido en Tos ar-
tículos 61 y 62 de la Ley de E. c., y en la 16, tít. 22, Part. 3.', pues bajo 
dicha fórmula quedan definitivamente resueltas todas las cuestiones que 
han sido objeto de discusiou en el pleito. (Sent. en cas. de 20 de febrero, 
28 y 30 de junio de 1860, 1.° y 27 de febrero y 10 de diciembre de 1861, 
22 de mayo de 1862, 25 de setiembre y 29 de diciembre de 1863, 21 de ene- 
ro y 16 de junio de 1865, 17 de enero de 1866 y muchas otras.) 
La sentencia que sin limitacion alguna absuelve de la demanda en que 
se pidieron varias cantidades, pronuncia sobre todas ellas, sin que necesite 
hacerlo sobre cada una separadamente, máxime si se impugnaron con una 
misma razon y se desestimaron por idéntico motivo, porque estos no son 
los puntos varios litigiosos sobre los cuales preceptúa los pronunciamien-
tos separados el art. 62 de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 1.° de diciem-
bre de 1865.) 
Es contraria á lo prescrito en el art. 63 de la Ley de E. c. la senten-
cia en que no se fija la cantidad de frutos que deban restituirse al deman-
dante, ni se consignan bases con arreglo á las cuales deba realizarse la li-
quidacion, cuando esto puede hacerse por los mismo méritos del proceso: 
en tal caso no tiene lugar la reserva de su derecho á las partes para otro 
juicio, que tan solo como medio último y supletorio se establece en el pár-
rafo 2.° de dicho artículo; y si en vez de aquella declaracion, se hace esta 
reserva, procede la casacion de la sentencia por infraccion, del artículo ci-
tado. (Sent. en cas. de 4 de enero de 1858 y 28 de noviembre de 1861.) 
Cuando no se deduce por las partes pretension alguna acerca de los 
frutos, intereses, dañosóperjuicios que deban abonarse, no puede hacerse 
en .la sentencia la declaracion sobre tales estremos, que previene el art. 63 
de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 12 de abril de 1866,) 
ARTÍCULOS 67 y 68. 
(V. pag. 225, tomo 1°) 
Segun la ley 4.', tít. 23, Part. 3.', puede apelar cualquiera, aunque 
no haya litigado, cou tal que la seutencia le cause perjuicio. (Sent. en cas . 
de 26 de febrero de 1859.) 
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Las sentencias deben ser conformes á lo alegado y probado. (Sent. en 
cas. de 7 de enero de i 861, 24 de noviembre de 1866 y otras.) 
La ley 2.', tít. 16, lib. 11, Nov. Rec., que dice se puede dar sentencia, 
en los pleitos civiles, probada y sabida la verdad, aunque falte alguna de 
las solemnidades de los juicios, se halla derogada por la de E. c. (Sent. en 
cas. de 16, 27 y 30 de junio de 1865.) 
ARTÍCULOS 65 y 66. 
(V. pag. 215, tomo 1.°) 
Con arreglo 6. derecho y á la jurisprudencia establecida por el Supremo 
Tribunal de Justicia, una protesta consignada en autos es ineficaz cuando 
el que la hace deja pasar, sin utilizarlos, los términos legales para pedir la 
reforma de la providencia protestada, la cual queda consentida y ejecuto-
riada, no obstante la protesta, si dentro del término legal no se ha pedido 
su reposicion ni se ha interpuesto apelacion. (Sent. en cas. de 10 de abril 
de 1838.) 
No es procedente, ni lo autoriza la ley, el pedir reposicion de las pro-
videncias interlocutorias dictadas por los Tribunales superiores, puescontra 
ellas solo puede utilizarse el recurso de súplica ante la misma Sala. (Sent. 
en apel. de 18 de febrero de 1859.) 
El art. 66 de la ley de E. c. únicamente concede el recurso de súplica 
de las providencias interlocutorias de las Audiencias: pertenecen á esta 
clase todas aquellas que nada resuelven definitivamente y dolo se dirigen á 
preparar el fallo definitivo. (Sent. en apel. de 23 de noviembre de 1860.) 
Son interlocutorias, y suplicables por tanto ante la misma Sala, todas 
las providencias que dictan las Audiencias en los incidentes promovidos 
en segunda instancia á cuya clase pertenecen el auto declarando desierta 
la apelacion, y el que resuelve sobre la defensa por pobre, solicitada en la 
segunda instancia del pleito principal. (Sent. en apel. de 18 'de febrero 
de 1859, 2 de marzo de 1863, 13 de febrero de ' 1864, 20 de setiembre 
de 1865 y otras.) 
Cuando no se suplica dentro del término señalado al efecto por los 
arts. 65, 66 y 890 de la ley de E. c., se entienden consentidas las senten-
cias dictadas por los Tribunales superiores en los incidentes promovidos 
ante los mismos, y no puede utilizarse contra ellas el recurso de casacion. 
(Sent. en apel. de 13 de junio de 1864, y las citadas anteriormente.) 
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Cuando una sentencia ha sido dictada de conformidad con lo pretendi-
do por una parte, ésta no puede quejarse ni reclamar contra dicha sen-
tencia. (Sent. en apel. de 25 de abril de 1860.) 
Las providencias que deben su origen á la jurisdiccion voluntaria, 
aunque tengan el carácter de sentencia 6 de fallo definitivo, son variables 
y pueden modificarse sin sujecion estricta d los términos establecidos res-
pecto á las que lo deben á la jurisdiccion contenciosa, segun la regla 9.° 
del art. 1208 de la Ley de E. c. y la jurisprudencia establecida por el Su-
premo Tribunal de Justicia, lo cual escluye la idea de que queden firmes 
en-los juzgados de primera instancia; de suerte que tales providencias no 
adquieren la eficacia de fallo consentido y ejecutoriado por ministerio de 
la ley, aunque no se haya apelado de ellas, y no les es aplicable, por tau-
to, la disposicion del art. 68. (Sent. en cas. de 26 de febrero de 1859, y 
30 de junio de 1866.) 
Segun el art. 68 de la Ley de E. c. no queda de derecho consentida y 
pasada en autoridad de cosa juzgada una sentencia, cuando se ha inter-
puesto la apelacion en tiempo, aunque le falte al escrito la firma de letra-
do. (Sent. en cas. de 29 de febrero de 1860.—Véanse tambien, sobre la 
falta de firma de letrado, las del apéndice al art. 19, al principio de la 
página 625.) 
Cuando la Sala sentenciadora, prescindiendo de la cuestion principal 
resuelta en primera instancia, y sobre la cual versaba la apelacion, decide 
en su lugar una incidental que no se habia propuesto en forma ni oportu-
namente, y que además estaba ya resuelta y terminada por autos consen-
tidos y ejecutoriados, infringe el art. 68 y otros de la Ley de E. c., y pro-
cede por tanto la casacion de la sentencia. (Sent. en cas. de 10 de noviem-
bre de 1862.) 
Sobre días y horas hábiles para presentar el escrito de apelacion, y 
cómputo de aquellos, véanse las sentencias estractadas en el apéndice á 
los arts. 8.°, 9.°, 10 y 11 (pág. 617), y en el de los arts. 25 y 26 (pág. 626), 
especialmente las de 16 de noviembre de 1860 y 12 de Diciembre de 186 t , 
segun las cuales la presentation de dicho escrito puede verificarse válida-
mente en horas inhábiles, como lo son las de la noche. Entiéndase, por 
tanto, modificado en este sentido lo que sobre este particular se dijo en el 
comentario de los arts. 67 y 68 (pág. 237 del tomo 1.°). 
ARTICULO 77. 
(V. pág. 277, tomo 1'.°) 
Cuando en una sentencia se deja de decidir sobre alguno de los puntos 
que han sido objeto del pleito, puede reclamarse contra esta omision en el 
mismo Juzgado 6 Tribunal que ha incurrido en ella, coo areglo al art. 77 
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de la Ley de E. c.; y si, no habiendo hecho esa reclamacion, se pretende 
que se subsane en la segunda instancia la omision padecida en la primera, 
el que lo pide manifiesta su asentimiento á que no haya mas que un fallo 
acerca del punto omitido. (Sent. en cas. de 30 de enero de 1861.) 
Si eu la sentencia se comete alguna omision sobre punto discutido en 
el pleito, puede cualquiera de los litigantes usar de su derecho para que 
se supla esta falta , conforme al art. 77 de la Ley de E. c.: por lo tanto, tal 
omision no es motivo bastante para suponer infringidos los arts, 61 y 63 
ele la propia Ley á los efectos de la casaciou, puesto que pudo suplirse del 
modo antedicho. (Sent. encas. de 26 de febrero de 1864, y 12 de diciem-
bre de 1865.—Véase tambien sobre este punto la 3. 0 de las sentencias es-
tractadas en el apéndice á los arts. 61, 62 y 63, pág. 636.) 
Segun dicho art. 77, los Jueces y Tribunales, si bien no pueden variar 
ni modificar la sentencia una vez pronunciada, tienen facultad para acla-
rar algun concepto oscuro, 6 suplir cualquiera omision que hubiere sobre 
punto discutido en el litigio; y está dentro de esta facultad el auto aclara-
torio, que solo tiene por objeto consignar que la sentencia recaida no pre-
juzga eu manera alguna la resolucion que proceda en su dia en otro 
pleito, que sostienen los mismos litigantes. (Sent. en cas. de 21 de junio 
de 1866.) 
ARTICULO 78. 
(Véase pág. 282, tomo 1.°) 
Gracia y Jasticla.—Real órden de 22 de junio de 1861, decla-
rando que los Abogados y demás funcionarios no sujetos á arancel están 
dispensados de poner sus honorarios al pié de los escritos. 
«Excmo. Señor: Habiendo espuesto la Junta del Colegio de Abogados 
de esta córte que con motivo de haberse incluido en la nueva edicion de 
los Aranceles judiciales, reformados por Real decreto de 28 de Abril del 
año próximo pasado, el artículo 622 de los publicados en 22 de mayo 
de 1846, se exige en algunos Tribunales por los Escribanos de Cámara que 
los letrados pongan al pié de sus escritos los honorarios correspondientes, 
cuya disposicion estima la Junta derogada por el artículo 78 de la Ley 
de E. c., y pide una declaracion espresa que evite en lo sucesivo dudas 
y prácticas diversas: considerando que si bien el artículo 78 citado se re-
fiere al caso en que hubiere condena de costas y los Aranceles judiciales 
estatuyen en términos absolutos, es evidente que el espíritu de la Ley 
de E. c. fué conceder 
 aquellas clases, que no están sujetas á Arancel, la 
libertad de fijar los honorarios por minutas particulares, y que el mismo 
contesto del artículo 78 la supone general en todos los casos, á cuyo fin 
establece é continuacion los recursos convenientes cuando hubiere abu- 
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dos y demás funcionarios no sujetos al Arancel están dispensados de po-
ner al pié de los escritos sus honorarios, entendiéndose modificado en este 
sentido el art. 626 de los Aranceles vigentes.—De Real Orden lo digo é 
V. E. para los efectos consiguientes. Dios guarde á V. E. muchos años. 
Madrid 22 de junio de 1861.—Santiago Fernandez Negrete.—Sr. Presi-
dente del Tribunal Supremo de Justicia.» 
Ultramar.—Instruction de 9 de Diciembre de 1865, para la mas 
exacta inteligencia de la Ley de Enjuiciamiento civil en su aplicacion á 
los Tribunales de las islas de Cuba y de Puerto-Rico. 
«Art. 6.° La tasacion de costas se hará por los tasadores, donde los 
hubiere, por hallarse enajenado este oficio. En caso contrarío, la tasacion 
se hará en los términos prevenidos por el art. 78 de la Ley.» 
Los Aranceles judiciales que hoy rigen, no son los citados ea el co-
mentario de este articulo, sino los modificados por Real decreto de 28 de 
abril de 1860, y adicionados despues, en cuanto á los derechos de los pro-
curadores, por la Real órden de 20 de Junio de 1863. 
Véase tambien la Real órden de 25 de junio de 1861, sobre el procedi-
miento para habilitarse de fondos los procuradores, inserta en el apéndice 
al art. 14 (pág. 619). 
Como confirmacion y complemento de la doctrina sentada en el 
comentario de este artículo (pág. 283 y sigs. del torno 1.°) sobre 
cuando procede la condena de costas, y demás que se relaciona con 
esta materia, véanse las sentencias que siguen: 
La ley 8.a, tít. 22, Part. 3.a, segun la cual deben imponerse las costas 
á la parte que hubiere litigado sin razon derecha, se refiere solo á la pri-
mera instancia del juicio, y no  es aplicable á la segunda instancia, para 
la cual rige la ley 2.», tít. 19, lib. 11 de la Nov. Recop., que ordena al 
juzgador condene en costas al apelante, cuando se alzare sin derecho. 
(Sent. en cas. de 16 y 27 de junio de 1865 y otras.) 
La condena de costas, cuando la ley nada determina espresamente, es 
de la apreciacion del Tribunal sentenciador, el cual la impone segun que, 
á su juicio, haya tenido 6 no razon derecha 6 mala fé para litigar el que 
demanda 6 el que se defiende,, conforme á la ley de Partida antes citada. 
(Sent. en cas. de 27 de febrero de 1861, 13 de abril de 1863, 27 de junio 
de 1865, y otras.) 
Las dos leyes antes citadas exigen para la condenacion de costas que 
la demanda sea maliciosa, que el litigante car@zca de razon derecha, 6 que 
proceda con temeridad conocida. (Sent. en cas. de 9 de enero de 1862J 
Es propio de la Sala sentenciadora y de sus atribuciones apreciar si un 
litigante lea procedido con buena 6 mala ff, 6 con temeridad, sin  que  por 
.,r 
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esta apreciacion, y la imposicion de costas en su caso, pueda alegarse la 
infraccion de lo dispuesto en la ley 8.°, tít. 22, Part. 3.' (Sent. en cas. de 
4 de enero de 4866.) 
La ley 2.', tít. 19, lib. 11, Nov. Rec., concede á los Jueces la facultad 
de apreciar, para la imposicion de las costas, el derecho con que se alzaron 
las partes. (Sent. en cas. de 9 de noviembre de 1861, 31 de mayo de 1865 
y otras.) 
Procede condenar al demandante en las costas de ambas instancias, 
cuando resulta de autos no haber tenido razon derecha para promoverlos. 
(Sent. en cas. de 26 de Octubre de 1861 y 6 de mayo de 1862.) 
El litigante que por su temeridad es condenado en costas en la prime-
ra instancia, si apela y se confirma la sentencia sin nuevos datos ni modi-
ficacion alguna, debe ser condenado tambien al pago de las costas de la 
segunda instancia; y no siéndolo, se infringe la ley 3', tít. 19, lib. 11, 
Nov. Rec., y procede por este motivo la casacion de la sentencia. (Sent. 
en cas. de 22 de enero de 4864.) 
Segun la inteligencia dada por el Supremo Tribunal de Justicia á las 
leyes 2.' y 3.', tít. 19, lib. 11 de la Nov. Rec., el apelado no debe en nin-
gun caso ser condenado en las costas de la segunda instancia, porque es 
llevado á ella contra su voluntad, y no se puede por tanto calificarlo de te-
merario; si bien la Sala sentenciadora, revocando la sentencia, estará en 
su derecho imponiéndole todas las de la primera instancia, si estima que 
procedió con temeridad 6 mala fé, puesto que le fijé sometido este punto 
por la apelacion de la otra parte. (Sent. en cas. de 15 de diciembre de 1860, 
28 de enero de 1862, 6 de junio de 1863, 16 de junio de 4865, 12 de 
abril de 1866 y otras.) 
Es inaplicable aquella doctrina cuando el apelado se adhiere á la ape-
lacion, pues en tal caso puede ser condenado en las costas de la segunda 
instancia. (Sent. en cas. de 28 abril de 1863.) 
Segun la ley 27, tít. 23, Part. 3.', y la 2.°, tít. 19, lib. 11, Nov. Rec., 
cuando el fallo de segunda instancia es revocatorio del de primera, nadie 
debe dar costas de dicha segunda instancia á la otra parte, y procede la 
casacion de la sentencia por infraccion de dichas leyes si, revocándose la 
de primera instancia en todo ó en parte, aunque solo sea en cuanto á'las 
costas, se imponen las de la segunda instancia á uno de los litigantes. 
(Sent. en cas. de 20 de mayo de 1864, 30 de enero y 27 de noviembre 
de 1866 y otras.) 
Esta doctrina ha de entenderse para el caso en que el fallo revocatorio 
contenga alguna variacion 6 declaracion favorable al apelante; pero no 
cuando la ejecutoria le perjudique y agrave su condicion, aumentando su 
responsabilidad, pues en tal caso puede dicha parte ser condenada en las 
costas porque se alzó sin razon derecha. (Sent. en cas. de 9 de Noviembre 
de 1861, 19 de enero y 5 de diciembre de 1866.) 
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Segun la ley 3.', tít. 19, lib. 41 de la Nov. Rec., no debe condenarse 
en costas al apelante, cuando en la sentencia de segunda instancia se hace 
algun aditamento ó moderacion en favor de aquel. (Sent. en cas. de 12 
de mayo de 4860, 12 de diciembre de 1864, 12 de octubre de 1866 y 
otras.) 
Esta doctrina no puede tener aplicacion al caso en qué la modificacion 
de la sentencia no ha recaido sobre punto discutido ni fallado en la pri-
mera instancia, Ÿ  respecto del cual se haya apelado; sino sobre un parti-
cular suscitado en la segunda. (Sent. en cas. de Ultramar, de 9 de di-
ciembre de 1865.) 
ARTÍCULO 81. 
(V. pág. 28e, tomo 1.°) 
Una vez aprobada la tasacion de costas, el art. 81 de la Ley de E. c. no 
permite ulterior recurso. (Sent. en apel. de 30 de abril de 1866.) 
TITULO IL 
DE LAS CUESTIONES DE COMPETENCIA. 
ARTÍCULOS 82, 83 y 84. 
(V. pag. 320, tomo 1.°) 
Segun la Ley de E. c. no pueden promoverse de oficio cuestiones de 
competencia en asuntos civiles. (Sent. en comp. de 27 de octubre de 1860.) 
Las cuestiones de competencia solo proceden y pueden promoverse 
para determinar la jurisdiccion, y en la duda decidir cuál haya de ser el 
Juez que deba conocer de un asunto; pero no sobre el modo de conocer: 
no procede por tanto, y está mal formada la que tiene por objeto oponerse 
el Juez exhortado al cumplimiento de un exhorto en el concepto de que el 
exhortante no debió dictar su providencia en el modo y términos que lo 
hizo. (Sent. en comp. de 30 de julio de 1860.) 
Cuando se decide uoa cuestion incidental de competencia, que no 
habia sido propuesta en forma ni oportunamente, se infrinje el art. 82 de 
la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 10 de noviembre de 4862, y en apel. de 
40 de enero de 4 866.) 
Dicha Ley reconoce en la parte demandada la facultad de disputar al 
Juez el derecho de conocer y juzgar, de que le supone investido el de-
mandante, promoviendo al efecto la cuestion de competencia por cual- 
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quiera de los dos medios que establece el art. 82. En su virtud le es per-
mitido, ya el proponer, ya el alegar la incompetencia de jurisdiccion en 
sus respectivos casos; pues si hace uso del medio de la inhibitoria, solo 
debe proponer tal escepcion provocando la contienda entre dos 6 mas jue-
ces, á la vez que si emplea el de la declinatoria puede, 6 bien proponerla 
para que por un artículo prévio sea resuelta, 6 bien alegarla al tiempo de 
la contestacion de la demanda como las demás escepciones dilatorias que 
reconoce el art. 237 de. la Ley. (Sent. en apel. de 12 de junio de 1863.) 
Ninguna cuestion de competencia se puede duplicar promoviéndola si-. 
multánea ni sucesivamente por inhibitoria y por declinatoria, sino que 
debe pasar el litigante por el resultado de cualquiera de estos medios á 
que haya dado la preferencia, sin abandonarlo para recurrir al otro, con-
forme se halla dispuesto en el art. 83 de la Ley de E. c.: de consiguiente, 
propuesta y desestimada la declinatoria, y consentida la providencia por 
no haber apelado de ella, no puede despues la misma parte ejercitar la in-
hibitoria, aunque sea aforado de Guerra, pues á tales aforados les es obliga-
torio lo que dispone dicho artículo. (Sent. en comp. de 15 de julio y 14 de 
setiembre de 1858.) 
Propuesta por declinatoria la cuestion de competencia, no puede in-
tentarse por inhibitoria sin incurrir en la condena de costas. (Sent. en 
comp. de 28 de agosto de 1862.) 
El Juez 6 Tribunal á quien conste haberse propuesto la declinatoria 
ante el Juez qne conoce del negocio, debe abstenerse de admitir la recla-
macion de inhibitoria, y de oficiar á éste, puesto que en tal caso no exis-
ten medios hábiles para entablar la contienda jurisdiccional: no haciéndo-
lo así, procede con infraccion de los arts. 83 y 84 de la ley de E. c. y no 
hay términos hábiles para dirimir la contienda. (Sent. en comp. de 23 de 
mayo de 1860.) 
La parte que se somete voluntaria y espresamente á la jurisdiccion de 
un juez promoviendo ante él el juicio, no puede negarle despues la 
 corn-
petencia en el mismo asunto proponiendo la inhibitoria ante otro Juez. 
(Sent. en apel. de 1.° de diciembre de 1863.) 
Lo que el art. 84 de la Ley de E. c. castiga con la condena de costas, 
no es la simple omision de no espresar en el escrito, al promover la com- 
petencia por inhibitoria, que no se habia empleado el medio de la declina- 
toria; sino la falsedad en asegurar esta circunstancia, si resultare lo con-
trario. En tal caso no son los jueces contendientes los llamados por la ley 
para imponer dichas costas, sino el tribunal dirimente. (Sent. en comp. de 
27 de agosto de 1856.) 
En asuntos civiles no pueden promoverse cuestiones de competencia 
por los que no tengan carácter de litigantes, ya por haber deducido la ac-
cion, 6 ya por haber sido demandados. De consiguiente, la oposicion de un 
testigo á comparecer ante otro Juez que no sea el de su domicilio, no pro- 
^ 
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duce un verdadero conflicto de jurisdiccion, que pueda decidirse corno  
cuestion de competencia; sino una cuestion de otra índole, que debe ven-
tilarse por medio dedos, recursos ordinarios 6 de queja ante el superior  
respectivo. (Sent. en comp. de 30 de agosto de 1806.) 
Las cuestiones jurisdiccionales sou, por su naturaleza, de Orden pú-
blico, y los jueces y tribunales deben por tanto, declararse incompeten-
tes, aunque no intervenga reclamacion de autoridad estraña, siempre que  
se someta á su decision algun negocio cuyo conocimiento pertenezca á la  
Adrninistracion (y lo propio habrá de entenderse siempre que aquellos no  
puedan conocer por razon de la materia); pero no pueden verificarlo en  
su caso sino con audiencia del Ministerio fiscal, 6 á escitacion de este, se-
gun determinan los arts. 4.° y 5.° del Real decreto de 4 de junio de 1847 
(reproducidos en el 55 y 56 del Reglamento de 25 de setiembre de 1863). 
(Sent. en comp. de 22 de mayo de 1862.) 
ARTÍCULOS 85, 86 y 87. 
(V. pág. 328, tomo 1')  
Admitida la apelacion en ambos efectos, concluye la jurisdiccion del 
Juez para conocer de aquel asunto y de sus incidencias, ínterin no se re-
suelva la apelacion, y por consiguiente no puede promover cuestion de 
competencia sobre el mismo negocio (Sent. en comp. de 29 de julio 
de 1858.) 
Sobre asuntos definitivamente terminados sin oposicion, 6 por senten-
cia pasada en autoridad de cosa juzgada, no pueden tener lugar cuestio-
nes de competencia (Sent. en comp. de 17 de febrero d 1859, 14 de se-
tiembre de 1860, 1." de octubre de 1863,20 de agosto de 1864, 1.° de 
abril de 1865 y otras.) 
Para dicho efecto se entiende terminado el juicio ejecutivo despues de 
pronunciada y consentida la sentencia de remate (Sent. en comp. de 11 
de setiembre de 1861, 23 de febrero de 1866 y otras.) 
Se entabla oportunamente la cuestion de competencia eu dicho juicio 
cuando el ejecutado, antes de dictarse la sentencia de remate, promueve 
la inhibitoria en defensa de su fuero; sin que obste el que el Juez requeri-
do reciba el oficio de inhibicion despues de haber pronunciado dicha sen-
tencia, como tampoco el que aquel no baya reclamado de ella, pues apelar 
y persistir al mismo tiempo en rehusar por incompetente al Juez, serian 
actos contradictorios, segun el art. 4.° de la Ley de E. c. (Sent. en comp. 
de 19 de noviembre de 1862.) 
No puede suponerse haber recaido sentencia ejecutoria, para dicho efec-
to, cuüudo, no habiendo tenido antes conocimiento del negocio la parte 
demandada, en el acto de la notiticacion de la sentencia legal la incom- 
f 
648 	 APÉNDICE A LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL. 
petencia del Juez que la dictó, y propone en seguida la inhitoria. (Sent. 
en comp. de 2 de junio de 1863.) 
Es asimismo improcedente la cuestion de competencia cuando, despues 
de no haber hecho reclamacion alguna en primera ni én segunda instan-
cia, se promueve en las diligencias para la ejecucion de la sentencia. 
(Sent. en comp. de 6 de agosto de 4860.) 
Tampoco puede suscitarse dicha cuestion antes de haberse intentado 
válidamente una acion en juicio. (Sent. en comp. de 9 de diciembre 
de 1861.) 
El Juez, que por auto consentido y ejecutoriado deja espedita la jnris-
diccion de otro, 6 que la reconoce en debida forma al cumplimentar sus 
exhortos, no puede ya disputarle la competencia ni gestionar contra ella 
de oficio. (Sent. en comp. de 3 de abril de 1857.) 
De la decision del Tribunal Supremo de Justicia en una contienda ju-
risdiccional á favor de uno de los juzgados contendientes no puede infe-
rirse que quedó establecida la competencia absoluta de este juzgado, de 
suerte que ya no pueda disputársela un tercero, si lo hay con mejor de-
recho para conocer. (Sent. en comp. de 19 de febrero de 1857.) 
El deudor ejecutado está en su derecho promoviendo la cuestion de 
competencia por medio de la inhibitoria luego que sea requerido de pago, 
no siendo aplicable á este caso el art. 946 de la ley de E. c., que previene 
no se preste audiencia nunca al demandado, porque esta audiencia se re-
fiere al fondo de la demanda ejecutiva, y no á las cuestiones de competen-
cia, que pueden siempre suscitarse legalmente. (Sent. en comp. de 13 de 
abril de 1866.) 
Tanto los jueces de la furisdiccion ordinaria, como los de las privile-
giadas, deben tener presente, además de las disposiciones vigentes en la 
maleria, la jurisprudencia establecida por el Tribunal Supremo de Justicia 
en las decisiones de competencias, para ajustarse á ella y no promoverlas 
ni sostenerlas contra lo ya resuelto en casos de la misma natureleza, á fin 
 de, evitar graves entorpecimientos en la adrninistracion de justicia y sen-
sibles perjuicios á los intereses de las partes. (Sent. en comp. de 13 de se-
ticmbre de 1860, 30 de enero de 1891 y 24 de mayo de 1862.) 
• 
ARTICULO 89. 
(V. pág. 328, tomo l ") 
Los juzgados de guerra deben remitir los del fuero ordinario, á quie-
nes oficien de inhibicion, copia testimoniada de los Reales despachos que 
presenten los militares para probar su fuero. (Sent. en comp. de 25 de 
mayo de 1859.) 
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ARTÍCULOS 90 á 97. 
(V. págs. 332 y 537, tomo 1.°) 
Despues de provocada una competencia, el Juez requerido de inhibi-
cion no puede dictar ninguna providencia sobre el asunto cuyo conoci-
miento le ha sido reclamado; y si lo hace, no produce efecto alguno. (Sent. 
en comp., de 15 de febrero de 1862.) 
Segun la ley 12, tít. 22, Part. 3.a, es nulo lo que ejecuten los jueces 
que carecen de jurisdiccion, y no teniéndola los que sobre ella contienden 
mientras no se decida la competencia, se deriva de aquí la doctrina legal, 
admitida por la jurisprudencia de los tribunales, de que es tambien nulo 
cuanto se practique en aquel período con relacion al punto cuestionable. 
(Sent, en cas. de 10 de Junio de 1865.) 
Cuando un Juez, despues de haber requerido á otro de initibicion, re-
conoce la competencia de éste para conocer del negocio que motivó la con-
tienda, y lo deja en libertad para que obre con arreglo á las leyes, queda 
espedito el ejercicio de la jurisdicciou del requerido, y no puede serlo de 
nuevo por aquel sobre el conocimiento del mismo asunto. (Sent. en comp. 
de 23 de Marzo de 1861.) 
Cuando el demandado promueve la cuestion de competencia por medio 
de la inhibitoria, se interpone la apelacion á que se refiere el art. 96 de la 
Ley de Enjuiciamiento civil por haber desistido de la inhibitoria el Juez 
ante quien acudió, el otro Juez contendiente, 6 sea el requerido, no debe 
remitir sus actuaciones al Tribunal superior para la decision de este inci-
dente, ni la Sala debe admitir al demandante como parte en esta apela-
cion, puesto que no lo era en el ramo del juzgado donde se entabló la  in-
hibitoria. En tal caso, el fallo de la Sala revocando el auto apelado y man-
dando al Juez que sostenga su competencia, resuelve una cuestion de trá-
mite, y no puede considerársele con carácter de definitivo para el efecto 
de que pueda admitirse el recurso de casacion. Formalizado el conflicto 
es cuando deben remitir sus actuaciones los dos jueces contendientes, y 
cuando los interesados pueden personarse legítimamente en el Tribunal 
superior segun el art. 104. (Sent. en cas. de 19 de junio de 1863.) 
ARTÍCULOS 99 y 100. 
(V. pág. 340, tomo 1.°) 
Ultramar.—Instruccion de 9 de diciembre de 1865 , para la mas 
exacta inteligencia de la Ley de Enjuiciamiento civil en su aplicacion 4 
los Tribunales de las islas de Cuba y Puerto-Rico. 
«Art. 7.° Conforme á lo actualmente establecido por el art. 51, pár-
rafo 4.° de la Real cédula de 30 de enero de 1855, las Reales Audiencias 
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de la Habana y de Puerto-Rico decidirán las cuestiones de competencia 
que se susciten entre los diferentes jueces y Tribunales de su territorio 
respectivo, bien sean ordinarios 6 privilegiados, entre sí, y con otros del 
mismo 6 diverso fuero, remitiéndose á dichas Audiencias los autos para la 
decision de la contienda. 
Art. 8.° La Real Audiencia de la Habana decidirá las competencias 
que se susciten entre los mencionados jueces 6 tribunales cuando cual-
quiera de los contendientes desempeñe su cargo en el territorio de la de 
Puerto-Rico, remitiéndose los autos á la primera. Cuando la cuestion de 
competencia se suscite entre jueces 6 tribunales de las islas de  Cuba y 
 Puerto-Rico y los de la Península, la decision del conflicto corresponderá 
al Tribunal Supremo de Justicia, y se remitirán al mismo los autos.» 
El Tribunal Supremo de Justicia es el único competente para decidir 
las cuestiones jurisdiccionales entre jueces que ejercen jurisdiccion de di-
ferente clase, y sus determinaciones en esta materia son obligatorias para 
todos los jueces y tribunales, cualquiera que sea su fuero y categoría, 
(Sent. en comp. de 25 de abril de 1862.— Véanse tambien las citadas al 
fin del apéndice et los arts. 85, 86 y 87.) 
   
ARTÍCULO 101. 
  
(V. 345, tomo 1.°) 
Por la ley de 30 de abril de 1864, que reformó provisionalmente la  or-
ganizacion del Tribunal Supremo de Justicia, quedó modificado este ar-
ticulo, confiriéndose á la Sala 2.° y de Indias el conocimiento de todas las 
cuestiones de competencia. Y la misma facultad se confiere á la Sala 2." 
del propio Tribunal por el art. 6.° del decreto del Gobierno provisional de 
26 de noviembre de 1868, que acaba de publicarse, dando nueva organi-
zacion, tambien provisional, á dicho Tribunal Supremo. 
 
ARTICULO 111. 
(V. pág. 355 , tomo 1.°) 
No procede el recurso de casacion contra el fallo de las Audiencias 
decidiendo una competencia entre dos jueces de primera instancia de su 
territorio, en razon á que no hace imposible la continuacion del juicio, y 
puesto que en su dia podrá ventilarse de nuevo el punto jurisdiccional 
por causa de las expresadas en el art. 1013 de la Ley de E. c. (Sent. en 
apel. de 29 de noviembre de 1860 y 8 de octubre de 1864.) 
(Anteriormente se habla seguido la jurisprudencia contraria á la que 
se establece en estas dos sentencias. Véase el comentario á la causa 7." 
        
-----------7:-- 1111111.1 111111111.1101•1 1111111MINIMMINNIIIMMINIMIl 
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del art. 1013, y las tres sentencias que se citan en la nota i.' de la pági-
na 394 del tomo 4.°) 
Cuando no se promueve ni se sigue la cuestion de compètencia en la 
forma y términos que ordenan los arts. del tit. 2.° de la Ley de E. c., no 
puede invocarse la causa 7. del art. 1013 para fundar en ella el recurso 
de casacion. (Sent. en cas. de 26 de octubre de 1861; y en apel. de 27 de 
abril de 1858, 6 de abril y 20 de mayo de 1864.) 
Contra las decisiones de las Audiencias en cuestiones de competencia 
de jurisdicciou no procede el recurso de casacion en el fondo, ó sea con 
arreglo al art. 1012 de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 23 de octubre de 
1860, 29 ele enero de 1864, 7 de noviembre de 1865 ;y 29 de noviembre de 
1866; en apel. de 10 de enero y 21 de junio de 1866, y otras.) 
Contra las decisiones de las Audiencias sobre cuestiones de competen-
cia, con arreglo al art. 111 de la Ley de E. c., no se dé otro recurso que el 
de casacion en su caso y lugar, cuyas circunstancias de caso y lugar no 
concurren respecto de la sentencia, que decide á favor de un Juez ordina-
rio una cuestion de competencia propuesta como escepcion dilatoria, y no 
procede, por tanto, en tal estado la admision del recurso de casacion, pues 
lejos de poner término al juicio, obliga al demandado á seguirlo por todos 
sus trámites. (Sent. en apel. de 21 de mayo de 1858, 17 de diciembre de 
1861 y 8 de enero de 1862.) 
Las dudas á que dá lugar la frase en su caso y lugar del párrafo últi-
mo del art. 111 de la Ley de E. c., deben resolverse en armonía con el 
procedimiento que se haya empleado, entendiéndose que el caso y lugar 
de darse el recurso de casacion contra las sentencias de las Audiencias en 
materia de competencia, llegan, para los artículos prévios, inmediatamente 
despues de recaer en ellos el fallo de la Audiencia, el cual para ser ejecu-
torio necesita ser definitivo; y respecto de las escepciones alegadas con la 
contestacion y ventiladas en el pleito principal, se verifican el caso y lugar 
cuando la Audiencia resuelve definitivamente sobre todo. De consiguiente, 
procede la admision del recurso de casacion contra la sentencia de la Au-
diencia que decide el artículo prévio sobre la escepcion de incompetencia 
propuesta como dilatoria, por tener el carácter de definitiva, segun la le-
tra y espíritu de la ley. (Sent. de Sala 2.' en apel. de 12 de junio de 1863.) 
La sentencia que desestima la escepcion de incompetencia, propuesta 
como dilatoria, es por su naturaleza definitiva, porque dictada en un ar-
ticulo prévio, en el cual se ha discutido solemnemente, tanto en primera 
como en segunda instancia, la cuestion jurisdiccional, su decision causa 
ejecutoria, sin que contra ella se dé otro recurso que el de casacion, como 
repetidamente tiene declarado el Supremo Tribunal de Justicia en con-
gruencia con la doctrina establecida en la Ley de Enjuiciamiento civil, y 
procede por tanto la admision de dicho recurso. (Sent. de Sala 2.' en apel. 
de 19 de octubre de 1866.) 
•^ 
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(La doctrina sentada por la Sala 2.° en esta sentencia y en la anterior,  
no está conforme con la consignada por la Sala 1.' y aun tambien por  
la 2.° en las varias sentencias que se citan en los estractos que preceden 
 á estos dos últimos. Así es que habiendo pasado á Sala 1.' el recurso de  
casacion admitido por la 2.' en la citada sentencia de 19 de octubre de  
1866, la seccion I.' de aquella lo desestimó, sin examinar la cuestion en  
el fondo, por el siguiente.— «Considerando qhe contra las decisiones de las  
Audiencias relativas d la competencia de jurisdiccion no se dá recurso de  
casacion fundado en lo dispuesto en el art. 1012 de la Ley de E. c.» (Sent. 
en cas. de 21 de setiembre de 1867); que es la jurisprudencia establecida  
interiormente.  
Las decisiones del Tribunal Supremo de Justicia en cuestiones de com-
petencia deben servir de regla á los jueces en casos análogos, sin que les  
sea lícito insistir en sus apreciaciones particulares para provocar ó soste-
ner dichas cuestiones contra lo espresamente declarado y decidido por  
aquel. (Sent. en comp. de 30 de enero de 1861, y demás citadas al fin del 
apéndice á los arts. 85, 86 y 87.) 
ARTÍCULO 113. 
(Véase pig. 557, tomo 1.') 
El Tribunal Supremo de Justicia, ateniéndose á la letra de este 
 
artículo y á fundados motivos de equidad, y aun de 
 justicia, lo ha  
interpretado y aplicado benignamente en recurso de casacion inter-
puesto por un Juez de primera instancia, á quien la Audiencia de 
 
Sevilla impuso la condena de costas, autorizada por el párrafo 4.° 
 
del propio artículo. Por lo mismo que la doctrina sentada por el 
 
Tribunal Supremo no es conforme á la opinion que al comentarlo 
 
emitimos en la pág. 360 del tomo 4. 0 , conviene tener á la vista los  
razonados fundamentos de la indicada sentencia, que dicen así: 
 
«Considerando que el art. 113 de la Ley de Enjuiciamiento autoriza 
en su párrafo 1.° la imposicion de costas en las cuestiones de competencia 
al Juez y al litigante que la hayan sostenido con notoria temeridad, y la 
ordena terminantemente respecto del último en el párrafo 2.° para el caso 
previsto en el art. 84: 
«Considerando que siendo dos y por tan diversos motivos las condena-
ciones de costas de que se habla en el art. 113, y limitándose el párrafo 3.° 
del mismo á hacerlo de una sola, cuando prohibe todo recurso contra ella, 
debe entenderse su disposicion contraida á la segunda, segun el pronom-
bre demostrativo de que se usó al redactarlo: 
«Considerando además que esta distincion 6 diferencia de la ley es muy 
'1 
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conforme á la diversa índole de los defectos que se penan 6 corrigen en 
dicho art. 113, pues al paso que la temeridad, aunque sea notoria, puede 
provenir de un error 6 preocupacion indisimulable, pero exenta de todo 
otro vicio, la ocultacion prevista en el art. 84 es siempre voluntaria y ma-
liciosa: 
»Considerando que no habiéndose prohibido las reclamaciones de los 
jueces contra las condenaciones de costas que se les impongan en las cues-
tiones de competencia, la razon, el derecho de defensa y la cousideracion 
y el decoro de los mismos jueces abogan por que se les oiga, y así lo estimó 
la propia Sala tercera de la Real Audiencia de Sevilla respecto de una 
parte de la condenacion acordada contra el recurrente, pero negándole 
igual audiencia en la otra, por creerla improcedente, segun el mismo ar-
tículo 113, con lo que le dió una estension contraria á su letra y espíritu.» 
(Sent. en cas. de 14 de Mayo de 1859.) 
De la competencia en materias contencioso-administrati-
vas, y modo de dirimir las consultas entre las Autorida-
des administrativas y las judiciales. 
En la introduccion del título Il (págs. 303 y sigs. del tomo 1.°) espu-
sirnos sucintamente la doctrina legal sobre fueros privilegiados, tanto en 
consideracion á las personas, corno por razon de la materia litigiosa, en 
cuanto nos pareció indispensable para resolver con acierto las cuestiones 
de competencia, y al final del mismo (pág. 367 y sigs. de id.) se trató 
tambien del procedimiento para dirimir las cuestiones de competencia en-
tre las Autoridades administrativas y las judiciales. Si se esceptúan algu-
nas disposiciones en materias contencioso-administrativas , que modifican 
lo que allí se espuso, todo lo demás no ha sufrido alteration. 
Además de las sentencias extractadas en este apéndice, pudiéramos 
citar otras que confirman 6 esplican la doctrina sobre fueros especiales, 
espuesta en dicho lugar; pero lo creernos innecesario, é inútil además , si 
se lleva á efecto, como es de esperar, la supresion de dichos fueros, recla-
mada hace tiempo por la opinion pública, y para la cual se halla autoriza-
do el Gobierno por la ley de 11 de Abril del presente año 1868, sobre or-
ganizacion de Tribunales, como ya se dijo en la pág. 570 de este tomo 5.° 
En cuanto á lo contencioso-administrativo , como no es de presumir 
que vuelva á confundirse con lo judicial, pues seria un retroceso que no 
debe esperarse, será conveniente tener á la vista las modificaciones antes 
indicadas, y mas por dirigirse principalmente á deslindar las atribuciones 
de la Administracion y de los Tribunales en las importantes materias de 
aguas y minas. 
Cuando escribíamos el Comentario de este título II, estaban suprimidos 
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el Consejo Real y los Consejos provinciales, habiendo reemplazado al pri-
mero el Tribunal Supremo Contencioso-administrativo creado en 1854, y 
á los segundos las Diputaciones provinciales, en el conocimiento de los ne-
gocios contencioso-administrativos. A consecuencia del cambio politico 
ocurrido en 1856, fueron restablecidas aquellas corporaciones con la orga-
nizacion y atribuciones que tenias desde 1845. Leyes posteriores las modi-
ficaron, creándose el Consejo de Estado en lugar del Real. Y hoy, al volver 
á ocuparnos de esta materia, nos encontramos con otro cambio radical. 
Por decreto del Gobierno provisional, espedido por el Ministro de la 
Gobernacion en 13 de Octubre de 1868, se suprimen los Consejos provin-
ciales y la Seccion de lo contencioso del Consejo de Estado, con la juris-
diccion contencioso-administrativa que los mismos ejercian, y se manda 
que los negocios pendientes ante el Consejo de Estado pasen al Tribunal 
Supremo de Justicia, el cual conocerá tambien de los recursos de alzada y 
 nulidad y de las demandas que eran de la competencia de dicho Consejo, 
y que pasen á las Audiencias los pendientes ante los Consejos provinciales. 
Y por otro decreto espedido por el Ministro de Gracia y Justicia en 16 
del propio mes de Octubre, para llevar efecto el que precede «se crea en 
el Tribunal Supremo de Justicia y en todas las Audiencias de la Península 
é islas adyacentes, una Sala que decidirá sobre las cuestiones contencioso-
administrativas: esta Sala la formarán, en el Tribunal Supremo, el Pre-
sidente del mismo y los dos de Sala más antiguos; y en las Audiencias, el 
Regente con los dos Presidentes tambien mas antiguos. » 
Que era inconveniente y poco menos que imposible la ejecucion de 
esta medida ha debido comprenderlo el mismo Gobierno provisional, 
puesto que, sin intentar el llevarla á efecto , la ha derogado tácitamente 
por otro decreto espedido por el propio Ministro de Gracia y Justicia en 26 
de Noviembre siguiente. Segun los arts. 1.°, 2.°, y 6.° de este decreto, el 
Tribunal Supremo de Justicia , por ahora y hasta que se organice en cum-
plimiento de ley de 11 de Abril de este año , constará de tres Salas, com-
puesta cada una de un Presidente y ocho Ministros, y corresponderá á la 
Sala 3.* el conocimiento de los negocios contenciosos de la Administration 
procedentes de la Península , islas adyacentes y provincias ultramarinas 
ya sea en instancia única , ya en apelacion 6 en recurso de nulidad; y por 
los arts. 18 y i9 se dispone, que los negocios contenciosos , de que cono-
cían antes los Consejos provinciales, serán de la competencia de la Sala i.° 
de la Audiencia del territorio , á que correspondan las provincias en que 
debian comenzarse , con los recursos de nulidad y apelacion para ante la 
Sala 3. 0 del Supremo. 
Queda, pues, subsistente la jurisdiccion contencioso-administrati-
va, con el mismo procedimiento que antes tenia , segun se ordena en los 
arts. 7.° y 20 de dicho decreto , sin otro novedad que la variacion indica-
da en cuanto al tribunal que ha de ejercerla, y la muy importante de que 
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Competencia en materia contencioso -administrativas. 
CONSEJO DE ESTADO.—Segun el art. 46 de su ley orgánica de 47 de 
Agosto de 1860, dicho Consejo constituido en Sala de lo contencioso debia 
ser oido en única instancia sobre la resolucion final de los asuntos de la 
Administracion central, cuando pasen á ser contenciosos, y señaladamente 
en los que se designaron en los núms. I.°, 2.° y 3.° de la pág. 318 del to-
mo  1. 0 , haciéndolos estensivos á toda especie de servicios y obras públicas, 
aunque sean del ramo militar, y á las reclamaciones á que den lugar las 
resoluciones particulares de los Ministros en los negocios de la Península 
y de Ultramar. Conforme al art. 47, tambien debia ser oido sobre la reso-
lucion final en toda última instancia de los negocios contencioso•adminis-
tivos, y señaladamente en los recursos de apelacion, nulidad 6 queja con-
tra cualquiera resolucion del Gobierno acerca de los derechos de las clases 
pasivas; contra los fallos de los Consejos de provincia, y contra los del Tri-
bunal de Cuentas del Reino y de los de Ultramar en los recursos de casa-
cion de que tratan las leyes especiales de estos Cuerpos. Y segun el 45, 
núm. 9.° y 10, el propio Consejo ha de ser oido necesariamente, y en ple-
no sobre la competencia positiva 6 negativa de jurisdiccion y atribucio-
nes entre las Autoridades judiciales y administrativas, y sobre los recur-
sos de abuso de poder 6 de incompetencia, que eleven al Gobierno las Au-
toridades del Orden judicial contra las resoluciones administrativas. 
En virtud del decreto ya citado de 26 de Noviembre de 1868 el cono-
cimiento de todos los negocios contenciosos, que eran de la competencia 
del Consejo de Estado, corresponde hoy á la Sala 3.' del Tribunal Supre-
mo de Justicia, la cual ha de observar en la sustanciacion y fallo de los 
mismos el procedimiento establecido para dicho Consejo; pero sin la con-
sulta que éste hacia al Gobierno, la que ha sido suprimida, como hemos 
indicado anteriormente. De las atribuciones antes reseñadas solo conserva 
el Consejo de Estado las dos últimas, que son las relativas á las competen - 
cias y á los recursos de abuso de poder. 
CONSEJOS PROVINCIALES.—La ley de gobierno y administracion 
de las provincias de 25 de setiembre de 1863, reformada en 21 de octubre 
de 1866 (esta reforma no introdujo novedad alguna en el punto de que 
i 
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tratamos), previene en su art. 81, que «los Consejos provinciales actuarán 
como Tribunales contencioso-administrativos, y en tal concepto oirán y 
fallarán las cuestiones de este Arden que se susciten con motivo de las pro-
videncias dictadas por los Gobernadores en la aplicacion de las leyes, or-
denanzas, reglamentos y disposiciones administrativas.» En los arts 82 y 
83 se fijan concretamente dichas cuestiones, que son las mismas indicadas 
en las págs. 316 y siguientes del tomo 7.°, y además las relativas: 
«A la cuota con que corresponda contribuir á cada pueblo para los ca-
minos, en cuya construccion 6 conservacion se haya declarado interesadas 
á dos 6 más.» (Núm. 3.° del art. 82, que era el 83 antes de la reforma.) 
«A la reparacion de los daños que causen las empresas de esplotacion 
en los caminos á que se refiere el párrafo anterior.» (Núm. 4.° de id.) 
«A las intrusiones y usurpaciones en los caminos y vías públicas y 
servidumbres pecuarias de todas clases.» (Núm. 5.° de id.) 
«A la demolicion y reparacion de edificios ruinosos, alineacion y altura 
de los que se construyen de nuevo, cuando. la ley tilos reglamentos del 
ramo declaren procedente la vía contenciosa.» (Núm. 41 de id.) 
«A la inclusion 6 exclusion en las listas de electores y elegibles para 
Ayuntamientos y Sindicatos de riego.» (Núm. 12 de id.)—En cuanto á los 
Ayuntamientos, no puede hoy tener lugar en virtud de lo que se dispone 
en la ley municipal de 21 de Octubre y decreto sobre el ejercicio del su-
fragio universal de 9 de Noviembre de  1868. 
«A los agravios en la formacion definitiva del registro estadístico de 
fi ncas.» (Núm. 73 de id.) 
Y «á la represion de las contravenciones á los reglamentos de caminos, 
navegacion y riego, construccion urbana 6 rural, policía de tránsito, caza 
y pesca, montes y plantíos.» (Núm. 74 de id.) 
Tambien es de notar que en lugar del núm. 2.° de la pág. 316 del to-
mo i.° , igual número del art. 82 de la ley citada dice así: «Al reparti-
miento y exaccion individual de toda especie de cargas generales, provin-
ciales 6 municipales;» sin la excepcion que en aquel se establece respecto 
á las contribuciones indirectas. Y al tratar del deslinde y amojonamiento 
de montes en el núm. 2.° del art. 83, reserva á los tribunales competentes, 
no solo las cuestiones sobre la propiedad, sino todas las de derecho civil. 
El art. 92 fija el término improrogable de 30 dias, contados desde el 
siguiente al de la notificacion administrativa de la providencia reclama-
ble, para presentar las demandas ante los Consejos provinciales; y el 95 
ordena lo siguiente: «La ejecucion de los fallos corresponde á los agentes 
de la Administracion; pero si hubiese de procederse por remate y venta 
de bienes, su ejecucion y la decision de las cuestiones que sobrevengan 
corresponde á los tribunales ordinarios, fuera de los casos espresados en  
las leyes y reglamentos para la cobranza de las contribuciones.»  
Téngase presente, por último, que segun los arts.  18, 19 y 20 del de- 
^ 
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creto ya citado del Gobierno provisional de 26 de noviembre de 1868, to-
das las cuestiones, de que conocían los Consejos provinciales como tribu-
nales contencioso-administrativos, son hoy de la competencia de la Sala 
primera de la Audiencia del territorio á que corresponda la provincia res-
pectiva, cuyas Salas han de arreglar sus procedimientos en estos negocios 
al reglamento de 1? de octubre de 1845 y demás disposiciones por que se 
regían dichos Consejos, con los recursos de nulidad y de apelacion para ante 
la Sala tercera del Tribunal Supremo de Justicia. La Ley orgánica pro-
vincial de 21 de octubre anterior', en su art. 85, ordena tambien lo siguien-
te: «Las providencias de los Gobernadores Que recaigan sobre materias 
que puedan ser objeto de la vía contencioso-administrativa, sólo serán re-
clamables ante las Audiencias territoriales.» 
CONSEJOS DE ADMINISTRACION DE ULTRAMAR.—Los artículos 
26 y 27 del Real decreto de 4 de julio de 1861, sobre organizacion ,y atri-
buciones de dichos Consejos, confieren á la seccion de lo Contencioso d e 
 los mismos atribuciones análogas á las de los Consejos provinciales para 
cónocer de las demandas quo se entablen por la vía contenciosa contra las 
resoluciones que causen estado, del Gobernador superior civil 6 de las Au - 
toridades superiores administrativas; y segun el art. 25, ha de informar 
dicha seccion sobre las competencias positivas y negativas de jurisdiccion 
y atribuciones entre las Autoridades judiciales y administrativas de la isla 
respectiva. 
AGUAS.—La ley de 3 de agosto de 1866, sobre el dominio y aprove-
chamiento de las aguas, en su capítulo XVI, que trata de la competencia 
de jurisdiccion en materia de aguas, ordena lo siguiente: 
eArt. 295. Compete á los Tribunales contencioso-administrativos co-
nocer de los recursos contra las providencias dictadas por la Administra-
cion en materia de aguas, en los casos siguientes:-1.° Cuando por ellas 
se lastiman derechos adquiridos en virtud de disposiciones emanadas de 
la misma Administracion.-2.° Cuando se imponga á la propiedad particu-
lar una servidumbre forzosa 6 alguna otra limitacion 6 gravamen en los 
casos previstos por esta ley.-3? En las cuestiones que se susciten sobre 
resarcimiento de daños y perjuicios á consecuencia de las limitaciones, 
gravámenes de que habla el párrafo anterior. 
Art. 296. Compete á los Tribunales de justicia el conocimiento de l 
cuestiones relativas:-1.° Al dominio de las aguas públicas, y al dome 
y posesion de las privadas.-2.° Al dominio de las playas, álveos 6 cattc. ,  
de los ríos, y al dominio y posesion de las riberas, sin perjuicio d. 
competencia de la Administracion para demarcar, apear y deslind. 1 
teneciente al dominio público.-3.° A las servidumbres de'aáu 
das en títulos de derecho civil.-4,° Al derecho de pesca. 
TQMO V.  
^..— 
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Art. 297. Corresponde lambiera á los Tribunales de justicia el conoci - 
miento de las cuestiones suscitadas entre particulares sobre preferente de-
recho de aprovechamiento, segun la presente ley:-1.° De las aguas plu-
viales.-2.» De las demás aguas fuera de sus cauces naturales, cuando la  
preferencia se funde en títulos de derecho civil.  
Art. 298. Compete igualmente á los Tribunales de justicia el conoci-
miento de las cuestiones relativas á daños y perjuicios ocasionados á ter-
cero en sus derechos de propiedad particular, cuya enajenacion no sea  
forzosa:—t.° Por la apertura de pozos ordinarios.-2.° Por la apetura de  
pozos artesianos y por la ejecucion de obras subterráneas.-3. ° Por toda  
clase de aprovechamientos en favor de particulares.»  
MINAS.—Ley de 6 de julio de 1859, reformada por la de 4 de marzo 
de 1868.—El capítulo XIII de esta ley trata de la autoridad y  jurisdiccion 
en minería.—Despues de establecer eu el art. 86 y siguientes que todos  
los espedieutes que se instruyan para obtener concesiones en minería son  
puramente gubernativos, y que han de sustanciarse y terminarse por tos  
Gobernadores, con recurso de alzada al Ministro de Fomento, escepto en  
cuanto á las providencias de declaracion de caducidad segun el art. 68,  
eu las cuales procede el reccurso por la vía contencioso-administrativa ante  
el Consejo provincial, cou apelaciou al de Estado, se hace el deslinde de  
los negocios contencioso-administrativos y judiciales en los artículos que  
siguen.  
«Art. 89. Acerca de las Reales órdenes en minería cabe recurso por  
la vía contencioso-administrativa para ante el Consejo de Estado:---1.° Con-
tra las resoluciones por las cuales se coufirme 6 se desestime el permiso 6  
negativa de los Gobernadores para la investigacion.-2.° Contra aquellas  
por las que se confirmen ó desestimen las providencias dictadas por los  
Gobernadores concediendo 6 negando la propiedad de minas, escoriales,  
terreros y galerías generales.-3.° Contra las que se dicten declarando la  
caducidad de una concesion.  
Art. 93. Corresponde á los Consejos provinciales, con apelacion al de  
Estado, el conocimiento por la via contenciosa de las cuestiones que se  
promuevan entre la Administracion y los concesionarios sobre la inteli-
gencia y cumplimiento de las condiciones establecidas en la concesion.  
Art. 94. conocerán los Tribunales ordinarios de todas las cuestiones  
que sobre las minas, escoriales, terreros, socavones ó galerías y oficinas  
de beneficio se promovieren entre partes sobre propiedad, participacion y 
 
deudas, así como de los delitos comunes que se cometieren en los mismos 
 
establecimientos y sus dependencias. 
 
La intervencion de los Tribunales ordinarios no entorpecerá la tramita-
cien administrativa de los espedientes ni la marcha de las labores. En las 
 
demandas contra establecimientos mineros por deudas, podrá decretarse 
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el embargo de todo 6 parte de los productos, y tambien, segun los casos, 
la ejecucion y venta de los mismos establecimientos; pero sin que el 
 pro-
cedi miento judicial infiera perjuicio al laboreo, fortificacioo, desagüe y 
ventilacion de las minas demandadas, ni de las colindantes. El Gobernador 
de la provincia ejercerá su vigilancia en el mismo sentido. » 
Reglamento para la ejecucion de la ley de Minas, aprobado en 24 de 
junio de 1868.—En los arts. 83 á 86 se dan reglas para las reclamacio-
nes, así gubernativas como contenciosas, se fijan los plazos y se determi-
nas las personas que pueden hacerlas. • 
«Art. 87. Para cumplir lo dispuesto en el art. 94 de la ley, se tendrá 
presente que el conocimiento que á los Tribunales ordinarios corresponde 
de todas las cuestiones sobre misas, terrenos, escoriales, socavones 6 ga-
lenías y oficinas de beneficio, promovidas entre partes acerca de su pro-
piedad, debe entenderse para el caso de que por el Estado se hayan hecho 
las oportunas concesiones, cediendo la propiedad que le reconoce la ley 
en las sustancias indicadas en el art. 1.°; pero si se tratase de juicios 
acerca de mejor derecho á la propiedad no otorgada todavía por la Admi-
nistracion, los Tribunales por sus fallos no conferirán mas derechos que 
aquellos que en su dia llegue la misma Administracion á conceder. 
Las contiendas entre las mismas partes sobre participacion eu los 
gastos de esplotacion y en sus productos, y sobre las dudas que con éste 6 
con otro motivo se originen, serán siempre de la competencia de los Tri-
bunales, pero sin que este conocimiento, lo mismo en el caso presente que 
en el indicado en la última parte del párrafo anterior, afecte ni entorpezca 
la accion administrativa para sustanciar y terminar en la forma que pro-
ceda los espedientes de pertenencias y labores mineras, origen de las con-
tiendas. 
La concesion administrativa de una 6 muchas pertenencias, escoriales, 
investigaciones, galerías, oficinas de beneficio y cualquier otra clase de 
labor minera no podrá nunca ser obstáculo para cumplir debidamente lo 
que sobre propiedad 6 participacion en las mismas decida la sentencia eje-
cutoria de los Tribunales. 
Las cuestiones promovidas acerca de superposiciones y rectificaciones 
de limites de las pertenencias y labores mineras, así en la superficie como 
en el interior de las minas, serán de la esclusiva competencia de la Ad- 
ministracion; pero corresponderá á los Tribunales ordinarios el conoci- 
miento de las reclamaciones que se hagan sobre estraccion indebida de 
minerales é indemnizacion de daños y perjuicios en minas 6 concesiones 
otorgadas ya por el Estado y objeto de la propiedad y derechos de los par-
ticulares 6 compañías  
Art. 88. Los Ingenieros del Cuerpo de Minas serán los únicos peritos 
para todos los efectos legales en los juicios sometidos al conocimiento de 
los Tribunales ordinarios. » 
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Real órden de i9 de agosto de 1865, por la cual, en vista del expe-
diente promovido por D. Felipe de Saleta sobre indemnizacion de daños 
y perjuicios causados al mismo en terrenos de su propiedad por los esplo-
redores de una mina, se establece, que el conocimiento de las cuestiones 
sobre reclamacion de daños y perjuicios ocasionados por las labores de las 
misas á los dueños del suelo corresponde á la Administracion activa, con 
el recurso ante el Consejo de Estado, que establece el art. 84 del Regla-
mento para la ejecucion de la ley de minas vigente, siempre que dichas re-
clamaciones se interpongan antes de obtener la concesion de las minas; y 
que cuando tales reclamaciones tienen lugar despues de otorgada la conce-
sion, estas cuestiones son de la competencia de los tribunales ordinarios, 
al tenor del párrafo 2.°, art. 55 de la espresada ley. 
Ultramar.—La ley de minas de 6 de Julio de 1859 sirvió de modelo 
para organizar este ramo en las provincias (le Ultramar, aplicándola, con 
I igeras modificaciones, á la isla de Cuba por Real decreto de 13 de octubre 
de 1863; á la de Puerto-Rico por otro de 15 de enero de 1867, y á las is-
las Filipinas por el de 14 de mayo del propio año 1867. Estos decretos 
contienen disposiciones análogas á las de la citada ley acerca de la autori-
dad y jurisdiccion en mineria, sin otra diferencia que la de conferir á los 
Consejos de Administracion de dichas islas las atribuciones de los Consejos 
provinciales y del de Estado. El art. 94 de la ley, antes inserto, que deter-
mina la competencia de los tribunales ordinarios en asuntos de minas, 
 ha 
 sido trasladado literalmente á dichos decretos, ocupando el art. 89 en los
dos primeros y el 90 en el último. 
I l. 
Modo de dirimir las cuestiones de competencia entre las Autoridades 
administrativas y las judiciales. 
En la ley orgánica provincial, publicada por el Gobierno provisional 
en 21 de octubre del presente año de 1868, lo propio que en la de 25 de 
setiembre de 1863, reformada en 21 de octubre de 1866, entre las atribu-
ciones que se confieren á los Gobernadores de provincia está la de «pro-
vocar competencias á los Tribunales y Juzgados, cuando estos invadan las 
atribuciones de la Administracion.» Para provocar, sustanciar y decidir 
estas competencias deberán observarse las reglas establecidas en el Regla-
mento de 25 de setiembre de 1863, para la ejecucion de la ley de gobierno 
y administracion de las provincias, sancionada en la misma fecha. Este 
Reglamento fué modificado por Real órden de 22 de octubre de 1866; pero 
P  la parte de que tratamos no sufrió alteracion alguna. 
Los artículos 52 á 73 inclusive de dicho Reglamento contienen las re-
glas indicadas. En ellos están copiadas casi literalmente, y sin ninguna 
., w 
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modificacion sustancial, las disposiciones del Real decreto de 4 de junio de 
1847, inserto en las págs. 209 y sigs. del tomo 1. 0. El art. 1.° de este de-
creto ha sido trasladado al 52 del Reglamento; el 2.° al 53, y así sucesiva-
mente, lo cual nos escusa el insertarlo en este lugar. Las únicas varian-
tes son: 
El Reglamento hace uso de la denominacion de Gobernador ó Gober-
nadores de Provincia en todos los casos en que el decreto usa la de Jefes 
políticos; y de la de Consejo de Estado en vez de Consejo Real, acomo-
dándose á la variacion introducida en el nombre de este alto Cuerpo y de 
aquellas autoridades. 
En el art. 5.° del decreto (línea 3.' de la pig. 370) se lee «negocio le-
,gitimo,» sin duda por errata de imprenta; y en su lugar dice «negocio li-
tigioso" el art. 56 del Reglamento. 
Al final del art. 9.° del decreto se omitió la palabra 6 incompetente, que 
contiene el 60 del Reglamento, de suerte que este artículo concluye así: 
D el requerido proveerá auto motivado declarándose competente 6 incom-
petente.» 
El art. 66 del Reglamento dice: «si insistiere el Gobernador ambos 
contendientes remitirán por el primer correo al Presidente del Consejo de 
Ministros las actucciones etc.», en vez de remitirlas al Ministro de la Go-
bernacion, como prevenia el art. 15 del decreto: en lo demás no ha sufri-
do alteracion este artículo. En su consecuencia, segun el 67 de aquel, di-
cho Presidente es el que ha de acular el recibo, que previene el 16 de 
éste. 
El art. 60 del Reglamento que corresponde al 18 del decreto, dice así: 
«El Consejo de Estado remitirá la consulta original al Presidente del Con-
sejo de Ministros, acompañada de todas las diligencias relativas á la con-
tienda. Al mismo tiempo dirigirá el Consejo de Estado copias literales de 
la consulta al Ministro de la Gobernacion, y al Ministro 6 Ministros de 
quienes dependan los otros Jueces y Autoridades con quienes se hubiese 
seguido la competencia. 
El art. '70 no tiene su correspondiente en el decreto: por él se refor-
ma el de 3 de agosto de 1847, estractado en la nota 2.' de la pág. 371 del 
torno i.°. Dice así: «Si el Ministro de la Gobernacion, y el Ministro 6 Mi-
nistros de quienes dependan los otros Jueces y Autoridades con quienes se 
hubiese seguido la competencia, estuviesen conformes con la decision con-
sultada, lo manifestarán así al Presidente del Consejo de Ministros.» 
Y los arts. 71, 72 y 73 disponen lo mismo respectivamente que el 19, 
20 y párrafo 1.° del 21 del decreto, sin otra diferencia que la manifesta-
cion de no conformidad ha de hacerse al Presidente del Consejo de Minis-
tros para que éste someta la decision al mismo Consejo, y el decreto que 
la contenga ha de ser refrendado por dicho Presidente, y no por el Mi-
nistro de la Gobernacion, como se ordenaba en el decreto. 
   
    






662 	 APÉNDICE A LA LET DE ENJUICIAMIENTO CIVIL. 
Los Jueces deben tener muy presentes todas estas disposiciones para 
su mas exacto cumplimiento, en la inteligencia de que la omision de cual-
quiera de los trámites, audiencias 6 citaciones en ellas establecidos, 6 la 
falta de motivacion del auto en que se declare competente, vicia el pro-
cedimiento, como ha sido declarado en repetidas decisiones de compe-
tencia á consulta del Consejo de Estado. 
Tambien deben tener presente que para la decision de la competencia 
han de remitirse los autos al Presidente del Consejo de Ministros, como 
lo ordena el art. 66 del citado Reglamento, y no al del Tribunal Supremo 
de Justicia, como lo verifican algunos jueces, sin duda por ignorar dicha 
disposicion. La repeticion de estos casos obligó al Fiscal del propio Tribu-
nal Supremo á dirigir una circula ^ ^á los Fiscales de las Audiencias y Pro-
motores de los juzgados, en 7 de Febrero de 1867 (publicada en la Ga-
ceta de 9 del mismo mes), encargándoles que vigilen sobre la sustancia-
cion y curso de la competencias, á fin de que no se confundan las que 
promueven los Gobernadores á las Autoridades judiciales y decide el Go-
bierno á consulta del Consejo de Estado, con las que corresponden al Tri-
bunal Supremo de Justicia, que son las que se promueven entre jueces y 
tribunales y han de decidirse conforme al título 2.° de la Ley de Enjui - 
ciamiento civil. 
Por Real Orden de i7 de diciembre de 1855 se dispuso que tan luego 
corno los Regentes vean publicada en la Gáceta cualquier resolucion, ya 
decidiendo las competencias de jurisdiccion entre la autoridad judicial y 
la administrativa, ya denegando 6 declarando innecesaria la autorizacion 
para procesar algun funcionario de la Adininistracion, cuiden de hacer-
lo trasmitir al juzgado correspondiente, ejerciendo al efecto la mayor vi-
gilancia y asegurándose de su cumplimiento. Y por otra de 16 de Febrero 
de 1861 se encargó el exacto cumplimiento de lo que procede, y que al 
tiempo de trasladarse cualquiera de dichas resoluciones al juzgado com-
petente, se participe al Ministerio de Gracia y Justicia para que conste eu 
el mismo haberse verificado. 
Ultramar.—Real decreto de 4 de julio de 1861, aprobando el Regla-
mento para dirimir las competencias de jurisdiccion y atribuciones entre 
las Autoridades judiciales y administrativas de las provincias de Ultra-
mar.—Aunque está basado en los mismos principios que el que rige para 
la Península, se han incluido en él disposiciones importantes, como las 
de los arts. 2.°, 10, 11 y 12, que no se hallan en este, si bien son de ju-
risprudencia, y se han hecho algunas modificaciones que importa conocer. 
Dicho Reglamento dice así: 
«Artículo 1.° Los Gobernadores superiores civiles de las provincias de 
Ultramar son las únicas Autoridades que podrán promover competencia de 
jurisdicion y atribuciones, y las suscitarán únicamente en aquellos asun-
tos cuyo conocimiento corresponda á la administracion en general. Los Ca. 
t.- 
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pitanes generales, los Comandantes generales de Marina de los apostaderos 
y demás Autoridades superiores se limitarán á dar conocimiento á dichos 
Gobernadores cuando conceptuaren invadidas sus atribuciones en materia 
administrativa por los procedimientos de los Tribunales 6 Juzgados. 
Art. 2.° La Autoridad judicial no podrá provocar contiendas de compe-
tencia de atribuciones á la Administracion ni admitir interdictos posesorios 
contra las decisiones dictadas por las Autoridades 6 corporaciones adminis-
trativas. Podrá, sin embargo, elevar mi Gobierno los recursos de abuso 
de poder 6 de incompetencia, comprendidos en el art. 45, párrafo décimo 
de la ley orgánica del Consejo de Estado. 
Art. 3.° Las partes interesadas podrán deducir ante la Administracion 
las declinatorias que juzgaren procedentes. 
Este recurso se propondrá ante la Autoridad administrativa que enten-
diere en el asunto. 
Art. 4.° La Autoridad administrativa ante quien se interpusiere el re-
curso suspenderá todo procedimiento, y lo elevará dentro de ocho dias al 
Gobernador superior civil respectivo, remitiendo el espediente con su 
informe. 
Art. 5.° El Gobernador superior civil oirá siempre sobre estos asuntos 
á la seccion de lo Contensioso del Consejo de Administracion, la cual eva-
cuará su informe en el término de ocho dias, y dentro de otro plazo igual 
adoptará el Gobernador superior civil la resolucion que estime procedente. 
Si esta fuere conforme con el parecer de dicha seccion, causará estado, 
y en el caso contrario remitirá el espediente 6 mi Gobierno para que adop-
te la que proceda. 
Art. 6.° Los Gobernadores superiores civiles no podrán suscitar con-
tienda de competencia: 
1.° En los juicios criminales, á no ser que el castigo del delito 6 falta 
haya sido reservado por las leyes, 6 disposiciones emanadas del Gobierno 6 
aprobadas por él, á los funcionarios de la Administracion, 6 cuando en vir-
tud de dichas disposiciones deba decidir la Autoridad administrativa al-
guna cuestion prévia, de la cual dependa el fallo que los Tribunales hayan 
de pronunciar. 
2.° En los juicios de conciliacion. 
3.° En los pleitos fenecidos por sentencia ejecutoriada, aunque si podrá 
provocarse el conflicto cuando la cuestion versare solamente acerca del 
cumplimiento 6 aplicacion de una ejecutoria, si dicho cumplimiento 6 apli-
cacion fuere de competencia administrativa. 
Art. 7.° Así las Reales Audiencias, oido el Ministerio fiscal, como 
las Autoridades superiores administrativas se declararán incompeten-
tes, aunque no intervenga reclamacion de Autoridad estraña, siempre 
que se someta á su decision algun negocio, cuyo conocimiento no les per-
tenezca. 
• 
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Los Juzgados ordinarios y especiales y los demás agentes de la Admi-
nistracion, cuando creyeren llegado este caso, consultarán respectiva-
mente con la Real Audiencia 6 con dichas Autoridades superiores, y obra-
rán en el sentido que les ordenen. 
Art. 8.° Los funcionarios del Ministerio fiscal en sus diversos grados, 
así en la jurisdiccion ordinaria como en las especiales, deberán, siempre 
que estimen que el conocimiento de algun asunto pendiente ante el Juz-
gado á que estén asignados corresponde á la Administracion, dar aviso á 
los Gobernadores superiores respectivos, con espresion de las razones eu 
que se apoyen. 
Art. 9.° Los Gobernadores superiores civiles dirigirán siempre sus 
requerimientos en forma de oficio, fundándolos y citando la disposicion 6 
principio que en su concepto les atribuya el conocimiento del asunto de 
que se trate. 
Art. 10. Siempre que la competencia hubiere sido provocada por una 
Autoridad administrativa no facultada para suscitarla por si, la judicial se 
limitará á rechazarla por medio de un oficio dirigido al requirente dentro 
del término de ocho dias. 
Art. 1 I. Si se provocase competencia sobre alguno de los asuntos es-
cluidos por el art. 0: de este reglamento, 6 el requerimiento de inhibitiou 
no fuere dirigido en debida forma 6 fuera de los plazos prevenidos, la Au-
toridad judicial sustanciará el conflicto hasta pronunciarse competente 6 
incompetente, consignando en el auto que así lo declare las infracciones 
ú omisiones cometidas. 
Art. 12. Lo dispuesto en el art. 10 será estensivo á las Autoridades 
administrativas si contra las disposiciones de este reglamento les requiere 
de inhibicion un Tribunal 6 Juzgado. 
De la misma manera comprenden á los Gobernadores superiores civiles 
las disposiciones del art. 11, cuando las omisiones 6 infracciones de que 
habla se hubieren cometido por la Autoridad judicial. 
Art. 13. El Tribunal 6 Juzgado requerido de inhibicion suspenderá 
todo procedimiento mientras no se termine la contienda por desistimiento 
del requirente 6 por decision definitiva, pena de nulidad de cuanto des-
pues se obrare y del pago de las costas causadas por las diligencias practi _ 
cedes desde aquel momento, sin perjuicio de cualquiera otra responsabili - 
dad civil 6 penal en que incurriere. 
Art. 14. Acto continuo acusará el recibo del oficio al Gobernador supe-
rior civil, y comunicará los autos al Ministerio fiscal y á las partes por tér-
mino de ocho dias respectivos, y con lo qae espongan dictará providencia 
motivada, dentro del plazo de 10 dias, declarándose competente 6 incom-
petente. 
Art. 15. La declaracion de competencia 6 incompetencia por parte del 
Juez requerido será irrevocable. 
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El Juez remitirá los autos dentro de ocho dias al Gobernador superior 
civil, haciendo poner al Escribano actuario, en un libro destinado al efec-
to, estracto de ellos y certificacion de su remesa. 
Art. 16. El Gobernador superior civil acusará el recibo de los autos, y 
continuará en estos el conocimiento del asunto si la declaration del Juez 
fuere la de incompetencia. 
Art. 17. Cuando, por el contrario, el Juez se hubiere declarado com-
petente, el Gobernador superior civil remitirá los autos á la seccion de lo 
Contencioso del Consejo de Administracion, la cual dará su dictámen so-
bre el caso en el término de ocho dies, y en otro igual resolverá dicha 
Autoridad lo que estimare procedente. 
Art. 18. Si el Gobernador superior civil, conformándose con el dicta-
men de dicha seceion, desistiere de la competencia, devolverá los autos al 
Juez, cuya jurisdiccion quedará espedita sin más trámites. 
Cuando, por el contrario, insistiere en considerarse competente, de 
conformidad tambien con el parecer de la seccion de lo Contencioso, can-
sará estado su providencia, y la decision motivada debera publicarse en el 
periódico oficial en el término de 15 dias. 
Art. 19. Cuando el Gobernador superior civil disintiere del parecer 
de la seccion de lo Contencioso respeeto á la competencia 6 á la incompe-
tencia, remitirá el asunto por el primer correo al Gobierno supremo, el 
cual dictará la resolucion que corresponda. 
Art. 20. Las resoluciones de que tratan los artículos 5.° y procedente 
se adoptarán por el Ministerio de Ultramar, oyendo préviarneute al Conse-
jo de Estado, con arreglo al art. 45 y al párrafo primero del 52 de la ley 
orgánica de este Cuerpo. 
Art. 21. Cuando la resolucion hubiere de afectará los Ministerios de 
Guerra 6 de Marina, el Consejo de Estado dirigirá á estas Secretarias copia 
literal de su consulta, y estas deberán conformarse 6 no con ella, mani-
festándolo así en el término de 20 dias al Ministerio de Ultramar. 
Art. 22. Trascurrido dicho plazo sin haber manifestado el disenti-
miento, se adoptará por el departamento de Ultramar la resolucion que 
corresponda dentro del plazo de otros diez días. 
En el caso contrario se someterá el asunto á mi Consejo de Ministros, 
cuya decision deberá adoptarse en el término de otros 20 dias. 
Art. 23. La decision que se adopte por el Ministerio de Ultramar, 6 
que en su caso se acuerde en Consejo de Ministros, se espedirá por aquel 
departamento. 
Dicha resolucion será definitiva; se estenderá motivada y eu forma de 
Real decreto, se publicará en la Gaceta de Madrid, y se dirigirá al Gober-
nador superior civil á que corresponda por el primer correo posterior al 
plazo referido. 
Art. 24. El Gobernador superior civil publicará la decision en el perió- 
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dico oficial y la comunicará á los contendientes dentro de 15 dias, conta-
dos desde la fecha de su recibo. 
Art. 25. Así la decision de competencia que adopte mi Gobierno, como 
la que dictare en su caso el Gobernador superior civil, será irrevocable, y 
no podrá intentarse de nuevo la contienda en el mismo asunto. 
Art. 26. Cuando llegare el caso de haberse inhibido sucesivamente de 
conocer en un asunto la Autoridad administrativa y la judicial, podrán las 
partes acudir al Gobernador superior civil en solicitud de que defina é cuál 
de ellas corresponde el conocimiento de aquel. 
Art. 27. El Gobernador superior civil reclamará todas las actuaciones 
y las remitirá á la seccion de lo Contencioso del Consejo de Administracion , 
observando aquel y este lo dispuesto en el art. 17. 
Art. 28. La resolucion que adoptare el Gobernador superior civil, de 
conformidad con el dictámen de la seccion de lo Contencioso será irrevo-
cable. 
Si no hubiere conformidad, el Gobernador superior civil remitirá las 
actuaciones â mi Gobierno por el primer correo para los efectos consigna-
dos eu los artículos 20 y siguientes de este reglamento. 
Art. 29. La decision definitiva que adoptare mi Gobierno G el Gober-
nador superior civil, en su caso, se publicará en el periódico oficial , remi-
tiéndose las diligencias incoadas ante las Autoridades que entendieron en 
el negocio, á aquella á quien se hubiese declarado competente para que lo 
sustancie y determine. 
Art. 30. Dichas decisiones serán irrevocables y producirán los mismos 
efectos que las resoluciones recaidas en los conflictos positivos á que se re-
fiere este reglamento. 
Art. 31. Los términos señalados en los artículos anteriores serán im-
prorogables. 
Dado en Palacio á 4 de julio de 4861.—Está rubricado de la Real mano. 
—EI Ministro de la Guerra y de Ultramar, Leopoldo O'Donnell.» 
TITULO III. 
DE LAS RECUSACIONES. 
ARTÍCULOS 122, 123 y 124. 
(V. pág. 594, tomo 1.°) 
Cuando el Regente de la Audiencia asista á la vista de un pleito, si hay 
motivo para recusarlo, debe intentarse la recusacion desde el momento en 
que se le ve presidir la Sala, y de otro modo no puede tpmarse en consi- 
DE LAS RECUSACIONES. 
	
667 
deracion esta circunstancia para los efectos del recurso de casacion. 
(Sent. en cas. de 19 de noviembre de 1863.) 
ARTICULO 125. 
(V. pág. 400, tomo 1.°1 
Para recusar un Juez con arreglo á derecho es gecesario, no solo que 
se esprese clara y determinadamente la causa de la recusacion; sino tam-
bien que se autorice el escrito con firma de letrado, y con la del interesa-
do si se halla presente, como ordena el art. 125 de la ley de E. c.: no 
reuniéndose todas estas condiciones, no puede tenerse por intentada la 
recusacion en forma para los efectos de la causa 8.' del art. 1013, y pro-
cede repeler la demanda de recusacion, como inadmisible, conforme al 226> 
por no acomodarse á las reglas establecidas en la misma ley. (Sent. en 
cas. de 16 de mayo de 1860.) 
Cuando se intenta la recusacion de un Juez en escrito sin firma de 
letrado y despues de citadas las partes para sentencia, se procede bien en 
desestimarla, por ser así arreglado á lo que disponen los arts 124 y 125 
de la Ley de E. c., y no puede invocarse en tal caso la causa 8.• del ar-
tículo 1013 para fundar en ella el recurso de casacion. (Sent. en cas. de 
7 de febrero de 1862.) 
hag ARTICULO 133. 
(V. pág. 409, tomo 1.') 
El párrafo primero de este artículo ha sido modificado por la 
ley de 29 de junio de 1866, que previene pasen á otra Sala del 
mismo Tribunal los pleitos de los Oidores y de sus hijos y yernos, 
en vez de separarse aquellos del conocimiento de los autos, si-
guiendo el pleito en su misma Sala, como previene dicho artículo. 
Estos casos están comprendidos en las causas de recusacion 1.' y 3.' 
del 421. Dice así dicha ley: 
Gracia y Justicia.—Ley de 29 de junio de 1866, disponiendo que 
los pleitos de los Oidores y los de sus hijos y  yernos no se sigan en la 
Sala á que aquellos pertenezcan. 
«Artículo 1.° Se declara vigente la segunda parte de la ley 35, tít. 1. 0 , 
libro 5.° de la Novísima Recopilacion, que dice: «Y asimismo mandamos 
que los pleitos propios de nuestros Oidores, ni de sus hijos y yernos no se 
sigan ni pidan en la Sala ó Salas de los tales Oidores;» debiendo por con-
siguiente pasar su conocimiento á otra Sala del mismo Tribunal. 
• 
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Art. 2.' Cuando las circunstancias del caso aconsejen la traslacion á 
otra Audiencia del Magistrado que tenga pleito en aquella donde estuvie-
re sirviendo, 6 que lo tengan las personas que señala el artículo anterior, 
podrá acordarla el Gobierno á plaza de Magistratura de igual sueldo, pré-
vio espediente instructivo en que se oiga á la Sala de Gobierno del Tri-
bunal Supremo x  al interesado.» 
Tribunal Supremo de Juslieia. —Circular de 20 de mayo 
de 1862, declarando. que cuando por impedimento legal un Juez se abs - 
tenga de conocer de un negocio civil, no está comprendido este caso en lo 
que para el de recusacion dispone el art. 133 de la Ley de E. c. 
«En vista del espediente instruido en este Supremo Tribunal de Justi-
cia con el objeto de uniformar la jurisprudencia acerca de si los Jueces y 
Magistrados pueden 6 deben abstenerse de oficio en el conocimiento de 
los negocios civiles de su competencia cuando media algun impedimen• 
to legal, aunque no hayan sido recusados, y sobre quien debe sustituir en 
tal caso á los Jueces de primera instancia, se ha servido acordar dicho Su-
premo Tribunal, en pleno del dia 6 de los corrientes, lo que sigue.—«Diga-
se á cada uno de los Regentes de las Audiencias de la Península é Islas 
adyacentes, para que lo comuniquen á las Salas de las mismas y á los Juz-
gados de primera instancia de su territorio, que en punto á abstencion d , , 
oficio por causa de impedimento legal, aquellas y estos deben atemperarse 
á lo que sobre el particular establecen las leyes 6 tiene recibido la juris-
prudencia general; y que cuando un Juez de primera instancia re absten-
ga de oficio por dicha causa del conocimiento de algun negocio civil, debe 
remitir los autos al Juez de paz, á quien corresponda sustituirle, por no 
hallarse comprendido este caso en lo que para el de recusacion dispone el 
articulo 133 de la Ley de Enjuiciamiento civil, entendiéndose todo sin 
perjuicio de que si sobre ello les ocurriese alguna duda de ley ú otra cosa 
que esponer, eleven la correspondiente consulta con arreglo á lo preveni-
do en el art. 86 del Reglamento provisional para la administracion de Jus-
ticia. —Lo que de órden de S. A. traslado á V. S. para los efectos consi-
guientes, sirviéndose acusarme el recibo. Dios guarde á V. S. muchos 
años. Madrid 20 de mayo de 1862.—El Secretatio de gobierno, José M. 
Manresa y Navarro.—Sr. Regente de la Audiencia de.....» 
El art. 133 de la Ley de E. c. no es aplicable al caso en que el Juez 
de primera instancia, de oficio, se abstiene de conocer por impedimento 
legal, ni se infringe porque en tal caso le sustituya el Juez de paz; pues 
dicha disposicion se limita al de haber sido otorgada la recusacion, lo cual 
no se verifica, ni puede verificarse, cuando esta no ha sido propueesta, ni 
es posible se proponga por la naturaleza del juicio, como sucede en los 
interdictos. (Sent. en cas, de 13 de abril de 1860.) 
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ARTÍCULOS 141 y 142. 
(V. pág. 420, tomo 1.') 
En virtud de rectificacion hecha por vía de errata á la primera 
edicion oficial de la Ley de E. c., el párrafo 1.° del art. 441 ha que-
dado redactado del modo siguiente: « Fecha la recusacion sin causa, 
se separará de toda intervencion en el negocio el recusado, reem-
plazándolo el que le preceda en antigiedad.» Antes decia «el que le 
siga en antigüedad.» Aunque en la fé de erratas del tomo 1.° se 
salvó ya esta enmienda, que determina la antigüedad de menor á 
mayor para el reemplazo de los subalternos recusados, y en cuyo 
sentido se tendrá tambien por corregido el comentario de dicho ar-
tículo, llamamos de nuevo aquí la atencion sobre ello á fin de que 
se tenga presente para no incurrir en error. 
Segun el art. 442, el recusante debe pagar: al subalterno recu-
sado sin causa, todos sus derechos como si siguiera interviniendo 
en el negocio; y al que lo haya reemplazado, la parte que le cor-
responda de los que éste devengue. En nuestro concepto, la prime-
ra parte de esta disposition parece que se refiere solo al subalterno 
originario del negocio, y la segunda al que lo haya reemplazado, 
bien sea el que le haya sustituido en primer lugar, bien en segundo 
si este tambien hubiere sido recusado sin causa. La intervencion del 
segundo en el negocio es accidental, no por derecho propio como la 
del originario, y ningun perjuicio se le causa en sus derechos é inte-
reses al cesar en ella en virtud de la recusacion: por esto, y porque 
la ley solo impone al recusante la obligacion de pagar á dos fun-
cionarios, creíamos que el sustitto recusado no tenia opcion á de-
rechos de ninguua clase luego que cesara de actuar en el asunto. 
Nos parecia esto tan obvio, tan arreglado á justicia y tan conforme 
it la letra y espíritu de dicho artículo, que  al comentarlo creimos 
escusado ocuparnos de este punto. Sin embargo, el Tribunal Su-
premo de Justicia en sentencia de 6 de octubre de 1859 le dió otra 
interpretacion, que respetamos, aunque no nos satisfacen sus razo-
nes, y ese fallo habrá uniformado la jurisprudencia, puesto que no 
se ha reproducido la misma cuestión. Dice así: 
•Considerando que el art. 142 de la Ley de E. c., al declarar que la 
recusacion de un subalterno, cuando se hace sin causa, se entiende sin 
perjuicio de sus derechos, no distingue entre el primero y el segundo de 
los que pueden ser recusados de aquel modo, ni entre el llamado origina-
rio y el que le sustituye por consecuencia de la recusacion: 
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Considerando que el pago de los derechos á los funcionarios recusados 
sin causa es una indemnizacion, así de las utilidades de que se les priva, 
como de la nota de desconfianza que la recusacion les imprime, al mismo 
tiempo que un freno del capricho ó cavilosidad de los litigantes, supuesto 
que, cuando hay motivos fundados 6 legales para la recusacion, la ley la 
autoriza sin el menor gravámen del que la intenta: 
Considerando que aquellas razones militan lo mismo en favor del pri-
mero que del segundo recusado.» (Sent. en cas. de 6 de octubre de 1859.) 
DE LA ACriMtULACtiON DE ACTON. 
ARTICULOS 157, 158 y 159. 
(V. págs. 447 y 455, tomo 1.°) 
Segun las reglas establecidas en el art. 157 de la Ley de E. c. no pro-
cede la acumulacion de un juicio ordinario de propiedad á otro sumario 6 
meramente instructivo: (Sent. en aped. de 21 de junio de 1859.) 
En niugun caso procede la acumulacion de la vía ejecutiva con la or-
dinaria, por ser aquella de distinta índole, mas rápida y privilegiada, por-
que la sentencia dada en ella no produce excepcion de cosa juzgada para 
la vía ordinaria, y porque no debe ser permitido al deudor privar (con bue-
na 6 mala fé) al acreedor del beneficio quo la ley le concede. (Sent. en 
comp. de 31 . de mayo de 1854.) — (Aunque esta sentencia es anterior á la 
Ley de E. c., la doctrina que en ella se sienta es conforme á los princi-
pios consignados en dicha Ley.) 
Cuando la demanda versa sobre varias cosas procedentes de diferentes 
causas y se dirige contra diversas personas, comprende acciones que no 
son acumulables do ningún modo, y por consiguiente la Sala sentencia-
dora, declarando haber lugar al artículo de incontestacion por este defec-
to de la demanda, no infringe el art. 157 en su regla 5.', ni el 158 en las 
1.' y 6.', de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 5 de marzo de 1866.) 
Al juicio de testamentaría, como universal, deben acumularse todos 
sus incidentes. (Sent. en comp. de 26 de marzo de 1861.) 
El efecto que el derecho atribuye, por su universalidad, al juicio de 
concurso de acreedores, de atraer sí todas las reclamaciones judiciales 
pendientes contra el concursado, no tiene lugar mientras semejante juicio 
no queda legítimamente constituido mediante la declaracion de estar bien 
formado el concurso. (Sent. en comp. de 13 de diciembre de 1853 y 27 de 
mayo de 1854.)—(Esta doctrina está tambien en armonía con la de la Ley 
de E. c., posterior á dichas sentencias.) 
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Segun el art. 523 de la Ley de E. c., el concurso necesario de acree - 
dores solo hace indispensable la acumulacion al mismo de los juicios ejecu-
tivos pendientes contra el concursado en otros juzgados; pero no de los 
que los síndicos del concurso tengan que entablar como demandantes en 
representacion de éste contra otras personas, respecto de los cuales han de 
observarse las reglas del fuero competente, contenidas en los artículos 2.°, 
3.°, 4.° y 5.° de dicha ley. (Sent. en comp. de 20 de diciembre de 1859.) 
El juicio de concurso, como universal , atrae , conforme á la Ley de 
E. c., todas las reclamaciones sobre responsabilidad pecuniaria , á que es-
tán afectos los bienes del concurso, siendo el Juez del mismo competente 
para disponer y acordar relativamente á ellos lo que  proceda. (Sent. en 
comp. de 21 de Febrero de 1861.) 
Los actos de jurisdiccion voluntaria no pueden acumularse al juicio de 
concurso de acreedores , porque tienen trámites especiales, y no son de los 
pleitos ejecutivos comprendidos en el art. 523 de la Ley de E. c. (Sent. en 
comp. de 31 de diciembre de 1861.) 
Decretada legalmente por un juzgado ordinario la forinacion de un 
 con-
curso de acreedores, deben acumularse al mismo las diligencias de apre • 
mio contra el propio deudor para el pago de derechos procesales devenga-
dos en pleito seguido en un juzgado militar, despues de haber sido acorda-
do por éste, como de su competencia, dicho pago y apremio. (Sent. en 
comp. de i 2 de mayo de 1862.) 
Segun el art. 236 de la ley de Enjuiciamiento para los negocios de co-
mercio, deben acumularse á los autos del juicio universal de quiebra todos 
los ejecutivos pendientes contra el quebrado, aunque radiquen en un juz-
gado ordinario. (Sent. en comp. de 6 de abril de 1865.) 
Las cuestiones de acumulacion de autos, lo mismo que las de compe-
tencia, no pueden tener lugar en juicios terminados; y como el ejecutivo 
queda terminado por la sentencia de remate consentida 6 pasada en auto-
ridad de cosa juzgada, pues las actuaciones posteriores no tienen otro con-
cepto que el de diligencias necesarias para el cumplimiento de una sen-
tencia ejecutoria, es consiguiente que despues de consentida 6 ejecutoria-
da la sentencia de remate no procede la acumulacion de los juicios ejecu - 
tivos al universal de concurso de acreedores 6 de quiebra. (Sent. en comp. 
de 11 de setiembre de 1861, 6 de setiembre de 1864 y 14 de junio de 1866.) 
Igual declaracion, por las mismas razones, respecto de la acumulacion 
de las diligencias para el cumplimiento de una ejecutoria á un juicio uni-
versal de testamentaría, añadiendo que una ejecutoria puede llevarse á 
efecto contra bienes del deudor independientemente del juicio de testa-
mentaria del mismo. (Sent. en comp. de 28 de Agosto de 1862.) 
No se divide la continencia de la causa porque se sigan á la vez dos 
juicios con un mismo objeto, en los que, siendo diversas las personas de-
mandadas, pueden serlo asimismo sus escepciones, las pruebas y las sen- 
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tenias, sin que por ello impliquen contradiction. (Sent. en comp. de 5 de 
mareo de 1863.) 
No es uniforme la jurisprudencia acerca de si procede "la acu-
mulacion de los juicios ejecutivos al universal de concurso de acree-
dores, despues de haber recaido en aquellos ejecutoriamente la sen-
tencia de remate. Véanse sino en la Coleccion legislativa, entre 
otras, las sentencias del Tribunal Supremo de Justicia, números. 37 
y 61 del 2.° semestre de 4866. Segun resulta de la primera, su fe-
cha 28 de setiembre de dicho año, la Audiencia de Granada declaró 
haber lugar á la acumulacion de dos pleitos ejecutivos, que se ha-
llaban ya en la vía de apremio, al juicio de concurso voluntario de 
acreedores, que se formó en otro juzgado contra el deudor comun; 
y segun la segunda, que es de 44 de octubre siguiente, la Audien-
cia de Madrid denegó la acumalacion en idénticas circunstancias. 
De uno y otro fallo se interpuso recurso de casacion; pero el Tribu-
nal Supremo lo ha declarado inadmisible porque dichos fallos no 
ponen término al juicio ni hacen imposible su continuacion ; y de 
consiguiente no ha podido proceder á fijar la verdadera inteligencia 
de la ley sobre la cuestion indicada, y han quedado subsistentes 
ambos fallos, no obstante ser enteramente contradictorios. Y esa 
misma contradiccion ha existido hasta hace poco entre las diferen-
tes Salas de la Audiencia de Madrid. 
Sin embargo, se vá ya fijando la jurisprudencia en el sentido de 
que no procede la acumulacion en dicho caso, por respeto sin duda 
á la establecida por el Tribunal Supremo en sus sentencias de 41 de 
setiembre de 4864, 6 de setiembre de 4864 y 44 de junio de 4866, 
estractadas anteriormente. Fúndanse estos fallos en que la acumu-
lacion no puede tener lugar respecto de juicios terminados, y que 
el ejecutivo lo queda por la sentencia de remate, no teniendo las 
actuaciones posteriores otro carácter que el de diligencias necesa-
rias para llevar á efecto una ejecutoria. 
Pero contra estas apreciaciones pueden citarse otras del propio 
Tribunal Supremo. Por sentencia de 42 de mayo de 4862 (núme-
ro 424, Col. leg.), tambien antes estractada, se acordó, aunque in-
directamente, la acumulacion de unas diligencias de apremio á un 
juicio de concurso. Y en otra de 24 de diciembre de 4861 (núme-
ro 313 de id.) se consignó terminantemente que «el juicio elecuti-
vo no se ultima por la sentencia de remate, sino que le son inheren- 
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tes los trámites sucesivos hasta realizarse el pago, los cuales forman 
su complemento. » Siendo esto lo legal, como lo es en nuestra opiniop , 
lo procedente seria la acumulacion en cualquier estado del juicio, 
conforme al art. 159 de la Ley, mientras no se haya hecho pago al 
acreedor, segun hasta ahora se habia practicado. De otro modo, no 
es posible hacer la  grad uacion del crédito, y puede cometerse el 
abuso de que un deudor, puesto de acuerdo con un acreedor, ver-
dadero ó supuesto, defraude á los demás acreedores. Esta inteligen-
cia de la ley estaria además en armonía con lo que disponen los ar-
tículos 521 y 522, que hablan de ejecuciones, bajo cuya denomina-
cion comprende el título xx, no solo el juicio ejecutivo sino tam-
bien el procedimiento de apremio; y si bien el art. 523, al hablar 
de la acumulacion, usa la espresion de pleitos ejecutivos, por refe-
rirse á los dos anteriores parece lo mas conforme entenderlo en el 
sentido lato de ejecuciones. La acumulacion, en tal caso, no será para 
resolver sobre la existencia ó legitimidad del crédito, que ya está 
juzgada; sino para graduarlo en el lugar que le corresponda, lo cual 
no contraría la cosa juzgada, como lo tiene declarado la Sala de 
Indias en un recurso de casacion de Ultramar (sent. de 49 de enero 
de 4861, núm. 45, Col. Leg.). El Tribunal Supremo prestaria un 
importante servicio á la administracion de justicia, fijando la juris-
prudencia en este sentido, bien por sí mismo, ó elevando al Go-
bierno la correspondiente consulta. 
ARTÍCULO 163. 
(v. pág. 461, tomo 1.°) 
Cuando dos acreedores entablan demanda contra el deudor comun eu 
distintos juzgados, siendo estos competentes respectivamente, cada uno 
puede conocer de los autos ante él promovidos, sin que haya motivo para 
una verdadera cuestion de competencia. En tal caso, si en los dos juicios 
se han embargado unos mismos bienes especialmente hipotecados, y por no 
ser bastantes para cubrir ámbos créditos hay que ventilar entre los acree-
dares la cualidad de su hipoteca para la decision de preferencia en el pago, 
corresponde el conocimiento de esta cuestion al Juez que primero empezó 
sus procedimientos, siempre que no medie un juicio universal, conforme 
.i 
lo dispuesto eu el art. 163 de la Ley de E. c. (Sen. en comp. de 4 de marzo 
de 4863.) 
gu TOMO V. 
Iw 
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ARTICULO 174, EN SU REFERENCIA AL 111. 
(V. pig. 469, tomo 1. ° ) 
La providencia denegando 6 concediendo la acumulacion de autos no  
es definitiva en el sentido de la ley, para los efectos del recurso de casa-
cion, porque no pone término al juicio ni hace imposible su continuacion,  
y no procede, por tanto, contra ella la admision de dicho recurso. (Sent, 
en apel. de 20 de octubre de 1859, 14 de marzo y 4 de abril de 1861, 10  
de abril de 1862, 6 de junio de 1863, 7 de enero de 1864, 15 de marzo 
de 1865, 24 de octubre de 1866, y otras.) 
Lo propio ha de entenderse para el caso en que se conceda 6 deniegue  
la acumulacion de autos ejecutivos al juicio universal de concurso 6 de  
quiebra, puesto que los interesados pueden hacer uso en este juicio de las  
acciones y derechos que les correspondan. (Sent. en apel. de 13 de abril, 
28 de setiembre y 11 de octubre de  1866, y otras.)  
TITULO V.  
DE Ley DEFEND& POR POBRE.  
ARTÍCULOS 179 y 180. 
(V. pig. 483, tomo 1.") 
Gracia y Justicla.—Iteal Orden de 21 de diciembre de 1857, de-
clarando que las Escuelas Pias, hospitales y demás establecimientos de 
Beneficencia conservan el beneficio de litigar como pobres. 
«lie dado cuenta á la Reina (Q. D. Q.) de una exposicion del Procurador  
general de las Escuelas Pías, en solicitud de que se declare vigente y en  
toda su fuerza la Real Orden de 11 de marzo de 1851, que hizo estensiva 
 
á dicho benéfico instituto la gracia de litigar como pobre, concedida á los  
establecimientos de Beneficencia, y que en algun Juzgado ha sido tenida 
 
como derogada por la nueva Ley de Enjuiciamiento civil: considerando que 
 
el art. 180 de la citada ley, así como los siguientes, dictados para su eje-
cucion, se circunscriben á los casos y personas particulares, segun se infie-
re de su literal contesto, no siendo aplicables á aquellos establecimientos 6 
 
personas morales que tienen legalmente declarada la pobreza, por las cir-
cunstancias y fin de su piadoso instituto, como sucede con los hospitales, 
 
casas de Beneficeneia y las Escuelas Pías, contadas en esta clase por la Real 
 
Orden de 11 de marzo de 1851; oido el Supremo Tribunal de Justicia, y de 
 
conformidad con lo propuesto por la Sala de gobierno del misma, se lia ser-
vido S. M. resolver, que el beneficio de litigar como pobres, concedidos por 
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disposiciones generales á los citados establecimientos, subsiste en todo su 
vigor, y no se halla de modo alguno en contradiccion con lo que previene 
la Ley de Enjuiciamiento civil en el titulo de las defensas por pobre.—De 
Real órden lo digo á V 	  para su conocimento y efectos consiguientes. 
Dios guarde á V 	  muchos años. Madrid 21 de diciembre de 1857.- 
Seijas.—Señor Regente de la Audiencia de...» 
En la Real Orden de 21 de diciembre de 1857 (es la que precede), que 
reasume las anteriores sobre el beneficio de litigar corno pobre, concedido 
á los establecimientos de Beneficencia, no están comprendidas las iglesias 
parroquiales: de consiguiente, si un Cura en representacion de su iglesia 
solicita la declaracion de pobreza,. la cuestion queda reducida al hecho de 
si tiene 6 né la dotacion suficiente para no gozar de dicho beneficio, con-
forme al art. 182 de la Ley de E.. c. (Sent. en cas. de 18 de octubre 
de 1864.) 
Por el art. 179 de la Ley de E. c. solo se declara que la justicia se de-
be administrar gratuitamente á los pobres, y no lo infrinje la Sala senten-
ciadora cuando deniega dicho beneficio al que no se encuentra en ningu-
no de los casos del 182, segun la apreciacion que aquella hace de las prue-
bas en uso de sus facultades. (Sent. en cas. de 30 de octubre de 1863, 27 
de mayo de  1865, 21 y 24 de diciembre de 1866.). 
ARTICULOS 182, 183, 184 y 185.) 
(V. pág. 488, tomo 1.°) 
Hacienda.—Real Orden de 6 de Mayo de 1859, mandando que las 
Administraciones de Hacienda pública libren las certificaciones que se les 
piden en asuntos judiciales sobre si son 6 no contribuyentes en algun con-
cepto los que soliciten ser declarados corno pobres para litigar, quedando 
por tanto derogada la de 25 de junio de 1851, que las relevaba de esta 
obligacion. 
Para conceder 6 negar el beneficio de litigar como pobre no deben 
aplicarse solas y aisladas las disposiciones de los arts. 182 y 183 de la Ley 
de E. c., pues están subordinadas á lo que prescribe el 184 do la misma, 
con arreglo al cual, cuando se infiera á juicio del Juez, por cualquier signo 
esterior, que los comprendidos en los casos del primero de dichos artículos 
tienen medios superiores al doble jornal de un bracero en cada locali-
dad, no debe otorgárseles la defensa por pobre. (Sent. en cas. de 30 de 
marzo y 5 de octubre de 1860, 27 de enero de 4862, 22 de diciembre de 
1863, 18 de marzo de 1864, 12 de enero de 1865; 10 de marzo y 23 de 
octubre de 1866 y otras.) 
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No se infringe dicho art. 182, cuando se deniega la defensa por pobre 
á consecuencia de la calificacion y apreciacion de las pruebas, hecha por la 
Sala sentenciadora en uso de sus facnitades conforme á los arts. 184 y 317 
de la propia ley, á cuya apreciacion debe estarse cuando contra ella no se 
alega infraccion alguna. (Sent. en cas. de 5 de junio de 1860, 5 de mayo 
de 1862, 30 de octubre de 1863, 22 de abril de 1864, 20 de diciembre de 
1866 y otras.) 
Se infringe el núm. 3.° del art. 182 de la Ley de E. c. cuando se niega 
la defensa por pobre al litigante, que viviendo solo de rentas, cultivo de 
tierras 6 cria de ganados, sus productos están graduados en una suma me-
nor que la equivalente al jornal de dos braceros, y no se ha hecho constar 
que tenga otros medios de subsistencia.. (Sent. en cas. de 24 de octubre 
de 1861, 12 de noviembre de 1864, 26 de marzo de 1866 y otras.) 
Lo dispuesto en el núm. 4.° del art. 182 de la Ley de E. c. solo es 
aplicable al caso en que la riqueza del que intente litigar como pobre con-
sista en el ejercicio de una industria 6 del comercio, en cuyo caso debe 
tomarse como reguladora la cuota que se satisfaga por razon de subsidio; 
pero no lo que se pague por contribucion de consumos, pues la ley no ha 
admitido esta contribucion como dato regulador de la riqueza del que pre-
tende la defensa por pobre. (Sent. en c as. de 27 de junio de 1559.) 
La cuota de contribucion que ha de tenerse presente para otorgar ú 
segar la defensa por pobre, segun la escala del núm. 4.° de dicho ar-
tículo 182, solo se refiere á los que viven del ejercicio de cualquiera in-
dustria 6 de los productos de cualquier comercio, y no á los que se en-
cuentran en el caso del núm. 3.° por vivir de rentas, cultivo 6 ganadería. 
Si á los comprendidos en este caso se les deniega dicho beneficio por e I 
solo fundamento de que la cuota de su contribucion demuestra una renta 
que no les permite disfrutar de él, se infringe el citado artículo (Sent. en 
cas, de 1.° de mayo de 1863 y 23 de noviembre de 1866.) 
Segun el núm. 4.° del citado art. 182, deben ser declarados pobres 
para litigar los que viviendo solo del ejercicio de cualquiera industria ó 
de los productos de cualquier comercio, paguen de contribucion una 
suma inferior á la fijada en la escala que aquel comprende: si no se hace 
así, se infringe dicho artículo y procede la casacion de la sentencia. 
(Sent. en cas. de 21 de enero de 1865 y 31 de enero de 1866.) 
Para los efectos de la declaracion de pobreza para litigar, deben to-
marse en consideracion los bienes hipotecados 6 dados en garantía, siem-
pre que el interesado perciba sus productos. (Sent. en cas. de 13 de mar-
zo de 1862.) 
Para los mismos efectos de la declaracion de pobreza, la existencia de 
pleitos acerca de los bienes que posee el litigante, no es un motivo para que 
los productos de estos deban eliminarse de la computacion, porque mien-
tras por sentencia firme no sea desposeido, nadie mas que él puede ser con- 
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siderado como dueño de tales productos. (Sent. en cas. de 18 de setiembre 
de 1865.) 
Los cónsuyes, que viven de consuno, se consideran en derecho una 
sola persona, son comunes los provechos y las cargas del matrimonio, 
y corresponde al marido la administracion de los bienes y la represent.acion 
legal de su mujer, la cual no tiene personalidad propia para comparecer 
en juicio; por cuyas razones y para evitar fraudes en perjuicio de los coli-
tigantes y de la Hacienda pública, no procede otorgar el beneficio de pobre-
za á la mujer casada que litiga con licencia de su marido, si éste es rico, 
aunque ella carezca de bienes propios; y tampoco debe otorgarse dicho 
beneficio al marido pobre, cuando la mujer es rica, aunque no administre 
los bienes de ésta, siempre que las utilidades de los mismos ingresen para 
sostener las cargas del matrimonio. (Sent. en cas. de 25 de noviembre de 
1864, y 3 de junio de 1865.) 
Con arreglo á los arts. 182 y 183 de la Ley de E. c., la mujer casada 
no puede ser declarada pobre para litigar cuando disfruta de una renta 
que, unida á la de su marido, es mayor que la equivalente al jornal de dos 
braceros de la localidad en que viven; pues siendo comunes los frutos de 
los bienes de los cónyuges, deben sufragarse con ellos los gastos judiciales 
que ocasione todo Litigio, que se sostenga por cualquiera de los consortes. 
(Sent. en cas. de 17 de junio de 1865 y 24 de diciembre de 1866.) 
La reunion de los productos de los bienes del marido y de su esposa, 
para el objeto antes indicado de la defensa por pobre, sobre estar fundada 
en los principios generales del derecho relativos á la sociedad conyugal y 
su administracion legal, se halla prefinida de un modo claro en el núm. 3.• 
del art. 182 de la Ley de E. c., donde, sin hacer distincion sobre la proce-
dencia de la repta, ni sobre la propiedad de los bienes que la produzcan, se 
fija el importe que habrá de tener aquella de que se viva; calificacion que 
no puede menos de alcanzar todas las rentas para cuya percepcion y con-
sumo existe un derecho espedito, como indudablemente lo tiene el marido 
sobre los productos de los bienes suyos y de su esposa ínterin dura el ma-
trimonio. (Sent. en cas. de 18 de setiembre de 1865 y 23 de abril de 1866.) 
El beneficio de litigar como pobre, autorizado por la Ley de E. c., es 
individual y no se estiende á las sociedades mercantiles 6 industriales. 
(Sent. en cas. de 22 de diciembre de 1860.) 
El beneficio de pobreza es y se ha considerado siempre como persona-
lisimo, concediéndolo la ley únicamente al que trata de litigar 6 litiga de-
rechos propios, y de ningun modo á los cesionarios pendiente el litigio. Si 
el cedente litigaba como rico, el cesionario no puede, aunque sea pobre, 
disfrutar de los beneficios que concede el art. i 81 de la Ley de E. c., por-
que sería injusto dejar voluntad dean litigante el perjudicar á su  con - 
trario, obligándole á continuar el pleito con persona de condicion distinta 
de la de aquella con quien anteriormente cuestionaba. En tal caso, debe 
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ser desestimada desde luego, como cuestion de derecho, la pretension 
sobre pobreza y la informacion ofrecida por el cesionario, para evitar di-
ligencias evidentemente inútiles. (Sent. en cas. de 30 de setiembre de 
1864.) 
La calidad de heredero fiduciario 6 de confianza no es un cargo públi-
co, y por consiguiente no puede invocarse para solicitar el beneficio de li-
tigar como pobre, en el supuesto de que tal heredero no administra cosa 
alguna de la herencia que representa; sino que ha de atenderse para ello 
al carácter privativo y personal del interesado que litiga. (Sent. en cas. de 
3 de octubre de 1866.) 
ARTICULO 186. 
(V. págs. 489 y 500, tomo I.')  
Segun el art. 186 de la Ley de E. c., cuando litigan unidos varios que 
individualmente tienen derecho á ser defendidos por pobres, debe autori-
zárseles para litigar como tales, aun cuando los productos reunidos de los 
modos de vivir de todos ellos escedan á los tipos señalados en la misma 
ley (sent. en cas. de 16 y 23 de setiembre de 1864); pero no cuando los 
productos de los bienes que poseen en comun, escedan de tantos tipos 





(V. pig. 501, tomo t.°1 
El Juez competente para conocer del pleito sobre lo principal, lo es 
tambieu para el incidente de pobreza. (Sent. en comp. de 9 de setiembre 
de 1862.) 
El espediente de pobreza para litigar no puede fijarla competencia del 
juzgado, que en él conoció, para conocer tambien del pleito principal. 
(Sent. en comp. de 5 de marzo de 4863.) 
Para cumplir con lo mandado por el art. 187 de la Ley de E. c. y es-
tusar competencias inútiles, es indispensable que, al solicitar el demandan-
te, 6 el que se propone serlo, la declaracion de pobreza, esprese cou la de-
bida claridad la acciou que intenta deducir ante el Juez de quien solicite 
el beneficio de la defensa, ó bien que entable la demanda ante el que crea 
competente; sin que baste á dicho fin la espresiou vaga de tener que ejer-
citar ciertas acciones 6 las que puedan convenirle. (Sent. en comp. de 
11 de setiembre y 3 de octubre de 1866.) 
Véase el apéndice al art. 194. 
	 • 
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ARTICULO 189.  
1V. pag. 503, tomo 1.°)  
Cuando el demandado promueve al principio del pleito la pretension de 
 
que se le declare pobre para litigar, y el demandante opta por la continua-
cion de los autos, debe aquel disfrutar desde luego del beneficio de pobre-
za, como previene el párrafo 2.° del art. 189 de la Ley de E. c., sin per-
juicio de lo que se resuelva en difinitiva sobre este incidente: y si antes de 
 
que recaiga esta resolucion, se le exige el depósito para el recurso de ca-
sacion y no se le admite la caucion que deben prestar los pobres, se infriu-
je dicho artículo. (Sent. en cas. de 17 de setiembre de 1863.) 
ARTÍCULOS 191 y 192  
6 
^1..°3 ...^«^^ , 
(V. pág. 507, tomo 1.°)  
Cuando un litigante, á quien por ejecutoria se denegó la defensa por 
 
pobre, la solicita de nuevo, aunque no. esprese que ha llegado á tal estado 
 
con posterioridad, si articula hechos que suponen haber acaecido y ocasio-
nado la pobreza despues de la denegacion, debe admitirsele la justificacion 
 
de ellos, puesto que el art. 19t de la Ley de E. c. no exige mas requisitos. 
 
(Sent. en cas. de 15 de febrero de 1864.) 
No obsta el que á un litigante le haya sido negada por ejecutoria la 
 
defensa por pobre, para que pueda reproducir igual pretension, aun en la 
 
misma instancia, si ofreciere justificar que por hechos ocurridos con pos-
terioridad ha venido efectivamente al estado de pobreza, eu cuyo caso le 
 
debe ser admitida esta justificacion. (Sent. en cas. de 28 de abril de 1860 
 
y 3 de abril de 1865.)  
El litigante que no se haya defendido por pobre en la primera instan-
cia, si pretende gozar de este beneficio en la segunda, debe justificar que 
 
con posterioridad á aquella ha venido á ser pobre cou efecto; y ha de es-
tarse á la apreciacion que de las pruebas sobre este punto haya hecho la 
 
Sala sentenciadora, cuando contra tal apreciacion no se alegue infracciou 
 
de ninguna disposiciou legal. (Sent. en cas. de 27 de enero de 1865, 30 de 
mayo y 16 de octubre de 1866, y otras.) 
El litigante que para interponer el recurso de casacioa solicita se le de-
fienda como pobre, cuando en la primera y segunda instancia lo ha sid o 
en concepto de rico, necesita justificar cumplidamente que con posteriori-
dad, y no durante dichas instancias, ha venido á ser pobre con efecto, sin 
 
cuya circunstancia no le debe ser otorgada la defensa gratuita, con arre-
glo á los arts. 191 y 192 de la Ley de E. e. (Sent. en cas. de 10 y 30 de  
octubre de 1863, 22 de mar zoy 9 de mayo de 1865.) 
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La providencia declarando no ser admisible á un litigante la justifica-
clon de pobreza sino en el concepto de haber venido á peor fortuna desde 
que por ejecutoria anterior se le negó la defensa por pobre, no termina 
dicho incidente, ni impide su continuacion ni la del juicio principal, pues-
to que deja espedita la accion para acreditar aquella circunstancia dentro 
de los limites que permiten la ley y la cosa juzgada; y de consiguiente no 
procede contra ella el recurso de casacion. (Sent. en apel. de 18 de no-
viembre de 
 1861.) 
Cuando no se dá lugar á la justification de pobreza, ofrecida en segun-
da instancia, por no estar arreglada la solicitud á lo ;prevenido en el ar-
tículo 191 de la Ley de E. c., no puede fundarse el recurso de casacion eu 
las causas 4." y 6." del 1013, pues no existen tales  infracciones. (Sent. 
en cas. de 18 de octubre de 1864.) 
ARTICULO 194. 
V. pág. 511, tomo 1.'i 
Gracia y Justicia.--Real órden de 3 de febrero de 1858, decla-
rando que en las justificaciones de pobreza debe darse audiencia al Mi-
nisterio fiscal. 
«Aun cuando está mandado por repetidas disposiciones que en los inci-
dentes que se formen sobre declaracion del benelieio de litigar por pobre 
se dé audiencia al Ministerio fiscal, en representacion de los derechos é 
intereses de la Hacienda pública, ha habido Juzgados que, ateniéndose á la 
letra estricta de los artículos 187 y 194 de la Ley de Enjuiciamiento civil, 
han prescindido de este requisito, y tampoco han faltado algunos Promo-
tores que se han negado á emitir su dictámen, creyendo que les estaba 
prohibida toda intervencion. Esta variedad de opiniones exige una decla-
racion que fije el verdadero sentido de los citados artículos, uniformando 
la práctica de los Tribunales. Ceñida la Ley de Enjuiciamiento civil por su 
misma índole á señalar el modo y la forma en que los particulares han de 
hacer valer sus derechos, pues no es de su dominio ni atribuciones darlos 
niquitarlos, se limita á mandar que se cite y dé traslado al otro litigante á 
quien pueda perjudicar la declaracion de pobreza, hecha á favor de su 
contrario. El silencio que guarda respecto á los representantes de la Ha-
cienda, no es, ni puede considerarse derogatoria de los derechos de esta, ni 
de las disposiciones anteriormente dictadas para poner á cubierto sus inte-
reses. Mas aún, el espírutu que anima á la ley, si la anterior consideraciou 
no fuese del todo concluyente, demuestra que nunca podria negarse á la 
Hacienda  pública la debida intervéncion, pues que en dichas iufortnacio-
ties de pobreza figura como parte interesada, y es por lo mismo justo que 
se la oiga, como se oye á los demás colitigantes. 
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Eu vista de tan poderosas consideraciones y de conformidad con el 
dictámen de la Sala de gobierno del Supremo Tribunal de Justicia, se ha 
servido la Reina (Q. D. G.) resolver, que en las justificaciones de pobreza 
debe continuarse dando audiencia á los Promotores fiscales en primera 
instancia, y á los Fiscales de S. M. en segunda, segun se halla prevenido 
en las disposiciones vigentes sobre la materia, y en la Instruccion de 1? 
de octubre de 1851, dictada para llevar á efecto el Real decreto de 8 de 
agosto del mismo año sobre la imposition y cobranza del papel sellado, las 
cuales no están derogadas por los artículos 187 y 194 de la Ley de Enjui-
ciamiento civil. 
De Real órden lo digo á V...., para su conocimiento y efectos consi-
guientes. Dios guarde á V muchos años. Madrid 3 de febrero de 1858.— 
Fernandez de la Hoz.—Sr. Regente de la Audiencia de 
	 » 
Con arreglo á la Real instruccion de 1.° de octubre de 1851, en las in-
formaciones 6 juicios de pobreza, que se soliciten ante las Audiencias 6 
juzgados de primera instancia, á mas de los Fiscales y Promotores respec-
tivos, deben ser citados los Administradores en representacion de la Ha-
cienda, cuya disposicion no está derogada por los arts. 187 y 194 .de la Ley 
de E. c., segun lo resuelto en Real  Orden de 3 de febrero de 1858; de con-
siguieute, siendo, como es indispensable la citacion del Administrador de 
Hacienda pública en dichos juicios, la omision 6 falta de su emplazamien-
to dá lugar á la casacion de la sentencia por la causa 1.' del art. 1013 de 
dicha Ley. (Sent. en cas. de 18 de Marzo de 1862.) 
El juicio de pobreza á que esta sentencia se refiere, fué incoado 
antes de la reforma sobre papel sellado, hecha por el Real decreto 
de 12 de agosto de 1861: por eso se consignó en ella que era indis-
pensable la citacion del Administrador de Hacienda pública, á mas 
de la del Ministerio fiscal, en dichos juicios, porque así lo prevenia 
espresamente el art. 41 de la Instruccion de. 1.° de octubre de 1851. 
Pero esta disposicion fué modificada por el art. 57 de la nueva Ins-
truccion de 10 de noviembre de 1861,  • para llevar efecto el Real 
decreto citado de 12 de agosto anterior sobra papel sellado (véase 
en la pág. 614 de este tomo), cuyo artículo encomienda solamente á 
los Fiscales y Promotores respectivos la representacion de la Ha -
cienda en las informaciones ó juicios de pobreza, haciendo caso omiso 
de los Administradores. De consiguiente, en el dia no solo no es 
indispensable, sino que sería extralegal, la citacion de estos fun-
cionarios, é innecesaria además, puesto que, segun la Real ins-
truccion de 25 de junio de 1852 y otras disposiciones, el Ministerio 
TOMO v. 	 86 
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fiscal es el legítimo representante de la Hacienda en todos los nego-
cios de su interés.  
Con arreglo, pues, á dicho art. 57 de la Instrucciou citada de 
 
4861, á la Real Orden de 3 de febrero de 1858 y á los arts. 187 y  
194 de la Ley de E. c., de toda pretension para la defensa por po-
bre debe darse traslada al litigante contrario y al Promotor fiscal,  
si se entabla en primera instancia, y si en la segunda al Fiscal de la  
Audiencia, en representacion de la Hacienda pública, y con citation  
de los mismos se practicará la justificacion O prueba de la pobreza.  
No ha de hacerse al Administrador de Hacienda la citacion que es-
taba prevenida antes de la última réforma, pues hoy no tiene de-
recho á intervenir en los incidentes de pobreza otras personas que  
las partes interesadas en el litigio principal y el Ministerio fiscal.—
En este sentido ha de entenderse modificada la doctrina espuesta al  
comentar los arts. 194 y 495, en la pág. 516 y siguiente del tomo  
I .°, y en su consecuencia, á los formularios de la defensa por po-
bre (pag. 532 y sigs. de id.) debe adicionarse el traslado y citacion  
al Promotor en todos los casos en que se entienden estas diligencias  
con la parte contraria al que solicita la pobreza.  
ARTICULO 195. 
(V. pág. 511, tomo 1.°) 
La sustanciaciou de una pretension de pobreza, cualquiera que sea la  
instancia en que se promueva, debe estar acomodada á los trámites esta-
blecidos para los incidentes de los juicios ordinarios, segun lo dispuesto  
en los arts. 195 y 889 de la Ley de E. c. Conforme al 343, tales inciden -
tes de pobreza deben recibirse á prueba siempre que en ello hayan conve-
nido las partes, 6 lo haya pedido una sola y creído el Juez procedente, 
 
lo cual supone la necesidad de resolver este punto con la debida separa-
cion del punto principal, pues lo que se provea acerca de él fija el estado 
 
de los autos y el modo de ordenar los trámites sucesivos con arreglo á los  
artículos 344 y 345 de dicha Ley, cuyas disposiciones requieren que é 
 
la determinaciou del incidente preceda la citacion para sentencia. La 
 
omision de estos trámites, 6 sea el no haber hecho pronunciamiento eu 
 
debida forma sobre el recibimiento á prueba, ni citado á las partes para  
sentencia, di lugar á la casacion de ésta por las causas 3.` y 4.` del ar-
ticulo 1013 de la propia Ley. (Dos sent. en cas. de 17 de noviembre  
de 1866, núm. 123 y 124 de la Colee. leg.) 
 
Cuando se solicita la defensa por pobre eu la segunda instancia del 
^ 
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pleito principal, la sentencia que recae en este incidente es suplicable ante 
la misma Sala, y no para ante otra, conforme á los arts. 195 y 890 de la Ley 
de E. c.; y si no se ha utilizado en debida forma este recurso ordinario, 
no procede el estraordinario de casacion. (Sent. en apel. de 4 de marzo 
de 1859, 13 de febrero de 1861, 2 de marzo de 1863, 5 de abril de 1864 
y otras.) 
La sentencia en que se otorga el beneficio de pobreza, no pone térmi-
no al juicio principal, del cual deriva este incidente, ni impide su conti-
nuacion, ni aun priva al agraviado de que, si el declarado pobre viene á 
mejor fortuna, pueda obtener otra declaracion, y no procede por tanto 
contra ella el recurso de casacion. (Sent. en apel. de 16 de febrero y 10 
de marzo de 1860 ; en cas. de 20 de marzo de 1865, 17 de setiembre de 
1866, y otras.) 
Procede la admision de dicho recurso contra la sentencia que niega la 
defensa por pobre al que por la ley debe gozar de este beneficio, porque 
imponiéndole la obligacion, que no puede cumplir, de sufragar los gastos 
necesarios para seguir el juicio, imposibilita su continuacion y lo termina 
de hecho. (Sent. en apel. de 3 de mayo de 1860 y 28 de enero de 1864. 
La providencia denegatoria de la solicitud para que se admita justifi-
cacion de pobreza, no impide que se promueva otra solicitud igual, si el 
litigante se halla comprendido en el art. 182 de la Ley de E. c., y por 
tanto no es definitiva, ni procede contra ella la admision del recurso de 
casacion. (Sent. en apel. de 21 de junio de 1866.) 
Ni la declaracion de pobreza, ni las pruebas suministradas para obte-
nerla, pueden prejuzgar la cuestion principal debatida en el pleito, de que 
aquella es un incidente. (Sent. en cas. de 10 de setiembre de  1864.) 
ARTICULO 197. 
(V. pág. 520, tomo 1.°) 
No pudiendo utilizarse en un pleito la declaracion de pobreza hecha 
en otro, si á ello se opusiere el colitigante, segun lo prevenido en el ar-
tículo 197 de la Ley de E. c., no tiene tal declaracion la eficacia y el valor 
de cosa juzgada para el segundo pleito. (Sent. en cas. de 9 de octubre 
de 1865.) 
ARTICULO 200. 
(V. pág. 521, tomo 1.°) 
El art. 200 de la Ley de E. c. sólo tiene aplicacion cuando el declarado 
pobre viniese á mejor fortuna dentro de tres años despues de fenecido el 
wr 
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pleito, y no cuando solicita la defensa por pobre para seguir litigando. 
(Sent. en cas. de 23 de abril de 1866.) 
TITULO VI. 
DE LA CONC1LlAC1ON. 
ARTÍCULOS 201 y 202. 
(V. pág. 542, tomo 1.°) 
El art. 201 de la Ley de E. c. no es aplicable á los juicios de retracto, 
en los cuales puede interponerse la demanda sin que preceda el acto de 
conciliacion, bastando que se intente cuando se haya de seguir el pleito, 
segun lo dispuesto en el 202. (Sent. en cas. de 11 de enero de 1860.) 
La infraccion del art. 201 de la Ley de E. c., por no haberse celebrado 
el acto de conciliacion, no autoriza para fundar en dicha falta un motivo 
de casacion en el fondo. (Sent. en cas. de 3 de Abril de 1865.) 
El acto de conciliacion no es una verdadera demanda, que provoque 
un juicio contradictorio con todas sus consecuencias, en el sentido de la 
ley 46, tít. 2.°, Part. 3.', para el efecto de que se tenga, en virtud de 
dicho acto, por interpuesta la demanda que debe entablar el demandado 
de jactancia, pues la letra y espíritu recto y filosófico de dicha ley es que 
se dilucide la cuestion ante los tribunales, para que no se perjudique in-
debidamente la fama 6 fortuna de otro. (Sent. en cas. de 5 de octubre 
de 1866.) 
.ARTÍCULO 204. 
(V. pág. 554, tomo 1.') 
El acto de conciliacion indispensable para entablar la accion de inju-
rias es especialisimo, y no puede alterar la naturaleza de la demanda á 
que se refiere. Por consiguiente, no son aplicables á este case las reglas de 
competencia respecto é conciliacion establecida en la Ley de E. c. ; sino 
que han de tenerse presentes para su decision legal las prescripciones or-
dinarias relativas á las causas criminales, y con arreglo á ellas causa fuero 
preferente el lugar en que el delito se cometió, á cuyo Juez de paz corres-
ponde por tanto el conocimiento de dicho acto de conciliacion. (Sent. en 
comp. de 14 de diciembre de 1864.) 
Fuera de los casos de sumision espresa 6 tácita, el Juez de paz compe-
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micilio del demandado, ó el de su residencia, aunque el asunto sea de co-
mercio. (Sent. en comp. de 22 de enero de 1864.) 
No se puede intentar válidamente accion alguna sobre asunto mercan-
til de mayor cuantía, sin hacer constar la comparecencia ante el Juez 
avenidor, en conformidad á lo que dispone el art. 1205 del Código de Co-
mercio. (Sent. en comp. de 9 de diciembre de 1861.) 
Las disposiciones del Código de Comercio y de la ley de Enjuciamiento 
mercantil, relativas á jueces avenidores y actos conciliatorios, se hallan 
modificadas esencialmente por otras posteriores, siendo hoy los Jueces de 
paz creados por el Real decreto de 22 de octubre de 1855, los (micos com-
petentes para autorizar los actos de conciliacion, debiendo atemperarse 
para ello á las prescripciones especiales de la Ley de E. c. (Sent. en 
comp. de 22 de enero de 1864.) 
«La ley de E. c. no puede ser supletoria de la de Enjuiciamiento mer-
cantil en el punto relativo al acto de conciliacion, previsto en el art. 203 
de la primera, porque, segun lo prevenido por el 462 de esta última, en 
las causas sobre negocios de comercio únicamente se estará á lo que pres-
criben las leyes comunes sobrelos procedimientos judiciales en cuanto por 
aquella no se haya hecho determinacion especial, en cuyo caso no se en-
cuentra ciertamente el indicado punto, mediante á que todo el título 1.° 
de la misma ley tiene por objeto la comparecencia ante los Jueces aveni-
dores, que, como la tentativa de conciliacion ea los negocios comunes, 
debe preceder toda demanda judicial sobre los mercantiles, y desen-
vuelve ámplia y minuciosamente los trámites y solemnidades con que 
aquel acto debe celebrarse.» (Sent. en in+ust. not. de 15 de octubre 
de 1866.) 
Sería conveniente alguna esplicacion respecto de la doctrina 
sentada en las cuatro sentencias que preceden, sobre conciliacion 
en asuntos de comercio, para ponerlas en armonía entre sí y con 
lo que acerca de ello espusimos en las págs. 55'7 y 558 del tomo 
1.°; pero lo creemos escusado toda vez que por los arts. 14 y 42 del 
decreto del Gobierno provisional de 6 de diciembre de 4868, sobre 
unidad de fueros, que acaba de publicarse, quedan derogadas las 
disposiciones del Código de Comercio y de su ley de Enjuiciamien-
to relativas á esta materia, debiendo arreglarse en lo sucesivo á las 
prescripciones de la de Enjuiciamiento civil, así en cuanto al Juez 
de paz competente y al procedimiento, como respecto de los casos 
en que debe intentarse la conciliacion. 
La duda propuesta en la pág. 558 del tomo 1.° , sobre ante 
quién deberá intentarse la conciliacion, cuando sean demandantes 
ó demandados los mismos Jueces de paz, quedó resuelta por el ar- 
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titulo (0 del Real decreto de 22 de octubre de (858, que deter-
mina lo que ha de hacerse en tales casos. Véase en la pág. 586 de 
este tomo. 
ARTICULOS 212 y 213. 
(V. pág. 581, tomo 1.°) 
Gracia y Justicia. —Real órden de 4 de octubre de 1861, fijando 
reglas para evitar la falsa cesion de créditos de la Deuda del personal, 
que suelen hacerse en los actos de conciliacion y juicios verbales. 
«Habiéndose significado por el Ministerio de Hacienda á este de Gracia 
y Justicia la necesidad de que se adopten las medidas oportunas, á fin de 
evitar falsas cesiones de créditos de la Deuda del personal, que suelen veri-
carse, y vienen é redundar en daño de los legítimos intereses de la Ha-
cienda y de los particulares, la Reina (Q. D. G.), enterada del espediente 
con tal motivo instruido, y de conformidad con lo espuesto por el Supre-
mo Tribunal de Justicia, se ha servido mandar se observen las reglas si-
guientes: 
1.' En los actos de conciliacion y juicios verbales en que se haga ce-
sion de créditos de la Deuda del personal para pago de deudas 6 por otro 
motivo, y asistiesen personalmente á ellos los interesados, se espresará en 
el acta que el Juez de paz 6 el Secretario conocen á las partes, señalada-
mente al cedente, si mediase esta circunstancia. 
2.' Cuando el Juez de paz 6 el Secretario no tuviesen el conocimiento 
de que habla la regla auterior, se exigirá la comprobacion de la identidad 
de las personas con dos testigos conocidos, que tambien firmarán el acta 
del juicio. 
3.' Si las partes estuviesen representadas por apoderados, deberán 
estos presentar el poder original 6 primera copia, que quedará unida al 
acta 6 libro de juicios correspondiente, sin que pueda admitirse testimo-
nio de aquel documento. 
4.' Respecto al conocimiento 6 identidad de las personas de los apo-
derados, se llenarán las mismas formalidades establecidas en las re-
glas 1.' y 2.' 
De Real Orden lo digo á V.... para su conocimiento y efectos consi-
guientes. Dios guarde á V.... muchos años. Madrid 4 de octubre de 1861. 
—Fernandez Negrete.—Sr. Regente de la Audiencia de....» 
El acta de conciliacion es ineficaz para producir la conocencia de que 
habla la ley 7, tít. i 3, Part. 3.', cuando es informal por carecer de la cir-
cunstancia esencial de las firmas de los interesados. (Sent. en cas. de 5 de 
abri! de 1862.) 
iN4 
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Las manifestaciones hechas por las partes en juicio de conciliacion no  
son la conoscencia 6 confesion judicial solemne que constituye prueba ple-
na, por no concurrir en ellas los requisitos consignados en la ley 2.', títu-
lo 13, Part. 3.`, ni en los arts. 292 y siguientes de la Ley de E. c. (Sent. 
en cas. de 7 de febrero de i 863 y 20 de diciembre de  1S65.) 
Lo dicho al final del comentario de estos artículos (pág 590 del 
tomo 1.°) sobre el modo de llevar el libro de actas de conciliacion, 
ha sido modificado por Heal órden de 23 de setiembre de 4868 (in-
serta en la pág. 616 de este apéndice), segun la cual dichas actas  
han de estenderse en pliegos distintos del sello judicial de 4 rs., y  
no las unas á continuacion de las otras en unos mismos pliegos.  
ARTICULO 215.  
(V. pág. 892, tomo I.") 
Gracia y Justicia.—Reglamento general de 21 de junio de 1861, 
para la ejecucion de la Ley Hipotecaria. — «Art. 8.° Se considerarán do-
cumentos auténticos para los efectos de la Ley (Hipotecaria), los que sir-
viendo de títulos al dominio 6 derecho real, estén estendidos por autoridad 
 
competente para darlos, y deban hacer fé por sí solos. A este número per-
tenecen, entre otros  las certificaciones de los actos de conciliacion 6 
 
verbales, eu que por convenio de las partes se constituya algun derecho 
 
real sobre bienes determinados.» 
 
Idem.—Real órden de 13 de diciembre de 1867, declarando que los 
certificados de los actos de conciliacion no son documentos bastantes para 
inscribir las hipotecas voluntarias en ellos convenidas. 
(Almo. Sr.: Visto el espediente instruido con motivo de la consulta del 
 
Registrador de la Propiedad de San Lúcar la Mayor, sobre si puede inscri-
birse, para perjudicar á tercero, una hipoteca voluntaria constituida en 
 
un acto de conciliacion siu haberse otorgado escritura pública: 
 
Considerando que estando prevenido en el art. 146 de la Ley Hipote-
caria, en armonía con nuestras antiguas leyes, que la hipoteca voluntaria 
 
para perjudicar á tercero debe convenirse 6 mandarse constituir en escri-
tura pública, no es permitido á los particulares alterar la forma de la cons-
titucion de tales hipotecas:  
Considerando que, si bien los certificados de los actos de conciliacion  
son inscribibles, seguu lo declarado ea el art. 8.° del reglamento para la 
 
ejecucion de la citada Ley Hipotecaria, es indispensable, para que tenga 
 
lugar la inscripcion, que la obligacion se haya constituido legalmente, lo 
 
que no sucede en el caso de que se trata, si bien lo convenido en aquellos  
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actos producirá el efecto de quedar los interesados obligados al otorga - 
miento de la escritura constituyendo la hipoteca; 
La Reina (Q. D. G.), oida la seccion de Estado y de Gracia y Justicia 
del Consejo de Estado, y de conformidad con lo propuesto por V. L, se ha 
servido declarar que los certitcadás de los actos de conciliacion no sou 
documentos bastantes para inscribir las hipotecas voluntarias convenidas 
en dichos actos, siendo indispensable para ello que la constitucion de ta-
les hipotecas se verifique en escritura pública. 
Lo que de Real órden eomunico á V. 1. para su inteligencia y efectos 
consiguientes. Dios guarde á V. I. muchos años. Madrid 13 de Diciembre 
de 1867.=Roncali.—Sr. Subsecretario de este Ministerio.» 
ARTÍCULO 217. 
(V. pág. 595, tomo 1') 
Segun este artículo, contra lo convenido en un acto de conciliacion solo 
se admite la demanda de nulidad ante el Juez de primera instancia del 
partido. (Sent. en apel. de 20 de abril de 1861.) 
««Con arreglo al art. 217 de la Ley de E. c., contra, lo convenido en un 
acto de conciliacion solo puede admitirse la demanda de nulidad, la cual 
únicamente procede por las causas que dan lugar á la de los contratos, y 
se ha de interponer dentro de los ochos dios siguientes á la celebracion del 
acto:» al se 'interpone despues la demanda de nulidad 6 la de rescision de 
tal convenio por lesion enormisima, y la sentencia, fundándose en dicho 
artículo, absuelve al demandado, no se infringen las leyes 2.» y 3.», tit. 1.", 
libro 10 de la Nov. Rec., que establecen la rescisiou de los contratos por 
dicha lesion y el término de cuatro años para reclamarla. (Sent. en cas, de 
12 de mayo de 1865.) 
«Al prescribir la ley de E. c. en su art. 217, que contra lo convenido 
en los actos de conciliacion solo se admita la demanda de nulidad dentro 
del término que prefija, no ha prohibido que puedan ejercitarse las accio-
nes que por otro concepto procedan legalmente: » en su consecuencia, 
procede la de rescision de tal convenio, que nace del contrato innominado 
do ut lacias, por no haber cumplido el demandado la obligaciou que en él 
se impuso, siendo inaplicable á este caso la disposicion de dicho artículo. 
(Sent. en cas. de 4 de enero de 1866.) 
La doctrina de esta sentencia es conforme á la que espusimos 
al comentar dicho artículo en la pág. 602 y sig. del tomo 1." 
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ARTÍCULO 218. 
(V. p5g. 605, tomo 1') 
(Ultramar. —En las islas de Cuba y Puerto-Rico , lo convenido en 
acto de conciliacion se llevará é efecto por el Juez de paz si no escediere 
de 400 escudos , que es la cantidad prefijada para los juicios verbales por 
el art. 2.° de la instruction de 9 de diciembre de 1865, para la aplicacion 
de la Ley de E. c. á dichas islas. 
Lo convenido por las partes en un acto de conciliacion debe llevarse á 
efecto con arreglo á lo dispuesto en la ley , sin que baste para separarse 
de ello, ni para promover un litigio, la indecision de algun punto inciden-
tal , como el nombramiento de perito tercero, que puede resolverse al eje-
cutar lo pactado en la couciliacion. De consiguiente, no puede entablarse 
demanda ordinaria sobre asunto convenido ya en acto de conciliacion, y si 
se admite aquella y se decide sobre este punto en la sentencia, se infringe 
el art. 218 de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 10 de Noviembre de 1860.) 
Lo convenido en un juicio de conciliacion celebrado antes de regir la 
Ley de E. c., debe llevarse á efecto por los trámites y jurisdiccion en esta 
establecidos, en razon á que dicho convenio constituye para las partes una 
obligacion con la solemnidad especial que designa la ley, y su cumplimien-
to debe subordinarse á las leyes de procedimientos que rijan al tiempo en 
que haya de ejecutarse. Esta ejocucion corresponde al Juez de paz, 6 al de 
primera instancia respectivo, segun la cuantía, conforme al art. 218 de la 
Ley de E. c., por lo cual, y por no existir jueces de paz fuera de la juris-
diccion ordinaria, ésta es la competente para llevar á efecto dicho conve-
nio, aunque sea aforado de guerra el demandado. (Sent. en comp. de 23 
de noviembre de 1858.) 
Si bien el art. 8.° del decreto de C6rtes de 18 de mayo de 1821, resta-
blecido por otro de 27 de Enero de 1837, atribuye á la jurisdiccion militar 
la facultad de llevar efecto lo convenido en un juicio de conciliacion, si 
gozase del fuero de guerra la persona contra quien deba procederse, dicha 
disposicion debe entenderse derogada en virtud del artículo final de la Ley 
de E. c. Y segun la disposicion terminante del art. 218 de esta Ley, úaita 
aplicable al caso , y la doctrina derivada de la misma, consignada por el 
Tribunal Supremo de Justicia en diferentes resoluciones , corresponde al 
Juez de primera instancia respectivo llevar efecto lo convenido en acto 
de conciliacion , si su valor escede de la cantidad (le 600 rs. prefijada para 
los juicios verbales ; y no escediendo , al mismo Juez de paz , cualquiera 
que sea el fuero del demandado. (Sent. en comp. de 19 de noviembre de 
1857, 5 de Febrero de 1861 y otras.) 
En el sentido de estas sentencias ha de entenderse modificada 
TOMO v. 	 8 i 
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la doctrina que espusimos en las págs. 578 y 579, 602, 608 y 609 
del tomo 4.° acerca del Juez competente para exigir la multa de 
que habla el art. 209, para la demanda de nulidad que permite el 
217, y para llevar á efecto lo convenido en acto de conciliacion se-
gun el 218, cuando goce de fuero privilegiado la persona contra 
quien deba procederse. Hoy ya no puede haber duda de que todos 
estos asuntos son de la competencia esclusiva de la jurisdiccion or-
dinaria, puesto que por decreto del Gobierno provisional de 6 de 
diciembre de 1868, que acaba de publicarse, quedan suprimidos to-
dos los fueros especiales en asuntos civiles. 
No obstante la jurisprudencia antes indicada del Tribunal Su-
premo de Justicia sobre esta materia, por el Ministerio de la Guer-
ra se publicó una Real Orden en 17 de febrero de 1868, declarando 
que corresponde á la jurisdiccion militar llevar á efecto lo convenido 
en actos de conciliacion, y el conocimiento de los juicios verbales, 
contra aforados de guerra y de estranjería. En el comentario del ar-
tículo 1414 (págs. 572 y siguientes del tomo 5.°), nos hicimos ya 
cargo de esta Real órden, indicando que no podia prevalecer contra 
la jurisprudencia estahlecida por dicho Tribunal Supremo. Sin  em-
bargo, conviene conocerla, pues si bien en el punto antedicho ha 
quedado derogada por el citado decreto sobre unidad de fueros, 
debe reputarse subsistente, mientras otra cosa no se disponga, en 
lo que ordena en los arts. 4.°, 5.°, 6.° y 7.° sobre reclamaciou de 
deudas de los militares por la vía gubernativa, y aun tambien en el 
1.° respecto á que la citacion se haga por conducto de la autoridad 
militar, si bien su derogacion en este punto será una consecuencia 
necesaria de la supresion absoluta del fuero en asuntos civiles. En 
su parte dispositiva dice así: 
Guerra.—Real órden circular de 17 de febrero de 1868, sobre la com-
petencia para conocer de los actos de conciliacion y juicios verbales y de 
faltas contra los aforados de guerra y 
 de estranjeria. 
«Oidos el Consejo de Estado en pleno y el Tribunal Supremo de Guerra 
y Marina, ha tenido á bien S. M resolver, de,conformidad con el Tribu-
nal, lo siguiente: 
I.° No siendo el acto de paz 6 de conciliacion un verdadero juicio, 
sino simplemente un acto solemne, cuyo objeto es, come medida de interés 
público, evitar los pleitos por un medio estrajudicial, el cual en nada per-
judica á la integridad del fuero y jurisdiccion militar consiguiente á él, 
todo militar 6 aforado de guerra está obligado á comparecer ante el Juez 
de paz cuando sea citado á juicio de conciliacion, con tal de que la citacion 
1 
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se verifique por conducto de la autoridad militar de que dependa el afora-
do de guerra citado, que dará la órden oportuna sin pérdida de momento 
para su comparecencia ante el Juzgado de paz, de conformidad con lo 
prevenido para casos análogos en Real órden de 3 de febrero de 1857, 6 
manifestará en contestacion el impedimento que pueda haber, por razones 
preferentes del servicio, para que lo verifique en el dia y hora designados 
en la citacion. 
2.° Cuando la ejecucion de lo convenido en el acto de conciliacion ce- 
lebrado 	
ce- 
 ante el Juez de paz requiera que haya de procederse contra un mi- 
litar 6 aforado de guerra, es propia y privativa dicha ejecucion de la juris-
diccion militar, segun está prevenido por punto general para toda citacion, 
emplazamiento, venta de bienes, pago de deudas y demás diligencias de 
apremio contra aforados de guerra, por la Real cédula de 15 de agosto de 
1799, y como respecto á la ejecucion de los juicios conciliatorios se en 
 - 
cuentra esplícitamente declarado en sostenimiento y confirmacion del fue-
ro de guerra por el art. 8.° de la ley de 18 de marzo de 1821, restablecida 
en toda su fuerza y vigor por la de 25 de enero de 1837. 
3.° Prescribiéndose en ésta que la ejecucion de lo convenido en juicio 
de concilacion, cuando haya de procederse contra un militar 6 aforado de 
guerra, sea propia y privativa del Juez militar competente, que lo es el 
Capitan general; y teniendo en consideracion que si fuere la vía de apre-
mio una materia de justicia y no meramente gubernativa, no puede dicho 
Capitan general acordar providencia judieial alguna sino en su Juzgado 
de guerra, con dictámen y bajo la responsabilidad de su Auditor, con 
arreglo á la Real órden de 29 de enero de 1804, en su consecuencia de lo 
prevenido en la disposicion anterior, estará obligado el litigante que 
pretenda la ejecucion de lo convenido á ocurrir con instancia acompañada 
de certificacion del juicio de conciliacion al Capitan general de que de-
penda el aforado de guerra, á fia de que pasada á su Juzgado se le dé con 
acuerdo de su Auditor y por ante el Escribano de guerra al juicio de 
apremio la tramitacion que corresponda con arreglo á la Ley de Enjuicia - 
miento civil hasta la completa ultimacion del asunto. 
4.° Lo dispuesto en las prescripciones precedentes no deroga las fa-
cultades que por la Real órden de 23 de julio de 1855 competen á los Di-
rectores generales de las armas, Capitanes generales, Gobernadores mili-
tares y Jefes de los Cuerpos para decretar gubernativamente la retencion 
de la parte correspondiente del sueldo á los militares y aforados de guerra 
que de ellos dependan, cuando reclamado el pago de una deuda por la vía 
gubernativa sin que haya mediado juicio de conciliacion ante el Juez de 
paz, y oido el militar 6 aforado de guerra deudor, hubiere éste re-
conocido la legitimidad del crédito y sometidose á s su pago con la reten -
cion de la parte correspondiente de su sueldo 6 haber desde la fecha del 
decreto de retencion. 
w 
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5.' Si por resultado del expediente gubernativo se promoviese en este  
caso reclamacion por algun otro acreedor sobre preferencia en el pago de  
créditos, 6 alguna cuestion de derecho, 6 incidente que dé lugar á juicio  
contencioso, la Autoridad militar competente pasará sin demora el expe-
diente al Jefe del Juzgado de guerra de quien dependa el aforado, á fin de 
que se dicten las providencias que para la recta administracion y resolu-
cion del juicio procedan en justicia.  
6.' Igualmente si del expediente, ya por el origen 6 causa de las deudas,  
ya por el modo y forma de haberlas contraido, apareciere calificado algun  
hecho que constituya delito 6 falta militar definida en las Ordenanzas del  
ejército, 6 de la naturaleza de las comunes, la Autoridad militar compe-
tente pasará en el primer caso sin pérdida de instante el expediente á su  
Fisçal militar 6 al Jefe á que competa nombrarlo, y en el segundo al Capi-
tan general de quien dependa el presunto culpable, á fin de que, instruida  
en uno y otro caso la oportuna sumaria en comprobacion del delito y de-
lincuente, se le dé é la causa la tramitacion y sustanciacion que corres-
ponda con arreglo á las Ordenanzas del ejército 6 á las leyes.  
7.° Si la falta que apareciere justificada en el expediente de retencion  
fuese leve 6 de la naturaleza de las que deben ser corregidas disciplina-
riamente sin necesitar formacion de sumaria escrita, podrán los Jefes  
de los cuerpos imponer á sus subordinados gubernativamente, en sosteni-
miento de la moralidad y disciplina, 15 dias de arresto, y hasta dos meses 
los Directores generales de las armas é institutos en uso de las facultades 
que les otorga la Real órden de 23 de julio de 1855, debiendo proceder en 
la forma que en la misma se determina. 
8.' En toda cuestion entre partes, cuyo interés no esceda de 60 escu-
dos, cantidad igual á la prefijada en la Ley de Enjuiciamiento civil, y siem-
do el demandado militar 6 aforado de guerra 6 de estranjería, sola la ju-
risdiccion militar será la primitiva y esclusivamente competente para su 
conocimiento y fallo, y arreglándose en la tramitacion de estos juicios á lo 
especialmente establecido respecto de ellos en las Ordenanzas generales 
del ejército y Reales órdenes de 8 de diciembre de 1796 y de 3 de fe-
brero de 1857, y en la nota 2.', libro 2.°, tít. 3.° de la Nov. Rec. 
9.' Toda retencion 6 descuento de sueldo 6 haber de que gocen los 
militares 6 aforados de guerra, decretado por una Autoridad civil, será nula 
y de ningun efecto legal ni jurídico, en conformidad é lo dispuesto en la 
Real orden de 19 de octubre de 1853. 
10. El conocimiento de las faltas cometidas por militares y aforados de 
guerra y de estranjería es propio, privativo y esclusivo de la jurisdiccion 
 
de Guerra, no estando por lo tanto sujetos en los juicios criminales sobre 
faltas á la de los Alcaldes y sus Tenientes, aunque voluntariamente se so-
metieren á ellos, por no serles lícito menoscabar la integridad de la juris_ 
diccion militar de que dependen, ni renunciar su fuero, que habiendo sido 
_ 	 ^. 
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concedido á la clase en general y no á individuo alguno en particular, es 
irrenunciable, segun está repetidamente declarado: en consecuencia de lo 
cual, prohibe S. M. espresamente pueda entablarse, admitirse ni sostener-
se competencia jurisdiccional sobre esta materia, ni otra alguna civil 6 
criminal en que los aforados de guerra sean demandados, en evitacion de 
los perjuicios que de lo contrario se originan á la buena y pronta adminis-
tracion de justicia, debiendo en su consecuencia cumplirse sin tergiversa-
cion ni interpretacion que lastime la integridad del fuero de guerra, la 
Real cédula de 9 de febrero de 1793 y la ley 21 del tít. 4.°, lib. 6.° de la 
Novísima Recopilacion, cuya inviolable observancia se recordó por Real 
órden de 5 de noviembre de 1817.» 
Y 11. (Véase en la pág. 573 del tomo 5.°) 
ARTICULO 220. 
(V. pig. 61a, tomo 1°) 
Contra la sentencia que recae en diligencias seguidas para llevar 
á efecto lo convenido en un acto de conciliacion, por ser estas de natura-
leza ejecutiva, no se di ningun recurso, ni por consiguiente el de casa-
cion, con arreglo al párrafo 5.° de el art. 919 de la Ley de E. c. (Sent. en 
apel. de 31 de enero de 1863.) 
TITULO VII. 
DEL JUICIO ORDINARIO. 
SeccioN 1 . °—Disposiciones preliminares. 
ARTICULO 221. 
(V. pig. ii, tomo R.°) 
Gracia y Justicia. —Real órden de 3 de junio de 1859, declaran-
do que deben sustanciarse en los Juzgados de primera instancia, confor-
me d la Ley de Enjuiciamiento civil, las demandas de indemnizacion por 
la abolition de privilegios esclusivos, á que se refiere el art. 9.° del de-
creto de las Córtes de 1814 sobre señoríos. 
=Excmo. Sr.: He dado cuenta á la Reina (Q. D. G.), de la consulta ele-
vada por ese Tribunal Supremo, acerca de la duda de ley que lia ocurrido 
á la Audiencia de Valencia, sobre si es 6 no competente para conocer en 
primera instancia de la demanda que ante la misma han presentado Don 
Pedro Pilou y otros, reclamando la indemnizacion de ciertas prestaciones 
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comprendidas en la Encomienda de Torrente, que fueron suprimidas por 
 
la ley de Señoríos de 6 de agosto de 1811, fundándose en el art. 9.', que 
 
atribuye á las Audiencias la facultad de conocer desde luego en vista y en  
revista de estas pretensiones:  
Considerando que el art. 9.° del decreto de las Córtes de 1811 sobre  
señoríos, restablecido por otro de 20 de enero de 1837, se halla en contra-
diccion con los principios consignados en el art. 5.° de la Contitucion de 
 
1812, mandado observar como ley; con el art. 36 del Reglamento provi-
sional para la administracion de justicia, y con la última Ley de Enjuicia-
miento civil que, aboliendo los casos de Córte, disponen que todo pleito de 
 
fuero ordinario comience en los juzgados inferiores: 
 
Considerando que en virtud de este principio no hay formulado proce-
dimiento alguno para el caso en que la Audiencia hubiera de sustanciar el  
juicio en primera instancia; teniendo presente, que tampoco existe, segun  
la legislacion que rige, el grado de revista, y que de empezarse el juicio de  
indemnizacion en las Audiencias , seria imposible que tuviera lugar el re-
curso de casacion que otorga la nueva ley, ni ninguno de los extraordi-
narios que concedia la antigua, por falta de términos hábiles , quedando 
 
sin esta garantía el Estado, que tanto interés tiene en los juicios de esta  
clase:  
Atendiendo, por último, á que la Ley de Enjuiciamiento deroga en su  
art. 1415 todas las leyes, decretos y reglamentos en que se hayan dictado  
reglas para el procedimiento civil , se ha servido S. M. declarar , de con-
formidad con lo propuesto por el Tribunal pleno, de acuerdo con el Minis-
terio Fiscal, que el art. 9.° del decreto de las Córtes de 6 de agosto de  
1811  se halla derogado por las disposiciones posteriores que se dictaron  
sobre procedimientos y por la última Ley de Enjuiciamiento civil y que  
por lo tanto la demanda de indemnizacion entablada por D. Pedro Pilou  
ante la Audiencia de Valencia, como todas las de igual clase, deben dedu-
cirse y sustanciarse ante los Juzgados de primera instancia correspondien-
tes, sometiéndose á las reglas prescritas en la Ley de Enjuiciamiento civil.  
De Real Orden lo digo á V. E. para los efectos consiguientes. Dios  
guarde á V. E. muchos años. Madrid 3 de junio de 1859.—Santiago Fer-
nandez Negrete.—Sr. Presidente del Tribunal Supremo de Justicia.» 
 
SECCION 2.'— De la demanda y emplazamiento. 
ARTICULO 224. 
V.• pág. 31, tomo 2.°)  
La demanda determina la naturaleza del juicio. (Sent. en cas, de 24 de 
noviembre de 1 865.) 
^ 	
— 	 __ _ 
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No es necesario dar su nombre técnico y propio á la accion que se 
ejercita; sino que, con arreglo al art. 224 de la Ley de E. c., basta deter-
minar la clase á que pertenezcan. (Sent. en cas. de 7 de octubre de 1858.) 
La demanda, en que se ha designado la cosa, objeto de ella, con la 
precision que la naturaleza de la misma permite, está arreglada á la 
ley 25, tít. 2.', Part. 3.° y al art. 224 de la de E. c. (Sent. en cas. de 28 
de Junio de 1864.) 
Las meras incorrecciones de lenguaje, que no alteran la esencia ni 
oscurecen el sentido de la demanda, carecen de importancia para que 
pueda válidamente fundarse en ellas la infraccion del art. 224 de la Ley 
de E. c., el cual no puede reputarse infringido cuando el demandante 
fijó con precision lo que pedia, y determinó claramente la clase de accion 
que ejercitaba, como lo prueba el haberse seguido el litigio sin reclama-
cion alguna por parte del demandado acerca de la naturaleza 6 ambigüe-
dad de la demanda. (Sent. en cas. de 23 de febrero de 1863.) 
La omision de numerar los hechos y fundamentos de derecho, segun 
se ordena en el art. 224 de la ley de E. c., no es causa suficiente de casa-
cion en la forma, y mucho menos en el fondo. (Sent. en cas, de 11 de 
enero de 1860.) 
La infraccion de dicho art. 224 no puede utilizarse para el recurso de 
casacion en el fondo, por pertenecer al Orden de sustanciacion de los jui-
cios. (Sent. en cas. de 21 de enero de 1865.) 
((El adicionar 6 modificar los fundamentos de una demanda, en uso de 
la facultad que la ley concede al demandante, no alterando la esencia de 
la accion deducida, no varia su naturaleza ni puede estimarse como una 
nueva y diferente demanda, segun doctrina de jurisprudencia admitida 
por el Supremo Tribunal.» (Sent. en cas. de 27 de junio de 1866.) 
La ley 40, tít. 2.°, Part. 3.' y los arts. 224 y 225 de la de E. c., se re-
lieren á las formalidades de la demanda, y no á su calidad intrínseca 6 jus-
ticia: de consiguiente, no obsta el que la demanda esté arreglada á dichas 
disposiciones, para que sea desestimada si el actor no prueba su derecho. 
(Sent. en cas. de 30 de enero de 1866.) 
La Sala sentenciadora, absteniéndose de decidir sobre cuestiones sus-
citadas por primera vez ante la misma en la segunda instancia, se ajusta 
al espíritu y letra de los arts. 224, 253 y 256 de la Ley de Enjuiciamiento 
civil y á la 25, tít. 2.°, Partida 3.', la cual, si bien establece que el de-
mandante, cuando determina la razon por qué pide la cosa , pueda recla-
marla despues por otra diferente, no le otorga este derecho sino fenecido 
que sea el primer juicio. (Sent. en cas. de 2i de mayo de 1861.) 
Segun lo dispuesto en la Ley de E. c., el actor debe formular directa-
mente sus pretensiones en la demanda y en la réplica, no pudiendo tomar-
se en consideracion la peticion que formule en el alegato de bien probado, 
por no ser ya tiempo oportuno. (Sent. en cas. de 9 de mayo de 1863.) 
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Segun doctrina consignada en varias decisiones del Supremo Tribu-
nal de Justicia, de acuerdo con lo dispuesto en los arts. 224 y 256 de la 
Ley de E. c., el actor debe designar en su demanda lo que pida, y deter-
minar la clase de accion que ejercite; y en los escritos de réplica y dúpli-
ca, tanto el actor como el demandado deben fijar definitivamente los pun-
tos de hecho y de derecho, objeto del debate, no pudiendo recaer la sen-
tencia definitiva sobre otros diferentes que se hayan propuesto con poste-
rioridad, y sobre los que no ha podido haber ni discusiou ni prueba; y de 
consiguiente, no es permitido á las partes alterar la cuestion litigiosa en 
el alegato de bien probado. (Sent. en cas. de 4 de diciembre de 1865.) 
«Los arts. 224, 225, 253, 254, 256 y 260 de la Ley de E. c., establecen 
el modo de ejercitar las acciones y excepciones, y el período en que deben 
fijarse definitivamente los puntos de hecho 3 de derecho objeto de la con-
traversia jurídica, para que, concretándose la cuestion á términos claros 
y precisos, se metodice el órden del juicio y sea igual la condicion de los 
litigantes, que de lo contrario se verian intempestivamente sorprendidos 
con nuevas cuestiones.» Por esta razon no pueden invocarse en apoyo de 
un recurso de casacion leyes y doctrinas que no tengan relacion directa 
con los puntos controvertidos oportunamente en el juicio. (Sent. en cae. 
de 12 de mayo de 1865, y  15 de junio de 1866.) 
Véanse además las sentencias extractadas en el apéndice al art. 256. 
Como ampliacion ó reforma de lo que se dijo en el comentario 
de este art. 224 (pág. 43 y sigs., tomo 2.°) sobre letrados hábiles 
para firmar las demandas y demás escritos, véanse las disposicio-
nes citadas en el apéndice al art. 19 (pág. 622 de este tomo); y 
sobre papel sellado, las relatadas en el apéndice al art. 7.° (pá-
gina 640, id.) 
La Ley Hipotecaria de 8 de febrero de 1861 y el Reglamento 
general para su ejecucion permiten en ciertos casos, determinados 
espresamente en aquella, la anotacion preventiva en el Registro de 
la propiedad de las demandas ordinarias, á fin de que queden ase-
gurados los derechos del demadante, 6 como medida de precau-
cion que impida al deudor ó litigante hacer imposible en su dia el 
cumplimiento de la ejecutoria que recaiga en el pleito. Segun el 
art. 42 de dicha ley, podrán pedir la anotacion preventiva, entre 
otros, el que demandare en juicio la propiedad de bienes inmue-
bles, 6 la constituciou, declaracion modification, ó estincion de 
cualquier derecho real; el que, demandando en juicio ordinario el 
cumplimiento de cualquiera obligacion, obtuviere con arreglo á las 
leyes providencia ordenando el secuestro, 6 prohibiendo la enaje- 
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nacion de bienes inmuebles; y el que propusiere demanda con obje. 
to de obtener la declaracion de incapacidad legal para administrar, 
6 la de muerte presunta de personas ausentes. Y conforme al ar-
tículo 41 del Reglamento, el que propusiere la demanda de propie-
dad podrá pedir al mismo tiempo, é despues, su anotacion preven-
tiva, ofreciendo indemnizar los perjuicios que de ella puedan se-
guirse al demandado, en caso de ser absuelto; y el Juez mandará 
hacer la anotacion al tiempo de proveer sobre la admision de la de-
manda, y si aquella se pidiese despues, en el término de tercero 
dia. Esta providencia es apelable en un solo efecto , y solo puede 
dictarse á instancia de parte legítima y en virtud de documento 
bastante al prudente arbitrio del Juez (arts. 43 y 68 de la Ley Hi-
potecaria). Sobre esta materia, 6 sobre los casos y forma en que 
deben verificarse tales anotaciones preventivas y efectos que pro-
ducen, véanse los arts. 42 á 74 de la citada Ley Hipotecaria y 41 y 
siguientes de su Reglamento. 
ARTÍCULO 225. 
(v. pig. 50, tomo 2.°) 
Los documentos deben presentarse con la demanda, como previene la 
ley: si se presentan en la segunda instancia sin el juramento debido, y la 
parte contraria pide que se desglosen oponiéndose á su admision, la 
Sala está en el deber de resolver espresamente sobre este punto, y de otro 
modo no puede tomarlos en consideracion ni funder en ellos su fallo. 
(Sent. en cas. de 11 de marzo de 4859.) 
Los documentos que el párrafo 1.° del art. 225 de la Ley de E. c. pre-
viene que deberá el actor acompañar con la demanda, son aquellos en que 
funde su derecho, y no los relativos á acreditar su personalidad, lo cual 
es objeto de otras disposiciones de la misma Ley. (Sent. en cas. de 12 
de mayo de 1865.) 
Véanse las sentencias de 30 de enero y 15 de junio de 1866, extrac-
tadas en el apéndice al articulo anterior 224. 
ARTÍCULO 226. 
(V. pág. 61 , tomo 2.°) 
Es doctrina inconcusa de jurisprudencia qué ninguna demanda debe 
ser repelida de plano, no mandándolo espresamente la ley. (Sent. en cas. 
de 26 de mayo de 1859.) 
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El art. 226 de la Ley de E. c., en el que se previene la repulsion de 
las demandas que no se acomoden á las reglas establecidas, es aplicable á 
toda clase de demandas, sin exceptuar las incidentales. (Sent. en cas. de 
16 de mayo de 1860.) 
.Debiendo fundarse las sentencias definitivas que deciden artículos, 
con tanta 6 mas razon deben serlo providencias tan trascendentales como 
las que repelen á limini y desde luego una demanda.» (Sent. en apel. de 3 
de mayo de 1860.) 
La providencia que repele la demanda, 6 deniega su adinision, por la 
forma en que se lia propuesto, 6 por faltarle algun requisito , como el de 
no haber intentado préviamente la vía gubernativa cuando se dirige contra 
el Estado, no es definitiva para los efectos del recurso de casacion, puesto 
que no pone término al juicio, ni impide el que, presentándola en otra for-
ma, 6 llenando los requisitos que falten , se abra de nuevo el pleito y se 
ejercite 6 reclame el mismo derecho. (Sent. en apel. de 3 de mayo y 18 de 
setiembre de 1860, 28 de setiembre de 1866 y otras.) 
ARTICULO 227. 
(V. pág. 68, tomo 2.°) 
El emplazamiento y citacion de las partes interesadas en los juicios son 
las (orinas mas esenciales de ellos: su defecto vicia todo procedimieuio ju-
dicial y dé lugar al recurso de casacion. (Sent. en cas. de Ultramar, de 16 
de marzo de 1864.) 
ARTICULOS 228 y 229. 
(V. pág. 73, tomo 2.°) 
La citacion de remate hecha por dos hombres buenos (y lo propio de-
berá entenderse respecto del emplazamiento, al que es equivalente aquella, 
segun declaracion hecha en la sentencia n.° 266 de 20 de junio de 1866), 
no puede considerarse nula mientras no se pruebe que existia allí, donde 
se verificó, escribano público que pudiera practicar dicha diligencia. (Sen t . 
en cas. de 13 y 20 de octubre de 1864.) 
Cuando para verificar el emplazamiento, como cualquiera otra 
diligencia judicial, se dé comision á un Juez de paz, éste tendrá que 
valerse de escribano, si lo hay en el pueblo; y no habiéndolo, auto-
rizará la diligencia el secretario del mismo juzgado de paz, hacien-
do constar dicha circunstancia, como se previene en el art. 3.° del 
Real decreto de 22 de octubre de 4858, inserto en la pág. 585 de 
"wallgralmnININNIPM1111111111/4411/V. Air"- 
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este tomo. Téngase presente que los notarios no pueden intervenir 
en las diligencias judiciales: pueden y deben hacerlo los antiguos 
escribanos numerarios en los pueblos de su residencia, que no sean 
cabeza de partido, conforme á la Real órden de 7 de octubre de 1835, 
y á la aclaratoria de 4 de agosto de 1866, la cual en su parte dis-
positiva ordena lo siguiente: 
I.° Que los antiguos Escribanos Reales, Notarios de Reinos, no pue-
den intervenir en las diligencias judiciales, salva la escepcion que respec-
to á los juicios de faltas establece la regla 8.' de la ley provisional para la 
aplicacion del Código penal. 
2.° Que en los pueblos donde no hubiere Escribano de número, pueden 
los del Juzgado de primera instancia practicar todas las diligencias judi-
ciales que se deriven del mismo, con tal que en cada caso sean autoriza-
dos al efecto por el Juez respectivo. 
3.° Que los Escribanos de Juzgado pueden practicar dichas diligencias 
en todos los pueblos del partido, aunque hubiere Escribano de número, 
siempre que lo verifiquen asistiendo al Juez de primera instancia 6 algua-
cil del Juzgado comisionado por el mismo, y tambien en los casos de em-
bargo previsto en el art. 048 de la ley de E. c. 
4.° Que á los Escribanos numerarios residentes en los pueblos, que 
no son cabeza de partido, corresponde actuar en todos los asuntos de que 
conocen los Alcaldes y Jueces de paz por jurisdiccion propia, y para los 
cuales exijan las leyes la intervencion de Escribano. 
5.° Que á los propios Escribanos numerarios corresponde tambien au-
torizar las diligencias que por delegacion 6 comision del Juzgado de pri-
mera instancia hayan de practicar los Alcaldes y Jueces de paz.» 
ARTÍCTLO 230. 
(v. págs. 74 y 83, tomo 8 ") 
Además de las disposiciones citadas en el comentario de este ar-
tículo sobre el modo y forma en que han de dirigirse los exhortos 
á países extranjeros, deben consultarse las que siguen. 
Gracia y Jngticia.— Real órden de 23 de junio de 1860, circulada 
á los Regentes de las Audiencias, encargando el cumplimiento de la de i2 
de febrero de 1853 (véase en la pág. 84 del tomo 2.°), sobre exhortas á 
paises extranjeros.—=Ha llamado la atencion de S. M. la frecuencia con 
que los Jueces dejan de observar en los exhortos dirigidos á países extran-
jeros las reglas prescritas por la Real órden de 12 de febrero de 1853, ya 
remitiéndolos directamente al Ministerio de Estado, ya valiéndose de la 
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forma solemne de tales documentos para reclamar partidas de bautismo 6 
defunclon y la práctica de otras diligencias que por su naturaleza han de 
ser evacuadas por las Autoridades administrativas, lo cual hace que este 
Ministerio se vea en la necesidad de devolver muchos exhortos á los Juz-
gados de donde proceden, ocasionándose con ello las dilaciones consiguien -
tes en perjuicio de la administracion de justicia y de los intereses priva-
dos. A fin, pues, de evitar estos inconvenientes, la Reina (Q. D. G.) ha te-
nido á bien mandar que se recuerde á los Jueces y Tribunales la Real ór-
den mencionada, encargándoles su exacto cumplimiento.» 
Idem. —Real órden de 24 de abril de 1862, circulando á los Tribuna-
les la comunicada por el Ministerio de Estado al de Gracia y Justicia en 21 
del mismo, por la cual, en vista de que en la República de Buenos Aires 
no se cumplimentaban gratis los exhortos procedentes de España, no obs-
tante que aquí se diligenciaban de oficio los de aquella procedencia, para 
evitar esta desigualdad se mandó, que las diligencias del cumplimiento de 
los exhortos procedentes .de dicha República tengan lugar baja las mismas 
condiciones de la determinacion que sobre este particular adoptó el Estado 
de Buenos Aires en i 3 de octubre de 1854, por la cual se dispuso que para 
cumplimentar los exhortos designen los interesados una persona que á su 
nombre se presente al Tribunal á quien corresponda diligenciarlos, y su-
frague los gastos que se ocasionen. 
Idem. —Real órden de 14 de abril de 1866, disponiendo que los gas-
tos que ocurran eu el cumplimiento de los exhortos procedentes de Suiza 
sean de cuenta del Juzgado exhortante, para que los reclame de las par-
tes interesadas, adoptándose, en justa reciprocidad, la misma práctica que 
se observa en dicho país, pues, segun comunicacion del Ministerio de Es-
tado al de Gracia y Justicia, habiendo hecho presente al Gobierno suizo 
que los exhortos procedentes del extranjero son cumplimentados en Espa-
ña sin exigir derechos, para que allí se hiciera lo mismo con los de esta 
procedencia, el Canciller general federal contestó, negándose a ello, que 
segun las leyes vigentes en el Canton de Ginebra, todo documento judi-
cial, cuya ejecucion se pide, debe estar redactado en lengua francesa, que 
es la del país ; y si trata de causas particulares, los interesados deben eu 
caso necesario sufragar los gastos de la traduccion de los actos concebidos 
ea idioma extranjero ; y que además los Cantones tienen la facultad de re-
clamar el reembolso de los gastos causados por los exhortos de proceden-
ci a extranjera.  
Id. —Real órden de 3 de abril de 1867, encargando se cumpla lo que 
está prevenido sobre remision de exhortos á las autoridades judiciales de 
Portugal.—«Habiendo hecho presente el Ministro Plenipotenciario de S. M. 
en Lisboa que algunos Jueces de primera instancia y Promotores fiscales re 
tniten por la vía diplomática exhortos, suplicatorios, informaciones y otros 
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hiendo de este modo á lo estipulado en los tratados celebrados con Portu-
gal y á lo prevenido en la disposicion 8.' de la Real Orden de 5 de diciem-
bre de 1862; la Reina (Q. D. G.) se ha dignado mandar que los Jueces y 
Promotores cumplan con la mayor exactitud lo que preceptúan los referi-
dos tratados y la citada Real disposicion, cursando aquellos documentos 
como los que se dirigen á las Autoridades de la Península, y limitándose á 
remitir por la vía diplomática, y en los términos indicados en aquellos con-
venios y en diferentes Reales disposiciones, los recordatorios de exhortos 
y las reclamaciones y espedientes de extradicion de criminales.»—Véase 
lo que sobre esto se dijo en la pág. 88 del tomo 2.°—La Real Orden de 5 de 
diciembre de 1862, contiene varias disposiciones para el curso y cumpli-
miento de los exhortos y suplicatorios que so espidan de oficio, á fin de 
evitar su estravio y dilaciones en el despacho, y la 8.', que se cita en la 
Real 6rden que precede, dice asf: «Los exhortos dirigidos á las autoridades 
de paises estranjeros, á escepcion de Portugal, se remitirán á la Fiscalía 
del Supremo Tribunal de Justicia, para que por esta se les dé el curso cor-
respondiente. Los documentos de dicha clase que procedan 6 se dirijan é 
Portugal, seguirán cursándose como los de la Península, conforme á los 
tratados vigentes.» 
Idem—Real Orden de 6 de febrero de 1868, sobre los requisitos que 
deben contener los exhortos que se dirijan al Brasil.—«Con fecha 22 de 
enero proximo pasado y.con referencia al Encargado de negocios del Bra-
sil en esta Corte, se manifiesta á este Ministerio (de Gracia y Justicia) por 
el de Estado, que no se podrá dar cumplimiento á los exhortos dirigidos 
á las Autoridades de aquel país, que no tengan los requisitos prescritos en 
los documentos cuyas copias acompaño.» Estos documentos son los dos 
que siguen : 
»Núm. 1.°—Rio Janeiro.—Ministerio de la justicia.-1.° de octubre de 
1847.—S. M. el Emperador manda declarar á V. S. para su inteligencia, 
y para que lo haga constar á quien corresponda, que deben ser cumplidas 
y satisfechas las cartas suplicatorias, citatorias 6 inquisitorias espedidas por 
Autoridades judiciales estranjeras, siempre que contengan los requisitos 
siguientes: 1.° Que sean simplemente suplicatorias 6 rogatorias, espedidas 
por las Autoridades judiciales para simples citaciones 6 indagaciones de 
testamentarías, siendo repelidas cualesquiera ejecutorias, traigan 6 no in-
sertas las sentencias.-2.° Que las espresadas cartas suplicatorias estén 
concebidas en términos corteses y de ruego, sin forma ni espresion de Or-
den imperativa, siendo espresamente esceptuados los emplazamientos que 
versaren sobre materia criminal.-3.° Que dichas cartas estén legalizadas 
por los respectivos Cónsules Brasileños en la forma prescrita en su regla-
mento.-4.° Que por tales cartas serán admitidos los embargos de las par-
tes que fueren atendidos en derecho, y serán estos llevados á cabo en los 
términos regulares para que sean juzgados definitivamente en justicia.— 
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Dios guarde á V. S. etc.—Nicolás Pereira de Campos Vergueira.—Sr. Don 
Manuel Ignacio Cavalcante de la Cerda.—Conforme.—Firmado, Caetano 
Marta de Paiva Lopez Game.» 
«Núm. 2.°—Ministerio de la Justicia.—Rio Janeiro 14 de noviembre de 
1865.---Circular.—Ilmo. y Excmo. Sr.: S. M. el Emperador, atendiendo á 
la necesidad de facilitar las relaciones internacionales, así como los usos y 
principios consagrados por la mayor parte de las Naciones cultas con res-
pecto á los exhortos de las Autoridades judiciales estranjeras, ha tenido ti 
bien declarar, sin derogar las bases y cláusulas del Real decreto de 1.' de 
octubre de 1847, lo siguiente:-1." Que las disposiciones del citado Real de-
creto en igualdad de casos sean comunes é todas las Naciones.-2.° Que 
las diligencias civiles que, segun el Real decreto de 20 de abril de 1849,. 
pueden cumplimentar las Autoridades del Imperio independientemente de 
este Ministerio, no sean solamente citaciones ni averiguaciones, de que 
trata espresamente el citado Real decreto de 1. ° de octubre de 1847, sino 
tainbien, y por la misma razon, las visitas de inspeccion, exámen de libros, 
avalúos, interrogatorios, juramento, exhibicion, copia, verificacion, en-
trega de documentos y todas las demás diligencias importantes para la de-
cision de las causas.—Dios guarde á V. E. etc.—José Tomás Nahuco de 
Araujo.—Sr. Presidente de la provincia de —Conforme.—Firmado. 
Caetano Maria de Paiva Lopez 
 Game.» 
ARTICULO 232. 
(V. pág. 95. tomo 2.°) 
Cuando se tiene por contestada la demanda en rebeldía del demanda-
do, si éste comparece despues, puede en el escrito de dúplica alegar útil-
mente sus escepciones, con los mismos efectos que si lo hubiera hecho en 
el de contestation. (Sent, en cas. de 31 de diciembre de 1864.) 
SECCioN 3.'— De las escepciones dilatorias. 
ARTICULO 237. 
v. pag• 108, tomo 5.") 
(Sobre la escepcion de incompetencia, véanse las sentencias extracta-
das en el apéndice et los arts. 82, 83 y 84, pág. 645 de este tomo.) 
Si el demandante no acredita, segun se dispone en el núm. 2.° del ar-
ticulo 18 de la Ley de E. c., que tuviese representacion legal para pedir 
la incorporation de ciertos bienes al Estado, 6 sea para gestionar en favor 
de un tercero, este hecho constituye la falta de personalidad en el deman- 
DEL JUICIO ORDINARIO. 	 703 
dante, que el núm. 2.° del '237 coloca entre las escepciones dilatorias, que 
autorizan la incontestacion á la demanda. (Sent. en cas. de 4 de octubre 
de 1858.) 
La persona autorizada por medio del competente poder para un tin 
legal, se entiende que tarnbien debe estarlo para servirse de los medios le-
gales, sin los cuales uo se puede aquel conseguir. De consiguiente, el que 
tiene Amplias facultades para promover diligencias judiciales, puede susti-
tuir el poder en cuanto á pleitos á favor de un procurador habilitado al 
efecto, puesto que la ley de E. c. no permite á las partes comparecer en 
juicio de mayor cuantía sino por medio de procurador. Al nombrado do 
este modo no puede objetársele la falta de personalidad. (Sent. en cas. dr. 
21 de mayo de 1862, yen apel. de 16 de junio de 1864.) 
La ley i.' , tít. 3.', Part. 3.', que trata de la personalidad del deman-
dante, so halla refundida en el art. 237 de la de E. c.; y no puede invo-
carse para fundar en su infraccion un recurso de casacion en el fondo, en 
razon á que este no procede por las causas espresadas en el art. 1013, y 
una de ellas es la falta de personalidad del demandante. (Sent. en cas. de 
1.° de marzo de 1865.) 
El título de que nace la accion, no afecta A. la personalidad de los liti-
gantes, sino á la accion misma y á la cuestion del pleito en su esencia. (Id.) 
La falta de personalidad y la falta de accion en el demandante, son dos 
cosas absolutamente distintas, segun derecho : la primera constituye una 
escepcion dilatoria, que únicamente afecta á la forma del juicio; y la se-
gunda una escepcion perentoria, que corresponde al fondo. (Sent. en cas. 
de 7 de mayo de 1866.) 
La falta de personalidad de un litigante no puede fundarse en la falta 
de accion para pedir, sino en la del pleno ejercicio de sus derechos civi-
les, cuya falta es lo que segun el art. 12 de la Ley de E. c. constituye la 
incapacidad personal del litigante para comparecer en juicio. (Sent. en cas. 
de 28 de setiembre de 1863.) 
Si bien el art. 12 de la Ley de E. c. prescribe que solo pueden compa-
recer en juicio los que están en el pleno ejercicio de sus derechos civiles, 
esta disposicion, que se refiere á la incapacidad absoluta personal del liti-
gante, debe entenderse ea cornbioacion con las que se hallan establecidas 
en otros artículos de la propia ley sobre la misma materia. Una de estas es 
la del párrafo 2.° del art. 18, segun el cual á toda demanda deben acorn-
pañarse los documentos que acrediten el carácter con que el litigante se 
presente en juicio, en el caso de tener representacion legal de alguna per-
sona 6 corporacion, 6 cuando el derecho que reclame provenga de habér-
selo otro trasmitido. Si el actor no acompaña estos documentos, puede ob-
jetársele la escepcïon dilatoria de falta de personalidad, y debe darse lu-
gar al artículo de incontestacion fundado en esta causa. (Sent. en cas. de 
12 de mayo de 1865.) 
ti 
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La alegacion hecha por el demandado de falta de personalidad en el 
demandante queda desvanecida cuando aquel dirige reconvencion contra 
éste, puesto que con ese hecho reconoce implícitamente la personalidad 
del mismo demandante, y lo sujeta á continuar el litigio hasta su termina-
cion. (Sent. en cas. de 23 de junio de 1865.) 
La falta de personalidad en el demandado 6 su representante, no pue-
de ventilarse como escepcion ditatoria, en razon á que no está designada 
como tal entre las que se enumeran, con esclusion de cualquiera otra, en 
el art. 237 de la ley de E. c. (Sent. en apel. de 29 de abril de 1864, y en 
cas. de 17 de octubre de 1865.) 
Cuando el demandado se limita á oponer á la demanda la escepcion de 
defecto legal en el modo de proponerla , no puede invocar despues, como 
motivo de casacion contra la sentencia, la infraccion de leyes y doctrinas 
que se refieren al fondo del pleito. (Sent. en cas. de 1.° de febrero de 1865.) 
Cuando la demanda es defectuosa en el modo de proponerla, debe ser 
repelida de oficio al tenor de lo prevenido en el art. 226 de la Ley de E. c.; 
y no habiéndose esto verificado, debe la parte demandada proponer contra 
ella la escepccion dilatoria que se designa en el núm. 4.° del art. 237; no 
pudiendo en ningun caso alegar tal defecto como motivo de casacion con - 
tra el fondo de la ejecutoria. (Sent. en cas. de 4 de junio de 1866.) 
ARTICULOS 239 y 240. 
(V. pág. 135, tomo 5.°) 
Para proponer escepciones dilatorias no hay más término que el de seis 
dias, por ser éste improrogable segun el art. 30 de la Ley de E. c.: trascur-
rido dicho término, aunque no se haya acusado la rebeldía, no pueden pro-
ponerse sino contestando á la demanda. (Sent. en apel. de 27 de noviem-
bre de 1863, y en comp. de 13 de octubre de 1865.) 
En el mismo caso se halla la escepcion de incompetencia, la cual es 
estemporánea é inadmisible si se propone en la segunda instancia. (Sent. 
en cas. de 25 de noviembre de 1861.) 
Deben desestimarse las escepciones dilatorias , cuando la peticion no 
está arreglada á lo establecido por los arts. 239 y 240 de la Ley de E. c. 
(Sent. en cas. de 8 de mayo de 1866.) 
El art. 239 de la Ley de E. c. se refiere al órden y sustanciacion de los 
juicios, y por tanto su infraccion no puede ser motivo de casacion en el 
fondo. (Sent. en cas. de 28 de junio de 1866.) 
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ARTÍCULOS 244, 245, 246 y 247. 
(V. pág. 129, tomo 2.'.) 
Segun estos artículos, la Ley de E. c. no requiere la citacion para dic-
tar sentencia sobre las escepciones dilatorias propuestas en artículo de pré-
vio pronunciamiento. (Sent. en cas. de 6 de diciembre de 1860.) 
ARTÍCULOS 248, 249 y 250. 
(V. pág. 140, tomo 2.°) 
La providencia no dando lugar á una escepciou dilatoria , propuesta 
como tal, no merece el concepto de definitiva para los efectos del recurso 
de casaciou, porque no pone término al juicio, ni hace imposible su con-
tinuacion, y por consiguiente no se dé contra ella dicho recurso. ( Sent. 
en apel. de 6 de setiembre de 1862.) 
Propuesta como dilatoria la escepcion de incompetencia de jurisdic-
ciou, no se dá el recurso de casacion contra la sentencia que sobre ella 
dicte el Tribunal superior, sino en el caso y lugar de que habla el artícu-
lo 111; cuyo caso y lugar es únicamente despues de recaer sentencia eje-
cutoria sobre lo principal que se litiga. (Sent. en apel. de 8 de enero de 
1862, 2'7 de noviembre de 1863 y otras.) 
Contra la sentencia definitiva, pronunciada en un artículo prévio de 
declinatoria de jurisdiccion, no se dá otro recurso que el de casaciou en 
su caso y lugar, con arreglo al art. 111 de la Ley de E. c.; cuyo recurso, 
cuando el debate judicial en 1.' y 2." instancia solamente ha versado so-
bre la espresada declinatoria, es de aplicacion inmediata, á fin de que pue -
da quedar fija la competencia del Juez, ante quien corresponda que las 
partes ejerciten sus acciones. (Sent. en apel. de 17 de junio de 1865 y 
otras.) 
Véanse tambien sobre esta materia las sentencias estractadas en el 
apéndice al art. I I) , págs. 650 y sigs. de este tomo. 
La sentencia en que se declara no haber lugar á la escepcion dilatoria 
de falta de personalidad en el actor, y se manda que el demandado conteste 
la demanda, lejos de poner término al juicio, impone la obligacion de con-
tinuarlo; por lo cual no puede estimarse como definitiva, ui se dá contra 
ella el recurso de casacion. (Sent. en apel. de 13 de abril de 1863.) 
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SECCION 4.'—Déla contestacion. 
ARTÍCULO 253. 
IV . pág. 164 , tomo 2.°) 
Nu deben admitirse al demandado los documentos que presente duran-
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te el término de prueba, si son de fecha anterior á la contestacion y no 
jura que no tuvo antes noticia de ellos, puesto que conforme á lo dispuesto 
en el art. 253, en su referencia al 225 la ley de E. c., debe presentar con la 
contestacion á la demanda los documentos en que funde sus escepciones, 
no pudiendo despues hacerlo de los que sean de fecha anterior sin dicho 
juramento. (Sent. en cas. de 7 de enero de 1865.) 
«Si bien es cierto que en la contestacion á la demanda debe el deman-
dado hacer uso de sus escepciones, y en los escritos de réplica y dúplica 
deben fijarse definitivamente los puntos de hecho y de derecho, objeto del 
debate, con arreglo á los arts. 254 y 256 de la Ley de E. c.; no lo es me-
nos que despues, en apoyo de las escepciones opuestas, pueden presentarse 
documentos de fecha posterior, 6 con juramento de nueva noticia si fue-
sen anteriores, segun el art. 253, con referencia al 225 de la misma Ley.» 
Sent. en cas. de 12 de octubre de 1866.) 
Véanse las sentencias estractadas en el apéndice al art. 225, y de las 
del 221 aquellas en que se cita el 253 (págs. 695 y 697 de este tomo). 
ARTICULO 251. 
(V. pág. 166, tomo 2.1 
«El art. 254 de la Ley de E. c. prescribe terminantemente que en la 
 . 
contestracion á la demanda haga uso el demandado de las escepciones pe-
rentorias que tuviere; y el 256, que tanto el actor como el demandado li-
jarán definitivamente en los escritos de réplica y dúplica los puntos de he-
cho y de derecho, objeto del debate.» Estos preceptos esplicitos y termi-
nantes no consienten que se opongan escepciones fuera de aquellos plazos: 
si se oponen, no deben tomarse ea consideracion; y si se toman, y en 
su virtud se absuelve de la demanda, se infringe dicha doctrina y procede 
la casacion de la sentencia. (Sent. en cas. de 21 de mayo de 1859, 46 de 
diciembre de 1864, y otras.) 
El derecho concedido al demandado por el art. 254 de la Ley de E. c., 
para hacer uso en la contestacion á la demanda de las escepciones que 
tuviere, se limita, en cuanto á las dilatorias, á las que no hubieren sido 
propuestas eu el térrnino señalado en el 239: de consiguiente, no es líci-
to reproducir en el escrito de contestacion, y menos despues de él, la cues. 
Lion de incompetencia, ni cualquiera otra escepcion, que fué alegada ya en 
tiempo como dilatoria y por medio de artículo prévio. (Sent. en apel. de 26 
de febrero de 1863.)  
Las escepciones, que no han sido alegadas oportunamente, no deben ser 
tomadas en consideracion, ni pueden servir de motivo para fundar un re - 
curso de casacion. (Sent. en cas. de 12 de mayo de 1860, 16 de junio de . 
1862, 25 de febrero y 13 de junio de 4863, 23 de junio de 1865 y otras.) 
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Las escepciones perentorias, como lo es la de escusion de bienes, no 
pueden proponerse ni resolverse como dilatorias en un artículo de incon-
testacion 6 la demanda. (Sent. en cas. de i t de diciembre de 1863.) 
El demandado que solicita la compensacion al espresar agravios, obra 
contra lo prescrito en el art. 254 de la Ley de E. c. ; y si en la sentencia, 
lejos de repeler tal peticion por estemporánea, se falla sobre ella, se in-
fringe dicho artículo y há lugar d la casacion. (Sent. en cas. de i7 de  mar-
zo de 1860.) 
Para que sea compensable un crédito con otro, es necesario que sea 
liquido. (Sent. en cas. de 17 de diciembre do 1864.) 
Cuando en la contestacion á la demanda se formula esplícitamente una 
reconvencion sobre cantidad líquida, la Sala sentenciadora debe absolver 
6 condenar sobre este estremo, segun lo dispuesto en los arts. 61 y 254 de 
là Ley de E. c., sin reservarlo á otro juicio. (Sent. en sas. de 12 de mayo 
de 1860.) 
Si bien con arreglo á la ley 4.', tít. 10, Part. 3.', y al art. 254 de la 
de E. c., la reconvencion que se proponga en la contestacion á la de-
manda debe resolverse en la sentencia, esta disposicion solo puede tener 
lugar cuando ha sido sustanciada y discutida, con arreglo á la ley del pro 
cedimiento, como una nueva demanda; pero de ningun modo cuando solo 
se ha hecho una indicacion en la contestacion, sin formalizar peticion acerca 
de ella, ni en dicho escrito ni en el de dúplica: en tal caso, si la Sala sen-
tenciadora guarda silencio sobre la reconvencion, no infringe la ley ni cl 
artículo citados. (Sent. en cas. de 29 de abril de 1865.) 
El art. 254 de la Ley de E. c. dispone que despues de la contestacion 
á la demanda no podrá hacerse uso de la reconvencion, quedando á salvo 
al demandado su derecho, que podrá ejercitar en el juicio correspondiente: 
por tanto, si se propone la reconvencion en el alegato de bien probado, no 
puede ser estimada por la sala sentenciadora. (Sent. en cas. de 13 de no-
viembre de 1866.) 
«Para que una sentencia infrinja los arts. 254.y 256 de la Ley de E. c. 
es de absoluta necesidad que admita la reconvencion 6 escepciones pro-
puestas fuera del plazo designado al efecto, 6 que deje de resolverlas jun-
tamente con el negocio principal cuando hayan sido propuestas en tiempo.» 
(Sent. en cas. de 19 dediciembre .de 1864.) 
Cuando la Sala sentenciadora manifiesta en los considerandos de la 
ejecutoria la razon que tiene para no hacer pronunciamiento especial so-
bre la reconvencion, no puede decirse que no se ha fallado sobre ella, ni 
que se haya infringido la ley 16, tít. 22, Part. 3.', ni el art. 254 de la de 
E. c. (Sent. en cas. de 20 de diciembre de 1866.) 
Véanse, además, las sentencias de 12 de mayo de 1865 y 15 de junio de 
1866, estractadas en el apéndice al art. 224 (págs. 695 y 706 de este tomo.) 
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ARTICULO 256. 
(V. pág. 191, tomo 2.° ) 
Con arreglo al art. 256 de la Ley de E. c., en los escritos de réplica y 
dúplica, tanto el actor como el demandado deben fijar definitivamente los 
puntos de hecho y de derecho que han de ser objeto del debate : si des-
pues se alegan disposiciones del derecho relativas á puntos, que no pue-
den ser objeto del debate por no haberse fijado en dichos escritos, no de-
ben tomarse en consideracion por la Sala sentenciadora, ni puede invo-
carse la infraccion de tales disposiciones como motivo de casacion. (Sent. 
en cas. de 16 de noviembre de 1861.) 
En la demanda y en la réplica debe el actor fijar definitivamente el ob-
jeto del debate, segun lo dispuesto en el art. 256 de la ley de E. c., y por 
lo mismo nada puede resolverse en el fallo respecto é particulares que no 
se hayan pedido en dichos escritos, ni tampoco pueden ser tales particula-
res motivo de casacion. (Sent. en cas. de 29 de mayo de 1857, 19 de mayo 
de 1863, y otras.) 
Segun el mismo artículo, en la contestacion y en la dúplica debe tam-
bien el demandado fijar definitivamente los puntos de hecho y de derecho 
del debate, y de consiguiente, no pueden tomarse en consideracion las es-
cepciones que no hayan sido opuestas ni utilizadas en dichos escritos; y 
aun cuando hayan sido infringidas leyes y doctrinas referentes á ellas, ta-
les infracciones no pueden servir de fundamento al recurso de casacion. 
(Sent. en cas. de 13 de junio de 1863.) 
En virtud de lo que dispone el citado art. 256, el demandado puede 
alegar útilmente sus escepciones en el escrito de dúplica. (Sent. en cas. 
de 31 de diciembre de i 864.) 
«Las peticiones deducidas en la demanda y contestacion subsisten y no 
puede entenderse que se han modificado por los escritos de réplica y dú-
plica, si así no se solicita 6 manifiesta espresamente, 6 si esto no se infiere 
como una consecuencia necesaria de los puntos de hecho y de derecho 
que en aquellos se fijen.» (Sent. en cas. de 14 de octubre de 1864.) 
En los escritos de réplica y dúplica se pueden modificar 6 adicionar los 
puntos de hecho y de derecho consignados en la demanda y contestacion, 
segun lo dispuesto en el art. 256 de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 8 de 
junio de 1866.) 
Por la índole de dicho artículo, su infraccion, como la de cualquiera 
otro de los que, como él, se refieren al Orden y sustanciacion de los jui-
cios, no puede servir de fundamento al recurso de casacion en el fondo. 
(Sent. en cas. de 30 de junio de 1866.) 
Véanse ademas las sentencias en que se cita este art. 250, estractadas 
en el apéndice del 224"y en el del 254 (págs. 695 y 706 de este tomo.) 
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SECCtoN 5.'—De la prueba. 
ARTÍCULOS 257, 258 y 259. 
1V. pag. 201, tomo 2.°) 
Cuando se deduce en juicio una pretension, presentándola como cues-
Lion de derecho, puede fallarse sin recibir el pleito á prueba, aunque ésta 
haya sido ofrecida condicionalmente para el caso de que se estimara indis-
pensable. (Sent. en cas. de 24 de setiembre de 1861.) 
Consentida por las partes una providencia en que se les concede 
término para justificar ciertos estremos, es improcedente el recibimiento 
á prueba, cuando se solicita para practicarla sobre los mismos particula-
res que el litigante pudo justificar durante el término anteriormente 
concedido. (Sent. en cas. de 16 de enero de 1863.) 
Cuando el auto denegatorio de prueba ha sido consentido por las par-
tes, quedando por tanto ejecutoriado, no tiene aplicacion la causa cuarta 
del art. 1013 de la Ley de E. c. para fundar en ella el recurso de casa-
cion. (Idem.) 
Denegado el recibimiento á prueba en la primera instancia por sen-
tencia no apelada, y de consiguiente que causó ejecutoria, si no se pide y 
obtiene dicho trámite en la segunda instancia, toda diligencia de prueba 
viene á ser legalmente inadmisible é impracticable en' aquel juicio. 
(Sent. en cas. de 18 de octubre de 9866.) 
El litigante que consiente el auto por el cual, sin haberse recibido el 
pleito á prueba, se manda citar é las partes para sentencia, conviene en 
que se falle definitivamente el pleito sin necesidad de prueba. (Sent. en 
nul. de 25 de octubre de 9859.) 
ARTÍCULO 260. 
(V. pág. 206, tomo 2.°) 
La infraccion de este art. 260, como la de cualquiera otro de los que 
se refieren al órden y sustanciacion de los juicios, no puede servir de 
fundamento al recurso de casacion en el fondo. (Sent. en cas. de 30 de 
junio de 1866.) 
Véase la última sentencia de las estractadas en el apéndice al articu-
lo 224, pág. 696 de este tomo. 
ARTÍCULO 262. 
(V. pág. 215, tomo 2.°) 
Ujllramar.— «Conforme á lo prevenido en el art. 262 de la Ley de 
Enjuiciamiento, el término ordinario de prueba no podrá esceder de 60 
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dias cuando hubiere de hacerse dentro de cada isla y sus agregadas.» 
(Art. 9.° de la Real instruccion de 9 de diciembre de 1865, para la 
aplicacion de la Ley de E. c. en las islas de Cuba y de Puerto-Rico.) 
ARTÍCULOS 263, 264, 265 y 266. 
(V. pág. 220, tomo le) 
Ultramar. — «El término estraordinario de prueba se otorgaré si hu-
biere de ejecutarse alguna fuera de cada isla y sus agregadas. El término 
estraordinario será: 
De cuatro meses, si hubiere de ejecutarse la prueba en las islas de 
Cuba y de Puerto-Rico recíprocamente, 6 en las demás Antillas. 
De seis meses, si en Europa 6 en las islas Canarias. 
De ocho, si en los continentes de América, Africa 6 escalas de Le-
vante. 
De un año, si en Filipinas 6 en cualquiera otra parte del mundo, de 
que no se haya hecho espresion. 
Tambien deberá otorgarse el término estraordinario, aunque los he_ 
chos hayan tenido lugar dentro de cada isla y sus agregadas, cuando los 
testigos que sobre ellos deban declarar se hallaren en cualquiera de los 
puntos designatios.» (Art. 10 de la Real instruccion de 9 de diciembre de 
1865, antes citada.) 
Un litigante puede aprovecharse, al propio tiempo quo su contrario, 
del término estraordinario de prueba, concedido á peticion de éste. Si se 
devuelve sin diligenciar el exhorto dirigido é país estranjero para practi-
car la prueba, por no haber ido legalizado en forma, las consecuencias de 
esta falta deben recaer en perjuicio de la parte que incurrió en ella. (Sent. 
en cas. de 8 de abril de 1861.) 
No debe otorgarse el término estraordinario de prueba, cuando se so - 
licita en la primera instancia trascurridas los tres días que para ello se-
ñala el art. 265 de la Ley de E. c.; y si en la segunda instancia se deduce 
la misma solicitud, sin que concurra ninguna de las circunstancias esta-
blecidas por el art. 869 de la propia Ley, se obra rectamente denegando 
tal pretension. Eu ambos casos se cita sin fundamento legal, como causa 
de casacion, la 4? del art. 1013. (Sent. en cas. de 7 de diciembre de 
1865.) 
.ARTÍCULOS 271 y 272. 
(V. pág. 255, tomo 1") 
Solo es justa causa para la suspension del término probatorio, segun 
el art. 272 de la Ley de E. c., la imposibilidad de ejecutar la prueba pro- 
n 
^e 
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puesta por algun obstáculo, cuya remocion no estuviese al alcance del que 
 
la pidiere, correspondiendo á la Sala sentenciadora la apreciacion 6 juicio 
 
de si existe 6 no dicha causa. (Sent en cas. de 12 de mayo de 1866.) 
La providencia en que se deniega la suspension del término probatorio 
 
no es equivalente á la exclusion indebida de una diligencia de prueba, para 
 
los efectos del recurso de casacion en la forma. (Idem.) 
La sentencia que desestima la suspension del término de prueba no es 
 
definitiva para los efectos del recurso de casacion, porque no pone térmi-
no al juicio ni hace imposible su continuaciou, y por tanto no es admisible 
 
contra ella dicho recurso. (Sent. en apel. de 15 de abril de i 862.) 
ARTÍCULOS 274 y 275. 
(V. pág. 2.39, tomo 2.°) 
 
«Es innecesaria la prueba sobre un hecho, que actor y demandado re-
conocen como cierto, y en sus respectivas alegaciones y defensas lo aducen 
 
como fundamento de las mismas, porque la prueba ha de ser, segun es-
presa la ley, averiguaníiento que se face en juycio en razon de alguna 
 
cosa que es dubdosa. (Sent. en cas. de 30 de junio de 1865.) 
Cuando se consiente una providencia, por la que se deniega definitiva-
mente una diligencia de prueba, queda la parte sin derecho para repro- 
 
ducir la misma pretension y decir de nulidad por aquella negativa. 
 
(Sent. en nul. de 26 de enero de 1860.)  
Si una parte estima perjudicados sus derechos por la denegacion de 
 
una diligencia de prueba en primera instancia, luego que el pleito pase 
 é 
la Audiencia en segunda, y continúe en ella•la tramitacion ordinaria, tie-
ne derecho á pedir el recibimiento á prueba, y reclamar la subsanacion 
 
de la falta: si no lo hace, esta ornision, imputable á la misma parte, impide 
 
al Supremo Tribunal examinar si la diligencia de prueba denegada era 6 
 
no admisible; y si aquella falta ha podido producir indefension, para los 
 
efectos del recurso de casacion. (Sent. en cas.' de 19 de abril de 1861.) 
«El art. 274 de la Ley de E. c., que habla de la admision 6 denegacion 
 
de las pruebas, no puede invocarse como motivo de casacion en el fondo, 
 
por más que hubiera sido infringido.» (Sent. en cas. de 8 de enero 
de 1863.) 
.A RTÍCULO 276.  
(v. pág, 212, tomo 2.") 
 
El Tribunal superior, al denegar en la segunda instancia é una parte 
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rancia, y al desestimar la suspension del curso del pleito hasta que la otra 
 
parte, residente en América, absolviese ciertas posiciones, que aquella 
 
habia articulado y le habían sido admitidas, obra con arreglo á lo preveni-
do en tos arts. 276 y 292 de la Ley de E. c. y sin faltar las demás pres-
cripciones de la misma. (Sent. en cas. de 8 de abril de 1861.) 
«Las diligencias de prueba solo pueden practiearse dentro del término  
probatorio, si bien, como excepcion de esta regla general, permite la Ley  
de E. c. que sean admisibles las escrituras y documentos que ecpresa su  
artículo 276. » —Unidas é los autos las pruebas practicadas y entregados é  
una de las partes para alegar, puede la misma pedir que la contraria de-
clare bajo juramento y absuelva posiciones, conforme ti lo prevenido en  
el art. 292; pero no está autorizada para solicitar, por ser fuera de tiempo,  
testimonio ni exhibicion de documentos, no comprendidos eu dicha es-
cepcion. (Sent. en cas. de 19 de abril de 1861.) 
Una diligencia de prueba pedida fuera del término probatorio no es  
admisible segun las leyes, y no puede por tanto fundarse en su denega-
cion el recurso de casacion en la forma, por la causa 6.' del art. 1013 de  
la Ley de E. c: (Sent. en cas. de 25 de setiembre de 1863.)  
Cuando durante el término de prueba se pide y otorga el libramiento  
de ciertos documentos, si estos se extienden despues de trascurrido dicho 
 
término, no pueden ser admitidos en los actos con arreglo á lo dispuesto  
eu el art. 276 de la Ley de E. c., por haberse practicado aquella prueba  
fuera del término probatorio, siendo esta falta imputable á la morosidad y 
negligencia de la misma parte interesada. (Sent. en cas. de 3 de mayo  
de 1865.)  
Véase la sentencia de 11. de marzo de 1859 en el apéndice del ar-
ticulo 225 (pág. 697 de este tomo.)  
SECcION 6.'— De los medios de prueba. 
ARTICULO 279. 
V. pág. 349. tomo 2."I 
El art. 279 de la Ley de E. c. se limita ti enumerar genéricamente loa  
varios medios de prueba, sin dar la preferencia á ninguno de ellos, re-
servando para otros artículos la explicacion y detalles de verdadera apli-
cacion. (Sent. en cas. de 27 de junio y 29 de octubre de 1864.)  
Las leyes 8 y 15, tít. 14 de la Part. 3.', y demás que hablan de los  
medios de probar en juicio, han sido modificados ó sustituidas por las dis-
posiciones que respecto á esta materia contiene la Ley de E. c. (Sent. en 
cas. de 30 de mayo y 1.° de diciembre de 1865.) 
No puede reputarse infringido el art. 279 de la Ley de E. c., cuando  
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no se ha desestimado la procedencia de ninguno de los medios probatorios  
utilizados en el pleito. (Sent. en cas. de 27 de octubre de 1866.) 
ARTÍCULOS 280 y 281.  
(V. págs. 253 y 260, tomo 2.°)  
Las partidas sacramentales están calificadas por la ley de documentos  
públicos y solemnes, y los tribunales deben concederles la fuerza proba-
toria que como tales merecen: cuando así no lo hagan, las leyes en tal 
 
caso infringidas y alegables para el recurso de casacion, serán las que  
definen y clasifican la naturaleza é importancia legal de esos documentos, 
 
y no las que se refieren á la cuestion principal del pleito. (Sent. en cas. 
de 22 de febrero de 1860.) 
Las partidas sacramentales, á que se refiere el art. 280 de la Ley de 
E. c., solo son medios de prueba cuando contienen los requisitos legales. 
(Sent. en cas. de 8 de noviembre de 1862.) 
Al declarar dicho art. 280 documentos públicos y solemnes las partidas 
sacramentales dadas por los párrocos con referencia á sus libros, las ha 
elevado á la esfera de las demás cartas públicas otorgadas ante escribano, 
 
las cuales, como dichas partidas, pueden ser impugnadas en juicio por los  
vicios 6 defectos de que adolezcan, tanto en su fondo como en su forma, 
 
en cuyo caso debe estarse á la calificacion que de ellas haga la Sala sen-
tenciadora, cuando contra esta apreciacion no se alega ley alguna iufrin-
gina (Sent. en cas. de 10 de setiembre de 1864, núm. 10.) 
No pueden utilizarse como documentos públicos y solemnes las certi-
ficaciones 6 relaciones genealógicas firmadas por los que se titulan Reyes 
de Armas, ni las referentes á las del libro de P. Marton y Biblioteca de 
autores aragoneses del P. Latasa, puesto que ni éstos ni aquellos reunen 
todas las circunstancias exigidas para ello por los arts. 280 y 281 de la 
Ley de E. c. (Sent. en cas. de 30 de mayo de 1865.) 
Aunque los libros de catastro y partidas de bautismo tengan por dichos 
artículos el carácter de documentos públicos y solemnes, esto no quiere 
decir que los primeros hagan prueba sobre materias ajenas de su instituto, 
como la calidad vincular de los bienes; ni que los segundos acrediten los 
entronques, cuando las partidas no expresan el nombre de los ascendientes. 
(Sent. en cas. de 30 de enero de 1866.) 
En el art. 281 de la Ley de E. c. no se trata del valor legal de los do-
cumentos que las partes hayan presentado en juicio; sino de la eficacia de 
los mismos por razon de'la forma eu que hayan sido traidos á los autos. 
(Sent. en cas. de 15 de febrero de 1864.) 
Las leyes relativas al valor de los instrumentos públicos se contraen á 
los casos en que se presentan contra el mismo que los otorgó; y no basta 
TOMO V. 	 90 
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para probar un hecho el consignarlo en un documento público, si éste 
puede ser combatido legalmente, 6 si la existencia de otro documento an- 
terior demuestra su ineficacia. (Sent. en cas. de 23 de diciembre de 1857.) 
En el caso de haberse practicado el cotejo de un documento sin adver-
tencia ni reclamacion alguna durante el término de prueba y con citacion 
contraria, si despues se encuentran alteraciones y enmiendas hechas re-
cientemente en el protocolo 6 matriz, por cuyo motivo se hubiere manda-
do formar causa, este incidente no puede tener influencia en el litigio, en 
que se practicó el cotejo legalmente. (Sent. en cas. de 28 de junio de t860.) 
Los documentos presentados en juicio sin citacion contraria son inefi-
caces mientras no se cotejen con sus originales, prévia dicha citacion, 
segun la regla 1.' del art. 281 de la Ley de E. c., cuando los redarguye 
de falsos civilmente, 6 no ha prestado á ellos asentimiento espreso la parte 
á quien perjudican; bastando dicha ineficacia para no tomarlos en consi-
deracion. (Sent. en cas. de 15 de abril de 1862, 23 de setiembre de 1864, 
8 de junio de 1866, y otras.) 
Es innecesario el cotejo cuando la parte contraria, sobre no redargüir 
ni impugnarla exactitud del documento público, le ha prestado su asenti-
miento espreso, ó ha reconocido su eficacia apoyando en él sus pretensio-
nes, lo cual equivale á dicho asentimiento espreso exigido por la regla 1.' 
del art. 281 de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 1.° de mayo de 1858, 8 
de octubre de 1864, 13 enero de 1865, y otras.) 
Al prescribir el cotejo la regla 1.' de dicho artículo en los casos espre-
sados, no hace diferencia alguna, respecto á escrituras públicas, entre 
primeras 6 ulteriores copias; sin que valga alegar en favor de las prime-
ras para estusar el cotejo la fuerza ejecutiva que les dé el art. 941, pues 
esta fuerza y valor es solo para el efecto de despachar la ejecucion, pu-
diendo despues impugnarse su eficacia, y pedirse su cotejo en tiempo opor-
tuno. (Sent. en cas. antes citada de 8 de junio de 1866.) 
Dicho precepto de la regla 1.' del citado art. 281 no escluye las prue-
bas supletorias que reconoce y permite el derecho, cuando es imposible el 
cotejo por estravfo del original. (Sent. en cas. de 23 de mayo de 1863, y 
 25 de setiembre de 1865.) 
Cuando se combate la eficacia de la copia de una escritura por no exis-
tir la matriz, la denegacion del cotejo del signo del notario puesto en 
aquella con otros del mismo no puede estimarse como denegacion de 
prueba que produzca indefension, en razon á que de tal cotejo no puede 
deducirse necesariamente la existencia de la matriz. (Sent. en nul. de 28 
de diciembre de 1863.) 
Cuando un documento público, traido á los autos sin citacion, no se ha 
cotejado oportunamente con el protocolo de su razon por imposibilidad 
material, debidamente probada á juicio de la Sala sentenciadora, sin que 
contra esta apreciacion se haya alegado ley alguna infringida, es inaplica- 
Pot 
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ble al caso la regla 1.' del art. 281 de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 10 
de setiembre de 1864, núm. 13.) 
Aunque una partida de bautismo, traida á los autos sin citacion, no 
puede, con arreglo á los arts. 280 y 281 de la Ley de E. c., ser reputada 
como documento público y solemne si no se coteja con su original, no se 
infringen estos artículos ni la ley 114, tít. 18, Part. 3.', cuando, faltando la 
matriz, se admite una partida formada por el párroco para suplir aquella, 
calificándola, no como digna por sí sola de entera fé, sine como uno de los 
medios que conducen, con otras pruebas, á formar el convencimiento 
moral de la filiacion. (Sent. en cas. de 16 de diciembre de 4864.) 
La sentencia que califica de falsa una escritura pública por el defecto 
de no estar su matriz en el protocolo del escribano que parece haberla au-
torizado, se arregla á lo dispuesto en la ley 1.', tít. 23, libro 10, No-
vísima Recopilacion. (Sent. en nul. de 2 de enero de 1865.) 
«Si con arreglo á la ley 2.', tít. 16, libro 10 de la Nov. Rec., cuan-
do se pierden los protocolos y registros y los originales, debe tener - 
se por original cualquiera copia auténtica, que se saque del oficio 6 
registro de hipotecas, can mayor razon debe darse valor en tal caso é 
la primera copia sacada del verdadero original por el mismo escribano 
que lo autorizó, cuando no se la ha opuesto vicio de falsedad, ni otro de-
fecto que la falta de comprobacion 6 cotejo.» Este principio, apoyado en 
las leyes y admitido por la jurisprudencia, no ha sido alterado por las 
nuevas disposiciones legales, las cuales, por el contrario, dan á las prime-
ras copias el valor de una prueba acabada y perfecta. De consiguiente, no 
debe declararse la ineficacia de un documento de dicha clase solo por la 
falta de cotejo, cuando es público el estravío de los protocolos, y no ha 
sido redargüido de falso. (Sent. en cas. de 24 de mayo de 1860.) 
Segun la ley 115, tít. 18, Part. 3.', cuando el escribano autorizante 
sostiene la verdad del otorgamiento de una escritura, y los testigos ins-
trumentales contradicen su aserto y niegan haberlo sido del acto, debe 
ser creido aquel, y no éstos, siempre que sea de buena fama, y practicado 
el cotejo concuerde exactamente la copia con el protocolo. En tal caso, 
hallándose el documento revestido de todas las formalidades que el dere-
cho prescribe para su validez, se infringe dicha ley si se declara de ningun 
valor ni efecto el acto en él contenido. (Sent. en cas. de 8 de noviembre 
de 1860.) 
Cuando no se ha impugnado como nulo en tiempo oportuno un docu-
mento público presentado en juicio, ni se ha reclamado contra la legalidad 
6 veracidad del mismo, debe admitirse como un hecho incuestionable la 
eficacia de aquel documento, y no pueden reputarse infringidas las reglas 
que para la eficacia en juicio de los documentos públicos prescribe el ar-
ticulo 281 de la ley de E. c., ni las demás leyes referentes á esta materia. 
(Sent. en cas. de 1.° de marzo de 1862 y 30 de enero de 1864.) 
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Cuando en el registro 6 protocolo de una escritura pública se encuen-
tran algunas palabras interlineadas, sin haberlas puesto ni salvado en la 
forma prevenida por la ley, ha de entenderse dicha escritura sin tales 
palabras, quedando en todo lo demás firme y subsistente como única es-
presion de la voluntad de los contrayentes. (Sent. en cas. de 7 de octubre 
de 1862.) 
Las leyes iil, tít. 18, Partida 3.', y i.', tít. 23, libro 10, Nov. Rec., no 
declaran la nulidad de los documentos ni aun de la cláusula en que haya 
palabras interlineadas sin salvar, ni prohiben que los tribunales la apre- 
 ' 
cion con vista de las cláusulas restantes y de las pruebas aducidas por las 
partes. (Sent. en cas. de 10 de noviembre de 1866.) 
Un documento público únicamente puede valer en juicio para probar 
lo que en él se espresa; pero es insuficiente para acreditar otros hechos, 
que por presuncion puedan deducirse del consignado en el mismo docu-
mento. (Sent. en cas. de 14 de febrero de 1863.) 
Es nula de derecho, y no es por tanto obligatoria, la escritura que es 
contraria á lo establecido por la ley. (Sent. en cas. de 13 de febrero de 
1863.) 
En el mismo caso se halla la que no reune los requisitos legales, como 
la que no tiene el dia de la fecha de su otorgamiento. (Sent. en cas. de 13 
de mayo y 28 de junio de 1864.) 
No puede hacer fé en juicio un documento público que contiene varias 
enmiendas, no salvadas, en la parte mas esencial del mismo. (Sent. en 
cas. de 13 de Enero de 1865.) 
No puede prevalecer ni tener valor legal de instrumento público la es-
critura eu que el escribano no dá fé de conocer al otorgante, ni se ha 
identificado su persona con los dos testigos de conocimiento que exige la 
ley. (Sent. en cas. de 28 de junio de 1865.) 
No afecta á la validez de una escritura pública antigua, cuyo protoco-
lo no existe, la falta de la primera hoja, cuando el resto contiene toda la 
parte dispositiva, y está revestida de todos los requisitos y solemnidades 
necesarias para ser calificada de subsistente y eficaz, sin que se haya in-
tentado contra ella prueba de falsedad. (Sent. en cas. de 19 de febrero de 
1866.) 
Segun la ley 111, tít. 18, Part. 3.', cuando la escritura no se llalla 
rota 6 cancelada en lugar en que pueda alterarse su contesto, 6 no induce 
dudas al juzgador de que fuese fecho á mala parte, lo cual es de la apre-
ciacion de la Sala sentenciadora, non debe ser desechada por ende. (Sent. en 
cas. de Ultramar, de 3 de octubre de 1866.) 
Cuando una parte aduce en juicio dos escrituras, que la una contradice 
á la otra en un mismo hecho, no debe valer ninguna de ellas, segun dicha 
ley 111, tit. 18, Part. 3.'; pero si se presentan una partida de bautismo 
y otra de casamiento de una misma persona con distintos nombres, 
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debe valer, respecto á su filiation, y atenderse con preferencia, la de bau-
tismo, por ser el documento destinado directamente á consignar el naci-
miento y verdadero nombre de la persona á quien se refiere. (Sent. en cas.  
de 21 de abril de 1865.) 
Presentado por el actor como legítimo un documento en apoyo de su  
demanda, no tiene derecho á negar despues su autenticidad por meras sos-
pechas. (Sent. en cas. de 2 de octubre de 1866.) 
La prueba documental puede ser enervada por la de otros documentos,  
aunque sean privados, y aun tambien por la de testigos; y debe estarse á 
 
la apreciacion de la Sala sentenciadora acerca del valor de las diferentes  
pruebas aducidas por los litigantes, cuando no aparece que al dar mas va-
lor á las de una parte se haya infringido disposicion alguna legal. (Sent. en 
cas. de 2 de octubre de 1861, 26 de junio de 1866, y otras.) 
Debe estarse á la calificacion hecha por la Sala juzgadora de los docu-
mentos presentados en autos por via de prueba, cuando no se ha alegado  
infraccion alguna contra dicha calificacion. (Sent. en cas. de 22 de abril 
de 1861, 25 de abril de 1863, 29 de abrid y 17 de mayo de 1864, 5 de ma-
yo de 1866, y otras.) 
Las leyes relativas al valor de los documentos no tienen aplicacion ni  
pueden reputarse infringidas cuando la ejecutoria no lia recaido aislada-
mente acerca de la eficacia de los mismos, como tampoco cuando no se ha  
cuestionado sobre su validez en juicio. (Sent. en cas. de 12 de diciembre 
de 1862, y 24 de noviembre de 1866.) 
Los artículos 280 y 281 de la Ley de E. c. no tienen aplicacion al caso  
en que la apreciacion de la prueba no ha sido hecha por la Sala sentencia-
dora en el concepto de considerar preferentes las declaraciones de los tes-
tigos á las escrituras públicas y otros documentos auténticos; sino por ca-
recer estos de eficacia para el objeto con que han sido aducidos, aunque la  
tengan para otros efectos. (Sent. en cas. de 13 de marzo de 1862.) 
No puede reputarse infringida la regla i. ' del art. 281 de la Ley de  
E. c. por haberse traido á los autos documentos, aunque con el debido ju-
ramento, fuera del término probatorio y sin haberlos cotejado con citacion  
contraria, 6 por haber fallado con vista de documentos redargüidos de  
falsos y no cotejados, cuando no son los únicos que la Sala sentenciadora  
ha tenido presentes para la decision del pleito, sino que tambien ha apre-
ciado otros medios de prueba contenidos en los autos. (Sent. en cas. de 29 
de octubre de 1862, y 15 de octubre de 1866.) 
Cuando el Tribunal sentenciador, tomando en cuenta las pruebas do-
cumental y testifical, califica de insuficiente la primera, y aprecia la se-
gunda en uso de sus facultades, no puede suponerse que haya desconocido  
ni contrariado la doctrina de que la prueba documental debe ser preferida  
á la de testigos. (Sent. en cas. de 28 diciembre de 1863.) 
Segun las leyes 111 y 114, tít. 18, Part. 3.', no está prohibido á la  
1111111111 1 
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Sala juzgadora apreciar que no constituyen prueba acabada los documentos 
aducidos al juicio, cuando han sido impugnados por la parte contraria. 
(Sent. en cas. de 24 de diciembre de 1864.) 
Se infringe la segunda de dichas leyes calificando de falsa una escritura 
pública, cuando nada se ha opuesto contra su validez, ni ha sido redargüi-
da civil ni criminalmente de falsa. (Sent. en cas. de 1 8 de marzo de 1865.) 
No pueden reputarse infringidos los arts. 279, 280 y 281 de la Ley de 
E. c., ni la 414, tít. 18, Part. 3. cuando la Sala sentenciadora no ha des-
atendido el valor legal de un documento público, sino que no lo ha tenido 
por suficiente prueba y por eficaz en juicio, por la forma en que se ha pre-
sentado. (Sent. en cas. de 3 de abril de 1885.) 
Tampoco se infringen dichas disposiciones ni la del art. 282, cuando la 
Sala sentenciadora, apreciando la prueba, así documental como testifical, 
no da fuerza ni eficacia legal á ciertos documentos públicos por los vicios 
y defectos que á su juicio contienen, y los que tambieu aparecen de su le-
galizacion en los procedentes del extranjero. (Sent. en cas. de 30 de junio 
de 1866.) 
Para que el Tribunal Supremo de Justicia pueda conocer acerca de la 
califlcacion de las pruebas instrumentales, hecha por la Sala sentenciado-
ra, es indispensable que se especifiquen al interponer el recurso, desig-
nando cuáles sean las ilegalmente apreciadas. (Sent. en nul. de 25 de oc 
tubre de 1864.) 
El estimarse insuficiente un documento público para probar lo que con 
el mismo se pretende, no es negar su legalidad 6 veracidad, ni aun su efi-
cacia para otro objeto. (Sent. en cas. de 5 de octubre de 1866.) 
Los documentos públicos revestidos de todas las solemnidades legales 
llevan en sí la presuncion de validez, mientras no se justifique su falsedad 
6 nulidad, y tienen toda la fuerza probatoria que á los de su clase concede 
la ley 114, tit. 18, Part. 3.' (Sent. en cas. de 27 de octubre de 1866.) 
Segun el art. 8. ° del Real decreto de 29 de julio de 1830, no podian 
ser admitidos en juicio, ni producir el menor efecto fuera de él, los do-
cumentos traslativos de dominio que no hubiesen sido registrados en el 
oficio de hipotecas, cuya disposicion ha de aplicarse á los documentos de 
dicha clase otorgados cuando regia el citado decreto. (Sent. en cas. de 22 
de octubre de 1857.) 
La ley 3.', tít. 16, lib. 10 de la Nov. Rec., al prohibir que hagan fé 
en juicio y fuera de él las escrituras no registradas en el oficio de hipote-
cas, expresa terminantemente que esta prohibicion es solo para el efecto 
de perseguir las hipotecas, y de que se entiendan gravadas las fincas con-
tenidas en el instrumento cuyo registro se hubiese omitido, siendo por 
tanto válido y eficaz lo demás estipulado en ellas. (Sent. en cas. de 29 de 
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Si las escrituras públicas son anteriores al 5 de febrero de 1768, que es 
la fecha de dicha ley 3.', lo propio que las posteriores, deben las partes 
hacerlas registrar en el respectivo oficio de hipotecas antes de presentarlas 
en juicio, y de otro modo no son admisibles, ni puede juzgarse por tales 
instrumentos, ni hacen fé para el antedicho efecto de perseguir las hipo-
tecas 6 fincas gravadas; sin que pueda llenarse oportunamente dicho re-
quisito del registro despues de haber interpuesto la demanda, ni de consi-
guiente durante el término de prueba. (Sent. en cas. de 5 de junio y 27 
de octubre de 1860, y 21 de marzo de 1861.) 
Una escritura antigua registrada en el oficio de hipotecas, en virtud de 
mandato de la autoridad competente, fuera del plazo que se prefijó por el 
Real decreto de 29 de julio de 1830, es admisible y puede y debe juzgarse 
por ella. (Sent. en cas. de 25 de febrero de 1865.) 
Segun las leyes recopiladas, en los pueblos donde había escribanos nu-
merarios, sólo éstos podian usar dicho oficio, no haciendo fé ni prueba las 
escrituras que ante otros pasaban; y si bien es permitido probar aquel mis-
mo acto ó contrato por otro género de probanzas, esta prueba ha (le diri - 
girse á justificar, no sólo la existencia del acto, sino tambien que se han 
observado en su celebraciou todos los requisitos y solemnidades que para 
su validez prescriben las leyes. En los pueblos en que no residían dichos 
funcionarios, ni notarios 6 escribanos Reales, y tambien cuando el nume-
rario estaba imposibilitado de ejercer su oficio, podian otorgarse las escri-
turas ante cualquier escribano público de otro pueblo. (Sent. en cas. de 
31 de octubre de 1863, 23 de abril y 27 de junio de 1864, 13 de octubre 
de 1865, y otras.) 
Téngase presente que todo lo relativo á los funcionarios que 
pueden ejercer la fé pública estrajudicial en cada localidad y á las 
solemnidades esternas de las escrituras públicas, se rije hoy por la 
ley del Notariado de 28 de mayo de 1.862 y Reglamento general 
para su cumplimie:,to, debiendo consultarse tambien en su caso la 
instruccion de 12 de junio de 1861, sobre la manera de redactar los 
instrumentos públicos sujetos á registro; y respecto al papel sellado 
en que deben estenderse, véase el Real decreto de 12 de setiembre 
é instruccion de 10 de noviembre de 1861, en el apéndice al ar-
ticulo 7.° (pág. 610 de este tomo). 
La inscripcion en el Registro de la propiedad, antes oficio de hi-
potecas, está hoy subordinada á las disposiciones de la Ley Hipote-
caria de 8 de febrero de 1861 y del Reglamento general para su 
ejecucion, debiendo los Jueces tener muy presentes los dos artícu-
los que siguen: 
Art. 396 de la Ley llipolecaria.—nDesde la publicacion de esta Ley, no 
ror 
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se admitirá en los juzgados y tribunales ordinarios y especiales, en los 
Consejos y las oficinas del Gobierno, ningun documento 6 escritura de que 
na se haya tomado razon en el registro, si por él se constituyeren, tras. 
mitieren, reconocieren, modificaren 6 estinguieren derechos sujetos é 
inscripcion, segun la misma Ley.» 
Art. 333 del Reglamento.—«La prohibicion de admitir en los Tribunales , 
 Consejos y oficinas documentos no registrados, comprendida en el artícu-
lo 396 de la Ley, se llevará á efecto, aunque dichos documentos no se 
puedan ya registrar por el que quiera hacer uso de ellos, siempre que con 
los mismos se trate de acreditar cualquier derecho procedente del acto 6 
contrato á que se refieran; pero no cuando se invoquen por un tercero, en 
apoyo de un derecho diferente que no dependa de dicho acto 6 contrato. 
Fuera de este caso, los Tribunales, Consejos y oficinas devolverán á los 
interesados los instrumentos no registrados, que presenten, como otorga-
dos sin los requisitos que la ley exige, y no permitirán que quede de ellos 
testimonio, copia ni estracto en los autos 6 expedientes.—Los escriba-
nos harán mencion en los documentos, que deban inscribirse, de la obli-
gacion de presentarlos en el registro y de lo dispuesto en el referido art. 396 
de la ley.» 
ARTÍCULOS 282, 283 y 284. 
(V. pág. 277, tomo 2. 0) 
Ultramar. —«Cuando no haya conformidad entre las partes acerca de 
la inteligencia de alguu documento otorgado en país extranjero, se rerni-
tirá por el Juez al intérprete del Gobierno superior civil para su traduc-
cion, sin que esta pueda hacerse en ninguna otra forma. (Art. 11 de la 
Real instruccion de 9 de diciembre de 1865, para la aplicacion de la 
Ley de E. c. en las islas de Cuba y de Puerto-Rico.—Esta disposiciou 
sustituye en dichas islas á la del art. 284 de la ley de E. c.) 
Véase la sent. de 30 de junio de 1866, estractada en el apéndice 
que precede (pág. '718). 
ARTÍCULO 285. 
(V. pág. 294, tomo 2.°) 
La ley 31, tft. 13, Part. 5.', que dá fuerza legal al documento privado 
escrito por el mismo que en 61 se obliga, con la intervention de dos tes-
tigos, no puede ser aplicable al caso en que el obligado resulte fovorecido; 
y además no escluye la prueba testifical contraria al hecho consignado eu 
el documento. (Sent. en cas. de 3 de mayo de 1858.) 
IOW 
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Las leyes 114 y 119, tit. 18, Part. 3.", en su referencia á documentos 
privados, al exigir para su validez y eficacia en juicio el reconocimiento 
de los mismos por la parte que los suscribió, 6 en su defecto la declaracion 
de dos testigos presenciales que aparezcan en dichos documentos, no es-
cluyen la de otros testigos que tengan conocimiento del hecho, ni tampoco 
los demás medios de prueba. En estos casos viene á reducirse á testifical la 
prueba de la validez y eficacia del documento, y en tal concepto corres-
ponde su apreciacion á la Sala sentenciadora en uso de la facultad que le 
concede el art. 317 de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 3 de mayo de 1858, 
19 de diciembre de 1862, 26 de febrero de 1864, 12 de mayo de 1865 y 
otras.) 
Segun la ley 119, tít. 18, Part. 3.', una escritura privada debe valer 
como si fuese hecha por mano de escribano público, cuando la parte con-
tra quien se aduce, sobre no negar la verdad de tal documento, la otorga 
reconociendo en juicio como suya la firma con que está autorizado, sin 
que obste para ello el que á la vez niegue la deuda consignada en dicha es-
critura. (Sent. en cas. de 21 de febrero de 1863.) 
Dicha ley 119, al tratar del valor de los documentos privados y exijir 
su coinprobacion por dos testigos buenos y sin sospecha, lo hace en el 
concepto de que la persona, por quien aparece firmado el documento, nie-
gue que la firma sea suya, pero no para el caso en que, muerta aquella, 
sus herederos se limiten á manifestar que no podian reconocer la firma, 
ni teuian noticia de la deuda: en este caso puede utilizarse el cotejo de fir-
mas y cualquier otro medio de prueba. (Sent. en cas. de Ultramar de 9 de 
mayo de 1863.) 
La ley 114, tít. 18, Part. 3.", al exijir que en los documentos firmados 
por dos testigos «otorguen estos que assí fué fecho el pleyto como dice la 
carta,» se refiere al caso en que el documento estuviese escrito por otro; 
y no al en que haya sido suscrito por el que contrae la obligacion. (Idem.) 
La ley 119, tít. 18,•Part. 3.', que no tiene por prueba bastante para 
acreditar la autenticidad de un documento privado, la de su cotejo con 
otros indubitados, se refiere al caso en que sea el mismo que lo firmó quien 
lo haya negado. (Sent. en cas. de 9 de noviembre de 1863.) 
Dicha ley de Partida exije para la prueba de un documento privado 
el reconocimiento judicial del mismo por la parte que lo otorgó, y negán-
dolo ésta 6 no siendo posible dicho reconocimiento, la concurrencia de 
dos testigos de buena fama , que aseguren habérselo visto escribir 6 
mandar á otro que lo escribiese. (Sent. en cas. de 17 de noviembre 
de 1864.) 
Cuando el que aparece haber firmado un documento privado niega la 
autenticidad de su firma, y la Sala sentenciadora aprecia, en uso de sus 
facultades, la prueba supletoria de peritos y testigos, que subsidiariamente 
prescribe la ley 119, tít. 18, Par t. 3.', no puede reputarse infringida esta 
TOMO v. 	 94 
J 
72 	 APÉNDICE A LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL. 
ley, ni la 114 del mismo título y Partida. (Sent. en cas. de 30 de junio 
de 1865.) 
Los documentos, autorizados únicamente con la firma de los interesa-
dos, solo pueden probar en su caso contra éstos; pero no contra un ter-
cero, á quien perjudiquen en sus derechos é intereses. (Sent. en cas. de 15 
de diciembre de 1860, y 20 de junio de 1865.) 
Un documento privado, redargüido civilmente de falso negando la 
parte interesada ser suya la firma, no puede invalidar otro legitimo de 
fecha anterior, en cuanto d la eficacia de la accion ejercitada en virtud de 
éste. (Sent, en cas, de 8 de mayo de 1862.) 
Las notas de libros cobradores é de cuentas de uso privado, por carecer 
en sí de las formalidades legales de una obligacion escrita, no son docu-
mentos eficaces para probar lo que las mismas expresan, si no sou reco-
nocidas en juicio por el deudor 6 por la parte contra la cual se producen. 
(Sent. en cas. de 11 de marzo de 1863.) 
Una creencia ú opinion singular y personal consignada en una carta, 
aunque ésta haya sido reconocida y confesada por el que la suscribió, no 
tiene la eficacia legal necesaria para atribuir á un tercero, despues de fa-
llecido, un hecho que afecta á los derechos de sus deudos legítimos. (Sent. 
en cas, de 16 de abril de 1864.) 
Un contrato consensual, cual es el de compra-venta, consignado en 
documento privado despues de perfecto y sustancialmente acabado, es-
presando los contratantes ser su voluntad que se diese é dicho documento 
el valor de escritura pública ínterin ésta Do fuese otorgada con todas las 
solemnidades de derecho, es eficaz y obligatorio para ámbas partes; y no 
estimándolo así la Sala sentenciadora, infringe la ley 1.°, tít. 1.°, lib. 10 
de la Nov. Rec. (Sent. en cas. de 30 de junio de 1864.) 
Las leyes 114 y 119, tít. 18, Part. 3.°, al determinar los raquisitos que 
deben tener los documentos privados para que pueda dárseles valor en jui-
cio, se refieren d los que directamente producen una obligacion entre los 
contratantes, y no é los recibos justificativos de una cuenta, principalmen-
te cuando no ha sido redargüida de falsa. (Sent. en cas. de 14 de febrero 
de 1865.) 
Si bien los documentos privados que han sido reconocidos bajo jura-
mento ante Autoridad judicial, tienen fuerza ejecutiva, esto ha de enten-
derse y se entiende sin que por ello sea visto que se les dé en juicio ordi-
nario más fuerza, fé ni autoridad que la que por derecho tienen y deben te-
ner, cuando son impugnados por un tercero. (Sent. en cas. de 21 de octu-
bre de 1865.) 
Las relaciones juradas que los interesados presenten para la formacion 
de la estadística, tienen el carácter de documentos privados, y carecen 
por tanto de la eficacia legal necesaria y fuerza probatoria que se requiere 
para darles entera fé y crédito en juicio, y no pueden estimarse con 
 pre- 
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ferencia á una certification del catastro, que constituye un documento pu-
blico y solemne, segun la prescription del art. 280 de la Ley de E. c. 
(Sent. en cas, de 3 de diciembre de 1866.) 
Véanse tambien las sentencias de 21 de setiembre de 1859 y 11 de 
mara o de 1863, en el apéndice al art. 292. 
ARTÍCULOS 287, 288, 289 y 290. 
(Y. págs. 300,302 y 303, tomo 2.°) 
Si bien las leyes 118  y 119,  tít. 18, Part. 3.', refundidas en su parte 
esencial en el art. 290 de la Ley de E. c., no califican de prueba acabada 
las declaraciones periciales sobre cotejo de letras, no prohiben por eso 
que los tribunales formen su juicio por el conjunto de todas las pruebas 
aducidas á los autos. (Sent. en cas. de 2 de octubre de 1861.) 
La disposicion de la ley 118, tít. 18, Part. 3.', relativa á cómo debe 
practicarse el cotejo de letras de los documentos públicos otorgados ante 
escribano, no puede tener aplicacion en un pleito, en que se cuestiona so-
bre la autenticidad de un documento privado, acerca de la cual se ha pe-
dido y practicado el cotejo de letras con arreglo á lo que prescriben los 
arts. 287, 288, 289 y 290 de la Ley de E. c. (Sent. en cas, de 14 de mayo 
de 1864.) 
Segun los arts. 287 y 290 de la Ley de E. c., siempre que se niegue 6 
se ponga en duda la autenticidad de un documento público 6 privado, po-
drá pedirse el cotejo de letras, y el Juez hará por sí mismo la comproba-
cion, despues de oir á los peritos revisores, sin tener que sujetarse á su 
dictámen. (Sent. en cas. de 9 de noviembre de 1863.) 
El art. 290 de la Ley de E. c. faculta á los Jueces para que puedan se-
pararse del dictámen de los peritos revisores, obrando por su propio juicio 
y criterio. (Sent. en cas de 21 de junio de 1864.) 
Si bien la Sala sentenciadora está facultada para hacer por sí la  coin-
probacion de un documento privado, presentado en juicio, sin tener que 
sujetarse al dictámen pericial, es necesario que la haga con documentos 
indubitados, y no practicándolo así, infringe los arts. 289 y 290 de la Ley 
de E. c. No pueden tenerse por indubitados para dicho fin dos oficios im-
pugnados por la parte contraria. (Sent. en cas. de 29 de setiembre de 1866.) 
No es de la competencia del Tribunal Supremo de Justicia estimar el 
grado de fuerza probatoria, que en su apreciacion haya dado la Sala sen-
tenciadora á las diligencias de cotejos de firmas. (Sent. en cas. de 17 de 
diciembre de 1864.) 
bow 
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ARTICULO 291. 
(V. p5g. 306. tomo 2.°) 
Unicamente puede suspenderse el curso de un pleito con motivo de 
formarse causa sobre la falsedad de un documento presentado en el mis-
mo, en el caso de que la parte interesada haya entablado la accion crimi-
nal con arreglo al art. 291 de la ley de E. c. (Sent. en cas. de 28 de junio 
de 1860.) 
No procede la suspension del curso de un pleito, ni la formacion de 
pieza separada en averiguacion del delito de falsedad de un documento 
privado (y lo propio si fuese público), presentado por uno de los litigan-
tes, cuando dicho documento no es de influencia notoria para la decision 
del litigio, ni se entabló la accion criminal como previene la ley. (Sent. en 
cas. de 6 de mayo de 1862.) 
Lo que dispone el art. 291 de la Ley de E. c. tiene lugar cuando se 
entabla la accion criminal; mas no cuando se impugnan los documentos 
como ineficacos, redarguyéndolos civilmente de falsos. (Sent. en cas. de 
8 de noviembre de 1862.) 
No se está en el caso de dicho artículo, cuando, si bien se indican 
sospechas de la falsedad de un documento, no se formaliza acusacion al-
guna sobre este estremo, ni se entabla la accion criminal correspondiente 
en descubrimiento del tal delito y de su autor. (Sent. en cas. de 29 de ene-
ro de 1866.) 
No puede calificarse de falso un documento sin haber precedido la de-
claracion prévia que requiere la ley 11, tít. 3.°, Part. 3.', 6 la que se pue-
de obtener ejercitando el derecho que concede el art. 291 de la Ley de 
E. c. (Sent. en cas. de 2 de octubre de 1866.) 
ARTÍCULOS 292, '293 y 294. 
(Véase pág. 314, tomo 2. 0) 
Unidas á los autos las pruebas practicadas y entregados é una de las 
partes para alegar, puede ésta pedir que la contraria declare bajo jura-
mento y absuelva posiciones, á cuya pretension debe accederse en cumpli-
miento de lo prevenido en el art. 292 de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 
19 de abril de 1861.) 
Lo que dispone la ley 2.', tít. 9, libro 11 de la Nov. Rec. sobre la fo ^-
ma estricta y valor legal de las posiciones, ha de entenderse subordinado á 
lo que ordena la Ley de E. c. en sus arts. 292 al 295. (Sent. en cas. de 21 
de febrero de 1863.) 
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«Si bien la confesion judicial es uno de los medios probatorios con-
signados en la Ley de E. c., y con arreglo al art. 292 de la misma dodo 
 litigante está obligado á declarar bajo juramen to en cualquier estado del 
juicio, contestada que sea la demanda, hasta la citacion para definitiva, 
cuando así lo exigiere el contrario,» ese precepto 6 regla general es, se en-
tiende y se aplica sin perjuicio de las escepciones, que para casos determi-
nados establece dicha Ley.» Una de estas escepciones es la contenida en el 
artículo 1006 para la segunda instancia de los juicios ejecutivos, en la 
cual no son admisibles las posiciones que no se propusieron en la primera 
instancia. (Sent. en cas. de 19 de diciembre de 1863.) 
El juratorio que contiene posiciones evacuadas ya por el litigante con-
trario en el mismo pleito, no es una diligencia de prueba admisible con 
arreglo á las leyes, y su denegacion no constituye por tanto la infraccion 
de la causa 6.' del art. 1013 de la Ley de E. c. para el recurso de 
 casa
-clon en la forma (Sent. en cas. de 28 de octubre de 1864.) 
La conoscencia 6 confesion en juicio, para que sea eficaz, debe ser 
hecha despues de comenzado el pleito por demanda é por respuesta, y 
contestando á pregunta directa del colitigante: no puede, por consiguien-
te, atribuirse ese carácter al allanamiento hecho por uno de los deman-
dados antes de que los demás hayan contestado la demanda. (Sent. en 
cas. de 31 de diciembre de 1864.) 
Cuando sobre la certeza de un hecho una parte pide juramento deci-
sorio á la otra, y ésta lo evacua negativamente, se dá el valor legal que 
corresponde á dicho juramento declarando en la sentencia no haberse jus-
tificado aquel hecho. (Sent. en cas. de 12 de noviembre de 1858.) 
La conoscencia 6 confesion hecha en juicio constituye una prueb a 
 plena y acabada, segun la ley 2.", tít. 13, Part. 3.', y los tribunales n o 
pueden negarle este valor, cuando se refiere concretamente á los hecho s 
 litigiosos. (Sent. en cas. de 25 de junio 4e 1861, y 20 de junio de 1862.) 
Dicha ley 2.', tít. 13, Part. 3.' y la doctrina consiguiente á ella d e 
 que la confesion de una parte releva de la prueba á la otra, no tiene apli-
caciou cuando el demandado, aunque confiese ciertos hechos, niega el im-
portante para la cuestion, 6 el que sirve de fundamento á la demanda. 
(Sent. en cas. de 9 de abril de 1864, 15 de marzo, 20 de julio y 23 de di-
ciembre de 1865 y otras.) 
«La conoscencia que tiene por la ley valor de prueba perfecta y acaba-
da, es la confesion judicial esplícita y absoluta, y no aquella que se limita 
á un solo extremo de la demanda, negando al propio tiempo la certeza de 
los demás, que de una manera individua constituyen la base esencial de la 
accion deducida.» (Sent. en cas. de 16 de abril de 1866.) 
La confesion judicial hecha con todos los requisitos legales, si bien re-
leva á la parte contraria de la prueba del hecho confesado, y surte todo s 
sus efectos contra el que la hace, no constituye tal prueba en perjuicio de 
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derechos legítimos y anteriores de un tercero. (Sent. en cas. de 6 de fe-
brero de 4863, núm. 26. 
La confesion hecha en juicio solo perjudica al que la hace, y no á ter-. 
ceras personas. (Sent. en cas. de 5 de mayo de 1865.) 
Para que la confesion judicial perjudique á quien la hace y aproveche 
á su contrario, es necesario sea hecha en cierto, sobre cosa, cuantía 6 he-
cho determinado y concreto; y no de una manera vaga é indeterminada. 
La sentencia que dá valor á la hecha vaga é indeterminadamente, infrinje 
la ley 4.`, tit. 13, Part. 3.' (Sent. en cas. de 4 de octubre de 1860, y 13 de 
noviembre de 1866.) 
«Si bien la confesion hecha en juicio, con las solemnidades prevenidas 
por derecho, es bastante prueba contra el confesante; cuando faltan al-
gunas de dichas solemnidades, y por ella pueden quedar lastimados los 
derechos de un tercero, necesario es conceder éste el ejercicio de los 
demás medios probatorios que la ley reconoce, para atenuar ó anular los 
efectos de aquella.» (Sent. en cas. de 28 de abril de 1866.) 
El reconocimiento judicial de documentos privados equivale á la con-
fesion 6 conoscencia, á que se refiere la ley 2.', tit. 13, Part. 3.', se infrin 
je por tanto esta ley si no se dá á dicho reconocimiento, hecho por la par-
te contra la cual se produce el documento, la plena fuerza probatoria de 
la confesion. (Sent. en cas. de 21 de setiembre de 1859, y de 11 de marzo 
de 1863.) 
Dicha ley de Partida , que determina la fuerza que há la conoscencia, 
no es aplicable al caso en que la confesion no ha sido hecha eu juicio , y 
segun se requiere por derecho. (Sent. en cas. de 4 de junio de 1860.) 
Cuando un litigante niega la certeza de las posiciones articuladas por 
su contrario, no existe la confesion judicial 6 conoscencia, que define la 
ley 2.`, tit. 13, Part. 3.', y no es por tanto aplicable al caso esta ley, ni 
puede reputarse infringida para los efectos del recurso de casacion. (Sent. 
en cas. de 11 de junio de 1864.) 
Los hechos que una parte articuló para su prueba , deben estimarse 
como reconocidos por la misma parte para los efectos que dá á la confesion 
hecha en juicio la ley 2.', tít. 13, Part. 3.' (Sent. en nul, de 29 de no-
viembre de 4861.) 
No puede darse á lo que un litigante espone ó manifiesta en sus escri-
tos el valor y la fuerza que la ley 2.', tít. 13, Part. 3. atribuye á la conos-
cencia 6 confesion hecha por la parte en juicio estando su conteudor de-
lante, á no ser que lo ratifique despues á la presencia judicial. (Sent. en 
cas. de 5 de febrero y 27 de noviembre de 1863, 24 de diciembre de 1864, 
20 de junio de 1865, y 26 de enero de 1866.) 
Las manifestaciones hechas por una parte en juicio de paz 6 en acto de 
conciliacion, no son la conoscencia 6 confesion judicial solemne, que cons-
tituye prueba plena, por no concurrir en ellas los requisitos consigna- 
wl 
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dos en la ley 2.', tit. i3, Part. 3.°, ni en los arts. 292 y sigs. de la Ley 
de E. c. (Sent, en cas, de 6 de febrero de 1863, núm. 26, y 20 de diciem-
bre de 1865.) 
El reconocimiento hecha por una parte, en el órden privado y amistoso 
y antes de entablarse el pleito, de la justicia de las reclamaciones que le 
hacia su contrario, proponiéndole á la vez un medio de terminar las cues-
tiones, no es la conoscencia de la ley 2.', tit. 13, Part. 3.', ni la prueba á 
que se refiere la ley 1.', tit. 14 de la misma Partida, por cuanto tal mani -
festacion solo puede estimarse como una aquiescencia condicional, ofreci  - 
da y no aceptada de contrario antes del juicio y fuera de él. (Sent. en cas. 
de 17 de setiembre de 1866.) 
Pudiendo los jueces y tribunales, segun el núm. 2.° del art. 48 de la 
Ley de E. c., exigir, para mejor proveer, confesion judicial á cualquiera 
de los litigantes sobre hechos que estimen de influencia en la cuestion y 
no resulten probados, á aquellos exclusivamente compete apreciar estas 
circunstancias. (Sent. en cas. de 27 de Abril de 1868.) 
Debe estarse á la apreciacion que de las pruebas testifical y de posicio-
nes hace la Sala sentenciadora, cuando contra esta apreciacion no se ha 
citado ley ni doctrina legal infringida. (Sent. en cas. de 21 de setiembre 
de 1866.) 
La aprobacion de una particion hecha en escritura pública no es la 
conoscencia fuera de juicio, de que habla la ley 7, tit. 13, Part. 3. (Sent. 
en cas. de 12 de junio de 1862.) 
Cuando la cuestion ventilada en el pleito versa sobre la eficacia de una 
obligacion comun escrita en documento privado, no puede tener aplica -
cion la ley 7, tít. 13, Part. 3.', que trata del valor de la conoscencia 6 
confesion hecba fuera de juicio, en razon á que aquella cuestion no es el 
caso especial á que se concreta esta ley. (Sent. en cas. de 21 de febrero 
de 1863.) 
Aunque la ley 7.', tit. 13, Part. 3.', declara que la conoscencia hecha 
fuera de juicio no debe valer, no puede reputarse infringida cuando la 
Sala sentenciadora juzga, no solo por el mérito de la confesion estrajudi-
cial, sino por el conjunto de las diversas pruebas reunidas en los autos. 
(Sent. en cas. de 16 de diciembre de 1864.) 
Véanse, además, la sentencia de 5 de abril de 1862, en el apéndice al 
art. 212, y las de 8 y 19 de abril de 1861, en el del 276 (págs. 886 y 741 
de este tomo); y tambien las estractadas en los apéndices de los dos articu- 
los que siguen. 
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ARTICULO 295. 
(V. p5g.:321, tomo 2•") 
«El confesante que, al reconocer el hecho por que se le pregunta, aña-
de otro distinto, acerca del cual no fué interrogado, tiene obligacion de 
acreditar el segundo para que no le perjudique el primero.» (Sent. en cas. 
de 25 de junio de 1861.) 
La confesion judicial, que no recae sobre hechos propios, de que pue-
da tener un completo conocimiento el que absuelve las posiciones, no es 
la conoscencia en juicio de que habla la ley 2.`, tít. 13, Part. 3.` (Sent. en 
cas. de 20 de marzo de 1861.) 
El hecho de reconocer judicialmente un tutor una liquidacion relativa 
á una deuda contraida por el padre de su menor, únicamente constituye 
un dato para la apreciacion de la prueba sobre la certeza de tal deuda; 
pero como no recae sobre hecho propio, no es la conoscencia 6 confesion 
judicial, á que se refieren las leyes del tít. 13 de la Part. 3.' (Sent. en cas. 
de 14 de noviembre de 1862.) 
Para que la confesion judicial tenga todo el valor y eficacia probatoria 
que la ley atribuye á la conoscencia en juicio, es necesario que recaiga so-
bre hechos propios del mismo confesante, y no de un tercero: por esta ra-
zon no tiene dicha eficacia el reconocimiento, hecho por los testamenta-
rios, de un documento pribado atribuido al finado, cuando no lo escribie-
ron ni lo vieron escribir á éste. (Sent. en cas. de 11 de marzo de 1863.) 
ARTICULO 297. 
(V. pIg. 324, tomo 2.") 
kLa declaracion de darse por confesa á una parte por su rebeldía en no 
comparecer á declarar, no tiene valor hasta que queda firme y surte sus 
efectos, con arreglo á la Ley de E. c.» Si el demandado que se encuentra 
en este caso, y contra el cual se seguia el juicio en rebeldía, comparece 
formalizando su oposicion antes que cause ejecutoria la indicada provi-
dencia, y propone prueba contra los hechos articulados en las posiciones, 
queda por ello sin eficacia la citada declaracion, y no se infringen los ar-
tículos 292, 293 y 297 de dicha Ley por la sentencia que lo absuelve de la 
demanda, apreciando las pruebas de una y otra parte. (Sent. en cas. de 
9 de diciembre de 1864. ) 
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ARTÍCULO 303. 
(V. pig. 532, tomo 4..°) 
No es regla de jurisprudencia admitida por los tribunales la que supo-
ne erradamente en los jueces la obligacion de conformarse con el dictá-
men de los peritos, cuando procede el juicio pericial. (Sent. en cas. de 
Ultramar, de 6 de diciembre de 1858.) 
Lejos de ser una doctrina admitida por la jurisprudencia la de que «el 
juicio pericial es valedero á menos que haya en él los vicios que invalidan 
las sentencias,» seria un conocido error atribuir en caso alguno á los pe-
ritos el carácter de jueces, porque sus declaraciones no constituyen mas 
que una de las especies de prueba, cuyo análisis, calificacion y aprecia-
cion corresponden al respectivo Juez 6 Tribunal, que son á los que las le-
yes cometen la facultad de juzgar. (Sent. en cas. de 19 de noviembre 
de 1866.) 
Por atendible que sea la prueba de peritos, no están obligados los tri-
bunales á sujetarse á su dictámen; sino que deben formar su juicio por 
el conjunto de todas las aducidas. (Sent. en cas. de 14 de Setiembre 
de 1864.) 
La ley 28, tít. 16, Part. 3.a, que se refiere al eximen de los testigos, 
no es esteasiva á los peritos, y además ha sido modificada por el art. 317 
de la de E. c. (Sent. en cas. de 12 de marzo de 1360,) 
«Si bien en la regla 13.a del art. 303 de la Ley de E. c. se previene 
que al juicio del tercer perito concurran los interesados, se añaden las pa-
labras en la forma antes prevenida, y esta forma es la de la regla 5.' del 
mismo artículo, en la cual se espresa que es potestativo en las partes liti-
gantes el concurrir 6 no al acto.» (Sent. en cas. de 20 de marzo de 1862.) 
Debe estarse á la apreciacion de la prueba pericial, que con la de tes-
tigos y demás datos de los autos haya hecho la Sala sentenciadora en uso 
de sus facultades, cuando contra dicha apreciacion no se ha citado deter-
minadamente ley nidoctriva alguna como infringidas. (Sent. en cas. de 6 
de marzo de 1861, 14 de noviembre de 1862, 20 de enero de 1863, 30 de 
enero de 1864, 11 de octubre de 1865, 24 de Setiembre de 1866 y otras.) 
Las disposiciones consignadas en el art. 303 de la Ley de E. c. son de 
pura ritualidad de los juicios, y no puede por tanto invocarse la infraccion 
de las mismas como motivo de casacion en el fondo. (Sent. en cas. de 9 
de abril de 1861 , 14 de setiembre de 4864 y 9 de abril de 1866.) 
ARTÍCULOS 304 y 305. 
(V. pig. 351, tomo 2.°) 
Para el reconocimiento judicial 6 vista ocular no es necesario citar á 
TOMO V. 	 92 
730 	 APÉNDICE A LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL. 
las partes en persona, cuando han sido citados previamente los procura-
dores de las mismas, puesto que el art. 16 de la Ley de E. c. dispone que 
los emplazamientos, citaciones y notificaciones de todas clases, que se  ha - 
gan al procurador, tendrán la misma fuerza que si se hicieren al poder-
dante, sin que sea permitido pedir que se entiendan con éste. (Sent. en 
cas. de 20 de marzo de 1862.) 
No es doctrina admitida por la jurisprudencia de los tribunales la de 
que la prueba de reconocimiento judicial está sobre las demás clases de 
prueba. (Sent. en cas. de 1.° de diciembre de 1865.) 
Los jueces y tribunales pueden, para mejor proveer, decretar la prác-
tica de cualquier reconocimiento judicial que reputen necesario, sin que 
las partes tengan derecho para intervenir en un acto que sólo tiene por 
objeto el esclarecer la conciencia judicial. (Sent. en cas. de 11 de diciem-
bre de 1865.) 
La denegacion de un reconocimiento judicial solicitado en segunda 
instancia no produce indefension, para los efectos del recurso de casacion 
en la forma, cuando en la primera instancia se suministraron pruebas por 
ambas partes acerca del mismo punto, ó se habia practicado el propio re-
conocimiento. (Sent. en cas. de 26 de abril y 7 de junio de 1862.) 
Corresponde al Juez apreciar el resultado del reconocimiento judicial, 
como medio probatorio, y decidir lo que entienda más acertado, sin que 
contra esta apreciacion pueda alegarse la infraccion de las leyes 8 y 13, 
tít. 14, Part. 3.', ni la del art. 279 de la Ley de E. c., que solamente le 
obligan á practicar.dicha diligencia. (Sent. en cas. de 1.° de diciembre de 
1865, y 13 de junio de 1866.) 
ARTICULO 314. 
(V. p5g. 368, tomo 2.°) 
La ley 28, tít. 46, Part. 3.', relativa al modo de interrogar los testi-
gos y al valor de sus aseveraciones, debe combinarse con la 26 del mismo 
título que di 
 valor al testimonio del testigo, aunque éste no dé razon de 
él, si no se le pregunta por qué lo sabe, pero siempre subordinadas ámbas 
A 
 la apreciacion del tribunal sentenciador acerca de la prueba testifical. 
(Sent. en cas. de Ultramar de 9 de mayo de 1863.) 
ARTICULO 317. 
(V. p5g. 386, tomo 2.°) 
Son tantas las sentencias del Tribunal Supremo de Justicia, re-
ferentes al valor y apreciacion de la prueba de testigos, que seria 
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enojoso y hasta inútil hacer aquí mencion de todas ellas. En cual- 
quiera de los tomos de dichas sentencias se encontrarán las pece- 
• 
 sarias para conocer la jurisprudencia establecida sobre esta materia. 
Por eso nos limitardmos á estractar las más notables, que podrán 
considerarse como la esplanacion, 6 la aplicacion á casos determi-
nados, de las reglas 6 principios en que dicho Tribunal Supremo 
viene fundando constantemente sus fallos en casacion, siempre que 
tiene que hacerse cargo de la apreciacion de la prueba testifical, y 
aun tambien de la pericial, y de la de documentos privados cuando 
no media el reconocimiento 6 confesion de la parte á quien perjudi-
can. Dichos principios 6 reglas generales de jurisprudencia son: 
1.° Que el art. 317 de la Ley de E. c. ha modificado esencial-
mente la antigua legislacion, relativa al valor de la prueba testi-
fical. 
2.° Que debe estarse á la apreciacion que del valor de dicha 
prueba haga la Sala sentenciadora, en uso de la facultad que para 
ello concede el mismo artículo á los jueces y tribunales. 
De aquí se deduce otra regla, tambien de aplicácion muy frecuen-
te, á saber: Cuando la Sala sentenciadora, apreciando las pruebas 
en uso de la facultad que le concede dicho art. 317, estima que no 
han sido probados los hechos en que se fundan la demanda 6 las 
escepciones, y en su consecuencia no dá lugar á estas, 6 absuelve 
al demandado, no pueden suponerse infringidas las leyes relativas 
al fondo de la cuestion. En tal caso, la infraccion estará en la apre-
ciacion de la prueba, y no puede prosperar el recurso de casacion 
si no se refieren á este punto las leyes 6 doctrina que se citen co-
mo infringidas, siendo inoportuna la cita de las que se refieran á la 
accion 6 escepcion desestimadas, en razon á que para esta cita se 
hace supuesto de la cuestion, dando por cierto un hecho que no lo 
es, segun la apreciacion de la Sala sentenciadora. Así lo tiene de-
clarado el Tribunal Supremo en sentencias de 13 de abril, 23 de 
mayo y 13 de noviembre de 4863, y en otras muchas. 
En cuando al valor legal de los diferentes medios de prueba, en 
el apéndice de cada uno de los artículos que preceden, posteriores 
al 279, podrán verse las sentencias que se refieren á cada uno de 
ellos en particular, las cuales confirman la doctrina que sobre esta 
materia espusimos en las págs. 381 y_ siguientes del tomo 2.° Vea 
mos ahora las mas importantes de las que se refieren al articu-
lo 317. 
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El art. 317 de la ley de E. c. ha modificado esencialmente la antigua 
legislacion, relativa al valor de la prueba testifical, no siendo procedente, 
por lo mismo, que hoy se funde un recurso de casacion en la infraccion 
de dicha legislacion, ya sea la de aplicacion general á todo el reino, ya la 
especial de Cataluña 6 de cualquiera otra provincia de las aforadas. (Sent. 
en cas. de 27 de setiembre de 1860, 13 de febrero de 1863, 16 de diciem - 
bre de 1864, 10 de noviembre de 1866, y otras.) 
Debe estarse á la apreciacion que de la prueba testifical hace la Sala 
sentenciadora, en uso del derecho que le concede el art. 317 de la Ley de 
E. c., cuando no se ha alegado la infraccion de este artículo; sin que pueda 
alegarse á este lin la de la ley 32, tít. 16, Part. 3.', y demás referentes á 
la apreciacion de la prueba de testigos, en razon á que han sido esencial-
mente modificadas por aquel. (Sent. en cas. de 7 de marzo de 1862, 5 de 
marzo de 1863,10 de noviembre de 1866, y otras.) 
Las leyes de Partida que tratan del número de testigos necesarios para 
hacer prueba, de la eficacia de esta prueba y modo de graduarla cuando 
los de una parte se hallan en oposicion con los de la otra, y de la manera 
de apremiar y castigar á los que aparezcan sospechosos 6 resulten con-
victos de perjurio, no son hoy las que arreglan dichos particulares , en ra-
zon á que están derogadas en parte por el Código pedal, y modificadas en 
lo demás por la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 18 de noviembre de 1865.) 
Las leyes de Partida y demás que tratan del valor de las pruebas pri-
vilegiadas, como la del adulterio, están modificadas por la moderna legis-
lacion, y deben subordinarse en el  Orden civil á las nuevas disposiciones 
que sobre apreciacion de las pruebas y su valor se hallan establecidas en 
la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 28 de noviembre de 1865.) 
«La Ley de E. c., al someter la apreciacion de la fuerza probatoria de 
las declaraciones de los testigos al criterio que, aplicando su razon inte-
ligencia y teniendo presentes las reglas de sana crítica, formaran los tri-
bunales sentenciadores, modificó esencialmente toda la legislacion ante-
rior, referente á la tasa del valor legal de la prueba de testigos.» (Sent. en 
cas. de 28 de abril de 1866.) 
En cuestiones de hecho, sujetas á prueba testifical, el Tribunal Supre-
mo de Justicia ha reconocido siempre la competencia esclusiva de las Au-
diencias para la apreciacion de dicha prueba, con la única limitacion de 
que la hagan segun las reglas de la sana crítica, como se ordena en el ar-
ticulo 317 de la ley de E. c. (Sent. en cas. de 21 de mayo de 1860 , 23 de 
mayo de 1863, 21 de junio de 1864, y otras.) 
No puede reputarse infringido dicho art. 317, cuando no se 
 ha demos-
trado ni resulta que la Sala sentenciadora, apreciando conforme á sus fa-
cultades la prueba testifical, haya contravenido 6 faltado á las reglas de la 
sana crítica. (Sent. en cas. de 8 de enero de 1863, 14 de noviembre de 
1864, y otras.) 
• 
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Contra la apreciacion de la prueba testifical, hecha por la Sala senten-
ciadora, no puede invocarse útilmente para el recurso de casacion la in-
fraccion de las reglas de la sana crítica, alegada genéricamente y por mo-
tivos que carecen de exactitud. (Sent. en cas. de 26 de noviembre 
de 1864.) 
El Supremo Tribunal de Justicia tiene declarado con repeticion que, 
tratándose de apreciacion de pruebas , no basta citar como fundamento del 
recurso de casacion el art. 317 de la Ley de E., c., sino que debe hacerse 
á la vez de la ley 6 doctrina que.se suponga infringida por dicha aprecia-
cion. (Sent. en cas. de 5 de diciembre de 1864, 9 y 30 de junio de 1865, y 
otras.) 
Para fundar el recurso de casacion, no es bastante citar como infrin-
gido dicho art. 317; sino que es necesario manifestar la regla 6 reglas de 
la sana crítica, contra las que haya ido la Sala sentenciadora al formar su 
juicio. (Sent. en cas. de 6 y 19 de noviembre de 1866.) 
«Siendo la crítica el juicio que se forma de las cosas, fundado en los 
principios de la ciencia, mientras no se determine á cuál de estos princi-
pios se ha faltado, no es posible citar útilmente para el recurso de casa-
«inn la infraccion del art. 317 de la Ley de E. c.» (Sent. en cas. de 27 de 
marzo de 1865.) 
«Nunca ha sido principio del derecho que los juzgadores deban ate-
nerse, para la calificacion y apreciacion de las pruebas, al número de los 
testigos presentados, sino al valor que merezcan sus dichos, en 
 conform i-
dad á la ley 41, tit. 16, Part. 3.'» (Idem.) 
«El art. 317 de la Ley de e., al disponer que la fuerza probatoria de 
las declaraciones de los testigos sea apreciada segun las reglas de la sana 
crítica, no impone á los jueces y tribunales el deber de contar, sino de 
pesar los testimonios, dejando á los juzgadores libertad prudente y racio-
nal de formar su conviccion , y por tanto no se infringe dicho articulo 
cuando no está basado en el número el aprecio de la prueba.» (Sent. en 
cas. de 15 de junio de i 864.) 
Tampoco puede reputarse infringido dicho artículo cuando 'el ,Tribunal 
sentenciador ha apreciado la fuerza probatoria de las declaraciones de 
los testigos dentro del círculo de sus atribuciones, sin faltar las reglas 
de la sana crítica, ni á las que como tales contienen las leyes 1.° y 8.°, ti-
tulo 14, y 28, 29, 32, 40 y 41, tít. 16, Part. 3.` (Sent. en cas. de 30 de 
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enerogde 1865, 28 de setiembre de 1866 núm. 36, y otras.) 
Aunque dicho art. 317 ha modificado esencialmente lo dispuesto en 
la ley 32, tit. 16., Part. 3.° y en las demás relativas al valor de 
 la prueba 
testifical, no está en contradiccion con lo preceptuado en la última parte 
de esta ley y en el usatje 3.°, tít. 16, lib. 3.° de las Constituciones de Cata-
luña, en que se establece que no pueda estimarse probado ningun plei-
to por la declaracion de un solo testigo, pues este precepto es conforme 
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con las reglas de la sana crítica, la cual no puede apoyarse sobre tan débil 
y falible fundamento. (Sent. en cas. de 20 de febrero de 4861 y 13 de 
mayo de 1863.) 
Dicha ley 32, tít. 16, Part. 3.', no priva á los jueces de la atribucion 
que otras del mismo título les conceden, de examinar y comparar las de-
claraciones de los testigos y de apreciar la fuerza probatoria de ellas, 
segun las reglas de la sana crítica, dando mayor crédito á los dichos de 
aquellos que entendieren dicen la verdad 6 se acercan mas á ella. (Sent. 
en cas. de Ultramar de 27 de abril de 1864.) 
Es conforme á las reglas de.la sana crítica que no haya de estimarse 
probado un hecho contestado solo por testigos con tacha legal; pero no se 
está en este caso cuando, habiendo declarado testigos hábiles en número 
suficiente para hacer prueba, la Sala juzgadora ha apreciado las declara-
ciones de todos ellos, conforme á sus facultades. (Sent. en cas. de 8 de ju • 
nio de 1866.) 
«No es doctrina admitida por la jurisprudencia de los tribunales, la de 
que en los pleitos civiles no sou ya necesarias las pruebas tasadas que en 
algunos casos exigen las leyes.» (Sent. en cas. de 2 de junio de 1864.) 
«Los tribunales no pueden, en cuanto á la prueba de la existencia le-
gal de un testamento, formar su conviccion por los Amplios y racionales 
medios que para los hechos cámunes establece el art. 317 de la Ley de E. c. ; 
sino que deben necesariamente ajustar su criterio judicial á las reglas es •• 
peciales que para la comprobacion de tales actos establece el derecho, así 
en cuanto al número y capacidad de los testigos presenciales , como á las 
demás solemnidades que han de concurrir eu el otorgamiento. (Sent. en 
cas. de 22 de octubre de 1864.) 
«Si bien los tribunales deben apreciar la fuerza probatoria de las de-
claraciones de los testigos segun las reglas de la sana critica, no puede 
con razon suponerse que han faltado á ellas, ni reputarse infringido dicho 
artículo 317, cuando forman su convencimiento, no solo por el testimonio 
testifical, sino por documentos indubitados y por el conjunto de todos los 
datos que constituyen la prueba.» (Sent. en cas de 16 de diciembre de 
1864 y 28 de setiembre de 1866, núm. 39.) 
El art. 317 de la Ley de E. c. únicamente podrá decirse que ha sido 
infringido cuando se trate de la apreciacion de la prueba testifical; pero no 
de la documental. (Sent. en cas. de 12 de junio de 1862 y 15 de febrero 
de 1864.), 
Para reputar quebrantado el citado art. 317, no hasta suponer aventu-
radamente que la apreciacion de la prueba testifical se 
 ha ejecutado con 
error 6 con infraccion de dicho artículo; sino que es preciso demostrar 
en qué consiste aquel error 6 esta infraccion. (Sent. en cas. de 20 de ju-
nio y 22 de setiembre de 1865.) 
Para los efectos del recurso de casacion, la cita de dicho art. 317, por 
w 
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la amplitud que di el mismo para la apreciacion de la prueba, es contra-
producente mientras no se demuestre que en ella se han infringido las re-
glas de la sana crítica. (Sent. en cas. de 6 de octubre de 1865.) 
Cuando son testificales las pruebas aducidas sobre un hecho litigioso, y 
la Sala juzgadora las aprecia en uso de sus facultades con arreglo á lo que 
prescribe dicho art. 317, no se infringe este artículo, ni pueden infringirse 
las leyes relativas á la cuestion principal del pleito. (Sent. en cas. de 12 
de octubre de 1860, 13 de mayo de 1863, 25 de enero de 1864 y otras.) 
Cuando la prueba es de testigos, y nada se ha propuesto contra la 
apreciacion que de ella haya hecho la Sala sentenciadora en virtud de la 
facultad que le confiere el art. 317 de la Ley de E. c., ha de estarse á lo 
que hubiere decidido la misma con arreglo á dicha apreciacion, sin que 
puedan reputarse infringidas las leyes 6 doctrinas relativas á los hechos 6 
cuestion sobre que haya versado la prueba testifical. (Sent. en  cas. de 6 
de diciembre de 1861, 22 de mayo de 1802, 20 de enero de 1863, 30 de 
enero de 1864, 17 de noviembre de 1866 y otras.) 
La ley 1.' , tít. 14, Part. 3.`, segun la cual incumbe al demandante 
probar lo que alegó, no puede reputarse infringida por haber sido mal 
apreciada la prueba; sino que, eu tal caso, la infraccion será de las leyes 
que dan reglas para hacer dicha apreciaciou, y éstas, y no aquella, son 
las que podrán invocarse oportunamente para el recurso de casacion. 
(Sent. en cas. de 26 de junio de 1862, 21 de junio de '1864 y otras.) 
«Los jueces y tribunales se hallan facultados espresamente por el ar-
tículo 317 de la Ley de E. c. para apreciar, segun las reglas de la sana 
crítica, la fuerza probatoria de las declaraciones de testigos; y como re-
petidamente ha consignado en sus fallos el Supremo Tribunal, es válida y 
legalmente eficaz dicha apreciaciou cuando no se demuestra que, al hacer-
la, se ha cometido infraccion de ley 6 de doctrina que forme jurispruden-
cia. o (Sent. en cas. de 8 de junio de 1866.) 
En cuestiones de hecho, debe estarse á lo que resuelvit la Sala senten - 
ciadora, de conformidad con la apreciacion que haya hecho de las pruebas 
suministradas por las partes, cuya apreciacion solo podria ser alterada por 
la Sala de casacion, si existiera y se hubiese alegado oportunamente una 
ley 6 doctrina legal infringida. Esta ley 6 doctrina solacnente podria ser 
pertinente cuando, entre otras circunstancias, reuniese la de formar parte 
de las destinadas esplicitameate á fijar las especies de prueba, marcar su 
valor 6 determinar su eficacia, porque las de otra índole mal podrian ser-
vir de argumento contra las, apreciaciones hechas, toda vez que tampoco 
pueden servir de quia para hacerlas. (Sent. en cas. de 31 de marzo de 
1865.) 
«La resolucion de las cuestiones de hecho es de la esclusiva competencia 
de la Sala sentenciadora, y por ella no procede la casacion, no habiéndose 
infringido alguna ley 6 doctrina en la calificacion 6 apreciacion de las prue- 
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has que se hayan practicado.» (Sent. en cas. de 13 de octubre de 1865.) 
Las cuestiones de hecho, cuya decision depende de la apreciacion de 
las pruebas de testigos suministradas por las partes, son de la• esclusiva 
competencia de las Salas sentenciadoras, segun el art. 317 de la Ley 
de E. c., toda vez que contra su apreciacion no se haya citado disposicion 
alguna legal. (Sent. en cas. de 20 de enero de 1866.) 
Cuando la Sala juzgadora, apreciando la prueba testifical segun las fa-
cultades que le concede el art. 317 de la Ley de E: c., ha estimado que 
no se ha probado el (lecho en que se funda la demanda, no puede el Tri-
bunal de casacion haberlo por justificado para los efectos del recurso, si 
contra dicha apreciacion no se ha citado útilmente infraccion alguna. 
(Sent. en cas. de 28 de noviembre de 1865 y 18 de diciembre de 1866.) 
Si bien las observancias de Aragon escluyen la prueba de testigos no 
instrumentales contra la carta, esto ha de entenderse en cuanto á la reali- 
dad y tenor de ella; y no así de la prueba testifical y documental, relativa 
á hechos posteriores y sucesivos de los otorgantes, inductivos de obligacion 
segun las leyés, los cuales pueden variar 6 sustituir, hacer incompatibles 
6 ineficaces las obligaciones anteriormente contraidas.—No siendo en este 
caso de fuero, ni contra fuero, la admision de la indicada prueba testifical 
y documental, el Tribunal ci quo, sin contravenir á fuero espreso, ni por 
tanto á las observancias, puede legalmente admitirla y apreciarla, sin que 
esta apreciacion pueda ser objeto del recurso de nulidad (ni por tanto del 
de casacion). (Sent. en nul. de 28 de setiembre de 1860.) ' 
Aunque dichas observancias de Aragon escluyen la prueba testifical 
contra la carta, no así el que la parte á. quien perjudica pueda tácita 6 
espresamente consentirla, eu cuyo caso habrá de estar á las resultas de su 
asentimiento, lo cual, no solo es conforme á principios de derecho, sino 
tambien á doctrina foral, cual es la que se desprende de la observancia 21, 
título De probationibus, segun la que, no contradiciendo la parte en tiem-
po y forma, y pootanto consintiendo tácitamente la admision de prueba 
contra fuero, ha de estar á sus resultas, debiendo el Juez, en tal caso, fa-
llar el pleito segun éste ha sido planteado y sustanciado. (Idem.) 
La falta de espresion en una sentencia de alguno de los medios proba-
torios aducidos en el pleito, no dá motivo á alegar que haya dejado de apre-
ciarse, ni á suponer por esta omision infringidas las leyes que lo autorizan, 
espcialmente cuando ha habido otra prueba bastante, á juicio de la Sala, 
para decidir la contienda. (Sent. en cas. de 27 de junio de 1865.) 
No puede reputarse infringida la ley 15, tít. 14, Part. 3.', que determi-
na los casos en que pueden ser probados é librados los pleitos por fuero, 
cuando no se ha justificado la costumbre 6 práctica que se invoca. (Sent. 
en cas. de 13 de octubre de 1865.) 
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SECCION 7.'—De las tachas. 
ARTÍCULOS 319 y 320. 
(V. págs. 397 y 404, tomo 4.°) 
Ultramar.—«Los esclavos 6 libertos por título gratuito (querrá decir: 
Los esclavos y los libertos por titulo gratuito) del que los presentare como 
testigos en juicio, se entenderán comprendidos entre los dependientes 6 
criados á que se refiere la disposicion 2.' del art. 320 de la Ley.» (Art. 12 
de la Real instruccion de 9 de diciembre de 1865 para la aplicacion de la 
Ley de E. c. en las islas de Cuba y de Puerto-Rico.) 
No puede estimarse como tacha legal, por no ser de las designadas en 
el art. 320 de la ley de E. c., el ser el testigo peon de una fábrica, en la 
que desempeñaba el cargo de pagador el litigante que lo presentó en juicio. 
(Sent. en cas. de 21 de octubre de 1864.) 
No es procedente invocar las tachas que no fueron propuestas dentro 
del término que fija el art. 319 de la Ley de E. c., ni apoyar en ellas la in-
,fraccion del 320, y mucho ménos cuando, alegadas en segunda instancia, 
uo fueron admitidas, y no se reclamó de modo alguno contra esta desesti-
macion. (Idem.) 
La advertencia hecha en la sentencia á un testigo de que sea más con-
secuente en la relacion de los hechos, sin omitir ninguna circunstancia, 
no supone que haya dado falso testimonio, y que por consiguiente sea ta-
chable é indigno de crédito. (Sent. en cas. de 16 de diciembre de 1864.) 
No puede reputarse infringido el art. 320 de la Ley de E. c. cuando la 
Sala sentenciadora, teniendo en cuenta la tacha puesta á los testigos de 
ser amigos íntimos de la parte que los presentó, declaró que no se habia 
probado la intimidad requerida por la ley para que su testimonio no valga 
en juicio, puesto que no se mencionó hecho alguno que lo justificara, y 
contra esta apreciacion no se aduce ley ni doctrina legal infringidas, 
(Sent. en cas. de 27 de marzo de 1866.) 
«El párrafo 1.° del art. 320 de la Ley de E. c. que dispone ser tachable 
el dicho del testigo pariente por consanguinidad ó afinidad dentro del 
cuarto grado del litigante que lo haya presentando, está subordinado á lo 
que prescribe la ley 9.', tit. 8.°, lib. 2.° del Fuero Real, cuando el paren-
tesco fuere con ambos litigantes.» En tal caso, si los testigos son parientes 
más próximos de la parte que los presenta, falta 6 no existe la egualeza 
que dicha ley del Fuero exige, y son por tanto insuficientes sus declara-
ciones para probar lo que esta parte pretende. No apreciándolo así la Sala 
sentenciadora, infringe la citada disposicion del art. 320, y procede la ca-
sacien de la sentencia. (Sent. en cas. de 3 de octubre de 1868, publicada 
en la Gaceta del 15 de id.) 
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A la Sala sentenciadora corresponde apreciar, en vista de las pruebas 
suministradas por las partes, si los testigos tachados se hallan adornados 
de las cualidades requeridas por la ley para que valgan sus dichos. (Sent. 
en cas. de Ultramar de 17 de marzo de 1859.) 
Debe estarse á la apreciacion que de la prueba de tachas haya hecho 
la Sala sentenciadora, en uso de sus atribuciones, cuando contra esta 
apreciacion no se ha citado determinadamente disposicion legal infringida. 
(Sent. en cas. de 27 de junio de 1864.) 
Véase la sentencia de 8 de junio de 1866, en el apéndice al art. 317 
(página '734 de este tomo). 
SECCION 8.°— De los alegatos, vistas y sentencias. 
ARTÍCULOS 326 y 328. 
(V. págs. 420 y 424, tomo 2.°) 
No es permitido á los litigantes alterar la cuestion litigiosa en el alega-
to de bien probado. (Sent. en cas. de 17 de marzo de 1864 y 4 de diciem-
bre de 1865.) 
No puede tomarse en consideracion, por estemporánea, una escepcion 
propuesta de nuevo 6 añadida al alegar de bien probado. (Sent. en cas. de 
5 de octubre de 1863.) 
No puede llamarse nueva escepcion lo que se espone al alegar de bien 
probado en corroboracion de lo escepcionado en la contestacion á la de-
manda, y que ha sido objeto de discusion y de prueba. (Sent. en cas. de 7 
de febrero de 1862.) 
Véanse tambien las sentencias de 9 de mayo de 1863 y 4 de diciem-
bre de 1865, estractadas en el apéndice del art. 224 (última de la página 
695 y 1.° de la 696), y las citadas en el de los arts. 254 y 256, especial-
mente las de 17 de marzo de 1860 y 13 de noviembre de 1866 (pág. 707 de 
este tomo). 
ARTÍCULOS 329 y 330. 
(V. pig. 42G, tomo 2.°) 
Despues de vistos los autos, ya no es lícito á ninguna de las partes 
contradecir lo que hasta entonces habla aprobado y ratificado. (Sent. en 
cas. de 11 de setiembre de 1857.) 
La citacion para sentencia solo debe hacerse á los que sean parte en el 
juicio, como únicos interesados en pedir que se celebre, 6 en saber cuan-
do se verifica el acto de la vista: por esta razon el litigante que, no habien-
do sido parte en la primera instancia, comparece en la segunda á seguirla 
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apelacion, no puede fundar el recurso de casacion en no haber sido citado 
para sentencia en dicha primera instancia. (Sent. en cas. de 9 de noviem-
bre de 1861 y 8 de octubre de 1862.) 
Aun en los casos en que la ley exige la citacion de las partes para sen-
tencia, la omision de este requisito deja de ser fundamento del recurso de 
casacion en la forma, si aquellas no pidieron á su tiempo la subsanacion 
de la falta, segun disponen los arts. 1019 y 1020 de la Ley de E. c. (Sent. 
en apel. de 25 de abril de 1863.) 
Despues de citadas las partes para sentencia no pueden los jueces y 
tribunales admitir pruebas ni justificaciones de ninguna clase: si bien es 
potestativo en ellos ordenar que se practiquen para mejor proveer las di-
ligencias que estimen convenientes. (Sent. en cas. de 22 de febrero de 
1862.) 
Véanse las sentencias estractadas en el párrafo 3.° del apéndice al ar-
ticulo 48 (pág. 631 de este tomo). 
ARTICULO 333. 
(V. pág. 433, tomo 2.°) 
Se falta al precepto explícito del art. 333 de la Ley de E. c., cuando en 
la sentencia no se cita ley ni doctrina alguna en apoyo de la declaracion 
que se hace en ella. (Sent. en cas. de 14 de abril de 1860.) 
La infraccion 6 falta de observancia de las reglas establecidas en dicho 
artículo 333, para la redaccion de las sentencias, no puede ser causa de 
casacion en la forma, por no hallarse espresada en el 1013. (Sent. en cas. 
de 11 diciembre de 1860.) 
Aunque la sentencia no se halle ajustada en la forma é lo que prescri-
be el art. 333 de la Ley de E. c., tal infraccion, como correspondiente al 
Orden del procedimiento, no autoriza el recurso de casacion en el fondo 
(Sent. en cas. de 27 de febrero de 1861, 25 de junio de 1882, 23 de se -
tiembre de 1864, 18 de setiembre de 1865, y otras.) 
No puede fundarse el recurso de casacion en la mayor 6 menor exac-
titud de los resultandos y considerandos ele las sentencias, ni en las in - 
fracciones que se aleguen contra la parte espositiva 6 fundamentos de las 
mismas, si en su parte dispositiva no se ha infringido ley 6 doctrina legal; 
pues solo procede dicho recurso contra la parte resolutiva de las senten-
cias. (Sent. en cas. de 20 de febrero de 1861, 30 de setiembre de 1862, 29 
de mayo, 30 de junio, 18 y 29 de diciembre de 1863, 9 de abril y 27 de 
maya de 1864, 8 de abril de 1865, 29 de noviembre de 1866, y otras mu-
chas.) 
léanse Cambien las sentencias estractadas en el apéndice á los ar-
tículos 61, 62 y 63 (pág. 635 y sigs. de este tomo). 
J 
740 	 APÉNDICE A LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL. 
ARTÍCULO 335. 
(V. pág. 440, tomo e.') 
El vicio de haber sido admitida una apelacion interpuesta en escrito 
sin firma de letrado, queda subsanado por el hecho de haberse personado 
la parte contraria en el Tribunal superior, y seguido la segunda instancia, 
sin reclamar la subsanacion de dicha falta ni de ninguna otra del proce-
dimiento. (Sent. en cas. de 11 de setiembre de 4857.) 
Los defectos en la preparacion de la apelacion, como el de haber sido 
interpuesta sin firma de letrado, no anulan por sí mismos el auto en que 
es admitida, pues no se sanciona en los arts. 49 y 335 de la Ley de E. c. 
que tales defectos sean fundamentos de nulidad, ni son de las causas que 
en el 1013 se espresan como talas. (Sent. en cas. de 29 de febrero 
de 1860.) 
Véanse además las sentencias que se citan en el apéndice á los ar-
tículos 67 y 68, y la de 29 de julio de 1858, que es la primera estractada 
en el de los arts. 85, 86 y 87 (págs. 640, 641 y 647 de este tomo). 
TÍTULO VIII 
DE LOS INCIDENTES. 
ARTÍCULOS 337 y 338. 
(v. pág. 563, tomo V) 
Los incidentes participan de la naturaleza del asunto principal de que 
proceden: por lo tanto, si este es una causa criminal, no es admisible el 
recurso de casacion contra la sentencia dictada en incidente promovido en 
la misma causa, porque nuestras leyes no conceden dicho recurso en  mate-
ria criminal. (Sent. en apel. de 29 de mayo de 1857.) 
«Por darse á un artículo el nombre de interlocutorio, y aun sustan-
ciarse como tal, no se Varian su naturaleza y esencia, segun tiene deci-
dido este Supremo Tribunal.» (Sent. en apel. de 18 de marzo de 1861.) 
Mientras no se admita la demanda, carece el demandante de persona-
lidad para suscitar otra cuestion agena á este objeto, y de consiguiente 
para promover incidentes. (Sent. en cas. de 23 de mayo de 1861.) 
La demanda sobre pago de alquileres de una finca retraida no puede 
ser calificada de cuestion incidental del juicio de retracto, en el sentido 
del art. 337 de la Ley de E. v., aunque la reclamacion se funde en el re-
sultado de dicho juicio, puesto que para proponerla es preciso esperar á 
que éste quede terminado. (Sent. en comp. de 27 de mayo de 1862.) 
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Véanse las sentencias estractadas en el párrafo 2." del apéndice ú los 
artículos 1.°, 2.', 3.° y 4.' (pág. 603 de este torno). 
ARTÍCULOS 343, 344 y 345. 
(V. pag. 575 , tomo 1") 
«En los incidentes de los juicios ordinarios, es conforme al art. 343 de 
la ley de E. c. recibirlos á prueba siempre que en ello hayan convenido 
las partes, 6 lo haya pedido una sola y creido el Juez procedente, lo cual 
supone la necesidad de resolver este punto con la debida separacion del 
punto principal, pues lo que se provea acerca de 61 fija el estado de los au-
tos y el mode de ordenar los trámites sucesivos con arreglo á lo prevenido 
en los arts. 344 y 345 de dicha Ley, cuyas disposiciones requieren quo á la 
terminacion del incidente preceda la citacion para sentencia.» (Dos sent. 
en cas. de 17 de noviembre de 1866.) 
Segun los arts. 344 y 345 de la Ley de E. c. , en los incidentes no es 
necesaria la citacion de las parles al llamar los autos á la vista para sen-
tencia, sino cuando ha mediado prueba. (Sent. en cas. de 12 de Octubre 
de 1 860 ) 
TÍTULO 1X. 
DE LOS AB—INTESTATOS. 
(V. p5g. 5, tomo 5.°) 
Gracia y Justicia.—Decreto del Gobierno provisional de 6 de 
diciembre de 1866 , estableciendo la unidad de fueros. 
«Artículo 1.° Desde la publicacion del presente decreto, la jurisdic-
cion ordinaria será la única competente para conocer:-2.° De los nego-
cios comunes civiles y criminales de los aforados de Guerra y Marina de 
todas clases, retirados del servicio, y de los de sus mujeres, hijos y cria-
dos , aunque estén en el activo.-6.° De los negocios civiles y causas cri-
minales de los estranjeros domiciliados 6 transeuntes.» 
»Art. 7." La preveution de los juicios de testamentaría y ab-intestato 
de los militares y marinos muertos en campaña 6 navegacion , correspon-
derá á los Jefes y Autoridades de Guerra y Marina; entendiéndose para 
este efecto por prevention de tales juicios las diligencias espresadas en los 
artículos 351 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento civil , que deberán 
acordar, siempre que fuese posible, con dictámen del Asesor , y quedarán 
u^^ --^
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archivadas en los archivos especiales de las espresadas jurisdicciones cuan-
no no hayan de continuarse en el juicio respectivo.» 
 
COMENTARIO. 
Por dicho decreto se ha realizado la deseada reforma sobre uni-
dad de fueros , tanto en lo civil como en lo criminal. Limitándo-
nos á lo civil, que es el objeto de la presente obra, en los lugares  
oportunos del apéndice nos harémos cargo de las disposiciones que  
tengan relacion con el procedimiento civil, comentando las que lo  
requieran para su recta aplicacion. En este caso se hallan los dos 
 
artículos preinsertos, por la viciosa redaccion del párrafo 2.° del 4.°,  
que no espresa lo que sin duda alguna ha querido decir , atendidos  
el objeto y  fin del decreto y lo que se ordena en otras disposiciones  
del mismo (4). 
El objeto del decreto, como se espresa en su preámbulo, ha sido  
plantear la unidad de fueros, suprimiendo todos los privilegiados, y  
devolviendo á la jurisdiccion ordinaria el conocimiento de los nego-
cios de que habla sido privada por gracias ó privilegios especiales. 
 
Ha puesto en ejecucion, respecto de este particular, lo que ya estaba 
 
sancionado por la ley de 44 de abril del propio año de 1868, que au-
torizó al Gobierno para hacer en la organizacion de los tribunales 
 
las reformas que considerase de mayor urgencia , con arreglo á las 
 
bases allí determinadas, y la primera del art. 2.° dice así: «Supre- 
 
sion de los fueros de guerra , marina y estranjería , en lo relativo á 
 
los negocios civiles, devolviéndose el conocimiento de estos á los 
 
juzgados y tribunales del fuero comun. Se esceptúa la prevencion 
 
de los juicios de testamentaría 6 ab-intestato de los militares ó ma-
rinos que mueran en campaña, marchas ó navegacion, que conti-
nuará como hasta aquí.»  
La misma regla general y la misma escepcion se establecen en 
 
el decreto de 6 de diciembre si atendemos á su espíritu , y aun  
tambien á su letra. Respecto de la escepcion no puede caber duda, 
 
vista la disposicion terminante de su art. 7.°; pero en cuanto á la 
 
(t) Aunque el artículo 1.° del. citado decreto es de aplicacion general á 
todos los juicios, tenemos que comentarlo en este lugar , porque se ha 
publicado despues de ester impreso el apéndice de los títulos anteriores. 
DE LOS AB-INTESTATOS. 
	
743 
regla general, es de notar que 
 el mim. 2.° del art. 1.° solo habla de 
aforados de guerra y marina de todas clases, retirados del servicio, 
y de sus mujeres, hijos y criados, aunque estén en el activo. Ni en 
este lugar, ni en ningun otro, se hace mencion espresa de los mili-
tares y marinos en activo servicio, fuera de la excepcion del art. 7.°, 
limitada á los que mueran en campaña ó navegacion. Sin embargo, 
no puede deducirse de tal omision que queda subsistente y en vigor 
el fuero civil que disfrutaban los militares y marinos en activo ser-
vi cio, y que la jurisdiccion militar ha de seguir conociendo, como 
hasta ahora, de los juicios de testamentaría de los mismos, y de los 
demás negocios civiles en que sean demandados, puesto que esto 
sería contrario al espíritu y al objeto Antes indicado de dicho decre-
to, é impracticable por lo que ordena en otras disposiciones. 
En el tít. 3.°, cuyo epígrafe es «de la jurisdiccion de Guerra 
y de la de Marina,» se determinan los negocios que serán de la 
competencia de estas jurisdicciones: todos son delitos y faltas, y res-
pecto de negocios civiles no existe otra disposicion que la del ar-
ticulo 7.° antes trascrito. Si pues no pueden conocer de otros pego• 
cios que de los enumerados allí taxativamente, es indeclinable la 
consecuencia de que no tienen ya jurisdiccion civil sino para la pre-
vencion de los juicios de testamentaría y ab-intestado de los mili-
tares y marinos muertos en campaña 6 navegacion. Y lo propio se 
deduce de las disposiciones transitorias 1.' y 3.', en las que se or-
dena lo conveniente para que se pasen á los juzgados y tribunales 
ordinarios competentes, en el •estado en que se hallen, los nego-
cios civiles pendientes en los de Guerra y Marina, sin excepcion al-
guna: luego cesa en absoluto la jurisdiccion civil de estos tribu-
nales, salva la escepcion indicada. 
Queda demostrado que, no obstante la omision que dedos mi-
litares y marinos en activo servicio ha hecho el párrafo 2.° del ar-
tículo 4.° del decreto de 6 de Diciembre sobre unidad de fueros, la 
jurisdiccion ordinaria es la única competente en el dia para cono-
cer de los negocios civiles de aquellos, lo mismo que de los demás 
aforados de guerra y marina de todas clases, retirados del servicio. 
Y lo propio respecto de los estranjeros domiciliados 6 transeuntes, 
segun el párrafo 6.° de dicho art. 4.° Se ha llevado, pues, á efecto 
la «supresion de los fueros de guerra, marina y extranjería en lo 
relativo á los negocios civiles, devolviéndose el conocimiento de es-
tos á los juzgados y tribunales del fuero comun,» como se ordenó 
l r 
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en la ley antes citada de 11 de abril de 4868. De consiguiente, la 
redacción que debiera darse á dicho párrafo 2. para que esprese 
lo que ha querido ordenarse, es la siguiente: «2.° De los negocios 
civiles de los aforados de guerra y marina de todas clases, y de las 
causas criminales por delitos comunes de los mismos aforados que 
se hallen retirados del servicio, y de las de sus mujeres, hijos y 
criados, aunque estén en el activo.» 
Y aplicando dicha doctrina, que es general para toda clase de 
negocios civiles, á los juicios de ab-intestato y de testamentaria, de 
que se trata en el presente título y en el siguiente, resulta que la 
jurisdiccion ordinaria es hoy la única competente para conocer de 
las testamentarías y ab-intestatos de los aforados de guerra y de 
marina de todas clases, ya se hallen en servicio activo, ya retira-
dos de él, y de las de sus mujeres, hijos y criados, como tambien 
de los que gozaban fuero de estranjería, sin otra excepcion que la 
contenida en el art. 7.° del decreto. Esta escepcion está limitada 
á la prevencion de,dichos juicios de testamentaría y ab-intestato de 
los militares y marinos en activo servicio, que mueran en campaña 
t, navegacion; pero solo en campaña 6 navegacion, sin duda por 
la imposibilidad de que el Juez ordinario pueda tomar en tal 
caso conocimiento del negocio: no de los que mueran estando de 
guarnicion en una plaza, 6 prestando cualquier otro servicio, por-
que allí existe Juez de primera instancia que podrá prevenir el jui-
cio. Dicha escepcion no alcanza á las mujeres, hijos y criados de 
los referidos militares y marinos. La ley de 11 de abril la hizo os-
tensiva á los que mueran en marcha; pero no comprendiendo este 
caso el art. 7.° del decreto, habrá de limitarse á lo que en él se 
ordena. 
Por campaña, para los efectos antedichos, deberá entenderse el 
servicio de campaña, definido en el trat. 7.° de  la Ordenanza gene-
ral del Ejército, que es el que prestan las tropas destinados á obrar 
defensiva ú ofensivamente dentro 6 fuera de los dominios españoles 
contra enemigos interiores 6 esteriores; y por navegacion, siempre 
que el fallecimiento ocurra á bordo, despues de haber salido la na-
ve del puerto, 6 de haberse hecho á la mar para asuntos del servi-
cio. En tales casos la prevencion del juicio de testamentaría 6 ab-
intestato corresponde al Jefe 6 Autoridad de Guerra 6 de Marina, á 
quien estuviese subordinado el difunto, debiendo practicarse las di-
ligencias con acuerdo de asesor siempre que sea posible. 
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Aunque con la palabra prevencion bastaba para comprender la 
estension que debe darse á estas diligencias , dicho art. 7.° la de-
termina disponiendo que para este efecto se entenderán por preven-
cion de tales juicios las diligencias espresadas en los arts. 351 y si-
guientes de la Ley de Enjuiciamiento civil. No fija el límite de los 
artículos siguientes at 351, y preciso será determinarlo por el obje-
to de estas actuaciones. Ese•objeto no es otro que poner en seguri-
dad los bienes y papeles del finado, para evitar abusos y fraudes, 
adoptando á este fin las providencias urgentes y precauciones nece-
sarias. Esto es lo que se entiende por prevencion del juicio de tes-
tamentaría , segun el art. 413 de dicha Ley, y eso mismo es lo que 
deberá practicarse tambien en la prevencion del juicio de ab-intes-
tato, 6 sea to-do lo que disponen mas minuciosamente los arts. 356 
al 365 inclusive. 'Las actuaciones ordenadas en los artículos poste-
riores pertenecen ya al verdadero juicio de ab-intestato, y no á su 
prevencion, y corresponden por tanto á la jurisdiccion ordinaria, 
que es la que debe continuar el procedimiento, si hay necesidad de 
ello. No la habrá cuando , siendo mayores de edad los herederos 
instituidos en el testamento , y en su defecto los descendientes, .as-
cendientes 6 colaterales dentro del cuarto grado , gin lo sean ab-
intestato , se presenten de comun acuerdo á la Autoridad militar 
para que les entregue los bienes dejados por el difunto. En este 
caso se archivarán las diligencias en los archivos de las espresadas 
jurisdicciones, como previene el art. 7.° que estamos comentando. 
Pero siempre que sea indispensable continuar el juicio, bien por-
que deba ser necesario ; 6 porque así lo reclamen los interesados, 
6 ya porque tenga que hacerse la declaracion de herederos ab-in-
testato por los trámites que marcan los art. 368 y sigs., la Autori-
dad militar deberá pasar al Juez ordinario las diligencias preventi-
vas que hubiese instruido , poniendo á su disposicion los bienes, li-
bros y papeles intervenidos; y si  no lo hace, éste podrá reclamárse-
las cuando ante él haya acudido alguno de los que sean parte legí-
tima para promover el juicio. 
Escrito lo que precede, se han publicado dos decretos, espedido 
el uno por el Ministerio de la Guerra en 31 de diciembre de 4868, 
y el otro por el de Marina en 8 de febrero siguiente, para el cum-
plimiento del de Gracia y Justica sobre unificacion de fueros. En 
ellos se reproducen las disposiciones de éste sobre el particular, 
determinando taxativamente los negocios que serán de la compe- 
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tencia de la jurisdiccion de guerra y la de marina. En lo civil 
solo pueden conocer de la prevencion de los juicios de testamenta-
ría y ab-intestato de los militares muertos en campaña, y de los 
marinos muertos en campaña 6 durante la navegacion, como se 
ordena en el art. 7.° del de 6 de diciembre. Se previene asimismo, 
que todos los negocios civiles pendientes en los juzgados de guerra 
y de marina se remitan inmediatamente , en el estado en que se 
encontraren , á los jueces ordinarios respectivos; los que se hallen 
en segunda instancia, á la Audiencia correspondiente; y los recur-
sos de casacion, al Tribunal Supremo de Justicia. Estas disposicio-
nes confirman la doctrina espuesta anteriormente sobre la inteli-
gencia y estension que debe darse al párrafo 2.° del art. 4.° del de-
creto de 6 de diciembre. 
Tambien se ha publicado un decreto espedido por el Ministerio 
de Ultramar en 4.° de febrero de 1869, haciendo estensivo á las 
provincias de Ultramar el de 6 de diciembre anterior, del de Gracia 
y Justicia, sobre unidad de fueros, con las modificaciones indispen-
sables para hacer compatibles sus disposiciones con la legislacion 
especial de dichas provincias, y en él se reproducen literalmente 
los dos artículos que han sido objeto de este comentario. 
SECCIOI 1 .'—Del juicio ab-intestato. 
ARTÍCULOS 351 y 352. 
(V. pág. 1, tomo 31 
Debe estimarse como intestado el fallecimiento de una persona mien-
tras Do se presente su testamento , 6 no conste legalmente la existencia 
del mismo. (Sent. en comp. de 8 de abril de 1865.) 
Siendo nulo un testamento, de derecho se presume que el testador 
murió intestado , y la herencia debe pasar á los parientes mas próximos, 
como sus herederos ab - intestato. (Sent. en cas. de 28 de junio de 1866.) 
Cuando el heredero instituido pierde su derecho á la herencia por no 
haber cumplido la condicion impuesta por el testador , y no puede pasar 
aquella al sustituto nombrado por éste á causa de haber fallecido, debe 
entenderse que el testador murió intestado, como lo declara la ley 1.', tí-
tulo 13, Partida 6.' (Sent. en cas. de 30 de junio de 1866, núm. 293.) 
No puede tener lugar la sucesion intestada cuando existe testamento 
legal con herederos de confianza, y éstos cumplen las disposiciones del 
testador dando á los bienes el destino prevenido por el mismo; como tam-
poco por haber fallecido uu tercero , con cuyo consejo y beneplácito de- 
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bian los herederos de confianza dar los bienes el destino designado por 
el testador en una nota entregada é aquel, cuando las disposiciones de eis-
ta nota son conocidas de todos los interesados y no pueden ignorarlas 
chos herederos. (Sent. en cas. de 18 de junio de 1860.) 
Como la institucion de heredero no es necesaria en España para la va-
lidez de los testamentos, cuyas disposiciones tampoco se invalidan ni anu-
lan por el hecho de premorir el presunto heredero ó de no aceptar la he-
rencia, en tales casos el juicio, que debe incoarse, no puede ser el de ab-
intestato, puesto que hay testamento; sino el de testamentaria, aunque la 
designacion de heredero haya de verificarse segun disponen las leyes que 
arreglan las sucesiones intestadas. (Sent. en comp. de 8 de junio de 1861.) 
Cuando el testador instituye por heredera é su alma nombrando un 
heredero fiduciario para que dé cumplimiento é su disposicion, si este fa-
llece sin haber realizado lo ordenado por el testador, no puede reputarse 
ineficaz y nula la institucion de heredero, para el efecto de que deba 
abrirse la sucesion ab-intestado, puesto que no falta ni puede faltar en tal 
caso el heredero instituido. (Sent. en cas. de 15 de marzo de 1864.) . 
No puede prevenirse el juicio de ab-intestato, cuando el finado deja 
descendientes, ascendientes 6 colaterales dentro del cuarto grado; y si se 
previno, desde el momento en que cualquiera de estos es reconocido por 
heredero legítimo, concluyó legalmente dicho juicio, segun lo establecido 
en el párrafo 2.° del art. 352 de la ley de E. c. (Sent. en comp. de 26 de 
octubre de 1859, y 27 de octubre de 1860.) 
Véanse la sentencia de 8 de abril de 1865, en el apéndice ci los artícu-
los 414 y 415. 
ARTICULO 351. 
(V. pág. 15, tomo 3.°) 
Con arreglo é este artículo, es Juez competente para conocer del jui-
cio de ab-intestato el del domicilio del difunto, aunque accidentalmente 
haya fallecido en otro pueblo. Para dicho efecto debe reputarse domicilio 
de un menor el lugar donde murió su padre, existen los bienes y reside 
su tutor; y el de un empleado público, el lugar en que desempeña su des-
tino. (Sent. en comp. de 30 de junio de 1859, 12 de junio de 1861, y 29 
de setiembre de  1864.) 
«Eu los juicios universales de testamentaria y ab-intestato, son par-
tes conexas el inventario y la particion, por lo cual el Juez de aquel lo es 
tambien de ésta; y constando quién es el del uno, se sabe ya quién es el 
de la otra.» (Sent. en comp. de 8 de octubre de 1856.) 
Véanse las sentencias extractadas en el apéndice ez los arts. 410 y 411. 
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Lás jurisdicciones de guerra y de marina han pretendido con 
insistencia corresponderles el conocimiento de los juicios de ab-
intestato de sus aforados; pero el Tribunal Supremo de Justicia, 
fundándose en la ley recopilada, que esceptúa de la jurisdiccion 
militar las particiones de herencias, como éstas no provengan de 
lüsposicion testamentaria de los militares, ha fijado la jurispruden-
cia en el sentido de que la jurisdiccion ordinaria es la competente 
para conocer de los juicios de ab-intestato, aunque las herencias 
provengan de militares ó de aforados de guerra ó marina, y que á 
las jurisdicciones de estos fueros solo corresponde el conocimiento 
de los juicios de testamentaría. En este sentido ha decidido constan-
temente las muchas competencias sobre estas materias que se han 
suscitado entre dichas jurisdicciones y la ordinaria, sin que haya 
servido para alterar esta jurisprudencia la Real órden de 47 de 
febrero de 4868, por las razones que espusimos en la pág. 573 del 
tomo 5.°, y que han sido confirmadas por dicho Tribunal Supremo 
en sentencias de 12 de mayo, 29 de setiembre y 5 de octubre del 
propio año. 
Establecida la unidad de fueros por el decreto de 6 de diciem-
bre, ya no pueden tener lugar en el dia estas cuestiones. Por esto 
creemos escusado estractar las muchas sentencias que tratan de 
esta materia, pero como aun podrá interesar el conocimiento de di-
cha jurisprudencia, nos limitaremos á insertar los considerandos de 
una de ellas, la de 28 de noviembre de 4861, en los que el Tribu-
nal Supremo espuso razonadamente los fundamentos de la misma, 
sin duda con el objeto de evitar nuevos conflictos. Dicen así: 
«Considerando que si bien las Reales Ordenanzas concedian á los juz-
gades militares el conocimiento de las testamentarías y ab-intestados de los 
aforados de Guerra, está fuera de duda que las modificó la ley 21, tít. 4.°, 
libro 6.° de la Novísima Recopilacion, 6 sea el Real decreto espedido por 
el Sr. D. Cárlos IV, en 9 de febrero de 1793, teniendo á la vista lo que 
acerca de este punto habian acordado sus dignos antecesores los Sres. Don 
Felipe V, D. Fernando VI y D. Cárlos III, en 9 de junio de 1742, 25 de 
marzo de 1752 y 3 de octubre de 1776: 
»Considerando que dicha ley 21, tit. 4.°, libre 6.° de la Novísima Re-
copilacion no puede entenderse en el sentido de que los ab-intestatos 
que corresponden á la jurisdiccion ordinaria, son únicamente los de pai-
sanos cuyos herederos sean militares, puesto que terminantemente espre-
sa que se esceptúan de la jurisdiccion militar «las demandas de mayoraz-
gos en posesion y propiedad y particiones de herencias, como estas no 
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provengan de disposicion testamentaria de los mismos militares ;» pala-
bras que repitió la Real órden circular de 5 de noviembre de 1811, reno-
vando su inviolable observancia: 
«Considerando que aunque es cierto que en la Real órden de 17 de 
enero de 1835, citada por la autoridad militar, se dice que los juzgados 
de su clase deben conocer de los ab-intestatos de los aforados de guerra, 
esta Real disposicion aclaratoria se refiere á otras que no cita, y por nin-
gun concepto puede tener fuerza derogatoria de una ley terminante. 
»Y considerando que este Supremo Tribunal, al resolver en varias con-
tiendas de esta especie, singularmente en sus sentencias de 15 de febrero 
de 1859, 23 de febrero y 13 de abril del año último, y 30 de enero del 
corriente, que la Real jurisdiccion ordinaria es la competente para enten-
der en los juicios de ab-intestatos , aunque las herencias provengan de 
militares 6 aforados de guerra, fijó de una manera preceptiva la inteligen-
cia y aplicacion de la citada ley 21, sin que.á niugun tribunal ni juzgado 
Sea lícito ya insistir en sus apreciaciones particulares para provocar 6 sos-
tener por este medio cuestiones improcedentes, con las que se causa grave 
daño á las partes interesadas.» (Sent. en comp. de 28 de noviembre de 1861.) 
ARTICULO 359. 
(V. pág. 28, tomo 3.°) 
El Juez, que de hecho y sin oposicion conoce de un juicio de ab-intes-
tato, puede legítimamente estimar y ordenar el inventario y tasacion de 
bienes, exhibicion de documentos, liquidacion y abono de arrendamientos 
vencidos, pertenecientes al mismo ab-intestato, y librar los exhortos nece-
sarios al efecto cuando hayan de practicarse dichas diligencias en otra ju-
risdiccion. La solicitud deducida con este objeto y para que se requiera al 
administrador que fué del difunto á fin de que manifieste los documentos 
del ab-intestato que obren en su poder, y verifique la liquidacion y abono 
de las rentas vencidas, no puede conceptuarse como una demanda personal 
contra dicho administrador, ni hay méritos para promover en este concep-
to una cuestion de competencia, debiendo por tanto el Juez exhortado dis-
poner el cumplimiento del exhorto. (Sent. en comp. de 6 de octubre de 
1860.) 
ARTÍCULO 362. 
(V. pág. 28, tomo 3.°) 
Además de las disposiciones relativas al depósito de metálico y efectos 
públicos, que se mencionaron al comentar este art. en la nota de la pá- 
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gina 38 del tomo 3.°, convendrá tener presente la Real Orden espedida por 
el Ministerio de Hacienda en 23 de febrero de 1858, y circulada por el de 
Gracia y Justicia en 1.° de marzo siguiente para su puntual cumplimiento, 
que dice así:—«He dado cuenta á la Reina (Q. D. G.) del espediente ins-
truido en este Ministerio (el de Hacienda) á consecuencia de haber mani-
festado el Gobernador de la provincia de la Coruña que la Audiencia del 
territorio, al acordar la libaracion de depósitos que se hallan constituidos 
á su disposicion en la sucursal de la Caja general, no dirije los testimonios 
que lo acreditan con el oportuno oficio de remision; y considerando ser 
esto de absoluta necesidad, ha tenido á bien resolver S. M. que en lo suce-
sivo por todos los tribunales, tanto cuando se dirijan á la Caja general, 
como en las provincias â los Gobernadores, se entienda ser indispensable 
la remision de la citada comunicacion.» 
Por decreto del Gobierno provisional , espedido por el Ministerio de 
Hacienda en 15 de diciembre de 1868, dando nueva organizacion á la Caja 
general de Depósitos, se dispone, que los depósitos necesarios en metálico 
seguirán haciéndose en dicha Caja, pero no devengarán interés alguno ; y 
que Cambien seguirán haciéndose en ella los depósitos necesarios en efectos 
públicos, por los cuales cobrará de los imponentes medio por 100 del im-
porte de los intereses, cuando estos escedan de 240 escudos anuales; y si 
no exceden de esta suma, 400 milésimas de escudo como derecho Lijo por 
cada aro. Lo propio se reproduce en el Reglamento de dicha Caja, apro-
bado en 29 del mismo diciembre, consignándose además que los espresados 
depósitos podrán hacerse, como estaba mandado y con las formalidades pre-
venidas, en las tesorerías y depositarías de hacienda, establecidas en las pro-
vincias y partidos administrativos, como sucursales de la Caja general, con 
la inmediata intervencion de las contadurías en aquellas y de las adminis-
traciones en éstos, y sujetos á la autoridad de los Gobernadores. Segun las 
mismas disposiciones, no pueden admitirse en dicha Caja depósitos volun-
tarios en metálico, pero s( ea efectos públicos, pagando por estos los im-
ponentes los derechos antes indicados. 
»Jo 
• 
ARTÍCULOS 380 y 381. 
(V. pág. 71, tomo 3.°) 
El Juez competente para conocer de una demanda dirijida contra los 
bienes de un intestado, es el del último domicilio del difunto y en cuyo 
lugar se formó el juicio de ab-intestato. (Sent. en comp de 14 de se-
tiembre de 1865.) 
Véanse las sentencias de 22 'de julio y 23 de noviembre de 1858 , 26 
de marzo de 186 1 , 1. ° de febrero de 1864 y 17 de diciembre de 1866, en 
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el apéndice á los arts. 410 y lit, y la de 28 de agosto de 1862 en la pá-
gina 671 de este tomo. 
SECCION 2."— De la administracion del ab-intestato. 
ARTÍCULO 402. 
(V. pág. 106, tomo 3.") 
El art. 402 de la Ley de E. c. es inaplicable al caso en que uo sea ju-
dicial el administrador de la herencia. Refiriéndose dicho artículo al ab-
intestato, no prohibe que otros que no sean los herederos, puedan pedir 
cuentas al que ha sido administrador del caudal, como podrán verificarla 
teniendo otra representacion legítima en el juicio. (Sent. en cas. de 5 de 
noviembre de 1862.) 
TÍTULO X. 
DE LAS TESTAMENTARÍAS 
Sobre testamentarías de los aforados de guerra y de marina 
véanse los arts. 4.° y 7.° del decreto de 6 de diciembre de 1868, 
estableciendo la unidad de fueros, y cuanto hemos expuesto, co-
mentando dichos artículos, en el apéndice al título anterior, relati-
vo á los ab-intestatos (pág. 741 y sigs. de este tomo). Téngase 
presente además, para la prevencion de las testamentarías de di-
chos aforados, lo que se ordena en la siguiente Real orden. 
Guerra. —Excmo. Sr.: El Sr. Ministro de la Guerra dice hoy al Ca-
pitan general de Granada lo siguiente:—«He dado cuenta á la Reina 
(Q. D. G.) del escrito de V. E. de 3 de octubre del año último, relativo á 
que se determine que mientras en los juicios de testamentaría haya 
cédula 6 testamento, no intervenga el Juzgado de Guerra ínterin no 
medie peticion de parte, 6 se entable juicio contencioso. Entera-
da S. M., oído el parecer del Tribunal Supremo de Guerra y Marina, 
y de conformidad cou lo espuesto por las Secciones reunidas de Guerra y 
Marina, Estado y Gracia y Justicia del Consejo de Estado, ha tenido á 
bien resolver se encargue, como de su Real orden lo verificó, á los Capita-
nes generales de los distritos, para que éstos á su vez lo hagan á las Au - 
toridades militares que de los mismos dependen, que en lo sucesivo no in-
tervengan en las herencias ni se mezclen en las testamentarías de los afora- 
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dos de Guerra, sino en los casos espresados en los artículos 405 y 407 de 
la Ley para el Enjuiciamiento civil.,—mee Real órden, comunicada por di-
cho Sr. Ministro, lo traslado á V. E. para su conocimiento. Dios. guarde á 
V. E. muchos años. Madrid 12 de julio de 1862.—El Subsecretario interi-
no, Enrique del Pozo.—Señor 
ARTICULOS 404, 405, 406 y 407. 
(V. pág. 137, tomo 3 ") 
Greeia y Justieia.—Orden de 6 de noviembre de 1868, sobre par-
ticiones de herencias practicadas extrajudicialmente cuando hay bienes 
inmuebles y se hallan interesados menores de edad ó incapacitados. 
«Ilmo. Sr.: Visto el expediente instruido con el objeto ele uniformar la 
diversa práctica que se observa en los Registros de la Propiedad, acerca 
de admitir 6 no á inscripcion las particiones de herencias cuando hay bïe-
nes inmuebles y se hallan interesados menores de edad 6 incapacitados, 
practicadas extrajudicialmente sin haberse obtenido para ello licencia ni 
sometídose á la aprobacion judicial: 
Considerando que si bien las referidas particiones, que se ejecutaron 
antes de regir la vigente Ley de Enjuiciamiento civil, debieron ser apro-
badas judicialrnente, segun lo dispuesto en la 10, tít. 21, libro 10 de la 
Novísima Recopilacion, no son nulas por haberse omitido dicho requisito, 
y solo pueden rescindirse en el caso de haber sufrido perjuicio los meno-
res 6 incapacitados, cuya doctrina ha sido admitida por el Tribunal Supre-
mo de Justicia: 
Considerando que los actos 6 contratos rescindibles producen efectos 
legales mientras no se declara la rescision, y deben ser inscritos si con-
curren todas las circunstancias para ello necesarias, sin que sea obstáculo 
la que pueda servir de fundamento para tal declaracion: 
Considerando que exigiendo necesariamente la Ley de Enjuiciamiento 
civil la licencia judicial para la venta de los bienes de menores 6 incapaci-
tados de las clases expresadas en su artículo 1401, 6 para transigir sobre 
derechos de los mismos, es indudable que las particiones de herencias de 
que se trata, ejecutadas sin preceder dicha licencia, no pueden estimarse 
válidas si no se obtiene la aprobacion judicial, como acto de jurisdiccion 
voluntaria: 
Considerando que de este principio deben esceptuarse las particiones 
de herencias testamentarias, cuando los testadores con solo herederos vo-
luntarios, han dispuesto que no se obtenga dicha aprobacion, porque esta 
cendicion obliga á aquellos herederos y debe ser culnplida; y tambieu.de-
ben esceptuarse las practicadas por los padres de los menores 6 incapaci-
tados, en virtud de la pátria potestad, puesto que las disposiciones de la 
_ 
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Ley de Enjuiciamiento civil, antes indicadas, solo se refieren á los tutores 
y curadores: 
Considerando que segun se deduce del art. 36 del Reglamento para la 
ejecucion de la Ley Hipotecaria, las resoluciones que se adopten respecto 
de los casos en que dichas particiones han de ser 6 no inscritas, no prejuz-
gan las cuestiones que puedan promoverse en los Tribunales de justicia 
sobre la validez 6 nulidad de las mismas; 
Como individuo del Gobierno provisional y Ministro de Gracia y Justi-
cia, oído el parecer del Tribunal Supremo de Justicia, y de conformidad 
con lo propuesto por V. I. , vengo en declarar: 
I.  Las particiones de herencias, en que haya bienes inmuebles, prac-
ticadas extrajudicialmente antes de regir la vigente ley de Enjuiciamiento 
civil, y en las cuales se hallen interesados menores de edad 6 incapacita-
dos, bajo cualquiera de los conceptos espresados en el art. 406 de dicha 
ley, podrán ser inscritas en el Registro de la Propiedad aunque no hubie-
sen sido aprobadas judicialmente, siempre que para ello concurran los de-
más requisitos necesarios. 
2.° Si las referidas particiones se hubiesen ejecutado despues de regir 
la citada Ley de Enjuiciamiento, no podrán ser inscritas si no se ha obte-
nido licencia judicial para llevarlas á efecto 6 han sido aprobadas judicial-
mente. 
3.° Si los testadores con solo herederos voluntarios hubiesen dispuesto 
que no se obtenga la licencia 6 aprobacion judicial, podrá inscribirse la 
particion sin este requisito. 
4.° Tampoco será preciso este requisito para el referido efecto, si los 
herederos, sean necesarios 6 voluntarios, menores de edad 6 incapacita-
dos, hubieren sido representados en la particion por sus padres, en virtud 
de la pátria potestad. 
5.° Los Registradores de la Propiedad no pueden denegar 6 suspender 
la inscripcion de las espresadas particiones, practicadas prévia licencia ju-
dicial, 6 aprobadas judicialmente, bajo el fundamento de que han debido 
ejecutarse con sujecion á las reglas prescritas en la Ley de Enjuiciamiento 
civil para los juicios de testamentaría. 
Lo que comunico á V. I. á los efectos consiguientes. Dios guarde á V. L 
muchos años. Madrid 6 de noviembre de 
 1868. — Romero Ortiz.—Sr. Sub-
secretario de este Ministerio.» 
Calificado definitivamente de voluntario un juicio de testamentaría, no 
es posible que se promueva de nuevo la misma cuestion, ni que el juicio 
se convierta en necesario; y corno la ley ha establecido entre uno y otro 
juicio diferencias esenciales, que afectan á los derechos de los interesa-
dos, la resolucion en uno ú otro sentido puede ser irreparable en sus 
efectos; de consiguiente, tiene el carácter de definitiva, y procede que se 
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admita contra ella el recurso de casacion. (Sent. en cas. de 15 de abril de 
1862, núm. 94.) 
La ley 2.', tit. 15, Part. 6.', que trata de «quién son aquellos que 
pueden demandar particion, é á quien: é quales cosas pueden partir, é 
quales non, é en que manera,» ha sido esencialmente modificada por la 
Ley de E. c. (Sent. en cas, de 15 de Diciembre de 1860.) 
Solo son parte legítima para promover un juicio voluntario de testa-
mentaría, entre los demás que espresa el art. 406 de la Ley de E. c., los 
herederos 6 cualquiera de ellos; pero no el que se crea con derecho á ser-
lo. (Sent. en cas. de 20 de enero de 1866.) 
Al art. 407 de la Ley de E. c. exijo, pata que tenga lugar el juicio ne-
cesario de testamentaría, que los herederos estén ausentes y no haya quien 
los represente legítimamente; que sean menores 6 incapacitados, bien se 
hallen ausentes 6 presentes, si el testador no hubiere dispuesto lo contra-
rio, 6 que se solicite por uno 6 varios acreedores.» No puede por tanto 
prevenirse dicho juicio cuando los ausentes tienen representacion legíti-
ma, y tampoco en el cáso de que, dejando hijos menores, hubiere dispues-
to el testador lo necesario para que no tenga lugar tal juicio. (Sent. en cas. 
de 30 de junio de 1862.) 
Cuando el testador autoriza á sus albaceas para el desempeño de las 
funciones de contadores y liquidadores de la herencia, á pesar de dejar hi  -
jos menores, se entiende que quiere evitar la formacion del juicio necesa-
rio de testamentaría, usando de la facultad que le concede el núm. 2.° del 
citado art. 407. (Sent. antes citada de 30 de junio de 1862.) 
Cuando el testador ha prohibido la intervencion judicial en la ejecu-
cion de su testamento, y no tienen por ello eficacia las circunstancias del 
art. 407 de la Ley de E. c., la testamentaría solo puede tener el carácter 
de juicio voluntario. (Sent. en comp. de 10 de noviembre de 1866.) 
Uno de los casos en que hé lugar al juicio necesario de testamentaría, 
es cuando uno 6 varios acreedores lo solicitan. (Sent. en cas. de 8 de mayo 
de 1865.) 
Véanse las sentencias estractadas en el apéndice á los arts.  351 y 352 
(pág. 746 de este tomo), y tambien las citadas en el de los arts. 414 y 415, 
422, 428, 491, 2.' del 492, y 496. 
De las varias clases de legatarios, solo los de parte alícuota del 
caudal tienen personalidad para promover el juicio voluntario de 
testamentaría, segun el art. 406 de la Ley de E. c.; los demás 
pueden utilizar otros medios legales para asegurar su derecho. El 
art. 42 de la Ley hipotecaria de 8 de febrero de 4864 ordena que 
podrán pedir anotacion preventiva de sus respectivos derechos en 
el Registro público correspondiente, entre otros, «los legatarios que 
no tengan derecho, segun las leves, á promover el juicio de testa- 
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mentaría;» y en el art. 45 se dispone que el legatario, que se halle 
en este caso, podrá pedir en cualquier tiempo anotacion preventiva 
sobre la misma cosa legada, si fuere determinada é inmueble; y si 
el legado no fuere de especie, podrá exigir la anotacion de su valor 
sobre cualesquiera bienes raíces de la herencia, bastantes á cubrir-
lo, dentro de los 180 dias siguientes á la muerte del testador. En 
uno y otro caso se hará la anotacion, presentando en el Registro el 
título en que se funde el derecho del legatario. 
La anotacion preventiva de los legados podrá hacerse por con - 
venio entre las partes 6 por mandato judicial. Cuando hubiere de 
hacerse por mandato judicial, acudirá el legatario al Juez compe-
tente para conocer, de la testamentaría, esponiendo su derecho, 
presentando los títulos en que se funde, que serán por regla gene-
ral el testamento, 6 un testimonio de la cabeza, pié y cláusula del 
legado, y la partida de defuncion del testador, y señalando los bie-
nes que pretenda anotar. El juez, oyendo al heredero y al mismo 
legatario en juicio verbal, segun los trámites establecidos en el tí-
tulo 24, parte 1.` de la Ley de E. c. para los juicios verbales, dic-
tará providencia, bien denegando la pretension 6 bien accediendo 
á ella. En este último caso, señalará los bienes que hayan de ser 
anotados, y mandará librar el correspondiente despacho al Regis-
trador, con insercion literal de lo proveido, para que lo ejecute. Es-
ta providencia es apelable en un solo efecto para ante la Audiencia 
del territorio. Si pedida judicialmente lal anotacion por un legata-
rio, acudiere otro ejercitando igual derecho respecto á los mismos 
bienes, será tambien oido en el juicio, y la resolucion del Juez 
comprenderá las pretensiones de todos los que hubieren acudido. 
(Arts. 56, 57, 58 y 68 de la Ley Hipotecaria.) 
Tambien puede el heredero inscribir su favor dentro del es-
presado plazo de los 180 dias los bienes hereditarios, con tal que 
renuncien préviamente y en escritura pública todos los legatarios á 
su derecho de anotacion, 6 que, en defecto de renuncia espresa, se 
notifique á los mismos legatarios, con 30 dias de anticipacion, la 
solicitud del heredero á fin de que, durante este término, puedan 
hacer uso de aquel derecho. Esta notificacion se hará con arreglo á 
lo dispuesto en los arts. 228, 229, 230 y 231 de la Ley de E. c. Para 
ello acudirá el heredero al Juez, que en su caso deberia conocer 
del juicio de testamentaría, presentando la copia del testamento y 
 el inventario de los bienes inmuebles. El Juez mandará hacer desde 
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luego la notificacion, verificada , y dispondrá se lentreguen al in-
teresado las diligencias originales para los efectos oportunos. (Ar-
tículos 49 de la Ley Ilipot., y 49 y 50 de su Reglamento.) 
Acerca de los derechos que adquieren los legatarios y herederos 
con dicha anotacion preventiva, modo de hacerla y de convertirla 
en inscripcion, y demás relativo á esta materia, véanse los artícti-
los 45 y 58, y 86 á 9l inclusive de la citada Ley Hipotecaria, y 
45 á 50, 79 y 80 de su Reglamento. Y téngase presente que segun 
dicho art. 80 del Reglamento, si el legatario de rentas ó pensiones 
periódicas impuestas por el testador determinadamente á cargo de 
alguno de los herederos ó de otros legatarios, no se aviniere con 
éstos en la manera de constituir la hipoteca para asegurar el pago 
de la pension, esta cuestion ha de sustanciarse y decidirse como in-
cidente del juicio de testamentaría, cuando se hava formado este 
.juicio; y cuando no, se decidirá en juicio ordinario. 
:\liT(CULOS 410 y 411. 
(V. pág. 155, tomo 3.°) 
El Juez del domicilio del difunto, y no el de los herederos, es el com-
petente para conocer del juicio de testamentaria, sin perjuicio de la sumi-
sion que pueden hacer los interesados á otro Juez ordinario; pero si éstos 
son menores de edad, no pueden hacer por sí dicha sumision, sino que 
han de hacerla, para que sea válida, sus legítimos ó legales guardadores. 
(Sent. en comp. de 18 y 23 de noviembre de 1858.) 
El conocimiento del juicio de testt,meutaría, ora sea voluntario, ora 
necesario, compete al Juez del domicilio del difunto, segun lo dispuesto 
en el art. 410 de la Ley de E. c. (Sent. en comp. de 11 de abril de 1859, 
y 29 de Setiembre de  1860.) 
Para dicho efecto debe reputarse por domicilio del testador, cuando no 
consta que lo hubiese perdido, el lugar donde tenia su establecimiento y 
sus bienes, 6 en que quedó establecida su familia al marcharse al estranje-
ro, aunque accidentalmente haya fallecido eu otra parte. (Sent. en comp . 
de 9 de noviembre de 1860, y 2 de agosto de 1866.) 
Para que se entienda legalmente trasladado el domicilio, es indispen-
sable que así se haya manifestado formalmente ante la Autoridad local de 
la nueva residencia. (Sent. en comp. de 26 de marzo de 1861.) 
La traslacion accidental y el fallecimiento de una persona en pueblo 
distinto del de su domicilio legal, no puede variar el concepto de éste, y 
corresponde por tanto el conocimiento de su testamentaría al Juez de di-
cho domicilio legal. (Sent. en comp. de 7 de setiembre de 1863.) 
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El principio general, consignado en el art. HO de la Ley de E. c., de 
que el Juez competente para conocer del juicio de testamentaría es el del 
domicilio del difunto, no puede sufrir alteracion por la residencia y falle-
cimiento accidentales del testador en otro pueblo, y menos en país es-
tranjero, segun lo demuestra el art. 412 de la misma Ley. (Sent. en 
comp. de 11 de abril de 1859.) 
Al Juez de la testamentaría corresponde conocer de las pretensiones 
que tengan por objeto la inclusion 6 esclusion de bienes 6 efectos en el 
inventario de la misma, segun lo demuestran los arts. 439 y otros ante-
riores y posteriores de la misma Ley, sin que obsten las reglas contenidas 
en el 5.°, pues en el siguiente se advierte que se entiendan sin perjuicio 
de lo dispuesto para casos especiales. (Sent. en comp. de 11 de abril 
de 1859.) 
Cuando no se promovió la testamentaría al fallecimiento de uno de los 
cónyujes, siguiendo los bienes pro-indiviso, y se previene el juicio despues 
de haber muerto el que sobrevivió, debe conocer de las dos testamentarías 
el Juez del domicilio del cónyuje, que haya fallecido últimamente, en ra-
zon á que en tal caso la division y adjudicacion de los bienes de ambos 
consortes es una operacion compleja, que no seria fácil practicar si se di-
vidiese la continencia de ambas testamentarías. (Sent. en comp. de 23 de 
noviembre de 1860.) 
Al Juez competente para conocer de  no juicio de testamentaría corres-
ponde tambien el conocimiento de todos los incidentes de la misma. Son 
tales incidentes, entre otros, la rendicion de cuentas de la administracion 
del caudal, y la demanda de un heredero para que se le complete su haber. 
(Sent. en comp. de 22 de julio y 23 de noviembre de 1858. ) 
Al juicio de testamentaría, como universal, deben acumularse todos 
sus incidentes. (Sent. en comp. de 26 de marzo de 1861.) 
El juicio de testamentaría, como universal, atrae á sí todas las recla-
maciones que contra los bienes pertenecientes á la misma se dirijan, y 
por tanto la decision de todas ellas compete al Juez, ante quien dicho jui -
cio se halle legítimamente radicado. (Sent. en comp. de 1.° de febrero de 
1861, y 17 de diciembre de 1866.) 
La reclamacion de los honorarios devengados por un abogado en una 
testamentaría, deducida aquella despues de terminada ésta, no puede de-
cirse que sea un incidente de la misma, porque no afecta los intereses de 
la testamentaría, y sí particularmente los de aquellos entre quienes se ha 
distribuido la herencia, y de consiguiente no es por este concepto compe-
tente el Juez de la testamentaría para conocer de dicha reclamacion. (Sen t . 
en comp. de 8 de abril de 1865.) 
Aceptada la herencia á beneficio de inventario, no deben cousiderarse 
confundidos los bienes de los herederos con los del testador, y de consi-
guiente aquellos están obligados á contestar las demandas que deduzcan 
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los acreedores del testador ante el Juez competente para éste. (Sent. en 
comp. de 10 junio de 1859.) 
Cuando el heredero acepta la herencia renunciando al beneficio de in-
ventario, y en su virtud se dá por concluso el juicio de testamentaría, los 
bienes de ésta quedan confundidos con los de aquel, y responsable el mis-
mo á todas las obligaciones de dicha herencia. En tal caso, respecto de los 
acreedores que puedan resultar contra la misma herencia, quedaron fene-
cidas las diligencias de testamentaría, sin que esto perjudique á las recla-
maciones que aquellos tengan por oportuno entablar; pero deberán acudir 
ante el Juez competente para el heredero. (Sent. en comp. de 1.° de febre-
ro de 1861, y 24 de febrero de 1862.) 
En el caso de que el testador haya encargado á sus testamentarios la 
entrega de cierta cantidad á persona determinada cuando ésta llegue ala 
mayor edad, si el heredero se hace cargo de pagarlas y se reclama el pago 
judicialmente, el Juez competente para conocer de esta demanda es el del 
lugar en que radicó la testamentaría, y no el del domicilio del heredero 
demandado, en razon á que, siendo los testamentarios los encargados de 
cumplir esa obligacion por el testador, es natural creer que éste quiso se 
realizara la entrega en el lugar en que se practicasen las operaciones de su 
testamentaria. (Sent. en comp. de 16 de enero de 1866.) 
Cuando el testamentario y los parientes del difunto se convocan y re-
unen en un lugar determinado, y se obligan é practicar en él las opera-
ciones de la testamentaría, es competente el Juez de aquel lugar para co-
nocer de los pleitos en que se ejercitan acciones nacidas de esos hechos. 
(Sent. en cas. de 18 de octubre de 1864.) 
En los juicios de testamentaría es estemporánea la cuestion de compe-
tencia despues de aprobadas y protocolizadas las particiones. (Sent. en 
comp. de 30 de mayo de 1860.) 
Véase el apéndice á los arts. 354, 359 y 380, págs. 747 á 750 de este 
tomo. 
ARTICULO 413. 
(V. pig. 158, tomo 3.') 
No procede la admision del recurso de casacion contra las providen-
cias dictadas para poner en seguridad los bienes de una testamentaria, ni 
contra las que deniegan la entrega de autos al que no legitima su perso-
nalidad, puesto que no recaen sobre definitiva, ni sobre artículo que pon-
ga término al juicio y haga imposible su continuacion. (Sent. en apel. de, 
11 de .Mayo de 1 860.) 
Véase el apéndice al art. 359, pág. 749 de este tomo. 
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DE LAS TESTAMENTARÍAS. 
SacctoN. 1.'—Del juicio voluntario de testamentario. 
ARTÍCULOS 414 y 415. 
(V. págs. 159 y 162, tomo 5.°) 
Las diligencias judiciales previniendo á instancia de parte un juicio de 
testamentaría, practicadas antes del fallecimiento del testador, son con-
trarias al art. 4(4 de la Ley de E. c., y de consiguiente no pueden apre-
ciarse para la decision de la competencia. (Sent. en comp. de 30 de mayo 
de 1860.) 
El juicio voluntario de testamentaría debe fundarse en la presentacion 
del testamento del difunto, segun lo dispuesto en el art. 414 de la Ley de 
E. c.; y si no se presenta el testamento ni consta legalmente su existencia, 
debe estimarse como intestado el fallecimiento. (Sent. en comp. de 8 de 
abril de 4865. 
Terminado un juicio de testamentaría, no puede abrirse otro nuevo 
sobre lo mismo. (Sent. en comp. de 4.° de febrero de 1861.) 
No es posible promover el juicio de testamentaría despues de haber 
aceptado la herencia sin el beneficio de inventario y de haber obtenido el 
heredero la posesion de los bienes de su causante. (Sent. en comp. de 4.° 
de marzo de 1862.) 
Con la prevencion del juicio de testamentaría no se hace imposible la 
controversia sobre ser 6 uo heredero el que lo promueve, ni se prejuzga de 
modo alguno esta cuestion, pues únicamente se considera á aquel corno 
parte legítima para promover dicho juicio , con arreglo á los arts. 406 
y 415 de la Ley de E. c., en virtud de lo que aparece en el testamento 
presentado en autos, sin perjuicio del derecho que tengan los demás here-
deros para impugnarlo y disputar esta cualidad á la persona instituida con 
los mismos. De consiguiente la providencia accediendo á la prevencion de 
dicho juicio, ya sea voluntario, ya necesario, no es definitiva para el efec-
to de que sea admisible contra ella el recurso de cásacion. (Sent. en apel. 
de 46 de octubre de 1857, 19 de octubre de 1861, y 26 de junio de 1862.) 
La providencia denegatoria de la prevencion del juicio voluntario de 
testamentaría, pero con reserva á los interesados de los derechos que pue-
dan asistirles para que los ejerciten dónde y cómo corresponda, no es sus-
ceptible del recurso de casacion, puesto que puede seguirse otro juicio. 
(Sent. en cas. de 10 de junio de 1865.) 
Cuando los acreedores del difunto no han sido citados para que compa-
rezcan en el juicio de testamentaria usar de su derecho, no pueden cau-
sar efecto legal en perjuicio de los mismos las diligencias practicadas eu 
dicho juicio. (Sent. en comp. de 10 de junio de 1859.) 
Véanse las sentencias estractadas en el apéndice á los arts. 404, 405, 
406 y 407 (pág. '753 de este tomo), y las referencias que en él se hacen. 
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ARTICULO 422. 
(V. pig. 167, tomo 3.°) 
Siendo parte legitima para promover el juicio voluntario de testamen-
turia el cónyuge que sobrevive y el legatario de parte alícuota, lo son tam 
bien, como cualquiera de los herederos, para deducir las solicitudes con-
cernientes á la interveocion y administracion del caudal, y para que rinda 
cuentas el administrador de los bienes del testador. (Sent en cas. de 5 de 
nobre de 1862, y 27 de junio de 1863.) 
ARTICULOS 423 y 424. 
(V. pig. 169, tomo 3.°) 
La sentencia que prevee sobre la administracion y custodia de los 
bienes de una herencia, durante el juicio de testamentaria, no impide 
que los litigantes promuevan sobre las mismas cuestiones los recursos le-
gales que sean procedentes; y como no pone término al juicio ni hace im-
posible su continuacion, no se di contra ella el recurso de casacion. (Sen-
tencia en apel. de 1.° de febrero de 1864.) 
Sobre el depósito de metálico y efectos públicos, véase el apéndice al 
artículo 362, páy. 749 de este tomo. 
ARTICULO 428. 
(V. pig. 180, tomo 3.•( 
El art. 428 de la Ley de E. c. que determina los casos en que deben 
hacerse los inventarios estrajudicialmente, no tiene aplicacion al juicio ne-
necesario de testamentaria; y no puede menos de ser necesario el que se 
promueve cuando hay herederos menores, y el testador Do dispuso lo con-
trario. (Sent. en cas. de 20 de noviembre de 1866.) 
ARTICULO 437. 
(V. pig. 193, torno 3.°) 
Cuando se ha custodiado en el pleito sobre si determinados bienes de-
ben escluirse 6 no de un inventario, la declaracion de quedar éste sin 
efecto, equivale é mandarse la esclusion de aquellos. (Sent. en cas. de '7 de 
marzo de 1866.) 
«Las cuestiones sobre inclusion y exclusion de bienes en el inventario 
no pueden ser objeto de reconvencion, porque, segun el art. 437 de la ley 
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de E. c., aquellas reclamaciones deben sustanciarse en piezas separadas. s 
(Sent. en cas. de 29 de setiembre de 1866.) 
Sobre Juez competente para conocer de dichas reclamaciones, véase 
la sentencia de I i de abril de 1859, en el apéndice á los arts. 410 y 411, 
2.' de la página 757 de este tomo. 
ARTÍCULOS 467 á 474. 
(V. págs. 217 y 221, tomo 5") 
Ultramar. — aEn los Juzgados de la isla de Cuba, donde aun existen 
Contadores judiciales por hallarse enajenado este oficio, corresponderá é 
los mismos hacer las cuentas y particiones en el juicio voluntario de tes-
tamentaría, sujetándose á lo que previenen los artículos 476 y siguientes 
de la Ley.» (Esta referencia debe estar equivocada: parece que debe ser 
á los arts. 474 y sigs.) 
«Estos Contadores serán recusables por las mismas causas y en igual 
forma que los peritos» (esto es, conforme á las reglas 9.' y sigs. del ar-
ticulo 303). 
«Donde no los hubiere, el período de division principiará y continuará 
de la manera espresada en los arts. 467 y siguientes de la Ley.»—(Ar-
ticulo 13 de la Real instruccion de 9 de diciembre de 1865 para la apli-
cacion de la Ley de E. c. en las islas de Cuba y Puerto-Rico.) 
ARTÍCULOS 479 y 4MO. 
(V. págs. 222 y 242, tomo 
Los contadores nombrados por los interesados para ejecutar una par-
ticion de herencia, no tienen el carácter de árbitros, ni el de amigables 
componedores. (Sent. en cas. de 13 de marzo de 1861.) 
La ley 1.", tít. 1. ° , lib. 10 de la Nov. Rec. no es aplicable al caso en 
que se trata de llevar efecto una particion hecha por contadores nom-
brados por los interesados, cuando no aparece que éstos se obligaran á 
conformarse con el resultado de las operaciones ejecutadas por aque-
llos. (Idem.) 
Sobre papel sellado, lo que se espuso en la pág. 246 del tomo 3.° ha 
sido modificado por el Real decreto de 12 de setiembre de 1861 y demás 
disposiciones vigentes, que pueden verse en el apéndice al art. 7.° (pági-
na 610 de este tomo). 
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ARTICULO 491. 
(V. p4g. 251, tomo 3.°) 
Una testamentaría deja de existir para el pago de sus deudas desde que 
los bienes, que la constituyen, entran en poder de los herederos en virtud 
de la division y adjudicacion de los mismos, sin haberse hecho baja por 
aquellas. En tal caso, la obligacion de solventar las deudas se convierte 
de colectiva en particular é individual, como si se hubiera pactado espre-
samente, sin que los actos del contador-partidor y de los interesados en 
la herencia puedan afectar los derechos, que d terceras personas asistan 
contra ella. (Sent. en cas. de 25 de enero de 1861.) 
ARTICULO 492 y 493. 
(V. p4g. 253, tomo 3.") 
Cuando los interesados en un juicio voluntario de testamentaría soli - 
citan su separacion de seguirlos, y que se tengan por terminados para lle-
var 5 cabo una transacciou, usan de un derecho que les concede el artícu- 
lo 492 de la Ley de E. c. El Juez debe acceder 
	
esta pretension, porque 
no puede conocer del indicado juicio de oficio sin instancia de parte legí- 
tima, ni obligar ésta á que lo continúe, segun lo prevenido en el articu- 
lo 493 de la misma Ley. (Sent. en comp. de  10 de noviembre de 1866.) 
El juicio de testamentaría, en que hay interesados menores, no pue-
de ser voluntario, y por lo tanto no es aplicable al mismo el art. 492 de 
la Ley de E. c., pues se refiere al de esta clase. (Sent. en cas. de 13 de 
marzo de 1861.) 
La doctrina sentada en esta última sentencia parece contraria 
á la que espusimos en el comentario de dichos dos artículos. Sin 
embargo, hay que tener en cuenta que en el caso del pleito á que 
aquella se refiere, no se practicaron los inventarios judicialmente, 
ni se observaron las demás formalidades que previene el art. 499, 
y en este concepto no podia tener aplicacion el 492 al juicio nece-
sario de testamentaria en que recayó dicha sentencia, de acuerdo 
con nuestra opinion; pero cubiertas las formalidades del citado ar-
ticulo 499, creemos aplicable á dicho juicio el 492, como digimos 
en la pa g. 254 del tomo 3." 
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ARTICULO 494. 
(V. pág. 255, tomo 5.') 
La cuestion promovida sobre si la viuda está en el deber de respetar 
las reglas establecidas por el testador para la division de la herencia y 
sobre nombramiento de contadores, es un incidente de la testamentaría; 
y como la sentencia que lo decide no pone término al juicio, ni hace im-
posible su continuacion, no tiene el carácter de definitiva, y de consi-
guiente no puede admitirse contra ella el recurso de casacion. (Sent. en 
apet. de 23 de marzo de 1863.) 
ARTICULO 495. 
(V. pág. 256, tomo 5.°) 
«No pudiendo perjudicar á las personas, con quienes no se ha contado 
para las diligencias practicadas por los albaceas contadores, ninguna de 
sus gestiones, es indudable que quedan á salvo todos los derechos que les 
conceden las leyes, segun lo dispuesto en el art. 495 de la Ley de E. e.» 
(Sent. en cas. de 30 de, junio de 1862.) 
ARTÍCULO 496. 
(V. pág. 256, tomo 5.°) 
La cláusula del testamento en que el padre priva á uno de sus hijos 
del legado hecho á su favor con título de mejora, si se oponia á lo acorda-
do por el ejecutor testamentario nombrado por aquel, no es contraria á lo 
dispuesto en la ley 3.', tít. 4.°, Part. 6.', en la cual solo se establece que 
son contra derecho las condiciones puestas contra honestidad, buenas cos-
tumbres, obras de piedad ó contra derecho natural, y á ninguno de estos 
objetos afecta la sumision que el testador quiso exigir de su hijo. Debe por 
tanto cumplirse dicha cláusula, y tambien porque no disminuye los dere-
chos que el hijo tiene en la herencia de su padre, puesto que sus efectos 
se limitan á la manda 6 legado, el cual depende esclusivameute de la vo-
luntad paterna. (Sent. en cas. de 
 15 de diciembre de 1860.) 
«Gas operaciones de inventario, avalúo y division del caudal heredita-
rio, hechas estrajudicialmente, bien por convenio de los interesados, bien 
en virtud de lo ordenado por el testador, una vez presentadas y aproba- 
das judicialmente, prévia audiencia y couformidad de aquellos con dichas 
operaciones, y mandadas protocolizar, no son ya susceptibles de agravios, 
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que han podido esponerse y probarse á su tiempo.. (Sent. en cas. de 28 de 
mayo de 1864.) 
Cuando se pone en litigio la legalidad de la tasacion y adjudicacion del 
caudal de una herencia, cuyas operaciones fueron practicadas por tres 
testamentarios, nombrados contadores y partidores por el difunto, y se 
manda en la sentencia que se practique, oyendo á los interesados, nueva 
liquidacion y adjudicacion del caudal por uno solo de dichos contadores, 
con el objeto de alejar todo motivo 6 sospecha de parcialidad de los otros 
dos, mediante á ser el uno interesado en la herencia y el otro abogado de-
fensor de una de las partes; esta resolucion no afecta al ejercicio del ver-
dadero cargo de testamentario, ni infringe la voluntad del testador, en 
razon á que, dado el litigio, era forzoso que el tribunal sentenciador ase-
gurase la imparcialidad y justicia de dichas operaciones por los medios 
prevenidos en el derecho. (Sent. en cas. de 16 de marzo de 1866.) 
Véanse las sentencias de 30 de junio de 1862 y 10 de noviembre de 
1866, en la pág. 754 de este tomo, y la estractada en el apéndice al ar-
ticulo 494. 
SECCION 2.'—Del juicio necesario de testamentaria. 
ARTÍCULOS 498 y 499. 
(V. pig. 26O, tomo 5.°) 
Véanse las sentencias estractadas y citadas en el apéndice á los ar-
tículos 404, 405, 406 y 407, y en el del 428 (págs. 753 y sig. y '760 de este 
tomo). 
SECCIO, 3.'—De la administracion de las testamentarias. 
ARTICULO 502. 
(V. pág. 265, tomo 
La doctrina de que los albaceas con potestad para dividir los bienes 
entre los legítimos heredaros, no tienen otra obligacion que la de formu-
lar, al concluir su encargo, una cuenta general de cuanto han recibido y 
gastado, no puede admitirse como doctrina legal; y en todo caso es ina-
plicable cuando se manda en un juicio de testamentaría que dé cuentas, 
no el albacea, sino el administrador que ha sido del caudal. (Sen. en' cas. 
de 5 de noviembre de 1862.) 
Véanse las sentencias citadas en los apéndices de los arts. 402 y 422 
(págs. '751 y '760 de este tomo). 
TÍTULO XI. 
DE LOS CONCURSOS DE ACREEDOREN. 
¿V. pág. 514, tomo 3. ° 1 
Aunque por el decreto de 6 de diciembre de 1868, establecien-
do la unidad de fueros y la supresion consiguiente de los tribu-
nales especiales de Comercio, se mandó (art. 11), que los procedi-
mientos en toda clase de juicios y de los actos de jurisdiccion vo- 
t, luntaria, que versen sobre negocios y causas de comercio, se arre-
glen á las prescripciones de la Ley de Enjuiciamiento civil; por el 
art. 13 se esceptuaron de esta regla general «los procedimientos en 
los juicios de quiebra, los cuales continuarán arreglándose á las 
prescripciones del libro 4.° del Código de Comercio: y al tít. 5.° de 
la Ley de Enjuiciamiento en los negocios y causas de comercio,» 
con algunas modificaciones hechas por el mismo decreto. Téngase, 
por tanto, presente que las quiebras de los comerciantes tienen su 
procedimiento especial, el que se espondrá en este apéndice, al final 
de la primera parte de la Ley de Enjuiciamiento civil, como titulo 
adicional, segun se dispone en el art. 28 del citado decreto, y de 
consiguiente no deben acomodarse al ordenado en este tít. xi para 
	
s--?+ay 	 los concursos de acreedores. 
SECCION 1.'—Del concurso voluntario de acreedores. 
ARTICULO 505. 
(V. pig. 317, tomo 5. ° ) 
Para conocer del concurso voluntario de acreedores, el Juez del domi-
cilio del concursado es el único competente, segun el art. 505 de la Ley de 
E. c. (Sent. en comp. de 1.° de marzo y 13 de noviembre de 1862, y 25 
de febrero de 1865.) 
El art. 1014 del Código de Comercio comprende solo al que tiene la ca-
lidad de comerciante entre las personalidades que pueden constituirse y 
ser declaradas en quiebra. No teniendo el deudor dicha calidad, aunque 
sus obligaciones procedan de negociaciones de crédito, no puede ser de-
clarado en quiebra ante el Tribunal de Comercio, sino en concurso ante 
la jurisdiccion ordinaria: y por tanto es procedente y legal su presenta-
cion en concurso voluntario ante el Juez de primera instancia de su domi- 
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cilio, que es el competente para conocer de este juicio, segun el art. 505 
de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 25 de enero de 1858.) 
Cuando se trata del estado de quiebra de un comerciante, rigen las 
disposiciones del Código de Comercio, y no las de la Ley de E. c. referen-
tes al concurso de acreedores; sin que pueda obstar, para que se siga 
aquel procedimiento, el que el deudor se haya presentado en concurso vo-
luntario ante un Juez de primera instancia. (Sent. en comp. de 25 de octu-
bre de 1862.) 
ARTICULO 506. 
(V. pág. 317, tomo 3.1 
El que compra al fiado una cosa, se hace dueño de ella desde el mo-
mento en que se la entrega el vendedor; y si aquel se presenta en concur-
so voluntario, tiene que ponerla d disposicion del mismo concurso, con 
 todos los demás bienes de su propiedad, que puedan ser objeto de ejecu-
cion. (Sent. en comp. de 21 de febrero de 1S61.) 
Eu la relation de bienes que, saguu el art. 506 de la Ley de E. c., 11.1 
de acompañar d su solicitud el que se presenta eu concurso voluntario, de-
be incluir todos los que le pertenezcan y estén d su órden en aquella fe-
cha, aunque obren en poder de un tercero para su venta en comision. 
(Sent. en comp. de 13 de noviembre de 1862.) 
Véase la sentencia estractada en el apéndice al art. 524. 
A RTICULOS 507 y 513. 
V. págs. 325 y 338, tomo 3.") 
Cuando el deudor no solicita de sus acreedores el beneficio de quita y 
espera al provocar la formacion del concurso voluntario, queda el proce-
dimiento de este juicio sujeto á lo prescrito eu el art. 519 y en la seccion 
2.`, tit. 11 de la Ley de E. c. Si despues de formado el concurso se pro-
pone por el deudor la quita y espera, debe sustanciarse con arreglo á lo 
prevenido para el convenio en la seccion 3.' de dicho título. En este caso, 
la oposicion que se haga al acuerdo de la junta de acreedores por el que 
tenga derecho para ello, no debe subordinarse, eu cuanto al término para 
interponerla, á lo que prescribe el art. 513; sino al 625 y siguientes de la 
propia Ley. (Sent. en cas. de 26 de mayo de 1859.) 
Ultramar. —«Siempre que las disposiciones tie la Ley de Enjuicia-
miento se refieren al territorio de la Península, se entenderá que hablan 
del de cada una de las islas de Cuba y Puerto-Rico, y sus agregadas res-
pectivamente.» (Art. 17 de la Real instruc. de 9 de diciembre de 1865.) 
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ARTÍCULOS 514 y 515. 
(V. pig. 34g, tomo 3. ° ) 
El convenio de espera, celebrado privadamente y sin las formalidades 
de la ley entre el deudor y sus acreedores, no puede obligar á un tercer 
acreedor que no tuvd en él intervention alguna , ni lo Babia consentido. 
(Sent. en cas. de. Ultramar de 25 de setiembre de 1861.) 
ARTÍCULOS 519 y 520. 
(V. pig. 348, tomo 3.° ) 
El Juez que conozca del concurso voluntario está obligado por los ar-
tículos 519 y 524 de la Ley de E. c. á dictar las providencias necesarias 
para el embargo y depósito de lis bienes del deudor, siendo de su compe-
tencia, segun el 520, el conocimiento de los incidentes que por virtud de 
aquellas se susciten. (Sent. en comp. de 13 de noviembre de 1862.) 
Véase tambien la sentencia de 26 de mayo de 1859, en el apéndice al 
art. 50'7. 
SECCION 2.'— Del concurso necesario 
ARTÍCULO 52i. 
(V. pig. 550, tomo 3.° ) 
Con arreglo al art. 521 de la Ley de E. c. procede la formacion del con-
curso necesario cuando se acredita que hay dos 6 mas ejecuciones pen-
dientes contra el deudor, sin otros bienes que los embargados, y que el 
valor de éstos no cubre el de los créditos reclamados ; y tiene representa-
cion legítima para pedir la formacion de dicho juicio cualquiera de los 
acreedores. (Sent. en cas. de 23 de diciemb . de 1859.) 
Cuando las reclamaciones entabladas contra el deudor no reunen los 
especiales requisitos, que para las demandas ejecutivas exige la Ley de 
E. c. en su tít. 20, es de todo punto imposible el caso previsto por el ar-
tículo 521, 6 sea el de haber contra un mismo deudor dos 6 mas ejecucio-
nes pendientes, es decir, dos 6 nias pleitos ejecutivos, segun espresamente 
determina el 523. (Sent. en comp. de 12 de mayo de 1862.) 
ARTÍCULOS 522 y 523. 
(V. pig. 353, tomo 3.°) 
Cualquiera de los jueces que estén conociendo de las ejecuciones, es 
competente para declarar el concurso, al que deberán acumularse los  de- 
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más pleitos ejecutivos, sin que sea procedente la incompetencia objetada 
por un acreedor, cuando, notificada al deudor dicha declaracion, no recla - 
m6, como podia hacerlo en uso del derecho y para el efecto espresados en 
el párrafo 2.° del art. 52.2 de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 23 de di-
ciembre de 1859.) 
La sumisiou de varios acreedores á un Juez ordinario para que conoz-
ca del concurso, y las diligencias por éste practicadas no pueden llevar 
al concursado á un fuero que no sea el suyo, si no se somete al mismo en 
debida forma. (Sent. en comp. de 15 de enero de 1859.) 
El domicilio y vecindad del deudor, juntamente con su reclamacion 
hecha al Juez del mismo domicilio para que sostenga su jurisdiccion, dau 
á éste la preferencia para conocer del concurso necesario sobre todos los 
demás jueces que conozcan de ejecuciones contra el concursado, aunque 
ante cualquiera de estos haya acudido el mayor número de los acreedo-
res, conforme á lo dispuesto en el párrafo 2.° del art. 522 de la Ley de 
E. c. (Sent. en comp. de 8 de octubre de 1859.) 
Señalada por ejecutoria la cuota de los alimentos con que debe con-
tribuirse al inmediato sucesor de un mayorazgo, si despues un tercero 
promueve demanda sobre mejor derecho á los mismos, no puede estimar-
se tal demanda como incidente del concurso de acreedores pendiente con-
tra el poseedor de la propia viuculacion, ni de consiguiente por este con-
cepto corresponde su conocimiento al Juez del concurso. (Sent. en comp. 
de 21 de febrero de 1860.) 
Cuando un acreedor reclama de los bienes concursados un saldo pro-
cedente de sus cuentas con el deudor, es consecuencia necesaria el exa-
men y liquidacion de ellas en el juicio universal del concurso con audien-
cia é intervencion de los restantes acreedores. (Sent. en comp. de 13 de 
noviembre de 1862.) 
Los Síndicos del concurso tienen personalidad para intervenir en el in-
cidente de acumulacion de otros autos á los del concurso, y en tal con-
cepto deben ser admitidos como parte en la segunda instancia, sin que 
pueda objetárseles válidamente la falta de personalidad, cuando resulta de 
poder, otorgado por egos al procurador, que son tales Síndicos, por refe-
rirse en él su nombramiento. (Sent. en cas. de 23 de diciembre de 1859.) 
Para compeler un tercero al cumplimiento de una obligation con-
traida é favor de un concurso 6 de una testamentaria concursada, deben 
los Síndicos acudir ante el Juez competente para el demandado, aunque 
se halle pendiente el concurso. (Sent. en comp. de 24 de noviembre 
de 1865.) 
Segun el art. 523 de la Ley de E. c., los pleitos terminados por sen-
tencia ejecutoria no están comprendidos entre los acumulables al juicio 
universal de testamentaría concursada, 6 de concurso de acreedores. (Sent. 
en comp. de 20 de octubre de 1862.) 
Ma_ 
DE LOS CONCURSOS DE ACREEDORES. 	 769 
Sobre acumulacion de otros pleitos al juicio universal de concurso, 
véanse las sentencias de 13 de diciembre 1853, 27 de mayo de 1854, 20 
de diciembre de 1859, 21 de febrero, 11 de setiembre y 31 de diciembre 
de 1861, 12 de mayo de 1862, 6 de abril ]y 6 de setiembre de 1864 1 y 
14 de junio de 1866, estractadas en el apéndice á los arts. 457, 158 
y 159' (págs. 670 y 671 de este tomo). Véase tambien lo que hemos es-
puesto sobre esta materia en la pág. 872. 
ARTÍCULO 524. 
(V. pág, 357, tomo 3.') 
Los frutos de los bienes de la mujer, á que tenga derecho el marido 
constante el matrimonio, están sujetos al concurso de acreedores contra 
el mismo marido. (Sent. en cas. de 7 de febrero de 1863.) 
Véanse las sentencias extractadas en el apéndice al art. 506. 
ARTÍCULO 530. 
(V. pág. 358, tomo 3.°) 
Ultramar.—En Cuba y Puerto-Rico, para la asignacion de dietas al 
depositario, de que trata el párrafo 1.° de este artículo, debe atenderse á 
lo que dispone el art. 1.° de la Real instruccion de 9 de diciembre de 1865, 
segun el cual, las cantidades designadas para la Península se computarán 
en dichas islas al respecto de 2,50 escudos por uno. 
ARTICULO 535. 
(V. pág. 367, tomo 5.°) 
Suscitada cuestion sobre si un concurso de acreedores ha de ser vo-
luntario 6 necesario, la sentencia que lo decreta como necesario, hace 
imposible el concurso voluntario, por lo que respecto de éste es definiti-
va y procede contra ella el recurso de casacion. (Sent. en apel. de 5 de 
octubre de 1866.) 
ARTÍCULO 547. 
(V. pág. 387, tomo 3.°I 
A la sindicatura 6 representacion legal de un concurso competen las 
mismas acciones que hubiera podido ejercer el concursado contra las per-
sonas á Al obligadas. (Sent. en comp. de 14 de diciembre de 1861.) 
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Véase la sentencia de 20 de diciembre de 1859, en el apéndice á los 
artículos 157, 158 y 159, y la de 24 de noviembre de 1865 en el de los 
artículos 522 y 523 {págs. 671 y 768 de este tomo). 
ARTICULO 553. 
(V. pág. 395, tomo 3') 
Véase la sentencia de 11 de mayo de 1868, en el apéndice á los ar-
tículos 592 y 593. 
ARTÍCULOS 559 y 560. 
(V. pág. 399, tomo 3') 
Las disposiciones que contiene el art. 559 de la Ley de E. c., relativas 
á las subastas judiciales de los bienes de un concurso, se refieren á los 
casos en que la postura que se haya hecho á ellos, sea inferior á las dos 
terceras partes del avalúo: de lo cual se deduce que cuando la postura cu-
bre dichas dos terceras partes, no es necesario el acuerdo y conformidad 
de los síndicos y del deudor, ni la aprobacion de la junta de acreedores, 
para la validez y firmeza del remate, una vez aprobado por el Juez; y 
cumplida esta formalidad, debe procederse, con arreglo al art. 560 de la 
misma Ley, á otorgar la oportuna escritura en favor del rematante. (Sent. 
en cas. de 13 de junio de 1862.) 
La ley 1.', tít. 5.°, Part. 5.', que define la venta en general y es-
tablece que se debe hacer con consentimiento de las partes, no es aplica-
ble al caso en que se trata de una venta ó subasta judicial, que se 
rige por reglas especiales, y en la cual la autoridad y aprobacion del Juez 
puede suplir, siendo necesario, la falta de aquel requisito. (Idem.) 
ARTICULO 579. 
(V. pág. 416, tomo 3..') 
Los arts. 579 y 583 de la Ley de E. c., que fijan el valor de los acuer-
dos de las juntas de acreedores en el juicio de concurso respecto de los 
que no han concurrido á ellas, no pueden tener aplicacion, ni aun por 
analogía, á los pleitos en que se reclama una propiedad ó el derecho es - 
elusivo á determinados bienes, como sucede en el que se litiga sobre el 
mejor derecho á los bienes de una capellanía. (Sent. en cas. de 22 de ju-
nio de 1860.) 
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ARTÍCULOS 581 y 582. 
(V. p9g. 416. tomo 3.'.) 
Ultramar.—«Se entenderá suprimido el art. 582 de la ley de En-
juiciamiento, y ocupará su lugar el párrafo 2.° del 581.» (Art. 14 de la 
Real instruction de 9 de diciembre de 1865 para la aplicacion de la Ley 
de E. c, en las islas de Cuba y Puerto-Rico.) 
ARTÍCULOS 585 ly 586. 
(V. pag. 421, tomo 3.°¡ 
Cuando la junta de acreedores para el reconocimiento de créditos, en 
un concurso, escluye un crédito perteneciente á fondos del Estado sin 
asistencia del representante de éste, no obstante su oportuna citacion, co-
mo el Estado goza del privilegio de menor, con arreglo á la ley, 10, tit. 19, 
Part. 6.', compete al mismo el beneficio de la restitucion que concede al 
menor, cuando recibe daño por culpa de su guardador, entre otras le-
yes, la 2.° del mismo título y Partida. En tal caso, como el Estado quedó 
indefenso y perjudicado por culpa de su representante, procede la deman-
da de restitucion in integrum, entablada en su nombre, para que, retro-
trayéndose el concurso á la fecha de la convocacion de la junta, se cele-
bre esta de nuevo con asistencia de aquel; sin que sea llegado el caso de 
tener aplicacion lo que disponen los arts. 585 y 586 de la Ley de E. c. La 
sentencia que desestima dicha demanda, y atendiendo únicamente el acto 
informal de la comunicacion del acuerdo adoptado por la junta de recono-
cimiento de créditos, ordena lo conveniente para que se comunique de 
nuevo á parte legítima, contándose, desde que asi se verifique, el término 
que marca dicho art. 585 para impugnarlo, decidiendo la cuestion en este 
concepto, que no era el del pleito, infrinje las dos leyes de Partida antes 
citadas. (Sent. en cas. de 13 de diciembre de 1862.) 
Segun dispone el art. 586 de la Ley de E. c., pasados 15 dias sin que 
haya impugnacion á los acuerdos de las juntas de acreedores, quedan fir-
mes y no se di reclamation alguna contra ellos. Si dentro de dicho plazo 
se presenta un escrito, á que el juzgado di el carácter de demanda 6 im-
pugnacion al acuerdo, aunque se ordene despues la presentacion de nueva 
demanda con ciertos requisitos, de que se creyó carecia aquel escrito, 
retrotrayendo el acto á la época de la presentacion del mismo; habiéndose 
consentido esta providencia, no puede reputarse infringido dicho artículo 
por la sentencia que estima tal demanda. (Sent. en cas. de 17 de junio 
de 1865.) 
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ARTÍCULOS 592 y 593. 
(V. pig. 4130, tomo 3.°) 
Un crédito con escritura pública é hipoteca especial no puede ser pos - 
tergado, en la graduacion de un concurso, á otro posterior consignado en 
escritura privada, aunque éste sea por razon de compra de los frutos de la 
cosa empeñada y hubieren convenido los interesados que siguiera la condi-
cion del crédito principal, infrinjiéndose de lo contrario las leyes 27 y 3i, 
titulo 13, Part. 5.' (Sent. en cas. de Ultramar de 31 de Enero de 1861.) 
El embargo preventivo de bleues del deudor y la entrega de los mismos 
al acreedor, como medida tambien preventiva para evitar males en ellos 6 
que perezcan, no dan á dicho acreedor, en perjuicio de terceros iuteresa-
dós, ningun otro derecho mas de los que antes tuviera sobre tales bienes. 
(Sent. en comp. de 21 de febrero de 1861.) 
El acreedor hipotecario no tiene preferencia sobre los alquileres de la 
casa hipotecada, cuando estos no quedaron hipotecados especialmente; ni 
tiene aplicacion á este caso la ley 16, tít. 13, Part. 5.`, pues, además de 
contraerse á designar el derecho que gana aquel que tiene la cosa á peños 
en el fruto que nace de ella, habla solo de los frutos naturales, y no de las 
rentas 6 alquileres. (Sent. en cas. de 27 de Marzo de 1863.) 
No son escriturarios los créditos consignados en pagarés, aunque hayan 
sido reconocidos y recaido sentencia de remate en el juicio ejecutivo se-
guido sobre su pago, pues esta circunstancia no hace variar la naturalez 
de dichos créditos (Sent. en inj. not, de 22 de setiembre de 1866.) 
«Al establecerse en el art. 553 de la Ley de E. c. que el Juez podrá de-
jar en poder de los Síndicos de un concurso la suma que se juzgue nece-
saria para los gastos de éste, mandando en caso necesario estraorla del 
depósito, se reconoce implícitamente la preferencia con que deben ser sa-
tisfechos los gastos y costas del concurso; preferencia, que mas determi-
nadamente se sanciona por el art. 592 de la misma Ley al prevenir que en 
el estado primero de acreedores se comprendan los que lo sean por trabajo 
personal y por alimentos, y que si se tratase de un ab-intestato 6 testa - 
mentaría concursada, se colocarán en este lugar, y tendrán derecho pre - 
ferente á cualquiera otro, los acreedores por los gastos del funeral propor -
cionado á la fortuna y circunstancias del finado, y por los ocasionados con 
motivo de la ordenacion de su última voluntad, y forrnacion de inventario 
y diligencias judiciales, á que haya dado lugar la testamentaría 6 ab-intes-
tato.» La Sala sentenciadora que, al fallar la cuestion de preferencia de 
pago entre un crédito con hipoteca legal y las costas del concurso, la deci-
de en favor del hipotecario legal, suponiendo que el crédito procedente de 
las costas y gastos del concurso no se halla comprendido en el primero de 
los cinco estados señalados en dicho art. 592, infringe las citadas disposi - 
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clones legales, y procede por tanto la casacion de la sentencia. (Sent. en 
cas. de 11 de mayo de 1868, publicada en la Gaceta de i.° de junio.) 
La doctrina fundada en nuestro antiguo derecho, que espusimos 
en el comentario de estos artículos (pág. 436 y siguientes del 
tomo 3.°) sobre acreedores hipotecarios y su graduacion, ha sido 
esencialmente modificada por la Ley Hipotecaria de 8 de febrero 
de 1861. Segun esta Ley, las hipotecas son voluntarias 6 legales, 
como en el derecho antiguo pero se declara, que las personas á 
cuyo favor establece la misma Ley hipoteca legal, no tendrán otro 
derecho que el de exigir la co nstitucion de una hipoteca especial 
suficiente para la garantía de su derecho : que para que se entien-
da constituida esta hipoteca , se necesita la inscripcion del título, 
en cuya virtud se constituya; y que una vez constituida é inscrita, 
surte los mismos efectos que la voluntaria, sin más escepciones que 
las espresamente determinadas en la propia Ley, cnalquiera que 
sea la persona que deba ejercitar los derechos que la misma hipo-
teca confiera (arts. 458, 159 y 461 de dicha Ley). De suerte que 
desaparecen las hipotecas tácitas legales, escepto dos : la una en 
favor del Estado, para el cobro de una anualidad de los impuestos 
que graven á los inmuebles; y la otra á favor del asegurador d e 
bienes inmuebles, sobre los mismos bienes asegurados, para el co-
bro de los premios del seguro de dos años, 6 el de los dos últimos 
dividendos, si fuere el seguro mútuo (artículos 168, 218 y 220 ). 
No se reconocen otras hipotecas legales que las seis establecidas 
en el art. 168 de la citada Ley, que corresponden á las espresadas 
en los números 5.° á 10 inclusive de las págs. 438 y 439 de dicho 
tomo 3.°, si bien con alguna modificacion. Aunque no están com-
prendidos en ellas los acreedores refaccionarios, pueden estos ase-
gurar su derecho por medio de la anotacion preventiva y de la 
inscripcion, con arreglo á los arts. 42 , núm. 7.°, 59 á 64 , 68 y 92 
á 95 inclusive de de la Ley Hipotecaria, y 51 á 56 de su Reglamento. 
En su caso, para formar con acierto los estados segundo y ter-
cero, de los que ordena el art. 592 de la Ley de E. c., convendrá 
consultar el título V de la Hipotecaria , é igual título de su Regla-
mento, que tratan De las hipotecas, teniendo tambien presente lo 
que se dispone en el título XIII de aquella y en lps arts. 316 y 323 
de éste, acerca de las hipotecas legales existentes á la publicacion 
de la propia Ley Hipotecaria, como asimismo lo prevenido útima-
mente en los arts 10 y sigs. del decreto espedido por el Ministerio 
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de Hacienda en 5 de enero de 4869, publicado en la Gaceta de 6 
de febrero siguiente, determinando las bases á que han de ajustarse 
las instituciones de crédito en las operaciones de préstamos hipo-
tecarios 6 de crédito territorial. 
' ARTÍCULOS 596 y 597. 
(V. pág. 447, tomo 5.°) 
Segun las doctrinas anteriores é la nueva Ley de E. c., aunque la 
sentencia de graduacion causa todos sus efectos en cuanto á los créditos 
contenidos en ella, y al lugar y grado fijado á cada uno , no estiugue el 
derecho al pago de cualquiera otro no reclamado; sino únicamente perju-
dica al derecho de prelacien que tuviera si se hubiese invocado en tiempo 
oportuno. (Sent. en cas. de 10 de marzo de 1858.) 
Seguido un juicio de concurso ante la jurisdiccion ordinaria, y con 
arreglo á las leyes comunes y é la de Enjuiciamiento civil , no son aplica-
bles al mismo, ni á sus incidentes, las disposiciones del Código de Comercio, 
ni pueden por tanto reputarse infringidas por la sentencia. (Sent. en cas. 
de 24 de octubre de 1864.) 
SECCION 3.a—Del nonvenio. 
ARTÍCULO 611. 
(V. pág. 461 , tomo 3.°) 
En los concursos necesarios están autorizados los acreedores para ha-
cer los convenios y adoptar los acuerdos que juzguen mas útiles y benefi-
ciosos á sus intereses , siempre que en ellos no contraríen á las leyes. 
(Sent. en cas. de Ultramar, de 4 de enero de 1859.) 
Sobre el convenio de quita y espera , propuesto despues de incoado el 
concurso, véase la sentencia de 26 de mayo de 1859, en el apéndice al ar-
ticulo 507 (pág. 766 de este tomo). 
ARTÍCULO 625. 
(V. pág. 471, tomo 3.") 
El art. 625 de la Ley de E. c. deja á salvo el derecho del acreedor que 
vota y protesta contra el convenio, para formalizar su oposicion dentro de 
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(V. p9g. 514, tomo 5.°) 
varias disposiciones de este título han sido reformadas por la 
ley de 25 de junio de 1867, segun venia reclamándolo la opinion 
general de acuerdo con la justicia. Esta reforma ha alcanzado á los 
artículos 638, 639, 640, 662, 663, 667, 669 y 672, de los cuales 
unos han sido adicionados, y otros modificados esencialmente. Los 
demás artículos del presente título no han sufrido alteracion. 
Al comentar dichos artículos hicimos notar la inconveniencia de 
algunas de sus disposiciones, y la esperiencia ha demostrado que 
era fundada nuestra censura. Bien pronto comprendieron los inqui-
linos y arrendatarios que la letra de la ley, contra su espíritu y 
objeto, les facilitaba el medio de seguir ocupando la finca por mu-
chos meses, y aun por años, sin pagar la renta al propietario; y 
utilizaban este medio los que procedian de mala fé, y eran además 
insolventes. Bastaba para ello no convenir en los hechos, cuando 
el desahucio se fundaba en la falta de pago, que es el caso mas fre-
cuente, ó en cualquiera otra causa que no fuese la de haber espira-
do el plazo del contrato, única que tenia el privilegio de sustanciar-
se y fallarse en juicio verbal. No conviniendo el demandado en los 
hechos, segun el art. 672, tenia que sustanciarse la demanda por 
los trámites del juicio ordinario, que, al abrigo de una dcclaracion 
de pobreza, seguia aquel por todas sus instancias, incluso el recur-
so de casacion, y mientras tanto el dueño se vela privado de las 
rentas de su finca, y sin esperanzas de cobrarlas ni de reintegrarse 
de los gastos del pleito, por la insolvencia del arrendatario. 
Y no paraba aquí el abuso. Algunos dueños de casas, que, vis-
tos los inconvenientes del juicio de desahucio, emprendieron obras 
con la esperanza de que, por no sufrir sus molestias, desocuparia la 
habitacion el inquilino, se vieron perseguidos por éste, tambien al 
amparo de la defensa por pobre, con una demanda civil de daños y 
perjuicios, ó con un procedimiento criminal por allanamiento de 
morada con violencia. Y ya no se contentaban ciertos inquilinos de 
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para marcharse: exigian de éste además el pago de los gastos de 
mudanza, y aun cantidades mas crecidas; y hubo propietario que se 
prestó á estas exigencias injustas, por librarse de un pleito de de-
sahucio, cuyas consecuencias habian de serle mas gravosas. 
Estos y otros hechos análogos, que ocurrian con frecuencia en 
las grandes poblaciones, vinieron á demostrar que estaban desam-
parados los derechos del propietario con mengua de la justicia, y 
que era indispensable la reforma del procedimiento establecido por 
la Ley de Enjuiciamiento civil para el juicio de desahucio. Aunque 
así lo reclamaba la opinion general, y ya habia sido aprobado por 
el Congreso de los Diputados un preyecto de ley sobre la materia, 
que quedó pendiente en el Senado al terminarla legislatura de 1865 
á 66, el Gobierno, siendo Ministro de Gracia y Justicia el eminente 
jurisconsulto Sr. Arrazola, aun creyó conveniente oir el autorizado 
parecer de las Audiencias y del Tribunal Supremo de Justicia, á fin 
de proceder con todo acierto en un asunto, que era de gravedad por 
su índole especial; y con vista de estos informes y otros anteceden-
tes, y de los datos estadísticos, que se reclamaron á la vez, sobre 
los juicios de desahucio incoados en el último quinquenio, dicho 
Sr. Ministro redactó y presentó á las Córtes en 23 de mayo de 4867 
el oportuno proyecto de ley, que discutido y aprobado, primero en 
el Senado y despues en el Congrero, y sancionado por la Corona, fué 
promulgado como ley del Reino en 25 de junio del propio año 4867; 
y esta es la ley que vamos á comentar. 
Hemos creido conveniente hacer esta ligera reseña de los ante-
cedentes de dicha ley, para que se conozcan los fundados motivos 
que hicieron necesaria la reforma de que se trata. Esta reforma ha 
sido ajustada a las exigencias de la justicia y á la índole del desahucio; 
y aunque su objeto' ha sido corregir los abusos del procedimiento, 
•como lo reclamaba la justicia, en beneficio de los derechos del pro-
pietario, que estaban desamparados y lastimados injustamente, á la 
vez se ha favorecido tambien á los inquilinos y arrendatarios, con-
cediéndoles medios y términos mas Amplios para defenderse y hacer 
valer su derecho. Así vamos á demostrarlo en los siguientes comen-
tarios, aunque basta la simple lectura de la ley y compararla con la 
reformada. 
Seria conveniente presentar en este apéndice el título XII, de 
que tratamos, tal como ha quedado reformado por la ley citada 
de 25 de junio de 1867; mas, para evitar repeticiones innecesarias, 
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se citarán los artículos que no han sufrido alteracion con las refe-
rencias oportunas para que puedan verse en la página correspon-
diente del tomo 3.°, y se insertarán aquí integros los que han sido 
adicionados 6 modificados, comentándolos á continuacion. Y á fin 
de que á la simple vista se conozca la parte reformada, se pondrá 
de letra cursiva lo que ha sido adicionado 6 reformado, y de letra 
redonda ó comun lo que se conserva 6 queda vigente de la primiti-
va redaccion en cada artículo. 
Al propio tiempo que dicha ley, y con la misma fecha, se pu-
blicó el siguiente 
REAL DECRETO. -1(De conformidad con lo propuesto por mi Ministro de 
Gracia y Justicia, Vengo en decretar lo siguiente: 
Art. 1.° Los pleitos sobre desahucio, pendientes al prornulgarse la ley 
de esta fecha reformando algunos artículos de la de Enjuiciamiento civil, 
continuarán sustanciándose con arreglo á la ley anterior, á no ser que los 
litigantes pidieran, de comun acuerdo, que el procedimiento se acomode 
á la nueva legislacion. 
Art. 2.° En el caso de solicitarlo uno solo de los litigantes, los Jueces 
convocarán á las partes á una comparecencia para que acuerden el proce-
dimiento que haya de seguirse. Si el litigante citado no concurriere á la 
comparecencia, se acomodará el procedimiento á la nueva ley desde el  es-
tado en que se halle. Si concurriendo, no conviniere con el contrario, se 
continuará la sustanciacion conforme á la ley antigua. 
Art. 3.° Los Procuradores que tengan poder para el pleito pendiente, 
podrán concurrir á las comparecencias de que habla el art. 2.°, y acordar 
en nombre de sus representados lo que estimen oportuno sobre la forma 
á que haya de acomodarse la continuacion del procedimiento. 
Dado en Palacio á 25 de junio de 1867.—Está rubricado de la Real 
mano.—El Ministro de Gracia y Justicia, Lorenzo Arrazola.» 
ARTÍCULOS 636 y 637. 
(No han sufrido atteracion. —V. pág. 548, tomo °) 
Por el art. 636 de la Ley de E. c., corresponde esclusivamente á la 
jurisdiccion ordinaria el conocimiento de las demandas de desahucio. 
(Sent. en comp. de 14 de enero de 1864.) 
Disponiendo dicho art. 636 que el conocimiento de las demandas de 
desahucio corresponde esclusivamente á la jurisdiccion ordinaria, no tie-
ne aplicacion al caso la regla de derecho de que no cabe dividirse la Conti-
nencia del juicio, puesto que el de desahucio por su carácter especial no di-
vide la continencia de la causa, ni puede suponerse tal division porque la 
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finca se halle sujeta á un juicio de testamentaría pendiente en otro juz-
gado. (Sent. en cas. de 19 de junio de 1866.) 
ARTICULO 638. 
(Reformado por el art. t.° de la ley de 25 de Junto de 1867.) 
“El Juez mandará convocar al actor y al demandado á, juicio 
verbal, si la demanda de desahucio se funda esclusivamente en una 
6 mas de las causas que á continuacion se espresan: 
4.' En el cumplimiento del término estipulado en el arrenda-
miento de una finca rústica 6 urbana. 
2.' En haber espirado el plazo del aviso que debiera darse con 
arreglo á la ley, á lo pactado 6 á la costumbre general de cada 
pueblo. 
5.' En la falta de pago del precio estipulado. 
4.' En la infraccion manifiesta de cualquiera de las condicio-
nes estipuladas en el contrato de arrendamiento.» 
Segun la primitiva redaccion de este artículo (4), su disposition 
se referia línicamente al caso en que la demanda de desahucio se 
fundara en el cumplimiento del término estipulado en el arrenda-
miento. Si se fundaba en la falta de pago del alquiler 6 renta, que 
es el caso mas frecuente, ó en cualquiera otra causa que no fuese 
aquella, ya no estaba comprendida en la disposicion de este ar-
tículo, ni en la del 661; sino en la del 669, y bastaba que el de-
mandado no conviniera en los hechos al celebrarse el juicio verbal, 
para que fuera preciso sustanciar la demanda por todos los trámi-
tes del juicio ordinario, como lo prevenia terminantemente el 672. 
De aquí los inconvenientes y perjuicios que indicamos al comentar 
estos artículos, y que han hecho necesaria la presente reforma, se-
gun hemos espuesto anteriormente en la introduccion del presente 
título. 
Cuatro casos comprende ahora el art. 638 reformado, que esta-
mos comentando; los mismos sustancialmente en que permite el des-
ahucio el decreto de las Córtes de 8 de junio de 4843, restablecido 
en 6 de setiembre de 4836, sobre arrendamientos de fincas rústi- 
(t) Véase en la página 519 del tomo 3.° 
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cas. En todos ellos la cuestion es sencilla y de puro hecho; pero 
hechos de tan fácil comprobacion, que sin el menor peligro para 
la defensa de las partes y los fueros de la justicia, pueden subordi-
narse, como se subordinan, á las condiciones del juicio verbal. Si en 
este juicio manifiestan los interesados su conformidad en los hechos, 
con arreglo á ellos dictará el Juez su fallo; y si no hay tal confor-
midad, en el mismo juicio verbal suministrarán cuantas pruebas es-
timen conducentes, y sin más trámites se dictará sentencia, como 
previene el art. 661, sin que en ninguno de estos casos pueda darse 
al juicio la sustanciacion establecida en el 672 (1). Examinaremos 
con separacion cada una de las cuatro causas en que, segun el cita-
do art. 638 reformado, ha de fundarse la demanda de desahucio, para 
que deba sustanciarse y fallarse en juicio verbal, á saber: 
«1.' En el cumplimiento del término estipulado en el arrenda-
miento de una finca rústica 6 urbana. »—El desahucio en este caso 
es consecuencia indeclinable de la naturaleza de estos contratos; es 
la ejecucion de lo pactado por las partes, y de lo ordenado por la 
ley. «Los arrendamientos de tierras ó dehesas, dice el art. 5.° del 
citado decreto de las Córtes de 8 de junio de 1813, restablecido en 
1836, ó de cualesquiera otros predios rústicos por tiempo determi-
nado, fenecerán con éste sin necesidad de mútuo desahucio, y sin 
que el arrendatario de cualquier clase pueda alegar posesion para 
continuar contra la votuntad del dueño, cualquiera que haya sido 
la duracion del contrato.» «Si en estos contratos (los de arrenda-
miento de casas y demás edificios urbanos), dice tambien el art. 2,° 
de la ley de 9 de abril de 1842 (2), se hubiere estipulado tiempo 
fijo para su duracion, fenecerá el arrendamiento cumplido el plazo, 
sin necesidad de desahucio por una ni otra parte.» En tales casos, 
sabe el arrendatario que debe desalojar la finca el dia del venci- 
(1) Segun la jurisprudencia establecida por el Tribunal Supremo de 
Justicia, de conformidad coo les artículos citados, cuando la demanda de 
desahucio se funda en el cumplimiento del término estipulado en el ar-
rendamiento (y lo propio ahora en cualquiera otro de los motivos espresa-
dos en el art. 638), no es necesaria la conformidad en los hechos para que 
deba fallarse por la vía sumaria del juicio verbal, y no puede en tales casos 
tener aplicacion el procedimiento de los arts. 669 y 672. (Sent. en cas. de 
19 de abril de i 861, 11 de mayo y 19 de junio de f 866.) 
(2) «Las cuestiones sobre arrendamiento de fincas urbanas deben re-
solverse por la ley de 9 de abril de 1842, y no por la 5.', titulo 8.°, Par-
tida 5.`, derogada por aquella en todo lo que le sea contraria.» (Sent. en 
cas. de 24 de noviembre de 1864.) 
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miento del plazo estipulado, y el dueño que debe recibirla, por lo 
cual no hay necesidad de otro aviso prévio (1); y si aquel no lo 
cumple, puede éste compelerle á ello por medio de la demanda de 
desahucio. 
Pero téngase presente que el precepto legal de que se respeten 
los arrendamientos por el tiempo determinado en el contrato para 
su duracion, está subordinado al de que se cumplan por el arren-
datario las condiciones estipuladas. Si no las cumple ó si no paga, 
podrá desahuciado por estas causas, que son la 3.' y 4. 1' del ar-
tículo que estamos comentando, aun cuando no haya terminado el 
tiempo del arriendo, y sin necesidad de aviso prévio de despedi-
da caso de no. haberse estipulado tiempo fijo, 6 de haberse proro-
gado por el consentimiento tácito de las partes, como tiene declara-
do el Tribunal Supremo- de Justicia (2). 
La caducidad del contrato de arrendamiento no 'puede equipa-
rarse, para los efentos del desahucio, al cumplimiento del término 
estipulado para su duracion: de consiguiente, si la demanda se 
funda en haber caducado el contrato, debe dársele la tramitacion 
prevenida en los arts. 669 y 672 de la Ley de E. c., por faltar la 
circunstancia esencial de cumplimiento del término estipulado en el 
arrendamiento, exigido por el 638 como base de la resolucion de 
la demanda en juicio verbal de desahucio. Si no se hace así; y se 
sustancia como comprendida en este artículo, es nulo el procedi-
miento y procede la casacion de la sentencia. Así lo resolvió el 
propio Tribunal Supremo (3) en un paso anterior á,la reforma del ci-
tado art. 638; y la misma doctrina debe observarse en el dia, puesto 
que la caducidad del arrendamiento nó está comprendida en ninga-
na da las cuatro causas espresadas taxativamente en dicho artículo. 
,«2.` En haber espirado el plazo del aviso que debiera darse con 
arreglo á la ley, á lo pactado, 6 k la costumbre general de cada 
pueblo.»—Esto se refiere á los arrendamientos sin plazo fijo ó sin 
tiempo determinado. Tales arrendamientos duran á voluntad de las 
partes; pero cualquiera de ellas que quiera disolverlos, puede ha- 
(1) El término de 40 días, que concede para el desahucio de fincas ur-
banas la ley de 9 de abril de 1842, no tiene aplicacion cuando hay tiempo 
fijo en el arrendamiento. (Sent. en cas. de 19 de junio de 1866.) 
(2) Sent. en cas. de 14 de diciembre de 1858, 6 de febrero y 9 de junio 
de 1860, y $0 de junio de 1864. 
(3) Sent. en cas. de 10 de diciembre de 1858. 
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cerio avisando á la otra un año antes, si es de finca rústica; y si 
de urbana, con la anticipacion que se hallare adoptada por la cos-
tumbre general del pueblo, y en otro caso con la de 40 dias (1). Si 
las partes al celebrar el contrato hubiesen fijado el plazo del aviso 
prévio, deberá observarse lo pactado. En todos estos casos se con 
sidera terminado legalmente el arrendamiento luego que espira é 
vence el plazo fijado por la ley, por la costumbre, ó por la volun-
tad de las partes para desalojar la finca, á contar desde que el due-
ño avisó al arrendatario que se tuviera por despedido o desahucia-
do, y si éste no deja la finca á. disposicion de aquel al vencimiento 
de dicho plazo, procede la demanda de desahucio, como en el caso 
anterior (2). 
A dicho aviso prévio se dá tambien el nombre de mútuo des-
ahucio, que no debe confundirse con la demanda de que tratamos. 
Aquel tiene por objeto fijar el plazo para la terminacion del arrien-
do, y ésta lanzar de la finca al arrendatario si no la deja á disposi-
cion del dueño al espirar dicho plazo. Para que proceda esta de-
manda, es necesario justificar que el dueño dió al arrendatario ó 
inquilino con la anticipacion oportuna el aviso de despedida. Esta 
justificacion podrá hacerse por cualquiera de los medios de prueba 
que reconocen las leyes; el que convenga á la forma que se haya 
empleado para el aviso de las que indicamos en la pág. 515 del to-
mo 3.° Tambien es válido y eficaz el requerimiento que se hace á 
dicho fin ante un Juez de paz en acto de conciliacion ó en juicio 
verbal (3). 
Y no solo es necesario el aviso de despedida ó mútuo desahucio 
en los arrendamientos sin tiempo determinado, sino tambien en los 
que, habiendo sido á tiempo fijo, han continuado por la tácita re-
conduccion. Respecto de los de casas, lo dispone así terminante-
mente el art. 2.° de la ley de 9 de abril de 1862; y en cuanto á los 
de tierras, el art. 5.° del decreto de las Córtes de 8 de junio de 
1813 ordena, que «si tres dias ó mas despues de concluido el tér-
mino permaneciese el arrendatario en la finca con aquiescencia del 
dueño, se entenderá arrendada por otro año con las mismas condi- 
(1) Art. 6.° del decreto de las Córtes de 8 de junio de 1813, restable-
cido en 1836, y art. 2.° de la ley de 9 de abril de 1842. 
(2) Sent. en cas. de 9 de abril de 1864, y 28 de abril de 1865. 
(3) Las dos sentencias del Tribunal Supremo de Justicia antes citadas. 
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ciones.» De lo cual se deduce que, al terminar este año de próroga, 
podrá ser desahuciado el arrendatario sin necesidad de aviso pré-
vio; pero si trascurrido ese año continuase en la finca por la tácita 
reconduccion, segun la opinion más general y equitativa, no pro -. 
 cederá la demanda de desahucio si no ha sido avisado por el dueño 
un año antes, como en los arrendamientos sin tiempo determinado, 
pues en virtud de aquella se convierte en arrendamiento de esta 
clase el que lo fué de tiempo fijo. Dicho año deberá ser el rural ó 
agrícola, segun lo pactado 6 la costumbre del país. 
«3.' En la falta de pago del precio estipulado.»—E1 precio, 
va sea en metálico, ya en frutos, es requisito esencial en esta clase 
de contratos: no pagándolo el arrendatario én el plazo estipulado, 
falta á una de las condiciones esenciales del contrato, y puede ser 
despedido por el arrendador, sin necesidad de aviso prévio, y  tam-
bien aunque no se haya cumplido el tiempo fijado para la duracion 
del arrendamiento, pues, como hemos dicho anteriormente al exa-
minar la causa 1.', esta circunstancia está subordinada al cumpli-
miento de las condiciones estipuladas y al pago del precio, segun lo 
tiene declarado el Tribunal Supremo de Justicia en las senten-
cias allí citadas, y se deduce del art. 5.° del decreto de las Córtes 
de 1813. El pago de la renta no puede demandarse en el mismo 
juicio de desahucio; sino por separado en el ordinario que corres-
ponda, como espusimos en la pág. 515 del tomo 3.° (1). 
«4.' En la infraccion manifiesta de cualquiera de las condicio-
nes estipuladas en el contrato de arrendamiento.»—Es aplicable á 
esta causa lo que acabamos de esponer respecto de la 3. Pero tén-
gase presente que la infraccion ha de ser manifiesta, esto es, que 
sea patente y clara, que esté á la vista, y resulte justificada por 
confesion del arrendatario, por reconocimiento judicial 6 de peritos, 
6 por cualquier otro medio de prueba, practicada en el juicio ver-
bal. Si se promueve cuestion sobre la inteligencia de la cláusula por 
ser oscura 6 dudosa, ya no puede reputarse manifiesta su infraccion: 
tampoco lo será cuando racionalmente pueda dudarse si ha sido 6 
^ 
	 (I) Cuando en la demanda de desahucio se pide tambien el pago de la 
renta de la finca, la sentencia que resuelve únicamente sobre el desahu-
cio, reservando al demandante su derecho respecto del segundo estremo, 
está ajustado á los arts. 61 y 63 de la bey de E. c., y de consiguiente no 
puede suponerse infringido el primero de estos artículos Sent. en cas. de 
13 de junio de 1865.) 
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no infringida; y en estos casos no se debe sustanciar ni fallar la de-
manda de desahucio en juicio verbal, sino que ha de considerarse 
comprendida en el art. 669, y sustanciarse conforme al 672. De 
consiguiente, aunque se haya fundado la demanda en la causa 4.` 
del art. 638, si en el juicio verbal se opone el demandado no convi-
niendo en los hechos, y el Juez estima que no es manifiesta la infrac-
cion de la condicion en que aquella se funde, declarará terminado 
dicho juicio, y conferirá traslado al demandado por el término pre-
ciso de cinco dias, como previene el citado art. 672. 
Quedan espuestas las cuatro causas de desahucio comprendidas 
en la disposicion del art. 638 reformado. Cuando la demanda se 
funde en una 6 mas de dichas causas, el Juez mandará convocar al 
actor y al demandado á juicio verbal, como previene el citado ar-
tículo, y dará al juicio la sustanciacion breve y sumaria ordenada 
en tos siguientes; pero solo cuando la demanda se funde esclusiva-
mente en dichas causas: si se funda en cualquiera otra, entonces el 
procedimiento que corresponde es el establecido en los arts. 669 y 
672, como ya hemos dicho. 
Téngase presente que las demandas de desahucio han sido es-
ceptuadas del acto de conciliacion; que debe acompafiarse copia 
simple de ellas para entregarla al demandado, segun los arts. 639 
y 640 reformados, y que cuando el importe anual del arrendamien-
to no esceda de 300 escudos, es potestativo en los interesados va-
lerse 6 no de letrado, como previene el art. 9.° de la ley de 25 de 
junio de 1867, que reformó este juicio. (Véanse  en este apéndice los 
comentarios de dichos artículos.) 
En la pág. 520 del tomo 3.°, comentando este mismo art. 638, 
indicamos la conveniencia de que se formulasen las demandas de 
desahucio numerando los puntos de hecho y de derecho, como está 
prevenido por regla general, aunque la ley no lo ordena espresa-
mente para este caso. Así deben formularse, segun lo acordado por 
el Tribunal Supremo de Justicia en sentencia de 29 de diciembre 
de 1859, decidiendo un recurso de casacion en un juicio de des-
ahucio, fallado por la Audiencia de Granada. Al final de la parte 
dispositiva de dicha sentencia se lee lo siguiente: «Se advierte al 
Juez de primera instancia que en lo sucesivo no admita escritos de 
demanda y contestacion sin los requisitos prevenidos en los artícu-
los 224, 226 y 253 de la Ley de Enjuiciamiento civil.. Ya hemos 
dicho que era de desahucio la demanda á que se refiere esta adver- 
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tencia, y segun ella el Juez debió repelerla de oficio en cumpli-
miento del art. 226, porque no estaba formulada numerando los 
puntos de hecho y de derecho, como previene el 224; y lo propio 
respecto de la contestacion, segun el 253, por igual motivo. 
Como complemento de este comentario, véanse las sentencias 
del Tribunal Supremo de Justicia que se estractan á continuacion, y 
especialmente las que determinan las personas que pueden deman-
dar y ser demandadas de desahucio. 
El que aceptó el desahucio estrajudicialmente manifestando no conve-
nirle seguir en el arrendamiento de la finca, carece de accion para invocar 
luego, resistiendo dicho acto, el art. 5.° de la ley de 8 de junio de 1813, y 
para disputar al arrendador su derecho de dominio, que le reconoció al 
celebrar el contrato: además, esta cuestion no puede resolverse incidental-
mente en el juicio de desahucio. (Sent. en cas. de 17 de marzo de 1859.) 
«Propuesta la demanda de desahucio, se reconoció por el demandante 
la validez del arrendamiento, pues en otro caso, y en el supuesto que tu-
viera derecho para reclamar su nulidad, debería haberlo hecho préviamen-
te y con la debida separacion, por ser de distinta naturaleza la accion que 
debia ejercitarse.» (Sent. en cas. de 12 de setiembre de 1863.) 
Aunque el demandante promueva un juicio de desahucio, si no funda 
su accion en un contrato de inquilinato, no procede dicho juicio, sino el 
ordinario; y no tienen por tanto aplicacion al caso los arts. 636, 669 y de-
más del tít. 12 de la Ley de E. c. (Sent. en comp. de 5 de junio de 1858.) 
Es procedente la accion de desahucio cuando el actor entabla la de-
manda como dueño de la finca contra el que la posee en concepto de ar-
rendatario, correspondiendo á la Sala sentenciadora la apreciacion de la 
prueba testifical sobre tales hechos y sobre la escepcion de dominio opues-
ta por el demandado. (Sent. en cas. de 29 de diciembre de 1859.) 
El hecho de continuar poseyendo la finca el vendedor de ella y sus he-
rederos como colonos 6 caseros, conforme á lo pactado en la escritura de 
venta, pagando cierta renta anual, demuestra que han llevado tal finca en 
concepto de arrendatarios, y de consiguiente el sucesor del comprador es-
tá en su derecho pidiendo contra el del vendedor el desahucio de la misma. 
(Sent. en cas. de 14 de febrero de 1862.) 
El comprador de una linca puede utilizar la accion de desahucio contra 
el detentador de ella, cuando éste se niega á pagarle la renta y á recono-
cerle como dueño; pues adquirido por aquel el dominio de la cosa vendida , 
y no teniendo derecho alguno el detentador de la misma para retenerla, no 
hay obstáculo legal para que deje de ser entregada al comprador. (Sent. en 
cas. de 17 de setiembre de 4860.) 
No existe, segun tiene anteriormente declarado este Supremo Tribunal, 
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sesion judicial de ella sin oposicion alguna, y el amparo consiguiente con 
sus beneficiosos efectos marcados en el art. 701 de la Ley de E. c. (Sent. 
en cas. de 13 de junio de 1865.) 
El que compra una casa en pública subasta, una vez posesionado de 
ella, desde aquel momento es el verdadero dueño propietario de la finca, 
y puede deducir la demanda de desahucio contra el inquilino de la misma. 
(Sent. en cas. de 9 de abril de 1866.) 
«El dueño de una casa, adquirida por un título legítimo, tiene el in-
cuestionable derecho de despedir al inquilino que la ocupase con anterio-
ridad á su adquisicion, con tal que no haya mediado un pacto especial 
prohibitivo de enagenar la finca sin el gravámen, concertado con el ante-
rior poseedor de la misma.» (Sent. en cas, de 4 de diciembre de 1866.) 
La disposicion de la ley 19, tít. 8.°, Part. 5.', segun la cual el com-
prador no está obligado á respetar y cumplir los arrendamientos que hu-
biere hecho el vendedor, pudiendo por tanto entrar desde luego en el li-
bre disfrute y aprovechamiento de la cosa vendida, está subordinada á las 
prescripciones del decreto de las Córtes de 8 de junio de 1813, restable-
cido en tc de setiembre de 1836, que ordena que los arrendamientos pue-
den disolverse por voluntad de cualquiera de las partes, pero avisando á la 
otra un año antes. En su consecuencia, el comprador de una finca rústica 
no puede desahuciar al arrendatario para posesionarse desde luego de ella; 
sino que debe esperar que trascurra el año que ha de concedérsele, en 
conformidad á lo ordenado por dicho decreto. (Sent. en cas. de 12 de se-
tiembre de 1863.) 
El contrato de simple arrendamiento sin tiempo determinado está su-
jeto en Cataluña á las reglas comunes y á las prescripciones de la ley 19, 
tit. 8.°, Part. 5.' Esta ley autoriza al comprador de la finca arrendada 6 
alquilada para lanzar de ella al arrendatario que no lo fuese de por vida, 
en cuyo caso se encuentra el que lo es sin tiempo determinado. Procede 
por tanto la demanda de desahucio, entablada por el comprador contra 
el arrendatario de una finca urbana, que la tenia sin tiempo fijo, despees 
de haber trascuhido el término que se le concedió para desocuparla, mu-
cho mayor que el legal, sin que pueda en tal caso suponerse infringida la 
ley de 9 de abril de 1842. (Sent. en cas. de 17 de setiembre de 1863.) 
«Los arts. 5.° y 6.° del decreto de las Córtes de 8 de junio de 1813, en 
que se establecen los mútuos derechos de los propietarios y colonos de 
prédios rústicos, suponen siempre la existencia del contrato de arrenda-
miento, celebrado ya á plazo fijo, ya por tiempo ilimitado, y no concede 
derecho alguno al que abusivamente se introduce á labrar la finca, y me-
nos al que deja de labrarla para cederla á otro.» No habiendo mediado di-
elio contrato, el que ocupa la finca no es arrendatario, sino mero detenta- 
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dor, y no está el dueño en el caso de hacerle el desahucio con antelacion 
de un año, con arreglo á lo prescrito en el citado decreto, siendo por tan-
to procedente la demanda de desahucio y el lanzamiento, puesto que el 
demandado ningun derecho tiene que oponer á las pretensiones del de -. 
 mandante. (Sent. en cas. de 28 de noviembre de 1865, núm. 126, y 17
de noviembre de 4866.) 
Cuando el arrendatario no ha cumplido la obligacion que se impuso 
para que el dueño de la finca arrendada no le despidiera de ella hasta cier-
to dia, la sentencia que declara procedente el desahucio solicitado por el 
último, es conforme á lo dispuesto en la ley 5.', tit. 8.°, Part. 5.', y  al 
 principio de derecho pacta sunt servanda.» (Sent. en cas, de 28 de no-
viembre de 4 85, núm. 127.) 
Uno de los casos de escepcion en que, segun la ley 19, tit. R.°, Parti-
da 5.', el arrendatario no puede ser echado de la cosa arrendada aunque 
se venda, es cuando el vendedor la hubiese arrendado 6 alquilado para 
toda la vida de aquel 6 de sus herederos. (Sent.' en cas. de 29 de mayo 
de 1863.) 
El subarrendador tiene personalidad para comparecer en juicio I pe-
dir el desahucio del subarrendatario, cuando el contrato de subarriendo 
es el único título que éste tiene para ocupar la finca. (Sent. en cas. de 11 
de noviembre de 4861.) 
La inscripcion eu el Registro de la propiedad no es un modo de ad-
quirir el dominio de las cosas, ni necesaria para que el propietario de una 
casa ejercite la accion de desahucio contra el inquilino de la misma. 
(Sent. en cas. de 9 de abril de 4866.) 
Cuando se ejercita pura y simplemente la accion de desahucio por ha-
ber espirado el plazo que marca la ley, sin hacer uso el demandante de la 
eleccion que concede la ley 38, tít. 5.°, Part. 5.' para obligar al deman-
dado al cumplimiento del contrato, 6 para que se declare éste rescindido, 
no puede reputarse infringida la citada ley, ni las 4.', 5. , y 6.', tit. 8.° 
de la misma Partida, porque en la sentencia no se haya concedido á aquel 
dicha eleccion. (Sent. en cas. de 29 de mayo de 1863.) 
El dueño de una finca que impide ilegalmente al arrendatario de la 
misma el libre uso del arrendamiento, privándole por cotsiguiente de las 
utilidades que hubiera podido y debido percibir, está en la obligacion de 
indemnizar á este de los daños y perjuicios que se le hayan ocasionado 
por consecuencia de tal atentado contra sus derechos; y se halla en este 
caso el arrendador que durante el juicio de desahucio, entablado por el 
mismo, y sin esperar á su resultado, ocupa de propia autoridad la finca 
arrendada. (Sent. en cas. de 13 de mayo de 1863.) 
El dueño de una casa despidió al portero de la misma por no conve-
nirle sus servicios, y habiéndose negado á marcharse y á desocupar la 
habitacion de la porteria, entabló contra él demanda de desahucio, al 
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que se dió lugar en juicio verbal. El portero interpuso recurso de casa-
cion fundado en la causa 4.' del art. 1013, por no haberse recibido el 
pleito á prueba, y  admitido por la Audiencia, el Tribunal Supremo de 
Justicia declaró no haber habido lugar á su admision por los funda-
mentos siguientes:—«Considerando que por lata que sea la estension que 
quiera darse al contrato de grrendamiento, nunca tendrá la naturaleza de 
éste, para poder entenderse legal y racionalmente comprendido en las dis-
posiciones y doctrina de la Ley de Enjuiciamiento civil , referentes al de-
sahucio, el hecho de recibir y ajustar á un sirviente:—Considerando que 
este hecho, realizado del modo que comuu y ordinariamente se acostum-
bra, no constituye, ni por parte del amo, ni la del sirviente, obligation al-
guna referente á ser servido 6 á servir por mas tiempo que el de la tuera 
voluntad de ambos:—Considerando que en el caso concreto de autos, 
cualquiera que fuese el que colocó en el servicio de la portería al recur -. 
 rente, el actual poseedor de la finca adquirida por título legítimo, y reco-
nocido como tal por sus inquilinos , tiene el incuestionable derecho de 
conservar 6 nó á su servicio al portero, como éste el de dejar de prestar-
lo:—Considerando que las habitaciones de los porteros no son ocupadas 
por éstos en concepto de inquilinos, sino en el de meros sirvientes, sin 
que por consiguiente pueda fundarse una reclamacion , como la de que 
actualmente se trata, en tan precaria ocupacion:—Y considerando, por 
tanto, que el presente recurso, cuya anómala naturaleza ha hecho indis-
pensable entrar en la cuestion de fondo para su debida resolucion en la 
forma, carece de fundamento legal por la evidente improcedencia de la 
prueba, cuya falta se alega por el recurrente.» (Sent. en cas. de 13 de no-
viembre de i 866.) 
ARTÍCULO (139. 
(Reformado por el art. I° de la ley de 25 de junto de 1867.) 
«Este juicio verbal se celebrará dentro de los ocho dias siguien-
tes al de la presentacion de la demanda, la que se admitirá sin que 
preceda acto de conciliacion; pero mediando siempre cuatro por lo 
menos entre dicho juicio y la citacion del demandado.» 
Dos reformas importantes contiene este artículo, hecha la -una 
en beneficio del demandante, y la otra en beneficio del demandado; 
pero ambas en interés de la justicia. Consiste la primera en la pre-
vencion que se hace, aunque incidentalmente, de que se admita la 
demanda de desahucio sin que preceda acto de conciliacion. En la 
página 520 del tomo 3.° indicamos ya nuestra opinion favorable á 
esta reforma: era lógico y conyeniente esceptuar estos juicios de 
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ese trámite, que sobre ser dilatorio, es innecesario , puesto que, 
siendo la primera diligencia la comparecencia de las partes ante el 
Juez en juicio verbal, en este juicio pueden avenirse , si les con-
viene. Debe, pues, agregarse esta escepcion á las contenidas ën el 
artículo 201; y téngase presente que, como aquellas, es absoluta 
y general para todos los casos, de suerte que aun cuando la de-
manda de desahucio haya de seguirse por los trámites del art. 672, 
no es necesario el acto de conciliación. 
La otra reforma consiste en haber ampliado el término para la 
celebracion del juicio verbal. Segun prevenia este artículo antes de 
su reforma (1), dicho juicio habia de celebrarse dentro de los tres 
dias siguientes á la presentacion de la demanda; término angustio-
so, é insuficiente en muchos casos, como demostramos al comentar-
lo en la pág. 522 del tomo 3.° Ahora se ha ampliado á ocho dias, y 
con la prevencion terminante de que siempre ó en todo caso han de 
mediar cuatro dias por lo menos entre la celebracion del juicio y la 
citacion del demandado, con el objeto ciertamente de que éste tenga 
tiempo bastante para proporcionarse y preparar los medios de de-
fensa y las pruebas que sean conducentes á hacer valer su derecho. 
Al propio fin se le entrega copia de la demanda , como previene 
el artículo siguiente. Se dá pues á la defensa la amplitud conve-
niente, de suerte que si el demandado quedára indefenso, será por 
su culpa 6 por carecer de razon, y no por falta de tiempo y de an-
tecedentes para preparar su defensa. 
Para dar á este artículo el debido cumplimiento, repartida que 
sea la demanda, puesto que estos negocios no son de los esceptua-
dos de repartimiento por la Real órden de 12 de junio de 1868, 
luego que ingrese en la escribanía á que haya correspondido, el  es-
cribano pondrá nota de presentacion, á fin de que conste cuando 
principian á correr los ocho dias, y dará cuenta al Juez para provi-
dencia. Este mandará convocar al actor y al demandado á juicio 
verbal, señalando el dia y hora en que deban comparecer, teniendo 
presente que ha de celebrarse dentro dé los ocho dias hábiles si-
guientes al de la presentacion de la demanda, pero mediando siem - 
pre cuatro por lo menos entre dicho juicio y la citacion del deman-
dado, de suerte que para hacer este señalamiento debe tener en 
cuenta el tiempo que necesariamente ha de invertirse en hacer 
(f) Véase en la pág. 521 del 3.° 
• 
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la citacion. En la misma providencia debe mandarse que se entregue 
al demandado, 6 á la persona á quien se deje la cédula de citacion, 
la copia simple de la demanda, que, en cumplimiento de la adicion 
hecha al artículo siguiente debe presentar el actor. 
La citacion se hará en la forma que para los diferentes casos or-
denan los arts. 640 á 645, los cuales no han sufrido alteracion. 
Cuando deba hacerse por medio de órden ó exhorto en los casos pre-
vistos en los arts. 641 y 642, el Juez ampliará el término de la com-
parecencia, como en los mismos se previene, teniendo presente lo 
que sobre este particular se dijo en la página 526. del tomo 3.°, 
como asimismo todo lo demás expuesto con el comentario de di-
chos artículos. 
La redaccion de estas actuaciones podrá acomodarse á los for-
mularios de este juicio, consignados en las págs. 549 y siguientes 
del tomo 3.°, teniendo presente que la demanda ha de formularse 
siempre numerando los puntos de hecho y de derecho, como hemos 
dicho en el comentario anterior del art. 638, y expresando que se 
acompaña copia simple de ella en papel comun; pero sin hacer mé-
rito del acto de conciliacion. En el auto teniéndola por presentada, 
se ha de mandar que se entregue dicha copia al demandado, lo que 
se acreditará en la diligencia de citacion; y al señalar el dia para 
el juicio verbal se tendrá presente lo ordenado por el art. 639 re-
formado, que hemos espuesto en este comentario. 
ARTICULO 640, 
(Adicionado por el art. 3.° de la ley de R5 de junio de t867.) 
«La citacion se hará en su persona al demandado; si no pudiere 
ser habido despues de dos diligencias con intervalo de seis horas, 
se le dejará en su casa cédula citándole para el•juicio, entregándo-
la á su mujer, hijos, dependientes ó criados, si los tuviere, y no 
teniéndolos, al vecino mas inmediato. 
«Al propio tiempo se entregará copia simple -de la demanda al 
demandado, 6 á la persona á quien se deje la cédula de citacion.» 
Este artículo ha sido adicionado con el párrafo 2.°; el 1.° es su 
testo primitivo, que se conserva sin alteracion. Ordénase en el pár-
rafo adicionado que al tiempo de hacer la citaciou para el juicio 
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verbal se entregue copia simple de la demanda al demandado, ó á 
la persona á quien se deje la cédula de citacion. El objeto de esta 
adicion ha sido dar al demandado ese importante medio de defensa 
de que antes carecia, pues así conoce desde luego el objeto de la 
demanda y las razones en que se funda, y puede presentarse al jui-
cio verbal instruido *de su derecho para alegar las escepciones que 
le asistan, y con la prueba conducente á justificarlas, que habrá 
podido preparar en los cuatro dias que, segun el artículo anterior 
han de mediar por lo ménos entre la citacion y la comparecencia. 
Para dar cl. debido cumplimiento á esta disposicion, el deman-
dante deberá acompañar á la demanda copia simple de ella en pa-
pel comun suscrita por el procurador, como hemos. dicho en los co-
mentarios anteriores. Aunque la Ley no lo ordena así espresamen-
te para este caso, lo tiene establecido para las demandas ordina-
rias en el art. 225 con el propio objeto. Además, la prevencion de 
que se entregue la.copia simple al demandado, supone en el deman- 
dante la obligacion de presentarla: de otro modo tendria que librar-
la el escribano, y esto ocasionaria mas gastos y dilaciones, que aca-
so impidieran hacer la citacion con la anticipacion prevenida por 
el art. 639. 
La presentacion de la copia de la demanda y su entrega al de-
mandado, no solo tendrá lugar cuando éste tenga su domicilio 6 se 
halle en el lugar del juicio, que es el caso de citacion á que se re-
fiere el art. 640; sino tambien en los demás casos de citacion com-
prendidos en los artículos 641 y 642. Por eso dice la disposicion que 
comentamos, que se entregará dicha copia al demandado, 6 á la per-
sona á quien se deje la cédula de citacion. En la diligencia se es-
presará la entrega de la copia. 
En cuanto á la forma de hacer la citacion, y person as á quienes 
deba verificarse, no se ha hecho novedad. Seguirá observándose lo 
que sobre ello prescriben este artículo y los siguientes. Véa-
se el comentario de los mismos en la pág. 522 y siguientes del to-
mo 3.°; y téngase tambien presente que el Tribunal Supremo de 
Justicia, en sentencia de 24 de febrero de 7864, decidiendo un re- 
curso de casacion, estableció como jurisprudencia que si la deman-
da de desahucio se apoya en el cumplimiento del término estipu-
lado en el contrato, y lo propio deberá entenderse cuando se funde 
en cualquiera de las otras causas espresadas en el art. 638 refor-
mado, los 
 que deben ser convocados, .conforme á dicho artículo, 
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para el juicio verbal son el actor y el demandado ; deduciéndose de 
aquí que no es necesario emplazar además â los hijos del demanda-
do, si los tiene, aunque éste sea la madre viuda y aquellos vivan 
en su compañía, para que sea legítimo el procedimiento: que el ar-
tículo 640, en que se establece el modo de hacerse la citacion, 
confirma dicha inteligencia, supuesto que designa á los hijos entre 
las personas á quienes debe entregarse la cédula de citacion cuando 
no puede ser habido el demandado , y no dispone que siquiera en-
tonces se entienda con ellos la diligencia de emplazamiento; y que 
si se admitiera en el juicio la representacion de los hijos, cuando 
no son los demandados, para oir sus alegaciones contra la validez 
de los documentos en que se apoya la demanda, se falsearía su tra-
mitacion, trasformando su carácter sumario en el ámplio del ordi-
nario, lo cual no consiente la ley cuando se intentan tales juicios 
por las causas del citado art. 638. 
ARTÍCULOS 641 á 651. 
(No han sufrido alteracton.—V. pags. 541, 5t2. 557, 558, 530 y 331, tomo 3.1 
ARTICULO 652. 
(Sin alteracton,—V. pig. 533, tomo 3.1 
La ley 24, tit. 8.°, Part. 5.' se contrae á determinar los casos en que 
son abonables por el dueño al arrendatario las mejoras que éste hubiese 
hecho en la finca arrendada; pero sin conceder al arrendatario derecho al-
guno para retenerla, ni para impedir su despedida ó desahucio. (Sent. en 
cas. de 22 de diciembre de 1865.) 
ARTÍCULOS 653 á 660. 
(Sin alteracton.—V. págs. 533, 534 y 535, tomo 3.1 
ARTÍCULO 661. 
(Sin alteracton.—V. pig. 538, tomo.3.1 
Además de las sentencias que se estractarán á continuacion, 
téngase presente que, segun el art. 9.° de la ley de 25 de junio de 
1867, cuando el importe anual del arrendamiento no esceda de 300 
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escudos, es potestativo en los interesados valerse ó no de letrado 
para estos juicios, no así respecto de procurador, de cuya inter-
vencion no se les ha dispensado, segun demostraremos al comen-
tar dicho artículo, como adicional del presente título, á la con-
clusion del mismo. Pero esto ha de entenderse para la demanda y 
demás escritos que deban presentarse : no para e l  acto del juicio 
verbal, respecto del cual véase lo que hemos espuesto en el comen-_ 
tario de este artículo (pág. 539 y sig. del tomo 3.°) 
En las demandas de desahucio entre partes presentes, pueden "eS as 
dar, y debe el Juez recibirles en el juicio verbal, todas las pruebas que 
tengan por conveniente, segun lo dispuesto en el artículo 66i de la Ley 
de E. c.; y en la segunda instancia solo procede la prueba que, propues-
ta en la primera, no hubiere sido posible ejecutar en el juicio verbal por ;' 
la ausencia de algun testigo ú otra causa semejante, conforme á los aré 
títulos 660 y 764 de la propia Ley. (Sent. en cas. de 10 de mayo 
de 1858.) 
En el juicio sumarísimo de desahucio es procedente con arreglo á de-
recho el recibimiento á prueba en el juicio verbal, cuando el demandado 
niega alguno de los hechos en que se funda la demanda ; y debe ser citado 
para la compulsa de documentos pedida por el demandante. No hacién-
dolo así, y pudiendo estas faltas producir indefension, procede la casacion 
por las causas 4.' y 5.' del art. 1013 de la Ley de E. c. (Sent. en cas, de 
40 de diciembre de 1858.) 
Cuando la demanda de desahucio se funda en el cumplimiento del tér-
mino estipulado en el arrendamiento, deben observarse en el juicio los 
trámites marcados en los arts. 638 y sigs. de la Ley de E. c., y no los del 
669 y 672, aunque el demandado no convenga en los hechos; y no se in-
fringen dichos artículos por dictar el fallo sin haber recibido el pleito á 
 ° 
prueba. (Sent. en cas. de 19 de abril de 1861.) 
A pesar de ser sumarísimo por su naturaleza el juicio de desahucio, 
puede hacerse prueba en él, puesto que en el verbal, cuando concurre el 
demandado; debe el Juez oirá las partes y recibir sus pruebas, con ar-
reglo al art. 661 de la Ley de E. c., siendo, por consiguiente, imputables 
A las partes las consecuencias de no haber ofrecido la que les conviniera. 
(Sent. en cas. de 26 de abril de 1862.) 
Cuando en el juicio verbal, celebrado en el de desahucio, propusieron 
las partes la prueba que les pareció conducente á sus pretensiones, y se 
practicé, segun la naturaleza del juicio, respecto á todas las diligencias 
solicitadas, no pueden tener lugar las 
 causas 4.', 5.' y 6.' del art. 1013 de 
la Ley de E. c., para fundar en ellas el recurso de casacion. (Sent. en cas. 
de 18 de marco de 1865.) 
w 
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Cuando no se ha pretendido prueba en el juicie verbal de desahucio, 
una vez dictada en él la sentencia definitiva, no hay términos hábiles 
para que pueda proceder el recurso de casacion, fundado en las causas 4.' 
y 5.' del art. 1013 de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 4 de diciembre 
de 1866.) 
En el juicio de desahucio no existe la falta de citacion para sentencia, 
cuando se ha observado la tramitacion que la Ley de E. c. ha establecido 
para los juicios verbales. (Sent. en cas. de 31 de mayo de 1865.) 
La sentencia que declara únicamente no haber lugar al desahucio, 
nada resuelve que pueda afectar á la subsistencia y eficacia de lo estipu-
ladó ea - el contrato de arrendamiento. (Sent. en cas. de 20 de octubre 
de 1863.) 
Cuando en el juicio verbal, celebrado en el de desahucio, convienen 
las pártes en que el demandado desocupará la finca dentro de cierta plazo, 
trascurrido este no lo verifica, procede que el Juez acuerde el desahucio 
sin mas trámites. (Sent. en cas. de 23 de setiembre de 1864.) 
Cuando se pide en la demanda que por los trámites del juicio de 
desahucio se condene al colono saliente á que deje libre y desembarazada 
á disposicion del entrante la mitad de la finca, conforme á la escritura de 
arriendo, y se dá al juicio dicha tramitacion sin reclamacion contraria, 
está reconocido que la demanda es de desahucio. Si se dá lugar á él, aper-
cibiendo de lanzamiento al demandado si no desaluja la finca en el tér 
mino que se le señala, este apercibimiento es el complemento de la sen-
tencia, ya por ser las consecuencias naturales del estimado desahucio, ya 
por ser la fórmula que la Ley de E. c. adopta para este caso; y aunque 
no se haya pedido espresamente dicho apercibimiento, guarda la sentencia 
perfecta conformidad con la demanda, y no puede por tanto reputarse 
infringida la ley 16, tit. 22, Part. 3.' (Sent. en cas. de 10 de febrero 
de 1865.) 
Cuando la Sala sentenciadora, apreciando las pruebas, estima que los 
demandantes están en lugar de dueños de la finca en cuestion, y los de-
mandados en lugar de colonos de ella, y en su virtud declara haber lugar 
al desahucio con los pronunciamientos consiguientes, debe estarse á dicha 
apreciacion, si contra ella no se ha alegado infraccion de ley ó de doctrina 
legal. (Sent. en cas. de 12 de abril de 1866.) 
Si•la demanda de desahucio se funda en el vencimiento del plazo del 
arriendo por no haber cumplido el inquilino las condiciones estipuladas, 
y éste no justifica sus escepciones, segun la apreciacion de las pruebas, 
hecha debidamente por la Sala sentenciadora, la ejecutoria que declara 
haber lugar al desahucio, no puede infringir  los arts. I.  y 2.° de la ley 
de 9 de abril de 1842. (Sent. en cas. de 11 de mayo de 1866.) 
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ARTtCULO 662. 
(Reformado por el art. 4.° de la ley dots de junto de 1867.) 
«Esta sentencia es apelable en ambos efectos. El Juez no admi-
tirá la apelacion si al interponerla no acreditase el arrendatario 
que ha satisfecho los plazos vencidos y los que debiera pagar ade-
lantados. Si no lo acreditase, quedará desde luego firme y pasada 
en autoridad de cosa juzgada la sentencia. 
.Si no se interpusiere apelacion, pasado el término queda la 
sentencia consentida de derecho sin necesidad de ninguna decla-
racion.» 
Este artículo ha sido adicionado con la parte subrayada, ó que 
se ha puesto de letra cursiva: lo demás es lo mismo que contenia 
antes de la reforma, como puede verse comparándolo con su testo 
primitivo (4). En la introduccion del presente título hemos indicado 
ya el objeto y fin de esa adicion. La esperiencia habia demostrado 
que en la mayor parte de los casos, si apelaba el demandado, no 
era porque creyese injusta la sentencia; sino para seguir habitando 
la casa sin pagar el alquiler mientras duraba el pleito: y de aquí 
tambien el oponerse al desahucio para convertir el juicio en ordina-
rio, siempre que era posible, procurando dilaciones, y siguiéndolo 
por todos sus trámites hasta el recurso de casacion. Se pleiteaba por 
no pagar. A corregir este abuso va dirijida dicha adicion. Si justo 
es conceder al demandado todos lcs recursos legales para su defen-
sa, no es menos justo que cumpla á la vez la obligacion ineludible 
que tiene contraida con el propietario de pagarle la renta mientras 
se utilice de la finca. 
Téngase presente que este artículo se refiere ti la sentencia que 
debe dictarse en vista de las alegaciones y pruebas hechas en jui-
cio verbal, cuando la demanda de desahucio se funda en alguna de 
las causas expresadas en el art. 638 reformado. Esa sentencia es 
apelable en ambos efectos dentro de cinco dias (art. 6 7) ; pero se 
ordena por la adicion que estamos comentando, que «el Juez no 
admitirá la apelacion si, al interponerla, no acreditase el arrenda-
tario que ha satisfecho los plazos vencidos y los que debiera pagar 
(1) Véase eu la pág. 538 del tomo 3.' 
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adelantados; y que si no lo acredita, quedará desde luego firme y 
pasada en autoridad de cosa juzgada la sentencia.» Es de advertir 
que esta disposicion solo es aplicable al caso en que sea condena-
toria la sentencia, 6 se declare haber lugar al desahucio, pues solo 
en este caso puede interponer la apelacion el arrendatario: si fuese 
absolutoria, el apelante seria el  dual() de la finca, y entonces el 
arrendatario no tiene que acreditar el pago de la renta. Además de 
ser esta la interpretacion racional y lógica de dicha disposicion, se-
gun se deduce de su letra y espíritu, así lo ordena tambien termi-
nantemente para caso igual el art. 672 reformado, como podrá ver-
se mas adelante. Contiene este artículo la misma disposicion para 
el caso de apelar el arrendatario, pero espresándose sti la sentencia 
Fuere condenatoria, como necesariamente debe sobreentenderse en 
el 662, que estamos comentando. 
¿En qué forma deberá acreditar el arrendatario haber satisfecho 
las rentas vencidas y las que con arreglo al contrato deba adelan-
tar? Sin duda alguna en la forma que previene el párrafo último de 
los adicionados al art. 667 de la presente Ley de Enjuiciamiento 
civil por el 6.° de la de 25 de junio de 1867. «El pago de las rentas, 
dice dicho párrafo, se acreditará con el recibo del propietario, 6 de 
su administrador 6 representante.» Esta disposicion es aplicable al 
caso de que tratamos por la regla general de que, lo que se halla 
definido una vez en una ley, se entiende definido en los propios 
términos para las demás disposiciones iguales de la misma ley. Así 
lo declaró tambien la Comision del Congreso de Diputados, encar-
gada de dar dictámen sobre dicha ley, al discutirse el art. 4.°, que 
es el que estamos examinando. 
En cumplimiento, pues, de estas disposiciones, al interponer la 
apelacion el arrendatario ó inquilino, debe presentar él recibo b 
recibos correspondientes para acreditar que está al corriente en el 
pago de las rentas ó alquileres. Esta presentacion se hará con el 
mismo escrito de apelacion, bien haciendo mérito de ello en lo 
principal, bien por medio de otrosí, que será la forma m as espedita; 
y es tan indispensable presentar los recibos con dicho escrito, como 
que, segun el precepto terminante de la ley, el Juez no puede ad-
mitir la apelacion, si al interponerla no se acredita el pago de las 
rentas, quedando en tal caso desde luego firme y pasada en auto-
ridad de cosa juzgada la sentencia. A dicho fin deberá cuidar el 
arrendatario.de recoger los oportunos recibos al verificar los pagos, 
^ 
• 
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pues la ley no permite para este caso otro medio de prueba. Pudie-
ra suceder, aunque sea raro el caso, que el dueño de la finca, con 
el objeto de imposibilitar la apelacion, se negase á recibir el pago 
ó á dar recibo: en tal caso, lo que debe hacer el arrendatario, para 
no perjudicarse en sus derechos, es consignar en la mesa del juz-
gado el importe -de las rentas que deba satisfacer, á fin de que el 
Juez mande entregarlo al propietario bajo el correspondiente recibo: 
la consignacion equivale al pago, y de ese modo se acredita éste 
legalmente. 
• Como el pago debe ser de las rentas vencidas y de Jas que de-
ban adelantarse conforme al contrato de arriendo, el Juez deberá 
examinar dicho contrato, si obra ea autos, para asegurarse de que 
están corrientes los pagos, segun los recibos presentados. Si lo es-
tán, deberá admitir desde luego la apelacion y remitir los autos al 
Tribunal superior con citacion y emplazamiento de las partes, como 
previene el art. 664. Pero si le ocurre duda, ó no puede hacerse la 
indicada comprobacion con el contrato, por no ser escrito, ni obrar 
 • 
de consiguiente en los autos, oirá sobre ello al demandante, y en 
vista de lo que éste manifieste resolverá acerca de la apelacion lo 
que estime procedente. 
Cuando el desahucio se funde en la falta de pago del precio es- 
tipulado, si el demandado se opone escepcionando haber pagado, v 
 versa sobre esto la cuestion, no parece justo que se le obligue á 
acreditar el pago que está en litigio: en tal caso se procederá con-
forme at espíritu de la ley acreditándose el pago solamente de los 
plazos vencidos despues de'incoado el juicio, y acerca de los cuales 
no haya cuestion. En todos estos casos el Juez debe proceder equita-
tivamente sin permitir dilaciones ni controversia, y habiendo duda 
sobre si están ó 'no pagados todos los plazos vencidos, é sobre la 
cuantía de los mismos, decidirá en favor del demandado admitiendo 
la apelacion, pues seria ilegal y contrario tambien al objeto de esta 
ley resolver incidentalmente una cuestion de esa clase. 
Cuando el Juez declare no haber lugar á admitir la apelacion 
por no haberse acreditado el pago de las rentas, acordará á la vez 
que desde luego se lleve á efecto la sentencia, como pasada en au- 
toridad de cosa juzgada. Esto mismo acordará á peticion del acto 
cuando haya sido consentida por no haberse interpuesto apelacion 
dentro del término legal. En ambos casos se procederá á la ejeca-
cion de la sentencia, como se previene en el artículo que sigue. 
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Indicarémos, por último, que contra la providencia denegatoria 
de la apelacion no creemos procedente ni admisible otro recurso 
que el de queja, establecido en el art. 75 de la Ley de Enjuicia-
miento. Es verdad que dicha providencia es resolutoria de un inci-
dente, v de tal índole y gravedad, que pone término al juicio; pero 
si se admitiera contra ella la apelacion, quedaria defraudado el ob-
jeto de la ley, que prohibe terminantemente la admision de dicho 
recurso cuando, al interponerlo, no acredita el arrendatario el pago 
de las rentas, dejando por consiguiente al criterio del Juez la apre-
ciacion de si está ó no acreditado dicho pago. Por medio del recur-
so de queja podrá la Audiencia declarar que debió otorgarse la ape-
lacion, si así lo estimase justo, reparando el agravio causado al 
apelante, que en este supuesto no podrá serlo sino el arrendatario. 
Podrá suceder que contra la pretension del actor, el Juez estime 
acreditado el pago, y admita la apelacion: como esta providencia 
causa perjuicio á dicha parte, podrá apelar de ella para que el Tri-
bunal Superior declare, si procede, que no debió admitirse la  ape-
lacion, y que quedó firme la sentenci, de primera instancia. 
ARTICULO 663. 
(Reformado por el art. 5.° de la ley de 95 de junio de 1867.) 
<, Consentida la sentencia de primerc?instancia, 6 pasada en au-
toridad de cosa juzgada, se procederá á su ejecucion en la forma 
antes prevenida, si se hubiera declarado haber lugar al desahucio.» 
Antes de la reforma, este artículo solo comprendia el caso de 
haber sido consentida la sentencia de primera instancia: ahora se 
refiere tambien al de haber pasado en autoridad de cosa juzgada, 
por no haber acreditado el arrendatario el pago de las rentas al in-
terponet la apelacion. Así se ha puesto en armonía con lo que dis-
pone el artículo anterior tambien reformado, que comprende dichos 
dos casos. En cualquiera de ellos, si se hubiere declarado haber lu-
gar al desahucio, se procederá á la ejecucion de la sentencia en la 
forma prevenida por los arts. 651 y siguientes, como dijimos al co-
mentar el de que tratamos y los dos anteriores en la pág. 539 y si-
guientes del tomo 3.° 
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ARTÍCULOS 664, 6íc5 y 666. 
(Sin alteration.—V. págs. 539 y 512, tomo 3') 
ARTICULO 667. 
(Adicionado por cl art. 6. °  de la ley de 15 de junio de 1867.) 
«Dictada que sea la sentencia de vista, se devolverán para su 
cumplimiento los autos al Juzgado de que procedan, con certifica-
cion solo de ella y de la condena de costas si la hubiere habido. 
»Si se interpusiere por el arrendatario recurso de casacion con-
tra dicha sentencia, no podrá ser admitido, caso que proceda, si al 
interponerlo no acredita aquel tener satisfechas las rentas vencidas 
y las que con arreglo al contrato deba adelantar. 
«El mismo recurso, una vez admitido, y cualquiera que sea su 
estado, se considerará desierto si durante su sustanciacion dejaren 
de pagarse rentas vencidas, ó de satisfacerse las que corresponda 
adelantar. 
»El pago de las rentas se acreditará con el recibo del propieta-
rio, G de su administrador ó representante.» 
El párrafo 1.° de este artículo contiene íntegro el testo primitivo 
del mismo (1): los otros tres párrafos han sido adicionados por la 
ley reformadora con el propio objeto de la adicion hecha al artícu-
lo 662; para corregir el abuso de interponerse el recurso de casa-
cion por parte del arrendatario con el único fin de seguir ocupando 
la finca sin pagar. Lo mismo que en el caso de apelacion, si el ar-
rendatario interpusiere recurso de casacion contra la sentencia de 
vista, lo que solo podrá tener lugar cuando esta sea condenatoria, 
no podrá ser admitido dicho recurso por la Sala sentenciadora, si al 
interponerlo no acredita aquel con el recibo del propietario ó de su 
representante, tener satisfechas las rentas vencidas y las que con 
arreglo al contrato deba adelantar. No acreditándose este 1?ago, se 
declarará no haber lugar á la admision del recurso y que se lleve á 
efecto la sentencia. Como esta disposicion es igual á la del citado 
art. 662 reformado, véase el comentario del mismo. 
Pero no se satisface la ley en este caso con que se acredite el 
page de las rentas al interponer el recurso. Teniendo sin duda en 
(I) Véase en la ptig. 542 del tomo 3.* 
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consideracion el respeto que se merece la ejecutoria dictada á favor 
del dueño, y que no es justo por tanto quede éste privado de la ren-
ta de su finca mientras se sustancia el recurso, se ordena en el pár-
rafo 3.° del artículo que estamos comentando, que aun despues de 
admitido el recurso de casacion, y en cualquier estado del mismo, 
se considerará desierto si durante su sustanciacion dejára el arren-
datario de pagar las rentas vencidas y las que deba adelantar. Esta 
disposicion no podrá aplicarse sino á instancia del propietario: éste 
hará presente en su caso al Tribunal Supremo que el arrendatario 
recurrente ha dejado de pagar el plazo vencido, solicitando en su 
consecuencia que se declare desierto el recurso con costas. De este 
escrito será procedente dar audiencia á la otra parte, concediéndole 
un breve plazo para que presente el recibo, si hubiere pagado; y si 
no lo presenta, se hará desde luego dicha declaracion. Aunque la 
ley no establece este procedimiento, es conforme á justicia no con-
denar á nadie sin oirlo. 
Del último párrafo de este artículo, segun el cual «el pago de 
las rentas se acreditará con el recibo del propietario, 6 de su admi-
nistrador 6 representante,» nos hemos hecho cargo en el comenta-
rio del 662 reformado, esponiendo allí cuanto. en su razon hemos 
creido conveniente. Véase por tanto en la pág. 795 de este tomo. 
ARTICULO 66R. 
(Sin alteration. — V. pig. 542, tomo 3.°) 
ARTÍCULO 669. 
(Reformado su pirrafo 1.' por el art. 7' de la ley de 25 de Junio de 1867.) 
« Si la causa por que se pidiere el desahucio no es de las espre-
sadas en el art. 638, se convocará tambien á las partes á juicio ver-
bal de la manera prevenida en dicho artículo y los que le siguen. 
«Si compareciendo el demandado conviniere con el demandante 
en los hechos, dictará el Juez sentencia. Si no compareciere el de-
mandado, se le tendrá por conforme en los hechos espuestos en la 
demanda, y el Juez dictará en su rebeldía sentencia, declarando 
haber lugar al desahucio.» 
La reforma hecha en el párrafo i.' de este artículo no tiene 
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otro objeto que el de ponerlo en armonía con el 638 tambien re-
formado, á que se refiere. Este último, que antes solo comprendia 
el caso en que la demanda de desahucio se fundara en el cumpli-
miento del plazo estipulado en el contrato, ahora comprende tres 
causas Irás, como digimos al comentarlo; y aunque rara vez suce-
derá que pueda pedirse el desahucio por otras causas, como es po - 
sible que las haya, se determina aquí el procedimiento que ha de 
seguirse, cuando en ellas se funde la demanda. En este procedi-
miento no se ha hecho novedad, por lo que debemos remitirnos á lo 
espuesto en el comentario del mismo art. 669 (pág. 543 del tomo 3.) 
Sobre la aplicacion práctica é inteligencia de este artículo, el 
Tribunal Supremo de Justicia] ha declarado lo siguiente: 
Cuando el demandado de desahucio no niega en el juicio verbal los 
hechos sentados por el demandante en apoyo de su demanda, ni tampoco 
los reconocidos anteriormente en el acto de conciliacion, se entiende que 
conviene virtualmente en elles, y existe por tatito la conformidad que re-
quiere el art. 669 de la Ley de E c. para dictar sentencia; sin que deba 
darse al juicio eu tal caso la su4anciacion que previene el 672. (Sent. en 
cas. de 24 de abril de 1863.) 
Cuando se califica la demanda de desahucio como comprendida en la 
disposicion del art. 669 de la Ley de E. c., para que proceda el juicio ordi-
nario no basta encerrarse en una simple negativa contra los hechos do-
cumentalmente alegados por el demandante, sino que es necesario espo-
uer otros contrarios, 6 razones que debiliten aquellos. (Sent. en cas. de 4 
de diciembre de 1866.) 
Véanse tambien las sentencias de 26 de abril de 1862 y 26 de setiem-
dre de 1863, en el apéndice al art. 672 
ARTICULOS 670 y 6'71. 
(Sin altèracion.—V. pág. 543, tomo 3.') 
Aunque no se ha hecho novedad en estos artículos, téngase pre-
sente que la referencia que el 671 hace al 662 y siguientes, para el 
caso de apelacion, ha de entenderse que deben aplicarse tales como 
han quedado reformados; de suerte que, cuando la sentencia sea 
condenatoria, no podrá admitirse la apelacion, ni el recurso de ca-
sacion, si al interponerlo no acredita el arrendatario tener satisfe-
chas las rentas vencidas y las que deba adelantar con arreglo al 
contrato. 
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ARTÍCULO 672. 
(Reformado por el art. 8' de la ley de 25 de junio de 1867.) 
.Si el demandado se opusiere al desahucio en el juicio verbal, y 
no conviniere en los hechos, precisará los que negare y las razones 
en que lo funda. 
»El Juez, en su vista, declarará terminado el juicio, y conferirá 
traslado al demandado por el término preciso de cinco dias. 
• » Trascurridos, recibirá el pleito á prueba, si procediere, por un 
término que no escederá de 20 dias. 
»Al segundo dia despues de concluido el término de prueba, la 
que se hubiere practicado se unirá de oficio á los autos. 
»Se entregarán estos para instruccion á cada una de las partes 
por el término perentorio de tercero dia: 
» Devueltos 6 recogidos los autos, el Juez señalará sin dilacion 
dia para la vista, á la cual podrán concurrir los interesados 6 sus 
Letrados defensores. 
»Dentro de los tres dias siguientes dictará sentencia. Si esta 
fuere condenatoria, aunque será apelable en ambos efectos, el Juez 
no admitirá la apelacion si, al interponerla, no acreditase el arren-
datario que habia satisfecho los plazos entonces vencidos, y los que 
segun el contrato de arriendo debe pagar adelantados; y no hacién-
dolo así, se reputará desierto el recurso, y la sentencia firme y pa-
sada en autoridad de cosa juzgada. 
«Si se interpusiese recurso de casacion, se observará lo preveni-
do en el articulo 667 (4). 
» Todos los términos designados en este artículo son improroga-
bles, y trascurridos que sean se considerará perdido el derecho de 
que no se haya hecho uso, sin necesidad de escritos de apremio ni 
rebeldía.» 
Importante es tambien la reforma hecha en este artículo. Segun 
(O El testo de la ley dice: se observará lo prevenido en el art. 62', 
refiriéndose á la misma ley de 25 de junio de 1867; pero como por este 
artículo lia sido adicionado el 667 de la de Enjuiciamiento civil, la refe-
rencia debe entenderse hecha I este último, y por eso se ha puesto en lu-
gar de aquel. 
TOMO V. 	 104 
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su primitiva redaccion (1) bastaba que el demandado contestara en 
el juicio verbal que no estaba conforme 6 no convenia en los hechos 
que servian de fundamento á la demanda, para que se diera al jui-
cio la larga tramitacion de la vía ordinaria. En la pág. 544 del 
tomo 3.° indicamos los inconvenientes de esta disposicion por los 
abusos y dilaciones á que se prestaba, y para corregirlos, cómo era 
de necesidad y de justicia, se ha dado nueva redaccion á este ar-
tículo, estableciéndose un procedimiento especial para la primera 
instancia de los juicios de desahucio á que se refiere, acomodado á 
la índole de los mismos. Y decimos d que se refiere, para que no 
se èche en olvido, que se trata solamente de los casos comprendi-
dos en el art. 669, esto es, cuando se pida el desahucio por cual-
quiera causa, que no sea de las espresadas taxativa y esclusiva-
mente en el 638, pues las de este artículo deben sustanciarse y fa-
llarse en juicio verbal, aunque haya oposicion, conforme á lo preve-
nido en el 661. 
Ya liemos dicho que en todo caso la demanda de desahucio ha 
de formularse numerando los puntos de hecho y de derecho; que no 
debe preceder acto de conciliacion, y que además,de los documen-
tos en que se funde, debe presentarse con ella copia simple de la 
misma en papel comun, suscrita por el procurador: que presentada 
la demanda, el Juez debe convocar al actor y al demandado á jui-
cio verbal, el que ha de celebrarse dentro de los ocho dias siguien-
tes, pero mediando siempre cuatro por lo menos entre dicho juicio 
y la citacion del demandado, segun previene el art. 639 reformado: 
que la citacion ha de hacerse conforme á los arts. 640 al 645; y 
que en el acto de verificarla se ha de entregar la copia de la de-
manda al demandado 6 á quien se deje la cédula de citacion. De 
suerte que el juicio verbal es el primer trámite en toda demanda de 
desahucio, y de él arranca el nuevo procedimiento que, en lugar de 
la vía ordinaria, se establece en el artículo que estamos comentan-
do, para el caso en que se pida el desahucio por cualquiera causa 
que no sea de las espresadas en el 638, y compareciendo en dicho 
juicio el demandado, se oponga á la demanda; pues si no compa-
rece, 6 compareciendo conviene en los hechos, ha de fallarse sin 
nias trámites, como previene el art. 669. 
En el caso, pues, de que el demandado, no comprendido en el 
(f) Véase en la pág. 543 del tomo 3.' 
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art. 638, oponiéndose al desahucio en el juicio verbal, no conven-
ga en los hechos, deberá precisar los que negare y las razones en 
.que lo funda. No basta, como antes, la simple manifestacion de no 
conformarse con los hechos: ahora.es necesario que el demandado 
precise y determine los hechos que niega, y la razon que tiene para 
negarlos; y si no lo hace así, el Juez, en cumplimiento de la ley, 
debe obligarle á que lo verifique, bajo apercibimiento de tenerlo 
por conforme, y de dictar sentencia sin mas trámites. Esa resisten-
cia al precepto espreso de la ley es equivalente á la rebeldía, y 
segun el espíritu de la misma ley no puede ser otro su efecto que el 
indicado de tenerle por conforme, así como, segun el art. 297, se 
tiene por confeso al litigante que rehusa declarar categóricamente. 
No hay razon alguna que escuse al demandado de hacer dicha ma-
nifestacion, puesto que, habiéndole entregado, al citarlo, la copia 
de la demanda, puede presentarse en el juicio verbal suficiente-
mente instruido y preparado para precisar los hechos que no crea 
ciertos, y las razones que tenga para negarlos. 
Hecha esta manifestacion por el demandado, el Juez en su vis-
ta declarará terminado el acto del juicio verbal, y le conferirá 
traslado de la demanda por el término improrogable de cinco dias, 
trascurridos los cuales, de oficio y sin necesidad - de escrito de 
apremio, el escribano debe recojer los autos, y dar cuenta al Juez. 
Dicho traslado debe ser sin emplazamiento, puesto que la ley no lo 
ordena, sin duda porque ya fué citado para el juicio verbal y com-
pareció en él el demandado. La contestacion ha de formularse como 
en el juicio ordinario, compareciendo el demandado, por medio 
de procurador siempre, y con direccion de letrado cuando esceda 
de 300 escudos el importe anual del arrendamiento, como podrá 
verse en el comentario de los artículos adicionales, que se inserta-
rán á continuacion del presente. De la contestacion debiera darse 
copia al demandante, segun lo establecido por la Ley de Enjuicia-
miento para casos análogos; pero no es obligatorio hacerlo toda vez 
que no se ordena para el actual. Sin embargo, debe permitirse al 
actor que se entere de dicha contestacion y que saque copia 6 las 
notas que necesite para proponer su prueba. 
Devueltos los autos con el escrito de contestacion, ó recojidos 
así que trascurran los cinco dias, segun se ha dicho, el Juez dictará 
providencia recibiendo el pleito á prueba, si procediere, por un tér-
mino que no esceda de 20 dias. Este es el máximum, dentro del 
804 	 APÉNDICE A LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL. 
cual podrá señalar el que estime suficiente, sin perjuicio de proro-
garlo á peticion de cualquiera de las partes. Procederá el recibi-
miento á prueba siempre que lo soliciten ambas partes, y cuando, 
habiéndolo pedido una sola, el Juez lo estime procedente, como 
para caso igual se ordena en los arts. 257 y 343. La providencia 
otorgando la prueba no será apelable; pero sí la en que se deniegue, 
conforme al 258. Podrán utilizarse todos los medios de prueba per-
mitidos para el juicio ordinario y en la forma establecida en los 
arts. 279 y siguientes. Tambien deberá observarse en estos juicios 
lo que disponen los arts. 274 y siguientes. Y en cuanto á la alega-
cion y prueba de tachas, es aplicable, en nuestro concepto, á este 
caso lo que espusimos respecto de los incidentes en la pág. 578 
del tomo 2.° 
Trascurrido el término de pruba, dentro de los dos dias si-
guientes el Juez acordará de oficio que se unan á los autos las 
practicadas, y se entreguen para instruccion á cada una de las 
partes por el término perentorio de tres dias. Trascurridos, debe 
el escribano recojer los autos tambien de oficio, sin necesidad de 
apremio, y darles el curso correspondiente, caso de  no haberlos 
devuelto la parte, lo que debe hacerse sin escrito, y acreditán-
dolo solamente por nota del actuario. Devueltos ó recojidos los au-
tos el Juez señalará sin dilacion dia para la vista, á la cual podrán  ' 
concurrir los interesados, y por ellos sus procuradores, y sus letra-
dos defensores para informar en estrados, si les conviniere, pues 
no es obligatoria su concurrencia. Y dentro de los tres dias si-
guientes al de la vista, el Juez dictará sentencia, la que deberá 
ser fundada conforme al art. 333. No es necesaria la citacion de 
las partes para sentencia, puesto que la ley no la ordena, como 
para caso igual tiene declarado el Tribunal Supremo de Justi-
cia en sentencia de 12 de Octubre de 1860 (Colee. legisl., núme-
ro 214.) 
La sentencia que se dicte en estos juicios es apelable en am-
bos efectos. Para el caso de ser Condenatoria, se reproduce aqui 
la misma disposicion del art. 662 reformado, acerca de que no se 
admita là apelacion al arrendatario si no acredita, al interponerla, 
que ha satisfecho los plazos vencidos de la renta y los que deba 
pagar adelantados. Tambien se dispone que si se interpusiere re-
curso de casacion, se observará sobre el pago de las rentas lo pre-
venido en el art. 667 de la Ley de Enjuiciamiento civil. Véase, por 
.011114.. 
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tanto, lo espuesto sobre esta materia en los comentarios de los dos 
artículos citados. 
Tal es el procedimiento breve y sencillo, que se establece por 
el art. 672 reformado, para los juicios de desahucio á que se refiere. 
Téngase además presente la disposicion final del mismo artículo, 
dirigida á cortar de raiz las dilaciones, para las cuales siempre sue-
len encontrar recursos los litigantes de mala fé. «Todos los térmi-
nos, dice, designados en este artículo son improrogables, y trascur-
ridos que sean, se considerará perdido el derecho de que no se haya 
hecho uso, sin necesidad de escritos de apremio ni rebeldía.» Por 
esto hemos dicho que de oficio debe darse á los autos el curso cor-
respondiente, recojiéndolos trascurrido el término sin esperar á que 
acuse la rebeldía 6 apremie la parte contraria. Y ahora afiadire-
mos, que aplicando literalmente esta disposicion, la cual para estos 
juicios modifica lo que ordena como regla general el art. 32, no 
puede admitirse el escrito de contestacion luego que trascurran los 
cinco dias que se conceden para presentarla, y lo propio respecto 
de los demás términos , los cuales tampoco pueden suspenderse por 
ningun motivo, como para todos los improrogables lo previene el 
art. 31 de la Ley de Enjuiciamiento civil. 
Es de notar, por último, que nada se previene acerca del pro-
cedimiento que habrá de emplearse en la segunda instancia de estos 
juicios. En el silencio de la ley creemos debe seguirse el ordenado 
en los arts. 849 y sigs. para las apelaciones de sentencias definiti-
vas. Nos fundamos.para ello en que estos juicios son de naturaleza 
ordinaria, como la eran antes, por mas que se hayan abreviado los 
trámites, y tiene el carácter de definitiva la sentencia que en ellos 
recae. El art. 665 ha establecido un procedimiento especial para la 
segunda instancia, cuando se dicta la sentencia en juicio verbal: 
no habiéndose dispuesto nada para el caso de que tratamos, la con-
secuencia lógica es que se siga la regla general, que es tambien la 
que concede mas amplitud para la defensa. 
Con relacion al art. 672, último del juicio de desahucio, el Tri-
bunal Supremo de Justicia ha hecho las declaraciones que siguen: 
La disposicion del art. 672 de la Ley de E. c., por el cual se deter-
mina que, en el caso de no convenir el demandado en los hechos, se sus-
tancie la demanda de desahucio con la tramitacion que en él se establece,  
no tiene aplicacion al caso en que el demandado, lejos de contradecir los  
hechos en que se funda la demanda, los reconoce implícitamente, atribu- 
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yendo su falta de cumplimiento del contrato á motivos independientes de 
su voluntad. (Sent. en cas. de 26 de abril de 1862.) 
Para que pueda tener la debida aplicacion el art. 672 de la Ley de E. c., 
no basta que el demandado esprese en juicio verbal que no conviene en 
los hechos espuestos por el demandante, sino que es preciso que efectiva-
mente resulte así de las manifestaciones hechas por una y otra parte. Si 
las mismas escepciones de aquel prueban que reconoce los hechos como 
exactos, existe la conformidad que requiere la ley, y no puede darse al jui-
cio de desahucio la sustanciacion ordenada en dicho articulo. (Sent. en 
cas. de 26 de setiembre de 1863.) 
«No puede invocarse para fundar un recurso de casacion , con arreglo 
al art. 1812 de la ley de E. c., la infraccion del 672 , porque se refiere 
solamente á los trámites del juicio de desahucio.» (Sent. en cas. de 17 de 
noviembre de 1866.) 
Véanse tambien las sentencias de 24 de abril de 1863, y 4 de diciem-
bre de 1866, en el apéndice al art. 669. 
ARTÍCULOS ADICIONALES. 
1.° « Cuando el importe anual del arrendamiento no esceda de 
300 escudos, los juicios de desahucio se considerarán como de me-
nor cuantfapara el efecto del art. 49, y será por lo mismo potesta-
tivo en los interesados valerse 6 no de Letrado.» (Art. 9.° de la ley 
de 25 de junio de 4867.) 
2.° «Durante el período de vacaciones, las Salas estraordina-
rias de las Audiencias sustanciarán y fallarán los recursos de ape-
lacion de que trata el art. 662 (4).» (Art. 10 último de la mis-
ma ley. 
Con estos dos artículos termina la ley citada de 25 de junio de 
1867, que reformó la de Enjuiciamiento civil en lo relativo al jui-
cio de desahucio, y como no se refieren concretamente á ninguna 
de las disposiciones de este juicio contenidas en el presente título, 
hemos creido deber insertarlos aquí como artículos adicionales. 
Aunque están redactados con claridad, y para aplicarlos rectamente 
hasta atenerse á lo literal de su contesto, hemos visto en un acre- 
(1) Aunque el testo oficial de la ley dice : de que trata el art. 4.°, he-
mos puesto el 662 de la de Enjuiciamiento civil, porque la referencia es 
realmente á este, que ha sido reformado por el 4.°, que se cita, de la mis-
ma ley de 25 de junio de 1867. 
DEL JUICIO DE DESAUCIO. 	 807 
ditado periódico de jurisprudencia resuelta una consulta sobre la in-
teligencia del primero de ellos en sentido contrario á su letra, y 
esto nos obliga á examinarlos con alguna detencion. 
¿Es necesaria la intervencion de procurador en los juicios de 
desahucio, cuando el importe anual del arrendamiento no esceda de 
300 escudos?—Esta es la consulta ó cuestion á que hemos aludido, 
y que la Redaccion del periódico resolvió en sentido negativo, fun-
dándose en que, siendo potestativo en dicho caso valerse ó no de 
letrado, segun el art. 9.° que estamos examinando, debe haber sido 
la mente de la ley conceder igual facultad respecto de la interven-
cion del procurador, porque no es mas necesaria que la direccion 
de letrado, y porque los casos en que la Ley de Enjuiciamiento ci-
vil permite que las partes puedan presentarse por sí en juicio, son 
los mismos quedos en que no es necesaria la direccion de letrado. 
Como se vé, se recurre á la mente de la ley, y segun las reglas de 
recta interpretacion, no puede invocarse el espíritu de una ley con-
tra su letra clara y terminante y de recta aplicacion, como lo es en 
el presente caso. 
Precisamente porque los arts. 43 y 49 de la Ley de Enjuicia-
miento civil contienen iguales eseepciones, entre las cuales no, se 
encuentra el juicio de desahucio, la que ahora se establece para 
este juicio por el 9.° de , la ley de 4867, limitada espresamente á 
dicho art. 19, no puede hacerse estensiva al 13, porque la inclu-
sion del uno supone la esclusion del otro. Si se hubiese querido ha-
cerla estensiva á los dos artículos, los dos se hubieran citado; pero 
solo se refirió al 19, añadiendo á mayor abundamiento «y será por 
lo mismo potestativo en los interesados valerse 6 no de letrado,» lo 
cual aleja todo motivo de duda. Nada se dice de procurador, ni del 
art. 13; de consiguiente la excepcion quedó limitada al letrado, y 
sin contrariar el precepto terminante de la ley no puede hacerse 
estensiva al procurador. 
Y para establecerlo así no puede suponerse que se procediera 
caprichosamente: debieron tenerse en cuenta razones de importan-
cia. Con efecto; en estos juicios, como en todos los especiales, se-
gun los citados arts. 13 y 19. tenian las partes que valerse en todo 
caso de letrado y de procurador. Esto aumentaba considerable-
mente los gastos del juicio, que agravaban la situation del arren-
datario si era condenado en costas y tenia bienes para pagar; y si 
no los tenia, la del propietario, que sobre perder las rentas venci- 
I 
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das, tenia además que pagar las costas causadas á su instancia. Es-
tos inconvenientes se llacian mas sensibles en los arrendamientos 
de poco valor, y sobre todo en los alquileres de casas de Madrid 
y otras grandes poblaciones, ocupadas por artesanos y familias po-
bres 6 poco acomodadas. Para remediar en lo posible este mal sin 
alterar los principios que rigen en nuestro procedimiento judicial, se 
adoptó el medio de considerar como de menor cuantía estos juicios, 
cuando el importe anual del arrendamiento no esceda de 300 escu-
dos; pero solo para los efectos del art. 19, en consideracion á que los 
gastos mas crecidos suelen ser los honorarios del ahogado, y puede 
escusarse su intervencion cuando el interesado crea que sin ella 
puede dirigir el negocio, por ser la cuestion sencilla. Mas no se cre-
yó, conveniente ordenar lo mismo respecto del procurador, porque su 
intervencion es una garantía para la seguridad de los autos y su de 
volucion. pues entregándolos á los interesados no sería tan fácil 
recojerlos al vencimiento de los términos, y se defraudaría el objeto 
principal de la reforma, que ha sido la brevedad de estos juicios: 
porque terminándose las mas veces en juicio verbal, al que pueden 
concurrir los mismos interesados, el demandado puede estusar en 
estos casos el nombramiento de procurador, y el demandante limitar 
la intervencion del mismo â pocas actuaciones; y porque sus servi-
cios, regulados por arancel, son mucho menos gravosos que los del 
letrado. 
Tales son las prudentes razones que se tuvieron en considera-
cion para comprender estos juicios entre las escepciones del art. 19, 
y no en las del 13. Y como se ha apelado á la mente 6 espíritu de 
la ley, esto nos obliga á manifestar, que el autor de estos comenta-
rios fué presidente de la Comision del Congreso de Diputados encar-
gada de dar dictámen sobre el proyecto de la ley de que se trata, 
 
y en tal concepto puede asegurar que, por las razones espuestas, la 
 
intencion fué ordenar lo que espresa la letra del artículo, esto es, 
 
dejar á la voluntad de las partes el valerse ó no de letrado, cuando 
 
el importe anual del arrendamiento no esceda de 300 escudos; pero 
 
teniendo que valerse de procurador en todo caso. 
 
Durante la discusion de esta ley en el Congreso se presntó una 
 
adicion al mismo art. 9.°, que decia así: «Cuando el importe anual 
 
del arrendamiento, ya se pague en metálico, ya en frutos, no es-
ceda de 600 rs., los juicios de desahucio, sea cualquiera la causa 
 
en que se funde la demanda, se sustanciarán por los trámites que 
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para los juicios verbales establece el título XXIV de la primera parte 
de la Ley de Enjuiciamiento civil.» El Diputado que apoyó esta adi-
cion, se fundó en que estos negocios, por su cuantía, eran de la coni-
petencia de los Jueces de paz, y convenia ventilarlos ante ellos en 
juicio verbal, para evitar gastos y dilaciones. La Comision no admi-
tió esta reforma, fundándose principalmente en que la cuestion, que 
se ventila en un juicio de desahucio, no es de cantidad fija, sino de 
derecho, que seria inconveniente someter á la resolucion de un Juez 
lego, y en que por esta razon la ley ha establecido para dicho jui-
cio un procedimiento especial, breve y sencillo, del que no puede 
ni debe prescindirse. En vista de estas razones y de que el Gobier-
no tampoco admitió la adicion, fué retirada por su autor, quedando 
así sancionada implícitamente la doctrina que sobre esta misma 
cuestion espusimos en la pág. 546 del tomo 3.°_ 
Y esta doctrina conduce á la resolucion de otra duda, propuesta 
tambieh en la consulta á que antes hemos aludido.—¿En qué papel 
deberán estenderse las demandas y demás actuaciones de los juicios 
de desahucio, cuando el importe anual del arrendamiento no esceda 
de 300 escudos? ¿en el sello judicial de 400 milésimas 6 en el de 
600?—Teniendo en consideracion que no es conocido el interés del 
pleito, pues no se demanda el pago del arrendamiento, ni una can-
tidad determinada 6 cosa valuable; sino que se ventila el derecho 
del arrendatario á continuar 6 no en la finca, cuyo derecho no pue-
de valuarse por un año de arrendamiento, ni por el de los años que 
debiera durar el contrato, puesto que habria que agregar las ganan-
cias impedidas y los perjuicios ocasionados, creemos que el caso es-
tá comprendido en el art. 27 del Real decreto de 42 de setiembre 
de 4861, y no en el 23, y que por lo tanto debe usarse él papel del 
sello judicial de 6 rs. ó sean 600 milésimas. Pero en el juicio inci-
dental que puede promoverse, conforme al art. 656 y siguientes de 
la Ley de Enjuiciamiento civil, en reclamacion de labores y plan-
tios„como es conocido el valor de lo que se litiga, 6 puede apre-
ciarse por ser cosa susceptible de valuacion, se usará el papel que 
corresponda á la cuantía del negocio, conforme á dicho art. 23. 
Réstanos examinar el 2.° de los artículos adicionales, que es el 
40 y último de la ley de 25 de junio de 1867. Ya hemos visto que 
el objeto de esta reforma ha sido facilitar la pronta terminacion de los 
juicios de desahucio, y á ese pensamiento responde la disposicion 
de que tratamos. A fin de que durante los dos meses de vacaciones 
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de los tribunales no queden paralizadas las apelaciones de estos 
juicios, como antes sucedia, se dispone que durante dicho período 
las Salas extraordinarias de las Audiencias sustanciarán y fallarán, 
los recursos de apelacion, de que trata el art. 662, reformado por 
el 4.° de dicha ley, esto es, los interpuestos en pleitos que en pri-
mera instancia han sido sustanciados y fallados por la vía breve y 
sumaria del juicio verbal, que son los de notoria urgencia. Se ha-
Ilan en este caso todos aquellos, cuya demanda se haya fundado en 
cualquiera de las causas del art. 638, y tambien los comprendidos 
en el 669, que hayan sido terminados en juicio verbal por la con-
formidad 6 no comparecencia del demandado, puesto que les es 
aplicable el citado art. 662. De consiguiente, solo están escluidas 
de esta disposicion las apelaciones interpuestas en juicios, que se 
hayan seguido por los trámites del art. 672, pues es de suponer 
que en este caso no hay tanta urgencia en la resolucion, y puede 
esperarse sin inconveniente á que pasen las vacaciones. Así lo de-
claró la Comision al discutirse este articulo en el Congreso de los 
Diputados. 
TITULO XIII. 
DE LOS RETRACTOS. 
ARTICtiLOS 674, 675 y 676. 
(V. págs. 558 y 559, tomo 3.°) 
Como ampliacion y complemento de la doctrina que se espuso 
en la introduccion del presente título (pág. 555 del tomo 3.°) y en 
el comentario de estos tres artículos, insertarémos á continuacion 
la jurisprudencia establecida por el Tribunal Supremo de Justicia 
sobre retractos, no solo en lo que se refiere concretamente á la in-
teligencia y aplioacion de dichos tres artículos; sino tambien la 
que determina la de las leyes de Partida y recopiladas, relativas á 
esta materia, resolviendo los casos en que procede cada una de las 
diferentes clases de retractos, y personas que pueden hacer uso de 
este derecho. 
Téngase asimismo presente que, segun el art. 38 de la Ley Hi- 
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potecaria, no pueden anularse ni rescindirse los contratos en per-
juicio de tercero, que haya inscrito su derecho, por causa de retrac-
to legal en la venta ó derecho de tanteo en la enfitéusis; en cuyo 
caso solo se podrá ejercitar la accion personal correspondiente para 
la indemnizacion de daños y perjuicios contra el que los hubiere 
causado. Sobre esta materia véase la sentencia en casacion de 12 
de junio de 1866, que se estractará al final de este apéndice. 
No es admisible la demanda de retracto, cuando está destituida de 
cualquiera de los requisitos que el art. 674 de la Ley de E. c. exige como 
indispensables para que pueda dársele curso. El principio jurídico de que 
al imposible nadie está obligado, puede estusar la firma de Letrado en 
una demanda de retracto, si existe imposibilidad material de obtenerla; 
pero no exime al retrayente de cumplir con las demás formalidades que 
exige el artículo antes citado, pues como cosa personal está en aptitud de 
llenarlas. (Sent. en cas. de 23 de mayo de 186f.) 
«Si bien es cierto que las leyes f.' y 2.', tít. 13, lib. 10 de la Novísi-
ma Recopilacion fijan el término de nueve días solamente para proponer 
la demanda de retracto, y no para cumplir dentro del mismo tiempo con 
los demás requisitos necesarios; su disposicion debe combinarse con las 
del art. 674 de la Ley de E. e., que al señalar dicho plazo para la presen -
tacion de la demanda, exige, para que ésta pueda proseguirse, la concur-
rencia simultánea de las demás formalidades que menciona, y 
 especial - 
mente la de que haya de acompañar á aquella alguna justification, aun-
que no sea cumplida, del título en que el retracto se funda.» Si no se lle-
nan estas formalidades, procede la declaracion de no haber lugar á dar 
curso á la demanda. (Sent. en cas. de 13 de mayo de 1864.) 
El término de nueve dias que fija el art. 674 de la Ley de E. c. para 
ejercitar el derecho de retracto, empieza á correr desde la fecha de la es-
critura de enagenacion de la finca que se intenta retraer; y no desde una 
escritura posterior en que, reconociendo la validez de aquella, se redime 
una carga impuesta sobre la misma. (Sent. en cas. de 22 de setiembre de 
1859, y 13 de noviembre de 1862.) 
No debe darse curso á la demanda de retracto cuando se interpone 
despues de trascurridos los nueve dias desde el otorgamiento de la escri-
tura de venta, segun terminantemente dispone el art. 674 de la Ley de 
E. c. (Sent. en cas. antes citada de 22 de setiembre de 1859.) 
«El art. 674 de la ley de E. c., al prescribir en su disposicion 1.' que 
las demandas de retracto se interpongan dentro de nueve dias, contados 
desde el otorgamiento de la escritura de venta, no prohibe que puedan 
presentarse antes, siempre que, perfecta ésta, hubiere llegado á conoci-
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servido el objeto que la mismá se propuso, que es el de garantir el dere - 
cho de propiedad, evitando esté en incierto el de los bienes raíces por 
mas tiempo del de los nueve días posteriores al del otorgamiento de la es-
critura de venta, cuando vendida la finca en pública subasta, se presenta 
la demanda de retracto dentro de los nueve dias de aprobado el remate , 
aun cuando no estuviere entónces otorgada la escritura de venta. (Sent. 
en cas. de 23 de octubre de 1866.) 
«Las disposiciones contenidas en la Ley de E. c. las miró el legislador 
como formularias del juicio, por el hecho mismo de haberlas incluido en 
ella sin reservarlas para el Código civil ú otras declarativas de derechos, 
por lo cual tampoco pueden los Tribunales atribuirlas este carácter, cual-
quiera que sea su propia opinion.» Debiendo aplicarse dichas disposicio-
nes en todas las provincias de España, cualesquiera que sean los fueros 
que en ellas rijan, debe considerarse derogada la ley i.', tit. 3.°, libro 3.• 
de la Nov. Rec. de Navarra, que concede un año y un dia para ejercitar 
el derecho de retracto gentilicio, por el art. 674 de aquella ley, que solo 
concede para ello el término de nueve dias. (Sent. en cas. de 20 de octu-
bre de 1858.) 
Con arreglo á derecho, todo enfitéuta está obligado á dar conocimiento 
al señor del dominio directo de la venta que intenta hacer de la finca 
acensuada por si quiere adquirirla por el tanto, y con mayor razon si se ha 
obligado á ello en escritura pública. Cuando consta dicha obligacion al ven - 
dedor y al comprador, y ocultan la venta al señor del dominio directo, no 
puede dejar de reputarse maliciosa la ocultacion, y dirigida á defraudar á 
éste en sus derechos. En tal caso procede el retracto interpuesto por el 
dueño directo dentro de los nueve dias contados desde que tuvo noticia de 
la venta; y la sentencia que deniega este derecho, infringe la doctrina de 
jurisprudencia de que no puede haber buena fé cuando á sabiendas se fal-
ta a una obligacion, y además el art. 676 de la Ley de E. c. (Sent. en cas. 
de 18 de noviembre de 1864.) 
«Para que pueda tener lugar lo dispuesto en el art. 676 de la Ley de 
E. c., de que el término de los nueve dias, dentro de los cuales deben in-
terponerse las demandas de retracto, no empiece á correr desde el otor-
gamiento de la escritura de venta de la cosa que se pretenda retraer, co-
mo se previene en el núm. 1.° del art. 674, sino hasta el dia siguiente al 
en que se acreditare que el retrayente ha tenido conocimiento de la ven-
ta, es necesario que esta se hubiera ocultado con malicia.» Siendo esta 
cuestion de puro hecho, si sobre ella se practica prueba de testigos, corres-
ponde apreciarla á la Sala sentenciadora con arreglo al art. 317 de la cita-
da Ley. (Sent. en cas. de 27 de junio de 1865.) 
El art. 677 de la Ley de E. c. deja al juicio esclusivo del Juez de pri-
mera instancia la calificacion de la fianza, que con arreglo al párrafo 2.• del 
674 debe prestar el que intenta el retracto, de consignar el precio luego 
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que le sea conocido, supuesto que le impone la responsabilidad de su admi-
sion. (Sent. en cas. de 11 de enero de 1860.) 
La Ley 6.', tít. 13, lib. 10 de la Nov. Rec. no puede suponerse vigente 
despues de publicada la de E. c., si bien aquella ley no exigía tampoco 
otra cosa que la fianza prescrita en la segunda parte del párrafo 2.° del ar-
tículo 671 de la última, cuando las cosas se vendían fiadas. (Ideal.) 
No haciendo mencion el tít. 13 de la Ley de E. c. de las ventas á pla-
zo 6 al fiado, no es posible en tal caso exigir la consignacion de todo el pre-
cio, obligando así al retrayente á mas de lo que el comprador venia obliga-
do; en cuyo concepto la fianza que asegura el precio en los plazos y forma 
convenidos, equivale á la consignacion del mismo, cuando desde el mo-
mento no es exigible, puesto que por el espíritu y letra, así de la antigua 
como de la novísima legislacion, el retrayente queda subrogado en el com - 
prador con las mismas obligaciones que éste contrajo. Ofrecida en la de-
manda de retracto y prestada despues la oportuna fianza, segun la desig-
nacion judicial, queda asegurado suficientemente el pago del precio y sus 
réditos en la misma forma en que se Labia pactado en la escritura de ven-
ta, sin que de este modo pueda reputarse infringido el núm. 2.° del artículo 
674 de dicha Ley. (Sent. en cas. de 12 de junio de 1866.) 
«Por tratar el núm. 2.° del art. 674 de la Ley de E. c. de la persona-
lidad de los litigantes, y referirse los 677 y 678 al órden del procedimien-
to, no son aplicables á los recursos de casacion en el fondo.» (Sent. en 
cas. de 20 de abril de 1865.) 
El párrafo 3.° del art. 674 de la Ley de E. c., no ordena que á la de-
manda de retracto acompañe una justificacion completa del título e n . que 
se funde; sino que basta se presente alguna, y se llena este requisito acre-
ditando la filiacion y parentesco del vendedor y el retrayente, y por con-
secuencia la legítima personalidad de éste y el origen de su derecho. (Sent. 
en cas. ya citada de 11. de enero de 1860.) 
Tambien cumple con dicho requisito el que, al intentar el retracto del 
dominio directo, manifiesta el protocolo donde radica la escritura que acre-
dita pertenecerle el dominio útil de la finca que trata de retraer, y pide 
que se compulse por no serle posible presentarla. (Sent. en cas, de 20 de 
abril de 1865.) 
El párrafo 4.° del art. citado 674, solo exige que se contraiga el com-
promiso, en el retracto gentilicio, de conservar la finca retraida á lo menos 
dos años, sin designar la forma en que haya de hacerse: de, consiguiente, 
no es necesario se contraiga en escritura pública dicho compromiso, sino 
que basta consignarlo espresamente en la demanda, en cuyo caso adquiere 
toda la estabilidad necesaria con la toma de razon en el registro de la pro-
piedad, que se ordenará en la sentencia. (Sent. en cas. ya citada de 11 de 
enero de 1860.) 
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bro uso de la propiedad, ub pueden ampliarse en su aplicacion mas allá de  
lo que su letra y espíritu determinan. La condicion impuesta por la ley,  
como indispensable para que tenga lugar dicho retracto, de que los bienes  
en venta sean heredados de patrimonio 6 abolengo, supone que deben ha-
ber pertenecido en pleno dominio y propiedad al ascendiente 6 ascendien-
tes, hasta el tronco comun del vendedor y del retrayente. De consiguien-
te, por no reunir estas circunstancias los bienes vinculados, no pueden ser  
objeto del retracto gentilicio hasta tanto que, trasmitidos corno libres,  
hayan adquirido el carácter de patrimoniales y de abolengo en sentido le-
gal. (Sent. en cas. de 4 de diciembre de 1856.) 
No puede tener lugar el retracto gentilicio 6 de abolengo cuando por  
causa legitima se rescinde la venta que servia de fundamento á la accion  
de retracto. (Sent. en cas. de 23 de mayo de 1859.) 
No procede el retracto gentilicio, cuando no concurre en la cosa vendi-
da el indispensable requisito de ser patrimonial 6 de abolengo, en cuyo  
caso tampoco puede hacerse aplicacion de las leyes que tratan del mejor  
derecho ó preferencia entre las personas que pretenden retraer, porque  
falta el supuesto de esta cuestion. (Sent. en cas. de 13 de junio de 1860.) 
El retracto gentilicio solo tiene lugar respecto de los bienes heredados  
ó de abolengo, no de los que el vendedor hubiere adquirido por compra ú 
 
otro título semejante, como terminantemente se establece en la ley 3.',  
tít. 13, lib. 10, Nov. Rec. Para los efectos de dicho retracto, cuando se 
 
venden bienes de una herencia yaciente, que no ha sido aceptada por los 
 
herederos, debe reputarse la venta como verificada por el difunto, puesto 
 
que en tal caso se supone existente la personalidad del mismo. (Sent. en 
cas. de 5 de junio de 1861.) 
La ley 1.', tit. 13, lib. 10 de la Nov. Rec., segun la cual, todo home 
que heredad de patrimonio ó abolengo quisiere vender, y alyuno de aquel 
abolengo la quisiere comprar, tanto por tanto hóyala él ante que otro al - 
guno, supone necesariamente que así el vendedor como el retrayente han 
 
do pertenecer al abolengo 6 patrimonio de donde proceden los bienes ena-
genados, y esto lo confirma la ley 3. del mismo título y libro, cuando 
 
dispone que solo puedan retraerse por los hijos 6 parientes del vendedor 
 
los bienes heredados de su abolengo, y no los adquiridos par otro título.) 
 
De consiguiente, el parentesco del retrayente con el vendedor, ha de ser 
 
de consanguinidad; y si lo fuere solo de afinidad, procede la casacion de 
 
la sentencia en que se dé lugar al retracto, pues para el ejercicio y efec-
tos del gentilicio, los afines son estrahos á la familia en el sentido de la 
 
ley. (Sent. en cas. de 13 de noviembre de 1862, y 20 de octubre de 1864.) 
Segun las leyes 1.• y 2.', tít. 13, lib. 10 de la Nov. Rec., cuando se 
 
procede á la venta de una finca que es del patrimonio 6 abolengo del que 
 
vende y del que quiere comprar, deben ser siempre preferidos los más pró-
ximos parientes del vendedor á los mas remotos; y de consiguiente, el 
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pariente mas próximo de éste tiene derecho á retraerla de otro mas re-
moto, cuando éste fué el comprador. No es doctrina admitida por la ju-
risprudencia de los tribunales la de que el retracto gentilicio no tiene lu-
gar cuando la finca vendida lo ha sido é un pariente, por no salir enton-
ces de la familia (Sent. en cas. de 5 de enero de 1864.) 
((Si bien las leyes vigentes sobre el retracto gentilicio, como restricti-
vas del libre uso de la propiedad, no pueden ampliarse en su aplicacion 
mas allá de lo que su letra y espíritu determina, no por eso pueden dejar 
de tener cumplimiento en los casos que ellas establecen.» Presentando la 
demanda en los términos prescritos por la ley de E. c., y reconociendo 
que la finca era del abolengo del retrayente y el parentesco de éste y el 
vendedor, es incuestionable que se ha cumplido con lo dispuesto en las le-
yes indicadas, y que por lo tanto procede el retracto. (Sent. en cas. de 30 
de setiembre de 1864.) 
Para que proceda el retracto gentilicio, segun el derecho cornun, es 
necesario que la heredad 6 finca sea de patrimonio ó abolengo del vende-
dor, y que el retrayente sea tambien de aquel patrimonio 6 abolengo, se-
gun lo prescriben las leyes 1." y 2.', tít. 13, lib. 10 de la Nov. Rec. Cual-
quiera de estas dos circunstancias que falte no procede el retracto. (Sent. 
en cas. de 23 de febrero de 1866.) 
Los oficios públicos difieren por su naturaleza y condiciones de los 
bienes patrimoniales ó de abolengo que, como objeto del retracto gentili-
cio, designan con el nombre de heredad las leyes que lo establecieron, 
Estas leyes, como restrictivas del derecho de propiedad y de su libre ejer-
cicio, no deben ampliarse, ni puede entenderse que se ampliaron por las 
posteriores de Toro, que usaron de la palabra cosa, porque la generalidad 
de esta espresion debe acomodarse á la acepcion particular determinada 
por aquellas, á las que siempre se refieren, encargando su puntual y exac-
ta observancia. No procede, por tanto , el retracto gentilicio de una nota-
rla ú oficio público de propiedad particular. (Sent. en cas. de 15 de febre-
ro de 4861.) 
«Las leyes del Fuero de Vizcaya, teniendo por troncales los bienes rai - 
ces, sitos en aquella provincia, de propiedad particular, exigen varias for-
malidades para venderlos, con el fin de que, llegando á noticia de los pa-
rientes del poseedor, puedan concurrir é comprarlos, declarando nula la 
venta que se haga do ellos á estraños, sin haberse llenado aquellas.» De 
consiguiente, cuando se venden á estraños tales bienes sin las formalida-
des indicadas, procede la accion de nulidad de la venta , conforme á las 
espresadas leyes, y no la de retracto gentilicio , que atendidas sus condi-
ciones especiales no puede tener lugar segun el Fuero de Vizcaya, sino 
que es propio y peculiar de las leyes de Castilla: procede por tanto que  no 
 se dé lugar á dicho retracto en la citada provincia. (Sent. en cas. de 2 de
marzo de 1861, y 23 de febrero de 1866.) 
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Las disposiciones del libro sagrado el Levítico, relativas al retracto 
gentilicio, no forman ni constituyen parte del derecho canónico vigente 
como supletorio del peculiar de Cataluña, donde no está admitida dicha 
clase de retracto: de consiguiente, la sentencia que por esta razon deses - 
tima una demanda de retracto gentilicio, interpuesta en dicho Principado-
no infringe el art. 674 de la Ley de E. c., por no ser aplicable al caso. (Sen-
tencia en cas. de 14 de mayo de 1864.) 
Las leyes 8.' y 9.', tít. i3, lib. 10 de la Nov. Rec., de acuerdo con 
la 55, tit. 5.°, Part. 5.', exigen para que proceda el retracto de comune-
ros, que el que lo haya de invocar posea en cornun con otro la cosa que 
pretenda retraer. Esta prueba incumbe al retrayente. La mera falta de li-
nea 6 señales de division de dos propiedades, cuya cabida, situacion y lin-
deros están determinados, no es titulo 6 razon bastante para estimarlas 
poseidas de consuno por los respectivos dueños, ni de consiguiente para 
dar á éstos el derecho de retraerlas como comuneros, segun la letra y es-
píritu de las leyes citadas. (Sent. en cas. de 18 de junio de 1857 y 9 de 
abril de 1864.) 
Para que tenga lugar el retracto de comuneros es indispensable que 
las fincas se posean comunalmente de so uno, segun la espresion de la 
ley 55, tit. 5.°, Part. 5.' No se verifica esta circunstancia, cuando la man-
comunidad está limitada al aprovechamiento de los pastos, sin comprender 
los demás derechos que á cada uno de los dueños corresponden por razon 
de su dominio particular; y tampoco cuando las propiedades se hallan 
divididas con señales mas 6 menos ostensibles, pero siempre conocidas 
de sus dueños, pues en este caso no puede decirse que se posea en co-
inun, segun está admitido por la jurisprudencia del Tribunal Supremo de 
Justicia. (Sent. en-cas. de 24 de marzo de 1860, y i.° de abril de 1865.) 
Existe la circunstancia antes espresada, y procede por tanto el retrac-
to de coruneros, cuando no aparece division alguna que determine, 6 in-
dique por lo menos la parte que á cada interesado corresponda de la finca 
poseida en comun, ni su cabida, situacion y linderos (Sent. en cas. de 28 
de enero de 1865.) 
La ley 9.', tit. 13, lib. 10 de la Nov. Rec. , que determina la solemni-
dad y diligencias para retraer el comunero la heredad vendida, se halla 
esencialmente modificada por la de Enjuiciamiento civil; y de todos modos 
,no es ni puede estimarse como doctrina legal derivada de dicha ley y de 
la 5.' del mismo título , la de que á falta de precepto espreso respecto al 
retracto de dominio directo 6 superficiario , es aplicable á él !o dispuesto 
en dichas leyes. (Sent. en cas. de 12 de marzo de 1862.) 
El retracto de superficie es distinto, por su naturaleza y carácter, del 
gentilicio , y no le son por tatito aplicables las disposiciones de la ley 5.', 
tít. 13, lib. 10 de la Nov. Rec., que se refieren únicamente al gentilicio. Y 
aun cuando dichas disposiciones fuesen aplicables al retracto superficia- 
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rio, la obligacion que imponen al pariente, cuando se venden por un pre-
cio muchas cosas de patrimonio 6 abolengo, de retraerlas todas 6 ningu-
na, no puede tener lugar respecto del superficiario , en el caso de que so-
lo tenga éste el dominio útil de una de las fincas vendidas por el dueño 
directo, sin tener igual derecho en las otras que se hubiesen vendido con 
aquella. (Sent. en cas., ahtes citada, de 12 de marzo de 1862,) 
Si bien las leyes relativas al retracto, como restrictivas del derecho de 
propiedad y de su libre ejercicio, no deben ampliarse, esto es y se entien-
de respecto al retracto gentilicio; pero de ningun modo puede tener apli-
cacion dicha doctrina aLretracto superficiario, porque las leyes protegen 
la consolidacion de los dominios en una sola persona. (Sent. en cas. de 20 
de abril de 1865.) 
«Las leyes 29, tít. 8.°, Part. 5.', y 8.', tít. 73, lib. 10 de la Nov. Re-
copilacion, al conceder el derecho de retracto y tanteo al señor del domi-
nio directo, suponen como condition necesaria que esté dividido el domi-
nio en directo y útil; pues de otro modo faltaria el motivo de la concesion 
de aquel derecho, cual es falicitar la consolidation de ambas dominios.» 
De consiguiente, confundidos en uno el dominio directo y útil por la re -
dencion 6 por la venta de un foro, no procede despues el retracto del do-
minio útil. (Sent. en cas. de 7.° de abril y 16 de diciembre de 1865.) 
La obligacion que contrae el dueño de una finca, para el caso de ven-
derla, de procurar que sea preferida en igualdad de precio y condiciones 
determinada persona, no constituye 6 favor de ésta un derecho de retrac-
to, 6 no puede reputarse como retracto convencional. (Sent. en cas. de 22 
de diciembre de 1863.) 
Los arts. 674 y 690 de la Ley de E. c., que contienen disposiciones re-
lativas al juicio sobre retracto, son inaplicables á actos y contratos priva-
dos. (Sent. en cas. de 30 de diciembre de 1865.) 
Si bien por los arts. 36 y 38 de la Ley Hipotecaria se dispone que la 
accion rescisoria no se dé contra tercero que haya inscrito los títulos de 
su respectivo derecho, confornie á lo prevenido en la misma, no pueden 
ser aplicables dichas prescripciones cuando se ha dirigido demanda de 
 re-
tracto contra el comprador, y ha sido presentada, p ^oveida y ampliada al 
tercero con anterioridad á la inscripciou de su escritura de compra-venta 
en el registro de la propiedad. (Sent en cas. de 12 de junio de 1866.) 
ARTÍCULOS 677 y 678. 
(V. p5g. 567, tomo 3.°) 
En los juicios- de retracto puede interponerse la demanda sin que pre-
ceda el acto de conciliation, bastando que se intente cuando se haya de 
TOMO V. 	 105 
 818 	 APÉNDICE A LA LEV DE ENJUICIAMIENTO CIVIL. 
 
seguir el pleito, segun lo dispuesto en el art. 202 de la Ley de E. c. (Sera. 
en cas. de 1 I de enero de 4860.) 
Véase la sentencia de 20 de abril de 1865 en el apéndice anterior, y en 
el mismo tambien la de i t de enero de 1860 antes citada, sobre la calift-
cacion de la fianza (págs. 812 y 813.) 
 
ARTÍCULOS 6'79 y 680. 
(V. pág. 569, lomo 3.')  
En el juicio de retracto no procede la reconvention sobre abono de  
plantaciones y mejoras hechas en la finca , cuya demanda no puede ser  
motivó de este juicio especial. (Sent. en cas. de 30 de setiembre de 1864. )  
ARTICIILOS•881, 684 y 687. 
^ . págs. 570 y 573, tom) 3.")  
No puede reputarse infringida la ley 3.', tít. 13, lib. 10, Nov. Rec., 
cuando la Sala sentenciadora dá lugar al retracto por haber estimado que 
los bienes proceden de herencia 6 de abolengo, sin que resulte en esta 
apreciacion infraccion de ley ni de doctrina. (Sent. en cas. de 12 de di-
ciembre de 1865.) 
La demanda de retracto tiene una tramitaciou especial, y lleva por 
objeto necesariamente la rescision de la venta, á cuyo fin se interpone 
 
para dar lugar á otra nueva venta; por lo tanto, es conforme á la ley la  
ejecutoria que declara se entienda rescindida una segunda venta 'de la 
 
finca retraida, otorgada por el primer comprador, cuando este punto se  
ha discutido en el pleito con interveucion del segundo comprador. (Sent.  
en cas. de 12 de junio de 1866.)  
ARTICULO 690. 
(V. pág. 574, tomo 3.°) 
Véase la sentencia de 30 de diciembre de 1865 al final del apéndice 6 
los arts. 674,.675 y 676, en la página anterior 817. 
        
        
TITULO XIV• 
DE LOM INTERDICTOS. 
V, pág. 584, tom() 5. 6) 
En contirmacion de la doctrina espuesta en la introduccion de 
este título sobre que los Jueces no pueden admitir ninguna clase de 
interdictos, que tiendan directa ó indirectamente á dejar sin efec-
to alguna providencia dictada por  jas Autoridades administrativas 
dentro del círculo de sus atribuciones, véanse las sentencias del Tri-
bunal Supremo de Justicia, que se extractan á continuacion. 
La Real Orden de 8 de Mayo de 1839, y la inteligencia y aplicacion que 
se le ha dado en posteriores resoluciones, prohiben la admision de inter-
dictos que embaracen las resoluciones de la Administracion eu asuntos 
de su competencia, entre los cuales están comprendidos los incidentes so-
bre venta de bienes del Estado. (Sent. en cps. de 30 de enero de 1860.) 
La prohibicion contenida en la Real Orden citada de 8 de mayo de 
1839 de que los Tribunales no admitan interdictos contra la Administra-
cion, alude al caso en que por este medio se traje de hacer hilusorias pro-
videncias administrativas; y no cuando el interdicto sirve para que estas 
tengan efecto. (Sent. en cas. de 11 de abril de 1860.) 
Las providencias puramente gubernativas, como lo son las que dictan 
los comandantes de Marina en lo perteneciente al aprovechamiento de la 
zona maritima, no pueden quedar sin efecto por las sentencias restituto-
rias dictadas por los juzgados ordinarios, en razon á que no proceden los 
interdictos contra aquellas, segun la constante jurisprudencia fundada en 
el espíritu de la citada Real Orden de 8 de mayo de 1839. (Sent. en comp. 
de 30 de noviembre de 1 861.) 
La cuestion sobre si corresponde á la Administracion 6 á la Autoridad 
judicial el conocimiento de un interdicto promovido por un Ayuntamien-
to, debe resol verse con arreglo ti las prescripciones del Real decreto de 4 
de junio de 1847 (hoy del Reglamento de 25 de setiembre de 1863, como 
se dijo en la pág. 660 de este tomo), y el fallo que recaiga no es suscep-
tible de ulterior recurso. (Sent. en aped. de 10 de abril de 1865.) 
Los Tribunales ordinarios carecen de facultades para declarar, sin 
audiencia ni escitacion del Ministerio fiscal 6 de los interesados, que el 
conocimiento de un negocio entablado como interdicto corresponde á la 
Admiuistration, pues esta cuestion, caso de suscitarse en debida forma, 
debe resolverse del modo antes indicado. (Sent en cas. de 22 de mayo 
de 1862.) 
^ 
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ARTÍCULOS 691, 692 y 693. 
(V. págs. 586 y 587, tomo 5.°)  
«Segun el art. 792 de la ley de E. c., el conocimiento de los interdic-
tos de todas clases, enumerados en el 691, corresponde esclusivamente  á 
la jurisdiccion ordinaria, cualquiera que sea el fuero de los demandados,  
(Sent. en comp. de 22 de Setiembre de i 857, y 15 de junio de 1861,y 
en cas. de 22 de mayo de 1862.) 
Cuando el hecho de haber entrado en heredad agena es denunciado,  
no como falta, sino entablando el interdicto de recobrar, el Juez de prime-
ra instancia y la Audiencia que conocen de este interdicto en sus respecti-
vas instancias, lo hacen con la debida competencia, puesto que el art. 692  
de la Ley de E. c., atribuye esclusivamente á la jurisdiccion ordinaria el  
conocimiento de los interdictos. (Sent. en cas. de 6 de diciembre de 1860.) 
«Segun el art. 693 de la Ley de E. c., es Juez competente, en el inter-
dicto de adquirir, el del lugar en que están sitos los bienes cuya posesion  
se pide ó se contradice, lo cual es conforme con lo dispuesto en el art. 5.°  
del tít. I.° de la misma Ley, que declara Juez competente para conocer de  
los pleitos en que se ejerciten acciones reales sobre bienes inmuebles el  
del lugar en que esté la cosa litigiosa.» (Sent. en comp. de 22 de setiembre  
de 1857.) 
SECCION f.'—Del interdicto de adquirir. 
 
ARTÍCULO 694.  
(V. pág. 589, tomo 3. ° )  
Muerto el poseedor de un mayorazgo, su hijo primogénito tiene perso-
nalidad bastante para pedir la posesion judicial de los títulos, honores y 
 
preeminencias anejos al mismo mayorazgo, y de la mitad reservable de sus 
 
bienes, por medio del interdicto de adquirir. (Sent. en cas. de 29 de no-
viembre de 1 860.) 
nRTiCULO 695.  
(V. pág. 592, tomo 3.°)  
La posesion dada sin perjuicio de tercero, en vista de los títulos y do-
cumentos presentados por el actor, conforme al art. 695 de la Ley de E. c., 
no requiere el prévio recibimiento á prueba en la resolucion del interdicto 
 
de adquirir. Dicha posesion, como urgente y sumarísima, no cierra la puer-
ta al verdadero juicio de posesion, de que hablan los arts. 700, 701 y 702 
de la misma Ley. (Sent. en cas. de 22 de octubre de 1857.) 
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ARTICULO 700. 
(V. ppg. 595, tomo 3.1 
Cuando despues de dictado el auto posesorio, en un interdicto de ad-
quirir, se suspende su ejecucion, no ha llegado aun la oportunidad de ha-
cer la publicacion por edictos de dicho auto, que dispone el art. 700 de la 
Ley de E. c., ui falta por tanto en el juicio el emplazamiento de las perso-
nas que pudieran tener interés en él. (Sent. en cas. de 29 de noviembre 
de 1860.) 
ARTÍCULO 701. 
(V. p4g. 595, tomo 3.1 
El perjuicio sufrido por la posesion conferida en un interdicto de ad-
quirir es reparable y subsanable en el juicio ordinario de propiedad, cuya 
accion es la única que reserva el art. 701 de la Ley "de E: c. al que se 
crea perjudicado; siendo por tanto improcedente en este caso el beneficio 
de la restitucion in integrum á favor del Estado y demás que gozan del 
privilegio de menores. De consiguiente, la sentencia que declara haber lu-
gar á dicha restitucion, dejando sin efecto el auto posesorio y reponiendo 
los procedimientos al estado de la interposicion de la demanda , infringe 
el citado art. 701. (Sent. en  cas. de 14 de enero y 4 de junio de 1864.) ' 
ARTICULO 702. 
(V. pág. 596, tomo 3.') 
Cuando eu un interdicto de adquirir comparece un tercero reclaman-
do, en concepto de poseedor de los bienes como usufructuario de los mis-
mos, contra la posesion conferida al demandante, debe sustanciarse con 
aquel el interdicto, sin que sea necesario emplazar al que se reputa pro-
pietario de tales bienes. (Sent. en  apel. de 3 de octubre de 1860.) 
El juicio verbal que requiere el interdicto de adquirir, no tiene mas 
trámites que el acto mismo de su celebracion, en la forma que ordena el 
artículo 702 de la Ley de E. c. El emplazamiento no es requisito que la 
ley exige en dicho procedimiento, y no puede por tanto alegarse su falta 
como motivo de casacion en la forma. (Sent. en apel. de 12 de junio 
de 1858.) 
Véase la sentencia estractada en el apéndice al art. 695. 
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SECCION 2.'—Del interdicto de retener.  
ARTICULO 709. 
1V. pág. 603, tomo 3. ° ) 
Por el mero hecho de estar en la legal y pacífica posesion de una cosa,  
se tiene personalidad para proponer el interdicto de retener cuando un  
tercero manifiesta conato de perturbar en dicha posesion al que la tiene.  
Se halla en dicho caso la viuda, que prueba estar en posesion de los bienes  
que pertenecieron á la sociedad conyugal, aunque tenga hijos, y el inter-
dicto se refiera á bienes que fueron de su difunto marido. (Sent. en cas.  
de 1.° de diciembre de 1865.) 
SECCION 3.' — Del interdicto de recobrar. 
^ 
ARTÍCULOS 724 á 729.  
(V. págs. 615, 630 y 622, tomo 31  
Cuando en el interdicto de recobrar se ofrece y presta fianza por el ac-
tor para obtener providencia sin oir al calificado de despojante , procede  
únicamente el conceder b negar la restitution, llevándola á efecto desde  
luego en el primer caso, y admitiendo en ambos las apelaciones, al tenor 
 de los arts. 726, 727, 728 y 7.29 de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 14
de junio de 1859.) 
En el caso antedicho, si el tenido por despojante propone otro inter-
dicto de recobrar la misma cosa, pidiendo su acumulacion al primero, esta  
circunstancia no puede desnaturalizar el primer interdicto, variando su  
tramitacion , ni puede aplicársele el procedimiento que menciona el ar-
tículo 734 de la Ley de E. c. para el caso distinto de no haber habido  
afianzamiento. (Idem.) 
En el interdicto de recobrar, cuando el actor presta fianza para que no  
se dé audiencia al demandado como despojante, no deben admitirse á este  
documentos al interponer la apelacion, ni unirlos á los autos, puesto que al  
pronunciar la sentencia de vista para nada debe tenerse presente el méri-
to de tales documentos. (Sent. en cas. de 22 de marzo de 1860.)  
En los casos en que en el interdicto de recobrar no debe oirse al su-
puesto despojante por haber prestado fianza el despojado, del hecho de  
correr unidos á los autos ciertos documentos presentados por aquel eu  
primera instancia, y aun en el caso de haberse fundado la sentencia de  
vista en lo que el mismo despojante espuso en dicha primera instancia,  
no se infiere que la Sala le haya reconocido personalidad para comparecer  
en ella; sino el derecho que le concede el art. 729 de la Ley de E. c. de  
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apelar de la providencia en que se otorga la restitucion. (Sent. en apel. 
de 18 de abril de 1861.) 
La providencia denegando la reforma de la en que se declaró consen-
tida la sentencia restitutoria en un interdicto de recobrar, tiene el carác-
ter de sentencia definitiva, en razon á que pone término á dicho interdic-
to; y procede por tanto contra ella la admision del recurso de casacion, 
cuando este se funda en alguna de las causas del art. 1013 de la Ley 
de E. c. y ha sido interpuesto en tiempo y forma. (Sent. en apel. de 15 de 
junio de 1860.) 
La sentencia en que se deniega la audiencia al despojante, durante la 
sustanciacion en primera instancia del interdicto de recobrar, cuando el 
actor ha prestado fianza, no pone término al juicio ni hace imposible 
continuacion, y por tanto no procede contra ella el recurso de casación. 
• (Sent. en apel. de 2 de marzo de 1864.) 
No tienen aplicacion al juicio ordinario los arts. 724 y 726 de la ley 
de E. e., relativos al interdicto de recobrar. (Sent. en cas, de 6 de junio 
de 1865.) 
Véanse tambien la sentencia de 19 de setiembre de 1862, en el apéndice 
al art. 764. 
ARTÍCULO 731. 
(V. pág. 623, tomo 5.°) 
Llevado á efecto el auto restitutorio proveido en un interdicto de re-
cobrar, la accion reivindicatoria es la correspondiente al juicio plenario, 
sin que la mas 6 menos acertada alegacion de razones contra la restitu - 
cion pueda. afectar la naturaleza de dicho juicio, ni limitar la facultad 
de hacer en él las declaraciones consiguientes. (Sent. en cas. de 28 de 
abril de 1865.) 
El auto restitutorio en nada obsta para la resol ucion del juicio plena -. 
 rio, porque en el interdicto se trata sumarísimamente de un hecho, que si 
bien de pronto produce su efecto, queda siempre subordinado á lo que en 
vista de ta cumplida defensa de los respectivos derechos se decida en dicho 
juicio plenario, y por lo mismo se exije la oportuna fiania para la indem-
nizacion de perjuicios, en su caso, si se ha de aprovechar del remedio del 
interdicto. (Idem.) 
ARTÍCULO 734. 
(V. pág. 656, tomo 3.') 
La sentencia en que se otorga la restitución en el interdicto de reco-
brar debe entenderse definitiva para los efectos del art. 1010 de la Ley 
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de E. c., aunque puede seguirse despues del juicio ordinario, supuesto que 
pone término al interdicto, que es un juicio sumarísimo de posesion, y 
procede por tanto contra ella el recurso de casacion en la forma, 6 por 
cualquiera de las causas espresadas en el art. 1013; sin que pueda ser obs-
táculo el que no se haya reclamado la subsanacion de la falta en la pri-
mera instancia, cuando el demandado no fué citado ni oido en ella. (Sent. 
en apel. de 8 de noviembre de 1859.) 
Cuando se consiente por las partes el auto en que se deniega la convo-
cacion á juicio verbal en un interdicto de recobrar, no existe la reclama-
cion de la falta de recibimiento é prueba, que se supone cometida, cuya 
reclamacion es indispensable para que proceda en tal caso la admision 
del recurso de casacion en la forma. (Sent. en apel. de 18 de octubre 
de 1862.) 
SECCtnN 4." — Del interdicto de obra nueva. 
ARTÍCULO 738. 
(V. pág. 630, tomo 3.") 
«El art. 738 de la Ley de E. c. prescribe que, decretado el embargo 
provisional en un interdicto de obra nueva, se deje un dependiente del 
juzgado en el sitio de la obra, para que cuide que sea cumplida la suspen-
sion; pero ni por su letra ni en buenos principios puede entenderse que 
una vez cumplida, haya de permanecer allí el dependiente, causando 
gastos innecesarios, durante el tiempo que pueda durar la resolucion de-
finiti va del interdicto.» (Sent. en cas. de 6 de mayo de 1865.) 
ARTÍCULOS 741 y 747. 
(V. págs. 631 y 636 , tomo 3. °) 
aLa sentencia que se pronuncie en interdicto de obra nueva, no pre-
juzga la cuestion que posteriormente se ventile en juicio ordinario acerca 
del derecho á continuar la obra denunciada.» (Sent, en cas. de 26 de no-
viembre de 1864.) 
SECCtoN 6.'— De la segunda instancia de los interdictos. 
ARTÍCULO 763. 
(V. pág. 646, tomo 3. ° ) 
No es necesaria la eitacion para sentencia en los interdictos poseso-
rios. (Sent, en apel. de 
 R de octubre de 1862.) 
TOMO V. 
ARTICULO '764. 
(V. pág. 646, tomo 3.") 
Cuando en el interdicto de recobrar dé fianza el que lo promueve para 
obtener providencia sin oir al supuesto despojante, no procede el recibi-
miento á prueba en la segunda instancia á solicitud de éste, en razon á que 
respecto de él no puede concurrir el único caso en que, segun el articulo 
'764 de la Ley de E. c., cabe la admision de prueba en dicha segunda ins-
tancia. Tampoco procede la admision de los documentos presentados por 
el despojante en dicha instancia, porque esto darla lugar á que se trajeran 
á los autos pruebas escluidas por el citado art. 764. (Sent. en cas. de 19 de 
setiembre de 4862.) 
ARTICULO '767. 
(V. pág. 647, tomo 3.°) 
Las providencias dictadas en los interdictos no tienen por su índole y 
naturaleza el carácter de ejecutorias, ni producen por lo mismo escepcion 
de cosa juzgada. (Sent. en cas. de 14 de junio de 1864.) 
En los interdictos 6 pleitos posesorios, no se dá recurso de casacion 
fundado en der las sentencias contrarias á la ley 6 doctrina legal; y procede 
solamente por alguna de las causas espresadas en el art. 1013 de la Ley de 
E. c. (Sent. en apel. de 8 y 18 de octubre de 1862, y 40 de abril de 1865.) 
No dándose, como se ha dicho, recurso de casacion en el fondo contra 
las sentencias dictadas en interdictos, mucho menos puede darse contra la 
que se dicte en un incidente sobfie la ejecucion de la sentencia recaida en 
aquellos, porque despues de ejecutada queda espedito el juicio ordinario 
sobre el punto que ha sido objeto del interdicto. (Sent. en apel. de 28 de 
mayo de 1866.) 
Véanse las sentencias de 22 de marzo y 15 de junio de 1880, 18 de 
abril de 1681 y 2 de marzo de 1864, en el apéndice á los arts. 724 et 729; 
y las extractadas en el del art. 734 y en, el del 741. 
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Aun el casó de que la ley exigiera en las actuaciones judiciales de los 
interdictos, que las partes fueran citadas espresamente para oir sentencia, 
la omision de este requisito, como cualquiera otra falta de las espresadas 
en el art. 1013 de la Ley de E. c., dejaria de ser fundamento del recurso 
de casacion, si aquellas no pidieron á su tiempo la subsanacion de la falta, 
segun disponen los arts. 1019 y 1020. (Sent. en apel. de 18 de abril de 
1861, 25 de abril de 1863, y otras.)) 
TITULO XV. 
DEL JUICIO ARBITRAL. 
ARTICULO 770. 
(V. pág. 4, tomo 4.') 
En el juicio de árbitros todo se somete y cede á la voluntad de las par-
tes, que pueden atribuir la facultad de conocer á cualquiera persona de su 
comun con fianza. (Sent. en cas. de Ultramar de 12 de marzo de 4860.)—
(Esto debe entenderse, siempre que se verifique el compromiso con sujecion 
á lo dispuesto en el presente titulo de la Ley de E. c.) 
Los contadores nombrados por los interesados para ejecutar una parti-
cion no tienen el carácter de árbitros, ni el de amigables componedores. 
(Sent. en cas. de 13 de marzo de 1861.) 
ARTICULOS 773 y 774. 
(V. pIgs. 8 y 9, tomo 4.1 
La validez de un compromiso celebrado antes de que rigiera la Ley de 
E. c. debe resolverse por la legislacion entonces vigente. Segun las leyes 
del derecho canónico y del romano, supletorias en primer término de la 
legislacion especial de Cataluña, para la validacion del arbitraje bastaba el 
simple convenio, ó sea el nudo pacto, con tal que conste su existencia, 
aunque no se haya reducido á escritura pública. (Sent. en cas. de 5 de di-
ciembre de 1864.) 
No son aplicables al caso, ni pueden por tanto reputarse infringidos los 
arts. 303 y 774 de la Ley de E. c., ni la 1.', tít. 1.°, lib. 10 de la Nov. 
Rec., por la sentencia que estima el nombramiento de árbitros para la de-
cision de las reclamaciones hechas en la demanda, cuando este fallo es 
conforme á lo convenido por los litigantes en una escritura de concordia. 
(Sent. en cas, de 21 de mayo de 1862.) 
Segun la ley 19, tit. 5.°, Part. 3.', el procurador 6 apoderado no puede 
comprometer en árbitros, arbitradores ytmigables componedores los de-
rechos y negocios pendientes en juicio, sino solo en el caso de que el due-
ño del pleito le hubiese otorgado poder especial al efecto, é con la cláusula 
general de que le otorgaba libre y ámplio poder para hacer cumplidamente 
todas las cosas que el poderdante podria hacer por sí mismo. No es bas-
tante el poder árnplio y no limitado, que se confiere tan solo para lo que 
determinadamente se espresa en el mismo. (Sent. en cas. de 18 de di-
ciembre de 1863.) 
La ley 34, tít. 4.°, Part. 3. 3 , que designa las causas que escusan de 
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pechar la pena del compromiso cuando no se obedece el mandamiento de 
los árbitros, y declara nula la decision de éstos cuando recae sobre punto 
que no les ha sido sometido, no puede aplicarse al caso en que se reclama 
la nulidad de un laudo, que fué consentido espresamente por las partes y 
declarado homolagado por un juez ordinario. (Sent. en cas. de Ultramar, 
de 1.° de diciembre de 1860.) 
La ley 26, tít. 4 °, Part. 3. 0, que trata de los jueces avenidores y de 
la manera en que deben desempeñar su encargo, se refiere á un juicio de 
índole especial, y no es por tanto aplicable á una cuestion ventilada en 
juicio ordinario sobre pago de cantidad. (Sent. en cas. de 27 de abril de 
1866.) 
La Ley 23, tit. 4. 0, Part. 3.°, alusiva al modo de poner los pleitos en 
manos de avenidores, carece de aplicacion cuando no ha sido cuestion del 
pleito la validez de un compromiso. (Sent. en cas. de Ultramar, de 5 de 
mayo de 1866.) 
Véanse las sentencias de 25 de noviembre de 1859 y 6 de marzo de 
1865, en el apéndice á los arts. 822, 823 y 824. 
ARTICULO 785. 
(V. ptg. 30, tomo 4.°) 
Véase la sentencia de 21 de Abril de 1865, en cl apéndice al art. 834. 
ARTICULO 786. 
(V. pág. 34, tomo 4.°) 
El articulo 786 de la Ley de E. c., que determina cuándo cesa en sus 
efectos el compromiso, se refiere al juicio arbitral, y no al de amigables 
componedores. (Sent. en cas. de 19 de octubre de 1866.) 
El hecho de haber entablado el demandante su demanda, prescindien-
do del juicio de árbitros, al cual debia someterse segun lo convenido con 
el demandado, no afecta á la cuestion principal del pleito, ni autoriza por 
consiguiente el recurso de casacion en el fondo. De dicha omision no se 
infiere tampoco la ineficacia del juicio, á que las partes se sometieron pres-
cindiendo del de árbitros. (Sent. en cas. de 8 de enero de 1883.) 
Véanse las sentencias de 20 de junio de 1863 y 6 de marzo de 1865, 
en el apéndice á los arts. 822, 823 y 824. 
TITULO XVI. 
DEL JUICIO DE AMIGABLES COMPONEDORES. 
ARTÍCULOS 820 y 821. 
(V. pIgs. 88 y 90, tomo 4.°) 
Véanse las sentencias de 18 de diciembre de 1863 y 5 de diciembre de 
1864, en el apéndice á los arts.  7'73 y 774, y la de 6 de marzo de 1865 eu 
el siguiente. 
ARTÍCULOS 822 , 823 y 824. 
(V. págs. 90 y 91, tomo 4.°) 
Los artículos 822, 823 y 824 de la Ley de E. c. referentes á las cláu-
sulas que deben comprender las escrituras de compromiso, y á las conse-
cuencias legales que los mismos producen, no pueden reputarse infringi-
dos para los efectos del recurso de casacion, cuando está reconocida por 
los interesados la validez de la escritura de compromiso. (Sent. en cas. 
de 19 de octubre de 1866.) 
«Al requerir el art. 822 de la Ley de E. c., como circunstancia precisa 
para la validez de la escritura de compromiso, la desiguacion de un tercero 
amigable componedor para el caso de discordia, parte del supuesto de que 
haya sido mas de uno el nombrado; pero sin que de esto, ni de la locucion 
en plural de que en dicho artículo se usa, pueda inferirse la prohibicion 
de que los interesados, cuando se conformasen y así les conviniere, com-
prometan sus diferencias en uno solo, ni entenderse derogada por ello la 
legislacion comun y anterior que lo permite:» por lo que no se infringe el 
citado artículo, ni es aplicable la disposicion del 823, cuando se declara 
válido el compromiso hecho á un solo amigable componedor, y se manda 
llevar á efecto la sentencia dictada por éste. (Sent. en cas. de 25 de no-
viembre de 1859.) 
Para los efectos del recurso de casacion, no es definitiva la sentencia 
que resuelve acerca de la forma en que ha de verificarse el nombramiento 
de un amigable componedor tercero, para que tenga cumplimiento lo es-
tipulado en una escritura de sociedad, despues de haber sido consentida 
la providencia, por la cual se mandó otorgar á dicho fin la escritura de 
compromiso. (Sent. en apel. de 16 de junio de 1862.) 
El término que se concede á los arbitradores 6 amigables componedo-
res en las escrituras de compromiso para dar terminada la avenencia, per-
tenece á la clase de los conveacionales, que corren de momento á motnen- 
^ 
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to sin deduccion de los dias festivos, por cuanto el juicio propiamente dicho  
no principia hasta el momento de dictar la sentencia 6 laudo arbitral; y por  
lo mismo no es de los comprendidos en el art. 26 de la ley de E. c., que se  
refiere á los términos judiciales. De todos modos, se entiende prorogado 
tácitamente aquel término, si despues de haber concluido el señalado en la 
escritura de compromiso, conferencian las partes con los avenidores en vir-
tud de convocatoria de éstos, y les dan noticias para el mejor desempeño 
de su cometido. En tal caso, y cuando á mayor abundamiento queda con-
sentido y homologado el laudo arbitral, no procede declarar su nulidad, 
fundada en haberse dictado despues del plazo señalado en la escritura, ni 
pueden reputarse infringidos los artículos 786, 819 y 828 de dicha ley. 
(Sent. en cas. de 6 de marzo de 1865.) 
Cuando se reclama por la vía ordinaria el cumplimiento de una abliga-
cion prescindiendo del juicio de arbitradores, á que deberian someterse las  
cuestiones segun lo convenido por los interesados, no puede reputarse la 
ejecutoria contraria á dicho convenio, si resulta que ninguna de las partes  
reclamó durante el pleito semejante procedimiento arbitral, siéndo de su-
poner que renunciaron á 61 por el hecho de haber sometido sus diferencias,  
sin la menor objecion ni reserva, á los trámites completos de un juicio for-
mal. (Sent. en cas. de Ultramar de 20 de junio de 1863.) 
ARTÍCULOS 831, 832 y 833. 
sowr 	 (V. pág. 94, tomo 4.')  
El artículo 831 de la ley de E. c. no impone á los amigables compone-
dores la obligacion de oir necesariamente á las partes, sino cuando ellas lo 
soliciten por creerlo necesario, 6 voluntariamente se presenten para tal 
objeto. (Sent. en cas. de 19 de octubre de 1866.) 
Segun lo que se prescribe en el primer párrafo del art. 833 de la Ley 
de E. c., discordando los amigables componedores, se ha de reunir con 
ellos el tercero, y la mayoría de votos hará sentencia. La providencia de 
la Sala sentenciadora que, por no haberse guardado dicha forma, deja sin 
efecto el fallo del arbitrador tercero, mandando se cumpla lo prevenido 
por la ley, se limita á decidir sobre el Orden del procedimiento, sin prejuz-
gar cuestion alguna, y no puede reputarse como definitiva para el efecto 
de que sea admisible el recurso de casacion. (Sent. en cas. de 9 de diciem-
bre de 1859.) 
Cuando en una escritura de compromiso se reservan espresamente las 
partes el nombramiento de un tercero para el caso de discordia entre tos 
amigables componedores nombrados, la facultad de dictar el laudo, si és-
tos no están conformes, corresponde á los arbitradores mismos, en union 
 
del que sea designado por las partes como tercero. (Sent. en cas. de 19 de 
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mayo de 1864.)—(EI caso á que se refiere esta sentencia, fué anterior á la 
Ley de E. c.: hoy el nombramiento de tercero debe hacerse necesariamente 
en la misma escritura de compromiso, conforme al art. 822.) 
Los amigables componedores no están obligados á sujetarse á formas 
legales, debiendo únicamente proceder segun su saber y entender; y por 
tanto, en caso de discordia, no es necesario notificar ésta á las partes. 
(Sent. en cas. de 21 de abril de 1865.) 
La sentencia que por mayoría dictan los amigables componedores, es 
ejecutoria, y la falta de notificacion á una de las partes, por no haber sido 
habida, no puede obstar ni impedir que se lleve á efecto de la manera que 
se previene por el artículo 836 de la Ley de E. c. (Idem.) 
Los laudos dictados por los amigables componedores se tienen por ho-
mologados, siempre que espresa 6 tácitamente hayan sido consentidos por 
las partes; y lo son tácitamente cuando, notificadas en tiempo oportuno, 
y habiéndoles dado copia del laudo, dejaron trascurrir el término señalado 
por la ley para reclamar su nulidad. (Sent. en cas. de 19 de octubre 
de 1866.) 
,wr 
ARTÍCULOS 384 y 385. 
(V. pag. 99, tomo 4.1 
La sentencia que declara improcedente la recusacion de los amigables 
componedores, hecha despues de haber dictado su laudo arbitral, deja en 
su fuerza y vigor dicho laudo, y de consiguiente pone término al juicio so-
bre lo principal y hace imposible su continuacion; por lo que debe tenerse 
como definitiva para los efectos del recurso de casacion. (Sent. en apel. 
de 6 de junio de 1863.) 
««Si bien el artículo 834 de la Ley de Enjuiciamiento civil no fija térmi-
no para la recusacion de los amigables componedores, el 835 dispone que 
si no accedieren á ella, se observe lo prevenido en el 785 respecto á los 
Jueces árbitros, el cual prescribe que mientras se sustancia el recurso de 
recusacion ante el Juez de 
 primera instancia, quede en suspenso el juicio 
arbitral, hasta que sobre aquella haya recaido ejecutoria, lo cual demues-
tra evidentemente que la recusacion solo puede entablarse durante esté 
pendiente el juicio.» Lo dispuesto en dichos artículos es enteramente con-
forme con lo que por regla general establece la misma Ley de E. c. de que 
en ningun caso podrá hacerse la recusacion despues de citadas las partes 
para sentencia, y mucho menos despues de dictada ésta. (Sent. en cas. de 
21 de abril de 1865.) 
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ARTICULO 836. 
(V. pág. 100, tomo 4.0) 
Aunque no se mande por la Sala sentenciadora llevar efecto la sen-
tencia de los amigables componedores, debe necesariamente cumplimen-
tarse conforme á lo dispuesto en el artículo 836 de la Ley de E. c.; y por 
lo tanto, cuando así se manda sin que lo haya solicitado ninguna de las 
partes, no puede reputarse infringida la ley 16, título 22 de la Partida 3.', 
que prescribe se contraiga la sentencia á las peticiones hechas oportuna-
mente en el juicio. (Sent. en cas. de 21 de abril de 1865.) 
Segun el artículo 836 de la ley de E. c., el laudo que dictan los amiga-
bles componedores es ejecutorio, y cuando su ejecucion es personal y ne-
gativa, consistente en Haber dejado trascurrir el plazo señalado para veri-
ficar una cosa sin haberla realizado, debe cumplirse segun dispone el ar-
tículo 896 de la misma ley. (Sent. en cas. de 19 de octubre de 1866.) 
El Juez que conoce legítimamente de la ejecucion de un laudo arbi-
tral, es el competente para conocer de la demanda de nulidad del mismo 
laudo. (Sent. en cas. de 22 de marzo de 1860.) 
Terminado un pleito por medio de una escritura de compromiso, la 
accion para llevar efecto el laudo arbitral, dictado en su virtud, nace 
única y esclusivamente del mismo compromiso. Esta accion es personal, 
cuando las partes obligaron tan solo su persona y bienes al cumplimiento 
del laudo. (Sent. en comp. de 26 de octubre de 1860.) 
La ley 4.', tít. 26, Part. 3.', que enumera varios casos de nulidad de 
sentencias, no es aplicable á las decisiones de los amigables componedo-
res, además de que fué variada 6 modificada por la 1., tít. 18, lib. 11 de la 
Nov. Rec. en cuanto al plazo para reclamar dicha nulidad. (Sent. en cas. 
de Ultramar de 1.° de diciembre de 1860.) 
La peticion de que se lleve á efecto el acuerdo de un consejo de árbi-
tros sobre reclamaciones contra el Estado, y lo mandado por Real decreto 
para la ejecucion de dicho acuerdo, no es una demanda é cuestion conten-
ciosa de dominio 6 propiedad, que requiera el procedimiento judicial, segun 
la ley de contabilidad de 20 de febrero de 1850. El tribunal de justicia, que 
en virtud de declinatoria, se inhibe del conocimiento de la ejecucion de tal 
asunto en la forma en que se propuso , no infringe la referida ley, ni las 
que se refieren á la ejecucion de los laudos dictados por amigables compo-
nedores, no siendo aplicables al caso los arts. 830 y 895 de la Ley de E. c. 
(Sent. en cas. de 17 de junio de 4861.) 
Véase la sentencia de 49 de octubre de 1866, última del apéndice á los 
arts.  831, 832 y 833. 
TITULO XVII 
DE LAS APELACIONES. 
ARTÍCULOS 837 , 838 y 839. 
(V. p5g. 108, tomo d.') 
La presentacion del litigante en el Tribunal superior correspondiente 6 
seguir la alzada en tiempo y forma, es la ratificacion y complemento de 
la apelacion interpuesta, quedando en su consecuencia subsanado cual-
quier defecto que pudiera haberse cometido en la preparacion de la misma 
apelacion, como el de haberla interpuesto sin firma de letrado. (Sent. en 
cas. de 29 de febrero de 1860.) 
El término señalado por la ley para mejorar la apelacion es por su na-
turaleza improrogable, y trascurrido sin haberse personado el apelante en 
el Tribunal superior, basta que la parte contraria le acuse la rebeldía para 
que se declare decaido de su derecho y desierto el recurso. (Sent. en cas. 
de 5 de diciembre de 1864.) 
El art. 1194 de la Ley de E. c., que establece cuándo un litigante de-
clarado rebelde puede ser oido contra la ejecutoria que haya puesto tér-
mino al pleito, no tiene apecacion al caso en que se declara desierta una 
apelacion por no haber comparecido el apelante dentro del término del 
aplazamiento. (Sent. en cas. de 20 de octubre de 1863.) 
Aunque las leyes 23, tit. 23, Part. 3.'; y 3.', 4.' y 5.', tit. 20, lib. 11 de 
la Nov. Rec., señalaban al apelante un plazo dentro del cual debia com-
parecer ante el tribunal de alzada, si el juez no lo habia designado, y dispo-
nian que quedara firme el fallo si no se presentaba dentro del mismo é usar 
de su derecho, esta fuerza ejecutoria nunca se ha entendido, segun la ju-
risprudencia de los tribunales, sin que proceda la rebeldía y la declaracion 
de quedar desierto el recurso y ejecutoriada la sentencia (Sent. en cas. 
de 15 de octubre de 1864.) 
Cuando se acusó la rebeldía antes de tiempo, debe reproducirse esta 
acusacion en tiempo hábil para que pueda declararse desierto el recurso. 
(Sent. en apel. de 19 de noviembre de 1863.) 
«Toda providencia, por la cual se declara desierta una apelacion y eje-
cutoriada por consiguiente una sentencia, tiene el carácter de definitiva 
para los efectos del art. 1011 de la Ley de E. c., por cuanto pone término 
al juicio y hace imposible su continuacion, pudiendo por tanto interponer-
se el recurso de casacion.» Pero este recurso no puede intentarse válida-
mente sin que se hayan utilizado antes los ordinarios que las leyes han es-
tablecido. Cuando dicho incidente se suscita en la segunda instancia, la 
providencia que lo resuelve es suplicable segun el art. 890 de la mis-
ma Ley, y sin que préviamente se haya utilizado este recurso, no procede 
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ni puede admitirse el de casacion. (Sent. en apee. de 26 de marzo y 18 de 
mayo de 1860.) 
En el caso antes espresado procede la admision del recurso de casacion 
cuando el recurrente quedó imposibilitado de emplear para su defensa el 
ordinario de súplica, como sucede en el caso de no haberse tenido por 
parte al procurador del mismo, porque al personarse en los autos no pre-
sentó la copia del poder. (Sent. en apel. de 20 de diciembre de 1862.) 
«Por el art. 838 de la Ley de E. c. se ordena que si el apelante no hu-
biese comparecido dentro del término del emplazamiento, á la primera re- 
beldía que acuse el apelado, se declarará desierto el recurso.» La Sala se 
arregla estrictamente á lo establecido por este artículo, cuando, promovi-
do ante la misma por el apelado el incidente sobre no haber comparecido 
el apelante, declara desierta la apelacion; pero esta providencia es suplica-
ble ante la misma Sala dentro de tercero dia, conforme al art. 890, por re-
caer en un incidente promovido durante la segunda instancia, y sin haber 
utilizado préviamente el recurso ordinario de súplica, no puede inter-
ponerse el estraordinario de casacion. (Sent. en apel. de 18 de febrero 
de 1859, y 20 de setiembre de 1865.) 
La providencia que, no dando por acusada la rebeldía al apelante, dis-
pone pasen los autos al relator para la continuacion de la alzada, lejos de 
poner término al juicio y de hacer imposible su continuacion, requisito 
indispensable segun los arts. 1010 y 1011 de la Ley de E. c. para que se 
dé el recurso extraordinario de casacion, abre la segunda instancia, por lo 
que no procede contra ella el referido recurso; así como por la razon con-
traria habría lugar á él, si se hubiera declarado desierta la apelacion. (Sen-
tencia en cas. de 20 de junio de 1865.) 
La disposicion del art. 839 de la Ley de E. c., relativa á que si ni el 
apelante ni el apelado comparecen en la Audiencia, á mejorar la apelacion 
el uno, y el otro á sostener la sentencia 6 á pedir que se declare aquella de-
sierta en su caso, en cualquier tiempo en que se presente el apelante con-
tinuará la sustanciacion de la instancia, no puede tener aplicacion cuando 
al presentarse el apelante á mejorar la apelacion habla ya trascurrido el 
término del emplazamiento y acusada la rebeldía el apelado, en cuya virtud 
procede declarar desierta la apelacion. (Sent. en cas. de 19 de mayo 
de 1863.) 
La falta de emplazamiento de una parte en 1.' instancia queda subsa-
nada con el hecho de haber comparecido adhiriéndose é la apelacion de la 
sentencia, y de haberse sustanciado con dicha parte la segunda instancia. 
(Sent. en aped. de 3 de octubre de 1860.) 
El interesado en el pleito, que no habiendo sido parte en la primera 
instancia, comparece voluntariamente en la segunda á seguir la apelacion, 
se obliga por este hecho á tomar los autos en el estado que tengan cuando 
se persona en ellos, quedando por el propio hecho subsanadas las faltas de 
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emplazamiento al mismo, y de su citacion para sentencia en 1.° instancia. 
(Sent. en cas. de 9 de noviembre de 1881.) 
Véase el apéndice al art. 335 (pig. 740 de este tomo) y las senten-
cias que en él se citan. 
ARTÍCULO 844. 
(V. pág, 110, tomo 4.°) 
Segun el art. 844 de la Ley de E. c., el apelado puede adherirse á la 
apelacion interpuesta por su colitigante, en cuyo caso no puede estimarse 
consentida por su parte la sentencia de 1.' instancia, y la ejecutoria que 
defiere á lo pedido por aquel, no quebranta el principio de que los fallos 
han de dictarse con arreglo á lo solicitado legítima y oportunamente por 
las partes. (Sent. en cas. de 14 de diciembre de 1865.) 
Véase la sentencia de 3 de Octubre de 1880 en el apéndice que precede, 
y tambien las que se citan en el del art. 855, y especialmente la de 30 de 
setiembre de 1883 en el del art. 865. 
ARTÍCULO 849. 
(V. pág. 120, tomo 4.°) 
Conforme á las disposiciones de la Ley de E. c. , no pueden tomarse en 
consideracion por la Sala sentenciadora las pretensiones y escepciones es-
puestas por primera vez al espresar agravios, por no ser ya tiempo opor-
tuno para alegarlas. (Sent. en cas. de 28 de Octubre de 1859 y 11 de 
marzo de 1865.) 
ARTÍCULO 855. 
(V. pág. 121, tomo 4.°) 
Ni en las leyes 2.' y 3.', tít. 19, lib. 11, Nov. Rec., que ordenan cuán-
do debe recaer condena de costas eh la 2.' instancia, ni en ninguna otra 
ley, se halla esceptuado el caso, para los efectos de dicha condena, de que 
un litigante se adhiera en la segunda instancia á la apelacion interpuesta 
por otro. (Sent. en cas. de 29 de mayo de 1857.) 
Las leyes 13 y 19, tít. 22, y 14, tít. 23, Part. 3.', así como el art. 855 
de la ley de E. c., no son aplicables á los juicios seguidos en rebeldía, 
puesto que la parte tiene el derecho de presentarse en la 2.' instancia, se-
gun dispone el art. 1192 de la misma Ley. (Sent. en cas. de 14 de Abril 
de 1866.) 
Véase el apéndice al art. 844. 
II 




(V. p5g. 127, tomo d.' ^ ^
Cuando la Sala sentenciadora se abstiene de decidir sobre cuestiones 
suscitadas por primera vez ante la misma, se ajusta al espiritu y letra de 
los arts. 224, 253 y 256 de la Ley de E. c., y á la ley 25, tit. 2.°, Parti-
da 3.', la cual, si bien establece que el demandante, cuando determina la 
razon porque pide la cosa, pueda reclamarla despues por otra diferente, 
no le otorga este derecho sino fenecido que sea el juicio. (Sent. en cas. de 
21 de mayo de 1861.) 
Aun en el caso de haber sido admitida la apelacion de toda la sentencia 
de primera instancia, la ejecutoria no debe resolver todos los estremos de 
la apelada, sino solamente aquellos contra los que se han espresado agra-
vios y á que se haya concretado la cuestion en la segunda instancia. (Sent. 
en cas. de 11 de mayo de 1863.) 
«De todo lo que ha conocido y decidido el Juez inferior, de eso mismo 
conoce y decide el Tribunal superior por medio de los recursos de alzada.» 
(Sent. en inj. not. de 19 de junio de 1863.) 
El apelado en el hecho de solicitar la confirmation del fallo del inferior 
sin adherirse á la apelacion, lo consiente en todas sus partes, y ya no puede 
la Sala sentenciadora modificar en favor de aquel dicho fallo en ninguno 
de sus estremos; y si lo modifica, infringe la ley 16, tít. 22, Part. 3.° (Sent. 
en cas. de 30 de setiembre de 1863.) 
Cuando en el fallo de la Audiencia se aceptan la relacion de los hechos y 
los fundamentos de derecho consignados en el de primera instancia, no se 
falta por ello á la prescription del art. 333 de la Ley de F. c. (Sent. en cas. 
de 18 de setiembre de 1865.) 
Véanse las sentencias estractadas en el apéndice al art. 333 (pág. 739 
de este tomo) y las demás que en él se citan. 
ARTICULOS 866, 887, 868 y 869. 
(V. págs. 130 y 132, tomo 4.°) 
Segun el art. 868 y su correlativo el 866 de la Ley de E. c., las partes 
pueden pedir que el pleito se reciba á prueba en cualquier estado de la 
segunda instancia, con tal que ejerciten ese derecho antes de haberse 
notificado la providencia en virtud de la que deben traerse los autos á la 
vista. (Sent. en cas. de 5 de marzo de 1861.) 
Es estemporánea la presentacion de documentos y su union á los autos 
en segunda instancia despues de visto el pleito por la Sala sentenciadora, 
y no deben por tanto apreciarse ni tomarse en consideracion. (Sent. en cas. 
de 25 de enero de 1861.) 
Segun los arts. 866 y 867 de la Ley de E. c., en la segunda instancia 
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solo pueden presentarse documentos en los autos antes de notificarse la 
providencia en que se mande traer estos á la vista, y jurando no haber teni-
do conocimiento de aquellos: de consiguiente, procede denegar la solicitud 
de una parte para que se traiga á los autos testimonio de ciertos documen - 
tos, deducida despues de haber pasado aquellos al relator para la vista, y no 
puede en tal caso fundarse el recurso de casacion en la causa 6.a del ar-
tículo 10 13. (Sent. en cas. de 18 de abril de 1861). 
«Despues de citadas las partes para sentencia no pueden los jueces y 
tribunales admitir pruebas ni justificaciones de ninguna clase; siendo 
potestativo en ellos estimar ú ordenar que se practiquen las diligencias 
para mejor proveer, que tengan por conveniente.» (Sent. en cas. de 22 de 
febrero de 1862.) 
Cuando se presentan documentos en la 2. a instancia con el juramento 
requerido por el art. 867 de la Ley de E. c., pero sin citacion, contraria, 
si no se pide la diligencia de cotejo ni el recibimiento á prueba para verifi-
carlo, no pueden tomarse en consideracion, por que, segun la regla l.a del 
art. 281, son ineficaces en juicio los documentos venidos á los autos sin ci-
tacion contraria, mientras no se cotejen con sus originales prévia dicha ci-
tacion. En tal caso. si la Sala manda que se desglosen y entreguen dichos 
documentos á la parte que los presentó, no puede atribuirse á esta provi-
dencia el carácter de denegacion de una diligencia de prueba admisible se-
gun las leyes, para los efectos del recurso de casacion en la forma. (Sent. 
en cas. de 15 de abril de 1862.) 
No puede otorgarse el recibimiento á prueba en la segunda instancia, 
cuando no se funda en ninguno de los casos que expresa el art. 869 de 
la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 4 de febrero de 1860.) 
El recibimiento á prueba en la segunda instancia solo puede otorgarse 
para probar hechos ocurridos, 6 llegados á noticia de los litigantes despues 
del último dia del término señalado en la primera para las pruebas, 6 cuan-
do no hayan podido hacerse en ella por causa no imputable á la parte inte-
resada. No puede estimarse como tal causa 6 impedimento la ausencia vo-
luntaria de la parte del lugar del juicio, ni una enfermedad que ya existía 
al recibirse el pleito á prueba en la primera instancia. (Sent. en cas. de 21 
de diciembre de 1860 y 22 de febrero de 1862.) 
A la parte interesada corresponde acreditar no serle imputable la causa 
que impidió hacer la prueba en la primera instancia, y si no justifica dicho 
estremo, está bien denegado el recibimienio é prueba en la segunda ins-
tancia, y no procede el recurso de casacion por la causa cuarta del artícu-
lo 1013 de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 4 de marzo de 1862.) 
No puede comprenderse entre los hechos susceptibles de prueba perti-
nente en segunda instancia, á los cuales se refiere el art. 869 de la Ley de 
E. c., el de haberse ofrecido, despues de enagenada una cosa, doble precio 
do aluel en que se verificó la enagenacion, cuando la oferta de cantidad 
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superior fué ya objeto de prueba en primera instancia. (Sent. en cas. de 5 de 
noviembre de 1862.) 
Cuando un litigante manifiesta en la primera instancia que no puede 
presentar un documento privado, de cuyo contenido hace relacion, por 
haberse estraviado á su defensor, si parece despues del término probato-
rio, procede el recibimiento á prueba en la segunda instancia sobre aquel 
documento, mediante á no ser imputable á la misma parte la causa de 
que no se hiciese esta prueba en la primera instancia. (Sent. en cas, de 30 
de mayo de 1863.) 
Procede el recibimiento á prueba en la segunda instancia sobre hechos 
de que no tuvo noticia la parte interesada hasta qud los vió consignados en 
los autos cuando se le entregaron despues de la publicacion de probanzas, 6 
hasta despues de terminada la prueba en la primera instancia. (Sent. antes 
citada de 30 de mayo de 1863.) 
No pueden estimarse á dicho fin como hechos nuevos é ignorados de 
la parte los consignados en el interrogatorio de la contraria, puesto que 
oportunamente debieron serle conocidos por la copia que se le entregó 
del mismo interrogatorio conforme á la ley. (Sent. en cas. de 14 de mayo 
de 1861.) 
Unicarnente procede el recibimiento é prueba en la segunda instancia 
en los tres casos marcados en el art. 869 de la Ley de E. 
 C.; y no está 
comprendido en ninguno de ellos la presentacion de documentos privados, 
que obraban en poder de la parte antes de entablarse la demanda, toda 
vez que es imputable á la misma parte el no haberlos utilizado en el tér-
mino probatorio de la primera instancia, y que no pueden contener hechos 
nuevos ni ignorados en el sentido de la ley. (Sent. en cas. de 27 de octubre 
de 1863.) 
Conforme á la causa 4.' del art. 1013 de la ley de E. c., solo es motivo 
de casacion la falta de recibimiento á prueba en cualquiera de las instancias, 
cuando procede con arreglo á derecho; y no se encuentra en este caso la 
prueba, cuando los hechos que se quieren probar, no se pueden concep-
tuar comprendidos en ninguno de los tres casos taxativos, en que al tenor 
del artículo 869 cabe otorgarse el recibimiento á prueba en las apelaciones. 
(Sent. en cas. de 11 de febrero de 1864.) 
Cuando deja de practicarse en primera instancia una diligencia de 
prueba por falta ú omision cometida en el exhorto dirigido al efecto, como 
la parte no pudo superar este obstáculo, procede el recibimiento á prueba 
en la segunda instancia para la práctica de la que dejó de verificarse por 
dicho motivo; y denegándolo, procede el recurso de casacion con arreglo 
A la causa 6.' del art. 1013 de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 1.° de 
marzo de 1864.) 
Con arreglo á las prescripciones del art. 869 de la Ley de E. c. debe 
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el cotejo de documentos, presentados con los requisitos legales, y relati-
vos á un hecho nuevo, conducente al pleito y posterior al último dia del 
término de prueba corrido en la primera instancia; y no haciéndolo así, 
procede la casacion por las causas 4.° y 6.' del art. 1013 de dicha ley. 
(Sent. en cas, de 12 de junio de 1865.) 
«El recibimiento á prueba en la segunda instancia solo puede otorgar-
se, con arreglo al párrafo 1. ° del art. 869 de la Ley de E. c., cuando por 
causa no imputable al que la solicita, no hubiese podido hacerse ea la 
primera instancia.» No se halla en este caso el litigante que no articuló 
prueba en la primera instancia, ni pidió que se prorogase para articularla 
el término ordinario, déjando así de hacerla por causas que únicamente á 
él le eran imputables, pues que nacían estas de sus propias omisiones. 
(Sent. en cas. de i 4 de diciembre de 1865.) 
Cuando despues del término probatorio en la primera instancia se ha-
ce por uno de los litigantes una alegacion nueva, de la cual no tuvo noti-
cia hasta entonces la parte contraria, ni giraron sobre ella las anteriores 
alegaciones ni las pruebas, se halla comprendido el caso en el número 3.° 
del art. 869 de la Ley de E. c. para el efecto de otorgar el recibimiento é 
prueba en la segunda instancia. (Sent. en cas. de 5 de marzo de 1861.) 
Cuando se denegó en la primera instancia el término estraordinario 
de prueba por haberse solicitado despues de trascurrido el que señala el 
artículo 265 de la Ley de E. c., no puede reproducirse en la segunda ins - 
tancia la misma solicitud, en razon á que en tal caso no concurre ninguna 
de las circunstancias establecidas por el art. 869 de la propia ley. (Sent. 
en cas. de 7 de diciembre de 1865.) 
Segun la jurisprudencia establecida por el Tribunal Supremo de Jus-
ticia, de conformidad con lo que previene el art. 869 de la Ley de E. c. , 
no procede el recibimiento á prueba en la segunda instancia, ni de consi - 
guiente el recurso de casacion por las causas 4.' y 6.' del art. 1013, ade-
más de los casos indicados anteriormente en las sentencias que quedan 
estractadas, en los siguientes: 
1.° Cuando la prueba, que se propone, no es pertinente para la cues-
tion principal que se ventila en el pleito. (Sent. en cas. de 14 de diciem-
bre de 1858, 18 de noviembre de 1864, y 5 de diciembre de 1865.) 
2.° Cuando versa sobre hechos en que las partes están conformes, y 
como tales han sido reconocidos en la sentencia apelada. (Sent. en cas. de 
23 de diciembre de 1858.) 
3.° Cuando los hechos articulados fueron ya objeto 6 materia de prueba 
en la primera instancia (Sent. en cas. de -9 de mayo de 1859.) 
4.° Si la prueba propuesta no versa sobre hechos nuevos, llegados á 
conocimiento de la parte interesada despues de la que se practicó en pri-
mera instancia. (Sent. en cas. de  14 de diciembre de 1858,21 de setiembre 
de 1861, 3 de marzo de 1864, y otras.) 
1 DE LAS APELACIONES. 	 839 5.° Si se refiere é hechos anteriores al pleito, que alegó en su defensa la parte interesada, 6 no podia ignorarlos por haber intervenido en ellos, pues en tales casos le es imputable la omision de no haber articulado prueba sobre ellos en primera instancia. (Sent. en cas. de 23 de diciembre de 1858, y 25 de octubre de 1859.) 6.° Para adicionar un testimonio que como parte de prueba se trajo 6 
los autos en la primera instancia, cuando, teniendo conocimiento de él 
el litigante, dejó correr el término probatorio sin solicitar dicha diligencia, 
pues en tal caso tambien le es imputable la indicada omision. (Sent. en cas. 
de 3 de marzo de 1864.) 
ARTfCULOS 871 y 872. 
(V. pSg. 133, tomo 4» 
Cada Sala tiene jurisdiccion para reformar el auto dictado por la misma 
denegando el recibimiento é prueba en la segunda instancia, tanto por ser 
de naturaleza iuterlocutoria dicho auto, como por la facultad que le supone 
el art. 1019 de la Ley de E. c. para subsanar la falta reclamada. Reforma-
do el auto y otorgada la prueba, no se dé recurso alguno contra esta pro-
videncia, segun el art. 871 de la misma Ley. (Sent. en cas. de '7 de mayo 
de 1862.) 
«Si bien por la Ley de E. c. se concede contra las providencias dene-
gatorias de prueba en segunda instancia el recurso de casacion eu su caso 
y lugar, es de necesidad absoluta, para que pueda ser admitido en su dia, 
que se haya preparado oportunamente, y que concurran en él todas las 
circunstancias prescritas por dicha Ley.» Cuando la parte interesada con-
siente la providencia denegatoria de la prueba sin pedir la subsanacion d e 
 la falta, se hace firme de todo punto dicha providencia y no puede utilizar-
se contra ella el recurso de casacion. (Sent. en arel. de 18 de noviembre 
de 1859, 6 de marzo, 21 de abril y 10 de junio de 1863, y otras.) 
«Las palabras en su caso y lugar, con que termina el art. 872 de la 
Ley cíe E. c., modifican, en cuanto é la época para entablarlo, el recurso 
de casacion por denegacion de pruebas, que cou arreglo é él procede. La 
condicion que estas palabras envuelven, suspende la interposicion del re-
curso hasta el pronunciamiento de providencia definitiva en el negocio, en 
que la diligencia de prueba hubiese sido denegada. Esta doctrina, conforme 
cou el espíritu y letra del citado artículo y cou  la jurisprudencia estable-
cida por este Supremo Tribunal, la sanciona además implícitamente el 
art. 1019 al exigir para la admision del recurso de casacion, en asuntos 
de la naturaleza del presente, prévias y especiales reclamaciones, qu e 
 como preparacion indispensable deben hacerse antes de que se pronuncie 
sentencia definitiva en el pleito.» De consiguiente, hallándose el pleito 
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pendiente de dicha sentencia, es en todos conceptos inadmisible el recurso 
de casacion por denegacion de prueba. (Sent. en apel. de 27 de mayo 
de 1865.) 
«Si bien el art. 872 de la ley de E. c. concede el recurso de casacion, 
en su caso y lugar, contra las providencias denegatorias de prueba en 
segunda instancia, es de necesidad absoluta, para que pueda ser admitido 
en su dia, que haya sido oportunamente preparado, y que concurran en 
él todas las demás circunstancias prescritas en el art. 1025 de la misma 
Ley.» De consiguiente, no procede dicho recurso cuando, en vez de ha-
berse observado la formalidad de la reclamacion de la manera prevenida 
en el 1019, no se ha hecho más que interponer prematuramente el recurso 
de casacion, antes de la sentencia definitiva, y desechado entonces, repro-
ducirlo despues que aquella fué dictada. (Sent. en apel. de 18 de octu-
bre de 1866.) 
^ 
ARTÍCULO 890. 
(V. pág.147, tomo 4.')  
Segun el art. 890 de la Ley de E. c., las providencias que recayeren 
en los incidentes que ocurran durante la segunda instancia, son suplicables 
ante la misma Sala dentro de tercero dia; y sin haber utilizado préviamente 
dicho recurso ordinario, no se puede interponer el estraordinario de casa-
cion. (Sent. en apel. de 4 de marzo de 1859, 20 de setiembre de 1865, y 
otras.)  
No debe pedirse reposicion de dichas providencias, porque esta peti-
cion no es procedente, ni la autoriza la ley respecto de Tribunales supe-
riores: solo puede utilizarse el recurso de súplica, y despues en sn caso el 
de casacion, como se ha dicho. (Sent. en apel. de i 8 de febrero de 1859.) 
«Cuanto se dispone por el art. 890 de la Ley de E. c. tiene aplicacion 
tan solo á los incidentes que ocurran y se susciten en segunda instancia, 
y de ningun modo á los que se iniciaron y abandonaron tácita 6 espresa-
mente en la primera, aun cuando acerca de ellos se hable . 6 insista des-
pues durante la sustanciacion del recurso de alzada interpuesto sobre el 
asunto principal ú otro cualquier incidente.» No puede, por tanto, haber 
lugar á la súplica de que habla dicho articulo, si no se ha suscitado en la 
segunda instancia incidente nuevo que la autorice. (Sent. en apel. de 6 
 de octubre de 1862.) 
No debe admitirse la súplica de que se trata, cuando se interpone para 
ante otra Sala, por ser ilegal , esta peticion. (Sent. en apel. de 2 de marzo 
de 1863.)  
Véanse tambien las sentencias de 26 de marzo y i 8 de mayo de 
 1860, 
en el apéndice de los arts. 837, 838 y 839. 
TITULO XVIII. 
DE LA EJECUCION DE LAS SENTENCIAS. 
SECCtoN 1.'—De las dictadas por Tribunales y Jueces españoles. 
ARTICULO 891. 
(V. pig. 170, tomo 4.°) 
Cuando se demanda el cumplimiento de una sentencia, no puede des-
conocerse la jurisdiccion del Tribunal superior que la dictó, para llevarla á 
efecto por medio del Juez competente de su territorio. (Sent. en comp. de 
22 de marzo de 1858.) 
Es un principio de derecho, que corresponde la ejecucion de las pro-
videncias á la jurisdiccion que las ha dictado. (Sent. en comp. de 4 de 
marzo de 1859.) 
«No puede disputarse á la jurisdiccion que bien y legítimameute ha 
conocido de una causa, la facultad de llevar á efecto su sentencia, resol-
viendo los incidentes que se susciten en su ejecucion.» (Sent. en comp. de 
21 de abril de 1860.) 
«Es Juez competente para ejecutar la sentencia consentida en primera 
instancia el del juzgado en que se arraigó el juicio, porque, segun el 
artículo 891 de la ley de E. c., debe procederse en él á la ejecucion de 
tales sentencias.» (Sent. en comp. de 19 de Noviembre de 1861 y 5 de 
mayo de 1863.) 
«Con arreglo á las disposiciones legales vigentes y á la jurisprudencia 
establecida de conformidad con ellas, incumbe llevar tt efecto las senten-
cias ejecutorias á los jueces que conocieron de los procesos 6 pleitos en 
que recayeron.» (Sent. en comp. de 9 de noviembre de 1863 y 12 de 
mayo de 1866.) 
Las sentencias ejecutorias deben llevarse á ejecucion eu todo y por 
todo, no embargante cualquiera oposicion 6 escepcion de cualquiera na-
turaleza, y en cualquiera manera que se opusiere 6 alegare. (Sent. en cas. 
de 12 de febrero de 1 864.) 
Consentida 6 ejecutoriada una sentencia, solo corresponde pedir su 
cumplimiento y que se proceda á la ejecucion de ella, segun lo dispuesto 
por la ley; y es por tanto improcedente una nueva demanda adoptando 
bases y proponiendo medios distintos de los que se fijaron en aquella para 
su ejecucion. (Sent. en cas. de 28 de octubre de 1864.) 
Las diligencias judiciales para la ejecucion y cumplimiento de una 
sentencia tienen que ajustarse á lo que dispone la Ley de E. c. en su tí-
tulo 18, sin que sea permitido á las partes ni á los tribunales desuaturali- 
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zar las actuaciones que en él se determinan. (Sent. en cas. de 15 de oc-
tubre de 1859.) 
Como la ejecucion de la sentencia es continuacion del pleito, y no 
otro nuevo, si este se sustanció conforme á las leyes antiguas, con arreglo 
á ellas debe tramitarse tambien aquella, á no ser que los litigantes de co-
mun acuerdo pidan que se sustancie segun la 'nueva Ley de E. c. (Sent. 
en cas. de 4 de noviembre de 1859.) 
Las diligencias de apremio para llevar é efecto una ejecutoria, en 
,pleito entablado antes de la Ley de E. c., pero principiadas despues, aun-
que no haya precedido el acuerdo prescrito en el art. 3.° del Real decreto 
de 5 de octubre de 1855, deben considerarse legalmente sustanciadas con 
arreglo é dicha ley, cuando las partes han consentido este procedimiento, 
sin reclamar oportunamente. (Sent. en apel. de 31 de mayo de 1861.) 
Si bien en el cumplimiento de las sentencias se ventilan cuestiones de 
hecho, estas se resuelven eon'arreglo á las prescripciones legales, siempre 
que no contrarien ó debiliten lo mandado por la ejecutoria. (Sent. en  cas. 
de 6 de mayo de 1865.) 
Véase la Sentencia de 6 de agosto de 1860, estractada en la pig. 648 
de este tomo. 
ARTÍCULOS 892 y 893. 
(V. pág. 173, tomo 4.°) 
Debe decretrase la anotacion preventiva del embargo de bienes 
inmuebles en el Registro de la propiedad, conforme á los arts. 42, 
números 2.° y 3.°, 43 y 44 de la Ley Hipotecaria, y 42 43, 44 y 
45 de su Reglamento. Véase tambien la Real Orden de 14 de mayo 
de 1863, en el apéndice al art. 953. 
ARTÍCULO 894. 
(V. p4g. 177, tomo 4.°) 
Cuando durante la ejecucion de una sentencia se declara no haber lu-
gar á satisfacer desde luego las costas de la misma ejecucion, no se en-
tiende denegado absolutamente el pago, sino aplazado, y puede por tanto 
el interesado hacer uso de su derecho sobre este punto, con arreglo al 
art. 894 de la Ley de E. c., cuando quede cumplida en todas sus partes la 
ejecutoria. (Sent. en apel de 25 de abril de 1860.) 
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ARTICULO 898. 
(V. pág. 181, tomo 4.°) 
Cuando de una cantidad, aunque sea cierta y determinada, se han de 
hacer deducciones no conocidas 6 ilíquidas, procede se haga la liquida - 
cion con arreglo á lo prescrito en el art. 898 de la Ley de E. c. Lo man - 
dado sobre este punto, 6 sea sobre la liquidacion de cantidades iliquidas 
para llevar á efecto una ejecutoria, lejos de poner término al juicio y ha-
cer imposible su continuacion, circunstancias esenciales para que sea ad-
misible el recurso de casacion segun el art. 1011 de la misma ley, foci - 
lita la ejecucion legal de la ejecutoria, y no procede contra la indicada 
providencia el recurso de casacion. (Sent. en apel. de 25 de abril de 1860.) 
ARTÍCULO 919. 
(V. pág. 194, tomo 4.°) 
Segun lo dispuesto en el art. 919 de la Ley de E. c. y la jurispruden-
cia del Tribunal Supremo de Justicia, no procede el recurso de casacion 
contra las providencias dictadas en los incidentes de ejecucion de senten-
cias, seguidos cou arreglo al tít. 18 de dicha Ley. (Sent. en cas. de 13 de 
junio y 10 de octubre de 1860; y en apel. de 13 de mayo y 21 de setiembre 
de 1861, 19 de setiembre de 1863, 1.° de febrero y 13 de setiembre 
de 1864, 1.° de junio y 16 de setiembre de 1865, 30 de abril y 27 de se-
tiembre de 1866, y otras:) 
Procede la admision del recurso de casacion contra la providencia de-
finitiva, que, aunque dictada en incidente promovido con ocasion de las 
diligencias formadas para la ejecucion de una sentencia, decide una cues -
tion nueva y absolutamente distinta de la que se resolvió por dicha sen-
tencia. (Sent. en apel. de 5 de junio de 1862, 8 de abril de 1865, '27 de 
setiembre de 1866, y otras.) 
Si con motivo de las actuacioñes para la ejecucion de una sentencia 
se promoviesen incidentes que de cualquier manera vengan á desviar el 
procedimiento de los límites prescritos por la ley, nunca pueden recono-
cerse en semejantes diligencias los requisitos inherentes á cualquiera de 
los juicios en que cabe la sentencia definitiva, de que habla el art. 1010 
de la Ley de E. c., y en su caso la interposicion del recurso de casación. 
(Sent. en cas. de 15 de octubre de 1859.) 
Con arreglo al párrafo 5.° del art. 919 de la Ley de E. c., no procede 
recurso alguno, ni de consiguiente el de casacion, contra las sentencias 
dictadas sobre liquidacion de cantidades, cuya importancia no se haya fi-
jado eu la ejecutoria. (Sent. en apel. de 20 de marzo de 1865.) 
Los autos dictados en incidentes promovidos para el cumplimiento de 
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una ejecutoria, no pueden restringir la declaracion ejecutoriada, y tam-
poco puede suponerse quo la restringen cuando en ellos se consignó que 
no se prejuzgaba cuestion alguna. (Sent. en cas, de 12 de febrero de 
1864.) 
Véase el apéndice al art. 220 (pig. 693 de este tomo). 
SECCION 2.'— De las sentencias dictadas por Tribunales y Jueces 
estranjeros. 
ARTÍCULOS 922, 923, 924 y 925. 
(V. pig. 20'2, tomo 4.°) 
A la jurisprudencia de las diferentes naciones, de que se hizo 
mencion en el Comentario de estos artículos, tenemos que añadir 
lo siguiente: 
Portugal.—El art. 31 del Código civil portugués, sancionado en 
1.° de julio de 4867, que empezó á regir seis meses despues, dice 
así: .Las sentencias dictadas por los tribunales estranjeros sobre 
derechos civiles, entre estranjeros y portugueses, podrán ser eje-
cutadas por ante los tribunales portugueses, en los términos pres-
critos en el Código de procedimientos.» Véase en la pág. 215 del 
tomo 4.° el procedimiento establecido sobre esta materia en dicha 
nacion, que sin duda habrá de ser modificado para ponerlo en ar-
monía con la citada disposicion del Código civil. 
Francia.—En esta nacion, aunque suele darse cumplimiento sin 
dificultad á las sentencias estranjeras en asuntos de jurisdiccion vo-
luntaria, por regla general no se concedia á las dictadas en la vía 
contenciosa sino mediante un juicio de revision sobre el fondo, 
corno espusimos en las págs. 209 y siguientes del tomo 4. 0 ; pero 
los tribunales franceses van ya relajando algun tanto esa severi-
dad de principios, cual conviene á los intereses de su país, como 
se deduce de los documentos que se insertarán á continuacion. De 
aquí tambien el que nuestro Tribunal Supremo de Justicia, que 
constantemente habia negado el cumplimiento á las sentencias 
pronunciadas por los tribunales franceses en asuntos contenciosos, 
lo haya concedido en el caso que citarémos, como en debida reci-
procidad. Es verdad que en este caso concurrió la circunstancia 
especial, que en él se espresa, de hallarse comprendido en la ley 
de 20 de julio de 4862, que concedió á ciertas sociedades mercan-
tiles é industriales de Francia la facultad de ejercitar sus acciones 
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ante los tribunales de España, por 'haber concedido el Gobierno 
francés igual facultad á las sociedades españolas; pero en los con-
siderandos del fallo se esponen razones que Son la aplicacion á 
otros casos, y parece que revelan el propósito de relajar la antigua 
severidad en esta materia. De dichos considerandos y de la contes-
tacion, que en ellos se cita, del Gobierno francés á la nota que 
sobre este asunto le pasó el Embajador de España en París, podrá 
deducirse la nueva jurisprudencia que empieza á prevalecer en 
una y otra nacion, y en qué casos podrá obtenerse en la una el 
cumplimiento de las sentencias dictadas en la otra. Por esto importa 
mucho conocer dichos documentos, que dicen así: 
Ministerio de Gracia y Justicia.—Real órden de 17 de di-
ciembre de 1866, trasladando al Tribunal Supremo una comunicacion 
del Embajador de Espacia en Paris, relativa á la fuerza que se dá en 
Francia á las sentencias estranjeras, dictadas en vía contenciosa. 
Excmo. Sr.:—Por el Ministerio de Estado se trasladó á éste, con fecha 
11 del corriente, la nota del Embajador de S. M. en Paris, que dice así: 
«El Embajador de S. M. en París dice á este Ministerio lo que sigue: 
Cumpliendo con el encargo que V. E. se sirvió hacerme por Real Orden 
de 26 de octubre, núm. 652, escribí al Sr. Ministro de Negocios estranje-
ros, preguntando qué fuerza concede la legislacion francesa á las senten-
cias dictadas en vía contenciosa por los tribunales españoles. Adjunta ha-
llará V. E. copia de la contestacion que he recibido. El Ministro de Nego-
cios estranjeros, limitándose á darme traslado de la comunicacion del se-
ñor Ministro de la Justicia, á quien sometió mi consulta, manifiesta que 
la legislacion no ha determinado este punto de una manera esplícita, por 
lo cual, cuando se les ha presentado la cuestion, los tribunales franceses 
han debido juzgar con arreglo á las circunstancias de cada caso, forman - 
do así una jurisprudencia de antecedentes. Pero las esplicaciones, que dá 
con este motivo al Sr. Ministro de la Justicia, parecen suficientes para 
formar juicio en la cuestion que se ventila ante el Tribunal Supremo é 
instancia del Vizconde de Kerveguen contra el representante del ferro-
carril de Jeréz á Cádiz. Hallándose reproducida testualmente al principio 
de la contestacion del Marqués de Moustier la parte principal de la nota 
 , 
que le dirigí en consulta, me parece innecesario remitir á V. E. copia de 
mi comunicacion.» 
Lo que de Real Orden comunicada por el Sr. Ministro de Gracia y Jus-
ticia traslado á V. E., con inclusion de copia autorizada del documento que 
se cita, para los efectos consiguientes, y en contestacion á la comunica-
cion de V. E. fecha 2 de octubre, en que se pedían por la Sala segunda y 
de Indias de ese Supremo Tribunal las noticias é que se refiere la nota del 
• 
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Embajador.—Dios guarde á V. E. muchos años.—Madrid 17 de diciembre 
de 1866.—EI Subsecretario, José María Manresa.— Sr. Presidente del Tri-
bunal Supremo de Justicia. 
Ministerio de Estado.—(Direccion de los asuntos políticos.-
Traduccion.) —Contestacion del Ministro de Negocios estranjeros de Fran-
cia á la nota del Embajador español, sobre cumplimiento de sentencias 
estranjeras, á que se refiere la Real órden que precede. 
«París, 23 de noviembre de 1866.—Sr. Embajador: En nota de 10 del 
corriente, V. E. me ha manifestado deseo de ver fijada una cuestion de de-
recho, cuya aplicacion ocurre muy frecuentemente. Se trata de saber qué 
valor se atribuye en cada uno de los dos países á sentencias contenciosas 
dictadas por los tribunales del otro. 
»Con este objeto V. E. ha formulado la siguiente pregunta:—Cuando 
á un tribunal francés se le presenta una sentencia dictada por la vía con-
tenciosa por un tribunal español contra un súbdito francés 6 español, ¿se 
limita á examinar si el fallo español contiene alguna disposicion contraria 
á la soberanía, á los intereses, al derecho público de Francia, de suerte 
que en el caso contrario el fallu español sea declarado ejecutorio sin en-
trar en el exámen del feudo, es decir, de los derechos de las partes que 
han sido objeto del pleito llevado ante los tribunales españoles; 6 bien el 
demandado citado ante un tribunal francés para oir declarar ejecutorio un 
fallo dictado en España, puede defenderse por todos los medios legales, 
bien sea en la forma, bien sea en el fondo, como si no se hubiera dictado 
fallo alguno en España, puesto que dicho fallo no tiene fuerza en Francia 
hasta tanto que el tribunal francés no lo haya confirmado, lo que en últi-
mo resultado nos obliga á decir que es un fallo francés, y no un fallo espa-
ñol el que recibe su ejecucion en Francia?—Hé aquí.la respuesta del señor 
Ministro de la Justicia, é quien me he apresurado á consultar, en cumpli-
miento del deseo espresado por V. E. 
»Nuestra legislacion en este punto se reduce á las disposiciones de los 
artículos 2123 del Código Napoleon y 546 del Código de procedimiento ci-
vil, concebidos en esfos términos.—Art. 2123. «La hipoteca no puede re-
sultar de las sentencias dictadas en país estranjero sino en tanto que hayan 
sido declaradas ejecutorias por un tribunal francés, sin perjuicio de las 
disposiciones contrarias que puedan hallarse en las leyes políticas 6 en 
los tratados.»—Art. 546 (C6digo de procedimientos.) «Las sentencias dic-
tadas por los tribunales estranjeros no serán susceptibles de ejecucion en 
Francia sino del modo y en el caso previsto por el art. 2123 del C6digo 
Napoleon.» 
»La ley francesa no ha determinado, por tanto, de una manera impera-
tiva y absoluta las reglas que han de seguir los tribunales franceses 
cuando sou llamados á declarar ejecutorias las sentencias dictadas en país 
estranjero. Por la jurisprudencia de los tribunales y por los comenta- 
or  
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rios de los autores mas acreditados ha debido formarse la jurisprudencia 
en este punto. Es desde luego fácil de comprender que las circunstancias 
han debido influir muchas veces en la decision de los Magistrados, y 
distinciones importantes ban venido á prevalecer ante la justicia francesa. 
Por esto diré desde luego que la cuestion presentada por el señor Mon no 
permite en el estado actual de la jurisprudencia una solucion simple y 
 concreta, y que no puede por el contrario ser resuelta sino por una 
distincion capital. 
»A. Si el fallo español ha sido dado contra un francés llevado ante el 
tribunal español por aplicacion de las reglas de competencia y de pro-
cedimientos españoles, y sin que el francés haya contraido anteriormente 
obligacion de comparecer ante la justicia española y someterse á su deri 
sion, puede y debe decirse que la jurisprudencia francesa se inclina visi -
blemente á dar á los tribunales franceses, á los cuales se pidiera que 
declarasen ejecutoria una sentencia estranjera, el derecho de revisar el 
fondo interno de la causa. Esta es una tradicion de nuestro antiguo dere-
cho, que el interés de nuestra nacionalidad ha hecho introducir en el 
moderno. 
»Debo decir, sin embargo, que esta tésis jurídica no está admitida 
basta el punto que pueda proclamarse la unanimidad de la jurispruden-
cia. Hace muy poco tiempo, el Tribunal imperial de París dictó, en 20 de 
febrero de 1866, un auto por el cual negaba á los tribunales el derecho 
de revisar el fondo y juzgar nuevamente la causa, aun en el caso en que 
un francés sea parte interesada eu el litigio. Todavía menos acordes se 
hallarían los tribunales en la solucion, si se tratase de una sentencia de 
 un tribunal estraujero sobre pleitos estranjeros: decretos bastante nu-
merosos determinan que en este caso no ha lugar á la revision del fondo: 
y el Tribunal de Angers, en auto de 4 de Julio de 1866 (Dall oz, 1866-2 
página 156), ha proclamado que no habia lugar á examinar en tal hipóte-
sis si la sentencia ha sido en el fondo bien 6 mal juzgada. Buenos auto-
res sostienen igualmente esta doctrina. 
»B. Como quiera que sea, y suponiendo fijada la jurisprudencia fran-
cesa en el sentido de ser necesaria la revision en el fondo, y máxime, bajo 
este punto de vista, en la hipótesis que acabo de preveer, de un francés 6 
de un estraujero, llamado ante un tribunal español, sin que anticipada-
mente haya aceptado esta jurisdiccion; me parece seguro que la solucion 
sería otra enteramente, si un convenio hubiese ligado á las partes y 
atribuido jurisdiccion, bien sea é árbitros, bien á un tribunal estranjero. 
En semejantes casos los tribunales han juzgado frecuentemente, que el 
mismo francés, que !labia aceptado por una cláusula compromisoria, s a 
un arbitrage, sea un tribunal estranjero, no podia citar de uuevo á su 
adversario ante un tribunal francés para hacer estatuir sobre el litigio 
ya juzgado por el tribunal 6 el árbitro estranjero. Esto lia sido juzga- 
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do particularmente por el Tribunal imperial de París en dos autos de 1 i 
de enero y 26 de junio de 1866. 
»En el momento, pues, que ha sido dictada una sentencia por un 
tribunal estranjero incautado del litigio por acuerdo de las partes, ha-
biendo sido soberanamente juzgado lo que concierne al interés privado, 
no queda á la parte mas que obtener de los tribunales franceses la fór-
mula ejecutoria para que los agentes públicos puedan ejecutar en el ter-
ritorio francés, y á nombre del Soberano del país, la sentencia dictada 
por Jueces, cuya competencia y poderes han sido determinados por las 
partes. En este caso el tribunal francés, no tendría que examinar sino 
los siguientes puntos: I.° Si la decision emana de la jurisdiccion elegida 
por la cláusula compromisario: 2.° Si ha sido dictada siendo debidamente 
citadas las partes y estando legalmente representadas, 6 si no han com-
parecido aunque llamadas regularmente: 3.° En fin, si la sentencia no 
infringe ninguno de los principios generales y esenciales de la legislacion 
francesa, y no contiene ninguna disposicion contraria á nuestro derecho 
público, ó 6 los intereses del órden público y de las buenas costumbres.—
(Firmado) Moustier.» —Está conforme. Hay upa rúbrica. 
Tribunal Supremo de Justicia.—Auto dictado por la Sala 
segunda en 22 de octubre de 1867, acordando la ejecucion de una sen - 
tencia pronunciada por el tribunal francés de comercio del Sena. 
«Considerando, que el espíritu y letra de las prescripciones de la Ley 
de Enjuiciamiento civil, sobre cumplimiento de sentencias dictadas por 
jueces 6 tribunales estranjeros, tienden visiblemente á establecer el prin-
cipio de reciprocidad entre España y las demás naciones, pues segun los 
artículos 923 y 924, procede el exequatur á las sentencias estranjeras, si 
se dé á las españolas la misma fuerza por la legislacion del país en que 
estas se hayan pronunciado, 6 cuando por jurisprudencia se cumplen las 
dictadas por tribunales de España: 
Considerando, que ha sido constante y uniforme la jurisprudencia de 
este Tribunal Supremo en su oposicion á que se diera cumplimiento 6 las 
sentencias de Francia, porque ni por su legislacion, ni por la jurispruden-
cia de sus tribunales, se aceptaba el principio de reciprocidad con España, 
ni existia tratado alguno internacional sobre punto tan importante: 
Considerando, que en respuesta del Ministro de la Justicia del vecino 
imperio á las preguntas que estimó la Sala debían dirigírsele por conducto 
de nuestro Embajador, relativas al valor que se atribuye en cada uno de 
los dos países á sentencias de carácter contencioso, dictadas por los res-
pectivos tribunales, distinguiendo dicho Ministro los casos de que un 
súbdito francés haya sido llevado á un tribunal estranjero por aplicacion 
de sus reglas de competencia y su procedimiento, 6 de que haya com-
parecido voluntariamente, y á virtud de una cláusula compromisoria, 
maniliista respecto al primer punto, que no siendo unánime la jurispru- 
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dencia francesa, se inclina visiblemente á conceder  los tribunales de su 
país el derecho de revisar el fondo mismo de la causa; y en cuanto al se-
gundo, que es precisamente el de que se trata y motivó la consulta, que 
á su parecer es seguro seria distinta la solucion, porque así lo han juz-
gado frecuentemente aquellos tribunales, citando ea su comprobacion dos 
fallos pronunciados recientemente por el Imperial de París, en 41 de enero 
y 26 de junio de 1866: que en este caso, añade, solo queda á la parte, que 
ganó la ejecutoria, obtener de los tribunales franceses la fórmula de su 
ejecucion, para que los agentes públicos puedan cumplimentar, é nombre 
del Soberano de la nacion, el fallo dictado por Jueces, cuya competencia y 
 poderes han sido determinados por las partes; deduciéndose de estos da-
tos que la jurisprudencia francesa ha relajado su antigua severidad en 
cuanto é ejecucion de sentencias de los tribunales estranjeros. 
Considerando, que aun prescindiendo de lo espuesto, sin tener en 
cuenta si las sentencias que cita el Jefe de la Magistratura francesa, y las 
traidas á los autos por el Vizconde de Kerveguen, son bastantes para apre-
ciar, que ha variado la jurisprudencia de aquel país, y por consiguiente 
para que tenga aplicacion el principio de reprocidad, es lo cierto que la 
legislaciou de ambas naciones ha.sufrido un cambio esencial, aunque con-
creto á determinadas ejecutorias, por el decreto del Gobierno Imperial de 5 
de agosto de 1861, y la ley española de 19 de julio de 4862, e,tabléciéndo-
se en estas disposiciones, á virtud del compromiso empeñado en el curso de 
la negociacion y de un deber de natural reciprocidad, que las sociedades 
anónimas y demás asociaciones comerciales, industriales y de crédito, 
banca y giro de las mismas, que están sometidas á la autorizacion de los 
Gobiernos respectivos, puedan ejercitar sus acciones y comparecer ante 
los tribunales de uno y otro pais, sin otra condition que la de surnision y 
conformidad é sus leyes: 
Considerando, que autorizada la compañía del ferro-carril de Sevilla á 
Jeréz y Cádiz para ejercitar sus acciones y presentarse en juicio ante los 
tribunales franceses, é los que voluntariamente se sometió por la cláusula 
octava del contrato celebrado con su colitigante el Vizconde de Kerve-
guen, es procedente que la sentencia pronunciada por el Tribunal de Co-
mercio del Sena, donde ha defendido sus derechós la citada compañía, sin 
alegar la incompetencia del mismo, se lleve é debida ejecucion, porque en 
otro caso seria completamente ineficaz la autorizacion concedida por el Go-
bierno español á los súbditos franceses y por el de Francia é los españoles, 
si terminado el juicio ante los tribunales de uno ú otro país no fuera re-
cíproca la obligacion de cumplimentar las ejecutorias obtenidas al amparo 
de esa misma reciprocidad, que establecen las disposiciones citadas , y 
constituyen un verdadero convenio entre las dos naciones en los casos 
concretos que ellas determinan: 
Y considerando, por último, que la ejecutoria, de cuyo cumplimiento 
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se trata, reune las circunstancias que exige el art. 925 de la citada Ley de 
Enjuiciamiento civil; 
En virtud de estas consideraciones. 
Declaramos haber lugar á la ejecucion de la sentencia pronunciada por 
el Tribunal francés de Comercio del Sena, en los autos promovidos por el 
Vizconde de Kerveguen contra la compañía del ferro-carril de Sevilla á 
Jeréz y Cádiz; y al efecto, espídase Real provision á la Audiencia de esta 
córte, con insercion de esta providencia y demás que sea necesario para su 
cumplimiento.—Madrid 22 de octubre de 4867.»—(Siguen las firmas 
del Presidente y Ministros del Tribunal, en número de nueve, que dicta-
ron este auto.) 
TÎTULO XIX. 
DE .1.0S EMBARGOS PREVENTIVOS. 
(V. pág. 341, tomo V) 
El decreto del Gobierno provisional, espedido por el Ministerio 
de Gracia y Justicia en 6 de diciembre de 1868, estableciendo la 
unidad de fueros, hallevado tambien su reforma á los embargos pre-
ventivos. El art. 931 de la Ley de Enjuiciamiento civil, en el que 
se determinan los requisitos necesarios para decretar dichos em-
bargos, ha sido reformado por el 23 del citado decreto. En los 
demás artículos del presente título no se ha hecho novedad, de 
suerte que quedan subsistentes y en vigor, tales como se insertaron 
y comentaron en las págs. 242 y siguientes del tomo 4.° 
Igual reforma se ha hecho para las provincias de Ultramar por 
el art. 20 del decreto de 1.° de febrero de 1869. 
La nueva redaccion dada al artículo reformado por uno y otro 
decreto es la siguiente: . 
ARTICULO 934. 
«Para decretar el embargo preventivo es necesario: 
»1.° Que quien lo pida presente un título ejecutivo. 
»2." Que aquel contra quien se pide, se halle en uno de los casos 
siguientes: 
» Que sea estranjero no naturalizado en la Nacion. 
» Que aunque sea español 6 estranjero naturalizado, no tenga 
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domicilio, 6 bienes raices, 6 un establecimiento agrícola, industrial 
ó mercantil en el lugar donde corresponda demandarle en justicia 
para el pago de una deuda. 
» Que aun teniendo las circunstancias que acaban de espresarse, 
se haya fugado de su domicilio 6 establecimiento, no dejando per-
sona al frente de él, 6 que se oculte, 6 exista motivo racional para 
creer que ocultará ó malbaratará sus bienes en darlo de sus acree-
dores, sabiendo que se procederá contra él.» 
Comparando esta redaccion con la primitiva del propio artícu-
lo (1) y con lo que disponía el 364 de la Ley de Enjuiciamiento mer-
cantil, se comprende el objeto de esta reforma. Suprimida la juris-
diccion de comercio, y debiendo sujetarse los comerciantes á lo 
que ordena la Ley de Enjuiciamiento civil para los embargos pre-
ventivos, era conveniente que á los casos de este artículo se agre-
garan los que abrazaba el citado de la del Enjuiciamiento mercantil, 
á fin de que comprendiera todos los que pueden interesar particu-
lares y comerciantes; y esto es exactamente lo que se ha hecho. En 
el número 2.», que es el reformado, se han refundido las disposicio-
nes de dichos dos artículos. 
Aunque, segun el núm. 1.° del artículo que estamos examinan-
do, para decretar el embargo preventivo es necesario que quien lo 
pida presente un título ejecutivo, téngase presente que esta dispo-
sicion está modificada por la del art. 932, en el cual no se ha he-
cho alteracion alguna. Segun este artículo, si el título justificativo 
del 
 crédito no fuere ejecutivo sin el reconocimiento de la firma, 
podrá tambien decretarse el embargo preventivo; pero de cuenta y 
riesgo del que lo pidiere, dando además préviamente fianza bas-
tante á responder de los perjuicios que puedan ocasionarse, si no 
tuviese responsabilidad conocida. Como sobre este punto no se ha 
hecho novedad en el enjuiciamiento civil, hastaria remitirnos, co-
mo nos remitimos, á lo espuesto acerca de él en el comentario de 
los dos artículos citados 931 y 932; pero hemos creido conveniente 
llamar la atencion por la novedad que introduce para los asuntos 
de comercio. Segun el art. 366 de la Ley de Enjuiciamiento mer-
cantil, no podia en ningun caso accederse al embargo provisional 
(I) Véase en la pág. 244 del tomo 4.° 
^ 
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sino presentando el acreedor con su solicitud un título ejecutivo de 
su crédito, 6 de los que traen aparejáda ejecucion: hoy podrá tam-
bien decretarse entre• comerciantes en vista de un simple pagaré Ii 
de cualquier otro documento de los que no tienen fuerza ejecutiva 
sin el reconocimiento de la firma; pero de cuenta y riesgo del que 
lo pidiere, y prestando en su caso la fianza antes indicada, á satis-
faccion del Juez de primera instancia, ó del de paz ante quien se 
haya acudido conforme al art. 930 de la de Enjuiciamiento civil. 
 • 
Además de lo espuesto respecto del actor, para decretar el em - 
bargo preventivo es necesario tambien que el deudor, contra quien 
se pida, se halle en alguno de los casos espresado en el núm. 2.° 
del artículo que estamos comentando. Como en él se consignan di-
chos casos con claridad y precision, nos limitarémos á indicar que 
la cualidad de estranjero deberá apreciarse por lo que determine la 
Constitucion dél Estado y lo que dispone el Real decreto de 17 de 
noviembre de 1852. Esta cualidad podrá acreditarse con certifica-
cion del Gobierno de provincia de hallarse inscrito el interesado en 
la matrícula de estranjeros, como súbdito de la nacion á que per-
tenezca. Y será motico racional para creer que el deudor trata de 
ocultar ó malbaratar sus bienes, entre otros, el que se espresaba 
en el citado art. 364 de la Ley de Enjuiciamiento mercantil, de 
 que 
 se adviertan manejos de ocultacion de los géneros y efectos de co- 
mercio que tenga en sus almacenes, ó de los muebles de su casa, ó 
bien que los malvende y dá á precios ínfimos para realizarlos con 
precipitacion. 
Al comentar el artículo de que se trata digimos que, en nues-
tra opinion, no habia necesidad de justificar cumplidamente los 
motivos ó causas en que se fundara la solicitud, de las espresadas 
en el núm. 2.°, para que pudiera decretarse el embargo preventi-
vo. Esta es la práctica general, y la que se deberá seguir obser-
vando, no obstante la reforma hecha en dicho número, toda vez 
que no exije la Ley esa justificacion, sin duda por ser contraria á 
 la índole y naturaleza de tales embargos, que serian ineficaces ó 
ilusorios si no se decretaran y ejecutaran con toda prontitud. De 
lo que no puede prescindir el actor es de presentar el título que 
justifique su crédito, y de esponer las causas que hagan necesario 
el embargo, debiendo ser . precisamente alguna de las consignadas 
taxativamente en dicho núm. 2.°: de otro modo el Juez no podrá 
acceder á su solicitud. Pero si despues resultara no ser cierta la 
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causa, deberá sufrir las consecuencias de su ligereza ó mala fé, de-
jándose sin efecto el embargo á reclamacion del deudor, y abonan-
do á éste las costas, daños y perjuicios, conforme á la doctrina le-
gal de que «el que sufre daño en su patrimonio por culpa de otro 
sin razon legal, tiene cl incuestionable derecho á ser completamen-
te indemnizado por el que lo causó.. Así lo tiene declarado el Tri-
bunal Supremo de Justicia en sentencia de 24 de abril de 4863 
(Núm. 91 de la Colee. leg.), decidiendo un recurso de casacion, en 
pleito en que se ventiló la cuestion indicada. 
Téngase presente, por último, que lo mismo en los negocios de 
comercio, que en los comunes, han de acomodarse en el dia los 
embargos preventivos á lo que se dispone en los arts. 930 á 940 
inclusive de la Ley de Enjuiciamiento civil, además del 931 refor-
mado que acabamos de examinar. Véanse, por tanto, los comenta-
rios de dichos artículos. 
Con relacion á lo que se ordena en el 931 y 932, el Tribunal 
Supremo de Justicia ha establecido lo siguiente: 
Conforme á lo dispuesto en el art. 27 del Reglamento provisional para 
la administracion de justicia, y á la jurisprudencia que regia antes de la 
Ley de E. c., eran ilegales los embargos preventivos cuando el deudor no 
se ausentaba de su pueblo sobrecticia ni cautelosamente, ni constaba que 
tratare de ocultar sus bienes, y tambien cuando tenia arraigo suficiente 
en el país para responder de la cantidad que se le reclamaba. El actor 
debia hacer que llegara inmediatamente á noticia del deudor dicho em-
bargo, bien citándolo á juicio de conciliacion, bien por cualquier otro me-
dio legal; y faltando á todas estas prevenciones el actor, debia responder 
de los perjuicios ocasionados al deudor. (Sent. en cas. de 21 de noviembre 
de 1857.) 
Aun cuando se haya decretado ilegalmente un embargo preventivo y 
contra lo dispuesto en los arts. 931 y 932 de la ley de E. c., no puede 
esta circunstancia estimarse como motivo de nulidad de la sentencia de-
fluitiva, dictada en juicio ordinario, condenando al pago de la cantidad 
demandada y ratificando el embargo preventivo. (Sent. en cas. de 14 de 
mayo de 1859.) 
La providencia en que se ordena el embargo preventivo de bienes, no 
es de las que ponen término al juicio 6 hacen imposible su continuacion, 
por lo que no procede contra ella erecurso de casacion. (Sent. en apet. 
de 17 de noviembre de 1860.) 
El embargo preventivo de bienes de un deudor, practicado sin su ci-
tacion ni audiencia, y la entrega, de los mismos bienes al acreedor, como 
medida tambien preventiva para evitar males en ellos, no dan al último 
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en perjuicio de terceros interesados niogun otro derecho mas de los que 
antes tuviera. (Sent. en comp. de 21 de febrero de 1861.) 
ARTICULO 937. 
(V. pig. 248, tomo d.° ) 
Sobre la anotacion preventiva del embargo en el Registro de la pro-
piedad, que hoy debe hacerse conforme á la ley Hipotecaria y su Regla-
mento, véase cl apéndice al art. 953. 
ARTICULOS 939 y 940. 
(V. pág. '251, tomo d.°) 
Desde el momento en que se accede á un embargo provisional por 
cuenta y riesgo del que lo pide, queda éste obligado á llenar todas las 
condiciones y formalidades necesarias para legitimarlo, 6 é sufrir en otro 
caso las consecuencias y responsabilidad de su conducta. (Sent. en cas. de 
21 de noviembre de 1857.) 
Los embargos preventivos quedan nulos de derecho luego que trans-
curre, sin haber sido ratificados, el término que fija para ello el art. 939 
de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 15 de octubre de 1859.) 
El que solicita y obtiene de su cuenta y riesgo un embargo preventivo, 
se constituye de hecho en la obligacion de responder de las espensas y 
perjuicios que se originasen en el caso de que se declarase improcedente 
tal embargo, sin que pueda escusarle de esta obligacion el no haberlo pre-
tendido maliciosamente, sino en la creencia de asegurar por ese medio 
sus intereses. Reconociéndose en la sentencia no haber concurrido las cir-
cunstancias legales que autorizan dicho embargo preventivo, dejándolo 
por lo mismo sin efecto, es una consecuencia necesaria la condenacion en 
costas y al abono de daños y perjuicios, y no imponiéndola se infringe la 
ley 3.`, t ít. 15, Part. 7.' y el art. 939 de la de E. c. (Sent. en cas. de 24 
de abril de 1863.) 
La providencia que decide ejecutoriamente un incidente sobre recla-
macion de daños y perjuicios ocasionados por un embargo preventivo, pone 
término al juicio y hace imposible su continuacion, puesto que impide el 
que vuelva á agitarse la misma cuestión, y por tanto es definitiva para el 
efecto de poder interponer contra ella el recurso de casacion. (Sent. en 
cas. de 9 de noviembre de 1861, núm. 257.) 
TITULO XX. 
DE LAS Eas000ioxEa. 
(V. pig. `o62 , tomo 4.1 
Tambien han sido reformados los artículos 941, 943, 963 y 979, 
correspondientes al presente título, por el art. 23 del decreto del 
Gobierno provisional, espedido por el Ministerio de Gracia y Justi-
cia en 6 de diciembre de 1868, estableciendo la unidad de fueros, 
y por el 20 del expedido por el Ministerio de Ultramar en 4.° d e 
febrero de 1869, haciendo estensiva la misma unidad de fueros á las 
provincias de Ultramar. La reforma, 6 mas bien la adicion hecha ;i 
dichos artículos, ha sido para incluir en ellos las disposiciones pro-
pias y especiales de los negocios de comercio, que en virtud de los 
citados decretos deben regirse, y se rigen hoy, en esta materia por 
la Ley de Enjuiciamiento civil. Los insertarémos íntegros en el lu-
gar correspondiente de este Apéndice, poniendo de letra cursiva la 
parte que ha sido adicionada, con el comentario 6 las observaciones 
oportunas para su recta aplicacion á continuacion de cada uno de 
ellos. Los demás artículos de este título, que no han sufrido altera-
cion, pueden verse con sus respectivos comentarios en las páginas 
265 y siguientes del tomo 4.° 
SEcC1ON i.'—Dei juicio ejecutivo. 
ARTICULO 941. 
«Para que el juicio ejecutivo pueda tener lugar, se necesita un 
título que tenga aparejada ejecucion. 
«Los títulos que tienen aparejada ejecucion son los siguientes: 
«1.° Escritura pública, con tal que sea primera copia, 6 si es 
segunda, esté dada en virtud de mandamiento judicial y con cita-
cion de la persona á quien deba perjudicar, 6 de su causante. 
«9.° Cualquier documento privado que haya sido reconocido 
bajo juramento ante autoridad judicial. 
«3.° La confesion hecha ante Juez competente. 
«4." Las letras de cambio, sin necesidad de reconocimiento ju-
dicial respecto al aceptante que no hubiere puesto tacha de talse- 
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dad á su aceptacion al tiempo de protestar la letra por falta de 
pago. 
»5.' Los cupones de obligaciones al portador emitidas por Com-
pañías legalmente autorizadas al efecto, siempre que confronten 
con los títulos y  éstos con los libros talonarios, á no ser que el Di-
rector 6 persona que represente á la Compañía protesten en el acto 
de la confrontacion la falsedad de los títulos.» 
Este artículo, conservándose íntegra su primitiva redaccion, ha 
sido adicionado con los dos últimos párrafos ó números por los de-
cretos citados de 6 de diciembre de 4868 para la Peninsula, y 1.° 
de febrero de 1869 para Ultramar. Desde luego se comprende que 
esta adicion tiene por objeto incluir entre los documentos con fuer-
za ejecutiva los que teniendo este carácter por la legislacion es-
pecial de comercio, y usándose con frecuencia en los negocios y 
obligaciones mercantiles, no estaban comprendidos en la disposi- 
cion del artículo de que tratamos, dictada en su origen solamente 
para los negocios comunes. Debiendo aplicarse hoy á toda clase de 
negocios por la supresion de los fueros especiales, era indispensa-
ble dicha adicion. Es de notar que no están en ella comprendidos 
espresamente todos los títulos ó documentos gue, segun el art. 306 
de la Ley de Enjuiciamiento mercantil derogada en esta parte, te-
nian fuerza ejecutiva, ó traian aparejada ejecucion en los negocios 
y obligaciones mercantiles; y como este punto es de importancia, 
conviene examinar si tal omision induce la modificacion ó reforma 
de la legislacion de comercio. Para ello será preciso comparar las 
disposiciones de dicho artículo con las del que estamos comentando 
y demás que se hallan vigentes. 
El citado art. 306 de la Ley de Enjuiciamiento mercantil colocó 
en primer lugar entre tos títulos que traen aparejada ejecucion, «la 
sentencia judicial ejecutoriada que condena á la entrega de algu-
nos efectos de comercio, ó al pago de cantidad determinada.» Esta 
disposicion se halla hoy modificada por la Ley de Enjuiciamiento 
civil, segun la cual las sentencias ejecutoriadas no se llevan á 
efecto por medio del juicio ejecutivo; sino por el procedimiento es-
pecial establecido para ello en el tít. 18, arts.. 891 y sigs. Con ar- 
reglo, pues, á este procedimiento se ejecutarán las que en lo su-
cesivo se dicten en pleitos de comercio condenando á la entrega de 
algunos efectos mercantiles, ó al pago de cantidad determinada. 
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Tampoco pueden ya ejecutarse dichas sentencias por el procedi-
miento de apremio, establecido en el tít. 8.° de la Ley de Enjuicia-
miento mercantil, pues aunque dicho título ha sido esceptuado de 
la derogacion general de esta ley, y se insertará mas adelante como 
el segundo de los títulos adicionales, lo ha sido con supresion del 
artículo 352 (1), por el cual se estableeia dicha vía de apremio 
para la ejecucion de las sentencias pasadas en autoridad de cosa 
juzgada, tanto de los tribunales de comercio, como de los árbitros 
y amigables componedores, siempre que se solicitara dentro de los 
tres meses siguientes al dia en que hubieren adquirido fuerza eje-
cutiva. De consiguiente, en el dia, para la ejecucion de toda clase de 
sentencias dictadas en juicio ordinario, no puede emplearse otro 
procedimiento que el de los arts. 891 y sigs. de la Ley de Enjui-
ciamiento civil. 
En 2.° lugar tenian fuerza ejecutiva «la escritura pública origi-
nal ó de primera saca, y las copias estraidas posteriormente del 
registro en virtud de decreto judicial y con citacion del deudor.» 
Esta disposicion está comprendida en la del núm. 4.° del artículo 
que estamos comentando: los dos dicen sustancialmente lo mismo. 
Seguirán, por lo tanto, teniendo fuerza ejecutiva las escrituras 
públicas sobre obligaciones mercantiles, con tal que se presente la 
primera copia, y si es segunda, que esté dada en virtud de manda-
miento judicial y con citacion de la persona á quien deba perjudicar, 
ó de su causante. Véase lo que al comentar dicho núm. 1.° hemos 
espuesto en la pág. 267 y sigs. del tomo 4.°, teniendo presente 
además, que todo lo relativo á las solemnidades esternas de las es-
crituras públicas, y funcionarios que pueden autorizarlas, se rije hoy 
por la ley del Notariado de 28 de mayo de 1862 y Reglamento ge-
neral para su cumplimiento, cuyas disposiciones no exijen que la 
autorizacion, pié ó concuerda de las primeras copias esté escrito de 
puño y letra del notario; sino que basta lo autorice con su signo, 
firma y rúbrica, quedando así resuelta legalmente esta duda en el 
sentido que indicamos en el lugar antes citado. 
En 3. er  lugar estaba «la sentencia arbitral que sea irrevocable 
con arreglo á los términos del compromiso. u Segun la Ley de En-
juiciamiento civil, tanto las sentencias de los árbitros, como las de 
(I) Arts. 13 y 28 del decreto de 6 de diciembre de 1868, y 12 y 25 de 
1.° de febrero de 1869, estableciendo la unidad de fueros. 
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los amigables componedores, deben llevarse á efecto por los trá-
mites especiales del `título 18 de la misma, que trata de la ejecu-
cion de las sentencias; y como ha de emplearse hoy este procedi-
miento en la ejecucion de las de igual clase que se dicten en nego-
cios de comercio, es consiguiente que ha sido tambien modificado 
el núm. 3.° del art. 306 de la Ley de Enjuiciamiento mercantil. 
Téngase por reproducido lo espuesto anteriormente respecto del 
núm. 1.° del propio artículo. 
Ocupaba el 4.° lugar «la confesion judicial del deudor.» Con-
cuerda con el núm. 3.° del art. 941 de la Ley de Enjuiciamiento 
civil que estamos comentando, segun el cual es título que trae 
aparejada ejecucion «la confesion hecha ante Juez competente.» 
No se ha hecho, pues, novedad sobre este punto en los negocios 
de comercio. Véase lo que, al comentarlo, espusimos en la pág. 273 
del tomo 4.°, y tambien en este apéndice el art; 943 reformado 
y su comentario. 
En 5.° lugar, das letras de cambio, libranzas y vales 6 pagarés 
de comercio en los términos que disponen los arts. 543, 544 y 566 del 
Código.» Los dos primeros de estos artículos se refieren á las letras 
de cambio, y disponen que «dichas letras producen accion ejecuti-
va para exigir en sus casos respectivos del librador, aceptantes y 
endosantes el pago, reembolso, depósito y afianzamiento de su im-
porte:» que «la ejecucion se despachará con vista 
 de la letra y pro-
testo, y sin mas requisito que el reconocimiento judicial que hagan 
de su firma el librador 6 el endosante demandado sobre el pago; y 
que, con respecto al aceptante que no hubiere opuesto tacha de fal- 
sedad á su aceptacion al tiempo de protestar la letra por falta de pago, 
no será necesario el reconocimiento judicial, .y se decretará la eje-
cucion desde luego en vista de la letra aceptada, y el protesto por 
donde conste que no f'ué pagada.» Y el art. 566 del mismo Código de 
Comercio ordena que  . »la accion ejecutiva de los vales y libranzas no 
puede ejercerse sino despues de haber reconocido judicialmente su 
firma la persona'contra'quien se dirige el procedimiento.» Lo pro-
pio ha de observarse en el dia. Las letras de cambio, libranzas y va-
les ó pagarés no son mas que documentos privados, y en tal concepto 
están comprendidos en el núm. 2.° del artículo que estamos co- 
mentando, segun el cual es título, que tiene aparejada ejecucion, 
cualquier documento privado que haya sido reconocido bajo jura-
mento ante autoridad judicial. Pero si la accion ejecutiva se inten- 
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ta contra el aceptante de una letra de cambio, que no hubiere 
opuesto tacha de falsedad á su aceptacion al tiempo de potestar la 
letra por falta de pago, como en este caso media una escritura pú-
blica, cual es la del protesto, en la que el aceptante , por el hecho 
de no haber puesto la expresada tacha de falsedad, reconoce su fir-
ma y la legitimidad del documento, no es necesario que la reco-
nozca judicialmente para que pueda y deba despacharse la ejecu-
cion contra él. Así lo ordena Cambien, como luego se verá, el nú-
mero 4.°, primero de los adicionados al artículo de que tratamos. 
Ocupaban el 6.° lugar, entre los títulos ejecutivos en negocios 
de comercio, «las pólizas originales de contratos celebrados con in-
tervencion de corredor público, que estén firmadas por los contra-
tantes y por el mismo corredor que intervino en el contrato.» 
¿Tendrán hoy dichas pólizas fuerza ejecutiva? No se hallan com-
prendidas espresamente en ninguna de las disposiciones del artículo 
que estamos examinando; pero teniendo en consideracion que se-
gun el art. 64 del Código de Comercio, que se halla vigente, «las 
certificaciones de los corredores referentes al libro maestro de sus 
operaciones, y comprobadas en virtud de decreto judicial con los 
asientos de dicho libro, hacen prueba siempre que en éste no se 
halle defecto ni vicio alguno» (1); y que por el decreto del Gobier-
no provisional, espedido por el Ministerio de Fomento en 30 de no-
viembre de 1868, á la vez que se declaran completamente libres los 
oficios de agentes de Bolsa y corredores de comercio, se dispone 
que como representantes de la fe' pública en contratacion de efectos 
públicos y en materia comercial, podrá haber en cada plaza un 
colegio de agentes y otro de corredores, cuyos individuos tendrán 
el carácter de Notarios para las transacciones en que intervengan, 
y sus libros harán prueba en juicio, parece lógico y legal que las 
pólizas antes indicadas sigan teniendo fuerza ejecutiva, en virtud 
de su carácter de documentos públicos, siempre que concurran las 
circunstancias espresadas; esto es, que se cotejen ó comprueben 
(1) «La eficacia y fuerza probatoria, que á las minutas y certificacio-
nes de los corredores atribuyen en su caso las disposiciones mercantiles, 
dependen de la precisa circunstancia de que los libros, con que han de 
ser comprobadas, reunan las formalidades en las mismas requeridas; pues 
de otro modo, teniendo éstos algun vicio ó defecto, son aquellas inefica-
ces para producir prueba.» (Sent. en inj. not. de 22 de noviembre 
de 
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con los asientos del libro maestro ó registro del corredor que las 
haya autorizado; y que no se halle en dicho libro defecto ni vicio 
alguno. Estos libros deben llevarse con las formalidades que pres- 
criben los arts. 40 y 95 del propio Código, y en el papel sellado 
correspondiente , conforme al Real decreto de 12 de Setiembre 
de 4861. 
Podra objetarse que, aunque las pólizas autorizadas por cor- 
redores colegiados hagan prueba plena en juicio como documen-
tos públicos, no pueden tener fuerza ejecutiva, porque solo traen 
aparejada ejecucion aquellos títulos á los que la ley ha concedido 
espresamente este privilegio, y na lo ha concedido á dichas pólizas, 
puesto que ha hecho caso omiso de ellas en el art. 941 reformado, 
que estamos comentando. No obstante la fuerza de esta objecion, 
creemos que la omision indicada de la Ley de Enjuiciamiento ci-
vil no puede despojar de su cualidad ejecutiva 6. los documentos 
que la tienen por el Código de Comercio,'y éste en sus  arts. 812 y 
840, además de la disposicion general del 64, ta atribuye espresa-
mente á las pólizas de contratos á la gruesa y de seguros maríti-
mos autorizados por corredor, siempre que se comprueben con el 
registro, y que éste se encuentre con las formalidades que previe-
ne el art. 95. Además, los corredores colegiados son funcionarios 
con fé pública para las transaciones mercantiles: tienen por la ley 
el carácter de notarios para los contratos en que intervienen; son 
escrituras públicas los documentos de dicha clase que autorizan (1), 
y en tal concepto pueden y creemos que deben considerarse com-
prendidas las pólizas que autoricen en el núm. 1.° del artículo que 
estamos comentando; y de consiguiente, conforme tambien con lo 
que dispone el Código de Comercio tendrán fuerza ejecutiva y trae-
rán aparejada ejecucion, no por sí mismas, puesto que no tienen el 
(1) Por el art. 20 del decreto de .1. de febrero de 1869, estableciendo 
la unidad de fueros en las provincias de Ultramar, ha sido adicionado el 
280 de la Ley de Enjuiciamiento civil para declarar, que bajo la denomi-
nacion de documentos públicos y solemnes se comprenden tambien «los 
registros de los libros de los corredores y las certificaciones espedidas por 
estos agentes con referencia á dichos registros en los términos prescritos 
por el art. 64 del Código de Comercio.» Aunque, por olvido sin duda, no 
contiene esta declaracion el decreto de 6 de diciembre de 1868, espedido 
por el Ministerio de 
 Gracia y Justicia con igual objeto, no podrá menos de 
observarse lo mismo en la Peninsula, en virtud de lo que sobre ello dispo-
ne el Código de Comercio, puesto que no ha sido derogado ni modifica-
do en esta parte. 
b. 
0 
1 DE LAS EJECUCIONES. 	 861 carácter de primeras copias; sino mediante su comprobacion con el registro en virtud de mandamiento judicial y con citacion contraria, y siempre que dicho registro se lleve con las formalidades preveni-das, como se ha dicho, y que se haya usado, tanto en él como en la póliza, el papel sellado correspondiente. Esto es lo que creemos arreglado á la letra y espíritu de las 
disposiciones vigentes, y lo equitativo tambien para que no sean 
defraudados en sus derechos los comerciantes, que hayan celebra-
do sus contratos con autorizacion de corredor. Convendria que en 
este sentido se fijara la jurisprudencia; pero como es de presumir 
que esta no sea uniforme, y que habrá Jueces de primera instancia 
que no despacharán la ejecucion por el temor de ser condenados 
en las costas si se declarase pot la Audiencia que el documento no 
la traia aparejada, lo mas conveniente seria una declaracion autén-
tica sobre el particular. De todos modos téngase presente, que si 
no se dá la fuerza ejecutiva de escritura pública á las pólizas de 
los corredores, ó si no pueden tenerla por vicios y defectos en el 
registro, quedarán como documentos privados, y en tal concepto 
tendrán fuerza ejecutiva, conforme al núm. 2.° del propio artícu-
lo 941, si la parte á quien perjudiquen reconoce su firma bajo ju-
ramento ante autoridad judicial. 
Por último, el citado art. 306 de la Ley de Enjuiciamiento mer-
cantil, entre los títulos con fuerza ejecutiva, colocó, en 7.° lugar, 
«las facturas, cuentas corrientes y liquidaciones aprobadas por el 
deudor, precediendo el reconocimiento judicial que éste haga de su 
firma;» y en el 8.° y último, «los contratos privados suscritos por 
los interesados contratantes, y reconocidos en juicio como legítimos 
y ciertos.» Lo propio debe observarse en el dia, puesto que todos 
estos títulos son documentos privados, y están comprendidos en el 
número 2.° del art. 941 de la Ley de Enjuiciamiento civil. 
Y viniendo ya al exámen concreto de este artículo, debemos li-
mitarnos al de los números 4.° y 5.°, que han sido adicionados, re-
mitiéndonos respecto de los tres primeros á lo que se espuso en el 
comentario del mismo artículo, páginas 265 y siguientes del to-
mo 4.° (4). 
(I) Con relacion al núm. 2.°, el Tribunal Supremo de Justicia tiene 
declarado lo siguiente:—«Si bien los documentos privados, que han sido 
reconocidos bajo juramento ante autoridad judicial; tienen fuerza ejecuti- 
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Segun el núm. 4.° adicionado á dicho artículo, tienen apareja-
da ejecucion «las letras de cambio, sin necesidad de reconocimien-
to judicial respecto al aceptante que no hubiere puesto tacha de fal-
sedad á su aceptacion al tiempo de protestar la letra por falta de 
pago.» Ya hemos indicado anteriormente, que esta disposicion no 
es-mas que la reproduccion de lo que ordena el art. 544 del Código 
de Comercio en su párrafo 2.° Téngase presente que solo se refiere 
al aceptante que no hubiere puesto tacha de falsedad á su acepta-
cion, porque, si la puso, falta el reconocimiento de la  firma, y ya 
no puede tener fuerza ejecutiva el documento privado. Si hubiera 
de dirijirse la accion contra el librador 6 alguno de los endosantes 
de la letra, tendrá que prepararse la vía ejecutiva con el recono- 
cimiento judicial de su firma por el que haya de ser demandodo. En 
todo caso debe presentarse con la demanda la letra de cambio en 
el sello correspondiente y el protesto. En la imposibilidad de con-
signar aquí toda la doctrina legal relativa á letras de cambio, su 
forma, efectos, caducidad é prescripcion, obligaciones y derechos 
de las personas que en ellas intervienen, sean ó no comerciantes, 
véase el título 9.° del Código de Comercio, que trata del contrato y 
letras de cambio. Véase tambien, en su caso, el título 40, que trata 
de las libranzas y de los vales 6 pagarés á la Orden (4). 
va, esto ha de entenderse y se entiende sin que por ello sea visto que se 
dé en juicio ordinario á tales títulos mas fuerza, fe ni autoridad que la que 
por derecho tienen y deben tener, cuando son impugnados por un terce-
ro.» (Sent. en cas. de 21 de octubre de 1865.) 
(1) Sobre la fuerza ejecutiva y efectos de las letras de cambio y paga- 
rés mercantiles, el Tribunal Supremo de Justicia ha declarado lo si-
guiente: 
«Segun lo prevenido en los arts. 543 y 544 del Código de Comercio, . 
núm. 5.° del 306 y en el 313 de la ley de E. m., es requisito indispensa-
ble para que las letras de cambio produzcan accion ejecutiva contra el li-
brador 6 cualquiera de los endosantes, que el demandado sobre el pago re-
conozca judicialmente su firma.» (Sent. en Inj. not. de 15 de octubre 
de 1866.) - (En esta sentencia se hacen otras declaraciones sobre la con-fesion ó reconocimiento judicial de la firma, que han sido modificadas 
por el art. 943 reformado de la Ley de E. c.) 
No pueden calificarse de subsanables los defectos estrínsecos de un ti- 
tulo, en cuya virtud se haya despachado indebidamente ejecucion, como 
la falta de sello en una letra de cambio, y la de legalizacion de un protes-
to hecho en el extranjero, pues la ley aprecia como sustanciales para este 
objeto la forma y condiciones esternas del título, reservando á las partes 
para un juicio ordinario posterior la mas ámplia discusion acerca de sus 
derechos respectivos. (La misma sentencia de 15 de octubre de 1866.) 
«Las letras de cambio reconocidas, que contienen la cláusula de va - 
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Por último, conforme á lo que se ordena en el núm. 5.° adicio-
nado al art. 941 que estamos comentando, tienen tambien fuerza 
ejecutiva «los cupones de obligaciones al portador emitidos por com-
pañías legalmente autorizadas al efecto, siempre que con fronten 
con los títulos, y éstos con los libros talonarios, á no ser que el Di-
rector 6 persona que represente á la compañia protesten en el acto 
de la confrontacion la falsedad de los títulos.» Las compañías de 
ferro-carriles, las de crédito y otras suelen estar autorizadas legal-
mente para emitir obligaciones al portador con interés fijo, pagade-
ro por semestres 6 anualidades. Las láminas ó títulos, que repre-
sentan dichas obligaciones, llevan unidos 6 impresos á su márgen 
los cupones de los intereses, que se cortan y separan de las láminas 
para el cobro de éstos á su respectivo vencimiento. A. esos cupones 
lor recibido de la persona á quien se facilitan, acreditan suficientemente 
la entrega del importe de aquellas por el único medio legal de que se usa 
en esta clase de documentos.» (Sent. en cas. de 6 de noviembre de 1866.) 
Segun el art. 434 del Código do Comercio, las letras de cambio entre 
personas no comerciantes deben estimarse como simples pagarés, sobre 
cuyos efectos los libradores 6 aceptantes serán juzgados por las leyes co-
munes; y por las leyes de comercio solo en el caso de que dichas perso-
nas no comerciantes hubieren librado 6 aceptado las letras por consecuen-
cia de una operacion mercantil. (Sent. en cas. de 29 de enero de 1859.) 
El hallarse estendida en idioma estranjero y en papel comun una letra 
de cambio, no altera la esencia del contrato ui afecta á su existencia. El 
defecto de timbre 6 sello priva á las letras de cambio de fuerza ejecutiva; 
pero no de la probatoria legal en juicio ordinario. (Sent. en cas. de 30 de 
diciembre de 1861.) 
El endosante de una letra de cambio es responsable de la falta de pago 
de su importe al vencimiento de la misma, y no puede eludir ni declinar 
dicha responsabilidad, quedándole espedito su derecho contra el libra-
dor. (Idem.) 
Cou arreglo á la disposicion contenida en el art. 434 del Código de 
Comercio, el endoso de una letra de cambio, sea 6 no comerciante el que 
lo ponga, produce garantía del valor de la letra endosada, salva la reser-
va del fuero respectivo á los endosantes que no fueren comerciantes. Se-
gun los arts. 473 y 534, el endoso produce en todos y eu cada uno de los 
endosantes la responsabilidad al afianzamiento del valor de la letra, eu 
defecto de aceptacion, y á su reembolso con los gastos de protesto y re-
cambio, si no fuere pagada, y conforme al 549 del mismo Código, para ha-
cer efectivo el reembolso y los gastos de protesto y recambio, el portador 
de la letra ha de girar una nueva á cargo del librador 6 de uno de los en-
dosantes. Estas obligaciones, impuestas respectivamente al librador y 
endosante, son por su misma naturaleza personales, y debe resolverse la 
cuestion de competencia conforme al art. 5.° de la Ley de E. c. (Sent. en 
comp. de 22 de mayo de 1865.) 
El librador de una letra se halla constitituido en la obligacion de sa-
tisfacer al tenedor su importe y los gastos causados por falta de pago, eu 
i 
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se refiere la disposicion antedicha, con la cual se resuelve la duda 
que ocurria en la práctica sobre la fuerza ejecutiva de tales docu-
mentos, de los que no se hizo mencion en la Ley de Enjuiciamiento 
mercantil, porque la creacion de dichas sociedades, como hoy es-
tán organizadas, ha sido posterior á la publicacion del Código de 
Comercio. 
Para pedir la ejecucion en tal caso, deberán presentarse origina-
les los cupones de los intereses vencidos y no pagados, y los títulos 
á que correspondan, solicitando se lleve á efecto la comprobacion 
que ordena la disposicion que estamos examinando, y no protes-
tando en el acto el representante de la compañía la falsedad de los 
títulos, que se despache la ejecucion. Téngase presente que se han 
de hacer dos comprobaciones: la una de los cupones con los títulos, 
su caso, sin que para nada puedan tomarse en cuenta los pactos privados 
que existan entre el mismo librador y el primer tomador; y el endosante 
que ha satisfecho su importe cou los aumentos consiguientes, por haber 
sido protestada, tiene por la ley el derecho de reclamar el correspondien-
te reembolso de los endosantes precedentes 6 del librador, sin sujecion 
tampoco á ningun pacto reservado, hecho por los que le han precedido 
en el giro. (Sent. en cas. de 3 de febrero de 1866.) 
El art. 558 del Código de Comercio, .al establecer que los pagarés á la 
Orden, lo propio que las libranzas tambien á la Orden de comerciante á 
comerciante, producirán las mismas obligaciones y efectos que las letras 
de cambio, determina, como coudicion necesaria, que procedan de opera-
ciones de comercio. (Sent. en cas, de 29 de enero y 28 de junio de 1859, 
y en inj. not. de 28 de marzo de 1860.) 
Los pagarés á la Orden, que no reunen todos los requisitos prescritos 
en el art. 563 del Código de Comercio, no son mercantiles, y correspon-
den por tanto á la clase de simples ó comunes. Si bien el aval constituye 
una obligacion independiente de la que lleva consigo el documento ga-
rantido con él, el art. 475 de dicho Código lo circunscribe á las letras de 
cambio. Y tanto la obligacion principal del librador de un pagaré á la Or-
den, como la subsidiaria del que garantiza su cumplimiento, son comunes, 
y sujetas por tanto á la legislaciou comuu, cuando el pagaré no tiene el ca-
rácter de acto mercantil. (Sent. en cas. de 14 de noviembre de 1862.) 
La accion para repetir contra los endosantes de los pagarés á la Orden, 
protestados por falta de pago, no prescribe cuando los tenedores de dichos 
pagarés ejercieron su repeticion dentro del término señalado en el ar-
tículo 567 del Código de Comercio, y gestionaron despues cual se previe-
ne en el 582. (Sent, en inj. not, de 16 de octubre de 1861.) 
Lo prevenido en los arts. 558 y 435 del Código de Comercio, acerca 
de que todos los que pongan sus firmas á nombre de otro en las letras de 
cambio ó pagarés á la Orden, corno libradores, aceptantes O endosantes, 
deben hallarse autorizados para ello con poder especial, y espresarlo así 
en la antefirma, no es aplicable al caso en que, habiendo un factor cons-
tituido con cláusulas generales, sea éste el que haya de firmar. (Idem.) 
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la compañía; y como los cupones suelen tener tambien su talon en 
dicho libro, deberá en tal caso hacerse á la vez la comprobacion de 
unos y otros. Esta diligencia se practicará por el juzgado, prévia 
citacion del director ó representante de la compañía, puesto que 
tiene derecho á concurrir al acto, y que ha de exhibir para ello el 
libro talonario, cuya exhibition deberá practicarse con arreglo á lo 
que prescriben los arts. 51 y 52 del Código de Comercio. Del resul-
tado de la comprobacion se estenderá por el actuario la correspon-
diente diligencia, que firmarán todos los concurrentes, consignando 
en ella si se hizo ó no la antedicha protesta de falsedad de los títu-
los; y resultando estos legítimos, el Juez dictará providencia des-
pachando la ejecucion. No creemos necesario en estos casos el pro-
testo por falta de pago, puesto que la ley no lo exije, aunque será 
conveniente para los efectos que determina el párrafo 4.° de los 
adicionados al art. 943 de la Ley de Enjuiciamiento civil. 
Es de notar qne no se haya hecho mencion de los billetes de 
Banco, cuando nadie habrá olvidado la importante cuestion, que 
se suscitó hace pocos años, sobre la fuerza ejecutiva de los mis-
mos, y que podrá reproducirse siempre que, como entonces, por 
efecto de crisis monetaria ó por otras causas, un Banco de emision 
se vea en la necesidad de limitar el cambio de sus billetes. En 1865, 
el Marqués de Santa Marta entabló demanda ejecutiva contra el 
Banco de España por la cantidad de 200,000 rs., é intereses á ra-
zon del 6 por 100, desde que por falta de pago en el acto fueron 
protestados los billetes que representaban aquella suma, presen-
tando como título ejecutivo los mismos billetes y el protesto por 
falta de pago. El Tribunal de Comercio de Madrid denegó la eje-
cucion; pero la Audiencia declaró haber lugar á despacharla, revo-
cando el auto apelado. Impreso se halla un informe que sobre tan 
grave y trascendental cuestion para el Banco, á consulta del Consejo 
del mismo con motivo de dicho fallo, emitieron catorce letrados de 
los mas notables del Colegio de Madrid (1). Estos opinaron que le- 
galmente no podia despacharse mandamiento de ejecucion por la 
sola presentacion de un billete de Banco, con un protesto que úni- 
camente acredita la falta de pago, como se habia hecho en el 
(1) Puede verse este informe en la pág. 24 del tomo XXVIII de la Re-
vista general de legislacion y jurisprudencia. 
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art. 306 de la Ley de Enjuiciamiento mercantil. Estas condiciones 
deberán ser el reconocimiento judicial de la firma, considerándolos 
como simples pagarés á la Orden, ó como documentos privados, com-
prendidos en el núm. 2.° del art. 941 de la Ley de Enjuiciamiento 
civil. 
Al reformarse este artículo por el decreto de 6 de Diciembre de 
4868, pudieron resolverse las indicadas dudas y cuestiones de una 
manera conveniente, comprendiendo en el núm. 5.° adicionado los 
billetes de Banco. Esta omision quedará subsanada si se aprueba, 
como es de esperar, por las Córtes Constituyentes el proyecto de 
ley, que acaba de ponerse á discusion, presentado por la comision 
respectiva en 49 de mayo de 1869, declarando libre la creacion de 
Bancos territoriales, agrícolas, de emision y descuento, y de otras 
sociedades anónimas y de crédito. Segun el art. 6.° de dicho pro-
yecto de ley, los billetes de Banco llevarán aparejada ejecucion, á 
cuyo efecto el art. 941 de la Ley de Enjuiciamiento civil se adicio-
nará en la forma siguiente:—«6." Los billetes al portador emitidos 
por los Bancos, siempre que confronten con los libros talonarios, á 
no ser que, como en el caso anterior, se proteste en el acto de la 
 
confrontacion la falsedad del billete por personas competentes.» 
 
ARTICULO 943. 
«Reconocida la firma quedará preparada la ejecucion, aunque  
se niegue la deuda.  
«Si no se reconociere, como igualmente si se niega la deuda en 
 
el caso de haberse exigido confesion judicial, el acredor podrá usar 
 
de su derecho en juicio ordinario. 
 
»Si el deudor citado para reconocer su firma dejare de compa-
recer, se le citará segunda vez bajo apercibimiento de declararlo 
confeso en la legitimidad de la misma, y si no compareciere, se de-
cretará contra él la ejecucion siempre que hubiere precedido pro-
testo 6 requerimiento al pago ante Notario, 6 se hubiere celebrado 
 
acto de conciliacion sin haberse opuesto tacha de falsedad á la firma 
 
en que funda el acreedor la accion ejecutiva. 
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El que citado por segunda vez no compareciere, podrá á ins-
tancia del actor ser citado por tercera vez, bajo apercibimiento de 
haberle por confeso, si no mediere justa causa, y no comparecien-
do será habido por confeso á peticion de parte y se decretará la 
ejecucion. 
«El 
 que con cualquier motivo manifestase que no puede res-
ponder acerca de si es 6 no suya la firma, será interrogado por el 
Juez acerca de la certeza de la deuda, y si eludiere tambien res-
ponder categóricamente, será amonestado de ser habido por confeso 
si no responde categóricamente. Si persistiere, hará el Juez esta 
declaracion.» 
Este artículo es el complemento de lo que se dispone en los dos 
que le preceden. El 944, al cual se refiere el comentario anterior, 
entre los títulos que tienen aparejada ejecucion, enumera, como 
hemos visto, cualquier documento privado reconocido bajo juramen-
to y la confesion hecha ante Juez competente. El 942, que no ha 
sido modificado (4), determina el modo de preparar la ejecucion con 
dichos títulos , á cuyo fin ordena que pueda pedirse confesion ju-
dicial al deudor 6 el reconocimiento de su firma bajo juramento in-
decisorio cuando el documento no tenga por sí sólo fuerza ejecutiva. 
Y el 943, que vamos á comentar, determina los efectos de dichas di-
ligencias, declarando que, confesada la deuda, y lo mismo recono-
cida la firma del documento privado aunque se niegue la deuda, 
quedará preparada la accion ejecutiva; pero no podrá despacharse 
la ejecucion si el deudor no reconoce la firma, como igualmente si 
niega la deuda en el caso de haberse exigido confesion judicial , no 
quedando al acreedor otro recurso en tales casos que hacer uso de 
su derecho en juicio ordinario. Esto es lo único que ordenaba dicho 
artículo 943, segun su primitiva redaccion, y lo que ordena tambien 
ahora en sus dos primeros párrafos. 
Como la falta de reconocimiento de la firma, 6 la de la confesion 
esplícita Ÿ  terminante, no podia suplirse para dicho efecto con la 
confesion tácita 6 presunta, segun la doctrina que espusimos al co- 
•  mentar dicho artículo en la pág. 274 del tomo 4.°, y que ha sido 
sancionada por la jurisprudencia, los deudores de mala fé eludian la 
accion ejecutiva negándose á comparecer en el juzgado, 6 a declarar 
(t) Véase con su comentario en la pág. 265 y siguientes del tomo 4.° 
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categóricamente, sin que bastasen apercibimientos ni multas , y 
ocultándose si se decretaba el apremio personal ; siendo el resut -
tado tener que abandonar el actor dicha accion y emprender la vía 
ordinaria despues de haber invertido muchos meses y costas inútil-
mente en las diligencias preparatorias para la ejecutiva. La opinion 
pública reclamaba la reforma de la ley en esta parte para corregir 
tales abusos, y á este fin se dirijen los tres párrafos adicionados al 
artículo de que tratamos. 
Lo propio sucedia en los asuntos de comercio. El art. 313 de la 
Ley de Enjuiciamiento mercantil ordenaba sustancionalmente lo 
mismo que el 943 de la de Enjuiciamiento civil antes de su refor-
ma; pero por una ley, la de 18 de julio de 4863, 11.16 aquel adicionado 
con el párrafo siguiente: «Dejando de comparecer el deudor citado 
para reconocimiento de firma, bajo apercibimiento de declararle con-
feso en la legitimidad de la misma, se decretará contra él la ejecucion 
mediante este requisito, siempre que hubiere precedido protesto re-
querimiento al pago por ante notario público, 6 se hubiere celebra-
do juicio de conciliacion, sin haberse opuesto en aquel acto tacha 
de falsedad á la firma en que funde el acreedor su accion eje-
cutiva. » 
Esto mismo es lo que dispone el párrafo 3.°, primero de los adi-
cionados al artículo que estamos comentando. Nótese que para po-
der decretar la ejecucion en vista de un documento privado, único 
caso á que se refiere la adicion, cuando el deudor citado en debida 
forma no ha comparecido á reconocer su firma judicialmente, se ésii-
jen dos requisitos indispensables: 1.° que se le cite segunda vez, 
bajo apercibimiento de declararlo confeso en la legitimidad de su 
firma, si no comparece; y 2.°, que á la citacion judicial haya pre-
cedido protesto 6 requerimiento al pago ante notario, 6 acto de con-
ciliacion, sin haberse opuesto tacha de falsedad á la firma en que 
funda el acreedor la accion ejecutiva. Si se trata de una letra de 
cambio, 6 de una libranza ó pagaré mercantil, será indispensable 
el protesto, por exigirlo el Código de comercio; pero si el documen-
to no es de los que necesitan dicho requisito, podrá emplearse el 
requerimiento al pago ante notario, el cual estenderá de ello la 
oportuna acta notarial, en la que consignará además si el deudor 
opuso ó no tacha de falsedad á su firma. Este medio es preferible al 
acto de conciliacion, del que segun el art. 201 están esceptuados 
los juicios ejecutivos, puesto que puede eludirlo el deudor no 
 corn- 
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pareciendo. En el auto acordando la citacion del deudor, debe-
rá señalársele dia y hora para que comparezca; y si no com-
parece á la segunda citacion, en virtud del apercibimiento antedi-
cho y del tesmimonio del protesto é del requerimiento al pago, ó la 
certificacion del acto de conciliacion en su caso, que deberá haber 
presentado el acreedor, á peticion de éste el Juez, declarando con-
feso al deudor en el reconocimiento de su fi rma, decretará contra 
él la ejecucion, lo mismo que si la hubiere reconocido espresa-
mente. 
Puede suceder que no haya mediado protesto, ni requerimiento 
al pago ante notario, ni acto de conciliacion. Como entonces falta 
uno de los requisitos exijidos por el párrafo anterior para que pueda 
despacharse la ejecucion contra el que, citado por segunda vez bajo 
apercibimiento de tenerle por confeso, no hubiere comparecido, el 
párrafo 4.° permite que se supla aquella falta con una tercera cita-
cion. En tal caso, trascurrido el dia señalado en la segunda citacion 
sin haber comparecido el deudor, podrá el acreedor pedir al juzga-
do que se le cite por tercera vez, tainbien con señalamiento de dia 
y hora, y bajo apercibimiento de haberle por confeso, si no media-
re justa causa. Esto dice dicho párrafo, refiriéndose sin duda á la 
comparecencia: de consiguiente, al deudor corresponderá esponer 
al juzgado en su caso la justa causa que le impida comparecer en 
el dia señalado, como una enfermedád, unusencia precisa ú otra 
cualquiera; y si el Juez la estima justa, pues esto debe quedar á su 
prudente arbitrio, se suspenderán los efectos del apercibimiento, 
señalándole nuevo dia para su comparecencia, luego que el impe-
dimento haya desaparecido. Pero si trascurre el dia señalado en la 
tercera citacion sin haber comparecido el deudor, ni alegado justa 
causa que se lo impida, á peticion del acreedor, y no de oficio, se 
le tendrá por confeso en el reconocimiento de su firma y se despa-
chará la ejecucion.—Tanto la primera, como las ulteriores citacio-
nes, deberán hacerse como en el juicio ordinario, ó sea en la forma 
que se espuso en la pág. 320 del tomo 2.°, al comentar el art. 293, 
que contiene una disposicion análoga. 
El último párrafo adicionado al artículo que estamos comentan-
do, prevee el caso en que, compareciendo el demandado, manifieste 
que no puede responder acerca de si es é no suya la firma del docu-
mento. Si con cualquier motivo diere el deudor esta contestacion 
debe el Juez interrogarle en el acto acerca de la certeza de la  den- 
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da, y si eludiere tambien responder categóricamente, le amonestará 
en seguida de ser habido por confeso si no dá una contestacion ca-
tegórica de si ó no. Todo esto se consignará en la declaracion, 
como tambien la contestacion que diere despues de dicha amones-
tacion. Y si persistiere en su evasiva, á peticion del actor, y no de 
otro modo, á cuyo, fin se le dará vista de la declaracion del deudor' 
el Juez tendrá á éste por confeso en el reconocimiento de la firma, 
y despachará la ejecucion. Así debe entenderse, en nuestro concep-
to, y aplicarse el párrafo final del artículo que estamos comentando, 
no solo porque así se deduce de sus palabras, sino tambien por ana-
logía con lo que para caso semejante ordenan los arts. 295  al 298 
de la propia Ley de Enjuiciamiento civil. 
Téngase presente, por último, que los tres párrafos adiciona-
dos al artículo de que se trata, se refieren concretamente al caso en 
que se haya de preparar la accion ejecutiva por medio del recono-
cimiento de la firma de cualquier documento privado. Nada se dice 
relativamente al reconocimiento de la deuda por medio de la con-
lesion judicial; de consiguiente, no obstante la analogía entre am-
bos casos, no puede aplicarse al de la confesion judicial lo estable-
cido para el de reconocimiento de la firma, porque la inclusion de-
uno supone la esclusion del otro. Y no deja de haber razon fun-
dada para ello. Cuando la deuda resulta de un documento priva-
do, existe un principio de prueba escrita, que tiene á su favor la 
presuncion de verdad, y esta presuncion se corrobora con la rebel-
día del deudor á comparecer para reconocer su firma despues de 
haber sido apercibido de tenerle por confeso, convirtiéndose así en 
presuncion legal ó de derecho, á la que da la ley fuerza de prueba 
plena. Pero cuando no se halla consignada la deuda en documento 
de ninguna clase, falta la base para tal presuncion, puesto que 
solo existe el dicho interesado del mismo acreedor, y seria muy 
espuesto á abusos é injusticias dar en tal caso fuerza ejecutiva á la 
confesion tácita 6 presunta. Sin duda en estas consideraciones se 
habrá fundado la no inclusion de la espresada confesion judicial en 
las disposiciones de que tratamos, como no la incluyó tampoco la 
ley antes citada de 48 de Julo de 1865. Queda, pues, en vigor lo 
que sobre este punto espusimos en la pág. 274 del tomo 4.°; y de 
consiguiente, ahora, lo mismo que antes, no puede tenerse por 
confeso, para el efecto de preparar la accion ejecutiva, al que no 
comparece á prestar su confesion judicial, pedida por el acreedor, so- 
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bre el reconocimiento de una deuda, que no resulta de documunto, 
y deberá Ofnplearse el procedimiento que allí indicamos. 
ARTICULO 944. 
(V. pág. 9.75, tomo 4.) 
No se ha hecho novedad en este artículo, el cual se limita á dis-
poner que «la ejecucion no puede despacharse sino por cantidad 
liquida.» Pero, debiendo regirse ahora por él los asuntos de co-
mercio, hubiera sido muy conveniente adicionarlo con el 309 de la 
Ley de Enjuiciamiento mercantil, que ordenaba lo siguiente: «Cuan-
do la deuda consista en efectos de comercio, se liquidará su equi- 
•valencia en numerario por los precios del mercado de la plaza, se-
gun certificacion de los síndicos del colegio de corredores, si lo 
hubiere en ella, 6 no habiendo colegio, por la de dos corredores 
nombrados de oficio, quedando á salvo su derecho al deudor para 
pedir la reduccion si hubiere esceso, mediante su prueba en el tér-
mino del encargado.» 
Era tambien necesaria una declaracion de esta clase para uni-
formar la jurisprudencia de los tribunales ordinarios, pues nos 
consta que en alguna Audiencia se manda despachar la ejecucion 
por cantidad líquida de cualquiera especie de las que se cuentan, 
pesan 6 miden, al paso que en las demás, siguiendo nuestra opi-
nion consignada en el comentario de este articulo, no se despacha 
sino por cantidad líquida en numerario ó dinero efectivo. 
La índole especial de las transacciones mercantiles exige que. 
cuando la deuda consista en efectos• de comercio, pueda tambien 
despacharse la ejecucion, practicándose, para convertir aquella á 
numerario, la liquidacion antes indicada. Es de esperar, por tanto, 
que no obstante la omision ó el silencio sobre este punto de los de-
cretos de 6 de diciembre de 1868 y 1.° de febrero de 1869, seguirá 
rigiendo como regla de jurisprudencia en los negocios de comercio 
la antedicha disposicion, hoy derogada, del art. 309 de la Ley de En-
juiciamiento mercantil. No hay razon para variar esta jurispruden-
cia, toda vez que no existe en la Ley de Enjuiciamiento civil dispo-
sicion alguna, que á ella se oponga espresamente. 
En cuanto á los intereses, ya dijimos en el comentario del pre-
sente artículo, que debian considerarse como cantidad líquida si lo 
• 
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era la deuda principal. Téngase presente que por la ley. de 14 de 
marzo de 4856 (1), citada en otro lugar, á la vez que queló abolida 
loda tasa sobre el interés del capital dado en préstamo, se fijó al 6 
por 100 el interés legal, que sin estar pactado deberá abonarse por 
el deudor legítimamente constituido en mora. Iguales disposiciones 
contiene el Código de Comercio. 
ARTÍCULO 045. 
(V. pág. 277, tomo 4.°) 
Cuando el ejecutante desiste de su demanda respecto de uno de los 
ejecutados, no hay razon legal para que desde entónces continúe el juicio 
con el mismo. (Sent. en apel. de 11 de febrero de 1860.) 
Véanse los apéndices á los arts. 224 y 226, págs. 694 y 697 de este 
tomo. 
ARTÍCULOS 948 y 947. 
(V. pág. 278, tomo 4.°) 
«El deudor ejecutado ha estado en su derecho promoviendo la cuestioo 
de competencia de jurisdiccion por el medio de inhibicion, luego que 
fué requerido al pago, no siendo aplicable é este caso la prescripcion del 
articulo 946, que previene no se preste audiencia nunca al demandado, por 
que esta audiencia se refiere al fondo de la demanda ejecutiva, y no á las 
cuestiones de competencia, que pueden siempre suscitarse legalmente.» 
(Sent. en comp. de 13 de abril de 1866.) 
Véase la sentencia de 12 de mayo de 1868, última del apéndice á los 
artículos 970, 971 y 972. 
(1) El precepto general sobre la tasa del interés del dinero, establecido 
en la ley 22, tit. 1.°, lib. 10 de la Nov. Rec., se llalla modificado por varias 
disposiciones vigentes respecto al interés legal, y en el dia esté derogado 
por la ley de 14 de marzo de 1856. (Sent. en cas. de Ultramar de 2 de 
de octubre de 1861.) 
Dicha ley de 14 de Marzo de 1856 impone el gravámen de pagar inte-
reses á todo deudor constituido en mora. Si el deudor se colocó en esta 
situacion antes de la citada ley, su obligacion á pagar. los intereses debe 
entenderse desde la publicacion.de la misma. (Sent. en cas. de 9 de no-
viembre de  1864.) 
Es doctrina legal, admitida como jurisprudencia por los tribunales, 
que el deudor se constituye en mora cuando no entrega la cosa en la sa-
zon que debla. (Sent. en cas. de 7 de abril de 1866. ) 
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ARTICI.'LO 948. 
(V. pág. 288, tomo 4.°) 
El Juzgado que haya mandado proceder al embargo y depósito de 
bienes, constituido éste, es el competente paro conocer de cualquiera vio-
lacion 6 abuso que se haya cometido en tal depósito, pues para la aclaracien 
de las circunstancias del hecho es conveniente que todas las diligencias 
se actúen en el juzgado en que radican las del embargo y los demás 
antecedentes del asunto. (Sent. en comp. de 30 de junio de 1863.) 
No pueden ser habidos como pertenencia del deudor, ni embargarse 
válidamente en este concepto, los bienes que antes del embargo, y aun 
antes de moverse el pleito que lo produjo, estaban ya en poder de un ter-
cero, á quien el deudor, los trasmitió por título oneroso, y del cual pasaron 
despues á otro tercero. (Sent. en cas. de 30 de noviembre de 1865.) 
ARTICULO 950. 
(V. pág. 283, tomo 4.°) 
Si bien por el art. 950 de la ley de E. e. está facultado el ejecutante 
para proceder contra la finca especialmente hipotecada á la seguridad de 
su crédito, sin necesidad de averiguar si el ejecutado tiene 6 no otros 
bienes; no puede reputarse aquel infringido por la sentencia que, conforme 
á lo dispuesto en el art. 996 de la misma ley, declara bien suspendidos los 
procedimientos de apremio, cuando se lia entablado una tercería de domi-
nio, hasta que esta se decida, y mucho menos si el tercero ofrece consignar 
la cantidad reclamada por el acreedor. (Sent. en cas. de 30 de diccembre 
de 1 864.) 
ARTICULO 952. 
IV. pág. 284, tomo 4. ° ) 
Ultramar.—Por el Reglamento orgánico de las carreras ci-
viles aprobado en 3 de Junio de 1866, se igualaron las categorías y 
sueldos de los empleados de Ultramar con los de la Peninsula, con-
siderándose como sobresueldo por razon de residencia el aumento 
que aquellos tienen. De consiguiente, cuando haya de procederse al 
embargo del sueldo de un empleado de Ultramar, deberá observar-
se la proporcion que se ordena en dicho art. 952, embargando del 
sueldo v sobresueldo la parte proporcional que corresponda con at 
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reglo al sueldo. Pero cuando haya de procederse contra pensiones, 
que no se hallan en dicho caso, las cantidades que fija el artículo 
citado se computarán al respecto de 2,50 escudos por uno, conforme 
se previene por regla general en el art. 1.° de la Instruccion de 9 de 
diciembre de 1865, para la aplicacion de la Ley de E. c. en Cuba y 
Puerto-Rico. Esta es nuestra opinion, fundada en la letra y espí-
rítu de dichas disposiciones. 
ARTICULO 953. 
(V. p5g. 286, tomo 4.°) 
Lo que se ordena en este artículo para la toma de razon en el 
Registro de  la propiedad de todo embargo de bienes raíces, debe 
ejecutarse en el dia conforme á lo prevenido en los arts. 42, nú-
mero 2.°, 43 y 44 de la Ley Hipotecaria, y 42, 43 y 45 de su  Re-
glamento. Conviene .tambien tener á la vista la siguiente R. O. 
Gracia y Justicia. —Real Orden'  de 1 t de mayo de 1863, por la 
cual, para la anotacion en las Registros de la propiedad de los embargos 
de bienes raices, decretados judicialmente, se resuelve: 
4 1. ° Que las anotaciones preventivas de lós embargos decretados eu 
juicios civiles y criminales deben estenderse en la seccion del Registro de 
la Propiedad. 
2.° Que si la propiedad de las fincas embargadas aparece inscrita en 
los libros antiguos 6 nuevos á favor de una persona, que no sea aquella á 
quien grava él embargo , . debe denegarse la anotacion, practicándose cuan-
to la Ley y el Reglamento disponen para las inscripciones que se denieguen 
por defectos no subsanables; y los Registradores conservarán uno de 
los mandamientos judiciales, y devolverán el otro con la fórmula del ar-
tículo 487 del Reglamento, insertando literal la inscripcion que motiva la 
denegacion. 
3.° Que si la propiedad de los bienes embargados no consta inscrita, 
procede que se suspenda la anotacion del embargo, y que en su lugar se 
tome una anotacion preventiva de la suspension de la del embargo por 
causa de ser subsanable el defecto que impide estenderla definitivamente, 
á la cual no debe entenderse aplicable la disposicion del art. 96 de la Ley 
Hipotecaria, puesto que segun el 20 podrá subsanarse la falta en cualquier 
tiempo. 
4.° Que los interesados en los embargos podrán pedir que se requiera 
al considerado como dueño para que subsane la falta, verificando la ins-
cripcion omitida; y caso denegarse, podrán solicitar que el Juez lo acuer 
de, si tienen 6 pueden adquirir los títulos al efecto necesarios. 
i 
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5.° Que cuando en virtud de sentencia ejecutoria 6 ejecutable se acuer-
de la venta de los bienes embargados, podrán tambien los interesados , si 
el propietario se niega á verificar la inscripcion , suplir la falta de títulos 
con la informacion posesoria en la forma establecida en la Ley y Regla-
mento. 
Y 6.° Que asimismo podrán los interesados solicitar que se saquen á re-
mate los bienes embargados, con la condicion de que el rematante sumi-
nistre la informacion posesoria y verifique la inscripciou omitida, antes del 
otorgamiento de la escritura de venta, en el término que sea suficiente y 
el Juez señale, practicando todo lo que el interesado en el embargo podria 
hacer segun lo espresado en las disposiciones anteriores; entendiéndose 
que los gastos y costas han de ser de cuenta del propietario que hubiere 
resistido hacer la inscripcion.» 
ARTÍCULO 959. 
(V. pfig. 290, tomo ,.1.°) 
No hay falta de emplazamiento en el juicio ejecutivo, ni puede fundar-
se en esta causa el recurso de casacion, cuando, además de haberse prac-
ticado por cédula el requerimiento al pago con arreglo á lo que previene 
el art. 955 de la Ley de E. c., y de haberse mostrado parte en los autos 
el ejecutado por medio de procurador, es citado de remate en su persona. 
(Sent. en cas. de 26 de octubre de 1861.) 
La citacion de remate en juicio ejecutivo, entablado contra los bienes 
de una testamentaría, no puede entenderse con el que no ha sido tenido 
por parte en los autos de la misma testamentaría. Dicha citacion hecha 
por dos hombres buenos no produce nulidad mientras no se pruebe que 
habin en el pueblo escribano público á quien encomendar aquella diligen-
cia. (Sent. en cas. de 13 y 20 de octubre de 1864.) 
La citacion de remate en el juicio ejecutivo es equivalente al emplaza-
miento en el ordinario, y eon arreglo al art. 959 de la Ley de E. c. debe 
practicarse dicha citacion con todos los que sean ejecutados en el mismo 
,juicio: (Sent. en cas. de 20 de junio de 1866.) 
Véase la sentencia estractada en el apéndice al art. 945. 
ARTÍCULOS 960, 961 y 962. 
(V. p5g. 292, tomo 4.") 
El art. 961 de la Ley de E. c., segun el cual para la sentencia de re-
mate ha de citarse solo al ejecutante, se refiere únicamente al caso en que 
el deudor no aprovecha la facultad de oponerse á la ejecucion; pero si se 
opone, debe ser éste citado tambien para dicha sentencia. (Sent. en cas. 
de 29 de noviembre de 1862.) 
En los juicios ejecutivos, el ejecutado puede promover la cuestion de 
incompetencia por inhibitaria 6 por declinatoria cuando es requerido al 
pago, y cuando se le cita de remate y se opone á la ejecucion. Si formali-
za oposicion alegando escepciones propias del juicio ejecutivo, sin propo-
ner en forma la declinatoria de jurisdiccion, se somete tácitamente á la 
del juez que conoce del negocio, y es del todo ineficaz la reclamacion de 
incompetencia, hecha de palabra al tiempo de la vista en la segunda ins-
tancia. (Sent. en apel. de 20 de febrero de 1861.) 
«Las declinatorias que se proponen despues que se ha pronunciado la 
sententencia de remate, no preparan, como estemporáneas, los recursos de 
casacion cuando por el resultado de los períodos anteriores del juicio pa-
rece consentida la jurisdiccion del Juez que despachó la ejecucion;» en 
cuyo caso no puede fundarse el recurso en la causa 7.a del art. 1813 de la 
Ley de E. c., 6 sea en la incompetencia de jurisdiccion. (Sent. en cas. 
de 20 de junio de 1866.) 
Véanse tambien sobre este punto las sentencias de 11 de setiembre de 
1861, 49 de noviembre de 1862, y 13 de abril de 4 866, estractadas en el 
apéndice á los arts. 85, 86 y 87 (pág. 647 de este tomo). 
En el hecho de mostrarse parte en el juicio ejecutivo el presidente de 
una sociedad demandada, oponiéndose á la ejecucion y alegando escep-
ciones respecto al fondo del negocio, consiente las actuaciones de sustan-
ciacion dirigidas hasta entonces contra un dependiente de la misma so-
ciedad. En tal caso, admitida la subrogacion del presidente de la socie-
dad, con él únicamente deben entenderse las ulteriores diligencias del 
juicio. (Sent. en cas. de 1 i de mayo de 1865. 
ARTICULO 963. 
«Las únicas escepciones admisibles en el juicio ejecutivo son: 
»Falsedad del título ejecutivo. 
»Prescripcion. 
»Fuerza b miedo, de los que con arreglo á la ley hacen nulo el 
consentimiento. 
«Falta de personalidad en el ejecutante. 
»Pago, ó compensacion de crédito líquido, que resulte de do-
cumento que tenga fuerza ejecutiva. 
«Quita, espera, y pacto ó promesa de no pedir. 
» Novacion. 
»Transaccion ó compromiso. 
01060111 
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»Ninguna otra escepcion podrá estorbar el pronunciátniento de 
la sentencia de remate. 
»Esceptúanse de lo que queda establecido las ejecuciones que 
procedan de letras de cambio, en las que no se admitirán mas es-
cepciones que las prevenidas en el art. 545 del Código de Co-
mercio. » 
Por los decretos de 6 de diciembre de 4868 y 1.° de febrero 
de 1869, citados al principio del presente título, ha sido adicionado 
este artículo con el párrafo último, única novedad que en él se ha 
hecho, para poderlo aplicar los negocios de comercio. El art. 327 
de la Ley de Enjuiciamiento mercantil tenia establecidas para el 
juicio ejecutivo las mismas escepciones contenidas en el que esta-
mos examinando, y en el 328 se ordenaba que, «procediendo la 
ejecucion de letra de cambio presentada por legítimo portador, solo 
tendrán lugar las escepciones que previene el art. 545 del Código de 
Comercio.» Esto mismo es lo que dispone dicho párrafo adicionado. 
Nos limitarémos á su examen, remitiéndonos al comentario de este 
artículo (1) respecto de lo demás que ordena, puesto que en ello 
no se ha hecho ninguna alteracion. 
El art. 545 del Código de Comercio, á que se refiere la escep-
cion establecida respecto de las letras de cambio, ordena lo siguien-
te: «Contra la accion ejecutiva de las letras de cambio no se admi-
tirá mas escepcion que las de falsedad, pago, compensacion de 
crédito líquido y ejecutivo, prescripcion ó caducidad de la letra, y 
espera ó quita concedida por el demandante, que se pruebe por 
escritura pública, ó por documento privado reconocido en juicio. 
Cualquiera otra escepcion que competa al deudor, se reservará para 
el juicio ordinario, y no obstará al progreso del juicio ejecutivo, el 
cual continuará por sus trámites hasta quedar satisfecho de su cré-
dito el portador de la letra.» Dichas escepciones son las únicas que 
dentro de los tres dias siguientes á la citacion de remate pueden 
oponerse contra la accion ejecutiva de las letras de cambio; pero esto 
ha de entenderse en el caso de que la letra reuna las condiciones 
necesarias para poder reputarla como acto de comercio. Si no pro-
cede de una operacion mercantil, ó si no son comerciantes el libra-
dor ó aceptante, ó falta en ella alguna formalidad legal, debe ser 
(i) Véase en la pig. 295 y siguientes del tomo 4.° 
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considerada como simple pagaré, sujeto á la legislacion comun, se-
gun lo que previenen los arts. 429, 434 y 438 del mismo Código, y 
entonces podrá utilizarse cualquiera de las escepciones espresadas 
en el art. 963, que estamos comentando. 
En cuanto á la primera de dichas escepciones, nótese que se 
limita á decir falsedad, sin concretarla al título ejecutivo; de lo 
cual se deduce que se refiere á cualquiera falsedad cometida en la 
letra de cambio, en cuya virtud se haya despachado la ejecucion. 
Pero la falsedad podrá ser de la misma letra, ó bien de alguno de los 
endosos ó de la aceptacion, yen buenos principios no pueden producir 
una y otra los mismos efectos, pues no seria justo que un acto licito 
se invalidara por otro ilícito posterior con perjuicio de los que, sin 
haber tenido intervencion en este, contrataron legalmente. La fal-
sedad hace nulo el acto en que se haya cometido, y podrá objetarla 
como escepcion el que aparezca obligado por el acto falso contra el 
que "haya fundado su accion en ese mismo acto; mas no puede ser-
vir nunca para invalidar ni estinguir obligaciones independientes 
de aquella, contraidas legítimamente. 
De estos principios se deduce, que cuando sea falsa una letra 
de cambio, á la ejecucion despachada en su virtud, podrá oponerse 
la escepcion de falsedad por el librador, y tambien por el aceptan-
te como su mandatario, lo que se confirma además por la disposi-
cion del art. 463 del propio Código de Comercio, segun la cual 
queda ineficaz la aceptacion cuando se prueba que es falsa la le-
tra. Pero si, siendo ésta legítima, hubiere sido falsificado alguno 
de los endosos, solo el endosante que en su virtud aparezca obliga-
do, podrá oponer la escepcion de falsedad del endoso, cuando con-
tra él se haya dirigido la accion ejecutiva. 
Podrá suceder que siendo falsa la letra, sean legítimos los 
 en-
dosos: ¿podrán en tal caso los endosantes oponer la escepcion de 
falsedad de la letra? Creemos que no, pues aunque el documento 
falso no puede producir efecto en juicio, la obligacion del endosan-
te al reembolso del importe de la letra, con los gastos de protesto 
y recambio, no nace de la misma letra, sino del contrato posterior 
celebrado por él con la persona á quien la trasmitió, y de quien re-
cibió su importe; y como este acto es legítimo, debe producir los 
efectos que la ley le atribuye, sin que pueda servir de obstáculo el 
haberlo consignado á continuacion del documento falso. De consi-
guiente, siempre que se presente la letra con el protesto y demás 
i 
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requisitos legales, si el endosante reconoce su firma y tiene por 
legítimo el endoso en cuva virtud se obligó, no podrá oponer á la 
accion ejecutiva dirigida contra él la escepcion de falsedad de la 
letra; pero le quedará á salvo su derecho contra los endosantes 
anteriores y el librador, que será quien podrá oponer dicha escep-
cion, entendiéndose en todo caso sin perjuicio de la accion criminal 
contra quien corresponda. 
Respecto de las demás escepciones, que pueden oponerse con-
tra la accion ejecutiva de las letras de cambio, poco tenemos que 
decir. Nótese que la compensacion ha de ser de crédito líquido y 
ejecutivo, esto es, que resulte de documento que tenga fuerza eje-
cutiva, bien por si mismo, 6 por haber sido reconocido por la par-
te; circunstancia que no se exije para acreditar el pago, siendo 
por tanto aplicable á estas escepciones lo que acerca de ellas se 
espuso en la pág. 298 del tomo 4.° Respecto de la prescripcion ó 
caducidad de las letras, véanse el título 9.° del Código de Comer-
cio y especialmente los arts. 480 al 490 inclusive, 522 y 557. Y 
en cuanto á la espera 6 quita, además de lo que se dijo en la pági-
na 299 de dicho tomo, téngase presente que no basta manifestar 
haber sido concedida por el demandante y probarlo con testigos; 
sino que es preciso se pruebe por medio de escritura pública, ó 
por documento privado reconocido en juicio: si el demandante no 
reconoce judicialmente este documento privado, no podrá el Juez 
tomarlo en cousideracion y sentenciarán los autos de remate. Aun-
que se citan taxativamente estos dos medios, creemos que tam-
bien deberá admitirse el de un convenio aprobado judicialmente, 
por tener el carácter de documento público. 
Las citadas escepciones son las únicas que el art. 545 del C6-
digo de Comercio permite contra la accion ejecutiva de las letras de 
cambio, declarando que «cualquiera otra escepcion que competa al 
deudor, se reservará para el juicio ordinario, y no obstará al pro-
greso del juicio ejecutivo, el cual continuará por sus trámites hasta 
quedar satisfecho de su crédito el portador de la letra.» Mas esto 
deberá entenderse de aquellas escepciones que afectan á la validez, 
eficacia ó esencia del contrato, y en tal concepto se dirijen á ener-
var la fuerza ejecutiva del documento, é impedir en su consecuen-
cia el pronunciamiento de la sentencia de remate; pero no puede 
alcanzar la prohibicion á las escepciones que, sin afectar la fuerza 
ejecutiva de la letra de cambio, procedan de vicios 6 defectos, que 
a 
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hagan nulo el procedimiento, como la falta de personalidad en el 
ejecutante, la incompetencia de jurisdiccion, litis-pendencia, defec-
to legal en el modo de proponer la demanda, etc., segun dijimos en 
la pág. 500 del tomo 4.°, respecto de disposicion análoga del artícu-
lo 963 de la Ley de Enjuiciamiento civil. Estas escepciones no pue-
den admitirse contra la acciona ejecutiva de las letras de cambio, 
que es lo que prohibe la fey, ni tienen tal objeto; sino que han de 
considerarse como un incidente de prévio y especial pronuncia-
miento, por afectar á la validez de los procedimientos. 
Con relacion á la materia de dicho art. 963, el Tribunal Supre-
mo de Justicia tiene declarado lo siguiente: 
Tratándose de la prescripcion de acciones, basta el trascurso del tiem-
po para que se verifique, sin que sean necesarios los requisitos que exijen 
las leyes 18, 19 y 21, tit. 29, Part. 3.' para prescribir el dominio de las 
cosas raíces. (Sent. en cas. de 7 de abril de 1866.) 
En los juicios ejecutivos debe tenerse por reclamada en forma la sub-
sanacion de la falta de personalidad en el procurador del ejecutante, para 
el efecto de que proceda la admision del recurso de casacion fundado en 
tal motivo, cuando el ejecutado ha hecho dicha reclamacion, como causa 
de nulidad, al formalizar su oposiciou en primera instancia, y en la segun-
da volvió á reproducirle en el acto de la vista, en cuyo caso debe hacerse 
constar en autos esta reclamacion por certitication fehaciente. (Sent. 
en apel. de 24 de noviembre de 1860 , 26 de setiembre de 1861, y 
otras.) 
Queda subsanada oportunamente la falta de personalidad eu el procu-
rador del demandante, y no procede el recurso de casacion por esta causa, 
en el caso de que, habiéudose despachado la ejecucion á instancia de varios 
acreedores sin que el procurador hubiese acompañado el poder que algu-
no de ellos le habia otorgado anteriormente, lo presenta en el momento 
de oponerse el demandado á la ejecucion. (Sent. en cas. de 17 de abril 
de 1861.) 
Cuando el ejecutante es cesionario del acreedor, queda suficientemen-
te acreditada su personalidad por la escritura de cesion del crédito, men-
cionada al preparar la ejecuciou y presentada despues con la demanda. 
(Sent. en cas. de 13 de octubre de 1864.) 
Para que sea compensable un crédito con otro, es necesario que sea 
líquido. (Sent. en cas. de 17 de diciembre de 1864.) 
Véanse sobre la falta de personalidad las sentencias estractadas en  el 
apéndice al art. 23'7, pág. 703 de este tomo. 
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ARTICULO 986. 
(V. pág. 302, tomo L°, 
No puede reputarse infringido el art. 966 de la Ley de E. c. por no 
decretar el juez de oficio que se reciban los autos ejecutivos á prueba, 
cuando el demandado los devuelve sin proponerla, y solicita el actor que 
desde luego se pronuncie la sentencia de remate. (Sent. en cas. de 29 de 
noviembre de 1862.) 
Con arreglo á dicho art. 968, en la 1.' instancia del juicio ejecutivo es 
procedente la denegacion de una diligencia de prueba solicitada despues 
de haber trascurrido los diez días útiles para proponerla, en cuyo caso no 
procede tampoco su admision en la 2.' instancia, por no hallarse compren-
dida en la disposicion del art. 1000, segun el cual solo es admisible en 
2.' instancia la prueba que, propuesta en la 1.', no se hubiese practicado 
por falta de tiempo. (Sent. en cas. de 12 de diciembre de 1865.) 
ARTÍCULO 968. 
(V. pág. 305, tomo 4.1 
La vista de los autos ejecutivos sin prévio señalamiento de dia envuel-
ve la falta de citacion del ejecutado para sentencia en L' instancia, infrin-
giéndose el art. 988 de la Ley de E. c., que manda hacer dicho señala-
miento. Cuando se comete esta falta, procede el recurso de casacion por 
la causa 3.' del art. 1013 de dicha ley. (Sent. en cas. de 29 de noviembre 
de 1862.) 
ARTÍCULOS 970, 971 y 972 . 
(V. págs. 306 y 310, tomo A.') 
Segun la práctica y doctrina legal recibida en los tribunales de 
 Ultra-
tramar, cuando se desestima la demanda ejecutiva en virtud de la oposicion 
del ejecutado, puede seguirse el pleito por la vía ordinaria en los mismos 
autos, recibiéndolo desde luego á prueba, sin necesidad de entablar nue-
va demanda ni de nueva citacion 6 emplazamiento del demandado. (Sent. 
en cas. de Ultramar, de 2 de octubre de 1861 .)—(En el dia no puede se-
guirse esa práctica; sino que ha de presentarse nueva demanda y acomo-
darse el procedimiento á lo que ordena la Ley de E. c.) 
La sentencia dictada en un juicio ejecutivo declarando no haber lugar 
á sentenciar de remate los autos, no obsta para que en la via ordinaria, 
por el resultado de las pruebas suministradas, se condene al pago de lo 
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que en aquel se reclamaba; sin que puedan reputarse contrarias entre sí 
estas dos sentencias, ni dictadas sobre el propio objeto y en fuerza de 
idénticos fundamentos. (Sent. antes citada de 2 de octubre de 1861.) 
La doctrina de que, donde existe la misma razon, igual debe ser la 
disposition de la ley, no tiene aplicacion al caso en que por medio de un 
juicio ordinario se ha dejado sin efecto lo sentenciado en el ejecutivo, esti-
mándose eu aquel escepciones desestimadas en éste; pues las razones que 
se alegan y aprecian en el juicio ordinario no son las mismas que en el eje-
cutivo, que es sumario, y sus términos limitados y perentorios no dan 
lugar al pleno y prolijo exámen, ni la sentencia que en él se pronuncia 
obsta para que el ejecutado pueda usar siempre de su derecho en el ordi-
nario. (Sent. en cas. de 23 de setiembre de 1862.) 
La sentencia dada en el juicio ejecutivo no produce para el ordinario 
la escepcion de cosa juzgada. (Sent. en cas. de 17 de noviembre de 1864.) 
Las sentencias de remate no causan ejecutoria, ni sirven por tanto de 
obstáculo para que en el juicio de tercería se hagan declaraciones que im-
pidan llevar adelante la ejecucion decretada por aquella respecto de la 
finca objeto de la tercería. (Sent. en cas. de 30 de diciembre de 1864.) 
La sentencia dictada en un juicio ejecutivo, que manda seguir la eje-
cucion adelante, debe cumplirse desde luego segun el art. 979 de la Ley de 
E. c.; si bien conforme al 972 esta sentencia deja su derecho á salvo á 
ambas partes para promover el juicio ordinario. (Sent. en cas, de 20 de 
noviembre de 1865 ) 
El juicio ejecutivo no es juicio afinado para los efectos de la ley 19, 
título 22, Part. 3.a (Sent. en cas. de Ultramar de 25 de noviembre 
de 1865.) 
aLa sentencia por la que se declara no haber lugar á dictar la de re-
mate, aunque definitiva en su clase, no es ejecutoria, puesto que deja es-
pedito el ejercicio de la accion ordinaria, en cuyo juicio no puede oponer-
se como escepcion de cosa juzgada; efecto que produciria si tuviera el ca-
rácter de ejecutoria. (Sent. en inj. not. de 10 de febrero de 1866.) 
El juicio ejecutivo no se ultima por la sentencia de remate; sino que le 
son inherentes los trámites sucesivos hasta realizarse el pago, los cuales 
forman su complemento. (Sent. en cas. de 24 de diciembre de 1861.) 
El juicio ejecutivo queda terminado por la sentencia de remate con-
sentida y pasada en autoridad de cosa juzgada; y las actuaciones poste-
riores no tienen otro concepto que el de diligencias necesarias para el 
cumplimiento de una sentencia ejecutoria. (Sent. en comp. de 14 de junio 
de 1866.) 
«Al establecer la Ley de E. c. las reglas y trámites para la sustancia-
cion del juicio ejecutivo, ha limitado las condenas de costas, que deben 
imponerse á los jueces de primera instancia, para el único caso en que 
proceda la declaracion de nulidad de la ejecucion, segun lo dispone ter- 
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minantemente el art. 971. Y si bien del auto en que denegaren los jueces 
el despacho de los mandamientos de ejecucion, puede pedirse su reforma, 
y denegada, puede tambieo apelarse para ante la Audiencia, la ley no de-
clara las costas á cargo de los jueces, aun cuando se revoquen los autos 
en que denegaron el despacho de las ejecuciones.» Si en este caso se con-
dena en costas al juez, ampliando al mismo la disposicion del citado ar-
ticulo 971, se infringe este artículo y procede la casacion de la sentencia. 
(Sent. en cas. de 12 de mayo de 1868 ) 
SECCtox 2.'—Del procedimiento de apremio. 
(Véase pág. 314, tomo 4.°) 
El mismo epígrafe que esta seccion, lleva el título 8.° de la Ley 
de Enjuiciamiento mercantil, el cual ha quedado vigente, y formará 
el segundo de los dos títulos adicionales, que han de imprimirse, 
como parte integrante de la de Enjuiciamiento civil, al final de 
su primera parte, donde podrá verse en este apéndice, confor-
me á lo prevenido en el artículo 28 del decreto de 6 de diciembre 
de 1868, y en el 25 del de 1.° de febrero de 1869, establecien-
do la unidad de fueros en la Península 
 y Ultramar. Pero aun-
que sean iguales ambos epígrafes, son diferentes, no solo el objeto, 
sino tambien los procedimientos de una y otra via de apremio, y no 
deben por tanto confundirse. El de la ley mercantil se dirige á ha-
cer efectivas, por la vía breve y sumaria que en ella se establece, 
ciertas deudas procedentes de operaciones de comercio, que se con-
sideran de urgente exaccion; y el procedimiento de que aquí se 
trata, tiene por objeto llevar á ejecucion la sentencia de remate, 
dictada en el juicio ejecutivo. 
Otro procedimiento de apremio se ha establecido tambien por de-
creto del Gobierno provisional, espedido por el Ministerio de Ha-
cienda en 5 de febrero de 1869, á favor de las sociedades 6 institu-
ciones de crédito, que se dediquen á operaciones de préstamos hipo-
tecarios ó de crédito territorial, para reintegrarse de las cantidades 
que hubieren prestado, con el producto en renta 6 venta de la finca 
hipotecada á la seguridad de tales créditos. Aunque para el justi-
precio, remate y venta de los bienes embargados, otorgamiento de 
la escritura y liquidacion del precio abonado por el comprador, han 
de observarse los procedimientos establecidos en la presente sec-
cion 2.' del tít. 20 de la Ley de Enjuiciamiento civil, como á esto 
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han de preceder otras actuaciones que constituyen un procedi-
miento especial, insertarémos la parte correspondiente de dicho de-
creto á continuacion del tít. 2.° adicional, antes indicado, relativo 
al procedimiento de apremio en asuntos en comercio, por creer que 
es el lugar mas oportuno. 
Por los dos decretos citados al principio, el art. 979 de la Ley 
de Enjuiciamiento civil, primero del procedimiento de apremio, ha 
sido sustituido por el siguiente: 
ARTICULO 979. 
»Consentida la sentencia de remate, confirmada por la Audien-
cia, ó dada la fianza en el caso de pedirse su ejecucion cuando se 
haya apelado, se hará pago inmediatamente de principal y costas, 
prévia tasacion de éstas, si lo embargado fuere dinero, sueldos 
pensiones ó créditos realizables en el acto. 
«Si fueran valores de comercio endosables 6 títulos al portador 
emitidos por el Gobierno 6 por las sociedades autorizadas para ello, 
se hará su venta por el Corredor que el Juez señale, uniéndose á los 
autos nota de la negociacion, que presentará el Corredor elegido con 
certificacion al pié de ella dada por los Síndicos del Colegio, 6 don-
de no hubiere Colegio por los dos Corredores más antiguos, en la 
que conste haberse hecho la negociacion al cambio corrriente del dia 
de la fecha. Respecto á los efectos que se coticen en Bolsa, la eleccion 
del Juez deberá recaer en uno de sus Agentes, y donde no lo hubie-
re, en un Corredor de comercio. Cuando los bienes fueren de otra 
clase se procederá á su justiprecio por peritos nombrados por las 
partes, y tercero en su caso, para dirimir la discordia.» 
En este artículo ha sido refundido el 345 de la Ley de En;ui-
ciamiento mercantil, que disponia lo propio que ahora se ordena 
para la venta de valores de comercio endosables, como las letras de 
cambio y demás de esta clase, cuando en ellos consistan los bienes 
embargados, y lo que tambien estaba prevenido respecto á la venta 
de efectos públicos, ó sean los títulos al portador emitidos por el 
Gobierno ó por las Sociedades autorizadas para ello. La parte sub-
rayada ó de letra cursiva es lo que ha sido adicionado, conserván-
dose á la vez cuanto disponía este mismo artículo , segun podrá 
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verse comparándolo con su primitiva redaccion (1). Como el exa-
minarlo en dicho lugar nos hicimos ya cargo de todo lo que en él se 
ordena, inclusa la venta de efectos públicos, nos remitimos á su 
comentario. 
Con relacion á este artículo, véase la sentencia de 20 de no-
viembre de 1865, en el apdndice á los arts. 970, 971 y 971. 
SECCION 3.'—De las tercerías. 
ARTICULOS 995, 996 y 997. 
(V. 14. 329, tomo 4') 
Las tercerías que se deducen en los juicios ejecutivos son cuestiones 
incidentales necesariamente conexas con la principal ejecutiva, que deben 
decidirse ante el mismo Juez que entiende en la ejecucion. Además, el 
que intenta la tercería, por la naturaleza misma de la accion que tiene 
que ejercitar, se presenta como demandante, y en este concepto nunca 
puede hacer prevalecer el fuero personal, á que él tenga derecho. (Sent . 
en comp. de 2 de marzo y 27 de setiembre de 1859, 30 de mayo de 1860, 
y otras.) 
El conocimiento de las tercerías, en los procedimientos ejecutivos 
sobre obligaciones mercantiles, que deben sustanciarse cou el ejecutante 
y ejecutado, corresponde necesariamente al mismo tribunal que conoce 
del juicio ejecutivo. (Sent. en comp. de 29 de diciembre de 1860.) 
Las reclamaciones de varios acreedores para la venta ó adjudicacion de 
una misma cosa en pago de sus respectivos créditos, aunque se entablen 
come tercería, contienen virtualmente la demanda de prelacion de éstos, 
y deben por tanto deducirse ante el tribunal á quien corresponda hacer 
dicha graduacion, que lo es el que conozca del juicio ejecutivo en que 
haya sido embargada la cosa reclamada. (Idem.) 
Declarado por ejecutoria el dominio de la cosa litigiosa en favor de uno 
de los litigantes, no cabe suscitarse despues por la parte contraria la 
cuestion de tercería de dominio de la misma cosa. (Sent. en cas. de 29 de 
octubre de 4864.) 
La sentencia dictada en el juicio ordinario de tercería de dominio de-
clarando pertenecer al tercero una finca que fué embargada y mandada 
vender por la sentencia de remate, no revoca esta sentencia; sino que 
únicamente hace la declaracion de un derecho que antes no habla sido 
discutido. En dicho juicio de tercería de dominio procede la suspension 
(1 	 Véase con su comentario en la pág. 315 del tomo 4.° 
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de los procedimientos de apremio, conforme al art. 996 de la ley de E. c. 
(Sent. en cas. de 30 de diciembre de 1864.) 
El Juez no puede suspender de oficio la sustanciacion de los autos eje 
cutivos ni la venta de los bienes embargados, aunque en otros autos haya 
pendiente demanda de tercería sobre los mismos bienes, si la parte inte -
resada en oponerse á la enajenacion no se presenta en aquellos á hacer 
valer su derecho. (Sent. en cas. de 5 de enero de 1859.) 
«El art. 996 de la Ley de E. c., al disponer que se suspendan los pro-
cedimientos de apremio despues de consentida 6 ejecutoriada la sentencia 
de remate hasta que se decida la tercería de dominio, se refiere á las que 
tienen por objeto libertar de una ejecucion bienes quo no estén afectos á 
responsabilidad alguna real en favor del acreedor ejecutante, y que sean 
propios de un tercero que nada deba, 6 contra quien nada reclame aquel; 
mas no á los que se hallen legalmente afectos á la misma obligacion, que 
se intente hacer efectiva por el ejecutante, cualquiera que sea su posee-
dor. » (Sent. en cas. de 20 de febrero de 1860.) 
El que deduce tercería de dominio tiene la obligacion de probar que le 
pertenece el dominio de la cosa reclamada; y cuando la Sala sentenciado-
ra, en uso de sus facultades, aprecia debidamente las pruebas suministra-
das sobre este estremo, debe estarse á dicha apreciacion. En tales casos 
se invoca inoportunamente como fundamento de casacion el art. 956 de la 
Ley de E. c., que establece el Orden con que ha de procederse en los em-
bargos de los juicios ejecutivos. (Sent, en cas. de 10 de setiembre de 1861. 
y 9 de enero de i 866.) 
SECCwa 4.' — llc la segunda instancia en el juicio ejecutivo. 
ARTÍCULO 1006. 
(V. pig. 334, tomo 4.") 
Segun el art. 1006 de la Ley de E. c., en la segunda instancia de los 
juicios ejecutivos solo es admisible la prueba que, propuesta en la prime-
ra, no se hubiese practicado por falta de tiempo y puede realizarse en 20 
dies: de consiguiente, se ajusta á dicha disposicion la providencia que de-
niega la absolucion de posiciones 6 la confesion judicial, solicitada por 
primera vez cuando el pleito se halla en la segunda instancia, pues en tal 
caso no concurren las circunstancias que exige dicho artículo. (Sent. en 
apel. de 21 de octubre de 1859, y en cas. de 19 de diciembre de 1863.) 
Cuando en la segunda instancia del juicio ejecutivo la parte interesada 
consiente el auto de la Sala por el cual se le deniega el exárnen de algunos 
testigos despues de haber utilizado este medio de prueba en primera ins- 
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tancia, no puede alegar como motivo de casacion la causa 6." del art. 1013 
de la Ley de E. c. (Sent. en apel, de 14 de enero .de 1 862.) 
Véase la sentencia de 12 de diciembre de 1865, en el apéndice al ar-
ticulo 966. 
ARTICULO 1008. 
(V. pág. 33.t, tomo 4.°) 
Véanse las sentencias estractadas en el apéndice á los arts. 970, 971 
y 972 (pág. 881 de este tomo), especialmente la última de ellas, y además 
las que siguen. 
Con arreglo á lo que terminantemente prescribe el art. 1014 de la Ley 
de E. c., en los pleitos ejecutivos, ni en los incidentes accesorios de los 
mismos, no se dá recurso de casacion fundado en ser las sentencias con-
trarias á ley 6 doctrina legal; pero si los que se fundan en alguna de las 
causas espresadas en el art. 1013 de la misma ley. (Sent. en apel. de 2i 
de octubre de 1859, 11 de febrero de 1860, 24 de setiembre, 17 y 24 de 
diciembre de 1861, 13 de enero de 1662, 6 de marzo de 1863, 19 de mayo 
de 1865, 21 de junio de 1866 , y otras.) 
Para legitimar en los juicios ejecutivos la interposicion del recurso de 
casacion en la forma I fin de que sea admisible, la subsanacion de la falta 
en que se funde, puede reclamarse eu cualquier estado de la primera ins-
tancia antes de ser notificada la sentencia de remate, y en la segunda en 
el acto de la vista, pidiendo se acredite en autos por certification fehacien-
te, 6 cuando haya posibilidad de hacerlo. (Sent. en apel. de 26 de setiem-
bre y 27 de diciembre de 1861 y otras.) 
TITULO XXI. 
DE LOS RECURSOS DE CASACION. 
Son tantas las sentencias del Tribunal Supremo de Justicia en 
que se han hecho declaraciones sobre si procede 6 no la admision 
(lel recurso de casacion, bien porque tenga ó no el carácter de de-
finitiva la sentencia 6 providencia contra la cual se haya interpues-
to, 6 porque no se haya reclamado en tiempo la subsanacion de la 
`alta, ó porque bien no se hayan llenado los requisitos del artículo 
1025, y por otras causas, que sería enojoso y aun inútil hacer men- 
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cion de todas ellas. Lo propio sucede respecto de las declaraciones 
relativas á la cita importuna de leyes y demás que afectan al fondo 
del mismo recurso. Nos limitaremos, por tanto, á estractar las que 
contengan reglas de aplicacion general, y la resolucion de casos 
particulares que aclaren ó espliquen la inteligencia de la Ley de 
Enjuiciamiento civil. Debe consultarse, además, el apéndice corres-
pondiente al juicio ó incidente en que se haya dictado la sentencia, 
puesto que en cada uno de ellos hemos estractado las que á él se 
refieren concretamente. 
ARTÍCULOS 1010 y 1011. 
(V. pág. 379, tomo ") 
«Por la Ley de E. c. se  di el recurso de casacion contra todas las see-
teucias de las Audiencias, así en los negocios contenciosos como en los ac-
tos de jurisdiccion voluntaria, en los términos que prefijan el art. 1010 y 
la regla 14 del 1208.» (Sent. en apel. de 19 de junio de 1857.) 
«Contra las sentencias definitivas de las Audiencias no concede la Ley 
de E. c. otro recurso que el de casaciou.» Sent. en apel. de 22 de marzo 
de 1866, y otras.) 
No procede ni puede interponerse válidamente el recurso de casacion, 
que es estraordinario, sin haberse utilizado antes todos los ordinarios que 
autorizan las leyes. (Sent. en epel. 43 de febrero de 1861; en cas. de 5 de 
mayo de 1862; en apel. de 12 de mayo de 1863, 13 de febrero y 13 de se-
tiembre de 1864; en cas. de 29 de setiembre de 1865, y otras. Véanse 
tambien las citadas en et apéndice at art. 890.) 
Cuando un litigante queda imposibilitado de emplear para su defensa 
en el juicio los medios 6 recursos ordinarios, puede utilizar el de casacion. 
Ocurre este caso cuando, habiéndose declarado desierta la apelacien, no 
pudo el apelante suplicar de este auto á causa de no haberse tenido por 
parte á su procurador porque, al personarse en los autos, no presentó la 
copia del poder. (Sent. en apet. de 20 de diciembre de 1862.) 
El recurso de casacion no tiene lugar en los pleitos sustanciados segun 
las leyes de procedimientos anteriores á la de E. c. que lo ha creado, por 
no ser ésta aplicable á los mismos. (Sent. en apel. de 
 44 de diciembre 
de 1858, 31 de enero de 1862, y 3 de junio de 1864.) 
En materia criminal, ni en los incidentes de la misma, no conceden 
nuestras leyes el recurso de casacion. (Sent. en apel. de 29 de mayo de 
1857, yen cas. de 7 de mayo de 1862. ) 
El recurso de casacion solo tiene lugar en los pleitos en que se recla-
ma un derecho 6 se ejercita a ri a accion, con arreglo á las prescripciones 
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de la Ley de E. c.; y no sucede así cuando se trata de un espediente que 
solo tiene por objeto la relevacion de una multa impuesta administrativa-
mente. (Sent. en cas. de 25 de abril de 1862.) 
La accion civil de indemnizacion de daños y perjuicios originados con 
motivo de una causa criminal, deducida aquella contra el Juez que la for-
mo, es una consecuencia de la responsabilidad, que debe ejercitarse para 
obtener dicha indemnizacion; y siendo tal accion esencialmente criminal, 
no es susceptible de recurso de casacion, segun la legislacion vigente. 
(Sent. en apel. de 22 de mayo de 1861.) 
La sentencia que, resolviendo sobre el fondo del negocio, condena en 
costas al Juez de primera instancia, solo es definitiva y produce los efectos 
de tal para los que fueron parte en el pleito en que recayó; mas no para 
el Juez que no litigó, respecto del cual la notificacion de ella no puede 
tener mas valor que el de una simple cita,ciou para que acuda á defender-
se, suplicando, é interponiendo despues en su caso y lugar el recurso de 
casacion, conforme á lo prescrito en los arts. 1010 y 1011 de la Ley de 
E. c., pues no se dé este recurso, como estraordinario; sino despues de 
haberse utilizado infructuosamente todos los ordinarios, que las leyes con-
cedea. (Sent. en apel. de 14 de junio de 1859.) 
No se dá el recurso de casacion contra las sentencias•de los Tribuna-
les superiores, consentidas por los litigantes. (Sent. en apel. de 13 de junio 
de 1864.) 
Tampoco procede dicho recurso contra los fallos de primera instancia 
que hayan sido ejecutoriados. (Sent. en cas. de 21 de setiembre de 1866.) 
No puede ser objeto de casacion la sentencia dictada en pleito'distin- 
to del en que se entabla el recurso. (Sent. en cas. de 29 de octubre 
de 1864.) 
No procede el recurso de casacion contra la sentencia en que se ac-
cede á las pretensiones del recurrente. (Sent. en ap el. de 20 de mayo de 
1857, y en cas. de 12 de octubre de 1860.). 
Tampoco procede dicho recurso de casacion contra la parte de la sen-
tencia que es favorable al recurrente. (Sent. en cas. de 28 de junio de 
1860, 8 de marzo y 8 de abril de 1862, 19 de junio de 1863, 27 de junio 
de 1864, 27 de noviembre de 1865, 28 de setiembre de 1866, y otras.) 
No puede interponerse válidamente el recurso de casacion contra un 
estremo de la sentencia que no es del interés del recurrente ni áfecta á sus 
derechos. (Sent. en cas. de 21 de junio de 1862, 15 de marzo y 17 de se-
tiembre de 1864, y 24 de marzo de 1865.) 
El que no lia sido parte en el juicio no puede interponer recurso de 
casacion, porque respecto de él no puede ser sentencia definitiva la pro-
nunciada en aquellos autos. (Sent. en apel. de 8 de octubre de 1862.) 
Cuando el demandando escepciona que le corresponde la posesion y 
aprovechamiento de la cosa litigiosa, no como particular, sino como veci- 
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no de un pueblo, no puede sostener el recurso de casacion contra la sen-
tencia que deja á salvo los derechos del mismo pueblo. (Sent. en cas. de 
10 de junio de 1865.) 
El recurso de casacion solo procede contra las sentencias de los Tri-
bunales superiores que recaigan sobre definitiva, 6 que aun cuando ha-
yan recaido sobre un articulo, pongan término al juicio y hagan imposi-
ble su continuacion. (Sent. en apel. de 20 de mayo de 1857, 46 de octu-
bre de 1858, 27 de abril de 1859, 7 de enero dei 861, 15 de abril de 1R62, 
30 de noviembre de 1863, 5 de marzo y 20 de diciembre de 1864, 7 de 
junio y 29 de noviembre de 1865, 24 de mayo y 28 de setiembre de 1866 
y otras muchas.) 
Segun declaraciones hechas por el Tribunal Supremo de Justicia, no 
tienen el carácter de definitivas, porque no ponen término al juicio, ni 
hacen imposible so continuacion, y de consiguiente no puede admitirse 
el recurso de casacion contra ellas, las sentencias y providencias dictadas 
en los casos que siguen: 
1.° Las que se dictan en los incidentes preparatorios de un juicio, 6 
en las diligencias encaminadas á preparar una demanda. (Sent. en apel, 
de 20 de mayo de 1857, y en cas. de 26 de junio de 1860.) 
2.° La providencia en que se deniega el repartimiento de unos autos 
.para que conozca de ellos el Juez á quien por turno corresponda. (Sent. 
en apel. de 22 de abril de 1864.) 
3.° La providencia mandando á las partes que usen de su derecho en 
forma y como vieren convenirles. Went. en apel. de 4 de febrero de 1863.) 
4.° La que declara inadmisible 4a demanda por falta de ciertos requi-
sitos prévios, corno el de hacer constar el demandante haber empleado la 
vía gubernativa que exige el art. 173 de la Real instruccion de 31 de ma-
yo de 1855, para que pueda ser admisible su demanda, puesto que no itn-
pide que se prosiga ésta, cumplido que sea aquel requisito. (Sent. en apel. 
de 27 de junio de 1862, y 5 de marzo de 1863.) 
5.° La sentencia que desestima un articulo de incontestacion, y lo pro-
pio la que, resolviendo el incidente promovido al efecto, declara que el 
 de-
mandado no está obligado á contestar hasta que el demandante acredite el 
derecho en que funda su accion y deduzca la demanda con arreglo á de-
recho, puesto que subsanados los defectos espresados en la sentencia, 
puede proseguirse el juicio. (Sent. en apel. de 19 de mayo de 1858, y 30 
de setiembre de 1862, y en cuest. prév. de 9 de noviembre de 1864.) 
6.° La providencia que repele la demanda por defectos en el modo de 
proponerla, porque no impide que se reproduzca presentándola en debida 
forma; y menos si la misma providencia contiene sobre este punto una re-
serva y declaracion espresa y terminante. (Sent. en apel. de 28 de setiem-
bre de 1866.) 
7.° La providencia en que se tiene por contestada ta demanda, acusa- 
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da la rebeldía al demandado, y la que desestima el incidente promovido 
para la reposicion 6 revoéacion de aquella. (Sent. en apel. de 7 de enero 
de 1861.) 
8.° La sentencia en que solo se resuelve sobre la mera personalidad 
del actor, sin decidir en el fondo las cuestiones de derecho en que los li-
tigantes fundan sus respectivas pretensiones , ni imposibilitar respecto á 
ellas la coutinuacion de los procedimientos judiciales, como sucede cuan-
do no se dá lugar á la reposicion del auto  en que se tuvo por prevenido el 
juicio voluntario de testamentaría, solicitada dicha reposicion por falta de 
personalidad en el actor. (Sent. 'ese apel. de 20 de febrero de 1862.) 
9.° La providencia que comprende y decide solamente un punto de 
mera sustanciacion, 6 se limita á determinar el 
 Orden del juicio, 6 el que 
ha de obser.varse en el procedimiento para resolver en su dia un incidente. 
(Sent. en apel. de 28 de diciembre de 1860, 27 de junio de 1862, 18 de 
febrero de 1863, 13 de setiembre de 1864, y otras.) 
10. La que acuerda queden en suspenso los autos hasta que el de-
mandante acredite cierto requisito. (Sent. en apel. de 10 de enero 
da 1862.) 
11. La que declara no haber lugar á la suspension del procedimiento 
solicitada por una parte, y manda que continúen los autos por sus trámi-
tes. (Sent. en apel. de 16 de enero de 1864.) 
12. La que se limita á una mera reposicion del procedimiento, puesto 
que deja abierto completamente el debate judicial. (Sent. en apel. de 12 
setiembre de 1862.) 
13. La sentencia que se limita á declarar la nulidad de unas actuacio-
nes seguidas á instancia del demandante, con reserva de su derecho para 
otro juicio. (Sent. en apel. de 8 de octubre de 1864.) 
14. La sentencia de la Audiencia, que limitándose 'al Orden de proce-
der, manda devolver los autos al Juez inferior para que resuelva sobre una 
apelacion interpuesta. (Sent. en apel. de 11 de octubre de 1861.) 
15. La que amplía el juicio dando audiencia sobre ea incidente á las 
partes interesadas: (Sent. en apel. de 20 de diciembre de 1864.) 
46. La que.desestima la solicitud que en un incidente sobre nombra-
miento de curador ad litem deduce un pariente del wenor, para que se 
le entreguen los autos á fi n de formalizar la peticion que en derecho pro-
ceda. (Sent. en apel. de 1 i de junio de 4860.) 
17. Las providencias que deniegan la ampliacion y la suspension del 
término de prueba. (Sent. en apel. de 15 de abril de 1862, y 19 de mayo 
de 1865.) 
18. La providencia que resuelve el incidente promovido por una de 
las partes oponiéndose á la admision de una diligencia de prueba solicitada 
por la contraria. (Sent. en apel. de 2 de marzo de 1864.) 
19. La providencia eu que se declara no haber lugar á tener por de- 
J 
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sierta una apelacion. (Sent. en apel. de 26 de abril de 1866, y la de 20 de 
junio de 1865, estractada en la página 833 de este tomo.) 
20. La sentencia que, absolviendo de la demanda en el modo y forma, 
6 por el tiempo en que fué propuesta, deja al demandante espedito el de-
recho de ejercitar la accion que le asista, en otro pleito. (Sent. en cas. de 
29 de diciembre de 1859, y 4 de octubre de 1862; en apel. de 15 de junio 
de 1863, y otras. Véase tambien la sent. de 9 de octubre de 1866, estracta-
da mas adelante en este mismo apéndice, que esplica cómo ha de entender-
se esta doctrina.) 
21. La que nada resuelve definitivamente, como sucede cuando se man-
da continuar un juicio pendiente, en el que podrán las partes ejercitar su 
respectivo derecho, 6 se les reserva para que lo ejerciten en otro juicio. 
(Sent. en cas. de 30 de diciembre de 1 861, 20 de noviembre de i 863, 15 
de marzo de 1864, 25 de setiembre de 1865, y otras.) 
22. La providencia denegatoria de la citacion de eviccion. (Sent. en 
apel. de 27 de junio de 1864.) 
23. Las providencias relativas á la retencion de los bienes litigiosos 6 
de sus rentas, puesto que no impiden la continuacion del juicio princi-
pal. (Sent. en apel. de 15 de junio de 1859, y 21 de marzo de 1865.) 
24. La sentencia que declara haber lugar, 6 no haberlo, al secuestro 
de unas prestaciones señoriales hasta que recaiga ejecutoria en el pleito 
sobre abolicion de las mismas. (Sent. en apel. de 30 de marzo y 29 de no-
viembre de 1865.) 
25. La que previene que, durante la sustanciacion del juicio de testa-
mentaría, el usufructuario perciba los productos y réditos de los bienes 
que le fueron dados en usufructo por el testador. (Sent. en apel. de 14 de 
junio de 1864.) 
26. La providencia que concede 6 deniega en el juicio da testamenta-
ria el secuestro y admiaistration judicial de los bienes; como igualmente 
las relativas al nombramiento 6 remocion de un administrador judicial. 
(Sent. en apel. de II de mayo de 1860, y 21 de noviembre de 1 865, y en 
cas. de 21 de diciembre de 1866.) 
27. La sentencia que declara la nulidad de un embargo preventivo , en 
incidente promovido con este objeto , lo propio que la providencia que or-
dena dicho embargo. (Sent. en apel. de 17 de noviembre de 1860, y 7 de 
junio de 1864.) 
28. La providencia que manda se otorgue á favor de un rematante la 
escritura de venta de la finca rematada, quedando depositado el precio de 
la misma para hacer despues la declaracion de mejor derecho entre varios 
acreedores. (Sent. en apel. de 20 de diciembre de 1865.) 
29. Las providencias declarando haber 6 no algar á la acumulacion de 
autos. (Sent. en cas. de 28 de setiembre de i 866; en apel. de I i de octu - 
bre y 3 de diciembre del mismo año 1866, y otras. Véanse tambien las 
mellarrhi 
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demás citadas en el apéndice al art. 174; y respecto de cuestiones de com-
petencia, las del apéndice al art. 111, págs. 650 y 871 de este tomo.) 
30. La sentencia en que se otorga el beneficio de litigar como pobre, y 
tambien la que no lo niega en absoluto, sino solamente por ahora y mien-
tras no se resuelva otro incidente de la misma clase, pendiente de casa-
cion. (Sent. en cas. de 1.' de octubre de 1857, 24 de mayo y 17 de setiem-
bre de 1866, y otras. Véanse tambien las del apéndice al art. 195, pági - 
na 683 de este tomo.) 
31. Las sentencias 6 providencias dictadas para que tenga cumpli-
miento una ejecutoria. (Sent. en apel. de 3 de junio de 1861, 8 de enero 
de 1864, y otras. Véanse tambien las citadas en el apéndice al art. 919, 
pág. 843 de este tomo.) 
32. Y por último, la providencia mandando formar pieza separada y 
proceder á la averiguacion de un delito denunciado en autos civiles, 6 á la 
formacion de causa sobre falsedad de un documento presentado en el jui-
cio; aun prescindiendo de su naturaleza criminal, que tampoco permite en 
el dia contra las sentencias de esta clase el recurso de casacion. (Sent. en 
apel. de 3 y 16 de febrero de 1864.) 
La sentencia que recae sobre una accion reivindicatoria, despues de un 
juicio controvertido, con vista de las escepciones y de las pruebas, tiene 
todos los caractéres de definitiva, de los cuales no puede privarle la cir-
cunstancia de haberse absuelto de la demanda en el modo que habia sido 
propuesta; pues, si bien se ha consignado alguna vez por el Tribunal Su-
premo de Justicia la doctrina de no ser admisible el recurso de casacion 
contra sentencia que contenga la espresada fórmula, esto no puede en-
tenderse sino cuando, por haberse usado de la accion de un modo defec-
tuoso, es legal y necesaria su reproduccion en un nuevo juicio, y el fallo 
per lo tanto no es en su esencia definitivo. (Sent. en apel. de 9 de octubre 
de 1866.) 
Es definitiva para los efectos del art. 1011 de la Ley de E. c. la provi-
dencia que declara desierta la apelacion. (Véanse las sentencias de 26 de 
marzo y 18 de mayo de 1860, y 20 de diciembre de 1862, en el apéndice 
a los arts. 837, 838 y 839, pág. 832 de este tomo.)  
Procede la admision del recurso de casacion contra las ejecutorias sobre 
cuestiones que, aunque incidentes de otras, una vez falladas, no pueden 
volverse á agitar. (Sent. en apel. de 19 de setiembre de 1850.) 
No debe ser admitido el recurso de casacion sobre un punto acerca del 
cual no se dictó providencia alguna en primera ni en segunda instancia. 
(Sent. en cas. de 23 de mayo de 1861.) 
La providencia de no tenerse por parte al que en forma pretende acre-
ditar su derecho á la cosa litigiosa, es por su naturaleza definitiva, y pone, 
respecto de él, término al juicio, siempre que bajo ningun concepto pueda 
promoverlo despues de dictarse sentencia ejecutoria, y por lo tanto pro - 
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cede contra ella el recurso de casacion. (Sent. en apel. de 18 de marzo 
de 1861.) 
La providencia declarando no haber lugar al artículo de nulidad de una 
ejecutoria, y que se esté á lo mandado en la misma, no puede estimarse 
como sentencia definitiva, porque ésta ya se habla pronunciado; ni de las 
que ponen término al juicio 6 hacen imposible su continuacion, porque 
éste ya estaba fenecido, y de consiguiente, no procede contra ella el recur-
so de casacion. (Sent. en apel. de 22 de octubre de 186f.) 
La providencia que recae en un incidente promovido para que se de-
clare nula la acusacion de rebeldía, solicitada y acordada durante las va-
caciones de los tribunales, por no haber prestado el recurrente pobre la 
caucion necesaria para el recurso de casacion, no es de las designadas en 
les artículos 1010 y 1011 de la Ley de E. c., y por lo tanto, no procede 
contra ella dicho recurso. (Sent. en apel. de 28 dejunio de 1862.) 
La providencia dictada por la via de apremio para hacer efectiva la res-
ponsabilidad pecuniaria de un deudor con fondos que de él retiene un ter-
cero, léjos de poner término al juicio que acaso intente éste, en nada pre-
juzga ni amengua el derecho que pueda asistirle; y por lo tanto, Do proce-
de contra ella el recurso de casacion entablado por el mismo. (Sent. en 
apel. de f 1 de noviembre de 1864.) 
Cuando el recurso de casacion no es procedente contra la parte esen-
cial de una providencia, por no tener el carácter de definitiva, menos pue. 
de serlo eu lo accesorio de la imposicion de costas. (Sent. en apel. de 20 de 
mayo de 1857.) 
Por regla general, la simple condena de costas no puede dar lugar al 
recurso de casacion; pero se esceptúa d e. dicha regla el caso eu que la Sala 
sentenciadora incurre en la manifiesta cootradiccion de imponer las cos-
tas al apelante despues de haber revocado la providencia apelada, siendo el 
objeto único y esclusivo de ésta la misma imposicion. (Sent. en cas. de 29 
de setiembre de 1858.) 
No puede servir de fundamento al recurso de casacion la imposicion 
de costas, cuando se condena en las de la segunda instancia al que se alzó 
sin derecho, y en nada le afecta la modificacion hecha en la sentencia. 
(Sent. en cas. de 24 de marzo de 1859.) 
La parte relativa á la condena de costas es un punto accesorio de la 
sentencia, respecto del cual no se dé el recurso de casacion. (Sent. en cas. 
de 1.' de febrero de 1860, y 18 de diciembre de 1862.) 
Véanse tambien sobre este punto las sentencias estractadds en el apén-
dice al art. 78 (pág. 643 de este tomo), de las cuales se deduce que puede 
interponerse el recurso de casacion por infraccion de ley en la condena de 
costas. 
La sentencia que estima la inhibitoria de jurisdiccion, propuesta por 
un Gobernador de provincia á un Juez de primera instancia, tiene el ca- 
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rácter de definitiva, para los efectos del art. 1011 de la ley de E. c., por-
que pone término al juicio haciendo imposible su continuacion. (Sent. en 
cuest. prey. de 19 de abril de 1865.) 
La sentencia que, dando lugar á una escepcion dilatoria, manda que 
el señor territorial acompañe á la demanda ciertos títulos 6 documentos, 
por no ser bastantes los presentados para justificar su derecho al señorío, 
tiene el carácter de definitiva, puesto que resuelve lo que es objeto del 
juicio, poniéndole término y haciendo imposible su continuacion, y de con-
siguiente procede contra ella el recurso de casacion. (Sent. en apel de 7 
de octubre de 1865.) 
Los fallos de las Audiencias de Ultramar, constituidas en acuerdo, no 
pueden llamarse sentencias ejecutorias civiles ordinarias, y por lo tanto, 
no procede contra ellos el recurso de casacion. (Sent. en cas. de Ultra-
mar de 22 de diciembre de 1857.) 
El recurso de casacion solo procede bajo dos conceptos° uno, por el 
quebrantamiento de ley 6 de doctrina admitida por la jurisprudencia de 
los tribunales, que afecte al fondo 6 esencia del asunto litigioso; y otro por 
la infraccion de las formas del enjuiciamiento, comprendidas en el articu-
lo 1013 de la Ley de E. c. (Sent. en apel. de 27 de marzo de 1857, y 9 de 
abril de 1862.) 
ART(CULO 1012. 
(V. pág. 381, tomo 4.°) 
Solo procede el recurso de casacion en el fondo cuando hay violacion 
de ley 6 de doctrina admitida por la jurisprudencia de los tribunales, sin 
que baste decir, para fundar el recurso, que no se ha. tenido en con-
sideracion tal ley 6 doctrina, 6 que ha sido mal aplicada; sino que debe 
citarse como infringida por la sentencia. (Sent. en cas. de 6 de diciembre 
de 1856, 29 de diciembre de 1859, 22 de febrero de 1860, 23 dé diciembre 
de 1861,,y otras.) 
El recurso de casacion no tiene lugar contra los fundamentos 6 parte 
espositiva de las senteucias; sino contra su parte dispositiva, por las in-
fracciones de ley 6 de doctrina cometidas en ella. (Sent. en cas. de 13 de 
junio de 1860, 17 de junio de  1801, 10 de abril de 1862, 29 de mayo 
de 1863, 21 de mayo y 28 de noviembre de 18614, 28 de enero y 12 de di-
ciembre de 1865, 28 de abril y 17 de setiembre de 1866, y otras muchas. 
Véanse tambien las citadas en el apéndice al art. 333, pág. 739 de este 
tomo.) 
No puede alegarse como motivo de casacion la supuesta infraccion de 
ley acerca de un punto que no interesa ui afecta al recurrente. (Sent.. en 
cas, de 7 de mayo de 1860.) 
• 
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No procede el recurso de casacion contra un estremo de la sentencia, 
respecto del cual no se  ha alegado infracciou alguna de ley ni de doctrina. 
(Sent. en cas. de 30 de diciembre de 1861.) 
No puede invocarse como motivo de casacion la iufraccion de ley, que 
se supone cometida en una providencia consentida por el recurrente. 
(Sent. en cas. de 29 de diciembre de 1863.) 
El recurso de casacion no puede fundarse en hipótesis, y por lo tanto, 
no pueden estimarse las infracciones de leyes y doctrinas que se citan 
para un caso supuesto, 6 en términos hipotéticos, 6 haciendo supuesto de 
la cuestion. (Sent. en cas. de 30 de junio y 22 de noviembre de 1864, 21 de 
abril y 19 de octubre de 1866, y otras.) 
No puede invocarse la iufraccion de una ley, para el efecto de la casa-
cion, sino bajo el supuesto de que han silo contrariadas sus disposiciones 
en la sentencia, 6 de que se le han atribuido las que no contiene; único 
concepto en que pudiera reclamarse por lo que no dice la ley. (Sent. en 
cas. de 28 de junio de 1860.) 
Las meras incorrecciones de lenguaje, que ni alteran la esencia ni os-
curecen el sentido de un escrito, carecen de importancia para que pueda 
válidamente fundarse en ellas la iufraccion de un precepto legal. (Sent. en 
cas. de 23 de febrero de 1863.) 
El recurso de casacion en el fondo debe fundarse en la infracciou de 
ley 6 de doctrina legal, que tenga relacion con las cuestiones que han sido 
objeto del pleito. (Sent. en cas. de 10 de setiembre de 1864.) 
Para los efectos de dicho recurso, no pueden reputarse infringidas leyes 
y doctrinas, relativas á puntos que no han sido discutidos en el pleito, 6 á 
cuestiones que no se han promovido en él legal y directamente. (Sent. en 
cas. de 26 de noviembre de 1861, 31 de enero de 1862, 1.° de junio de 
1863, 12 de abril y 9 de diciembre de 1864, 21 de enero y 20 de octubre 
de 1865, 7 de abril, 29 de setiembre ti 15 de diciembre de 1866, y otras 
muchas.) 
Nu pueden ser objeto del recurso de casacion la improcedencia de la 
accion ejercitada en la demanda, ni la prescription, ni ninguna otra de las 
escepcioues, cuando no se opusieron en tiempo oportuno, 6 que no fueron 
ubjeto del debate, y no pueden por tanto invocarse útilmente para fun - 
darlo las leyes y doctrinas que á ellas se refieran. (Sent. en cas. de 25 de 
junio de 1859, 30 de abril de 1860, 28 de abril de 1862, 28 de setiem-
bre de 1864, 27 de junio, 18 de noviembre y 30 de diciembre de 1865, 2 
de marco y 21 de setiembre de 1866, y otras. Véanse tambien las del 
apéndice al art. 254, pág. 706 de este tomo.) 
No puede servir para fundar el recurso de casacion la cita de leyes quo 
se suponen infringidas, cuando se refieren á una cuestion ya decidida por 
ejecutoria anterior, y que por lo tanto no fué objeto del pleito en que se 
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No se invocan oportunamente, para motivar el recurso de casacion, 
leyes y doctrinas que no afectan esencialmente al fondo de la cuestion. 
(Sent. en cas. de 13 de octubre de 1864.) 
Tampoco pueden reputarse infringidas leyes relativas á puntos, que no 
han sido objeto de la resolucion de la ejecutoria. (Sent. en cas. de 19 de 
octubre de 1866.) 
El recurso de casacion no procede por motivos ajenos é la cuestion del 
pleito, 6 que afecten á un tercero que no ha litigado, y contra quiea no 
se ha dirigido la demanda. (Sent. en cas. de 20 de octubre de 1865.) 
Cuando el demandado se limita á oponer á la demanda la - escepcion 
dilatoria de defecto legal en el modo de ser propuesta, no puede invocar 
despues como motivo de casacion contra la sentencia la infraccion de leyes 
y doctrinas sobre el fondo del pleito. (Sent. en cas. de i.° de febrero 
de 1865.) 
No puede servir de fundamento al recurso de casacion en el fondo la 
infracciou de leyes 6 disposiciones que solo se refieren al procedimiento. 
(Sent. en cas. de 23 de noviembre de 1859, 26 de noviembre de 1860, 
1 2 de marzo de 1862, 24 de abril de 1863, 13 de junio de 1864, 29 de 
abril de 1865, 12 de abril de 1866, y otras.) 
Las disposiciones de la Ley de E. c., referentes al órden del procedi-
miento, no pueden invocarse convenientemente para fundar el recurso de 
casacion interpuesto con arreglo al art. 1012 de la misma ley. (Sent. en 
cas. de 28 de marzo de 1880, 30 de junio, 14 y 17 de diciembre de 1864, 
30 de junio de 1865, 19 de octubre de 1866, y otras.) 
Para los efectos del recurso de casacion, uo pueden reputarse infrin-
gidas leyes y doctrinas inaplicables al caso del pleito. (Sent. en cas. de 22 
de diciembre de 1860, 21 de diciembre de 1861, 28 de junio de 1862, 22 
de diciembre de 1863, 10 de febrero y 10 de setiembre de 1864, 11 de 
abril y 12 de setiembre de 1865, 14 de febrero y 17 de setiembre de 1866, 
y otras muchas.) 
Para dichos efectos no pueden reputarse infringidas leyes que no es-
tén en vigor ni observancia, ni tampoco las que se refieren á puntos sobre 
los cuales uo se ha interpuesto expresamente dicho recurso. (Sent. en cas. 
de 12 de octubre de 1860 , y 18 de setiembre de 1866.) 
Cuando los Tribunales no tienen competencia para aplicar ciertas le-
yes á un caso concreto, no pueden reputarse éstas infringidas para los 
efectos del recurso de casacion (Sent. en cas. de 14 de junio de 1861.) 
La infraccion de las disposiciones del Código de Comercio no puede 
servir de fundamento al recurso de casaciou en pleitos sustanciados y de 
cididos con arreglo á la legislacion comun. (Sent. en cas. de 2 de diciem-
bre de 1839, 12 de noviembre de 1861, 20 de junio y 2 de octubre de 
1863, 17 de diciembre de 1864, 15 de enero y 16 de octubre de 1866, y 
otras.) 
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Cuando la Sala sentenciadora cita espresameute en apoyo de su sen-
tencia disposiciones del derecho comun, no puede decirse que se ha falla-
do el pleito por las del mercantil, aunque se hayan citado tambien algu-
nas de éstas. (Sent. en cas. de 6 de diciembre de 1862.) 
Las leyes romanas no sirven para fundar el recurso de casacion eu las 
provincias donde no rigen. (Sent. en cas. de 20 de enero de 1863.) 
Siendo supletorio el derecho romano en Cataluña, no pueden invocar-
se oportunamente sus disposiciones para fundar el recurso de casacion, 
cuando hay ley vigente sobre el punto de la cuestiou. (Sent. en cas. de 9 
de noviembre de 1863.) 
No puede iuvocarse oportunamente como infringida, para fundar el 
recurso de casacion, la ley de 14 de marzo de 1856, que abolió la tasa so-
bre el interés del dinero, cuando la obligacion, de que procede la recta - 
maciou de intereses eu concepto de daños y perjuicios, es anterior 3 dicha 
ley. (Sent. en cas. de 12 de noviembre de 1861.) 
La ley de reemplazos de 30 de enero de 1856, por su índole especial, 
tampoco puede servir de fundamento al recurso de casacion. (Sent. en 
cas. de 19 de junio de 1863.) 
Las leyes 3.' y 6.', tít. 6.°, lib. 12 do la Nov. Rec. y la 83 de Toro, 
relativas á la averiguaoion y castigo de los delatores y testigos falsos, lo 
mismo que los artículos del Código penal y demás disposiciones de esta 
índole, no pueden tener aplicaciou al recurso de casacion en materia ci-
vil. (Sent. en cas. de 29 de diciembre de 1859, 23 de octubre de 1860, 18 
de enero de 1861, 18 de diciembre de 1862, 11 de diciembre de 1865, 
1 7 de setiembre de 1886, y otras.) 
La ley 11, tít. 10, lib. 3.° de la Nov. Rec., inserta en el título «I)e las 
casas, sitios y bosques Reales y sus privativas jurisdicciones,» y que for-
ma parte de las ordenanzas del Real sitio de Aranjuez, no ha tenido el 
carácter de general, segun aparece de la Real Orden de 28 de agosto de 
1829, y por lo tanto, no puede alegarse como infringida para los efectos 
del recurso de casacion eu un pleito sobre reconocimiento de prole y 
pago de alimentos, seguido fuera de dicho sitio. (Sent. en cas. de 16 de 
octubre de 1865.) 
No puede servir de fundamento al recurso de casacion la infraccion de 
una Real Orden dictada para un caso especial, distinto de el del pleito. 
(Sent. en cas. de 30 de abril de 1866.) 
Para los efectos de dicho recurso, no pueden tomarse en cuenta las 
decisiones del Consejo Real, por su índole y naturaleza. (Sent. en cas . 
de 17 de mayo de  i864, y 22 de diciembre de 1865.) 
Tampoco pueden citarse legalmente las circulares de los Gobernado-
res de provincia, atendidos su carácter, procedencia y objeto. (Sent en 
cas. de 7 de marzo de 1862.) 
La infraccion de las disposiciones 6 acuerdos de las Salas de gobierno 
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de las Audiencias no es motivo suficiente de casacion. (Sent. en cas. de 
6 de febrero y 20 de marzo de 1866.)  
Aunque las leyes estranjeras puedan ser alegadas como medio de prue-
ba ante los tribunales españoles, no puede ser su infraccion objeto ni mo-
tivo directo del recurso de casacion en España. (Sent. en cas. de 21 de 
junio de 1864.)  
No puede estimarse como ley 6 doctrina de jurisprudencia, ni invo-
carse útilmente su infraccion, la que se dice vigente en un territorio, 
 
cuando no consta oficial ni judicialmente su existencia, ni su uso y apli-
cacion como fuero especial de aquel territorio. (Sent. en cas. de 25 de ju-
nio de 1859.) 
«La casacion no puede tener lugar, versando el pleito sobre la inteli-
gencia de alguna ,cláusula testamentaria, sino cuando la sentencia esté 
 
manifiestamente en cootradiccion con el tenor de aquella.» (Sent. en cas.  
de 28 de octubre de 1859.)  
Procede la casacion de la sentencia, que lia infringido la doctrina le-
gal de que la voluntad del testador es la verdadera ley á que deben subor-
dinarse los derechos y esperanzas nacidas de su testamento. (Sent. en cas.  
de 9 de mayo de 1863.) 
Segun la jurisprudencia establecida por el Tribunal Supremo de Justi-
cia, para que pueda reputarse infringida la voluntad del testador, y citar-
la corno ley del caso, es necesario que la cláusula testamentaria sea clara 
 
y terminante, pues las oscuras, ambiguas 6 dudosas no sou admisibles 
 
como fundamento de casacion. (Sent. en cas. de 27 de febrero y 11 de 
marzo de 1863, 17 de marzo de 1 865, y otras.) 
No tiene el carácter de ley clara y terminante, ni puede considerarse  
como infringida, para el efecto de la nulidad de la ejecutoria, una cláusula 
 
testamentaria, que además de no haber sido citada espresamente en este  
concepto, está redactada en términos tau ambiguos y defectuosos, que 
 
producen duda y perplegidad respecto de su inteligencia. (Sent. en nul.  
de 29 de setiembre de 1860.) 
 
«Los testamentos no pueden ser invocados como leyes para las cues-
tiones relativas á su validez, 6 de alguna de sus cláusulas.» (Sent. en cas. 
de 11 de diciembre de 1865.) 
El contrato es la ley especial del caso para los contratantes y sus cau-
sa-habientes, y procede por tanto la casacion de la seutencia que lo in-
fringe 6 no se ajusta á lo convenido por las partes. (Sent. en cas. de 4 de 
octubre de 1860, 8 de marzo y 12 de diciembre de 1861, 30 de mayo de 
1864, 1 i de febrero de 1865, 28 de abrid y 1.° de diciembre de 1866, y  
otras.)  
Para que pueda alegarse un contrato corno ley de la materia para  
los efectos del recurso de casacion, es necesario que en él haya inter-
venido y contraido alguna obligacion aquel de quien se reclama el cum- 
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plimiento, 6 su causante. (Sent. en cas. de 7 . de noviembre de 1866.) 
La doctrina en cuya infraction puede fundarse el recurso de casacion, 
ha de ser la que tenga el carácter de legal, 6 se halle admitida por la ju-
risprudencia de los tribunales. (Sent. en cas. de 11 y 22 de diciembre 
de 1865.) 
«No deben citarse como jurisprudencia admitida por los tribunales 
los principios que éstos reconocen como sancionados en leyes espresas.» 
(Sent. en cas. de 6 de octubre de 1865.) 
Las doctrinas alegables en casacion no son las meras razones 6 deduc-
ciones que, con el supuesto nombre de tales, formulen las partes; sino las 
que directa y necesariamente emanan de los preceptos consignados en las 
leyes, y las adoptadas por la jurisprudencia de los tribunales. (Sent. en 
cas. de 10 de abril de 1862.) 
Los fallos de los Juzgados de primera instancia y de una Audiencia en 
casos análogos 6 iguales, no constituyen por sí solos la jurisprudencia ad-
mitida por los tribunales, que puede invocarse para los efectos del recurso 
de casacion. (Sent. en cas. de 9 y 28 de noviembre de 1863.) 
La práctica observada en casos particulares no puede invocarse en el 
concepto de jurisprudencia admitida por los tribunales. (Sent. en cas. de 
6 de mayo de 1805 .) 
No pueden invocarse, para fundar el recurso de casacion, prácticas de 
una Audiencia, cuando no consta que existen y forman doctrina de juris-
prudencia, ui se concreta el concepto 6 motivo por que se hayan infringi-
do, y menos si no tienen analogía con la cuestiou litigiosa. (Sent. en cas. 
de 22 de mayo de 1866.) 
No pueden invocarse, para fundar el recurso de casacion, dogmas abs-
tractos de moralidad y justicia, debiendo en su lugar citarse las leyes del 
caso y la verdadera jurisprudencia, donde concretamente se hallen dichos 
dogmas. (Sent. en cas. de 20 de junio de 1863.) 
El axioma de que nadie debe enriquecerse con perjuicio de otro, por 
ser un principio demasiado abstracto, no puede servir para casos concre-
tos sino combinado con el derecho de los interesados, puesto que quien 
usa de su derecho no causa daño, y por consiguiente no es admisible como 
titulo de casacion. (Sent. en cas. de  19 de diciembre de 
 1864.) 
La doctrina de que en caso de duda debe ser absuelto el reo, no es 
aplicable cuando no ha habido discordia en la sentencia. (Sent. en cas. de 
7 de noviembre de 1866.) 
Las doctrinas de los espositores no pueden llamarse jurisprudencia ad-
mitida por los tribunales, y mucho menos ley en concepto alguno; y de 
consiguiente, no puede fundarse en ellas el recurso de casacion. (Sent. en 
cas. de 13 de abril de 1863, 22 de enero y 27 de junio de 1864, 3 de fe-
brero de 1866, y otras.) 
A las opiniones de los jurisconsultos, por mas respetables que sean, 
saiallar. 
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no puede dárseles el carácter de doctrinas legales, para fundamentar en 
ellas la casacion, si no están admitidas en tal concepto por la jurispruden - 
cia de los tribunales. (Sent. en cas. de I 1 de diciembre de 1861.) 
No puede considerarse como admitida por la jurisprudencia de los tri-
bunales una doctrina, desde el momento en que se afirma por la Sala sen - 
tenciadora la existencia de otra contraria y en aplicacion á los casos ocur - 
rentes. (Sent. en cas. de 11 de mayo de 1 861.) 
Las opiniones de los escritores sobre derecho catalán solo pueden ca-
lificarse como la doctrina de los doctores, de que habla la constitucion úni-
ca, tít. 30, lib. 1.° de las de Cataluña, cuando aparezca su uniformidad y 
la aplicacion constante en los tribunales de aquel territorio. (Sent. en cas de 
4 de mayo de 1859.) 
Para los .efectos del recurso de casacion, no pueden estimarse las in-
fracciones de ley 6 de doctrina, motivadas en suponer y dar como ciertos 
los hechos decisivos de la cuestion contra la apreciaciou de la Sala senten-
ciadora y el criterio formado por la misma, en uso de sus atribuciones, por 
el resultado de las pruebas aducidas en el pleito. (Sent. en cas. de 18 de 
diciembre de 1862, 13 de abril y 23 de mayo de 1863, 30 de enero y 2 de 
junio de 1864, y otras.) 
No compete al Tribunal Supremo de Justicia, sin que préviamente se 
declare la casacion, examinar si han sido bien aplicadas las leyes por la Au-
diencia en la apreciacion de las pruebas. (Sent. en cas. de 13 de octubre 
de 1856.) 
Las cuestiones de meros hechos no pueden ser objeto del recurso de ca-
sacion, porque este solo procede cuando hay violacion de una ley 6 de una 
doctrina admitida por la jurisprudencia de los tribunales. (Sent. en cas. de 
6 de diciembre de 1856.) 
El recurso de casacion no procede, en cuestiones -de hecho, contra los 
que se fijan por la Sala sentenciadora, segun el resultado de las pruebas y 
 su apreciacion legal, á no ser que esta haya recaido sobre algun documen-
to de cuyo mérito y valor dependa esclusivamente la decision del pleito. 
(Sent. en cas. de 4 de octubre de 1865.) 
Cuando la Audiencia acepta únicamente en su sentencia los funda-
mentos de hecho de la de primera iustancia, uo puede suponerse que acep-
ta Cambien la apreciacion y criterio legal sobre el valor de las pruebas da-
das eu el pleito. (Sent. en cas. de 7 de marzo de 1864.) 
Para los efectos del recurso de casacion, no basta suponer que el Tri-
bunal sentenciador ha formado su criterio fuera de las reglas del derecho, 
sin señalar expresa y determinadamente qué reglas sean las infringidas. 
(Sent. en cas. de 14 de octubre de 1865.) 
Sobre infraccion de leyes relativas á las pruebas y apreciacion de 
estas, véanse los apéndices de los arts. 280 y siguientes, que tratan de las 
diferentes clases de pruebas, y especialmente el del 317. 
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El recurso de casacion en el fondo, 6 sea con arreglo al art. 1012 de 
la Ley de E. c., no puede fundarse en la falta de personalidad y de citacion 
para el juicio, en la incompetencia de jurisdiccion, ni en ninguna otra 
de las causas expresadas en el art. 1013, con arreglo al cual, 6 sea en la 
forma debe interponerse en tales casos, aunque la sentencia sea contra ley 
6 contra doctrina admitida por la jurisprudencia de los tribunales, siem-
pre que la infraccion se reliera á dichos puntos. (Sent. en cas. de 22 de se-
tiembre de 1860, 30 de junio y 24 de diciembre de 1864; en apel. de 17 de 
junio de 1865; en cas. de 29 de noviembre de 1806, y otras.) 
Véanse además las sentencias estractadas en los apéndices á tos ar-
ticulos 1024 y 1025. ) 
ARTICULO 1013. 
(V. pag. 583, tomo 4.°) 
No puede servir de base el recurso de casacion en la forma la infrac-
cion de artículos de la Ley de E. c., que, aunque afectan 5 la forma del 
procedimiento, no se refieren á las faltos expresadas eu el art. 1013, únicas 
eu que puede fundarse dicho recurso. (Sent en cas. de 20 de febrero 
de 1860; y en apel. de i I de diciembre de 1860, 24 de mayo de 1861, 9 de 
junio de 1805, y oh-as.) 
(Los artículos de la Ley de E. c. relativos á la mera forma 6 sustan - 
ciacion de los diversos juicios en ella comprendidos, solo pueden servir de 
fundamento al recurso de casacion en cuanto de su inobservancia resulte 
alguno de los defectos espresados en el 1013 de la misma Ley.» (Sent. en 
cas. de 26 de abril de 1862, y otras.) 
La imposicion de costas no se halla comprendida en las causas espre-
sadas en el art. 1013 de la Ley de E. c. como motivo del recurso de casa-
cion en la forma. (Sent, en apel. de 7 de octubre de 1857.) 
Las faltas de emplazamiento, de citacion por sentencia y de recibimien-
to á prueba, designadas en los núms. 1.°, 3.° y 4.° del art. 1013 de la 
Ley de E. c. como motivos de casacion en la forma, no son aplicables é los 
espedientes de nombramiento de curador ejemplar, ni á los demás de ju-
risdiccion voluntaria, cuando no estén comprendidas dichas diligencias en 
la tramitacion especial que les marca la ley. (Sent. en apel. de 8 de no-
viembre de 1862.) 
(La causa primera del art. 1013 de la Ley de E. c. se refiere taxativa-
mente á la falta de emplazamiento de los que debieran haber sido citados 
para el juicio, sin que su disposicion pueda esteuderse á otros casos en 
,r 
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virtud de pretendidas analogías.» (Sent. en cas. de 24 de febrero de 1864, 
yen apel. de 30 de abril de 1866. Véanse Cambien los apéndices d los ar-
tículos 702 y 959, págs. 821 y 875 de este tomo.) 
Cuando en ninguna de las instancias del pleito se ha dudado de la per-
sonalidad del litigante ni de su procurador, sino que, al contrario, se ha 
reconocido siempre su legítima intervencion, no existe la causa 2.` de las 
designadas en el art. 1013 de la Ley de E. c. para fundar eu ella el recurso 
de casacion. (Sent. en cas. de 16 de junio de 1859.) 
Tampoco existe dicha causa, ni procede por tanto el recurso de casa-
cion por falta de personalidad del procurador, fundada en no haber presen-
tado el competente poder, 6 en no haber sido éste bastauteado, cuando se 
subsana la falta antes de dictarse la sentencia, contra la cual se interpone 
el recurso. (Sent. en cas. de 23 de noviembre de 1859, 24 de diciembre de 
1864, 8 de febrero de 1866, y otras.) 
No procede tampoco el recurso por la espresada falta de personalidad eu 
el procurador de uno de los litigantes, cuando su representacion quedó eje-
cutoriada por consentimiento de las partes. (Sent. en apel. de 22 de junio 
de 1864.) 
No puede prestar fundamento al recurso de casacion eu la forma la fal-
ta de personalidad del actor, cuando el demandado no opuso tal defecto á la 
demanda, ni como escepcion dilatoria, ni en su escrito de coutestacion, ni 
tampoco en el de dúplica. (Sent. en cas. de 23 de junio de 1865.) 
La falta de personalidad, á que se refiere la causa segunda del artícu-
lo 1013 de la Ley de E. c., no es la que pueda fundarse eu la falta de acciou 
para pedir, 6 del derecho con que se litiga; sino la que nace de la privacion 
del pleno ejercicio de los derechos civiles, que es lo que constituye la inca-
pacidad personal del litigante para comparecer en juicio, á que se alude 
en aquella causa, segun su concordancia con el art. 12 de dicha ley. (Sent. 
en cas. de 28 de setiembre de 1863, 18 de octubre de 1864, y otras.) 
La falta de personalidad que no se funda en la incapacidad personal 
del actor para demandar en juicio, sino eu la incompatibilidad establecida 
respecto de los corredores de número por el art. 100 del Código de Comer-
cio, no es la designada eu el 1013 de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 16 
de octubre de 1866.) 
«Segun el art. 1013 de la Ley de E. c., la falta de personalidad, tanto 
para demandar, como para comparecer en juicio, solo es causa de casacion 
en la forma,» y no lid lugar á la admision del recurso en el fondo, cuando 
se funda en dicha causa, aunque se citen como infringidas leyes relativas á 
la misma. (Sent. en cas. de 15 de diciembre de 1866.) 
Véanse tambien, sobre la falta de personalidad, las sentencias citadas 
en los apéndices á los arts. 237 y 963, págs. 702 y 880 de este tomo. 
No puede alegarse como motivo de casacion la falta de citacion para 
sentencia, cuando por la índole especial del juicio no es necesaria esta dili- 
r 
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gencia, como sucede eu los interdictos. (Sent. en apel. de 8 de octubre 
de 1862.) 
Por la falta de señalamiento de dia para la vista de la súplica de uu 
auto denegatorio de rectificaciones en el apuntamiento y posiciones en la 
segunda instancia, no procede el recurso de casacion, por no estar com-
prendida esta omision entre las marcadas en el art. 1013 de la Ley de E. e. 
(Sent. en apel. de 28 de abril de 1863.) 
No existe la causa cuarta del art. 1013 de la Ley de E. c. para los efec-
tos del recurso de casacion, cuando no se ha solicitado prueba alguna en 
tiempo oportuno. (Sent. en cas. de 22 de octubre de 185'7.) 
En la resolucion del interdicto de adquirir, no se requiere el prévio 
recibimiento á prueba; y por lo tanto, no puede alegarse su falta como mo-
tivo de casacion. (Idem.) 
La falta de recibimiento á prueba en la segunda instancia no puede 
servir de fundamento al recurso de casacion, cuando aquel es improceden-
te, 6 ha sido denegado por no estar comprendido eu ninguno de los casos 
que espresa el art. 869 de la Ley de E c. (Sent. en cas. de 19 de abril de 
1859, 4 de febrero de 1860, y otras citadas en el apéndice al art. 869 
pág. 837 de este tomo.) 
Segun el art. 872 de la Ley de E. c., contra la providencia en que se 
deniega la prueba, solo procede el recurso de casacion en su caso y lugar. 
(Sent. en apel. de 27 de junio de 1865, y demás citadas en el apéndice á 
los arts. 871 y 872, pág. 839 de este tomo.) 
Es improcedente, como fundamento del recurso de casacion, la alega-
cion de las causas 4.', 5.' y 6. 2 del art. 1013 de la Ley de E. c., cuando 
se han practicado las diligencias de prueba del único modo posible yen 
conformidad con lo prevenido por la misma ley. (Sent. en cas. de 6 de di-
ciembre de 1864.) 
«Conforme é lo dispuesto en el art. 1013 de la Ley de E. c., procede 
el recurso de casacion por la falta de recibimiento é prueba en cualquiera de 
las instancias del pleito, cuando é ella hubiere lugar con arreglo á dere-
cho; 6 par denegacion de cualquiera diligencia de prueba admisible segun 
las leyes, y cuya falta hubiere podido causar indefension.» No procede la 
justificacion de pobreza cuando esta se solicita despues de fenecido el plei-
to principal por todos sus trámites, y de consiguiente la denegacion de 
esta prueba no se halla en ninguno de dichos casos, ni por ella puede fun-
darse la casacion en las causas 4.' y 6.' del espresado artículo. (Sent. en 
cas. de 18 de octubre de 1 864.) 
No puede ser admitido el recurso de casacion fundado en las causas 4.' 
y 6. 2 del art. 1013 de la Ley de E. c., cuando se ha consentido el auto eu 
que se denegó la prueba. (Sent. en cas. de 16 de Enero de 1863 y en 
apel. de 11 de diciembre de 1865.) 
Cuando no se ha solicitado prueba en la segunda instancia, y la natura- 
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leza del juicio no permite là que se dice omitida, no puede estimarse para 
el recurso de casacion la causa 5.' del art. 1013 de la Ley de E. c. (Sent. 
en apel. de 3 de octubre de 1860.) 
La falta de citacion para el libramiento de compulsorios se halla com-
prendida ed el núm. 5.° del art. 1013 de la ley de E. c. (Sent. en apel. de 
43 de setiembre de 1859.) 
La diligencia pericial pedida en la segunda instancia, no para acredi-
tar nuevos hechos pertinentes é la cuestion, y si solo para ilustracion del 
Tribunal, no tiene el carácter de verdadera prueba para fundar en su de-
negacion el recurso de casacion en la forma. (Sent. en cas. de 30 de di-
ciembre de 1858.) 
Contra la declaracion de haber decaido el derecho de un litigante por 
no haber practicado las diligencias conducentes é completar la prueba de 
su personalidad dentro del término que al efecto se le señaló, no procede 
el recurso de casacion fundado en la causa 6.' del art. 1013 de la ley de 
E. c. (Sent. en apel. de 11 de febrero de 1860.) 
Cuando no ha habido recibimiento á prueba, no cabe alegar la dene-
gacion de diligencia á ella referente, 6 sea la causa 6.' del art. 1013 de la 
Ley de E. c., para fundar el recurso de casacion. (Sent. en cas. de 16 de 
enero de 1863, y 22 de junio de 1864.) 
Tampoco puede alegarse dicha causa, cuando la diligencia de prueba 
denegada fué pedida fuera del término probatorio, porque en tal caso no 
es admisible segun las leyes. (Sent. en cas. de 25 de setiembre de 1863.) 
Cuando se promueve como cuestion prévia un incidente sobre la nu-
lidad de una diligencia de prueba y se consiente la providencia en que se 
desestima esta solicitud, no puede suponerse la inexistencia de dicha dili-
gencia de prueba, ni alegarse su denegacion para fundar el recurso de ca-
sacion en la forma. (Sent. en cas. de 2 de octubre de 1863.) 
La omision de diligencias para mejor proveer no puede estimarse co-
mo falta de las comprendidas en el art. 1013 de la Ley de E. c., pues es 
facultativo y no obligatorio en los Jueces y Tribunales decretarlas despues 
de concluso 6 visto un pleito. (Sent. en apel. de 24 de setiembre de 1859, 
y demás citadas en el apéndice al art. •48, pág. 631 de este tomo.) 
Cuando el Juez de primera instantancia admite en ambos efectos la ape-
lacion interpuesta por una parte de providencia por él dictada, sin que la 
contraria se haya opuesto ni reclamado contra dicha admision, la Sala de 
justicia de la Audiencia, á que corresponda, tiene jurisdiccion compe-
tente para conocer en segunda instancia del asunto sobre que versa la 
apelacion, y fallarlo en la forma correspondiente, sin que pueda aducirse 
como motivo de casacion la causa 7.' del art. 1013 de la Ley de E. c. 
(Sent. en cas. de 25 de setiembre de 4860, y 22 de noviembre de 1865.) 
Tampoco procede la admision del recurso de casacion fundado en dicha 
causa '7.' por incompetencia de la Sala sentenciadora, cuando, habiéndose 
TOMO V. 	 414 
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pedido oportunamente que separara del conocimiento, pasando los 
 au - 
tos á la Sala que se creia competente, la parte interesada consintió la pro-
videncia en que se denegó esta pretension. (Sent. en apel. de 13 de octu-
bre de 1863.) 
La asistencia del Regente de la Audiencia 61a vista de uu pleito no 
vicia la jurisdicion de la Sala considerada colectivamente, puesto 
que en la Ley de E. c. no hay disposicion alguna que le dispense de cum-
plir el art. 53 de las Ordenanzas de las Audiencias por el cual tiene la 
facultad de asistir á la Sala que mejor estime; y de consiguiente no pro-
cede en tal caso el recurso de casaciou por la causa 7.' del art. 1013. 
(Sent. en cas. de 19 de novtembre de 1863.) 
Dicha causa 7.' del art. 1013 se contrae á la incompetencia de juris-
diccion; y no puede fundarse en aquella el recurso de casaciou, cuando 
la Audiencia tiene competencia reconocida por las partes. (Sent. en cas. 
de 24 de diciembre de 1864, 10 de marzo de 1865; en apel. de 30 de di-
ciembre de 1865, y otras.) 
Véase el apéndice al art. 111, pág. 650 de este tomo, donde ya se 
indicó que el Tribunal Supremo ha modificado la jurisprudencia que 
consignamos al comentar la causa 7.' del art. 1013 (pág. 393 del to -
mo 4.°) sobre la admision del recurso de casacion contra el fallo de las 
Audiencias, decidiendo las cuestiones de competencia promovidas por 
medio .de la inhibitoria. Véase tambien el apéndice al art. 248, páy. 
705 de este tomo. 
La asistencia del Regente de la Audiencia á la vista y fallo del pleito, 
no habiendo sido recusado, no es motivo para fundar el recurso de casa-
cion en la causa 8.' del art. 1013 de la Ley de E. c. (Sent. en apel. de 13 
de octubre de 1803, y la citada en el apéndice á los arts. 422, 123 y 124.) 
Sobre dicha causa 8.', véanse tambien los sentencias estractadas en el 
apéndice al art. 125, pág. 667 de este tomo. 
No es admisible el recurso de casacion, fundado en la causa 9.' del ar-
ticulo 1013 de la ley de E. c., cuando no se reclamó de modo alguno la 
falta, que supone el recurrente, respecto del número de Magistrados que 
concurrieron á la vista y fallo del pleito. (Sent. en apel. de  -14 de enero 
de 4862.) 
Tampoco es admisible el recurso de casacion en la forma cuando se 
funda en no haber concurrido é la vista del pleito á lo menos cuatro Minis-
tros, pues esta causa no es la 9.', ni ninguna otra de las espresadas en di-
cho art. 1013. (Sent. en apel. de 2i abril de  1866.) 
Véanse los apéndices á los arts. 1019 y 1020, 1024 y 1025. 
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ARTÍCULO 1014. 
(V. pig. 398, tomo 4.°) 
Segun lo dispuesto en el art. 1014 de la ley de E. c., en los pleitos po-
sesorios, en los ejecutivos y en todos los demás, despues de los cuales 
'puede seguirse otro juicio sobre lo mismo que haya sido objeto de ellos, 
no procede el recurso de casacion fundado en ser la sentencia contraria á 
ley 6 doctrina admitida por la jurisprudencia de los tribunales, y si solo 
por alguna de las causas espresadas en el art. 1013. (Sent. en apel de 28 
y 30 de Setiembre de 1858, 21 de octubre de 1859, y 11 de febrero de 1860; 
en cas. de 14 de octubre de 1864; en cuest. prévia de 19 de octubre de 
1864; en cas. de 9 de noviembre de 1865; en apel. de 29 de noviembre 
de 1865, 28 de mayo de 4866, y otras muchas.) 
No siendo procedente el recurso en dichos juicios, mucho menos pue-
de serlo eu un incidente de los mismos. (Sent. en apel. de 21 de junio 
de 1866.) 
La sentencia dictada en el juicio instructivo que previene el art. 4.' 
de la ley de 3 de mayo de 1823 para continuar percibiendo las rentas de un 
señorío territorial, debe calificarse como dictada en un juicio posesorio, 
en los cuales no se dá recurso de casacion, segun el art. 1014, á no fun-
darse en alguna de las causas espresadas en el 1013. (Sent. en apel. de 21 
de junio de 1859.) 
Segun el art. 1014 de la Ley de E. c., no procede el recurso de casa-
cion en el fondo contra la sentencia que absuelve de la demanda en la 
forma en que lia sido interpuesta, puesto que no impide que se promueva 
nuevo juicio sobre lo mismo que ha sido objeto de dicha demanda, propo-
niéndola en otra forma; y lo propio siempre que sea posible reproducir la 
accion intentada, 6 reclamar de otro modo lo que antes se pidió. (Sent. en 
apel. de 3 de mayo de 1860; en cas. de 15 de diciembre de 1860, y otras.) 
Tampoco procede, segun el mismo artículo, contra la providencia que 
recae sobre un incidente promovido en el juicio de apremio para pago de 
costas, por ser éste de naturaleza.ejecutiva.(Sent. en apel. de 45 setiem-
bre de 1864.) 
No procede igualmente dicho recurso en el fondo contra las sentencias 
que deciden sobre alimentos provisionales, en razon á que queda á las 
partes reservado su derecho para ejercitarlo en juicio ordinario (Sent. en 
apel. de 16 de octubre de 1860, 22 octubre de 1866, y otras.) 
«Por regla general es admisible el recurso de casacion contra todas las 
sentencias de los Tribunales superiores que recaigan sobre definitiva, si 
concurren las causas que espresa el art. 1010 de la Ley de E. c. Y aunque 
dicha regla esta modificada por el art. 1014, que no permite el recurso en 
el fondo en los pleitos posesorios y ejecutivos, ni en los demás en que 
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puede despues seguirse otro juicio sobre lo mismo que haya sido objeto de 
ellos, es necesario, para aplicar esta escepcioo, segun la recta inteligen - 
cia de dicho artículo, que el nuevo juicio que se promueva sobre el punto 
litigioso, nazca naturalmente de la índole de la accion promovida, y no de 
limitaciones 6 salvedades que con mas 6 menos oportunidad se consignen 
en la sentencia.» (Sent. en apel. de O de octubre de 1866.) 
No procediendo el recurso de casacion e lf los juicios de menor cuantía, 
segun lo dispuesto al final del art. 1014 de la Ley de E. c., tampoco puede 
ser admitido en un incidente de los mismos, 6 artículo ele incontestacion 
propuesto como de prévin pronunciamiento. (Sent. en apel. de 6 de abril 
de 1864.) 001111A•st 
 
ARTICULO 1015. 
(V. pág. 400, tomo t.") 
Gracia y Jaslleia.—Ley de 30 de abril de 1864, reformando pro-
visionalmente la oranizacion del Tribunal Supremo de Justicia. 
Artículo 1.° Provisionalmente y hasta que se publiquen como leyes 
los proyectos de organizacion del Tribunal Supremo de Justicia y reforma 
de la casacion civil, la Sala primera del mismo se compondrá de dos Sec-
ciones, que se denominarán primera y segunda  
Las dos Secciones de la Sala primera conocerán por repartimiento de 
los recursos de casacion en el fondo, y de los que hoy competen á aquella 
en los negocios de comercio, de Hacienda pública y de Imprenta  
Art. 2.° La Sala segunda y la de Indias formarán una sola, que se de-
nominará segunda y de Indias, compuesta de un Presidente y seis Minis-
tros, y conocerá de los asuntos que hoy corresponden á las dos, y de los 
demás no espresados en el art. I.°, admitiendo las súplicas, que procedan 
con arreglo á las leyes vigentes, para ante la Sala primera por riguroso 
turno entre sus dos secciones.» 
dem.— Decreto del Gobierno provisional de 26 de noviembre de 1868 , 
reformando, tambien provisionalmente, la organizacion del Tribunal 
Supremo de Justicia. 
«Art. 1.° El Tribunal Supremo de Justicia, por ahora y hasta que se 
reorganice, en cumplimiento de la ley de 11 de abril de este año, consta-
rá de tres Salas, que se denominarán primera, segunda y tercera. 
Art. 6.° Corresponderá: 
A la Sala primera el conocimiento de los recursos de casacion en el 
fondo que se interpongan en virtud de . la Ley de Enjuiciamiento civil y de 
la cédula de 30 de enero de 1855 (per la cual se reformó la administra-
cion de justicia en Ultramar), de los de Hacienda pública, de los de in- 
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justicia notoria en los negocios de comercio, de los de nulidad que penden 
ó puedan aun interponerse con arreglo al decreto de 4 de noviembre de 
1838, y de los de súplica que procedan con arreglo á las leyes vigentes 
contra providencias de la Sala segunda. 
Ala Sala segunda el conocimiento de todos los demás asuntos que,  
escepcion de los señalados en el artículo anterior, son hoy de la competen-
cia y atribuciones del Tribunal Supremo, y de los recursos de fuerza que 
con arreglo al decreto de 2 de este mes se interpongan en los negocios de 
que conozcan los Ministros que ejerzan la jurisdiccion eclesiástica de las 
Ordenes militares. 
'A los Ministros de esta Sala que ejerzan la jurisdiccion eclesiástica de 
las Ordenes militares el conocimiento de los negocios que son de su com-
petencia, en conformidad al espresado decreto de 2 de este mes, arreglán-
dose en sus procedimientos 4 las disposiciones que region en el Tribu-
nal especial de las mismas Ordenes. 
A la Sala tercera el conocimiento de los negocios contenciosos de la 
 
administracion procedentes de la Península, islas adyacentes y provincias 
ultramarinas, ya sea en instancia única, ya en apelacion 6 en recurso de 
nulidad.» • 
Aunque se interponga y sea admitido un recurso de casacion en el fon-
do, si la Sala primera del Tribunal Supremo de Justicia, por considerar 
que la infraccion alegada es en la forma, manda que pasen los autos á la 
 
Sala segunda, y las partes consienten esta providencia, queda reconocida 
la Competencia de esta Sala para decidir el recnvso. (Sent. en cas. de 26 
de junio de 1860.) 
pA. 
ARTÍCULOS 1019 y 1020. 
V. pág. 402, tomo 4.0) 
Para que proceda la adinision del recurso de casacion fundado en 
cualquiera de las causas espresadas en el art. 1013 de la Ley de E. c., es 
indispensable, segun los art. 1019 y 1020, que se haya preparado pré-
viamente reclamando la subsanacion de la falta en la instancia en que se 
haya cometido, y en la siguiente si ha sido en la primera, á no ser que, 
habiendo tenido lugar en la última instancia, no haya habidq posibilidad 
de reclamar contra ella. (Sent. en apel. de 13 y 24 de setiembre de 1 859 , 
3 de octubre de 1860, 20 de febrero de 1861, 28 de abril de 1863, 19 de 
diciembre de 1864, 3 de mayo y 30 de diciembre de 1 865, 20 de enero, 
11 de setiembre y 24 de noviembre de 1866, y otras muchas.) 
Dicha reclamacion, cuando no haya posibilidad de hacerla de otro 
modo, puede hacerse en el acto de la vista en la segunda instancia, en 
^ . 
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cuyo caso deberá pedirse que se consigne por certiticacion. (Sent. en 
apel. de 16 de diciembre de 1858, 8 de noviembre de 1859, 21 de noviem-
bre de 1860, y las citadas en el apéndice al art. 1008, pág. 887 de este 
tomo.) 
La espresion vaga y genérica de haberse cometidl vicios en el proce-
dimiento, no es la específica y detorminada que previene el art. 1019 de 
la Ley de E. c. para reclamar la subsanacion de la falta, corno requisito 
indispensable para interponer el recurso de casacion en la forma. (Sent. 
en apel. de 27 de abril de 1858.) 
Tampoco equivale á la reclamacion especial y determinada, que requie-
re el artículo citado, para preparar el recurso de casacion en la forma, la 
reproduccion en  la ,segunda instancia de la protesta de nulidad, hecha en la 
primera, con motivo de las faltas de procedimiento que produzcan dicha 
nulidad; ni las indicaciones mas 6 menos directes sobre ello; ni tampoco 
la simple manifestacion y apreciacion de tales faltas, sin formular opor-
tunamente peticion para subsanarlas. (Sent. en apel. de 26 de febrero de 
18113, 19 de diciembre de 1864; en cas. de 11 de mayo de 1865; en apel. 
de 11 de setiembre y 24 de noviembre de 1866, y otras.) 
Es inadmisible el recurso de casacion en la forma, cuando el recurrente 
solo mencionó la falta de personalidad del otro litigante para combatir su 
interés en el pleito, y no como reclamacion para que se subsanase dicha 
falta con arreglo al art. 1019 de la Ley de E. c. (Sent. en apel. de 22 de 
junio de 4864.) 
Tampoco es admisible, cuando la falta fue subsanada durante el proce-
dimiento, 6 consentida la providencia e n . que se desestimó la reclamaciou 
que sobre ella se hizo. (Sent. en apel. de 5 de octubre de 4863, y en cas. de 
i i de febrero de 1864.) 
Cuando se decide ejecutoriamente un articulo de prévio pronuncia-
miento, relativo á la nulidad del juicio por falta de personalidad del de-
mandado, y no se reclama á tiempo contra dicho fallo, no procede res-
pecto al mismo particular el recurso de casacion. (Sent. en cas. de 15 de 
febrero de 1861.) 
Está reclamada oportunamente la subsanacion de la falta, y procede 
por tanto la admision del recurso, cuando, habiendo opuesto el ejecutado 
á la ejecucion despachada las faltas de citacion y de personalidad, apeló 
de la providencia denegatoria, y entabló el recurso de casacion contra la 
sentencia del Tribunal superior que la confirmó. (Sent. en apel. de 6 de 
mayo de 1864.) 
Cuando se proponen como articulo de prévio pronunciamiento las es-
cepciones dilatorias de declinatoria de jurisdiccion y de falta de persona-
lidad en el demandante, quedando aquel ejeeutoriado en segunda instan-
cia, el caso debe conceptuarse comprendido en el art. 1020 de la Ley de 
E. c., que no requiere la circunstancia de que se reclame la subsanacion 
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de la falta para que pueda admitirse el recurso de casacion. (Sent. en apee. 
de 29 de octubre de 1861.) 
Tambien debe considerarse comprendido en el caso de dicho art. 1020 
el litigante que, no habiendo tenido representacion legal en la primera 
instancia por no haberse entendido con él las diligencias ni con los estra - 
dos en su nombre, reclama contra las faltas en aquella cometidas luego que 
se personó en la segunda y pudo legalmente hacerlo; pues en tal caso exis-
te la escepcion de imposibilidad espresada en dicho artículo para reclamar 
la subsanacion de la falta eu la instancia en que se cometió. (Sent. en apee. 
de 9 de junio de 1864, yen cas. de 26 de noviembre de 1864.) 
ARTÍCULO 1022. 
(V. pig. 404, tomo 4.0 ) 
El término para interponer los recursos de casacion, fijado por el ar-
ticulo 1022 de la ley de E. c., es el de diez dias útiles, que segun el 25 
empiezan á correr desde el dia siguiente al en que se notificare la senten-
cia, sin que puedan suspenderse, por ser término improrogable, como pro-
vienen los arts. 30 y 31; y en conformidad á lo prevenido en el 1025 de 
la propia Ley, la Sala sentenciadora debe denegar la admision del recur-
so que se interponga fuera de dicho término. (Sent. en apee. de 5 de 
abril de 1864, 5 de diciembre de 1865, 1.° y 25 de mayo de 1866, y otras.) 
Véanse tambien las sentencias citadas en los apéndices á los arts. 25 
y 26, 30, 31x 32, pág 626 y 627 de este tomo. 
ARTICULO 1024. 
(V. pig. 405, tomo 4.') 
Para que tenga lugar la casacion, no basta que se haya infrinjido una 
ley, sino que es preciso además citarla oportunamente. (Sent. en cas. de 22 
de febrero de 1860, 8 de febrero de 1865, 7 de noviembre de  1866,y 
otras. ) 
«Para admitirse el recurso de casacion en el fondo contra la ejecuto-
ria de una Audiencia, ha de citarse la ley y formularse la doctrina legal 
admitida por la jurisprudencia de los tribunales, que en concepto del 
recurrente hayan sido infringidas.» (Sent. en apee. de 12 de setiembre 
y 8 de noviembre de 1862, y otras.) 
Para fundar el recurso de casacion, deben citarse las leyes como tales, 
y no como doctrina ni jurisprudencia; y cuando se funda en que la eje- 
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cutoria es contraria á la doctrina admitida por la jurisprudencia de los 
tribunales, es indispensable formularla 6 expresar cuál sea esta doctrina. 
(Sent. en cas. de 2 de diciembre de 1859.) 
No se cumple con la primera parte del art. 1024 de la Ley de E. c. 
citando confusa, genérica 6 indeterminadamente todas las leyes de uno 6 
mas títulos de los cuerpos legales, 6 las leyes y decretos que contienen 
varias disposiciones, y las doctrinas 6 principios de derecho; sino que se 
deben precisar la ley, y eu su caso el artículo de la misma, 6 la doctrina 
legal que se consideren iufringidas, citándolas concretamente. No hacien-
dolo así, no procede la admision del recurso de casacion. (Sent. en apel• 
de 28 de febrero, 25 de abril y 15 de setiembre de 1860, en cas. de 15 de 
abril de 1861, i3 y 18 de diciembre de 1862, 30 de octubre de 1863, 3 de 
junio de 1864, 15 de febrero de 1865, 6 de febrero y 12 de abril de 1866, 
y otras.) 
'Habiéndose consultado y aplicado constantemente durante siglos las 
leyes de las Partidas por la edicion de Gregorio Lopez, cuando entre el 
testo de ésta y el de la edicion de la Academia haya divergencia eu cosa 
esencial, como sucede con la ley 9.', tít. 4.°, Part. 5.", siendo indispen-
sable resolver la cuestiou que se suscite por el uno 6 por el otro, no puede 
menos de obtarse por el de la primera, que tiene á su favor la sancion 
del largo tiempo que rige y la jurisprudencia establecida.» Asi se deduce 
tambien de la Real órden de 28 de marzo de 1818 por la cual, al autorizar 
la edicion de la Academia, parece que la subordinó á la de Gregorio Lo-
pez. (Sent. en cas. de 27 de marzo de 1860.) 
Para los efectos del recurso de casaciou, no basta citar genéricamente 
leyes, principios y doctrinas admitidas por la jurisprudencia de los tribu-
nales; sino que ha de verificarse precisa, concreta y detet'minadatnente 
con relacion á los puntos de derecho que se hayan controvertido en el 
pleito. (Sent. en cas. de 14 de noviembre de 1862, 23 de mayo de 1863; 
en apel. de 1.° de diciembre de 1863; en cas. de 3 de junio de 1864, 
26 de enero de 1866, y otras.) 
El Tribunal Supremo de Justicia, para decidir el recurso de casaciou, 
ao debe ocuparse de leyes que, conteniendo varias disposiciones, y mu-
chas inconducentes, han sido citadas sin hacer indicacion de su conteni-
do, ni del concepto bajo el cual se suponen infringidas. (Sent. en cas. de 
12 de Octubre de 1860.) 
Para que pueda apreciarse la infraccion de una ley citada en apoyo 
del recurso de casacion, debe espresarse el concepto por que se cita. 
(Sent. en cas. de 17 de setiembre de 1864.) 
Cuando el mismo recurrente califica de inaplicable al caso en cuestion 
una ley que cita como infringida, carece esta alegacion de las condiciones 
lógicas indispensables para que pueda ser admisible como fundamento del 
recurso de casacion. (Sent. en cas. de 11 de noviembre de 1862.) 
• 
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Para decidir el recurso de casacion, no es permitido tomar en cuenta 
leyes y doctrinas, cuya infraccion se citó en términos dudosos, y que 
además no tienen aplicaciou al caso del pleito. (Sent. en cas. de 9 de di-
ciembre de 1864.) 
No puede admitirse como fundamento del recurso de casacion la infrac-
cion de una seccion 6 título de la Ley de E. c., sin concretar ni determi-
nar cuál de sus artículos haya sido infringido. (Sent. en cas. de 17 de mar_ 
zo de 1864, y 29 de abril de 1865.) 
Para los efectos del recurso de casacion, se citan de una manera irre-
gular las doctrinas del Tribunal Supremo de Justicia, cuando se hace re-
ferencia é una coleccion legislativa que no es la oficial. (Sent. en cas. de  5 
de febrero de 1868.) 
Para que proceda el recurso de casacion por las causas espresadas en 
el art. 1013 de la Ley de E. c., no basta referirse é él en el escrito; sino 
que es indispensable la designaciou concreta de la causa, porque solo así 
se puede examinar si la falta eu que se funda es 6 no de las que en dicho 
artículo se espresau, y no es permitido á la Sala sentenciadora suplir tal 
omision, ni interpretar sobre este punto el ánimo é intencion del recur-
rente; ni tampoco estimar como bastante la cita de otra disposiciou legal, 
cualquiera que sea su analogía con las causas señaladas en dicho ar-
tículo. (Sent. en cas. de 26 de abril de 1862, 7 de marzo de 1863, y 10 de 
octubre de 1886, en apel. de 19 del mismo octubre de i S66, y otras.) 
No procede la admision del recurso de casacion en la forma, aunque 
se haga la cita y designacion de las faltas cometidas en el procedimiento, 
cuando las designadas no son aplicables al juicio de que se trate, atendida 
su tramitacion especial. (Sent. en Opel. de 12 de junio de 1858, y 8 de no-
viembre de 1862.) 
Véanse tambien las sentencias estractadas en los apéndices d los ar-
tículos 1012 y 1013, y en el siguiente. 
ARTÍCULO 1025. 
(V. pág. 406, tomo b") 
La Sala sentenciadora usa de sus atribuciones al examinar las circuns-
tancias de un recurso de casacion, interpuesto contra una providencia 
suya, y denegar su admisiou por faltar en el alguna de las que el art. 4 025 
de la Ley de E. c. requiere como indispensables para ser admitido.. (Sent. 
en apel. de 7 de enero de 1861.) 
Debe admitirse por la Audiencia el recurso de casacion en el fondo, 
sin que pueda prescindir de ello, cuando se interpone en tiempo, contra 
sentencia definitiva, y se citan leyes 6 doctrina legal inringidas en con- 
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cepto del recurrente, que son las circunstancias que determina el artículo 
1025 de la Ley de E. c. Como el contrato es la ley especial de la materia, 
vale para dicho efecto la cita que de él se haga como quebrantado. (Sent. 
en apel. de 16 de mayo de 1859, y 8 de noviembre de 1862; en cuest. 
prey. de 19 de abril de 1865, y otras.) 
Cuando al interponer el recurso de casacion en el fondo se alega la 
disposicion legal que se refiere á la cuestion y se esplanan en el escrito 
los fundamentos en que aquel se apoya, no puede ofrecerse duda racio-
nal acerca de la ley que se supone infringida, ni sobre el motivo porque 
se invoca; y por lo tanto concurre la circunstancia 3." del art. 1025 de la 
Ley de E. c., y no puede en tal caso denegarse la admision del espresado 
recurso por falta de dicho requisito. (Sent. en apel. de 12 de setiembre 
de 1862.) 
Procede legalmente la admision del recurso de casacion en la forma 
cuando el recurrente cita una de las causas comprendidas en el art. 1013 
de la Ley de E. c., y se arregla en lo demás á lo que prescribe el 1025. 
(Sent. en apel. de 12 de junio de 1858; en cuest. prey. de 24 de setiembre 
de 1864, y otras.) 
Tambien es indispensable citar y fijar en el escrito la sentencia contra 
que se interpone el recurso, ;r lin de que la Sala sentenciadora pueda ca-
lificar la naturaleza del fallo eu conformidad á dicho art. 1025. Esa sen-
tencia debe ser la definitiva del pleito, y no la interlocutoria por la cual se 
denegó el recibimiento á prueba, aunque el recurso se funde en esta falta. 
(Sent. en apel. de 20 de febrero de 1862.) 
Segun los artículos 1024 y 1025 de la Ley de E. c., es requisito indis-
pensable para la admision de los recursos de casacion, ya en el fondo, ó 
ya en la forma, que eu los escritos en que se interpongan, se cite eu los 
primeros la ley 6 la doctrina que se suponga infringida por la sentencia; 
y que se designe en los segundos la oinisiou ó falta que se hubiere come-
tido, de las espresadas en el art. 1013 de la propia Ley. (Sent. en apel. de 
22 de diciembre de 1863, y 15 de marzo de 1866; en cas. de 10 de di-
ciembre de 1866, y otras.) 
Llenada esta formalidad, que es de esencia y de estricta observancia, 
no cabe que el recurso de casacion interpuesto en uno de los dos indicados 
conceptos, sea ea el otro admitido, y procede devolver los autos á la Au-
diencia para que provea sobre la admision del recurso interpuesto. (Sent. 
últimamente citada de 10 de diciembre de 1866.) 
Para admitir 6 denegar el recurso de casacion, la Sala sentenciadora 
debe concretarse á examinar si concurren 6 no las circunstancias á que 
se refiere el art. 1025 de la Ley de E. c. Toda otra cuestion, segun el 
mismo artículo, es de la esclusiva competencia del Tribunal Supremo de 
Justicia, al cual incumbe por tanto apreciar la exactitud de la cita y su 
aplicacion al caso, ó la procedencia 6 improcedencia del trámite, cuya 
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omision haya sido el fundamento del recurso. Así, por ejemplo, invocada 
la causa 6.' del art. 1013, corresponde al Tribunal Supremo decidir si la 
causa alegada produjo 6 no indefension, que es justamente lo que consti-
tuye la materia del recurso, sin que la Audiencia tenga facultades para 
apreciar esta cuestion. (Sent. en apel. de 28 de setiembre de 1858, 24 dr 
octubre de 1861, 7 de octubre de 1865, 4 de junio y 18 de octubre de 1866, 
y otras muchas.) 
Véanse los apéndices á los arts. 1010, 1011 , 1011, 1013, 1019, 
1020, 1022 y 1024. 
V s 
ARTÍCULOS 1027, 10'28 y 1029. 
(V. p5g. A09, tomo 4.") 
Ultramar.—El depósito que, segun éstos artículos, ha de preceder 
en su caso á la remision de los autos al Tribunal Supremo de Justicia, 
cuando por las Audiencias de Ultramar se hubiese admitido el recurso de 
casacion fundado en infraccion de ley 6 de doctrina admitida por la juris-
prudencia, será de 2,000 escudos eu metálico, conforme á lo establecido 
por la Real cédula de 30 de enero de 1855.—Si el recurso es por una de 
las causas espresadas en el art. 1013 de la Ley de E. c., el depósito con-
sistirá en 1,000 escudos.—Conforme á la proporcion que resulta compa-
rado el art. 1027 con el 1029, cuando la cantidad objeto del litigio sea in-
ferior á 6,000 escudos, no podrá esceder el depósito que se exija de la sesta 
parte de ella, si el recurso se funda eu infraccion de ley 6 de doctrina, ni 
de la dozava parte cuando se funde en cualquiera de las causas espresadas 
en el art. 1013. (Art. 2.° de la Real instruccion de 9 de diciembre de 1 865 
para la aplicacion de la Ley de E. c. en Cuba y Puerto-Rico.) 
El art. 1027 de la Ley de E. c. exige, en los recursos de casacion por 
infraccion . de ley 6 de doctrina, como requisito prévio para la remesa de 
los autos al Tribunal Supremo de Justicia, el depósito de 4,000 rs. por par-
te del recurrente, en el solo caso de ser conformes de toda conformidad 
las sentencias de primera y de segunda instancia. La locucion conformes 
de toda conformidad escluye toda interpretacion, circunscribiendo y li-
mitando la prescripcion legal á la absoluta y completa conformidad de las 
sentencias en su parte dispositiva. (Sent. en apel. de 3 de mayo de 1858.) 
No debe exigirse el depósito, ni la caucion en su cdso, para el recurso 
de casacion, cuando las sentencias de primera y de segunda instancia, 
aunque conformes en lo sustancial, no lo son de toda conformidad, como 
sucede, por ejemplo, cuando la última amplía notablemente una reserva 
hecha en la primera, 6 alza la condena de costas impuesta en primera ins- 
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tancia. (Sent. en cas. de 3 de febrero de 1859, 1.° de abril de 1862, 28 de 
junio de 1864, 22 de diciembre de 1865, y otras.) 
No basta para suponer dicha conformidad, que el punto 6 estremo, á 
que se contrae el recurso de casacion, se haya decidido en un mismo sen-
tido en las dos instancias, si las sentencias comprenden otros que lo hayan 
sido en opuesto, porque la ley no establece tal distincion, y cuando ella no 
distingue, tampoco los jueces deben hacerlo: en tal caso, como las senten-
cias no son conformes de toda conformidad, no debe exigirse el depósito 
para el recurso. (Sent. en apel. de 11 de noviembre de 1859.) 
' La condena de costas en la segunda instancia no altera la conformi-
dad absoluta entre esta sentencia y la del inferior, indicando únicamente 
que fué temeraria en concepto de la Sala la solicitud del que ape16;. y por 
tanto, procede en tal caso el depósito para el recurso de casacion. (Sent. 
en cas. de 17 de enero de 486g.) 
El precepto consignado en una sentencia de vista, confirmatoria en lo 
demás de la de primera instancia, de que se saque testimonio de varios par-
ticulares del pleito y se proceda á la formacion de causa, no altera, la con-
formidad absoluta (le ambos fallos para los efectos del depósito en el re-
curso de casacion. (Sent. en apel. de 2 de marzo de 1864.) 
Cuando se interpone el recurso de casacion por alguna de las causas 
espresadas en el art. 4013 de la Ley de E. c., debe preceder en todo caso 
á la remeta de los autos al Tribunal Supremo el depósito de 2,000 rs. que 
dispone el art. 1028, sin consideracion á que sean 6 no conformes las sen-
tencias de primera y segunda instancia, pues el 1027 exige dicha confor-
midad para el depósito solamente en los recursos fundados en infraccion 
de ley 6 de doctrina admitida por la jurisprudencia. (Sent. en cas. de 23 
de diciembre de 1859.) 
Interpuesto y admitido el recurso de casacion en la forma y en el fon - 
do con el depósito de 4,000 rs. solamente, si se pierde 6 abandona el pri-
mero con la pérdida consiguiente de todo 6 parte del depósito que le cor-
responde, se cumple lo dispuesto por la ley respecto de este punto com-
pletándolo con la cantidad máxima necesaria para el recurso en el fondo, 
luego que este hubo de sustanciarse (Sent. en cuest. prey. de 15 de abril 
de 1862.) 
ARTICULO 1030. 
V. pSg. 410, tomo 4.°) 
Ultramar.2El depósito para el recurso de casacion contra las eje-
cutorias de las Audiencias de Ultramar, se constituirá en las tesorerías ge-
nerales de Hacienda pública de aquellas provincias. (Art. 3.° de la Real 
in.struccion de 9 de diciembre de 1865 para la aplicacion de la Ley 
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(V. pág. 410, tomo 4.°1 
El depósito prevenido para el recurso de casacion ha de verificarse y 
acreditarse en los autos dentro de los diez dias útiles siguientes al de ha-
berse notificado la providencia por la cual fué admitido dicho recurso. En 
este precepto se halla comprendida tambien la caucion que haya de pres-
tarse en su caso por los litigantes pobres. (Sent. en apel. de 10 de diciem-
bre de 1864, 15 de setiembre y 31 de octubre de 1865, y otras.) 
El recurrente en casacion cumple con lo que prescribe el art. 1031 de 
la ley de E. c., cuando dentro del término legal practica las diligencias 
necesarias para que le sea admitido el depósito, no siéndole imputable ni 
pudiendo perjudicarle la tardanza en la evacuacion de dichas diligencias, 
cuando es por causas ajenas á su voluntad. (Sent. en apel. de 24 de mayo 
de 1861.) 
Si bien el depósito y la caucion, en su caso, para el recurso de casa-
cion, han de verificarse y acreditarse dentro de los diez días siguientes á 
la notificacion del auto en que se admite el recurso, cuando el Procura-
dor del recurrente solicita y la Sala acuerda se le facilite certificatioo pa-
ra que su principal otorgue la cauciou, el indicado término debe enten-
derse que principia á correr desde el dia siguiente al en que le fué entre-
gada dicha certifcation. (Sent. en apel. de 19 de noviembre de 1863 y 24 
de octubre de 1865.) 
Aunque dicho término dediez dias es prorogable, se hace improrogable 
luego que trascurre sin haberse solicitado dentro de él la próroga del mis-
mo. (Sent. en (yel. de 10 de diciembre de 1864.) 
ARTÍCULO 1032. 
(V. pág. 410, tomo 4.1 
Segun lo dispuesto en el art. 1027 de la ley de E. c., admitido el re-
curso de casacion contra las sentencias de los Tribunales superiores, ha 
de preceder á la remesa de los autos al Tribunal Supremo el depósito de 
la cantidad en metálico que se establece respectivamente en dicho artícu-
lo 1027, y en los siguientes 1028 y 4029, debiendo verificarse y acreditar-
se, segun el 1031, dentro de los 10 dias siguientes á la notificacion de la 
providencia, por la cual fuere admitido el recurso. En virtud de lo que 
dispone el 1032, cuando el recurrente hubiese litigado por pobre, bastará 
que preste caucion de pagar la suma designada, si fuere condenado á su 
pérdida y viniere á mejor fortuna; y habiendo sido prefijada esta caucion 
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en equivalencia del depósito, está sujeta é las prevenciones del art. 1031 
respecto del mismo, como Cambien á las del 1035, por el cual se dispone 
espresamente, que en el caso de no hacerse el depósito, 6 de no acredi-
tarse debida y oportunamente en autos, acusada que sea una rebeldía, se 
declare desierto el recurso. (Sent. en apel. de 10 de febrero de 1859.) 
Si bien en el art. 1032 de la ley de E. c., en que se concede á los liti-
gantes pobres el beneficio de que en lugar del depósito presten caucion, no 
se designa término para verificarlo, este mismo silencio demuestra que 
debe hacerse en el señalado en el artículo anterior 1031, como lo tiene 
declarado con repeticion el Tribunal Supremo de Justicia. (Sent. en apel. 
de 10 de diciembre de 1864, 15 de setiembre y 31 de octubre de 1865, y 
otras.) 
Véase cl apéndice á los arts. 1027, 1028 y 1029. 
ARTICULO 1033. 
(V. pág. ,110, tomo I.') 
'Miramar. —Real instruction de 9 de diciembre de 1865 para la 
aplicacion de la Ley de E. c., en las Islas de Cuba y Puerto-Rico. 
«Artículo 15. La citacion y emplazamiento de las partes, cuando se 
hubiere admitido el recurso de casacion 6 de apelacion por negativa de 
éste, para que se personen en el Tribunal Supremo de Justicia á usar de 
su derecho, se entenderá por término de seis meses, conforme se It alia 
establecido por la Real cédula de 30 de enefo de 1855. 
Art. 16. Para evitar los peligros consiguientes á toda navegacion di-
latada, la remision de autos al Tribunal Supremo de Justicia, cuando en 
ellos se hubiere admitido el recurso de casacion 6 cuando, denegado éste, 
se hubiere interpuesto apelacion para ante el mismo Tribunal Supremo, 
se verificará siempre eu testimonio literal, quedando los autos originales 
en la Audiencia respectiva.—En igual forma se hará la remision de autos 
a l Tribunal Supremo en los casos de competencia.» 
ARTICULO 1035. 
(V. pág. 410, tomo 4.°) 
Acusada la rebeldía despues de trascurridos los diez días que señala el 
art. 1031 de la ley de E. c., sin haberse acreditado hallarse constituido el 
depósito 6 prestada la caution eu su caso, y sin haberse pedido, ni por 
consiguiente concedido próroga del término, es inevitable la declaracion 
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de desercion del recurso, segun lo dispuesto en el art. 1035 de la misma 
ley. (Sent. en apel. de 10 de Febrero de 1859, 10 de diciembre de 1864, 
15 de setiembre y 31 de Octubre de 1865, y otras.) 
(Si bien el depósito, como la caucion en su caso, han de tener,efecto 
y acreditarse dentro de los diez dias que señala el art. 1031 de la Ley de 
E. c., y no verificándolo procede declarar, segun el 1035, •por desierto el 
recurso, prévia una rebeldía, ha de haber sido ésta acusada oportuna-
mente 6 reproducida en tiempo hábil, y en cast contrario no puede esti-
marse con eficacia alguna para los efectos de la ley, segun doctrina de ju-
risprudencia, admitida en repetidos fallos de este Supremo Tribunal.» Se 
acusa la rebeldía estemporánea é inoportunamente cuando se presenta el 
escrito antes de haber espirado dicho plazo de diez dias útiles , en cuyo 
caso es necesario reproducirla despues en tiempo hábil para que produze 
los efectos legales; y si antes de reproducirla, se acredita el depósito 6 la 
caucion no puede declararse desierto el recurso. (Sent. en apel. de 19 
de Noviembre de 1863, 24 de Octubre de 1865, 12 de junio de 1866, y 
otras.) 
Interpuesto un recurso de casacion en la forma por varias causas de 
las espresadas en el art. 1013, la Sala sentenciadora lo admitió por unas 
y lo denegó por otras: el recurrente apeló de esta providencia eu la parte 
que le era perjudicial, y despues de admitida la apelacion para ante el 
Tribunal Supremo de Justicia, la parte contraria acusó la rebeldía y ob-
tuvo de la Audiencia la declaracion de desercion del recurso en la parte 
que !labia sido admitido, porque el recurrente no hizo el depósito 6 no 
prestó la cauciou correspondiente dentro de los diez dias, como se le ha-
bla prevenido al admitir dicho recurso: interpuesta y admitida tambien la 
apelacion de esta providencia, el Tribunal Supremo declaró: (Que admi-
tida la apelacion antes que se acusase la rebeldía, era de la esclusiva com-
petencia de este Tribunal Supremo la cuestion de desercion del recurso, 
conforme á lo dispuesto en el final del art. 1025 de la Ley de E. c.» (Sen-
tencia en apel. de 28 de abril de 1863.) 
Declarado desierto el recurso de casacion por no haberse hecho el de-
pósito en tiempo oportuno, no hay términos hábiles para suscitar de nuevo 
el mismo recurso bajo el concepto de haberse procedido equivocadamente 
respecto á la cantidad fijada para dicho depósito. (Sent. en apel. de 18 de 
abril de 1864.) 
Véasela sentencia de 28 de junio de 1862, en et apéndice 4 los ar-
tículos 1010 y 1011 (pág. 894 de este torno). 
ARTICULO 1036. 
(V. pig. 411, tomo 4.°) 
El art. 1036 de la Ley de E. c. establece tan solo que la remesa de au- 
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tos al Supremo Tribunal haya de hacerse de oficio en el caso de la cauciou, 
debiendo verificarse 5 costa del recurrente cuando se hubiese constituido 
el depósito, con arreglo al 1033. (Sent, en apel. de 10 de febrero de 1859.) 
ARTÍCULO 1049. 
(V. p5g. 416, tomo 4.°) 
Cuando al interponerse el recurso de casacion, rechaza el recurrente 
una ley como derogada, no cabe que por el mismo se invoque como vi-
gente al hacer uso del derecho que le dá el art. 1049 de la de E. c., de 
citar eu el Tribunal Supremo de Justicia otras leyes 6 doctrina legal dis-
tintas de las que designó como infringidas. (Sent. en cas, de 12 de junio 
de 1866.) 
ARTICULO 1059. 
(V. pAg. 434, tomo 4.° ) 
Aunque la Ley de E. c., haya limitado las atribuciones del Tribunal Su-
premo en los recursos de casacion en el fondo á declarar si la ejecutoria 
es 6 no contraria á la ley 6 doctrina que se haya citado oportunamente, 
no es posible suponer que haya querido colocarle en la ineludible alterna-
tiva de fallar contra derecho 6 de causar sabiendas un perjuicio irrepa-
rable ó quien no ha litigado ni ha sido llamado al juicio; alternativa peli-
grosa y notoriamente injusta. (Sent. en cas. de 28 de marzo de 1859.) 
ARTÍCULO 1067. 
(V. pág. 432 tomo 4.°1 
El Tribunal Supremo de Justicia, en pleno del dia 30 de setiembre 
de 1861, acordó, de conformidad cou el dictámen del Sr. Fiscal del mis-
mo, «que las certificaciones que se manden espedir por las Salas de justi-
cia del propio Tribunal para la ejecucion de sentencias 6 resoluciones de 
las mismas, en conformidad á lo dispuesto por la Ley de Enjuiciamiento 
civil, se registren y sellen con el Real sello del Tribunal, quedando las 
copias que aquella determina en su art. 887.» 
Con este acuerdo se salvaron los inconvenientes que, segun indicamos 
en el comentario del presente art. 1067, se seguian de no tomarse razon 
en la cancillería del Tribunal Supremo de las certificaciones de las sen-
tencias dictadas por el mismo. Desde entonces se registran y sellan cou el 
Real sello por el Canciller- registrador las certificaciones que espiden los 
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escribanos de cámara para la ejecucion de sentencias dictadas por las 
Salas de justicia del propio Tribunal, no solo en asuntos de casacioo, 'á 
que se refieren los arts. 4067, 1088 y 1094; sino tambien en los demás 
negocios que son de su competencia conforme á la Ley de Enjuiciamiento 
civil, y no podrán tenerse por auténticas y fehacientes las que carezcan 
de dicho requisito. 
ARTICULO 1069. 
(V. pig. 434, tomo 4.') 
Para que sea admisible el recurso de casacion fundado eu alguna de 
las causas espresadas en el art. 1013 de la Ley de E. c., es necesario que 
concurran las circunstancias que requiere el 1025, una de las cuales es 
que la sentencia contra que se interponga haya recaido sobre definitiva. Y 
no es de esta clase la providencia en que se manda llevar á efecto la eje-
cutoria bajo la fianza que espresa el art. 1069. (Sent. en apel. de 23 de oc-
tubre de 1858.) 
ARTICULO 1072. 
V. pig. 437, tomo 4.°) 
Aunque este articulo se limita á decir que es apelable para ante el 
Tribunal Supremo la providencia en que se denegare la admision del re-
curso de casacion, por analogía y con arreglo á los buenos principios, su 
disposicion, y la de los que siguen, se ha hecho estensiva en la práctica á 
las providencias en que se declara desierto el recurso conforme al articu-
lo 1035, y á todas las demás que directa ó indirectamente se oponen á la 
admision de dicho recurso. 
ARTÍCULOS 1073 y 1074. 
(V. pig. 437, tomo 4.°) 
Véanse, en el apéndice al art. 1015 (pág. 908 de este tomo), las dis-
posiciones que han reformado provisionalmente la organisation del T ri
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La disposicion de la ley de 6 de Julio de 1845, que se citó en la nota 2.` 
de la pig. 467 del tomo 4.', ha sido sustituida por la del núm. 3.° del ar-
tículo 45 che la ley orgánica del Consejo de Estado, promulgada en 17 de 
agosto de 1860, segun la cual eel Consejo de Estado será oido necesaria-
mente, y en pleno, sobre todos los asuntos concernientes al Real'patrona-
to de España é Indias, y sobre los recursos de proteccion y fuerza, á es-
cepcion de los consignados en la Ley de Enjuiciamiento civil como propios 
de los tribunales.» 
ARTICULO 1 1 05. 
(V. pSg. 475, tomo 4') 
Segun la nueva organizacion provisional dada al Tribunal Supremo 
de Justicia por el decreto de 26 de noviembre de 1868 (véase en el apén-
dice al art. 1015, pág. 908 de este tomo), corresponde á la Sala 2.° de di-
cho Tribunal Supremo el conocimiento de todos los recursos de fuerza, 
que conforme é este articulo son de la competencia del mismo, inclusos 
los que se interpongan en los negocios de que conozcan los dos Ministros 
de la propia Sala, que ejercen la jurisdiction eclesiástica de las Ordenes 
militares con arreglo al decreto de 2 del mismo mes, por el que se supri-
mió el Tribunal especial de dichas Ordenes, refundiéndolo en el Supremo 
de Justicia. 
»El art. 1105 de la Ley de E. c., al prohibir en su último párrafo toda 
clase de recursos 'en los de fuerza contra las sentencias que respectiva-
mente dicten los tribunales, se refiere á lo prescrito en el siguiente 1121,» 
el cual consigna taxativamente las declaraciones que estos deben hacer 
cuando fallan decidiendo el recurso de fuerza. De consiguiente, no están 
comprendidas en dicha prohibicion las sentencias resolutorias de los inci-
dentes que se promuevan en tales recursos de fuerza, como el de tener por 
apartado 6 desistido al Juez eclesiástico del conocimiento del negocio, y 
procede contra ella la admision del recurso de casacion en el fondo y en la 
forma. (Sent, en apel. de 24 de abril de 1865.) 
ARTICULO 1110. 
(V. pig. 478, tomo 4') 
Ultramar.—«Eu tanto que se dispone la aplicacion á las provincias 
de Ultramar del Código penal de la Peninsula, y mientras no esté vigén- 
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te en ellas, se entenderá que la conminacion, á que se refiere el artien  
lo 1110 de la Ley de Enjuiciamiento civil, es con las penas señaladas por  
la legislacion criminal que actualmente rige en dichas provincias.» (Dis-
posicion 1.' de las transitorias de la Real instruction de 9  de diciembre 
de 1865 para la aplicaciou de la Ley de E. e. en Cuba  Puerto-Rico.)  
Además del art. 305 del Código penal, que se cita en el 1110 de la Ley  
de E. c., véase la regla 55 de la ley provisional para la aplicacioo de di-
cho Código; pero teniendo presente que la conminacion ha de hacerse en  
la segunda Real provision, y no en la tercera, como prevenia dicha re-
gla 55, que en esta parte ha sido modificada por los arts. 1110, 1112 y 
 
1113 de la Ley de E. c. 
 
ARTÍCULO 1116. 
'^. pag. 458, tomo d. ° ) 
Gracia y Justicia.—Reales órdenes de 23 de agosto de 1861, y su 
aclaratoria de 13 de marzo de 1863, disponiendo que los Fiscales de las  
Audiencias sean parte indispensable en los recursos de fuerza en co-
nocer. 
«La Reina (q. D. g.), para evitar que la jurisdiccion eclesiástica que-
de sin la debida representacion oficial y sin la conveniente defensa en los  
recursos de fuerza que de las providencias de los tribunales eclesiásticos  
se elevan á las Autoridades territoriales, se ha servido determinar, de  
acuerdo con lo propuesto por la Seccion de Gracia y Justicia del Consejo 
 de Estado, que los Fiscales de las Audiencias sean parte indispensable en  
todos los juicios de esta clase, y sostengan la defensa de la jurisdiccion  
eclesiástica, cuando crean que los tribunales de este fuero no se han es-
tralimitado de las atribuciones que les competen.—De Real órden lo digo 
 á V. E. para su conocimiento, el de los Fiscales de las Audiencias, á quie-
nes se servirá V. E. trasmitirlo, y efectos que en su virtud correspondan.  
—Dios guarde á V. E. muchos años. Madrid 23 de Agosto de 1861.—Fcr-
nandez Negrete.—Sr. Fiscal del Tribunal Supremo de Justicia.»  
(He dado cuenta é la Reina (q. D. g.) de la consulta elevada á este  
Ministerio por el Fiscal del Tribunal Supremo de Justicia sobre la inteli-
gencia de la Real órden de 23 de agosto de 1861, en la que, de acuerdo  
con lo informado por la Seccion de Gracia y Justicia del Consejo de Esta-
do, en el expediente instruido á consecuencia de un recurso de fuerza  en 
conocer, fallado por la Sala 1.' de la Audiencia de la Coruña, se dispone  
que los Fiscales de S. M. sean parte indispensable en todos los juicios de  
esta clase, y sostengan la defensa de la jurisdiccion eclesiástica cuando  
crean que los tribunales de este fuero no se han extralimitado de las atri-
buciones que les competen. 1 enterada S. M. ha tenido é bien declarar,  
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que la espresada Real órden solo se refiere á los recursos en eonoeer, 
cos en que interviene necesariamente el Ministerio público con arreglo al  
artículo 1146 de la Ley de Enjuiciamiento civil. De Real órden lo digo  
,t V. S. para los efectos consiguientes.—Dios guarde á V. S. muchos años.  
—Madrid 13 de marzo de 1863.—Monares.—Sr. Regente 6 Fiscal de la  
Audiencia de 	  
TITULO XXIII.  
DE LON JUICIOEf DE MENOR CUANTÍA.  
ARTICULO 1133.  
(V. pSg. 525, tomo 4.' 
En el comentario chi este artículo, refiriéndonos al del 224, in-
dicamos que siempre que la ley ordena que una cuestion se ventile 
en juicio ordinario, debe entenderse el de mayor ó de menor cuan-
tía, segun que el valor de la cosa litigiosa esceda ó no de 3,000 
reales pasando de 600. Esta misma doctrina se espuso, respecto de 
las tercerías que se deduzcan en los juicios ejecutivos, al comentar 
el art. 995 pág. 332 del torno 4.°). Sin embargo, no ha sido uni 
forme la práctica en este punto: en unos juzgados y Audiencias se 
daba en todo caso la sustanciacion del juicio ordinario de mayor 
cuantía á las demandas de tercería y demás indicadas, cualquiera 
que fuese el valor de lo demandado, á la vez que en otros se sus-
tanciaban por los trámites del de menor cuantía, cuando dicho va-
lor no escedia de 300 escudos. 
En este último concepto, que era tambien nuestra opinion, se 
ha resuelto la duda por el Tribunal Supremo de Justicia en senten-
cia de 9 de Mayo de 4867 (núm. 128 de la Col. leg.). Hallándose 
en la vía de apremio un juicio ejecutivo, se entabló demanda de 
tercería de mejor derecho por cantidad de 4,593 rs. El ejecutante 
pidió que se sustanciara esta demanda en juicio de menor cuantía, 
á lo que accedió el Juez, no obstante la oposicion de tercer oposi-
tor, el cual apeló de dicha providencia. Denegada la apelacion con-
forme al art. 1435, é interpuesto recurso de queja, la Audiencia de 
Granada confirmó la providencia denegatoria de la apelacion. Con-
tra esta sentencia interpuso el opositor recurso de casacion, y 
 de- 
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negada su admision, apeló para ante el Tribunal Supremo, el cual 
confirmé la providencia apelada por los fundamentos siguientes: 
«Considerando que segun lo establecido en los artículos 1133 y 1135 
de la Ley de E. c., toda contestacion entre partes cuyo interés no esceda 
de 3,000 rs., debe decidirse en juicio de menor cuantía, y si las partes no 
están conformes acerca del valor de la cosa litigiosa, debe el Juez fijarlo, 
prévia audiencia verbal de las mismas, determin a ndo en su consecuencia 
la clase de juicio que haya de seguirse, contra cuyo fallo no há lugar á 
apelacion: 
«Considerando que, cou arreglo á lo dispuesto en los arts. 1010 y 1014 
de dicha ley, el recurso de casacion solamente se 
 di contra las sentencias 
definitivas de los Tribunales superiores, y nunca en los juicios verbales ni 
en los de menor cuantía: 
»Considerando que habiéndose declarado por la Sala sentenciadora 
inadmisible la apelacion que D. Juan Reyes Valdivia interpuso del auto de 
4de noviembre de 1863, en que el Juez de primera instancia determiné 
que la tercería por aquel intentada se decidiese en juicio de menor cuan-
tía, no (legó ui pudo llegar el caso de que dicho Tribunal superior dicta-
se sobre este punto sentencia definitiva, ni por consiguiente el de que 
acerca de 61 pudiese tener lugar el recurso "de casacion: 
»Considerando que la espresada tercería se ha sustanciado y decidido 
, en juicio de menor cuantía, como lo exigía la cantidad en ella reclama-
da, evidentemente inferior á la que para este objeto señala la citada Ley 
de Enjuiciamiento.» (Sent. en apel. de 9 de mayo de 1867.) 
Véase la sent. de 6 de abril de 1864 en el apéndice al art. 1614, pá-
gina 908 de este tomo. 
Ultramar.—aLas cantidades que determinan el máximum de los 
juicios verbales y de menor cuantía, continuarán siendo respectivamente 
las de 400 y 2,000 escudos, segun está prevenido por lus Reglamentos de 
21 de febrero , de 1853.» (Art. 2? de la Real instruccion de 9 de di-
ciembre de 1865 para la apticacion de la Ley de E. c. en las islas de Cu-
ba y de Puerto-Rico.) 
ARTICULO 1157. 
(V. p5g. 568, tomo d.') 
Gracia y Juetieia.—Real órden de 26 de junio de 1863, resol-
viendo que en el caso de asistir letrados á la vista en segunda instancia 
de los pleitos de menor cuantía, se presenten de toga y ocupen el sitio que 
les está designado para informar; pero limitándose á hablar sobre los 
hechos. 
«En vista de una esposicion del Decano del Colegio de Abogados de 
i 
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esta eórte para que se uniforme la diversa práctica que siguen las Salas de 
justicia de la Audiencia, sobre la intervencion de los letrados en los plei - 
tos de menor cuantía y sobre el lugar 6 asiento que deben ocupar, así como 
de lo informado por la Sala de gobierno de esa Audiencia, considerando 
que el art. 19 de la Ley de Enjuiciamiento civil establece el principio ge-
neral de que es potestativo en los litigantes valerse 6 no de letrados en 
esta clase de juicios; y que si bien el art. 1157, al hablar de las vistas en 
segunda instancia, dice que la Sala fallará oyendo á las partes 6 á sus apo-
derados, si se presentaren en el acto, y únicamente sobre los hechos, esta 
disposicion no es contraria á la del art. 19, sino que debe y puede espli-
carse en el mismo sentido, determinando que los letrados, que por volun - 
tad de las partes asistan á la vista de los pleitos de menor cuantía, se limi - 
tarán á hablar de los hechos, para no impedir el espedito y pronto curso 
de la administracion de justicia, pero en la misma forma y con iguales 
condiciones que cuando concurran á los pleitos de mayor cuantía; S. M. 
se ha servido resolver, que en el caso de asistir letrados á la vista de los 
pleitos de menor cuantía en uso (le la facultad que el art. 19 de la Ley 
de Enjuiciamiento civil concede á las partes, deberán presentarse coo su 
trage propio y ocupar el sitio que les está destinado para informar, de la 
misma manera que en los de mayor cuantía; pero limitándose á hablar 
sobre los hechos, que es lo que permite el art. 1157 de la Ley.—De Real 
órden lo digo á V. I. para los efectos consiguientes. Dios guarde á V. 1. 
muchos años. Madrid 26 de junio de 1863.—.lfonares.—Señor Regente de 
la Audiencia de Madrid.. 
TITULO XXIV. 
DE LOS JUICIOS VERBALES. 
ARTICULO 1162. 
(V. pág. 593, tomo 4.°) 
Ultramar.—Segun el art. 2.° de la Real instruccion de 9 de diciem-
re de 1865 para la aplicacion de la Ley de E. c. en las islas de Cuba y 
uerto-Rico, toda cuestion entre partes en dichas provincias cuyo interés 
no esceda de 400 escudos, se decidirá en juicio verbal, como ya estaba 
prevenido por los Reglamentos de 1853; pero con sujeciou á los trámites 
que para tales juicios establece la citada Ley de E. c. 
La doctrina espuesta en el comentario de este artículo (pág. 599 del 
tomo 4.°) sobre la competencia esclusiva de los Jueces de paz para cono- 
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cer en juicio verbal, con apelacion al de primera instancia del partido, de 
toda cuestion entre partes, cuyo interés no esceda de 60 escudos, cual-
quiera que sea el fuero del demandado, ha sido sancionada por la jurispru-
dencia constante del Tribunal Supremo de Justicia, aun despues de la Real 
Orden espedida por el Ministerio de la Guerra en 17 de febrero de 1868, 
que se insertó en la pig. 690 de este tomo. No estractamos las muchas de-
cisiones de dicho Tribunal sobre esta materia, porque eu todas se consig-
na la misma doctrina que contienen las citadas en el antedicho comenta-
rio, y porque estas cuestiones ya no pueden suscitarse en el dia, despue.A 
del decreto de 6 de diciembre de 1868 estableciendo la unidad de fueros. 
Pueden consultarse, sin embargo, las sentencias citadas en el comentario 
al art. 1414 (pág. 569 del tomo 5.°) y en el apéndice al 218. 
Derogada en esta parte la Ley de Enjuiciamiento mercantil por el cita-
do decreto sobre unidad de fueros, y sometido por tanto á la jurisdiccion 
ordinaria el conocimiento de los asuntos de comercio, tampoco puede te-
ner efecto en el dia lo que acerca de ellos se espuso en la pág. 594 y si-
guientes del tomo 4.°, y han de subordinarse á las prescripciones de la Ley 
de E. c. sobre la materia y procedimientos de los juicios verbales. 
Lo propio ha de entenderse respecto de las provincias de Ultramar, en 
virtud del decreto de 1.° de febrero de 1869. 
Tambien ha sido derogado lo que sobre papel sellado se espuso eu las 
páginas 588 y 631 del tomo 4.°: hoy debe usarse el sello judicial de 2 rea-
les en todas las actuaciones desde el acta de comparecencia, estendiéudose 
en papel coman las papeletas y demás diligencias para la citacion, conforme 
á lo prevenido en el art. 23 del Real decreto de 12 de setiembre de 1861, 
y en el 55 de la Instrucciou de 10 de noviembre siguiente, cuyas disposi-
ciones y las demás que rigen sobre papel sellado pueden verse en el apén - 
dice al art. 7.° (pág. 610 de este tomo.) 
TITULO XXV. 
DE LOS JUICIOS F. V REBELDÍA. 
ARTICULO i i 81. 
IV .  psg. 639, tomo 4.°) 
Sin que haya precedido á unas diligencias judiciales la declaraciou eu 
rebeldía de un litigante, uo puede éste ser reputado en ellas como tal re-
belde. (Sent. en cas. de 10 de noviembre de 1863.) 
R 
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ARTICULO 1187. 
(V. pig. 6(9, tomo 4."( 
«Segun el art. 1187 de la Ley de E. c., aunque un litigante se consti-
tuya eu rebeldía, en cualquier estado del pleito, durante la primera ins-
tancia, en que comparezca, sera admitido como parte y se entended cou 
él la sustanciacion. u (Sent. en cas. de 31 de diciembre de 1864.) 
ARTICULO 1192. 
(V. pág. 635, tomo 4.1 
«Las leyes 13 y 19, tit. 22, y 14, tít. 23, Part. 3.', así como el artícu-
lo 855 de la Ley de E. c., no son aplicables a los juicios seguidos en re-
beldía, puesto que la parte tiene el derecho de presentarse en la segunda 
instancia, segun dispone el art. 1192 de la misma Ley.» (Sent. en cas. de 
14 de abril de 1866.) 
ARTÍCULOS 1193 y 1194. 
(V. pág. 656, tomo 4.1 
«Segun el art. 1193 de la Ley de E. c., al litigante que haya sido cita-
do y emplazado en su persona y por su no presentacion eu el juicio haya 
sirio declarado en rebeldía, no puede oírse ni admitirse ningun género de 
recurso contra la ejecutoria que haya puesto término al pleito,» y de con-
siguiente tampoco el de casacion. (Sent. en ape!. de 26 de mayo de 4863.) 
—(La interpretacion en sentido restrictivo, que por esta sentencia se da á 
dicho artículo, es contraria a lo que respecto de esa misma cuestiou se es-
puso al comentarlo en la pág. 660 y sig. del tomo 4.°) 
El art. 1194 de la Ley de E. c., que establece cuando un litigante de-
clarado rebelde puede ser oido contra la ejecutoria que haya puesto tér-
iniuo al pleito, no tiene aplicacion al caso en que se declare desierta una 
apelacion por no haber comparecido el apelante en el Tribunal superior 
,dentro del término del emplazamiento, pues eu tal caso la ejecutoria que 
recayó en los autos no fué dada en rebeldía, ni esta puede serlo del de-
mandante. (Sent. en cas. de 20 de octubre de i 863.) 
«Las repetidas decisiones de este Supremo Tribunal, conformes cou lo 
establecido en el art. 1193 de la Ley de E. c., niegan la audiencia contra 
la ejecutoria que ha puesto término al pleito, al litigante que, habiendo 
sido citado 6 emplazado en su persona, es declarado en rebeldía por su 
uo presentacion en el juicio, suponiendo que sea voluntariamente sin 
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ningun impedimento ú obstáculo que se lo haya estorbado , y que consti-
tuya una fuerza mayor acreditada cumplidamente, con arreglo á la escep-
cion contenida en el art. 1194 de dicha Ley.» Se halla en este caso el 
Ayuntamiento que no ha comparecido en el juicio por haberle negado el 
Gobernador civil la autorizacion para litigar, pues además de no ser vo-
luntaria su no comparecencia, constituye para él una fuerza mayor la ne-
gativa de dicha autoridad. (Sent. en cas. de 27 de mayo tie 1864.) 
Los art. 1194 y siguientes de la Ley de G. c. , que establecen los casos 
y forma en que puede prestarse audiencia á un litigante contra la ejecu-
' toria dictada en su rebeldía , suponen un juicio en el cual préviamente 
haya sido declarado rebelde el demandado , de suerte que si no existe un 
verdadero juicio, ni lia precedido la declaracion de rebeldía, no pueden 
tener aplicacion dichos artículos. Tampoco pueden tenerla , aun en el su-
puesto de leader side declarado en rebeldía un litigante, si comparece á 
los autos en tiempo de poder utilizar los recursos legales. (Sent. en cas. 
de 10 de noviembre de 1863.) 
ARTICULO 1195. 
(V. pág. 656, tomo 4.°) 
De los términos señalados en este articulo y en los siguientes para so-
licitar audiencia contra la ejecutoria dictada en rebeldía, deben descon-
tarse los dias inhábiles , como se hace en todos los términos judiciales 
but 
	 (Sent. en cas. de 27 de mayo de 1864.) 
ARTÍCULOS 1(98 á 1199. 
(V. págs. 657 y 663, tomo 4.°) 
Antes de la ley de L. c. se siguió un pleito sobre adjudicacion de los 
bienes de una capellanía colativa, en el que fueron llamados por edictos 
los que se creyeran con igual 6 mejor derecho: nadie se opuso , 'y se falló 
á favor del demandante. Despues, rigiendo ya la citada ley, éste fué de-
mandado por dos opositores quo alegaron mejor derecho : escepcionó que 
correspondía á la Audiencia hacer la declaracion de si procedia , 6 no, oir 
al litigante condenado en rebeldía, y desestimada tal oscepcion de incom-
petencia del juzgado, la Sala 2.' del Tribunal Supremo de Justicia casó 
la sentencia por los fundamentos siguientes: 
«Considerando que los arts. 1198 y 1199 previenen que al litigante 
que haya sido citado 6 emplazado por edictos , por no tener domicilio co-
nocido, se le prestará audiencia contra la ejecutoria •, concurriendo las cir-
cunstancias que se espresan; y que la Audiencia del territorio que haya 
TOMO V. 	 417 
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dictado la ejecutoria es quien debe declarar si procede 6 no que se oiga al 
litigante condenado en rebeldía. 
»Y considerando que habiendo causado ejecutoria la sentencia de que 
vi hecho mérito, pronunciada por la Sala primera de la Audiencia de Va-
lladolid en 22 de junio de 1852, no tenia el Juez de primera inslencia de 
aquella capital jurisdiccion en 4856 para prestar audiencia áNazario Ur-
diales y Gregorio Toribio, que se hallaban en un caso análogo al espresado 
en los artículos citados, sin haberse llenado el requisito del antejuicio que 
eu ellos se exige.» -(Sent. en cas. de 13 de diciembre de 1859.) . 
Otro pleito igual fué despues en apelacion á la misma Audiencia de 
Valladolid, la cual lo falló sujetándose á la doctrina sentada por el Supre-
mo en dicha sentencia; pero la Sala 1.' del mismo casó esta ejecutoria, 
decidiendo la cuestion en sentido contrario por el siguiente 
Considerando que por el hecho de haber aplicado la Sala sentenciado-
ra, al pronunciar su fallo sobre uu proceso incoado en el año de 1845, las 
disposiciones de la Ley de E. c. vigente, dándola un efecto retroactivo, y 
por haber calificado, segun ellas, de rebelde y contumaz al recurrente, 
que no figuró en dicho pleito, cualquiera que sea el motivo por que dejó 
de hacerlo, ha infringido las leyes y doctrinas en que se apoya el recurso, 
y especialmente la de Enjuiciamiento civil y las relativas á supresion de 
capellanías.» (Sent. en cas. de 14 de octubre de 1864.) 
Esta doctrina es la que debe prevalecer, en nuestro concepto , como 
jurisprudencia posterior y mas eu armonía cou los principios del derecho 
y con la letra y espíritu de las disposiciones citadas. La citacion por edic-
tos de los que se crean con derecho á una cosa, sin determinar personas, 
no es ni puede ser equivalente á la citacion y emplazamiento personal y 
directo de los demandados, que elije el art. 232 de la Ley de E. c. para 
la declaracion en rebeldía y cootinuacion del juicio con los estrados, á que 
se refieren los arts. 1193 y sigs. de la propia Ley. 
Véase la sentencia de 12 de octubre de 1860, en el comentario al ar-
ticulo 4199, pág. 665 del tomo 4.° 
ARTICULO 1201. 
(V. pág. 668, tomo 4.") 
«Eu la sustanciacion de la audiencia que se presta á les litigantes ci-
tados por edictos contra las ejecutorias dictadas en rebeldía, procede el 
recibimiento á prueba, cuando se ha pedido, y la cuestion objeto del pleito 
versa sobre hechos, segun lo dispuesto en la regla 3.' del art. 1201 de la 
Ley de E. c.» (Sent. en cas. de 29 de abril de 1864.) 
TÍTULOS ADICIONALES 
A LA PRIMERA PARTE 
DE LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL. 
ADVERTENCIA. 
El decreto del Gobierno provisional, espedido por el Ministerio de Gra-
cia y Justicia en 6 de diciembre de 1868, estableciendo la unidad de fue-
ros en su titulo V, que trata de la supresion de los Tribunales de Co-
mercio, y reforma del procedimiento actual en los juicios que pasan ante 
esta jurisdiccion, por el art. 10 suprime los Tribunales especiales de Co-
mercio, encargando á la jurisdiccion civil ordinaria el conocimiento de 
todos los negocios que eran de la competencia de aquellos: por el I1 dis-
pone que «los procedimientos en toda clase de juicios, con inclusion de 
los de árbitros y amigables componedores, y de  dos actos de jurisdiccion 
voluntaria, que versen sobre negocios y causas de comercio y no tengan 
tramitacion señalada especialmente en dicho decreto, se arreglarán á las 
prescripciones de la Ley de Enjuiciamiento civil;» y despues de derogar 
por el art. 12, como consecuencia del anterior, la Ley de Enjuiciamiento 
en los negocios y causas de comercio dada en 24 de julio de 1830, en los 
artículos 13, 1 1 y'28 ordena lo siguiente: 
«Art. 13. Esceptúanse de la derogacion prescrita en el artículo ante_ 
rior:-1.' Los procedimientos en los juicios de quiebra, los cuales conti-
nuarán arreglándose á las prescripciones del libro 4.° del Código de Comer-
cio, y al título 5.° de la Ley de Enjuiciamiento en los negocios y causas de 
comercio con las modificaciones que se espresarán más adelante.-2.' El 
procedimiento de apremio en los casos y en la forma que prescribe el títu-
lo R.' de la misma ley, á escepcion del 352, que queda derogado.» 
«Art. 14. No obstante lo prescrito en el artículo anterior, será parte 
en la calificacion de las quiebras y rehabilitation de los quebrados el Mi-
nisterio fiscal en los términos que se prescriben en este decreto. » 
.Art. 28. Se imprimirán como parte integrante de la Ley de Enjuicia-
miento civil:-1.° Al final de la parte primera, y con numeracion separa-
da, dos títulos adicionales, uno de ellos el 5.° de la Ley de Enjuiciamiento 
en tos'negocios y causas de comercio, segun ha sido reformado por este 
decreto, y el otro será el 8.°, á escepcion del art. 352 que queda suprimi-
do.-2.' Al final de la segunda parte, como título adicional, se pondrá de 
la misma manera el art. 16 de este decreto.. 
r.. 
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Iguales disposiciones contienen los arts. 9, 40, H, 12, 13 y 25 del de-
creto espedido por el Ministerio de Ultramar en 1.° de febrero de 1869, ha-
ciendo estensiva la unidad de fueros á las provincias ultramarinas. 
Estos dos decretos tienen fuerza de ley en virtud de la de las Córtes 
Constituyentes de 19 de junio de 1869, promulgada el 20, mandando se 
tengan y obedezcan como leyes todos los decretos del Gobierno provisional. 
Para completar, , pues, la Ley de Enjuiciamiento civil en los términos 
prevenidos en dichos decretos, insertarémos aquí los dos títulos adiciona-
les, que corresponden á la jurisdiccion contenciosa, como lo harémos tam-
bien del correspondiente á la jurisdiccion voluntaria al final del apéndice 
á la segunda parte de la Ley. Esto es hoy tanto mas útil y aun necesario, 
cuanto que, habiéndose hecho algunas alteraciones importantes en las dis-
posiciones que han quedado vigentes, y que son ya de aplicacion genera 
en todos los juzgados de primera instancia, no ha llegado á publicarse la 
nueva edicion oficial de la Ley de Enjuiciamiento civil, que se mandó ha-
cer por los mismos decretos, poniendo en sus respectivos lugares las alte-
raciones introducidas, ni tampoco la del Código de Comercio, cuyas dispo-
siciones relativas á la quiebra han de seguir formando parte del procA-
miento en esta clase de juicios, no obstante ser este tratado uno de los mas 
defectuosos de nuestra ley mercantil y necesitar más urgente reforma, se-
gun la opinion de jurisconsultos competentes. La única importante que en 
él se ha hecho, ha sido la de dar intervencion al Ministerio fiscal en la ca-
lificacion de las quiebras y rehabilitacion de los quebrados. 
Ordenarémos dichos dos titulos con sujecion estricta á lo prevenido en 
los citados decretos, dando á los artículos, que contienen, numeracion 
separada, como en aquellos se previene sin duda para evitar la confusion 
que resultaria de alterar la de la Ley de Enjuiciamiento civil; pero, á fin 
 de facilitar la consulta con el testo y publicaciones anteriores, y princi-
palmente con las resoluciones del Tribunal Supremo de Justicia, á conti-
nuacion del número que corresponda á cada artículo, se pondrá entre 
paréntesis el que tenia en la suprimida Ley de Enjuiciamiento mercantil. 
Con el propio objeto se pondrá subrayado 6 de letra cursiva lo que en ca-
da artículo haya sido alterado 6 modificado. 
El primero de los indicados títulos adicionales trata del órden de pro-
ceder en las quiebras de los comerciantes. Este procedimiento está orde-
nado principalmente en el libro 4.° del Código de Comercio, y solo es am-
pliacion 6 suplemento del mismo el título 5.° de la Ley de Enjuiciamiento 
mercantil. No puede, por tanto, aplicarse ésta sin tener aquel á la vista, 
por cuya razon, y porque tales procedimientos han de arreglarse á las 
prescripciones de uno y otro Código, segun lo prevenido en los decretos 
sobre unidad de fueros, como ya se ha dicho, á continuacion del referido 
titulo, y como adicion ó suplemento del mismo, se insertará el citado li-
bro 4.° del Código de Comercio, tambien con las alteraciones en él intro- 
wr 
ADVERTENCIA. 	 933 
ducidas, y sustituyendo, lo mismo . que en la Ley de Enjuiciamiento, á las 
palabras Tribunal de Comercio las de Juez de primera instancia, á las de 
Juez Comisario la de Comisario y á la de Prior la de Juez, como se pre-
viene en el art. 25 del citado decreto de 6 de diciembre. 
El título 2.° trata del procedimiento de apremio, y á su continuacion 
se insertará Cambien, como suplemento del mismo, el establecido á favor 
de las sociedades de crédito por el decreto de 5 de febrero de 1869, segun 
ya se dijo en la pág. 883 de este tomo. 
Debemos indicar, por último , que á fin de reducir este tratado todo lo 
posible en su estension material, sin omitir nada importante, en vez de 
comentario, pondremos por notas á cada artículo, tanto de la Ley como 
del Código de Comercio, las observaciones y referencias que creamos in-
dispensables para su recta aplicacion, y las sentencias del Tribunal Su-
premo de Justicia. Tambien se citarán los artículos de la Ley de Enjuicia-
miento civil relativos al concurso de acreedores, con los que concuerden 
aquellos ó tengan analogía, para que con mas facilidad puedan consultarse 
los comentarios de estos, como convendrá hacerlo siempre que sean 
análogas sus disposiciones. 
per - n 
TITULO I, ADICIONAL. 
(Tit. V, de la Ley de Eolule. mere.) 
DEL ÓRDEN DE PROCEDER EN LAS QIJIEBRA9 (1). 
Artículo 1: (469 de la Ley de Enj. merc.). El procedimien-
to sobre las quiebras se dividirá en cinco secciones, arreglando las 
actuaciones de cada una de ellas en su respectiva pieza separada, 
que se subdividirá en las hijuelas necesarias para el buen orden y 
(1) Desde el momento en que un comerciante suspende el pago cor-
riente de sus obligaciones mercantiles, se constituye en estado de quie-
bra, y queda sujeto al procedimiento que se determina en este título y 
en el libro 4.° del Código de Comercio. Véanse los arts. 1001 á 1015 de 
dicho Código y sus notas, que tratan del estado de quiebra y sus diferen-
tes especies. 
En negocios mercantiles no pueden reputarse infringidas las leyes de 
Partida y recopiladas, puesto que deben resolverse con arreglo á las dispo-
siciones contenidas en el Código de Comercio. (Sent. en inj. not. de 22 de 
setiembre de 1866.) 
ADVERTENCIA.— Téngase presente que todas las citas del Código de Co-
mercio, que se hacen en el presente título, se encontrarán en el Suple - 
mento, que se inserta á continuacion del mismo , comprensivo del li-
bro 4.° de dicho Código que trata de las quiebras. 
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claridad del procedimiento, y que su curso se verifique con la ra-
pidez posible, sin entorpecerse por incidencias que no puedan sus-
tanciarse á la vez (Arts. 520 y 548 de la Ley de E. c.) 
Art. 2.° (170). La seccion primera comprenderá todo lo re-
lativo á la declaracion de quiebra; las disposiciones consiguientes á 
ella y su ejecucion; el nombramiento de los síndicos P incide.,Acias 
sobre su separacion y renovacion, y el convenio entre los aoreedo 
res y el quebrado que ponga término al procedimiento. 
La segunda, las diligencias de la ocupacion de bienes del que-
brado y todo lo concerniente á la administracion de la quiebra has-
ta la liquidacion total y rendicion de cuentas de los Síndicos. 
La tercera, las acciones á que dé lugar la retroaccion de la 
quiebra sobre los contratos y actos de administracion del quebrado 
precedentes á su declaracion. 
La cuarta, el examen y reconocimiento de los créditos contra 
la quiebra y la graduacion y pago de los acreedores. 
La quinta, la calificacion de la quiebra y la rehabilitacion del 
quebrado. (Art. 548, Ley de E. e.) 
SECCION PRIMERA.— Declaracion de quiebra. 
Art. 3.° (171). La esposicion del comerciante que se mani-
fieste en quiebra ha de presentarse arreglada y documentada con-
forme á las disposiciones de los arts. 1017, 1018, 1019, 1020, 
1021 y 1022 del Código de Comercio. 
De otro modo no se le dará curso ni aprovechará al interesado 
su presentacion para que se le tenga por cumplido con la obliga-
cion que le impone el art. 1016 del mismo Código (1). (Art. 506, 
Ley de E. e.) 
Art. 1.° (172). El acreedor que solicite la declaracion de 
quiebra'de su deudor, estará obligado á acreditar ante todas co-
sas su personalidad con el testimonio de la ejecucion despachada á 
su instancia contra el mismo deudor, con cuyo prévio requisito se 
le admitirá la prueba que presente sobre los estremos comprendi-
dos en el art. 1025 del Código. 
Probados éstos en forma suficiente, hará el Juez de primera ins-
tancia la declaracion de quiebra sin citacion ni audiencia del que-
brado, acordando las demás disposiciones consiguientes á ella (2). 
(Art. 521, Ley de E. e.) 
Art. 5.° (173). Si el quebrado hiciere oposicion al auto de 
(1) %t ale los artículos del Código de Comercio que aquí se citan , y 
sus notas. 
(2) Véanse, además del 1025 que se cita, los arts. 1024 y 1044 del Có-
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quiebra (1), se formará espediende separado sobre ella, por cabeza 
del cual se pondrán la solicitud y justificacion.del acreedor y testi-
monio del auto de declaracion de quiebra (2). 
El quebrado podrá ampliar con vista de estos antecedentes los 
fundamentos de su oposicion; y al efecto, si lo hubiere pedido en el 
escrito en que la hizo, se le entregará el espediente por término 
= -de tercero 'dia. (Arts. 531 y 532, Ley de E. c.) 
Art. 6-.° (174). De la oposicion y de su ampliacion si el que-
brado la hiciere, se conferirá traslado al acreedor (3), y por el mis 
mo auto se abrirá la causa á prueba por término de veinte dias, den- 
tro de los cuales se admitirán á ambas partes las alegaciones y pro, 
banzas que les convengan, conforme al art. 1031 del Código. (Ar-
ticulo 534, Ley de E. c.) 
Art. 7.° (175). Los acreedores que coadyuvaren la impugna-
cion de la reposicion del auto de quiebra (4) usarán de su derecho 
en el estado que tenga el artículo cuando salgan al espediente, sin 
retardarse sus trámites legales. (Art. 532, Ley de E. c.) 
Art. S.° (176). Si el acreedor conviniere en la solicitud del 
quebrado, se proveerá en primera audiencia la reposicion del auto 
de quiebra. 
Lo mismo se hará á instancia del quebrado conforme al artículo 
1032 del Código, si no se hubiere impugnado aquella en los ocho 
dias siguientes despues de habérsele conferido el traslado al acreedor. 
Art. 9.° (177). Concluido el término de prueba, pondrá el 
Escribano nota en el espediente, y se entregará éste á cada una de 
las partes por el término improrogable de dos dias, que serán co-
munes para todos los acreedoros que impugnen la reposicion, para 
el solo efecto de instruirse é informar en la audiencia. (Art. 534, 
Ley de E. e.) 
Art 10 (178). Sin otra sustanciacion se señalará dia para la 
vista del artículo de reposicion de la, quiebra, enterándose á las 
partes del señalamiento; y verificada la vista, se fallará con arreglo 
a derecho (5). (Art. 534, Ley de E. c.) 
k 
(I) Dentro de los ocho dias siguientes á su publicacion, como previe-
ne el art. 1 028 del Código. 
(2) Sin perjuicio, se llevará á efecto lo que ordenan el art. , 13 de este 
titulo y el 1033 del Código. 
(3) Que promovió la quiebra , con cuya audiencia debe sustanciarse 
este articulo, como se previene en el 1030 del Código. 
(4) Tambien debe sustanciarse el articulo de reposicion con audiencia 
de los demás acreedores que se opongan, como lo ordena dicho art. 1030. 
(5) Esta sentencia, que ha de dietarse sin citacion, era apelable solo 
en el efecto devolutivo, segun el art. 393 de la Ley de Eoj. mercantil; 
pero derogada esta en general sin escepcion de dicho artículo, la que 
hubiera sido conveniente, será preciso que ahora se rija este caso por la 
l gistacion comun, y por lo tanto deberá admitirse la apelacion en ambos 
efectos conforme á los arts. 07, 70, 349 y disposicion 5.' del 534 de la 
Ley de E. c. 
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Art. 11 (179). En el caso de decidirse la reposicion (1), se 
pondrá certificacion de la sentencia en las demás piezas de autos de 
quiebra, acordándose en cada una de ellas lo conveniente para la 
reintegracion del quebrado en sus bienes, papeles, libre tráfico y 
demás derechos (2). 
Copia autorizada de la sentencia se fijará además en los estra-
dos del juzgado, y se insertará en los periódicos á instancia del 
quebrado, si le conviniere hacerlo. (Art. 536, Ley de E. c.) 
:Art. 1! (180). La accion de daños y perjuicios que compete 
al quebrado repuesto (3) contra el acreedor que hubiere instado ó 
sostenido la declaracion de quiebra con dolo, falsedad ó injusticia 
manifiesta, se ejercerá en el mismo espediente de reposicion, sus-. 
tanciándose por los trámites del juicio ordinario (4). (Art. 537, Ley 
de E. c.) 
Art. 13 (181). Sin perjuicio de la reclamacion del quebrado 
contra el auto de quiebra, inmediatamente que este se provea se 
comunicará al Comisario su nombramiento por oficio del Juez de 
primera instancia, y procederá á la ocupacion de los bienes y pape-
les de la quiebra, su inventario y depósito, ejecutando todo ello 
conforme á lo prevenido en los arts. 1046, 4047 y 4048 del Código. 
(Arts. 524 y 533, Ley de E. c.) 
Art. 14 (182). Para el arresto del quebrado se espedirá man-
damiento á cualquiera de los alguaciles del juzgado, arreglado al 
párrafo 2.° del art.. 4044 del Código, en virtud del cual requerirá el 
ejecutor por ante Escribano que dé fé al mismo quebrado que en el 
acto preste fianza de cárcel segura. Si lo hiciese con persona abo-
nada, quedará el quebrado arrestado en su casa, y en su defecto se 
le conducirá á la cárcel. 
Art. 15 (183). Se tendrá por persona abonada para prestar 
la fianza de cárcel segura todo vecino con casa abierta á su nombre, 
que gozando de buena repuiacion asegure su subsistencia con las 
rentas de sus bienes, en el sueldo de su empleo, ó en el ejercicio de 
alguna profesion, arte ú oficio. 
Art. 16 (184). Ofreciéndose duda al alguacil sobre la sufi-
ciencia del fiador que presente el quebrado, será éste conducido á 
presencia del Comisario de la quiebra, que proveerá lo que halle 
de justicia. 
(1) Para que se acceda á la reposicion del auto de quiebra, debe pro-
bar el quebrado los estremos que marca el art. 1029 del Código. 
(2) El art. 1034 del Código determina los efectos del auto de repo-
sicion. 
(3) Con arreglo al ail. 1034 del Código. 
(4) En todos los casos en que se dispone en este título, que la recla-
macion se sustancie en juicio ordinario, debe entenderse el ordenado eu 
el tít. ?.° de la Ley de E. c. puesto que ha quedado derogado el 4.° de la 
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Art. 17 (185). La fijacion de los edictos en que se publique 
la quiebra, se hará con asistencia de Escribano, poniéndose en los 
autos diligencia que lo acredite con espresion del dia y lugar en 
que se hubieres fijado. 
Para que tenga efecto en los demás pueblos donde el quebrado 
tenga establecimientos mercantiles, se dirigirán los edictos con ofi-
cio á la autoridad judicial respectiva de cada uno de ellos, exigién-
doles testimonio de haberse fijado, que se unirá á los autos (1). 
(Art. 538, Ley de E. e.) 
Art. IS (186). M oficio que se despache á la adniinistracion 
de correos para la retencion de la correspondencia del quebrado, 
acompañará certificacion del auto de quiebra, quedando nota en el 
espediente de haberse despachado en esta forma (2). (Art. 524, Ley 
de E. c.) 
Art. 19 (187). El quebrado, su apoderado si lo tuviere, 6 el 
sugeto á cuyo cargo hubiere quedado la direccion de sus negocios, 
en el caso de haberse ausentado antes de la declaracion de quiebra, 
será citado en una sola diligencia para concurrir los dias de correo 
en el lugar y á la hora que el Cómisario designe para la apertura 
de la correspondencia. 
No concurriendo á la hora de la citacion, se verificará por el 
Comisario v el depositario (3). (Art. 527, Ley de E. c.) 
Art. 2Ó (188). La solicitud del quebrado para su soltura, al-
zamiento de arresto 6 concesion de salvo-conducto, no será admi-
sible hasta que el Comisario haya dado cuenta al Juez de haberse 
concluido la ocupacion y el eximen de todos los libros, documentos 
y papeles concernientes al tráfico del quebrado (4). 
Art. . 21 (189). En su caso y lugar se acordaran en esta pieza 
de autos las disposiciones previstas por los arts. 1060 y 1061 del 
Código (5). • 
Art. 22 (190). El Comisario presentará al Juez de primera 
instancia el estado de los acreedores del quebrado que ha debido 
formar en los tres dias siguientes á la declaracion de quiebra (6), y 
con vista de él se fijará el dia para la celebracion de la primera jun- 
1) Véase la disposicion 5.' del art. 1044 del Código de Comercio. 
2) Véase la disposicion 6.' de dicho art. 1044. 
3) Véase el art. 1058 del Código. 
4) Véase el art. 1059 del Código, en el que se determina cuándo pro-
cede esta solicitud y su tratnitacion. La providencia que recaiga era apela-
ble eu un solo efecto, segun el art. 393 de la Ley de Enjuiciamiento mer-
cantil, y asi debiera ser atendida su naturaleza; pero derogado dicho ar-
ticulo, como se dijo en la nota del 10 de este titulo, habrá de seguirse la 
regla general. Eu tal caso, deberá formarse ramo separado para no entor-
pecer las demás actuaciones de la quiebra. 
(5) Véanse estos arts. del Código y sus notas, y la del 1019, sobre el 
balance que debe presentar el que se manifiesta eu quiebra. 
(6) Como se dispone en el art. 1063 del Código. 
TOMO v. 	 418 
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ta general, convocándose á ella los acreedores en el modo que pre-
viene el art. 4063 del Código (4). 
En la misma providencia se determinará el número de Síndicos 
que se hubieren de nombrar en la junta general (2). (Arts. 538, 539 
y 540, Ley de E. e.) 
Art. 23 (491). La citacion del quebrado para la junta (3) se 
hará en persona 6 por cédula, que no pudiendo ser habido; se en-
tregará en la forma que previene el art. 40 de esta Ley (4). 
Art. ?1 (492). Para la celebracion de la junta general de 
acreedores se pasará esta pieza de autos con todas las demás en el 
estado que tengan al Comisario, y se tendrán presentes al tiempo 
de su celebracion para dar á aquellos en el acto las esplicaciones 
que pidan sobre lo que resulte de todo lo ohrado hasta entonces. 
Art. e5 (193). De la celebracion de la junta, en que se ob-
servará cuanto se dispone en el art. 4062 del Código (5), se esten-
derá un acta circunstanciada, que se leerá antes de levantarse la 
sesion, y la firmarán el Comisario (6), el Escribano, los acreedores 
'concurrentes y el quebrado, ó quien le haya representado en ella. 
(Art. 541, Ley de E. e.) 
Art. 1,6 (494). El nombramiento de Síndicos hecho en la 
primera junta general de acreedores, ó en otra posterior (7), podrá 
ser impugnado ante el Juez de primera instancia por tacha legal 
que obste á la persona nombrada para ejercer este encargo, 6 por 
haberse procedido contra derecho en el modo de su eleccion (8). 
Para que sea admisible esta reclamacion, es necesario que le 
(1) Téngase presente la disposiciou 7.' del art. 1044, los arts. 1057, 
1062, 1063 y 1064 del Código, y sus notas. 
(2) Este número no podrá esceder de tres, segun el art. 1068 del Có-
digo. 
(3) Solo debe ser citado el quebrado no alzado, como. se  previene eu 
el art. 1065 del Código. 
(4) Así dice el texto oficial, que no ha sido modificado por el decreto 
estableciendo la unidad de fueros. La referencia es al art. 10 de la Ley 
de Enjuiciamiento mercantil; pero corno este articulo ha sido derogado 
por dicho decreto, ya no puede ser de aplicacion á este caso. La citacion, 
por tanto, y en su caso la entrega de la cédula, creemos deberá hacerse 
hoy en la forma ordinaria, observándose lo que previenen para las notifi-
caciones los articules 21, 22 y 23 de la Ley de E. c., 6 el 228 y sigs. para 
los emplazamientos. 
(5) Esta cita está equivocada en las ediciones oficiales: indudablemen-
te debe referirse al art. 1067 del Código de Comercio. 
(6) Que es quien debe presidir la junta, segun el §. 3.° del art. 1045 
del Código. 
(7) Se liará saber á todos los acreedores que no hubieren concurrido á 
la junta, en la forma que previene el art. 1072 del Código. 
(8) Sobre estos dos estrernos véanse los arts. 1069 y 1070 del Código. 
Véanse además los arts. 43 de este titulo, 1074 y 1076 del Código, y sus 
notas. 
1 1 
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haya precedido la protesta del reclamante contra el nombramiento 
ante la junta de acreedores en el acto de publicarse este, y que se 
deduzca ante el Juez dentro de los tres dias siguientes, por cuyo 
trascurso quedará sin efecto la protesta. (Art. 545, Ley de E. e.) 
Art. 27 (195). De la demanda deducida contra el nombra-
miento de los Síndicos, 6 de alguno de ellos, se dará traslado á la 
persona que se pretenda escluir de este encargo, formando para su 
sustanciacion ramo separado (4). 
Este procedimiento no estorbará que, prévia la aceptacion y ju-
ramento del demandado, se le ponga en el ejercicio de sus funcio-
nes. (Arts. 545 y 546, ta Ley de E. e.) 
Art. eS (196). Cuando por abusos en el desempeño de las 
funciones de la sindicatura (2) solicite algun acreedor la separacion 
de algun Síndico, espondrá al juzgado los hechos en que se funda, 
acompasando su justilicacion, 6 dándola en el término preciso de 
ocho dias. 
El Juez, con vista de está y de lo que en su razon informe el 
•Comisario, con referencia á lo que resulte de la pieza de adminis-
tracion 6 de otros datos de que hará mérito, decidirá de plano so-
bre la separacion del Síndico (3). (Art. 552, Ley de E. c.) 
Art. 29 (497). Si fuere el Comisario quien promoviere la 
separacion de los Síndicos, 6 de alguno de ellos, fundara su esposi-
cion en hechos determinados, sobre los que el Juez tomará instruc-
tivamente las noticias que crea oportunas, en vista de las cuales, y 
con presencia de lo que resulte de la pieza de administracion, acor-
dará lo que estime conveniente á los intereses de la quiebra. 
Art. 30 (198). Las providencias en que se acuerde la sepa-
racion de algun Síndico, bajo el concepto de administrativas, no 
pararán perjuicio á la buena opinion y fama de la persona separada, 
y se .11evaren á efecto sin admitirse recurso alguno contra ellas (4). 
Art. . 
 11 (199). Resultando de alguna junta el convenio entre 
los acreedores y el quebrado, acordará el Juez por sí, en seguida de 
(1) Nose determina el procedimiento que ha de darse á este incidente, 
cuya decision de plano Soria aun mas conveniente que en el caso del 
artículo que sigue. Debiendo suplirse la ley especial por la comun, creemos 
deberá procederse como para el mismo caso se ordena en el art. 545 de la 
Ley de E. c. 
(2) Las atribuciones de los Síndicos se especifican en el art. 1073 de 
Código. 
(3) Este artículo concuerda con el 1075 del Código. Véase además el 
artículo 54 de este título. 
(4) Esta disposicion se refiere á las de los dos artículos que le prece-
den, y no á las reclamaciones contra el nombramiento de los síndicos por 
tacha legal 6 vicios en la eleccion, de que trata el art. 26. Sin perjuicio de 
la separatiou, podrán reclamarse contra los síndicos los daños y perjuicios 
que con sus abusos hayan causado á la masa, en cuyo caso se procederá 
con arreglo al art. 54 de este título y al 1077 del Código. 
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haber recibido el acta, la fijacion de edictos, convocando á los que 
tuvieren derecho para oponerse á la aprobacion del convenio a de-
ducirlo ante el juzgado dentro dedos ocho dias siguientes á la cele-
bracion de aquel, con apercibimiento que trascurridos estos sin ha-
berse presentado oposicion legal, se acordará su aprobacion proce-
diendo esta de derecho. Estos edictos se fijarán en los estrados del 
juzgado y sitie acostumbrados de la poblacion, insertándose en el 
periódico si lo hubiese en ella (4). (Arts. 624, 625 y 626, Ley de 
Enjuiciamiento civil.) 
Art. 3? (200). No se admitirá la oposicion de parte de los 
acreedores que por el acta de la junta resultare haber asentido en 
ella al convenio (2). (Art. 625, Ley de E. c.) 
Art. 33 (204). De la oposicion que presenten los acreedores 
disidentes, ó los que no hubieren concurrido á la junta, se dará 
traslado al quebrado por término de tercero dia (3), recibiéndose 
en Ja misma providencia la causa á prueba por el de treinta dias, 
dentro de los cuales alegarán y probarán lo que les convenga las 
partes litigantes, y cualquiera otro acreedor que posteriormente se 
presente á coadyuvar la oposicion. (Art. 629, Ley de E. c.) 
Art. 34 (262). Las probanzas se harán con citacion reciproca 
y demás formalidades prevenidas por derecho. 
Art. 35 (203). Luego que haya fenecido el término de prue-
ba, se entregarán los autos por dos dias perentorios á cada una de 
las partes para el solo efecto de instruirse de lo alegado y probado 
en ellos. 
La entrega que se haga al acreedor que formalizó la oposicion, 
será comun para todos lo s 
 que coadyuven su instancia. 
Art. 36 (204). Devueltos que sean los autos por el quebrado 
(1) Para mayor ilustracion é inteligencia de este articulo y siguientes 
hasta concluir la seccion, téngase presente lo que dispone el Código en 
los arts. 1147 á 1167. La oposicion no puede fundarse sino en alguna de 
las cuatro causas espresadas en el art. 1157. 
(2) «Sobre la cualidad de acreedores, á que únicamente se refiere el 
articulo 200 de la Ley de Enjuiciamiento mercantil, residen en los síndi-
cos facultades y obligaciones especiales, en cuyo leal ejercicio descansan 
los derechos é intereses de la masa comun, debiendo seguirse con su au-
diencia el espediente de calificacion, y su legítima personalidad y su ges-
tion están reconocidas en todas las disposiciones referentes á la seccion 5.'; 
y por tanto las reclamaciones que con tal carácter entablaren, están fuera 
del propósito y letra del citado art. 200,) el cual no está en contradiccion 
con lo establecido en el 1461 del Código de comercio, porque sus pres-
cripciones son claras y se refieren á casos y fines completamente distin-
tos. (Sent. en inj. not. de 18 de marzo de 1865.) (3) Tambien debe sustanciarse con audiencia de los síndicos, si estu-
vieren en ejercicio, como lo previene el art. 1158 del Código: á este fin . se 
les dará traslado igualmente por tres dios. Los Síndicos deben sostener 
el acuerdo de la junta, y si lo sostiene tambien el quebrado, habrán de 
litigar unidos. 
• 
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se procederá á su vista y determinacion en la primera audiencia 
vacante, citadas préviamente las partes (1). 
Art. 37 (205). Si en el término de la lev (2) no se hiciere 
oposicion al convenio, á su vencimiento se pondrá nota por el Es-
cribano que lo acredite, y el Juez, con vista de la pieza de declara-
cion de quiebra y la de su calificacion, resolverá lo que correspon-
da con arreglo á los artículos 1159 y 1161 del Código de Comer-
cio (3). (Art. 627, Ley de E. e.) 
SECCION SEGUNDA.— Admiü 'istracion de la quiebra (4). 
Art. 3S (206). Por cabeza de la pieza relativa á esta seccion 
se pondrá testimonio del auto de declaracion de quiebra sin otro an-
tecedente, uniéndose á continuacion el inventario que debe formar-
se de todo el haher de ella existente en el domicilio del quebrado, 
con arreglo á los párrafos 3.°, 4.° y 5.° del artículo 1046 del Códi-
go de Comercio. (Art. 549, Ley de E. e.) 
Art. 39 (207). Para la ocupacion, inventario v depósito de 
los efectos v bienes de la quiebra que se hallen en distinto domici-
lio, se espedirán los oficios convenientes á sus Jueces respectivos, 
poniéndose nota de haberse verificado (5). 
Estos deberán remitir originales las diligencias que obren en su 
consecuencia, y venidas se unirán á los autos. (Art. 524 y 549, 
Ley de E. e.) 
Art. 40 (208). Para toda estraccion que se haga de los alma-
cenes sobrellavados ó del arca de depósito de efectos, dinero, le-
tras, pagarés y demás documentos de crédito pertenecientes á la 
masa, precederá providencia formal del Comisario, cuva ejecucion 
se hará constar por diligencia que firmará éste, el depositario y el 
Escribano (6). (Art. 549, Ley de E. c.) 
Art. 41 (209). Con la misma formalidad se .procederá para 
(f) La providencia qué recaiga es apelable solo en el efecto devoluti-
vo, como se previene en el art. 1158 del Código. 
(2) Que es el de los ocho dios siguientes é la celebracion del convenio. 
Véause los arts. 1157 y 1159 del Código y el 31 del presente titulo. 
(3) Cuando al celebrarse el convenio entre el quebrado y  sus acreedo-
res, no se dé cuenta en la junta del espediente de calificacion de la quie-
bra, ni se tiene éste á la vista al acordarse la aprobacion del convenio, se 
falta é lo terminantemente establecido en el art. 1 152 del Código de Co-
mercio yen el 205 de la Ley de Enjuiciarniento mercantil, y no puede por 
tanto producir efecto dicho convenio. (Sept. en inj. not. de 48 de Mayo de 
1865.) 
• (4) Para la mejor inteligencia de esta seccion téngase presente lo que 
disponen los arts. 1079 é 1099 del Código. 
(5) Véase el párrafo 6.° del art. 1046 del Código. Los oficios deberán 
dirigi^se por el Juez de primera instancia, y no por el Comisario. 
(6) Véanse los párrafos 3.•° y 4.° del art.. 1046 y el 1052 del Código. 
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hacer ingresos de caudales en la misma arca (1). Art. 549 y 550, 
Ley de L. c.) 
Art. 42 (210). Los permisos que dé el Comisario para las 
ventas urgentes de los efectos de la quiebra , ó para los gastos in-
dispensables que hayan de hacerse para su conservacion, han de 
acordarse tambien en providencia formal á consecuencia de recla-
macion de depositario (2). (Art. 553, Ley de E. c.) 
Art. 43 (211). Del nombramiento de los Síndicos, su acepta-
cion y juramento se pondrá testimonio en esta pieza , acordándose 
en seguida, la formacion del inveáitario general y entrega del haber 
y papeles de la quiebra á los mismos, en la forma prevenida por os arts. 1079, 4080 v 1081 del Código (3). (Art. 549, Ley de E. c. ) 
Art. 44 (212). De las cuentas que presente el depositario de 
su gestion (4), se conferirá traslado á los Síndicos, formándose para 
su examen y calificacion ramo separado dependiente de esta pieza, 
en el que con audiencia breve y sumaria de ambas partes, y el  in-
forme del Comisario se acordara su aprobacion, ó lo que proceda de 
derecho sobre los reparos que se pongan. (Art. 536, Ley de E. c.) 
Art. 45 (213). Las pretensiones de los Síndicos para los gas-
tos estraordinarios que ocurran en el caudal de la quiebra, se cali-
ficaran instructivamente por el Comisario, tomando los informes 
estrajudiciales que crea necesarios, y resolviendo en vista de ellos 
lo que estime mas ventajoso á los intereses de la masa , cuando la 
cantidad que hubiere de invertirse no esceda de mil reales vellon. 
Pasando de esta cantidad será necesaria la autorizacion del 
Juez de primera iusl ancia, que recaerá con justificacion de la-ne-
cesidad del gasto, y de lo que en su razon informe el mismo Comi-
sario (5). 
Art. 46 (214). En el justiprecio y venta del caudal de la 
quiebra. segun su diferente calidad de efectos mercantiles, bienes 
muebles de otra clase y bienes raices se estará á lo que prescriben 
los art. 1084, 1085, 1086, 1087 y 1088 del Código. (Arts. 554 á 
564, Ley de E. e.) 
Art. 47 (215). Todos los acreedores de la quiebra, así como 
el mismo quebrado, serán admitidos á ejercer la accion que conce-
de.el art. 1089 contra los Síndicos que compraren ó hayan compra-
do efectos de la quiebra. 
Las relámaciones de esta especie se harán en espediente sapa-
rado, sustanciándose como una demanda ordinaria. 
(1) Véanse los arts. 1053, 1094 y 1096 del Código, y el 49 del presente 
titulo. 
(2) Véase el art. 1055 del Código, y el 45 de este título. 
(3) Así como en el plrrafo 6.' del art. 1046. • 
(4) Dentro del término y en el modo que prescribe el art 1 082 del 
Código. (5) Véase el art, 1083 de id. 
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Art. 40 (216). Para toda transaccion que hayan de hacer los 
Síndicos en los pleitos pendientes sobre intereses de la quiebra, 
precederá providencia del Juez, dada . a propuesta del Comisario, 
en que se fijarán las bases de la transaccion. 
Art. 419 (217). En un cuaderno separado anejo á esta pieza 
se pondrán por diligencia; que firmarán el Comisario v los Síndi- 
cos, las entregas semanales que se hagan en el arca de'depósito de 
los fondos que se vayan • recaudando, dando fé el Escribano de su 
ingreso en la misma arca (1). 
Igual formalidad se observará para la estraccion de las partidas 
que en virtud de libramientos del mismo Comisario se saquen de 
ella. (Art. 553, Ley de E. c.) 
Art. 50 (218). De las esposiciones que hagan los acreedores 
con vista de los estados mensuales que deberán presentar los Síndi-
cos (2) sobre el estado de la administracion de la quiebra, sedará 
conocimiento al Comisario, v con su informe acordará el Juez las 
providencias que halle convenientes en beneficio de la masa. (Ar-
tículos 550, 551 y 552, Ley de E. c.) 
Art. 51l (219). Las providencias que el Comisario acuerde 
sabre la administracion de la quiebra en desempeño de sus atribu-
ciones, podrán reformarse por el Juez á instancia de los Síndicos, 6 
de cualquiera de los interesado's en ella, en lo cual se procederá de 
plano con vista de la reclámacion que se presente, y lo que sobre 
ella informe et Comisario (3). 
Art. 52 (220). No se admitirá recurso de apelacion ni de nu-
lidad contra las providencias del Juez de primera instancia, que se 
contraigan al Orden administrativo de la quiebra, sin decidir nin-
gun derecho controvertido entre las partes. 
Art. 53 (221). Las cuentas que den los Síndicos de su ad-
ministracion corresponderán tambien á esta pieza de autos, en don-
de se procederá á su exámen con arreglo á las disposiciones d e  los 
artículos 1134 y 1135 del Código; y si se dedujesen agravios contra 
ellas, tanto por acuerdo de la junta de acreedores, como por el que-
brado 6 algun acreedor particular, se sustanciará esta demanda por 
los trámites de derecho (4) en esta misma pieza de autos, si estu-
viere evacuado todo lo concerniente á la administracion de la quie-
bra, ó en ramo separado, si no estuviese concluida la liquidacion de 
ésta. (Arts. 565 d 569, Ley de E. c.) 
1) Véase el art. 1094 del Código. 
2) Cou arreglo al art. 1095 del Código. 
(3) Véanse las atribuciones del comisario en el art. 1045 de id. 
(4) No determinándose, como no se determina espresamente la clase 
de juicio ó el procedimiento que  haya de seguirse, la demanda de que se 
trata debe sustanciarse por los trámites del juicio ordinario, atendida su 
naturaleza, y como para este mismo caso lo ordena el art. 567 de la Ley 
de E. c. 
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Art. 54 (222). Las repeticiones de los acreedores 6 del que-
brado contra los Síndicos por los daños y perjuicios causados á la 
masa por fraude, mala versaçlon 6 negligencia culpable, se deduci-
rán y sustanciarán en ramo separado, dependiente de esta pieza de 
autos, siguiéndose en la sustanciacion los trámites legales del jui-
cio ordinario (1). 
• 
SECCION TERCERA.—Efectos de la retroaccion de la quiebra. 
Art. 55 (223). La personalidad para pedir la retroaccion de 
los actos que en perjuicio de la quiebra haya hecho el quebrado 
en tiempo inhábil, 6 que por su carácter fraudulento puedan anu-
larse aun cuando se hubieren hecho en tiempo hábil (2), residirá 
en los Síndicos como representantes de la masa de acreedores de la 
quiebra, v administradores legales de su haber. 
Art. 56 (224). Si los acreedores observasen alguna omision 
en esta parte, se dirigirán al Comisario, quien tomando conoci-
miento de los antecedentes, dará las disposiciones necesarias para 
que se ejerciten las acciones de la masa, y si no lo hiciere podrá 
llevar el reclamante su queja al Juez de primera instancia. 
Art. 57 (225). Los Síndicos estarán obligados á formar den- 
tro de los diez dias inmediatos á habérseles hecho la entrega de los 
libros y papeles de la quiebra los estados siguientes: 
Uno de los pagos hechos por el quebrado en los quince dias pre-
cedentes á la declaracion de quiebra por deudas y obligaciones di-
rectas, cuyo vencimiento fuese posterior á ésta (3). 
Otro de los contratos celebrados en los treinta dias anteriores á 
la declaracion de quiebra, que en el concepto de fraudulentos que-
den ineficaces de derecho con arreglo al art. 1039 del Código de 
Comercio; y de las donaciones entre vivos que se encuentren com-
prendidas en la disposicion del 1040. 
Art. SS (226) . Los estados de que trata el artículo anterior 
se comprobarán y visarán por el Comisario. con cuyo requisito di-
rigirán los Síndicos á los interesados sus reclamaciones extrajudicia-
les para obtener el reintegro á la masa de lo que la pertenezca; y si 
éstas fueren ineficaces, acudirán los Síndicos á los medios de dere-
cho que correspondan, segun el objeto de cada reclamacion (4), con 
la prévia autorizacion del Comisario. 
Art. 59 (227). Tambien formarán los Síndicos otro estado 
de los contratos hechos por el quebrado que se hallen en alguno de 
(I) Véase el art. 1077 del Código. (2) Estos actos quedan espresados en los artículos 1035 á 1042 del C6-
digo. Véanse taulbien el 1091 y las notas de todos ellos. (3) Para los efectos marcados en el art. 1038 del Código. (4) Estos medios 6 procedimientos son los especiales que se establecen 
mas adelante en los arts. 60 á 65 de este título. 
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los cuatro casos comprendidos en el art. 1041 del Código, hacien-
do las averiguaciones oportunas para cerciorarse de•si en su otorga-
miento intervino fraude; y hallando datos para probarlo en alguno 
de ellos, harán su esposicion motivada al Comisario, quien en vista 
de ella y de lo que resulte de las investigaciones que haga por su 
parte, acordará ó denegará la autorizacion para que los Síndicos en-
tablen las demandas que hubierenropuesto (1). 
Art. 60 (228). Las demandas de los Síndicos sobre la apli-
cacion del art. 1038 del Código de Comercio, se presentarán (2) 
acompañadas de la prueba documental que acredite haberse hecho 
el pago en tiempo inhábil, y que la obligacion no habia vencido 
hasta despues de la declaracion de la quiebra. En caso necesario 
podrán los Síndicos preparar su accion con la confesion judicial del 
deudor. 
Art. 61 (229). La pretension de los Síndicos y documentos 
que la acompañen, se comunicarán al demandado por tres dias, 
dentro de los cuales espondrá éste lo que crea convenirle. 
Art. 60 (230). No contestándose la demanda . por el deu-
dor (3), 6 si en la contestacion no se desvaneciere la prueba de los 
Síndicos, se le condenará á la devolucion. 
Art. 63 (231). Si por la contestacion del deudor el Juez ha-
llare mérito para recibir la causa á prueba, lo acordará por término 
de ocho dias perentorios; y cumplido éste, ertreg4ndose los autos á 
las partes por el de dos para que se instruyan, senalará dia para la 
vista y fallará lo que corresponda en justicia. 
Art. 64 (232). Para la reintegracion á la masa de los bienes 
estraidos de ella por contratos que hayan quedado ineficaces de de-
recho en virtud de la disposicion del art. 1039 del Código de Co- 
mercio, se procederá por el juicio posesorio sumario (4), justifican- 
(t 	 En la forma que determina el art. 66 de este mismo titulo. 
(2) Eu el juzgado correspondiente, que pódrá ser distinto del que co-
nozca de la quiebra, pues los síndicos de un concurso no están esceptua-
dos de la observancia de las reglas que determinan el fuero competente, 
cuando obran como demandantes, segun tiene declarado el Tribunal Su-
premo de Justicia en sentencie de 20 de diciembre (le 1 859, que puede 
verse en la nota del art. 1091 del Código. 
(3) Esto es, por el demandado. 
(4) Este juicio posesorio sumario deberá ser el de recobrar la pose-
sion, cuyo procedimiento se determina en los arts. 724 y sigs. de la Ley 
de E. c. La ley, al declarar ineficaces de derecho las enajenaciones es-
presadas en el art. 1039 del Código de Comercio, supone que la masa de 
acreedores ha sido despojada fraudulentamente de esos bienes, y que debe 
ser reintegrada en ellos por la via sumaria, que no puede ser otra que la 
del interdicto de recobrar. Las mismas palabras reintegracion y juicio 
posesorio sumario, que emplea el presente art. 64, demuestran que debe 
entenderse de este modo. Están comprendidas cambien en su disposicion 
las donaciones de que habla el art. 1040 del Código.—Los síndicos debe-
rán presentar la demanda en el juzgado competente con arreglo al ar- 
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do los Síndicos por la escritura del mismo contrato hallarse este en 
el caso de la ley. 
Art. 65 (233). Las providencias que se den en aplicacion de 
los arts. 1038, 1039 y 1040 del Código de Comercio, se ejecutarán 
sin embargo de apelacion (1). 
Art. 66 (234). Las demandas de nulidad ó de revocacion de 
los contratos hechos por el quebrado en fraude de los acreedo-
res (2), se introducirán y sustanciarán segun las formas que rijan 
para el juicio ordinario en el juzgado á quien competa su conoci-
miento. 
SECCION CUARTA.—Exámen, graduation y pago de los créditos 
contra la quiebra. 
Art. 67 (235). Poniéndose por cabeza de la pieza de autos 
correspondiente á esta seccion el estado general de los acreedores 
de la quiebra, se dará providencia á continuacion prefijando el 
término dentro del cual hayan aquellos de presentar á los Síndicos 
los títulos justificativos de sus créditos, y el dia en que se hubiere 
de celebrar la junta de su examen y relonocimiento, arreglán-
dose este señalamiento á lo prevenido en el art. 4101 del Código (3). 
La circulacion de esta disposicion á los acreedores se hará 
constar en los autos por oficio de los Síndicos al Comisario, y su no-
toriedad por edictos é insercion en el periódico por diligencia del Es-
cribano•actuario. (Art. 513, Ley de E. c.) 
Art. 6S (236). Despues de haberse proveido el auto de de-
claracion de quiebra, no se podrá promover ni continuar instancia 
alguna ejecutiva contra el quebrado, y las que existan de esta cla-
se en cualquiera juzgado 6 tribunal, se remitirán al que conoz-
ca de la quiebra para que corran bajo una misma cuerda con esta 
pieza (4). 
título 693 de la Ley de E. c., por las razones expuestas anteriormente en 
la nota del art. 60. 
(1) De consiguiente, esta apelacion deberá admitirse solo en el efecto 
devolutivo, conforme al art. 71 de la Ley de E. c., y como estaba preve-
nido por el 393 de la de Eujuic. mercantil, que 
 ha sido derogado. (2) De que tratan los arts. 1041 y 104 .2 del Código. Como en estos 
casos no es juris et de jure la presuncion de fraude, no podia admitirse en justicia el procedimiento breve 6 sumario que se establece ea los artícu-
los anteriores de esta seccion desde el 60, y se ordena que las demandas 
de nulidad 6 revocacion de los contratos á que se refiere,. se sustancien en juicio ordinario, cual lo exige su naturaleza, y eu el juzgado' competen-
te. Sobre estos puntos véanse las notas de los artículos .12 y 60 de este 
titulo. Dicho juicio será el que corresponda á la cuantía del negocio. (3) Véanse además los arts. 1110, 1111 y 1112 del mismo Çódigo. (4) Las incidencias de los juicios ejecutivos acumulados á los autos 
de.uua quiebra mercantil, son inseparables de aquellos y de esta, y cor- 
oloaak., 
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Los interesados en estas ejecuciones serán comprendidos en el 
estado general de acreedores, y convocados para que con los títulos 
que tengan presentados en aquellos procedimientos, ó los que de 
nuevo entreguen á los Síndicos, usen de su derecho en la junta. 
(Art. 523, Ley de E. e.) 
Art. 69 (237). Hechas todas las operaciones que para la jus-
tificacion y examen de los créditos prescriben los arts. 1102, 1103, 
1104 y 1105 del Código de Comercio, si algunos de los acreedores 
ó el quebrado se tuvieren por agraviados de la resolucion de la jun-
ta, podrán usar de su derecho ante el Juez que conociese de la 
quiebra, dentro del término de treinta dias, y no despues (1). (Ar-
tienlos 574 d 5$6, Ley de E. c.) 
Art. 70 (238). Las demandas de los acreedores sobre que se 
les reconozcan créditos que la junta hubiere desechado, se sustan-
ciarán con los Síndicos, que estarán obligados á sostener lo acorda-
do por'aquella (2). 
En las que se instruyan por algun acreedor ó por el quebrado 
contra el reconocimiento de algun crédito, se entenderá la sustan-
ciacion con el interesado en el crédito impugnado en la demanda, y 
u 
responde por tanto su conocimiento al tribunal que conozca de la quiebra. 
(Sent. en comp. de 18 de agosto de 1863.) 
Segun el art. 236 de la Ley de  EnjuiciamienLo mercantil, para que el juicio universal de quiebra atraiga á sí los procedimientos ejecutivos con-
tra el quebrado, es necesario que éstos hayan sido promovidos 6 que se 
hallen pendientes despues de haberse proveído el auto de declaracion de 
quiebra. No se halla en este caso el juicio ejecutivo despues de consentida 
6 ejecutoriada la sentencia de remate, pues con ella queda terminado el juicio, y las cuestiones de competencia y acumulacion no pueden tener lu-
gar eu pleitos acabados. (Sent. en comp. de 14 de junio de 1866.) 
No es definitiva para los efectos del recurso de injusticia notoria (y aho-
ra de casacion), la sentencia que se limita á estimar la acumulacion de 
unos autos ejecutivos al procedimiento sohre.quiebra del mismo deudor, 
por cuanto á los interesados en la ejecucion queda espedito su derecho para 
usar de él donde y como mejor les convenga con arreglo á la ley, y no 
procede por tauto contra ella la admision de dicho recurso. Sent. en apel. 
de i 3 de abril de 1 866.) 
Véase tambien la sent. de 6 de abril de 1864 y las demás que sobre 
acumulacion al juicio de concurso ó de quiebra se citan en el apéndice á 
los arts. 157, 158 y 159, con lo espuesto sobre esta materia en las pági-
nas 671 y sigs. de este tomo. 
(1) Como se previene en el art. 1107 del Código. Téngase tambien 
presente lo que dispone el 1106. 
(2) Véanse el §. 4.° del art. 1105 y el 1108 del Códido y sus notas.-
Tambieu podrá ser parte el deudor, si le conviene, como se deduce del 
S 2.° de este mismo art. 70 y del anterior, y por ser asunto de su interés. i sostuviere lo acordado por la junta, deberá litigar en union cou los Sín-
dicos; y si lo impugnare, en union con el acreedor que lo haya hecho, y 
en ambos casos bajo la misma direccion, como para este propio caso en los 
concursos lo ordena el art. 590 de la Ley de E. c. 
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toda la responsabilidad del juicio será de cargo del demandante (1). 
(Arts. 587, 588 y 590, Ley de E. c.) 
Art. 71 (239). El Orden de sustanciacion de estas demandas 
será el prescrito en el tit. 4.° de esta Ley para el juicio ordinario (2), 
formándose para cada una de aquellas ramo separado. (Art. 587, 
Ley de E. c.) 
Art. 72 (240). La convocación de los acreedores de 2.', 3.' 
y 4.' clase para la junta de examen de la clasificacion de créditos 
hecha por los Síndicos, se acreditará en los autos en la forma esta- 
blecida en el art. 67 de este titulo (3). (Arts. 591 d 595, Ley de E. c.) 
Art. 73 (241). Los acreedores cuyas reclamaciones contra el 
Orden de graduacion de créditos (4) hubieren sido desechadas por la 
junta, tendrán el término perentorio de ocho dias para usar de su 
derecho en justicia. 
Pasados éstos sin haberlo verlicado, se tendrá por consentida la 
resolucion de la junta. (Art. 596 y 597, Ley (le E. e.) 
Art. 74 (242). Las demandas que se intentaren contra los 
acuerdos de la junta en la graduacion de créditos, se sustanciarán 
con los Síndicos por los trámites del juicio ordinario en la misma 
pieza corriente de esta seccion, donde obren todos los antecedentes 
relativos al examen, reconocimiento y graduacion de créditos (5). 
(1) Si fuese vencido en él. Véase lo que dispone el *art. 1106 del C6-
digo. 
(2) Esta cita se refiere á la Ley de Enjuiciamiento mercantil; pero co-
mo su tít. 4.° ha sido derogado por el decreto sobre unidad de fueros, debe 
entenderse hecha al tít. 7.° de la Ley de E. c., que es el que trata del jui-
cio ordinario, á cuya sustanciacion deben acomodarse en el dia los asun-
tos de comercio. 
(3) En el testo original se cita el art. 235 de esta Ley, que es ahora el 
67 de este título. Esta junta, que es la de graduacion de créditos, debe con-
vocarse conforme á los arts. 1425 y 1126 del Código, y celebrarse con ar-
reglo al 1127. Véase tambien el art. 1123, que determina la clasificacion 
de los acreedores. No han de convocarse á esta junta los de 
 I.' clase, que 
son los de dominio, porque respecto de estos debe hacerse lo que ordena 
el art, 4124 del mismo Código. 
(4) Esta graduacion debe hacerse con arreglo á lo preceptuado en los 
artículos 1113 á 1428 del Código. Véanse estos artículos y sus notas. (5) Véase el art. 1128 del Código, en el que se hace espresion de los 
acreedores que no pueden impugnar los acuerdos de la junta de gradua-
cion de créditos. Estas demandas han de sustauciarse con los Síndicos, los 
cuales están obligados á sostener lo acordado por la junta. El deudor no 
debe ser admitido como parte, segun lo ordena para el mismo caso el ar-
tículo 604 de la ley de E. c., pues, reconocidos los créditos, ningun inte - 
rés tiene en su graduacion. Este interés es de los mismos acreedores, los 
cuales sou, por tanto, los que tienen derecho á ser parte en el juicio, de-
biendo litigar unidos los que sostengan unas mismas pretensiones, y bajo 
una misma direccion con los Síndicos el que sostenga el acuerdo de la 
junta respecto á su crédito, como lo dispone el art. 600 de la citada Ley 
de E. c. 
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Para que por estas demandas no se embarace el repartimiento 
de los fondos disponibles de la quiebra, se formará sobre esta ope-
racion ramo separado con testimonio de los estados de clasificaclon 
y de las actas de la junta de graduacion de créditos, procediéndose 
con arreglo á los arts. 4429, 4430, 4434, 4432, y 4433 del Código 
de Comercio (1). (Arts. 398 á 603, Ley de E. c.) 
SECCION QUINTA. — Califlcacion de la quiebra 'y rehabilitacion del 
quebrado. 
Art. 73 (243). La pieza de autos correspondiente á esta sec-
tion principiará con el informe que el Comisario debe dar al Juez 
de primera instancia (2) sobre lo que resulte del reconocimiento de 
los libros y papeles del quebrado acerca de los capítulos que deben 
servir de bases para la calificacion de la quiebra, conforme al ar-
tículo 4438 del Código de Comercio. (Arts. 604 y 605, Ley de E.  c.) 
Art. 76 (244 reformado). Los Síndicos en la esposicion que 
se les prescribe presentar por el art. 4439 y el Promotor fiscal en 
la censura que ordena el art. 4140, deducirán pretension formal 
sobre la calificacion de la quiebra (3), y unida á los autos se entre- 
(4) Véanse además los arts. 1134, 1135 y 1136 del Código. 
(2) Con arreglo al párrafo 1.° del art. 1139 del Código. Véanse tam 
bien los arts. 4137 y 1138 de id. 
(3) La reforma más' importante, que se ha hecho en esta parte de la le-
gialacion mercantil por los decretos de 6 de diciembre de 1868 y 1.' de fe-
brero siguiente, estableciendo la unidad de fueros en la Península y Ultra-
mar, ha sido, como ya hemos indicado, la de dar intervencion al Ministerio 
fiscal en la calificacion de las quiebras. Pudiendo resultar un hecho puni-
ble, es indispensable dicha intervencion conforme á los buenos principios, 
como se habia establecido ya en la Ley de E. c. para los concursos de 
acreedores. Con este objeto han sido reformados los arts. 1139 al 1144 
del Código de Comercio, y en armonía con ellos el presente y los siguien-
tes 77, 78 y 82 de este título. Su contesto es claro, y no creernos ofrezcan 
dificultades en la práctica.  
Téngase presente que los artículos antiguos 1139 y 1140 del Código. 
han sido refundidos sin alteracion en uno solo con aquel número, para 
intercalar uno nuevo con el núm. 1140 sin recorrer la uumeracion. La 
cita que se hace del primero de dichos artículos, se refiere á su párrafo 2.° 
que antes formaba el 1140,  y la otra al de este número adicionado. 
Tanto los Síndicos como el Promotor deberán emitir su dictámen sobre 
la calificacion de la quiebra, con vista de esta pieza de autos y de la de 
declaracion de quiebra, fijando Is clase á que pertenezca, de las cinco en 
que las distingue el art. 1002 del Código, y teniendo para ello presente lo 
que ordenan el 4138, y el 1003 y sigs. Este dictámen ha de limitarse á 
calificar la quiebra: si esta se declara de 3.', 4.' 6 5.' clase, se proce-
derá á la formacion de causa, como se previene en el art. 1144 del mis-
mo Código, y entónces será cuando se formulará por el Promotor la acu-
sacion pidiendo la pena y responsabilidades correspondientes contra el 
quebrado y sus cómplices. Véanse para esto los arts. 1010 al 1013 del C6- 
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garán al quebrado por término de nueve dias para que conteste á 
esta solicitud. (Arts. 605, 607, y 609, Ley de E. c.) 
Art. 77 (245 reformado). No usando el quebrado de la co-
municacion de autos, 6 en el caso de que los devuelva sin oponerse 
á la pretension de los Síndicos 6 del Promotor, se procederá á la 
vista, prévio el señalamiento de dia, que se notificará á las partes, 
y el Juez hará la calificacion que estime arreglada á derecho (4), 
segun lo que resulte de esta pieza de autos, y de la respectiva á la 
declaracion de quiebra, que se tendrá tambien presente. Arts. 606 
y 608, Ley de E. c.) 
Art. 7S (246 reformado). Si el quebrado hiciere oposicion á 
la pretension de los Síndicos 6 del Promotor fiscal, se recibirá la 
causa á prueba por el término que el Juez halle prudentemente ne-
cesario segun lo alegado por las partes, prorogándolo, si éstas lo 
pidiesen, hasta el máximum de 40 dias que señala el art. 4442 del 
Código. (Art. 607, Ley de E. e.) 
Art. 79 (247). Cumplido el término de prueba, se unirán 
por el Escribano las probanzas á los autos, y se entregarán éstos 
por su'órden á las partes para que se instruyan de sus méritos. 
Luego que los haya devuelto el quebrado, se hará el señala-
miento de dia para la vista que se le hará saber, así como á los Sín-
dicos (2). (Art. 640, Ley de E. c.) 
Art. SU (248). En la sentencia y su ejecucion se procederá 
en la forma que está prescrita por los artículoss 4443 y 1144 del 
Código. 
Art. 01 (249). El quebrado que habiendo sido calificado de 
tercera clase y condenado como tal á pena de reclusion, se hallare 
en soltura ó arrestado en su casa, sera trasladado inmediatamente 
á la prision que le esté señalada para cumplir su pena (3). 
digo y sus notas.—Véase tambien, en cuanto al procedimiento, el articu-
lo I141, que concuerda con la última parte del de esta nota,, y el 82 de 
este titulo. 
(1) Solo la calificacion de la quiebra. Véase la nota anterior, y lo que 
ordenan para ello los arts. 1143 y 
 4144, reformados, del Código. (2) Celebrada la vista, sin citacion puesto que no se ordena, dictará 
el Juez sentencia limitándose á la calificacion de la quiebra y á lo demás 
que ordenan los arts. 1143 y 1114 antes citados. 
(3) Es notable el descuido en no haber declarado suprimido este ar-
ticulo al hacer la reforma antes espuesta. En el párrafo 2.° del primitivo 
artículo 1143 del Código se ordenaba, que cuando el Juez calificara la 
quiebra de tercera clase, impusiera al quebrado una pena correccional de 
reclusion, que no bajara de dos meses, ni escediera de un año; y para (le-
var á efecto esta correccion disciplinal se dictó el art. 249 de la Ley de En-juiciamiento mercantil, que es el que estamos examinando. Publicado des-
pues el Código penal, se definió en él como delito la insolvencia culpable, 
que es la quiebra de 3.' clase, y desde entonces se consideraron deroga-
das aquellas disposiciones de la legislacion mercantil, puesto que ýa no 
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Art. $2 (250 reformado). Los Síndicos no harán gestion al-
guna bajo esta representacion en la causa criminal que se siga al 
quebrado de tercera, de cuarta n de quinta clase, sino por acuerdo 
de la junta general de acreedores. 
El que de estos use en aquel juicio de las acciones que le com-
petan con arreglo á las leyes criminales, lo hará á sus propias es-
pensas, sin repeticion en ningun caso contra la masa por las resul-
tas del juicio. 
Art. S3 (254). Las instancias de los quebrados para su re-
habilitacion se instruirán concluso el juicio de calificacion, en la 
misma pieza en que este se hava ventilado, procediéndose en ellas 
segun está prescrito en el tít. 44, libro 4.° del Código de Comer-
cio (4). 
podia penarse conforme á ellas la quiebra de 3.° clase; sino con arreglo á 
los arts. 445, 446 y 447 de dicho Código penal, y mediante la formation 
de causa. En este sentido han sido reformados ahora el citado art. 1143 y 
el 1144 del Código de Comercio, excluyendo de aquel é" incluyendo en éste 
lo relativo á dicha quiebra de tercera clase para subordinarla al procedi-
miento criminal, como las de cuarta y quinta clase. De consiguiente, el 
quebrado de tercera clase ya no puede ser penado 6 corregido disciplina-  • 
riamente en el mismo espedeento y por la misma sentencia de calificacion 
de la quiebra; sino que ha de serlo mediante causa criminal y con arreglo 
al Código penal: por ésto, repetimos, que solo por descuido ha podido de-
jarse subsistente el artículo de esta nota, que se halla derogado, y debe 
reputarse como suprimido 6 sin aplicacion. 
(4) El Ministerio fiscal debe ser parte eu las diligencies para la reha-
bilitacion del quebrado, segun lo prevenido en el art. 14 del decreto de 6 
de diciembre de 1868, y en el 13 del de 1.' de febrero de 1869, estable-
ciendo la unidad de fueros. Sin embargo, ni en el artículo á que se refiere 
esta nota, ni en los del tit. 11, libro 4.° del Código de Comercio, que tra-
tan de la rehabilitacion del quebrado, se ha introducido reforma ni nove-
dad alguna dirigida á dicho fin, no obstante que en aquella disposicion se 
dice que en estos espedientes será parte el Ministerio fiscal, Ken los tér-
minos que se prescriben en este decreto.» Veamos el modo racional de 
suplir esta omision. 
Presentada la solicitud del quebrado para 1su rehabilitacion, acompa-
ñada de los documentos que previene el art. 1173 del Código, se unirá á 
la pieza de calificacion, y con esta y los demás antecedentes de la quiebra 
se comunicará al Comisario para que evacue el informe que ordena dicho 
artículo. Evacuado este informe, se comunicará todo al Promotor fiscal 
para•que emita su dictamen sobre si procede la rehabilitacion, por hallarse 
el quebrado en alguno de los casos de los arts. 1171 y 1172" del mismo 
Código; y sin mas trámites dictará el Juez la providencia que estime justa, 
con arreglo á lo que prescribe el citado art. 1173, la cual será apelable 
en ambos efectos.—Téngase tambien presente lo que ordenan los artícu-
los 1168, 1169, 1170, 1174 y 1175 de dicho Código. 
• 
• 
SUPLEMENTO AL TITULO I, ADICIONAL, 
SOBRE EL ORDEN DE PROCEDER EN LAS QUIEBRAS. 
CÓDIGO DE COMERCIO.—LIBRO CUARTO.—DE LAS QUIEBRAS. 
TíTULo I. — Del estado de quiebra y sus diferentes especies. 
Art. 2001. Se considera en estado de quiebra á todo comerciante 
que sobresee en el pago corriente de sus obligaciones (1). 
Art. 1002. Se distinguen para los efectos legales cinco clases de 
quiebras: 
I.' Suspension de pagos. 
2." Insolvencia fortuita. 
3.' Insolvencia culpable. 
4.' Insolvencia fraudulenta. 
5.' Alzamiento (2). 
• Art. 1003. Entiéndese quebrado de primera clase el comerciante 
que manifestando bienes suficientes para cubrir todas sus deudas, sus-
pende temporalmente los pagos, y pide a sus acreedores un plazo en que 
pueda realizar sus mercaderias 6 créditos para satisfacerles (3). 
Art. 1004. Es quiebra de segunda clase la del comerciante á 
quien sobrevienen infortunios casuales é inevitables en el órden regular y 
prudente de una buena administracion mercantil, que reducen su capital 
al punto de no poder satisfacer el todo 6 parte de sus deudas. 
Art. 1005. Se reputan quebrados de tercera clase los que se ha-
llen en alguno de los casos siguientes: 
i.° Cuando los gastos domésticos y personales del quebrado hubieren 
sido escesivos y descompasados con relacion á su haber líquido, atendi-
das las circunstancias de su rango y familia. 
2.° Si hubiere hecho pérdidas en cualquiera especie de juego que es-
cedan de lo que por vía de recreo aventura en entretenimientos de esta 
clase un padre de familia arreglado. 
3.° Si las pérdidas le hubieren sobrevenido de apuestas cuantiosas, de 
compras y ventas simuladas ú otras operaciones de agiotaje, cuyo éxito 
dependa absolutamente del azar. 
4.° Si hubiese revendido á pérdida, 6 por menos precio del corriente, 
li ) Y tambien al que hace cesion de bienes: véase el art. 4176. 
(2) Por alzamiento se entiende aquí la quiebra maliciosa que hace 
un comerciante, ocultando sus bienes, en todo ó parte. para defrau-
dar a sus acreedores. La ocultacion de bienes, y no la fuga de la 
persona, es lo que constituye el alzamiento. 
(a) ,Segun lo dispuesto en los arts. 4003 1018 y 4025 del Código de 
Comercio, procede la declaraoion de quiebra cuando el deudor sus-
pende temporalmente sus pagos y pide plazo á sus acreedores para 
realizar sus créditos, pudiendo providenciarse á instancia do cualquie-
ra de ellos, aunque no preceda la manifestacion espontánea del que-
brado, con tal que conste préviamente en debida forma la indispensa-
ble circunstancia de haberse negado á satisfacer las obligaciones ven- 
cidas.. (Sent. en inj. not. de s de julio de 4868, publicada en, la Gaceta del 
2s de id.) 
DEL ORDEN DE PROCEDER EN LAS QUIEBRAS. 	 953 
efectos comprados al fiado en los seis meses precedentes á la declaracion de 
la quiebra, que todavia estuviese debiendo (1). 
5.' Si constare que en el periodo trascurrido desde el último inventa-
rio hasta la declaracion de quiebra, hubo época en que el quebrado estu-
viese en débito por sus obligaciones directas de una cantidad doble del ha-
ber líquido que le resultaba seguu.el mismo inventario (2). 
Art. 1006. Serán tambien tratados en el juicio como quebrados d e. 
 tercera clase, salvas las escepciones que propongan y prueben para des-
truir este concepto, y demostrar la inculpabilidad de la quiebra (3): 
1.° Los que uo hubiesen llevado los libros de contabilidad en la forma 
y con todos los requisitos que se prescriben en la seccion 2.`, tit. 2.°, libro 
1? de este Código, aunque de sus defectos y omisiones no haya resultado 
perjuicio á tercero. 
2.° Los que no hubiesen hecho su manifestacion de quiebra en el tér-
mino y forma que se prescriben en el art. 1017, título 2.° de este libro. 
3.' Los que habiéndose ausentado al tiempo de la declaracion de la 
quiebra 6 durante el progreso del juicio, dejaren de presentarse personal-
meute en los casos que la ley impone esta obligacion, á menos de tener im-
pedimento legítimo para hacerlo (4). 
Art. 1007. Pertenecen á la cuarta clase los quebrados en quienes 
concurran algunas de las circunstancias siguientes: 
1? Si en el balance, memorias, libros ú otros documentos relativos zí 
su giro y negociaciones, incluyese el quebrado gastos, pérdidas 6 deudas 
supuestas. 
2.' Si no hubiese llevado libros, 6 si babiéndolos llevado, los ocultare 6 
introdujere en ellos partidas que no se hubiesen sentado en el lugar y tiem - 
po oportuno (5). 
(t) Aunque se revenda a pérdida, si se hace al, precio corriente, y al 
precio corriente tambien se compraron al fiado los efectos, no podrá re-
putarse la quiebra de 3.` clase, porque en tal caso faltará la circunstan-
cia esencial do ser culpable la insolvencia, siempre que no pueda im-
putarse al quebrado la baja en el valor de los géneros. (2) Véase el art. 36 del Código de Comercio, que trata de la obliga-
cion que tienen los comerciantes de llevar el libro de Inventarios. —En 
cuanto á la responsabilidad criminal en que incurren los quebrados 
comprendidos en este artículo y procedimiento para exigirla, véanse el 
art. 1144 reformado del mismo Código, el  82 y la nota del s4 del titu-
lo t.' adic. de la Ley de E. c., y el 445 del Código penal. (3) Nótese que á los comprendidos en este articulo se permite la 
alegacion y prueba de escepciones para demostrar la inculpabilidad de 
la quiebra, lo que no es permitido á los comprendidos en el articulo 
anterior. Sin embargo, podrán éstos alegar y probar en su defensa la 
falsedad de los hechos que se les imputen. (4) Véase el art. 4444 reformado y demás que se citan en la última 
nota del 4003. Véase tambien la sentencia extractada en la nota que 
sigue. (s) En el caso de quiebra, la no presentacion de los libros de in-
ventario, mayor y diario, que son los comprobantes de las cuentas de 
comercio, di lugar a dudar de la buena fé del quebrado, por cuan-
to no puede saberse si se han ocultado algunos bienes ó efectos si ha 
habidoérdidas y las causas que las hayan producido, y si en la re- 
lacion de débitos se han incluido acreedores imaginarios 6 se han al-
terado sus créditos.—A1 designarse en la circunstancia 2.' del art. loo? 
del Código de Comercio, como causa bastante para declarar la quie-
bra de cuarta clase, el no haber llevado libros, debe entenderse todos 
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3.' Si de propósito rasgase, borrase 6 alterase en otra cualquiera mane-
ra el contenido de los libros. 
4.' Si de su contabilidad comercial no resultare la salida 6 existencia 
del activo de su último inventario y del dinero, valores, muebles y efectos 
de cualquiera especie que sean, que constare 6 se justificare haber entra-
do posteriormente en poder del quebrado. 
5.` . Si hubiese ocultado en el balance alguna cantidad de dinero, crédi-
tos, géneros ú otra especie de bienes 6 derechos. 
6. Si hubiese consumido y aplicado para sus negocios propios fondos 
6 efectos ajenos que le estuviesen encomendados en depósito, administra-
cion 6 comision. 
7.' Si sin autorizacion del propietario hubiere negociado letras Ale 
cuenta ajena que obrasen en su poder para su cobranza, reanision ú otro 
uso distinto del de. la negociacion, y no le hubiese hecho remesa de su pro-
ducto. 
8.' Si hallándose comisionado para la venta de algunos géneros 6 para 
negociar créditos 6 valores de comercio, hubiese ocultado la enajenaciou al 
propietario por cualquiera espacio de tiempo. 
9.' Si supusiere enajenaciones simuladas, de cualquiera clase que estas 
sean (1). 
10. Si hubiese otorgado, consentido, firmado 6 reconocido deudas su-
puestas, presumiéndose tales, salva la prueba en contrario, todas las que 
no tengan causa de deber 6 valor determinado. 
11. Si hubiese comprado bienes inmuebles, efectos 6 créditos en nom-
bre de tercera persona. 
12. Si en perjuicio de los acreedores hubiese anticipado pagos que no 
eran exigibles sino en época posterior á la declaracion de la quiebra. 
13. Si despues del último balance hubiese negociado el quebrado letras 
de su propio giro, á cargo de persona en cuyo poder uo tuviera fondos, ni 
crédito abierto sobre ella, 6 autorizacion para hacerlo. 
14. Si despues de haber hecho la declaracion ele quiebra hubiese per-
cibido y aplicado á sus usos personales, dinero, efectos 6 créditos do la 
masa, 6 por cualquiera medio hubiese distraido de esta alguna de sus per-
tenencias (2). 
Art. 1005. Se presume de derecho quiebra fraudúlenta 6 de cuar- 
los necesarios para la contabilidad mercantil, sin que el haber llevado 
alguno pueda hacer variar la calificacion, por cuanto de este modo 
no se obtiene el objeto que el legislador se propuso y exigen las ope-
raciones de confianza que se practican en el comercio, haciendo uso 
del crédito..—En su consecuencia, si la Sala sentenciadora declara la 
quiebra do 3' clase por haber llegado el quebrado uno de los espre-
sados libros, aunque san la formalidad debida, infringe el referido ar- 
ticulo , 9 4007. (Sent. en inj. not. de 20 de junio de 4868, publicada en la Gace- ta de  de julio sig.) 
(1) Tambien se habla de ventas simuladas en el núm. 3.° del art. 4 00a; 
pero su disposicion se refiere a compras y ventas simuladas 6 en falso 
como operaciones de agiotaje, y aquí se trata de supuestas enajenacio-
nes de bienes en fraude de los acreedores: no deben confundirse uno y 
otro caso. 
(2) Sobre la responsabilidad criminal de los culpables de quiebra 
fraudulenta, comprendidos en este artículo•y en los sigs., véanse el 1144 
reformado, el 82, del tit. 4.° adic. de la Ley de E. c.: y el 444 del Códi-
go penal. 
. 1 • 
DEL ORDEN DE PROCEDER EN LAS QUIEBRAS. 	 955 
ta clase, sin perjuicio de las • escepciones que se prueben en contrario, 
en el comerciante de cuyos libros no pueda deducirse en razon de su in-
formalidad cuál sea su verdadera situacion activa y pasiva, é igualmente 
en el que gozando de salvo-conducto no se presente ante el tribu-
nal que conoce de la quiebra, siempre que por éste se le mande verifi-
carlo (1). 
Art. 1009. Las quiebras de los corredores se reputan siempre 
fraudulentas, sin admitirse escepcion en contrario al corredor quebrado, 
á quien se justifique que hizo por su cuenta en nombre propio 6 ageno 
alguna operacion de tráfico 6 giro, 6 que se constituyó garante de las 
operaciones en que intervino como corredor, aun cuando no proceda de 
estos hechos el motivo de la quiebra (2). 
Art. 1010. Son cómplices de las quiebras fraudulentas (3): 
1.° Los que habiéndose confabulado con el quebrado para suponer 
créditos contra él, 6 aumentar el valor de los que efectivamente tengan 
sobre sus bienes, sostengan esta suposicion en el juicio de eximen y Cali-
ficacion de los créditos, 6 en cualquiera junta de los acreedores de la 
quiebra. 
2.° Los que de acuerdo con el mismo quebrado alterasen la naturaleza 
ó fecha del crédito para anteponerse en la graduacion, con perjuicio de 
otros acreedores, aun cuando esto se verificase antes de hacerse la decla-
racion de quiebra. 
3.° Los que de ánimo deliberado hubiesen auxiliado al quebrado para 
ocultar 6 sustraer, despues que cesó en sus pagos, alguna parte de sus 
bienes 6 créditos. 
4.° Los que siendo tenedores de alguna pertenencia del quebrado al 
tiempo de hacerse notoria la declaration de quiebra por el juzgado que 
de ella conozca, la entregasen .1 éste y no á los administradores legítimos 
de la masa, á menos que siendo de reino 6 provincia diferente de la del 
domicilio del quebrado, prueben que en el pueblo de su residencia no se 
tenia noticia de la quiebra. 
Esta escepcion no será admisible con respecto á los que habiten la 
misma provincia que el quebrado. 
(I) La diferencia entre este artículo y el anterior consiste en que á 
los que están en alguno de los casos del 4007 no se les admite escep-
cion ni prueba para demostrar su inculpabilidad, supuesto el hecho 
espresado en el articulo, y a los comprendidos en el Ioos se les admi-
ten las escepciones y prueba en contrario. Véase la última nota del ar-
ticulo anterior. 
(2) La disposicion de este artículo es una consecuencia do las pro-
hibiciones á los corredores hechas en el 99 del mismo Código. (3) La complicidad que se determina en este artículo es solo para 
los efectos civiles espresados en el siguiente. Esta responsabilidad ci-
vil es independiente y sin perjuicio de la criminal, la que se graduará 
y exijirá con arreglo á los arts. 42, 43 y 44 y demás disposiciones del 
Código penal. Así, podrá suceder que algunos de los clasificados en 
este articulo como cómplices de la quiebra fraudulenta para la res-
ponsabilidad civil, por ejemplo los del núm. s. ° . sean penados criminal-
mente como autores, y no corno cómplices; y 
 que haya tambien algu-
na persuna no incluida en este articulo, que deba ser comprendida en 
el procedimiento criminal, cómo autor, cómplice ó encubridor, y su-
frir, además de la pena correspondiente, la responsabilidad civil con-
forme al mismo Código penal. 
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5.' Todos los que negaren á los administradores de la quiebra la exis-
tencia de los efectos que obrasen en su poder pertenecientes al que-
brado (1). 
6.' Los que despues de publicada la declaracion de la quiebra admi-
tiesen endosos del quebrado. 
7.° Los acreedores legítimos que hiciesen conciertos privados y se-
cretos con el quebrado, en perjuicio y fraude de la masa. 
8.° Los corredores que interviniesen en operacion alguna de trafico 6 
giro que hiciere el que estuviese declarado en quiebra. 
Art. 1011. Los cómplices de los quebrados fraudulentos serán 
condenados civilmente, y sin perjuicio de las penasen que incurran con 
arreglo á las leyes criminales (2): 
1. 	 A perder cualquiera derecho que tengan en la masa de la quiebra 
en que sean declarados cómplices. 
2.° A reintegrar á la misma masa los bienes, derechos y acciones sobre 
cuya sustracion hubiese recaido su complicidad. 
3.° A la pena del doble tanto de la sustraccion, aun cuando no 
se llegara á verificar, aplicada por mitad al fisco y á la masa de la 
quiebra. 
Art. 101e. Las disposiciones de los artículos 1010 y 4011 sobre 
los hechos que constituyen complicidad ep las quiebras fraudulentas y 
responsabilidad que de ellas resulta, son aplicables á los cómplices de 
los alzados, quedando sujetos además á las penas que prescriban las leyes 
criminales contra los que á sabiendas auxilien la sustracion de bienes del 
alzado (3). 
Art. 1013. Los qua simplemente y sin cometer fraude alguno en 
perjuicio de los acreedores del alzado le facilitasen medios de evasion, no 
son cómplices del alzamiento ni contraen la responsabilidad civil; pero 
sí incurrirán en las penas impuestas por el derecho comun á los que favo-
recen á sabiendas la fuga de los criminales (4). 
(I) Si estos proceden de acuerdo con el quebrado, serán coautores 
del delito: y s i no, serán los reos principales ó únicos, pero no cómpli-
ces, sin que en este caso pueda influir su delito en la declaracion de 
quiebra fraudulenta, toda vez que el quebrado no tenga participacion 
en 61. La complicidad que aqui se determina es para los efectos del 
articulo siguiente, como se ha dicho en la nota anterior. 
(a) Véase la nota i.' al artículo anterior 101 o. Téngase tambien pre-
sente lo que dispone el art. 121 del Código penal respecto á la manco-
munidad en la responsabilidad civil proveniente de delito. (3) Para los efectos civiles no se establece diferencia entre los 
quebrados de 4.' y de s.' clase: ambas quiebras son fraudulentas y ri-
gen unas mismas disposiciones para los cómplices de unos y otros; pero 
en el órden criminal es mas grave la responsabilidad de los alzados y 
sus cómplices, que la de los otros quebrados. Véanse el art. 443 del 
Código penal, el 82 del tit. 1.° adic• de la Ley de E. c., el 1 t 44 refor-
mado del Código de Comercio y la nota 4.° del soto. Es de notar que 
este Código define todas las clases de quiebra menos el alzamiento, de 
lo cual se deduce que sobre este punto debe estarse á la legislacion 
comun, y segun ésta aquel consiste en la ocultacion de bienes en per-juicio de los acreedores, como se ha dicho en la nota al art. 1002. (4) Estos son encubridores; mas por el solo hecho de favorecer la 
fuga del culpable no podrán ser calificados de tales, ni penados en 
este concepto, si no concurren las circunstancias que para ello exije 
el art. 14 del Código penal. 
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Art. 1014. El que no tenga la calidad de comerciante no puede 
constituirse ni ser declarado ea quiebra (i). 
Art. 1015.  Todo procedimiento sobre quiebra se lia de fundar 
en obligaciones y deudas contraidas en el comercio, cuyo pago se haya 
cesado 6 suspendido, sin perjuicio de achmularse á él las deudas qua en 
otro concepto tenga el quebrado. 
TÍTULO II.—De la declaracion de quiebra. 
Art. 1016. La declaracion formal del estado de quiebra se hace 
(t) Para ser declarado en quiebra con arreglo á la Ley mercantil es 
requisito indispensable tener la calidad de comerciante , y que las 
deudas y obligaciones hayan sido contraidas en el comercio, como se 
previene en este artículo y en el siguiente: los deudores, en quienes 
no concurran estas dos circunstancias, salva la espcpcion del articu-
lo 4009 respecto a lo$ corredores, no pueden ser declarados en quiebra; 
sino en concurso de acreedores, conforme á las disposiciones del tito- 
lo 14 de la Ley de E. c. Para dichos efectos ha de reputarse comer-
ciante , no solo el que lo sea legalmente por reunir los requisitos que 
se determinan en el art. 4.° y sigs. del Código de Comercio; sino 
bien el que ejerza habitualmente el Comercio, aunque no esté matri-
culado. En este concepto fué dictada la disposicion del art. 447 del 
Código penal, y en ese sentido fueron interpretados los arts. 2.° y 4200 
del de Comercio por Real Orden de 30 de noviembre de 1833, por la 
cual, despues de consignar que la tendencia a separarse en las causas 
de comercio de los tribunales de su ramo no podia tener otro motivo 
que el de sustraerse d la severidad de las leyes sobre quiebras, se encargó 
que los jueces ordinarios no admitieran demandas en asuntos de co-
mercio, no solo entre comerciantes matriculados, sino tambien entre 
los que no lo fuesen, cuando las controversias procedieran de operacio-
nes de comercio terrestre,  con arreglo á lo prevenido en los citados 
artículos, pues talcs asuntos eran propios de la jurisdiccion mercantil. 
De acuerdo con la doctrina espuesta parece hallarse la jurispru-
dencia del Tribunal Supremo de Justicla, consignada en las senten-
cias de 25 de enero de 4888 y 25 de octubre de 1862, estractadas en el 
apéndice al art. 505 (véase en la pdg. 765 de este tomo), y en las que 
siguen: 
• La persona que reune las circunstancias referidas en el art. 47 del 
Código de Comercio para suponer en ella el ejercicio habitual del co-
mercio á los efectos legales, queda sujeta a la jurisdiccion mercan 
til en el caso de quiebra, aunque dicho ejercicio no se acredite por 
los medios que indica el referido art. 47, pues este no escluye la prue-
ba en otra forma análoga; y aunque dicha persona no tenga la cualidad 
de comerciante para los efectos del art 1044, como sus actos pertone-
con á la clase de mercantiles, queda sujeta á las leyes y jurisdiccion 
' de comercio en las controJ'ersias que sobre ellos ocurran. (Sen'. en ca-
sacion de 28 de febrero de 4 359.) 
La declaracion de quiebra, cualquiera que sea la fecha ó época en 
que se ejecutorie, se refiere siempre al dia de la suspension de pagos, 
y no se infringe el art. 4044 del Código de Comercio por recaer dicha 
declaracion en tiempo en que el quebrado no era ya comerciante, 
siempre que -lo fuera en el dia de la suspension antedicha. (Sent. en 
inj. not. de 19 de junio de 4863.) 
La sentencia en que se declara que un comerciante presentado en 
concurso voluntario está sujeto á las disposiciones del Código mer-
cantil, no es definitiva para los efectos de lus arts. lote y loll de la 
Ley de E. c., y no se dá por tanto contra ella el recurso de ca=acion. 
(Sent. en apel. de 40 de en9ro de 4866.) 
958 
	 APÉNDICE A LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL, 
por providencia judicial á solicitud del mismo quebrado .6 á instancia 
de acreedor legítimo (i), cuyo derecho proceda de obligaciones mercanti 
tiles (2). 
Art. 1017. Es obligacion de todo comerciante que se encuentre en 
estado de quiebra ponerlo en conocimiento del Juez de primera instancia 
de su domicilio (3), dentro de los tres Bias siguientes al ea que hubiere ce-
sado en el pago corriente de sus obligaciones, entregando al efecto en la 
escribanía del mismo juzgado una esposicion en que se manifieste en 
quiebra, y designe su habitacion y todos los escritorios, almacenes y otros 
cualesquiera establecimientos de su comercio (4). 
(i) No puede por tanto procederse de oficio, salvo en las diligencias 
preventivas que ordena el art. 1027 para el cas t) de fuga notoria do un 
comerciante. Aunque cualquier acreedor puede solicitar la declaracion 
de quiebra, no precede ésta si no son dos 0 mas los acreedores, como 
so deduce del art. loto y de otros, y como para los concursos lo dis-
pone el 524 de la Ley de E. c. El acreedor único tiene medios nias 
sencillos y menos vejatorios para cobrar su crédito, y como no hay 
concurrencia tampoco puede haber graduation , ni existen términos 
hábiles para otras operaciones propias de las quiebras. 
.La faltultad que el Código de Comercio concede a los acreedores 
legitimos para pedir en su caso la declaracion formal del estado de 
quiebra de sus respectivos deudores, solo puede entenderse limitada 0 
restringida por los convenios que entre si hubiesen celebrado, cuando 
do su contesto aparezca 0 pueda legítimamente deducirse que tal ha 
sido la voluntad de los contrayentes.. (Sent. en inj. not. de 8 de julio 
de 4868, publicada en la Gaceta del 28 de idem.) (s) Véase el art. 4041 del Código y el 43 del tit. 4.° adic. de la Ley 
do E. c., en lgs que se ordenado que ha de proveerse al hacer la de-
claracion de quiebra, y lo que ba de practicarse inmediatamente des-
pues de dictado este auto. 
(3) El art. sus de la Ley de E. c. da tambien la competencia al Juez 
del domicilio del concursado. Véanse las sentencias quo se citan en 
primer lugar en el apéndice de dicho articulo (p ig. 765 de este tomo.), y 
las que siguen: 
• 	 Cuando una casa de comercio tiene dos establecimientos con un 
mismo objeto mercantil en distintos pueblos, sin domicilio esclusivo 
en ninguno de ellos, y en ambos se solicita la declaracion de quiebra, 
corresponde su conocimiento al Tribunal de Comercio que principió á 
conocer á instancia de acreedor legítimo v del quebrado, é hizo dicha 
declaracion antes que el del otro lugar. (Sent. en comp. de 13 de octu-
bre de 4862.) 
Cuando una sociedad mercantil tiene establecidas casas de comer-
cio en dos pueblos distintos, hallándose a la vez inscrita en las matri-
culas respectivas de ambos, aunque son competentes para conocer de 
la quiebra de la misma los Tribunales de Comercio de una y otra plaza, 
debo darse la preferencia al que previno el conocimiento del negocio. 
sin que pata dicho efecto deba tomarse en cuenta la vecindad perso-
nal de los socios, puesto que no se trata de sus compromisos ú obliga-
ciones particulares. (Sent. en comp. de 23 de octubre de 4862.) 
Para conocer de la quiebra de un comerciante es incuestionable la 
competencia del Tribunal de Comercio de la misma plaza en cuya ma-
trícula se halle aquel inscrito, y donde ejercia el comercio y estaba 
empadronado como vecino. (Sent. en comp. de 25 de octubre de 4862.) 
(1) Además de estos estremos, debe comprender la esposicion los 
que se determinan en los arts. sigs. hasta el 4024. SI la quiebra es de 
una compafifa, véase el art. 4022, y tambien el 291 del mismo Código. 
Téngase presente que el que no cumpla con lo prevenido en este ar- 
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Art. 1OIS. Con la esposicion en que se manifieste en quiebra 
acompañará el quebrado: 
1.° El balance general de sus negocios. 
2.° Una memoria 6 relacion que esprese las causas directas é inmedia-
tas de su quiebra. 
Art. 2019. En. el balance general hará el quebrado la descripcion 
valorada de todas sus pertenencias en bienes muebles é inmuebles, 
efectos y géneros de comercio, créditos y derechos de cualquiera especie 
que seau, así como igualmente de todas sus deudas y obligaciones pen - 
dientes (1). 
Art. 1O9O. Con la relacion de las causas de la quiebra podrá el 
quebrado acompañar todos los documentos de comprobacion que tenga 
por conveniente. 
Art. 1021. Tanto la esposicion de quiebra como el balance y la 
relacion prevenidas en el art. 1018, llevarán la firma del quebrado 6 de 
persona autorizada bajo su responsabilidad para firmar estos documentos, 
con poder especial de que se acompañará copia fehaciente, sin cuyo re - 
quisito no se les dará curso. - 
Art. 1 02e. Cuando la quiebra sea de una compañía en que haya 
socios colectivos, se espresará en la esposicion el neurtbre y domicilio de 
cada uno de ellos; firmándola, así como tambien los demás documentos 
tlenlo 1017, serb tratado como quebrado de  3.' clase, segun el núme-
ro 2.° del 1006. (1) El art. 1019 del Código de Comercio, que habla de la formaciou 
del balance, so refiere al comerciante que se hubiere manifestado en 
quiebra, y no es aplicable al caso en que la declaracion de quiebra se 
haya hecho á instancia de acreedor y formado el balance en virtud de 
lu que se previene en el art. 4060; y aun admitiendo quo aquella dis-
posicion sea general en la parte que establece las condiciones internas 
que debo reunir el balance, de modo que, en cuanto a ese estremo, 
complete la de los otros arliculos del tit. t.° de dicho Código, si la 
Sala sentenciadora aprecia como bien hecho el balance presentado en 
autos, debe estarse 8 esta apreciacion cuando contra ella no se ha ci-
tado ley alguna infringida. (Sent. en inj. not. de 22 de junio de 1 sal.) 
El balance debe espresar el verdadero estado del activo y pasivo 
del que se presente en quiebra: suele comprenderse en dos estados ó 
relaciones que deben estar redactadas .con Orden, precision y claridad. 
El activo debe individualizar con la separacion conveniente los bie-
nes inmuebles, muebles y semovientes, con las cargas S que aquellos 
estén afectos, y todas las acciones que le correspondan para reivindi-
car sus derechos en la cosa. En la relacion de los muebles y semo-
vientes se espresarán todos los que al quebrado correspondan, con los 
derechos y acciones para obtenerlos, y los créditos y valores de todas 
clases. La mayor 6 menor cantidad de las bienes y su clase aconseja-
rán las divisiones y subdivisiones que convenga hacer en estos inven-
tarios para conseguir la claridad apetecida. 
El pasivo debe especificar con igual precision los nombres de los 
acreedores, el importe y clase de sus créditos, las garantías que ase-
Furor' su pago, la causa de que proceden y la fecha en que se contra-jeron. 
Segun algunos autores, el balance debe presentarse en cinco esta- 
dos, en que se comprenda: 1. 0 , el activo; 2. , el pasivo; 3.", las,pérdi-
das; t.°, fos beneficios; s. , los gastos. En rigor se cumple presen-
tando los dos primeros estados; pero puede emplearse este método fi 
otro, con tal que aparezca todo sin confusion y de modo que pueda 
formarse idea exacta. 
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que deban acompañarla, todos los sócios que residan en el pueblo al 
tiempo de hacerse la declaracion de quiebra (1). 
Art. 1023. El Escribano que reciba la manifestacion de quiebra, 
pondrá á su pié certificacion del dia y hora de su presentacion (2), libran-
do en el acto al portador, si lo pidiere, un testimonio de esta diligencia. 
Art. 1024. En la primera audiencia declarará el Juez de primera 
instancia el estado de quiebra, fijando en la misma providencia, con ca-
lidad de por ahora y sin perjuicio de tercero, la époça á que deban retro-
traerse los efectos de la declaracion por el dia que resultare haber cesado 
el quebrado en el pago corriente de sus obligaciones (3). 
Art. 1025. Para providenciarse la declaracion de quiebra á ins-
tancia de acreedor legítimo, sin que preceda la manifestacion espontánea 
del quebrado, es indispensable que conste préviamente en debida forma 
la cesacion de pagos del deudor por haberse denegado generalmente á sa-
tisfacer sus obligaciones vencidas (4), 6 bien por fuga ú ocultacion acom-
pañada del cerramiento de sus escritorios y almacenes, sin haber dejado 
persona que en su representacion dirija sus dependencias, y  dé evasion á 
sus obligaciones. 
Art. 1026. No será suficiente para declarar en quiebra á un co 
merciante á instancia de sus acreedores, que haya ejecuciones pendientes 
contra sus bienes, mientras él manifieste 6 se le hallen bienes disponibles 
sobre qué trabarlas. 
Art. 1027. En el caso de fuga notoria de un comerciante con la 
circunstancias que prefija el art. 1025, procederá de oficio el Juez de pri-
mera instancia á la ocupacion de los establecimientos del fugado, y pres 
cribirá las medidas que exija su conservation entre tanto que los acreedo-
res usan de su derecho sobre la declaracion de quiebra. 
Art. 1025. El comerciante á quien se declare en estado de quie-
bra sin que hava precedido su manifestacion, será admitido á pedir la re-
posicion de dicha declaracion dentro de los ocho dias siguientes á su pu-
blicacion, sin perjuicio de llevarse á efecto provisionalmente las providen-
cias acordadas sobre la persona y bienes del quebrado (5). 
Art. 1029. Para que recaiga la reposicion del auto de declara-
cion de quiebra ha d e  probar el quebrado la falsedad 6 insuficiencia legal 
(4) Corresponde hacer la manifestacion de la quiebra de una socie-
dad al sócio administrador, y aún podrá hacerla cualquiera otro Para 
evitar se califique de culpable la quiebra con arreglo al núm. 2. del 
art. 4006. En las sociedades en comandita tienen la misma obligacion 
los socias solidarios que vienen á ser en ellas socios colectivos; pero 
no los comanditarios, porque no interviniendo en la administracion 
da la sociedad, n o' están en el caso de conocer su situacion ver-
dadera. (2) Para hacer constar si se ha hecho en el término que marca 
el art. 4047. (3) .La declaracion de quiebra, cualquiera que sea la fecha del 
auto 6 sentencia en que se ejecutorie, se refiere siempre al dia de 'la 
suspension de pagos.. (Sent. en inj. not. de 49 de jun o de 1863.) 
Véanse los arts. 1 3 y 68 del presente titulo adicional de la Ley de 
E. c. yel 1017 v 1044 del Código de Comercio. (4) Estas obligaciones han de ser mercantiles, legitimas y exigibles. 
Véanse además las notas de los arts. 4003 y 4046, y el art. 4.° de este 
titulo adicional de la Ley de E. c. (s) Para la ejecucion de lo que se prescribe en este articulo véanse 
el a' y el 13 del tit. adicional de la Ley de E. e. 
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de los hechos que se dieron por fundamento de ella, y que se halla cor-
riente en sus pagos (1). 
Art. 1030. El articulo de reposicion se sustanciará con audiencia 
del acreedor que promovió la quiebra, y de cualquier otro acreedor del 
quebrado que se oponga á su solicitud. 
Art. 1031. La sustanciacion de dicho articulo (2) no podrá esce-
der de veinte dias, dentro de los cuales se recibirán por vía de justifica-
cion las pruebas que se hagan por ambas partes, y á su vencimiento se 
resolverá segun los méritos de lo obrado, admitiéndose solamente en el 
efecto devolutivo las apelaciones que se interpongan de la providencia que 
se dé. 
Art. 1082. La reposicion podrá tambien proveerse antes de ven-
cer el espresado térmico de veinte dias, si el acreedor que promovió la 
quiebra conviene en ella, 6 si por parte de él 6 de otro acreedor legitimo 
no se hiciere contradiccion en los ocho dias siguientes á la notificacion del 
traslado que se confiera de la instancia del quebrado (3). 
Art. 1033. La reclamacion del quebrado contra el auto de decla-
racion de quiebra no impedirá ni suspenderá la ejecucion de las providen-
Fias prevenidas en el titulo 4.° de este libro hasta que conste la revocacion 
de aquel. 
Art. 1034. Revocada la declaracion de quiebra por el auto de re-
posicion, se tiene por no hecha, y no prodñce efecto alguno legal (4). El 
comerciante contra quien se dió, podrá usar de su derecho en indemniza-
ciou de daños y perjuicios, si se hubiese procedido en ella con dolo, false-
dad 6 injusticia manifiesta (5). 
TITULO 111.—De los efectos y retroaccion de la declaracion de quiebra. 
Art. 1035. El quebrado queda de derecho (6) separado é inhibido 
de la administracion de todos sus bienes desde que se constituye en estado 
de quiebra. 
Art. 1036. Todo acto de dominio y administracion que haga el 
quebrado sobre cualquiera especie y porcion de sus bienes despues de la 
declaracion de quiebra, y los que haya hecho posteriormente á la época á 
que se retrotaigan los efectos de dicha declaracion, son nulos (7). 
(4) .La inteligencia dada por la Sala sentenciadora al art. 4029 del 
Código de Comercio, exigiendo que para la reposicion del auto de la 
declaracion de quiebra ha de probar el quebrado la falsedad 6 insufi-
ciencia legal de los hechos que se dieron pur fundamento de ella y 
que se halla corriente en sus pagos, está enteramente conforme con el 
tenor literal del mismo, y por consiguiente al aplicarlo así, no infiere 
la injusticia notoria alegada, porque no hay lugar á la interpretacion 
cuando el precepto legal no ofrece duda.. (Sent. en inj. not. de 49 de junio de 4863.) (2) Que se sujetará é lo que prescriben los arts. a. al  44 del tit. 4 
adicional de la Ley de E. c. (3) Véanse los arts. V, 9.° y 40 de dicho titulo. (a) El comerciante que se halla en este caso, no necesita de rehabi-
litacion, segun el art. 4475 del Código. (5) Véase el art. 42 del mismo titulo adicional antes citado, para el 
ejercicio de esta accion. (6 Y de consiguiente sin necesidad de declaracion espresa judicial. (7) Véanse los arts. as y  as del presente titulo adicional. 
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Art. 1037. En las disposiciones de los dos artículos precedentes 
se comprenden los bienes que por cualquiera título adquiera el quebado 
hasta finalizarse la quiebra por el pago de los acreedores 6 por convenio 
con los mismos. 
Art. 1038. Las cantidades que el quebrado haya satisfecho eu 
dinero, efectos 6 valores de crédito en los quince dias precedentes á la 
declaracion de quiebra por deudas y obligaciones directas, cuyo venci-
miento fuese posterior á esta, se devolverán á la masa por los que las per-
cibieron (1). 
Art. 1039. Se reputan fraudulentos, y quedarán ineficaces de 
derecho (2) con respecto á los acreedores del quebrado, los contratos ce-
lebrados por éste en los treinta dias precedentes á su quiebra, que sean de 
las especies siguientes: 
1.' Todas las enajenaciones de bienes inmuebles hechas á título gra-
tuito (3). 
2.' Las constituciones dotales hechas de bienes propios á sus hijos. 
3." Las cesiones y traspasos de bienes inmuebles hechos en pago de 
deudas, no vencidas al tiempo de declararse la quiebra. 
4.' Las hipotecas convencionales establecidas sobre obligaciones de 
fecha anterior que no tuviesen esta calidad, 6 sobre préstamos de dinero 
6 mercaderías, cuya entrega ido se verificase de presente al tiempo de 
otorgarse la obligacion ante el Escribano y testigos que intervinieron en 
ella (4). 
Art. 1040. Tambien se comprenden en las disposiciones del ar-
ticulo anterior las donaciones entre vivos que no tengan el carácter de 
remuneratorias, otorgadas despues del último balance, si de este resulta-
ba ser inferior el pasivo del quebrado á su activo (5). 
Art. 1041. Podrán anularse á instancia de los acreedores, mediante 
la prueba de haberse obrado en fraude de sus derechos: 
(i) Véanse los arts. so á 63 y 65 del tit. 4.° adic, de la Ley de E. c., 
que determinan el procedimiento para estas reclamaciones. Debe de- 
volverse á la masa toda deuda pagada antes de su vencimiento, aun-
que no sea mercantil, porque ese pago lleva en sí la presuncion de 
fraude, y es en perjuicio de los demás acreedores. (2) Porque en estos casos, á diferencia de los del art. 4041, la pre-
suncion del fraude es juris et de jure, y no se admite prueba en con-
trario, como lo evidencia el procedimiento sumario que para reinte-
grar á la masa de los bienes de que aquí se trata, establece el ar-
tículo 64 de dicho titulo adicional. Véanse tmbien los arts.  55, 56, 57, 
58 y 65 de id. (3) Las de los bienes muebles no se hallan comprendidas en esta 
prohibicion, pero podrán anularse, segun el art. 4042, si se probare que 
hubo fraude en la enajenacion. (4) Sobre los efectos que  en perjuicio de tercero, que haya inscrito 
su derecho, pueden producir los actos y contratos cuya nulidad 6 
rescision se declara en este articulo y en los tres que siguen, véanse 
los arts. 36 á 41 inclusive de la Ley Hipotecaria. (a) Sin duda hay equivocacion en estas últimas palabras: puede 
suponerse el fraude si del último balance resultó ser inferior el activo 
del quebrado d su pasivo; pero no si el pasivo era inferior al activo, como 
dice el testo.—Véanse las notas y citas del articulo anterior, y,téngase 
presente que segun este, las donaciones que han de reputarse fraudu- 
lentas é ineficaces, son las hechas en los 30 dias precedentes á la quie-
bra, esto es, a la suspension de pagos á cuya fecha se retrotrae la 
quiebra, como ya se ha dicho. 
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I.' Las enajenaciones á título oneroso de bienes raíces hechas en el 
mes precedente á la declaracion de quiebra.  
2. Las constituciones dotales 6 reconocimiento de capitales hechos 
 
por un cónyuge comerciante en favor del otro cónyuge en los seis meses  
lprecedentes á la quiebra, sobre bienes que no fueren inmuebles de abo- engo, 6 los hubiere adquirido y poseido de antemano el cónyuge, en cuyo 
 
favor se haga el reconocimiento de dote ó de capital.  
3.° Toda confesion de recibo de dinero 6 de efectos á título de prés-
tamo que, hecha seis meses antes de la quiebra en escritura pública, no  
se acreditare por la fé de entrega del Escribano; 6 habiéndose hecho por 
 
documento privado, no constare uniformemente de los libros de los con-
trayentes.  
4.° Todos los contratos, obligaciones y operaciones mercantiles del 
 
quebrado que no sean anteriores de mas de diez días á la declaracion de 
 
la quiebra (I).  
Art. 1012. Todo contrato (2) hecho por el quebrado en los cuatro 
 
años anteriores á la quiebra, en que se pruebe cualquiera especie de su-
posicion 6 simulacion hecha en fraude de sus acreedores, se podrá revocar 
 
á instancia de estos. 
 
Art. 1043. En virtud de la declaracion de quiebra se tienen por  
vencidas todas las deudas pendientes del quebrado (3) bajo descuento del  
rédito mercantil por la anticipacion del pago, si este llegase á verificarse 
 
antes del tiempo prefijado en la obligacion.  
TÍTULO IV.—De las disposiciones consiguientes á la declaracion  
de quiebra.  
Art. 1044 (reformado). En el acto de hacerse por el Juez de pri-
mera instancia la declaracion de quiebra, se proveerán tambien las dispo-
siciones siguientes: 
(I) Véanse la nota 2.' del art. 1039, y los arts. 59 v 66 del tit. 1.° adi-
cional de la ley de E. c. (2) Aunque no sea mercantil. La demanda se entablará por los Sín-
dicos y se sustanciará en via ordinaria, con arreglo A los arts. 5s y es 
de dicho título de la Ley de E. c. Véanse con sus notas. (a) En esta justa disposicion no podrán comprenderse las deudas 
condicionales para el efecto de tenerse por cumplida la condicion, puesto 
que no hay verdadera obligacion ni es exigible si aquella no se rea-
liza: no así en las deudas pendientes del vencimiento del plazo, que 
en todo caso son ciertas y exigibles. Pero cuino lo serán tambien las 
condicionales si llega a cumplirse la condicion, para no defraudar el 
derecho de tales acreedores, en el silencio de la ley, podrá hacerse por 
analogía lo que para los créditos litigiosos ordena el art. 1130 del Có-
digo de Comercio. 
Las letras de cambio contra el quebrado se tendrán tambien por 
vencidas, debiendo protestarse por falta de aceptacion y de pago, pues-
to que la ley exige este requisito como indispensable para que el tene-
dor de una letra conserve sus acciones. El protesto por falta de pago 
podrá hacerse en este caso antes del vencimiento de la letra, como lo 
permite el art. 525 del Código, sin que perjudique por tanto el no ve-
riticarlo al dia siguiente de la declaracion de la quiebra, no obstante 
que de derecho se tiene por vencida desde aquel dia. Esta es la opi-
nion mas autorizada.  
^ . >R 	 ° 	 •° , ^ 	 , 	 . 
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1.' El nombramiento de Comisario de la quiebra en un comerciante 
matriculado si le hubiere (I). 
2.' El arresto del quebrado en su casa, si diere en el acto fianza de 
cárcel segura; y en defecto de darla, en la cárcel (2). 
3.' La ocupacion judicial de todas las pertenencias del quebrado y de 
los libros, papeles y documentos de su giro (3). 
4.' El nombramiento de depositario en persona de la confianza del 
Juez, á cuyo cargo se pondrá la conservacion de todos los bienes ocupados 
al deudor hasta que se nombren los Síndicos (4). 
5.' La publicacion de la quiebra por edictos en el pueblo del domicilio 
del quebrado y demás donde tenga establecimientos mercantiles, y su in-
sercion en el periódico de la plaza 6 de la provincia, silo hubiere (5). 
6.' La detencion de la correspondencia del quebrado para los fines y en 
los términos que se espresan en el art. 1058 (6). 
7.' La convocacion de los acreedores del quebrado á la primera junta 
general (7). 
(1) Antes de la reforma el nombramiento de Juez comisario de la 
quiebra debia recaer en un individuo del mismo Tribunal de Comer-
cio. Suprimidos estos tribunales ha sido preciso modificar dicha dis-
posicion, y al efecto se ha suprimido tambien la denominacion de Juez, 
llamándole solo Comisario, y se ordena que su nombramiento recaiga 
en un comerciante matriculado si le hubiere. bY si no lo hubiere? Fácil-
mente pudo haberse previsto y resuelto la dificultad en el decreto 
de 6 de diciembre de 4868, estableciendo la unidad de fueros, al hacer 
esta reforma. 
Si no hay comerciante matriculado, parece deducirse del testo legal 
que podrá ser nombrado cualquier comerciante, aunque no esté ma-
triculado. Pero ¿y si tambien lo hay de esta clase; ó los que haya, 
tienen impedimento 6 escusa legítima? Entonces no habrá otro reme-
dio que conferir ese cargo á la persona que el Juez estime mas á pro-
pósito. El Comisario tiene por la ley funciones propias é importantes, 
y no pudiendo prescindirse de su intervencion sin faltar á la misma 
ley, preciso será interpretar en sentido lato la disposicion de que trata-
mos, haciendo el nombramiento en cualquiera otra persona, cuando 
no haya comerciantes matriculados, á los que quiere la ley se dé la 
preferencia. Reformado este procedimiento para que lo apliquen los 
Jueces de 1.' instancia, y conservándose el cargo de Comisario, no 
pueden desempeñarlo los mismos Jueces, corno estaba ya declarado 
para Ultramar por Real Orden de 2 de setiembre de 1865, puesto que la 
ley lo encarga a persona diferente. 
Hecho el nombramiento, se comunicará al Comisario por oficio del 
Juez, y procederá aquel á lo que ordena el art. 13 del tit. I.° adicional 
de la Ley de E. c. (2) Véanse los arts. 44, 1s y Is de dicho título adicional, y el 1059 
del Código. (3) Con arreglo á los arts. 4046, 4047 y 1048 del Código. Véase ade-
más el art. 13 del título 1: adicional de la Ley. (4) Véanse los arts. 4049 á 4056 del Código, y 40, 41 y 42 del título 
adicional de la Ley. (s) En las quiebras de las Sociedades colectivas y en comandita de-
berán ponerse los anuncios ó publicarse los edictos en los pueblos de 
cada uno de los socios solidarios. Véanse el art. 4057 del Código y el 47 
de dicho titulo de la Ley. 
(7
(6) Véanse además los arts. Is y 19 del tít. i.° adicional de la Ley. ) Veanse los arts. 4057, 1062, 4063 y 1065 del Código, y 22 á 25 del 
título I.° adic. de la Ley de E. c. Para salvar la antinomia que al pare- 
r+411111111‘.... 
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Art. 1043. Corresponde al Comisario de la quiebra: 
1.' Autorizar todos los actos de ocupacion de los bienes y papeles rela-
tives al giro y tráfico del quebrato. 
2.' Dar las providencias interinas que sean urgentes para tener en se-
guridad y buena conservacion los bienes de la masa, mientras que dándo-
se cuenta al Juez de primera instancia resuelve lo conveniente. 
3.° Presidir las juntas de los acreedores del quebrado que se acuerden 
por el Juez. 
4.° Hacer el eximen de todos los libros, documentos y papeles con-
cernientes al tráfico del quebrado para dar los informes que el Juez le 
exija. 
5.° Inspeccionar todas las operaciones del depositario y de los Sin-
dicos de la quiebra; celar el buen manejo y administracion de sus perte-
nencias; activar las diligencias relativas á la liquidacion y calificacion de 
los créditos, y dar cuenta al Juez de los abusos que advierta sobre todo 
ello. 
6.° Las demás funciones que especialmente se le designan en las dis-
posiciones de este Código (I). 
Art. 1046. La ocupacion de los bienes y papeles del comercio del 
quebrado tendrá efecto en la forma siguiente: 
1.° Todos los almacenes y depósitos de mercaderías y efectos del que-
brado quedarán cerrados bajo dos llaves, de las cuales tendrá una el Co-
misario, y la otra entregará'al depositario. 
2.' Igual diligencia se practicará en el escritorio 6 despacho del que-
brado, haciéndose constar en el acto por di igencia el número, clases y es-
tado de los libros de comercio que se encuentren, y poniéndose en cada 
uno de ellos á continuation de la última partida una nota de las hojas es-
critas que tenga, la cual se firmará por el Comisario y el Escribano. Si los 
libros no tuvieren las formalidades prescritas por este Código, se rubrica-
rán tambien por aquellos todas sus fojas. 
El quebrado ú otra persóna en su nombre y con poder suyo podrá asis-
tir á estas diligencias; y si lo solicitare se le dará una tercera llave, y fir-
mará y rubricará en este caso los libros con el Comisario y el Escribano. 
cer existe entre dicho art. 22 y el 4057 y la disposicion 7.' del 4044, será 
preciso, al anunciar la quiebra, convocar para la primera junta de 
acreedores, como previenen estas dos disposiciones; pero espresando 
que el dia y la hora de sù celebracion se fijaran oportunamente, y 
luego que el Comisario haya presentado el estado de los acreedores y 
propuesta para el número de Sindicos, conforme á los arts. 1062, 4063 y 
4068 del Código, se fijará el dia para la celebracion de la junta, convo-
cando a los acreedores en el modo que previene el 4063, como lo or-
dena el 22 de la Ley. 
• .Una de las disposiciones consiguientes á la declaracion formal de 
quiebra, es la convocacion de los acreedores â la primera junta ge-
neral, segun se ordena en los arts. 4 044 y 1062 del Código de Comercio, 
y en tal concepto es consecuencia legítima que, en el caso de que 
aquella so deje sin efecto por sentencia ejecutoria, se haya de celebrar 
de nuevo, sin que obste el lapso del término marcado en el 2.° de los 
artículos citados; porque es un principio inconcuso de derecho, que los 
actos dejados sin efecto ó declarados nulos, se consideran bajo el punto 
de vista legal como si no se hubieran realizado.. (Sent. en inj. dot. de 
22 de junio de 4867.) 
(4) Que son las contenidas en los arts. 4048, 4063, 4065 y otros, y 
tambien en el 22, 29, 48 y otros del ttt. i.° adic. de la Ley de E. e. 
3.' En el mismo acto de la ocupacion del escritorio se formará inven-
tario del dinero, letras, pagarés y demás documentos de crédito, pertene-
cientes á la masa; y se pondrán en un arca con dos llaves, tomándose las 
precauciones convenientes para su seguridad y buena custodia. 
4.' Los bienes muebles del quebrado que no se hallen en almacenes 
en que puedan ponerse sobrellaves, y los semovientes, se entregarán al 
depositario bajo inventario, dejándole al mismo quebrado la parte de ajuar 
y ropas de uso diario, que el Comisario estime prudentemente que le son 
necesarias. 
5.° Los bienes raíces se pondrán bajo la administracion interina del 
depositario, quien recaudará sus frutos y productos, y dará las diposiciones 
convenientes para evitar cualquiera mala versacion. 
8.° Con respecto á los bienes que se hallen fuera del pueblo del domi-
cilio del quebrado, se practicarán iguales diligencias en los pueblos donde 
se encuentren, despachándose á este fin los oficios convenientes á sus res-
pectivos jueces (1). 
Si los tenedores de estos bienes fueren personas abonadas y de notoria 
responsabilidad, atendido su valor, se constituirá en ellos el depósito, es-
cusándose los gastos de la traslacion á poder de otros sugetos. 
Art. 1047. Cuando la quiebra sea de una sociedad colectiva, se es-
tenderá la ocupacion de bienes en los términos que prescribe el artículo 
anterior á todos los sócios que en el contrato de sociedad resulten respon-
sables á las resultas de sus negociaciones (2). 
Art. 1045. El Comisario con asistencia del depositario podrá exa-
minar á su voluntad todos los libros y papeles de la quiebra, sin estraerles 
del escritorio, para tomar las instrucciones y apuntes que necesite para el 
desempeño de las atribuciones que le corresponden. 
El quebrado podrá asistir por sí 6 por su apoderado á esta diligen-
cia, para cuyo fin se le citará préviamente con señalamiento de dia 
y hora. 
Art. 1049. El nombramiento de depositario recaerá en un comer-
ciante de notorio abono y buen crédito, sea 6 no acreedor á la quiebra, el 
cual antes de dar principio á sus funciones prestará juramento de ejercer 
bien y fielmente su encargo. (Art. 525, Ley de E. c.) 
Art. 1050. Las letras, pagarés 6 cualquiera otro documento de 
crédito vencido, se cobrarán por el depositario; y las que fueren pagaderas 
en domicilio diferente, se remitirán por el mismo para su cobro á perso-
na abonada con prévia autorizacion del Comisario (3). (Art. 528, Ley 
de E. c.) 
Art. 1051. Será de cargo y responsabilidad del depositario practi-
car las diligencias necesarias con las letras que deban presentarse á la 
aceptacion, 6 protestarse por falta de esta 6 de pago. 
Art. 1059. Para practicar oportunamente las diligencias preve- 
(I) Véanse los arts. 38 y 39 del tft. 4.° adic. de la Ley de E. a, (2) Lo propio deberá entenderse en las sociedades en comandita res-
pecto de los gestores y de los comanditarios que administren, 6 cuyos 
nombres figuren en la razon social, puesto que responden solidaria y 
personalmente con sns bienes al pago de las deudas de la socidad cuan-
do no alcanza el fondo comun. Véase el art. 1022, que se dirige á faci-
litar la ejecucion del presente. (3) Parece que esta remision deberá ser por endoso firmando el de-
positario en concepto de tal con el visto bueno del comisario. Hato es 
lo quo se desprende de este articulo y del 1051. 
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nidas en los dos artículos precedentes, se estraerán dei arca de depósito 
con la debida anticippacion los documentos de crédito que hayan de pre-
sentarse al pago 6 d la aceptacion (1). 
Art. 1033. Todas las cantidades que se recauden pertenecientes • 
á la quiebra, serán puestas en el arca del depósito de dinero y valores de 
la misma (2). (Art. 529, Ley de E. c.) 
Art. 1054. Los endosos, recibos y cualquiera otro documento de 
obligacion 6 descargo que formalice el depositario de la quiebra, han de 
estar autorizados con el visto bueno del Comisario (3). 
Art. 1055. El depositario no podrá hacer ventas de los efectos de 
la quiebra como no sea de aquellos que no pueden conservarse sin que 
se deterioren 6 corrompan. 
Tampoco podrá hacer otros gastos que los que absolutamente sean in-
dispensables para la custodia y conservation de los efectos que tenga eu 
depósito. 
Tanto para lo uno como para lo otro ha de obrar con permiso del Co-
misario (4). (Art. 526, Ley de E. c.) 
Art. 0 0. El depositario de la quiebra tendrá derecho á una dieta 
que prudencialmente senalará el Juez, guardando consideraciou é la 
entidad de los bienes que compongan el depósito, sin que pueda esceder 
de sesenta reales diarios. Además se le abonará un medio por ciento so-
bre las cantidades que recaude, y el importe de los gastos necesarios que 
haga en el desempeno de su encargo. (Art. 530, Ley de E. c.) 
Art. 1057. En los mismos edictos en que se haga notoria la quie-
bra, se incluirá la prohibicion de que nadie haga pagos ni entregas de 
efectos al quebrado, sino al depositario nombrado, bajo la pena de no que-
dar descargados eu virtud de dichos pagos ni entregas de las obligaciones 
que tengan pendientes en favor de la masa. 
Asimismo se prevendrá é todas las personas en cuyo poder existan 
pertenencias del quebrado, que hagan manifestacion de ellas por notas 
que entregarán al Comisario, pena de ser tenidos por ocultadores de bie-
nes y cómplices eu la quiebra. 
Ultimamente se anunciará el dia y hora para la primera junta general 
de acreedores, convocándolos á su asistencia, bajo apercibimiento de 
pararles el perjuicio que haya lugar (5). 
Art. 2055. La correspondencia del quebrado se pondrá en poder 
del Comisario, quien la abrirá é presencia de aquel 6 de su apoderado, 
entregando al depositario las cartas que tengan relaciou con las depen-
dencias de la quiebra, y al quebrado las que sean de otros asuntos. 
Despues de hecho el nombramiento de Síndicos, serán estos los que 
• reciban la correspondencia, llamando siempre al quebrado 6 su apoderado 
para abrir las cartas que vayan dirigidas al mismo, y entregarle las que 
no pertenezcan á los intereses de la masa (6). 
(4) Prévia providencia del Comisario, con arreglo é los arts. 40 y 44 
del tit. 4.° adic. de la Ley de E. c. (s) Tambien prévia providencia del Comisario, conforme al art. 44 
antes citado. (3) Véase el art. 4 oso del Código y su nota. 
(4) Véase of art. 42 del presento titulo 4' adic. y el 4osa del Código. 
(s) Véanse el art. 47 del tit. 4.° adic. de la Ley, y las disposiciones 
4.' , 5.' 7.' del art. 4045 del Código, con sus notas. (6) Véanse los arts. 48 y 49 de dicho tit. adic. de la Ley de E. c. 
T 
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Art. 1059. No resultando méritos del ezámen que haga el Comi-
sario del balance y memoria presentados por el quebrado, y del estado de 
sus libros y dependencias para graduar la quiebra de culpable, podrá el 
Juez mandar, á solicitud del mismo quebrado y prévio informe motivado 
del Comisario, que se le espida salvo conducto 6 se le alce el arresto, si 
lo estuviere sufriendo, bajo caucion juratoria de presentarse siempre que 
fuese llamado (I). 
Art. 1060. Si el quebrado no hubiere presentado al manifestarse 
en quiebra el balance general de sus negocios, segun se previene en el 
art. 1018, 6 cuando se hubiere hecho la declaracion de quiebra á instancia 
de sus acreedores, se le mandará que lo forme en el término más breve 
que se considere suficiente, el cual no podrá esceder de diez dias, ponién-
dole de manifiesto al efecto en presencia del Comisario los libros y papeles 
de la quiebra que necesitare, sin estraerlos del escritorio (2). 
Art. 1061. En el caso de que por ausencia, incapacidad 6 negli-
gencia del quebrado no se formare por éste el balance general de sus ne-
gocios, se nombrará inmediadameute por el Juez un comerctante esperto 
que lo forme con señalamiento de un término breve y perentorio, que no 
podrá ser mayor de quince dias; y para ello se le facilitarán los libros 
y papelee del quebrado á presencia del Comisario y en el mismo escri-
torio. 
Art 1061B. El dia para la celebracion de la primera junta de 
acreedores se fijará con respecto al tiempo que sea absolutamente preciso 
para que los acreedores que se hallen en el reino reciban la noticia de la 
quiebra, y puedan nombrar personas que los representen en la junta. 
En ningun caso podrá diferirse la celebracion de ésta más de treinta dias 
desde que se hizo la declaracion judicial de quiebra (3). 
Art. 1063. El Comisario cuidará de formar en los tres dias si-
guientes á la declaracion de quiebra el estado de los acreedores del 
quebrado por lo que resulte del balance, y los convocará á la junta gene-
ral por circular espedida al efecto, que se repartirá á domicilio en cuan-
to á los acreedores que residan en la misma poblacion; y á los ausentes 
se dirigirá por el primer correo, anotándose una y otra diligencia en el 
espediente (4). 
Si el quebrado no hubiere presentado el balance, se formará la lista 
de los acreedores que deben convocarse individualmente por lo que re- 
(2
1) Véase el art. 20 del tit. 4.° adic. de la Ley deE. c. ) Véase el art. 24 de id. Rara vez ocurrirá el primer caso del pre- 
sente art. 4060, puesto que segun el 3." del tit. I. adic. de la Ley de 
E. c., no debe darse curso á la solicitud manifestándose en quiebra si 
no se acompaña el balance que previene el art. 4018 del Código. (3) Véanso la nota última del art. 4o45; el 4 057 del Código, y el 22 del 
tit. a.° adicional de la Ley de E. c. 
La sentencia que estima como primera en el Orden legal la junta 
de acreedores celebrada con todas las condiciones prescritas para esta 
clase de actos, aunque sea la tercera en el Orden material, por haberla 
precedido otras dos que quedaron sin efecto en virtud de sentencias 
ejecutorias, y atribuye á aquella los efectos legales correspondientes, 
no infringe los arts. 1062, 1067 y 1157 del Código de Comercio, ni me-
nos la doctrina de que el procedimiento ha de continuar en el punto 
en que fué suspendido, puesto que en tal caso las actuaciones se re-
pusieron al estado que les correspondia en virtud del fallo de la Sala. (Sent. 
 en in;. not. de 22 dejunio de 4867.) (4) Véanse el art. 22 y demás citados en la nota anterior. 
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suite del libro mayor; y en el caso de no haberlo, por los demás libros y 
papeles del quebrado y las noticias que dieren éste ó sus dependientes. 
Art. 1004. Los acreedores que sin constar que lo sean por el ba-
lance y libros del quebrado presenten al Comisario documentos que prue-
ben créditos líquidos contra aquel, serán admitidos á la junta, hacien-
do su gestion antes de la celebracion de ésta , bajo la responsabili - 
dad que previene el art. 1010 en el caso de suposicion fraudulenta de cré-
ditos. 
Art. 1005. El quebrado no alzado será citado (1) para esta prime-
ra junta de acreedores y las demás que se celebren en el progreso del pro-
cedimiento, para que si le conviniere concurra á ollas por si, estando en 
libertad, 6 por medio de apoderado., 
Art. 1066. No será admitida en la junta persona alguna en repro-
sentacion ajena, si no se halla autorizada con poder bastante, que estará 
obligada á presentar en el acto al Comisario. 
Tampoco podrán llevar los apoderados mas que una sola representa-
cion. 
Art. 1007. Constituida la junta en el dia y lqgar señalados para su 
celebracion (2), se dará conocimiento á los acreedores del balance y me-
moria presentados por el quebrado, haciéndose en el acto por el Comisa- 
rio.de oficio, ó á instancia de cualquiera de los concurrentes, todas las 
comprobaciones que crean convenientes con los libros y documentos de la 
quiebra que se tendrán á la vista. 
El depositario presentará tambien á la junta un informe circgpstancia-
do sobre el estado de las dependencias de la quiebra, y el juicio que. puede 
formarse sobre sus resultados. Asimismo formará y presentará una nota 
de las recaudaciones y gastos hechos hasta aquel dia. 
Si el quebrado ó su apoderado hicieren proposiciones en esta junta so-
bre el pago de los acreedores, se procederá con arreglo á las disposiciones 
de los arts. 1153, 1154 y 1155. En el caso de no hacerlas, 6 de que de ella 
no resulte convenio entre el mismo quebrado y sus acreedores, se pasará 
en seguida al nombramiento de Síndicos de la quiebra (3). 
TITULO V.—Del nombramiento de Sindicos y sus funciones. 
Art. 1005. El número de los Síndicos se fijará de antemano por 
el Juez de primera instancia á propuesta del Comisaario, segun la esten - 
sion de negocios que tengala quiebra, y no podrá esceder de tres (4). Ar-
ticulo 543 Ley de E. c.) 
(4) En la forma que previene el art. 23 de dicho tit. 1.° adicional. 
(2) Véanse los arts. 4045, 1057 y 1062 del Código, y el 22, 2d y 25 del 
tit. 4.° adicional de la Ley de E. c. 
(3) Si por cualquier motivo no pudiera terminarse la junta el mismo 
dia, podrá prorogarse para el siguiente ó para el dia que se señale. 
Tampoco vemos inconveniente en que se suspenda para continuarla en 
otro dia é tin de que los acreedores puedan adquirir los datos necesa-
rios para deliberar si les conviene aceptar las proposiciones hechas 
por el deudor. El Comisario, presidente de la junta, podrá acceder la 
peticion que con este objeto le hagan los interesados. El nombramien-
tb de los Síndicos no debe hacerse sino en el caso de no resultar con-
venio. Si resulta, se acordará lo que ordena el art. 34 de dicho titulo 
adicional. 
''(4) Véase el art. 22 del tit. 4.° adicional de la Ley de E. e. 
TOMO v . 	 121 
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Art. 1069. El uombramiento de cada Síndico se hará á mayoría de  
rotos por los acreedores que concurran á la junta general.  
La mayoría se constituye por la mitad y uno mas del número de votan-
tes, que representen las tres quintas partes del total de créditos que corn-
pongau entre todos (i). (Art. 541, Lcy de E. c.) 
Art. 1070. Puede recaer el nombramieuto de Síndico en cualquie-
ra acreedor del quebrado que lo sea por su propio derecho, y no en repre-
sentacion ajena, y que tenga además las cualidades de ser comerciante  
matriculado, corriente en su giro, mayor de veinticinco años, y cou resi-
dencia habitual en el pueblo (2).  
El nombramiento de Síndicos se ha de hacer en persona determinada, y  
no colectivamente en sociedad alguna de comercio (3). (Articulo 542, Ley 
de E. c.) 
Art. 1071. Aceptando los Síndicos nombrados este encargo, jura-
rán antes de entrar en ejercicio desempeñarlo bien y fielmente cou arreglo  
á las leyes (4). (Art. 547, Ley de E. c.) 
Art. 1072. A todos los acreedores no concurrentes á la junta en  
que se hubiere hecho el nombramiento de Síndico, se hará éste saber por  
circular que expedirá el Comisario (5). (Art. 547, Ley de E. c.)  
Art. 1073. Son atribuciones de los Síndicos:  
1.' La administration de todos los bienes y pertenencias de la quiebra  
á uso de buen comerciante. 
 
(I) Cuando no podian ponerse de acuerdo las doe mayorías de vo-
tantes y créditos, para salir del conflicto solia convenirse, y así se  
hacia en Madrid, en que cada mayoría eligiera un Sindico, y el tercero,  
si habian de ser tres, que lo designara el Comisario de la quiebra,  ó 
quo lo nombrase el Juez; y lo propio cuando solo se había de nombrar  
un Síndico. Nosotros creernos que estando, como está previsto el caso  
en el art. 544 de la Ley de E. c., debe hacerse lo quo en este se orde-
na, puesto que debo estarse á lo que prescriben las leyes comunes en  
todo lo que no so halle determinado especialmente en la ley mercantil.  
(2) En vista de las dificultades que se tocaron en algunos casos,  
poco despues de haberse publicado el Código, para nombrar Síndicos 
 
en las quiebras por no haber personas que reuniesen todas las cir-
cunstancias prescritas en este artículo, se dicto la Real Orden de 31 de 
enero de 1831, comunicada por el Ministerio de Hacienda al Tribunal de 
 
Comercio de Madrid, por la que se declaró: .que siempre que entre  
los acreedores de cualquier quebrado haya algunos que tengan las 
 
eualidades ospresadas en el citado artículo (1070), debe recaer en ellos 
 
precisamente el nombramiento de Síndicos; y quo si sucede el remoto  
caso de faltar acreedores por derecho propio que sean comerciantes 
 
matriculados, corrientes en su giro, mayores de 25 arios y con residen-
cia habitual en el pueblo donde se ha verificado la quiebra, entonces 
 
pueden nombrarse para cl ejercicio de la sindicatura los representan-
tes de acreedores ausentes, residentes en la plaza donde está radicada 
 
la quiebra, con tal que sean comerciantes matriculados, corrieutes en  
su giro y mayores de 25 arios. 
(a) El nombramiento de Síndicos hecho en la primera junta general 
 
podrá ser impugnado en el tiempo v forma que preceptúan los artícu-
los 26 y 27 del tit. 4.° adic. de la Ley de E. c. Véase tambien el ar-
ticulo J3 de id. 
(r) Sin que obste para el ejercicio de sus funciones la itnpugnacion 
 
que se haga á su nombramiento, como se previene en el art. 27 antes 
 
citado. 
(5) Para los efectos marcados en el Código, y especialmente en el 
 
artículo 4020. 
—Ms ^ — _Af s ^.^ 
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2.' La recaudacion y cobranza de todos los créditos de la masa y el 
pago de los gastos de administracion de sus' bienes, que sean de absoluta 
necesidad para su conservacion y beneficio (t). 
3.° El cotejo y rectificacion del balance general hecho anteriormente 
del Estado del quebrado, formando el que deberá regir como resultado 
exacto de la verdadera situacion de los negocios y dependencias de la 
quiebra. 
4.' El exámen de los documentos justificativos de todos los acreedores 
de la quiebra para estender sobre cada uno de ellos el informe que deban 
presentar en la junta de acreedores (2). 
5.° La defensa de todos los derechos de la quiebra, y el ejercicio de 
las acciones y excepciones que la competan (3). 
6.° Promover la convocacioa y celebracion de las juntas de acreedores 
en los casos y para los objetos que se determinan en este Código, y por tos . 
motivos extraordinarios que se consideren suficientes. 
7.° Procurar la venta de los bienes de la quiebra (4), cuando esta deba 
ejecutarse , con sujecion á las formalidades de derecho (5). 
Art. 1071. El nombramiento de los Síndicos se ratificará por los 
acreedores reconocidos eu la junta de calificacion de créditos, 6 bien se 
hará un nuevo nombramiento si no se acordare su confinnacion (6). 
Art. 1075. A solicitud fundada y justificada de cualquier acree-
dor, 6 en virtud de informe del Comisario sobre abusos de los Síndicos 
en el desempeño de sus funciones, podrá el Juez de primera instancia 
decretar su separacion (7), y que la junta de acreedores haga nuevo nom-
bramiento. 
Tambien podrá éste tener lugar siempre que la misma junta estime 
conveniente acordarlo, aunque no se esprese motivo alguno para remover 
los anteriores. (Art. 552, Ley de E. c ) 
Art. 1074,. El Sindico cuyo crédito no fuese reconocido como le-
gítimo por la junta de acreedores en la sesion celebrada para calificarlos, 
6 que por cualquiera motivo dedujese alguna accion contra la masa, que-
da de derecho separado de la sindicatura (8). (Art. 589 Ley de E. c.) 
Art. 1077. Los Síndicos son responsables á la masa de cuantoa 
daños y perjuicios le causen por abusos en el desempeño de sus funciones, 
6 por falta del cuidado y diligencia que usa un comerciante solícito en el 
manejo de sus negocios (9). 
(1) Véanse los arts. 1083, 1094, 1095 y loss del Código y es del tit. 1." 
adic. de la Ley de E. c. 	 • (2) En la forma que ordenan los arts. I101_á 1404 del Código. 
(4
(3) Véanse los arts. 4 000 y ln91, id. y sus notas. ) Con arreglo á lo preceptuado en los arts. 4084, 1083, 1086, 1088 y 
lose del Código, y 4s del tit. 4.° adic. de la Ley de E. c. (5) Deben cambien los Síndicos practicar cuanto se previene ep los 
arts. 1079 y 1087 del Código, y 57, 58 y 59 de dicho tit. adic. (6) Dicha junta es la de que trata el art. 44os del Código. 
(7) En la forma que se previene en los arts. 28 y 29 del tit. i.° adic. 
de la ley de E. c. 
(s) lin tal caso deberá ser reemplazado en la primera junta de acree-
dores quo se celebre. Mientras tanto, si queda algun Síndico en ejer-
cicio, éste seguirá desempeñando la sindicatura; y si no lo hay, los 
intereses de la masa exigen que el Juez nombre interinamente un Sin-
dico como nombra el depositario, hasta la reunion de la junta. 
(9) El procedimiento para estas reclamaciones se acómodetrá á. lo 
que ordena el art. 54 del tit. 4.° adic. de la Ley de E. c. 
• 
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Art. 1078. El ejercicio de la sindicatura de una quiebra di dere-
cho á los que la sirven á una retribucion de medio por ciento sobre todas  
las cobranzas que hagan de créditos y derechos de la quiebra, de 2 por 100  
en los productos de las ventas de mercaderías pertenecientes A ella, y 
de I por 100 en las ventas y adjudicaciones de bienes inmuebles 6 perte-
nencias de cualquiera otro género que no sean del giro y negocio del  
quebrado (Art. 544, Ley de E. c.)  
TíTULO V1.—De la administracion de la quiebra.  
Art. 1019. Nombrados que seau los Síndicos y puestos en ejercicio  
de sus funciones, procederán al inventario formal y general de todos los  
bienes, efectos, libros, documentos y papeles de la quiebra, que autorizará  
con su asistencia 'el Comisario. 
Los bienes y efectos que estén en manos de consignatarios, 6 que por  
cualquiera otra razon se hallen en pueblo distinto de donde esté radicada  
la quiebra, se comprenderán en el inventario por lo que resulte' del ba-
lance, libros y papeles del quebrado, con las notas que correspondan se-
gun las contestaciones que se hayan recibido de sus tenedores 6 deposita-
rios (1). (Art. 549 Ley de E. c.) 
Art. 1080. El quebrado será citado para la formacion del inven-
tario, y podrá asistirá ella por sl 6 por medio de apoderado. 
 
Art. 1081. Formalizado el inventario se hará la entrega á, los 
Síndicos de todos los bienes, efectos ý papeles comprendidos en él bajo  
de recibo, espidiéndose por el Comisario los oficios conveniéntes para que  
se pongan á disposicion de los mismos Síndicos los bienes y efectos que se 
 
hallen en otros pueblos. (Art. 549 Ley de E. c.) 
Art. 10SC. El depositario de la quiebra rendirá cuenta formal y 
 
bustificada de su gestion á los Síndicos en los tres'dias siguientes al nom- ramiento de éstos, y con su audiencia, y el informe del Comisario, pro-
veerá el Juez lo que corresponda sobre su aprobacion 6 la reparacion de 
 
los cargos que rosullen al depositario (2). 
 
Art. 1088. Fuera de los gastos de conservacion y beneficio de los 
 
efectos y bienes de la quiebra, no podrá hacerse otro alguno de ninguna 
 
especie, salo en virtud de providencia judicial (3). 
 
Art. 1081. Los Síndicos, atendida la naturaleza de los efectos 
 
mercantiles de la quiebra, y consultando la mayor ventaja posible á los 
 
'intereses de esta, propondrán al Comisorio la venta que convenga hacer 
 
de ellos en lus tiempos Oportunos, y el Comisario determinará lo conve-
niente, fijando el minimum de los precios á que podrán verificarse, sobre 
 
los que no podrá hacerse alteracion sin causa fundada á juicio del mismo 
 
Comisario (4). (Art. 554, Ley de E. c.) 
 
Art. MUSS. En la venta de los efectos de comercio pertenecientes 
 á 
- la quiebra, intervendrá necesariamente un corredor, y donde no lo haya, 
 
se ejecutará en subasta pública, anunciándose con tres dias á lo Irlenos de 
 
anticipacion por edictos y avisos, que se publicarán en el periúdico, si lo 
 
hubiere en el pueblo.  
Art. 1086. Para la regulacion de los precios á que se hayan de 
 
(1 Véanse los arts. 38 y 39 del tit. 1.° adic. de la Ley de E. c. (i) Procediéndose cotno se previene en el art. 44 de dicho lit. adic. 
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vender los efectos mercantiles de la quiebra, atenderá el. Comisario á su 
coste, segun las facturas de compras y los gastos ocasionados posterior-
mente, procurando los aumentos que permita el precio corriente de gé-
neros de igual especie y calidad en las mismas plazas de comercio. 
Si hubiere de hacerse rebaja en el precio de su coste, inclusos los gas-
tos, para la enajenacion de aquellos efectos, se habrá de verificar necesa-
riamente la venta en subasta pública (1). 
Art. 1087. Los Síndicos promoverán el justiprecio de los bienes 
muebles del quebrado que no seau efectos de comercio y el de los raices, 
para lo cual se nombrarán peritos por su parte, y por la del quebrado, 6 
pur el Comisario en defecto de hacerlo este. En caso de discordia se hará 
por el Juez et nombramiento del tercer perito (2). 
Art. 1085. La venta de los bienes raíces y la de los muebles', á 
escepcion de los del comercio del quebrado, se harás en pública subasta 
con todas las solemnidades de derecho, y en otra forma serán de ningun 
valor (3). 
Art. 1089. No pueden los Síndicos comprar para si ni para otra 
persona bienes de la quiebra de cualquiera especie que sean; y si lo hicie-
ren en su nombre 6 bajo el de algun otro, se confiscarán á beneficio de la 
misma quiebra los efectos que hubieren adquirido de ella, quedando obli-
gados á satisfacer su precio si no lo hubiesen hecho (4). 
Art. 1090. Las demandas civiles contra el quebrado que se halla-
ren pendientes al tiempo de hacerse la declaracion de quiebra, y las que 
posteriormente se intenten contra sus bienes, se seguirán y sustanciarán 
con los Síndicos (5). 
(1) En estas subastas de efectos mercantiles no deberá admitirse 
postura que no cubra el precio mínimo: así se deduce del art. toar. 
El art. 1086 del Código de comercio, en el que se trata del modo de 
ajar el precio de los efectos mercantiles de una quiebra, á cuya vienta 
ha de procederse por el Juez comisario, no tiene aplicacion cuando la 
venta de los efectos no se hace por consecuencia del juicio de quie-
bra, ni a instancia del Síndico de la misma, sino en las diligencias de 
apremio para la ejecucion de un laudo arbitral. ', Sent. en inj. not. de 27 
de noviembre de 4 866.) 
2) Arreglándose á lo prevenido en art. 303 de la Ley de E. c. (3) No determinándose aquí las solemnidades para estas subastas 
deberán guardarse las del derecho comun, y no se admitirá postura • 
que no cubra las dos terceras partes del justiprecio. Sobre este punto 
creemos debe estarse á lo que dispone el art. 550 de la Ley de E. c. 
La intervencion del Sindico de una quiebra, como representante de 
los acreedores. no varia la naturaleza de los bienes concursados, de-
biendo considerarse su venta para los efectos legales como verificada por el mismo deudor, del que únicamente puede trasferirse el dominio 
á los compradores. (Sent. en cas. de 5 dejunio de 4861.) (4) Sin perjuicio de la responsabilidad criminal en que puedan ha-ber incurrido. Pa ra demandará los Síndicos en el caso de este artícu-
lo, véase el 47 del tít. 4.° adic. de la Ley de E. c. (5) Con arreglo al art. 1090 del Código de comercio, las demandas 
civiles contra el quebrado que se hallaren pendientes al tiempo de ha-
cerse la declaracion de la quiebra, y las que posteriormente se intenten 
contra sus bienes, deben seguirse y sustanciarse con los Síndicos, los 
cuales tienen ropresentacion legal y el deber de cumplir las obliga-
ciones legítimamente contraídas en tiempo hábil por el concursado. 
Sent. en inj. not. de 41 de abril de 4564.) 
Véase el art. 68 del tít. 4.° adic. de la Ley deE. c. 
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Art. 1091. Tambien continuarán los Síndicos las acciones civiles 
que el quebrado hubiere deducido en juicio antes de caer en quiebra, y 
promoverán las demandas ejecutivas que correspondan contra los deudores 
de ella; pero no podrán intentar ningun otro género de procedimiento ju-
dicial por negocios ó intereses de la quiebra, sin prévio conocimiento v 
autorizacion del Comisario (I). 
Art. 1099. El quebrado suministrará á los Síndicos cuantas noti-
cias y cupocimientos le reclamaren y él tuviere concernientes á las  opera-
ciones de la quiebra; y estando en libertad le podrán emplear los mismos 
Síndicos en los trabajos de adnüuistraciou y liquidacion bajo su dependen-
cia y responsabilidad. 
Art. 1093. Tiene derecho el quebrado á exigir de los Síndicos por 
conducto del Comisario las noticias que puedan convenirle sobre el estado 
de las dependencias de la quiebra, y de hacerles por el mismo medio las 
observaciones que crea oportunas para el arreglo y mejora de la admi-
nistraciou, y para la liquidacion de los créditos activos y pasivos de la 
misma quiebra. 
Art. 1094. No permitirá el Comisario que los Síndicos retengan 
en su poder los fondos en efectivo, pertenecientes á la quiebra , sino que 
les obligará á hacer entrega semanalmente en el area de depósito de todo 
lo que hayan recaudado (2), dejándoles solo la cantidad que el mismo Co-
misario estime suficiente para atender á los gastos corrientes de admi-
nistracion. 
Art. 1095. Los Síndicos presentarán mensualmente un estado 
exacto de la administracion de la quiebra, que el Comisario pasará con 
su informe al Juez para las providencias que haya lugar en beneficio de 
los interesados en la quiebra. 
Todos los acreedores que lo soliciten podrán obtener á sus espensas co-
pias de los estados que presenten los Síndicos, y esponer en su vista cuanto 
crean conveniente á los intereses de la mass (3). 
Art. 1096. A instancia de los Síndicos, y con prévio informe del 
Comisario podrá el Juez acordar la traslacion de los caudales existentes 
en el arca do la quiebra á cualquiera banco público con mi soberana auto- 
rizacion (4). 
Art. 1097. Los Síndicos cuidarán bajo su responsabilidad que se 
practiquen todas las formalidades que correspondan para la cooservacion 
de los derechos de la quiebra en las letras de cambio, escrituras públicas, 
(4) Los Síndicos de un concurse no están esceptuados de la obser-
vancia de las reglas que determinan el fuero competente, cuando 
obran como demandantes en virtud dol art. l ost del Código de Comer-
cio, y de consiguiente en el caso de tener quo reclamar un crédito á 
favor de la quiebra, deben acudir al Juez competente, para el deman-
dado. (Sent. en Comp. de 20 de diciembre de 4s59, ti In de 24 de noviembre 
de 1 865, stractada en la pdy. 768 de este tomo.) 
La sindicatura es la representacion legal de la quiebra, á la que 
competen por tanto las mismas acciones que hubiera podido ejercer 
el quebrado contra las personas ii él obligadas. (Sent. en comp. de 44 de 
diciembre de 4861.) 
(a) Con las formalidades que previene el art. as del lit. s.° adic. de 
la Ley de E. c. 
(3) Véanse los arts. so, 51 y 52 de id. 
(4) Ahora a la Caja general de Depósitos: véase el apéndice al ar-
ticulo 362 de la Ley de E. c. (pdg. 719 de este tomo.)  
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efectos de crédito y cualquiera otro documento de la pertenencia de 
aquella. 
Art. 1098. Todoquebrado que haya cumplido las disposiciones de 
los arts. 1017 y 1018 recibirá una asiguacion alimenticio. Su cuota será 
graduada por el Juez, oyendo el informe del Comisario, con relacion á la 
clase del quebrado, al número de personas que compongan su familia, al 
haber que resulte del balance general, y á los caractéres que se presenten 
para la calificacion de la quiebra. 
Si los Síndicos tuvieren por escesiva la asiguacion hecha al quebrado, 
podrán hacer al Juez las reclamaciones que estimen convenientes á los in-
tereses de la masa. (Arts. 632 á 635, Ley de E. c.) 
Art. 1099. Los alzados no podrán pedir en tiempo alguno socor-
ros alimenticios, y las asignaciones hechas á los quebrados fraudulentos 
cesarán de derecho desde que sean calificados en este concepto. 
TITULO VII. — Del examen  y reconocimiento de los créditos contra 
la quiebra. 
Art. 1100. El eaámen y reconocimiento de los créditos eontra la 
quiebra se hará en junta general de acreedores, con vista de los docutnen-
tos originales de crédito (1), y de los libros y papeles del quebrado. 
Art. 1101. El Juez que conozca en la quiebra, fijará luego que 
estén úombrados los Síddicos con relacion á la estension de los negocios y 
dependencias de esta, y á las distantes á que se encuentren respectiva-
mente los acreedores, el término dentro del cual deberán estas presentar 
á los mismos Síndicos los títulos justificativos do sus créditos, sin que 
pueda esceder de sesenta dies (2). 
Eu la misma providencia se designará tambien el 'die en que haya de 
celebrarse la junta de e=ámen y reconocimiento de créditos, que será el 
duodécimo despues de vencido el plazo prefijado para la presentacion de 
documentos. 
Los Síndicos cuidarán de circular 
	 todos los acreedores esta disposi- 
cion, que además se liará notoria por edictos, y se insertará en el periódi-
co, si lo hubiere en la misma plaza 6 en la provincia (3). 
Art. 1 . 710e. Los acreedores están obligados á entregar los Síndi-
cos los documentos justificativos de sus créditos dentro del término pre-
fijado (4), acompauando copias literales de ellos, para que cotejadas por 
los Síndicos, y hallándolas conformes, pongan é su pié una nota firmada 
de quedarlos'originales en su poder, y en esta 
 forma las devuelvan á los 
iuleresaitos para guarda de su derecho. 
Art. 1103. Los'Slndicos,'á medida que reciban los documentos de 
(4) Esto es, de los documentos justificativos de los créditos, como 
dicen los artículos siguientes y el 67 del tit. 1.° adic. de la Ley de E. c. 
(s) Este plazo es para los acreedores de todas clases que residan en 
la Peninsula: respecto de los que residan' eti el estranjero 6 en Ultra-
mar, véase el art. 1110. 
(3) Véase el art. 07 del tit. 4.° adic. de la Ley de E. c. 
(4) Bajo la pena que se' les impone en los arts. 1111 y 111s del Có-
digo. Los que carezcan de titulos justificativos, deberán manifestar ei, 
el mismo plazo esta circunstancia, esponiendo la causa de su crédito y 
medios de-justificacion. Si los Síndicos lo encuentran comprobado por 
los libros y papeles de la quiebra, 6 por otros medios, deberán incluir-
lo en el informe v estado de que hablan los artieulos'siguientes. 
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los acreedores, harán su cotejo cou los libros y papeles de la quiebra, y  
estenderán su informe individual sobre cada crédito con arreglo á lo que  
resulte de dicho cotejo y las demás noticias que llegaren á su conoci-
miento.  
Art. 1101. En los ocho dias siguientes al vencimiento del plato  
para la presentacion de los títulos de los acreedores, formarán los Síndi-
cos un estado general de los créditos á cargo de la quiebra, que se hayan  
presentado á combrobacion, con la oportuna referencia en cada artículo  
por orden de números de los documentos presentados por su  -respectivo  
interesado, y lo pasarán al Comisario, dando copia al quebrado 6 á su  
apoderado para su inteligencia. ^ .. 
El Comisario cerrará el estado de créditos, y á consecuencia de esta ..  
diligencia serán considerados en mora para los efectos que prescribe el  
art. 1111 los acreedores que comparezcan posteriormente (I). (Artiou-
lo 574 Ley de E. c.)  
Art. 110:7,. Reunidos los acreedores en el dia señalado para la jun-
ta de eximen y reconocimiento de créditos (2), se hará la lectura del es-
tado general de estos, de los documentos respectivos de comprobacion, y 
del informe de los Síndicos sobre cada uno de ellos. 
Todos los acreedores concurrentes, y el quebrado por sí, 6 por medio  
de apoderado, podrán hacer sobre cada partida las observaciones que esti-
men oportunas.  
El interesado eo el crédito, 6 quien le represente, satisfará en la forma  
que pueda convenirle, y se resolverá por mayoría de votos sobre el reco-
nocimiento 6 esclusion de cada crédito, regulándose aquella segun se ha  
establecido en el art. 1069 (3).  
El acuerdo de la junta deja salvo el derecho de todos y cada uno de los  
acreedores á la quiebra, el del interesado en el crédito controvertido y el 
 
del quebrado, para que si se sintieren agraviados usen de él en justicia co-
mo les convenga (4), quedando entre tanto privado de voz activa en la  
quiebra el acreedor cuyo crédito no sea reconocido.  
Art. 11 06. En caso de reclaq ^ acion por cualquiera acreedor con-
tra el acuerdo de la junta en que se declare reconocido un crédito, serán  
de su cargo los gastos del procedimiento, é ménos que judicialmente se de-
clarase escluido el crédito, en cuyo caso le serán abonados integramente  
por la masa, mediante su cuenta justificada (5).  
(4) A presentar los documentos justificativos de  sus créditos. El  
acreedor que no los presente en el plazo fijado, incurre en mora, aun 
 
cuando hubiese concurrido A la'primera junta. 
 
(2) Bajo la presidencia del Comisario, segun el núm. a.° del art. 1045.  (3) ¿Y qué se haré cuando no lleguen A reunirse las dos mayorías 
 
de votos v cantidades? El art. 576 de la Ley de E. c. concede al Juez 
 
la facultad de determinar lo que crea mas arreglado A derecho sobre 
 
el crédito A que se refiera la disidencia. Conveniente hubiera sido ha-
ber hecho estensiva esta disposicion A las quiebras; pero no la cree-
mos aplicable, en razon A, que, si bien la ley especial no ha previsto 
 
el caso, autoriza otros recursos. Nuestra opinion es que en el caso su-
puesto se tendrá por no reconocido 0 por escluido el crédito, quedan-
do A salvo el derecho del interesado para reclamar en justicia su reco-
nocimiento, con arreglo al parrafo último de este mismo art. itos, y al 
 
ata, so y 71 del tít. 4.° adic. de la Ley de E. c. 
 
(41 En el juicio ordinario de mayor 6 menor cuantía , 0. verbal, 
 se-
gun- la cantidad que se reclame. 
 
(5) Véanse los arts. ata, 10 y 74 yu citados del Ut. 4.° odie. 
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Art. 1107. Pasados treinta dias despues de la celebracion de la  
junta, no se admitirá instancia alguna contra lo que en ella se hubiere  
• deliberado, ni antes de espirar este término podrá hacerlo un acreedor  
contra la resolucion que fuere conforme á su voto (t).  
Art. 1105. Al acreedor cuyo crédito sea escluido, se le devolverán 
• sus títulos para.los usos que le convengan (2). 
Los Sindicas sostendrán, por cuenta de la masa, la deliberacion de la 
junta, caso que sea impugnada en juicio (3). 
. Art. 1109. Los acreedores I quienes sean reconocidos sus créditos, 
recojerán tambien sus títulos, con una nota al pié que así lo 'esprese, de-
tallando la cantidad reconocida. 
Estrnota se firmará por los Síndicos, y el Comisario pondrá en ella el 
,f  visto bueno. (Art. 584, Ley de E. c.) 
-^ 	 Art. 1110. Los acreedores residentes en los países que están mas 
acá del lihin y de los Alpes, y los de las islas Británicas, gozarán del tér-
mino de sesenta días para presentar sus documentos, aun cuando sea mas 
corto el que se prefije para los acreedores del reino (4). 
Los que residan en pases que estén más allá de aquellos limites, ten-
drán para dicha operacion el plazo de cien dias. 
 
Los' de los paises de Ultramar de este lado de los cabos de Buena Es-
peranza y de Hoinos, gozarán el plazo de ocho meses, el cual será doble  
para los que residan del otro lado de dichos cabos, 
 
Para el examen de los títulos de los acreedores que gocen plazo mas 
 
largo que el designado para la celebracion de la junta, se celebrarán des-
pues de éstas las que fueren necesarias , sin que esta dilacion pare perjui- 
cio I sus derechos. (Arts. 582 y 583, Ley de E. c.)  
Art. 1111. Los acreedores que no hubieren presentado los docu-
mentos justificativos de sus créditos en los plazos que se han prescrito (5),  
perderán el privilegio que tengan, y quedarán reducidos á la clase de 
 
acreedores comunes para percibir las porciones que les correspondan bajo  
esta calidad en los dividendos que estuvieren aun por hacerse, cuando  
intentaren su reclamacion, precediendo el reconocimiento de la legitimi-
dad de sus créditos que se hará judicialmente á espensas de los mismos  
acreedores morosos con citacion y audiencia de los Sludicos. (Arts. 579 
á 583, Ley de E. c.) 
 
Art. 1112. Si cuando se presenten los acreedores morosos á recla-
mar sus derechos estuviere ya repartido todo el haber de la quiebra, no 
 
serán oidos (6).  




   
   
(t Véase el art. es antes citadp del tft. I.° adic., Ley de E. c. (2) Podrá hacer uso de su derecho reclamando el reconocimiento é 
Inclusion de su crédito en el juicio ordinario correspondiente á la 
cuantía del negocio, conforme al art. 7i* del tit. t.° adic. de la Ley de 
E. c., y quedará mientras tanto sin voz activa en la quiebra, como lo 
ordena el S  último del art. tíos del Código.  (3) Esto debe entenderse solo para el caso de este mismo articulo, 
ó sea respecto de los acuerdos en que se excluya un crédito. Si la im- 
pugnacion se contrae á un crédito reconocido, serán de cuenta del acre- 
edor los gastos del procedimiento (art. tíos del Código), el cual se sus-
tanciará, no con los Sindicos; sino con el interesado en el crédito im-
pugnado, segun se dispone en el párrafo 11.°  del art. 70 del tft. 4.° adi-
cional de la Ley de E. c. (4) Conforme al art. t tet del Código. 	 • (s) En los arts. 4404 y ti to del Código, para sus casos respectivos.  (a) Pero si el quebrado viniere despues á mejor fortuna, ,podrán ha- 
TOMO V. 	 420 
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TÍTULO VIII.—De la yraduacion y pago de los acreedores. 
Art. 1113. Las mercaderías, efectos y cualquiera otra espeCie de 
bienes qua existan en la masa de la quiebra, sin haberse trasferido su 
propiedad al quebrado por un título Legal é irrevocable, se considerán 
de dominio ajeno, y se pondrán á disposicion de sus legítimos duenos, 
precediendo la prueba y el reconocimiento de su derecho en la junta de 
acreedores, 6 por sentencia que haya causado ejecutoria. (Art. 593, Ley 
de E. c.) 
Art. 1114. Se declaran especialmente pertenecer 
	
la clase de 
acreedores de dominio con respecto á las quiebras de los comerciantes: 
1.' Los bienes dotales que se conservaren en poder del marido de los 
que la mujer hubiere aportado al matrimonio, constando su recibo por 
escritura pública, de que se haya tomado razoo en la forma prevenida en 
el art. 22 (1). 
2." Los bienes parafernales que la mujer hubiere adquirido por título 
de herencia, legado 6 donacion, ya se hayan conservado en la forma que 
los recibió, 6 ya se hayan subrogado 6 invertido en otros, con tal que se 
haya cumplido la misma formalidad en las escrituras por donde conste su 
adquisicion. • 
3.° Cualquiera especie' de bienes y efectos que se hubieren dado al 
quebrado en depósito, administration, arrendamiento, alquiler 6 usu-
fructo. 
4.° Las mercaderías que tuviera el quebrado en su poder por gomision 
de compra, venta, tránsito 6 entrega. 
5.° Las letras de cambio 6 pagarés que se hubieren remitido al que-
brado para su cobranza sin endoso 6 esprvion de valor, que le trasladara 
su propiedad, y las que hubiese adquirido por cuenta de otro, libradas 6 
endosadas directamente en favor del comitente. 
6.' Los caudales remitidos al quebrado fuera de cuenta corriente para 
entregarlos á persona determinada en nombre y por cuenta del comitente, 
6 para satisfacer obligaciones cuyo cumplimiento estuviese designado al-
domicilio del quebrado. 
7.' Las cantidades que s'e estuvieren debiendo al quebrado por ventas 
que hubiese hecho de cuenta ajena, y las letras 6 pagarés de la misma pro-
cedencia que obren en su poder, aunque no estén estendidas en favor del 
dueño de las mercaderías vendidas, siempre que se pruebe que la obliga .- 
ciou procede de ellas, y que existian en poder del quebrado por cuenta del 
propietario para hacerla efectiva y remitirle los fondos á su tiempo, lo cual 
se presumirá de derecho, si no estuviese pasada la partida en cuenta cor-
riente entre ambos. 
S.° Los géneros vendidos al quebrado á pagar de contado, cuyo precio 
6 parte de él no hubiese satisfecho, ínterin subsistan embalados en los al- 
cer uso de su derecho. Se entiende por acreedor moroso el que no 
cumple con lo prevenido en los arts. 1tot, 4402, párrafo 2.° del 4404 y 
4440 del Código, para la justificacion de sus créditos. (4) El registro S que se refiere el art. 22 del Código de Comercio, 
que aquí se cita, es el que debe llevarse en el Gobierno de provincia. 
Ademas, si la dote consiste en bienes inmuebles, no producirá efecto 
la escritura si no consta su inscripcion en el . Registro de la pro-
piedad, conforme á la ley Hipotecaria. Si el marido hubiese enajenado 
6 consumido los bienes dotales, véase el art. 4446 del Código y su 
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macenes del quebrado, 6 en los términos en quo se hizo la entrega, y en.  
estado de distinguirse específicamente ppr las marcas y números de los  
fardos 6 bultos.  
9.° Las mercaderías que el quebrado hubiere combrado al fiado, mien-
tras no se le hubiese hecho la entrega material de elles eó s it s almacenes,  
b en el paraje convenido para hacerla, 6 quedespues de cargadas de Orden  
y por cuenta y riesgo del comprador se le hubiesen remitido las cartas de  
porte 6 los conocimientos. 
En los casos de este párrafo y del precedente pueden los Síndicos re-
tenerlos generos. comprados, á reclamarlos para la masa, pagando su pre-
cio al vendedor.  
• Art. 1115. Del producto de los demás bienes de la quiebra,  • hecha 
que sea la deduccion de las pertenencias de los acreedores con título de  
dominio, serán pagados con -preferencia los acreedores privilegiados con  
hipoteca legal 6 convencional, graduándose el lugar de su prelacion res-
pectiva por el de la fecha de coda- privilegio, sin perjuicio de lo dispuesto 
en cuanto á las naves por el art. 596 de este•Código, y de lo que previe-
nen las leyes comunes sobre los créditos alimenticios y refacciouarios que  
no procedan de operaciones mercantiles  (I):  
(4) Sobre hipotecas legales y convencionales, y preferencia con que 
deba pagarse á los acreedores que las tengan á su favor, habrá de es-
tarse en el dia a lo que dispone la Ley Hipotecaria d e  s•de febrero de 
1861. Véase por tanto lo espuesto sobre este particular en,el apéndice á 
los arts. 592 y 593 de la Ley de E. e (pdq. 773 de este tomo). 
Esto respecto de las hipotecas de bienes inmuebles: en cuanto á los 
muebles, han de considerarse subsistentes y en vigor Jas disposicio-
nes del Código de Comercio, que en determinados casos los declara 
obligados especialmente al pago de ciertos créditos. En este caso se 
hallan los efectos remitidos en consignacion, respecto de dos antici-
pos que por cuenta de ellos hubiese hecho el consignatario, y de los 
gastos de trasporte y demás que se espresan en el art. 469, si concur-
ren las circunstancias que exige el 17o del mismo Código: los efectos 
porteados, en cuanto al pago del trasporte y demás gastos de conduc-
cion, segun los arts. 228 á 231 de id.; y las naves ejecutadas  . y vendi-
das- judicialmente, respecto á las obligaciones que se determinan en el 
artículo 596, siempre que se justifiquen los créditos en la forma que  
previene el s9s del propio Código.  
•Adeniás°de las sentencias estractadas en el apéndice antes citado,  
véanse las que siguen: . 
Segun las leyes 25 y 33, tit. 1 3, Part. s.`, el Estado tiene hipoteca le-
gal privilegiada en los bienes de sus deudores para la cobranza de sus 
créditos, y como acerca de estos der6chos no se ha hecho innovacion  
alguna en la legislacion mercantil, debe estarse á lo que ordena el ar-
tículo 1115 del Código de. Comercio, segun el cual, deducidas de los 
bienes de la quiebra las pertenencias de los acreedores con título de 
 dominio, deben ser pagados con preferencia los acreedores privilegia- 
•dós con hipoteca legal 6 convencibnal, en cuyo número se encuentra 
el Estado, por sus créditos contra la-quiebra que no procedan de ope-
raciones bilaterales con el quebrado. (Sent. en in;. not. de 6 de noviem- 
bre de 4867.) 
-Al estahle.cerse en las leÿés 26 y 28, tít. 43 de la Part. s.', que el 
acreedor refaccionario tenga hipoteca legal-en la sosa construida ó re-
parada, nada se dice acerca de la manera como ha de hacerse constar 
el contrato, ni se requiere que, cuando se consigna en documento, se 
esprese en éste el objeto del crédito, exigiéndose tan solo que se haya 
recibido la cantidad para hacer la obra, y que se haya invertido en  jil 
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Art. 1116. En la clase de acreedores hipotecarios entrarán en su 
lugar y grado la mujer del quebrado por los bienes dotales consumidos 6 
enajenados al tiempo de la quiebra, y las arras prometidas en la escritura 
dotal, que no escedan de la tasa legal (i). 
Art. 1117. En el caso de segunda quiebra, durante el mismo ma-
trimonio, no tiene derecho la mujer del quebrado á reclamar nuevamen-
te con prelacion ni sin ella. la  cantidad éstraida en su favor de la masa de 
la primera quiebra por razon de dote consumida 6 •por arras; pero será 
acreedera de dominio á los bienes inmuebles 6 imposiciones sobre estos 
en que se hubiere invertido aquella cantidad, siempre que la adquisicion 
se haya hecho en nombre propio, y que la escritura de compra 6 imposi-
cion se haya inscrito á su debido tiempo en el registro de documentos deP 
comercio (2). 
Art. 1115. Los acreedores con prenda entrarán en la clase de hipo-
tecarios en el lugar que les corresponda segun la fecha de su contrato (3), 
devolviendo á la masa. las prendas que tuvieren en su poder. 
Art. 1119. Cuando hubiere dos 6 mas hipotecas sobre una misma 
finca, contraidas en un solo acto ó en una propia fecha, se dividirá propor-
cionalmente el valor 6 el prodúcto de la hipoteca entre los acreedores que 
la hayan adquirido (4).. 
Art. 1120. Cuando los acreedores hipotecarios no queden cu-
biertos de süs créditos con los bienes que les estuvieren respectivame 
 ii; 
 hipotecados, serán considerados en cuanto al escedente como acreedores 
escriturarios (5). 
Art. 1121. Despues de los acreedores hipotecarios siguen en el Or-
den de prelacion los que lo sean por escritura pública por.el Orden de sus 
fechas (6). 
Art. 112e. Cubiertos que sean los derechos de las tres clases pre-
cedentes, se distribuirá el haber restante de la quiebra sueldo á libra, sin 
distincion de fechas, entre los acreedores por letras de cambio, pagarés de 
ella.. Los arts. 457 y 468 de la Ley Hipotecaria que determinan las di-
ferentes clases de hipotecas legales, no son aplicables á los Lasos ante-
riores á la misma ley. (Sent. en inj. not. de 4.° de diciembre de 4 86s.) 
(4) Respecto de los bienes dotales que se conservaren eg poder del 
marido, la mujer es acreedora de dominio, cómo so dispone en el pár-
rafo I.° del art. 4411. Véase además la nota anterior. 
(s) Y tambien en el Registro de la propiedad. 
(a) Esto deberá entenderse, hasta en lo que alcance el valor de la 
prenda. Si esta no fuese suficiente para cubrir el crédito, por el resto 
serán considerados como acreedores escriturarios 6 comunes, segun 
el caso. 
(1) Pero si el uno inscribió su derecho en el Registro de la propie-
dad antes que el otro, aquel deberá ser preferido hasta la cantidad ase-
gurada por la hipoteca. Creemos que esta materia debe regirse en 
el dia por la Ley Hipotecaria, como posterior al Código de Comercio. 
(a) Lo propio respecto de los intereses devengados con anterioridad 
á los dos últimos aóos, segun el art. 447 de la Ley Hipotecaria. 
(6) Entre estos acreedores deberán considerarse tambien los que 
seau hipotecarios por escritura pública y por no haberse tomado razon 
en el Registro de la propiedad no puedan ser comprendidos entre los 
hipotecarios. Asimismo deberán considerarse como estriturarios los 
espresados en el articulo anterior y su nota. Véase tambien el articulo 
4122 que sigue, y su nota. 
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comercio 6 comunes, libranzas, simples recibos, cuentas corrientes fi otro 
•cualquiera título á que no se haya declarado preferencia (1). 
Art. 1123. Para el reintegro y pago respectivo de los acreedores 
segun el órden prescrito en este título, procederán los Síndicos, celebrada 
que sea la junta de examen y reconocimiento de los créditos deducidos 
contra la quiebra, á la clasificacion 'de los que hayan sido reconocidos y 
aprobados, dividién dolos en cuatro estados. 
En el primero se comprenderán los acreedores con accion de domi-
nio (2). 
En el segundo los hipotecarios por la ley 6 por contrato segun el órden 
de su prelacion (3). 
En el tercero los escriturarios (4). 
En el cuarto los comunes (5).. 
Estos estados se entregarán al Comisario, quien des pues de haberlos 
examinado, y hallándolos conformes cou lo.acordado en la junta de reco-
nocimiento de créditos, los pasará inmediatamente al Juez que conoce de 
la quiebra..(Arts. 592 y 593, Ley de E. c.) 
Art. 1124. Con respecto á los acreedores de dominio se decretará 
desde luego la entrega de las cantidades, efectos 6 bienes de su pertenen-
cia, expidiéndose por el Juez los mandamientos, oficios y libranzas consi-
guientes para que se verifique, y en su virtud se tendrá por estinguida su 
representacion en la quiebra. 
Arta 11 25. Para el examen y aprobacion de los demás estados de 
la graduacion de créditos, se convocará junta general de acreedores de 2.', 
3.'y 4.' clase, cuyos derechos estén reconocidos. 
Esta convocacion se liará por cédulas que los Síndicos dirigirán á los 
acreedores que se hallen presentes en el pueblo, y á los apoderados de los 
ausentes que tengan acreditada su personalidad. Además se publicará por 
edictos y por medio del periódico, si lo hubiere en el pueblo (e). 
Art. 11 26. El término de la convocacion será á lo mas de tres 
dias, y todo el que trascurra entre la junta de examen de créditos y la de 
su graduacion , no podrá esceder de quince. 
Art. 1127. Abierta la sesion de la junt a se leerán íntegramente los 
estados de graduacion, oyéndose las reclamaciones que hagan los acreedo- 
(1) El Código de Comercio no hace una clase aparte de los acreedo-
res que tienen su obligacion estendida en papel sellado, reformando en 
este punto el derecho civil. Todos los que no sean de dominio, hipo-
tecarios ó escriturarios entran en la clase de comunes sin distincion 
de fechas ni de documentos. 
Lbs créditos que proceden de pagarés, y que no son por tanto es-
criturarios, no varían de naturaleza para el efecto de su graduacion 
en el juicio de quiebra por que hayan sido reconocidos y•recaído sen-
tencia de remate en el ejecutivo seguido sobre sti pago, y por tanto 
no deben ser comprendidos en el tercero de los estados, sino en el 
cuarto destinado A los acreedores comunes, de los quo para la clasifi-
cacion de créditos ordena el artículo 4423 del Código de Comercio. 
(Sent, en inj. not. de 22 de .setiembre de 1866.) (2) Que son los comprendidos en los arts. 4113 y 1444, los cuales se-
rán reintegrados en la forma prescrita por el 4424 del Código. (3) Conforme á los arts. 4445 61120, y para su pago se observará lo 
dispuesto en el 4125 y siguientes. 
(4) Véanse los arts. 1120, 1424, 1125 y siguientes, y sus notas. (5) Definidos en el art. 4422 del Código: véase con su nota. (6) Véase el art. 72 del tit. 1.° adic. de la Ley de E. c. 
1 
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res presentes 6 los legítimos apoderados de los ausentes, I fas cùales se-
tisfarán los Síndicos; y si con las contestaciones de éstos no se aquietaren. 
los reclamantes, deliberará la junta sobre el agravio que cada uno de ellos 
hubiere deducido; bajoIas bases establecidas en el art. 1069.(1); 
- La resolution de la junta podrá ser impugnada enusticia por los in 
teresados á quienes pare perjuicio , continuándose no• obstan e las diligen-
cias ulteriores de la  liquidation .de la quiebra,. salvas las'resultas de las de 
mandas que se intenten (2). 
Art.1.1 e$, , Cerrada la junta de graduation dé créditos, no se ad- 
mitirá impugnacion.alguna contra los estados de clasificacion y órden de 
prelacion propuestos por los Síndicos, y estarán obligados á pasar por su 
tenor todos los acreedores presentes en la junta que no los impugnaron, 6 
guise aquietaron_ en sus reclamaciones, psi como tamblen los que no con-
currieron á ella. . 
Art. 1120. En vista del acta de la• junta de graduación se procede-  . 
ré al repartimiento de todos•los fondos disponibles de la quiebra por el 
órden de clases y prelacion que de agtietla resulte (3). 
Art. 1130. Las cantidades que pudieren.corresponder á los acree-. -
dores que tyugan demanda pendiente contra la masa por agravio en el re-
conocimiento 6 en la graduation de sus créditos, se incluirán en el estado 
de distribution de las que se repartad , conservándolas depositadas en el 
arce de la quiebra; hasta la decision del pleito que cause ejecutoria. 
Arta 1131. A los acreedores que teniendo sus créditos reconocidos 
y graduados por los acuerdos.de la junta se les hubiere hecho impugua-
cion judicial por un•acreedor particular, se les entregarán sin embargo de 
esta las cantidades que les correspondan , -préstando fianza idónea é satis-
faccion de los Síndicos, de cuya responsabilidad serán las resultas de"su in-
suficiencia. . 
Art. 113e: El. Coinisa^io de la quiebra dará mensualmente noticia 
al Juez que conozca de ella de. iasicantidades recaudadas, y del total de 
los fondos existentes en el depósito, pare que éste disponga un nuevo re-
partimiento, el cual no podrá de ar•de . hacerse siempre que la existen- 
cia cubra un cinco per ciento dejos créditos que estén aun ..pèndientes. 
Coda acreedor 'Individualmente podrá. hacer las instancias convenien-
tes•pars que así se verifique, y ii esto . efecto no se "le Deghpiri por el Co- 
misario las noticias que pida sobre el estado de la . recaudacion y . existen-. 
cías olet depósito. 
Art. 1138. Ningun acreedor podrá percibir cantidad alguna .1 
cuenta de su crédito sin presenter el  111u10 -constitutive de éste (4),-sobre 
el .cual se estenderá la nota del pago que sede haga ;,firmándola en el acto 
(I) Si no se reunieren las dds mnay'orfasde votos y cantidades, cree-
mos procedente que resuelva el Jnez, conforme é lo prevenido para los 
concursos en el"art. asa" de la Ley de E. c. El caso puede ocurrir, y pomo 
no esté previgt"p en 
 la ley mercantil, debe suplirse esta por la comun, (2) Todo eh el término y forma que - prescriben los arts: 73- 74 de 
dicho Ut. ° adio. "de la Ley de E. c. 	 " • 
	 • - (3) Para ello téngase presente lo• que:se dispone en los artículos 
que sigue, en el 1144 del Código, y en el párrafo s ° del 74 de dicho tí-
tulo I.° adic. • (4) Qué baba recogido conforme al art. 1109. Si no existiese titulo 
escrito del crédito, habrá de  supljrse para los fuies de este articulo. 
con el documento firmado por loe Síndicos, que previene el art. 584 de 
la Ley de E. c. 
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el acreedor 6 su legítimo apoderado con los Síndicos, y dando además un 
recibo por separado á favor de éstos. 
Art. 1131. Concluida que sea la liquidacion de la quiebra, rendi-
rán los Síndicos su cuenta, para cuyo examen convocará el Juez junta 
general de los acreedores que conserven interés y voz en la,quiebra (1). 
En ella, con asistencia del quebrado, se deliberará .sobre su aprobacion,• 
oyendo antes, si se estimase necesario, el informe de una cornision que 
haga el reconocimiento y comprobacion de la cuenta; y hallando motivos 
de reparo sobre ella, se deducirán estos en. formó ante el Juez de la 
quiebra.. 
• . No obstante la aprobacion de la junta, podrá el quebrado 6 cualquiera 
acreedor impugnar en juicio; á sus espeusas y bajo su responsabilidad in-
dividual, las cuentas de los Síndicos, haciéndolo en, el término ríe ocho 
dias. Por su trascarso sin haberse intentado reclamacionalguna, quedará 
firme é irrevocable la resolucion de la junta (2).. 
Art. 1135. Cuando los Síndicos 6 alguno de ellos cese eh este en-
cargo antes de concluirse la liquidacion de la quiebra, rendirán Igual-
mente s its cuentas en un término breve que no podrá eseeder de quince 
dias, y se examinarán en la primera junta de acreedores que se celebre, 
con prévio informe de los nuevos Síndicos (3). 
Art. 11136. Los acreedores que no sean satisfechos íntegramente 
de sus derechos contra el quebrado con lo que perciban del haber de la 
quiebra hasta el término de la liquidacion de ésta, conservarán accion por 
lo que se les reste debiendo sobre los bienes que ulteriormente pueda ad-
quirir el quebrado. (A ^t. 569, Ley de E. e.) ' 
TITULO IX.-De la calificacion de la quiebra. 
• Art. 1137. En todo .procedimiento de quiebra se hará la califica- 
cion de la clase á que corresponda en un espediente separado, que se 
sustanciará instructivamente con audiencia de: los Síndicos y del mismo 
quebrado (4). 
• Art. 1138. Para hacer la calificacion de la quiebra se tendrá pre-
.senle: 
1.° La conducta del quebrado en el cumplimiento de las obligaciones 
que se le imponen en los arts. 1017 y 1018. 
2,° •EI resultado de los balances que se formen de la situation mer-
cantil del quebrado. 
3.° El estado en que se encuentren los libros de su comercio. 
4.° La rélacion que está á'cargo del quebrado presentar sobre las cau-
sas inmediatas y directás que ócasionaron la quiebra, y lo que"resulte de 
los libros, documentos y papeles de ésta sobre su verdadero origen. 
• 
(I) En este caso se hallan únicamente los que no hayan cobrado 
por completo. Si todos hubieren cobrado, la cuenta deberá rendirse al 
quebrado,.que es el único que tiene interés en ella. 
(
(2) Véase, el art.. 93 del tit. 1.°, adic. do la Ley de E. c. y su nota. • 
3)  Caso de impugnación é de reclamaçion de perjuicios, se hará lo 
que disponen el articulo anterior y el  53 y sè de. dicho tit. adic. 
• (&) Y tambien con•la del Promotor fiscal.  El espediente se sustan-
ciará con arreglo á lo que se .dispone en este titulo y en los arts. 75 á 
89 del tit. 1.° odic. de la Ley de E. c.: véanse con sus notas, y especial-
mente la del art. 76, que debe tenerse aquí por reproducida. • 
11111111111111!". 
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5.° Los méritos que ofrezcan las reclamaciones que en el progreso del 
procedimiento se hagan contra el quebranto y sus bienes. 
Art. 1139' El Comisarto preparará el juicio de calificacion con el 
informe r)ue dará al Juzgado despues de hecha hi ocupacion de los bienes 
y papeles de la quiebra en razon de los capítulos designados en el artículo 
.precedente, fundándolo en los documentos existentes en lo obrado hasta 
entonces (1). 
(2)'Los Sindicos por su parte dentro de los quince dias sisuientes á su 
nombramiento presentarán al Juez una esposicion circunstanciada sobre los 
caractéres que manifieste la quiebra, fijando determinadamente la clase en 
que crean que debe ser calificada (3). •
Art. 1110. (adicionado). El informe del Comisario y la esposicion 
de los' Síndicos se pasarán al Promotor fiscal del Juzgado, para que si 
encentrare algun delito ó falta, promueva su castigo con arreglo a las 
leyes. 
Art. 1111. (reformado). El informe y esposicion referidos.y la cen-
sura del Promotor fiscal, se comunicarán al quebrado, el cual podrá im 
pugnar la calificacion propuesta, segun convenga é su derecho (4). 
Art. 11142. (reformado). En el caso de oposicion podrán, así los 
Síndicos y el Promotor fiscal como el quebrado, usar de lis medios lega-
les de prueba para acreditar los hechos que respectivamente hayan alega - 
do. El término para hacer esta prueba no escederé de 40 dias (5). 
Art. 1143 (reformado). En vista de to alegado y probado por parte 
de los Síndicos, del Promotor fiscal y del quebrado, el Juez hará la cali-
ficacion definitiva de la quiebra cuando la considere de primera 6 segun-
da clase, con arreglo á los articulos 1003 y 1004, y mandará poner en li-
bertad al quebrado, en el caso tie hallarse todavía detenido (6). El que-
brado, los Síndicos y el Promotolifiscal podrán interponer apelacion de 
la providencia, y se les admitiré en-ambos efectos, ejecutándose no obs-
tante en cuanto á la libertad del quebrado, si en ella se hubiere de-
cretado. 
Art. 1144 (reformado). Cuando sustanciado el espediente de cali-
ficacion resultasen méritos para calificar la quiebra de tercera, cuarta ó 
quinta clase, se procederá á la formacion de causa criminal (7), cuya ca-
beza será la pieza de autos relativa á la calificacion. No obstará esto á 
que sigan las demás actuaciones de la quiebra. 
Art. 11.13. Si en la primera junta general de acreedores hubiere 
convenio entre estos y el quebrado, cuyos pactos no produzcan quitó en 
(4) Véase el art. 75 de dicho tit. adic. de la Ley de E. c. • (s) Este párrafo era entes el art. 4140, y por los dec re tos sobre uni-
dad de fueros se agregó al 4139, para intercalar el siguiente, sin alterar 
la •numeracion. A la vez han sido reformados los cuatro artículos que 
siguen al tico, con el objeto espresado en la.nota del 76 del citado títu-
lo adic. véase en la pág. 919 de este temo, (a) Véase el citado art. 76 del tit. 4.° adic. de la ley de E. c. (4) Si el quebrado no usa de la comunicacion ó no se opone, se pro-
cederá á lo que dispone el art. 77 de id.  (d) Véanse los arts. 78, 79 y 80 de id. (a) Además de los artículos del Código qué aquí se citan, véanse el 
4146 y 1472, y la nota del at del tít. 1.° adic. de la Ley de E. c. (7) Véanse los arts. 4005 131013,  1146, 1151, 4461, 4164, 1470 y 4471 del 
Código y sus notas, el 82 del tit. t. ° adic. de la Ley de E. c. y la nota ya 
citada del at de id. 
1 DEL On DEN DE PROCEDER EN LAS. QUIEBRAS. 	 985 las deudas del mismo, se sobreseerá sin otra diligencia en el espediente de caliticacion de la quiebra (1). Pero si por las condiciones del convenio hubieren remitido los acree-dores alguna parte de sus créditos, se continuará de oficio el expediente hasta la resolution que corresponda en justicia. Art. 1146. El quebrado que haya sido calificado en primera 4 se-gunda clase, y el de tercera que haya cumplido su correccion (2), podrá ocuparse en operaciones de comercio por cuenta ajena y bajo la respou-
sabidad de su comitente, ganando para si el salario, emolumentos 6 parte 
de lucro que se le den para estos servicios, sin perjuicio del derecho de los 
acreedores á los bienes que el quebrado adquiera para sí propio por este ú 
otro medio, en el caso de ser insulicientes los de la masa para su completo 
pago.  
Los quebrados que se encuentren en el caso de esta disposicion, cesa-
rán en la percepccion de los socorros alimenticios que les estén asignados 
en el procedimiento de la quiebra. 
TÍTULO X.—Del convenio entre los acreedores y el quebrado. 
Art. 1147. Desde la primera junta general de acreedores en ade-
lante puede el quebrado, eu cualquiera estado del procedimiento de quie-
bra, hacerles las proposiciones de convenio que á bien tenga sobre el pago 
de sus deudas. (Art. 1311, Ley de E. c.) 
Art. 1148. No gozarán de la facultad declarada en el artículo pre - 
cedente. 
1.' Los alzados. 
2.* Los quebrados fraudulentos desde que los Jueces de comercio se 
inhiban en este concepto del conocimiento de la calificacion de la quiebra 
remitiendo el espediente á la jurisdiccion real (3). 
3.° Los que habiendo obtenido salvo conducto para sus personas se hu-
bieren fugado , y no se presentaren cuando fueren llamados por el Juez 6 
por el Comisario de la quiebra. (Art. 614, Ley de E. c.) 
Art. 1149. Toda proposicion formal de convenio ha de ser hecha 
y deliberada en junta de acreedores, y no fuera de ella, ni en reuniones 
privadas. 
Art. 11:>,U. El Comisario deferirá á cualquiera convocacion de  jun- 
(I) Véase la sentencia citada en la nota del art. 4461. (2) Esta correccion se refiere á la que con arreglo al art. 4143 antes 
de su reforma, debía imponerse disciplinariamente al quebrado de 3 .' 
clase. Aunque en el dia no puede ser penado sino mediante la corres-
pondiente causa y con arreglo á los arts. 445 y 446 del Código penal, 
esto no puede ser obstáculo para aplicarle los beneficios de este ar-
tículo 4 146, ni para rehabilitarlo conforme al 4474, puesto que la pena 
mayor, que puede imponerse á los quebrados de 3. clase, es la de pri-
sion correccional. (3) Este párrafo debe entenderse modificado en el sentido de las re-
formas consiguientes á la supresien de los Tribunales de Comercio. 
En su consecuencia, debiera decir lo siguiente: .Los quebrados frau-
dulentos, desde que el Juez manda proceder á la formacion de causa 
criminal, con arreglo a lo dispuesto en el art. 4444.• Este artículo ha 
sido reformado, y para ponerlo en armonía con él debiera haberse da-
do al párrafo s' del presente la redaccion antes indicada. 
TOMO V. 	 124 
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ta estraordinaria que pida el quebrado para tratar de convenio (1), pres-
tándose alguna persona por él 3 pagar los gastos. (Art. 612, y 615 á cil, 
Ley de E. c.) 
Art. 1151. Ningun acreedor puede hacer un convenio particular 
con el quebrado; y si lo hiciere será nulo, y perderá los derechos de cual-
guise especie que tenga en la quiebra, y el quebrado será por este solo 
hecho calificado de culpable. 
Art. 1152. Siempre que en una junta de acreedores se haya de 
tratar de alguna proposicion del quebrado relativa á convenio, se ha de 
dar préviamente por el Comisario á los acreedores concurrentes exacta 
noticia del estado de la administracion de la quiebra, y de lo que conste 
del expediente de calificacion hasta aquella fecha, leyéndose además el úl-
timo balance que obre en el procedimiento (2). 
Art. 1153. Las proposiciones del quebrado se discutirán y pon-
drán á votacion , formando resolucion el voto de uu número de acreedo-
res que compongan la mitad y uno más de los concurrentes, siempre que 
su interés en la quiebra cubra las tres quintas partes del total pasivo del 
quebrado (3). (Arts. 618, y 619, Ley de E. c.) 
Art. 1154. La mujer del quebrado no tiene voz en las deliberacio-
nes relativas al convenio (4). (Art. 620, Ley de E. c.) 
Art. 1155. Los acreedores de la qu iebra con título de dominio y 
los hipotecarios pueden abstenerse de tomar parte en la resolucion de la 
junta sobre el convenio; y . haciéndolo asi no les pararán éstas perjuicio en 
sus respectivos derechos. 
Si por el contrario prefiriesen conservar voz y voto sobre el convenio 
que el quebrado !raya propuesto, serán comprendidos en las esperas 6 qui-
tas que la junta acuerde, sin perjuicio del lugar y grado que corresponda 
al titulo de su crédito. (Art. 621, Ley de E. c.) 
Art 115G. El convenio entre el quebrado y los acreedores se fir-
mará en la misma junta en que se haga, bajo pena de nulidad y respon-
sabilidad del Escribano que la autorizare, y se remitirá dentro de las veinti-
cuatro horas siguientes á la aprobacion del Juez que conozca de la quie-
bra (5). (Art. 622, Ley de E. c.) 
Art. 1157. La aprobacion del convenio no puede decretarse hasta 
despues de trascurridos los ocho dias siguientes á su celebracion, dentro 
•  
(1) La convocacion de esta junta que, como todas, será presidida 
por el Comisario, deberá hacerse personalmente y por edictos, y acre-
ditarse en les autos, en la forma que previenen los art. 4104 del Código, y 67 del tit. 1.° adic. de la Ley de E. c. 
(a) Véase la sentencia estractada on la nota 2 . 
 del art. 87 del titu-
lo ° adic. de la Ley de E. c. (pág. stl de este tomo). La fecha de dicha 
sentencia esas de marzo de 4865; y no mayo, como por errata de impren-
ta aparece en el lugar citado. (s) Si no se reuniesen las dos mayorías de votos y cantidades, se 
tendrá por desechado el convenio, y continuará su curso el juicio de 
quiebra. Téngase presente lo que se dispone en los dos artículos que 
siguen. 
(a) Mas esplicito el art. Eso de la Ley de E. c., dice que .no podrá 
tomar parte la mujer del concursado en la junta en que se trate de 
convenio.• Aunque el 415 del Código de Comercio solo la priva de 
voz, la misma razon exige que no tenga voto. Mas puede perjudicar á 
los acreedores votando, que hablando. 
(s) El cual acordará lo que se dispone en el art. 84 del tít. 1.° odie. 
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de los cuales, así los acreedores disidentes (i), como los que no concur-
rieron á la junta, podran oponerse á la aprobacion por alguna de las cua-
tro causas siguientes, y no por otro algun motivo: 
1.' Defecto en las formas prescritas para la convocacion, celebracion y 
deliberacion de la junta. 
2.' Colusion por parte del deudor aceptada por algun acreedor de los 
concurrentes á la junta para votar en favor del convenio. 
3.' Falta de personalidad legitima en alguno de los que hubieren con-
currido con su voto 6 formar la mayoría. 
4.' Exageracion fraudulenta de crédito pa ^e constituir el interés que 
deben tener en la quiebra los que acuerden la resolucion. (Art. 513 y 628. 
Ley de E. c.) 
Art. 115S. Si se hiciere oposicion al convenio por nigua acreedor, 
se sustanciará con audiencia del quebrado y de los Síndicos, si estuvieren 
en ejercicio, en el término perentorio é improrogable de treinta días (2), 
los cuales serán comunes á las partes para alegar y probar lo que les con-
venga, y á su vencimiento se decidirá por el Juez segun corresponda; ad-
mitiéndose solo en el efecto devolutivo las apelaciones que se interpongan 
de esta providencia. 
Art. 1159. No haciéndose oposicion al convenio en tiempo há-
bil (3), deferirá el Juez é su aprobacion (4), á majos que resulte contra-
vi.ncion manifiesta á las formas de su celebracion, 6 que el quebrado se 
halle en cualquiera de los casos que previene el art. 1148. 
Art. 1160. Aprobado el convenio, será obligatorio para todos los 
acreedores (5); y los Síndicos, 6 el depositario en su caso, procederán á 
hacer la entrega al quebrado por ante el Comisario de todos los bienes, 
efectos, libros y papeles, rindiéndole la cuenta de su administration en 
los quince días siguientes (6). 
En caso de contestacion sobre las cuentas de los Síndicos, usarán las 
partes de su derecho ante el Juzgado de la quiebra. 
Art. 1161 Si el convenio se hiciere antes de haberse resuelto 
definitivamente el espediente de calificacion de quiebra, y los Síndicos 
hubieren pedido que se declarase de cuarta 6 quinta clase, suspenderá el 
Juez dar providencia sobre su aprobacion hasta las resultas del espediente 
(4) Los que asintieron al convenio no pueden oponerse, y si se opu- 
sieren, no debe admitirse su oposicion, como por razones bien Obvias 
lo ordena el art. 32 de dicho tit. ° adic. de la Ley de E. c. 
(s) Y con arreglo á los trámites marcados en los arts. 33 a 36 del 
tit. 1. ° adic. de la Ley de E. c., segun los cuales los se días que aquí se 
fijan son para la prueba, no incluyendo en este término el de los tras-
lados al quebrado, y a los Síndicos en su caso. La oposicion ha de fun-
darse necesariamente en alguna de las cuatro causas espresadas en el 
artículo anterior, y en el escrito en que se deduzca deberán fijarse, 
como en toda demanda, los 
 puntos de hecho y de derecho en que se 
funde. 
(a) Lo que se hará 'constar por nota del Escribano, segun previene 
el art. 37 de dicho tit. adic. de la Ley de E. c. 
(
(4) 0 lo que proceda con arreglo al art. 1161 del Código. á 
(s) Menos para los de dominio y los hipotecarios, que se hubieren 
abstenido de tomar parte en la resolucion de la junta, como se previe-
ne en el art. 11ss. 
(6) Esto en el caso de que se haya dado al quebrado quita 6 espera, 
y se haya acordado devolverle sus bienes: debe estarse sobre todo ello 
á lo acordado en el convenio. 
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de calificacion; y si éste se resolviere en los términos prescritos en el ar - 
ticulo 1144, quedaré de derecho nulo el convenio (1). 
Art. 1 16e. No habiendo pacto espreso en contrario entre los acree-
dores y el quebrado, queda éste sujeto en el manejo de los negocios de 
comercio á la interveneion de uno de los acreedores, é eleccion de la jun-
ta, hasta que haya cumplido íntegramente los pactos del convenio, y se le 
fijaré la cuota mensual de que entre tanto podrá disponer para sus gastos 
domésticos. 
Art. 1163. Las funciones del interventor se reducirán á llevar 
cuenta y razor de las entradas y salidas de la caja del quebrado, de la cual 
tendrá una sobrellave. Será tambien de su cargo impedir que el interveni-
do estraiga del fondo de su comercio para sus gastos particulares mayor 
cantidad que la que le esté asignada, ni distraiga fondos algunos para obje-
tos estranos de su tráfico y giro; pero no podrá mezclarse en el Orden y  di - 
reccion de los negocios del mismo intervenido, sobre lo cual procederá 
éste del modo que estime mas conveniente. 
Art. 1164. El quebrado repuesto que frustre los efectos de la in-
tervencion disponiendo de alguna parte de sus fondos 6 géneros sin noti-
cia del interventor, será por el mismo hecho declarado fraudulento, en ca-
so de nueva quiebra, tratándosele en este concepto desde que cese en el 
pago de sus obligacione 
Art. 1165. En vil.tud del convenio quedan estinguidas las acciones 
de los acreedores por la parte de sus créditos de que se haya hecho remi-
sion al quebrado, aun cuando éste venga á mejor fortuna, 6 le quede al-
gun sobrante de los bienes de la quiebra, á menos que no se hubiese hecho 
pacto espreso en contrario. 
Art. 1166. En caso de queja fundada del interventor sobre abusos 
del quebrado repuesto en el manejo de sus fondos, decretará el Juez la 
presentacion de sus libros de comercio; y en su vista acordará las provi-
dencias que dalle oportunas para mantener el Orden en la adininistracion 
mercantil del intervenido, y evitar toda mala versacion. 
Art. 1167. La retribucion del interventor será de cuenta del que-
brado repuesto, y consistirá en un dos y medio por mil de los fondos cuya 
entrada intervenga. 
TÍTULO X1.—De la rehabilitacion. 
Art. 116$. La rehabilitacion del quebrado corresponde al Juzgado 
que hubiere conocido de la quiebra. 
Art. 1169. Hasta la conclusion definitiva del espediente de califi-
cacion de quiebra no es admisible la demanda del quebrado para su reha-
bilitacion. 
(I) Además del art. 4444 que se cita, véase el 4148 y su nota. 
•Bl éxito de los convenios entre el quebrado y sus acreedores, cuan-
do la quiebra no está calificada, depende del resultado definitivo del 
espediente separado de calificacion, escepto el caso consignado en el 
art. 1145 del Código de Comercio; y debe suspenderse la aprobacion de 
tales convenios si los Síndicos de la quiebra hubieren solicitado que 
se declarase fraudulenta, quedando nulos de derecho si así se resol-
viese, sin necesidad de oposicion alguna por parte de los acreedores ni 
de los Síndicos, con arreglo al art. 1461 de dicho Código. (Sent. en inj. 
not. de 4s de marco de 4865.) 
Véase tambien la parte de dicha sentencia estractada en la nota del 
art. 32 del tit. 4.° adic. de la Ley de E. c. (pág. 940 de este tomo). 
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Art. 1170. Los alzados y los quebrados calificados de fraudulentos 
no pueden ser rehabilitados. 
Art. 1171. Los quebrados culpables pueden ser rehabilitados, acre- 
ditando el pago Integro de todas las deudas liquidadas en el procedimien- 
to de quiebra, y el cumplimiento de la pena correccional que se les hu- 
biere impuesto (I). 
Art. 1172. A los quebrados de primera y segunda clase será sufi-
ciente para que obtengan la reabilitacion, que justifiquen el cumplimiento 
integro del convenio aprobado que hubieren hecho con sus acreedores. 
Si no hubiere mediado convenio, estarán obligados á probar que con el 
haber de la quiebra, 6 por entregas posteriores, si éste no hubiere sido 
suficiente, quedaron satisfechas todas las obligaciones reconocidas en el 
procedimiento de quiebra. (Art. 571, Ley de E. c.) 
Art. 1173. A la solicitud de rehabilitacion acompañarán las car-
tas de pago 6 recibos originales por donde conste el reintegro de los 
acreedores. 
El Juez encargará al Comisario, que haciendo el eximen de los do-
cumentos presentados por el quebrado, y de todos los antecedentes del 
procedimiento de quiebra, informe si procede la rehabilitacion con arreglo 
á las disposiciones de los artículos 1171 y 1172 en sus casos respectivos. 
No habiendo reparo justo decretará la rehabilitacion, 6 en el caso contra-
rio la denegará, si el quebrado por su clase fuese inh6bil para obtenerla, 
6 la suspenderá si solo faltare algun requisito subsanable (2). 
Art. 1171. Por la rehabilitacion del quebrado cesan todas las inter-
dicciones legales que produce la declaraciou de quiebra. 
Art. 1175. Los comerciantes que obtuvieren reposicion del decreto 
de declaracion de quiebra, en la forma que previenen los arts. 1028 al 
1032, no necesitan de rehabilitacion. 
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TITULO XII.—De la cesion de bienes. 
Art, 1176. Las cesiones de bienes de los comerciantes se entien-
den siempre quiebras, y se regirán enteramente por las leyes de este 
libro (3). 
Esceptúanse solo las disposiciones relativas al convenio y á la rehabi-
litacion, que no tendrán lugar en los comerciantes que hagan cesion de 
bienes. 
Art. 1177. La inmunidad en cuanto á la persona que por el dere-
cho comun se concede á los que hacen cesion de bienes, no tiene lugar, 
siendo estos comerciantes, sino en el caso de ser declarados inculpables 
en el expediente de calificacion de quiebra (4). 
(1) Téngase por reproducida aquí la nota del art. We del Código. 
(2) Véase el art. sa del tit.  4.° adic. de la Ley de E. c., y muy espe-
cialmente la nota del mismo artículo sobre la intervencion que debe 
tener el Ministerio fiscal en estos - procedimientos (pág. ss4). 
(3) Y por las disposiciones del tít. 4.° adic. de la Ley de E. c. 
(e) La inmunidad personal nunca tuvo lugar en los casos de fraude. 
En el dia existe por derecho comun, como existia ya al publicarse el 
Código de Comercio, para todos los concursados mientras uo resulte 
delito, pues no procede la prision por deudas. Véase lo que sobre cesion 
de bienes se dijo en la pág. 346 del tomo 3.°  4 
F 
TITULO II, ADICIONAL. 
(Tit. VIII de la Ley de Bnluic. merc.) 
DEL PROCEDIMIENTO DE APHEItlIO (1). 
Art. SI (350). La vía de apremio tiene lugar en los Juzga-
dos (le primera instancia contra los deudores de las clases'siguien-
tes (2): 
1.' Los consignatarios á quienes sean entregadas las mercade-
rias que les viniesen consignadas, 6 cualquiera otra persona que 
las hubiese recibido con título legítimo, por los fletes en los tras-
portes marítimos, y los portes en las conducciones terrestres, con 
tal que no haya trascurrido un mes desde el dia de la entrega. 
2. Los aseguradores en los seguros marítimos, por el importe 
de las pérdidas O daños que hubieren sobrevenido á las cosas ase- 
guradas en los riesgos que corriesen á su cargo. 
3.° Los asegurados, por los premios de los seguros marítimos. 
4.° Los cargadores y capitanes de las naves, por las vituallas 
suministradas para el aprovisionamiento de éstas, y los consignata-
rios de las mismas cuando se haya hecho de su -Orden este sumi-
nistro. 
5.° Los mismos cargadores, por el pago de los salarios venci-
dos de la tripulacian de la nave, ajustados por mesadas 6 viajes, y 
los capitanes cuando aquellos no se hallasen en el lugar adonde de-
ba hacerse el pago. 
6.° Los que han contratado con intervencion de corredor, por 
los corretajes devengados en la negociacion. 
Art. 55 (351). El apremio no podrá decretarse si los acree-
dores que lo pidieren, no justifican su derecho en la forma si-
guiente: 
Los créditos por fletes é portes, con el conocimiento O la carta 
de porte original firmada del cargador, y el recibo de las mercade-
rias contenidas en este documento (3). 
(I) Téngase presente que este procedimiento es 
 especial  para los asun-
tos de comercio que taxativamente se espresan en el art. 84, primero de 
este titulo adicional, y no debe confundirse con los demás procedimientos 
de apremio, ni con el del juicio ejecutivo. Véase lo que se dijo sobre esto 
en la pág. 883 del presente tomo. 
(2) Siempre que el demandante justifique su derecho eu la forma que 
para cada caso se determina en el artículo siguiente 85; que el crédito sea 
liquido, como previene el 86, y que si el documento no tiene por si fuerza 
ejecutiva, sea reconocido por el deudor, segun ordenan el 87 y 88. 
(3) El conocimiento debe contener todas las circunstancias que se es-
presan en el art. '799 del Código de Comercio, y la carta de porte las de-
signadas en el 204 de id. Los efectos porteados están especialmente obli-
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Los que procedan de los contratos de seguros, sea en favor  
de los aseguradores, 6 bien en el de los asegurados, por la escritu-
ra pública, póliza 6 contrata privada, segun la forma en que se  
hubiere celebrado el seguro (1).  
Los suministros hechos para el aprovisionamiento de la nave,  
por las facturas valoradas de los efectos suministrados, aprobadas  
por el cargador, capitan 6 consignatario, de cuya Orden las haya  
entregado el acreedor (2).  
Los salarios de la tripulacion, por las copias de las contratas  
estendidas en el libro de cuenta y razon de la nave conforme al ar-
tículo 699 del Código, de que el capitan debe facilitar copia á cada  
interesado con la nota de los alcances que le resulten. En el caso  
que aquel rehusare dar este documento, se le obligará á exhibir el  
libro, y se estraerá testimonio á su presencia de lo que resulte d e. 
sus asientos con respecto al crédito reclamado, equivaliendo éste a 
la certificacion que el capitan hubiera debido dar (3). 
 
Los corretajes, por las facturas de los contratos ó negociaciones  
de que procedan, firmadas del deudor, ó por las pólizas de que de-
ben conservar un ejemplar, y en defecto de uno y otro documento,  
por las copias de los asientos hechos en 
 el registro en conformidad  
de los arts. 91, 92, 93, 94 y 95 del Código de Comercio (4). 
 
Art. $6 (353). El crédito sobre que se pida el apremio ha  
de resultar líquido del titulo que se presente. De lo contrario no  
tendrá lugar hasta que se haga la liquidacion por acuerdo comun  
de las partes, por sentencia judicial 6 por árbitros (5). 
buque respecto de los fletes, siempre que se reclamen dentro de un mes, 
 
en cuyo caso no se interrumpe por la quiebra del consignatario el derecho 
 
para el cobro preferente de estos créditos (arts. 228 á 232 y 798 de dicho  
Código). 
(1) El contrato de seguro debe contener en todo caso las circunstan-
cias marcadas en el art. 841 del Código de Comercio. Segun el art. 882  
de id., toda reclatnacion procedente del contrato de seguro debe ir 
 
acompañada de los documentos que justifiquen el viaje de la nave; el em-
barque de los efectos asegurados; el contrato del seguro, y la pérdida de 
las cosas aseguradas.» Parece, pues, procedente que se acompañan todos 
estos documentos para pedir el apremio contra los aseguradores, que es el 
caso 2.° del art. 84; y en el caso 3.° bastará la escritura pública, póliza 6 
contrala privada, como se previene en el párrafo á que corresponde esta 
nota. 
(2) Véanse los arts. 596 y 598, §. 8.° de ambos, y 621 de dicho Código. 
(3) Véanse los art. 596, §. 6.°, 598, §. 5.', 699 y 722 de id.  
(4) Véanse, además de los artículos que se citan, el 110 reformado y el 
736 del Código de Comercio, y 77 y 78 de la ley orgánica provisional do 
la Bolsa de Madrid, de 8 de febrero de 1854. 
(5) En estos dos últimos casos no puede emplearse el procedimiento 
de apremio de que aquí se trata, como se deduce necesariamente de la 
supresion del art. 352 de la Ley de Enjuic. mere., que precedia al de esta 
nota, ordenada dicha supresion por los decretos estableciendo la unidad 
de fueros, segun se dijo en la advertencia de la pág. 931 de este tomo. 
• 
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Art. S7 (3M). No siendo el título del acreedor escritura pú-
blica ó póliza intervenida por corredor, sino contrata privada ú otro 
documento que sin prévio reconocimiento de los deudores no tenga 
fuerza ejecutiva, deberá éste preceder al auto de apremio. Si el 
deudor negare la legitimidad del documento, usará el acreedor de 
su derecho en el juicio competente. 
Art. SS (355). En las demandas sobre corretajes habrá de 
reconocer el deudor la firma de la factura 6 contrata que justifique 
la negociacion, y si solo se hubiere presentado nota del asiento del 
corredor, se comprobará la exactitud de ésta por la confesion judi-
cial del mismo deudor, 6 por sus libros de comercio. 
Art. 89 (356). Con presentacion del título ejecutivo de su 
crédito (1) pedirá el acredor el apremio por medio de escrito, cuya 
forma se arreglará en los mismos términos que las demandas eje-
cutivas (2); y hallando el Juez que procede de derecho, se despa-
chará mandamiento cometido á los alguaciles para que con asisten-
cia de Escribano requieran al deudor al pago de la deuda, y no 
haciéndolo en el acto, procedan al embargo de sus bienes. En el 
requerimiento v ejecucion se observarán las disposiciones de los ar-
tículos 317 y 318 de esta ley (3). 
Dicho artículo aplicaba este procedimiento é la ejecucion de las sentencias 
de los tribunales de comercio y de los árbitros, que hubiesen pasado en au-
toridad de cosa juzgada, y á la de los laudos de los amigables compone-
dores consentidos por las partes, siempre que se pidiera la ejecucion den-
tro de tres meses. Derogada acertadamente esta disposicion, hoy las sen-
tencias ejecutorias y los laudos arbitrales, dictados en asuntos de comer-
cio de cualquiera clase, no pueden ejecutarse sino en la misma forma que 
los dictados en asuntos comunes, esto es, con arreglo é lo que previenen 
los arts. 836 y 891 y sigs. de la Ley do E. c. De consiguiente, en el caso 
de que se trata, cuando la liquidacion del crédito se practique en juicio or-
dinario 6 arbitral, el fallo se ejecutará corno todos los de su clase, de-
biendo entenderse necesariamente modificado en este sentido el articulo 
é que se refiere esta nota. Quizás la precipitacion con que se redactaria 
el decreto para establecer la unidad de fueros, no permitirla notar la ne-
cesidad de reformar este y otros artículos, para ponerlos en armonía con 
las nuevas disposiciones establecidas por el mismo decreto. 
(i) Sin necesidad de que preceda el acto de conciliacion, por hallarse 
comprendidos estos juicios en la escepcion 2.' del art. 201 de la Ley de 
E. c., que hoy es aplicable á los asuntos de comercio. Respecto del titulo 
ejecutivo que debe presentarse, véanse los artículos que preceden, des-
de el 85. 
(2) Esta demanda deberá formularse en el dia conformo á lo prevenido 
en el art. 945 de la Ley de E. c. 
(3) Los arts. 3t7 y 318 de la Ley de Enjuicianiiento mercantil, que 
aqui se citan, pertenecen al procedimiento ejecutivo, y como en esta parte 
ha quedado derogada dicha Ley por los decretos estableciendo la unidad 
de fueros, ya no deben tener aplicacion. Habrá de entenderse, por tanto, 
esta referencia é los arts. 949 á 953 de la Ley de Enjuiciamiento civil, 
que, como aquellos y sin variacion esencial, determinan el orden que ha 
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Art. 90 (357). Hecho el embargo se citará al deudor para  
la venta de los bienes embargados (4), si dentro de tercero dia no  
propusiere escepcion legítima contra el apremio (2).  
Art. 91 (358). En este procedimiento se admitirán solamen-
te las escepciones siguientes:  
Falsedad del titulo.—Falta de personalidad en el portador.-
Pago.—Transaccion 6 compromiso. 
 
Cualquiera de ellas que competa al deudor, la ha de proponer  
por escrito probarla en los tres dias prefijados en la citacion. 
 
Art. 92 (359). La prueba de la escepcion ha de ser con do-
cumentos 6 por confesion judicial del acreedor, y no por ningun  
otro medio probatorio de los que tienen lugar en otros juicios (3). 
Art. 93 (360). Si el deudor presentare su oposicion, la uni-
rá el Escribano á los autos con los documentos qué la acompañaren.  
En el caso de que con ella pida la confesion judicial del acree-
dor sobre los hechos en que funde la escepcion, el Juez sin dilacion  
alguna deferirá á la declaration, y la recibirá en. seguida (4).  
No presentándose oposicion por el deudor dentro del término de  
la eitacion, pondrá nota el Escribano que lo acredite, y despues no 
 
se le recibira escrito alguno. 
 
Art. 94 (364). En la primera audiencia se dará cuenta de  
los autos (5), y segun sus méritos y lo que las partes 6 sus defenso- 
de guardarse en los embargos. La preferencia que, segun la ley mercantil, 
debe darse á los efectos de comercio sobre los demás muebles del deudor, 
deberá guardarse tambien en el dia, puesto que es conveniente y no se 
opone á ello la disposicion del citado art. 949. El requerimiento al pago se 
hará conforme al 948, yen su caso al 955 de la propia Ley de E. c., ob-
servándose tambien lo que ordena al 953 respecto á la toma de razoo en el  
Registro de. la propiedad de todo embargo de bienes raíces.  
(1) Esta citacton se hará como la de remate, conforme  I lo prevenido 
en el art. 959 dele Ley de E. c.  
(2) No basta oponerse: es indispensable proponer 6 alegar, y probar  
además con documentos 6 por confesion, y no de otro modo (art. 92), den-
tro de los tres dias alguna de las escepciones determinadas taxativamente  
eu el siguiente art. 91, como se ordena en el último párrafo del mismo. 
(3) Cuando existan otros medios de prueba, 6 cualquiera otra escep-
cion que no sea de las determinadas taxativamente en el art. 91, podrá la 
parte utilizarlos en juicio ordinario. Véase el art. 95 y su nota. 
(4) Asi habrá de entenderse redactada la última parte de este párrafo, 
en virtud de las reformas hechas por los decretos sobre unidad de fueros. 
El primitivo texto oficial dice así: « 	 el Tribunal si fuere dia de audien- 
cia, 6 el Prior en su defecto, deferirá á la declaration, y se recibirá ésta eu 
seguida por uno de los Cónsules.» 
(5) No para fallarlos, sino para que se señale dia para la vista, la que 
lia de tener lugar en todo caso, aun cuando no se haya hecho oposicion, 
como se deduce de lo demás que ordena este artículo. A dicho fin, el es-
cribano dará cuenta al Juez en la primera audiencia, con escrito 6 sin él, 
luego que haya ejecutado lo que ordena el art. 93, y se señalará para la vis-
ta el dia mas próximo posible.  
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res aleguen al tiempo de la vista, el Jiwz mandará proceder la ven-
ta de los bienes ejecutados, si el deudor no hubiere hecho oposicion  
á la demanda, ó no hubiere probado su escepcion; y en el caso de 
 
haberlo hecho bien y cumplidamente revocará el auto de apremio,  
condenando en las costas al actor.  
En este juicio no se impedirá á las partes que al tiempo de la  
vista presenten cualquiera documento que convenga á su defensa,  
y haciéndolo se hará relacion por el Escribano de lo que de él re - 
sulte, v el Juez lo tendrá presente para dar su fallo (1).. . 
Art. 93 (362). De la decision del Juez de primera instancia  
en el procedimiento de apremio no se dará recurso de apelacion,  
quedando á salvo el derecho á las partes para que en juicio ordina-
rio usen del que respectivamente les competa (2).  
Art. 96 (563). En el caso de que por la sentencia se mande  
llevar á efecto el apremio (3), estará obligado el acreedor antes de  
hacérsele pago de su crédito, si el deudor lo exigiese, á asegurar  
con fianza idónea (4) las resultas del juicio que éste pueda intentar  
contra el título del acreedor. •  
Esta fianza caducará de derecho si en el término- de seis meses  
no se promoviere esta repeticion.  
(I) En consideracion á que para proponer y p robar las escepciones  
solo se concede el corto y perentorio término de tres días, se 
 di a la de-
fensa mas amplitud que de ordinario. Por esto ha de celebrarse vista, 
 
aunque no se haya hecho oposicjon, para que eu el acto de ella pueda es-'  
poner el demandado lo que convenga á su defensa. Por eso se permite  
tambien la preseutacion de documentos eu el acto de la vista, y que el  
Juez los tome eu cousideraciou para dictar su fallo. Aunque las partes no  
pueden ya en tal estado solicitar diligencia alguna para la colnprohacion  6 
impugoacion de tales documentos, si el Juez duda de su autenticidad,  
creemos que, eu virtud de la facultad que le concede el art. 48 de la Ley 
 
de E. c., podrá decretar, para mejor proveer, la confesion judicial para el  
reconocimiento de los privados, y el cotejo ó comprobaçion de 
 los públicos 
coo sus originales. Cualquiera reclamation que tengan que hacer los inte-
resados, habrán de deducirla despues en juicio ordinario.  
(2) Cualquiera que sea la resolucion del Juez de primera instancia es  
ejecutoria, y lia de llevarse á efecto sin ulterior recurso; pero queda á las 
 
partes espedito su derecho para deducirlo eu juicio ordinario, no siempre el 
 
de mayor cuantía; sino el que corresponda á la cuantía del negocio. 
 
(3) Se llevará á efecto el apremio con arreglo á lo prevenido en los ar-
tículos 979 y sigs. de la Ley de E. c. para el procedimiento de apremio en 
el juicio ejecutivo, puesto que aquí no se dan reglas para ello, y el proce-
dimiento establecido viene I ser un juicio ejecutivo abreviado. 
 
(4) Corresponderá al Juez, bajo su responsabilidad, la apreciacion de 
 
esta fianza, que podrá ser de cualquiera de las clases permitidas por dere-
cho. No puede. prescindirse de ella cuando el deudor la ezija, y no debe 
 
hacerse pago al acreedor mientras no la preste. 
 
c 
SUPLEMENTO 	 TITULO I!, .aOICIONAL, 
SOBRE EL PROCEDIMIENTO DE APREMIO. 
Ministerio de Hacienda.— Decreto del Gobierno provisional de 5 
de febrero de 1869 (1), elevado ci ley por la de las Córtes Constituyen- 
, tes de 20 de junio siguiente, estableciendo las bases generales á que 
deberán sujetarse las Instituciones de crédito, que tengan por objeto 
operaciones de préstamos hipotecarios ó de crédito territorial, y el 
procedimiento de apremio contra los deudores á las mismas. 
«Artículo 1. ° Las instituciones de crédito que se propongan, sea como 
objeto especial y esclusivo, sea como una de sus operaciones, las de prés-
tamos hipotecarios 6 de crédito territorial, se ajustarán á las bases gene-
rales que se consignan en los siguientes artídulos (2). 
Art. 16. Vencido y no pagado un préstamo hipotecario 6 cualquiera 
fraccion de 61, la institución de crédito territorial requerirá por escrito al 
deudor á que lo satisfaga. 
Si el deudor no pagare en los dos dias siguientes al del requerimiento, 
el acreedor podrá pedir al Juez de primera instancia competente el secues-
tro y la posesion interina de la fi nca. Cercior:uio el Juez con 'la presenta- 
(I) Este decreto se publicó en la Gaceta del e de febrero con la fecha 
deis de enero de s6s; pero en la Coleccion legislativa aparece con la 
de s de febrero, por la que se cita tambien en otras disposiciones ofi-
clalcs, y por tanto esta deberá ser su fecha legítima. 
(2) No se insertan los arts.  2.° al 45 inclusive, porque no conducen al 
objeto de esta obra. Bastará tener presente que, segun ellos, los prés-
tamos ban de verificarse sobre hipoteca de ,bienes inmuebles, cuya 
propiedad esté inscrita en el Registro: que para reunir el capital nece-
sario podrán dichas sociedades ó instituciones de crédito emitir accio-
nes. las cuales podrán ser al portador, lo mismo que las obligaciones ó 
cidulis hipotecarias, cuya emision exijan las operaciones de las insti-
tucion: que estos documentos producirán obligacion civil y accion en 
juicio, quedando para este efecto anulados los arts. 570 y 571 del Código 
de Comercio: que el capital de la sociedad estará afecto como garantía 
á las operaciones de la misma y especialmente á las obligaciones de 
crédito que emita: que las fincas hipotecadas á las instituciones de 
crédito territorial no responderán de ninguna obligation ó carga no 
inscrita anteriormente en el Registro de la propiedad, mientras dichas 
instituciones no estén satisfechas de su crédito: que los que tengan é 
su favor alguna hipoteca legal de las comprendidas en los arts. las v 
853 de la I.ey Hipotecaria, ó algun derecho real no inscrito ni anotado 
preventivamente, podrán exigir, en el término de seis meses, á contar 
desde la publicacion del mismo decreto, que las personas obligadas á 
ello constituyan é inscriban hipotecas especiales suficientes, ó inscri-
ben ó anoten en su caso los indicados derechos, sujetándose para tono 
ella á las disposiciones de dicha Ley Hipotecaria: y que los que no  hi-
cieren uso de su derecho en et término de los seis meses para exigir 
las inscripciones ó anotaciones de las hipotecas especiales en Ingar de' 
las tácitas legales, y de los derechos reales, si despuas alguno de !os 
bienes tácitamente gravados hoy á su favor se hipotecase á las institu-
ciones de crédito territorial, no tendrán prelacion sobre este en cuanto 
á dichos bienes. 
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cion del título de la legitimidad del crédito y de la falta de pago, dictará 
providencia accediendo á la demanda, y ordenando la entrega interina de 
la tinca si no se verificare el pago dentro de 15 dias, contados desde la pre-
seutacion de la misma demanda. De esta providencia se tomará anotacinu 
preventiva en el Registro de la propiedad en el mismo dia de su notifi-
cacion. 
La institucion de crédito percibirá las rentas vencidas y no satisfechas 
del inmueble, aplicándolas al pago de su crédito, y recogerá asimismo los 
frutos y rentas posteriores, cubriendo con ellos, primero los gastos de  con - 
servacion y esplotacion que la misrna'tiuca exija, y despues su propio cré, 
dito. 
Podrá asimismo, de acuerdo con el deudor, continuar cobrando su 
crédito con el producto del inmueble secuestrado, 6 promover, aunque 
sea sin dicho acuerdo, su enajenacion y la rescision del préstamo en la 
forma establecida en el artículo siguiente. 
Cuando la institucion de crédito tenga en su poder valores 6 efectos del 
deudor, podrá aplicarlos al pago de su crédito y entablar su reclamation 
por la diferencia. 
El título que en todo caso habrá de presentarse por el acreedor para 
reclamar su crédito, será la minuta especial de la escritura de préstamo 
que tenga en su poder, sin necesidad de ninguna otra copia del registro. 
Art. 17. Si la institution de crédito no creyere suficientemente ase-
gurados sus intereses con la posesion y los productos de la finca hipoteca-
da, podrá, despues de requerir por escrito al deudor 6 despues de estar en 
posesion de la misma finca, pedir al Juez competente su enajenacion en 
subasta pública y la rescision del préstamo. Cerciorado el Juez con la 
presentation del título de la legitimidad del crédito y de la falta de pago, 
mandará verificarlo en el termino de tres dias, contados desde la notifica-
cion, y que en caso contrario se anuncie con citacion del deudor la su-
basta pedida por edictos, que se fijarán en los parajes públicos y se inser-
tarán tres veces eu el Bolelin oficial y en algun otro periódico de la res-
pectiva provincia, donde lo hubiere. De esta providencia se tomará anota-
cion preventiva en el Registro de la propiedad. La subasta se celebrará 20 
dias despues de la fecha de dicha providencia, en cuyo plazo y con el in-
tervalo corespondiente se publicarán los adictos; será autorizada por uno 
de los Escribanos del Juzgado, y se verificará en la farina establecida para 
las subastas voluntarias (1); pero con sujecion á lo que dispone la seccion 
2.', tit. 20, parte 1.' de la Ley de Enjuiciamiento civil respecto al justipre-
cio, retasa y adjudicacion de los bienes embargados, posturas admisibles 
en el remate, aprobacion judicial de éste, entrega de títulos, otorgamien-
to de escritura y liquidacion del precio abonado por el comprador. 
Si el deudor verificase el pago antes de la celebracion del remate, se 
suspenderán los procedimientos (2); si no lo verificase en dicho término, 
el Juez dictará providencia aprobando la subasta y declarando rescindido el 
préstamo. 
(1) No comprendemos 6 qué conduce esta cita de las subastasvolun-
tarins cuando no tienen este carácter las de que se trata, ni puede 
aplicarse el procedimiento establecido para las mismas, puesto que se 
ordena expresamente se observe el de la via de apremio del juicio eje-
cutivo, establecido en los arts. 979 y sigs. de la Ley de E. t. 
(s) Sobreseyendo en ellos, porque ya no tiene objeto, y mandando 
Cancelar las anotaciones hechas en el Registro de la propiedad con 
arreglo a este articulo y al anterior. 
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Cou el precio del remate se pagarán eu primer lugar los réditos de-
vengados por la institucion de crédito hasta el dia del pago, y los gastos de 
la subasta y enajenacion. 
Art. 18. El secuestro, y en su caso la enajenaciou de las fincas hipote-
cadas, segun lo dispuesto en los dos artículos anteriores, no se suspende 
ré por demanda que no se funde en algun titulo anteriormente inscrito. 
por la muerte del deudor, ni por la declaracion en quiebra 6 concurso del 
mismo 6 del dueño de la finca hipotecada. Vendida la tinca, el comprador 
pagará á la institucion de crédito, dentro de ocho dias, lodo lo que se le deba 
por razon de su préstamo, y el sobrante que resulte del precio quedará á 
disposicion de los tribunales para que lo distribuyan con arreglo á derecho. 
Este pago se entenderá sin perjuicio de la accion que pueda corresponder 
al deudor 6 al tercero perjudicado, si lo hubiere, la cual podrá ejercitarse 
en el juicio correspondiente. 
Art. 19. Toda providencia en que se ordene el secuestro 6 la venta de 
una tinca hipotecada á la institucion de crédito, se notificará personalmente 
á los que despues de esta hayan adquirido 6 inscrito algun derecho sobre 
ella, si fuere conocido su domicilio; y si no lo fuere, se les hará saber por 
medio de edictos que se insertarán en los periódicos oficiales y se fijarán 
en los parajes públicos. 
De las providencias que dicten los Jueces para el secuestro 6 enajena-
cion de los bienes hipotecados, no se dará apelacion ni recurso alguno. 
Art. 20. Si la finca hipotecada fuese embargada por otros créditos del 
deudor y llegare 6 anunciarse su remate, la institucion de crédito pedirá 
la rescision del préstamo y su reembolso del rondo establecido eu el articu-
lo 17. La providencia que en tal caso ordene la subasta á favor de dicha 
institucion, suspenderá de derecho el remate anunciado á instancia dei otro 
acreedor (1), para cuyo efecto se comunicará al Juez que lo hubiere de-
cretado, si fuere distinto. 
Art. 21. Tambien podrá rescindirse el contrato de préstamo y se exi-
girá el reintegro del capital, cuando la finca hipotecada se deteriore 6 dis-
minuya de valor hasta el punto de no ser garantía suficiente del cré-
dito. 
Las cuestiones á que pueda dar lugar el secuestro de la tinca hipotecad a 
6 la rescision del préstamo por insuficiencia de la hipoteca, se ventilarán 
por el procedimiento establecido para los incidentes en los arts. 342 y si-
guientes de la Ley de Enjuiciamiento civil. 
Art. 22. Cuando la finca hipotecada cambie de dueño, quedará de de-
recho subrogado el adquirente en todas las obligaciones que por razon de 
ella hubiere contraído su causante con la institucion de crédito. El adqui-
rente dará conocimiento á esta de su adquisicion dentro de los 15 dias 
siguientes al en que se consume; y si no lo hiciere, le perjudicarán los 
procedimientos que aquel (2) dirija contra su causante para el cobro de 
sus réditos (3)» 
(I) Si este acreedor no es hipotecario, et si, siéndolo, su titulo está 
inscrito despues que el de la sociedad; pues si to estuviese anterior-
mente, será preferénte su derecho, como lo reconoce el art. le, y res-
pecto de él no deberá tener lugar lo que así se ordena. (2) bA quién se refiere este aquel? al adquirente? No será éste quien 
dirija contra su causante los procedimientos de que aqui se trata; sino 
la institucion de crédito. Se habrá querido decir aquella, aunque tarn-
bien con impropiedad gramatical. 
(3) Réd , tos dice el testo oficial; pero deberla decir créditos. 
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Il. 
Id. de Id. —Ley de las Córtes Constituyentes de 13 de julio de 1869 ; pro-
mulgada en 19 del mismo mes, sobre el procedimiento de apremio 
para la cobranza de los créditos â favor de la Hacienda pública, y de-
• terminando las atribuciones de los Jueces de paz en estos asuntos. 
«Articulo. I.° Continuarán siendo administrativos los procedimientos 
contra primeros y segundos contribuyentes para la cobranza de sus respec-
tivos descubiertos liquidados á favor de la Hacienda pública, y estos asun-
tos no podrán hacerse contenciosos mientras no se realice el pago 6 con-
signaciou de lo liquidado en las Cajas del Tesoro (Público. 
Art. 2.' La base de estos procedimientos será la relacion 6 el certifi-
cado espedido por el funcionario directamente encargado de la cobranza, 
en el que se acredite el descubierto despues de hacerse constar haber sido 
invitado al pago el deudor con la antelacion y en la forma que determinan 
las disposiciones administrativas. 
Art. 3.° La tramitacion de estos procedimientos será la que las leyes 
y disposiciones administrativas señala á la vía de apremio. 
Art. 4.° El Juez de paz será competente para decretar la entrada en 
el domicilio de un español, 6 estranjero residente eu España, con el objeto 
de llevar efecto los embargos do bienes acordados en el procedimiento 
administrativo. 
Lo será igualmente para autorizar la venta de bienes muebles 6 in 
muebles en el mismo procedimiento, cualquiera que sea el importe del d6-
bito. No podrá autorizar dicho embargo y venta de bienes sino cuando de 
los espedientes resultase haberse llenado todos los requisitos que, para que 
uno y otro sean procedentes, exigen las leyes que rigen el r procedimiento 
administrativo. Llenados estos requisitos, no podrán escusarse en modo 
alguno de autorizar aquel embargo 6 venta. 
Art. 5.° Serán asimismo competentes los Jueces de paz para decretar 
el reconocimiento de la morada y la. aprehension de los efectos de contra-
bando que en ella puedan hallarse dentro de la zona fiscal, cuando la per-
secucion exija aquellos actos en virtud de sospecha fundada que abrigueu 
los funcionarios encargados de dicha persecuclou. 
Esta autorizacion habrá de darse  en el acto de ser requerido el Juez 
por estos funciónarios, levantándose acta en que consten los motivos ra-
cionales en que descansa la sospecha. El registro de la morada no podrá 
hacerse de noche. 
Solo podré negarse la autorizacion cuando la sospecha sea claramente 
infundada. 
Art. 6.° En el caso de incompatibilidad, ausencia 	 enfermedad del 
Juez de paz, será reemplazado por quien designen 6 hayan designado las 
leyes. 
Art. 7.• El Gobierno dictará las disposiciones necesarias para la ejecu-
cion de la presente ley, armonizando con ella el procedimiento adminis-
trativo de apremio.» 
i 
LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL. 
SEGUNDA PARTE. 
JURISDIOCION VOLUNTARIA. 
." 	 TiTULO I. 
DIOPOSICIONES GENERALES. 
ARTICULOS 1207, 1208 y 1209. 
(v. págs. 6, 15 y 16, tomo 5.°) 
Por Real Orden de 19 de octubre de 1866, resolviendo una consulta del 
Registrador de la propiedad de Vich sobre los documentos necesarios 
para la iuscripciou de los bienes adquiridos en Cataluña en virtud de he-
redamientos preventivos, se declaró, entre otras cosas, que cuando no se 
haya promovido juicio de ab-intestato, puede acreditarse el derecho á la 
herencia por inedia de una informacion judicial practicada en espadienle 
de jurisdiccion voluntaria, con arreglo al art. 1208 de la Ley de E. c. Esta 
resolution confirma implícitamente la doctrina espuesta sobre esta mate-
ria en las pigs. 10 y sigs. del tomo 5.' 
Las informaciones de limpieza de sangre, de que se habló en la pági-
na 12 de idem, quedaron suprimidas por la ley de 16 de mayo de 1865, 
que dice así: «Quedan suprimidas las informaciones de limpieza de sangre, 
que todavía se exigen ó determinadas clases y personas, ya para contraer 
matrimonio, como para ingresar eu algunas de las carreras del Estado 
Además de las sentencias que se citan en los comentarios de estos ar-
tículos, véanse !as que siguen: 
No se somete tácitamente á uu juzgado de primera instancia el que 
presenta escrito ante el mismo oponiéndose á la solicitud deducida'eu uu 
espedieute de jurisdicciou voluntaria; y el haber conocido de éste no puede 
atribuir competencia al Juez para conocer Cambien de la demanda ordina-
ria que despues se proponga sobre el mismo asunto. (Sent. de comp. de 8 
de abril de 1865.) 
«Las reglas consignadas en el art. 5.° de la Ley de E. c. para deter-
minar la competencia del Juez en los pleitos en que se ejercitan acciones 
reales, personales 6 mistas, no son aplicables á los actos de jurisdiccion 
voluntaria, puesto que todas ellas se'retieren á juicios contenciosos 6 sea 
á cuestiones entre partes conocidas y determinadas, lo cual, segun el ar-
tículo 1207 de la misma ley, es contrarío á la naturaleza é índole especial 
de tales actos.—Establecido en general por el art. 1208 de la propia Ley 
que las actuaciones á ellos relativas se practiquen los juzgados de pri-
mera instancia , sin fijar regla alguna como eu los pleitos entre partes, 
• 
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debe estimarse competente el Juez del lugar donde resida la persona que 
ante él reclame los alimentos provisionales, para decretarlos en su caso 
con arreglo á derecho, y asimismo para llevar I efecto la providencia, sin 
perjuicio del recurso de apelacion que por el art. 1214 de la citada Ley se 
concede.» (Sent. en comp. de 4 de octubre de 1867.) 
«Las providencias que deben su origen é. la jurisdiccion voluntaria, 
son variables y pueden modificarse sin sujecion estricta á los términos 
establecidos respecto á las que lo deben á la jurisdiccion contenciosa, 
segun Ja regla 9.' del art. 1208 de la Ley de E. c. y la jurisprudencia es-
tablecida por este Supremo Tribunal.* De consiguiente tales providencias 
no adquieren el carácter de fallo ejecutoriado por ministerio de la ley é ir-
revocable por tanto, para el efecto de que, si son modificadas por otra 
posterior, pueda estimarse la infraccion de la cosa juzgada como motivo de 
casacion. (Sent. en cas. de 30 de junio de 1866.) 
«Contra las sentencias que dictan las Audiencias sobre actos de juris-
diccion voluntaria, la regla 14 del art. 1208 de la Ley de E. c. admite sin 
restriccion alguna el recurso de casacion.» (Sent. en apel. de 8 de noviem-
bre de 1862 y 11 de diciembre de 1867.) 
«La regla general que contiene la 14 del art. 1208 de la Ley de E. e., 
en que se declara que contra las sentencias gue dictaren las Audiencias 
en espedientes de jurisdicción voluntaria se da el recurso de casacion , no 
puede menos de hallarse subordinada á las disposiciones de la misma ley, 
que determinan los casos en que es é no admisible dicho recurso.—No 
siempre puede éste tener lugar eu los actos de jurisdiccion voluntaria, por 
que la ley lia establecido marcada diferencia entre sentencias que llevan 
en sí carácter definitivo 6 permanente y resoluciones adoptadas de plano 
con carácter interino, como sucede respecto de las de alimentos prorisio-
uales en que los arts. 1214 y 1218 prohiben toda discusion y deniegan 
hasta la apelacioo en ambos efectos, reservando todas las reclamaciones 
para el juicio ordinario.» (Sent. en apel. de 22 de octubre de 1866, y la de 
2 t de diciembre de 1868, citada en el apéndice al art. 1218.) 
«Si bien son estensivas á los actos de jurisdiccion voluntaria de que 
hace especial mencion la Ley de E. c., las reglas que comprende el ar-
ticulo 4208, escluye sin embargo la 7.' con el fin de que no se haga con-
tencioso el espediente, y ordena además que se observe en cada uno de los 
especiales lo que se previene en sus títulos correspondientes.» (Sent. en 
apel. de 24 de diciembre de 1868, y la de 8 de noviembre de 1862, estrac-
tada en el apéndice al art. 1243.) 
Véanse tambien, la sentencia de 8 de noviembre de 1862 en el apén-
dice al articulo 1013 (póg. 902 de este tomo): la de 20 de noviembre 
de 1867, en el del art. 1212 , y las de 28 de junio de 1865, 11 de diciem-
bre de 1867, y 30 de junio de 1866, en los apéndices de los artícu-
los 1283, 1295 y 1297. 
TITULO II. 
ME LOS ALIMENTOS PROVISIONALES. 
ARTICULOS 1210 y 1211. 
(V. pás. 40, tomo 5?) 
.Segun el art. 1210 de la Ley de E. c., para decretar alimentos provi-
sionales al que tenga derecho é exigirlos, es necesario que, además de pe- 
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dirse por escrito y do justificarse aproximadamente el caudal del que deba 
darlos, se acredite cumplidamente el titulo en cuya virtud se pidan.» 
Cuando se alega como titulo la cualidad de hijo natural del demandado, 
corresponde a la Sala sentenciadora apreciar las pruebas que sobre ello se 
suministren, y si estima que no se ha justificado cumplidamente dicha 
cualidad, no puede reputarse infringido el citado artículo por que hayan 
sido denegados los alimentos en la sentencia. (Sent. en cas. de 10 de mar-
zo de 1865.) 
Cuando la cuestion del pleito no versa solo. sobre prestacion de alimen-
tos, sino tambien sobre derechos inherentes á la patria potestad, debe re-
solverse con arreglo á las leyes que determinan uno y otro punto, pues no 
sou incompatibles, por mas que las de alimentos deban ejecutarse de una 
manera muy distinta, segun que los hijos se hallen 6 no bajo el poder de 
los padres. En este último caso, como no pueden éstos designarles el pun-
to de residencia, tampoco les pueden exigir que perciban los alimentos en 
su casa y compañía; al paso que en el primero tienen uno y otro derecho, 
y derecho que no puede ménos de respetarse, á no mediar una justa causa 
que legitime la escepcion. (Sent. en cas. de 22 de diciembre de 1865.) 
La regulation de los alimentos debe reputarse hecha con conocimiento 
de la importancia del patrimonio del obligado á prestarlos y de la condi-
ciou y necesidades del que ha de recibirlos; cuando estos puntos han sido 
objeto de pruebas documental y testifical, apreciadas por la Audiencia en 
uso de sus facultades. (Sent. en cas. de 21 de marzo de 1862 y en 
nui. de 29 de febrero de 1864.) 
En cuanto á Juez competente véase la sentencia de 4 de octubre de 
1867, en el precedente apéndice al art. 1208. 
Respecto a los que tienen derecho á pedir alimentos y obligacion de 
prestarlos, además de las sentencias que se citaron en las págs. 36 y si-
guientes del tomo 5.°, véanse las que siguen: 
«Segun la ley 8.', tit. 13, Part. 6.', si el padre no se acordase de su hi. 
jo natural, no dejándole alguna cosa en el testamento, están obligados sus 
herederos á darle alimentos en proporcion á la importancia de la herencia,.ó 
conforme la espresion de la misma ley, de manera que lo puedan sofrir sin 
gran su daño.» Pero si el padre deja un legado á su hijo natural, y éste 
sin embargo reclama alimentos, la cuestiop queda reducida á saber si el 
legado es proporcionado á la importancia de la herencia. Esta cuestion, 
como de puro hecho, debe decidirse por las pruebas suministradas, y la 
apreciacion de éstas corresponde á la Sala sentenciadora. (Sent. en cas. de 
10 de febrero de 1862.) 
Al declararse en la sentencia que el hijo legitimo como heredero de su 
padre, viene obligado á dar alimentos á su hermano natural, se resuelve 
tambieo, como una consecuencia indeclinable, la cuestion de iiliacion de 
este último. (Sent. en cas. de 21 de marzo de 1862.) 
No se infringe la ley 1.', tit. 5.°, libro 10 Nov. Rec. con la declara-
cion de alimentos á favor del lijo natural, cuando se tiene en cuenta que 
la madre permaneció en casa del padre natural hasta la muerte de éste, y 
que por lo tanto se hallaba en el caso de escepcion marcado en dicha ley. (Id.) 
«La ley 2.', tít. 19, Part. 4.' solo exige que los alimentos de los hijos 
sean proporcionados á su condicion y necesidades y al caudal de que pue- 
dan disponer sus padres, dependiendo, por consiguiente, de la apreciaciou 
de aquellas circuustaneias el fijar la suma alimenticia eu cada caso.» La 
proporcion de la cuota con el caudal no se halla establecida en dicha ley ni 
por la jurisprudencia. (Sent. en nul. de 29 de febrero de 4884.) 
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«El padre de hijos ilegítimos tiene obligacien de darles alimentos en 
caso de necesidad, y la apreciacion de este hecho corresponde á los 
tribunales, habiendo de estarse á ella, si no se ha cometido al Hacerla 
alguna iufraccion de ley 6 doctrina.» (Sent. en cas. de 13 de mayo de 
1868.) 
La abuela, que es rica, tiene obligacion natural de alimentar al nieto 
pobre, cuyos padres son tambien pobres. (Sent. en cas. de 20 de diciem-
bre de 1866.) 
Por fallecimiento del marido y consiguiente disolucion del matri-
monio, deja de tener eficacia la providencia en que se le condenó á dar 
alimentos provisionales 5 su mujer. (Sent. en cas. de 5 de febrero de 
1866.) 
La accion para reclamar alimentos legados en testamento es perso-
nal, y como tal prescribe por veinte años. (Sent. en cas. de 4 de diciem-
bre de 1866.) 
ARTÍCULOS 1212 ú 1215. 
(V. pág. 44, tomo 5.1 
«En los juicios sobre alimentos provisionales, designados que sean és-
tos por el Juez é interpuesta apelacion, deben remitirse los autos á la Au-
diencia, segun está declarado por el art. 1215 de la Ley de E. c.,» y de 
consiguiente, al conocer de ellos dicho Tribunal, procede con legitima 
competencia. (Sent. en cas. de 21 de noviembre de 1865 y 12 de junio 
de 1868.) 
La ley de E. c. no prescribe el trámite del emplazamiento en los espe - 
dientes de jurisliccion voluntaria sobre prestacion de alimentos provisiona- 
les, y de consiguiente no puede alegarse la falta de emplazamiento como 
motivo de casacion en la forma contra la sentencia dictada en dichos expe-
dientes. (Sent. en apel. de 20 de noviembre de 1867.) 
ARTICULO 1218. 
(V. pAg. 48, tomo 5.°) 
El art. 1218 de la ley de E. c., al prescribir que en el espediente de 
alimentos provisionales no cabe discusion ni sobre el derecho é percibir-
los, ui sobre su entidad, no se refiere á las pretensiones que tengan por 
objeto la cesacion de dichos alimentos por muerte del obligado á abonarlos. 
(Sent. en cas. de 5 de febrero de 1866.) 
Contra la sentencia que decide haber 6 no lugar á la prestacion de ali-
mentos provisionales, no procede el recurso de casacion en el fondo, se-
gun lo dispuesto en los artículos 1011 y 1014 de la Ley de E. c., por-
que con arreglo al 1218 queda reservado á las partes su derecho para 
ejercitarlo en juicio ordinario, y de consiguiente puede seguirse otro jui-
cio sobre los mismos alimentos con la calidad de permanentes, despues de 
obtenidos 6 negados con la de provisionales. (Sent. en apel. de 6 de se-
tiembre y 22 de octubre de 1866, 20 de noviembre de 1867,1.° de mayo de 
1868 y otras.) •
«La Ley de E. c., que al dar reglas para la sustanciacion de los actos 
de jurisdiccion voluntaria que no tienen nombro, determina que contra 
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las sentencias que dictaren las Audiencias se dá el recurso de casacion, en 
el título siguiente, que trata de los alimentos provisionales, dispone que 
en tales espedieutes no se permita discusion sobre el derecho á pedirlos 
ni sobre su entidad, pues cualesquiera reclamaciones que sobre lo uno 6 
lo otro se hicieren, se sustanciarán en juicio ordinario.» Por ello y por la 
esclusion de la regla 7.' del art. 1208, que no es aplicable á estos espe-
dientes para que no se hagan contenciosos, tiene declarado el Tribunal 
Supremo que las providencias relativas á prestaciones de dichos alimen-
tos no son definitivas en el sentido del art. 1011 de dicha ley, por quedar 
á salvo el juicio ordinario, y que no se dá contra ellas el recurso de casa-
ciou eu el fondo (Sent. en arel. de 24 diciembre de 1868.) 
Véanse tambien las sentencias de 30 de junio y 22 de octubre de 1866 
en el apéndice al art. 1208. 
TITULO III , 
DEI. NOMIIRAMIENTO DE TUTORES I' CURADORES, Y DEI. 
DISCERNIMIENTO DE ESTOS CARGOS. 
ARTÍCULO 1219. 
(V. pig. 55, tomo 5.°) 
Antes de la Ley de E. c., los guardadores testamentarios dados por el 
padre á sus herederos é hijos legítimos no habian menester que el Juez 
les discerniera el cargo para desempeñarlo válidamente, seguu se deduce 
de la ley 8.', tit. 16, Part. 6.', la cual exige dicho requisito solo para los 
casos en que el padre dá guardador I sus hijos simplemente naturales. 
(Sent. en cas. de 26 de abril de 1862.) 
Cuando las leyes de Partida hablan de guardadores, debe entenderse 
que se refieren á los tutores y curadores ad bona, y de manera alguna á 
los curaderes ad litem, cuya intervencion se halla limitada I representar 
en juicio á los menores. (Sent. en cas. de Ultramar de 17 de marzo 
de 1868.) 
Véase la sentencia de 29 de marzo de 1865, en el apéndice al articu-
lo 1270.) 
ARTÍCULOS 1226 á 1229. 
(V. pigs. 66 y 70, tomo 5.°) 
Cuando el juzgador estima que la abuela es incapaz para el desempeño 
de la tutela de sus nietos, y en su consecuencia nombra para este cargo á 
otro pariente, no pueden reputarse infringidas las leyes 2.', 4.' y 9.', títu-
lo 16, Partida 0.', que establecen las clases de tutela que reconoce el dere-
cho; la incapacidad de las mujeres para este cargo, escepto la madre y la 
abuela, y la preferencia de estas para los casos comunes de tutela legíti-
ma. Sobre dicha incapacidad debe estarse á la apreciacion de las pruebas 
hecha por la Sala sentenciadora, cuando sobre este punto no se  ha alega- 
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do infraccion de ley ni de doctrina; y no puede suponerse en tal caso que 
la ejecutoria haya determinado el negocio á su arbitrio, ni con infraccion 
del art. 1229 de la Ley de E. c. (Sent. en cas. de 26 de febrero de 1866.) 
«La ley 9.', tit. 16 de la Partida 6.', al prescribir que á falta de tutor 
testamentario y do madre y abuela de los menores deba recaer este cargo 
en el pariente más cercano, supone que éste reuna las cualidades necesa-
rias para su desempeño, segun la ley 4. del mismo título y Partida, por-
que en otro caso se (talla incapacitado para ello.» Corresponde 6 la Sala 
sentenciadora apreciar; en vista de las pruebas suministradas, si el pa-
riente reune dichas cualidades. (Sent. en cas. de 5 de abril de 1867.) 
No es doctrina admitida por la jurisprudencia de los tribunales la de 
que el nombramiento de tutor, aprobado sin oposicion y sin deducirse 
contra él recurso de alzada, tiene el carácter de asunto definitivamente 
terminado, y que, aunque existan vicios de nulidad, quedan subsanados 
cuando las partes los consienten; pues siendo tales nombramientos asunto 
de interés público, no pueden aplicárseles, en determidados casos, las 
doctrinas referentes al de los particulares. (Sent. en cas. de 20 de enero 
de 1865.) 
ARTÍCULOS 1231 6 1234. 
(V. pág. 76, tomo 5.') 
Antes de la Ley de E. c., con arreglo 6 la 13, tít. 16, Partida O.', si bien 
el curador no debla ser dejado en testamento, si lo fuere, y el Juez en-
tendiere que era útil al menor, debialo confirmar. Lejos de haber sido de-
rogada esta ley por la de E. c,. se halla confirmada expresamente en su 
art. 1231 y siguientes. (Sent. en cas. de 26 de abril de 1862, y la de 13 
de noviembre de 1868, estractada en el apéndice siguiente.) 
Véase la sentencia de 29 de marzo de 1865 en el apéndice al ar-
ticulo 1270. 
ARTÍCULOS 1243, 1244 y 1245. 
(V. págs. SS y 93, tomo 5.°) 
«El art. 1244 de la Ley de E. c. no exije, para la cumplida justifica-
cion cue ha de preceder á la declaration de incapacidad para administrar 
sus bienes, como requisito esencial el reconocimiento de facultativos, y 
por tanto ef juzgador puede prescindir de él en los casos en que no lo cree 
necesario.» (Sent. en cas. de 28 de diciembre de 1863.) 
«La ley 13, tit. 16, Partida 6.', para los efectos de la curatela, equipara 
á los incapacitados con los menores de 25 años, mayores de 14. Si bien 
por la referida ley se prohibe el nombramiento de curadores en testamen-
to, se exceptúa el hecho por el padre, el cual deberá siempre ser confir-
mado por el Juez si entendiere que es 6 pro del mozo. Lejos de haber si-
do derogada esta ley por la de E. c., se halla espresamente confirmada en 
su art. 4231, segun el cual 6 los curadores nombrados por el padre se les 
discernirá el cargo en los términos por el mismo prevenidos.» De consi-
guiente, cuando 6 juicio de la Sala sentenciadora, el nombramiento de cu-
rador ejemplar, hecho por el padre en testamento para su hijo demente, es 
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á pro de este, debe ser confirmado , sin que obste la disposicion de los 
arts. 1243 y 1245 de la Ley de E. c., que no pueden por ello reputarse 
infrinjidos. (Sent. en cas. de 13 de noviembre de  I 868.) 
En los espedientes de nombramiento de curador ejemplar no puede ad- 
mitirse la oposicion del interesado, para el efecto de 
eje plar 
 contenciosos 
y sustanciarlos en vía ordinaria, porque, segun el art. 1209 de la Ley de 
E. c., la regla 7.' del 1208 no es extensiva á los actos de jurisdicion vo-
luntaria, que tienen marcada en la misma Ley tramitaccion especial. 
(Sent. en apel. de 8 de noviembre de 1862.) —(Esta sentencia está de 
acuerdo con la doctrina espuesta en la pág. 87 del tomo 5.°) 
Si el nombramiento de curador ejemplar entraña vicio de nulidad 6 
concurren circunstancias que por la naturaleza especial de este cargo lo 
hacen ineficaz, el consentimiento del curador legitimo no puede subsanar 
los defectos en que se incurra contra lo que pro forma se exige por la 
ley, que coloca al demente, por su triste situacion, bajo la salvaguard la 
de la misma ley; y considerando este asunto de interés público, no pueden 
aplicarse a él, en determinados casos, las doctrines referentes al de los 
particulares, como la de que los vicios de nulidad quedan subsanados y 
desaparecen cuando las partes los consienten. (Sent. en cas. de 20 de enero 
de 1865.) 
ARTICULO 1247. 
(V. pág. 93, tome 5.°) 
El art. 1247 do la Ley de E. c. es referente al nombramiento de cura-
dor ejemplar que ha de hacerse por el Juez en defecto de los parientes 6 
de la aptitud de éstos ; y no puede tener aplicacion cuando hay un cura-
dor legitimo con aptitud legal. Sin que el pariente elegido tenga aptitud 
legal , uo hay términos hábiles para que pueda nombrarse con su consen-
timiento un curador que desempeñe el cargo hasta que cese el imped i-
mento temporal de aquel previsto por la Ley , pues en otro caso estarla en 
el arbitrio del pariente nombrado escluir é los siguientes llamados por 
ésta, haciéndola ilusoria en sus previsoras disposiciones. (Sent. en cas. 
de 20 de enero de 1865.) 
ARTÍCULO 1255. 
(V. pág. 100, tomo 5') 
Consentido por el tutor el auto por el que el Juez, en uso de su dere-
cho, nombró curador ad litem del menor, queda aquel legalmente inca-
pacitado para reclamar contra dicho nombramiento. (Sent. en cds. de 20 
de enero de 1863) 
Al curador para pleitos de un menor, nombrado judialmente por 
fallecimiento del que desempeñaba este cargo , no es lícito negar la per-
sonalidad de su antecesor, ni la firmeza de lo que con él se actuó, y quedó 
consentido y aprobado. (Sent. en cas. de 11 de febrero de 1864.) 
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ARTICULO 12 68.  
(V. pág. 113, tomo 5.1 
 
Los arts. 1268, 420 y 421 de la Ley de E. c. no contienen la prohibi-
cion de que presten fianza los curadores de pleitos, y de consiguiente no 
pueden reputarse infringidos, para fundar la casacion, por la sentencia  
que manda dar fianza á un curador de dicha clase. (Sent. en cas. de 21 de 
junio de 1862.) 
ARTICULO 1270. 
(V. pág. 114, tomo 5.°) 
El discernimiento judicial de los cargos de tutores y curadores es un  
requisito indispensable, cuya omision invalida la representacion legal de  
los mismos, y constituye la falta de personalidad espresada en la cau-
sa 2.' del art. 1013 de la Ley de E. c., siendo por tanto procedente el re-
curso de casacion fundado eu dicha falta. (Sent. en cas. de 29 de marzo  
de 1865 ) 
ARTICULO 1273. 
(V. pág. 120, tomo 5.°) 
 
Lo dispuesto en la regla 4.' del art. 1272 de la Ley de E. c., para obli-
gar á los tutores y curadores á que depositen en el establecimiento público  
destinado al efecto los sobrantes de las rentas y productos del caudal de  
los menores despues de cubiertos los gastos de alimentos y administra-
cion, no es aplicable á hechos anteriores á la promulgacion de dicha Ley;  
y en todo caso no se entiende, segun lo prevenido en el art. 1273, con  
los tutores 6 curadores nombrados por el padre con relevacion de fianzas. 
 
(Sent. en cas. de 3 de junio de 1864.) 
ARTÍCULOS 1274 y 1275. 
(V. pág. 130, tomo 5.°) 
El Juez que discernió la tutela es el competente para entender en las  
resultas de su ejercicio, y por lo tanto tambien en la dacion de cuentas de  
la misma, como consecuencia que son de ella. (Sent. en comp. de 7 de 
octubre de 1863.)  
ARTICULO 1276.  
(V. pág. 13e, tomo 5.°) 
Segun el art. 1276 de la Ley de E. c., la demanda de remocion de un  
tutor 6 curador no puede resolverse por un acto de jurisdiccion volunta- 
^ 
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ria: debe conocer de ella el Juez del menor, y con mayor motivo si es cl 
mismo que hizo el nombramiento del tutor, 6 discernimiento del cura-
dor de cuya remocion se trate. (Sent. en comp. de 18 de abril de 4863.) 
El conocimiento de la demanda de remocion de un curador ad litem 
corresponde al Juez que lo nombró. (Sent. en comp. de 15 de Setiembre 
de 1864.) 
TITULO IV. 
DE LOS DEPÓSITOS DE PERSONAS. 
ARTÍCULOS 1279 y 1280. 
(V. pág. 165, tomo 51 
Desde el momento en que el Juez de primera instancia del lugar don-
de se encuentra la persona que pide su depósito, practicadas las diligen-
cias prescritas en el art. 1280 de la Ley de E. c., las remite al que dicha 
persona dijo ser el de su domicilio, poniéndola é su disposicion, queda ul-
timado cuanto se refiere al depósito provisional interino, siendo todo lo 
demás de la competencia del que deba constituir y aprobar el definitivo. 
—Por mas que sea incuestionable que para esto es Juez competente el del 
domicilio, y que la mujer casada , mientras no haya declaracion de divor-
cio, no puede legalmente tener otro que el de su marido , si remitidas las 
actuaciones al que la mujer dijo tener esta cualidad, dicta este Juez las 
providencias coosiguientesti la constitucion del depósito definitivo, y lo 
ratifica en vista del testimonio de haberse presentado la demanda de  di-
vorcio , despues de consentido este auto no hay términos hábiles para dis-
putarle la competencia, ya se atienda é la naturaleza del asunto , ya al 
estado de las actuaciones. De nada sirve la protesta de incompetencia he-
cha por el marido al ser citado, si no obstante comparece ante dicho Juez 
y hace la eleccion de depositario, sin promover en forma la cuestion ju-
risdiçcional hasta despues de acordado y consentido el depósito definitivo. 
(Sent. en comp. de 10 de junio de 1868.) 
ARTÍCULOS 1283 é 1287. 
(V. pig. 169, tomo 5.°) 
aSegun la regla 14 del art. 1208 y el art. 1209 de la Ley de E. c., 
procede el recurso de casacion contra los fallos de las Audiencias sobre 
actos de jurisdiccion voluntaria relativos al depósito de mujer casada ; y 
solo es inadmisible, segun la doctrina de jurisprudencia consignada por 
este Tribunal Supremo, cuando se trata del depósito provisional, en cuyo 
caso las providencias no causan estado para los efectos del art. 101t de la 
misma Ley.» De consiguiente, debe ejecutarse sin dilacion todo lo relati-
vo al depósito provisional de la mujer casada y sus incidencias, hasta que 
tenga legítimo efecto el definitivo de que trata el art. 1297 de dicha Ley, 
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contra el cual podrá admitirse el recurso de casacion. (Sent. en apel. de 
28 de junio de 1865.) 
ARTICULO 1295. 
^ 	^ (V. p5g. 188, tomo 5') 
Si bien el Tribunal Supremo de Justicia tiene declarado con repeticion 
que no se dá el recurso de casacion contra la providencia que solo decide 
provisional é interinamente sobre el depósito de mujer casada que ha in-
tentado 6 se propone intentar demanda de divorcio , esta declaracion no 
es aplicable al caso en que se resuelve el alzamiento del depósito y la res-
titucion de la mujer á la casa de su marido, pues esta providencia pone 
término á la cuestion litigiosa é impide de hecho la continuation del jui-
cio, y por tanto procede contra ella la admision de dicho recurso , en vir-
tud de lo que se dispone en la regla 14 del art. 1208 de la Ley de E. c. 
(Sent. en apel. de 1 1 de diciembre de 1867.) 
ARTICULO 1297. 
(V. p5g. 188, tomo 5.°) 
«Aun cuando el depósito permanente de una mujer casada, á quien 
haya sido admitida la demanda de divorcio por el Tribunal eclesiástico, se 
halle constituido principalmente en favor de ésta, y deba por lo tanto ve-
rificarse en persona de su entera confianza, el depositario, en el hecho 
de admitir el depósito, contrae obligaciones, de cuyo fiel y exacto cumpli-
miento debe responder en su dia, ante el juzgado que le nombró. En este 
supuesto, la facultad que por el art. 1297 de la Ley de E. c. se concede d 
la mujer para designar la persona, en cuyo poder quiera ser'depositada, 
no es ni puede ser absoluta, sino limitada á los vecinos del rádio jurisdic-
cional del Juez que la depositó. A mayor abundamiento, la Ley de E. c., 
como de procedimientos, no ha derogado la jurisprudencia constantemen-
te observada sobre esta materia por los tribunales, fundada en el espíri-
tu de las leyes recopiladas.» De todo ello se deduce que el citado articu-
lo 1297 no puede reputarse infringido por la sentencia que manda á la 
mujer casada, depositada provisionalmente, que si quiere constituirse en 
depósito permanente elija para depositario un vecino del territorio del 
juzgado que conoce del asunto. (Sent. en cas. de 30 de junio de 1866.) 
.En el mero hecho de suponerse por dicho art. 1297 que el marido 
puede oponerse al nombramiento de depositario designado por su mujer, 
se le reconoce personalidad para ello,» y no está por tanto comprendido 
en el caso de la regla 8.' del  120R. (Idem.) 
«Hecha oposicioo por el marido á la persona designada por su mujer 
para depositario, y desestimada por el inferior su reclamacion , la facultad 
concedida á este por el referido art. 1297 para calificar las circunstancias 
y cualidades de aquel, se trasmite al superior, mediante apelacion admi-
tida en ambos efectos.» (Idem.) 
Véase la sentencia de 28 de junio de 1865, en el apéndice al articu-
lo 1283. 
TITULO V. 
DEL DESLINDE Y AMOJONASHENTO. 
(V. p5g. 238, tomo 5.°) 
No tenemos conocimiento de resolucion alguna, ni legislativa ni de 
jurisprudencia, que modifique 6 esplique las disposiciones de la Ley de E. c. 
relativas al deslinde y amojonamiento , ni tampoco la doctrina que espusi-
mos al comentarlas; pero se han dictado algunas referentes á las cosas 6 
terrenos, cuyo deslinde corresponde é la Administracion, que conviene 
mencionar aquí, para completar lo que sobre esta materia se esposo en las 
páginas 236 y sigs. del tomo 5.° Las citaremos por el mismo Orden allí es-
tablecido. 
Montee públieos. —Por la ley de 24 de mayo de 1863, dictando re-
glas para la conservacion, fomento y aprovechamiento. de los montes pú-
blicos, se dividieron estos, para los efectos de la propia ley, en las dos 
clases siguientes: 1.' , montes del Estado; y 2.`, montes de los pueblos y de 
los establecimientos públicos. En el art. 7.° se ordena lo siguiente: «Se 
procederá inmediatamente al deslinde y amojonamiento de todos los mon-
tes públicos por cuenta de sus respectivos dueños.» Y el art. 14 dice así: 
«Los montes de particulares no estarán sometidos é mas restricciones que 
las impuestas por las reglas generales de policía. Cuando los tuvieren sin 
deslindar inmediatos é algun monte público, quedarán sometidos é las 
disposiciones que con arreglo á las leyes dictare la Administracion para 
promover el deslinde administrativo y para garantir hasta su ejecucion los 
intereses públicos.» 
Por Real decreto de 17 de mayo de 4865 se aprobó el Reglamento para 
la ejecucion de dicha ley. Su art. 1.° dice así: «Para los efectos de la ley 
de 24 de mayo, de 1863, se reputan montes públicos, no solo los del Esta-
do, los de los pueblos y corporaciones que dependen del Gobierno, escep-
tuados de la desamortizacion en virtud de lo dispuesto en la misma ley y 
en las de 1.° de mayo de 1855 y 11 de julio de 4856, sino tatnbien los que, 
declarados enajenables, no hayan pasado todavía idominio particular.» De 
suerte que para los efectos del deslinde siguen comprendidos en estas dis-
posiciones todos los montes públicos, como lo estaban anteriormente Por 
el art. 2.0 'y sigs. hasta el 16 se manda formar un catálogo que comprenda 
con distincion los montes que sean propiedad del Estado en cada provin-
cia, y los que pertenezcan á pueblos 6 establecimientos públicos; pero tan 
solo de los montes esceptuados de la venta, que son los de pinos, robles 6 
hayas, y además en Canarias los de laureles y brezos: se dan reglas para 
reclamar, tanto por la vía gubernativa como por la contenciosa, contra la 
pertenencia designada á un monte en el catálogo, cuyas reclamaciones han 
de dirigirse al Ministro de Fomento, con alzada al Consejo de Estado, hoy 
á la Sala 3.' del Tribunal Supremo de Justicia, cuando se refieran á mon-
tes, cuya propiedad se atribuya al Estado 6 á corporaciones dependientes 
de la Administración central, y eu los demás casos al Gobernador de la 
provincia, con alzada al Consejo provincial, hoy d la Sala 1.' de la Audien-
cia respectiva; y se reservan á los Tribunales de justicia las cuestiones de 
propiedad. 
El titulo 2.° de dicho Reglamento trata del deslinde de los montes pú-
blicos. Sus disposiciones, que modifican y dejan sin efecto las del Real de-
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creso de 1.° de abril de 1848, que se insertaron en las págs. 249 y sigs. del 
tomo 5.' dicen así: 
«Art. 17. Corresponde á la Administracion el deslinde de todps los 
montes públicos, debiendo hacerse esta operacion segun las prescripciones 
contenidas en los artículos siguientes. 
Art. 18. Los Ayuntamientos y corporaciones promoverán el deslinde 
de los montes de su pertenencia, y cuando no lo verifiquen, lo acordarán 
de oficio los Gobernadores. 
Art. 19. Procurarán éstos que se vayan haciendo los deslindes segun 
lo consientan las demás imprescindibles atenciones facultativas del remo, 
dándoles, sin embargo, la mayor preferencia á fin de garantizar las propie-
dades. 
Art. 20. Podrán los Gobernadores declarar en estado de deslinde cual-
quier monte público, siempre que por la colindancia con otros de particu - 
lares hubiere peligro de invasiones en el mismo. Esta declaracion se pu-
blicará en los Boletines oficiales, cuidando despues de que con toda la 
premura que el servicio permita se incoe y sustancie el espediente para el 
deslinde. 
Art. 21. A toda diligencia de .deslinde precederá una memoria en que 
se demuestre la utilidad y conveniencia de esta operacion para fijar cou 
toda exactitud la linea divisoria entre el monte que ha de deslindarse y los 
terrenos confinantes de los particulares. Se fundará principalmente esta 
memoria en los títulos de propiedad, informaciones, reconocimientos y de-
más antecedentes que comprueben la procedencia, el dominio, la estea-
siou y circunstancias del prédio. Cuando tales documentos no existiesen, 
se acreditará en su defecto la posesion no disputada en que vengan el Esta-
do, el municipio 6 el establecimiento público. 
Art. 22. Los Gobernadoras anunciarán al público con dos meses de 
anticipacion, por medio del Boletin oficial y por edictos fijados en los pue-
blos donde radiquen los montes, el deslinde de éstos, espresando el dia en 
que deberá tener lugar.—Dispondrán igualmente que sean citados perso-
nalmente los dueños de los montes y los de los terrenos colindantes; 6 los 
administradores, colonos 6 encargados de éstos, previniendo que se es-
tiendan y firmen las notificaciones eu debida forma.—Para el efecto de este 
artículo se reputan dueños y deberán ser citados en la persona de los Al-
caldes, los Ayuntamientos, y eu la de los administradores 6 encargados, las 
corporaciones 6 establecimientos á quienes pertenezcan los montes.—Los 
Alcaldes podrán delegar esta represeutaciou eu un Regidor del Ay unta -
iuiento.—El Estado se entenderá siempre representado respecto de sus 
montes por el Ingeniero Jefe de la provincia. 
Art. 23. Los que se conceptúen con derecho á la propiedad de un mon-
te calificado como público presentarán, dentro de los primeros 30 dies del 
plazo señalado en el articulo anterior, su reclamacion justificada á la Au-
toridad, para los efectos que espresan los arts. 4.', 5.', 6.', 7.°, 8.°, 9; y 
10 de este Reglamento. 
Art. 24. Cuando la propiedad del monte, objeto del deslinde, esté ya 
declarada al tenor de los articulos citados, no se admitirá nueva reclama-
cion acerca de ella, y la memoria de que habla el art. 21 se circunscribirá 
á la conveniencia del deslinde, haciendo espresion de los terrenos colin-
dantes y de sus dueños. 
Art. 25. Presentada alguna reclamacion sobre la pertenencia de un 
monte que no haya sido declarada anteriormente, se suspenderá la ope-
racion de deslinde hasta que no resulte ser aquel de carácter público: mas 
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si no se presenta reclamacion alguna, se llevará á efecto dicha operacion 
en la época señalada. 
Art. 26. Los dueños particulares de los terrenos colindantes al mon-
te público que se vaya á deslindar, podrán presentar todas las instruccio-
nes y datos que á su derecho convenga y se refieran á la cabida, los limi- 
tes, la propiedad 6 la posesion y demás circunstancias de sus fundos, pro- 
curando la mayor exactitud y claridad en la ordenacion ne estos compro-
bantes.—Dichos documentos 6 copia autorizada de los mismos se unirán 
al espediente de apeo cuando alguno de los referidos dueños no so confor-
mase con la limitacion marcada por el perito. En otro caso se devolverán 
concluida la operacion al interesado. 
Art. 27. Seis días entes por lo menos del señalado para dar principio 
á la operacion, el Ingeniero 6 perito encargo de practicarla pondrá en co-
nocimiento de todos los interesados en ella la hora y punto á que deberán 
acudir el dia prefijado.—La falta de asistencia de los citados les privará 
de todo derecho para reclamar contra el deslinde que se practique , como 
no se justifique que fué debida é causas involuntarias y de todo punto in-
evitables é invencibles.—Si se justificase este estremo, podrá rectificarse 
y comprobarse la operacion el dia que el Gobernador señale. 
Art. 28. La fijacion de los límites empezará por el punto mas avanzado 
del perímetro del monte que se encuentre hácia la parte Norte, desde don-
de seguirá la línea divisoria al Este, corriendo despues al Sur y siguiendo 
por el Oeste á terminar en el punto de partida. En cada punto de inter-
seccion de las lineas que forman en su encuentro ángulos entrantes 6 sa-
lientes sobre el contorno mismo del monte se fijarán piquetes que lo de-
marquen con precision, designando cada uno de ellos con un número. 
Art. 29. El Ingeniero 6 perito encargado del deslinde procurará ter-
minar per avenencia y conciliacion de las partes interesadas las diferen-
cias que puedan ser motivo de reclamation posterior. Si no lo consiguie-
re, admitirá las protestas que se hagan, sin suspender por eso la ope-
racion. 
Art. 30. Cuando las diferencias á que se contrae el articulo anterior 
sean de alguna entidad y puedan influir en el valor del monte que se des-
linde 6 en el de los terrenos confinantes, se tomará acta de ellas para que 
puedan ser apreciadas al aprobarse el deslinde. 
Art. 31. De la operacion en general del deslinde se estenderá un acta, 
en la que, haciéndose mencion de cuanto se hubiese ejecutado, so espresa-
rán con la debida separacion los límites del monte por la parte que confine 
con cada uno de los terrenos de otros dueños. El acta la firmarán el Inge-
niero 6 perito y las personas interesadas en el deslinde, uniéndosele las 
protestas y reclamaciones que se hubiesen presentado. Si algun interesado 
se negara á firmar, no por eso tendrá menos validez el documento siem-
pre que se haga constar la negativa por medió de diligencia. 
Art. 32. Tambien se unirá al acta de deslinde un plano del monte des-
lindado en la escala que fije la Administracion, espresándose con la debida 
distincion y claridad cada una de las propiedades colindantes, los puntos 
donde se hayan colocado los piquetes y el número de Orden que tenga 
cada uno. 
Art. 33. El perito encargado de la operacion remitirá el espediente con 
todos los datos que quedan espresados al Gobernador de la provincia por 
conducto del Ingeniero Jefe de montes de la misma, acompañado de un 
informe en que deberá esplana ^ ^las razones que haya tenido para admitir 
las pretensiones de los interesados y todo lo demás que conduzca á formar 
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un juicio exacto de cuanto se hubiese practicado.—De haber elevado el 
espediente á la Superioridad dará el Ingeniero el oportuno conocimiento 
inmediatamente á Pos dueños de los terrenos colindantes con el monte pú-
blico que se hubieren mostrado parte en la operacion, y al Ayuntamiento 
6 representante del establecimiento á que el monte deslindado pertenezca, 
para que puedan hacer las reclamaciones que á su derecho 6 á sus intere- 
ses convengan. 
Art. 34. A fin de que las corporaciones y particulares á que se con-
trae el segundo párrafo del artículo precedente no puedan alegar igno-
rancia, fundando su falta de presentacion en no haber recibido aviso del 
perito, tan pronto como los Gobernadores reciban el espediente de deslin-
de de un monte, lo anunciarán en el Boletin oficial, señalando un plazo 
que no, esceda de 15 dies para que los que tengan algo que esponer ante 
su autoridad contra la operacion practicada, lo verifiquen en dicho impro-
rogable término. 
Art. 35. El Gobernador, teniendo presente lo actuado y las protestas 
6 reclamaciones que se hayan producido en el acto de la operacion, 6 pos-
teriormente dentro del plazo que marca el artículo anterior, aprobará 6 
desaprobará, oido el Consejo provincial, el deslinde practicado.—Si lo des-
aprobare, lo mandará practicar de nuevo por on perito distinto, con arre-
glo á las instrucciones que dicte, prévia audiencia, el Ingeniero Jefe de 
montes de la provincia. 
Art. 36. Las cuestiones á que dé orígen el deslinde y amojonamiento 
de los montes pertenecientes al Estado, i' los pueblos 6 á los estableci-
mientos públicos, cuando pasen á ser contenciosas, serán de la competen-
cia de los Consejos provinciales, reservando las demás cuestiones de de-
recho civil á los tribunales competentes. 
Art. 37. Aprobado el deslinde por el Gobernador y notificado á las par-
tes interesadas, se procederá al amojonamiento del monte, si no se hubie-
re interpuesto reclamacion por la vía contenciosa.—En otro caso se sus-
penderá hasta que recaiga fallo ejecutorio. 
Art. 38. Para la operacion del amojonamiento se citará á todos los in-
teresados en los términos prescritos en el art. 22; pero reduciendo los 
plazos de manera que pueda tener lugar dentro de los 10 dias siguientes 
al de la notificacion de la aprobacion del deslinde.—Los hitos maestros se-
rán precisamente de piedra 6 mampostería, y se colocarán en todos los 
puntos donde anteriormente se hubieren fijado los piquetes. Cuando para 
establecer una completa separacion entre el monte público y las propie-
dades limítrofes y evitar toda clase de dudas en lo sucesivo se considere 
conveniente colocar algunos mojones intermedios, se procurará que estos 
se distingan bien de los hitos maestros. 
Art. 39. Los dueños de los terrenos confinantes con el monte público 
deslindado que quisieren rodearlos con cerca 6 zanja é lo largo de los lími-
tes demarcados podrán hacerlo, siempre que lo verifiquen dentro de su 
propio término, sin ocupar parte alguna del monte colindante ni causar á 
éste perjuicio alguno, so pena de indemnizar los que causen. 
Art. 40. Se respetará la posesion de aquellos terrenos considerados 
como de propiedad particular que hubieren quedado dentro de los límites 
señalados al monte público deslindado, mientras los Tribunales de justi-
cia no declaren por sentencia firme el derecho de propiedad á favor del 
Estado 6 corporacion administrativa á quien se atribuye el monte de que 
se trate. 
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públicos, no podrán desde que estos se hayan declarado en estado de des- 
linde, hacer ninguna clase de cortas en toda la estension 6 faja de terreno 
que en cada caso se señale por el Ingeniero.—Cualquiera reclamation con-
tra este señalamiento se resolverá por el Gobernador con audiencia del 
Consejo provincial, quedando á las partes el recurso de alzada para ante el 
Ministerio.—Los demás aprovechamientos podrán tener lugar con sujecion 
al artículo siguiente.  
Art. 42. El Ingeniero de montes 6 el perito en union de otro que de-
signe el interesado, y de un tercero en caso de discordia nombrado por el 
Juez de primera instancia del *tido, determinarán la especie y cantidad 
de les productos que, no siendo la corta de árboles, puedan utilizarse sin 
daño 6 menoscabo de los montes.—Terminado el aprovechamiento se re-
conocerá de nuevo la finca por los mismos peritos, y si hubiere habido al-
gun esceso por parte del poseedor, 6 se hubiere causado algun daño, se ta-
sará su importe y se estenderá la correspondiente acta, que se elevará al 
Gobernador para los efectos que procedan en el caso de que el Estado, los 
pueblos 6 las corporaciones administrativas resulten despues con derecho 
á tales aprovechamientos. 
Art. 43. Cuando por resultado del deslinde se reconociere á favor do 
un particular la propiedad del terreno respecto del cual se hubiere limita-
do la libertad de los aprovechamientos, se alzará la prohibicion impuesta; 
pero si el reconocimiento de la propiedad fuere solo de una parte, subsisti • 
rá la prohibicion en cuanto al resto, mientras en la via contencioso-admi-
nistrativa 6 en la de los tribudales, segun los casos, no sea vencida la Ad-
ministracion. 
Art. 44. Todo lo que queda dispuesto sobre deslinde de los montes 
públicos, tendrá igualmente aplicacion á los esceptuados de la desamorti-
zacion con arreglo á las leyes. El apeo de los que estuvieren sujetos á la 
venta se verificará con sujecion á las prescripciones del derecho comun, 
6 á las que dictare la . Hacienda con el fin de poderlos sacar pública su-
basta. 
Art. 45. Los dueños de los terrenos confinantes con montes públicos, 
esceptuados de la venta y no deslindados, podrán reclamar de la Adminis-
tracion que proceda á su deslinde. En tal caso deberá verificarse el apeo á 
la mayor brevedad, y como si fuere acordado de oficio 
Art. 46. Cuando hubiere presuncion fundada de que un monte consi-
derado como de dominio particular, y que no confine con otro reconocido 
como público, ha sido usurpado en todo 6 eu parte al Estado, ó los pueblos 
6 establecimientos públicos, la reclatnacion de su propiedad, por el que 
entienda tener derecho á ella, se hará ante los Tribunales de justicia con 
arreglo á las leyes del fuero comun.—La Autoridad, funcionario 6 corpo-
racion administrativa I quien se denuncie la presuncion á que se contrae 
el párrafo anterior, y no promueva inmediatamente el espediente justifica-
tivo 6 la accion que proceda, previa la correspondiente autorizacion en 
caso de ser necesaria, será responsable se los perjuicios que al Estado, á 
los pueblos 6 d las corporaciones se sigan de su incuria. 
Art. 130. Los montes particulares, inmediatos ú otros públicos, que 
estén sin deslindar, quedarán sometidos, solo para dicho efecto, á las dis-
dosiciones de este Reglamento. 
Art. final. Quedan derogadas todas las disposiciones anteriores I la ley 
de 24 de mayo de 1863 yá . este Reglamento, que se opongan d su tenor.» 
Carreteras y dem as servidumbres públicas.—La ley mu- 
nicipal de 21 de octubre de 1868 concede I los Ayuntamientos las mis- 
TITULO VI. 
DE LAS INFORMACIONES PARA DISPENSA DE LEY. 
ARTICULO 1336. 
(V. pág. 292, tomo 5.') 
Ultramar.—Por Real decreto de 9 de octubre de 1867 se dispone, 
q,ue al aplicar la Ley de E. c. en las islas de Cuba y Puerto-Rico, el ar-
ticulo 1336 de la misma se sustituya con el siguiente: 
Art. 1336. «Los que soliciten alguna dispensa de las comprendidas en 
el artículo anterior, acudirán directamente á la Audiencia territorial res-
pectiva, presentando en ella la solicitud y documentos en que la funden. 
Si las instancias se presentasen directamente al Gobierno, se dirigirán por 
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mas facultades que antes tenian para la conservacion y rectificacion de los 
caminos, veredas y demás servidumbres comunales, declarando inmedia-
tamente ejecutivos sus acuerdos, fuera del caso en que, por causar perjui 
vio á tercero, sean reclamados; pero sin que puedan los Jueces admitir 
interdictos de retener y recobrar, ni de obras nueva y vieja contra las 
providencias administrativas.de los Ayuntamientos y Alcaldes, dictadas, 
como las de que se trata, dentro del círculo de sus atribuciones (arts. 50 
námero 10, 51 núm. 6.', 56 y 57). Y por la ley orgánica provincial de la 
misma fecha se conceden á las Diputaciones provinciales iguales atribucio-
nes respecto á las carreteras y demás servidumbres públicas de la provin-
cia (art. 14, núm. 21). De suerte que sobre esta materia no se ha hecho 
novedad, y debe estarse á lo que se espuso en las págs. 244 y siguientes 
del tomo 5.' 
Términos divisorios de los pueblos.—Segun el art. 20 de 
la ley orgánica provincial de 21 de octubre de 1868, las Diputaciones 
.provinciales han de ser necesariamente oidas sobre la demarcacion de los 
mites de la provincia y de los partidos judiciales; y sobre la de los pue-
blos, han de ser oidor los Ayuntamientos interesados, correspondiendo la 
resolucion gubernativa á la Diputacion provincial con aprnbacion del Go-
bierno, conforme á los arts. 3.' y 4.' de la ley municipal de la propia fe-
eha. En lo demás no se ha hecho novedad, y debe estarse tambien á lo que 
se esposo en la pág. 249 y siguientes del tono 5.' 
Ulinas.—Tampoco se ha hecho novedad sobre esta materia en la nue - 
va ley de minas de 4 de Marzo de 1868 y Reglamento de 24 de junio si -
guiente, cuyas disposiciones sobre la autoridad y jurisdiccion en minería 
pueden verse en las págs. 658 y siguientes de este tomo; ni en el decreto 
del Gobierno provisional de 29 de diciembre de 1868 estableciendo bases 
generales para la nueva legislacion de minas. Véase por tanto lo que se 
dijo en la pág. 253 y siguientes del torno 5.' • 
Téngase presente, por último, que en todos los casos de deslinde y 
amojonainieuto antes indicados, cuando tenga que reclamarse por la vía 
conteeciora, deben conocer en el dia las Salas primeras de las respectivas 
Audiencias y la tercera del Tribunal Supremo de Justicia, á las cuales se 
ha encargado la jurisdiccion contencioso-administrativa, de que antes co-
nocian los Consejos provinciales y el de Estado. Véase lo que sobre esta 
materia se espuso en la pág. 654 y siguientes de este tomo. 
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el Ministerio de Ultramar bajo simple cubierta á la Audiencia correspon-
diente.» 
La modifcacion de este artículo, hecha para evitar las dilaciones y 
perjuicios de acudir directamente al Gobierno los que residen en Ultramar, 
exile Cambien necesariamente, para ponerlos en armonía, la del 1337, sus-
tituyendo á las palabras Real órden, las de Orden de la Audiencia; de 
suerte que este artículo deberá entenderse redactado para Ultramar del 
modo siguiente: «Recibida en el Juzgado la Orden de la Audiencia, se pro-
cederá á darle cumplimiento, haciendo saber al que la haya obtenido, dé 
la inforinacion que se requiera sobre los hechos en la misma orden preve-
nidos.» Véase el comentario de dichos artículos , y téogese presente que 
las Audiencias conocen de estos asuntos en Sala de gobierno. 
TITULO VII. 
DE LAS HABILI7;ACIONES PARA COMPARECER EN JUICIO. 
ARTICULO 1351. 
(V. pág. 331, tomo 5.") 
Segun la ley 13, tit. 1.°, lib. 10, Nov. Rec., cuando el marido, sin mo-
tivo fundado, niega á su mujer la licencia para contratar y hacer lo que 
legalmente oo podría sin tal requisito, la autoridad judicial puede compe-
lerle, y otorgarla con conocimiento de causa, supliendo su consentimien-
to si se resistiere é ello. Si el marido negó dicha licencia en acto concilia-
torio, y resistiéndose á darla sostiene uu litigio hasta interponer en él re-
curso de casacion, no puede decir que no ha sido compelido, ni invocar la 
infracciou de la ley antes citada para apoyar dicho recurso. (Sent, en cas. 
de 12 de mayo de 1866.) 
«La ley 41, tit. i.°, lib. 10 de la Nov. Rec. prohibe á la mujer casada 
presentarse en juicio sin licencia de su marido; y si bien la ley 13 de los 
citados título y libro faculta al Juez para concederle dicha licencia, si 
compelido aquel no se la otorga, la misma ley requiere el conocimiento 
de mediar causa legítima ó necesaria para que pueda adoptarse tal deter-
ulinacion. Legalmente no puede suponerse que dicha causa legítima ó 
necesaria existe solo por la separacion temporal de los consortes, ni por 
consecuencia del depósito interino de la mujer casada, decretado d su 
instancia como medida preventiva, cuando se propone intentar 6 tiene ya 
entablada demanda de divorcio; porque, para privar al marido de la repre-
seniacion y derechos que por las leyes le corresponden, como jefe de la so-
ciedad conyugal, entre ellos el de comparecer en juicio en defensa de lus 
que asistir puedan á su mujer, es indispensable, mediando justos motivos 
acreditados, que as( se declare por ejecutoria.» De consiguiente, se infrin-
gen las leyes citadas, cuando uo negándose el marido á representar eu jui-
cio á su mujer, se concede á ésta autorizacion para litigar sobre sus bienes 
paraferuales sin licencia de aquel, estimando como justa causa la de tener 
entablada demanda de divorcio, y procede por tanto la casacion de la sen-
teucia. (Sent. en cas. de 14 de noviembre de 1868.) 
Véase la sentencia de 3 de junio de 1865, estractada en la pág. 677 
de este tomo. 
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TÍTULO VIII. 
DE LAIS INFORMACIONES PARA PERPETUA MEMORIA. 
ARTICULO 1 359. 
(V. pig. 356, tomo 5.") 
Gobernacion.—Por Real Orden de 2 de diciembre de 1863 se man-
dó, que en los espedientes que, conforme ó la de 30 de junio de 1862, 
promuevan los ayuntamientos en solicitud de legitimacion de roturaciones 
arbitrarias, 6 para confirmar repartimientos de terrenos de propios, las in-
formaciones de testigos que deben acompañarse, segun lo prevenido en 
otra Real Orden de 4 de noviembre del mismo año 1862, para justificar la 
época en que se hubieren hecho los repartimientos ó roturaciones, se ins-
truyan ante los Jueces de primera instancia respectivos, con intervention 
del Promotor fiscal, considerándolas comprendidas en las que la Ley 
de E. c. llama para perpétua memcria; y no en las que para otro caso au-
toriza el art. 397 de la Ley Hipotecaria. 
h aciendla.—Por circular de la Direccion general de Propiedades y 
Derechos del Estado de 1S de junio de 1864, resolviendo una consulta del 
Gobernador de Granada sobre la inteligencia de otra circular de 12 de oc-
tubre de 1862, se declaró que las informaciones judiciales, que ban de 
acompañarse á los espedientes de escepcion de venta de bienes de aprove-
chamiento comun, como medio supletorio á los titulos de propiedad, deben 
practicarse en los respectivos Juzgados de primera instancia , conforme á 
lo prevenido en el tit. 8.°, 2.' parte de la Ley de E. c., para las informa-
ciones de perpétua memoria y en la regla 1.' del art. 1208, oyendo preci-
samente al Promotor fiscal, corno se ordena en la regla 5.' del mismo ar-
ticulo y en el 1361, cuyo funcionario deberá asistir tambien á la compulsa 
de los documentos que se presenten, é los tines que espresa el art. 1340 
de dicha Ley. 
ADVERTENCIA.—No se ha dictado disposicion alguna, que 
deba insertarse en este apéndice, con referencia á las materias de 
que tratan los títulos 9.° y siguientes hasta la conclusion de esta 2.' 
parte de la Ley de Enjuiciamiento civil, pues si bien se han publi-
cado algunas sentencias sobre testamentos y ventas de bienes de 
menores, vienen á confirmar la jurisprudencia establecida en otras 
anteriores, de que ya se hizo mérito en los respectivos comentarios, 
Puede verse, s in embargo, la sentencia de 6 de Noviembre de 
(867 (Col. leg., n.° 91) en la que se ventiló la cuestion sobre la 
competencia para conocer de la querella de inoficioso testamento 
deducida contra el otorgado por un español en país estranjero, 
donde estaba domiciliado, pero sin haber adquirido carta de natu-
raleza. El Tribunal Supremo declaró que, si bien el testamento 
habia sido otorgado válidamente, arreglandose al estatuto formal, ó 
sea álas solemnidades exigidas en el país donde testó, y el tribunal 
• 
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estranjero habia sido competente para todas las actuaciones de 
apertura del testamento , y para dictar las oportunas providencias 
respecto á su registro y á la conservacion y seguridad de los bienes, 
no lo era para prevenir el juicio de testamentaría, ni para conocer 
de las cuestiones jurídicas que afectan á lo intrínseco del testa-
mento; pues el conocimiento de tales cuestiones corresponde al tri-
bunal del país de donde era ciudadano el testador y son vecinos sus 
herederos, y con mayor motivo si rige el estatuto personal por con-
sistir la herencia en bienes muebles. 
TITULO ADICIONAL (1). 
DEL PROCEDIMIENTO PARA LOS ACTOS DE JURISDICCION 
VOLUNTARIA EN NEGOCIOS DE COMERCIO. 
Artículo 1.° Las actuaciones judiciales á que se refieren los 
artículos 121, 122, 148, 149, 151, 208, 230, 593, 644, 669, 670, 
674, 679, 745, 781, 794, 940, 945, 946, 947, 948, 974, 976, 977, 
986, 988, 990, y cualesquiera otros (2) q Il e tengan por objeto ha-
cer constar hechos que puedan interesar 1Flos que promuevan in- 
(1) En la advertencia de la pág. 931 de este tomo se insertó el art. 28 
del decreto de 6 de diciembre de 1868 estableciendo la unidad de fueros, 
por el que se ordena que al final de la 2. 0 parte de la Ley de E. c. se 
ponga como título adicional y con numeracion separada , el art. 16 del 
mismo decreto. En cumplimiento de esta . disposicion se inserta aquí el 
presente título adicional, al que hemos creido le correspondía el epígrafe 
que lleva, aunque nada se lia prevenido sobre esto. Pero , sin duda por 
descuido de redaccion, cosa algo frecuente en dicho decreto, se habla solo 
del art. 16 , no obstante que el 17 y 18 son parte integrante de este mismo 
titulo y necesariamente deben incluirse en él , como que el 17 es una es-
cepcion á la regla general del 16 en cuanto á competencia, y el 18 ordena 
el procedimiento. Los iy,cluirámos por tanto , pues de otro modo quedarla 
incompleta esta materia.—Iguales disposiciones contienen los arts. 15, 16 
y 17 del decreto de 1.° de Febrero de 1869, estableciendo tambien la uni-
dad de fueros en Ultramar. 
(2) Del Código de Comercio, como se añade en el decreto de Ultramar, 
pues pertenecen á dicho Código todos los artículos aquí citados. Como sou 
diferentes, en su objeto y en los procedimientos , los casos á que se refie-
ren, no podrá ordenarse el que corresponda en cada uno de ellos, dentro 
de las reglas que establece el art. 3.° del presente título, sin tener á la 
vista el artículo que haya de aplicarse. Por esto los insertamos á conti-
nuacion, unos literalmente, y otros en estracto, 6 en la parte necesaria á 
dicho fin, agregando en el lugar correspondiente los arts. 652 y 991 del 
mismo Código, que aunque no han sido citados espresamente, están tam-
bien comprendidos en la disposicion á que se refiere esta nota , como 
TOMO V. 	 128 
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formaciones sobre ellos en negocios de comercio, se practicarán en 
los Juzgados de primera instancia. (Es el art. 46 del decreto de Ei 
de Diciembre de 1868, y el 46 del de 4.' de Febrero de 4869.) 
cualesquiera otros , que autoricen la justificacion de algun hecho. Dispo-
nen lo siguiente:  
Art. 121. Si el que ha remitido á otro en comision efectos de comercio  
no provee de nuevo encargado luego que recibe el aviso del comisionista  
de haber rehusado la comision, «acudirá éste al Juez de primera instancia  
en cuyaurisdiccion se hallen existentes los efectos recibidos, el cual de- 
cretará desde luego su depósito en persona de su confianza , y mandará  
vender los que sean suficientes para cubrir el importe de los gastos su-
plidos por el comisionista en el recibo y conservacion de los mismos  
efectos.»  
Art. 122. «Igual diligencia debe practicar el comisionista cuando el  
valor presunto de los efectos que se le hayan consignado no pueda cubrir  
los gastos que tenga que desembolsar por el trasporte y recibo de ellos , ,y 
 
el Juez acordará en este caso desde luego el depósito , mientras que en  
juicio instructivo, y oyendo á los acreedores de dichos gastos, .y al apo-
derado del propietario de los efectos, si se presentare alguno , se provee  
su Venta.»  
Art. i 48. (Cualquiera que sea la causa que produzca alguna alteracion 
perjudicial en los efectosue un comisionista tiene por cuenta de su co- 
mitente , debe hacerla co ^tar en forma legal sin pérdida de tiempo, y po-
nerla en noticia del propietario.» 
Art. 449. «Las mismas diligencias debe practicar el comisionista siem-
pre que al encargarse de los efectos que le hayan sido consignados notare 
que se hallan averiados, deteriorados y en distinto estado del que conste 
eu las cartas de portes 6 fletamentos, ó de las instrucciones que le haya 
comunicado el propietario »  
Art. 151. «Si ocurriere en los efectos encargados á un comisionista al-
guna alteracion que hiciere urgente su venta para salvar la parte posible 
de su valor, y fuese tal la premura que no haya tiempo para dar aviso al 
propietario, y aguardar sus órdenes, acudirá el comisionista al Juez de 
primera instancia , el cual autorizará la venta con las solemnidades y pre-
cauciones que estime mas prudentes en beneficio del propietario.» 
Art. 208. Cuando espresamente no se ha convenido lo contrario, (se-
rán de cuenta del propietario todos los daños y menoscabos que sobreven-
gan á sus géneros, durante el trasporte, por cate fortuito inevitable, por 
 
violencia insuperable, 6 por naturaleza y vicio propio de los mismos géne-
ros, quedando á cargo del porteador probar estas ocurrencias en forma le-
gal y suficiente. » 
Art. 230. «Los consignatarios no pueden diferir el pago de los portes 
 
de los géneros que recibieren despues de trascurridas las 24 horas siguien-
tes á su entrega, y en caso de retardo sin hacer reclamacion alguna sobre. 
 
desfalco 6 avería en ellos, puede el porteador exigir la venta judicial de 
 
los géneros que condujo en cantidad suficiente para cubrir el precio del 
 
trasporte, y los gastos que haya suplido.)  
Art. 593. « 	 Si estando la nave en viaje se inutilizare para la nave - 
gacioo, acudirá su capitan 6 maestre ante el Juez de primera instancia, 6 
 
caso de no haberlo, ante el de paz del puerto donde hiciere su primera 
 
arribada , y el Juez , constanda en forma suficiente el daño de la 
 nave, y 
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Art. 2.° No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, po-
drán practicarse las diligencias á que se refiere, en los Juzgados de 
que no puede ser rehabilitada para continuar su viaje, decretará la venta 
en pública subasta, y con todas las solemnidades que se establecen en el 
art. 608.» 
Art. 644. «Cuando el capitan se halle sin fondos pertenecientes á la 
nave 6 á sus propietarios para costear las reparaciones, rehabilitacion y 
aprovisionamiento que puedan necesitarse, en caso de arribada, acudirá 
á los corresponsales del naviero, si se encontraren en el mismo puerto, y 
en su defecto á los interesados en la carga; y si por ninguno de estos me-
dios procurase los fondos que necesitare, está autorizado para tomarlos 
á riesgo marítimo ít obligacion á la gruesa sobre el casco, quilla y apare-
jos, con prévis licencia del Juez de primera instancia del puerto donde se 
halle, siendo territorio español; y en país estranjero del cónsul, si lo hu - 
biere, 6 no habiéndolo, de la autoridad que conozca de los asuntos mer-
cantiles. No surtiendo efecto este arbitrio, podrá echar mano de la parte 
del cargamento que baste para cubrir las necesidades que sean de absolu-
ta urgencia y perentoriedad, vendiéndola con la misma autorizacion judi-
cial y en subasta pública.» 
Art. 652. «El espitan, que habiendo naufragado su n ave se salvase 
solo 6 con parte de la tripulacion, se presentará a la autoridad más inme-
diata, y hará relacion jurada del suceso. Esta se comprobará por las de-
claraciones qne mediante juramento darán los individuos de la tripulacion 
y pasajeros que se hubieren salvado, y el espediente original (hoy deberá 
ser testimonio, pues el original ha de protocolizarse segun la regla 6.' 
del art. 3.° de este titulo adicional) se entregará al mismo capitan para 
guarda de su derecho....» 
Art. 669. «Cuando por violencia estrajere algun corsario efectos de la 
nave 6 de su carga, 6 el capitan se viere en la necesidad de entregárse-
los, formalizará su asiento en el libro, y justificará el hecho en el primer 
puerto donde arribe....» 
Art. 6'70. «El capitan que corriere temporal, 6 considere que hay daño 
6 avería en la carga, hará sn protesta en el primer puerto á donde arribe 
dentro de las veinticuatro horas siguientes á su arribo, y la ratificará 
dentro del mismo término luego que llegue al de su destino, procediendo 
en seguida á la justificacion de tos hechos, y hasta quedar evacuada no po-
drá abrir las escotillas » 
Art. 674. sCuando por ausencia del consignatario, 6 por no presentar-
se portador legítimo de los conocimientos á la Orden, ignorase el capitan á 
quien haya de hacer legítimamente la entrega del cargarnente, lo pondrá 
á disposicion del Juez de primera instancia, 6 en defecto de haberlo, del 
juez de paz, para que provea lo conveniente á su depósito, conservacion 
y seguridad.» 
Art. 679. El espitan es responsable civilmente de las sustracciones y 
latrocinios que se cometieren por la tripulacion de la nave, y de las pér-
didas, multas y confiscaciones por contravencion á las leyes y reglamen-
tos de aduanas 6 de policía de los puertos, y de los daños que se causen 
por discordias en el buque, 6 por las faltas de la tripulacion en el servicio 
y defensa del mismo, sino probare que usó con tiempo de toda la esten-
sion de su autoridad para prevenirlas, impedirlas y corregirlas. 
Art. 745. Pasado el plazo para la descarga, el capitan de la nave, si 
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paz de los pueblos que no sean cabeza de partido, cuando la ur- 
gencia del negocio ó la circunstancia de existir allí los medios de 
no se le recibe el cargamento, acudirá al Juez de primera instancia, y caso 
de no haberlo en el pueblo, al Juez de paz, para que providencie el de-
pósito. 
Art. 781. «Trascurrido un término suficiente á juicio del Juez de la 
plaza é donde se hizo la arribada, para que el cargador 6 consignatario 
nombrasen en ella persona que recibiese el cargamento, se decretará su 
depósito por el mismo Juez, pagándose el flete con el producto de la por-
cion del mismo cargamento, que se venderá en cantidad suficiente para 
cubrirlo. • 
Art. 794. «No se puede retener á bardo el cargamento á pretesto de 
recelo sobre falta de pago de los fletes; pero habiendo justos motivos para 
aquella desconfianza, podrá el Juez, á instancia del capitan, autorizar la 
intervention de los efectos que se descarguen hasta que se hayan pagado 
los fletes. 
Art. 940. De la resolucion adoptada para sufragar los daños 6 gastos 
do las averías comunes, que ha de esteuderse en el libro de la nave, el 
capitan entregará copia é la autoridad judicial del primer puerto donde 
arribe, alarmando bajo juramento que los hechos contenidos en ella son 
ciertos. 
Art. 945. «La justificacion de las pérdidas y gastos que constituyan 
la avería comun, se hará eu el puerto de la descarga, á solicitud del capi-
tan, y ,con citation y audiencia instructiva de todos los interesados pre-
sentes 6 de sus consignatarios.» 
Art. 940. «El reconocimiento y liquidation de la avería y su importe 
se verificará por peritos, que á propuesta de los interesados 6 sus repre-
sentantes, 6 bien de oficio, si éstos no lo hiciesen, nombrará el Juez de 
primera instancia del puerto de la descarga, haciéndose ésta en territorio 
español. Si se hiciere en pais estranjero, competerá este nombramiento al 
cónsul español, .y en defecto de haberlo á la autoridad judicial que conoz-
ca de los negocios mercantiles.» 
Art. 947. «Los peritos aceptarán el nombramiento y prestarán jura-
mento de desempeñar fiel y legalmente su encargo.» 
Art. 948. «Las mercaderías perdidas se estimarán segun el precio que 
tendrian corrientemente en el lugar de la descarga, con tal que consten 
de los conocimientos sus especies y calidad respectivas. No siendo asa se 
estará é lo que resulte de la factura de compra librada en el puerto de la 
espedicion, agregando al importe de esta los gastos y fletes causados pos-
teriormente. Los palos cortados, velas, cables y demás aparejos que se inu-
tilizaron para salvar la nave, se apreciarán por el valor que tuviesen al 
tiempo de la avería, segun su estado de servicio.» 
Art. 974. «Solo se procederá é la descarga en el puerto de arribada 
cuando sea indispensable necesidad hacerla para practicar las repara- 
ciones que el buque necesite, 6 para evitar daño y avería en el cargamento. 
En ambos casos debe preceder la descarga la autorizacion del Juez que 
conozca de los asuntos mercantiles. En puerto estranjero donde haya cón-
sul español será de su cargo dar esta autorizacion.» 
Art. 976. «Reconociéndose en el puerto de la arribada que alguna 
parte del cargamento ha padecido avería, hará el capitan su declaracioii 
é la autoridad que conozca de los negocios de comercio, dentro de las 21 
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prueba 6 los efectos mercantiles lo requieran, prévia declaracion es- 
pecial de los mismos Jueces, fundada en cualquiera de dichas circuns- 
tancias (1). (Art. 17 y 46 respectivamente, de los decretos citados.) 
boras, y se conformará á las disposiciones que dé sobre los géneros ave- 
riados el cargador 6 cualquiera representante de éste que se halle presente. 
Art. 977. «No hallándose en el puerto el cargador ni persona que lo 
represente, se reconocerán los géneros por peritos nombrados por el Juez, 
6 el agente consular en su caso, los cuales declararán la especia de daño 
quo hubieren encontrado en los efectos reconocidos, los medios de repa-
rarlo, 6 de evitar al menos su aumento 6 propagacion, y si podrá ser 6 no 
conveniente su reembarque y conduccion al puerto donde estuvieren con 
signados. En vista de la declaracion de los peritos, proveerá el Juez lo que 
estime mas útil á los intereses del cargador, y el capitan pondrá en ejecu-
cion lo decretado, quedando responsable de cualquiera infraccion 6 abuso 
que se cometa.» 
Art. 986. «Naufragando una nave que vá en convoy 6 en conserva de 
este, se repartirá la parte de su cargamento y de pertrechos que haya po-
dido salvarse entre los demás buques, habiendo cavidad entre ellos para 
recibirlos, y en proporcion á la que cada uno tenga espedita. Si algun 
espitan lo rehusare sin justa causa, 
 el capitan náufrago protestará contra 
él ante dos oficiales de mar los daños y perjuicios que de ello se sigan, y 
en el primer puerto ratificará la protesta dentro de las veinte y cuatro ho-
ras, incluyéndola en el espediente justificativo que debe promover, segun 
lo dispuesto en el artículo 652.» 
Art. 988. «El capitan que recogió los efectos naufragados, continuará 
su rumbo, conduciéndolos al puerto donde iba destinada su nave, en el 
cual se depositarán con autorizacion judicial por cuenta de los legítimos 
interesados en ellos » 
Art. 990. «Cuando no se puedan conservar los efectos recogidos por 
hallarse averiados, 6 cuando en el término de un año no se puedan des-
cubrir sus legítimos dueños para darles aviso de su existencia, procederá 
el Juez, é cuya órden se depositaron, á venderlos en pública subasta, depo-
sitando su producto, deducidos los gastos, para entregarlo á quien corres-
ponda» (que será á los dueños, si aparecen, y si no al Estado, con forme á 
la ley de 9 de mayo de 1835). 
Art. 991. Tambien se podrá vender en pública subasta la parte de 
los efectos salvados que sea necesaria para satisfacer los fletes y gastos á 
que tenga derecho el capitan que los recogió. 
(1) La competencia es del Juez de primera instancia; pero si el hecho 
ha ocurrido en pueblo que no sea cabeza de partido, y concurre alguna 
de las circunstancias que espresa este articulo, pueden los interesados 
acudirá aquel, 6 al Juez de paz de la localidad, segun crean conveniente. 
Este no podrá conocer si no concurre alguna de dichas circunstancias. 
Sobre la existencia de este hecho debe estarse á la apreciacion del mismo 
Juez de paz, el cual, en la primera providencia que acuerde, deberá hacer 
la declaracion especial de que concurre la circunstancia que le faculta para 
conocer del negocio. Si estima que no concurre, espresándolo así en el au-
to, maud* á los interesados que acudan á donde corresponda, que será al 
juzgado d  primera instancia. No obstante la importancia y trascendencia 
de algunos de los casos, los Jueces de paz tendrán que proceder sin acuerdo 
de asesor, puesto que no se previene la interveucion de este funcionario. 
• 
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A rt. 3.' En las diligencias á que se refieren los dos artículos 
anteriores se observarán las reglas siguientes (1): 
1.' Cuando hubiere alguna ó algunas personas á quienes pue-
dan perjudicar, éstas deberán ser citadas para su práctica (2). 
2. 1 Los Promotores fiscales en las cabezas de partido, y los 
Procuradores síndicos de los Ayuntamientos en los demás pue-
blos (3), serán citados en los casos en que las diligencias puedan 
afectar á los intereses públicos ó á personas puestas bajo la pro-
teccion especial de las leyes, ó que estén ausentes ó sean ignora-
das (4). 
3.' Los Escribanos de actuaciones en los Juzgados de primera 
instancia y los Secretarios en los de paz, darán fé ó certificarán 
del conocimiento de las personas que reclamen y de los testigos de 
las informaciones que en su caso se practiquen. 
Cuando no los conocieren, procurarán comprobar su identidad 
por documentos ó por personas que los conozcan._ En caso que fal-
taren medios de comprobacion de su identidad, lo consignarán en 
las diligencias (5). 
(1) Estas reglas son de aplicacion general; 
 was para ordenar el pro-
cedimiento en cada caso deben combinarse con las especiales del mismo, 
que hayan sido estabteclda: 6 determinadas en el artículo que se invoque 
del Código de Comercio, 6 cou las que requieran las diligencias que de-
ban practicarse para que tenga efecto lo solicitado con arreglo al mismo 
Código. Además deberán observarse tambieu las del art. 1208 de la Ley 
de E. c., eu cuanto no se opongan á las presentes, cou esclusion de la 7.', 
conforme á lo prevenido en el i 209. 
(2) Si sou-personas conocidas y se hallan presentes personalmente 6 
por apoderado en el lugar del juicio ; pues si están ausentes y no tienen 
representante, 6 son ignoradas 6 inciertas, la citacion se entenderá coo el 
Promotor 6 el Sindico en su caso, como se ordena en la regla que sigue. 
Así se evitarán dilaciones, que por punto general no permite la índole es-
pecial de esta clase de negocios. 
(3) En Ultramar se hará la citacion de que se trata á las Autoridades 
locales en los pueblos donde no existan Ayuntamientos : así lo dispone la 
regla 2.' del art. 17 del decreto de 1.' de febrero de 1889. 
(4) Esta disposition es análoga á la de la regla 5.' del art. 1208 de la 
Ley de E. c. Véase su comentario en la pág. 21 del tomo 5? 
(5) Nótese que no solo han de identificarse las personas de los testigos, 
como para las informaciones ad perpetuam y otras exige la Ley de E. e., 
sino tambien las de los demandantes. Sobre el modo de comprobar la 
identidad de los testigos, pueden verse los comentarios de los arts. 4339 
y 1383 de dicha Ley y los formularios de las págs. 322, 323 y .374 del to-
mo 5.' En cuanto á la de los reclamantes, en la misma diligencia de pre-
sentacion del escrito, y no siendo posible en otra á coutinuaciou antes de 
dar cuenta al Juez, dará fé el escribano, y en su caso certificará el Secre-
tario, del conocimiento de las personas que suscriban 6 presenten el es-
crito; y no conociéndolas, de los medios de que se hayan valido para com-
probar su identidad: Si ha sido de documentos, se hará relacion de ellos, 
uniéndolos á los autos, si es posible; y si de testigos, se espresaráu sus 
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4.' La intervencion de los interesados, de los Promotores fisca-
les y de los Procuradores síndicos en su caso (1), se limitará al co-
nocimiento é identidad de las personas que intervengan en las dili-
gencias, y á su capacidad legal respecto al carácter con que inter-
vienen, á cuyo efecto se les entregarán las diligencias, concluidas 
que sean, antes de que recaiga providencia judicial. Cualquier otra 
reclamacion que hagan, solo dará lugar á que se declare salvo su 
derecho para que puedan usarlo dónde y cómo lo estimen conve-
niente (2). 
5.' Si las objeciones que hagan los interesados, los Promotores 
fiscales ó los Procuradores síndicos (3) versaren sobre faltas subsa-
nables, decretará el Juez lo que corresponda para completar en lo 
posible las diligencias. 
6.' En vista de todo, el Juez resolverá lo que fuere procen-
te (4), y mandará que las diligencias se protocolicen, dándose de 
ellas testimonio á los interesados que lo solicitaren. 
nombres, edad, domicilio, ocupacion y demás circunstancias, y si son 6 no 
conocidos del actuario, haciéndoles firmar la diligencia eu que conste su 
declaracion, que será bajo juramento, 6 espresando que no saben firmar. 
Cuando los interesados manifiesten que no tienen medio de identificar su 
persona, se consignará así en la propia diligencia, que firmarán aquellos 
con el actuario. 
(I) Y en su caso tambien la de las Autoridades locales de Ultramar, 
como se añade en igual regla del decreto antes citado. 
(2) Del precepto terminante de esta regla se deduce que en estos es-
pedientes no debe admitirse oposicion alguna sobre el fondo del asunto; si 
la hicieren, se reservará á los interesados su derecho para que lo ejerciten 
eu el juicio c'rrespondiente, y se llevará á efecto lo que se acuerde sobre 
la peticion deducida por el demandante. Solo se permite esponer contra la 
personalidad de éste 6 su Identidad y capacidad legal para pedir, y tarn -
bien contra la identidad y capacidad legal de los testigos y demás perso-
nas que, como peritos 6 con otro carácter, intervengan en las diligencias, 
Esta disposicion es análoga á la del art. 1364 de la Ley de E. c., que puede 
verse con su comentario (pág 367, tomo ü.°). Aunque nada se dice, no 
podrá p^ivarse á los interesados del derecho de reclamar contra la cotupe-
tencia del Juez por medio de la declinatoria 6 de la inhibitoria. 
(3) 0 las Autoridades locales de Ultramar en su caso, como ya se ha 
dicho, y se añade en la regla 5.`, art. 17 del citado decreto de 1.° de fe-
brero. Susttincialmente se dispone aquí lo mismo que en el art. 1366 de 
la Ley de E. c., cuyo comentario podrá consultarse (pág. 387, to-
mo 5. ) 
(t) De la resolution que recaiga podrá interponerse apelacion para 
ante la Audiencia del territorio, cuyo recurso se admitirá en ambos efec-
tos al que promovió el espediente, y en un solo efecto á los opositores, 
para que en este caso no se suspends la ejecucion de la providencia, con-
forme á las reglas 10, 11 y 12 del art. 1208 de la Ley de E. c., que seguu. 
el 1209 son aplicables é estos procedimientos.—Cuando conozca el Juez 
de paz, ¿para Ante quién se apelará de sus providencias? No podrá ser 
para ante el Juez de primera instancia, su superior gerárquico, porque 
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Cuando las diligencias se practiquen en los Juzgados de par, 
dadas que sean las certificaciones, se remitiran al Juzgado de pri-
mera instancia, que mandará protocolizarlas (1). (Art. 48 y  17, 
respectivamente, de id.) 
en estos asuntos ambos ejercen igual jurisdiccion y en el mismo grado, 
y la Audiencia es el tribunal de alzada, segun la ley. Creemos por tanto 
que, interpuesta la apelacion, el Juez de paz deberá remitir el espedien-
te al de primera instancia cuya competencia es radical: éste podrá variar 
6 modificar la providencia conforme é la regla 9..' de dicho art. 1208, si 
encuentra méritos para ello; y si no, admitirá la apelacion para ante la 
Audiencia en el efecto que proceda. 
(i) La protocolizacion de las diligencias, novedad que se introduce 
en estos negocios, si bien será realizable en muchos casos, en otros ofre-
ceré dificultades. Es conveniente y de fácil ejecucion, siempre que se trate 
de la simple justificacion de un hecho, bien sea por medio de testigos, 6 
de reconocimiento pericial, 6 de otro modo, como en los casos de ave-
ría, de naufragio y otros, pucs sobre no ofrecer dificultad alguna, quedan 
mas garantidos los derechos de todos protocolizando las diligencias, y en-
tregando testimonio al interesado, en lugar del espediente original, como 
antes se hacia. Pero cuando éste tenga por objeto la venta de efectos, 
como en los casos de los arts. 121, 151, 230, 593 y otros del Código de 
Comercio, n0 será posible la protocolizacion, al ménos hasta que queden 
terminadas estas diligencias. Tampoco tendrá objeto ni deberá realizarse 
cuando, terminadas las diligencias solicitadas en el espediente, se deduzca 
eu el mismo por la via correspondiente la reclamacion oportuna contra lo 
obrado 6 resuelto en 61; y lo propio, cuando haya sido desestimada la so-
licitud del que lo promovió. 
Cuando las diligencias se hayan instruido en un juzgado de paz, el Juez 
de primera instancia tiene que limitarse á acordar la protocolizacion, sin 
poder subsanar los defectos que en ellas notare, como se deduce del pár-
rafo último de la disposicion á que se refiere esta nota, puesto que con la 
entrega de la certiticacion al interesado quedó terminado el espediente. Los 
que tengan que reclamar contra él, lo harán en juicio ordinario, presen-
tando testimonio de las diligencias protocolizadas. 
La protocolizacion se hará en la forma que previene el art. 87 del Re-
glamento del Notariado, y como se esposo en el comentario del 1365 de la 
Ley de E. c. (pág. 370, tomo 5.°), que sobre este punto contiene igual dis- 
posicion. 
Concluirémos esta materia indicando que, si bien algunos espedientes 
de los que deben sustancierse conforme al presente titulo .adicional, por 
ser de los designados en su art. 1.', son verdaderos procedimientos de apre-
mio, y otros no reunen tampoco las circunstancias esenciales de los actos 
de jurisdiccion voluntaria, la ley ha creido conveniente darles este carácter 
por exijir una resolucion 6 medida urgente, y ser conveniente, por tanto, 
impedir en ellos toda contienda 6 contradiccion. Llevada é efecto la medi-
da reclamada, entrarán en la esfera de la jurisdiccion contenciosa si los in-
teresados, é quienes perjudique, deducen en forma la oportuna recla-
macion. 
DE LOS PROCEDIMIENTOS ESPECIALES ESTABLECIDOS EN DICHA LEY 
Y SU REGLAMENTO. 
La Ley Hipotecaria de 8 de Febrero de 1861 y el Reglamento general 
para su ejecucion ordenan el procedimiento que lia de seguirse en cada 
uno de los casos en que, para el cumplimiento de sus disposiciones , es 
necesario acudir á la autoridad judicial. De estos procedimientos , unos 
son especiales, y otros se refieren á los establecidos en la Ley de Enjui-
ciamiento civil. Como estos podrán verse eu sus títulos respectivos , nos 
limitarémos á hacer en este apéndice, segun ofrecimos al priucipiarlo, una 
ligera reseña de los primeros, á fin de reunir aquí todo lo que se refiere 
al Enjuiciamiento civil, ya pertenezca á la jurisdiccion contenciosa, ya á la 
voluntaria. Tampoco hacemos mencion de los espedientes meramente gu-
bernativos, que autorizan dicha Ley y su Reglamento, porque son ájenos 
al objeto de esta obra. Ea la indicada reseña , que se inserta á continua-
cian, se ponen los casos por Orden alfabético, para facilitar su consulta. 
4eelones resolutorias ó rescisorias.—El que á la publica-
cion de la Ley Hipotecaria tuviera á su favor alguna de dichas acciones, 
procedente de derechos que ea adelante no han de surtir efecto eu cuanto 
á tercero sin su inscripciou , puede pedir que la persona obligada, y en su 
caso el tercer poseedor de los bienes, le aseguren los indicados derechos 
con hipoteca especial. El importe, la suficiencia y los efectos de dicha hi-
poteca, á falta de avenencia, han de decidirse por el Juez en la forma pres-
crita en el art. 165 de dicha Ley , que establece un procedimiento especial 
para todos los casos en que se pida la coustitucion 6 ampliation de una hi-
poteca legal. (Arts. 358 ei 361 de la Ley Hipot., y 323 de su Reglara.) 
Acreedor hipotecario.—Este acreedor un puede reclamar del ter-
cer poseedor de los bienes hipotecados el pago de su crédito, sino cuando 
el deudor no lo verifique dentro de los diez dias siguientes al vencimiento 
del plazo. Para preparar su demanda, debe requerir de pago al deudor , y 
si éste no le paga, trascurridos dichos diez dias ha de requerir tambieu ul 
tercer poseedor para que en el término de otros diez días satisfaga la den 
da con sus intereses , 6 desampare los bienes hipotecados. Y solamente 
despues de practicadas estas diligencias sin resultado, es cuando podrá 
pedir que se despache mandamiento de ejecucion contra lus mismos bie-
nes, presentando el título de su derecho y el documento 6 documentos 
que acrediten haberse verificado dichos requerimientos y su fecha. Tales 
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requerimientos pueden verilicarse en comparecencia de couciliacion , por 
notificacion de escribano de juzgado, ante testigos, 6 por cualquier otro 
medio que baste para acreeditar el hecho y su fecha; y si estuviere ausen-
te el que lia de ser requerido, se harán por cédula 6 por edictos. Uno de 
dichos medios , el mas auténtico , será acudir al juzgado con un escrito, 
acompailando el título ejecutivo, para que acuerde se haga el requeri - 
miento de pago al deudor principal , y trascurridos los diez dias solicitar 
por otro escrito que se haga el requerimiento al tercer poseedor. En tal 
caso se presentará en estas mismas diligencias la demanda ejecutiva. 
Véanse los arts. 127 á 133 y 149 de la Ley Hipotecaria; 102 á 405 de su 
Reglamento, y 40 y 41 de la lustruccion de P2 de Junio de 1861 sobre la 
manera de redactar los instrumentos sujetos á registro. 
Acreedor refaccionarlo.—Puede pedir anotacion preventiva de 
su derecho en el Registro de la propiedad mientras duren las obras que 
sean objeto de refaccion. Dicha anotaciou se constituirá en virtud dei 
convenio, 6 por providencia judicial, la que no puede dictarse sin audien -
cia prévia y sumaria de los que puedan tener interés en contradecir la 
anotaciou preventiva. Si la fiaca que haya de ser objeto de la refaccion 
estuviere afecta á obligaciones reales inscritas, se hará constar en el es-
pediente el valor de la finca antes de empezar las obras, y serán citadas 
todas las personas á cuyo favor estuvieren constituidas dichas obligacio-
nes. Todo lo relativo á la solicitud y sustanciacion de estos espedientes, 
hasta dictar la providencia autorizando 6 prohibiendo la refaccion, se or-
dena circunstanciadamente en los arts. 53 é 56 inc. del Reglam. para la 
ejecucion de la Ley Hipot. Véanse tambien los arts. 42, núm. 7, 55 y 59 
á 64 de dicha ley; el 68 en el caso de apelacion; el 92 al 95, sobre la cadu-
cidad de la anotacion de que se trata y su conversion en inscripcion hipo-
tecaria, y el 362 de la propia Ley, respecto de los créditos refaccionarios 
anteriores á la misma. 
Asegurador de bienes Inmuebles.—Tiene derecho á exigir, 
por los trámites que mas adelante se indicarán para las hipotecas legales, 
una hipoteca especial sobre los bienes asegurados , cuyo dueño no haya 
satisfecho los premios del seguro de dos 6 más años; 6 de dos 6 mas de 
los últimos dividendos , si el seguro fuese mútuo. Dicha hipoteca debe 
constituirse por toda la cantidad que se deba , y la inscripcion no surtirá 
efecto sino desde su fecha. Por los dos años 6 dividendos , mientras no se 
devenguen , tiene preferencia sobre los demás créditos, aunque no medie 
hipoteca especial. (Arts,168, núm. 6.°, 219 , 220 y 221 de la Ley Hipot.) 
Bienes reservables.
—El padre viudo, que contrae segundas 
nupcias , está obligado á asegurar con hipoteca el derecho de sus hijos del 
primer matrimonio á los bienes reservables. La misma obligacion tiene la 
madre en su caso, y si ésta carece de bienes inmuebles, 6 los que tiene 
de su propiedad no son suficientes, debe hipotecar su segundo marido los 
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que poseyere, hasta cubrir el importe total de los que deban asegurarse. 
Si los hijos son menores, ha de constituirse dicha hipoteca con aproba-
cion judicial, instruyéndose el espediente que ordenan para ello la Ley 
Hipotecaria y su Reglamento. Véanse los arts. 168, núms. 2.° y 3.°, 194 
á 201 de dicha Ley; 134 á 141 del Reglam., y 60, 61 y 62 de la citada 
Inst. de 12 de junio de 1861. 
Cancelacion.—Las inscripciones 6 anotaciones preventivas; hechas 
por mandato de Juez, no pueden cancelarse sino eu virtud de otro man-
damiento judicial. Este ha de ser consecuencia de sentencia ejecutoria, 
dictada en juicio ordinario, cuando hay oposicion; pero si los interesados 
están conformes, y no puede haber perjuicio para tercero, el Juez orde-
nará la cancelacion en vista del escrito de aquellos eu que la soliciten, 
despues de ratificarse en su contenido. Tatnbien pueden los Jueces decre-
tar la cancelacion de una hipoteca legal constituida por su mandato, si se 
acredita en espediente instruido ante ellos la estincion de la responsabili-
dad asegurada, 6 el cumplimiento de las formalidades exigidas por la ley 
para enajenar, gravar 6 liberar los inmuebles hipotecados. Será Juez com-
petente para acordar la cancelacion el que hubiere mandado hacer la ano-
tccion, 6 el que le haya sucedido en el conocimiento del negocio. (Arts. 82, 
83 y 84 de la Ley Hipot., y 73, 74 y 75 de su Reglamento.) 
Si el Registrador dudare de la competencia del Juez que haya ordena-
do la cancelacion, la suspenderá dando cuenta al Regente de la Audiencia, 
el cual decidirá lo que estime procedente. Contra esta resolucion pueden 
recurrir, tanto los Jueces como los interesados, á la Sala de gobierno de 
la misma Audiencia, la cual, oyendo á las partes, determinará lo que esti-
me justo. Contra este fallo, gubernativo, procede el recurso de casacion. 
(Arts. 101, 102 y 103 de la Ley Hipot.; 86, 87 y 88 del Reglam.) 
Ceslon de crédito hipotecario.—Antes de inscribirse este con-
trato, debe darse conocimiento de él al deudor, por medio de cédula, re-
dactada y firmada por el notario que haya autorizado la escritura, el cual 
se la entregará en la forma que previene el §. 1.° del art. 228 de la Ley 
de E. c. Si no reside en el mismo pueblo, está obligado el cedente á acu-
dir al Juez de 1.' instancia en solicitud de que se busque al deudor y se le 
entregue la cédula en la 
 forma prescrita en los arts. 229 y 230 de dicha 
Ley de E. c. (Arts. 153 y 154 de la Ley flipot., 108 y 109 del Reglam.) 
Derechos reales no inscritos.—EI que á la publicacion de la 
Ley Hipot. tuviera á su favor algun derecho real sobre bienes inmuebles 
agenos, que no se halle inscrito, puede pedir su inscripcion, como asimis-
mo la de la propiedad del inmueble á que se halle afecto, si tampoco estu-
viese inscrito. Si el dueño de este se negase á pedir dicha inscription, 
puede aquel acudir al Juez para que á costa del propietario mande traer 
los documentos necesarios, 4 en su defecto se instruya el espediente po-
sesorio, y se inscriba la posesion juntamente con la del derecho real. El 
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Juez, oyendo á ámbas partes en juicio verbal, dictará de plano la provi-
dencia que proceda, como se ordena en el art. 319 del Reglara. Véanse los 
artículos 389 á 395 de la Ley Hipot., y 316 á 320 de su Reglam.; el artícu-
lo 12 y sigs. del decreto de 5 de febrero de 1869, citado en la pág. 995 de 
este tonto, y las Reales órdenes de 7 de junio de 1866, 24 de setiembre y 
24 de octubre de 1867. 
Fianza de los Registradores de in propiedad.—Sobre el 
espediente para estas fianzas y su aprobacion, cuando se constituyen eu 
tincas, véase lo que se dijo en la pág. 14 del tomo 5.° y lo que disponen 
los arts. 304 de la Ley Hipot., 273 y 274 de su Reglam., y la Real órden 
de 20 de enero de 1862. Para su devolucion ha de instruirse el espediente 
que previenen los arts. 306 de la Ley, y 290 y 291 del Reglamento. 
herederos.—E1 heredero quE quiera inscribir á su favor les bienes 
hereditarios antes que trascurra el plazo de 180 (lias, que para pedir la 
anotacion preventiva de sus legados tienen los legatarios que no sean de 
especie, si éstos no renuncian en escritura pública á su derecho de anota-
cion, tiene que acudir al Juez competente para conocer de la testamenta-
ria solicitando se notifique su pretension á los legatarios á fin de que den-
tro de 30 dias usen de su derecho, y si no lo verifican podrá llevarse á 
efecto la inscripcion á favor del heredero. Con este objeto ha de instruirse 
un espediente en la forma que previenen los arts. 49 de la Ley Hipot. y 
49 y 50 de su Reglam. 
Ilipoteea dotal.—La mujer casada, é cuyo favor establece la ley 
hipoteca legal por la dote, arras, parafernales y demás bienes que entre-
gue á su marido, tiene derecho á exigir de éste que le asegure con hipo-
teca especial los que no se hallen inscritos en el Registro á favor de aque-
lla, y estos tambien si se enajeren 6 gravaren. Si la mujer es menor, deben 
ejercitar ese derecho en su nombre por el 
 Orden que se indica, y califi-
car la suficiencia de la hipoteca, el padre, la madre, el que diere la dote 
6 los bienes que se deban asegurar, el curador si lo hubiere, y en defecto 
de todos el Promotor fiscal, conforme á lo prevenido en los artículos 168, 
169, 182 á 185 de la Ley Hipot. y 13i de su Reglam. Cuando la dote sea 
solo confesada antes de la celebracion del matrimonio, 6 dentro del pri-
mer año de él, no puede exigirse la hipoteca sin que antes se haga cons-
tar judicialmente la existencia de los bienes dotales 6 de otros equivalen-
tes como previene el art. 171 de dicha Ley. Para compeler al marido á la 
constitution de la hipoteca, ha de emplearse el procedimiento especial or-
denado en el art. 165 de la propia Ley Hipot., teniendo presente en su 
caso lo que dispone el 166. Véanse tambien los artículos 186 á 193 de la 
citada Ley Hipot., 132 y 133 de su Reglam., y las Reales órdenes de 11 
de julio de 1865 y 4 de mayo de 1866. 
hipotecas legales.—Las personas, á cuyo favor establece la ley 
hipoteca legal, y por ellas las que deban representarlas, como se ha dicho 
.. :^^:'-^• 
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en bienes reservables é hipoteca dotal, pueden exigir judidialmente, á falta  
de avenencia, que se constituya hipoteca especial sobre cualesquiera bie- 
nes inmuebles 6 derechos reales hipotecables de que pueda disponer el  
obligado á prestarla, y  su 
 ampliacion si la prestada llegara á ser insuficien-  
le. Para ello ha de procederse con sujecion á las reglas que establece el ar- 
tículo 165 de la Ley Hipot. Véanse además los arts. 157 á 168 de dicha Ley, 
y 116 á 119 de su Reglam.; y respecto de las hipotecas tácitas anteriores 
á la Ley Hipot. los arts. 347 á 355 de la misma, 323 de su Reglam., y el 
decreto de 5 de febrero de 1869, mencionado en la p ri g. 995 de este tomo, 
que concede el plazo de 6 meses para convertirlas en especiales. 
riaralliat 
	
Honorarios de los Registradores.—Pueden exigirlos por la 
vía de apremio establecida en la sec. 2.`, tít. 20 de la Ley de E. c., confor-
me á lo dispuesto en el art. 336 de la Ley Hip. y en la Real órden de 29 
de enero de 1864. 
Informaeiones posesorlas.—E1 propietario que carezca de titulo 
de dominio escrito, puede inscribir su derecho, justificando préviamente 
su posesion por medio de una informacion de testigos ante el Juez de pri-
mera instancia del lugar en que se hallen los bienes, con audiencia del 
Promotor fi scal, si tratare de inscribir el dominio pleno de alguna finca, y 
con la del propietario 6 la de los demás partícipes en el dominio, si pre-
tendiere inscribir un derecho real. Si los bienes estuvieren fuera del tér-
mino del pueblo en que resida dicho Juez, podrá hacerse la informacion 
ante el Juez de paz respectivo con audiencia del Síndico del Ayuntamiento. 
Véase lo que sobre esta materia se dijo en la pág. 358 del. tomo 5.° La in-
tervenciou del Promotor, 6 del Síndico en su caso, ha de limitarse á pro-
curar que se guarden en el espedieate las formas de la ley, de cuya cir-
cunstancia parece deducirse, y es la práctica mas general, que debe oirse 
sobre ello á dichos funcionarios en todo caso, aun cuando, por tratarse de 
un derecho real, deba oirse tambien á los interesados por si tuvieren moti-
vos para oponerse. 
 
Los arts. 397 al 410 de la Ley Hip. y 326 al 332 de su Reglam. deter-
minan circunstanciadamente los procedimientos y requisitos para estas in-
formaciones, y los efectos que produce' la inscripcion de la posesion, que 
es la que ha de inscribirse en virtud de ellas, y no la propiedad. En el ar-
tículo 407 de la Ley se ordena tambien el procedimiento para el caso en 
que el Registrador suspenda la inscripcion por haber encontrado algun 
asiento relativo al dominio de los mismos bienes. 
Téngase asimismo presente que dichas informaciones han de versar 
sobre la posesion de bienes y derechos reales adquiridos antes del 4.° de 
enero de 1863, en que empezó á regir la Ley Hipot.: que los notarios, eu 
concepto de tales, no pueden actuar en ellas, y han de hacerlo en los juz-
gados de paz los secretarios de los mismos á falta de escribano de actua-
ciones, como se declaró por Real órden de i 0 de junio de 1863, la cual de- 
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termina tambien la notaría en qae han de protocolizarse: que deben es-
tenderse en papel del sello judicial de 2 rs. y lo mismo los testimonios y  
actos que produzcan, segun It. O. de 26 de febrero de 1863: que son tes-
tigos hábiles para estas informaciones todos los que seau vecinos y propie-
tarios de cualquiera de las localidades enclavadas en el término municipal  
del Ayuntamiento en que estén situados los bienes, corno en aclaraciou del  
artículo 399 de la Ley se resolvió por R.  O. de 26 de abril de 1867; y que  
para la iuscripcion debe presentarse en el Registro de la propiedad el espe-
diente original, protocolizándolo despues en el de un notario. 
 
Por Real Orden de 11 de mayo de 1863 (véase en la pág. 874 de este  
romo) se resolvió que cuando hayan de venderse bienes embargados no ins-
critos en el Registro, si el propietario se niega á verificar la inscripcion,  
podrán pedirla los interesados, supliendo la falta de títulos con la informa-
don posesoria. 
1" por Real decreto de 25 de octubre de 1867 y Real Orden de 14 de  
enero de 1868 se mandó que los propietarios de inmuebles, que carezcan  
de título escrito, pueden inscribir la posesiou, no solo instruyendo el espe-
diente prevenido en el art. 397 de la Ley Ilipot., sino tambien por medio de  
certificaciones libradas pur los Ayuntamientos, 6 por las Comisiones para  
la evaluation de la riqueza imponible, con los requisitos que determinan  
dichas disposiciones. 
 
Legatarios.—El que no tenga derecho á promover el juicio de testa-
mentaría puede pedir en cualquier tiempo anotacion preventiva de su le-
gado; pero el que no lo sea de especie, debe verificarlo en el plazo de  
180 dias desde la muerte del testador para adquirir preferencia sobre los  
bienes hereditarios. Dicha anotacion puede hacerse por convenio entre las  
partes, 6 por mandato judicial. Para obtener este mandato debe acudir el  
legatario al Juez competente para conocer de la testamentaría, esponiendo  
su derecho, presentando los títulos en que se funde, y señalando los bie-
nes que pretende anotar, y el Juez resolverá sobre ello, oyendo en juicio  
verbal al heredero y al legatario, como tambien é los demás que hubieren  
ejercitado igual derecho, todo en la forma que previenen los artículos 57 y  
58 de la Ley Hipot. Para el caso de apelacion, véas'e el art. 68 de id. Véan-
se tambien los ar ts . 42, núm. 6.°, 45 á 56 de dicha Ley, y 46 y 47 de su 
 
Reglam. Respecto de las hipotecas legales é favor de los legatarios, ante-
riores é la Ley Ilipot., véase el art. 362 de la misma; y eu cuanto á la ca-
ducidad de dichas anotaciones y su conversion en iuscripcion hipotecaria á 
 
favor de lis legatarios de rentas 6 pensiones, los arts. 86 á 91 de la Ley,  
79 y 80 del Reglare.  
Liberacion de hipotecas legales y otros gravámeoes.-
Segun el art. 356 de la Ley Hipot., los que á la publicacion de la misma  
tuvieran gravados sus bienes con alguna hipoteca tácita de las compren-
didas en los arts. 353 y 354, pueden liberarlos de ella en cualquier tiempo,  
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constituyendo en su lugar una hipoteca especial suftciente. Si la persona 
á cuyo favor haya de constituirse dicha hipoteca se negare á aceptarla, 6 
no hubiere conformidad sobre el importe de la obligacion, 6 sobre la sufi-
ciencia de los bienes ofrecidos en garantía, decidirá el Juez en la forma y 
por los trámites prevenidos en el art. 165 de la propia Ley. 
Segun el 365, los que no hicieren uso de dicho derecho, como asimismo 
los que tengan gravados sus bienes con alguna otra carga procedente de 
los derechos á que se refiere el art. 358, que son los relativos á las accio- 
nes resolutorias 6 rescisorias, podrán liberarlos de tales gravámenes y de 
la hipoteca legal en la forma que prescriben los arts. 366 á 382 de la mis-
ma Ley Hipot., en los cuales se determinan todos los trámites del juicio 
especial que para ello ha de seguirse, hasta la notificacion é inscripciou 
de la providencia por la cual se declaren libres de toda hipoteca tácita y 
gravámen no inscrito los bienes cuya liberacion se haya solicitado. 
Los poseedores de bienes inmuebles 6 derechos reales que quieran li -  
berarlos de cualesquiera hipotecas legales y gravámenes ocultos, 6 cous-
tituidos á favor de personas desconocidas, podrán tambien obtenerlo por 
los trámites que determina el art. 381 de la misma Ley Hipot. 
El que tenga gravados diferentes bienes con un censo 6 una hipoteca 
voluntaria puede exigir su division 6 su reduccion para liberar los demás 
bienes; pero estas cuestiones han de ventilarse en juicio ordinario, como 
previene el art. 386 de dicha Ley. 
Peculio. — El hijo, á cuyo favor establece la ley hipoteca legal por 
razon de su peculio sobre los bienes de su padre, tiene derecho á que éste 
le asegure con hipoteca especial los que no sean inmuebles, y á que se 
inscriban á su favor los de esta clase, con expresion de que pertenecen á 
su peculio. Los procedimientos judiciales para exigir la inscripcion de los 
bienes y la coustitucion de la hipoteca han de acomodarse á las reglas 
establecidas en el art. 165 de la Ley Hipot. Véanse sobre ello, y sobre las 
personas que pueden solicitarlo cuando el hijo sea menor, los arts. 202 á 
206 de dicha Ley, y 142, 143 y 144 de su Reglam. 
Rectificacion de los asientos del Registro.
—En las ins-
cripciones, anotaciones preventivas, cancelaciones y demás asientos que 
 se hacen en los registros de la propiedad, pueden haberse cometido erro-
res materiales, 6 de concepto que sea necesario rectificar. De ellos tratan 
los arts. 254 al 264 de la ley Hipot., determinando los errores que puede 
rectificar por si el Registrador, y los que no pueden rectificarse sin el 
acuerdo de los interesados, 6 una providencia judicial en su defecto. Los 
arts. 195 á 207 del Reglam. dan reglas para verificar dichas rectificacio-
nes, ordenándose los procedimientos especiales que han de seguirse para 
que el Juez resuelva si procede 6 no la rectificacion, cuando el error ser 
material, 6 si siendo de concepto, aparece que lo hay sin duda alguna, 
pero cuando resulte el error de la vaga é inexacta espresion del concepto 
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en el título, de suerte que el Registrador lo entienda de uu modo diferen-
te que les interesados, éstos tendrán que hacer uso de su derecho en 
juicio ordinario para que se declare la inteligencia del contrato, si no 
convinieren en celebrar otro nuevo. Sobre la rectificacion de las minutas 
de los asientos, véase el art. 252 de la Ley Ilipot. 
Títulos defectuosos.—Cuando el Registrador niegue la inscrip-
cion de un título por contener defectos 6 faltas subsanables, puede el in-
teresado pedir la auotaciou preventiva de su derecho. Segun el art. 96 de 
la Ley Hipot. esta autorizacion caduca é los 60 dias; pero puede prorogar-
se este plazo, para subsanar los defectos del título, hasta 180 dias por jus-
ta causa y en virtud de providencia judicial. El art. 81 del Reglara. orde-
na el procedimiento para solicitar y obtener dicha pr6roga. 
Tutela y euradoria.—Eu las págs. 62 y sigs. del tomo 5.°, al 
tratar del nombramiento de tutores y curadores, nos hicimos cargo de las 
disposiciones de la Ley Hipot. y de su Reglamento, relativas á la fianza 
que deben prestar eu su caso antes de discernirles el cargo. Véase Cam-
bien lo que sobre ello se espuso eu las págs. 111 y 115 del mismo trono. 
Los menores é incapacitados sujeto:: á tutela y curaduría, tienen á su 
favor hipoteca legal sobre los bienes de sus tutores y curadores, y sobre 
los de su padrastro por los que la madre haya administrado 6 administre. 
Si esta obtiene dispensa de ley para continuar en aquel cargo no debe 
espedírsele la Real cédula de habilitacion sin que constituya préviameute 
y con aprobacion del Juez, hipoteca especial con las formalidades prescri-
tas eu la Ley de E. c.; y no coustituyéudola dentro de 60 dias, contados 
desde la fecha del nuevo matrimonio, IIa de pocederse al nombramiento 
de otro tutor 6 curador, bien á instancia de cualquiera de los parientes, 6 
bien de oficio. El nombrado eu este caso ha de prestar su fianza con las 
formalidades antedichas, oyéndose además, para su aprobacion, al parien-
te que haya pedido el nombramiento. (Arts. 166, 167, núms. 3.° y 4.° del 
168, 207, 209 y 210 de la Ley hipot.) 
El hijo cuya madre, siendo 6 habiendo sido su tutora 6 curadora, con-
traiga nuevo matrimonio antes de la aprobaciou de las cuentas de la tutela 
6 curaduría, 6 continuare administrando los bienes de aquel sin haber 
constituido la hipoteca correspondiente; podrá exigir que el padrastro cons-
tituya sobre sus propios bienes hipoteca especial bastante á responder de 
las resultas de la administration de su mujer. Si el (lijo es meuor, deberán 
pedirlo en su nombre y calificar la suliceucia de la hipoteca, el nuevo tutor 
6 curador, 6 el curador para pleitos si lo tuviere, 6 los parientes por la lí-
nea paterna y eu su defecto los de la materna. Eu estos casos ha de pro-
cederse con sujecion ú las reglas establecidas en el art. 165 de la Ley Hi-
pot., como se ha dicho anteriormente respecto de las hipotecas legales. 
(Arts. 208, 211, 212 y 213 de la Ley Hipot., 145 y 146 de su Reglara.) 
r 
JURISDICCIOA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA, 
SOBRE EL EJERCICIO DE DICHA JURISDICCION POR LOS TRIBUNALES ORDI-
NARIOS Y SUS PROCEDIMIENTOS, CON LA REORGANIZACION DEL TRIBU-
NAL SUPREMO DE JUSUICIA. 
Una de las reformas hechas por el Gobierno provisional despues 
de la revolucion de Setiembre ha sido la supresion de los Consejos 
provinciales y de la Seccion de lo Contencioso del Consejo de Esta-
do, confiriendo á las Audiencias y al Tribunal Supremo de Justicia 
la jurisdiccion contencioso-administrativa que aquellos ejercian, y 
cuya segregacion de la ordinaria se habla considerado como un 
progreso de las ideas modernas. Volviendo, pues, los Tribunales 
ordinarios á conocer de los negocios atribuidos á dicha jurisdic-
cion, debemos incluir en el apéndiçe, para llenar el objeto de esta 
obra, las disposiciones que así lo determinan, y el procedimiento 
especial para la sustanciacion y fallo de los mismos. 
A dicho fin, y á consecuencia tambien de la supresion del Tri-
bunal especial de las Ordenes militares, se ha reformado la organi-
zacion del Tribunal Supremo de Justicia y la competencia de cada 
una de sus Salas. Dividirémos, por tanto, este tratado en dos sec-
ciones, incluyendo en la 1.' por Orden cronológico los decretos del 
Gobierno provisional, hoy con fuerza de ley, que haù introducido 
las reformas indicadas; y en la 2.', las disposiciones que ordenaron 
los procedimientos contencioso-administrativos ante los Consejos 
provinciales y el de Estado, y que deben observarse por las  Au-
diencias y por el Tribunal Supremo, segun lo prevenido en dichos 
decretos. 
SECCION I. 
Disposiciones referente. al ejercicio de la jurisdiccion contencioso•admi- 
ai,trativa, y reorganizacion del Tribunal Supremo de Justicia 
4lioheruaclon.—DECRETO DEL GOBIERNO PROVISIONAL de 13 de octubre 
de 1868, suprimiendo la jurisdiccion contencioso-administrativa y 
pasando el conocimiento de estos asuntos al Tribunal Supremo de 
Justicia y á las Audiencias (1). 
.En uso de las facultades que me competen, como individuo del Go- 
(i) Este decreto y los demás que siguen del Gobierno provisional 
tienen fuerza de ley en virtud de la sancionada por las Cortes Consti-
tuyentes en 49 de junio de 4869 y promulgada el •ao del mismo mes, que 
dice así: 'Todos los decretos que el Gobierno provisional dictó y pu-
blicó desde su instalacion hasta la de las Cortes Constituyentes como 
Poder legislativo en el ejercicio de la soberanía de que estaba investido 
por la revolucion de Setiembre, so tendrán y obedecerán como leyes 
mientras las Cortes no decreten su relorma 0 derogacion.• 
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bierno provisional y Ministro de la Gobernacion, de acuerdo con el Con-
sejo de Ministros, Vengo en decretar lo siguiente: 
Artículo 1.° Se suprime la jurisdiccion contencioso-administrativa, 
que, segun las leyes, decretos y reales órdenes, ejercian el Consejo de Es-
tado y los Consejos provinciales (1). 
Art. 2.° Se suprimen los Consejos provinciales y la Seccion de lo Con-
tencioso del Consejo de Estado. 
Art. 3.' Los negocios pendientes ante el Consejo de Estado pasarán al 
Tribunal Supremo de Justicia; y los que lo estén ante los Consejos pro-
vinciales, á las Audiencias, sustanciándose segun el estado en que se en-
cuentren. 
Art. 4.• Los recursos de alzada y nulidad que en lo sucesivo se incoa - 
sen, se elevarán al Tribunal Supremo de Justicia. 
Art. 5.° Las demandas que segun la legislacion hasta ahora vigente 
debian entablarse en primera y única instancia ante el Consejo de Estado, 
lo serán en lo sucesivo ante el Tribunal Supremo de Justicia. 
Art. 6.° La tramitacion de los asuntos contencioso-admioistralivos se 
verificará con arreglo á lo dispuesto en las leyes y reglamentos del Conse-
jo de Estado y de los provinciales, hasta que otra cosa se disponga por las 
leyes, exceptuándose la parte referente á proposicion y realizacion de prue-
ba por los litigantes, que se efectuará conforme á las disposiciones de la 
Ley de Enjuiciamiento civil (2). 
Madrid 13 de octubre de 1868.—El Ministro de la Gobernacion, Práxe-
des Mateo Sagasta. 
Gracia y Justicia.—DECRETO DEL GOBIERNO PROVISIONAL de 16 de oc- 
tubre de 1868, creando en el Tribunal Supremo de Justicia y en las 
Audiencias una Sala que decida sobre las cuestiones contencioso-admi-
nistrativas. 
«En 
 uso de las facultades que me competen, corno individuo del Go-
bierno Provisional y Ministro de Gracia y Justicia, Vengo en decretar: 
Artículo 1.° Para llevar 
	 efecto lo dispuesto en los arts. 3.°, 4.°, 5:° y 
6.° del decreto espedido en 13 del actual por el Ministerio de la Goherna 
- 
cion, se crea en el Tribunal Supremo de Justicia y en todas las Audiencias 
de la Peninsula é islas adyacentes, una Sala que decidirá sobre las cuestio-
nes contencioso-administrativas. 
Art. 2.° La Sala á que se réfiere el articulo anterior la formarán, en el 
Tribunal Supremo el Presidente del mismo y los dos de Sala mas antiguos, 
y en las Audiencias el Regente con los dos Presidentes tambien mas anti-
guos (3). 
(i) Realmente no se ha suprimido la jurisdiccion contencioso-admi-
nistrativa: lo que se ha hecho ha sido trasladarla á las Audiencias y al 
Tribunal Supremo de Justicia, atribuyéndoles el conocimiento de los 
negocios propios de dicha jurisdiccion; pero sin alterar su índole y na-
turaleza, ni el procedimiento especial para ellos establecido, escepto la 
consulta al Gobierno, que ha sido suprimida, y que es el punto mas 
esencial de la reforma. (2) Esta 
 segunda parte, relativa a la prdeba, ha sido derogada por 
los arts. 7. y ao del decreto de 26 de noviembre de 1868, que se inserta 
mas adelante. (3) No tuvo efecto lo dispuesto en este articulo, que fué modificado 
por el decreto de 26 de noviembre de 1868, segun se dijo en la pág. 654 de este tomo. 
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Art. 3.° Todos los acuerdos, sentencias y demás resoluciones que dic-
ta la Sala, serán por mayoría absoluta de votos. 
Art. 4.' El Presidente del Tribunal Supremo y los Regentes de las 
Audiencias quedan respectivamente encargados de adoptar las disposicio-
nes necesarias para la ejecucion de este decreto. 
Madrid 16 de octubre de 1868.—El Ministro de Gracia .y Justicia, An - 
tonio Romero Ortiz.» 
Idem.—DECRETO DEL GOBIERNO PROVISIONAL de 2 de noviembre de 1868, 
refundiendo en el Tribunal Supremo de Justicia el especial de las Or- • 
denes militares. 
„Articulo 1.° Se refunde en el Tribunal Supremo de Justicia el espe-
cial de las Ordenes militares. Dos Ministros de éste pasarán á formar parte 
de aquel, que auxiliados por el Teniente fiscal y subalternos que se desig-
nen ejercerán la jurisdiccion eclesiástica gubernativa y contenciosa y 
cuantas facultades hasta aquí ha ejercido con arreglo á Bulas Pontificias y 
leyes del reino el Tribunal que se refunde. 
Art. 2.° La Sala primera del Tribunal Supremo conocerá de los recur-
sos de fuerza que se interpongan de los negocios eclesiásticos en que en-
tiendan los espresados Ministros (1). 
Art. 3.° Del presente decreto dará cuenta el Gobierno Provisional á 
las próximas COrtes Constituyentes. 
Madrid 2 de noviembre de 1868.—El Ministro de Gracia y Justicia, 
Antonio Romero Ortiz.» 
'dent.—DECRETO DEL GOBIERNO PROVISIONAL de 26 de noviembre de 1868, 
reformando la organizacion del Tribunal Supremo de Justicia y dic-
tando reglas para el ejercicio de la jurisdiccion contencioso-adminis-
trativa en el mismo y en las Audiencias. 
«La ley de 30 de abril de 1864, al dividir en dos Secciones la Sala 
primera del Tribunal Supremo de Justicia con iguales atribuciones y para 
entender de una misma clase de recursos, no quiso alterar el principio 
aceptado por la de Enjuiciamiento civil, de que la jurisprudencia partiera 
de un solo centro: obedeció á circunstancias apremiantes, que exigían una 
resolucion inmediata, para volver muy luego al Orden normal, de que solo 
transitoriamente se separaba, por altas consideraciones de conveniencia 
pública. La aglomeracion de recursos de casacion en la Sala primera, el 
retraso consiguiente en el despacho de los pleitos, que alguna vez podria 
producir efectos semejantes á los de una denegacion de justicia, por mas 
que en realidad no lo fuera, y la imposibilidad de restituir las cosas á su 
curso natural, sin apelar á medios estraordinarios, hicieron aceptar, con 
carácter provisional, lo que, si fuera permanente, seria un remedio empí-
rico y un retroceso que no podría esplicarse de una manera satisfac-
toria. 
Provino este retraso de las dificultades con que suelen luchar por algun 
tiempo las reformas, por meditadas que sean, de la falta de fijeza de nues-
tra jurisprudencia, de la divergencia de opiniones entre nuestros mas 
(s) Hoy es la Sala segunda la que debe conocer de estos recursos. 
segun el art. e.° del decreto de 26 del mismo mes, que se inserta á con-
tinuacion. 
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acreditados pragmáticos, y de la propension de algunos jurisconsultos 6 
las anteriores leyes y 6 las tradiciones recibidas. Apegados estos á lo que 
siempre habian visto, no• atinaban á concertarlo con lo nuevo, y recorda-
ban la libérrima latitud de los antiguos Consejos para decidir todas las 
cuestiones que ante ellos se llevaban en los recursos estraordinarios en-
tonces conocidos, y la costumbre, arraigada en el foro, de considerar que 
la jurisdiccion suprema alcanzaba ti reparar toda clase de agravios en los 
negocios que caian bajo su competencia. 
No era entonces tan marcada como ahora la distincion entre la injusti -
cie de los fallos y su nulidad, ni entre la mas 6 menos acertada apreciacinu 
de los hechos y la infraccion de las leyes. 
Estos inconvenientes han desaparecido casi por completo: los recursos 
modernos de casacion ya pueden considerarse como una institucion per-
fectamente arraigada entre nosotros; las ideas acerca de su procedencia se 
han rectificado; â su sombra se ha creado jurisprudencia en muchos é im-
portantes puntos de nuestras leyes civiles, cortándose así esperanzas fo-
mentadas por la incertidumbre de la interpretacion de las leyes, y por la 
encontrada inteligencia que antes les daban los tribunales; todos compren-
den que la competencia del Tribunal Supremo, respecto ti los recursos de 
casacion en el fondo, está limitada ti las cuestiones de derecho, teniendo 
que aceptar como supuesto necesario la apreciacion de los hechos que ha-
cen los Tribunales superiores. 
Así se Ilan disminuido los recursos y son de resolution más fácil los 
interpuestos; de modo que una sola Sala, sin necesidad de dividirse en 
secciones, puede decidirlos con brevedad, sin ahogos y sin retraso. 
Datos estadísticos vienen á demostrarlo. En 1864, año en que se hizo 
la division de la Sala primera en secciones, habia entre ambas en curso 
1,190 negocios, de los cuales terminaron 390, quedando pendientes 800; 
y á fin del año próximo pasado solo hubo en curso 664, terminaron 417 y 
quedaron pendientes 247. Se vé, pues, que las cosas han vuelto á su na-
tural estado, que no hay temores de que se repita lo antes acaecido, y que 
ha llegado el tiempo de evitar el peligro probable de que á la apetecida uni-
dad del derecho sustituya una dualidad funesta, cuyo resultado podría ser 
que el éxito de los litigios se convirtiera en un juego de azar, dependiebte 
de la Sala 6 quien correspondiese por turno su conocimiento. Esto se con-
seguirá suprimiendo las secciones en que está dividida la Sala primera del 
Tribunal Supremo de Justicia, refundiéndose su competencia íntegra en 
la primera seccion, que volverá á tomar su denominacion primitiva de Sa-
la primera. 
La unidad de jurisprudencia exige que é esta Sala vayan además los 
recursos de casacion en el fondo, procedentes de nuestras provincias ul-
tramarinas, y los de nulidad que están pendientes 6 puedan introducirse 
en virtud del Real decreto de 4 de noviembre de 1838. Ventílanse en ellos 
las mismas cuestiones que en los de casacion, y su escaso número no 
puede aumentar mucho las tareas de la Sala, la cual por otra parte no 
tiene que conocer ahora de los recursos de casacion en negocios de im-
prenta, que le fueron atribuidos por la ley de 30 de abril de 1864. 
Esta importante reforma facilita el cumplimiento del decreto de 13 de 
octubre de este año, en que se suprimió la jurisdiction contencioso-admi-
nistrativa. Siguió el Gobierno el impulso de la opinion pública que exigia 
esta reforma. 
La jurisdiccion contencioso-administrativa, importada en nuestra 
pátria hace mas de veinte años, lia sido mirada generalmente con disfavor, 
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arrancando de los tribunales muchas cuestiones que debian ser de su es-
clusiva competencia, segun los principios fundamentales de nuestro dere-
cho público, atribuyendo el conocimiento de pleitos que frecuentemente 
eran cuestiones de derecho civil, en el sentido riguroso de la frase, á cor-
poraciones cuyos miembros no tenian el carácter de inamovibles, y de-
jando su resolucion definitiva y ejecutoria al Gobierno, árbitro de admitir 
6 desechar loa fallos que el Consejo de Estado le consultaba, no inspiraba 
cumplida confianza á los litigantes ni al pais, que vela que, en último lu 
gar, una de las partes en el litigio venia á decidirlo. No podia decirse que 
la celeridad en la sustanciacion y fallo de los pleitos, que es una de las es-
celencias principales que se atribuyen á la jurisdiccion administrativa re-
comendada esta desviacion de los principios generales, porque la e ie-
riencia tiene bien acreditado que á pesar de haber sido el Ministerio fiscal 
parte en el mayor número de ellos, las dilaciones han sido por regla gene-
ral mayores, y mas tardías las resoluciones definitivas que en los negocios 
comunes, si bien necesario es reconocer que á esta tardanza ha contri-
buido poderosamente la Administracion activa, no siempre diligente en 
sus movimientos cuando se trataba de negocios que á la vía contenciosa se 
referian. . • 
La supresion de la jurisdiccion especial contencioso-administrativa no 
ha alcanzado á borrar la diferencia que existe entre lo contencioso-admi-
nistrativo y lo contencioso-judicial. El Gobierno provisional, sin renunciar 
al examen y detenido estudio de esta cuestion importantísima, no la ha de - 
cidido todavía. 
Reconoce que muchas cuestiones que por su índole corresponden al 
poder judicial, han salido de su legítima competencia, como no pueden me • 
nos de confesar los partidarios mas decididos de la coexistencia de ambas 
jurisdicciones, diciendo que ésta es una trasmutacion y una escepcion de 
los principios. No cabe en efecto poner en duda que á la jurisdiccion ordi -
naria corresponden por su naturaleza, entre otras cuestiones, las de ven-
tas do bienes nacionales, las de deslinde y amojonamiento de montes per-
tenecientes al Estado, á pueblos 6 á establecimientos públicos, las de ex-
propiacion fo ^zosa por causas de utilidad pública, cuando se trata de la 
observancia 6 quebrantamiento de las formas establecidas por las leyes, y 
las que versan sobre el cumplimiento é interpretacion de los contratos re-
lativos á servicios y obras públicas, 6 acerca de los daños y perjuicios oca-
sionados en su ejecucion. En estas cuestiones y otras de índole parecida. 
el Estado, los pueblos, las corporaciones son personas jurídicas á cuyas 
contiendas debe aplicarse la ley civil, puesto que se refieren á la propiedad 
6 á la contratacion, materias definidas en la ley comun. No es obstáculo 
para ello que los juzgadores deban tener presentes en su aplicacion dispo-
siciones administrativas; lo mismo sucede en toda clase de obligaciones li-
tigiosas, en que no solo se toman en cuenta las prescripciones formuladas 
en las leyes, sino tambien las condiciones de los contratos, que son leyes 
especiales de cada uno por voluntad de los contrayentes. 
No desconoce tampoco el Gobierno que respecto á los negocios que no 
caen bajo las prescripciones de los Códigos civiles, sino que son leyes pu-
ramente administrativas, es cuestion muy debatida, si cuando lastiman 
derechos, deben estos ser ventilados en fo ^ma contenciosa, 6 de otra ma-
nera que, reuniendo todas las prendas de acierto, no saquen de su natural 
terreno lo que por su índole corresponde á la Administracion activa; 6 si 
por el contrario debe atribuirse á lo contencioso judicial todo lo que per-
judique derechos legítimos, cuando estén escritos en una ley 6 en una 
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disposicicion de carácter general, de tal modo que, constando los hechos, 
solo reste que aplicar el testo invocado en apoyo del derecho controvertido. 
Estos puntos bien merecen ser estudiados antes de adoptar una dispo-
sicion definitiva que, respetando todos los derechos, concilie cou los altos 
fines de la Administracion los principios eternos de justicia. No renuncia 
el Gobierno provisional á entrar en este exámen, pero boy se limita á 
atender á una necesidad perentoria para que . no se paralice la administra 
cion de justicia en la parte atribuida hasta ahora á la jurisdiccion retenida. 
Con la reorganizacion de la Sala primera del Tribunal Supremo, queda 
sin funciones la dotacion de Ministros que corresponden á la seccion se-
gunda. Con un Presidente y ocho Magistrados bien puede formarse una 
Sala que entienda en los negociones contenciosos de la Administracion El 
número de Ministros, la circunstancia de ser todos letrados, la práctica y 
hábito de juzgar d'e los que están en el término de su carrera, la esperiin-
cia que han atesorado, sustituyen á las garantías de acierto que respecti-
vamente ofrecían la Seccion y la Sala de lo contencioso del Consejo de Es-
tado. En los casos en que este último Cuerpo hubiere informado eu pleno 
y en los de revision, el número de once Ministros, entre los cuales estén 
el Presidente del Tribunal y los Presidentes de Sala, será salvaguardia 
bastante para la garantía de todos los derechos legítimos. No se rebaja por 
esto la autoridad de los fallos que el Consejo de Estado proponia en pleno: 
seria injusto desconocer que este Cuerpo dió repetidas pruebas de su amor 
 á la justicia, consultando á favor de las demandas y contra lo que el mismo 
hacia consultado anteriormente, rectificando sus apreciaciones en vista de  
los solemnes debates judiciales; pero es tambien innegable que la opinion  
general considera mas imparciales á los Jueces que no han tenido partici-
pacion en uu dictámen consultado, que á aquellos que con un acto ante-
rior, aunque sea auxiliando á la Administracion activa, tienen prejuzgada  
en cierta manera la cuestion que son llamados é decidir por la via conten-
ciosa. 
Los decretos del Gobierno provisional de 13 y 16 de octubre parten del 
supuesto de que debe conservarse la manera de proceder en los negocios 
contenciosos de la Administracion.  
Esta medida ha tenido por principal objeto satisfacer á la apremiante 
necesidad de que no se paralizara la marcha de lo pleitos ni se perjudica-
ran derechos; pero la solucion definitiva de este punto se enlaza con la 
cuestion antes indicada sobre si debe existir 6 no lo contencioso-adminis-
trativo, con la estension 6 las limitaciones que pueda tener en adelante. 
Seria prematuro é inconveniente por ahora hacer alteraciones transitorias 
que acarrearian, como es de suponer, los perjuicios consiguientes á los 
cambios en la forma de seguir los pleitos, y en particular para los que ya 
se hallan incoados. Por esto solo deben hacerse las alteraciones absoluta-
mente imprescindibles por consecuencia de la supresion de la jurisdiccion 
especial contencioso-administrativa. 
Desde el momento en que se llevan al Tribunal mas alto de la Nacion 
las cuestiones contencioso-administrativas, no es posible conservar la con-
sulta sobre la procedencia 6 improcedencia de las demandas, ni la quo se 
hacia de las sentencias definitivas. La jurisdiccion retenida ha desapareci - 
do por completo: los tribunales entran á funcionar en virtud de su mision 
de administrar justicia; esta debe ser siempre independiente, libre, esclu-
siva: otra cosa seria incompatible con nuestras instituciones. 
Lo que, en el supuesto de existir la jurisdiccion suprimida, podría ser 
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curdo. La jurisdictioo del Tribunal Supremo es siempre propia, directa;  
entre ella y los litigautes no debe haber intermediario alguno; menos pue-
de serlo la Administracion, á la cual, por alta importancia que tenga en su  
respectiva esfera, en el Orden del juicio solo le corresponde el carácter de  
litigante. Separarse de esto equivaldria al restablecimiento de la jurisdic-
cion retenida, traspasando la preparacion de las admisiones de demandas  
y de los fallos de una á otra Corporacion, y encomendándola á la que nias  
abstraida debe estar de todo lo que á la Admistracion se refiere. El decre-
to de 13 de octubre no tiene por único ui por principal objeto hacer una  
economía en el presupuesto del Estado; mas altas son sus aspiraciones al  
restituir á la Administracion de justicia lo que de ella se habla desmen-
brado, dando á los derechos legítimos toda la proteccion, toda la garantía  
que necesitan si no han de ser menoscabados. 
 
No es de temer que en la facultad que se atribuye al Tribunal Supremo  
para admitir las demandas contencioso-administrátivas sin ulterior recur-
so dé lugar á que seau invadidas las funciones de la Administracion activa. 
 
El Ministerio fiscal es parte en todas las demandas eu que tiene interés e I 
Estado, y en casi todas las en que se interesa la Administracion provincial 
 
6 municipal, y saldrá sin duda al encuentro de toda estralimitacion del 
 
Tribunal, acudiendo á las Autoridades del órden administrativo á quien 
 
corresponda promover la competencia, que en último resultado habrá de 
 
dirimir el Gobierno, despues de oir en plan; al Consejo de Estado. No se 
 
descdidarán tampoco los particulares en los pocos casos en que no sea par-
te el Ministerio fiscal: el que no lo haga, cúlpese á sí mismo, y sufra la 
 
pena de su negligencia, como sucede en toda clase de actuaciones judi-
ciales. 
Otra ionovacion se hace en la manera de proceder en estos negocios. 
 
La ley orgánica del Consejo de Estado estableció que cuando laseccion es-
timase que la procedencia 6 improcedencia de una demanda necesitaba 
 
mayor exámen, precediera vista en la Sala de lo Contencioso para preparar  
la consulta. Hubo un tiempo en que esta regla se aplicó, no solo á los casos 
 
espresos en la ley, sino siempre que la Seccion opinaba que la via conten-
ciosa era improcedente. Despues se alteró esta práctica, bastando que la 
 
Seccion opinara resueltamente que no procedia, para que sin mas audien-
cia elevara la consulta en sentido negativo; dictámeu que, aceptado por  
el Gobierno, causaba ejecutoria y hacia imposible todo ulterior recurso. 
 
Duro en demasía parece cerrar la entrada al juicio á quien no es nido acer-
ca de los motivos que se oponen á la adinision de la demanda, porque esto  
equivale á juzgarlo sin defensa. Justo es, pues, señalar un procedimiento 
 
brevísimo, en que se dé audiencia al que pueda ser perjudicado de una 
 
manera irreparable, porque todo fallo que hace imposible el litigio produ-
ce los mismos efectos que una sentencia condenatoria. Estas mismas con-
sideraciones sou aplicables á las demandas contencioso-administrativas 
 
que se entablan en las Audiencias. 
 
Conservando el procedimiento contencioso-administrativo, es indispen-
sable dotar á la Sala tercera del Tribunal Supremo de los subalternos ne-
cesarios para su ejecucion. El número que eu el adjunto decreto se esta-
blece, es el menor posible; tal vez habrá necesidad de algun auxiliar mas:  
la esperiencia demostrará eu su caso la conveniencia del aumento. Aun 
 
así es muy pequeña la cantidad á que podrá ascender este servicio, si se 
 
compara con la que señalaba el presupuesto para la Seccion de lo Conten-
cioso y de sus dependencias. Cualquiera otra organizacion seria mas gra-
vosa al Erario. 
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En las Audiencias serán escasos los negocios contenciosos de la Ad-
ministracion; así lo hace presumir lo que hasta ahora ha acontecido eu 
los Consejos provinciales; no es necesario, por lo tanto, aumentar subal-
ternos, bastando con los que actualmente tienen las Salas los cuales po-
drán muy bien desempeñar funciones análogas á las de los Secretarios y 
Ujieres de los Consejos provinciales. Con esta medida, la supresion de es- 
tos cuerpos no dejará tras si niogun gravámen, ni en los presupuestos de 
las provincias, ni en los generales del Estado. No seria tampoco convenien-
te nombrar nuevos empleados para tan escasos negocios, ni que hubiera 
en una Sala distinta clase de cargos para llenar funciones de una misma 
naturaleza, por más que los procedimientos sean diferentes. Como 19 re-
muneracion de estos subalternos consiste principalmente en los derechos 
que perciben, se lia establecido que se arreglen á los aranceles que rigen 
para los negocios comunes. 
La refundicion en el Tribunal Supremo de Justicia del especial de las 
Ordenes militares, segun lo decretado por el Gobierno provisional de 2 de 
este mes, exige algunas medidas que completen lo que fué adoptado como 
principio, y que pongan en armonía la jurisdiccion nuevamente atribuida 
con las que antes correspoodian al Tribunal Supremo. No podia el Gobier-
no dejar incompleta la reforma. 
Por estas consideracioces, y usando de las facultades que me competen 
como individuo del Gobierno provisional y Ministro de Gracia y Justi-
cia. 
VENGO EN DECRETAR LO SIGUIENTE: 
Articulo I.' El Tribunal Supremo de Justicia, por ahora y hasta que 
se reorganice en cumplimiento de la ley de i! de abril de este año, con-
tará de tres Salas, que se denominarán primera, segunda y tercera. 
Art. 2.' Cada Sala se compondrá de un Presidente y ocho Ministros. 
Para completar la dotacion de la Sala segunda, se agregarán á ella los 
dos Ministros del estinguido Tribunal de las Ordenes militares, que con 
arreglo al art. I. • del decreto del Gobierno provisional de 2 de este mes, 
han de pasará formar parte del Tribunal Supremo de Justicia; sin perjui-
cio de la atencion preferente que deben dar los negocios de su  especial 
 competencia. 
Art. 3.' Para la sustanciacion, vista y fallo de los negocios de que ha 
conocido el Tribunal Supremo hasta la publicacion del decreto de 13 de 
octubre de este año, en que se suprimió la jurisdiccion contencioso-admi-
nistrativa, será necesario el número de Ministros que en cada caso seña-
lan las leyes. 
Art. 4.° En los negocios de la jurisdiccion eclesiástica, que antes eran 
de la competencia del Tribunal especial de las órdenes militares, entende-
rán los dos Ministros á quienes corresponde su conocimiento, con arreglo 
al expresado decreto de 2 de este mes. Eu los casos de discordia, y siem-
pre que fuere necesario, el Presidente del Tribunal nombrará el Ministro 6 
Ministros que deban concurrir para dirimir aquella 6 conocer del asunto, 
entre los que lo seau del Tribunal Supremo y tengan aptitud legal para 
ejercer la espresada jurisdiccion, y los que la hayan ejercido anteriormente 
im4 
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Art. 5." En los negocios contencioso-administrativos, se requiere: 
El número de tres Ministros, para las providencias de sustanciacion 
que no tienen seilalado otro especial. 
El de siete, para las sentencias deóùitivas, las providencias de admi-
sion 6 no admision de las demandas, las en que se conceda 6 ciegue la re-
posicion de otras providencias, y las de aclaracion de todas las que requie-
ren el mismo número. 
El de once, para los recursos en que el Consejo de Estado• haya infor-
mado en pleno, y los de revision y sus aclaraciones. En estos casos se agre-
garán para completar el , número el Prisidente del Tribunal y un Presiden-
te de Sala á los Ministros que forman la dotacion de la tercera. 
Art. 6." Corresponderá: 
A la Sala primera, el conocimiento de los recursos de casaciou en el 
fondo, que se interponga en virtud de la Ley de Enjuiciamiento civil y 
de la cédula de 30 de enero de 1855, de los de Hacienda pública, de los de 
injusticia notoria eu los negocios de comercio, de los de nulidad que pen-
den 6 puedan aun interponerse, con arreglo al decreto de 4 de noviembre 
de 4838, y de los de súplica que procedan con arreglo á las leyes vigente s 
 contra providencias de la Sala segunda. 
A la Sala segunda, el conocimiento de todos los demás asuntos que, á 
escepcion de los señaladas en el articulo anterior, son hoy de la compe-
tencia y atribuciones del Tribunal Supremo, y de los recursos de fuerza 
que con arreglo al decreto de 2 de este mes se interpongan en los negocios 
de que conozcan los Ministros que ejerzan la jurisdiccion eclesiástica de 
las Ordenes militares. 
A los Ministros de esta Sala que ejerzan la jurisdiccion eclesiástica de 
las Ordenes militares, el conocimiento de los negocios que son de su com-
petencia, en conformidad al espresado decreto de 2 de este mes, arreglán-
dose en sus procedimientos á las disposiciones que regian en el Tribunal 
especial de las mismas Ordenes. 
A la Sala tercera, el conocimiento de los negocios contenciosos de la 
Administracion procedentes de la Península, islas adyacentes y provin-
cias ultramarinas, ya sea en instancia única, ya en apelacion 6 en recurso 
de nulidad. 
Art. 7.° La Sala tercera se arreglará en los negocios de que conozca 
en instancia única, y en los recursos de apelacion y nulidad, é las dispo-
siciones por que se regia el Consejo de Estado para la sustanciacion y de-
cision de lo contencioso-administrativo, inclusa la práctica de las diligen-
cias que para el esclarecimiento de los hechos sean necesarias, y por lo 
tanto é la ley orgánica del mismo Cuerpo dada en 17 de enero de 1860 (1), 
(t ) Esta fecha debe estar equivocada: la ley orgánica del Consejo 
de Estado fué sancionada en t7 de agosto de 4860. 
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al reglamento sobre el modo de proceder el Consejo Real en los negocios 
contenciosos de la Administration de 30 de diciembre de 1846, al Real 
decreto de 19 de octubre de 1860, y á las demás leyes y disposiciones que 
han venido rigiendo hasta aquí en los negocios contencioso-administra-
tivos, con las modificaciones que quedan ya establecidas, y las que esta-
blecen los artículos siguientes. 
Art. 8.° Presentada en la Sala tercera una demanda contencioso-
administrativa, se oirá, por vía de instruccion, sobre su procedencia al 
Ministerio fiscal, aunque no deba ser parte en el pleito. Si éste no se opu-
siere, declarará la Sala su admision cuando la considere procedente. 
Si el Fiscal hiciere oposiciou, 6 la Sala considerare que su admision 
requiere mayor exámen, 6 que es improcedente, se señalará dia para la 
vista, con citacion de las partes, debiendo decidirse este punto dentro del 
tercer dia fundando siempre la resolucion, la cual producira ejecutoria. 
Queda, por lo tanto, suprimida la consulta que antes hacia el Consejo de 
Estado sobre admision 5 denegacion de admision de las demandas, y la 
resolucion del Gobieruo sobre su procedencia. 
Art. 9.° Nu obstante lo dispuesto en el artículo anterior, el Gobierno 
resolverá sobre la procedencia de la vía conteciosa eu los casos en que 
el Consejo hubiere elevado su informe antes del dia 13 de octubre de 
este año. 
Art. 10. Las seutencias definitivas que la Sala tercera pronuncie, se 
estenderán en la misma forma que las pronunciadas por las otras Salas; 
siempre serán fundadas, y sin perjuicio de los recursos de aclaracion 6 
revision eu los casos que procedan, causarán ejecutoria y se insertarán eu 
la Coleccion legislativa. • 
Queda suprimida eu lo sucesivo la consulta que se hacia al Gobierno 
con arreglo á las leyes anteriores. Este, sin embargo, decidirá segun ellas, 
sobre los proyectos de sentencias acordadas por la Sala de lo Contencioso 
del Consejo de Estado, 6 por este Cuerpo en pleno, antes del 13 de octubre 
de este año. 
Art. 11. El cargo que se dá en el decreto de 2 de este mes al Teniente 
fiscal del Tribunal Supremo, respecto á la jurisdiccion eclesiástica de las 
Ordenes militares, se entiende sin perjuicio de las demás atribuciones y 
cargos que hasta ahora ha venido desempeîiaudu. 
Art. 12 El Ministerio fiscal de l, Tribunal Supremo, lo será eu los ue - 
gocios contenciosos de la Adininistracion. Para auxiliarle en sus tareas 
habrá dos Abogados fiscales, que esclusivamente se ocuparán en los nego-
cios de la Sala tercera. La dotacion de cada uno será de 2,800 escudos 
anuales. 
Art. 13. Habrá en la Sala tercera tres Secretarios Relatores 'que darán 
cuenta de los negocios y asistirán á las vistas, los cuales tendrán fé pú-
blica eu todo lo que se refiera al ejercicio de sus funciones. Su nombra- 
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miento recaerá siempre en Letrados. La dotacion de cada uno será de 
2,800 escudos anuales, y además se les señalará á cada uno la retribucion 
de 600 escudos anuales para gastes de escritorio. 
Art. 11. Los Relatores y los Escribanos de Cámara que hoy corres- 
ponden á las Secciones primera y segunda de la Sala primera del Tribunal 
Supremo, despacharán en la Sala primera repartiéndose entre ellos los 
negocios con igualdad. 
El Relator y Escribano de Cámara que despachan en la actualidad en 
la Sala segunda y de Indias, quedarán en la segunda. 
El Secretario relator, el Canciller y el Escribano de Cámara del estin-
guido Tribunal de las Ordenes Militares continuarán desempeñando los 
cargos que antes tenian, y con los mismos emolumentos y derechos, en 
todo lo que se refiere á la jurisdiccion eclesiástica ejercida antes por aquel 
Tribunal. 
Art. 15. Dos Ugieres llenarán en la Sala tercera las funciones que á 
los de su clase señalara el reglamento de lo Contencioso por que se han 
regido el Consejo Real y el de Estado. La dotacion de cada Ugier será de 
1,400 escudos anuales. 
Art. 16. El Presidente del Tribunal Supremo distribuirá los porteros 
que hoy existen entre las tres Salas. 
El mismo Presidente propondrá al Gobierno el número de dependien-
tes indispensables por la incorporacion de la jurisdiccion eclesiástica de 
 las Ordenes militares al Tribunal Supremo, y las dotaciones que deban 
dárseles. 
Art. 17. En la Sala tercera del Tribunal Supremo no percibirá hono-
rarios ninguno de sus subalternos. 
Art. 18. Los negocios contenciosos de la Administracion pendientes 6 
que en lo sucesivo se incoaren, de que.conocian antes los Consejos pro- 
• vinciales, serán de la competencia de la Sala primera de la Audiencia del 
territorio, á que correspondan las provincias en que debian comenzarse. 
Art. 19. Los recursos de nulidad y de apelacion. cuando su admision 
proceda, si interpondrán para ante la Sala tercera del Tribunal Supremo 
de Justicia. 
Art. 20. Las Audiencias, en los pleitos contencioso-administrativos, 
se arreglarán en sus procedimientos, incluso los de prueba, al reglamento 
de 1.° octubre de 1845, sobre el modo de proceder los Consejos provin-
ciales, y á las demás disposiciones que lo completan, sin mas eseepciones 
que las que se establecen en esta ley. 
Art. 21. La administracion estará representada por el Ministerio fis-
cal en los negocios contencioso-administrativos que se sigan ante las 
Audiencias. 
Art. 22. Los Relatores, los Escribanos de Cámara ydemás subalter-
nos de las Salas primeras de las Audiencias, segun sus respectivos cargos, 
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desempeñarán las funciones que, segun el reglamento de I.* de octubre 
de 1845 sobre el modo de proceder los Consejos provinciales en los nego-
cios contenciosos de la Administracion, correspondian á los Secretarios y 
Ugieres, sujetándose, respecto al percibo de derechos, á los aranceles 
establecidas para los negocios comunes. 
Art. 23. Las demandas contencioso-administrativas se interpondrán 
directamente en la Sala primera de la Audiencia respectiva, la cual oirá 
siempre al Ministerio fiscal, aunque no deba ser parte en el pleito, proce-
diéndose en la forma prevenida respecto al Tribunal Supremo en el ar-
tículo 7.° de oste decreto, para decidir la admision 6 no admision de la 
demanda. 
Art. 24. Cuando se niegue la admision, quedará expedito, al que se 
considerare agraviado, el recurso de apelacion ante la Sala tercera del 
Tribunal Supremo de Justicia. El fallo de esta Sala, admitiendo 6 recha-
zando la demanda, será ejecutorio. 
Art. 25. Cuando se admita la demanda por la Audiencia, no habrá 
lugar á apelacion, pero podrá alegarse su improcedencia como escepcion 
perentoria, sin que esto impida ni suspenda el curso del pleito. 
Art. 26. Se derogan todas las leyes y disposiciones anteriores, en lo 
que sean contrarias á lo que queda dispuesto. 
Art. 27. El Gobierno provisional dará cuenta de este decreto á las 
Cortes Constituyentes. 
Madrid 26 de noviembre de 1868.—El Ministra de Gracia y Justicia, 
Antonio Romero Ortiz.» 
SEI:CII ^N II. 
De los procedimientos contencioso-administrativos. 
§. I. Procedimiento contencioso administrativo en las Audiencias. 
Por el art. 20 del decreto, con fuerza de ley, de 26 de noviembre 
de 1868, inserto anteriormente, se dispone que las Audiencias, en 
los pleitos contencioso-administrativos, se arreglarán en sus 
 prom-. 
dimientos, inclusos los de prueba, al Reglamento de 4.° de octubre 
de 1845 sobre el modo de proceder los Consejos provinciales, y á 
las demás disposiciones que lo completan, sin mas escepciones que 
las que se establecen en el mismo decreto. Insertartimos, pues, di-
chas disposiciones, por órden cronológico, suprimiendo lo que no 
se refiera al procedimiento, é indicando por notas en sus lugares 
respectivos las modificaciones que en el han de introducirse en 
virtud de las reformas hechas por el citado decreto de 26 de no-
viembre. 
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R EGLAMENTO de 1.' de octubre de 1845, sobre el modo de proceder los Con - 
sejos provinciales en tos negocios contenciosos de la Administracion. 
TÍTI'LO 1.—DE LA ORG.ANIZACION DE LOS CONSEJOS PROVINCIALES COMO 
TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS, Y DE SU RÉGIMEN INTERIOR, 
CAPITULO 1.—De la planta de los Consejos. 
Artículo t.' Para que puedan tomar acuerdo los Consejos provinciales 
en negocios contencioso-administrativos se requiere la asistencia de tres 
vocales, de los cuales el uno ha de ser precisamente letrado. En este nú-
mero se contará el Jefe político cuando asista (1). 
Art. 2.° Para cada negocio elegirá el Consejo por mayoría absoluta de 
votos un Consejero ponente.—Será de su incumbencia proponer á la deli- 
beracion del Consejo los puntos de hecho y de derecho sobre que deban 
recaer los fallos, y redactar las providencias motivadas que el Consejo dic-
tare.—E1 que haya sido nombrado ponente para el despacho de un nego-
cio, podrá serlo consecutivamente para otro, y no se podrá estusar sino 
mediando impedimento bastante á juicio del Consejo. 
Arts. 3.° y 4.° (Determinan el tratamiento impersonal de los Conse-
jos; el Orden' ó precedencia con que habian de sentarse los Consejeros, y 
como habian de ser sustituidos por los supernumerarios.) 
Art. 5.° (Dispone quién habia de hacer de Secretario del Consejo.) 
Art. O.° Será de la incumbencia del Secretario en lo contencioso (2): 
—Dar cuenta de los escritos de la Administracion y d e, las otras partes li-
tigantes.--Autorizar las'providencjas, sentencias, despachos y exhortos del 
Consejo, y las copias que hubieren de franquearse. —Custodiar los espe-
dientes, y desempeñar las funciones de Relator, y cuantas obligaciones se 
le impongan por este reglamento 6 en lo sucesivo se le impusieren. 
Art. 7." Los Secretarios de los Consejos no llevarán por ahora dere-
chos á las partes (3). Estas satisfarán solamente el importe del papel sella-
do, y los demás gastos indispensables que se hicieren á su instancia. 
Art. 8.° En los Consejos provinciales no será obligatorio el ministerio 
de Abogados ni Procuradores. 
	 • 
Art. 9.° En cada Consejo habrá dos Ujieres. Será de la incumbencia 
de éstos en lo contencioso (4):—Hacer los emplazamientos, citaciones, no-
tificaciones, embargos y demás diligencias que se practicaren de órden del 
(4) Este art. fu () modificado por el os de la ley de gobierno y admi-
nistracion de las provincias, que se insertará mas adelante, como se 
declaró por Real órden de 25 de setiembre de 4863. (2) Las funciones que por este artículo, el 9.° y otros del presente 
Reglamento se atribuyen al Secretario y Ujieres del Consejo provincial, 
serán hoy desempeñadas por los Relatores, Escribanos de Cámara y 
demás subalternos de la Sala primera de las Audiencias, como se pre-
viene en el art. 22 del decreto de 
 26 de noviembre de 1868, inserto ante-
riormente. De consiguiente, dichos funcionarios desempeñarán en estos 
negocios los cargos que respectivamente les corresponden segun las 
Ordenanzas de las Audiencias y demás disposiciones vigentes, lo mismo 
que lo practican en los negocios comunes. (3) Los Relatpres, Escribanos de Cámara y demás subalternos de lac 
Audiencias percibirán de las partes los derechos de arancel, segun or-
dena el citado art. 22 del decreto de 26 de noviembre de 186s. (1) Véase la nota al art. 6.", que es la  2.' de esta página. 
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Consejo fuera de la audiencia y de la Secretaria.—Asistirá las audiencias, 
y hacer guardar en ellas el Orden y compostura debidos. Y asistir al Pre-
sidente 6 Vicepresidente para cumplir las órdenes que éstos les dieren re-
lativas al despacho y servicio del Consejo. 
Arts. 10 y H. (Tratan del nombramiento y sueldo de los Ujieres.) 
Art. 12. Los Ujieres no llevarán por ahora derechos á las partes; pero 
si alguna vez salieren de la capital para evacuar diligencias judiciales, se 
les abonarán las dietas que el Jefe politico, oido el Consejo provincial, ha-
ya fijado préviamente (I). 
CAPiTuLo IL—De las recusaciones. 
Art. 13. El Jefe politico no podrá ser recusado.—El Vicepresidente 
y los demás vocales del Consejo solo podrán ser recusados en los casos si-
guientes: 
I.' Si fueren parientes por consanguinidad 6 afinidad hasta el cuarto 
grado civil inclusive de alguno de los litigantes. 
2.' Si al tiempo de la recusacion 6 dentro de los tres años precedentes 
siguieren 6 hubieren seguido causa criminal con alguna de las partes, su 
cónyuge 6 sus consanguíneos 6 afines en la línea recta. 
3. 	 Si al tiempo de la recusacion 6 dentro de los seis meses preceden- 
tes siguieren 6 hubieren seguido pleito civil con alguna de las personas 
mencionadas en el párrafo anterior, con tal que el pleito haya empezado 
antes de aquel en que se proponga la recusacion. 
4.' Si fueren tutores, curadores 6 defensores de cualquiera de las par-
les, 6 administraren un establecimiento 6 compañía que sea parte en el 
litigio. 
Art. 14. Cuando los hechos en que se funde la recusacion sean ante-
riores al pleito no podrán proponerla los litigantes despues de haber con-
testado la demanda 6 deducido escepcion dilatoria; salvo si aquellos vinie-
ron posteriormente á su noticia, en cuyo caso deberán hacerlo luego que la 
tengan. 
Art. 45. La recusacion se propondrá por escrito, que firmará el recu  - 
sante 6 su apoderado.—El escrito se comunicará al recusado, el cual res-
ponderá por escrito 6 de palabra ante el Consejo. 
Art. 16. El Consejo recibirá á prueba la recusacion, si lo estimare ne-
cesario.—Oido el recusado 6 evacuada la prueba, el Consejo fallará inme-
diatamente sin ulterior recurso.—E1 recusado no podrá asistir la vista 
ni votacion del incidente de recusacion.—Admitida ésta, se abstendrá el 
recusado de conocer en el negocio. 
CAPITULO 111.—Del Presidente y Vicepresidente. 
Art. 17. (Dispone quien ha de presidir el Consejo, lo cual estaba ya 
modificado por el art. 66 de la ley de 25 de setiembre de 1863.) 
Art. 48. El gobierno interior de cada Consejo estará á cargo de su 
Presidente, y en su caso de su Vicepresidente, los cuales harán guardar el 
Orden debido, cuidando de que todos llenen cumplidamente sus de 
beres. 
Art. 19. El Jefe político.recibirá y despachará la correspondencia del 
Consejo firmando las contestaciones que no se comuniquen por Secretaría, 
p autorizará todos los despachos del Consejo.—Tambien decretará las pro- 
(I) Hoy no tiene aplicacion. Véase la nota al art. 7.° 
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videncias interinas que por urgentes deban dictarse sin demora, ponién-
dolo á la mayor brevedad en conocimiento del Consejo (1). 
Art. 20. El que presida rubricará los asientos del libro de asistencia, 
en el cual anotará diariamente el Secretario los nombres de los Consejeros 
que asistan.—Llevará la palabra eu el Consejo, sin que nadie pueda usar-
la sin su perrniso.—Y publicará las sentencias definitivas, autorizando el 
Secretario la publicacion (2). 
TITULO 11.—DEL PROCEDIMIENTO. 
CAPÍTULO 1.—De la discusion escrita. 
Art. 21. Eu los negocios que se entablen á instancia de la Administra-
cion, se incoará el procedimiento con un escrito 6 memoria documentada 
que el Jefe politico mandará pasar al Consejo (3). 
Art. 22. En los negocios que se entablen é instancia de particulares 6 
corporaciones se incoará el procedimiento con la demanda, documentada 
del particular 6 corporaciou. 
Art. 23. El particular 6 el representante de la corporacion á cuyo 
timbre se produzca la demanda, la firmará de su puño, si pudiere, y la 
entregará personalmente 6 por medio de su apoderado en la Secretaría del 
Gobierno politico (4). 
(I) Segun el art. 5.° de la Real órden de 25 de setiembre do 4863, es-
tas funciones debían ser desempeñadas por el Consejero designado pa-
ra presidir, cuando no asistiera el Gobernador de la provincia; hoy lu 
serán por el Presidente de la Sala. (2) Ahora publicará las sentencias el Presidente de la Sala, y las au-
torizará el Escribano de Cámara. En lo demas tampoco deberá obser-
varse este articulo, sino la Ordenanzas de las Audiencias. (3) Esta disposicion habrá 	 de entenderse modificada por el art. 24 
del decreto de 26 de noviembre de 4868, segun el cual la administra-
cion estará representada por el Ministerio fiscal, y por el 23 que previe-
ne se presente directamente en la Sala  4.' de la Audiencia toda deman-
da contencioso-administrativa. De consiguiente, el Gobernador de la 
provincia deberá pasar al Fiscal de la Audiencia las instrucciones 
oportunas para que éste formule y presente la memoria 6 demanda, co-
mo para el Consejo de Estado estaba prevenido por el art. 50 de su Re-
glamento. (4) Este articulo y los dos quo siguen fueron modificados pur el 93 
y 94 de la ley de 23 de setiembre de 1863, que so insertarán mas ade-
lante, como se declaró por Real Orden de la misma fecha segun la cual (arts. 6.° y 7.°) las demandas, así de la Administracion, como de los par-
ticulares y corporaciones, debian presentarse dentro de 30 dias impro-
rogables en la Secretaria del Consejo, en dias y horas hábiles, debiendo 
el Secretario poner al pié de las mismas nota de su presentacion, y 
dar recibo al interesado si lo pidiere: el Consejo debia consultar al Go-
bernador si procedia 6 no la via contenciosa, y este resolver sobre ello 
dentro de tercero dia. De todo esto, queda vigente el plazo de 30 dias 
improrogables para presentar la demanda; pero esta ha de interponerse 
directamente en la Sala primera de la Audiencia, la cual decidirá, sin 
consultar al Gobernador, si procede 6 no la admision de la demanda, 
con apelacion para ante la Sala tercera del Tribunal Supremo de Jus-
ticia en el caso de negativa, observándose para ello el procenimientu 
que establece el art. 23 del decreto de 26 de noviembre de 1ass, inserto 
anteriormente, y lo demas que ordenan el propio articulo y el 24 y 25 
del mismo decreto. El Escribano de Cámara pondrá hoy la nota de pre-
sentacion,y dará el recibo al interesado si lo pidiese. 
Fog 
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Art. 24. Si en vista de la demanda decidiere el Jefe politico que el 
asunto que la motiva es de su esclusiva competencia, lo resolverá guberna-
tivamente por sí y comunicará su resolucion al demandante.—Cuando éste 
insista en que el asunto no es de la competencia del Jefe politico, sino de 
la del Consejo provincial, podrá recurrir al Ministerio de la Gobernacion de 
la Peninsula, por el que, oído el Consejo Real, se decidirá lo conveniente. 
Art. 25. Si el Jefe político estimare el asunte de la competencia del 
Consejo provincial, mandará que se dé cuenta á éste de la demanda por la 
Secretaría del mismo Consejo. 
Art. 26. El nombramiento de apoderado podrá hace;se en las actuacio-
nes por diligencia que autorice el Secretario del consejo ante testigos. 
A rt. 27. El término mayor que se señalará en el despacho 6 cédula de 
emplazamiento para contestar la demanda será de nueve dias, y uno mas 
por cada cinco leguas de distancia de la capital de la provincia al lugar 
del domicilio del demandado. Al señalar este término se tendrá en cuenta 
el estado de las comunicaciones.—Cuando la demanda se dirija contra la 
Administracion, se mandará pasar al Jefe politico, el cual la devolverá al 
Consejo cou la debida contestacion á la mayor brevedad posible, sin que 
en ningun caso pueda dilatarlo por mas de treinta dias (i). • 
Art. 28. Los emplazamientos dirigidos á particulares se harán en cé-
dulas 6 despachos que contengan literalmente la demanda 6 memoria, y 
 una relacion espresiva de los documentos presentados con ella. 
Art. 29. El término para contestar al escrito en que se proponga es-
cepcion dilatoria O cualquiera otra pretension incidente de la principal, O 
para evacuar cualquier traslado, será 4 lo mas de seis dias, y á lo menos 
de dos. 
Art. 30. En la demanda y contestacion, y en los demás escritos men-
cionados en el articulo anterior, antes de fijarse la pretension, se esteu-
derá por párrafos numerados un resúmen de los puntos de hecho y de de-
recho que sustente el que produzca el escrito. - 
Art. 31. El actor al deducir la demanda, y el demandado al contestar-
la, declararán la casa habitacion que eligieren para que en ella se les ba-
gan las citaciones y notificaciones. Cuando alguna de las partes no eligiere 
casa, y mientras no la elija, las notificaciones que le conciernan-se harán 
eu estrados. 
Art. 32. De toda notificacion que hagan los Ujieres, estenderán una 
cédula original, y además una copia para cada una de las partes.—En la 
casa elegida entregarán la copia a la parte en su persona, si se hallare en 
ella, y en su defecto al dueño de la casa, individuos de la familia, y cria-
dos, por el Orden que aquí se expresa.—La persona á quien se entregue 
la copia firmará, si pudiere, y si no un testigo á su ruego, la cédula origi- 
nal,'que se unirá en seguida al espediente.—Las cédulas contendrán lite-
ralmente la providencia notificada.—Las notificaciones en que no se guar-
de la forma prescrita en este artículo serán nulas. 
Art. 33. No se admitirán como dilatorias mas escepciones que la in-
competencia del Consejo y la falta de personalidad en el demandante, ya 
I ` Hoy deberá ser emplazado y contestar la demanda en este caso 
el Ministerio fiscal, que es el representante de la Administracion, segun 
el art. 21 del citado decreto do 26 de noviembre de 4868, á cuyo fin el 
Gobernador habrá de facilitarle los datos é instrucciones necesarias. 
Rl art. s9 del Reglam. del Consejo Real previene tambien se haga e l . 
emplazamiento al Fiscal. 
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por carecer de las cualidades necesarias para comparecer en juicio, ya por 
no acreditar debidamente el carácter 6 representacion con que reclama. 
Art. 34. Las escepciones dilatorias se propondrán y sustanciarán to-
das al mismo tiempo. 
Art. 35. Las escepciones no cemprendidas en el art. 33 no podrán 
suspender ni impedir el curso del juicio (1). 
Art. 36. Sobre las escepciones dilatorias solo se admitirá un escrito de 
cada parte: sobre el fondo de la demanda podrán presentarse dos. 
Art. 37. En los negocios en que sea parte la Administration, las me-
morias presentadas á su nombre irán autorizadas por el Jefe político, 6 por 
el encargado de la dependencia administrativa á que corresponda la cues-
tiou, con el visto bueno del mismo Jefe politico (2). 
Art. 38. Terminada la discusion por escrito, se pasarán las actuacio-
nes al Consejero ponente, y á propuesta suya decidirá el Consejo si se ha 
de señalar dia para la vista pública, 6 se ha de recibir prueba, determi-
nando en este caso la que haya de hacerse, y el término que se lia de con-
ceder á las partes para verificarlo. Este término no podrá en ningun caso 
pasar de treinta dias. 
Art. 39. Las diligencias de prueba que se practicaren fuera de audien-
cia se harán ante el Vicepresidente (3), á escepciou del caso en que el 
Consejo estime conveniente asistir á algun reconocimiento 6 vista ocular. 
—Tainbien podrá el Consejo delegar las espresadas diligencias á los Jueces 
de primera instancia y Alcaldes de los pueblos. 
Art. 40. Los espedieutes no se entregarán nunca á los particulares; 
pero estarán de manifiesto en la Secretaria del Consejo para que las partes 
saquen los apuntes y copias que les convengan. 
CAPITULO 11.—De la vista del proceso. 
Art. 4f. Evacuada la prueba 6 terminada la discusion escrita, se seña-
lará dia para la vista. 
Art. 42. La vista de los pleitos será á puerta abierta, fuera de los ca-
sos en que la publicidad pueda dar ocasion á que se perturbe el Orden.—
No podrá verse ningun pleito á puerta cerrada sin que así lo acuerde el 
Consejo (4). 
Art. 43. La vista comenzará haciendo el Secretario relation del espe-
diente. Las partes 6 sus defensores espondrán en seguida verbalmente lo 
que crean conducente á su defensa. 
Art. 44. El Jefe político, cuando lo estime conveniente, podrá nom-
brar un defensor que sostenga los derechos de la Administration, 6 au- 
(I) Han de alegarse como perentorias contestando la demanda. En 
este caso se halla tambien la de improcedencia de la admision de la 
demanda, segun lo prevenido en el art. 25 del decreto citado de 26 de 
noviembre de 4868. (2) Creemos modificado tambien este articulo por el 24 de dicho de-
creto, por las razones indicadas anteriormente en la nota del 27. La 
memoria 6 escrito de contestacion a la demanda habrá de ir autoriza-
do por el Ministerio fiscal. (3¡ Hoy deberán hacerse ante el Ministro ponente. conforme á lo 
prevenido para el Enjuiciamiento civil, supletorio de éste. (4) Modificado por el art. 90 de la ley de 25 de setiembre de 1863, 
kegun el cual la vista ha de ser publica, sin escepcion, como se decla-
re en el art. s.° de la Real Orden de la misma fecha. 
TOMO v. 	 132 
,r 
1 050 PROCEDIM. CONTENCIOSO -ADMIN. EN LAS AUDIENCIAS. 
torizar para que le nombren á las corporaciones 6 funcionarios adminis-
trativos sobre cuyos actos verse la controversia (1). 
Art. 45. Terminada la vista, podrá el Consejo, cuando lo estime nece-
sario para mejor proveer, pedir informes 6 mandar practicar cualquiera 
diligencia de prueba que no sea la de testigos. 
CAPÍTULO 111.—De las sentencias. 
Art. 46. Terminada la vista, y en su caso las diligencias que para me-
jor proveer se hubieren decretado, procederá el Consejo, á la mayor bre- 
vedad posible, á la decision definitiva del litigio.—En todo caso dictará el 
Consejo la sentencia dentro do siete dies á mas tardar, contados desde el 
siguiente á aquel en que se hubiere concluido para definitiva. 
Art. 47. Los Consejos no podrán abstenerse de fallar en ningun ne-
gocio á titulo de ser oscuras 6 incompletas las leyes 6 disposiciones lega-
les, 6 de no haber éstas previsto el caso sobre el cual deba recaer el fallo. 
Art. 48. La votaciou del fallo se hará á puerta cerrada.—El ponente 
someterá é la deliberacion del Consejo los puntos de hecho y. de derecho 
sobre que deba recaer el fallo, y se votará sucesivamente por su Orden y 
en último lugar la decision.—Votará primero el ponente, y despues los de-
más Consejeros por el Orden inverso de su precedencia; el Presidente vo-
tará el último. —Cuando hubiere discusiou, el Presidente hará un sucinto 
resúmeu de ella antes de procederse á la votacion. 
Art. 49. Los Consejos motivarán todas las providencias definitivas, y 
las interlocutorias que á su juicio lo requieran.—Las providencias se mo-
tivarán exponiendo clara y concisamente los puntos de hecho y de derecho, 
y los principios 6 disposiciones legales que les sean aplicables. 
Art. 50. Ninguno de los votantes podrá uegarse á !lunar lo acordado 
por la mayoría, aunque él haya disentido de esta: pero podrá salvar su voto 
dentro de las veinticuatro horas de haberle dado, motivándole y firmán-
dole en el libro que al efecto custodiará el Secretario. 
Art. 5f. Al rnárgen de la sentencia anotará el Secretario los nombres 
de los Consejeros que asistieren á la vista y dictaren aquella.—El Presi-
dente y Secretario firmarán la sentencia dentro de las veinticuatro horas 
de haberse dictado. 
Art. 52. En toda votacion á que asista el Jefe politico tendrá voto de-
cisivo en caso de empate. 
Art. 53. Si al votar la sentencia discordaren los Consejeros y uo re-
sultare mayoría, se verá el negocio por mas Consejeros y se votará de nue-
vo por los primeros y por los segundos.—En este caso al Consejo se aso-
ciará el número de Consejeros propietarios, y á falta de ellos, el de super-
numerarios que se necesitare, llamándolos por el Orden de su prece-
dencia (2). 
CAPÍTULO IV.—De la actuacion en rebeldía. 
Art. 54. Cuando alguna de las partes debidamente emplazada 6 citada 
no acudiere á esponer sus defensas, el Consejo, á instancia de los demás 
(a) Tambien ha sido modificado este articulo por el 92 de la ley ci-
tada de 25 de setiembre de 1963, como lo declaró el 9. ° de la Real or-den de la misma fecha. Véase mas adelante dicho art. 92 y su nota. (2) Hoy habrán de dirlmirse las discordias conforme a lo prevenido 
en la ley de E. c. 
1 
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interesados, decidirá el asunto en rebeldia.—La instancia por parte de la 
Administracion se entiende hecha desde el momento en que el Secretario 
espone al Consejo haber pasado el término señalado, y lo certifica en las 
actuaciones. 
Art. 55. La rebeldía podrá acusarse por escrito 6 de palabra: en este 
último caso el Secretario estenderá la oportuna diligencia, que firmarán las 
partes interesadas.—Acusada que sea la rebeldía, el Consejo procederá á 
fallar el pleito. 
Art. 56. Para mejor proveer en rebeldía, podrá el Consejo mandar 
practicar de oficio la prueba que estime conveniente, con tal que no sea la 
de testigos. 
Art. 57. La sentencia dictada en rebeldía, además de notificarse por 
cédula 6 despacho cuando sea posible, se fijará en la Sala del Consejo, y se 
insertará en el Boletin oficial de la provincia.—La insercion se acreditará 
poniendo en el espediente un ejemplar del Boletin, y la fijacion por dili-
gencia del Secretario. 
Art. 58. Contra la sentencia dada en rebeldía, habrá el recurso de res-
cision ante.el Consejo que la hubiere dictado. Antes de decidirse sobre la 
rescision de la sentencia, no se podrá interponer apelacion ni otro recurso 
alguno. 
Art. 59. La rescision de la sentencia dada en rebeldía podrá solicitarse 
dentro de quince dias, contados desde el siguiente al de su publicacion.-
Si la parte contumaz estuviere ausente de la provincia, podrá el Consejo 
señalarle en la sentencia un plazo mas largo para que pueda solicicitar la 
rescision. 
Art. . 60. El recurso de rescision no suspenderá la ejecucion de la sen-
tencia dictada en rebeldía, 4 menos que el Consejo al dictarla haya orde-
nado lo contrario. Sin embargo, la ejecucion de la sentencia se entenderá 
siempre sin perjuicio de la rescision que pudiere intentarse; y se llevará á 
efecto, prévia la oportuna fianza, siempre que el Consejo creyere oportuno 
exigirla. 
Art. 61. Admitido el recurso de rescision, se oirán al reclamante sus 
defensas, y se le concederá para esponerlas y justificarlas la mitad á lo sa-
rro del término ordinario (1). 
Art. 62. La parte que por segunda vez fuere condenada en rebeldía no 
podrá entablar el recurso de rescision en el mismo negocio. 
CAPÍTULO V.—De los recursos contra las sentencias definitivas. 
SECCION PRIMERA.—Del recurso de interpretacion. 
Art. 63. Tendrá lugar el recurso de interpretacion contra la senten- 
(1) El recurso de rescision contra la sentencia pronunciada en rebel-
día no debe resolverse de plano, sino con conocimiento de causa como 
una demanda nueva, y ha de sustanciarle con sujecion á los trámi-
tes marcados en este Reglamento. La declaracion de rescision solo pro-
cede por nulidad del emplazamiento, 6 por imposibilidad de compa-
recer á contestar oportunamente á la demanda, como aparece, atendi-
das en su conjunto, do las disposiciones del capítulo VII del tít. 2. ° del 
Reglamento del Consejo de Estado, estgnsivo en este punto á los Con-
sejos provinciales, y especialmente de sus arts. 105, 106, 409, 110, 414, 
112 y 148; y por lo tanto debe siempre hacerse con conocimiento de 
causa. (Sent. del Consejo de Estado de I.° de febrero de 1860, de 24 marzo 
de 4861, y otras.) 
^ 
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cia cuando la parte dispositiva de ésta fuere contradictoria, ambigua ú os-
cura en sus cláusulas.  
Art. 64. El término para interponer el recurso de interpretacion será  
de cinco dies, contados desde la notificacion de la sentencia.  
Art. 65. El recurso de interpretacion no suspenderá la ejecucion de la  
sentencia que lo motive.—Sin embargo, el Consejo podrá, si lo reclama - 
ren las circunstancias, sobreseer en la ejecucion de la sentencia 6 parte de  
ella hasta la debida aclaracion.  
Art. 66. Si el Consejo, oídas las partes, estimare procedente la idter-
pretacion, admitiçá el recurso y dirimirá la contradiccion, ambigüedad ú 
 
oscuridad que ofrezca la sentencia, dentro de tercero dia.  
Art. 67. No tendrá lugar el recurso de interpretacion respecto de la  
sentencia una vez interpretada, ni respecto de la providencia de interpre-
tacion. 
SECCION SEGUNDA.—Del recurso de apelacion.  
Art. 68. Conforme á lo dispuesto en el art. 19 de la ley de organizacion  
de los Consejos provinciales, solo podrá apelarse de las sentencias dictadas  
en primera instancia por dichos Consejos cuando el interés del litigio 6 va-
lor de la demanda, pudiendo sujetarse á una apreciacion material, llegue  á 
2,000 rs. (1).  
Art. 69. La apelacion se interpondrá necesariamente dentro de diez  
dias, contados desde la fecha de la notificacion de la sentencia (2).  
(I) Por el art. lo de la Real Orden de 25 de setiembre de 1868 se de-
claró que las apelaciones para ante el Consejo de Estado de los fallos 
de los Consejos provinciales, no serán admisibles. en litigio cuyo inte-
rés no llegue á 2,000 reales, en virtud de lo mandado en el art. 98 de 
 
la ley de gobierno y administracion de las provincias de dicha fecha, 
 
y no ya á consecuencia de la disposicion que se cita en el presente ar-
Ifculo. (2) Véanse los arts. 254 y sigs. del Reglam. del Consejo Real, que se 
insertará mas adelante, y las disposiciones que siguen: 
Real decreto de 20 de junio de 1858. —.5.° Admitida la apelacion por un 
 
Consejo provincial, éste remitirá siempre los autos orir , inates al Con-
sejo Real, quedándose con el testimonio necesario para llevar a efecto 
 
la sentencia, si no hubiere acordado espresamente suspender la ejecu-
cion.-6.° Cuando el Consejo provincial no admita una apelacion, podrá 
 
la parte interesada recurrir en queja ante el Consejo Real. Interpuesto 
 
en forma este recurso, la Seccion de lo Contencioso mandará al Consejo 
 
provincial que informe con justificacion, y en vista de todo confirmará 
 
6 revocará la providencia del inferior..  
Real decreto de 34 de Octubre de 1864. — .Art. 1. ° Los autos á que se re-
fiere el art. 5. ° del citado Real decreto (el de 20 de junio de 1858, que pre-
cede) deberán ser puestos en el correo dentro del plazo de 1s dias en la 
Peninsula 6 islas adyacentes, á contar desde el dia en que principia á 
correr el término para la mejora.—Art. 2.° La responsabilidad de los 
 
daños y perjuicios que de resaltas de la inobservancia de lo dispuesto 
en el articulo anterior puedan originarse al Estado 6 las corporaciones 
que se hallan bajo su inspeccion y tutela, recaerá sobre el Secretario 
del Consejo provincial.—Art. 3.° Los Secretarios de los Consejos pro-
vinciales deberán además dar aviso directamente y por medio de oficio 
separado al Fiscal de lo Contencioso del Consejo de Estado de la reme-
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Art. 70. La apelacion se interpondrá para ante el Consejo Real (t), 
salvo el caso previsto en el art. 109 de la ley de Ayuntamientos (2).—La 
parte que no apele, podrá adherirse á la apelacion hasta el dia de la vista 
esclusive. 
Art. 71. El recurso de apelacion no suspenderá la ejecucion de la sen-
tencia, salvo si en ésta se hubiere mandado lo contrario. 
Art. 72. No podrá apelarse de las providencias interlocutorias: las nu-
lidades y agravios que con ellas se causaren se ventilarán y decidirán en el 
Consejo Real con los recursos de nulidad y apelacion que se interpongan 
de las sentencias definitivas (3). 
SECC[os TERCERA. —Del recurso de nulidad para ante el Consejo Real. 
Art. 73. El recurso de nulidad contra las sentencias definitivas dicta-
das por los Consejos provinciales solo tendrá lugar en los casos siguientes: 
—1.° Cuando el asunto no fuere de la competencia de la jurisdiccion ad-
ministrativa.-2.' Cuando no hubiere dictado la sentencia el número de 
Consejeros necesarios.-3.° Cuando la sentencia fuere contraria en su te-
nor al texto espreso de las leyes, Reales decretos y órdenes vigentes—t.° 
Cuando alguna de las partes careciere de poder bastante 6 de capacidad 
para litigar.-5.° Cuando alguna de las partes no hubiere sido emplazada 
en tiempo y forma.-6.° Cuando no se hubiere citado á alguna de las par-
tes para prueba 6 sentencia.-7.° Cuando se hubiere denegado la prueba 
necesaria para dictar justa sentencia. 
Art. '74. Para que proceda 'el recurso de nulidad en los casos prescri-
tos en los párrafos 4.°, 5.°, 6.° y 7.° del artículo anterior, ha de haberse 
reclamado en primera instancia en tiempo y forma contra la nulidad. 
Art. 75. En negocios de mayor cuantía no podrá intentarse el recurso 
de nulidad por separado del recurso de apelacion. En todo caso el recur-
so de nulidad se interpondrá dentro del mismo término y en la misma 
forma que el recurso de apelacion. 
Art. 76. Incumbe al Jefe politico interponer contra las sentencias 






Art. 77. En todos los casos é incidentes no previstos por este Regla-
mento y por la ley de 2 de abril del presente año, los Consejos se atempe-
rarán á la legislacion y jurisprudencia comunes, en cuanto su aplicacion 
(4) Hoy para ante la Sala a.' del Trib. Sup. de Just. conforme al ar-
ticulo 49 del decreto de 26 de noviembre de 1868. (2) Este caso era el relativo al Labo sobre cuentas municipales, de 
cuya apelacion debia conocer el Tribunal de Cuentas. Hoy correspon-
de la aprobacion de dichas cuentas á las Diputaciones provinciales , sin 
ulterior recurso, conforme al art. a, n. 7. de la ley de organizacion 
provincial de 24 de octubre de is6s. (3) La jurisprudencia del Consejo de Estado, fundada en el art. 262 
de su Reglam. para lo contencioso, comparado con el 72, á que se re-fiere esta nota, estimaba apelables las provindencias interlocutorias de 
los Consejos provinciales cuando impiden la continuacion del pleito. 
Así lo declaró en sent. de 20 de noviembre de 4 860. 
(a) Hoy deberá hacerlo el Ministerio fiscal, puesto que es el repre-
sentante de la Administracion en estos negocios, conforme al art. 24 del 
decreto de 26 de noviembre de 4868. 
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sea compatible con el rápido curso de las cuestiones contencioso-adminis-
trativas, y con la letra y espíritu de dicha ley y reglamento (1).  
Aprobado por S. M. por Real decreto de esta fecha. Madrid 1.' de octu-




   
LEV para el gobierno y administracion de las provincias, sancionada en 
25 de setiembre de 1883 (2). 
TITULO IV.—DE LOS CONSEJOS PROVINCIALES.  
CAPÍTULO V1.—Del procedimiento en asuntos contenciosos.  
Art. 90. Cuando el Consejo actúe como tribunal, será pública la vista  
del pleito, y se oirán las defensas de las partes. Las deliberaciones serán  
secretas. Los acuerdos se tomarán por mayoría absoluta de votes.  
Art. 91. No podrá entablarse ninguna demanda ante los Consejos pro-
vinciales sin que el Gobernador hubiere dictado providencia en el asunto  
que se ventile, salvo cuando otra cosa determine una ley especial.  
Art. 92. Representarán en estos juicio:—A la Hacienda, el Promotor  
fiscal de la misma (3).—A los demás ramos de la Administration central,  
el Letrado á quien el Gobernador señale en cada caso (4).—A la provincia, 
el Diputado que la Diputacion haya elegido con arreglo al art. 37, 6 el Le-
trado á quien dé su poder (5).—A los Ayuntamientos, un Letrado de su 
nombramiento (6). 
  
(I) •Los Consejos provinciales, en todos los casos no comprendidos 
en su reglamento de i." de octubre de 1845, observarán: 1.° El regla-
mento del Consejo Real, con las disposiciones posteriores que lo suplen 
ó modifican.-2.° El derecho comun.. (Art. 43 del Real decreto de 20 de 
Junio de 1 sss.) (s) En los arts. 82, 83 y 84 de esta ley se fijaron las cuestiones de 
 
que debían conocer los Consejos provinciales, oomo Tribunales conten-
cioso-administrativos, y que ahora son de la competencia de las Salas 
primeras de las Audiencias. Ya nos hicimos cargo de dichas disposicio-
nes, y de las demás que rigen en esta materia, en las págs. 346 y si-
guientes del tomo primero y 655 y sigs. del presente: véanse allí. 
Por Real decreto de 24 de octubre de 1866, que adquirió fuerza de ley 
 
en virtud de la sancionada en 17 de Mayo de 4867, fue reformada la de 
 
gobierno y administracion de las provincias de que aquí se trata. Esta 
 
reforma no alcanzó á las disposiciones que se van a insertar; pero por 
 
haberse suprimido el art. 75, se alteró la numeracion de los artículos 
posteriores en la nueva edicion que se hizo de dicha ley, bajando es-
tos una unidad, de suerte que el art. 90 de la ley primitiva, primero 
de los que aquí se insertan, es el s9 de la reformada; el 91 de aquella, 
el so de esta, y así de los demás. Hacemos esta advertencia para evitar 
 
confusion en las citas de los artículos de dicha ley, pues unas veces 
 
se hacen con referencia á la de 4863, y otras á la reformada en 1see.  (3) Hoy deberá ser el Fiscal de la Audiencia, segun lo prevenido en 
 
el articulo 24 del decreto de 26 de noviembre de 1868, antes inserto. 
 (4) Creemos que Cambien en este caso debe representar la Admi- 
nistracion el Fiscal de la Audiencia, con arreglo al artículo citado en la 
 
nota que precede.  (s) El art. 37 de la ley de 4863, que aquí se cita, no se halla reprodu-
cido en la de organizacion provincial de 21 de octubre de 1868. Véase la 
nota que sigue.  (6) ¿Han sido modificados este párrafo y el anterior, como lo han 
sido los otros dos del propio articulo, por el art. 24 del decreto de 26 de 
1 
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Art. 93. Las demandas se presentarán ante el Consejo provincial en el 
término improrogable de 30 dias, que empezarán á contarse, respecto de 
las de particulares y corporaciones, desde el dia siguiente al de la notifica-
cion administrativa de la providencia reclamable; y respecto de la Admi-
nistracion, dentro de un año, contado desde la fecha de la comunicacion 
al interesado.—El Consejo provincial en vista de la demanda consultará al 
Gobernador si procede 6 no la vía contenciosa, acompañando con su infor-
me copia de la demanda misma (1). 
Art. 94. El Gobernador dentro de tercero dia resolverá lo que estime 
conveniente, comunicándolo al Consejo. Si la resolucion fuere que no pro-
cede la vía contenciosa, y el demandante no se conformare, podrá recurrir 
al Ministro del ramo respectivo, que decidirá, oido el Consejo de Estado, 
sin que en el caso de estimarse la procedencia de la demanda, deje de ser 
competente el Consejo provincial. 
Art. 95. Los fallos de los Consejos provinciales serán siempre motiva-
dos.—P.mra la decision final de los negocios contenciosos se requiere pre-
cisamente la asistencia de tres Consejeros, uno de ellos letrado. 
Art. 96. La ejecucion de los fallos corresponde á los agentes de la Ad-
ministracion; pero si hubiere de procederse por remate 6 venta de bienes, 
su ejecucion y la decision de las cuestiones que sobrevengan corresponde 
á los tribunales ordinarios, fuera de los casos espresados en las leyes y 
reglamentos para la cobranza de las contribuciones. 
Art. 97. Los Consejos provinciales no podrán reformar ninguno de sus 
fallos; pero si interpretarlos á peticion de parte cuando se susciten dudas 
sobre su inteligencia, con sujecion á los reglamentos. 
Art. 98. De los fallos de los Consejos provinciales, á escepcion de los 
que recaigan en las cuentas municipales, se apelará para ante el Consejo 
de Estado, y ante el mismo se interpondrán los recursos de nulidad que 
procedan.—Las apelaciones no serán admisibles en litigios cuyo interés, 
pudiendo sujetarse á una apreciacion material, no llegue á 2,000 rs. 
noviembre de  4 sea? La palabra Administracion, en el sentido genérico 
que en él se usa, lo mismo puede referirse á la central, que a la provin-
cial y municipal, y en tal concepto parece que el Ministerio fiscal ha de 
ser tambien el representante de las provincias y de los municipios. 
Pero esto será impractiçable cuando las corporaciones provinciales 6 
municipales litiguen entre si, 6 con la Administracion central, y será 
necesario aplicar en tal caso la disposiciou del art. 14 del Reglamento 
del Consejo Real, segun el cual representará y defenderá el Fiscal á di-
chas corporaciones cuando no litiguen con la Administracion 6 entre si 
mismas; y aun esto en los casos en que no hayan encargado su defensa 
á un letrado de su nombramiento, como parece podrán hacerlo hoy 
tambien, segun se deduce del núm. 8.° del art. si de la ley municipal 
de 24 de octubre de 4868, y do los núms. 1 4 y 18 del art. 14 de la ley 
provincial de la misma fecha. Esto es tambien conforme al principio 
descentralizador que domina en dichas leyes. En tales casos la Sala po-
drá oir al Fiscal, conforme al art. 39 de la ley orgánica del Consejo de 
Estado, aplicable como derecho supletorio. (1) Este segundo párrafo y el artículo siguiente han sido derogados 
por los arts. 23, 24 y 25 del decreto de 26 de noviembre de 4868. Véase 
la nota al art. 23 del Reglamento de los Consejos provinciales, antes 
inserto. 
• 
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§. ll. Procedimiento contencioso-administrativo en el Tribunal 
Supremo de Justicia. 
Segun lo prevenido en el art. 7.° del decreto de 26 de noviem-
bre de 1868, inserto anteriormente, la Sala 3.' del Tribunal Supre-
mo de Justicia ha de arreglarse en los negocios de que conozca en 
primera instancia y en los recursos de apelacion y nulidad, á las dis-
posiciones por que se regia el Consejo de Estado para la sustancia-
cion y decision de lo contencioso-administrativo, inclusa la práctica 
de las diligencias que para el esclarecimiento de los hechos sean ne-
cesarias, si bien con las modificaciones establecidas por el mismo de-
creto. Dichas disposiciones son, como en el citado artículo se es-
presa, la ley orgánica del propio Consejo de 17 de agosto de 1860, 
el reglamento sobre el modo de proceder el Consejo Real de 30 de 
diciembre de 1846, el Real decreto de 19 de octubre de 4860, y las 
demás leyes y disposiciones que han venido rigiendo en los negocios 
contencioso-administrativo. Las insertarémos por ese mismo Orden, 
pero solo en la parte interesante á los indicados procedimientos, y 
espresando por notas las moditiciones que hayan sufrido. 
LEY orgánica del Consejo de Estado, sancionada en 17 de agosto de  1860. 
Art. 39. El Fiscal representará y defenderá por escrito y de palabra á 
la Administracion en los negocios contenciosos; y aun cuando no fuere 
parte en ellos, será oido siempre que lo determinen las leyes 6 reglamen-
tos, 6 lo estime la Sala 6 Seccion de lo contencioso. 
Art. 40. El Gobierno podrá, sin embargo de lo dispuesto en el articu-
lo anterior, nombrar, si lo creyere conveniente, un Comisario que desem-
peñe en determinado negocio las funciones de Fiscal. 
Art. 46. El Consejo constituido en Sala de lo Contencioso, del modo 
que se establece en los arts. 18 y i9 de esta ley, será oido en única ins-
tancia sobre la resolucion final de los asuntos de la Administracion cen-
tral, cuando pasen á ser contenciosos, y señaladamente en los que si-
guen (1). 
1.° Respecto al cumplimiento, inteligencia, rescision y efectos de los 
remates y contratos celebrados directamente por el Gobierno, 6 por las 
Direcciones generales de los diferentes ramos de la Administracion civil 6 
militar del Estado, para toda especie de servicios y obras públicas. 
2.° Respecto á las reclamaciones á que den lugar las resoluciones par-
ticulares de los Ministros de la Corona en los negocios de la Peninsula y 
Ultramar. 
(I) Hoy corresponde el conocimiento y fallo definitivo de estos ne- 
$ocios a la Sala a' del Tribunal Supremo de Justicia, como ya se ha ficho, conforme al párrafo último del art. 6. ° del decreto de 26 de no-
viembre de Is6s. En cuanto a los asuntos cuyas resoluciones por re-
gla general son reclamables por la via contenciosa, además de los que 
a.quf se determinan, y sobre el término para interponerla, véase el 
Real decreto de 24 de mayo de I sss, que se insertará más adelante. 
• 
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3.° Respecto á los recursos de reposicion, aclaraciou y revision de las 
providencias y resoluciones del mismo Consejo. 
Art. 47. Tambien será oido el Consejo sobre la resolucion final en 
toda última instancia de los negocios contencioso-administrativos, y se-
ñaladamente en los recursos de apelaciou, nulidad 6 queja:—Contra cual-
quiera resolucion del Gobierno acerca de los derechos de las clases pasivas 
civiles (1):—Contra los fallos de los Consejos de provincia:—Contra los fa-
llos del Tribunal de Cuentas del Reino y de los de Ultramar en los recur-
sos de casacion de que tratan las leyes especiales de estos cuerpos. 
Art. 49. Será tambien oido el Consejo en pleno, en Sala de lo Conten-
cioso 6 en Secciones, sobre todos los demás asuntos que prescriban las 
leyes 6 disposiciones generales 6 que estuvieren atribuidos anteriormente 
al Consejo Real 6 al Tribunal contencioso-administrativo. 
Art. 54. Las sesiones del Consejo serán secretas. Exceptúanse las 
vistas en los negocios contencioso-administrativos, que serán siempre 
públicas. 
Art. 55. Los informes del Consejo, de la Sala de lo Contencioso 6 de 
las Secciones no podrán publicarse sin autorizacion espresa del Gobierno. 
Esceptúase el caso en que las leyes determinen lo contrario. 
Art. 56. El que se sintiere agraviado en sus derechos por alguna re-
solucion del Gobierno 6 de las Direcciones generales que cause estado, 
podrá reclamar contra ella en la vía contenciosa, proponiendo su demanda 
ante el Consejo de Estado (2). 
Art. 57. Cuando la Seccion de lo contencioso considere que procede 
la via contenciosa, remitirá al Ministerio, á que corresponda el negocio, 
su dictámen con copia autorizada de la demanda.—Si considerase que 
necesita mayor eximen, y que la procedencia 6 improcedencia de la vía 
contenciosa debe ser objeto de discusion, comunicará la demanda al Fiscal 
por vía de instruccion, señalando dia para la vista en la Sala de lo Conten-
cioso, y citando á las partes. La Sala, oida la discusion oral, formulará la 
consulta correspondiente.—Celebrada la vista, se remitirá al Gobierno el 
dictámen del modo espuesto anteriormente (3). 
Art. 58. La Real Orden en que se conceda 6 niegue la vía contenciosa 
se espedirá por el Ministerio á que se haya elevado la consulta. 
Art. 59. Cuando el Gobierno no se conformase con la consulta afirma-
tiva del Consejo, publicará en la Gaceta de Madrid su resolucion moti-
vada por medio de decreto acordado en Consejo de Ministros y rubricado 
por su Presidente. Esto lo hará en el término de un mes, contado desde 
qua el Gobierno hubiere recibido la consulta del Consejo de Estado, que se 
insertará en el Real decreto. 
Art. 60. Cuando consultada la procedencia de la vía contenciosa, el 
Gobierno no comunique al Consejo su resolucion dentro del mismo térmi- 
(t) En este caso debe entablarse la via contenciosa dentro de dos 
meses contados desde la notificacion de la resolucion del Ministro de 
Hacienda. (Art. 44 del Real decreto de 28 de diciembre de 1 tx9.) 
(2) En cuanto al término para interponer estas demandas, véanee 
los arts. 3.° y 4.° del Real decreto de 2i de mayo de 1853, que se inser-
tara mas adelante, y la nota al segundo de dichos artículos. 
(3) Este articulo y los que siguen hasta el 
 60 inclusive, han quedado 
derogados por el a.° del decreto do 26 de noviembre de lees, inserto 
anteriormen ( pig. 4012), en el que se ordena el procedimiento para la 
admision de la demanda, suprimiendo la consulta al Gobierno. 
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uo de un mes fijado en el articulo anterior, se entenderá concedida la au-
torizacion (1). 
Art. 61. Cuando la Seccion de lo Contencioso, al declarar concluida la 
discusion escrita, crea conveniente que en la vista se trate algun punto 
que no lo haya sido antes en el pleito, lo pondrá en conocimiento de las 
partes al citarlas para la vista. 
Art. 62. Conformándose el Gobierno con el proyecto de sentencia 
consultado por el Consejo tie Estado, lo aprobará por uu Real decreto re-
frendado por el Presidente del Consejo de Ministros. La sentencia se publi-
cará en la Gaceta de Madrid dentro del término de un mes, contado desde 
la fecha en que hubiere recibido el proyecto (2). 
Art. 63. No conformándose el Gobierno con el proyecto de sentencia, 
publicará la que estime justa en la Gaceta de Madrid dentro del término 
señalado en el artículo anterior, y en el Real decreto espedido en la misma 
forma. Con este Real decreto, que debe ser motivado y acordado en Con-
sejo de Ministros, se publicará la consulta del Consejo. 
Art. 64. Si trascurrido dicho plazo no hubiere publicado el Gobierno 
decreto alguno, el Consejo de Estado dispondrá que se haga saber á las 
partes el proyecto consultado (3). 
Art. 70. Los procedimientos en los negocios contenciosos de la Adm 
nistracion serán objeto de ley. 
Art. 71. El Gobierno, oido el Consejo de Estado, formará el reglamen-
to sobre el régimen interior y órden de proceder del Consejo de Estado en 
los negocios gubernativos. Este reglamento podrá alterarse en lo sucesivo, 
despues de oir tarnbien al Consejo de Estado, y por Real decreto propues-
to en Consejo de Ministros y refrendado por su Presidente. 
Art. 72. Mientras no se publiquen la ley y reglamento (le que tratan 
los arts. 70 y 71 de esta ley, observará el Consejo de Estado, en cuanto no 
se opongah á lo que en ella se prescribe, los reglamentos y disposiciones 
por los cuales se rigió el estinguido Consejo Real y se rije actualmente el 
de Estado. 
Art. 73. El Gobierno queda autorizado, mientras no se publique la ley 
de procedimientos en los negocios contenciosos de la Administration, se-
gun se previene en el art. 70 de esta ley, á hacer, despues de oir al Con-
sejo de Estado, las variaciones convenientes. 
(t) Solo a instancia de parte podia procederse á lo que previenen 
este art. y el 64, á cuyo fin se hacia saber á las partes el recibo de 1 • 
consulta, y su fecha, luego que lo acusaba el Gobierno. (Arts. A.° y 5.° 
del Real decreto de 49 de octubre de 4860.) (2) Tampoco tienen hoy aplicacion este articulo y los dos que si-
guen: en su lugar ha de hacerse lo que ordena el 40 del decreto citado 
de 26 de noviembre de 4868. Véase en la pág. 4042 de este tomo. (3) No podia procederse á lo que previene este articulo sino a ins-
tancia de parte, como se ha dicho en la nota al art. 60; pero téngase 
presente que en el dia no tienen aplicacion estas disposiciones, por 
haber sido suprimida la consulta que se hacia al Gobierno para la re-
solucion definitiva por Real decreto, como ya se ha dicho. 
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REGLAMENTO de 30 de diciembre de 4846, sobre el modo de proceder el 
Consejo Real en los negocios contenciosos de la Administracion. 
TÍTULO I.—DE LA COMPETENCIA Y RÉGIMEN DEL CONSEJO REAL EN LOS 
NEGOCIOS CONTENCIOSOS DE LA ADMINISTRACION. 
CAPITULO 1.—De las atribuciones del Consejo Real, y  de su Seceion de lo 
Contencioso en los negociosos de esta clase. 
Artículo t.' Corresponde al Consejo Real conocer en primera y única 
instancia (I): 
t.' De las demandas contenciosas sob re el cumplimiento, inteligencia, 
rescision y efectos de los remates y contratos celebrados directamente por 
el Gobierno 6 por las Direcciones generales de los diferentes ramos de 
la Administracion civil (2). 
2.° De las demandas contenciosas $.que den lugar las resoluciones de 
los Ministros de S. M. cuando el Gobierno acuerde préviamente someter al 
conocimiento del Consejo las reclamaciones de las partes. 
3.° De los recursos de reposicion, aclaracion y revision de sus provi-
dencias y resoluciones. 
Art. 2.° Compete igualmente al Consejo conocer en apelacion y nuli-
dad de las resoluciones de los Consejos provinciales, y de las de cualquiera 
otra Autoridad que entienda en primera instancia en negocios contencio-
so-administrativos (3). 
Art. 3.° La Seccion de lo Contencioso preparará las resoluciones fina-
les del Consejo, dictando al efecto las providencias de actuacion que con-
viniere. 
CAPÍTULO II.—Del Vicepresidente del Consejo. 
Art. 4.° El Vicepresidente del Consejo hará el señalamiento de los 
negocios que deban verse en pleno; recibirá las escusas de asistencia de 
los Consejeros; tendrá á su cargo la policía de los estrados; llevará en elloe 
la palabra, de la que nadie podrá usar sin su permiso, y autorizará todos 
los acuerdos y providencias que se dicten. 
Art. 5.' El Vicepresidente oirá las quejas que le dieren los intere-
sados sobre retardacion de sus espedientes ú otros abusos que merez-
can particular providencia; tomará la que estuviere en sus atribucio-
Des, y promoverá las que respectivamente correspondan al Consejo y á la 
Seccion. 
Art. 6.° En defecto del Vicepresidente del Consejo hará sus veces el 
de la Seccion de lo Contencioso, y en defecto de éste los•e las demás Sec-
ciones por el Orden de su precedencia. 
CAPITULO Ill.—Del Vicepresidente de la Seccion de lo Contencioso. 
Art. 7." El Vicepresidente de la Seccion de lo Contencioso desempe-
pará respecto á ella las atribuciones que en Orden al Consejo quedan de-
claradas á favor del que le presida. 
(I) Véase en lugar de este artículo el ae de la ley orgánica del Con-
sejo de Estado, inserto anteriormente, y su nota. (2) Por Real decreto de 47 de julio de 4849 se suprimió la palabra ci-
vil, con que termina este párrafo; pero boy debe estarse â lo que dis. 
pone el S.4.* del citado art. as de la ley del Consejo de Estado. (3) Vease el art. s7 de la citada ley organice del Consejo de Estado. 
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Art. 8.° Además dictará en la Seccion las providencias de mera sus-
tanciacion que no hayan de motivarse. 
Art. 9.° En defecto del Vicepresidente harán sus veces por el  Arden 
 de su precedencia los demás Vocales de la Seccion. 
CAPÍTULO 1V.—Del Ponente. 
Art. 10. En cada negocio habrá un Consejero ponente, nombrado por 
el Vicepresidente de la Seccion. 
Art. 11. El Ponente hará de Relator ante el Consejo siempre que lo 
tenga por conveniente, y además cuando lo exija la gravedad del negocio, 
á juicio del Vicepresidente de la Seccion. Propondrá asimismo el Ponente 
4 esta las providencias que deban fundarse y los puntos de hecho y de de-
recho sobre que hayan de recaer las decisiones, y estenderá todas las pro-
videncias motivadas y la resolucion final del Consejo. 
Art. i2. Cuando el Ponente se separe del dictámen que ha de some-
terse al Consejo, el Vicepresidente de la Seccion nombrará otro de sus in-
dividuos para que sostenga la discusion en Consejo pleno. 
Art. 13. El Ponente podrá elegir un Auxiliar para que le ayude en el 
desempeño de su cargo. 
CAPÍTULO V.—Del Fiscal y de los Abogados fiscales. 
Art. 14. El Fiscal representará y defenderá por escrito y de palabra á 
la Administracion, y á las Corporaciones que estuvieren bajo su especial 
inspeccion y tutela cuando no litiguen con ella ó entre sí mismas.—El Go-
bierno podrá, sin embargo, cuando lo estime conveniente, designar un 
Consejero estraordinario, ú otro comisionado de su confianza que desem-
peñe dicho encargo en determinados negocios (I). 
Art. 15. Los .Abogados fiscales serán los auxiliares del Fiscal en el des-
pacho de su oficio, y trabajarán á sus órdenes y bajo su direccion. 
Art. 16. En defecto del Fiscal hará sus veces el Abogado fiscal que el 
Vicepresidente designe. 
Art. 17. Aun cuando el Ministerio fiscal no defienda á una de las par-
tes, podrá ser oído si la Seccion de lo Contencioso lo estima conveniente 
Art. 18. El Fiscal tendrá el mismo tratamiento y categoría que el Se-
cretario general del Consejo. Los Abogados fiscales tendrán el de los Auxi-
liares de mayor categoría. 
CAPÍTULO V1.—Dcl Secretario. 
Art. i9. Será Secretario de la Seccion de lo Contencioso el que lo 
fuere del Consejo.—Desempeñará en la Seccion y en el Consejo las atri-
buciones que están declaradas á los Secretarios de los Consejos provincia-
les por el art. 6.° del Reglamento de 1.° de octubre de 1845, escepto las de 
Relator (2). 
Art. 20. El Secretario llevará un libro de registro de entrada y salida 
de los negocios; otro de las providencias de la Seccion y votos particula-
res á que las mismas hayan dado lugar; otro de las resoluciones definiti 
vas del Consejo, y los demás que la Seccion 6 el Consejo prescribieren.— 
(I) Véanse los arts. 39 y so de la ley orgánica del Consejo de Estado; 
el 12 del decreto de 26 de noviembre de 1868, y las notas al art. 92 de la 
ley de 25 de setiembre de 1863, insertos anteriormente. (2) Véase el art. 43 dol decreto de 26 de noviembre de Is6s (pág. 52 
de este tomo. 
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En los libros de providencias y resoluciones se guardará lo 'prevenido por 
las leyes acerca de los protocolos 6 registros de las escrituras públicas.—
El que presida la Seccion rubricará todas las hojas de estos libros, fir-
mando en la primera una nota en donde esprese el número de hojas de 
que consten. 
Art. 21. El Secretario dará cuenta de los negocios por el Orden ri-
goroso de entrada, si el Vicepresidente de la Seccion no acordare otra 
cosa. 
Art. 22. En defecto del Secretario hará sus veces el Auxiliar que nom-
bre el Vicepresidente de la Seccion. 
Art. 23. El Secretario tendrá por escrito y de palabra el tratamiento 
de Señoría. 
CAPITULO V11.—De los Auxiliares. 
Art. 24. Los Auxiliares ayudarán al Ponente y al Secretario en el des-
empeño de sus respectivos cargos, en los términos en que lo disponga el 
Vicepresidente de la Seceion; y ejercerán además elolicio de Relator cuan-
do no lo desempeñe el Ponente (1). 
Art. 25. Los negocios se distribuirán entre los Auxiliares de la Seccion 
por rigoroso turno de entrada.—Sin embargo, el Vicepresidente podrá al-
terar el turno cuando lo estime conveniente. 
Art. 26. El Ponente que desempeñe el cargo de Relator, hará relacion 
desde su asiento. Cuando desempeñe aquel cargo un Auxiliar, tomará 
asiento en la Seccion 6 en el Consejo pleno al lado del Secretario. 
CAPITULO V111.—De los Abogados del Consejo. 
Art. 27. En los asuntos contenciosos, las partes contrarias á la Admi-
nistracion estarán representadas y serán defendidas por Abogados del 
Consejo (2).—Son Ahogados del Consejo todos los incorporados en el Co-
legio de Madrid que tengan abierto su bufete. 
Art. 28. La Seccion podrá permitir que las partes actúen y se deHea-
dan por sí mismas en los negocios donde no creyere necesario el ministe-
rio de los Abogados. 
CAPÍTULO 1\.—De los Ujieres. 
Art. 29. Para el despacho de los negocios contenciosos habrá por aho-
ra cuatro Ujieres.—Estos desempeñarán en la Seccion y el Consejo las atri-
buciones espresadas en el art. 9.° del Reglamento de los Consejos pro-
vinciales de I.' de octubre de 1845 (3). 
Art. 30. Los Ujieres serán nombrados por el Ministerio de la Gober-
nacion. 
Art. 31. El Vicepresidente del Consejo y el de la Seccion de lo Conten-
cioso podrán suspender por tres meses á lo mas á los Ujieres, y proponer 
con justa causa su destitucion. 
(4) Hoy io existen estos auxiliares, sino Secretarios Relatores, con-
forme al art. 13 antes citado, del decreto de 26 de noviembre de 4568. (2) Los que recurran contra las decisiones del Gobierno, en materia 
de clases pasivas, no están obligados á constituir abogado defensor; 
poro tendrán necesidad de elegir domicilio, indicándolo en el memorial 
razonado de que trata el art. ao del Real decreto de 21 de mayo de taso. (a) Vease el art. is del decreto de 26 de noviembre de 1868. (página 
4013 de este tomo.) 
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CAPÍTULO N.—De las recusaciones de los 1?ocalea del Consejo. 
Art. 32. Los Vocales del Consejo podrán ser recusados por las causas 
espresadas en el art. 13 del Reglamento de 1.° de octubre de 1845, ú otras 
equivalentes á juicio del Consejo. 
Art. 33. Cuando los hechos en que se funde la recusacion sean anterio-
res al pleito, no podrán proponerla los litigantes despues de haber contes-
tado á la demanda, 6 deducido escepcion dilatoria, 6 de haberse mejorado 
la apelaciou 6 recurso de nulidad; salvo si los hechos vinieren posterior-
mente é su noticia, en cuyo caso deberán hacerlo luego que la tuvieren.—
No podrá proponerse la recusacion en ningun caso cuando hubiere empe-
zado á verse el proceso en Consejo pleno. 
Art. 31. El litigante que faltare á la verdad suponiendo no haber lle-
gado é su noticia la causa de recusacion en tiempo hábil, será corregido 
con multa que no esceda de 6,000 rs. 
Art. 35. La recusacion se propondrá por escrito y se comunicará por 
medio de oficio al recusado, el cual responderá en la misma forma. 
Art. 36. Si no se diere el Consejero por recusado, la Seccion recibirá 
á prueba la recusacion, si lo estimare necesario, y propondrá al Consejo la 
providencia que crea justa. 
Art. 37. El recusado-no podrá asistir 	 la vista y á la votacion del in- 
cidente de recusacion.—Admitida ésta, el recusado se abstendrá de cono-
cer eu el negocio. 
CAPiruLo XI.— De las audiencias públicas y policia de los estrados. 
krt. 38. Los Consejeros, Auxiliares, Empleados y Abogados del Con-
sejo asistirán á las audiencias públicas en traje de ceremonia. 
Art. 39. Los Ujieres usarán el mismo traje de ceremonia que los por-
teros de estrados del Supremo Tribunal de Justicia. 
Art. 40. Los Abogados se presentarán cou el traje propio de su pro-
lesion. 
Art. 41. Con arreglo á lo dispuesto en el art. 9.° de la ley de 6 de julio 
de 1845, no asistirán á la deliberation y fallo de los asuntos contenciosos 
los Consejeros estraordinarios.—Los Consejeros ocuparán sus asientos por 
el órden de antigüedad de sus respectivos nombramientos. En igualdad de 
fechas de éstos, obtendrá la preferencia el Consejero de más edad.—Tam-
bien asistirán todos los Auxiliares del Consejo ocupando asientos inferio-
res, y colocándose por el órden de su clase, antigüedad y edad. 
Art. 42. El Fiscal y los Abogados fiscales, cuando asistan á estrados, 
ocuparán á la derecha un asiento separado con bufete por delante. 
Ar. 43. En los estrados de la Seccion y del Consejo los concurrentes 
estarán descubiertos y guardarán silencio y compostura ( obedeciendo con 
puntualidad las disposiciones que para mantener el órden dictare el que 
presida. 
Art. 44. El que osare interrumpir la vista del proceso ú otro acto ofi-
cial de la Seccion 6 del Consejo, (laudo señales de aprobacion 6 desaproba-
cion, 6 perturbando de cualquier otro modo el Orden, será llamado á él por 
el que presida, y espulsado si no obedeciere á la primera intirnacion.—En 
caso de resistir ó de agravar con demostraciones irreverentes su desacato, 
será arrestado y corregido eu el acto con prision que no esceda de cine 
dios, 6 con multa que Do pase de 200 rs. 
Art. 45. Si el perturbador 6 perturbadares se propasaren á amenazar 
6 ultrajar á losVocales 6 subalternos del Consejo en el acto de ejercer sus 
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olidos, la correccion de que habla el articulo anterior podrá aumentarse, 
segun las circunstancias, á un roes de prisioa y 1,000 rs. de multa. 
Art. 46. Llegando el desacato á constituir un atentado que merezca 
pena mayor, serán arrestados los delincuentes y puestos Con la sumaria 
del esceso á disposicion del Juzgado 6 Tribunal competente. 
CAPITULO X11. — De los informes anuales relativos al despacho de los 
negocios contenciosos. 
Art. 47. En I.° de marzo de cada año remitirá la Seccion al Ministerio 
de la Gobernaciou un estado de los negocios fenecidos en el curso del año 
próximo anterior, y de los que habiéndose empezado en él 6 antes queda-
ren pendientes. 
Art. 48. Respecto I los pendientes y fenecidos, se espresará si se ins-
truyeron en rebeldía 6 por recurso de aclaracion, revision, apelacion 6 nu 
-
lidad. 
Art. 49. Además de las noticias que ha do comprender el estado refe-
rido, la Seccion, al remitirle, dará cuenta de los abusos que hubiese notado 
en la actuacion de la justicia administrativa, con las observaciones que le 
hubiere sugerido la esperiencia para corregir dichos abusos y perfeccionar 
el procedimiento.—E1 Fiscal añadirá á las de la Seccion sus propias obser-
vaciones. 
TITULO 11. —DEL ÓRDEN DE PROCEDER ANTE El. CONSEJO EN PRIMERA Y 
ÚNICA INSTANCIA. 
CAPITULO I.—De la demanda. 
Art, 50. En los negocios que se entablen á instancia de la Adminis-
tracion, se incoará el procedimiento con una memoria que presentará al 
Consejo el Fiscal á virtud de órden é instrucciones del respectivo Ministro 
de la Corona. 
Art. 51. Las demandas contra la Administracion se remitirán por el 
Vicepresidente del Consejo al Ministerio de donde dimane la resolucion 
que las produjere (1). 
Art. 52. Si en vista de la demanda estimare desde luego el Ministro 
de la Corona que procede la vía contenciosa, remitirá el espediente al 
Consejo para el curso correspondiente.—Si el Ministro de la Corona no lo 
estimare así desde luego, oirá gubernativamente al Consejo sobre esta 
cuestion previa, y la resolverá en vista de la consulta sin ulterior recurso. 
—En todo caso la resolucion del Ministro ha de dictarse dentro de un 
mes, contado desde la fecha de la remision de la demanda á la respectiva 
Secretaría. 
Art. 53. Las demandas y memorias se estenderán con claridad y pre-
. cision, refiriendo sencillamente los hechos que las motiven y la pretension 
que se deduzca. 
(I) Este artículo y el siguiente, lo propio que el 57 al eo de la ley 
orgánica del Consejo de Estado, que los habian modificado, han sido 
derogados por el e' del decreto de 46 de noviembre de 1868, inserto 
anteriormente (pág. 4045). Hoy debe procederse como se ordena en  di-
cho art. 8.° para resolver sobre si procede 6 no la admision de la de-
manda.—En cuanto al término para intentar la via contenciosa, véanse 
mas adelante los artículos s.• y 4." del Real decreto de 
 21 de mayo 
de lasa, y su nota. 
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Art.t. Antes de fijarse la pretension, se estenderá por párrafos nu-
merados un resúmen de los puntos de hecho y de derecho en que so 
funde. 
Art. 55. Con toda demanda y memoria se producirá copia simple In-
tegra y literal de las escrituras y documentos que sirvan de apoyo á la so-
licitud.—Si la escritura 6 documentos escedieren de veinticinco pliegos, 
bastará 9ue el original, si no tuviere matriz, se ponga de manifiesto en la 
Secretaria del Consejo, 6 si la tuviere, se entregue bajo recibo á la parte 
contendiente. 
Art. 51). Las escrituras posteriores á la demanda, 6 cuya noticia hu-
biere llegado posteriormente al actor, las producirá éste'desde luego, b 
ofrecerá entregarlas 6 exhibirlas en los terminos y con la distincion espre-
sados en el artículo precedeute.—El que hubiere maliciosamente retrasa-
do su presentacion, incurrirá en multa. 
Art. 57. Ea ninguna demanda ni escrito se prestará juramento al-
guno. 
Art. 58. Toda demanda de particulares deberá estar firmada por un 
Abogado del Colegio de Madrid, prévio el correspondiente poder, 6 por los 
mismos interesados (1). 
Art. 59. La demanda que se dirija contra particular 6 corporaciou, se 
eutregara á un Ujier para que haga el emplazamiento.—Cuando se dirija 
contra la Administracion la demanda, devuelta que sea ésta por el Ministro 
de la Corona al Vicepresidente del Consejo para el curso correspondiente, 
se entregará á un Ujier para que emplace al Fiscal. 
Art. 60. El defensor, tutor, albacea, heredero, administrador y cual-
quiera otro que comparezca eu juicio corno parte eu representacion ajena, 
firmará la demanda y justificará documentalmente la personalidad que se 
atribuya.—A ninguna solicitud que carezca de este requisito se dará cur-
so, pena de nulidad. 
Art. 61. Sobre ninguna demanda podrá proveerse sin citacion del de-
mandado, salvo las providencias interinas que se dieren en los casos per-
mitidos por derecho. 
Art. 62. Las demandas se harán saber á las partes por diligencia de 
Ujier. 
CAPÍTULO II.—De las diligencias de Ujier. 
Secaos Patreaa.—De las diligencias de notilicaclon y citacion en general. 
Art. 63. Toda diligencia de notificacion 6 citacion que se practique 
fuera de los estrados de la Seccion 6 del Consejo, se hará por un Ujier del 
mismo. 
Art. 64. Toda diligencia de citacion y notificacion por medio de Ujier 
se estenderá.—En una cédula original para la parte que la promueva:—Eu 
una 6 tantas copias del original como fueren las partes que hayan de ser 
citadas 6 notificadas. 
Art. 65. En el original y copia de toda cédula se liará constar:—Su fe-
cha, el nombre, apellido, profesion, domicilio 6 residencia del actor y del 
citado 6 notificado, y cualquiera otra circunstancia que facilite el conoci-
miento exacto de ellos y sea notoria:—El lugar en que se deje la copia, la 
persona á quien se loa y entregue, y la firma de ésta:—El nombre, apelli-
do y fi rma del Ujier que la autorice. 
(4) Véase el art. 57 de este Reglamento c su nota. 
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Art. 66. La cédula espresará además la casa que la parte, é cuya so-
licitud se haya espedido , eligiere para que en ella se le comuniquen las 
notificaciones y traslados.--Toda comunicacion ulterior concerniente á la 
parte habrá de hacerse en la casa elegida , y en su defecto al Promotor 
fiscal.mas antiguo de Madrid. 
Art. 67. Copia da la cédula será leida y entregada en propia mano á la 
persona á quien concierna, 6 á las personas que se espresarán en los ar-
tículos siguientes. 
Art. 68. Si la persona citada no estuviere en casa , se leerá y dejará 
la cédula á uno de sus parientes, familiares 6 domésticos, con encargo de 
que se la entreguen.—Si el Ujier no hallare pariente ni criado é quien de-
jarla entregará la cédula á un vecino, y en defecto de vecino al Promotor 
fiscal. 
Art. 69. Cuando la notificacion 6 citacion hubiere de hacerse á una 
persona ausente de Madrid, se le comunicará por medio de despacho al 
Juez del pueblo de su domicilio.—Cuando la notificacion 6 citacion hubiere 
de hacerse en los dominios españoles de Indias, se dirigirá el despacho por 
conducto del Ministerio de Ultramar , y por el de Estado si la persona que 
ha de ser citada se hallare en país estranjero. 
Art. 70. Si la parte á quien se dirija la notificacion 6 citacion no tu-
viere domicilio fijo, 6 se agorare su paradero, se insertará la cédula en 
la Gaceta oficial y en el Boletin de la provincia donde se sepa que residía 
úl timamente. 
Art. 71. El Promotor fiscal dará aviso sin demora á los interesados, 
cuyo paradero sepa, de las cédulas que para ellos hubiere recibido.—Ade-
inés llevará un registro donde sentará en resúmen las cédulas, espresando 
la fecha en que las hubiere recibido y despachado. 
Art. 72. Ninguna cédula será leida ni entregada en días feriados sin 
habilitacion de la Seccion de lo Contencioso.—El auto de la habilitacion se 
insertará en la cédula original y en sus copias. 
Art. 73. No podrá entregarse ninguna cédula antes de salir ni despues 
de ponerse el sol. 
Art. 74. Niugun Ujier podrá autorizar cédula alguna ni diligencia en 
la cual tengan interés ellos, sus mujeres legítimas 6 sus parientes consan-
guíneos 6 afines hasta el cuarto grado inclusive. 
 • 
Art. 75. Serb nula toda cédula en que se falte á lo dispuesto en los 
artículos 64, 65, 66, 67, 70, 72, 73 y 74. 
Saccios SEGUNDA. — De las diligencias de emplazamiento en particular. 
Art. 76. En las diligencias de emplazamiento se observarán las forma-
lidades prevenidas respecto d las de simple notificacion 6 citacion, y asi-
mismo las siguientes. 
Art. '77. La cédula de emplazamiento contendrá, so pena de nulidad: 
—I.° El nombre del Consejo.-2.° El dia de audiencia pública señalado 
por este Reglamento 6 por el Tribunal , para que los litigantes comparez-
can en persona 6 por medio de Abogados.-3.' Copia literal de la demanda. 
—4.' Copia ú oferta de entregar 6 poner de manifiesto los documentos 6 
escrituras en que se funde la demanda, con arreglo é lo prevenido en el ar-
tículo 55.—De los documentos y escrituras se entregará tan solo una co-
pia, aunque los emplazados sean mas de uno, si lo fueren marido y mujer, 
6 personas que tensan un interés coman en el negocio.—En la cédula ori-
ginal firmará el recibo de los documentos le persona á quien se entreguen: 
y si no supiere, un testigo á su ruego. 
TOMO Y. 	 434 
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Art. 78. El término del emplazamiento será el de nueve dias, y uno 
mas por cada cinco leguas de distancia. La Seccion, sin embargo, al seña-
lar dicho término , tendrá en cuenta el estado de las comunicaciones.' 
Art. 79. Los Ayuntamientos de los pueblos serán emplazados en la 
persona de los Alcaldes ; y por regla general el emplazamiento se entende-
rá con el jefe económico de cualquier establecimiento público, cuando sea 
demandado alguno de esta clase. 
Art. SO. En representacion de las compañías industriales 6 corporacio-
úes de otra especie , serán emplazados sus Jefes 6 directores. 
CAPÍTULO lll.—De la comparecencia de las partes en virtud del empla- 
zamiento. 
Art. 81. El dia penúltimo del emplazamiento , el actor presentará la 
cédula original en la Secretaría del Consejo. 
Art. 82. Por el órden de las fechas de presentacion de las cédulas se 
despacharán los procesos, si no dispusiere otra cosa el Vicepresidente de 
la Seccion. 
Art. 83. En el dia señalado en la cédula del emplazamiento compare-
cerán las partes ante la Seccion por si 6 por medio de Abogado, con arre-
glo á lo prevenido en los arts. 27 y 28. 
Art. 84. La parte•que no hubiere señalado domicilio para las notifica-
ciones y traslados, lo verificará á mas tardar el dia del emplazamiento. 
Art. 85. Todas las notificaciones hasta la ejecucion de la sentencia 
inclusive, que hayan de hacerse á las partes fuera de estrados, se practi-
carán por cédula en la casa elegida , á no ser que la parte hubiere desig-
nado otra casa, 6 que haya trascurrido mas de un año desde el pronuncia-
miento de la sentencia.—En tales casos , y en el de no haberse elegido 
casa, se harán las notificaciones con arreglo á lo dispuesto en el capítulo 
anterior. 
CAPÍTULO IV. —De  las escepciones dilatorias. 
Art. 86. Las escepciones dilatorias son las siguientes:-1.' Falta de 
personalidad en el actor por carecer de las calidades necesarias para pedir 
en juicio, 6 por no acreditar el carácter 6 representacion con que recla-
ma.-2.' Falta de personalidad en el Abogado defensor por insuficiencia 6 
ilegalidad del poder.-3.' Incompetencia del Consejo. —4.' Litispen-
dencia. 
Art. 87. Si el actor fuere estraujero, el demandado podrá escusarse 
de contestar la demanda, mientras aquel no dé fianza de pagar las costas 
y los gastos y perjuicios que ocasione el proceso, 6 no deposite la suma' 
equivalente. 
' Art. 88. En el término del emplazamiento propondrá el demandado de 
una 'vez todas las escepciones dilatorias, comunicándolas al actor por tras
-
lado.en la forma determinada por el art. 77.—Las que propusiere despues 
no podrán suspender el curso de la demanda.—Dentro de seis dias debe-
rá contestar el actor al escrito en que se proponga el artículo de no con-
testar; y pasados, proveerá la Seccion lo que fuere de justicia (1). 
(4) El Real decreto de 20 de junio de 4858, por el que se hicieron 
algunas reformas á este Reglamento, sobre esta materia contiene lo si-
guiente: 
.7.' El demandado podrá contestar la demanda en el mismo escri- 
REGLAMENTO DE LO CONTENC. DEL CONSEJO REAL. 4067 
CAPiTOLO V.—De la discusion escrita. 
Art. 89. El demandado contestará á la demanda dentro de veinte días, 
contados desde el siguiente al del emplazamiento, si no hubiere propuesto 
dilatorias, 6 desde el siguiente al de la notificacion de la providencia en 
que se hubieren desestimado dichas escepciones (1). 
Art. 90.. En el caso del artículo anterior, la Seccion, si estimare nece-
sario que el actor replique y que el demandado coutrareplique, podrá con-
cederles sucesivamente el término de diez días para este efecto. 
Art 91. La parte que intente apoyar su pFetension en hechos los arti-
culará con precision; y la contraria, á quien perjudiquen, los confesará 6 
negará llanamente.—E( silencio 6 las respuestas evasivas podrán estimarse 
como confesion de los hechos á que se refieren. 
Art. 92. Dichos escritos comprenderán:—L° Los fundamentos y alega-
ciones de las partes de una manera sumaria por párrafos numerados.-2.° 
Las pretensiones respectivas. 
Art. 93. Los Abogados de las partes y de la Administracion se comu-
nicarán entre sí copia de dichos escritos autorizada con su firma. La entre-
ga se hará constar por medio de recibo estendido al pié de los originales. 
—En el recibo se espresará el término del traslado 6 comunicacion. 
Art: 94. Concluida que sea la dise,usion escrita, los litigantes exhibi-
rán en la Secretaría los escritos originales y los documentos justificativos 
de su intencion, los cuales se entregarán á los funcionarios que hayan de 
hacer el informe y la relacion del proceso, para que se instruyan y pre-
paren. 
Art. 95. Terminada la discusion escrita se señalará dia para la vista, 
haciéndose saber por cédula (2). 
Art. 96. Despues de contestada la demanda no podrá variarse, salvo si 
el actor desiste de ella. 
CAPÍTULO VI.—De la vista de los procesos ante el Consejo pleno. 
Art. 97. Los procesos se verán á puerta abierta, salvo si la publicidad 
to en que proponga escepcion dilatoria, 6 en escrito separado, siempre 
que los presente dentro del término de veinte dias que señala el Regla-
mento.—Las escepciones dilatorias no interrumpirán el curso ordinario 
de la demanda interin no recaiga providencia favorable á alguna de 
ellas. 
.s.° En los negocios de primera y única instancia ante el Consejo se 
reservará al pleno la consulta sobre cualquiera escepcion de incompe-
tencia. (Hoy (falla la Sala sin consulta.) 
.2.° La misma regla se guardar' en segunda instancia, cuando se 
funde la declinatoria en el supuesto de que el asunto corresponde á la jurisdiccion ordinaria 6á cualquiera otra jurisdiccionespecial.—Cuan-
do la declinatoria se funde en que el negocio corresponde á la Admi-
nistracion activa, 6 en cualquier otro motivo que no sea el anterior-
mente espresado, fallará la Seccion lo que estime justo. 
.to. La Seccion de lo contencioso fallará tamblen sin ulterior recur-
so, estimando 6 desestimando las escepciones de litisdendencia y de 
falta de personalidad.' (t) Véase la nota al articulo anterior. (2) Véase el articulo 64 de la ley orgánica del Consejo de Estado, in-
serto anteriormente. 
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pudiera causar escándalo: aun en este caso no podrán verse á puerta cer-
rada si no lo acordare el Consejo oyendo en voz al Fiscal. 
Art. 98. En los informes no podrá hacerse mérito de documentos de 
los cuales no se hubieren entregado copias á las partes, ú ofrecídose entra-
gar 6 exhibir con arreglo á los arts. 55 y 56. 
Art. 99. En la vista informará una vez el actor y otra el demanda-
do, salvo si el que presidiere estimare necesario que repliquen mútua-
mente. 
Art. 100. Si una de las partes hubiere nombrado con malicia la pre-
sentacion eu la Secretaría dolos escritos y documentos, con arreglo al a r-
tículo 94, el Consejo podrá fallar el proceso en vista solo de los de su ad-
versario. 
CAPÍTULO VII.—De la actuacion en rebeldía. 
Art. 104. No compareciendo un litigante en virtud del emplazamien - 
to, 6 no contestando á la demanda en el término señalado, el proceso sers 
sentenciado en rebeldía, si la acusare su adversario.—La rabeldía podrá 
acusarse por escrito, que se producirá en la Secretaría del Consejo, 6 de 
palabra, que estenderá por diligencia el Secretario y firmará el acusante. 
Art. 102. Acusada la rebeldía, el actor obtendrá lo que pidiere en su 
demanda en cuanto no fuere injusta. 
Art. 103. Si el contumaz fuere el actor, el demandado será absuelto de 
la demanda (1). 
Art. 104. Para mejor proveer en rebeldía, el Consejo podrá mandar 
practicar de oficio la prueba que estime conveniente, con tal que no sea la 
de testigos. 
Art. 105. No se declarará la rebeldía contra el demandado, y se man - 
dará emplazar de nuevo, en el caso de que hubiere sido nula la cédula de 
emplazamiento. 
Art. 106. Si por fuerza mayor y notoria alguna de las partes no pu-
diere comparecer en el término del emplazamiento, el Consejo suspenderá 
la declaracion de la rebeldía, y podrá ordenar que el litigante sea nueva-
.mente emplazado. 
Art. 107. Cuando fundándose la demanda en un mismo título, y te-
niendo un mismo objeto contra diferentes personas, las unas incurran en 
rebeldía y las otras no, el Consejo, si no estimare conveniente fallar desde 
luego en rebeldía, podrá suspender su decision hasta pronunciar la defini-
tiva respecto á todos los demandados. 
Art. 108. La sentencia dictada en rebeldía, además de notificarse por 
cédula, se fijará en la tabla de anuncios del Consejo, y se insertará en la 
Gaceta oficial.—La insercion se acreditará poniendo en el proceso un 
ejemplar de la Gaceta.
—La fijacion se acreditará por diligencia del Se-
cretario. 
Art. 109. Al contumaz declarado no se prestará audiencia ni se admi-
tirá recurso alguno, salvo el de rescision (2). 
(i) Se ha hecho aplicacion de este artículo á los recurrentes contra 
las declaraciones de haber pasivo, que ni han mejorado desde luego sus 
 recursos ante el Consejo, ni lo han verificado dospues en virtud de 
emplazamiento especial y directo. (Sent. de 20 de febrero de 1856, en plei-
to (le D. Toinds Rodrigue; sobre mejora de clas^ftcacion.). (2) Véase la nota al art. s1 del Reglam. de los Consejos provinciales 
inserto anteriormente. 
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Art. 110. La parte condenada en rebeldía podrá solicitar la rescision 
de la sentencia dentro de quince dias, contados desde el siguiente al de su 
notificacion. 
Art. W. Si el condenado en rebeldía estuviese ausente, el Consejo 
podrá señalarle en la sentencia no plazo mas largo para que pueda solici-
tar su rescision. 
Art. 112. Aunque sean pasados dichos plazos, el condenado en rebel-
día podrá, á juicio del Consejo, solicitar la rescision, acreditando que nos 
ha podido tener noticia de la demanda ni sentencia, 6 solicitar la misma 
rescision por ausencia, enfermedad grave ú otro accidente semejante. 
Art. 113. En el caso del artículo anterior no se admitirá el recurso 
que entable el condenado, si estando éste presente le dedujere despues de 
pasados los quince dias posteriores al de haber cesado el impedimento, 6 
haber llegado á su noticia la demanda, la sentencia 6 alguna diligencia de 
su ejecucion; 6 si estando ausente, dedujere el recurso despues de pasado 
el término preciso para hacerlo segun las distancias. 
Art. 114. Tampoco se admitirá el recurso un año despues de haber te-
nido cumplido efecto la sentencia en rebeldía, en el caso de que esta no se 
haya notificado. 
Art. 115. El recurso de rescision se comunicará, so pena de nulidad, 
por cédula de emplazamiento.—En la cédula se señalará para comparecer 
el término de seis dias, 6 la audiencia inmediata al último de estos. 
Art. 116. El recurso de rescision deducido en la forma prescrita y pla-
zos señalados, suspenderá la ejecucion de la sentencia en rebeldía; á me-
nos que el Consejo al dictarla no hubiere ordenado su ejecucion, sin per-
juicio de la rescision, y prévia fianza 6 sin ella. 
Art. 117. En el caso del art. 112, no se suspenderá la ejecucion de la 
sentencia si el Consejo no lo mandare al admitir el recurso de rescision. 
Art. 118. Si se rescindiere la sentencia, continuará la actuacion desde 
el punto en que se hallaba antes del incidente de rebeldía. 
4 	 Art. 1i 9 El Consejo podrá mandar que se guarde, 6 rescindir en todo 
6 en parte su primera sentencia dictada en rebeldía. Al margen de la mi-
nuta de la sentencia en rebeldía se hará mencion de la que recayere en 
virtud del recurso de rescision. 
Art. 120. En el caso del art. 107, la sentencia que recayere sobre el 
recurso de rescision aprovechará á las partes condenadas en juicio contra 
-dict.orio.-1.° Si la sentencia descansare en fundamentos comunes, pero 
desconocidos á dichas partes, 6 cuya prueba haya dependido de los contu-
maces.-2.° Si la condena fuere indivisible. 
Art. 121. La parte que por segunda vez fuere condenada en rebeldía 
no podrá entablar el recurso de rescision en el mismo negocio. 
CAPÍTULO Víll. —De  las actuaciones de prueba en general (1). 
Art. 122. En los negocios en que el punto litigioso no pueda ser falla-
do desde luego en definitiva, la Seccion, á propuesta del Ponente, podrá 
ordenar peticion de parte 6 para mejor proveer:—Que las partes 6 una 
't) Téngase presente que aunque por el art. 6.° del decreto del Go-
bierno provisional de 13 de octubre de 1868 se mandó que, en los asun-
tos contencioso-administrativos, todo lo referente S la prueba se efec-
tuara conforme á las disposiciones de la Ley de E. c., esto ha sido de-
rogado por el art. ° del decreto de 26 de noviembre siguiente. 
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de ellas juren posiciones;—Que se practique informacion de testigos, re-
conocimiento de peritos, inspeccion ocular, cotejo de documentos;—Y 
cualquiera otra diligencia probatoria que sea conducente al descubrimien-
to de la verdad. 
Art. 123. La Seccion podrá delegar en los Jueces de partido, 6 en uno 
de sus Vocales 6 Auxiliares; las diligencias probatorias que se hubieren de 
practicar en Madrid: para las 
 que se hubieren de ejecutar fuera, comisio-
nará á los respectivos Jueces 6 Alcaldes, segun lo estime.—En el caso de 
este artículo los Jueces delegados guardarán en la probanza las disposicio-
nes de este Reglamento concernientes á ella. 
Art. i24. En toda providencia sobre prueba se señalará el dia en que 
la diligencia deba evacuarse ante la Seccion. 6 darse cuenta de ella. 
Art. 125. La's diligencias de prueba se harán saber á las partes en la 
forma ordinaria prescrita por este Reglamento. 
Art. 126. Si la providencia se dictare en rebeldía, el contumaz podrá 
solicitar su rescision en la forma y términos prescritos en el capítulo pre-
cedente. 
Art. 127. Las diferentes actuacione3 de prueba se practicarán en au-
diencia pública, salvo los actos que deban ejecutarse fuera de los estrados 
para evitar escándalo. 
Art. 128. Las partes podrán ver las actuaciones de prueba en la Se-
cretaría. 
Art. 129. Concluida la prueba, se procederá á la vista del negocio sin 
nuevos escritos ni alegatos. 
CAPÍTULO IX.—De las posiciones. 
Art. 130. Despues de contestada la demanda, y antes de verse el plei-
to en definitiva podrá cada parte pedir que su adversario responda con ju-
ramento 6 sin él á posiciones concernientes al punto litigioso.—Antes de 
contestar á la demanda podrá pedirlo cada parte si las posiciones condu-
jeren é cerciorarse de la capacidad de su adversario para comparecer en 
juicio, 6 del carácter 6 representacion con que haya de litigar. 
Art. 131. No podrán exigirse nuevas posiciones sobre hechos que ha-
yan sido una vez objeto de ellas. 
Art. 132. El que hubiere de ser interrogado, será citado para el acto 
por cédula con uu dia de intervalo, y bajo apercibimiento de que se le po-
drá estimar confeso, si no asistiéndole justo motivo dejare de comparecer 
á declarar.—En caso de urgencia podrá reducirse á horas el término se-
ñalado. 
Art. 133. La parte que no quisiere consignar en escrito las posiciones, 
reservándose manifestarlas en el acto del interrogatorio, podrá hacerlo, pi-
diendo únicamente que la contraria sea citada al efecto.—En el dia seña-
lado para evacuar las posiciones, el interesado las manifestará á la Seccion 
y ésta las mandará estender, é interrogará sobre ellas si fueren pertinentes 
y admisibles. 
Art. 134. El que presida examinará á la parte sobre cada hecho, y so-
bre todas las circunstancias que sean conducentes á la averiguacion de la 
verdad.—Cada parte responderá por sí misma de palabra, sin valerse de 
ningun borrador de respuesta, é presencia de la contraria, si asistiere. Si 
ésta no asistiere, se celebrará careo entre ellas.—Los Consejeros, con la 
vénia del que presida, podrán hacer además á las partes las nuevos pregun-
tas que estimen oportunas. 
Art. 135. Las partes podrán hacerse recíprocamente las preguntas y 
r 
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observaciones que juzguen convenientes con permiso y por medio del que 
presida; pero sin atravesar la palabra ni interrumpirse. 
Art. 136. El Secretario leerá su declaracion á la parte, preguntándola 
si persiste en ella 6 tiene algo que añadir 6 variar.—Si añadiere 6 variare 
algo á lo dicho , se estenderá á continuacion; espresaudo en todo caso la 
circunstancia, cuando ocurriere, de haber rehusado 6 no podido firmar. 
Art. 137. Si no asistiéndole justo motivo no compareciese la parte á 
declarar, 6 compareciendo rehusare responder, 6 respondiere de una ma-
nera evasiva 6 ambigua, el Consejo podrá estimarla confesa. 
7-TArt. 138. Si una parte alegare achaque 6 enfermedad grave que la 
impida' comparecer, el Consejo podrá comisionar á un Consejero 6 Auxi-
liar que le reciba declaracion eu su casa ante el Secretario, 4 presencia 
6 fuera de la presencia do la otra parte, segun lo aconsejaren las circuns-
tancias. 
Art. 139. Si el comisionado al trasladarse á la casa de la parte averi-
guare que ha podido comparecer, diferirá el interrogatorio á la próxima 
audiencia pública, y en ella será condenada la que alegare falso impedi-
mento para no comparecer en una multa, que no podrá esceder de 1,000 
•reales vellon. 
Art. 140. Si la parte no residiere en Madrid , se librará despacho con 
 los insertos necesarios, fijando término para la devolucion del interrogato-
rio evaguado. 
Art. 141. No sa pedirán posiciones al Fiscal 6 quien hiciere sus veces 
en representacion del Estado. Ea su lugar la parte contraria á la Adminis-
tracion propondrá por escrito las preguntas que quiera hacer. Los em-
pleados de la Administracion á quienes conciernan los hechos, evacuarán 
las preguntas por vía de informe, y por conducto de la persona que repre-
sente al Estadó. 
CAPÍTULO X.—De la prueba de testigos. 
Art. 142. La providencia en que se admita la informacion testifical 
expresará los hechos sobre que deba esta recaer, los cuales serán precisos 
y conducentes. 
Art. 143. Tres dias antes del señalado para la informacion se pondrá 
de manifiesto en la Secretaría una lista espresiva de los nombres, profe-
sion y domicilio de los testigos presentados por las partes.—Cada una de 
estas partes podrá oponerse á que sea examinado el testigo que no estuvie-
re incluido 6 claramente designado en la lista respectiva. 
Art. 144. Los testigos que rehusen presentarse voluntariamente é de-
clarar, serán citados por cédula con dos dias al menos de anticipacion al 
señalado para su exámen en audiencia pública.—Serán citados á instancia 
de la parte que los presente, y en virtuádel auto en que se admita la in-
formacion, sin que pueda dejárseles copia de éste ni de interrogatorio al-
guno. 
Art. 145 . La Seccion podrá proveer: 1.' Que el testigo inobediente 
sea conducido á su presencia por la fuerza pública.-2.° Que esté arresta-
do hasta el dia señalado para recibirsele su declaracion, si no pudiere to-
mársele desde luego. 
Art. 146. No se impondrán estas penas:-1.' Si la •cédula de citacion 
fuere nula.-2.' Si la cédula no contuviere la cita de las disposiciones pe-
nales referidas.-3.' Si el testigo hubiere sido citado con intervalo de 
tiempo menor que el prescrito en el art. 144.-4.' Si estuviere legítima-
mente impedido para comparecer. 
1 
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Art. 147. No podrán ser examinados como testigos los ascendientes, 
descendientes, hermanos, tios y sobrinos por consanguinidad 6 afinidad de 
una de las partes.—Tampoco podré serlo su conjunta persona, aunque es-
té divorciado de ella. 
Art. 148. Las demás personas serán examinadas como testigos, sin 
perjuicio de que las partes puedanroponer acerca de ellas , y el Consejo 
calificar, segua reglas de sana critica, las circunstancias conducentes é 
corroborar 6 disminuir la fuerza probatoria de sus declaraciones. 
Art. 149.. El dia señalado para el exámeo leerá el Secretario el auto de 
prueba en audiencia, pública fuera de la presencia de los testigos.—Las 
partes darn sumariamente sobre los hechos espresados en el auto las es-
putaciones que parezcan necesarias. 
Art. 150. Los testigos serán examinados separada y sucesivamente 
por el órden en que vinieren sentados en las listas que les correspondan, 
empezando por los del actor tilos de la parte que sustente los hechos con - 
trovertidos. 
Art. 151. El testigo será primeramente interrogado:—Por su nombre, 
apellido, edad, estado, profesion y domicilio.—Si es pariente por consan-
guinidad 6 afinidad, y en qué grado, de alguna de las partes litigantes.- 
 . 
Si es criado suyo doméstico.—Si es acredor 6 deudor suyo.—Si tiene algu-
na otra relacion con alguna de ellas. 
Art. 152. Antes de declarar prestará el testigo juramento en la forma 
acostumbrada. 
Art. 153. . Los testigos menores de diez y seis años cumplidos podrán 
ser examinados sin juramento. 
Art. 154. Las disposiciones de los artículos 134, 135 y 136 se obser-
varán en el exámen de los testigos. 
Art. 155. La parte que interrumpiere al testigo en su declaracion po-
drá ser condenada en multa, que no esceda de 200 rs. vn.—Eo caso de 
reincidencia incurrirá en doble multa, y podrá ser espulsada de los es-
trados. 
Art. 156. Cada testigo, despues que evacue su declaracion, permane-
cerá en los estrados hasta que se concluya la informacion, si la Seccion no 
dispusiere otra cosa. 
Art. 157. Los testigos cuyas declaraciones parezcan contradictorias, 
podrán ser careados entre si. 
Art. 158. Si el testigo reclamare alguna iudemnizacion pecuniaria por 
su asistencia al juicio, la Seccion determinará la que fuere justa, tomando 
en cuenta el estado y profesion del testigo y el tiempo que dure la infor-
macion.—La providencia del pago de la iudemnizacion será ejecutiva con-
tra la parte á cuya instancia hubiere sido el testigo citado. 
Art. 159. Si la informacion ofreciere indicios graves de , falso testimo-
nio 6 de soborno de los testigos, la Seccion mandará prender acto conti-
nuo á los presuntos reos, y los pondrá á disposicion del Juez competente, 
remitiéndole el tanto de culpa. 
Art. 160. Si los testigos citados no pudieren ser examinados el dia se-
ñalado para ello, lo serán en los siguientes sin necesidad de nueva ci-
tacion. 
Art. 161. A peticion de cualquiera de las partes que pretenda produ-
cir nuevos testigos, podrá prorogarse el término de prueba.—Nunca po-
drá concederse mas de una próroga é cada una de las partes. 
Art. 162. En los asuntos eu que haya urgencia , podrán abreviarse los 
términos señalados en los arts. 143 y 144.—Tambien podrán ser examina- 
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dos los testigos el mismo dia en que se provea la ipformacion.—Los tes-
tigos que se hallen e n. peligro de muerte 6 á punto de ausentarse á pals 
estranjero 6 ultramarino, podrán ser examinados aun antes de proponerse 
la demanda, y sin citaciou contraria, si hubiese peligro en la demora. 
Art. 163. Si la inspeccion del lugar contribuyere á la claridad del tes-
timonio, podrán ser examinados los testigos en dicho lugar. 
Art. 164. Si un testigo no pudiere asistir en persona á los estrados por 
hallarse enfermo, la Seccion podrá comisionar á uno 6 más de sus Vocales 
u Auxiliares para que, asistidos del Secretario, se trasladen á la casa del 
testigo, y allí le reciban su declaracion á presencia de las partes, 6 fuera 
de ella, segun las circunstancias. 
A ^t. 165. Cuando la parte solicite el examen de un testigo residente 
fuera de Madrid, se librará con citacion de la contraria despacho al Juez 
del domicilio de aquel, señalando un término dentro del cual deba devol-
verse diligenciado. 
Art. 166. En el caso deiartículo anterior, y al tiempo de proveerse 
el auto de remision del exhorto, las partes podrán designar personas do-
miciliadas en la residencia del Juez requerido que las representen en las 
actuaciones que ante el mismo hayan de practicarse. 
CAPÍTULO XI.—De la prueba de peritos. 
Art. 167. Cuando el Consejo 6 la Seccion ordenaren algun reconoci-
miento facultativo, designarán el objeto sobre el cual deba recaer. 
Art. 168. Dentro de las veinticúatro Joras posteriores á la notificacion 
de la providencia relativa al reconocimiento, las partes, de comun acuer-
do, nombrarán uno 6 tres peritos para que le practiquen; y no haciéndolo, 
la Secciou 6 el Consejo respectivamente los designará en el mismo núme-
ro, limitándose á uno si se tratare de un objeto de poco valor. 
Art. 169. Los peritos podrán ser recusados por causas posteriores á su 
nombramiento.—Tambien podrán serlo por causa anterior cuando hubie-
ren sido nombrados de oficio.—En el último caso no se admitirá la recu-
sacion si no se propusiere dentro del término de tres dias siguientes al del 
nombramiento. 
Art. 170. Los peritos podrán ser recusados por las mismas causas que 
los Consejeros, con citaciou y audiencia de las partes. 
Art. 171. Los peritos serán citados en la misma forma que para los 
testigos prescribe el art. 144.—Si no comparecieren 6 rehusaren dar su 
dictamen incurrirán en las mismas pepas, salvo la de arresto.—Su indem- 
nizacion se determinará en la propia forma. 
Art. 172. Si el objeto del reconocimiento facultativo' fuere de tal na-
turaleza que los peritos puedan dar su dictamen despues de aque!, serán 
examinados acto continuo en audiencia pública, cada uno de ellos por se-
parado, en el Orden que determine la Seccion, y en la forma prescrita res-
pecto á Itis testigos. 
Art. 173. Si el reconocimiento decretado exigiere la inspeccion ocular 
del sitio 6 algun otro examen prévio, la Secciou hará prestar de antemano 
á los peritos juramento de llenar bien y fielmente su encargo.—Tambieu 
señalará el dia en que hayan de dar su dictamen, determinando si lo han , 
de hacer de palabra 6 por e s crito. 
Art. 174. Si la Seccion determinare que den su dictámeo de pa-
labra, serán examinados los peritos en la forma prevenida por el articu - 
lo 151. 
Art. 175. Si se preveyere que den su dictámen por escrito, los peritos 
TOMO V. 	 135 
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le estenderán despues de haber conferenciado entre si.—E1 dictámen 
comprenderá su juicio motivado, y en caso de discordia el de cada uno de 
tos peritos.—El dictámen será estendido por uno de los peritos y firmado 
por todos ellos.—E1 perito que disintiere del dictámen de la mayoría po-
drá estender el suyo de su puño y letra. 
Art. 176. Si lodos los peritos uo supiesen escribir, 6 si ninguno de 
ellos pudiese redactar el dictámen, se comisionará para 
 que lo escriba, y 
si necesario fuere, para que ayude á los peritos en la redaccion, á uno de 
los Auxiliares del Consejo, 6 á otra persona que estime conveniente.—En 
este caso el dictámen será firmado por el que le hubiere escrito, y por los 
peritos que supieren.—El Secretario estenderá por diligencia la entrega 
del dictámen, anotando en este el dia. 
Art. 177. La diligencia será firmada por el actuario y el que le haya 
entregado el dictámen, si supiere. 
Art. 178. En la audiencia pública señalada para ver el dictámen de los 
peritos le leerá el Secretario.—La Seccion f*dra proveer que comparéz - 
can los peritos á dar las esplicaciones conducentes al esclarecimiento del 
dictámen. 
Art. 179. Si la Seccion, 6 el Consejo en su caso, no se creyere su-
ficieutemeule ilustrada con el primer reconocimiento y dictámen peri-
cial, podrá proveer que se practique otro por los primeros peritos 6 por 
otros. 
CAPÍTULO X11.—De la inspeccion ocular. 
Art. 180. Cuando se hubiere acordado la inspeccion ocular de algun 
sitio, podrá examinarse éste de la manera prescrita por los capítulos pre-
cedentes respecto á las partes, á los testigos y á los peritos. 
CAPÍTULO XIII.—De la comprobacion de los documentos y escrituras 
no reconocidos ó argüidos de falsos. 
Art. 481. Tendrá lugar la competencia de documentos y escrituras 
siempre que las presentadas sean útiles para la decision del negocio, y se 
encuentren en los casos siguientes:-1.° Si una de las partes sostiene que 
la escritura producida es falsa.-2.° Si tratándose de un documento priva-
do, la parte á quien se atribuya negare su letra y firma.-3.° Si una 
de las partes no reconociere como escrito 6 firmado de puño de su cau-
sante, 6 de un tercero, el documento privado que á uno de estos se atri-
buya. 
Art. 182. En los casos del artículo anterior,la Seccion mandará con-
parecer á las partes en persona á los estrados el dia que determine.—De la 
comparecencia solo se dispensará á la parte que no pueda asistir por au-
sencia 6 impedimento grave, en cuyo caso deberá representarla un apode-
rado especial. 
Art. 183. El dia señalado la Seccion intimará á la parte que hubiere 
presentado el documento argüido de falso, que declare si está en ánimo 
de servirse de él. 
Art. 184. Si la parte incurriere en rebeldía, rehusare responder 6 de-
clarare que no trata de servirse del documento argüido, será éste desecha-
do del proceso. 
Art. 185. Si la parte declarare que piensa servirse del documento, la 
Seccion mandará á la contraria que declare si persiste en sostener que el 
documento es falso, 6 en•no reconocerle por suyo, 6 no estimarle de aquel 
á quien le atribuya la contraria. 
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Art. 186. Si esta parte incurriere en rebeldía, rehusare responder 6 
no persistiere en su primera declaration, el documento presentado se ad-
mitirá como auténtico, y se estimará por reconocida su letra y firma. 
Art. 187. Si la parte persistiere en la declaration, la Seccion ordenará 
que esplique los fundamentos que le inducen para argüir de falso el docu-
mento, 6 no recouocerlo per auténtico.—Si la parte arguyere de falso el 
documento, será interpelada para que declare qué clase de falsedad es la 
que atribuye al documento. 
Art. 188. En el caso del articulo anterior, el documento se entregará 
inmediatamente al Secretario para que se custodie, reconociéndole antes 
la Seccion, y haciendo constar por diligencia el estado material eu que se 
encuentre, las enmiendas, entrerenglonaduras y raspados que en él se 
advirtieren, y rubricando todas sus hojas el Ponente.—Tambien las ru-
bricarán las partes 6 sus apoderados, y si no pudieren 6 no quisieren, se 
hará constar asé por diligencia, que firmará el Secretario. 
Art. 189. La Seccion mandará por un auto preparatorio:-4.° Que las 
partes produzcan los documentos y articulen los hechos conducentes para 
probar la autenticidad.ó falsedad del impugnado.-2.° Que señalen las es-
crituras 6 documentos que puedan servir para el cotejo. 
Si del documento impugnado existiere protocolo 6 registro, la Seccion 
podrá disponer, silo estimare preciso, que sea traida la matriz, quedando 
copia literal y fehaciente de ella, la cual hará sus veces y tendrá la misma 
fuerza mientras no se devuelva, concluido que sea el cotejo, y archive de 
nuevo la original. 
Art. 190. Las partes, antes del dia señalado, se comunicarán respecti-
vamente los documentos que piensen producir, y los hechos que traten de 
alegar. 
Art. 191. El depositario del original 6 matriz cuya presentacion se 
hubiere proveido, será citado 6 apremiado á hacerlo eu la forma prevenida 
respecto á los testigos en los artículos 444 y 145. 
Art. 192. Luego que venga la matriz, se procederá en la forma pres-
crita por el art. 188.—Sin embargo, la Seccion podrá dejar la matriz en 
poder de su depositario, imponiéndole la obligation de producirla en las 
diligencias sucesivas. 
Art. 193. El dia señalado por el auto preparatorio, si los documentos 
producidos fueren'concluyentes en favor 6 en contra de la autenticidad 
del impugnado, la Seccion proveerá en seguida, admitiéndole 6 desechán-
dble del proceso. 
Art. 194. En el caso contrario,. por un segundo auto preparatorio la 
Seccion decretará la comprobacion del documento por medio del cotejo 
con otro ú otros indubitados.—En el mismo auto señalará los documentos 
indubitados que deban servir para el cotejo, disponiendo que sean traidos 
al efecto.-1'ambien recibirán informacion de testigos sobre los hechos 
pertinentes articulados por las partes. 
Art. 195. Se admitirán como auténticos 6 fehacientes para el Cotejo los 
documentos y escrituras que de comun acuerdo señalaren las partes. 
Art. 196. Si las partes no estuvieren acordes en la designacion, no se 
tendrán como indubitadas para el cotejo mas que los siguientes:—Los do-
cumentos auténticos.—Los privados reconocidos por las partes.—El im-
pugnado, en la parte en que no huhiere sido argüido de falso. 
Art. 197. En defecto 6 insuficiencia de documentos de cotejo, la parte 
á quien se atribuya lo escrito en el impugnado, 6 la firma que le autorice, 
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dictará el Ponente.—Si la parte se negare á formar el cuerpo de escritura, 
se le podrá estimar confesa en el reconocimiento del documento impug-
nado. 
Art, 198. En defecto de los medios de comprobacion espresados en los 
dos artículos que preceden, podrá emplearse cualquier otro que sea bastan-
te para calificar de indgbitado el que sirva para el cotejo. 
Art. 199. Respecto á los documentos de cotejo y sus depositarios, se 
procederá con arreglo â los arts. 191 y 192. 
Art. 200. La Seccion por si misma hará la comprobacion por medio 
del cotejo, despues de haber oído las observaciones de las partes. 	 • 
Art. 201 Sin embargo, el Consejo podrá, siempre que lo estime con-
veniente, consultar el dictámen de peritos, observando lo dispuesto en el 
articulo 167. —Los peritos en este caso serán nombrados de oficio, con ar- 
reglo en cuanto á su número á lo prevenido en el art. 168, y examinados 
verbalmente en la forma prescrita para los testigos. 
Art. 202. La prueba testifical de los hechos se practicará con arreglo 
al capítulo X. 
Art. 203. Si de las diligencias de comprobacion resultaren indicios 
acerca de los autores ó cómplices de la falsedad, y éstos vivieren y fuere 
indispensable la decision prévia del espediente criminal para fallar el pro-
ceso civil, se suspenderá el curso de éste hasta la termination de aquel.—
En todo caso se pasará al Juez competente el tanto de culpa que resulte 
de las declaraciones sobre falsedad. 
CAPÍTULO XIV.—De las providencias interlocutorias, y de las 
resoluciones definitivas. 
Art. 204. Las providencias interlocutorias serán dictadas por la Sec-
cion de lo Contencioso á los siete dias de tener estado el proceso, y el Con-
sejo pronunciará su resolution definitiva dentro de quince dias, contados 
desde el siguiente al de hallarse concluso (1). 
Art. 205. El Consejo motivará todas sus resoluciones definitivas, y la 
Seccion las providencias interlocutorias por las cuales conceda 6 deniegue 
reposicion de otra. 
Art. 206. No será válida ninguna providencia de la Seccion ni resolu-
cion definitiva del Consejo que no haya sido dictada respectivamente por 
tres Vocales 6 quince ordinarios por lo menos (2). 
Art. 207. En falta de Vocales ordinarios se asociará á la Seccion de lo . 
Contencioso el número suficiente de Consejeros de la Seccion de Gratia y 
Justicia, principiando por el mas moderno. 
Art. 208. El Consejero que no asista á la vista pública ante el Conse-
jo no tomará parte en la de liberation y votation del .negocio.—Tampoco 
votará el Consejero que habiendo asistido á la vista no esté presente al 
tiempo de deliberar y votar el Consejo, á no estar enfermo 6 tener otro 1m- 
(1) .El tórmino para dictar 6 consular sentencia definitiva empezará 
á correr desde el dia en que acabe la vista del pleito.. (Art. i 1 del Real 
decreto de 20 de Junio de 4858.) 
(2) Este artículo y el siguiente fueron modificados por los arts. is 
y 49 de la ley orgánica del Consejo de Estado y i.° ° y 3.° del Real de- 
creto de 19 de Octubre de 186o. Hoy no pueden tener aplicacion, pues 
ha de observarse lo que dispone el art. 5.° del decreto de 26 de noviem-
bre de 4868, inserto anteriormente en la pág. 1044. 
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pedimento legítimo, y  no quedar el númer° competente de Consejeros para 
votar con arreglo al art. 206. 
Art. 209. El Consejero quo por enfermedad ú otro legítimo impedi-
mento•tuvie ^e que dar su voto por escrito, le remitirá motivado al que pre-
sida, el cual despues de leerle á presencia de los Vocales, dispondrá que se 
trascriba literalmente en el libro correspondiente, á continuacion de la re-
solucion de la mayoría si fuere contrario á ella, y en otro caso que se ano-
te el nombre del Consejero en el número de los votantes. 
Art. 210. Cuando empezado á ver un negocio, 6 visto ya y no votado, 
enfèrmare 6 de otro modo se inhabilitare alguno de los Vocales concur-
rentes, no so suspenderá la vista 6 determinaciou si quedare el número su-
ficiente. 
Art. 21 I. Si el número de votantes no fuere suficiente, ni pudiere el 
impedido asistir á la votacion, se procederá á nueva vista 6 votacion en su 
caso, citando á los que hubieren faltado á la vista anterior. 
Art. 212. .La votacion, una vez comenzada, no podrá interrumpirse sí 
no mediare impedimento insuperable. 
Art. 213. Si el proceso estuviere en estado de ser decidido definitiva-
mente en unos puntos y ,en otros no, podrá el Consejo fallarle definitiva-
mente en cuanto á los primeros, 6 no fallarle hasta que lo estuviere res-
pecto á los unos y á los otros, como mejor lo estime, segun las circunstan-
cias del caso. 
Art. 214. Para  dictar su fallo, comenzará el Consejo por asentar, á 
propuesta de la Seccion de lo contencioso, las cuestiones de hecho y de de-
recho "pendientes de su decision.—Se votará por separado cada una de 
ellas.—No se pasará á las cuestiones de derecho sino despues de haberse 
resuelto las de hecho. 
Art. 215. El Consejero de la Seccion de lo Contencioso que disienta 
do la mayoría acerca de la resolucion definitiva 6 puntos de derecho 
que deban proponerse al Consejo, podrá presentar su voto particular al 
mismo. 
Art. 216. En toda providencia interlocutoria i  resolucion definitiva mo-tivadas se espresará:-1.° El nombre, apellido, profesion, domicilio y cual-
quiera otra circunstancia que facilite el conocimiento de las partes, el ca-
rácter con que éstas litiguen, y los nombres de sus Abogados defensores. 
—2.° Las pretensiones respectivas.-3. Las cuestiones de hecho y de de-
recho que el Consejo hubiere presupuesto.-4.° Lo acordado en consecuen • 
cia pnr el Consejo. 
Art. 247. Las decisiones definitivas del Consejo se estenderán en for-
ma de Reates decretos (1).—Eu la misma forma, y guardando además lo 
prescrito en el artículo anterior, se estenderán en su parte declarativa y 
resolutiva los votos particulares de los Consejeros que usen del derecho de 
hacerlos.—Estos votos acompañarán Ala decision definitiva al elevarse ésta 
en consulta al Gobierno (2). 
Art. 218. A los que no hayan litigado en el proceso 6 sus causaha- 
(i) .En los Reales decretos que se espidan para cada pleito se es-
presarán los nombres dedos Consejeros que hubieren tomado parte en 
la consulta elevada al Gobierno.. (Art. is del Real decreto de 20 de junio 
de 1858.) 
(2) Én. lugar de este articulo ha de observarse lo que dispone el lo 
del decreto citado de  28 de noviembre de Oses, que lo ha derogado. 
- 
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bientes no se franqueará, sin p ^évio decrete de la Seccion, certificacion de 
las providencias y resoluciones que en él hubieren recaido. 
Art. 219. El Secretario espresará por diligencia la parte á quien diere 
la certificacion, al pié de esta y al de la minuta original de la resolucion:-
A la misma parte no podrá darse segunda certificacion sino en virtud de 
providencia acordada con citacion de las partes. 
Art. 220. La notificacion de las providencias interlocutorias y resolu-
ciones definitivas se hará por cédula de Ujier, la cual coetendrá, pena de 
nulidad, copia literal de la providencia 6 del Real decreto en su caso. 
Art. 221. El Consejo Real observará lo dispuesto en los artículos 47, 
48, 51y el párrafo 1.° del 53 del reglamento de •los Consejos provinciales  
de I.° de octubre de 1845 (1). 
- 
Art. 222. El Real decreto será refrendado por el Ministro de la Gober-
nacion de la Península (2).  
Art. 223. Cuando S. M. no tuviere á bien conformarse con la reselu-
cion del Consejo, dictará•eu Consejo de Ministros el Real decreto motivado  
que estime justo.  
CAPÍTULO XV.—De la reposicion de las providencias interlocutorias.  
Art. 221. Dentro de tres dias, contados desde la notificacion de una 
 
providencia, la parte á quien perjudique podrá sólicitar su reposicion ante 
 
el Consejo 6 la Seccion respectivamente.  
Art. 225. La reposicion se decidirá con cédula prévia de emplazamien - 
to y un solo traslado.  
Art. 226. De la providencia confirmatoria 6 revocatoria no podrá pe-
dirse reposicion. 
 
CAPÍTULO XVI.—Del recurso de aclaracion y revision de las resoluciones  
definitivas.  
SeccimN PRISERA —De ta aclaracion de las resoluciones. 
 
Art. 227. Tendrá lugar el recurso de aclaracion de las definitivas 
 
cuando la parte dispositiva de ellas fuere ambigua ú oscura en sus cláu-
sulas. 
SECCION SEGUNDA. — lle I% revision de las resoluciones.  
Art. 228. Habrá lugar á la revision de una definitiva:-1.° Si hubiere  
contrariedad en sus disposiciones.-2.° Si hubiere recaido sobre cosas no 
 
pedidas.-3.° Si eu ella se hubiere omitido proveer sobre alguno de los ca-
pítulos de la demanda.-4.° Si se hubiere dictado por menor número de  
Consejeros de los que para su validez requiere este Reglamento.  
Art. 229. Habrá lugar á la revision cuando el Consejo hubiere dictado 
 . 
 resoluciones contrarias entre sí, respecto á los mismos litigantes, sobre el  
propio objeto y en fuerza de idénticos fundamentos.  
Art. 230. Habrá lugar á la revision de la definitiva que se hubiere  
dictado eu virtud de confesiones y allanamientos hechos sin poder 6 auto-
rizacion suficientes por los defensores de las partes en estrados 6 por es - 
(4) Véanse en la página loso de este tomo. 
 
(2) Este articulo ir el siguiente fueron modificados por el 63 y 63 de  
la ley orgánica del Consejo de Estado. Véanse con su nota y las dos  
del articulo 217 del presente Reglamento.  
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crito, si las espresadas confesiones 6 allanamientos fueren contradichos 
por los interesados y demostrada su falsedad. 
Art. 231. Habrá lugar á la revision de una definitiva:-1.° Si despues 
de pronunciada se recobraren documentos decisivos detenidos por fuerza 
mayor 6 por obró de la parte eu cuyo favor se hubiere dictado.—.2.° Si 
hubiere recaido en virtud de documentos que al tiempo de dictarse igno-
raba una de las partes haber sido reconocidos Ÿ  declarados falsos, 6 cuya 
falsedad se reconociere 6 declarare despues.-3.° Si habiéndose dictado la 
definitiva en virtud de prueba testifical 6 de posiciones, uno 6 muchos 
testigos, 6 la parte jurante, fueren condenados como falsarios en sus de-
claraciones.-4.° Si la definitiva se hubiere ganado eu virtud de cualquiera ' 
otra sorpresa 6 maquinacion fraudulenta. 
Art. 232. Habrá lugar á la revision de las definitivas dictadas en per-
juicio de menores de edad 6 entredichos de administrar sus bienes, cuan - 
do sus tutores 6 curadores se hubieren descuidado en presentará su favor 
documentos decisivos. 
Art. 233. Los acreedores, 6 los que traigan causa de ellos, podrán 
impugnar por el recurso de revision las definitivas que ve hubieren dic-
tado contra su deudor 6 contra su causante en fuerza de colusion fraudu-
lenta ó atentado contra sus derechos. 
Art. 234. No se interpondrá recurso de revision por error material 
que se hubiere cometido eu la definitiva en cuanto á los nombres, calida-
des y pretensiones de las partes, 6 por simple error de cálculo en su parte 
dispositiva. Sin embargo, se pedirá por escrito la rectificacion del error, 
y en el caso de que hubiere lugar á ella, se estenderá al tnárgen 6 á coati-
uuacion de la minuta de la sentencia. 
SECCION TERCERA. —De los términos para interponer los recursos de aciaraclon y revision. 
Art. 235 El término señalado para interponer los recursos de aclara-
cion será de cinco dias, y para los de revision de dos meses, contados: 
—I.° Desde la notificacion de la definitiva en los casos de los arts. 227 y 
228.-2.° Desde la notificacion de la última definitiva en el caso del ar-
ticulo 229. 
Art. 236. Eu lus casos previstos por el art. 231, el término para re-
currir por via de revision será el de dos meses, contados desde el dia en 
que se descubrieren los documentos nuevos 6 el fraude, 6 desde el dia del 
reconocimiento 6 declaration de la falsedad. 
Art. 237. Ea Iqs casos previstos por el art. 232, el término para re-
currir por via de revision se prorogará en favor de los menores y entredi-
chos de administrar sus bienes hasta dos meses, contados desde la notifi-
cacion de la definitiva hecha saber despues de haber cesado la menor edad 
6 iuterdiccion.—En defecto de esta notificacion, se prorogará dicho tér-
mino por todo el tiempo que dure la accion rescisoria. 
Art. 238. En el caso del art. 233 los acreedores 6 sus causahabientes 
deducirán la demanda de revision á los dos meses, contados desde el dia 
eu que hubieren adquirido noticia judicial de la definitiva. 
Art. 239. Eu niuguu caso podrá interponerse el recurso de revision 
cuando hubiere prescrito la accion 6 la resolucion ejecutoria que lo motive: 
SECCION CUARTA.— De la forma y tràmites de los recursos de aciaracion y revision. 
Art. 240. La demanda sobre aclaracion y revision se introducirá por 
cédula de emplazamiento, pena de nulidad. 
Art. 241. Cuando la demanda de revision se fundare ea confesiones & 
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allanamientos impugnados como falsos, el defensor que los hubiere hecho 
será encausado.por el Juez competente.—Al efecto se le pasará á éste un 
tanto de la sentencia en que se cancele la anterior, dictada sobre los falsos 
motivos. 
Art. 242. Las demandas sobre aclaracion y revision se instruirán por 
los mismos trámites que cualquiera otra dernauda. 
Art. 243. Las demandas de aclaracion y revision no suspenderán la 
ejecucion de la sentencia que las motive.—Sin embargo, podrá el Consejo, 
en vista de las circunstancias del caso, sobreseer en la ejecucion, exigien-
do fianza del. demandado 6 de la parte que activare la ejecucion. 
SECCION QUINTA. —De las definitivas dictadas en virtud de los recursos de aclaracion 
' y révision. 
Art. 244. Si el Consejo estimare procedente la aclaracion, admitirá el' 
recurso y declarará la dudt ü•oscuridad que ofrezca la definitiva sin va- 
riar e.n el fondo, sus disposiciones. 
Aft. 245. El Consejo, si estimare procedente la revision, admitirá el 
recurso y rescindirá en todo 6' en parte la sentencia impugnada, segun 
que los fundamentos del recurso se refieran á la totalidad, 6 tan solo á 
 al-
guno de los capítulos de la sentencia. • 
Art. 246. Eu la misma definitiva de revision proveerá el Consejo so 
bre el fondo de la cuession controvertida que haya sido objeto de la reso-
lucion rescindida. 
Art. 247. Cuando el Consejo admita el recurso de revision por la con-
trariedad de dos definitivas, rescindirá la' última en fecha .y mandará !le-
ver á efecto la primera. 
Art. 248. El Secretario estenderá á continuacion de la minuta de la 
resolution primitiva la de aclaracion 6-revision que sobre ella recayere. 
Art. 249. Nunca tendrá lugar el.recurso de aclaracion.—.1.° Contra 
una definitiva sobre la cual se hubiere ya interpuesto una vez este  recur-
so.--2.° Contra la definitiva misma de aclaracion y revision.-3.° Contra 
la definitiva que en el caso de• revision hubiere recaido de' nuevo acerca del 
fondo de la cuestion ventilada. . 
Art. 250. Las decisiones de los recursos de,que trata este capítulo, se 
formarán en la forma prevenida para las resoluciones finales en los nego-
cios de que conoce el Consejo. 
CAPITULO XVII.—Del.recurso de apelacion de las 'sentencias de los 
Consejos provinciales. 
Art. 251. En el término señalado por el art. 69 (1) del reglamento de 
los Consejos provinciales de 1.° de octubre de 1845, la parte qu e  se sintie-
re agravada interpondrá el recurso de apelacion por escrito ante el Consejo 
respectivo, y se hará saber al apelado por cédula de Ujier (2). 
(I) Diez dies contados desde la notification de la sentencia. Véase 
el art. 69 que se cita y su nota, en la pág. 1052 de este tomo. 
(2) .Cuando el Consejo provincial no admita una apelacion,podrá la 
parte interesada recurrir en queja ante el Consejo Real. Interpuesto 
en forma de este recurso, la Seccion de lo Contencioso mandará al Con-
sejo provincial que informe con justification, yen vista de todo confir- 
mare 6 revocará la providencia del inferior.. (Art, 6. del Real decreto 
de 20 de junio de 4858.) 
at 
REGLAMENTO DE LO CONTENC. DEL COMM REAL. 108! 
Art. 252. Dentro de tres meses, si la alzada se interpusiere en Cana-
rias, y de dos si en la Peninsula é islas adyacentes, contados desde el tras-
curso de los diez dias concedidos par a  interponerla, el apelante mejorará 
el recurso , deduciendo ante el Consejo Real la demanda de agravios por 
medio de uno de sus Abogados, apoderado debidamente, 0 en su caso por 
el representante de la Administracion y de las corporaciones que están 
bajo su tutela. 
Con la demanda presentará el apelante:—I.° Certificacion de haber in-
terpuesto el recurso, y haberse notificado al apelado en tiempo y forma.-
2.° Certificacion, sacada con citacion , de la sentencia apelada , y de la 
probanza sobre que ésta hubiera recaído. 
Art. 253. En el término prescrito por el articulo anterior se presenta-
ré ante el Consejo el Abogado del apelado, con poder bastañte para repre-
sentarle eo juicio. 
Art. 254. Si el apelante no mejorare el recurso en el término señala-
do , se declarará desierta la apelacion , y la sentencia consentida á la pri-
mera rebeldía que le acuse el apelado. 
Art. 255. Si el apelado no compareciere por medio de Abogado en el 
término del art. 25'2, y en la forma allí determinada, se seguiré la instan-
cia en rebeldía. 
Art. 256. Si en primera instancia no se hubiere proveido la ejecucion 
interina de la definitiva, la Seccion , á solicitud del apelado, podrá acor- 
darla desde el primer dia en que se le diere cuenta del negocio. 
Art. 257. A instancia del apelante, podrá la Seccion desde el primer 
dia en que se le diere cuenta del recurso , y atendiendo é sus circunstan-
cias:—Prohibir ó suspender, en todo 6 en parte, la ejecucion interina de- 
cretada por el inferior.—Mandar que preste fianza el apelado á quien el 
inferior no hubiere impuesto obligacion de otorgarla. 
Art. 258. En la instancia de apelacion se observará lo dispuesto en los 
capitulos precedentes, con las modificaciones que siguen. 
Art. 259. No se admitirá en la instancia de apelacion ninguna preten-
sion ni escepcion nueva, salvo aquellas que no se hayan podido proponer 
en la primera instancia. 
Art. 260. La Seccion , 6 el Consejo en su caso , para mejor proveer, 
podrá ordenar se practiquen de nuevo ante ella las liligencias probatorias 
de primera instancia que estimare viciosas 6 insuficientes.—Tambien po-
drá ordenar cualquiera otra clase de actuation 6 prueba que no se hubiere 
practicado ante el inferior. 
Art. 261. El Consejo confirmará 6 revocará en todo 6 en parte la sen-
tencia apelada proveyendo de nuevo sobre los puntos en que la revocare. 
Art. 262. Si la apelacion no hubiere recaido mas que sobre algun in-
cidente, el Consejo proveerá tan solo acerca de él, reservando al inferior 
la decision de lo principal (I). 
Art. 263. Sin embargo , en el caso del articulo anterior , el Consejo 
si revocare el fallo del inferior, podrá decidir sobre lo principal cuando lo 
pidieren todas las partes  
Art. 284. El Consejo no podrá fallar sobre ninguno de los capítulos de 
la demanda que no se hubieren propuesto á la decision del inferior, salvo 
si se tratare:—De compensacion por causa posterior á la definitiva de pri- 
(4) Véase el art. 72 del Reglamento de los Consejos provinciales y 
su nota (pig. 4053). 
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mera instancia.—De intereses  y cualesquiera otras prestaciones acceso-
rias vencidas despues do la definitiva.—De daños y perjuicios causados 
desde su pronunciamiento. 
Art. 265. El Secretario del Consejo remitirá al del inferior certifica-
cion del Real decreto que contenga la resolucion final en la segunda ins- 
tancia, dentro de la semana en que se publique en el Consejo. 
El Secretario del inferior pondrá sin demora la certificacion con la mi-
nuta de la definitiva en primera instancia, estendiendo al pié 6 al márgen 
de ella la nota oportuna. 
Art. 266. Los recursos de aclaracion y revision contra las definitivas 
dictadas en apelacion tendrán lugar en los mismos casos, término y forma 
que los deducidos contra las resoluciones finales de los negocios contencio-
so-administrativos que principian y terminan en el Consejo. 
CAPÍTULO XVIII. —Del  recurso de nulidad contra las definitivas de los 
Consejos provinciales. 
Art. 267. El procedimiento del recurso de nulidad se arreglará á lo 
dispuesto acerca del de apelacion. 
Art. 268. Si el recurso procediere en los casos previstos por los párra-
fos 2.' y 3.°, art. 73 del Reglamento de los Consejos provinciales, el Con-
sejo fallará luego el proceso eu definitiva , y lo devolverá para su ejecucion 
al Consejo respectivo.—Si procediere en el caso previsto por el párrafo 1.° 
del citado artículo, el Consejo dispondrá que se haga saber  las partes que 
acudan donde y como vieren convenirles.—En los casos de los párrafos 4.°, 
S.', 6.° y 7.' del mismo artículo , el Consejo , si procediere , repondrá el 
proceso al ser y estado que tenia antes de causarse la nulidad , y le de-
volverá al inferior que le hubiere formado, para que le continúe y sustan-
cie con arreglo á las leyes (t). 
TITULO III. —DISPOSICIONES GENERALES. 
Art. 269. Los plazos señalados por dias se entenderán de dias útiles, 
y no comprenderán el de su fecha ni el de su vencimiento (2). 
Art. 270. Todo plazo que concluyere en domingo ú otro dia de fiesta 
legal, se prorogará al siguiente dia. 
Art. 271. Los plazos señalados por este Reglamento no podrán coartar-
se ni esteuderse por el Consejo fuera de los casos en que se le reserva es-
presamente la facultad de hacerlo. 
Art. 272. El trascurso de un término señalado por este Reglamento 
para el ejercicio de algun derecho, traerá consigo la pérdida de este de-
recho. 
Art. 273. Sin embargo , se suspenderá dicho término por la muer- 
(4) Véanse los arts. 78,74 y 75 del Reglam. de los Consejos provin-
ciales (pag. 4053 de esto tomo.) 
(2) Al disponer este articulo que no se cuenten los dias feriados 6 
inutiles en los plazos señalados por dias , resuelve indirecta, pero vir-
tuallnente, que esta regla no es aplicable S los terminus que se cuentan 
por meses, de los cuales nunca se descuentan ni aun los dias festivos, 
y por tanto tampoco han de descontarse los de vacaciones. (Seats. del 
Consejo de Estado des y 45 de Abril de l am) 
Nat 
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te de la parte interesada.—No volverá á correr contra sus herederos si-
no desde el vencimiento del concedido para hacer inventario 6 delibe-
rar (I). 
Art. 274. Los plazos dejados al arbitrio del Consejo serán del tiempo 
absolutamente necesario para que se ejecute el acto.—No se prorogarán 
sin justa causa. 
Art. 275. Será condenada á satisfacer daños y perjuicios.-1.° La 
parte que solicitare señalamiento de término en virtud de falsos motivos. 
—2.° La que para asegurar su demanda 6 defensa recurriere á falsas ale-
gaciones y negativas, 6 imputaciones calumniosas, 6 cualquiera otro de 
los medios reprobados que sugiere la mala fé.-3.° La que sin legitimo 
fundamento dedujere recursos de interpretracion, revision , nulidad 6 
apelaciou de .una definitiva que no fuere susceptible de ellos.-4.° Ague - 
Ila cuya apelacion se estimare temeraria en todo otro caso (2).-5. La 
que en virtud de sentencia 6 actos cancelados á consecuencia de pago ú 
otro modo legítimo de estinguirse las obligaciones, hubiere conseguido 
que se proceda contra la persona 6. bienes de su adversario.-6.° La 
que con desprecio de las providencias del Consejo infringiere la pro-
hibicion que se le haya impuesto, 6 no restituyere los bienes que de-
tentare. 
Art. 276. Las multas que impusiere el Consejo no podrán esceder 
de 10,000 rs. 
Art. 277. La condena de daños y perjuicios comprenderá la indemni-
zacion completa de los causados. 
Art. 278. En caso de concurrencia contra los bienes de la parte con-
denada entre la multa y la indemnizacion de daños, será ésta pagada con 
preferencia. 
Art. 279. Sin perjuicio de las penas que van declaradas, si los escri-
tos producidos en el proceso contuvieren imputaciones calumniosas 6 in-
juriosas, el Consejo podrá proveer que éstas se tachen, quedando siempre 
salva la action de injuries, si procediere. 
Art. 280. Serán condenados á pagar daños y perjuicios y en multa 
los actuarios y Ujieres que hubieren practicado una diligencia aula. 
Art. 281. Los actuarios, defensores y Ujieres que infringieren las dis-
posiciones de este Reglamento, 6 no se conformaren con ellas, podrán 
ser condenados por cada contravencion, aunque ésta no cause nulidad, 
en 500 reales, 6 en i ,000 si reincidieren en el curso de un mismo año. 
Art. 282. Las penas referidas se impondrán con audiencia de aquel á 
quien se aplicaren, prévio depósito de la multa, si en ella consistieren. 
Aprobado por S. M. por Real decreto de esta fecha.—Madrid 30 de 
diciembre de 1846. —Pidal. 
(t) .Se guardará lo dispuesto por el artículo 273 del Reglamento so-
lo cuando el heredero aproveche por todo el tiempo que la ley le con-
cede el beneficio de deliberar. En otro caso, la suspension de los tér-
minos por muerte de alguna de las partes será de treinta días contados 
desde que el heredero, expresa o tácitamente, hubiese aceptado la he-
rencia, á no ser que desde la aceptacion faltasen menos de treinta dias 
pare concluir el tiempo por el que la ley concede el espresado benefi-
cro. • (Art. 4.° del Real decreto de 20 de junio de I ass.) (a) El Ministerio fiscal no está comprendido en esta disposicion. 
(Sent. del Consejo de Estado de 29 de febrf ro de 18so.) 
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REAL DECRETO de 21 de mayo de 1353, determinando las resoluciones que 
son reclamables por la vía contenciosa ante el Consejo de Estado, y el 
término para interponer dicho recurso (1). 
«Art. 1.° En los negocios en que se versen recíprocas obligaciones de 
la Hacienda y de los particulares, causarán estado las resoluciones que en 
mi nombre adopte el Ministro de Hacienda y sean revocables por la vía 
contenciosa, á que podrán recurrir contra ellas, tanto el Gobierno cornu 
los particulares, si creyesen perjudicados sus derechos (2). 
Art. 2.° Las resoluciones de los Directores generales que dependen 
del Ministerio de Hacienda, podrán revocarse por la vía administrativa, y 
no darán lugar á la contenciosa sino cuando tengan carácter de definiti-
vas y causen estado cou arreglo á lo dispuesto en las leyes y reglamentos 
vigentes. 
Art. 3.° El recurso contencioso, de que tratan los dos artículos ante-
riores, deberá intentarse en el plazo improrogable de seis meses, contados 
desde el dia en que se haya hecho saber, en la forma administrativa, á los 
interesados la providencia que motiva el recurso. Respecto de los negocios 
que se hallan hoy fenecidos, se contará el mismo plazo desde la fecha en 
que ha de empezar regir e) presente Real decreto. Solo correrá, para el 
Estado, en todos los casos, desde el dia en que la Administracion activa 
entienda que una providencia anterior causó algun perjuicio, y ordene que 
se provoque su revocacion por la via contenciosa. 
Art. 4.° Las disposiciones que contiene el artículo anterior, no alteran 
los plazos que señalan las leyes y reglamentos publicados hasta esta fe 
cha para deducir los recursos contenciosos en los asuntos á que se refie- 
ren 3).. 
Arts. 5.' y 6.° (Tratan de la consulta al Ministerio y resolucion de 
éste sobre si procede o no la admision de la demanda, cuya consulta está 
hoy suprimida. (Véanse los arts. 57 é 60 de la ley orgánica del Consejo de 
Estado y sus notas, en la pág. 1057 de este tomo.) 
(1) Aunque este decreto fué espedido por el Ministerio de Hacienda 
para los asuntos de su ramo, sus disposiciones son obligatorias para 
todos los Ministerios, y aplicables á las resoluciones de los mismos. (Art. i a del Real decreto de 20 de junio de i 558.) (2) Véase el art. 56 de la ley orgánica del Consejo de Estado. (a) Señalan términos especiales para acudir a la via contenciosa, la 
ley de reconocimiento de créditos de participes legos de diezmos, que 
fijó el de dos años; la ley de contabilidad general, de 20 de febrero de 1 aso, 
que para las reclamaciones contra el Estado á titulo de daños y perjui-
cios, ó á titulo de equidad, señala los mismos dos años, á contar desde el 
hecho en que se funde el reclamante; el Real decreto de 28 de diciembre 
de 1849, sobre clasificacion de empleados, que 
 di dos meses; el Real de-
creto de 1.° de noviembre de 4851, modificando la junta de la Deuda, que 
señala un mes; la ley de aguas de 3 de agosto de 1866, que en su articu-
lo 277 concede tres meses; la ley de minas y su reglam. de 4868, que fija 
30 dias, y 60 para apelar del fallo del Consejo provincial sobre declara
-
cion de caducidad; la ley de caducidad de créditos de io de julio de 4869, 
que concede el de tres meses; y otras. Están tambien comprendidos en 
las escepciones de este art. 4. ° , los plazos que señala el derecho comun 
para el ejercicio de las acciones que de él proceden, como se deduce de 
la sent. del Consejo de Estado de 2 de noviembre de 1859. 
fi: 
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REAL DECRETO da 20 de junio de 1858 reformando en algunas de sus 
disposiciones el Reglamento, que precede, de 30 de diciembre de 1846. 
iVengo en decretar lo siguiente: 
1.' Se tendrá por abandonado todo pleito, cuyo curso desde la publica-
cion del presente Real decreto en adelante se detenga durante un ano por 
culpa de las partes interesadas. En este caso declarará el Consejo caduca-
da la demanda y consentida la órden gubernativa que hubiese motivado el 
pleito. 
2.' En los pleitos detenidos por el tiempo señalado en el articulo ante-
rior, y cuya detencion haya comenzado antes de la publicacion de este 
Real decreto, fijará el Consejo un plazo prudencial, atendiendo á las cir-
cunstancias de cada asunto. Si durante este plazo no promoviesen el cur-
so de un pleito detenido cualquiera de las partes, se entenderá que am - 
bas desisten de sus respectivas pretensiones, y el Consejo declarará igual-
mente caducada la demanda. 
3.° Las reglas anteriores no son aplicables á los pleitos en que uno 6 
mas particulares litiguen con la Administracion.. 
4.° (Véase en la nota al art. 273 del Reglam. del Consejo Real, pági-
na 1083 de este tomo.) 
5.° y 6.' (Véanse con el decreto aclaratorio de 31 de octubre de 1864 
en la nota al art. 69 del Reglam. de los Consejos prov., pág. 1052 de este 
tomo.) 
7.°, 8.', 9.' y 10. (Véanse en la nota al art. 88 del Reglam. del Con-
sejo Real, pág. 1066 de id.) 
f 1. (Véase en la nota al art. 204 de id., pág. 1076 de id.) 
12. (Véase en la nota al art. 217 de id., pág. 1077 de id.) 
13. (Véase en la nota al art. 77 del Reglam. de los Consejos prov., pá-
gina 1054 de id.) 
«14. Serán obligatorias para todos los Ministerios y aplicables á las re-
soluciones de los mismos las disposiciones dictadas respecto del de Hacien-
da en mi Real decreto de 21 de mayo de 1853. 
15. El reglamento de 30 de diciembre de 1846 se entenderá derogado 
en lo que no esté conforme con el presente decreto.» 
REAL DECRETO de 19 de octubre de 1860, aprobando las siguientes adicio-
nes al reglamento sobre el modo de proceder el Consejo de Estado en los 
negocios contenciosos de la Administracion. 
CAPiTULO único.—De la Sala contenciosa, y de las demandas contra las 
resoluciones del Gobierno y de las Direcciones generales. 
SECC[o8 ranteRA. —De la organtzaclon y procedimientos de la Sala contenciosa. 
«Artículo 1.' (I) Para la formacion de la Sala contenciosa del modo 
que dispone el art. 19 de la ley de 17 de agosto último, se abrirá un turno 
en las Secciones de Estado y Gracia y Justicia, Hacienda, Guerra v Marina, 
Gobernacion y Fomento, y Ultramar.—Este turno será de tres Consejeros 
por cada una de dichas Secciones, empezando por el Presidente y los que 
(4) En lugar de este articulo y de los dos que siguen ha de obser-
varse en el dia lo que dispone el art. s.° del decreto de 26 de noviem-
bre de 186s, inserto anteriormente (pig. lo ,11). —Téngase presente ade-
más que tampoco pueden tener aplicacion los arts, 4.° y s.°, 1 i y12, del 
presente decreto, por referirse i la consulta al Gobierno, hoy suprimi-
da, como ya se ha dicho. 
^ 
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le sigan por antiguedad, y así sucesivamente.—Cada turno durará dos 
 
meses; y en el caso de imposibilidad de constituir Sala, serán llamados pa-
ra formarla los Consejeros del inmediato, pero no estarán por esto releva-
dos de la asistencia cuando les llegue su turno.—Los Consejeros de turn s) 
de cada Seccion alternarán 6 se suplirán por dias de asistencia. Cuando en 
 
la vista y deliberacion de uu negocio se invirtieren dos ó mas dias, se en-
tiende una la asistencia para los efectos de este artículo.  
Art. 2.' Aun en el caso del número mínimo que establece el art . . 19 de 
la ley de 17 de agosto último, para que haya acuerdo en la Sala de 19 
Contencioso, deberán hallarse siempre presentes tres Consejeros de la 
Seccion de lo Contencioso, y los dos de la del Ministerio á que correspon-  
da la reclamacion. 
Art 3.° El número de los que constituyan la Sala de lo Contencioso 
será siempre impar; y si no lo fuere, se retirará el mas moderno que no 
sea de la Seccion de lo Contencioso , ni de la del Ministerio á que corres-
ponda la reclamacion.—Formará acuerdo la mayoría de votos. 
Art. 4.° Luego que el Gobierno acuse el recibo de la consulta 6 infor - 
me sobre el fallo de un pleito 6 sobre la admision de una demanda, se Izará 
saber á las partes dicho recibo y su fecha. 
Art. 5.° Solo á instancia de parte podrá procederse á lo que previenen 
los art. 60 y 61 de la ley de 17 de agosto ultimo. La declaracion de que 
es llegado el caso de cualquiera de estos dos artículos corresponde al 
Consejo pleno, á la Sala contenciosa, 6 á la Seccion de lo Contencioso, se-
gun que respectivamente hubieren consultado 6 informado sobre el asun-
to. Contra esta declaracion no podrá intentarse recurso alguno.  
Art. 6.' Son aplicables á la Sala contenciosa las disposiciones vigentes  
sobre el modo de proceder el Consejo en los negocios contenciosos de la 
 
Administracion, en cuanto no se opongan á las de este capítulo y á la ley  
de 17 de agosto último. 
 
SECC[WN SECUNDA.—De las demandas contra las resoluciones del Gobierno  
b de las Direcciones generales.  
Art. 7.' Las demandas contra las resoluciones del Gobierno 6 de las  
Direcciones generales, que por las disposiciones vigentes deben presentar-
se ante el Consejo de Estado , se entregarán en la secretaría general del 
 
mismo los dies y Iforas hábiles.—El Secretario pondrá al pié de cada de-
manda la nota de su presentacion, y facilitará al interesado que lo pidiere 
 
documento bastante para acreditarla.  
Art. S.° La Secretaría general unirá. desde luego á cada demanda los 
 
antecedentes del asunto que obren en el Consejo, y lo pasará todo á la Sec-
cion de lo Contencioso.—El Ponente nombrado con arreglo al art. 10 del 
 
Reglamento vigente informará á la Seccion de la demanda, proponiendo la 
 
resolucion que estime conveniente,  
Art. 9.° La cotnunicacion al Fiscal de lo Contencioso y la citacion para 
 
la vista pública, en el caso del art. 57 de la ley de 17 de agosto último, se 
 
harán saber administrativamente á dicho Fiscal, y al que represente la par-
te demandante 6 demandada.  
Art. 10. En estas vistas se observará lo prevenido para las de la Sec-
don y del Consejo en el Reglamento vigente.  
Art. 11. La Seccion elevará su dictámen al Gobierno dentro del plazo 
 
señalado para las sentencias interlocutorias. En todo lo demás será guber-
nativo este procedimiento.  
Art. 12. La decision que dictare el Cobierno con presencia de este 
 
dictámen sobre la admision de la demanda será irrevocable  • 
ULTRAMAR. 
DISPOSICIONES RELATIVAS Á LA APLICACION DE LA LEY DE ENJUICIA-
MIENTO CIVIL Y CREACION DE LOS JUZGADOS DE PAZ EN LAS ISLAS 
DE CUBA Y DE PUERTO-RICO; AL ESTABLECIMIENTO DE LA UNIDAD DE 
FUEROS, Y AL EJERCICIO DE LA JURISDICCION CONTENCIOSO-ADMINIS-
TRATIVA POR LOS TRIBUNALES ORDINARIOS EN LAS PROVINCIAS DE 
ULTRAMAR. 
Desde que se hizo estensiva la Ley de Enjuiciamiento civil á 
las islas de Cuba y Puerto-Rico, formamos el propósito de hacer-
nos cargo en esta obra de las disposiciones dictadas para ello, á 
fin de que pudieran consultarse con mas utilidad nuestros comen-
tarios por los que intervienen en la administracion de justicia 
en aquellas provincias. Así lo hemos hecho, en los lugares cor-
respondientes de este apéndice, respecto de la Instruccion de 9 
de diciembre de 1865 y de parte del decreto de I.° de febrero 
de 1869, mencionando en los artículos respectivos las modifica-
ciones hechas en ellos por estas disposiciones. Pero existen otras 
dirigidas al mismo fin; y como sin tenerlas todas á la vista no será 
fácil conocer la estension é importancia de tales reformas, ni apli-
carlas con seguridad del acierto, hemos creido conveniente insertar-
las aquí íntegras, con los preámbulos 6 esposiciones que preceden 
á los decretos, porque esplican la razon 6 motivos de la reforma y 
son su mas autorizado comentario. 
Para facilitar su consulta, las dividiremos eu los cuatro grupos 
6 secciones, indicados ya en el epígrafe,que precede. 
Téngase tambien presente que, aunque son aplicables á todas 
las provincias de Ultramar las reformas hechas últimamente para 
asimilar la organizacioil, competencia v procedimientos de sus tri-
bunales á los de la Península, hasta el dia no se ha hecho estensiva 
á las Islas Filipinas la aplicacion de la Ley de Enjuiciamiento civil, 
ni el establecimiento de los Juzgados de paz. 
SECCION I. 
Disposiciones pare ta aplicacion de la Ley de Enjuiciamiento civil 
en las islas de Cuba y Puerto-Rico. 
REAL DECRETO de 9 de diciembre de 1885, mandando promulgar en las 
islas de Cuba y Puerto-Rico la Ley de Enjuiciamiento civil que rige 
en la Peninsula, para que rija tambien en aquellas provincias desde 
el dia I .• de julio de 1865, y estableciendo en ellas los Jueces de paz. 
«EsposicioN é S. M.—Señora: Entre las reformas que viene reclaman-
do la administracion de justicia en las provincias de Ultramar, acaso debe 
figurar en primer termino la que se refiere il los procedimientos civiles. 
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Los abusos que á la sombra de una legislacion confusa y de prácticas ile-
gales hablan penetrado en el foro de dichas provincias, sin que alcanzase 
á corregirlos el celo de las Reales Audiencias por medio de sus autos acor-
dados , llamaron repetidas veces la atencion del Gobierno supremo y 
fueron objeto de medidas parciales, aplicadas allí donde el mal habia to -
mado proporciones mas alarmantes, hasta que la solicitud de V. M. tuvo á 
bien espedir la Real cédula de 30 de enero de 1855. 
Grandes son los beneficios que la administracion de justicia ha repor-
tado en Ultramar de esta disposicion soberana. Venciendo la resistencia 
que siempre oponen á toda reforma útil, así los abusos inveterados como 
cierto espíritu de tradicionalismo meticuloso é imprevisor que protege en 
sus últimos momentos á las instituciones 6 costumbres desacreditadas, 
consumóse al fin la obra que de años atrás venfase preparando. La orga-
nizacion de las Audiencias de Ultramar era todavía la misma que les die-
ron las leyes de Indias y la Instruccion de Regentes de 20 de junio de 1776. 
El Ministerio público, si bien representado ya en los Tribunales supe-
riores por uno 6 dos Fiscales con agentes subalternos que los auxiliasen 
eo sus vastas y múltiples funciones, era de todo punto desconocido en los 
Juzgados de primera instancia. La facultad de administrar la justicia, y la 
de intervenir y aun determinar en negocios de la Administracion y del 
Gobierno, andaban confundidas é involucradas en el doble carácter de 
las Audiencias-Chancillerías de Indias. La jurisdiccion contenciosa era 
todavía desempeñada en la mayor parte de los distritos de la isla de Cuba 
por los Alcaldes ordinarios 6 por Jueces legos que hacian imprescindible 
el funesto sistema de Asesores, sancionado y estendido en Ultramar por la 
Ordenanza de Intendentes de Indias á todos los ramos del servicio públi-
co. Las buenas prácticas del antiguo foro español habian desaparecido de-
jando su puesto á los reprobados manejos de la ignorancia y de la codicia, 
y todo era allí inmoralidad, inepcia, confusion y desórden. 
Pero en virtud de las saludables reformas introducidas por aquella Real 
cédula y por otras disposiciones posteriores, cuyo acierto se complace en 
reconocer el Gobierno de V. M., pagando así un justo tributo á las Admi-
nistraciones que le han precedido en la gestion de los negocios públicos, 
el organismo y facultades de los Tribunales de Ultramar, la índole y re-
presentacion del Ministerio público, el límite entre la justicia y la admi-
nistracion y gobierno de los pueblos, y las reglas y formas esenciales del 
procedimiento, vinieron á ser los mismos que imperaban en el resto de la 
Monarquía, pudiendo decirse con toda verdad que la Real cédula mencio-
nada fué ú la administracion de justicia de las provincias ultramarinas lo 
que fué, y mas de lo que fué é la de la Peninsula, el Reglamento provisional 
de 26 de setiembre de 1835. Muchas de sus disposiciones, que no hablan 
sido admitidas por las Audiencias de Ultramar, tuvieron un lugar en aque-
lla Real cédula, y puestas luego en combinacion con otras mejoras tomadas 
de los adelantos hechos en la Peninsula, dieron á dicho soberano precepto 
un carácter de verdadero progreso que en todo tiempo lo hará considerar 
como uno de los monumentos mas apreciables de nuestra legislacion 
patria. 
Mas sin embargo de estas reformas, que tan eficaz y felizmente han 
contribuido á mejorar la administracion de justicia en Ultramar, así en lo 
relativo á la organizacion de los Tribunales como en lo que' atañe á las 
reglas del procedimiento civil y criminal, y cuyo mérito consiste menos en 
lo que se acercan á la perfeccion posible que en lo que se alejan del punto 
de partida, todavía se siente la necesidad de nuevas mejoras y de adelantos 
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nuevos, como una de las manifestaciones de la idea asimiladora que siem-
pre fué el criterio de la política de España en el gobierno y administracion 
de sus provincias de allende el Océano. 
Así ira podido observarse que desde la publicacion de la Real cédula 
de 30 de enero en las provincias de Ultramar, casi simultánea con la de 
la Ley de Enjuiciamiento civil en la Península, todos los esfuerzos de aque-
llos Tribunales, y especialmente de las Audiencias de Cuba y Puerto-Rico, 
se han dirigido á poner las prescripciones de la Real cédula y las prácti-
cas admitidas en la mayor armonia posible con dicha ley, á pedir ince-
santemente la aplicacion de preceptos y aun de títulos enteros de ella, y á 
proceder siempre con arreglo á su espíritu y tendencias cuando á esto no 
se opone ninguna disposicion espresa. Lo mismo acontece en el foro de 
aquellos paises, donde los más distinguidos letrados profesan y emiten en 
sus escritos las doctrines de la Ley de Enjuiciamiento civil, como alarde 
de una aspiracion grande y noble á que, arrancándose de sus Tribunales 
un procedimiento fundado en su mayor parte en prácticas viciosas 6 ab-
surdas, prevalezca en ellos la nueva legislacion de la Península. Tan feliz 
acuerdo entre los que por tan diversos conceptos intervienen en la admi-
nistracion de justicia, es un fenómeno singular que acredita la intensidad 
del mal é indica la urgencia y eficacia del remedio, destruyendo toda 
duda respecto á la oportunidad y conveniencia de aplicar á dichas provin-
cias la Ley de Enjuiciamiento. 
Para llevar á cabo con las mayores probalidades de acierto la reforma 
de que se trata, se ha instruido un espediente en que constan los infor-
mes emitidos por las Audiencias de Ultramar, todos favorables á la apli-
cacion de la ley, con aquellas modificaciones que no por carecer de im-
portancia esencial dejan de ser indispensables, y las consultas dadas 
sobre el mismo objeto por la Sala de Indias del Tribunal Supremo de Jus-
ticia y por el Consejo de Estado en pleno. El Gobierno lia estimado como 
se merecen tan útiles y concienzudos trabajos, y si algunos concluyen por 
el aplazamiento de la reforma hasta que la Ley de Enjuiciamiento civil baya 
sufrido las que la esperiencia reclama, fácilmente se comprenderá que por 
grandes é importantes que sean las innovaciones que deban introducirse 
en ella en un plazo mas 6 menos remoto, pero nunca muy próximo, no es 
esta una razon bastante para privar por tiempo indefinido á la administra-
cion de justicia en las provincias de América de las innumerables y evi-
dentes mejoras que ha de proporcionarle la observancia de la ley es-
presada. 
No ignora el Gobierno cuáles son los puntos de ella en que han de fi-
jarse rués particularmente las innovaciones proyectadas, ni ha olvidado que 
la mas importante acaso, la reforma del recurso de casacion, está someti-
da al examen de las Cortes; ni desconoce tampoco que sin grandes dificul-
tades ni trabajos, y aprovechando los estudios de distinguidos jurisconsul-
tos y las lecciones de una ilustrada práctica, habría sido posible mejorar 
desde luego aquella ley para trasplantarla á las provincias americanas; pero 
esto seria determinar en materia puramente legislativa, y no entra en los 
propósitos ni en el programa político del Gobierno ejercitar semejante fa-
cultad sin el concurso de las Cartes. La jurisprudencia que aquí fija el sen-
tido de la ley y la interprets, tambien será allí la regla de los Tribunales, 
y la doctrina que ha prevalecido 6 prevalezca para su mas recta aplicacion 
en España, será asimismo el criterio á que ajusten los de Ultramar sus pro-
cedimientos y fallos. 
Y esta reforma no será, si atentamente se la considera, una novedad 
TOMO y. 
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estraila. El espíritu que presidió á la redaccion de la Real cédula de 30 de  
enero de 1855, fué el mismo que el que quizás en propios instantes deter- 
minaba la formacion de la Ley de Enjuiciamiento..Ordenar las reglas del  
procedimiento y restablecer las buenas prácticas antiguas que hablan ve-
nido á suplir el silencio ó la oscuridad de la ley, sin cerrar por ese la  
puerta á innovaciones saludables y prudentes; tal,fué la norma del legis-
lador en uno y otro precepto, tal fué su respeto á la tradicion y á la his-
toria, sin dejarse arrastrar en un solo punto por principios absolutos de  
sistema ni por preocupaciones de escuela.  
Así reorganizados por aquella Real cédula los Tribunales de Ultramar,  
de idéntica manera á como se encontraban en la Peninsula; restauradas en  
ella las reglas mas importantes y esenciales de los juicios; establecido en la  
misma el recurso de casacion, mejorando el que rudimentariamente existia  
en aquellos momentos en España; eliminadas de las Audiencias, por otra  
reforma memorable, las facultades que por las leyes de Indias hablan te-
pido para intervenir y conócer en los negocios de fa Adrninistracion y del  
Gobierne, y limitadas, como lo están aquí, á juzgar y hacer ejecutar lo  
juzgado, no parece aventurado afirmar que lo que el Gobierno somete troy 
á la aprobacion de V. M. no es una innovacion trastornadora y peligrosa,  
sino el complemento natural y Ibgico y el desarrollo indeclinable de insti-
tuciones que ya. existen. 
 
Sorprende en verdad, Señora, que al meditar el Gobierno de V. M. so-
bre la oportunidad-y conveniencia de aplicar álas provincias de Ultramar  
la Ley de Enjuiciamiento civil de la Península, sólo haya tropezado con  
esas dificultades materiales que nacen de las diversas circunstancias ó con-
diciones de localidad, pero sin detenerle jamás en su camino ningun obs-
táculo sério. Modilicacion de conceptos por razon de los lugares á que Ilan  
de' aplicarse, ampliacion de algunos términos legales, estimation de la  
moneda con arreglo al valor que se le dá en América y4 semejanza de lo 
que fué ya determinado por las Reales cédulas de 1. ° y 17 de febrero  
de 1832 y por la Real Orden de 10 de junio de 1845, expedidas para la eje-
cución en Cuba y Puerto-Rico del Código de comercio y de su ley de En-
juiciamiento especial, con otras aclaraciones indispensables aunque de le-
ve importancia; tales son, en brevísimo resúmen, las novedades que el Go -
bierno juzga necesario hacer por regla general y para que sirvan á su pré-
posito en la ley de que se trata. Solo en un punto puede decirse que esta 
vá á introducir en las provincias de América una reforma, si no esencial, 
por lo menos importante: la supresion de la tercera instancia. 
Restringida por la Real cédula de 30 de enero de 1855 á límites aun 
mas estrechos que los que le señaló el Reglamento provisional para la ad- 
ministration de justicia, y adoptado literalmente en sus preceptos el siste- 
ma que prevaleció en el Reglamento sobre el modo de proceder el Consejo 
Real en los negocios contencioso-administrativos acerca de la procedencia 
de los recursos de revision en dicho alto Cuerpo, la súplica eu los pleitos 
civiles de Ultramar está circunsdri.ta á casos concretísimos, cortos en uú-
mero y de 
 dificil realizacion en la práctica, y puede por tanto decirse que 
su desaparicion no ha de arrastrar consigo la pérdida de garantía alguna 
para los derechos del litigante, ni elemento ninguno de acierto y justicia 
en los fallos de los Tribunales. Y esta afirmacion que naturalmente se des-
prende dé las consideraciones apuntadas, se robustece y comprueba con el 
resultado de la estadística judicial, en que aparece que de 1,726 pleitos 
civiles despachados por la Audiencia de la Habana en los tres últimos años, 
solo uno lo ha sido en revista en 1862, seis en 1863 y uno en 1864. Un re- 
_d 
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suitedo análogo ofrecen los alardes de la Audiencia de Puerto-Rico, y an-
te la lógica inflexible de los números no puede monos de afirmarse que 
no responde ya á necesidad alguna la subsistencia del recurso de shpli-
ca, y que no habria consideracion ni fundamento plausibles para respe-
tarlo. 
Ea cuanto al recurso de casacion, el Gobierno de V. M. ha vacilado un 
momento de llevarlo tal como existe en la Ley de Enjuiciamiento civil á las 
islas de Cuba y de Puerto-Rico, derogando por completo lo establecido 
acerca del mismo en la Real cédula de 30 de enero. En este punto difieren 
notablemente la legislacion de Ultramar y la de la Península. Ambas han 
definido los carácteres mas esenciales de la casacion, y ambas la admiten 
contra las sentencias definitivas por violacion de una ley espresa 6 de una 
doctrina recibida á falta de ley por la jurisprudencia de los Tribunales: 
pero las limitaciones que aquella Real cédula puso á su procedencia absolu-
ta por razon del valor 6 de la naturaleza del litigio 6 por las circunstancias 
estrínsecas del fallo, ni obedecen al principio generador del remedio, ni 
concuerdan con la Ley de Enjuiciamiento, que solo lo niega á las providen-
cias que determinan los juicios verbales y de menor cuantía, y á las que 
recaen en los pleitos posesorios y ejecutivos cuando la infraccion. en que 
se funda se refiere á la ley 6 á la doctrina, pero no á las reglas del proce- 
dimiento. Dos sistemas podiau seguirse para salvar la dificultad que queda 
indicada. 0 respetar ea su integridad las disposiciones de la Ley de Eujui-
ciamiento civil, mas conformes con la  Mole del recurso de casacion que 
las consignadas en la Real cédula de 30 de enero; 6 introducir en agbellas 
las limitaciones que éstas pusieron á la procedencia del recurso. El Gobier-
no ha optado por el primer sistema, así por considerar que la Ley de En-
juiciamiento se acerca mas á la perfection á que se aspira, como per que 
alterarla en el particular de que se trata, llevando á ella un principio dis-
conforme con su espíritu, seria una inconsecuencia en quien no pretende 
legislar sip el concurso de todos los poderes públicos. 
Sin embargo de esto, el Gobierno de V. M. opina que la regla general 
que habrá de adoptarse para lijar el valor de la moneda en Améri.^á; n o . 
debe aplicarse á la cantidad del depósito que han de constituir en ciertos 
casos los que interponen dicho recurso, como tampoco á las que determi-
nan el límite de los juicios de menor cuantía y de los verbales. Ese cómpu-
to, cuya exactitud cieutifica seria aventurado sostener, pero que es por lo 
comun el admitido, darla una suma exigua tratándose de paises donde el 
valor de la moneda es relativamente tan escaso, y ni pudría servir, en 
cuanto á lo primero, de escudo ni de garantía contra los litigantes temera-
rios, ni colocar respecto á lo segundo el lítime de aquellos juicios en un 
máximum razonable. Por eso estima el Gobierno que en este punto de 
apreciacion, por decirlo así, arbitraria, se conserve como tipo del depósito 
para la casacion los 2,000 escudos que en tal concepto le senaló la Real cé-
dula de 30 de enero, rebajándolo á la mitad cuando el recurso se interpon-
ga por infraccion de las reglas del Enjuiciamiento, 6 á la cantidad que pro-
ceda, segun los casos, cuando el objeto del litigio sea inferior d 6,000 es-
cudos, conforme á la proportion que establece. el art. 1029 de la Ley; y que 
subsistan para fijar el importe de los juicios verbales y de menor cuantia 
las cantidades de 400 y 2,000 escudos, que respectivamente les marcaron 
los -reglamentos de 21 de febrero de 1853. 
En lo relativo á competencias de jurisdicción, hay un punto en que et 
Gobierno entiende tambieu que debe conservarse la legalidad existente. 
Estinguidos por ella los antiguos fueros especiales, cou escepcion del mili- 
1091 	 APÉNDICE A LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL. 
tar y eclesiástico, y dependientes hoy todos los Juzgados y Tribunales de 
Ultramar, así ordinarios como privilegiados, de las Reales Audiencias del 
territorio en que ejercer sus funciones, seria un retroceso verdaderamen-
te censurable abandonar las conquistas Hechas por los buenos principios y 
adoptar las disposiciones de la Ley de Enjuiciamiento dictadas bajo el pun-
to de vista de la diversidad de dependencia de unos y otros Tribunales. La 
tendencia constante de la legislacion de Indias ha sido la de que terminen 
en estas provincias, siempre que sea posible, las contiendas jurídicas, y á 
ella se ajustaron las Córtes del reino, en la famosa ley de 9 ele octubre de 
1813, y el Gobierno Supremo en la Real órden de 8 de diciembre de 1837, 
que estableció en Cuba, Puerto-Rico y Filipinas la Junta superior de Com-
petencias, suprimida despues por la Real cédula de 30 de enero de 1855. 
Siguiendo este mismo principio, el Gobierno de V. M. considera conve-
niente que las competencias que puedan suscitarse entre Jueces de cual-
quier fuero de la isla de Cuba con otros de Puerto-Rico no se decidan por 
el Tribunal Supremo de Justicia, como previene la Ley de Enjuiciamiento 
civil para aquellas que se empeñan entre Jueces no sujetos á un mismo su-
perior comun. La mencionada ley de las Córtes de 1813 atribuyó la facul-
tad de dirimir esta clase de conflictos á la Audiencia mas inmediata á la 
provincia del Juez que los promoviera: pero siendo ya Irrealizable en la 
práctica este sistema, y teniendo en cuenta el carácter de ascenso y la ca-
tegoría superior que corresponde á la Audiencia de la Habana, ha parecido 
oportuno y útil á los intereses públicos que esta Audiencia determine las 
competencias de jurisiliccion que se ofrezcan entre Jueces de su territorio 
y los de Puerto-Rico, reservando al Tribunal Supremo de Justicia las que 
se entablen entre los Tribunales y Juzgados de dichas islas y los de la Pe-
ninsula. 
Alguna otra modificacion será necesario introducir en la ley, pa-
ra que al aplicarse 6 los Tribunales de América no se presenten obs-
táculos ni dificultades que puedan tener su cumplimiento inmediato. 
En el art. 467, por ejemplo, la existencia en muchos Juzgados de la isla 
de Cuba de Contadores judiciales que tienen el oficio enajenado de la 
Corona y en calidad de vendible y renunciable, hará preciso consignar en 
él esta novedad, que aun limitará por algun tiempo el derecho de las 
partes á elegir libremente los contadores en el juicio voluntario de tes-
tamentaria. Una aclaracion análoga habrá de hacerse respecto al ar-
ticulo 78, que atribuye á los Escribanos la tasacion de las costas, porque 
tanto en Cuba como en Puerto-Rico existen todavía tasadores por oficio 
enajenado, que tienen derecho á practicarla. La reversion al Estado de 
éstos y de los demás oficios de su clase viene llamando desde hace muchos 
años la atencion del Gobierno, y ya la Real cédula de 30 de enero de 1855 
y otras disposiciones posteriores han limitado considerablemente sus con-
diciones de valor y perpetuidad, á fin de que la indemnizacion que por 
ellos debe darse á sus propietarios no sea, en momento dado, para las 
atenciones del Tesoro público una carga insoportable. 
Las demás alteraciones que deben hacerse en la Ley serán todas de 
muy escasa importancia. Reducidas á dar á ciertas cláusulas el sentido 
inverso que requiere su aplicacion en lugares para que no fueron dicta - 
das, á ampliar algunos términos legales de manera que las distancias y 
el estado de las comunicaciones no puedan producir la indefeosion de las 
partes, á declarar que la publicacion de determinados actos judiciales 
tenga lugar en la Gaceta del Gobierno superior civil de cada isla, único 
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las provincias de España; todas ellas pueden sin duda alguna compren-
derse en reglas generales de aplicacion é inteligencia fáciles. Esto ha he-
cho el Gobierno de V. M., así para evitar todo pretesto â dudas 6 inter-
pretaciones viciosas 6 infundadas, como para que se perciba desde luego 
que todas y cada una de esas reglas y aclaraciones están en conformidad 
perfecta con las bases consignadas en la ley de autorizacion de 13 de ma-
yo de 1855, y que no se ha separado en lo mas mínimo de su espíritu } 
tendencias al proponer á V. M. que el resultado de sus disposiciones sea 
extensivo á los Tribunales de las provincias americanas. 
Verificada esta reforma en el sentido que queda indicado, habráse 
dado un paso considerable por la senda de la asimilacion deseada; y es- 
tableciendo en este punto la mas completa igualdad de garantías y de 
derechos entre los españoles de ambos hemisferios, el Gobierna de V. M. 
abriga la fundada esperanza de que los que residen en aquellas leales 
provincias, que tanto contribuyen á la prosperidad y grandeza de la 
pátria , mirarán este acto como una prueba mas de la solicitud de su So-
berana. 
Sensible es, Señora, que la medida que el Gobierno propone al eleva-
do criterio de V. M. no pueda hacerse extensiva, por ahora al menos, á las 
importantísimas Islas Filipinas. La administracion de justicia en ellas ha 
sido objeto predilecto de V. M. desde los principios de su glorioso reina-
do, y entre lo que hoy es y lo que era no mas lejos que en 1844, media 
un abismo insondable. Pero los obstáculos que allí ofrecen á una organi-
zacion perfecta de todos los ramos del servicio público el estado social 
del pats, con sus costumbres primitivas y con sus instituciones tradicio-
nales, hacen de todo punto imposible la aplicacion de sistemas inventa-
dos para satisfacer las exigencias de una civilizacion adelantada. Los ma- 
yores esfuerzos no vencerán todavía en mucho tiempo tan formidables 
obstáculos. Con escepcion de Manila y de Cebú, no existe representa-
cion del Ministerio público en todo aquel estendido archipiélago; fuera de 
la capital apenas si se encuentra un letrado por aquellas fértiles y pobla-
das comarcas; casi todas las Alcaldías mayores carecen de Escribanos pú-
blicos y de todo género de auxiliares, y en tal situacion de cosas seria 
mas que inoportuno, insensato, preceptuar reglas que no podrian cum-
plir los primeros encargados de respetarlas, y ordenar la inteligencia de 
un procedimiento complicado á quienes no comprenden la lengua en'que 
estaria escrito, y á los que para obedecer sumisamente á la voz de su Al-
calde mayor necesitan por intermediario la autoridad patriarcal del Gober-
nadorcillo y del cabeza de Barangay. 
No quiere decir esto que el Gobierno, débil ante los obstáculos, de-
sista de toda reforma y se resigne á un statu quo lamentable. En el par-
ticular de que se trata, la Audiencia de Manila tiene propuestas mejoras 
muy meditadas é interesantes. El Gobierno de V. M. las estudia sin de-
jarse llevar por escitaciones ni impaciencias aventuradas, y el dia en que 
'esté seguro de no comprometer ni su propia reputacion ni interés alguno 
considerable, cumplirá gustoso el deber de presentar á V. M. y al pals el 
resultado de sus trabajos. 
Por todas estas consideraciones el Ministro que suscribe, de acuerdo 
con el parecer del Consejo de Ministros, somete á la augusta aprobacion 
de V. M. el adjunto proyecto de Real decreto. 
El Pardo 9 de diciembre de 1885.—Señora.—A. L. R. P. de V. M.—
Antonio Cánovas del Castillo.» 
REAL DECRETO. —«En cumplimiento de la ley de 13 de mayo de 1855, 
J 
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por la cual se dispuso que mi Gobierno procediera á ordenar y compilar 
las leyes y reglas del Enjuiciamiento civil con sujecion á las bases esta-
blecidas en la misma, y deseando que la administracion de justicia parti-
cipe en las islas de Cuba y de Puerto-Rico de las mejoras y ventajas que lo 
determinado por virtud de dicha ley ha producido en la Peninsula; oida 
la Sala de Indias del Tribunal Supremo y el Consejo de Estado en pleno, y 
de acuerdo con el parecer del de Ministros, 
Vengo en decretar lo siguiente: 
Artículo 1.° El Ministro de Ultramar hará promulgar en las islas de 
Cuba y de Puerto-Rico la Ley de Enjuiciamiento civil que rige en la Pe-
nínsula. 
Art.•2.° Las intrucciones que han de dictarse para su mas exacta 
inteligencia y aplicacion en los Tribunales de dichas islas, se ajustarán á 
las bases consignadas ea la ley de 13 de mayo de 1855, y se someterán á 
mi Real aprobacion. 
Art. 3. La Ley de Enjuiciamiento civil comenzará á regir en aque-
llas provincias el dia i.° de julio de 1866, y serán de obligatoria observan-
cia para todos los Tribunales y Juzgados, cualquiera que sea su fuero, que 
no la tengan especial para sus procedimientos. 
Art. 4.° Los pleitos que se hallaren pendientes al tiempo de la pro -
mulgacion de dicha Ley continuarán sustanciándose con arreglo á los pro-
cedimientos actuales, á no ser que los litigantes, todos de comun acuerdo, 
pidieren que la sustanciacion se acomode á la nueva ley. 	 • 
Art. 5. 	 Los pleitos que principien durante el plazo que medie desde 
la promulgacion hasta el dia 1.° de julio del año proximo, se sustanciarán 
con arreglo á la misma, 6 con sujecion á la Real cédula de 30 de enero de 
1855 y demás disposiciones hoy vigentes, segun los litigantes acordaren. 
Art. 6.° Para que pueda tener efecto lo determinado en el artículo an-
terior, los Alcaldes mayores y demás Jueces, antes de dar curso á las de-
mandas que se dedujeren eu el plazo espresado, convocarán á las partes 
á una comparecencia para que acuerden la forma en que hayan de sus -
tanciarse.—Si no se convinieren, se liará con arreglo á las antiguas leyes. 
—No presentándose el demandante 6 el demandado. en la comparecencia, 
elegirá el que se presente el método que más le convenga para sustanciar 
la demanda.—No compareciendo ninguno, se acomodará el procedimiento 
á la Real cédula y disposiciones espresadas. 
Art. 7.° Los Procuradores que tengan poder para pleitos podrán con-
currir á las comparecencias de que habla el artículo anterior, y acordar en 
nombre de sus representados lo que estimen conveniente sobre' la forma á 
que haya de acomodarse el procedimiento. 
Art. 8.° Se autoriza al Ministro de Ultramar para dictar las disposi-
ciones que fueren oportunas para el establecimiento de Jueces de paz ea 
los territorios de Cuba y de Puerto-Rico. 
Dado en el Real sitio del Pardo á 9 de diciembre de 1865.—Está ru-
bricado de la Real mano.—El Miaistro de Ultramar, Antonio Cánovas del 
Castillo. 
REAL DECRETO de 9 de diciembre de 1865, aprobando la Instruccion para 
la aplicacion de la Ley de Enjuiciamiento civil en Cuba y Puerto-Rico. 
«Conformándome con las consideraciones que me ha expuesto el Minis-
tro de Ultramar, de acuerdo con el parecer del Consejo de Ministros,—
Vengo en aprobar la Instruccion que, para la mas exacta inteligencia de la 
ley de Enjuiciamiento civil en su aplicacion á los Tribunales de las islas 
^ 
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de Cuba y de Puerto-Rico, es adjunta á este Real decreto.—Dado en el  
Real Sitio del Pardo á 9 de diciembre de 1865.—Está rubricado de la Real  
maco. —El Ministro de Ultramar, Antonio Cánovas del Castillo.» 
INSTRUCCION para la mas exacta inteligencia de la Ley de Enjuicia-
miento civil en su aplicacion á los Tribunales de las islas de Cu-
ba y de Puerto-Rico.  
«Articulo 1.° . Las cantidades designadas para la Península en  
diversos artículos de la Ley de Enjuiciamiento civil reducidas á es-
cudos, se computarán en las islas de Cuba y Puerto-Rico al respec-
to de 2,50 escudos por uno. 
 
Art. 2.° Se esceptúan de la disposicion anterior: 
 
1.° Las cantidades.que determinan el máximum de los juicios  
verbales y de menor cuantía, que continuarán siendo respectiva-
mente las de 400 y 2,000 escudos, segun está prevenido por los re-
glamentos de 21 de febrero de 18 .53. 
2.° El depósito que en su caso ha de preceder á la remision de  
los autos al Tribunal Supremo de Justicia, cuando • se hubiese ad-
mitido el recurso de casacion fundado en infraccion de ley 6 de  
doctrina admitida por la jurisprudencia, y que se entenderá en  
2,000 escudos en metálico, conforme á lo actualmente establecido  
por la Real cédula de 30 de enero de 1855.  
Si el recurso es por una de las causas espresadas en el artícu-
lo 1013 de la Ley de Enjuiciamiento civil, el depósito consistirá en  
1,000 escudos.  
Conforme á la pproporcion que resulta, comparado el art. 1027 
con el 1029 de la Ley de Enjuiciamiento civil, cuando la cantidad  
objeto del litigio sea inferior a 6,000 escudos, no podrá esceder el  
depósito que se exija de la sesta parte de ella si el recurso se funda  
en infraccion de ley ó de doctrina, ni de la dozava parte cuando 
se funde en cualquiera de las causas espresadas en el art. 1013.  
Art. 3.° El depósito de que anteriormente se trata se constituirá  
en las Tesorerías generales de Hacienda pública.  
Art. 4.° La publicacion de edictos y otros actos judiciales, que  
segun la Ley debe tener lugar en los boletines oficiales de las pro-
vincias, se verificará en la Gaceta del Gobierno superior civil de la  
respectiva isla.  
Art. 5.° En la misma Gaceta tendrá lugar la insercion á que se 
refieren los artículos 231 y párrafo segundo del 368, como tambien 
la que previene el párrafo cuarto del art. 556 y el tercero del 591. 
Art. 6.° La tasacion de costas se hará por los tasadores, donde 
los hubiere, por hallarse enajenado este ohcio. En caso contrario, 
la tasacion se hará en los términos prevenidos por el artículo '78 de 
la Ley. 
Art. 7.° Conforme á lo actualmente establepido por el art. 51, 
párrafo cuarto de la Real cédula de 30 de enero de 4855, las Reales 
Audiencias de la Habana y Puerto-Rico decidirán las cuestiones de 
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competencia que se susciten entre los diferentes Jueciag y Tribuna-
les de su territorio respectivo, bien sean ordinarios 6 privilegiados, 
entre sí, y con otros del mismo ó diverso fuero, remitiéndose á di-
chas Audiencias los autos para la decision de la contienda. 
Art. 8.° La Real Audiencia de la Habana decidirá las compe-
tencias que se susciten entre los mencionados Jueces 6 Tribugaales 
cuando cualquiera de los contendientes desempeñe su cargo en el 
territorio de la de Puerto-Rico, remitiéndose los autos á la primera. 
Cuando la cuestion de competencia se suscite entre Jueces ófiri-
bunales de las islas de Cuba y de Puerto-Rico y los de la Penínsu-
la, la decision del conflicto corresponderá al Tribunal Supremo de 
Justicia, y se remitirán al mismo los autos (4). /
Art. 9:° Conforme á lo prevenido en el art. 262 de la ley de 
Enjuiciamiento, el término ordinario . de prueba no podrá esceder de 
60 dias cuando hubiere de hacerse dentro de cada isla y sus agre-
gadas. 
Art. 40. El término estraordinario de prueba se otorgará si hu-
biere de ejecutarse alguna fuera de cada isla y sus agregadas. 
El término estraordinario será:—De cuatro meses, si hubiere de 
ejecutarse la prueba en las islas de Cuba y de  Puerto-Rico recíproca-
mente 6 en las demás Antillas.—De seis meses, si en Europa 6 en 
las islas Canarias.—De ocho, si en los continentes de América, 
Africa 6 escalas de Levante.—De un año, si en Filipinas 6 en cual-
quiera otra parte del mundo de que no se haya hecho espresion. 
Tambien deberá otorgarse el término estraordinario, aunque 
los hechos hayan tenido lugar dentro de cada isla y sus agregadas, 
cuando los testigos que sobre ellos deban declarar se hallaren en 
cualquiera de los puntos designados. 
Art. 41. Cuando no haya conformidad entre las cartes acerca 
de la inteligencia de algun documento otorgado en pais estranjero, 
se remitirá por el Juez al intérprete del Gobierno superior civil para 
(4) Lo que se ordena en este articulo y en el anterior en cuanto al 
territorio de la Audiencia de Puerto-Rico, deberá aplicarse tambien 
al de la de Puerto-Principe, restablecida posteriormente por Real decre-
to de is de marzo de 4868. Las razones que se alegan en la esposicion 
que precede al decreto que ha motivado la presente lnstruccion, para 
conferir á la Audiencia de la Habana, por su situacion y como de mas 
categoría, la facultad de dirimir las competencias entre los Jueces de 
su territorio y los del de Puerto-Rico, militan con mayor razon res-
pecto de los del territorio de la de Puerto-Príncipe, y aun tambien en 
el caso de que la competencia sea entre un.Juez del territorio de esta 
Audiencia y otro del de la de Puerto-Rico. De consiguiente, si se atien-
de al espíritu y aun á la letra de las disposiciones á que se refiere esta 
nota, corresponderá á la Audiencia de la Habana dirimir todas las com-
petencias que ocurran entre los Jueces de las islas de Cuba y de Puerto-
Rico que no tengan un superior comun, 6 que no pertenezcan al terri-
torio de una misma Audiencia. Sin embargo, para evitar dudas seria 
conveniente una aclaracion del Gobierno, ya que no se hizo al resta-
blecerse la Audiencia de Puerto-Principe. 
\ • 
• DISPOSIC. PARA SU APLICACION EN ULTRAMAR. 	 1097 
su traduccion, sin que ésta pueda hacerse en ninguna otra forma. 
Art. .42. Los esclavos ó libertos por título gratuito del que los 
presentare como testigos en juicio, se estenderán comprendidos 
entre los dependientes ó criados á que se refiere la disposicion 2.' 
del art. 320 de la Ley. 
Art. 43. En los Juzgados de la isla de Cuba donde aun existen 
Contadores judiciales por hallarse enajenado este oficio, correspon-
derá á los mismos hacer las cuentas y particiones en el juicio volun- . 
tario de testamentaría, sujetándose á lo que previenen los artículos 
476 y siguientes de la Ley. 
Estos Contadores serán'recusables por las mismas causas y en 
igual forma que los peritos. 
Donde no los hubiere, el período de division principiará y con-
tinuará de la manera espresada en los artículos 467 y siguientes 
de la Ley. 
 
Art. 14. Se entenderá suprimido el art. 582 de la Ley de En-
juiciamiento, y ocupará su lugar el párrafo segundo del 581. 
Art. 45. Lacitacion y emplazamiento de las partes, cuando se 
hubiere admitido el recurso de casacion ó de apelacion por negativa 
de éste, para que se personen en el Tribunal Supremo de Justicia 
á usar de su derecho, se entenderá por término de seis meses, con-
forme se halla establecido por la Real cédula de '30 de Enero 
de 1855. 
Art. 46. Para evitar los peligros consiguientes á toda navega-
cion dilatada, la remision de autos al Tribunal Supremo de Justicia, 
cuando en ellos se hubiere admitido el recurso de casacion ó cuando, 
denegado éste, se hubiere interpuesto apelacion para ante el mismo 
Tribunal Supremo, se verificará siempre en testimonio literal, que-
dando los autos originales en la Audiencia respectiva. 
En igual forma se hará la remision de autos al Tribunal Supre-
mo en los casos de competencia. 
Art. 47. Siempre que las disposiciones de la Ley de Enjuicia-
mien to se refieren al territorio de la Península, se entenderá que 
hablan del de cada una de las islas de Cuba y Puerto-Rico y sus 
agregadas respectivas. 
Art. 18. Las Audiencias de la Habana y de Puerto-Rico resol-
verán prudencialmente las dudas ó dificultades accidentales que 
pueda ofrecer la aplicacion y cumplimiento exactos de la Ley de En-
juiciamiento civil, dando cuenta de la manera que proceda, segun 
las leyes. 
DISPOSICIONES TRANSITOR IAS. 
1.` En tanto que se dispone la aplicacion á las provincias de 
Ultramar del Código penal de la Península, y mientras no esté vi-
gente en ellas, se entenderá que la conminacion á que se refiere el 
articulo 4140 de la Ley de Enjuiciamiento civil es con las penas se- 
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haladas por la legislacion criminal que actualmente rige en dichas 
provincias. 
2.° Si para el dia 4.° de julio del ano próximo no se hubiere 
llevado á cabo la reforma del sistema económico en las islas de Cu-
ba y de Puerto-Rico estableciendo el impuesto directo, y en tanto 
que no se realiza, se entenderán en suspenso la declaracion cuarta 
del art. 482 y la se&unda del 200 de la Ley de Enjuiciamiento. 
El Pardo 9 de diciembre de 4865.—Aprobado por S. M.—Cá- 
	
novas.» 	 • 
REAL 6RDEN de 9 de diciembre de 1865, remitiendo á los Gobernadores 
superiores civiles de las islas de Cuba y de Puerto-Rico ejemplares de la 
edicion oficial de la Ley de Enjuiciamiento civil para que fuese.inmediata-
mente promulgada, en cumplimiento de lo prevenido en el art. 1. ° del Real 
decreto de la misma fecha. 
REAL 6RDEN de id., sobre el registro de sentencias y de .votos reser-
vados.— «Excmo. Sr.: La Reina (Q: D. G.) ha tenido á bien disponer que, á 
contar desde el dia 1.° de julio del año próximo, en que comenzará á regir 
en esa isla la Ley de Enjuiciamiento civil, se observen por esa Real Au 
diencia las prescripciones del Real decreta de 6 de marzo de 1857 (1), 
 . 
espedido por el Ministerio de Gracia y Justicia y relativo al registro de las 
sentencias y de los votos particulares reservados.—De Real órden lo digo 
á V. E. para conocimiento de ese superior Tribunal y efectos consiguien-
tes. Dios guarde á V. E. muchos años. El Pardo 9 de diciembre de 1865.-
Cánovas.—Sres. Regentes de las Audiencias de la Habana y Puerto-Rico.» 
REAL 6RDEN de id. suprimiendo la décima de las ejecuciones en la isla 
de Cuba.—»Para el más exacto cumplimiento de la Ley de Enjuiciamiento 
civil, mandada promulgar en esa isla por Real decreto de esta fecha, 
la Reina (Q. D. G.) ha tenido á bien disponer que desde el dia en que 
empezare a regir eu los Tribunales de la misma deje de cobrarse la décima 
en las ejecuciones, que actualmente se exije; y que para indemnizar 
los particulares que tengan derecho á percibirla por título oneroso, se ins-
truya el oportuno espediente por las autoridades á quienes compitiere.—
De Real órden.lo digo á V. E. para los efectos consiguientes. Dios guarde 
á V. E. muchos años. El Pardo 9 de diciembre de 1865.—Cánovas.—Se-
ñores Gobernador superior civil y Regente de la Real' Audiencia de la isla 
de Cuba.» 
REAL 6RDEN de 26 de marzo de 1866, estableciendo turno entre los Es-
cribanos del territorio de la Audiencia de Puerto-Rico para el despacho 
de los negocios civiles. — «Dada cuenta á la Reina (Q. D. G.) del espediente 
instruido á consecuencia de la solicitud de varios Escribanos de la Alcaldía 
mayor de Ponce, que pedian se estableciese entre ellos turno para el desem-
peno de los negocios civiles.; S. M., conformándose con lo consultado por 
la Sala segunda y de Indias del Tribunal Supremo de Justicia y por la Sec-
cion de Ultramar del Consejó de Estado, ha tenido á bien acceder á dicha 
pretension y disponer que se haga estensiva á todos los Juzgados de ese 
(1) Véase este decreto en el apéndice á los arts. 58, as y so (pdgina 
633 de este tomo). Vistos los inconvenientes que ofrecia en la práctica fué modificado por otro de 44 de enero de 1861, que se inserto tambien 
en el lugar citado. Como en Ultramar se tocarán los mismos inconve-
nientes, para evitarlos y para uniformar las prácticas, debiera hacerse 
estensivo a Cuba y Puerto-Rico este segundo decreto. 
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territorio.—De Real Orden lo digo á V. E. para su conocimiento y efectos 
consiguientes. Dios guarde á V. E. muchos años. Madrid 26 de Marzo de 
1866.—Cánovas.—Sr. Regente de la Audiencia de Puerto-Rico., 
REAL ORDEN de 12 de junio de 1866, derogando las leyes de Indias que 
establecieron para los indígenas de las islas Filipinas el uso del papel se-
llado de pobres para todos los asuntos, y declarándolos sujetos á las re-
glas dictadas sobre papel sellado para los demás habitantes de aquel Archi-
piélago. 
REAL ORDEN de 13 de junio de 1866, comunicada por el Ministerio de 
Ultramar á los de Guerra y Marina, para que estos se sirvieran dictar las 
disposiciones oportunas á fin de que los Juzgados del fuero de Guerra y 
de Marina en las islas de Cuba y Puerto-Rico, observaran y se ajustasen 
en la tramitacion de los asuntos civiles de que conocian, á la Ley de En-
juiciamiento civil, como lo hacian los de la Península, con las modificacio-
nes introducidas por el Real decreto é instruccion para su cumplimiento 
de 9 de diciembre anterior. 
REAL ORDEN de 13 de junio de 1866, disponiendo que intervenga el Mi-
nisterio fiscal en las informaciones de insolvencia; y que se comprendan 
entre los dias feriados, no solo los de fiesta entera religiosa 6 civil y los 
demás que señala el art. 9.° de la Ley de Enjuiciamiento civil, sino Cam- 
bien los de media fiesta y cuantos otros merezcan igual consideracion por 
preceptos anteriores en las islas de Cuba y Puerto-Rico. (Se inserta lite-
ral esta Real órden mas adelante en la Seccion 2.°) 
REAL ORDEN de 9 de julio de 1866, sobre pleitos de Magistrados, que 
dice así: «Deseando la Reina (Q. D. G.) prevenir y evitar las dudas que 
pudieran suscitarse eu las provincias de Ultramar sobre la inteligencia y 
aplicacion de la ley 35, tít. 1.°, libro 5.° de la Nov. Recop., ha tenido á 
bien S. M. declarar estensiva, y ordenar se promulgue en dichas provin-
cias, la ley de 29 de junio p ^óaimo pasado y publicada en la Gaceta de 
Madrid en que se halla inserta dicha ley.» (Véase en el apéndice al artícu-
lo 133, pág. 667 de este tomo, la ley de 29 de junio de 1866, que se man-
da promulgar y observar en Ultramar por esta Real Orden.) 
REAL DECRETO de 9 de octubre de 1867, modificando el art. 1336 de la 
Ley de E. c. para su aplicacion en las islas de Cuba y Puerto-Rico.-
«En vista de las razones que me ha espuesto mi Ministro de Ultramar, de 
acuerdo con el parecer del Consejo de Estado, Vengo en disponer que al 
aplicar la Ley de Enjuiciamiento civil en las,islas de  Cuba y Puerto-Rico 
se sustituya con el siguiente el art. 1336: «Los que soliciten alguna dis-
pensa de las coirtprendidas en el artículo anterior acudirán directamente 
á la Audiencia territorial respectiva, presentando en ella la solicitud y los 
documento en que la funden: si las instancias se presentasen directamen-
te al Gobierno, se dirigirán por el Ministerio de Ultramar bajo simple cu-
bierta á la Audiencia corrrespoodiente.,—Dado en Palacio á 9 de octubre 
de 1867.—Está rubricado de la Real mano.—El Ministro de Ultramar, 
Cárlos Marfori.» 
SECCION II. 
Organization y competencia de los Juzgados de paz. 
REA ^ . ORDEN de 9 de diciembre de 1865, dictando las disposiciones opor
-tunas para llevar efecto el establecimiento de Jueces de paz en las 
islas de Cuba y Puerto-Rico. 
«Eacmo. Sr.: Para llevar efecto el establecimiento de Jueces de paz 
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en las islas de Cuba •y de Puerto-Rico, segun está prevenido por Real de-
creto de esta fecha, la Reina (Q. D. G.), oido el Consejo de Estado, ha te-
nido á bien dictar las disposiciones siguientes:  
f.' En todos los pueblos de las islas de Cuba y Puerto-Rico en que  
hubiere Ayuntamientos 6 Juntas municipales, habrá Jueces de paz con  
las atribuciones que se determinan en la Ley de Enjuiciamiento civil man-
dada promulgar en dichas islas por el mencionado Real decreto.—En los  
pueblos donde haya Alcaldes mayores habrá otros tantos Jueces de paz. En  
los pueblos donde no haya Alcaldes mayores habrá un solo Juez de paz.-
Tambien habrá dos suplentes para cada uno de los Juzgados de paz.  
2.' El cargo de Juez de paz 6 suplente durará dos anos y es honorífico,  
gratuito é incompatible con los municipales 6 cualquiera otro del órden  
económico 6 administrativo.—Los que lo ejerzan disfrutarán de la misma 
consideracion, exenciones y distintivo que los Alcaldes de los pueblos.  
3.' Para ser Juez de paz 6 suplente se necesita ser español, mayor  
de 25 años y vecino del pueblo, saber leer y escribir, estar en el ejer-
cicio de los derechos civiles y tener las cualidades que se requieren para  
desempeñar el cargo de Alcalde 6 Teniente.  
4.' No podrán ser Jueces de paz ni suplentes:—f.° Los deudores á los  
fondos públicos, generales 6 municipales.-2.° Los que hayan hecho sus-
pension de pagos sin haber obtenido rehabilitacion.-3.° Los que se hallen  
procesados criminalmente con auto de prision y los inhabilitados para ob-
tener cargos públicos.-4.° Los ordenados in sacris.-5.° Los impedidos  
física 6 moralmente.-6.° Los mayores de 70 años.-7.° Los que hayan  
sufrido penas aflictivas.—S.° Los subalternos de las Alcaldías mayores 6  
Juzgados, y los Promotores fiscales sustitutos de los mismos. 
 
5. Podrán eximirse voluntariamente:—i.° Los mayores de 60 años.- 
 
2.° Los que hayan desempeñado el cargo y sean de nuevo nombrados sin  
mediar un bienio.  
6.' Los Jueces de paz y suplentes serán nombrados en el mes de di-
ciembre cada dos años, y siempre que en el intermedio resulte vacante, 
 
por los Regentes de las Audiencias respectivas, y entrarán en el ejercicio. 
 
de sus cargos el dia f.° de enero siguiente.—Los suplentes reemplazarán 
 
á los Jueces de paz en impedimentos, ausencias 6 vacantes. 
 
7.' Los Jueces de paz v suplentes antes de entrar en ejercicio presta-
rán juramento de desempeñar bien y lealmente su cargo con arreglo á las  
leyes ante el Alcalde mayor del distrito.—Los Jueces de paz y suplentes 
 
nombrados para pueblos donde no haya Alcalde mayor podrán ser autori-
zados por los Regentes para prestar dicho juramento ante el Ayuntamiento 
 
6 Junta municipal respectiva, en cuyo caso se remitirá certificacion del ac-
to al Alcalde mayor del partido.  
8.' Los Regentes de las Audiencias de la Habana y Puerto-Rico pedi-
rán á los Gobernadores superiores civiles respectivos una lista de los veci-
nos de les pueblos en que haya Ayuntamientos 6 Juntas municipales y que 
 
estén adornados de las condiciones necesarias para ser Alcaldes 6 Tenien-
tes, con espresion de los que fueren letrados y con cuantas noticias es-
timen conducentes al mas acertado nombramiento de los Jueces de paz. 
 
Los Alcaldes mayores remitirán á los Regentes de las Audiencias de 
 
que dependan una nota de los sugetos avecindados eu sus partidos res-
pectivos y que reuna las condiciones necesarias para ser Jueces de paz, 
 
espresando los que sean letrados y los que á su juicio merezcan preferen-
cia para obtener este cargo. 
 
O. 
 Con presencia de estos datos y demás que estimen adquirir, los Re- 
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gentes nombrarán los Jueces de paz y suplentes, dando preferencia á los 
letrados, siempre que el buen servicio lo consienta, comunicando el nom- 
bramiento d los electos por medio de los Alcaldes mayores, y haciéndolos 
publicar en la Gaceta del Gobierno superior civil respectivo en los prime-
ros 15 dias del mes de diciembre. 
10. Sobre las reclamaciones que puedan dirigirse á los Regentes con-
tra los uombramientos de Jueces de paz y suplentes, por carecer los elec-
tos de alguno de los requisitos necesarios para serlo, como tamhien sobre 
las escusas que puedan alegar los nombrados en los últimos 15 dias del mes 
de diciembre, resolverá la Audiencia plena, oyendo al Fiscal, lo que cre-
yere justo y conveniente sin ulterior recurso. 
11. Si hubieren quedado sin efecto los nombramientos por cualquiera 
de dichas causas, los Regentes procederán á nueva eleccion en la forma 
prevenida en la disposicion 9.' 
i 2. En tanto que no se resuelva sobre las reclamaciones 6 escusas de 
que habla la disposicion 10, deberán los nombrados entrar 6 continuar en 
el ejercicio de sus cargos, mientras no se les haga saber formalmente que 
han sido estimadas aquellas. 
13. En los pueblos en que hubiere mas de una Alcaldía mayor, cada 
uno de los Jueces de paz tendrá asignado un distrito dentro del cual ejer-
cerá su jurisdiccion conforme á las reglas generales del derecho. Las ape-
laciones se elevarán al Alcalde mayor del distrito respectivo. 
14. Los Jueces de paz de la cabeza del partido judicial sustituirán en 
ausencias, enfermedades 6 vacantes á los Alcaldes mayores. Donde hubie-
re mas de uno, cada Juez de paz suplirá al de su distrito. 
15. Si el Juez de paz estuviere incapacitado por cualquier motivo para 
entender como Alcalde mayor, uno de los suplentes ejercerá la jurisdic-
cion ordinaria, prefiriéndose siempre el que sea letrado, y si los dos lo 
fueren, el mas antiguo en la profesion. Si ninguno de les suplentes fuere 
letrado, entrará á ejercer la jurisdicción el que tenga la denominacion de 
primero. 
16. Cuando el caso previsto en el artículo anterior acontezca en pobla-
ciones que tengan mas de una Alcaldía mayor, se harán los Llamamientos 
por el órden siguiente.—i.° Los demás Jueces de paz que sean letrados, 
prefiriendo al mas antiguo en la profesion si hubiere varios.-2.° Los su-
plentes que sean letrados, en la misma forma.-3.° Los Jueces de paz no 
letrados, segun denominacion numérica.-4.° Los suplentes no letrados, 
empezando por los del Alcalde mayor á quien ha de sustituirse, segun el 
mismo órden numérico. 
17. A falta de Juez de paz y suplentes pasará la jurisdiccion 'los AI-
caldes ordinarios y Ténientes, por su órden, con igual preferencia de los 
que sean letrados. 
18. No obstante lo prevenido en las disposiciones anteriores, las Salas 
de gobierno de las Audiencias conservarán la facultad de nombrar Alcal-
des mayores interinos en la forma dispuesta por la Real órden de 23 de 
mayo de 1858, que se hard extensiva d todas las Alcaldías mayores, que-
dando, por lo tanto, suprimidos los Tenientes. Alcaldes mayores, á que se 
refiere el art. 26 de la Real cédula de 30 de enero de 1855. 
19. Cuando los Jueces de paz, siendo letrados, sustituyan por mas de 
un mes á los Alcaldes mayores, percibirán el sueldo señalado á la Alcaldía 
mayor, si no lo disfrutare el propietario, 6 la mitad, si este lo cobrare, 
computándoles en el que deban percibir el que les corresponda por cesan- 
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tia 6 jubilacion, si la tuvieren.—No siendo letrados, percibirán en el mis-
mo caso, con su Asesor, los derechos de Arancel. 
20. Eu el caso en que un Juez de paz haya de demandar á uno de sus 
suplentes, 6 vice-versa, á juicio de conciliacion 6 verbal, y no hubiere mas 
Jueces de paz en el pueblo, corresponderá al otro suplente el conocimiento 
del asunto; y en su defecto al Alcalde y los Tenientes del mismo, cou su-
jecion á las reglas establecidas en la Ley de Enjuiciamiento'civil. 
Donde hubiere mas de un Juez de paz, deberá el demandante acudir 
primero al mas antigun de la misma clase, segun el Orden numérico; des-
pues,á los suplentes, en la misma forma, y por último I los Alcaldes O Te-
nientes. 
21. Los Jueces de paz y suplentes deberán obtener, para auseutarse 
del pueblo, licencia del Alcalde mayor respectivo cuando el plazo no es-
ceda de 15 dias, y de los Regentes si escediese de este término. 
22. Se considerarán como méritos especiales eu sus carreras los servi-
cios prestados por los Jueces de paz, y se les contará como de abono para 
jubilacion la mitad del tiempo que hubieren ejercido estos cargos. 
23. Se suprimen los Juzgados de avenencia que hoy existen con arre-
glo á las disposiciones del Código de Comercio y de la ley de su Enjuicia - 
miento especial. 
21. Los Jueces de paz nombrarán los Secretarios y porteros de sus 
Juzgados.—Los nombrados serán amovibles, I voluntad del Juez de paz. 
25. Para ser Secretario de los Juzgados de paz se necesita ser mayor 
de 25 años, saber leer y escribir y estar en el ejercicio de los derechos ci-
viles, y serán proferidos para obtener el cargo los que hubieren seguido la 
carrera del Notariado. 
Los porteros deberán ser mayores de 20 años, y saber leer y escribir. 
26. Unos y otros percibirán los derechos de arancel vigentes, 6 los que. 
en lo sucesivo se establezcan para los autos en que funcionen como ta-
les.—Lis gastos que ocasione el desempeño de la Secretaria, serán de 
cuenta del Secretario. 
27. Los Secretarios son responsables de la conservacion de los libros 
de actos de conciliacion y demás registros, documentos y correspondencia 
que pertenezcan al juzgado y deban archivarse. 
Al fin de cada bienio harán entrega de dichos libros y documentos en 
la Alcaldía mayor respectiva, recogiendo el oportuno resguardo, sin el 
cual no quedarán exentos de aquella responsabilidad. 
28. Los Jueces de paz darán cuenta á los Alcaldes mayores del nom-
bramiento y remocion de sus respectivos Secretarios. 
De Rial Orden lo phrticipo I V. E. para su conocimiento y efectos con-
siguientes. Dios guarde I V. E. muchos años. El Pardo 9 de diciembre de 
t865.—Cánovas.--Sres. Gobernadores superiores civiles y Regentes de 
las Audiencias de las islas de Cuba y de Puerto-Rico.. 
REAL ORDEN de 9 de diciembre de 1865, concediendo I los Jueces de 
paz de las islas de Cuba y Puerto-Rico el uso de sellos de correo para su 
correspondencia de oficio, en consideracion á que sus cargos son gratui-
tos, y que por ellos se desempeñan funciones públicas concernientes al Or-
den judicial. 
REAL ORDEN de 43 de junio de 1866, dictando varias disposiciones 
para la mejor y mas exacta aplicacion de la Ley de Enjuiciamiento civil, 
y sobre atribuciones de los Jueces de paz en las islas de Cuba y Puerto-
Rico.—nEn vista de las espusiciones elevadas por las Audiencias de Cuba 
• 
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y Puerto-Rico, respecto de las dificultades para la mejor y mas exacta apli-
cacion (le la Ley de Enjuiciamiento civil que ha de empezar regir eu  
dichas provincias el dia 1.° de julio próximo venidero, la Reina (Q. D. G.) 
 
de conformidad con lo consultado por la Sala segunda y de Indias del Tri-.  
bunal Supremo de Justicia ha tenido á bien disponer:  
1.° Que se establezca eu cada una de las demarcaciones pedáneas  
de la isla de Cuba, y con residencia en las respectivas cabeceras, un Juz-
gado de paz.  
2.° Que los Jueces de paz sean los únicos auxiliares de los do partido,  
y asuman las funciones de la administracion de justicia conferidas á las  
Autoridades locales y á los Capitanes de partido por los_ reglamentos de 21  
de febrero de 1853 y Real cédula de 30 de enero de 1855, en cuanto no  
estén derogados por la Ley de Enjuiciamiento civil. 
 
3.° Que se observe en las islas de Cuba y Puerto-Rico la Real órde n 
de 3 de febrero de 1858, por la que se dispuso que el Ministerio público,  
como representante de los intereses y derechos de la Hacienda, intervenga  
en los espedientes relativos á informaciones de insolvencia.  
Y declarar al mismo tiempo que el art. 9. ° de la Ley de Enjuiciamiento  
civil comprende entre los dias feriados, no solo los de fiesta entera reli-
giosa6 civil y los demis que señala, sino tambien los de inedia fiesta y  
cuantos otros merezcan igual consideracion por preceptos anteriores en las  
referidas islas.  
Todo lo que digo á V. E. de Real Orden, con inclusion de copia de la  
de 3 de febrero de 1858 que se cita, para su conocimiento y efectos cor-
respondientes. Dios guarde á V. E. muchos años. Madrid 13 de junio de  
1866.—Cánovas.—Sres. Regentes de las Reales Audiencias de la Habana  
y Puerto - Rico.» 
REAL ORDEN de 27 de setiembre de 1867, declarando que los Alcaldes 
mayores pueden delegar en los Jueces de paz las diligencias que deban  
practicarse en los barrios del pueblo en que residan aquellos. 
«Excmo. Sr.: He dado cuenta á la Reina (Q. D. G.) de la carta fe-
cha 21 de enero último, con la que remite V. E. el expediente instruido  
á consecuencia de la consulta elevada por el Juez de paz del distrito de  
San Francisco eu esa capital, acerca de las comisiones que se le coulleren  
por el Alcalde mayor del partido y suscitando la cuestion de si, con arre-
glo al art. 33 de la Ley de Enjuiciamiento civil, pueden tener lugar dichas  
delegaciones en el término jurisdiccional del pueblo en que reside el Juez 
 
del partido; y S. M. conformándose con el parecer de la Sala segunda  
y de Indias del Tribunal Supremo de Justicia y del Consejo de Estado  
en pleno, ha tenido á bien aprobar el acuerdo adoptado en 14 dei, pa-
sado mes de enero por ese Tribunal, y declarar ea consecuencia que los  
Alcaldes mayores pueden delegar en los Jueces de paz las diligencias que  
deban practicarse en los barrios del pueblo en que residan, pero solo en  
circunstancias estraordinarias, é informando con justificacion á la Audien-
cia en cada caso particular.—De Real Orden lo digo a V. E. para su  
conocimiento y efectos consiguientes. Dios guarde á V. E. muchos años.  
Madrid 27 de setiembre de 1867.—Marfori.—Señor Regente de la Real  
Audiencia de Puerto- Rico.»  
REAL ORDEN de 28 de enero de 1868, dictando disposiciones para la 
aplicacion de la Ley de Enjuiciamiento civil y de lo preceptuado en la  
regla 2.' de la Real órden de 13 de junio de 1866 sobre atribuciones de 
los Jueces de páz de las islas de Cuba y Puerto-Rico.—Dada cuenta á la  
Reina (Q. D. G.) de las esposiciones elevadas por esas Reales Audiencias  
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consultando acerca de las medidas adoptadas por las mismas para la 
aplicacion de la Ley de Enjuiciamiento civil y de lo preceptuado por la 
regla 2.' de la Real Orden de 13. de junio de 1866, S. M., oida la Sala 
segunda y de Indias del Tribunal Supremo de Justicia y el Consejo de 
Estado en pleno, ha tenido é bien declarar: 
1.° Que las multas que segun el art. 42 de la Ley de Enjuiciamiento 
civil pueden imponer los Jueces de paz, se sustituyan en caso de insol-
vencia con Bias de arresto, é razou de uno por cada 5 escudos de multa, 
sin que nunca puedan esceder de•10. 
2. ° Que los Jueces de paz actúen con sus Secretarios, y no cou los 
Escribanos, para llevar é efecto lo convenido en los actos de conciliacion 
y para la ejecucion de las sentencias pronunciadas en los juicios 
verbales. 
Y 3.° que los Jueces de paz conozcan de los juicios verbales, tanto 
civiles como criminales, y que las Autoridades locales y Capitanes de par-
tido continúen instruyendo las primeras diligencias criminales con ar-
reglo é lo prescrito por la regla 2.', artículo 5.° y artículos 7.°, 8.°, 9.° 
y 10 de la Real cédula de 30 de enero de 1855 y demés disposiciones 
posteriores. 
Lo que de Real Orden digo á V. E. para su conocimiento y efectos 
correspondientes. Dios guarde é V. E. muchos años. Madrid 28 de enero 
de 1868.—Mar fori.—Sres. Regentes de las Reales Audiencias de la Ha-
bana y Puerto-Rico.»  
SECCION Ill . 
Establecirniento de la unidad de fueros en Ultramar, 
DECRETO DEL GOBIERNO PROVISIONAL. de 1.° de febrero de 1869, haciendo 
estensiva á las provincias de Ultramar la unidad de fueros establecida 
en la Peninsula (1). 
«La unidad de fueros, aspiration constante de la ciencia jurídica en los 
tiempos modernos y consecuencia legítima de los principios proclamados 
en nuestro pais por la revolucion de Setiembre, ha sido establecida en la 
Peninsula en virtud del decreto de 6 de diciembre, que el Ministro que 
suscribe se propone hacer estensivo é las provincias de Ultramar, donde 
tambien lia de producir beneficiosos resultados. 
En aquellas regiones, como en España, la diversidad de fueros entor-
pece la marcha de la admiuistracion de justicia por las numerosas compe-
tencias que origina, desorganiza la gerarquía judicial, imposibilita la 
formation de una recta é ilustrada jurisprudencia, y es causa é veces de 
fallos contradictorios en idénticos asuntos con mengua del prestigio de la 
ley y de los Tribunales. 
No desconoce el Ministro que suscribe que hay negocios ajenos é la 
(4) Aunque este decreto es una reproduccion del dictado para la Pe-
ninsula en s de diciembre de 4868, se han hecho en él algunas modifi-
caciones, como era indispensable y se esplica en su preámbulo para 
hacer compatibles sus disposiciones con la legislacion especial de las 
provincias de Ultramar. Por esto croemos conveniente insertarlo in-
tegro, no obstante que son enteramente iguales varios articulos de uno 
y otro decreto. Puede verse el de 6 de diciembre en la introduccion del 
presente tomo.  
i 
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jurisdiccion ordiñariu, tanto por su naturaleza cuanto por exigir una Ira-
uiitacion especial, cuya reforma, si se intentase, haria ineficaz d procedi-
miento y el resultado del juicio. En este caso se encuentran sin duda 
alguna las causas sacramentales y beneficiales, los delitos puramente 
eclesiásticos, que requieren en el Juez una potestad de Orden espiritual 
que uo es posible atribuir á los Tribunales ordinarios, y tambien las cau- 
sas de divorcio y nulidad de matrimonios, cuando éstos adquieran el ca-
rácter de sacramento con arreglo á las prescripciones de la Iglesia. 
Por motivos análogos deben esceptuarse del conocimiento de la juris-
dicciou ordinaria los delitos de seductiou de tropa, espionaje, deserciou y 
todos los demápexclusivamente militares que, consistiendo en actos que 
no pueden apreciarse sin un cabal conocimiento de la organizacion y dis-
ciplina castrenses, requieren tambieu trámites sumarísimos y castigos di-
ferentes de los establecidos por la legislacion comun. 
La jurisdiccion de comercio, si bien puede englobarse eu la ordinaria, 
debe conservar algunas de sus especiales disposiciones para no dificultar y 
detener las transacciones mercantiles, que exigen por su índole ciertas 
seguridades y garantías, que facilitan el tráfico y son las mas eficaces cau-
sas de su desarrollo. 
Las innovaciones que por esta razon hayan de hacerse en la ley co-
tnuu estáu indicadas por la naturaleza misma de los contratos de comer-. 
cio, por las condiciones á que se sujeta á los comerciantes y obligaciones 
que se les imponen, por el carácter público de los agentes mercantiles y 
por la fuerza privilegiada de ciertos documentos. 
Eu virtud de estas consideraciones, cree el Ministro que suscribe que, 
sin perjuicio de trasferir las facultades judiciales de los Tribunales de Co. 
mercio á los Jueces ordivarios, y las gubernativas y administrativas á las 
autoridades y corporaciones correspondientes, deben conservarse la fuer-
za ejecutiva de las letras de cambio, la validez probatoria de los libros de 
los comerciantes, la fé pública de los registros de los Corredoros, y los 
procedimientos especiales de apremio y de quiebra admitidos por la ley 
mercantil. 
Estas apreciaciones sou conformes al espíritu y letra del citado decreto 
espedido en diciembre último por el Ministerio de Gracia y Justicia; su 
aplicaciou eu las provincias de Ultramar exige algunas modificaciones 
que, sin desvirtuar sus bases fundamentales, bagan sus disposiciones 
compatibles cou la legislation especial de aquellas comarcas, que no es en 
todo igual á la de la Peninsula. 
Un meditado estudio de la materia lia convencido al que suscribe de 
que el art. 3.° del decreto mencionado, muy conveniente en la Peninsula, 
anuluria los importantes derechos del Patronato que el Gobierno español 
ejerce, hasta en lo jurisdiccional, en las iglesias de Ultramar por delega-
don de la Silla Apostólica. 
Cualesquiera que sean las resoluciones definitivas que en este asunto 
se adopten, uu Gobierno provisional no debe renunciar tan precioso don 
que, al mismo tiempo que enaltece al poder supremo del Estado, consti-
tuye una garantía de Orden público y de proteccion en provincias tan le-
janas. 
Eu su consecuencia ha sido sustituido él artículo citado con la pres-
eripciou de la real cédula de 4 de agosto de 1790, que somete el nombra-
miento de los Provisores, Vicarios y demás Jueces eclesiásticos á la apro-
bacion del Gobierno. 
En la parte relativa á la jurisdiccion militar se ha suprimido por moue-
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cesario en Ultramar el art. 5.° de dicho decreto, que trata del conocimien-
to de los delitos cometidos en las plazas fuertes de Africa. En cuanto á las  
comisiones militares establecidas en la isla de Cuba por Real órden de 25  
de febrero de 1867, se ha incluido en el decreto reformado una disposi-
cion que las suprime, porque su creacion fué contraria á los buenos prin-
cipios de derecho, y su continuacion anularia los efectos de la unidad de  
fueros. Solo en estado de guerra y con arreglo á la ley de 17 de abril de  
1821, aplicable á Ultramar en virtud del Real decreto de 23 de enero de  
1866, podrán establecerse y funcionar pasajeramente en aquellas provin-
cias Tribunalesimilitares estraordinarios.  
El fuero de Hacienda radicaba ya en los Tribunales ordinarios de Ul-
tramar por efecto del Real decreto de 28 de marzo de 4887: ha bastado,  
pues, modificar el art. 9.° del que se vá examinando por no regir en Ul-
tramar el de 20 deunio de 4852, y suprimir en las disposiciones tran- 
sitorias la parte referente á los funcionarios (le Hacienda eu los Juzga-
dos y Tribunales que, como queda dicho, no existen en las Antillas ni eu  
Filipinas. 
La carencia de Juntas especiales de Comercio en las provincias ultra-
marinas es causa de que no pueda tener aplicacion allí el art. 19 del de-
creto, que modifica el 110 dal Código de Comercio, que trata de la forma-
cion de los aranceles de corretaje. La intervencion de esas Juntas se ha  
sustituido en una forma que ofrece garantías por igual á los comerciantes  
y á los corredores.  
La dificultad prevista por el art. 20 del decreto está ya resuelta en Cu-
ba y Filipinas, que es donde hay Colegios de Corredores, por los artículos  
segundos de los reglamentos aprobados en 29 de octubre de 1852 y 15 de  
diciembre de 1859. Se ha suprimido por tanto el mencionado artículo. En 
el mismo caso está el 21, que encomienda á los Gobernadores la atribu-
cion que el núm. 1.' del art. 115 del Código daba á los Presidentes de los  
Tribunales de Comercio respecto al régimen de las Bolsas y casas de con-
tratacion. En Ultramar está así establecido por el art. 8.° del decreto de 5  
de julio de 1859, y el 2.° y 3.° del reglamento de la misma fecha.  
Necesario ha sido conservar la fuerza probatoria que el art. 138 de la  
ley de Enjuiciamiento mercantil concede á los libros de los comerciantes y  
asientos de los corredores, porque ya que se sostienen los preceptos del 
 
Código de Comercio sobre las solemnidades y condiciones de dichos libros 
y notas, lógico es reconocerles la eficacia que, por efecto de esas mismas  
disposiciones, les fué atribuida. A este fin se reforman para Ultramar en  
el sentido indicado los artículos 279 y 280 de la Ley de Enjuiciamiento 
 
civil. 
La redacciQD que el art. 22 del decreto espedido por el Ministerio de 
Gracia y Justicia propone para la disposicion 1. del art. 1044 del Código 
 
de Comercio estaba adoptada en Puerto-Rico por la Real órden de 2 de se-
tiembre de 1865. Consignada ahora en este decreto, adquiere un carácter 
 
de aplicacion general la prollibicion á los Jueces ordinarios de desempeñar 
 
las funciones de Comisarios en los espedientes de quiebras. 
 
Algunas otras leves modificaciones han sido necesarias en la economía 
 
del decreto, tales como la sustitucion de los Gobernadores de provincia 
 de 
la Península por los superiores civiles de Ultramar, y los Síndicos de los 
 




Las citas hechas se entienden con relacion al decreto del Ministerio de 
 
Gracia y Justicia; pues en el que á continuacion se publica ha habido ne- 
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eesariaJnente que alterar la numeracion de los artículos. Uno y otro han 
de tener á la vista los Tribunales de Ultramar para hacerse cargo de las 
alteraciones espresadas. 
Tales son las ligeras variantes en cuya virtud se hará mas espedita la 
ejecucion de esta liberal reforma, que coloca á nuestros hermanos de 
allende el mar, corno á todos los espanoles, bajo el amparo de las mismas 
leyes y de los mismos juzgadores, realizando así uno de los mas altos fines 
de Ja justicia en las sociedades modernas. 
En uso de las facultades que me corresponden como individuo del  Go-
biertra provisional y Ministro de Ultramar, de acuerdo con el Consejo de 
Ministros, 
Vengo en espedir el decreto siguiente: 
TÍTULO 1.—De la re fundicion de los fueros especiales en el ordinario. 
Artienlo 	 .° Desde la publication del presente decreto la jurisdic- 
cion ordinaria será la única competente para conocer: 
1.° De los negocios civiles y causas criminales por delitos comunes de 
los eclesiásticos, sin perjuicio de que el Gobierno español concuerde en su 
dia con la Santa Sede lo que ambas Potestades crean conveniente sobre el 
particular. 
2? De los negocios comunes civiles y criminales de los aforados de 
Guerra y Marina de todas clases retirados del servicio, y de los de sus 
niujeres, hijos y criados aunque estén en el activo. 
3.° De los delitos comunes cometidos en tierra por la gente de mar y 
por los operarios de los arsenales, astilleros, fundiciones, fábricas y par-
ques de Marina, Artillería é Ingenieros fuera de sus respectivos estableci-
mientos. 
4.° De los delitos contra Ip seguridad interior del Estado y del órden 
público cuando la rebelion y sedicion no tengo q carácter militar; de los 
de atentado y desacato contra la Autoridad, tumultos 6 desórdenes públi-
cos y sociedades secretas; de los de fatsiticacion de sellos, marcas, mone-
da y documentos públicos; de los delitos de robo en cuadrilla, adulterio v 
estupro; de los de injuria y calumnia á personas que. no seau militares; 
de los de defraudacion de los derechos de Aduanas y contrabando de gé-
neros estancados 6 de ilícito comercio cometido eu tierra, y de los perpe-
trados por los militares antes de pertenecer á la milicia, estando dados de 
baja en ella, durante la desertiou 6 eu el desempeño de algun destino 6 
cargo público. 
5." De las faltas castigadas eu el libro 3.° del Código penal. escepto 
aquellas á las que las ordenanzas, reglamentos y bandos militares del Ejér 
cito y Armada señalan una mayor pena cuando fueren cometidas por mi-
litares, que serán de la competencia de la jerisdiccion de Guerra y la de 
Marina. 
6.° De los negocios civiles y causas criminales de los estranjeros domi-
ciliados 6 transeuntes. 
7.' De los negocios de Hacienda y de los delitos de contrabando, de-
fraudacion y sus conexos, escepto el de resistencia armada ti los resguar-
dos de costas. 
8.° De los negocios mercantiles. 
T ITULO II.—De la jurisdiction eclesiástica. 
Art. ID.° Los Tribunales eclesiásticos continuarán conociendo de las 
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causas sacramentales, beneticiales, y de los delitos eclesiásticos cou arre-
glo á lo que disponen los Sagrados Cánones. 
Tamblen será de su competencia el conocer de las causas de divorcio 
y nulidad del matrimonio, segun lo prevenido en el Santo Concilio de 
Trento; pero las incidencias respecto del depósito de la mujer casada, ali-
mentos, litis expensas y demás asuntos temporales corresponderán al co-
nocimiento de la jurisdiccion ordinaria. 
Art. 3.° Los Ordinarios y Metropolitanos observarán en la eleccion 
de Provisores y Vicarios generales lo dispuesto por la real cédula de 4 de 
agosto de 1790. 
Tírmt.o ILL—Dc la jurisdiceion de Guerra y  de la de Marina. 
Art. 4.' La jurisdiccion de Guerra y la de Marina serán las únicas 
competentes para conocer respectivamente con arreglo á las ordenanzas 
militares del Ejército y de la Armada: 
1.° De las causas criminales por delitos que no sean de los esceptuados 
en los párrafos tercero y cuarto del articulo f.°, cometidos por militares 
y marinos de todas clases en activo servicio. 
2.° De los delitos de traicion que tengan por objeto la entrega de una 
plaza, puesto militar, buque del Estado, arsenal 6 almacenes de municio-
nes de leca 6 guerra al enemigo. 
3.° De los delitos de seduccion de tropa española 6 que se balle al 
servicio de España, para que deserte de sus banderas en tiempo de guerra 
6 se pase al enemigo. 
4.° De los delitos de espionaje, insulto á centinelas, salvaguardias y 
tropa armada, atentado.y desacato á la autoridad militar. 
5.° De los delitos de seduccion y auxilio á la desercion en tieml o 
de paz. 
8.° De los delitos de roho de armas, pertrechos, municiones de boca y 
guerra, 6 efectos pertenecientes á la Hacienda militar en los almacenes, 
cuarteles, establecimientos tnilitares, arsenales y buques del Estado, y del 
de incendio cometido en los mismos parajes. 
7.° De los delitos cometidos en plazas sitiadas por el enemigo que tien-
dan á alterar el órden público 6 a comprometer la seguridad de las 
mismas. 
R.° De los delitos que se cometan en los arsenales del Estado contra 
el régimen interior, conservation y seguridad de estos establecimientos. 
9.° De los delitos y faltas comprendidos en los bandos que con arreglo 
á ordenanza puedan dictar los Generales en Jefe de los ejércitos. 
10. De los delitos cometidos por los prisioneros de guerra y personas 
de cualquiera clase, condition y sexo que sigan al ejército en campaña. 
11. De los delitos de los asentistas, que tengan relacion con sus asien-
tos y contratas.  
12. De las causas por delitos de cualquiera clase cometidos á bordo de 
las embarcaciones mercantes, as( nacionales como estranjeras, de lás de 
presas, represalias y contrabando marítimo, naufragios, abordajes y arri-
badas. 
13. De las faltas especiales que se cometan por los militares en el ejer-
cicio de sus funciones, 6 que afecten inmediatamente al desempeño de las 
mismas. 
14. De las infracciones de las reglas de policía de las naves, puertos, 
playas y zonas marítimas, de las ordenanzas de marina y reglamentos de 
pesca en las aguas saladas del mar. 
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. Art. 5,° Cuando un paisano sea juzgado ante la jurisdiccion de Guer-
ra 6 de Marina por delito que se halle castigado en el Código penal , la 
pena que éste señale será aplicable en su caso. 
Art. 6.° La prevencion de los juicios de testamentaría y abintestato 
de los militares y marinos muertos en campaña ó navegacion correspon-
derá á los Jefes y Autoridades de Guerra y Marina; entendiéndose para 
este efecto por prevencion de tales juicios las diligencias espresadas en los 
ariiculos 351 y siguientes de la Ley d e. Enjuiciamiento civil , que deberán 
acordar, siempre que fuese posible, con dictámen de Asesor, y quedarán 
archivadas en los archivos especiales de las espresadas jurisdicciones cuan-
do no hayan de continuarse en el juicio respectivo (1). 
Tim.o IV.—De la supresion de dos Juzgados especiales de hacienda. 
Art. 7.° Se suprimen los Juzgados especiales de Hacienda. 
Los negocios de esta clase se sustanciarán con arreglo á lo que dispo-
nen las leyes comunes. 
Art. S.° Los delitos de contrabando y defraudacion se perseguirán con 
arreglo á la legislacion vigente en cada una de las provincias de Ultramar: 
en su consecuencia se aplicarán las penas en ella establecidas, conserván-
dose al propio tiempo el procedimiento administrativo. 
TÍTULO V,—De la supresion de los Tribunales de Comercio, y reforma del 
procedimiento actual en los juicios que pasan ante esta jurisdiccion. 
Art. 9.° Se suprimen los Tribunales especiales de Comercio. 
Conforme á lo prescrito en el párrafo octavo del artículo 1. ° , la juris-
diccion civil ordinaria será competente: 
1. ° Para conocer en todas las contestaciones judiciales sobre obligacio 
nes y derechos procedentes de negociaciones , contratos y corporaciones 
mercantiles, ya estén comprendidas en las disposiciones del Código de Co-
mercio por reunir los caracteres determinados en él, ya en leyes especiales. 
2.° Para intervenir en los actos de jurisdiccion voluntaria que se fun-
den en las disposiciones del mismo Código 6 que se refieran á las obliga. 
ciones qu e . se mencionan en el párrafo anterior. 
Art. 10. Losprocedimientos en toda clase de juicios, con inclusion 
de los árbitros y amigables componedores , y de los actos de jurisdiccion 
voluntaria que versen sobre negocios y causas de comercio y no tengan 
tramitacion señalada especialmente en este decreto, se arreglarán á las 
prescripciones de la Ley de Enjuiciamiento civil. 
Art.. 11. Se derogan el art. 325 y el lib. 5.° del Código de Comercio, 
la ley de Enjuiciamiento en los negocios y causas de comercio dada en 24 
de julio de 1830 , y todas las leyes y disposiciones, cualquiera que sea su 
clase, que se hayan publicado para su inteligencia , complemento y apli-
cacion. 
Art 12. Esceptúanse de la derogacion prescrita ed el articulo ante-
rior: 
1 .° Los procedimientos en los juicios de quiebra , los cuales conti-
nuarán arreglándose á las prescripciones del libro 4. ° del Código de Co-
mercio, y al tít. 5.° de la Ley de Enjuiciamiento en los negocios y causas 
(1) Véase el cotaentario de este articulo en la pág. 74e de este tomo. 
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de comercio, con las modificaciones que se espresarin mas adelante (I). 
2.° El procedimiento de apremio en los casos y en la forma que pres-
cribe el tit. 8.' de la misma ley, á escepcion del art. 352, que queda dero-
gado (2). 
Art. 13. No obstante lo prescrito en el articulo anterior, seré parte 
en la calificaciou de las quiebras y rehabilitacion de los quebrados el Minis-
terio fiscal , en los términos que se prescriben en este decreto. 
Art. 14. Con arreglo á lo ordenado en el art. 40, quedan suprimidos 
en los pleitos de comercio la tercera instancia y lus recursos de nulidad y 
de injusticia notoria, y establecido el de casacion en los casos y forma que 
ordena la Ley de Enjuiciamiento civil. 
Art. 13. Las actuaciones judiciales á que se refieren los artículos 
121, 122, 148, 449, 151, 208, 230, 593, 644, 669, 670, 674, 679, 745, 
781, 794, 940, 945, 946, 947, 948. 974, 976, 977, 986, 988, 990 y cuales-
quiera otros del Código de Comercio que tengan por objeto hacer constar 
hechos que puedan interesar los que promuevan informaciones sobre 
ellos en negocios de comercio, se practicarán en los juzgados de primera 
instancia (3). 
Art. 16. No obstante lo dispuesto en el articulo anterior , podrán 
practicarse las diligencias á que se refiere en los Juzgados de paz de los 
pueblos que no sean cabezas de partido cuando la urgencia del negocio 6 
la circunstancia de existir allí los medios de prueba 6 los efectos mercan-
tiles lo requieran , prévia declaracion especial de los mismos Jueces fun-
dada en cualquiera de dichas circunstancias. 
Art. 17. En las diligencias á que se refieren los dos artículos ante-
riores se observarán las reglas siguientes: 
i.' Cuando hubiere alguna 6 algunas personas I quienes
- puedan per-
judicar, estas deberán ser citadas para su práctica. 
2.' Los Promotores fiscales en las cabezas de partido, los síndicos de 
los Ayuntamientos donde existan estas corporaciones , y las Autoridades 
locales en los demás pueblos, serás citados en los casos en que las diligen-
cias puedan afectar á los intereses públicos 6 á personas puestas bajo la 
protection de las leyes, 6 que estén ausentes 6 sean ignoradas. 
3. Los Escribanos de actuaciones en los Juzgados de primera instan-
cia y los Secretarios en los de paz darán fé ácertificarán del conocimiento 
de las personas que reclamen , y' de los testigos de las informaciones que 
en su csso se practiquen. 
Cuando no los conocieren, procurarán comprobar su identidad por 
documentos 6 por personas que los conozcan. En caso que faltaren me-
dios de comprobacion de su identidad, lo consignarán en las diligencias. 
4 ' La intervencion de los interesados, de los Promotores fiscales , de 
los Síndicos y de las Autoridades locales en su caso se limitará al conoci- 
(I) Estos proeedimientos, con las modificaciones que se indican, son 
los contenidos en el tit. 1.° adic. de la primera parte de la Ley de E. c. 
y su suplemento (págs. 933 y 952 de este tomo). (2) Puede verse este procedimiento en el tit. 9.° adic. pág. 990 del 
presente tomo. (3) Con este artículo y los dos que siguen. en cumplimiento de lo 
que se ordena en el n.°  2.° del 25, se ha formado el título adic. á la se-
gunda parte de la Ley de E. e. Véanse allí estos tres artículos con sus 
notas (págs. 4047 de este tamo). 
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miento é identidad de las personas que intervengan en las diligencias, y 
á su capacidad legal respecto al carácter con que intervienen, á cuyo 
efecto se les entregarán las diligencias, concluidas que sean, antes de que 
recaiga providencia judicial. Cualquier otra reclamation que hagan solo 
dará lugar á que se declare salvo su derecho para que puedan usarlo donde 
y como lo estimen conveniente. 
5.' Si las objeciones que hagan los interesados, los Promotores fisca-
les, los Síndicos 6 las Autoridades locales versaren sobre faltas subsana-
bles, decretará el Juez lo que corresponda para completar en lo posible 
las diligencias. 
6.' En vista de todo el Juez resolverá lo que fuere procedente,  y man-
dará que las diligencias se protocolicen, dándose de ellas testimonio á los 
interesados que lo solicitaren. 
Cuando las diligencias se practiquen en los Juzgados de paz, dada: 
que sean las certificaciones, se remitirán al Juzgado de primera instancia 
que mandará protocolizarlas. 
Art. IS. La atribucion que el n.' I.' del art. 115 del Código dá á 
los Presidentes de los Tribunales de Comercio respecto al régimen de las 
Bolsas y casas de contratacion, continuará á cargo de los Gobernadores de 
distrito en los términos prescritos por el  _art. 8.' del Real decreto de 5 de 
julio de 1859. 
Art. 19. Los artículos 16, 31, 40, 96, 110, 112, 114, 115, 174, 
1044, 1139, 1140, 1141, 1142 1443 y 1144 del Código de Comercio que 
darán reformados del modo siguiente: 
«Art. 16. La matrícula de comerciantes de cada provincia se circulará 
anualmente á los Juzgados de primera instancia, y éstos cuidarán de que 
se fije una copia auténtica en el átrio de sus salas para conocimiento del 
comercio, reservando la originalen su Secretaría.». 
«Art. 31. Copia del asiento que se haga en el registro general de todos 
los documentos de que se toma razon en él se dirigirá sin dilacion á es-
pensas de los interesados por el Secretario del Gobierno superior civil, á 
cuyo cargo está el registro, á los Juzgados de primera instancia del do-
micilio de aquellos, para que la fijen en el estrado ordinario de sus au-
diencias, y se inserte en el registro particular que cada Juzgado deberá 
llevar de estos actos.» 
«Art. 40. Los tres libros que se prescriben de rigurosa necesidad en 
el órdeu de la contabilidad comercial estarán encuadernados, forrados y 
foliados en cuya forma los presentará cada comerciante en el Juzgado de 
primera instancia del partido, 6 en el de su domicilio eo las poblaciones 
en que hubiere mas de uno, para que en la primera hoja se ponga una 
nota en que se haga espresion del número de las que tenga el libro y de 
la fecha de la presentacion de éste firmada por el Juez y un Escribano de 
actuaciones, poniéndose en todas sus hojas el sello del Juzgado. No se 
exigirán derechos algunos por esta diligencia.» 
«Art. 96. En caso de muerte 6 destitucion de un Corredor, será de 
cargo y responsabilidad del Síndico recoger los registros del Gorredor 
muerto 6 destituido, y entregarlos en el archivo del Colegio de Corredores 
donde lo haya, y donde no exista en el del Juzgado para su conservacion 
y custodia.» 
«Art. 110. Los Corredores percibirán el derecho de corretaje arregla-
do al arancel de cada plaza mercantil. En la que no lo haya se formará 
por el Gobernador superior civil oyendo instructivamente é la Junta de 
gobierno del Colegio de Corredores y á un número de comerciantes igual 
$ 
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al de los miembros de la Junta, que designará entre los que paguen ma-
yor cuota de coutribucion. . 
«En las poblaciones en que no hubiere Colegio de Corredores oirá el 
Gobernador superior civil é tres Corredores y tres comerciantes, que de-
signará entre los que tengan la condicion requerida por el párrafo an-
terior.» 
«Art. 112. Las reuniones no se verificarán en ningun caso, por ur-
gente que sea, sin prévia noticia y licencia por escrito del Gobernador 
superior civil, quien presidirá la sesion por si 6 delegará la presidencia 
en un funcionario publico.» 
«Art. 114. Los individuos de la Junta de gobierno serán nombrados 
en el primer domingo de enero de cada año entre los individuos de la 
corporacion en junta celebrada en la forma dispuesta en el art. 112 por 
pluralidad absoluta de votos, dándose cuenta del resultado al Goberna-
dor superior civil, quien en los ocho dias siguientes aprobará la eleccion 
si halla que se ha procedido en ella legalmente, oyendo y decidiendo eu 
dicho término las quejas que se le den contra ella, y aprobada que sea 
la comunicará al Síndico cesante para que ponga en posesion á . los nue-
vos electos. » 
«Art. 415. Es de cargo del Síndico y adjuntos de Corredores: 
.1.° Velar por que eu las casas de contratacion 6 Bolsas de comercio 
se observen las leyes y reglamentos sobre el cambio y régimen interior 
de aquellos establecimientos, y dar cuenta sin demora de cualquiera 
cuntravencion que llegue á su noticia al inspector del establecimiento y 
al Gobernador del distrito. 
»2.' Fijar despues de haber examinado las notas de todos les Corre-
dores de la plaza los precios de los cambios y mercaderías, y esteuder 
la nota general que se fijará en las Bolsas, enviando copia autorizada de 
ella al Gobernador superior civil. 
»3.' Llevar un registro exacto de estas mismas notas para que los Tri-
bunales y autoridades puedan extraer del mismo registro los datos y no-
ticias que convengan á la buena administracion de justicia. El Goberna-
dor y los Jueces y Tribunales pueden tambieu ordenar la presentacion 
de dicho registro, y examinarlo cuando lo crean asi necesario. 
»Tambien pueden los particulares exigir del Síndico y adjuntos las 
certificaciones que convengan á su derecho de lo que resulte del regis- 
tro sobre precios de cambios y mercaderías, y aquellos se las-librarán sin 
dificultad alguna, exigiendo los derechos que se señalarán en los aran-
celes. 
»4.' Celar que los Corredores no contravengan á ninguna de las dis-
posiciones prohibitivas qua van prescritas en los arts. 99, 100, 101, 102, 
103, 104, 105 y 106 de éste Código, y en caso que lo hagan dar cuenta 
inmediatamente por escrito al Goberuador superior civil, bajo la multa 
de 500 escudos en caso de no hacerlo y de separacion de sus cargos. 
Evacuar los informes que se les pidan por las Autoridades y Tri-
bunales de la Nacion sobre las inculpaciones que se hagan á algun indi-
viduo del Colegio con integridad, exactitud é imparcialidad. 
»6.' Dar su dictámen sobre las diferencias que puedan ocurrir entre 
Corredores y comerciantes en razon de negociaciones de cambie 6 de 
mercaderías, siempre que lo exiga el Tribunal 6 Juez competente, y no eu 
otro caso.» 
aArt. 174. Los factores deben tener uu poder especial de la persona 
por cuya cuenta hagan el tráfico, del cual se tomara razou en el Registro 
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general de comercio de la provincia, y se fijará un estracto en los estra-
dos del Juzgado de primera instancia del punto donde esté establecido 
el factor.» 
Art. 1044. Su disposiciou primera se redactará así: 
«El nombramiento de Gornisario de la quiebra en un comerciante ma-
triculado si lo hubiere 
	
» 
Lo demás del artículo queda subsistente. 
Art. 1139. Los artículos 1139 y 1140 formarán uno solo con el nú-
mero 1139. 
Se iutercilaré con el núm. 1 1 40 el artículo siguiente: 
«Art. 1140. El informe del Comisario y la esposicion de los Síndicos 
se pasarán al Promotor fiscal del Juzgado para que, si encontrare alguu 
delito 6 falta, promueva su castigo cou arreglo á las leyes.» 
«Art. 1141. El informe y esposicion referidos y la censura del Promo-
tor fiscal se comunicarán al quebrado, el cual podrá impugnar la califi-
cacion propuesta segun convenga é su derecho.» 
«Art. 1142. En el caso de oposicion, podrán así los sindicos y el Pro-
motor fiscal como el quebrado usar de los medios legales de prueba para 
acreditar los hechos que respectivamente hayan alegado. El término para 
hacer esta prueba no escederá de 40 dias.» 
«Art. 1143. En vista de lo alegado y probado por parte de los Síndi-
cos, del Promotor fiscal y del quebrado, el Juez Izará la calificacion defi-
nitiva de la quiebra cuando la considere de primera 6 segunda clase cou 
arreglo é los arts. 1003 y 1004, y mandará poner en libertad al quebra-
do en el caso de hallarse todavía detenido. El quebrado, los Síndicos y 
el Promotor fiscal podrán interponer apelacion de la providencia, y sa 
les admitirá en li mbos efectos, ejecutándose Do obstante en cuanto á la 
libertad del quebrado sien ella se hubiere decretado.» 
«Art 1144. Cuando sustanciado el expediente de calificacion resulta-
sen méritos para calificar la quiebra de tercera, cuarta 6 quinta clase, 
se procederá á la formacion de causa criminal, cuya cabeza será la pie-
za de autos relativa á la calificacion. No obstará esto á que sigan las de-
más actuaciones de la quiebra.» 
Art. ?O. Los artículos 279, 280, 931, 941, 943, 963 y 979 de la 
LPy de Enjuiciamiento civil quedarán reformados en los términos si-
guientes (1): 
«Art. 279. Los medios de prueba de que puede hacerse uso en los 
juicios son: 
»1 . ° Documentos públicos y solemnes: 
.2.° Documentos privados. 
»3.° Correspondencia. 
»4.' Los libros de cuentas de los comerciantes que reunan los re-
quisitos exigidos por la seccion 2.', tít 1.°, libro 1.° del Código de Co-
mercio (2). 
(4) Aunque el presente decreto debe regir en todas las provincias 
de Ultramar, las modificaciones, que se hacen por este articulo en la 
Ley de Enjuiciamiento civil, no podrán tener aplicacion en las islas 
Filipinas, mediante A que todavia no se ha hecho estensiva á las mis-
mas dicha Ley de E. c.: v sigue rigiendo en ellas el procedimiento 
antiguo.---El decreto de e de diciembre de 4868 no contiene la reforma 
de los arts. 279 y sao de la Ley de E. c.: véanse las dos notas que 
siguen. 
(2) Este número ha sido adicionado al articulo de que se trata 
TOu () V. 
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»5." Confesion en juicio. 
»6.' Juicio de peritos. 
4.' Reconocimiento judicial. 
»R.° Testigos.» 
»Art. 280. Bajo la denorninacion de documentos públicos y solemnes 
se comprenden: 
„t.' Las escrituras públicas otorgadas con arreglo á derecho. 
»2.' Los registros de los libros de los corredores y las certificaciones 
expedidas por estos agentes con referencia á dichos registros en los térmi-
nos prescritos por el art. 64 del Código de Comercio (1). 
»3.' Los documentos espedidos por los funcionarios quo ejerzan un 
cargo por Autoridad pública en lo que se refiera al ejercicio de sus fun-
ciones. 
»4.° Los documentos, libros de actas, estatutos, registros y catas ros 
que se hallen en los archivos públicos, 6 dependientes del Estado, de las 
provincias 6 pueblos, y las copias sacadas y autorizadas por los Secreta-
rios y A rchiveros por mandato de la Autoridad competente. 
15.• Las partidas de bautismo, de matrimonio y defunciones, dadas con 
arreglo á los libros por los Párrocos 6 por los que tengan á su cargo el 
registro civil. 
»6.° Las actuaciones judiciales de toda especie». 
«Art. 931. Para decretar el embargo preventivo es necesaria: 
»1." Que quien lo pida presente un titulo ejecutivo. 
»2.' Que aquel contra quien se pide se halle en uno de los casos si-
guientes: 
»Que sea estranjero no naturalizado en la q acion. 
»Que aunque sea español 6 estranjero naturalizado, no tenga domicilio 
6 bienes raíces, 6 un establecimiento agrícola, industrial 6 mercantil en 
el lugar donde corresponda demandarle en justicia para el pago de una 
deuda. 
»Que aun teniendo las circunstancias que acaban de espresarse, se ha-
yá fugado de su domicilio 6 establecimiento, no dejando persona al fren-
te de él, 6 que se oculte 6 exista motivo racional para creer que ocultará 
6 malbaratá sus bienes en daño de sus acreedores, sabiendo que se pro-
cederá contra él» (2). 
Art. 941. El art. 941 de la ley de Enjuiciamiento civil se adicionará al 
fin del modo siguiente (3): 
«4.' Las letras de cambio sin necesidad de reconocimiento judicial 
respecto al aceptante que no húbiere puesto tacha de falsedad á su acep-
tacion al tiempo de protestar la letra por falta de pago. 
ab.' Los cupones de obligaciones al portador emitidas por compañías 
legalmente autorizadas al efecto, siempre que confronten con los títulos, 
única reforma hecha en et mismo, por las fundadas razones que se 
consignan en el preánbulo del presento decreto. Acaso por inadver-
tencia no se hizo igual adiccion en el de s de diciembre de 4 asa para la 
Peninsula. 
(4) La adicion de este número ha sido tambien la única reforma 
hecha en el articulo de que se trata, no comprendida, como la del an-
terior, en el decreto de c de diciembre de 4868. 
(s) Véase este artículo reformado y su comentario en la pág. aso y 
sigs. del presente tomo. 
(a) Véase con su comentario en la  pág. 855 s 
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y estos con los libros talonarios, á no ser que el Director 6 personó que  
represente I la compañia protesten en el acto de la confrontacion la false-
dad de los títulos.» 
 
El art. 943 se adicionará del modo siguiente (I). 
.Si el deudor citado para reconocer su firma dejare de comparecer, se  
le citará segunda vez bajo apercibimiento de declararlo confeso en la le-
gitimidad de la misma; y si no compareciere, se decretará contra él la eje-
cucion, siempre que hubiere precedido protesto 6 requerimiento al pago 
ante Notario, 6 se hubiere celebrado acto de conciliacion sin haberse 
opuesto tacha de falsedad á la firma en que funda el acreedor la accion 
ejecutiva.  
«EI que citado por segunda vez no compareciere, podrá, á instancia 
del actor, ser citado por tercera vez, bajo apercibimiento de haberle por 
confeso si no mediare justa causa, y no compareciendo será habido por 
confeso á peticion de parte, y se decretará la ejecucion.  
»El que con cualquier motivo manifestase que no puede responder 
acerca de si es 6 no suya la firma será interrogado por el Juez acerca de 
la certeza de la deuda: y si eludiere tambien responder categóricamente, 
será amonestado de ser habido por confeso si no responde categórica-
mente. Si persistiere, hará el Juez esta declaracion.» 
Al final del art. 963 .se añadirá en párrafo separado lo siguiente (2): 
«Ezceptúanse de lo que queda establecido las ejecuciones que proce-
dan de letras de cambio, en las que no se admitirán mas escepciones que 
las prevenidas en el artículo 545 del Código de Comercio.» 
El art. 979 será sustituido por el siguiente (3): 
«Art. 979. Consentida la sentencia de remate, confirmada por la Au-
diencia, 6 dada la fianza en el caso de pedirse su ejecucion cuando se 
haya apelado, se hará pago inmediatamente de principal y costas, prévia 
lasacion de éstas, si lo embargado fuere dinero, sueldos, pensiones 6 crédi-
tos realizables en el acto. 
»Si fueran valores de comercio endosables 6 títulos al portador emi-
tidos por el Gobierno 6 por las sociedades autoridades para ello, se Dará 
su venta por el Corredor que el Juez señale, uniéndose á los autos neta 
de la negociacion que presentará el Corredor elegido con certificacion al 
pié de ella dada por los Sindicos" del Colegio, 6 donde no hubiere Cole-
gio por los dos Corredores mas antiguos, en la que conste haberse hecho 
la negociacion al cambio corriente del dia de la fecha. Respecto á los 
efectos que se coticen en Boise, la eleccion del Juez deberá recaer en 
uno de sus Agentes, y donde uo lo hubiere en un Corredor de comercio. 
Cuando los bienes fueren de otra clase se procederá á su justiprecio por 
peritos nombrados por las partes, y tercero en su caso para dirimir la dis-
cordia. • 
Art. 	 I. Los artículos 244, 245, 246 y 250 de la ley de Enjuicia- 
miento en los negocios y causas de comercio quedarán redactados en la  





(il Véase lambien este articulo con la adicion y su comentario en 
la pág. ass y sigs. del presente tomo. (2) Véase integro con su comentario en la pág. 876 y sigs. de este  
tomo. 
 L Véase con su comentario en la pág. ssa de este tomo. 
Estos cuatro artículos ocupan los n úmeros vs , ^1 . ^ a y 82 dal tí 
a tu t.° adic. de la primera parte de la Ley de E. c. Véanse con suc  
notas en la pág. 949 y siga. de este tomo. 
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«Art. 244. Los Sindicos en la esposicion que se les prescribe presen-
tar por el art. 1139, y el Promotor fiscal en la censura que ordena el ar-
tículo 1140, deducirán pretension formal sobre la calificacion de la quie-
bra, y unida á los autos se entregarán al quebrado por término de nueve 
dias para que conteste á esta solicitud.. 
«Art. 245. No usando el quebrado de la comunicacion de autos, 6 en 
el caso de que los devuelva sin oponerse á la pretension de los Síndicos 6 
del Promotor, se procederá á la vista, prévio el señalamiento de dia 
que se notificará á las partes, y el Juez hará la calificacion qae estime 
arreglada á derecho segun lo que resulte de esta pieza de autos y de la 
respectiva á la declaracion de quiebra, que se tendrá tambien presente.» 
«Art. '246. Si el quebrado hiciere oposicion á la pretension de los Sin- 
 dicos 6 del Promotor fiscal, se recibirá la causa á prueba por el término 
que el Juez halle prudentemente necesaria, segun lo alegado por las par-
tes, prorogándolo si éstas lo pidiesen hasta el máximum de 40 dias que se-
ñala el art. 4142 del Código.) 
«Art. 250. Los Síndicos no harán gestion alguna bajo esta represen-
tacion en la causa criminal que se siga al quebrado de tercera, de cuarta 6 
6 de quinta clase, sino por acuerdo de la Junta general de acreedores. 
»El que de estos use en aquel juicio de las acciones que le com-
peten con arreglo á las leyes criminales, lo hará á sus propias espen-
sas, sin repeticion en ningun caso contra la masa por las resultas del 
juicio. a 
Art. 92. En todos los artículos que el Código de Comercio se refiere 
$ los Intendentes, y el mismo Código 6 la ley de Enjuiciamiento en nego-
cios y causas mercantiles, en la parte que se conserva, hacen meócion de 
los Tribunales de Comercio 6 Jueces Comisarios de quiebra, se sustituirán 
:í la palabra Intendentes las de Gobernadores superiores civiles; é las de 
Tribunales de Comercio las de Jueces de primera instancia, y á las de 
Jueces Comisarios la de Comisarios. 
La misma palabra de Comisario se sustituirá á la de Juez cuando en. 
la ley de Enjuiciamiento en los negocios y causas de comercio se usa de 
esta palabra para designar al Juez Comisario. 
A la frase de Prior del Tribunal de Comercio, cuando se refiere 4 autos 
judiciales, se sustituirá la de Juez. 
Art. 23. Publicado que sea el presente decreto , se harán nuevas 
ediciones oficiales del Código de Comercio y de la Ley de Enjuiciamiento 
civil, en las cuales se pondrán en sus respectivos lugares las alteraciones 
que quedan ordenadas, dejándose de insertar las supresiones. 
Art 24. Se procurará evitar, en cuanto sea posible, alteraciones en 
la numeracion de los artículos, dividiendo al efecto alguno 6 algunos cu-
yas disposiciones lo permitan sin perjudicar á su contesto. 
Art. 93. Se imprimirán como parte integrante de la ley de Enjùicia - 
miento civil: 
1.° Al final de la parte primera, y con numeracion separada, dos títu-
los adicionales, uno de ellos el 5.° de la ley de Enjuiciamiento en los ne-
gocios y causas de comercion, segun ha sido reformado por este decreto, y 
el otro será el 8.°, á escepcion del art. 352 que queda suprimido (1). 
(4) Estos dos títulos han sido adicionados en la presente obra, tal 
como aqui se ordena, incluyéndolos en este apéndice, segun puede 
verse en las págs. 933 y sigs. y 990 y sigs. de este tomo. 
• 
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2.' Al final de la segunda parte, como título adicional, se pondrá de la  
Irisma manera el art. 15 de este decreto (1).  
Art. *6. Los Gobernadores superiores civiles reemplazarán en Ins  
patronatos y fundaciones, de cualquiera clase que fueren, á los Tribunales 
de Comercio, é sus Priores y Cónsules que tuvieren á ellos llamamiento.  
Art. *7. Se derogan todas las leyes, reglamentos y órdenes anterio-
res en cuanto se opongan al presente decreto, y se suprimen las comisio-
nes militares Creadas en la isla de Cuba en virtud de la autorizacion conce-
dida por Real órden de 25 de febrero de 1867. Los Tribunales militares  
estraordinarios solo podrán establecerserévia la declaracion de estado de 
guerra, con arreglo á lo prevenido en la ley de 17 de abril de 1821, segun  
determina el Real decreto de 23 de enero de 1866.  
DISPOSICIONES TRANSITORIAS.  
1.' Dentro de los 30 días siguientes á la publicacion de este decreto en 
los periódicos oficiales de las .provincias de Ultramar, pasarán á los Juzga-
dos y Tribunales competentes en el estado en que se hallen: 
Primero. Los negocios civiles y causas criminales por delitos comunes 
pendientes en los Juzgados y Tribunales eclesiásticos, y en los de Guerra y 
Marina, salva la escepcion que espresa el art. 4.' del presente decreto. 
Segundo. Los pleitos civiles y causas criminales pendientes en los Juz-
gados de Hacienda. 
Tercero. Los asuntos pendientes en los Tribunales especiales de Co-
mercio. 
2.' Se considerará desde luego como Juez competente para conocer de 
los pleitos pendientes en los Tribunales de Comercio y en los Juzgados 
militares y eclesiásticos el del lugar en que se sigan. 
Donde hubiere mas de un Juez, será el competente el del domicilio del 
demandado, en los pleitos; y si éste no lo tuviere en el mismo pueblo, el 
decano. 
Males causas será competente el del lugardel delito; y si se hubiere  
cometido fuera del pueblo en que se siguiera la causa, el decano cuando  
hubiere mas de un Juez. 
 
3.' Les pleitos y causas por delitos comunes pendientes eu segunda o  
última instancia en los Tribunales eclesiásticos y en los militares se pasa-
rán en el estado en que se encuentren é la Audiencia en cuyo territorio re-
sidieren los Jueces que hayan dictado la sentencia en primera instancia.  
Si hubiere alpun recurso de casacion pendiente en el Tribunal Supre-
mo de Guerra y Marina, se remitirá para su decision al Tribunal Supremo  
de Justicia en el estado en que se halle. 
 
4.' Los pleitos y causas pendientes al publicarse este decreto en el Tri-
bunal Supremo de Guerra y 
 Marina, Tribunales eclesiásticos, Tribunales  
ale Comercio, Auditorías de Guerra y de Marina, se continuarán sustan-
ciando con sujecion á las leyes anteriores hasta que termine la instancia en  
que se encontraren.  
Desde la sentencia que ponga término á dicha instancia se acomodarán  
á las prescripciones de este deereto y de las leyes comunes. 
5.' Los resguardos de depósitos que obran en los Juzgados y Tribuna-
les que se suprimen, y las consignaciones hechas con cualquier motivo en  
(4) Tambien hemos adicionado este titulo, incluyéndolo en el pre-
sente apendice, como puede verse en la pág. loll y sigs. de este tomo.  
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las escribanías, se pondrán á la disposicion de los Jueces que deban cono-
cer de los pleitos 6 causas ó que se refieran. 
fi.' Los géneros y efectos que se hallen en las salas de depósitos de los 
Tribunales de Comercio continuarán en ellos bajo la vigilancia y á disposi-
don de los Jueces competentes. 
7.' Los archivos de los Juzgados de Hacienda y Comercio quedarán é 
disposicion de los Jueces de primera instancia, los cuales deberán hacerse 
cargo de ellos y depositarlos donde lo estén los demás correspondientes á 
la jurisdiccion ordinaria. 
8.' Los libros de los Agentes de Bolsa y Corredores que cesen en sus 
cargos, y de los quebrados que obren en los archivos de los Tribunales de 
Comercio, se depositarán en el archivo del Colegio de Agentes 6 de Corre-
dores donde los hubiere, y donde no los haya en el del Juzgado. 
O.' Los Abogados consultores de los Tribunales ele Comercio que ce-
sen á consecuencia de lo dispuesto en el presente decreto tendrán la misma 
consideracion y derechos que los Jueces de término cesantes si tuvieren en 
su carrera respectiva, 6 en la judicial 6 fiscal del fuero coinun, el tiempo 
de servicio necesario para obtenerla referida consideracion. 
Los que tuvieren menos tiempo de servicio serán considerados Como 
.lueces de ascenso. 
10. Los Escribanos y subalternos ele los Tribunales de Comercio serán 
colocados en las vacantes de su clase que ocurran en los Tribunales y Juz-
gados de la jurisdiccion ordinaria, que continuarán por ahora con la orga-
nizacion que hoy tienen. 
11. Por los Ministerios respectivos se darán las órdenes oportunas para 
cl cumplimiento de este decreto. 
Madrid t.° de febrero de 1860.—El Ministro de Ultramar, Adelardo 
Lopez de Ayala. ), 
SECCION 1V. 
Fjercicio de la jurisdiccion contencioso administrative en Ultramar 
y sus procedimientos. 
I)ECaLTO DEL GoaiLRNO PROVISIONAL de 7 de febrero de 1869, disponiendo 
que la jusiadiccion contencioso-administrativa que ejercian las Seccio-
nes de lo Contencioso de los Consejos de Administracion de Ultramar, 
radique en lo sucesivo en las Audiencias territoriales, y determinando 
el procedimiento para estos asuntos. 
«En uso de las atribuciones que como miembro del Gobierno provisio-
nal y como Ministro de Ultramar me corresponden, decreto: 
Artículo t.' La jurisdiccion contencioso-administrativa, que ejercian 
las Secciones de lo Contencioso de los Consejos de Administracion de las 
provincias de Ultramar, radicará en lo sucesivo en las Audiencias territo-
riales de dichas provincias. 
Art. 2.' La Lramitacion de los asuntos contencioso-administrativos se 
arreglará á lo dispuesto por el Real decreto de 4 de julio de 1861 y ^ ^emás 
disposiciones vigentes, escepto en la parte relativa á la proposicion y reali-
zacion de la prueba, que se efectuará conforme á las disposiciones de la 
Ley de Enjuiciamiento civil (I). 
(4) La segunda parte de esto artículo, relativa A la prueba, ha quo. 
dado sin efecto por el art. s.° del decreto de e de abril, que se inserta á 
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Art. 3.° Contra los fallos de las Audiencias procederá siempre el re-
curso de apelacion para'ante el Tribunal Supremo de Justicia, coo arreglo 
á lo dispuesto por los decretos de 13 y 16 de octubre de 1868. 
Art. 4.° Para el ejercicio de la jurisdiccion contencioso-administrati-
va se formará en cada Audiencia una Sala compuesta del Regente y de los 
Presidentes de Sala, que serán sustituidos, en caso de ausencia ú enfer-
medad, por los Oidores mas antiguos (1). 
Art. 5.° Todos los acuerdos, sentencias y demás resoluciones que dicte 
la Sala, serán por mayoría absoluta de votos. 
Art. 6.° Los Fiscales de las referidas Audiencias, y en sústit.ucion los 
Tenientes fiscales, representarán á la Administracion en los negocios que 
pertenezcan á la jurisdiccion contencioso-administrativa. 
Art. 7.° Los negocios pendientes ante las Secciones de lo Contencioso 
de los Consejos de Administracion pasarán á las Audiencias, sustanciáu-
dose segun el estado en que se encuentren. 
Art. 8.° Los recursos de apelacion y queja que en la actualidad se ha-
lieu pendientes, pasarán al Tribunal Supremo de Justicia. 
Art. 9.° Quedan derogadas todas las disposiciones que se opongan á 
lo preceptuado por los anteriores artículos. 
liado en Madrid á 7 de febrero de 1869.—El Ministro de Ultramar, 
Adelardo Lopez de Ayala.» 
11ECRETO DEL PODER EJECUTIVO de 6 de abril de 
 1869, modificando el de 7 
de febrero anterior, disponiendo que los negocios contencioso-adminis-
trativos en Ultramar sean de la competencia de la Sala primera de la 
Audienca del territorio, y dictando reglas para el procedimiento y ad-
+nision de la demanda en dichos negocios. 
«L^s variaciones introducidas por el decreto de 26 de noviembre último 
eu la tramitacion establecida por los de 13 y 16 de .octubre anterior (2) 
para los asuntos contencioso-administrativos de que han de conocer las 
Audiencias de la Península y el Tribunal Supremo de Justicia, hacen ne-
esaria la reforma del dictado en 7 de febrero último para el ejercio de la 
jurisdiccion contencioso-administrativa en las provincias de Ultramar. 
Los fundamentos de la primera de las disposiciones citadas tienen igual 
fuerza eu las provincias ultramarinas que eu la Península, y la alta con-
veniencia de uniformar la práctica de Tribunales que entienden en nego-
cios idénticos y reconocen el mismo superior comun, para evitar las dife-
rencias y anomalías que de un sistema diverso se seguirian, demuestra la 
necesidad de uniformar todas las reglas y preceptos que rigen en aquellas 
omarcas con las establecidas en la Península. 
Por estas consideraciones, y en uso de las facultades que me corres-
ponden como miembro del Poder Ejecutivo y como Ministro de Ultramar, 
continuacion del presente, segun el cual las Audiencias han de arre-
glarse en sus procedimientos, inclusos los de prueba, al Reglamento de 
de julio de 4861 y demos disposiciones que lo completan. 
(I) Esta disposicion ha sido modificada por la del art. 1." del citado 
decrete de 6 de abril do 4869. que atribuye A la Sala I.° de la Au-
diencia respectiva la competencia para conocer de los negocios con-
tencioso-administrativos de que se trata. 




1120 	 APÉNDICE Á LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL. 
Vengo en decretar lo siguiente: 
Artículo 1." Los negocios contencioso-administrativos pendientes 6 
que en lo sucesivo se incoaren, de que conocían los Consejos de Adminis-
tracion de las provincias do Ultramar, serán de la competencia de la Sala 
primera de la Audiencia del territorio. 
Art. 2.° Las Audiencias en los pleitos contencioso-administrativos se 
arreglarán en sus procedimientos, inclusos los de prueba, al reglamento 
de 4 de julio de 4861 sobre el modo de proceder los Consejos de Adminis-
traciou y demás disposiciones que lo completan (1). 
Art. 3." Lus Relatores, los Escribanos de Cámara y demás subalternos 
de las Salas primeras de las Audiencias, segun sus respectivos cargos, des-
empeñarán las funciones que, segun el reglamento de 4 de julio de 1861, 
correspondian á los Secretarios y Ujieres, sujetándose respecto del percibo 
de derechos á los aranceles establecidos para los negocios comunes. 
Art. 4.° Las demandas contencioso-administrativas se interpondrán 
directamente en la Sala primera de la Audiencia respectiva (2), la cual oirá 
siempre, por vía de instruccion, sobre su procedencia al Ministerio fiscal, 
aunque no deba ser parte en el pleito. Si este Do se opusiese, declarará la 
Sala su admision cuando la considere procedente. 
Si el Ministerio fiscal se opusiera á la admisiou, 6 la Sala considerase 
que requiere mayor exámen, 6 que es improcedente, se señalará dia para 
la vista con citacion de las partes; debiendo decidirse este punto dentro 
del tercer dia, fundando siempre la resolucion, la cual producirá ejecu-
toria. 
Art. 5.' Queda suprimida la consulta que se hacia á los Consejos de 
Administraciou y la resolucion de los Gobernadores superiores civiles so-
bre la procedencia de las demaudlis contencioso-administrativas. 
.No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los Gobernadores su-
periores civiles resolverán sobre la procedencia de la vía contenciosa en 
los casos en que los Consejos de Administracion hubieren elevado su in-
forme antes de la fecha del cúmplase del decreto de 7 de febrero último 
en la isla respectiva. 
Art. 6.° Cuando se niegue la admision de la demanda quedará espe-
dito al que se considere agraviado el recurso de apelaciou ante la Sala 
tercera del Tribunal Supremo de Justicia. El fallo de esta Sala, admitiendo 
6 rechazando la demanda, será ejecutorio. 
Art. 7.° Cuando se admita la demanda por la Audiencia no habrá lu-
gar á apelaciou; pero podrá alegarse su improcedencia como escepcion 
perentoria, sin que esto impida ni suspends el curso del pleito. 
Art. 8.° Los recursos de nulidad y apelacion, cuando su admision 
proceda, se interpondrán para ante la Sala tercera del Tribunal Supremo 
de Justicia. 
Art. 9.° La Sala tercera del Tribunal Supremo de Justicia conocerá 
de los recursos pendientes de queja, de los de nulidad y apelacion, y de 
las demandas que incoen en primera instancia contra las resoluciones 
(4) Dicho reglamento y las demás disposiciones á que se reliere 
este artículo, se insertan á continuacion del presente decreto, 6 pur 
notas á los arttculos respectivos, en cuanto conducen á dar conocer 
los negocies propios de la jurisdiccion contencioso-administrativa y 
sus procedimientos. 
(4) Dentro del término y en la forma prevenida en el art. I." del he-
glant. de 4 de julio de 4864, que se inserta mas adelante. 
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del Ministerio de Ultramar en los términos prescritos por el decreto de 26 
de noviembre último (1). 
Madrid 6 de abril de 1869.—El Ministro de Ultramar.—Adelardo Lo-
pez de Ayala.» 
REAL DECRETO de 4 de julio de 1861, organizando los Consejos de Admi-
nistracion de Ultramar. 
Articulo 1.° En cada una de las provincias de Ultramar y con residen-
cia en la capital de las mismas se establecerá un Consejo de Administra-
cion, que será presidido por el Gobernador superior civil respectivo (2). 
Art. 22. Las sesiones del Consejo y de las secciones serán secretas. 
Esceptúanse, en la Seccion de lo Contencioso, las vistas de los asuntos que 
tuvieren este carácter, las cuales serán públicas, salvo si la publicidad pu-
diera causar escándalo. Aun en este caso no podrán verse á puerta cerra-
da si no lo acordase la Seccion oyendo in voce al Fiscal. 
Art. 26. La persona que se considere agraviada en sus derechos por 
alguna resolucion del Gobernador superior civil 6 de las autoridades su-
periores administrativas que cause estado, podrá reclamar contra ella en 
la via contecciosa en la manera y forma prevenidas en el Reglamento de 
procedimientos para los negocios contenciosos de la Administracion de las 
provincias de Ultramar. 
Art. 27. La Seccion de lo Contencioso constituida en Tribunal cono-
cerá de los asuntos de la Administracion que tengan aquel carácter, y 
señaladamente en los que siguen: 
1. ° Sobre la desigualdad de los repartimientos individuales de toda 
clase de contribuciones. 
(4) Véanse este decreto y especialmente sus arts. s° á 40, en la 
pág. 4044 de este tomo, y además las disposiciones que siguen: 
Real decreto de 2s de febrero de 4859, ampliando d las resoluciones del 
Ministerio de Ultramar las disposiciones del de 24 de mayo de 4853, inserto 
anteriormente (pág. 4081).—.Articulo 4." Desde la fecha de este decreto 
se concede el recurso contencioso-administrativo para las resolucio-
nes que se adopten por el Departamento de Ultramar, con arreglo á 
los mismos principios establecidos para los demás ministerios.—Ar-
ticulo 2.° El Consejo de Estado conocerá de las reclamaciones que se 
interpongan, con sujecion al Reglamento general vigente, mientras en 
éste no se introduzcan las modificaciones que exige la organizacion 
administrativa especial de las provincias ultramarinas. • 
Real Orden de 28 dejunio de 4 860. — Dispone que el término concedido 
por el art. 3.° del Real decreto de 24 de mayo de 4853, para propo-
ner el recurso contencioso-administrativo ante el Consejo de Estado (hoy ante la Sala 3.' del Tribunal Supremo de Justicia), sea de seis 
meses en los negocios que procedan de las Antillas, si los interesados 
residen en las mismas, y de un año cuando se encontraren en cualquier 
otro punto de América, ó los asuntos sean procedentes de las islas Fi-. 
lipinas. (2) Por Real decreto de la misma techa se reformaron las atribucio- 
nes de las Audiencias de Ultramar, disponiéndose, entre otras cosas, lo 
siguiente:—.Art. 4.° Las Reales Audiencias de Ultramar no podrán 
constituirse en acuerdo para consultar ni fallar en los asuntos de la 
Administracion.—Art. 2. Dichos tribunales limitarán sus funciones á 
la administracion deusticia, con sujecion á lo dispuesto en la Real 
cédula de so de enero de 4855 y demás leyes y disposiciones vigentes.• 
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2.' Sobre el cumplimiento, inteligencia, rescision y efectos de los 
contratos y remates celebrados con la Administracion en todos los ramos 
del Estado, para cualquiera especie de servicio ú obra pública. 
3.' Sobre el resarcimiento de los daflos y perjuicios ocasionados por la 
ejecucion de obras públicas, así como por la infraccion de los trámites de 
la ley 6 reglamento en las expropiaciones. 
4.° Sobre inobservancia de las formalidades prescritas por la ley 6 por 
reglamento acerca de los establecimientos peligrosos, incómodos 6 insa-
lubres. 
5.° Sobre el deslinde, amojonamiento y posesion de los montes y ter- 
renos pertenecientes al Estado 6 á los pueblos 6 establecimientos públicos, 
sin perjuicio de que las cuestiones de propiedad hayan de ventilarse en los 
Tribunales. 
6.' Sobre los negocios de minas en los casos previstos por la ley. 
7.° Sobre el cumplimiento, inteligencia, rescision, efectos 6 inciden-
cias de los arrendamientos, ventas y mercedes de los bienes del Estado, 
cuando en estos dos últimos años se trate del acto primitivo de adquisi-
cion, y salvo el pleito de propiedad. 
8.° Sobre la aplicacion de las ordenanzas 6 reglamentos generales de 
policía de aguas, caminos, forro-carriles, montes y demás objetos de poli -
cia urbana 6 rural, y tambien sobre su parte penal mientras el hecho no 
constituya delito. 
9.° Sobre la caducidad de concesiones de privilegios industriales, y so-
bre la revoeacion de licencias otorgadas por las Autoridades para la cons-
truccion de obras, fábricas y artefactos. 
Art. 30. El Ministerio fiscal estará representado en las Secciones de lo 
Contencioso por cualquiera de los tenientes fiscales de la Audiencia res-
pectiva que para cada caso designe el Gobernador superior civil. Estos fun-
cionarios no recibirán para ejercer su oficio en los negocios contenciosos 
de la Administracion otras instrucciones que las que les comunique el Go-
bernador superior civil 6 el Jefe. del ramo contra cuya providencia se re-
clame en la via contenciosa. 
Art. 3i. El Orden de los procedimientos en la via contencioso-admi-
nistrativa yen la decision de las competencias de jurisdiccion y atribu-
ciones se formulará en reglamentos especiales, que serán publicados al 
mismo tiempo que este Real decreto. 
Art. 32. Corresponde al Presidente del Consejo:—i.° Hacer el señala - 
miento de los negocios que deban verse en pleno... 3.° Llevar en estrados 
la palabra, de la que nadie podrá usar sin su permiso, y autorizar todos los 
acuerdos y providencias que el mismo Consejo dicte... 
Art. 34. El Presidente de la Seccion de lo Contencioso dictará además 
las providencias de mera sustanciacion que no hayan de motivarse. En su 
defecto lo hará el Consejero que le sustituya por el Orden de su prece-
dencia: 
Art. 36. Será de la incumbencia del Secretario en lo contencioso, dar 
cuenta de las comunicaciones 6 esgritos de la Administ ^ation y de las otras 
partes litigantes; autorizar las providencias, sentencias, despachos y 
eabortos del Consejo y de la Seccion, y las copias que hubieren de fran-
quearse; custodiar los espedientes, y desempeñar las funciones de Relator 
y cuantas obligaciones se le impongan en lo sucesivo (1). 
(I) Las funciones que por este articulo y el 11 se atribuyen al Se- 
l 
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Art. 37. (Determina los libros que ha de llevar el Secretario. Igual al 
♦ 	 art. 20 del Reglamento del Consejo Real. (Véase en la pág. 1060). 
Art. 38. El Secretario dará cuenta de los negocios por el órden rigo-
roso de entrada, á no ser que el.Presidente del Consejo 6 Presidentes de 
secciones dispusieran otra cosa. 
Art. 41. El Fiscal representará y defenderá por escrito y de palabra á 
la Administracion; y aun cuando no fuere parte en el pleito, será oido 
siempre que lo determinen las leyes, reglamentos 6 disposiciones del Go-
bierno, 6 lo acuerde como conveniente la Seccion de lo contencioso. Tam-
bien representará y defenderá á los Ayuntamientos y establecimientos pú-
blicos cuando no litiguen entre si, 6 con la Administracion, 6 contra provi-
dencias de la misma. 
Art. 42. En los asuntos contenciosos, las partes contrarias 6 coadyu-
vantes de la Administracion estarán representadas y serán defendidas por 
Abogados del Consejo. Son Abogados del Consejo todos los que estuvieren 
habilitados para ejercer dichos cargos ante la Audiencia respectiva. 
Art. 43. Sin embargo de lo dispuesto en el artículo anterior, la Sec-
cion de lo Contencioso podrá permitir que las partes actúen y se defiendan 
por sí mismas en los negocios en que no creyese necesario el ministerio de 
los Abogados. 
Art. 44. Será incumbencia de los Ujieres en los negocios contencio-
sos (1): 1.° Hacer los emplazamientos, citaciones, notificaciones, embar-
gos y demás diligencias que hubieren de practicarse por Orden de la Sec-
cion de lo Contencioso 6 de su Presidente.-2.° Asistir á las audiencias pu-
blicas y hacer guardar en ellas el órden y compostura debidos.-3.° Asistir 
al Presidente del Consejo y de la Seccion de lo Contencioso para cumplir 
las órdenes que éstos les dieren relativas al despacho y servicio del Con-
sejo 6 de dicha Seccion. 
REGLAMENTO de procedimientos para los negoctos contenciosos de la Ad-
ministracion de las provincias de Ultramar, autorizado por Real de-
creto de 4 de julio de 4861. 
CAPITULO I.— Preparacion de la via contencioso-administrativa. 
Articulo 1.° El que se considere agraviado en sus derechos por algu-
na providencia de la Administracion que cause estado, segun lo preve-
nido en el art. 20 del Real decreto de esta fecha, relativo á la organiza-
cion y atribuciones de los Consejos de Admiuistraci.m de las provincias 
de Ultramar, deducirá demanda contra ella ante la Seccion de lo Conten-
cioso del respectivo Consejo (2), dentro del término de noventa dias en 
las provincias de América, y de ciento veinte en Filipinas, A contar des-
de aquel en que se le hubiere hecho saber administrativamente la resolu- 
cretario y Ujieres serán desempefiados por los Relatores, Escribanos de 
Cámara y demás subalternos de las Audiencias, regun sus respectivos 
cargos, lo propio que en los negocios comunes, como se previene por 
el art. 3.° del decreto de 6 de abril de 1869, antes inserto. (4) Véase la nota al art. 36, que precede. (2) Hoy ante la Sala primera de la respectiva Audiencia, conforme 
á los artículos 1." y 1.° del decreto antes inserto de 6 de abril de 4869. 
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clon objeto del recurso (1). Con esta demanda se acompañará copia sim-
ple de ella y de los documentos que so presenten, autorizada por la misma 
parte con su firma. 
La demanda comprenderá numerados los puntos de hecho y de dere-
cho, y la designacion del domicilio dol demandante para los efectos de las 
notificaciones sucesivas. 
Los plazos señalados anteriormente para deducir la demanda se enten-
derán de seis meses si el interesado se hallase en la Peninsula, respecto á 
las provincias de América, y de un año respecto é Filipinas. 
Art. 2.° Son autoridades administrativas, para los efectos del artículo 
anterior, el Capitan general, el Comandante general de Marina del Apos-
tadero, y cualquiera otra Autoridad superior, que lo sea esclusivamente 
competente para entender y resolver sobre los asuntos declarados Conten-
ciosos por el mencionado Real decreto detesta misma fecha. 
Art. 3.° La interposicion de la demanda no suspende la ejecucion de 
lo mandado; pero si en algun caso pudiese ésta producir perjuicios graves 
é irreparables al interesado, podrá suspenderse sin ulterior recurso, siem-
pre que de ello no resultase inconveniente para los intereses de la Admi-
nistracion, á juicio de la Autoridad que hubiere dictado la providencia re-
clamada. 
Art. 4.° Presentada la demanda en la Seccion, reclamará ésta el espe-
diente gubernativo del Gobernador superior civil, 6 de la Autoridad de cu- 
ya providencia se trate por conducto de aquel, á fin de emitir su dictámen 
sobre la procedencia del recurso (2). 
Art. 5.° Si la Seccion opinare que no procede la vía contenciosa, esten-
derá su parecer motivado, y lo comunicará á la parte para que en el tér-
mino de diez dies esponga por(escrito lo que tuviese por conveniente.—En 
vista de ello la Seccion formulará su parecer definitivo, y lo remitirá con el 
espediente al Gobernador superior civil. 
Art. 6.° Si la improcedencia del recurso se fundare en falta de provi-
dencia que cause estado, la Seccion deberá consultar al mismo tiempo sobre 
la procedencia 6 improcadencia de aquel atendida la naturaleza del asun-
to.—Cuando dicha improcedencia se fundare en no hallarse aun agotada 
(4) Por Real orden de  24 de octubre de 1863, de conformidad con la 
Seccion de lo Contencioso del Consejo de Estado, se declaré que no ha-
bla lugar á admitir una demanda interpuesta ante el Consejo de Admi-
nistracion do la isla de Cuba, por no haberse presentado en tierno há-
bil, mediante á. que deben entenderse dias continuos los que constituyen 
los plazos fijados en este articulo para la interposicion do la demanda 
contenciosa contra las providencias de las Autoridades de Ultramar, 
que sean susceptibles de dicha via. (2) Tambien hoy deberá la Sala primera de la Audiencia reclamar el 
espediente gubernativo, no para emitir su dictámen sobre la proce-
dencia del recurso, ni para lo demás que se ordena en los arts. siguien-
tes, sino para fallar por si misma sobre la admision de la demanda, en 
la forma y por los trámites que previene el art. 4.° del decreto de 6 de 
abril de lass, antes inserto. Suprimida por el art. 5.° del mismo decreto 
la consulta que se hacia al Gobernador superior civil para que resol-
viese sobre la procedencia del recurso, quedan sin aplicacion la últi-
ma parte del art. 4.°, a que se refiere esta nota, y todos los que siguen hasta el 42 inclusive, debiendo observarse lo que ordenan el 6.° y  7.° 
del citado decreto, para los casos de admision 6 no admision de la de-
manda. 
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la via gubernativa, el Gobernador Superior civil remitirá el espediente á 
la Autoridad é quien corresponda examinar 6 revisar la providencia, para 
que así se verifique con devolucion de aquel, 6 resolverá directamente por 
sí, si á él tocare la decision.—Dictada ésta en los casos respectivos, resol-
verá el Gobernador superior civil inmediatamente sobre la procedencia 6 
improcedencia de la via contenciosa. 
Art. 7.° Cuando la Seccion hubiere informado la procedencia del re-
curso, 'y el Gobernador superior civil no le comunique su resolucion den-
tro del término de treinta días, se entenderá concedido aquel. 
Art. 8.° Siempre que el Gobernador superior civil se conformase con 
la procedencia de la vía contenciosa, su resolucion causará estado y será 
irrevocable. 
Art. 0.° Cuando desintiero del dictamen de la Seccion en sentido favo- 
rable 
 
6 adverso á la procedencia del recurso, remitirá el espediente á la 
resolucion del Gobierno, la cual recaerá despues de oir al Consejo de Es-
tado en la forma prevenida en los artículos 57 y siguientes de su ley or-
gánica de 17 de agosto del año último. 
Art. 10. Cuando el Gobernador superior civil se conformare con la 
improcedencia del recurso, queda á la parte el de queja al Gobierno, que 
podrá deducirle en el término de veinte dias ante dicho Gobernador supe-
rior, el cual remitirá el espediente por el primer correo. El Gobierno re-
solverá lo que estime conveniente, oyendo al Consejo de Estado, eu la for-
ma prevenida en el artículo anterior. 
Art. 11. Las resoluciones que adoptare el Gobierno en los casos de 
que tratan los dos artículos anteriores serán irrevocables. 
Art. 12. Declarada definitivamente la procedencia del recurso conten-
cioso-administrativo, el Gobernador superior civil devolverá el expediente 
A la Seccion para la sustanciacion oportuna, designando al mismo tiempo 
el Teniente fiscal de la Real Audiencia que haya de representar á la Ad-
ministracion, con arreglo é lo prevenido en el art. 30 del Real decreto de 
esta fecha.—Del mismo modo devolverá el espediente y hará la designacion 
espresada, á escitacion del Presidente de la Seccion de lo Contencioso, 
cuando hubiere dejado de dictar resolucion en el plazo prevenido en el ar-
ticulo 7.° de este reglamento (1). 
CAPÍTULO 11.—Del procedimiento con partes presentes. 
SECCION PRIMERA. —Trámites anteriores á la prueba. 
Art. 13. Autorizada la vía contenciosa y devuelto el espediente á la Seccion, segun se previene en el anterior articulo, ésta mandará poner de 
manifiesto las actuaciones al demandante por término de diez dias, á fin 
de que en su vista pueda ampliar, declarar 6 modificar, en cuanto proceda, 
su demanda (2).—Si ésta versare sobre negocio en que dicha Seccion no 
dispense del ministerio de letrado, y no estuviese suscrita por alguno de 
los de la capital, deberá la parte apoderar al que haya de representarla en 
el resto del juicio en el término de ocho dias. 
(1) Creemos que la facultad que aquí se concede á los Gobernadores 
superiores civiles de designar el Teniente fiscal que haya de represen-
tar á la Administracion, ha quedado suprimida virtualmente por el ar-
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Art. 14. La contestacion será articulada y documentada como la de-
manda (1).—Las partes deberán comunicarse entre si copias de todos los 
escritos y documentos que presentaren, á escepcion de la demanda, y Vµo 
tendrá curso ninguno de aquellos si no consta á su pié el recibo de dichas 
copias, firmado por la parte contraria. 
Art. 15. Con la demanda y contestacion se dará cuenta á la Seccion 
 
de lo Contencioso; y solo cuando posteriormente á su preseutacion hubie-
ren aparecido hechos 6 documentos desconocidos hasta entonces, podrá la 
Seccion admitir otro escrito á cada parte, otorgándose para presentarle el 
término de seis dias respectivos.—Con los escritos de cada uno de estos 
casos se habrá el negocio por concluso para la vista. 
Art. 16. Las citaciones y emplazamientos se harán:-1.° Por cédula. 
—2.° Por despacho.-3.° Por medio de anuncios en el periódico oficial. 
Art. 17. Se liarán las citaciones por cédula cuando la persona citada 6 IInplazada sea vecina de la capital.—La cédula se estenderá por la Secre-
taria, y deberá contener:-1.° El nombre, apellido, profesion y domicilio 
del citante y del citado.-2.° La solicitud que haya hecho el primero.-3.' 
La providencia que haya recaido.-4.° El nombre y apellido del Ujier en-
cargado de entregarla.-5.° El término dentro del cual deberá usar el ci-
tado del derecho que en virtud de ella puede ejercitar.—La cédula se en-
tregará al Ujier, y se autorizará con la firma del Secretario (2). 
Art. 18. El Ujier sacará de la cédula original tantas copias simples 
como fueren las personas citadas 6 emplazadas; y si al notificar éstas no 
las encontrare despues de haberse presentado tres veces en su domicilio, 
dejará la copia de la cédula á su mujer, familiares, personas que con Lilas 
vivieren, 6 en su defecto al vecino mas inmediato, para que la hagan lle-
gar á manos del citado.—En la cédula original que el Ujier ha de devolver• 
á la Secretaría y unirse á los autos, se estenderá el recibo de la copia sim-
ple por la persona á quien se hubiere entregado y dos testigos que firma-
rán si supieren, 6 lo verificarán unos por otros, 6 cualquier testigo á su 
ruego en caso contrario. 
 
Art. i9. Por medio de despacho serón citados p emplazados los que 
 
estuvieren ausentes en la capital.—En él se insertará la solicitud 6 escrito  
que la motive, la providencia que hubiere recaido, el plazo que para usar 
 
de su derecho se conceda al citado, y la forma en que deba verificarlo.  
Art. 20. Cuando el citado 6 emplazado tuviere su domicilio fuera de 
 
la provincia respectiva, se dirigirá el despacho al Alcalde mayor 6 Juez del 
 
distrito en que residiere, siempre por conducto del Regente de la Audien-
cia del territorio; y si residiere en el estraujero, por conducto del Ministe-
rio de Estado al punto donde se hallare.  
Art. 21. Por anuncio en el periódico oficial se verificará la citacion 
 6 
• emplazamiento cuando se ignore el paradero de la persona que se cita 6  
emplaza, y en el anuncio se insertará lo que queda dicho respecto á la ci - 
tacion por despacho.  
(4) Aunque no se permite la apelacion contra el auto de la Audiencia 
 
admitiendo la demanda, puede alegarse en la contestacion, como es-
cepcion perentoria, la improcedencia de la vfa contenciosa. (Art. 7.° del 
decreto de 6 de abril de 1869.) 
(2) Sobre quién debe ejercer en el dia las funciones atribuidas por  
Reglamento al Secretario y a los Ujieres, véase el art. 3 ° del decreto  
de 6 de abril de 2869, antes inserto y su nota. 
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Art. 22. Las escepciones dilatorias se interpondrán antes de contes-
tar, y se resolverán por el Tribunal contencioso sin más trámites que el es-
crito en que se deduzcan y su contestacion, que deberá evacuarse en el 
término de seis días. • 
Art. 23. Las escepciones dilatorias son las siguientes:-1.' Falta de 
personalidad en el actor 6 en el Abogado para comparecer en juicio.-2.` 
Litis-pendencia.-3.' Fianza de arraigo.—Esta podrá exigirla el demanda-
do cuando el demandante sea transeunte 6 extranjero no domiciliado, que-
dando en tal caso escusado aquel de contestar 6 la demanda mientras el 
actor no dé fianza de pagar las costas y los gastos y perjuicios que ocasione 
el proceso, 6 no deposite la suma equivalente. 
SSCCIOa SEGUNDA.—De las pruebas. 
Art. 24. habrá lugar á prueba siempre que, á juicio de la Seccion de 
lo Contencioso, haya hechos pertinentes que justificar. 
Art. 25. Así las partes como el Ministerio fiscal solicitarán la prueba 
en un otrosí de los escritos de demanda y contestacion. 
Art. 26. Las pruebas que hayan de practicarse eu las capitales se de-
legarán eu cualquiera de los Consejeros de la Secciou de lo Contencioso; y 
fuera de las capitales se someterán á los Alcaldes mayores de los distritos 
respectivos, los cuales deberán ajustarse en su práctica á lo prescrito eu 
este reglamento y en el de lo contencioso del Consejo de Estado. 
Art. 27. Evacuadas las pruebas, y agregadas al proceso, se habrá el 
pleito por concluso, y permanecerá en la Secretaría durante quince dias, á 
tie de que las partes 6 sus Abogados puedan tomar la instruccion necesa-
ria para informar el dia de la vista. , 
Art. 28. Puede hacerse la prueba por medio de posiciones, testigos, 
comprobacion de documentos presentados, inspeccion ocular 6 cualquiera 
otra diligencia conducente al descubrimiento de la verdad (1). 
Art. 2t1. El término de la prueba se fijará por el Tribunal contencioso-
administrativo, segun fuere la naturaleza 6 circunstancias de la prueba 
misma. 
CAPÍTULO Ill.—Del procedimiento en rebeldía. 
Art, 30. No compareciendo un litigante citado y emplazado, 6 no con-
testando á la demanda, se fallará el proceso en rebeldía. 
Art. 31. Acusada la rebeldía, el actor obtendrá lo que pidiere en cuan-
to no fuere injusto. Si el actor no hubiere comparecido en forma despues 
de autorizada la via contenciosa, será absuelto el demandado. 
Art. 32. Para mejor proveer en rebeldía podrá practicarse prueba de 
oficio, no siendo la de testigos. 
Art. 33. Si la cédula de emplazamiento resultare nula, no se declarará 
la rebeldía contra el demandado, y se mandará emplazarle de nuevo. 
Art. 34. Si por fuerza mayor notoria no pudiere alguna de las partes 
comparecer en el término del emplazamiento, se suspenderá la declaracion 
de rebeldía, y podrá dictarse nuevo emplazamiento. 
Art. 35. Cuando fundándose la demanda en un mismo titulo, y te- 
(t) Cada una de estas clases de prueba ha de practicarse del modo 
• 	 que se ordena en el Reglamento de lo contencioso del Consejo Real, y 
que puede verse en las págs. tino y sigs. de este tomo. 
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niendo un mismo objeto contra diferentes personas, las unas incurran en 
rebeldía y las otras uo, podrá el Tribunal suspender su decision hasta pro-
nunciar la definitiva respecto á todos los demandados. 
Art. 36. La sentencia en rebeldía se notificará por medio de anuncio 
en el periódico oficial, y de éste se agregará un ejemplar al proceso. 
Art. 37. El contumaz no tendrá contra la sentencia otro recurso que 
el de rescision por nulidad de la cédula de emplazamiento, 6 por fuerza 
mayor notoria que le hubiere impedido comparecer en el término del em-
plazamiento. Este recurso será objeto de un juicio prévio especial. 
CAPITULO IV.— De las providencias de sustanciacion y de la vista y fallo 
de los negocios. 
Art. 38. Los autos de mera sustanciacion serán dados por el Presiden-
te de la Seccion de lo Contencioso, aun en los dias y horas en que ésta no 
funcione.—Las providencias interlocutorias corresponden al Tribunal, que 
deberá darlas en el término de seis dies. 
Art. 39. El Tribunal fundará todas sus resoluciones definitivas, y 
tambien las providencias interlocutorias por las cuales conceda 6 deniegue 
la reposicion de otra. 
Art. 40. Las sentencias definitivas se dictarán despues de la vista pú-
blica del proceso. 
Art. 41. El Ponente propondrá y estender5 las providencias interlocu-
torias y definitivas, y despues de debatido el asunto en el Tribunal, se  pro - 
cederá á la votacion comenzando por el Ponente y terminando por el Pre-
sidente. El Fiscal no podrá hallarse presente á las deliberaciones ni á 
las votaciones.—El fallo so dictará dentro de diez dias despues de la vista 
definitiva del pleito, y se firmará y se publicará en las veinticuatro horas  . 
despues de haberse acordado. 
CAPiTULO V. —Recursos contra los autos y sentencias de los 
Tribunales contencioso-administrativos. 
SECCION PBINERA. —De la reposicton. 
Art. 42. Contra los autos interlocutorios podrá interponerse el recur-
so de reposicion dentro de tres dies, contados desde la notificacion. 
Art. 43. La reposicion se decidirá con cédula prévia de emplazamiento 
y un solo traslado por otros tres dias, y de la providencia que recaiga no 
podrá pedirse reposicion. 
SECCION SICVNDA.—De la aclaraclon. 
Art. 44. De las sentencias definitivas habrá lugar al recurso de acla-
racion cuando su parte dispositiva sea ambigua ú oscura en sus cláu-
sulas. 
Art. 45. Este recurso se interpondrá en el término de cinco dias, con-
tados desde la notificacion. 
Art. 46. La demanda sobre aclaracion se introducirá por cédula de 
emplazamiento, pena de nulidad, y se instruirá por los mismos trámites 
que otra demanda cualquiera. 
Art. 47. Las demandas de aclaracion no suspenderán la ejecucion de la 
sentencia.—El Tribunal, sin embargo, atendidas las circunstancias del 
caso, podrá sobreseer en la ejecucion bajo fianza.  . 
Art. 48. No procede la aclaracion:-1. ° Contra una de finitiva sobre 
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la cual se hubiere interpuesto una vez este recurso.-2." Contra la de-
finitiva misma de aclaracion. 
Art. 49. Si el Tribunal estimare procedente la aclaracion, admitirá el 
recurso y aclarará la duda ú oscuridad que ofrezca la definitiva sin variar 
en el fondo sus disposiciones. 
 
Art. 50. Las decisiones de este recurso se tornarán en la forma preve-
nida para las resoluciones finales. 
SECCION TERCERA.—De la rescislon.  
Art. 51. El recurso de rescision se interpondrá por el condenado eu 
rebeldía dentro de quince dias contados desde quo se hubiere hecho la no-
tificacion por medio de anuncio en el periódico oficial. 
Art. 52. Aun despues de este plazo podrá el condenado en rebeldía 
pedir la rescision, si acredita que no pudo tener noticia de la demanda ni 
de 13 sentencia, 6 que no le fué posible solicitarla por ausencia, enfermedad 
grave ú otro motivo semejante.  
Art. 53. Trascurrido aquel plazo y quince días despues de haber ce-
sado el impedimento á que se refiere el artículo anterior, no se admitirá el 
recurso. Tampoco se admitirá en ningun caso un añ r) despues de ejecutada 
la sentencia si fuere dictada en las provincias de América, 6 de dos si lo 
hubiese sido en Filipinas. 
Art. 54. El recurso de rescision se comunicará, pena de nulidad, por 
cédula de emplazamiento, donde se fije para comparecer el término de seis 
dia s. 
Art. 55. Deducido en forma el recurso, se suspenderá la ejecuciou de 
la sentencia en rebeldía, é no ser que al dictarse se hubiere ordenado su 
ejecucion sin perjuicio del recurso, con fianza 6 sin ella. 
Art. 56. En el caso del art. 52 no se suspenderá la ejecucion de la sen-
tencia si no se mandare al admitir el recurso de rescision. 
Art. 57. Rescindida la sentencia, continuará la actuation desde el trá-
mite en que se hallaba antes del incidente de rebeldía. 
Art. 58. La sentencia dictada sobre el recurso de rescision en los tér-
minos previstos en el art. 35, aprovechará á las partes condenadas en 
juicio contradictorio en los dos casos siguientes:-1.° Si la sentencia des-
cansare en fundamentos comunes, pero desconocidos á dichas partes, 6 
cuya prueba haya dependido de los contumaces.-2." Si la condena fuese 
indivisible. 
Art. 59. Si una parte fuere condenada por segunda vez eu rebeldía, no 
podrá deducir el recurso de rescision en el mismo negocio. 
SECCION CUARTA. —De la apelacion y nulidad.  
Art. 60. De las sentencias definitivas que dicten los Tribunales con-
tencioso-administrativos, podrá apelarse para ante el Consejo de Esta-
do (I) en todos los casos en que el interés del litigio pueda apreciarse, y 
su cuantía sea de 1,000 pesos al menos (2).—La apelacion deberá inter- 
(1) Hoy para ante la Sala tercera del Tribunal Supremo de Justicia.  
(Art. 8.° del decreto de s de abril de 4869.)  (2) yY si no puede apreciarse el interes del litigio? Entonces ha de  
reputarse éste como de mayor cuantía y admitirse la apelacion, la que  
sera inadmisible únicamente en los litigios cuyo interes, pudiendo apre-
ciarse, no pase de 2,0uo escudos, como para la Peninsula se ordena por  
el art. 98 de la ley de 25 de setiembre de 4863, inserto en la página 4055 
de este tomo.  
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ponerse dentro del término de diez días, contados desde aquel en que se 
hiciere saber á los interesados dicha sentencia. 
Art. 61. Podrá tambien interponerse contra la sentencia de que 
habla el articulo anterior el recurso de nulidad juntamente coa el de ape-
lacion. 
Art. 62. Contra las sentencias de menor cuantía procederá únicamente 
el recurso de nulidad, interpuesto en el mismo término de diez dias, con-
tados desde la notificacion. 
Art. 63. Para que se estime procedente el recurso de nulidad, en los 
casos de los artículos anteriores, deberá concurrir alguna de las circuns-
tancias siguientes:-1.' Que la sentencia no se haya dictado por el núme-
ro de votos necesario para formarla.-2.° Que la sentencia fuere contraria 
en su tener al texto espreso de las leyes, decretos y órdenes vigentes.-
3.' Que alguna de las partes careciere de poder bastante ó de capacidad 
para litigar.-4.' Que alguna de las partes no hubiere sido emplazada en 
tiempo y forma.-5.' Que no se hubiere citado á alguna de las partes para 
prueba 6 sentencia.-6.' Que se hubiere denegado la prueba necesaria para 
dictar sentencia.-7.' Que no sea el asunto de la competencia de la juris-
diccion administrativa (1). 
Art. 64. Para que proceda el recurso de nulidad en los casos 3.°, 
5.' y 6.' del articulo anterior, ha de haberse reclamado en primera instan-
cia en tiempo y forma contra la nulidad. 
Art. 65. De la providencia en que se declare que no es admisible el 
recurso de nulidad, podrá tambien apelarse para ante el Consejo de Esta-
do (2) dentro del término de diez días, contados desde la notificacion de di-
cha providencia. El Tribunal admitirá siempre en estos casos la apelacion 
y remitirá los autos, citadas y emplazadas las partes. 
Art. 66. Remitidos los autos al Consejo de Estado, procederá éste á 
su sustanciacion y fallo, como en las demás apelaciones que por la ley le 
están cometidas.—EI término, sin embargo, para mejorar ante el mismo 
Consejo, así las apelaciones, como los recursos de nulidad, será el de seis 
meses para las provincias de América, y de un año para Filipinas, á contar 
desde el dia en que hubiera sido notificada su admision. 
Art. 67. En lo que no fuere contrario á las anteriores determinaciones 
se observará el sistema de procedimientos del Consejo de Estado. 
Dado en Palacio á 4 de Julio de 1861.—Está rubricado de la Real mano. 
—El Ministro de la Guerra y de Ultramar, Leopoldo O'Donnell. 
(4) Esta circunstancia 7.' fué adicionada por Real decreto de 91 de 
setiembre de 4867. 
(9) Téngase por reproducida l8 nota 4.' al art. 60. 
• 
ADICIONES. 
Aunque en la portada y en la introduccion de este tomo se ha 
consignado que quedaba cerrado el APÉNDICE en 1.° de Octubre, 
creemos conveniente insertar aquí, como interesantes al objeto de 
esta obra, las disposiciones relativas al procedimiento civil , que se 
han publicado posteriormente durante la fortnacion del Repertorio 
al(ubético. 
ADICION AL JUICIO DE DESAUCIO. 
tliratnar: DECRETO DEL REGENTE DEL REINO de 29 de Octubre de 1869, 
mandando promulgar para su cumplimiento en las islas de Cuba y 
Puerto-Rico la ley de 25 de Junio de 1867, que re formó el juicio de de-
saucio. 
«Artículo l. ° El Ministro de Ultramar hará promulgar en las islas de 
Cuba y Puerto-Rico la ley de 25 de Junio de 1867, que vino á modificar 
en la Peninsula el título XII de la Ley de Enjuiciamiento civil (1), con las 
alteraciones contenidas en los artículos subsiguientes. 
' Art. 2.° Se declara sin aplicacion por ahora en las referidas islas el 
artículo 10 de la citada ley de 25 de junio (2). 
Art. 3.° En lugar de la cantidad de 300 escudos que designa en su 
artículo 9.° (3), deberá entenderse la de 2,000 escudos, conforme á lo or-
denado en el párrafo primero del art. 2.° de la instruccion dada en 9 de 
Diciembre de 1865 para la aplicacion de la ley de Enjuiciamiento civil á 
las islas de Cuba y Puerto-Rico.» 
ADICIONES AL JUICIO EJECUTIVO Y AL DE QUIEBRA. 
Fomento.—LEY DE LAS CERTES" CONSTITUYENTES , promulgada en 19 de 
Octubre de 1869 , declarando libre la creacion de Bancos territoriales, 
agrícolas y de emision y descuento, y la de sociedades de créditos, fa-
briles y demás que tengan por objeto cualquiera empresa industrial ó 
de comercio (4). 
«Art. 6.° Los Bancos quedan facultados para emilir billetes al portador 
hasta la cantidad 6 límite que fijen en sus estatutos. Su admision en las 
(i) Véanse las modificaciones hechas en dicho título, que es el que 
trata del juicio de desaucio, por la ley citada de 25 de junio de 4867 
en las págs. 775 y sigs. del presente tomo. (2) Dicho articulo, que puede verse en la página 806 de este tomo, 
dispone que se sustancien y fallen los recursos de apelacion durante 
el periodo de vacaciones. No puede esto tener aplicacion en Ultramar, 
porque aquellas Audiencias no tienen vacaciones. 
(a) Este articulo, que tambien puede verse en la pág. ti es, determi-
na que es potestativo en los interesados valerse 6 no de letrado en el 
juicio de desaucio, cuando el importe anual del arrendamiento no es-
ceda de 300 escudos. (t) Esta ley es la misma, de cuyo proyecto hicimos mencion al tra-
tar de la fuerza ejecutiva de los billetes de Banco en la pág. 865 y si- 
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transacciones mercantiles será voluntaria. Dichos documentos llevarán 
aparejada ejecucion para los efectos del art. 941 de la Ley de Enjuicia-
miento civil, adicionándose éste en la forma siguiente: 
Sesto. «Los billetes al portador emitidos por los Bancos, siempre que 
confronten con los libros talonarios, á no ser que, como en el caso ante-
rior (1), se proteste en el acta de la confrontacion de la falsedad del billete 
por persona competente. 
»En los billetes se espresarán las tres circunstancias indicadas: la re-
lacion entre el capital efectivo de la sociedad y el fiduciario, su admision 
voluntaria y su carácter ejecutivo.» 
Fomento.—LEY DE LAS CARTES CONSTITUYENTES, promulgada en 12 de 
Noviembre de 4869, dictando reglas para los procedimientos ejecutivos 
y de quiebra contra las compañías de ferro-carriles, canales y demás 
obras públicas análogas, subvencionadas por el Estado, y declarando 
los documentos emitidos por las mismas que llevan aparejada eje-
cucion. 
rr++ 1044e 
Articulo 1.' No son aplicables 4 las compañías de ferro-carriles los 
artículos 570 y 571 del Código de Comercio (2). Las obligaciones que hayan 
emitido, 6 que en lo sucesivo emitan, se regirán por las leyes de 3 de ju- 
nio de 4855,11 de julio de 1860, 29 de enero de 4862 y por el art. 10 de 
la ley de presupuestos de 3 de agosto de 1866, las cuales quedan subsis-
tentes. 
Art. 2.° Los cupones vencidos de las obligaciones hipotecarias emiti-
das por las empresas de ferro-carriles y las obligaciones á que haya cabi- 
guientes de este tomo. Por el art. e.° que aquí se inserta, ha sido adi-
cionado con un caso ó número, que ocupará el 6.° lugar, el art. 911 de 
la Ley de Enjuiciamiento civil, el cual disdono que •para que el juicio 
ejecutivo pueda tener lugar, se necesita un título que tenga aparejada 
ejecucion,. enumerando á continuacion estos títulos. Entre ellos hay 
que contar ya los billetes de Banco, siempre que reunan los requisi-
tos que determina el citado art. 6.° y previa la confrontacion judicial 
de los mismos con los libros talonarios, quedando así resueltas las du-
das que indicamos en dicho lugar. 
(4) Este caso os el del núm. s,° del art. 941 de la Ley de E. c., adi-
cionado por el decreto de a de diciembre de 1868: véase en la pág. ass 
de este tomo. 
(2) Estos dos artículos del Código de Comercio disponen lo siguien-
te:—.Art. 570. Las libranzas 6 pagarés que no estén espedidos á la 
Orden no se consideran contratos de comercio, sino simples promesa3 
de pago sujetas a las leyes comunes sobre prestamos.—Art. 671. Los 
pagarés en favor del portador, sin espresion de persona determinada, 
no producen obligacion civil ni accion en juicio..—Autorizadas espre-
samente las Compañías de ferro-carriles y otras de obras públicas, 
como lo están Cambien los Bancos de emision, para emitir obligaciones 
y pagarés al portador, era legal y lógico deducir que no reglan dichos 
dos artículos respecto de estas sociedades, creadas despues del Código 
de Comercio, y así estaba admitido en la práctica. Con la doclaracion 
que se hace en la presente ley, y en la anterior sobre Bancos y demás 
sociedades de crédito, se quita todo motivo de duda. Los espresados 
artículos regirán solamente para los pagarés emitidos por comerciantes 
particulares y por las sociedades mercantiles, que no reunan las con-
diciones de las indicadas. 
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do la suerte de amortizacion tendrán aparejada ejecucion, prévio el reco - 
nocimiento talonario, cuyo trámite se omitirá si hecho un requerimiento 
de pago á parte legitima no hubiesen sido protestados de falsedad. 
Art. 3. Por ninguna accion judicial ni administrativa podrá inter-
rumpirse el servicio de explotacion de las vías férreas. En consecuencia, 
no podrá despacharse ni trabarse ejecucion en las vías férreas abiertas al 
servicio público, ni, en sus estaciones, almacenes, talleres, terrenos, obras 
y edificios que á ellas correspondan, 6 que sean necesarios para su uso, nr 
en las locomotoras, carriles, wagones y demás efectos del material fijo y 
móvil destinados al movimiento de la línea. 
Art. 4.° Los acreedores de una Compañia tienen como garantía en los 
cases de caducidad: 
1.° Los rendimientos líquidos. 
2.° Cuando dichos rendimientos no bastaren,* lo que produzcan las 
obras vendidas en pública subasta por el tiempo que reste de la conçe-
síon, bajando del precio del remate el importe de la garantía retirada del 
depósito y los gastos de aprecio y subasta. 
En los demás casos la garantía de los acreedores será la misma en la 
forma que en los dos precedentes; pero del producto del remate solo se 
rebajarán los gastos de .aprecio y subasta. 
El tipo para los aprecios se tomará de las consideraciones económicas 
sobre el estado de las obras, su produccion presente y esperanzas estima-
bles del porvenir. 
Art. 5.° Responden tambien de las deudas de la Compañía y quedan 
sujetos á embargos los demás bienes que aquella posea, si no forman par-
te del camino 6 no son necesarios al movimiento y esplotacion del mismo. 
Art. 6.' Todo obligacionista á quien no se satisfaga el importe del ca-
pon vencido 6 capital que le corresponda por amortizacion, puede acudir 
al Juez del territorio en que esté domiciliada la Compañía en demanda del 
procedimiento ejecutivo. 
Dicho Juez actuará segun los trámites ordinarios de este procedimiento, 
despues de cumplir el requisito que prescribe el artículo siguiente. 
Art. 7.° Cuando el Juez despache ejecucion á instancia de uno 6 mas 
acreedores contra determinada Compañía, decretara. antes de entregar el 
mandamiento al demandante que la Administracion de ésta, bajo la respon-
sabilidad de sus individuos y en el término de 45 dias, presente un estado 
en que se fijen los rendimientos y gastos totales de administracion f  esplo - 
tacion con el líquido sobrante que resulte de los i2 meses anteriores. 
Si la Administracion de la Compañia no cumpliese esta prescripcion en 
el tiempo marcado, el Juez mandará de oficio hacer el estado á costa de la 
Compañía en el plazo de otros I5 dies. 
Los Administradores de la Compañía deberán poner á disposicion'del 
Juzgado y dentro de tercero dia improrogable cuantos antecedentes se les 
reclamen para la formacion de dicho estado. 
Art. 8. 	 El estado de que habla el artículo precedente se referirá á los 
productos y gastos del .año anterior; y si arrojase sobrante líquido, se con-
siderará como masa sujeta á embargo y ejecucion, que se llevará á efecto 
en los ingresos, dejando en libertad lo que segun aquel estado fuese nece-
sario para los gastos. 
Se presentará tambien con aquel estado otro de las deudas vencidas y 
que hayan de vencer en el semestre próximo: y si no hubiere sobrante lí-
quido de esplotacion, 6 no fuese suficiente para cubrir con la mitad del 
producto líquido anual, eonocida por la del año anterior, los débitos ya 
  
   
     
     
1154 	 APÉNDICE A LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL. 
vencidos y que venzan en el próximo semestre, se decretará que la Admi-
nistracion de la Compafifa presente en el término de 15 días un balance; y 
comprobado con lo que resulte de los libros de contabilidad, en otro tér-
mino de 15 días, si en efecto no hubiere sobrante 6 no fuese suficiente 
para el indicado objeto, procederá la suspension de pagos pidiéndola el 
acreedor. 
Si la Administracion de la Compañía no presenta el balance en el tér-
mino marcado, el Juez lo mandará hacer de oficio y á costa de la Compa-
ñía en el mismo período. Para ello hará el Juez que se pongan á disposi-
cion de las personas que se encarguen de este servicio dentro de tercero 
dia todos los libros, papeles y documentos necesarios. 
Art. 9.° Los acreedores de la Compañía, cuyos títulos no lleven apare-
jada ejecucion, podrán acudir é la vía ordinaria para hacer que prevalezcan 
sus derechos; pero en todos los casos, áutes de verificarse el embargo de 
los bienes de la Compañía, procede el trámite establecido en el art. 7.°, y 
solo podrá despacharse y trabarse ejecucion en los sobrantes de los rendi-
mientos brutos despues de asegurada la esplotacion. 
Art. 10. Toda Compañía que no pueda cubrir sus obligaciones tiene la 
facultad de presentarse al Juez competente en estado de suspension de pa - 
gos con el balance que se comprobará conforme lo dispuesto en el artícu-
lo 8.°, y resultando exacto se acorcjará la suspension. 
Art. 11. La declaracion de suspension de pagos, trae consigo la parali-
zacion de Ins procedimientos ejecutivos y de apremio; obliga á las Compa-
ñías á consignar en las Cajas de Depósitos del Gobierno 6 Bancos los so-
brantes despues de cubrir sus gastos de administracion, esplotacion y 
construction, y eu todo caso á presentar al Juez, á mas tardar en el térmi-
no de cuatro meses, una proposicion de convenio para el pago de los acree-
dores, aprobada préviameute en junta ordinaria 6 estraordinaria por los ac-
cionistas. 
Si acreedores que representen mas de un 3 por 100 del total pasivo so-
licitasen que la Compañía deudora exhiba sus libros y todos los anteceden-
tes que sirvan de comprobacioo de sus asientos, así como tambieu los que 
se refieran al convenio, deberá el Juez decretar dicha exhibicion, previ-
niéndoles que para llevarla á efecto nombren una comision compuesta de 
un número de personas que no podrá esceder de cinco. Se hará aquella 
eu las oficinas de la misma Companía, señalando con su audiencia las horas 
y la forma en que haya de realizarse para que no se perturbe ni embarace 
el curso de sus operaciones. Los gastos judiciales de la exhibicion y ele los 
testimonios que se saquen sou de cargo de los acreedores, á cuya instancia 
se practique esta diligencia. 
Art. 12. Los convenios de que habla el artículo anterior entre las 
Compañías y sus acreedores serán obligatorios para todos los interesados 
en el ferro-carril, siempre que concurra la adhesion de las mayorías que 
se espresan en los siguientes párrafos. 
Para los cómputos de esas mayorías, siempre que por virtud de esta ley 
los representantes de las Compañías hayan de presentar balances, sin que 
se entienda que se prejuzga cuestion alguna de preferencia, dividiran el 
pasivo en tres grupos; uno compuesto de los créditos de trabajo personal 
y de los procedentes de expropiaciones, obra y material no satisfechos por 
la Compañia; otro de los portadores de obligaciones por el capital que las 
mismas representan, y por los cupones y amortizacion vencidos y no pa-
gados, computándose los cupones y amortizacion por su valor total, y las 
obligaciones segun el tipo de la ley de 29 de enero de 1862; y el tercero 
• 
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de todos los demás créditos que existan contra la Compañia, cualquiera  
que sea su naturaleza y órden de prelacion entre sí y con relacion á los  
créditos de los dos grupos anteriores.  
Presentada por la Sociedad la proposicion de convenio, el Juez manda-
rá que en el término de 15 dias se publique en los periódicos oficiales, 6  
en su defecto en uno de los de mas publicidad del lugar del juicio, Ma-
drid, Barcelona, Sevilla, Paris, Lóndres y Bruselas, un edicto convocando 
 á los acreedores para que en el término de tres meses acudan á adherirse 
 á la proposicion de convenio que se insertará en el mismo edicto. En los 
convenios no tendrán representacion las obligaciones en cartera ni las  
pignoradas. 
No será necesario el otorgamiento de escritura pública para acreditar 
 
la adhesion al convenio, bastando que aparezca en cualquiera forma  qn.. 
han querido obligarse con arreglo al principio establecido en la ley ti-
tulo $.°, libro 10 de la Novísima Recopilacion.  
Los obligacionistas, para enviar sus adhesiones, habrán de acompañar-
las con un resguardo del depósito que hayan efectuado de sus títulos 6 cu-
pones, con la numeracion de ellos, ya eu las Cajas del Gobierno, ya en 
 
los Bancos, ya en las cajas de las Compañías deudoras y sus sucursales y 
 
banqueros, ya en los Consulados españoles establecidos en el estranjero, 
 
ya en los estranjeros residentes en España. Una carta de adhesion con el 
 
resguardo del depósito será suficiente para estimar la aceptacion del con-
venio. La personalidad de los acreedores de los otros dos grupos se esti-
mará acreditada para este efecto por lo resultivo del balance, y bastará la 
 
adhesion en cualquiera forma de las espresadas sin necesidad de otro re-
quisito. 
Si dentro del plazo de los tres meses se adhiriesen al convenio acree-
dores con representacion de tres quintas partes de cada cual de los tres  
grupos en que están divididos, se aprobará.  
En el caso de no obtenerse adhesiones bastantes, se hará una nueva pu-
blicacion del convenio dentro del término de 15 dias en los mismos perió-
dicos, para que en el plazo de dos meses acudan á adherirse los acreedo-
res, que ya no lo hubiesen efectuado, 6 si lo creyesen preferible á mani-
festar su oposicion en la misma forma dispuesta para las adhesiones, y  
acreditándose las personalidades por los que no las hubiesen acreditado  
anteriormente.  
Resultando que todas las adhesiones representan dos. quintos del total  
de cada uno de los dos primeros grupos, y  que no haya oposicion que es- 
ceda de otros dos quintos de cualquiera de dichos dos grupos 6 del total 
pasivo, se aprobará el convenio, publicando la sentencia y los números 
de las obligaciones adheridas en el periódico oficial del lugar del procedi-
miento y en la Gaceta de Madrid. En los demás casos no tendrá efecto 
el convenio, y se declarará á la empresa en estado de quiebra definitiva. 
La providencia del Juez es apelable para ante la Audiencia del territo-
rio en el término de 30 dies, contados desde la publicacion -en la Gaceta:  
pudiendo recibirse á prueba el pleito en esta instancia si se alegase alguu 
hecho pertinente á Juicio del Tribunal , teniendo en cuenta lo dispuesto 
en el art. 1157 del Código de Comercio. Contra la sentencia que ésta dicte 
habrá lugar al recurso de casacion; pero si la de primera instancia apro-
base el convenio , se llevará á ejecucion sin perjuicio de lo que se resuelva 
en superiores instancias. 
Art. 4 3. Si ,fuese desaprobado el convenio por. sentencia que causare 
ejecutoria ; si trascurriesen cuatro meses desde la declaracion de suspen- 
^ 
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sion de pagos sin que se somete el convenio á la aprobacion del Juez, 6 si 
aprobado el convenio no se cumpliese por la Cornpania deudora, se decla-
rará ésta en estado de quiebra definitiva, siempre que en el último caso lo 
pidan acreedores que representen la vigésima parte al menos del pasivo. 
Hecha que sea esta declaracion, se constituirá á nombre del Gobierno un 
Consejo de incautacion compuesto de nueve personas, un Presidente nom-
brado por el Gobierno, dos representantes de los accionistas, uno por cada 
cual de los grupos de acreedores y el resto á pluralidad de todos los acree-
dores, efectuándose el nombramiento por cartas dirigidas al Juez, y tarn-
bien se nombrarán ocho suplentes en la misma forma y -por los mismos 
gru pos. 
Art. 14. El auto declaratorio de la quiebra se pondrá eu conocimiento 
del Gobierno; pero no se notificará á las partes ni se publicará por edictos 
hasta tanto que aquel se haya incautado del ferro-carril y sus dependen-
cias, y haya organizado provisionalmente su admiuistracion y esplotacion, 
conforme se establece en el articulo anterior y con arreglo á lo dispuesto 
en el párrafo primero del art. 39 de la ley de 3 de junio de 1855. 
Inmediatamente despues de organizado provisionalmente el servicio de 
esplotacion se procederá á la tasacion del camino, debiendo anunciarse la 
subasta con término de seis meses para que se realice al año de aquella 
organizacion, 6 antes si se hubiesen reconocido y graduado los créditos. 
El rematante podrá ofrecer en esta subasta corno precio del remate, y 
le serán admitidos, créditos contra la empresa de cualquiera de los tres 
grupos determinados eu el art. 12 y conforme al balance; bastando res-
pecto é las obligaciones la confrontacion talonaria, y con las condiciones 
siguientes:  
1.' Obligacion de satisfacer á metálico los créditos que se declaren 6 
estén declarados preferentes en el juicio de quiebra. 
2.' Dar participacion á prorata á todos los créditos de su clase que lo 
soliciten dentro de seis meses y se asocien al efecto, y reconocer y obli-
garse á pagar los que no se asocien por el importe que representen, 
hecha prorata entre el total de ellos del valor líquido en venta, deducidos 
los pago .referentes. 
3. 	 El rematante, si fuere obligacionista, en el término de 30 dias con- 
signará en depósito una cantidad en dinero 6 valores del Estado por el 
precio de cotizaciou, reponiendo cada dos meses las bajas , si las hubiere, 
equivalente al importe de los créditos del primer grupo por lo que resulte 
en el balance , á salvo de lo que arroje respecto de esto la graduacion. Si 
fuese el rematante acreedor comun, consignará además en depósito, dentro 
del mismo plazo, lo necesario para pagar los cupones vencidos y amortiza-
cion no satisfechos, y en todo caso los rematantes hipotecarán tambieu el 
camino á las demás obligaciones impuestas por el remate. 
Si el precio del remate se pagase en dinero, hechas las deducciones 
que corresponden cou arreglo al art. 4.° de esta ley, se depositará el líqui -
do en la Caja general de Depósitos á disposicion del Juez 6 Tribunal que 
conozca de la quiebra, pasando el farro-carril, Ubre de toda deuda, á ma-
nos del nuevo concesionario. 
Realizada la subasta en esta forma , quedarán cancelados los títulos y 
estinguida la hipoteca sobre el camino respecto de todos los créditos aso-
ciados , y el rematante 6 nuevo concesionario se entenderá subrogado é la 
anterior empresa con relacion al Estado en todos los derechos y obligacio-
nes referentes al ferro-carril subastado. 
No habiendo postores que en la primera subasta cubran el total avalúo 
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del ferro-carril, se anunciará inmediatamente, con término de seis meses, 
la segunda subasta, en que se admitirán posturas que cubran dos terceras 
partes de dicho avalúo. 
Art. 15. El Consejo de incautacion que administre y esplote el ferro-
carril, estará obligado: primero, á depositar con carácter necesario los pro-
ductos en la Caja general de Depósitos, despues de deducidos y pagados los 
gastos de administracion y esplotacion: segundo, á entregar en la misma 
Caja, y en el concepto tambien de depósito necesario, las existencias en 
metálico 6 valores que tuviera la Compañía al tiempo de la incautacion; y 
tercero, á exhibir los libros y papeles pertenecientes á la Compañía cuando 
proceda y lo decrete el Juez á instancia de parte. 
Art. 16. El auto declaratorio de la quiebra se notificará á los acreedo-
res á cuya instancia se hubiese dictado y al Consejo de administracion de 
la Compañía, y se publicará además por edictos, que se insertarán en 
los periódicos oficiales 6 de mayor publicidad que se refieren en el ar-
ticulo 12. 
Dicho auto contendrá la convocatoria de los acreedores de la Compa-
ñía quebrada á la primera junta general, que tendrá lugar tres meses des-
pues de la in sercion de los edictos en la Gaceta de Madrid. 
Art. 17. Los tenedores de titulos al portador, para ser admitidos en 
juntas y ser parte en el juicio de quiebra, los presentarán al Juez; y resul-
tando legitimos por la confrontacion talonaria, se les pondrá un sello que 
diga: «Confrontado para la quiebra,» y se devolverán, quedando en autos 
nota espresiva del número y série, capital y cupones. El tenedor de esos 
títulos con dicho requisito que los exhiba en cualquier acto tendrá la re- 
presentacion de ellos. 
Art. 18. El nombramiento de Síndicos se liará en la primera junta de 
acreedores, y en la forma que previenen los artículos 1068 al 1071 del 
Código de Comercio. 
Sus atribuciones son: 
1.° Formar el balance general del estado de la Compañia quebrada, 
de modo que sea el resultado exacto de la verdadera situacion de los nego-
cios y dependencias de la quiebra. 
2.' Examinar los documentos justificativos de los créditos para esten-
der sobre cada uno de ellos el informe que deban presentar en la junta de 
acreedores, con arreglo á lo dispuesto en los arts. 4101 al 1104 del Código 
de Comercio. Respecto á títulos al portador, bastará el resultado del reco-
nocimiento que se hubiese practicado conforme al artículo anterior. 
3.' Defender los derechos de la quiebra, y ejercitar las acciones y es-
cepciones que la competan. 
4.° Promover, siempre que sea útil, la convocacion y celebracion de 
las juntas de acreedores. 
5.' Redactar y someter á la junta de acreedores en el término señalado 
en el art. 1140 del Código de Comercio un informe sobre la responsabili-
dad en que individualmente hayan podido incurrir los Administradores de 
la Compañia quebrada por su participacion en actos 6 acuerdos contrarios 
á los estatutos, y por distraccion de los fondos de la misma á otras nego-
ciaciones que la de su objeto 6 empresa, conforme á lo establecido en el 
art. 267 del Código de Comercio, y mas especialmente á lo que se halle 
dispuesto sobre el particular en los estatutos por que la Compañía que-
brada se hubiese regido. 
6.' Proponer á la junta de acreedores la distribucion que haya de ha-
cerse entre ellos del precio de la venta del ferro-carril, así como de los 
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demás valores que pertenezca á la Compañía quebrada, por el Orden en 
que se hayan graduado los créditos. 
Y 7.° Hacer á cada acreedor el pago de lo que le corresponda. 
Art. 19. En el examen y reconocimiento de los créditos, así como en 
su graduacion y pago á los acreedores, se observará lo dispuesto en los 
títulos 7.° y 8.°, libro 4.° del Código de Comercio, en cuanto no contra-
ríen las disposiciones de esta ley. 
Art. 20. En cualquier estado del procedimiento de quiebra puede la 
Compañia quebrada hacer á sus acreedores las proposiciones de convenio 
que á bien tenga sobre el pago de sus deudas. Estas proposiciones de con-
venio se sustanciarán y resolverán en la forma que establece esta ley. 
Art. 21. En el caso previsto por el art. 29 de la ley de 3 de junio de 
1855, el Gobierno, en el proyecto de ley que se ha de presentará las Car-
tes, cuidará de conciliar los derechos de los acreedores con el interés del 
Estado. rook t 
Mientras el camino no se enajene y lo siga explotando el Estado, los 
acreedores tendrán derecho á percibir los productos líquidos durante el 
tiempo por que se hubiese hecho la concesion anulada. 
Si el Gobierno arrendase la esplotacion, los acreedores tendrán derecho 
á ser satisfechos con el precio del arrendamiento. 
Art. 22. La Compañía quebrada estará siempre representada durante 
la quiebra segun tuviese previsto para este caso por sus estatutos, y á falta 
de esa disposiciou especial continuará su Consejo de administraciom confor-
me á los mismos estatutos. 
Articulo transitorio. No se exigirá la publicacion del edicto ni el plazo 
de los tres meses á las Compañías que con anterioridad á la promulgaciou 
de esta ley hubieren propuesto á sus acreedores un proyecto de convenio, 
siempre que esto se haya hecho con la publicidad prevenida en el párrafo 
segundo de este artículo, ú otra mayor, y que se hubieren obtenido adhe-
siones bastantes para su aprobacion. 
Pero será requisito indispensable en este caso que el Tribunal haga un 
llamamiento por edictos á los acreedores para que en el plazo de dos me-
ses puedan formalizar su oposicion los que no se hubiesen adherido al con-
venio, aplicándose en un todo lo dispuesto en los dos últimos párrafos del 
artículo 12 de esta ley. 
Artículo adicional. Todas las disposiciones de la presente ley serán 
aplicables á las Compañías concesionarias de canales y demás obras públi-
cas análogas que, subvencionadas por el Estado, tengan emitidas obligacio-
nes hipotecarias.. 
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V. Juez — 	 competente. 
Accion exhlbltorla.—V. Exhibicion. 
Acelon wlsta.—Su definicion y calificacion de esta clase 
de acciones. 	  
Juez 	 de 	 5.° 	 4.° — 	 competente para conocer 	 ellas.— Art. 	 §. 
y esplicacion 	 esta Ampliacion 	 de 	 materia 	  
Resoluciones del Trib. Sup. de Just. 	 la — 	 sobre 
	
misma. 
Formulario de demanda — 	 por accion mista 	  
Acelon personal.—Su definicion; caractéres que la distin-
guen, y actos de donde nace 	  
Juez 	 de — 	 competente para conocer 	 estas acciones. — 
Art. 5.° §. 3. 	  
Forma 	 debe hacerse — 	 en que 	 el emplazamiento para que el 
demandado quede sujeto al Juez del lugar del contrato. 
Cuando 	 los — 	 sean varios 	 obligados por accion personal y 
no tengan un mismo domicilio, ¿ante qué Juez deberán ser 
demandados? 	  
Juez 	 tenga domicilio fijo.— — 	 competente para el que no 
Art. 5.°, §. 3.° 	  
domicilio 	 cómo 	 adquiere — Qué se entiende por 	 y 	 se 	 para 
los efectos del fuero en la accion personal 	  
Resoluciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia. 
— 	
. 
Formulario de demanda — 	 por accion personal 	  
Acelon real.—Su definicion, divisiones y actos que la pro- 
	
ducen 	  
	
Juez 	 de las acciones reales so- — 	 competente para conocer 
bre bienes inmuebles.—Art. 5.° §. i 	  
1 
i 
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Aeeion real.—Juez competente para conocer de las accio- 
nes reales sobre bienes muebles.— Art. 5.° § 2.' 	 I 	 4 
— Esplicacion de esta materia, y de la clasiticacion de los 
bienes en inmuebles y muebles 	 I 	 11 
— Resoluciones del Trih. Sup. de Just. sobre esta materia 	  Ap. 606 
— Formulario de demanda por accion real sobre bienes in-
muebles. 	 II 	 469 
— Id. de id. por accion real sobre bienes muebles. . 	 . . 	 I1• 471 
Acciones sobre la gestion de los guardadores.— 
Juez competente para conocer de ellas.—Art. 5.° §. últ.. . 	 1 	 5 
— Qué clase de guardadores y qué gestiones de los mismos 
están comprendidas en dicha disposicion 	 I 	 -29 
— Resoluciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia. Ap. 609 
Acetones resolutorias ó reselsorias.—Procedimiento 
para asegurar con hipoteca especial los derechos que de 
ellas nacen  Ap. 1025 
Aceptaelon del poder.—V. Procurador. 
aclaraclon de sentencia.—V. Sentencias. 
\creedor.—Puede solicitar la prevencion del juicio ne-
cesario de testamentaría: caso en que caduca este dere-
c.hn.—Arts. 407, §. 3.• y 409  111 151 
•— V. Administracion del concurso.—Alimentos del con-
cursado. —Califcacion del concurso.—Compañías de ferro - 
carriles. —Concurso necesario.— Concurso voluntario.-
Convenio.—Graduacion de créditos.— Quiebra.— Quita y 
espera.—Reconocimiento de créditos.—Testamentaría. 
Acreedor hipotecario.—Procedimiento para preparar su 
demanda sobre el pago de su crédito contra el tercer po-
seedor de los bienes hipotecados  Ap. 102 
Acreedor refaccionario.—Procedimiento para la anota-
cion preventiva de su derecho en el Registro de la pro-
piedad  Ap. 1026 
Acreedores morosos.—V. Reconocimiento de créditos. 
Actos de eonciliacion.—V. Conciliacion. 
Actos de jarisdieclon voluntaria.—Cuáles sean: ca-
ractéres que los distinguen de los actos de la contenciosa.—
Art. 1207. •  V 6 
- — Reglas para la sustanciacion de los actos de jurisdiccion 
voluntaria, de que no hace la ley mencion especial.— Artí-
culos 1208 y 1209  V 15 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre dichas re- 
glas. 	  A p. 999 
-- Formulario para los actos de jurisdiccion voluntaria, que 
no tienen marcada tramitacion especial 	 V 	 29 
— Efectos que pueden producir en España los celebrados 
en país estranjero. 
	 V 
Acumulaclon de acciones.—En qué casos procede 
cuándo debe utilizarse 	
y 
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Actos de jurisdiecion voluntaria.—Si para darles 
cumplimiento en España deberá obtenerse el exequatur del 
Trib. Sup. de Just 
 v 3 
— Requisitos para que seau válidos en España 
	 V 	 4 
— En negocios de comercio.—Cuáles sean: han de practi-
carse en los Juzgados de 1." instancia: cuándo pueden co-
nocer de ellos los Jueces de paz.—Arts. 1.° y 2.° del título 
adicional 
	  Ap. 1017 
— Reglas especiales para la sustanciacion de dichos actos. 
—Art. 3. 0 de id 	  Ap. 1022 
Actos pñblicos.—En todos los de la Administracioo de jus-
ticia, tienen el deber los Tribunales y Jueces de mantener 
el buen órden, y exigir se les guarden el respeto y consi-
deracion debidos: cómo han de proceder contra los infrac-
tores.—Art. 42 . 	  
— V. Correcciones disciplinarias. 
Actuaciones judiciales.—Han de practicarse en dies y 
horas hábiles.—Art. 8.° 	 I 	 40 
— Qué se entiende por actuaciones judiciales 
	 1 	 44 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia. Ap. 618 
— V. Dias hábiles.—Diligencias judiciales.—Horas há-
biles. 
I 	 152 
442 
Aeumulaciou de autos.—Cuál saa su objeto 	  
-- Solo puede decretarse á instancia de parte.—Art. 156. 
— Causas por que debe decretarse.—Art. 157 	  
---- En qué casos se entiende dividirse la continencia de la 
causa para los efectos de la acumulacion.—Art. 158. .. . 
-- Casos en que no puede tener lugar la acumulacioo. . 
— Puede pedirse en cualquier estado del juicio.—Art. 159. 
	  i,Y si los pleitos estuvieren en distintas instancias?. . . . 
— Si procede la de autos que tengan tramitacion diferente. 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia; 
sobre que la acumulacion no puede tener lugar en juicios 
terminados, y cuándo se halla en este caso el ejecutivo. . . 
— Si procede la del juicio ejecutivo al universal de concurso 
despues de haber recaido en aquel sentencia de remate. . 
— Procedimiento para la acumulacion de pleitos de que co- 
noce un mismo Juez.—Arts. 160, 161 y i 62 	  
— Cuando los pleitos se siguen eu juzgados diferentes, eu 
cuál de ellos ha de pedirse la acumulacion.—Art. 163. . 
--- Sent. del Trib. Sup. de Just. con relacion á esta materia. 
— Procedimiento en el juzgado ante quien se solicite la 
acumulacion: cómo se han de reclamar los autos al Juez 
que de ellos conozca.—Arts. 164, 165 y 166.. . 
— Procedimiento en el juzgado•requerido.—Arts. 167, 168 












I 	 461 
Ap. 673 
461 
I 	 465 
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Aeumulaelon de autos.—Qué ha de hacerse cuando el 
requirente desista.—Arts. 170 y 171 	 I 	 467 
— 
Si insiste, han de remitir ambos Jueces los autos al su- 
perior comun: quién sea éste.—Arts. 172 y 173 	 I 	 467 
— 
El procedimiento para dirimir la contienda es el preve- 
nido para las competencias.—Art. 174 	 I 	 469 
— 
Sentencias del Trib. Sup. de Just. declarando que no 
procede el recurso de casacion contra las providencias que 
deciden sobre la acumulacion de autos  Ap. 674 
—
Ha de quedar en suspenso la sustanciacion de los pleitos 
desde que se pida la acumulacion: cuándo se alzará esta 
suspension.—Arts. 175 y 176 	 I 	 470 
— 
Efectos de la acumulacion: cómo han de sustanciarse y 
fallarse los autos acumulados.—Arts. 177 y 178 	 I 	 471 
— Formularios para las acumulaciones 	 I 475 
— V. Ab-intestato. — Concursos. — Quiebra.— Testamen-
taria. 
Adhesloo.—V. Apelacion de definitiva.—Apelacion de in-
teriocutoria. 
AdjadIcaeion.—V Division de herencia. 
Adminislraelon del ab-intestato.—Todo lo relativo á 
ella y sus incidencias ha de sustanciarse en la pieza primi-
tiva de autos.—Art. 378. . Ill 70 
— 
Esta pieza ha de estar de manifiesto en la escribanía á 
disposicion de los interesados: con qué objeto.—Art. 387. III 	 79 
- Nombramiento del administrador: fianza que debe pres- 
tar.—Arts. 359, §. 2.' y 361 	  Ill 	 28 
--- 
Podrá ampliarse esta fianza luego que se conozca la en- 
tidad del caudal.—.4rt. 385 	  . . 	 III 	 78 
— A presencia del administrador ha de abrirse la corres- 
pondencia del difunto.—Art. 364 	  III 	 29 
	
Es el representante del ab-intestato en todos sus pleitos 	  
—Art. 384.  	 Ill 	 75 
— Ha de rendir cuentas el dia último de cada mes: cómo 
han de aprobarse.—Arts. 386 y 388 	  III 	 79 
— Depósito del saldo: gastos que puede hacer el administra-
dor, y cómo se habilitará de fondos.—Art. 386... 
	
. III 	 82 
— Arrendamiento de los bienes del ab-intestato: cómo ha 
de ejecutarse: procedimiento para ello.—Arts. 389 á 396. III 	 84 
— Qué clases de bienes han de arrendarse conforme á dichas 
disposiciones 	 III 
	
85 
— No pueden enagenarse los bienes del ab-intestato: es-
cepciones de esta regla: solemnidad y procedimiento para 
la enajenacion en su caso: destino que ha de darse al pro-
ducto.—Arts. 397 y 398  III 94 
	
----- Cómo han de enajenarse los efectos públicos.—Art. 399 
	  III 	 100 
— Señalamiento de dia para abrir la correspondencia del 
difunto: destino que ha de dársele.—Art. 400 
	  Ill 	 401 
Recompensa á que tiene derecho el administrador del ab-
intestado.—Art. 401 
	  Ill 	 102 
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Admlolstraclon del ab-Intestato.—Cuenta general 
que debe rendir: cancelacion de la fianza.—Art. 402.. 	 III 	 108 
— Declaracion del Trib. Sup. de Just. sobre quien puede 
pedir dicha cuenta 
	
 Ap. 751 
— Formularios de todo lo relativo á la administracion del 
ab-intestato, 
	  
III 	 125 
— V. Ab-intestato. 
Admlolstraclon del concurso. —Todos los incidentes 
de ella han de sustanciarse en la pieza primera que lleva 
esta denominaciou.—Art. 548  III 38S 
— Se subdividirá en los ramos separados que sean necesa-
rios.—Art. 572.. 
	  III 	 409 
— Esta pieza se hallará siempre en la escribanía á disposi-
cion de los acreedores: cómo han de corregirse los abusos 
que se noten en la administracion.—Arts. 551 y 552... . III 393 
— Cuándo y cómo ha de hacerse entregad los Síndicos de 
los bienes, libros y papeles del concurso. —Art. 549... . III 	 390 
— Si el depositario deberá rendir cuentas á los Síndicos.. . 111 	 391 
— Los Síndicos deben presentar el dia último de Cada mes 
un estado 6 cuenta de su administracion: depósito de las 
existencias en metálico.—Art. 550... 
	
. III 	 392 
— Cantidad que el Juez podrá dejar en poder de los Síndi-
cos para gastos del concurso.—Art. 553 	  III 	 395 
— Ha de procederse inmediatamente á la enajenacion de 
los bienes del concurso, si la mayoría de los acreedores no 
acuerda lo contrario.—Art. 554  III 396 
— La enajenacion ha de hacerse en público remate, escepto 
la de efectos públicos: reglas para el avalúo, subasta, apro-
bacion del remate, otorgamiento de escritura y depósito 
del precio.—Arts. 555 á 581 inc. 	  Ill 	 398 
-- Declaracion del Trib. Sup. de Just. sobre la inteligencia 
del art. 559. 	  Ap. 770 
— Qué ha de hacerse cuando no haya habido postura ad- 
misible en la 4.' ni en la I2.' subasta.—Arts. 562 á 584. . III 	 403 
— Cómo deberá practicarse el arrendamiento de bienes del 
concurso 	  Ill 	 397 
— Silos Síndicos podrán comprar 6 arrendar dichos bie- 
nes 	   III 	 402 
— Cuándo han de rendir los Síndicos su cuenta general: 
cómo ha de ser aprobada, 6 sustanciarse en su caso la 
oposicion del deudor 6 de los acreedores.—Arts. 565 á 587. 111 	 405 
— 
Lo que ha de hacerse, aprobada la cuenta de los Síndi-
cos, de los libros y papeles del concurso, y en su caso de 
los bienes sobrantes.— Arts. 568 y 569.   Ill 406 
— Ha de publicarse y notificarse á los acreedores el resul-
tado definitivo del concurso: en qué forma.—Art. 570.. . . Ill 	 407 
— A la vez ha de declararse la rehabilitacion del concur- 
sado: casos en que procede.—Art. 571 
	
 
Ill 	 407 
— Formularios para estos procedimientos. 
	
 III 	 504 
— V. Concurso necesario.—Concurso voluntario. 
TOMO V. 	 144 
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.Admloletraclon de la quiebra.—V. Quiebra. 
Adminlstraelon de testamentaria.—Todo lo relativo 
á ella ha de actuarse en pieza separada, formándose ade- 
más los ramos que sean necesarios.—Art. 500 	  III 	 264 
—
Quién tiene derecho á ser administrador: cuándo, cómo 
y por quién ha de ser nombrado.—Arts. 423 y 424. . . . III 	 169 
— Fianza que debe prestar el administrador: pueden dis- 
pensarle de ella los interesados en el juicio voluntario.— 
Art. 424, regs. 5.• y 6.' 	  III 	 174' 
—
Cuando él juicio sea necesario, debe dar fianza el admi-
nistrador en todo caso.—Art. 499, reg. 5.' 	  Il I 	 260 
— Cuándo y cómo se ha de poner en posesion al adminis-
trador.—Art. 501. 	  lit 	 264 
-- Este rendirá cuenta el dia último de cada mes: cómo ha 
de ser examivada y por quién: reclamaciones sobre ella.—
Art. 502  III 265 
—
El cónyuge sobreviviente y el legatario de parte alícuo-
ta tienen el mismo derecho que los herederos para exigir 
la rendicion de cuentas del administrador y examinarlas.—
Sent. del Trib. Sup. 	  Ap. 760 
— Es aplicable á esta administracion todo lo ordenado para 
la del ab-intestato; sin otra diferencia que la de que la 
correspondencia deberá abrirse tambien á presencia de los 
herederos si quieren concurrir.—Art. 503 
	
 111 	 266 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre cuentas. . . Ap. 764 
— Cuándo, cómo y á quién ha de entregar el administrador 
lo que obre en su poder: resguardo que debe dársele.—
Art. 504 	  Ill 	 269 
— Formulario para estos procedimientos 
	
 III 	 313 
— V. Administracion del ab-intestato.—Testamentaria. 
Adminlstrador.—V. Ab-intestato.—Administracion (eu 
sus diferentes artículos.) 
Adopeion.—Ha de hacerse con autorizacion del Juez: pro- 
cedimiento cara otorgarla. 
	 V 	 9 
-- Formulario de un espediente de adopcion 
	  V 	 29 . 
Adniterlo .—V. Depósito de personas. 
Adveraelon de testamento.—Cómo ha de hacerse la del 
que se otorga eu Aragon ante el párroco y dos testigos. . . 
	
V 	 442 
— R. O. de 4 de febrero de 1867, dictando reglas para lle- 
var á efecto dicha adveracion.  
	 V. 476 
aguas.—Jurisdiccion competente para conocer de esta ma- 
	
teria.    
 Ap. 657 
.Alegaelen en derecho.—Qué sea: casos en que puede 
escribirse é imprimirse dicha alegacion, en lugar del infor- 
me oral, para la vista de un pleito en segunda instancia: 
reglas para verificarlo y para fallar el pleito en este caso.— 




Tom 	 l'áge. 
Alegatos.—Qué sean estos escritos. 	
 II 	 419 
— Cuándo se entregan los autos para alegar de bien proba- 




— Cuándo, si se hubieren propuesto tachas: en este caso 
ha de alegarse é la vez sobre ellas y sobre lo principal.—
Arts. 324 y 325.  	 II 	 413 
— término para alegar de bien probado el actor.—Arts. 326 
y 3 .27.  	 II 	 420 
— Del alegato de este se di traslado al demandado por igual 
término: copia para entregarla al actor.—Art. 328 
	 II 	 4 .24 
— Forma en que deberán redactarse los alegatos. .. .  
	 II 	 423 
• 
	 • 	
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta mate- 
	
ria   
 Ap. 738 
— Formularios para los alegatos. 
	  II 	 542 
Alimentos.—Significacion jurídica de esta palabra: sus di- 
ferentes denominaciones ó calificativos 
	 V 	 35 
— Personas que tienen el derecho á recibir alimentos, y las 
que están obligadas é prestarlos  
	 V 	 36 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia 
	
 Ap. 1001 
— V. Discernimiento.—Quiebra. 
Alimentos del concursado.—Cuándo pueden cunee-
dérsele por el Juez interinamente: resolucion sobre ello de 
la primera junta de acreedores.—Arts. 632 y 633  Ill 475 
— Término para impugnar el acuerdo de la junta: quién 
puede hacerlo: procedimiento de este juicio de alimentos. 
	
—Art. 634  
 III 	 478 
— Casos en que deberá percibir, ó no, los alimentos el con-
cursado durante el juicio sobre ellos.—Art. 635. 	
 III 	 479 
— Formularios para estos procedimientos. 	  III 	 512 
— V. Concurso necesario.—Concurso voluntario. 
Alimentos prrivislonales.—Por qué se les di esta deno- 
minacion.  	 V 	 :35 
— Requisitos necesarios para decretarlos: procedimiento 
para otorgarlos.—Arts. 1210 y 1211 	  V 	 40 
— 
Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia 	  A p. 1000 
— Cuándo procede la apelacion en ambos efectos, y cuándo 
en uno solo.—Arts. (212 á 1215 inc 	  V 	 44 
— Declaraciones del Trib. Sup. con relacioné este punto 	  Ap. 1002 
— Cómo y cuándo ha de ejecutarse la sentencia otorgando 
dichos alimentos.—Arts. 4216 y 1217.  	 V 	 46 
—
En este espediente no se permite discusion, ni sobre el 
derecho, ni sobre la entidad de los alimentos: queda é 
salvo el juicio ordinario.—Art. 1218 	 V 	 48 
-- 
Declaraciones del Trib. Sup. sobre este punto y sobre 
que no procede el recurso de casacion en el fondo. 	  Ap. 1002 
-- 
Formulario para los alimentos provisionales.. .. .. .  	 V 	 51 
	  V. Alimentos.—Depósito de personas. 
.tiquiler.—V. Arrendamiento. 
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Amigables componedores.— A quiénes se dé este  
nombre y cuál sea su carácter 	  IV 	 88 
—
Cuestiones que pueden someterse á su decision: forma  
en que han de decidirlas: personas que pueden contraer  
este compromiso.—Arts. 819 y 820. 	  IV 	 88 
—
Estos compromisos han de formalizarse necesariamente  
en escritura pública: circunstancias que ésta ha de con-
tener, bajo pena de nulidad: efectos que aquellos produ-
cen.—Arts. 821 et 824 inc 	  IV 	 90 
— 
Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta ma- 
teria. 	  Ap. 828 
—
Personas que pueden desempeñar este cargo: lo que ha  
de hacerse cuando alguno de los nombrados no reuna los  
requisitos exigidos: cómo han de aceptar, y ser reempla-
zado el que no acepte.—Arts. 825, 826 y 827 	  IV 	 92 
—
Aceptado el cargo , están obligados é desempeñarlo:  
cuándo empieza á contarse el término para fallar los ami-
gables componedores, y el tercero en su caso.—Articu- 
los 828, 829 y 830. 	  IV 	 93 
—
Con qué instruccion y en qué forma han de dictar su  
fallo, y ha de enterarse de él á los interesados; y cómo en  
su caso se ha de dirimir la discordia por el tercero.— 
Arts. 831, 832 y 833. 	  IV 	 94 
—
Declaraciones del Trib. Sup. sobre estos puntos 	  Ap. 	 829 
— 
Cuándo y por qué causas pueden ser recusados: proce-
dimiento para ello.—Arts. 834 y 835. 	  IV 	 99 
— 
Declaraciones del Trib. Sup. sobre esta materia . 	  Ap. 	 830 
—
Es ejecuorio el laudo que dicten de comun acuerdo 6 
 
por mayoría con el tercero: cómo ha de llevarse á efecto.-  
Art. 836. 	  IV 	 100 
— Declaraciones del Trib. Sup. con relacion á este punto. 
	
 Ap. 	 831 
— Formularios para el compromiso y juicio de amigables 
 
componedores. 	
 IV 	 103 
Amojonamiento.—Qué sea: su relacion con el apeo y des- 
linde 	
 V 	 228 
 
— V. Deslinde. 
 
Ampllaelon.—V. Escritos de ampliacion. 
 
A notacion preventiva.—V. Cancelacion.—Demanda.--
Embargos preventivos.—Juicio ejecutivo.—Legatarios.— 
—Rectificacion.—Títulos defectuosos. 
 




— De las providencias interlocutorias de primera instancia 
 
puede apelarse dentro de tres dias, si no se estimare la re- 
posicion solicitada préviamente.—Art. 65 
	 1 	 214 
— Qué providencias se hallan en dicho caso.  
	 I 	 220 
— De las sentencias definitivas y de las interlocutorias que 
 
decidan un artículo en primera instancia puede apelarse 
 
dentro de cinco dias.—Art. 67 
	 I 	 225 
— Personas que pueden apelar 
	 I 	 226 
-- Sentencias de que puede 6 no apelarse 




Apelaeion. —Desde cuándo corre el término para apelar, en 
4449 
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los diferentes casos que pueden ocurrir 	  I 232 
Tribunal 
	 debe I 237 — 	 ante quién y para ante quién 	 apelarse.. . 
Forma de 	 la l 240 -- 	 interponer 	 apelacion 	  
Declaraciones Ap. 840 — 	 del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia. 
Pueden 	 libremente — 	 admitirse las apelaciones 
	
y en ambos 
efectos, 6 en uno solo.—Art. 69 
	  
I 243 
1 245 Signiticacion ---- 	 de estas enunciativas y sus efectos 	  
Deben — 	 admitirse libremente en todos los casos en que no 
se halle prevenido que se admitan en un solo efecto.—Ar- 
tículo 70   	 I 243 
• 
	
100ftim Euumeration 	 de la I 247 — 	 de estos casos y esplicaciou 	 materia. 
Cómo ha — 	 de resolv3rse sobre la apelacion y si deberá oir- 





la 	 de — 	 libremente, ha de suspenderse 	 ejecucion 
la sentencia.—Art. 70 
	  
I 213 






todo 6 contra el Juez que en tal caso ejecuta en 
en parte el auto apelado 	  l 263 
Admitida 
	
la 	 de la — 	 en un efecto, no se suspende 	 ejecucion 
sentencia: qué ha de hacerse para ejecutarla, segun sea in- 
terlocutoria 6 definitiva, y para remitir los autos al Tribu- 
nal superior.—Art. 71 	  I 244 
Esplicacion y ampliacion de esta materia 	  I 254 
-- Formularios para la interposicion y admisiou de las apela- 
ciones de todas clases 	  II 551 
Término 
	
forma 	 la 	 de — 	 y 	 para mejorar 	 apelacion 	 providen- 
cia interlocutoria, admitida en un solo efecto; consecuen- 
cias de no verificarlo.—Art. 72 	  1 244 
I 258 Esplanacion de 
	
de — 	 estos puntos y 	 sus procedimientos. . 
Recurso 	 libremente — 	 para que se declare admitida 	 una 
apelacion que lo ha sido en un solo efecto, y sus procedi- 
	
mientos, con distincion de providencias 	 interlocutorias y 
definitivas.-Arts. 73 y 74 	  I 265 
Recurso 	 declare 	 efecto — 	 para que se 
	
admitida en un solo 
la apelacion que lo ha sido en ambos 	  I 267 
Recurso 	 Juez 	 deniega cual- — 	 que procede contra el 	 que 
quiera apelacion —V. Recurso de queja. 
V. Conciliacion.—Incidentes.—Juicio de menor cuantía. — 
—Juicio verbal.—Segunda instancia;—y los tres articu-
los que siguen. 
apelacion de de finitiva. — Cómo ha de admitirse : á 
quién ha de citarse y emplazarse para la remesa de los au-
tos al Tribunal superior: término para comparecer en él.— 
Arts. 335 y 336 	  II 441 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre el defecto de 
interponer la apelacion sin firma de letrado 	  Ap. 710 
Sobre formacion del apuntamiento; efectos de la acusa- 
— 
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apelado, 6 de ambos, y cómo podrá aquel separarse de la  
apelacion.—V . Apelacion de interlocutoria.  
Apeleelon de deflolttva.—Sustanciacion que ha de darse  
á estas apelaciones desde que, formado el apuntamiento,  
se entregan los autos al apelante para espresar agravios,  
hasta que se mandan traer á la vista con citaciou para sen-
tencia.—Arts. 849 et 860  IV 120 
—
Declaraciones del Trib. Sup. de Just. respecto é los ale- 
gatos y al punto que sigue 	  Ap. 834 
 — 
 Cuándo y en qué caso podrá el apelado adherirse á la 
apelacion: su procedimiento.—Arts. 855 ci 857 	  IV 	 121 
— 
Forma en que han de verificarse las vistas, y los señala- 
mientos para ellas.—Arts. 861 11884 inc 	  IV 	 126  
- Término y forma para dictar la sentencia.—Art. 865. . 	  IV 	 127 
—
Declaraciones del Trib. Sup. sobre el fondo y la forma de  
las sentencias. 	  Ap. 835  
— Período de la segunda instancia en que pueden las par-
tes exigirse confesiones judiciales, presentar documentos, y  
pedir el recibimiento 8 prueba: causas y procedimiento  
para otorgarlo.—Arts. 866 et 870 inc 	  IV 	 130  
— Declaraciones del Trih. Sup. sobre estos puntos 	
 Ap. 835 
— Recursos contra las providencias sobre el recibimiento á  
prueba en la segunda instancia.—Arts. 871 y 87 .2. 	 . IV 	 133 
— Declaraciones del Trib. Sup. sobre este punto 	
 Ap. 839 
— Cuándo y en qué forma han de devolverse los autos al  
Juzgado inferior para la ejecucion de la sentencia, y po-. 
 
drá facilitarse certificacion de ella á la parte que la pida.—
Arts. 885 d. 888 inc 
	  IV 	 143 
- Formularios para mostrarse parte y acusar la rebeldía 	  IV 	 155  
— Id. para todas las actuaciones de la segunda instancia 	  IV 	 159 
— Procedimiento para la apelaciou de sentencias sobre li-
quidacion de cantidades, cuya importancia no se haya fija-
do en las ejecutorias.—V. Ejecucion de sentencia.  
— Id. en los interdictos.—V. Segunda instancia de los in-
terdictos. 
-- Id. en el juicio ejecutivo.—V. Segunda instancia del jui-
cio ejecutivo.  
— V. Apelacion.—Prueba en segunda instancia.—Regis-
tro de sentencias.  
Apelaclon de interloeatorta.—Recibidos los autos en  
la Audiencia, cuándo se han de pasar al Relator para 
 
apuntamiento.—Art. 837  IV 108 
 
— Lo que ha de hacerse cuando no comparezca el apelan-
te dentro del término del emplazamiento, y se le acuse la 
 
rebeldía; cuando no comparezca el apelado, y cuando no lo 
 
verifique ninguno de los dos.—Arts. 838 y 839  IV 108 
— Si se deberá declarar desierto el recurso cuando compa-
rezca el apelante despues de trascurrido el término y de 
 
acusada la rebeldía, pero antes de que haya recaido provi-
dencia. 	
 IV 	 111 
st 
1 
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Apelacion de Interloeutorta.—Declaraciones del Tri- 
bunal Sup. de Just. sobre estos puntos 
	  Ap. 832 
— Sustanciacion que ha de darse é estas apelaciones desde 
 
que queda formado el apuntamiento hasta que se llaman 
 
	
los autos á la vista para sentencia. Arts. 840 d 848 inc. IV 	 115 
— Cuándo y en qué •forma puede el apelado adherirse á la 
 
apelztcion.—Arts. 844 y 845 	  1V 	 117  
— Declaraciones del Trib. Sup. sobre este punto. 
	
 Ap. 834 
 
— Si procede el recibimiento á prueba en estas-apelacioues 
	 IV 	 119  
Procedimiento para estas apelaciones, cuando hayan sido 
 
admitidas en un solo efecto. 
	
 IV 	 11:1 
-- De qué modo podrá el apelante separarse de la apela- 
	
cion; y si podrá verificarlo ante el Juez de .1.' instancia.. . IV 
	 114 
— Sobre la forma en que ha de celebrarse la vista y dictar-
se la sentencia.—V. Apelacion de definitiva.  
— Formularios para mostrarse parte y acusar la rebeldía. . IV 	 155 
 — Id. para sustanciar las apelaciones de autos y sentencias 
 
interlocutorias 	
 IV 	 156  
— V. Apelacion. 
Apelaeion en easaelon. —Son apelables dentro de cinco 
 
dies para ante el Trib. Supremo las providencias denegan-
do la admision de los recursos de casacion: cómo han de 
 
remitirse los autos: término del emplazamiento, y á quién 
 
ha de hacerse.—Arts. 1072 y 1075.   IV 437 
 
-- El propio recurso se dá eu la práctica contra otras provi- 
dencias de la misma índole. 	
 Ap. 921 
 
— Competencia respectiva de las Salas del Tribunal Supre-
mo para conocer de dichas apelaciones.— Arts. 1073 
y 1074.. 	 ' I V 	 437 
— Ultimas disposiciones sobre este particular 	
 Ap. 908 
— Procedimientos para aeusar la rebeldía y declarar de-
sierto el recurso eu su caso, y para sustanciar estas apela-
ciones hasta dictar sentencia, publicarla y ejecutarla.—
Arts. 1077 d 1088 inc. 	  IV 	 439 
— Término para constituir el depósito para el recurso, 6  
prestar la caucion, en su caso, cuando el Tribunal Supre-
mo revoque la providencia apelada: procedimiento para 
 
ello.—Art. 1089. 	  IV 	 441 
— Formulario á que deben acomodarse estas apelaciones 	 IV 465 
&peo.—Qué sea: su relacion con el deslinde y amojona- 
miento.. .  	 V 	 228 
— V. Deslinde. 
t pertura de testamento. —V. Testamento cerrado. 
Apremlo.—Coutinuarán siendo administrativos los procedi-
mientos de apremio para la cobranza de contribuciones y 
 
otros créditos á favor de la Hacienda: interveucion que 
 
deben tener los Jaeces de paz en el embargo y venta de 
 
bienes.—Ley de 13 de julio de 1869.   Ap. 998 
 
— V. Procedimiento de apremio. 
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Apremio (para la devolution de autos).—Su definition, y 
objeto diferente del de la rebeldía. 	 I 	 120 
— Casos eu que procede el apremio, y cómo ha de solici- 
tarse y despacharse. 	 I 	 122 
— Medidas coercitivas para llevarlo á efecto. 	 I 	 123 
— Si puede dirigirse contra un letrado en cuyo poder se ha-
lien los autos  	 1 	 i 25 
— Formularios para el apremio y recogida de autos . . . . 	 II 	 556 
A rbitradores—V. Amigables componedores. 
Arbltros.—Su defniciou: han de decidir con arreglo á de- 
recho.  	 IV 	 1 
— Naturaleza y esteusion de la jurisdicción de los árbitros 	 IV 	 3 
— 	 Toda cuestion entre partes puede someterse á la deci- 
sion de jueces árbitros: escepciones de esta regla: personas 
que pueden contraer este compromiso.—Arts. 770, 771 
y 772.. . 	  IV 	 4 
— Si las pa ^ tes de coman acuerdo pueden someterse á un 
solo árbitro    IV 	 8 
— Sent. eu cas. de 25 de noviembre de 1869, aplicable á 
este punto. 	  A 	 p. 828 
— El compromiso ha de formalizarse necesariamente en es-
critura publica: circunstancias que esta ha de contener 
bajo pena de nulidad.—Arts. 773, 774 y 775  IV 8 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. con relacion á esta 
materia 	  Ap. 826 
— Si será indispensable el nombramiento de tercero, cuan- 
do sea uno 6 impar el número de los árbitros. 
	
 IV 	 12 
— Si podrán las partes prorogar de comuu acuerdo, 6 au-
torizar é los árbitros para que proroguen el término del 
compromiso  . 	  IV 	 13 
— Qué efectos producirán la avenencia de las partes en 
acto de conciliation á comprometer sus deferencias en ár- 
bitros, y la cláusula compromisaria puesta en un contrato 	  IV 	 17 
— A quién corresponde declarar la nulidad del compromi-
so, y con qué procedimiento  . 	  IV 	 18 
— El nombramiento de árbitros ha de recaer en letrados: 
circunstancias que éstos deben reunir: efectos del com-
promiso si no las reuneu.—Arts. 776 y 777.  IV 19 
— Si podrán ser árbitros los Magistrados, Jueces y otros 
funcionarios públicos 
	
 IV 	 20. 
— Aceptacion de los árbitros y del tercero; cómo ha de 
acreditarse: lo que ha de hacerse cuando no acepte alguno 
de ellos, y en qué casos queda sin efecto el compromiso por 
esta causa.—Arts. 778 a 781 inc 	  IV 	 22 
— Término que tienen los árbitros, y el tercero en su caso, 
para pronunciar su fallo: desde cuándo empieza á correr. 
—Art. 782. 	
 IV 	 26 
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árbitros: procedimiento para ello y sus efectos.—Arts. 784 
y 785 
	
 IV 	 30 
Arbitros.—Causas por las cuales cesa en sus efectos el com-
promiso.—Art. 786 	  IV 	 34 
	
Declaraciones del Trib. Sup. con relacion á este punto 	  Ap. 	 827 
— Efectos que produce la muerte de alguno de los árbi- 
tros.—Art. 787 	  IV 	 34 
— Formularios para la escritura de compromiso, su acep-
tacion y recusacion de los árbitros 
	
 
IV 	 77 
— V. Juicio arbitral. 
Arraigo del juicio.—V. Caucion judicatura solvi.-
Escepciones dilatorias. 
Arrendamiento.—Significacion comun y legal de esta pa- 
labra y de la de alquiler: bienes á que se refieren 
	
 III 	 86 
-- V. Administracion del ab-intestato.—Id. del concurso 
	  
—Desaucio. 
Arrogaeion.—Qué sea: si es un caso de dispensa de ley: 
cómo se instruye el espediente..  
	
V 	 283 
Articulo de previo pronunciamiento.—V. Incidentes. 
Asegurador de bienes inmuebles.—Casos en que 
puede pedir la constitucion de hipoteca especial sobre los 
bienes asegurados: procedimiento para ello  Ap. 1026 
Andieneia al condenado en rebeldía.--V. Juicio en 
rebeldía. 
A udiencia en justicia.—V. Correcciones disciplinarias. 
Audiencia publica.—V. Actos públicos. 
Ausente.—La declaracion de su muerte presunta puede ha- 
cerse en acto de jurisdiccion voluntaria 
	
V 	 11 
— V. Ab-intestato.—Curador ejemplar.—Division de he-
rencia.—Testamentaría. 
Autos para mejor proveer.—Diligencias que pueden 
decretar los Jueces y Tribunales con este objeto.—Art. 48. 	 1 	 170 
— En qué juicios pueden dictarse, y en qué estado.... 	 I 	 173 
— Si son apelables 6 suplicables estos autos. . 
	
1 	 175 
— Exámen y esplicacion de cada una de las diligencias que 
pueden acordarse para mejor proveer 
	
I 	 177 
— Si pueden decretarse otras diligencias, además de las 
enumeradas en el art. 48 	 1 	 485 
-- Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre la naturale - 
zay efectos de los autos para mejor proveer 
	
 Ap. 	 631 
--- Formulario de estos autos y sus diligencias 
	
11 	 546 
— Diligencias que pueden acordarse para mejor proveer en 
el juicio arbitral.—Art. 801. • 
	
 IV 	 52 
Avalúo.—Significacion de esta palabra 
	
 Ill 	 197 
— Constituye el segundo periodo del juicio de testamenta-
TOMO V. 	 445 
Tom. PIga. 
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ria: cuándo ha de practicarse esta operacion.—Arts. 425, 
 
426 y 440 
	
 .. 
Avatuio.—Bienes que han de ser valuados en las testamenta- 
 
rías.—Arts. 441 y 442. 
— Cómo la de hacerse el avalúo: cómo y por quién han de 
 
ser nombrados los peritos.—Arts. 443 á 448 inc. 
	 . 
— Reglas que han de observarse para el nombramiento de 
 
peritos, en cuanto á su capacidad, y de tercero en caso de 
 
discordia; recusacion de éste, y forma en que han de des-
empeñar su encargo.—Arts. 449 á 452 inc. . 	 . 
— Procedimiento para la aprobacion del avalúo.—Arts. 453 
 
y 454. 
	 . 	  
— Qué ha de hacerse si hubiese pleitos pendientes sobre  
inclusion 6 esclusion de bienes en el inventario: cómo y 
 
cuándo han de valuarse los que se manden incluir.—
Arts. 455 y 456  




- Procedimiento para sustanciar y fallar la oposicion al  
avalúo, cuando sea por error en la cosa objeto de este, 6 
 
en sus condiciones y circunstancias esenciales.—Arts. 458 
 
á 463 inc  
Cómo ha de sustanciarse dicha oposicion, cuando se  
funde en cohecho 6 inteligencia fraudulenta: en este caso 
 
ha de ser oido el Ministerio fiscal, y podrá procederse cri-
minalmente.—Arts. 464 y 465  
— Formularios para todo lo relativo al avalúo 
	  
-- V. Testamentaria.  




Beneficio de competencia.—En qué consiste, y á quién  
compete 	  
V. Concurso voluntario.  
Beneficio de inventario.—Qué sea: efectos que produ-
ce: cómo y cuándo ha de hacerse uso de él 	  
—
Cómo ha de hacerse el inventario cuando se acepte la  
herencia con dicho beneficio 	  
— V. Inventario.—Testamentaría.  
Bienes de aprovechamiento coman.—V. Deslinde.  
—Informacion para perpétua memoria.  
Bienes del Estado.—V. Deslinde.—Hacienda pública.  
Bienes de menores.—V. Yenta -de bienes de menores.  
Bienes de propios.—V. Deslinde.— Information para  
perpétua memoria.  
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Bienes Inmuebles. —V. Accion real.—Asegurador.— 
Yenta  de bienes de menores. 
Bienes muebles. — V. Accion real.—Emhibicion.—Venta 
de bienes de menores. 
Bienes reservables. —Cuándo y por quién ha de asegu-
rarse con hipoteca especial el derecho á dichos bienes: casos 
en que debe coustituirse esta hipoteca con aprobacion ju-
dicial: procedimiento para ello  Ap. 1026 
Billetes de Baneo. —Requisitos para que tengan fuerza 
ejecutiva.—Art. 941, núm. 6.° odic 	  Ap. 113 . 1 
C. 
Caja general de depósitos.—V. Depósito. 
Califlcacion del eoneurso.—Para verificarla, se forma 
la pieza tercera de autos: en qué estado del juicio, y pro-
videncias que para ello han de dictarse.—Art. 548. ..   
— Objeto de esta pieza 	  
— Documentos con que ha de formarse.—Art. 605. . . . 	  
— 
Exposi`ion que deben presentar los Síndicos del juicio 
que hayan formado del concurso y de sus causas: cuándo 
y dentro de qué término.—Art. 604 	  
— Audiencia del Promotor fiscal para que dé dictámen 
sobre si existe delito 6 falta.—Art. 605. 
-- Procedimiento y resolucion, segun el dictámen fiscal 
sea 6 no conforme al de los Síndicos, y favorable 6 con-
trario al concursado.—Arts. 606, 607 y 608  
— Derecho de los acreedores á personarse en esta pieza: 
cómo han ele verificarlo.—Art. 609 	  
— Procedimiento criminal contra el concursado, cuando el 
Juez estime que hay méritos para ello.—Art. 610 	  
- — Formularios para estos procedimientos 	 • 
--- V. Concurso necesario.— Concurso voluntario.—Convez 
nio.—Graduacion de créditos.—Reconocimiento de id. 
CaliQcacion de la quiebra.
—V. Quiebra. 
Caminos.—V. Servidumbres públicas. 
Canales.—V. Compañías de Obras públicas.—Servidum-
bres públicas. 
Canceiacion. —Casos en que lia de hacerse en virtud de 
mandamiento judicial la de inscripciones 6 anotaciones 













 Ap. 1027 
— V. Retracto. 
Cantidad iliquida. —V. Ejecucion de sentencia. 
Cantidad Iiquida. —V. Ejecucion de sentencia.—Juicio 
ejecutivo. 
r 
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Cañadas.—V. Servidumbres públicas. 
Carreteras.—V. Servidumbres publieas. 
Cartas - órdenes. —Casos y formas en que deben redactarse, 
y cómo han de dirigirse 	 I 	 14 t 
— 
Equivalen á los despachos y órdenes para dirigirse el 
Juez de primera instancia á los de paz 	 II 	 79 
Quién ha de autorizar las diligencias para su cumpli- 
miento en los Juzgados de paz 	  Ap. 698 
— 
Formulario para los rdespachos y cartas-órdenes y para 
las diligencias de su cumplimiento 	  II 	 480 
Casaeion.—V. Recurso de casacion. 
Casaeion en Interés de la ley.—Puede interponer este 
recurso el Ministerio fiscal: cuándo y con qué objeto: sus-
tanciacion que ha de dársele: efectos que produce la sen-
tencia que lo decide.—Arts. 1100 á 1102  IV 448 
Caueion.—V. Recurso de casacion. 
Caueion judlcatum solvi.—Casos en que puede pedirse 
al demandante extranjero, como escepcion dilatoria.—Ar- 
ticulo 238 	  • 	 II 	 116 
— V. Escepciones dilatorias. 
Causante. —Signification de esta palabra en lenguaje fo- 
rense    Ill 	 616 
Cesion de bienes. —Qué sea, y si está refundida en el 




-- V. Concurso voluntario.—Quiebra. 
Cesion de crédito hipotecario.—Cuéndo y cómo ha 
de darse conocimiento de este contrato al deudor 
	
 Ap. 1027 
Certificaciones.— V. Documentos públicos. 
Cita de leyó doctrina.—V. Recurso de casacion. 
Citacion. —Su objeto: debe practicarse en la forma preveni- 
da para las notificaciones 
	 1 	 97 
— V. Citacion para sentencia.—Notificacion.—Prueba. 
Citacion de remate.—V.— Juicio ejecutivo. 
Citacion para sentencia.—En qué estado del juicio ha 
de hacerse.—Art. 329 
	 II 	 426 
Efectos legales que produce 
	 Il 	 427 
— Cierra el debate y no pueden admitirse nuevos docu-
mentos.  	 11 	 244 
— Tampoco son admisibles las posiciones 6 la confesion en 
juicio despues de la citacion para definitiva.—Art. 292.' 
	 II 	 314 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia. Ap. 738 
— Formulario para dicha citacion 
	
 II 545 
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Cláusula eompromisaria.—Qué sea, y efectos que pro- 
duce    IV 	 17 




Compañías de [erro-earriles.—No les son aplica-
bles los arts. 570 y 574 del Código de Comercio, 'que tra-
tan del valor legal de los pagarés at portador: leyes espe-
ciales por las que se regirán las obligaciones que hayan 
emitido, ó emitan en lo sucesivo.—Art. 1.° de la ley de 12 
de noviembre de 1869  
— Requisitos para que tengan aparejada ejecucion los cu-
pones vencidos de las obligaciones hipotecarias de dichas 
compañías, y las mismas obligaciones á que haya cabido la 
suerte de amortizacion: reglas á que debe sujetarse este 
procedimiento ejecutivo: bienes y efectos que no pueden 
ser embargados, para que no se interrumpa el servicio de 
explotacion de las vías férreas.—Arts. 2." á 8.° de id. . . Ap. 1 132 
— Accion que compete á Ins acreedores de dichas compa-
ñías, cuyos títulos no lleven aparejada ejecucion.—Art. 9.° 
de id  Ap. 1134 
— Cuándo y cómo deben presentarse en estado de suspen-
sion de pagos: sus efectos: proposicion de convenio para 
el pago de los acredores.—Arts. 10 y 11 de id 	  Ap. 1134 
— Procedimiento para tratar del convenio y para su apro-
bacion: efectos de dicho convenio: recursos contra la pro-
videncia que lo apruebe.—Art 12 de id   Ap. 1134 
— Casos en que deben declararse estas compañías en estado 
de quiebra definitiva: efectos de esta declaracion: reglas pa-
ra la sustanciacion de la quiebra y pago de los acreedores, y 
para la incautacion del ferro-carril por el Gobierno y su 
venta.—Arts. 13 á 22 de' id 	  Ap. 1135 
-- Requisitos para que sean admitidos en las juntas de 
acreedores y é ser parte en el juicio de quiebra los tenedo-
res de títulos al portador, emitidos por dichas compañías.— 
Art 17 de id   
 Ap. 1437 
— Atribuciones de los Síndicos de la quiebra.—Art. 18 
	
de id    Ap. 1137 
— Quién ha de representar en este juicio á la comp:uñía 
quebrada.—Art. 22 de id 	  Ap. 1438 
— Cómo ha de sustanciarse y resolverse el convenio cuan-
do se haga la proposicion durante el procedimiento de 
quiebra.—Art. 20 de id.  
 Ap. 1138 
— Procedimiento para las proposiciones de convenio he- 
chas con anterioridad á esta ley.—Art. transit. de id. . Ap. 1138 
— Juez competente para conocer de dichos procedimien-
tos.—Art. 6.° de id 	  Ap. 1133 
— V. Ferro-carriles.—Obligaciones hipotecarias. 
	  Ap. 1 1 82 
t ^ 
n 
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Compaúinsde Obras públicas.—A las concesionarias de  
canales y demás obras públicas que, subvencionadas por el 
Estado, tengan emitidas obligaciones hipotecarias, son apli-
cables las disposiciones dictadas para los procedimientos  
ejecutivos y de quiebra contra las de ferro-carriles.—Ar-
liculo adic. de la ley de 12 de noviembre de 1869  Ap. I O R 
— V. Compañías de ferro-carriles. 
Compae'ecencla en juicio.—Quién tiene capacidad para  
comparecer por sí en juicio.—Art  12  	 I 	 49  
Quién ha de comparecer por el que no la tiene; personas  
y corporaciones que se hallan en este caso.—Id 	 I 	 50 
— Casos en que el hijo de familia puede comparecer por sí  
en juicio 
	
I 	 55 
-- Si podrán verificarlo los menores casados 	 I 	 57 
— Sentencias del Trib. Sup .. de Just. sobre la mujer casada  
y menores 
	  Ap. 619 
— Ha de verificarse por medio de procurador: casos de es-
cepcion.—Art. 13 
	
1 	 58 
— Si esta escepcion es estensiva á los incidentes de los casos 
exceptuados . 	 I 	 64 
Tambien ha de verificarse con direccion de letrado: casos 
de excepcion.—Art. 19. 	 I 	 83 
— Otro caso de excepcion: los juicios de desaucio, cuando  
el importe anual del arrendamiento no exceda de 300 es- 
cudos 	 Ap. 622 
-- V. Habilitacion para comparecer en juicio 
Compensaelon.—Su definicion: puede proponerse como  
accion y corno excepcion: efectos que produce 
	
II 	 173 
— Requisitos que son necesarios para que tenga lugar. . 	 II 	 174 
Competencia.—Su definicion: no debe confundirse con la  
jurisdicciou;son cosas diferentes 
	
I 	 6 
— Diversas acepciones y etimología de esta palabra 	 I 	 302 
— -- V, Cuestiones de competencia.—Fuero.—Juez compe- 
tente. 
Comprador.—V. Exhibicion.  
Com prowl MO.— V. Amigables componedores.—Arbitros.-
Juicio arbitral.  
Compulsorlo.—V. Mandamiento compulsorio. 
	
Concillacion.—Su definicion: veutajas de este acto. . . . 	 I 	 538 
	
 Debe intentarse antes de promover cualquier juicio: ca- 
sos de excepcion Arts. 201 y 202 	 I 	 542 
	
-- Si podrá intentarse y celebrarse en los casos esceptuados 	 I 	 551 
Declaraciones del Trib. Sup. de Just. relativas á dichos  
particulares 	  Ap. 684 
— No debe admitirse una demanda sin que se acompañe  
certificacion del acto de conciliacion 6 de haberse intenta-
do: efectos de esta omision.—Art. 203  I 552 
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Conclliaclon.—Juez de paz competente para conocer de 
los actos de conciliacion 
	 I 	 554 
— Quién lo será cuando los mismos Jueces de paz sean de-
mandantes 6 demandados, 6 el acto haya de celebrarse en-
tre ellos y sus suplentes.—Art. 10 del R. D. de 1858 
	
 Ap. 586 
— Idem, id. en Ultramar.—Art. 20 de la R. O. de 1865. . 	   Ap. 1102 
— Id. en negocios de comercio 
	
 Ap. 685 
— Sentencias del Trib. Sup. de Just. relativas á, dichos 
puntos 
	  Ap. 684 
— En qué forma ha de acudir al Juez de paz el que intente 
el acto de conciliacion, para que se cite al demandado.— 
Art. 205  '  	 I 	 56 
— Si el Juez de paz podrá de oficio negarse á conocer del 
negocio cuando se crea incompetente 
	
• 	
I 	 563 
— Citacion del demandado: forma en que ha de hacerse, se- 
gun los casos.—Arts. 206, 207 y 208. 
	 . 	 I 	 566 
Obligacion de las partes á comparecer en el dia y hora'se-
ñalados: pena del que no lo hace.—Art. 209 	 I 	 573 
— En tal caso se tiene por intentado el acto: cómo ha de 
acreditarse.—Art. 214 
	 I 	 590 
--- Si el procurador necesita poder especial para estos actos 	 1 	 573 
— Qué se hará cuando no concurra ninguna de las partes.   	 1 576 
— Quién debe exigir la multa impuesta al que no comparece 	
 Ap. 689 
— Cada parte ha de acompañarse de un hombre bueno: quién 
puede serlo.—Arts. 210 y 211 
	 1 	 580 
— Forma en que ha de celebrarse, estenderse y firmarse el 
acto de conciliacion.—Arts. 212 y 213 
	 1 	 582 
— Han de identificarse las personas de los interesados, cuan-
do se haga cesion de créditos de la Deuda del personal. 
—R. O. de 4 de octubre de 1861 
	  Ap. 686 
— Modo de llevar el libro de actas de conciliacion. 
	  Ap. 687 
Se dará certificacion del acta al interesado que la pida 	  
—Art. 215 
	 1 592 
— Valor legal de estas certificaciones para los efectos de la 
	
Ley Hipotecaria   
 Ap. 687 
— Quién ha de pagar los gastos del acto y certificaciones.— 
Art. 216 
	 I 	 593 
-- Recurso contra lo convenido en acto de conciliacion, la 
demanda de nulidad: término para interponerla: modo de 
sustanciarla.—Art. 217 
 I 595 
— Causas que dan lugar á dicha nulidad 
	 1 596 
— Juez competente para conocer de ella.  	 1 	 601 
Si contra estos convenios podrán utilizarse otras acciones 
6 recursos 	 1 	 602 
- — Sentencias del Tribunal Sup 
	
 de Just. referentes á estos 
puntos 
	
 Ap. 688 
— Si podrá pedirse la nulidad del acto, y en qué forma. . 	 1 600 
— Cómo ha de llevarse é efecto lo convenido en acto de 
conciliacion, y por quién.—Arts. 218 y 219 
	
1 	 605 
— Sobre el mismo asunto.—Sentencias del Trib. Sup. de 
	
Just   
 Ap. 609 
III 	 350 
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Conciliaelon.—Qué ha de hacer el Juez de paz cuando se 
suscite por un tercero alguna cuestion de derecho al lle-
var á efecto lo convenido.—Art. 219 
 1 611 
Apelacion de las providencias que se dicten en la ejecu-
cion de lo convenido; para ante quién, y en qué termino. 
—Art. 220 1 612 
— Contra la sentencia de dicha segunda instancia no se dá 
	
niugun recurso   
 AO. 693 
— Formulario para los autos de conciliacion. 	 I 	 619 
— Ante quién y en qué forma ha de celebrarse la concilia- 
cion para las querellas sobre injurias. . 
	
I 	 614 
-- V. Cuestiones de competencia. 
Concurso de aereedores.—Objeto de este juicio: por 
qué se llama universal: sus diferentes clases 
	
 III 	 489 
— V. Administracion del concurso.—Alimentos del con-
cursado.—Calificacion del concurso.—Concurso necesa-
rio.—Concurso voluntario.—Convenio.—Graduacion de 




Concurso necesario.—Su definiciou, y en qué se diferen-
cia del voluntario. 
	  
- Requisitos . para que pueda decretarse la formacion de 
este concurso.—Art. 521 
	  
Diligencias que han de practicarse para ello 
	  
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta ma-
teria 	  
— Juez competente para declarar el concurso: notificacion 
al deudor: reclamacion de los demás pleitos ejecutivos para 
acumulados al de concurso.—Arts. 522 y 523 	  Ill 	 353 
-- Qué juicios son acumulables al universal del concurso . 	 III 	 356 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta ma- 
teria. 	  Ap. 767 
— Providencias que han de dictarse para el  embargo y de- 
pósito de los bienes del deudor, ocupacion de sus libros y 
papeles y retencion de su correspondencia: cómo ha de 
abrirse ésta y ejecutarse todo lo demás.—Arts.524 á 529. . Ill 
	 357 
— Los frutos de los bienes de la mujer están sujetos al con- 
curso contra el marido.—Sent. del Trib. Sup 	  Ap. 769 
- Quién puede ser depositario : sus obligaciones. —Ar - 
ticulos 525 y 526 
	 . Ill 	 357 
— Cómo ha de proceder el depositario á la cobranza de cré- 
ditos y á la venta de bienes: dónde ha de depositar los fon- 
dos que recaude.—Arts. 529 y 529. 
	  lit 
	 358 
— Retribucion á que tiene derecho el depositario.—Ar- 
. título 530. 	 Ill 	 358 
— Cómo han de computarse sus dietas en Ultramar 
	  Ap. 769 
Oposicion del deudor á la declaracion de concurso: tér-
mino para interponerla: con quién ha de sustanciarse: 
mientras tanto continuarán ejecutándose las medidas para 
asegurar los bienes.—Arts. 531, 532 y 533.  
-- Procedimiento especial pera sustanciar la oposicion del 
11I 	 361 
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deudor en primera y en segunda instancia.— Articulo 534. III 	 360 
Concurso necesario.—Fallados los autos por la A udien- 
	
cia, cómo hau de devolverse al juzgado inferior.—Art. 535. Ill 	 367 
-- Efectos de la sentencia revocando el auto de declaracion 
de concurso.—Arts. 536 y 537. 
	
 Ill 	 367 
— Lo que ha de hacerse consentida 6 ejecutoriada la decla-
racion de concurso: cómo y con qué objeto han de ser 
llamados los acreedores.—Art. 538  Ill 369 
--- Junta general para el nombramiento de Síndicos: cómo 
ha de hacerse la convocacion de los acreedores.—Arts. 539 
y 540  III 370 
— C6mo ha de celebrarse dicha junta: acreedores que pue-
den concurrir é ella: forma de la votacion para el nombra-
miento de Síndicos: quiénes pueden serlo, y cuántos han 
de nombrarse.—Arts. 541, 542 y 543  Ill 374 
— Si puede el deudor hacer en esta junta proposiciones de 
convenio. 	  Ill 	 378 
— Retribucion á que tienen derecho los Síndicos.—Ar- 
	
ticulo 544    'III 	 380 
— Los acreedores y el deudor pueden impugnar la elec-
cion de los Síndicos: cómo ha de sustanciarse esta oposi-
cion: no suspende la continuacion del concurso.—Arts. 545 
y 546 	
 Ill 	 381 
— Acreedores que podrán hacer dicha impugnacion: den-
tro de qué término y por qué causas 	  Ill 	 382 
Nombrados los Síndicos se les pondrá en posesion y se 
publicará su nombramiento: cómo ha de hacerse y con qué 
objeto.—Art. 547  III 387 
- - Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre las acciones 
que pueden ejercer los Síndicos 
	
 Ap. '769 
— El juicio en adelante seguirá en tres piezas: sus denomi-
naciones y objeto.—Art. 548. 	  . . 	 Ill 	 388 
- — Terminadas las tres piezas, se acordará en la 1." la pu-
blicacion y notification del resultado definitivo del con-
curso, y eu su caso la relia bilitacion del concursado: cómo 
ha de ejecutarse.—Arts. 570 y 571   Ill 407 
— Cómo han de sustentarse los incidentes que ocurran en 
este juicio.—Art. 631, §. 2.° 
	
Ill 	 474 
Formularios para este juicio 
	  
III 	 499 
— V. Administracion del concurso.—Alimentos del con-
eursado.—Calificacicn del concurso.—Convenio.—Gra-
duacion de créditos.— Quita y espera.—Reconocimiento 
de créditos. 
Concurso voluntario.—Su detiniciou, y objeto de este juicio. 	 . 	 III 	 345 
- -- Juez competente para conocer de 0I.—Art. 505 
	
 III 	 317 
Decisiones del Trih. Sup. de Just. sobre este punto. . . 
	
 Ap. 765 
Documentos que debe acompañar el que se presente e q 
concurso voluntario: requisitos para que sea admitida su 
olicitud.—Art. 506 
	
 II I 	 317 
TOMO V. 	 140 
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Concurso voluntario.—Quién puede presentarse ea con- 
curso voluntario, 6 hacer cesion de bienes á sus acreedores 	  Ill 	 , 348 
-
Bienes que ha de comprender la cesion: casos en que 
puede toner lugar el beneficio de competencia 	  Ill 	 320 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre el primero 
	
de dichos puntos    Ap. 766 
—
Efectos que produce la cesion de bienes 6 concurso vo-
luntario. .  	 111 	 323 
-- Este concurso ha de sustanciarse como el necesario.— 
Art. 519 	  III 	 348 
— Esto ha de entenderse con esciusion de las disposicio-
nes peculiares del concurso necesario: sustanciacion que 
debe darse al voluntario hasta la convocacion de la primera 
junta.   Ill 348 
C6mo han de sustanciarse los incidentes que ocurran eu 
este juicio.—Art. 520 	  lit 	 348 
- - Declaracion del Trib. Sup. de Just. sobre este artículo y 
el anterior. 	  . . . . 	 Ap. 	 767 
---- Formularios para este juicio 
	  III 
	
498 
-- V. Administracion del concurso.—Alimentos del con-
cursado.—Calificacion del concurso.—Concurso necesa-
rio.—Convenio.—Craduacion de créditos.—Quita y es-
pera.— Reconocimiento de créditos. 
Condena de cortas.—Casos en que procede imponerla. . 	 I 	 284 
— Jurisprudencia del Trib. Sup. de Just. sobre esta ma- 
teria 	  Ap. 	 643 
Condenaclon.—Cuándo procede condenar al demandado, 
y sus efectos 	 I 	 198 
Condueño.—V. Exhibicion. 
Confeslon en juicio.—Su defiuicion: sus diferentes cla- 
ses, y cómo puede hacerse 	 [I 	 310 
— Requisitos que deben concurrir para que sea eficaz. .  
	 11 	 312 
-- Valor legal de este medio de prueba 	 II 	 383 
-- Eu qué estado del juicio puede exigirse: obligaciou de 
prestarla: cómo ha de hacerse la citaciou.—Arts. 292 
y 293  II 314 
— Puede hacerse bajo juramento decisorio 6 indecisorio: sus 
efectos en uno y otro caso.—Art. 294. 
	 . ,  	 II 	 314 
	
Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre estos puntos 
	
 Ap. 	 724 
— Las preguntas 6 posiciones han de ser afirmativas: si de- 
berán tenerse reservadas 	 Il 	 319 
— flan de versar sobre hechos propios del confesante. .  	 if 	 322 
— Las contestaciones deben ser afirmativas 6 negativas: 
apercibimiento al que se niegue á declarar 6 dé respuesta 
evasiva.—Art.295 
	 II 	 321 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. .sobre esta ma- 
teria 	  Ap. 	 723 
C6mo y por quién ha de firmarse la declaraciou del con
- 
fesaute. —Art. 296 	 II 	 323 
s 
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Confeslon en juleio.—Puede obligársele d que repita la 
declaration, sino contestó categóricamente Art. 298.. . 	 II 	 324 
— Casos ea que podrá ser tenido por confeso el• litigante: 
cuándo y en qué forma podrá Pedirse y hacerse esta decla-
racion.—Arts. 297 y 298 	 II 	 324 
--- . Sent. del Trib. Sup. de Just. sobre este punto 	  Ap. 728 
— 
Si;puede aplicarse . la pena del perjurio al confesante que 
á sabiendas falta á la verdad..  	 II 	 328 
---- Es apelable la providencia declarando, 6 no, confeso á 
un litigante: cuándo ,y ea qué forma lia de sustanciarse 
este recurso: cases en que se estimará abandonado.
—Arts: 299 á 302 inc. 1l 329 
— Formularios para la confesion en juicio y declaration de 
confeso 	 II 	 513 
----- V. Apelacion de definitiva.—Prueba en segunda ins- 
tancia. 
Confealon judicial.—Puede pedirse para preparar la ac- 
cion ejecutiva: tiene aparejada ejecucion la hecha ante 
jaez competente.—Arts. 941, núm. 3." y 942 	  IV 	 273 
-- V. Confesion en juicio.—Juicio ejecutivo. 
Contileto.—Qué sea: su s  diferentes clase; 	 I 	 302 
Consejo de familia.—V. Consentimiento paterno. 
Consejo paterno.—Qué hijos ban de pedirlo para con-
traer matrimonio: quién ha de darlo á falta del padre: 
cómo ha de acreditarse: efectos de la negativa, y de la omi- 
sion en pedirlo.—Art. 15 de la ley de 20 de junio de '1862. 
Reales órdenes de esta materia. . 	 . •. 	 . 	 V 	 400 
— Formulario para  ta peticion de dicho consejo ante el Juez 
depaz ............. t . .... 	 ..... . 
Consentimiento paterno.—Casos en que lo necesitan los 
hijos legítimos para contraer matrimonio: cuándo corres-
ponde prestarlo á la ,madre, abuelos, curador, y Juez de 4." 
Instancia, con la junta de parientes 6 consejo o de familia: 
efectos de la uegativa.—Arts. 1. 2.' y 3.° de la ley de 20 
• de junio.de 1862 	 V 	 379 
— Quiénes han de componer dicha junta de parientes: cómo 
han de reunirse y deliberar: quiéu hi de presidirla: expe- 
diente para ello,,Arts. 4." d 11 inc. de dicha ley 	  V 	 383 
— En qué casos' y de quién han de impetrar el consenti-
miento para el n7atrimonio los hijos naturales y los demás 
ilegítimos.—Arte. 12, 13 y 14 de id 	 V 	 392 
— R. O. de 21 de julio do 1865 sobre esta materia... . 	 V 	 402 
— 
Disposiciones de la Ley de' E. c. determinando el prócer 
dimiento parados pasos en que los Jueces deban dar el con- 
sentimiento para el matrimonio con indication de lo que 
ha sido modificado por la citada ley de 1862.—Arts. 1367 
' d 1373 inc  • 	 V 	 403 
- -- 
Formularios para otorgar el Juez el consentimiento con 
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Conelanacion.—La de lo que so debe 6 pertenece á un 
tercero puede hacerse como acto de jurisdiccion volun-
taria  
Contador. —V.—Division de herencia. 
Contestaclon.—Su definicion: sa importancia en la con- 
tienda judicial 	 II 	 143 
— Modos de contestar la demanda y sus procedimientos . . 	 ll 	 144 
Efectos de la contestacion 	 II 	 150 
- — Lo que ha de hacerse trascurrido el término del empla- 




acusa la rebeldía.—Art. 232 	 II 	 95 
  
Presentado en forma el demandado no declarado en re-
beldía, se le entregarán los autos para que conteste dentro 
de nueve dias.—Art. 234  II 103 
— Casos en que, siendo varios los demandados, deben hacer 
unidos su defensa.— Art. 235. 	 II 	 103 
--- Si el demandado propone escepciones dilatorias, qo está 
obligado á contestar la demanda hasta que se ejecutoríe el 
articulo sobre ellas Art. 236  II 107 
-- En este caso, si se desestiman las escepciones, se ha de 
contestar dentro de seis dias.—Art. 251  
	
II 	 451 
— Qué ha de hacerse cuando trascurren los seis dias sin pre-
sentarse la contestacion.—Art. 252 	 II 	 157 
— Si deberá admitirse el escrito de contestacion cuando se 
entregue con los autos al recogerlos en virtud del apremio. 
	 11 	 161 
Efectos de la contumacia del demandado en no contestar 
á la demanda 	
 11 	 162 	 olor 
— C6mo ha de formularse la contestacion: documentos que 
con ella deben presentarse. —Art. 253 	 II 	 164 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre este punto. . Ap. 705 
— Tambien deben acompañarse con ella los documentos re-
lativos á la personalidad del demandado y su procurador.—
Art. 18. 1 Q I 
Escepciones que deben proponerse en la contestacion: 
tambien la reconvenciou en su caso: cómo han de discu-
tirse.—Art. 254. 
 If 166 
-- Si pueden alegarse algunas escepciones despues de la con- 
testacion y cuándo 
	 II 	 169 
Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia. . Ap. 706 
— De la contestacion se di traslado al actor para la réplica 
por seis dias.—Art. 255 
	 II 	 1 9  1 
— Formularios paru la contestacion 
	 II 	 í9 
Continencia de la cansa.—V. 
.Icumulacian de autos. 
('onvenio.—V. Compafttias de ferro-carriles.—Quiebra. 
Convenio (en los concursos de acreedores).—Su definicion: 
ventajas para el concursado y sus acreedores 
	
 I ll 	 4h0 
— En qué pieza del concurso deberá actuarse lo relativo al 
convenio III 	 460 
1 
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Convenio (en los concursos de acreedores).—Eo cualquier. 
estado del juicio de concurso, puede tener lugar el conve-
nio: casó de excepcion: requisito para que pueda accederse 
á la solicitud de convocacion á junta  cou este objeto, y 
efectos que produce.—,4rts. 611 á 614 inc.  
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia. 
-- Junta general para tratar del convenio: su convocation y 
todo lo demás que á ella se refiere.—Arts. 615 á 622 inc 	  
— Lo que ha de hacerse, tanto en el caso de ser desestima-
das las proposiciones de convenio , como en el de ser apro-
badas.—Arts. 623 y 624 	  
— Término para impugnarla decision de la junta: acreedo-
res que pueden verificarlo: causas en que puede fundarse 
la impugnacion: procedimiento para sustanciarla.—Arts. 
625 á 629 inc. 	  
— Declaracion del Trib. Sup. de Just. sobre el art. 625. . . 
— Efectos dula ejecutoria estimando 6 desestimando la im- 
pugnacion.—Arts. 630 y 631. 
	  
— Formularios para estos procedimientos. 	  . . 
— V. Calificacion del concurso.—Cornpañias de ferro-
carriles.— Concurso necesario. — Concurso voluntario. — 
Quiebra.—Quita y espera. 
Cónyuge sobreviviente. — V. .4dministracion de testa-
mentaria. — Testamentaría. 
Correcciones disciplinarias. —Cómo deben los Jueces y 
Tribunales corregir 4 los que turben el orden de las vistas 
y demás actos públicos, 6 no les guarden el respecto y con-
consideracion debidos.—Art. 42  
Cómo ha de procederse en la exaccion de estas multas y 
recursos que podrá utilizar el multado 
	  
— Tambien pueden los Jueces y Tribunales corregir disci-
plinariamente é los abogados, relatores, escribanos, procu-
radores y demás subalternos y dependientes, por las faltas 
que cometan en el desempeño de sus funciones.—Art. 43. 
— Si las Audiencias pueden corregir disciplinariamente á los 
Jueces de 4.' instancia y éstos á los de paz, por faltasen el 
ejercicio de sus funciones.   
Correcciones disciplinarias que pueden imponerse.—
Art. 44. 	  
— Recurso contra estas correcciones: audiencia en justicia: 
cuándo y ante quién ha de interponerse.—Arts. 45 y 46, . 
Recursos contra las providencias que se dicten en el de 
audiencia en justicia.—Art. 47 	  
— Trámites para la sustanciacion del recurso de audiencia 
en justicia 	  
Sentencias del Trib. Sup. de Just. referentes á esta ma-
teria 	  
Correspondencia —Es uno de los medios de prueba.—
















1 4 62 
1 156 




i IfW 	 LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL - 
Tem. r i Re . 
Correapondenela.—Le son aplicables las disposidiones 
relativas á documentos privados.—Arts. 285 y 286. . . . 
— 	 A quién pertenece la propiedad de las cartas confiden- 
ciales 6 privadas 	  
— 
 V. .4 b -intestato. —Concurso necesario.—Cotejo.—Docu-
mentos privados.—Quiebra. 
Cosa mueble.—V. Exhibicion. 
Costas.—Gastos del juicio que se comprenden bajo dicha de-
nominacion. 	  
— Accion y procedimientos para reclamar las que no hayan 
side satisfechas durante el procedimiento. 
	  
-- V. Condena de costas.—Procurador para pleitos.—Ta-
sacion de costas. 
Cotejo.—Qué sea y sus diferentes clases. 
---- Casos en que es indispensable el cotejo de documentos 
públicos para su eficacia en juicio: no lo escusa la legali- 
zacion: forma en que ha de practicarse 	 11 	 265 
--- En qué casos puede pedirse el cotejo de letras de un do-
cumentn público 6 privado: cómo han de proceder Ins pe- 
ritos revisores para hacerlo.—Art. 287. 	 II 	 300 
Qué documentos se consideran indubitados para el co- 
tejo: quién ha de designarlos.—Arts. 288 y 289 	 II 	 302 
El Juez hará por si la comprobacion, sin tener que suje- 
tarse al dictámen de los peritos.—Art. 290.  
	
11 	 303 
Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia 	 \p. 723 
Formulario para el cotejo de documentos.  
	
II 	 506 
• Id. para el cotejo de letras 	 II 	 511 
('rédito hipotecario.—y. .A creedor hipotecario.--Cesinn 
de crédito hipotecario. 
Caantin.—Ha de atenderse á la del negocio para dar al 
juicio la tramitacion ordinaria de mayor, 6 de menor cuan-
tia, 6 verbal, que le corresponda 
 II 12 
-- Reglas y procedimientos para determinar el valor de la 
cosa litigiosa, segun el juicio que se haya entablado.. . . . 	 II 	 14 
Cnentas.—Cómo han de aprobarse las que rindan los tuto-
res y curadores durante la menor edad de sus pupilos.—
Arts. 1274 y 1275 
 V 130 
— Juez competente para conocer sobre las cuentas de la 
tutela. —Sent.  del Trib. Sup. 	  Ap. 1006 
— Quién debe conocer de las de fondos públicos. 
	 I 	 314 
Cnestion prévla, en casacion.—Puede promoverse en 
el Tribunal Supremo para que declare que no ha debido 
admitirse el recurso de casacion: cuándo y por quién puede 
promoverse , y cómo ha de sustanciarse y decidirse.—
.Arts. 1090 á 1095  IV ' ' 443 
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tes 	 especies 	  1 302 
— Pueden promoverse por inhibitoria 6 por declinataria, y 
ante quién.—Art. 	 82 	  I 320 
Qué 
	 inhibitoria, 	 declinatoria 	  — 	 sea 	 y qué I 321 
Ha de 	 uno de los dos medios, 	 del — 	 optarse por 	 y pena 	 que 
utiliza los dos.—Arts. 83 y 84 	  I 320 
No 	 de I 324 — 	 pueden promoverse 	 oficio 	  
-- No deben empeñarse entre un Juez inferior y su supe- 
rior gerárquico. 	  I 344 
En 	 del I 326 — 	 qué estado 	 juicio pueden promoverse 	  
Declaraciones del Trib. 	 Sup. de Just. 	 relativas é esta — • 
materia   	 Ap. 615 
Cuando 	 inhibitoria, ante 	 han de — 	 se promuevan por 	 quién 
proponerse, y en qué forma.—Arts. 82 y 85 	  I 327 
Declaraciones del Trib. Sup. de Just. 	 los casos eu sobre 
que pueden promoverse 	  Ap. 641 
Procedimientos 	 Juzgado requirente en el 	 para promover 
la contienda.—Arts. 86 4 89 	  1 328 
Procedimientos en el juzgado requerido para contestar al 
requirente.—.4rts. 90 4 94 	  1 333 
Resolucion del Juez 	 debate.— requirente para cerrar el 
Arts. 	 95, 96. y 97 	  I 337 
Declaraciones del Trib. Sup. de Just, 	 á esta ma- -- 	 relativas 
teria. 	  Ap. 649 




A 	 dirimir la 	 los ca- — 	 quién corresponde 	 cuestion, segun 
sos.—Arts. 09 y 100 	  1 341 
Idem 	 Ultramar 	  — 	 en Ali. 649 
-- Competencia 	 de las Salas del Tribunal Supre- respectiva 
mo para conocer de estas cuestiones.—Art. 101 	  t I 345 
sobre 	 este 	 punto. 	 . 	 . 	 . 	 . Ap. 650 Ultimas disposiciones 
---- Remesa de los autos al Tribunal 	 dirimente con citacion 
de las partes, y término para comparecer.—Art. 102. 	 . I 317 
Procedimientos 	 Tribunal Supremo 	 en las Au- — 	 en el 	 y 
diencias para dirimir estas cuestiones.—Arts. 105 4 110. 	 . I 347 
Recursos contra las decisiones de las Audiencias: no se 
dé contra las del Tribunal Supremo: forma en que estas 
deben publicarse.—Arls. 111y 112 	  I 355 
Decisiones 	 Trib. Sup. de Just. 	 Lu- — 	 del 	 sobre el caso y 
gar en que procede el recurso de casaciou 	  Ap. 650 
Casos 
	 decidir la 	 imponerse — 	 en que, al 	 cuestion, puede 
condena de costas.—Art. 	 113 	  1 35; 
— Declaracion del Trib. Sup. de lust. sobre esta materia. 	 . Ap. 652 
---- Deben remitirse los autos al Juez declarado competente. 
—Art. 
	 114. 	 . 	  I 361 
— Cómo deben pagarse y exigirse las costas cuando uo ha 
habido condena.—Arts. 
	 115, 116 y 117 	  I 362 
— Cómo ha n. de exigirse cuando ha recaidù condena de 
costas.—Art. 	 118. 	  1 365 
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Cuestiones de competencia.—Formulario para las cues- 
tiones de competencia 	 1 	 375 
Cómo han de decidirse las cuestiones de competencia en- 
tre jueces seculares y eclesiásticos. —Art. 119 	 I 	 366 
— 
idem entre jueces de paz sobre actos de conciliation.  	 l 	 559 
-
Idem entre los mismos sobre juicios verbales. .   IV 	 591 
Idem entre las autoridades administrativas y las judi- 
ciales.  	 I 	 367 
-- 
Nuevas disposiciones sobre este punto 	  Ap. 060 
— Idem idem para Ultramar 	  Ap. 662 
— V. Juicio ejecutivo. 
Cuota de preguntas. —V. Testigos. 
Cupones. — V. Compañías de (erro-carriles.—Obligaciones 
hipotecarias.—Obligaciones al portador. 
Curador para los bienes. — A quién se dl: eu qué se dife- 
rencia del tutor 	 V 	 74 
-- Por quién y I quién puede ser dejado en testamento: 
discernimiento del cargo: casos en que debe prestar fian- 
za: oposicion que puede hacer el menor, y cómo ha de 
sustanciarse.—Arts. 1231 d 1236 inc. 
	
V 	 76 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta ma- 
teria 	  Ap. 1004 
- — Cuándo y ea qué forma ha de hacer el nombramiento el 
mismo menor, y el Juez discernirle el cargo.—Arts. 1237 
d 1242 inc 	 V 	 78 
--- Formularios para el nombramiento, fianzas y discerui- 
mieuto de estos curadores 
	
V 	 153 
--- V. Cucntas.—Discernimiento.--Fianzas de tutores y 
curadores. --Remotion. 
Curador ejemplar.—Por qué se le di esta denomina- 
cion.  	 1' 	 82 
	
 Juez competente para hacer el nombramiento de este 
curador: cuándo ha de hacerlo: justificacion de la incapa- 
cidad.—Arts. 1243 y 124 t 	 V 	 83 
-- Personas á quienes debe nombrarse curador ejemplar.  
	
V 	 81 
— Cómo ha dejustificarse la incapacidad de los imbéciles, 
dementes y sordo-mudos d dicho efecto 
	
V 	 87 
-- Si en el raso de opesicion, podrá hacerse contencioso el 
espediente, ó cómo tia de sustanciarse  
	
V 	 87 
• --- Documento con que deberá justificarse la pena de inter- 
diccion civil, para el nombramiento d e curador al penado. 	 V 	 88 
--- Eu qué forma ha de hacerse la declaracion de incapaci- 
dad del pródigo I dicho fin 
	 V 	 88 
Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta ma- 
teria. 	
 Ap. 1004 
Personas en quienes debe recaer el nombramiento de 
tal curador.—Arts. 1245 á 1247 	 V 	 93 
- Declaracion del Trib. Sup. sobre este punto 
	
 Ap. 1005 
-
- Discernimiento prévia fianza : protocolizaciou del es-
pediente: posesion al curador.—Arts. 1248 d 1252 inc. . . 
	 V 	 95 
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Curador ejemplar.—Formularios para el nombramiento, 
fianzas y discernimiento de estos curadores.  	 V 	 454 
— V. Cuentas —Discernimiento.—Fianzas de tutores y 
curadores.—Remocion. 
Curador para pleltos.—A quién se dá este nombre 	 V 	 97 
— Juez competente para conocer de su nombramiento. . 	 V 	 98 
— Casos en que puede nombrarse curador para pleitos 	  
—Arts. 1253 y 1254.. 	  V 	 98 
— Cuándo ha de nombrarlo el Juez, , y cuándo los mismos 
menores: en qué forma deben hacer estos el nombramien-
to: personas en quienes ha de recaer en uno y otro caso: 
cómo ha de otorgar el Juez el discernimiento.—Arts.-1255 
á 1259 inc 	 V 	 100 
— Cómo lia de sustanciarse la oposicion que se le haga: el 
menor será representado por el Promotor.—Art. 1260. . . V 	 103 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. cou relacion á esta 
materia. 	  Ap. 1005 
— Formularios para el nombramiento y discernimiento de 
estos curadores. 	 `  	 V 	 156 
— V. Discernimiento.—Remocion. 
D. 
Declaraelon jurada.—V. Confesion en juicio.—Perso-
nalidad.— Testigos. 
Declaraeion de pobreza.—V. Defensa por pobre. 
Deellnatoria.—V. C zestiones de competencia.—Escepcio-
nes dilatorias. 
	 r 
Defectos de la demanda.—V. Escepciones dilatorias., 
Defensa por pobre.—Al que la obtenga por declaracion 
judicial, 	 ha de administrarse 
	 la 	 justicia 	 gratuitamente. 
elk 
—Arts. 479 y 480 	  1 483 
Beneficios 	 disfrutan losdeclarados 	 184. I 785 — 	 que 	 pobres.—Art. 
Tambien 	 de 	 beneficios las Escuelas 
Ap. 674 
— 	 gozan 	 estos 	 pías, 
hospitales y demás establecimientos de Beneficencia; pero 
	




	 deben 	 litigante — 	 que 	 concurrir en el 	 para 
tener derecho á ser declarado pobre.—Arts. 	 482 á 186.- 
Examen 	 de dichas 
I 4'.10 
— 	 y apreciacion 
	 circunstancias respecto 
de los que sólo vivan de un jornal, salario, sueldo, rentas, 
cultivo de tierras, cria de ganados, profesion, 	 industria 6 
comercio 	  
Id. 	 de los 	 de dichos 
I 498 
-- 	 respecto 	 que reunan dos 6 más 	 mo - 
dos 	 de vivir 	  ' 
hi. 	 de 	 infiera 
I 499 
— 	 respecto 	 los que por su modo de vivir se 
que no son pobres 
	  
— 	 cuando 	 varios unidos 
	  
I 500 Id. 	 litiguen 
TONO V. 	 147 
r 
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Detenea por pobre.—Si las rentas de la mujer han de 
computarse al marido, las del hijo al padre, etc.  
	
I 	 497 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre todos estos 
puntos. 	  A p. 675 
-- Ante qué Juez ha de solicitarse la declaratiou de pobre, 
y con citation de quién.—Art. 187 
	 I 	 501 
-- Decisiones del Trib. Sup. de Just. sobre el Juez compe= 
tente para los incidentes de pobre ta 	   Ap. 678 
— Casos en que el incidente de pobreza, segun sea el de-
mandante 6 el demandado quien la solicite, suspende el 
curso del pleito principal.—Arts. 188, 189 y 190.  	 I 	 503 
— Si no se suspende el pleito, será en él defendido como 
pobre el que solicitó esta declaracion, sin perjuicio del 
reintegro eu su caso.—Art. 189, 4. 2.° 
	 I 	 505 
—Doclaracion del Trib. Sup. de Just. sobre este punto.. . . Ap. 679 
— Lo que debe justificar, para ser defendido por pobre eu 
la 2.° instancia, 6 eu el recurso de casacion, el que no go-
za de este beneficio anteriormente.—Arts. 191 y 192.. . . 
	
I 	 507 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Jus. sobre este punto. . Ap. 679 
-- Efectos de la denegacion de la defensa por pobre: rein- 
tegro de costas y papel sellado.—Art. 193 
	  I 	 510 
Trámites por los cuales debe sustanciarse la pretension 
para la defensa por pobre.—Arts. 194 y 195 
	
I 	 511 
— Cómo ha de proveerse de letrado y procurador al que la 
solicita.  	 I 	 512 
— Debe ser citado y oido el Ministerio fiscal. . .   Ap. 680 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre procedimien-
tos en estos incidentes, y recursos contra la sentencia. . . Ap. 682 
— Condena de costas al que le sea denegada la defensa por 
pobre.—Art. 196. 	 1 	 520 
-- La declttracion de pobreza hecha en un pleito no puede 
utilizarse en otro, si se opone el contrario.—Art. 197. . . 
	 I 	 520 
-- No tien* por tanto fuerza de cosa juzgada 
	  Al), 683 
- — La declaracion de pobreza no libra de pagar las costas 
al que ha sido condenado en ellas.—Art. 198 
	
I 	 5 .21 
-- La tercera parte de lo que haya obtenido en el pleito el 
declarado pobre, que lo ganó, debe destinarse al pago de. 
las costas de su defensa.—Art. 199  1 521 
- Si esto deberá eutenderse para el caso de no haber sido 
condenado en ellas su contrario, que litigó cuino rico. . . 
	 1 	 525 
— En qué casos debe pagar las costas de su defensa el de-
clarado pobre, que viniere á mejor fortuna.—Art. 200... 
	 I 	 521 
— Declaraciou del Trib. Sup. de Just. sobre este punto. . . Ap. 683 
— Formularios para la defensa por pobre, en el que se 
tendrá presente la modificatiou indicada eu la pág. 682 del 
Apéndice.  	 1 	 532 
Demanda.—Escritos y peticiones que deben estimarse co- 
mo demandas, para los efectos de la competencia del Juez 
	 I 	 5 
Qué sea demanda: sus varias clases: su importancia como 
base del juicio 
	 II 	 29 
ra. 
I 
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A p. 697 
II 59 
escepcion. 	  
— Por la demanda ha de principiar el juicio ordinario: for- 
ma y requisitos de esta demaqda.—Art. 224. 
	  
-- Esplicacion de cada uno de dichos requisitos 	  
— 
C6mo se han de esponer y numerar en ella los puntos 
de hecho y de derecho 	  
— Esposicion de otros requisitos y cláusulas de las deman -
das, uo espresados en el citado art. 224. 
Declaraciones del Trib. Sup. de Just. que se refieren á 
esta materia. 	  
-- El actor debe acompañar eon la demanda los documen-
tos relativos á su personalidad y la de su Procurador, y el 
acto de conciliacion en su caso.—Art. 48  
- Tambien debe acompañar los documentos en que funde 
su derecho, y copia de la demanda.—Art. 225.. 
— Qué debe haber cuando no tenga á su disposicion dichos 
documentos.—Art. 225, §.1.° 	  
— Qué documentos pueden presentarse despues de la de-
ma n d a , y con qué formalidad.—Art. 225, §. 1  ° 	  
	
-- Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia 
	  
-- Casos en que no puede admitirse la demanda sin haber 
entablado antes la vía gubernativa: en qué forma ha de ha- 
cerse esta reclamacion y cómo ha de acreditarse 
	  
- Decreto de 9 de julio de 4869. reproduciendo lo dicho 
respecto á las demandas contra la Hacienda pública. . . . Ap. xs.xri 
-- Los Jueces deben repeler de olido las demandas que no 
se acomoden á las reglas establecidas.—Art. 226 	 II 	 61 
Dichas reglas son las que se refieren á la forma de la de- 
manda: enurneracion de las mismas 	 li 	 63 
— Si el Juez debe repeler de oficio la demanda cuando le 
conste que carece de clpacidad para comparecer en juicio 
la persona contra quien se dirige 	 II 	 65 
— Si debe repelerla por no acompañarse los documentos 
justificativos del derecho.  	 II 	 66 
-- 	 Las providencias repeliendo las demandas han de ser 
fundadas: recursos contra las mismas.—Art. 226, §. 2.°. 	 II 	 67 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia. A p. 697 
- Admitida la demanda , ha de conferirse traslado con em- 
plazamiento.—Art. 227.  	 II 	 68 
--- Casos en que puede pedirse anotacion preventiva de la 
demanda en el Registro de la propiedad 	  Ap. 696 
Formularios para las demandas, segun la accion que se 
ejercite, y para su admision 
	
II 	 169 
--- V. Accion. 
Demanda contra la Iliacienda.—V. Demanda.—Ha-
cienda pública. 
Demanda de jactancia.--Casos en que procede 	  II 30 
Demandado.—V. Contestacion. 
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Demandante.—V. Demanda. 
Demente.—V. Curador ejemplar.—Depósito de personas. 
D epositario.—V. Ab-intestato.—Adrginistracion (en todos 
sus artículos).—Concurso necesario.—Depósito de perso-
nas.—Juicio ejecutivo. 
Depósito.—Establecimientos en que debe hacerse el de me- 
tálico, efectos públicos y alhajas 	  
Nuevas disposiciones sobre esta materia 	  
— V. Recurso de casacion. 
Depósito de personas.—A qué actos judiciales se di este 
nombre. . 	  
— 
Casos en que puede decretarse.—Art. 4277 	  
— 
Si podrá decretarse tambien en otros casos, y eu qué 
forma. . 	  
— Juez competente para decretar dicho depósito.—Artícu- 





los 1278 á 1280 	 V 	 165 
	
- Decision del Trib. Sup. de Just. sobre este punto.   Ap. 1007 
— Procedimiento para decretar y llevar á efecto el depósito 
provisional de mujer casada, que se proponga intentar 6 
haya intentado demanda de divorcio 6 querella de adulte-
rio.—Arts. 1281 b 1293 inc. 	 V 	 168 
— Declaracion del Trib. Sup. referente á esta materia. . . 
	 Ap. 1007 
-- Qué se hará si la mujer hubiere abandonado la casa del 
marido antes de su depósito. 	 V. 174 
— Si los hijos deberán quedar en poder del padre, 6en el 
de la madre, al verificarse el depósito de ésta 
	
V. 178 
Cómo han de sustanciarse las reclamaciones sobre varia-
cion de depósito y sus incidencias , y sobre alimentos pro-
visionales y litis expensas.—Art. 1294 
 V. 184 
— Cuándo y cómo ha de levantarse el depósito de la mujer 
casada, 6 se ha de constituir definitivamente.—Arts. 1295 
d 1297.  	 V. 188 
-- Declaraciones del Trib. Sup. respecto de esta materia. . Ap. 1008 
— Procedimiento para el depósito de mujer casada , en el 
caso de que su marido haya intentado contra ella demanda 
de divorcio 6 querella de adulterio.—Arts. 1298 ci 1300.. . 
	
V . 191 
— Formularios para el depósito de mujer casada en los dos 
casos antedichos 	 V. 215 
— Cuándo y cómo podia decretarse el depósito de mujer 
soltera, que tratase de contraer matrimonio contra la vo-
luntad de sus padres 6 curadores.—Arts. 1301 á 4311 inc.. 	 V. 193 
— Modificaciones que han sufrido las disposiciones relativas 
á dicho depósito eu virtud de la ley de 20 de junio de 1862. 
	 V. 161 
— Procedimiento para decretar el depósito de hijo 6 hija 
de familia, pupilo 6 pupila, que sean maltratados por sus 
padres , tutor 6 curador, ú obligados por los mismos á ac-
tos reprobados.—Arts. 1312 á 1316 inc. 	 V 	 196 
— Lo que ha de hacerse verificado el deposito en este caso. 





Depósito de personas.—Formularios para este depósito. V 222 
— Diligencias de oficio para el depósito de la persona y con- 
servacion de los bienes, en el caso de que un huérfano 
6 incapacitado quede ,en abandono por muerte de la per- 
sona, á cuyo cargo estuviera.—Arts. 4 320 á 1322 
	  V 	 207 
— Formularios para estas dilligencias 
	  V 	 225 
Derecho.—V. Accion. 
Derecho de deliberar.—Ea qué consiste: cómo y cuán- 
do ha de hacerse uso de él 	  III 	 177 
— V. Testamentaría. 
Derechos elviles.—Cuáles sean, y quién goza de ellos 
para el efecto de comparecer por sí en juicio 	 1 	 52 
Derechos reales no inscritos.—Cuándo y cómo ha de 
pedirse la inscripcion en el Registro de la propiedad de los 
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Desahucio.—Su definicion: objeto de este juicio. 	  
-r Reformas hechas en él por la ley de 25 de junio de 1 867. 
-- Si el juicio de desahucio comprende tambien el pago de 
las rentas, ó si es preciso demandarlas eu juicio separado. 
— 
Si los Jueces de paz pueden conocer de las demandas de 
desahucio, cuando el interés no esceda de 600 reales. . 	 . 
—Más sobre este mismo asunto, resolviéndolo eu sentido 
negativo  . 
—
Juez competente para conocer de estos juicios.—Artícu-
los 636 y 637  • 
— Decisiones del Trib. Sup. de Just. sobre este punto. . . 
—
Causas en que ha de fundarse el desahucio para que 
pueda resolverse en juicio verbal.—Art. 638 reformado. . 
— 
Declaraciones del Trib. Sup. de Just. cou relacion á 
esta Materia, y sobre quién puede demandar y ser deman-
dado de desahucio  
—
Cómo ha de darse y acreditarse el aviso de despedida en 
los arrendamientos sin tiempo determinado 	  
— Qué sea mútuo desahucio: en qué casos ha de hacerse y 
cómo ha de acreditarse 	  
—
Cómo han de formularse las demandas de desahucio. . 	  
-- No es necesario el acto de couciliacion.—Art. 639 ref 	  
— Término para celebrar el juicio y tiempo que ha de me-
diar desde la citacion.—Art. 639 ref 	  
— Cómo y á quién ha de hacerse la citacion para el juicio: 
en qué casos ha de ampliarse el término, debe apercibirse 
al citado, y hacerle segunda citaciou.—Arts. 640 á 645 
inclusive 	  
— Ha de entregarse copia simple de la demanda al deman-
dado, 6 á quien se deje la cédula de citacion.—Art. 640 
adicionado 	  
Cómo ha de decretarse el desahucio cuando no compa-
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carse esta providencia: términos improrogables para el.  
lanzamiento: trascurridos, se llevare éste á efecto.—Ar- 
ticutos 646 á 651 inc 	  III 	 527 
Desahucio.—Si el colono reclama el abono de labores 6 plan-
tio, cómo se acreditará su existencia: no será obstáculo 
para el lanzamiento.—Art. 652..   DI 533 
— Resolucion del Trib. Sup. de Just. sobre este punto 	  Ap. 791  
— Retencion de bienes del demandado para el pago de cos-
tas: cómo han de hacerse efectivas.—Al s. 653 á 655. III 	 533 
— Procedimiento para la sustanciacion y fidlo en 1.• y 2.' 
instancia de la demanda sobre abono de labores, plantío ú 
otra cosa que no pueda separarse de la finca.—Arts. 656 et 
 660 inc  III 534 
-- Sustanciacion que lia de darse al juicio de desahucio en 
l.' y 2.' instancia hasta llevará efecto la ejecutoria, cuan-
do el demandado concurre al juicio verbal.—Arts. 661 á 
668 inc.   Ill 53 8 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia 	  Ap. 79 .2 
Si apela el demandado, no puede admitirsele la apelacion 
si no Justifica al interponerla hallarse al corriente en los 	 91 
pagos del arrendamiento: no acreditándolo, queda firme la 
sentencia y se lleva é efecto.—Arts. 662 y 663 refor- 
mados. 
	
 Ap. 794 
— Lo propio eu el caso de interponer el arrendatario recur-
so de casaciou: cuándo y cómo ha de acreditarse el pago de  
las rentas.—Art. 667 ref 	  Ap. 798 
— Sustanciacion que ha de darse al juicio de desahucio e n . 
t.' y 2.' instancia, cuando la causa por que se pide no es 
de las espresadas en el art. 638 reformado, y el demandado  
no comparece al juicio verbal, 6 compareciendo conviene  
en los hechos.—Arts. 669 ref., 670 y 67i 
	
 III 	 543 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre este punto 	  Ap. 800 
- Procedimiento especial para el caso anterior , cuando  
compareciendo el demandado, se oponga al desahucio y  no 
convenga en los hechos.-Art. 672 ref 	  Ap. 801 
— Casos en que es potestativo á las partes valerse ó no de  
letrado en estos juicios: siempre Iran de comparecer por  
medio de procurador. 	
 Ap. 806  
— Las apelaciones de estos juicios pueden verse y fallarse  
durante las vacaciones 
	  Ap. 806 
— Papel sellado que deberá emplearse, cuando el importe 
 
anual del arrendamiento no exceda de 300 escudos 
	
 Ap. 809 
— Decreto haciendo extensiva á las islas de Cuba' Puerto-
Rico, con ciertas modificaciones, la ley de 1867, que refor-
mó el juicio de desahucio 
	
 Ap. 1131  
— Formularios para los desahucios 	
 III 548 
 
Deserelon del recurso.—V. Recurso decasacion. 
Deslinde.—Qué sea: su relacion con el apeo y el amojona- 






Deslinde.—Cosas que pueden ser objeto del deslinde y 
amojonamiento 	
 V 	 230 
— Cosas, cuyo deslinde y amojonamiento ha de practicarse 
con arreglo 4 la Ley de Enj. civil: prorateo de pensiones 
forales: fincas comunes, de propios y del Estado 	 V 	 231 
— Juez competente para conocer del deslinde y amojona -
miento.—Art.1323    V 	 256 
— Señalamiento de dia y hora para el deslinde: citacion de 
los colindantes; cuándo y cómo ha de hacerse.—Arts. 1324 
á 1326    V 	 258 •	  
— Cómo ha de practicarse y acreditarse el deslinde, y 'el 
amojonamiento en su caso: puede cometerse al Juez de paz 
con escribano: protocolizacion del' acta, cuando haya con 
formidad.—Arts. i 327 á 1332 inc 
	  
V 	 261 
— Sobreseimiento, con reserva de derechos para el juicio 
ordinario, cuando se haga oposicion al deslinde.—Ar-
ticulos 1333 y 1334  V 271 
— Formularios para el deslinde y amojonamiento 	  V 274 
— V. Minas .—Montes públicos.—Servidumbres públicas 	  
—Términos de los pueblos. 
Despacho. —V. Cartas-órdenes. 
Despacho ordinario.—Debe ser público en los Juzgados 
y Tribunales, salvos negocios en que convenga el secre- 
to por respeto á las buenas costumbres.—Art. 41 
	 I 	 152 
— V. Actos públicos.—Correcciones disciplinarias. 
Deudas de los Lyunlamientos.-V. Ejecucion de sen-
tencia.—Juicio ejecutivo. 
Deudor moroso.—V. Intereses. 	 • 
Dias hábiles.—Cuáles lo sean 'para actuaciones. judiciales. 
—Art.  9.° 	 i 	 41 
— Cuáles los que deben reputarse inhábiles.  	 I 	 42 
— Si lo son los de vacaciones de los tribunales y para qué 
negocios.  	 f 	 44 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia 	
 Ap. 620 
— Si será válido el informe pericia) redactado en dia inhábil 
y presentado al Tribunal en dia hábil  
	 I 	 35 
-- Si será válida una actuacion judicial practicada en dia 
inhábil cuando las partes se conformen con ella 	 I 	 45 
— Procedimiento para declarar la nulidad de una diligencia 
practicada en dia inhábil 	 1 	 46 
— El Juez puede habilitar los dies y las lloras inhábiles, 
mediando causa urgente.—Art. 11  
	 I 	 41 
Causas que podrán reputarse.como urgentes á dicho fin. 
	 I 	 47 
Si será necesaria siempre la solicitud de' parte para dicha 
habilitacion.  	 I 	 48 
— Si podrá pedirse la habilitation en el mismo dia inhábil. 
	 I 	 48 
Diligencias judiciales.—Las que no puedan practicarse 
ante el Juez del pleito, deben cometerse á otro Juez de 
primera instancia 6 de paz.—Art. 34.  






Dlll`genclae judiciales —Cuáles sean dichas diligencias. 	 I 	 137 
— Cuáles las que no pueden cometerse á los escribanos. . . 	 l 	 130 
— Si el Juez comisionado puede cometer la práctica de las 
diligencias al de paz, en cuyo pueblo hayan de verificarse 	 I 	 139 
— Si los Jueces de 1.' instancia podrán cometer diligencias 
á personas particulares de su confianza.  	 I 	 140 
Reglas que deben observar los Jueces cuando tengan que 
valerse de otras autoridades para la práctica de diligencias. 	 1 	 111 
— V. Actuaciones judiciales.—Diligencias de prueba.—
Juicio arbitral. 
Diligencias de prueba.—Los Jueces y Ponentes deben 
recibir por sí las declaraciones y presidir todos los actos de 
prueba: casos en que pueden cometerlas á los Jueces de 
1.' instancia, y éstos á los de paz; nunca á los escribanos. 
—Art. 33. 	  
— Real órden de 30 de abril de 1867, sobre la forma en que 
ha de darse cumplimiento á las comisiones para pruebas de 
los aspirantes á los hábitos de las Ordenes militares. . . . 
V. Diligencias judiciales. 
Dlaeernimiento.—Su definiciou 	  
— Al de todo cargo de tutor 6 curador para los bienes 6 
ejemplar ha de preceder el señalamiento de frutos por 
pension, 6 el de alimentos y tanto por ciento de adminis-
tracion: efectos de estas declaraciones. — Arts. 1261 á 
1263. 	 . 	  
Tambien debe preceder el otorgamiento de la corres-
pondiente fianza en los casos no esceptuados : cuáles 
sean estos: entidad en las fianzas: han de ser siempre hi- 
hipotecarias.—Arts. 1264 ci 1267 inc 	 V 	 109 
— Disposiciones de la Ley Hipotecaria y de su reglamento 
respecto de dichas fianzas: procedimiento para su constitu-
cion y aprobacion. . 'V 61 
-- Qué se hará cuando no pueda fijarse la entidad de la 
fianza por no ser aun conocido el caudal del menor 6 inca-
pacitado.  
 V 111 
— Para el discernimiento del cargo de curador para pleitos 
basta el nombramiento hecho en debida forma.—Articu - 
lo 1268 	 V 	 113 
— Declaration del Trib. Sup. de Just. sobre este punto 
	  Ap. 1006 
— A toda diligencia de discernimiento debe preceder tam-
bien la obligacion de desempeñar bien y fielmente el cargo: 
cómo ha de consignarse esta obligacion: particulares qdb 
debe contener el discernimiento.—Arts. 1269 y 1270. 
	
V 	 114 
— El discernimiento es un requisito indispensable.—
Sent. del Trib. Sup 	  Ap. 1000 
— Registro que debe llevarse en los juzgados de los discer-
nimientos de tutor 6 curador para los bienes: examen 
anual que de él deben hacer los Jueces: con qué objeto, y 
 Ittedidas que deberán adoptar en su vista.—Arts. 1271 
4 1273 	 V 	 119 
I 	 135 
Ap. 628 
V 103 
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Diseernimiento.—Declaracion del Trib. Sup. sobre este 
punto . 	  Ap. 1006 
— Formulario para la diligencia de discernimiento 
	  V 	 452 
— V. Curador de los bienes.—Curador ejemplar.—Tutor. 
Discordia.—Cuándo la hay: número de Ministros que han 
de 
 
concurrir dirimirla: quiénes deben ser los dirimentes. 
—Arts. 54, 55 y 56 	  
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre la inteligen-
cia de este art. 56 	  
— Puntos que han de decidir los Ministros dirimentes.-
Art. 57. 
	  
— Quién nombra estos Ministros, y de qué manera han de 
dirimir la discordia. 
	  
— V. Amigables componedores.—Arbitros.—Juicio de pe - 
ritos. 
Dispensa de ley. — Qué sea: tambien se dá el nombre de 
gracias al sacar á las dispensas de ley 	  
Casos en que pueden otorgarse.—Ley de 14 de abril de 
1838 y otras disposiciones sobre esta materia. 	  
--- Si la arrogacion es un caso de dispensa de ley 	  
— Tarifa de los derechos que devengan las Reales cédulas 
de dispensa de ley. 	  
— Juez competente para las informaciones sobre dispensa 
de ley.—Art. 1335 	  
— No pueden recibirse dichas informaciones sino en virtud 
de Real Orden: por qué conducto han de solicitarse.—Ar- 
ticulo 4336. 	  
— Diligencias que han de practicarse en el juzgado de 
primera instancia, luego que se reciba la Real Orden, para 
instruir el espediente y remitirlo é la Audiencia cuando no 
hay oposicion.—Arts. 4337 41343 inc  
— Sustanciacion que ha de dársele cuando haya oposicion, 
6 sea un menor la persona con cuya citaciou se instruya.—
Arts. 1345 4 1349 inc  
quién. 	  
— Instruction que ha de darse al espediente en la Audiencia 
para remitirlo al Gobierno.—Art. 1344 
	  
 
Resolucion del Gobierno 
	  
— Recursos contra las dispensas de ley otorgadas en per-
juicio de tercero 
	  
	
— Formularios de las informaciones para dispensa de ley 	  
Division de herencia.
—Qué sea, y operaciones que com-
prende. 	  
— Si podrán los Jueces acordar de oficio la práctica de las 
diligencias que estimen necesarias para completar el espe-
diente. 	  
— Si en estos espedientes podrá apelarse de las providencias 
que dicten los Jueces de primera instancia, y para ante 




















— Modificacion de este artículo para Ultramar. 	  Ap. 1014 
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Tom. Phgs. 
Division de herenela.—Es el tercer período del juicio 
de testamentaría, en el que se entra despues de aprobados 
el inventario y avalúo.—Arta. 425, 454 y 466  Ill 216 
—
Casos en que puede procederse á la division, aunque 
haya pleitos pendientes sobre inclusion 6 esclusiou de bie-
nes.—Art. 455.  I l 	 205 
— Junta para el nombramiento de contadores: cómo y 
cuándo ha de celebrarse: quién puede desempeñar este car-
go: cuántos han de ser los nombrados, por quién y en qué 
forma.—Arts. 467 á 471 inc 	  111 	 217 
— Reglas especiales para la isla de Cuba sobre contadores 	   Ap. 761 
— El contador tercero en el caso de discordia ha de ser le-
trado: cócnó ha de procederse á su nombramiento, recusa-
cion y reemplazo.—Arts. 472 y 473  III 221 
— Cómo han de proceder los contadores á desempeñar su 
encargo: si les ocurren dudas, cómo han de resolverse: 
junta para la adjudicacion.—Arts. 474 á 479 inc.   Ill 222 
— Modo práctico de formar y redactar la division: operacio- 
nes que comprende. 	  III 	 226 
— Supuestos de la division: qué sean: qué deben contener, 
y cómo han de ordenarse. 	  III 
	 227 
--- Liquidacion del caudal: cómo ha de hacerse: esplicacion 
de las bajas generales y particulares; de lo que ha de cola-
cionarse, con todo lo demás hasta liquidar los gananciales 
en su caso y el caudal divisible.   Ill 228 
— Division: como ha de practicarse y han de formarse las 
hijuelas á los interesados...... 	
 III 	 235 
— Adjudicacion: ha de hacerse segun hayan convenido los 
interesados: reglas á que deberán sujetarse los contadores 
cuando aquellos no se avengan  III 236 
— Sent. del Trib. Sup. de Just. sobre el carácter de los 
contadores y de sus acuerdos 
	  Ap. 761 
— Cómo han de presentar los contadores al juzgado la li-
quidacion y division: procedimiento para aprobarla y proto-
colizarla cuando no hay oposicion.—Arts. 480 á 485 inc. Ill 	 242 
— Procedimiento para el caso de hacerse oposicion: junta 
de les interesados y contadores: si no hay acuerdo, infor-
man éstos sobre las reclamaciones, y se sustancian en jui-
cio ordinario.—Arts. 486 á 490 inc. 
	  111 	 247 
— Cómo se han de ejecutar las particiones despues de apro-
badas definitivamente.—Art. 491. 
	  II I 	 251 
— Sent. del Trib. Sup. de Just. sobre pago de deudas de 
una herencia despues de ejecutada la division y de adjudi-
cados los bienes 
	
 Ap. 762 
--- Si será necesaria la aprobacion judicial de las particiones 
hechas estrajudicialmeute en virtud de lo ordenado por el 
testador, cuando tengan participacion en la herencia algun 
menor, ausente 6 incapacitado: qué procedimiento deberá 
emplearse para ello.  III 257 
— R. O. de 6 de noviembre de 1868, relativa á está ma-
teria 
	
 Ap. 752 
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Division de herencia.—Formularios para todo lo relati-
vo á esta materia, con el modo práctico de hacer una par-
ticion de herencia.   III 297 
— V. Tes tamentaria. 
Divorcio.—V: Depósito de personas. 
Documentos.-Su defuicion y division. 	
 II 252 
— V. Apelacion de de/rinitiva.—Contestacion.—Cotejo.-
Demanda.—Documentos privados.—Documentos públicos. 
Exhibicion.—Falsedad de documentos.—Juicio de menor 
cuantía.—Prueba en 2.' instancia. 
Documentos estranjeros.— Circunstancias que deben 
reunir para que tengan igual fuerza probatoria que los otor-
gados en España: por quién han de traducirse.—Articulos 
282, 283 y 284  • . . II 277 
— 
Solemnidades internas de tales documentos: por qué le- 
yes se rigen 	 II 	 278 
— 
Solemnidades esternas, que se rigen por las leyes del pals 
en que se otorga el documento: reseña de la legislacion es-
tranjera sobre esta materia.   II 280 
— Otras solemnidades esternas: legalizaciou, papel sellado 
y traduccion 	 II 	 287 
— 
Cómo ha de hacerse la traduccion en Ultramar 	  Ap. 720 
Documentos privados.—Su definicion 	  II 252 
-- Sus distintas denominaciones segun su forma y objeto. 	
 II 	 292 
— Pueden presentarse pira que se unan á los autos, y exhi-
birse para que se testimonien: cómo han de testimoniarse 
los que obren en poder de un tercero.—Art. 285. 	 II 	 294 
-- Si puede obligarse I los que no litigan d la exhibicion de 
documentos privados de su propiedad: caso de exhibirlos, 
cómo han de testimoniarse.—Art. 286  II 298 
—
Formularios para estas diligencias 	 II 	 509 
— Valor legal de este medio de prueba 	  II 383 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just..sobre este punto 	  Ap. 720 
—
Tienen fuerza ejecutiva, si son reconocidos por el deu- 
dor: cómo ha de hacerse este reconocimiento.—Arts. 941 
núm. 2.° y 942 	  IV 270 
— Casos en que se tiene por confeso al deudor en el reco- 
nocimiento de su firma para dicho efecto.—Art. 943 adic. Ap. 866 
— V. Cotejo. —Correspondencia. — Falsedad de docu-
mentos. 
Documentos públicos.—Su definicion: eu ellos se com- 
prenden tambien los auténticos 	 II 	 252 
— Enumeracion de los que se comprenden bajo la denomi-
nacion de documentos públicos y solemnes: esplicacion' de 
les requisitos de cada uno de ellos.—Art. 280 	 II 	 253 
— Tambien lo son las certificaciones espedidas por los cor-
redores con referencia á sus registros, segun adicion hecha 
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por el articulo. 20 del decreto sobre unidad 	 de fueros en 
Tom. Págs. 
Ultramar y la nota  al 23 del de la Península 	  Ap. XXI - 
Documentos ps blicos. —Reglas que han de observarse 
para que los documentos públicos y solemnes sean eflecaces 
en juicio: esplicacion de cada una de ellas.—Art. 281... . II 260 
— Valor legal de este medio de prueba 	  II 353 
Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia 	  — Ap. 713 
Disposiciones de las leyes del Notariado 	 é Hipotecaria, 
-- 
Ap. 719 
que deben tenersepresentos para fa eficacia en juicio de los 
documentos públicos 	  
-- 
Disposiciones sobre la forma en que han de solicitarse y 
librarse las certificaciones de documentos existentes en los 
archivos y oficinas del. Gobierno  H 274 
;t/l+or 
— Qué documentos pueden presentarse despues de la de-
manda y contestacioo, y con qué requisitos.—Arts. 225 
§. 2.' del núm. 1.°, y 253 §. 2.   II 55 
Cuáles son admisibles despues del término de prueba, 
hasta cuándo, y con qué formalidades y procedimiento.— 
Arts. 276 §. 2.'. 	  11 243 
V. Contestacion.—Cotejo.Demanda.Falsedad de do- — 	 —— 
cumentos. 
Domicilio.—Cómo se adquiere, y en qué se diferencia de la 




Resoluciones del Trib. Sup. de Just. determinando las 
circunstancias para que se entienda trasladado el domi-
cilio    . . 
Donaeion. —V. fnsinuacion de donaciones. 
Diiplica.—Objeto de este escrito: seis dies para evacuarlo, 
cómo ha de formularse, y lo que ha de contenerse y pedirse 
en él.—Arts. 255 y 256  11 191 
Si deberá 	 demandado 
	 los documen- — 	 el 	 presentar con ella 
II 196 tosen que funde sus nuevas alegaciones 	  
Si de 
	 deberá darse — 	 este escrito 	 traslado al cctor en el 
11 193 caso de reconvencion 	  
Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia 
	  Ap. 708 
— 	 escritos II 497 Formulario de los 	 de dúplica 	  
E. 
Ecleslásticos.—V. Sumision. 
Efectos pñblicos. —Qué títulos se comprenden en esta 
denominacion   	 III 187 
V. Administracion del 
	 intestato.del — 	 ab-—!d  	 concurso. 
Ejeeuelon. —Su definition, con referencia al juicio ejecu-
tivo. 	  
V. Juicio 
IV 262 
— 	 ejecutivo. 




Ejeenelon de sentencle.—Término para pedirla, y si 
habrá lugar á su prescripcion   
 IV 	 168 
— Cuándo y cómo ha de procederse .á dicha ejecucion.- 
Art. 891 
	  IV 	 170 
--- Juez competente para ello 	  IV 	 173 
— Decisiones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia.. . .Ap. 841 
— Todas las costas de estas diligencias son de cargo del 
condenado por la ejecutoria.—Art. 894 	  IV 	 177 
— Declaracion del Trib. Sup. con relacion á este Punto.. 	  Ap. 842 
— Procedimiento para el caso en que la sentencia condene 
al pago de cantidad líquida y determinada.—Arts. 892 
y 893. 	  IV 	 173 
— Anotacion preventiva del embargo de bienes inmue- 
	
bles.    Ap. 842 
— No sou aplicables estos procedimientos contra el Estado, 
Ayuntamientos y otras corporaciones públicas 	 . IV 	 175 
— 
Nueva disposicion reproduciendo lo mismo respecto del 
Estado 	  Ap. xxxiv 
— Medios que deben emplearse para el cumplimiento de la 
sentencia, cuando la condena sea de hacer, 6 de no hacer, 
6 de entregar alguna cosa: cuándo se entiende que el con-
denado opta por el resarcimiento de perjuicios.—.Arts. 895, 
896 y 897 	  IV 	 177 
— 
Cómo ha de ejecutarse la sentencia que condene al pago 
de cantidad iliquida, procedente de frutos: procedimiento 
para practicar la liquidacion hasta fijar la cantidad por sen-
tencia ejecutoria.—Arts. 898 á 909 inc.   IV 181 
— Se comprende en este procedimiento el caso en que de 
una cantidad cierta se han de hacer deducciones iliquidas. 
—Sent. del Trib. Sup. 	  Ap. 843 
— 
Procedimiento para el caso en que la condena sea de 
cantidad iliquida, procedente de perjuicios.—.4rts. 910 
y 911.   IV IRS 
Cómo ha de procederse cuando la condena sea de una 
cantidad liquida y de otra iliquida.—Art. 912. 	  IV 	 189 
— Procedimiento para practicar la• liquidacion en todos los 
casos en que, debiendo presentarla el deudor, no lo verifi-
que dentro del plazo señalado.—Arts. 913 á 918 inc. . . . IV 	 19 1 
— Sustanciacion que ha de darse á la segunda instancia en 
todos los casos en que se apele de sentencias sobre liqui-
dacion en cantidades cuya importancia no se haya fijado 
en la ejecutoria.—Arts. 919, 920 y 921 	  IV 	 194 
Declaraciones del Trib. Sup. sobre esta materia 	  Ap. 843 
— Si en estos procedimientos son admisibles las tercerías, y 
cómo han de sustanciarle. 	  IV 	 169 
-- Formularios para la ejecucion de sentencias 
	
 IV 	 234 
— En qué casos y con qué garantías pueden ejecutarse las 
sentencias, contra las cuales se hubiere interpuesto recur- 
so de casacion: procedimiento para concederlo.—Articu- 
los 1068 á 1071 tina. y 1076 	  IV 	 134 
— Declaracion del Trib. Sup. con relacion á esta materia. Ap. 921 
IV  166 
I482 	 LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL. 
Tom. Pigs. 
Ejecueion de sentencia.—Formulario para que se man-
de ejecutar la sentencia en dicho caso 	  
— V. Amigables componedores.—Juicio arbitral.—Juicio 
de menor cuantia.—Juicio verbal. 
Ejecaclon de sentencias estranjeras.—Circunstan-
cias que deben concurrir para que puedan ejecutarse en 
España las sentencias pronunciadas en países estranjeros. 
—Arts. 922 á 925 inc  IV 202 
- — Tratados con otros paises sobre cumplimiento de senten- 
cias. 	  IV 	 203 
— Reciprocidad: reseña de la legislacion y jurisprudencia 
estranjeras sobre esta materia. 	  IV 	 205 
-- Id. de lo que dispone sobre ello el nuevo Código civil de 
Portugal 	  Ap. 844 
— Documentos relativos á la fuerza que se dé eu Francia á 
• las sentencias estranjeras. 	
 Ap. 845 
Auto motivado del Trib. Sup. de Just. dando lugar á la 
ejecucion de una sentencia dictada por un tribunal de co-
mercio de Francia  Ap. 848 
— Regla general para los casos en que no haya tratados 
ni pueda aplicarse el principio de reciprocidad: esplicacion 
de las circunstancias que en estos casos debe reunir la eje-
cutoria.    
 IV 220 
— Corresponde al Trib. Sup. de Just. declarar si debe 6 no 
darse cumplimiento á una sentencia estranjera: forma en 
que ha de pedirse y otorgarse.—Arts. 926 ú 929 inc. . 	 . IV 	 224 
— Si estas disposiciones sou 6 n6 aplicables á los sentencias 
pronunciadas en Cerdeña. 	  IV 	 226 
- - Si comprenden tambien los actos y decisiones de la ju- 
risdiccion voluntaria y las sentencias arbitrales. 	  IV 	 200 
Embargo.—V. Juicio ejecutivo.—Juicio en rebeldía.—Pro- 
cedimiento de apremio (en negocios de comercio). 
Embargos preventivos.—Su definicion y objeto 	  IV 241 
— Jueces que pueden decretarlos: cuándo y en qué forma 
podrán hacerlo los Jueces de paz.—Art. 930 
	  IV 	 242 
- — Circunstancias que son necesarias para que puedan de- 
cretarse estos embargos.—Art. 931 reformado. . 	 . Ap. 850 
-- Con qué requisitos podrá decretarse cuando el título de 
la deuda no sea ejecutivo sin el reconocimiento de la 
firma.—Art. 932  IV 244 
- Declaraciones del Trib. Sup. de Just. con relacion á esta 
materia. 	
 Ap. 853 
— Lo que ha de hacerse cuando, al verificar el embargo, el 
deudor pague, consigne 6 dé fianzas á responder de la su-
ma reclamada.— Arts. 933 y 934. 	  IV 	 247 
— Cómo y en qué bienes han de ejecutarse estos embargos 
	  
—Arts. 935 á 938 inc. _ .  
 IV 	 248 
  Término para ratificar el embargo y para presentar la 
demanda: queda nulo de derecho si no se hace: efectos de 
esta nulidad.—Arts. 939 y 940.  IV 251 
• 
^ •- 




IV 257  
1 97  
II 68 
Il 7 1 
dado que resida en el lugar del juicio.—Art. 228.  
	 II 	 73 
— Quién ha de hacerlo; dentro de qué término, y diligencias  
que para ello han de practicarse.  	 II 	 75 
— Cómo ha de ser emplazado el que no resida eu el lugar 
 
del juicio: término para comparecer en este caso.—Articu- 
lo 229.  	 Il 	 74 
— Esplauacion de estos puntos para facilitar su ejecutivn 	 II 	 '78 
— Cómo ha de ser emplazado el que resida en el estranjero: 
 
término para comparecer.—Art. 230 	 II 	 74 
— Modo y forma de dirigirse á las autoridades estraujeras 
 
con dicho objeto 	 II 	 53 
-- Cómo ha de hacerse el emplazamiento cuando no sea co - 
nocido el domicilio del demandado.—Art. 23i  
	
II 	 74 
— Efectos legales del emplazamiento 	 II 	 93 
— Casos en que ha de hacerse segundo llamamiento al em-
plazado que no compareció en el primero, para poder decla- 
rarlo eu rebeldía.—Art. 232 
	 II 	 95 
Cuando seau varios los demandado, desde cuáudo em- 
pieza á correr y contarse el término del emplazamiento.— 
Art. 233. . 
	
II 
	 10 t 




II 	 479 
— Término del emplazamiento en las apelaciones para com- 
parecer en el Tribunal superior.  	 I 	 268  
— A quién ha de hacerse la citacion y emplazamiento para 
 
la remesa de autos al Tribunal superior eu virtud de ape-
lacion en juicio ordinario: término para comparecer en él.  
Arts. 335 y 336. 	 II 
	
1 t t 
-- V. Apelacion en casacion.—Juicio en rebeldía.—.Voti-
fcacion.—Rebeldía.—Recurso de casacion.  
Empleados públicos.—V. Fianza de empleados.  
Enajenaelon de bienes.—V. Administracion del ab-
intestato.—Id. del concurso.— Venta de bienes de menores.  
Endosante.—V. Juicio ejecutivo. 
 
Enjulelamiento.—Qué sea, y en qué se diferencia del pro- 
cedimiento y del juicio.  
	 11 	 ó 
Embargos preventivos.—Declaraciones del Trib. Su - 
premo sobre este punto. 
	  
— Si podrá pedirse la ratificacion del embargo en juicio or- 
dinario, 6 solamente en el ejecutivo 
	
 
— Formularios para estos embargos y sus incidencias.. . 	  
Emplazamiento.—Su definicion, naturaleza y objeto: dife- 
rencia que existe entre él, la citacion y la notificacion. 
— Admitida una demanda ordinaria de mayor cuantía, ha 
 
de emplazarse al demandado para que dentro de nueve días 
 
comparezca á contestarla.—Art. 227 	  
Este término es improrogable y distinto del que se conce-
de para contestar 	  





--^.. ^.- --- 
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Eseepelon.—Su definicion y diferentes clases. 	  
Tom. Page. 
ll 	 106 
Eseepelones dilatorias.—Su delini:siou 	  II 	 106 
--- Dilatar la contestacion de la demanda hasta que recaiga 
ejecutoria sobre ellas.—Art. 236 
	
II 	 107 
— Solo son admisibles como tales las cuatro que sigueu.- 
Art. 237. 	 II 	 108 
— Incompetencia de jurisdiccion, llamada tarnbien declina-





— Falta de personalidad en el demandante 6 en su procu-
rador.  	 II 	 111 
— Litis-pendencia; qué sea: puede tambien utilizarse para 
pedir la acumulacion de autos. 	 11 	 112 
— Defecto legal en el modo de proponer la demanda: á qué 
defectos se refiere, y si se comprende la falta de documen-
tos en que el actor funde su derecho  II 113 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia 	  Ap. 702 
— Cuándo podrá oponerse la escepcion dilatoria de arraigo 
del ,juicio al demandante que sea estraujero.—Art. 238.. . 
— Reseña de la legislacio.0 estranjera sobre este punto. . . 
— Término para proponer las escepcioues dilatorias: todas 
á un mismo tiempo: no haciéndolo así, solo pueden alegar-
se contestando la dernanda.—Arts. 239 y 240 	  II 	 125 
	  Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobro este punto. Ap. '704 
— Cómo ha de formularse el escrito proponiendo estas es- 
cepcioues. 
	
II 	 128 	
 Sustanciacion que ha de darse al artículo previo sobre 
escepciones dilatorias, con prueba 6 sin ella, hasta dictar 
sentencia.—Arts. 241 á 247 inc 
	
II 	 192 
•-- Cómo ha de sustanciarse el artículo si, siendo varios los 
demandados, unos proponen escepciones y otros no. . . . 	 II 	 152 
Declaracion del Trib. Sup. de Just. de no ser necesaria 
la citation para sentencia.  	 Ap. '705 
--- Ha de proveerse préviamente sobre la declinatoria y li- 
ris-pendencia: á la vez sobre las demás, si el Juez se decla- 
ra competente.—Art. 248 	  II 	 139 
— Esta sentencia es apelable en ambos efectos: rernesa de 
los autos á la Audiencia con citacion y emplazamiento de 
las partes.—Arts. 249 y  250 	  11 	 440 
-- Declaraciones del Trib. Sup. de Just. de no ser admisible 
el recurso de casacion. 	  Ap. '705 
--- C6mo ha de procederse cuando el actor se allane á la 
pretension del demandado 	  II 	 142 
-- Formularios para las escepcioues dilatorias. 
	  
Eseepcloaes perentorias.—Su definicion, naturaleza y 
objeto: cuántas y cuáles sean. 	  
	  Forma y tiempo de proponerlas 
	
 V. Contestacion. 
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Eseribanos de enmara.—Sus funciones é interveucion 
en el despacho de los negocios 
	
1 
— Circular del Trib. Sup. de Just. declarando que les cor- 
responde autorizar todas las providencias. 
	
 Ap. 625 
	
— V. Correcciones disciplinarias.—Diligencias judiciales 	  
Escritos de ampliation.—Su objeto y tramitacion: pue-
den presentarse durante el periodo de prueba; en qué ca- 
sos y con qué requisitos.—Arts. 260 y 261 	 11 	 206 
- Declaraciones del Trib. Sup. con relacionó esta materia 	  Ap. 709 
-- Formularios de estos escritos. 	 II 	 505 
Eseritura publica.—Requisitos que debe contener para 
que tengan fuerza ejecutiva.—Art. 941, núm. 1." 	  IV 	 267 
Si es necesario para ello que el pié de las primeras copias 
esté escrito de puno y letra del notario 	  Ap. 857 
Documentos públicos. 
Escuelas pias.—V. Defensa por pobre. 
Espera.—Se llamaba tambieu moratoria. Su definicion y 
objeto: puede solicitarse separadamente, 6 ó la vez que la 
quita: ambas tienen un mismo procedimiento 	  III 	 32t 
-- V. Quita y espera. 
	 • 
Establecimientos de Iienelicenela.—V. Defensa por 
pobre. 
Estado.—V. Demanda.—Ejecucion de sentencias.—Ilacien- 
da pública.—Juicio ejecutivo. 
Eshibleion.—Su definicion y objeto 
	
 Puede pedirse la de la cosa mueble para preparar la de- 




Quién puede hacer uso de esta acciou exhibitoria: per-
sona obligada ó la preseutacion: su responsabilidad si no lo 
verifies: medios coercitivos para obligarle.   
- -- La de un testamento ó codicilo puede pedirla el que se 
crea heredero, coheredero 6 legatario para preparar su de-
manda.—Art. 222 , §. 3  • 	  
-- La de títulos ó documentos que se refieran ó la cosa ven-
dida, puede pedirla el comprador al vendedor, y éste é 
aquel, en el caso de evicciou.—Art. 222, § 4.°. . .. . 
— La de documentos 6 cuentas de una sociedad 6 comuni-
dad, puede pedirla un sócio al consócio 6 condueño que los 
tenga en su poder.—Art. 222, §. 5.°  
	
— Formularios para pedir las exhibiciones antedichas.. . 	  
- Cómo ha de exigirse la de documentos privados y cor- 
respondencia que obren en poder de un tercero, 6 sean de 
su propif.dad, y cómo han (le testimoniarse.— Arts. 285 
y 286. 	 11 	 294 
Exhortos. —Casos y forma en que deben estenderse, y có- 
	
mo Iran de dirigirse ó las autoridades judiciales del pais.. . 	 I 	 1-1l 
TOKIO v. 	 149 
I1 	 295 
II 	 17 
II 	 18 
II 	 20 
I I 	 21 
II 	 22 
1( 	 464 
146 
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Tom. Page. 
Exhorto®.—Cuándo debe hacerse el emplazamiento por me-
dio de ellos: por qué conducto han de dirigirse y cómo han 
de cumplimeutarse.  
 il 78 
— Modo y forma en que han de dirigirse los exhortos á 
paises estranjeros: esposicion de las varias disposiciones 
de aplicacion general sobre esta materia, y de los convenios 
con ciertas naciones 	 II 	 83 
— Ultimas disposiciones sobre el mismo asunto 
	
 Ap. 699 
— Reglas para el cumplimiento en España de exhortos de 
jueces estranjeros.  
	 II , 90 
— Reales órdenes sobre pago de los gastos que ocasione el 
cumplimiento de los procedentes de Buenos-Aires y Suiza. Ap. '700 
— Formularios de exhortos para el pals y el estraujero. . . 
	 II 	 181 
F. 
Falsedad de documentos.—Puede ser criminal 6 civil: 
efectos de una y otra : causas por las cuales un documento 
puede ser redargúido de falso criminal 6 civilmente.. . li 308 
--.— En qué casos se suspenderá el pleito hasta que recaiga 
ejecutoria sobre la falsedad de un documento presentado en 
el juicio —Art. 291.   lI 306 
-- Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta ma- 
teria 	  Ap. 724 
Falta de personalidad.—V. Escepciones dilatorias. 
Ferro-carriles.—No puede interrumpirse el servicio de 
esplotaciou de los mismos por ninguna accion judicial ni 
administrativa.   Ap. 1133 
— Tampoco puede despacharse ni trabarse ejecucion en las 
vías férreas abiertas al servicio público, ni en el material 
fijo y móvil destinado al movimiento de la línea: podrán 
ser embargados los demás bienes y los rendimientos líqui-
dos de las mismas: procedimiento para ello. 
	
 Ap. 1133 
— V. Compañías de ferro-carriles. 
Fianza.—V. Administracion del ab-intestato.—Discerni-
miento.—Interdicto de recobrar.—Quiebra. 
Fianzas de empleados.—Sustanciacion del espediente, 
como acto de jurisdiccion voluntaria, cuando las prestan en 
fincas 
 V 13 
- Procedimiento para las de los Registradores de la pro-
piedad 	 Ap. 1028 
Fianzas de tutores y euradores.—Procedimientos pa-
ra exigir la constitucion de hipoteca especial por la legal 
que tienen los menores é incapacitados sobre los bienes de 
sus tutores y curadores, y del padrastro en su caso  Ap. 1032 
— V. Discernimiento. 
Fiscales —V. Ministerio fiscal. 
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Foros.—V . Prorate° de pensiones forales. 
Frutos.—V . Desaucio.—Ejecucion de sentencias.—Inter-
dicto de adquirir.—Sentencias. 
Frutos por peniion.—V . Discernimiento. 
Fuero.—Como equivalente á jurisdiccion 	 1 	 303 
Fuero ordinario.—EI que gozan las personas y negocios 
• 	 sujetos á la jurisdiccion ordinaria: cuáles sean 	 303 
Fuero privileslado.—Cuál sea y sus diferentes clases. 	 303 
	  de Comercio.—Asuntos que eran propios de este fuero. 	 312 
— eclesiástico.—Personas que gozan de él 	 303 
— Materias propias de la jurisdiccion eclesiástica 	 311 
— de estranjeria.—Personas que gozaban de él.  	 310 
— de Hacienda.—Negoeios civiles de que cont la esta ju-
risdiccion. 	 313 
— Militar de Guerra y de Marina.—Persouas que gozaba n 
de él.  	 306 
— Negocios civiles de que conocia la jurisdiccion militar por 
razor de la materia. 	 312 
- Supresion de estos fueros, escepto el de materias elesiás - 
t.icas, y su refundicion en el ordinario 	 Ap. vm 
-- I lem id. para Ultramar. 
	
 Ap. 1 104 
Fueroe .—V. Unidad de fueros. 
Fuerza.—Su delinicion: uso de esta palabra con relacion á 
las violencias que pueden cometer los jueces eclesiástiros. IV 	 466 
--- V. Recurso de fuerza. 
G. 
Gastos del juicio.—Cuáles seau 	 1 	 67 
--- V. Costas. 
Gracias al sacar.—V. Dispensa de ley. 
Graduacion de créditos.—Todo lo relativo á esta inate-
ria ha de sustanciarse eu la pieza 2.' del concurso, despues 
del reconocimiento de los mismos créditos.—Art. 548. . III 388:, 
— Para verificarla, se couvocara'una junta de los açreede-
res, cuyos créditos hayan sido reconocidos: cuándo ha de 
acordarse, y cómo han de ser citados los acreedores: tiempo 
que ha de mediar desde la citacion basta la junta.—Ar-
ticulo 591.. 	 Ii1 	 426 
- -- Si deberá suspendeve dicha junta hasta el fallo del nego-
cio, cuando haya sido impugnado el reconocimiento de al-
gun crédito. 	  Ill 	 428 
— Estados con la clasificacion de los acreedores y notas de 
los bienes pertenecientes á terceras personas, que deben 
formar los Síndicos para dar cuenta en la junta de gradua-
cion.—Arts. 592 ,y 593. 	  111 	 430 
- 
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Graduacion de créditos.—Bienes que debeb compren-
derse en dicha nota, 6 sea, acreedores de dominio: proce-
dimiento para entregar'tales bienes I sus dueños.- Articu-
lo 593 5. 2.°  III 432 
Clasihcacion de los acreedores para su graduacion , y pa-
go, segun el Orden de preferencia que les conceden las 
leyes  III 435 
— 
Disposiciones de la Ley Hipotecaria, que modifican las 
anteriores sobre acreedores hipotecarios y su graduacion. . Ap. 773 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia. Ap. 772 
— Celebracion de la junta para la graduacion de créditos: 
cómo han de verificarse las votaciones: decide el Juez sobre 
los créditos que no hayan reunido las dos mayorías.—
Arts. 594 y 595 	  Ill 	 445 
— Impugnacion de los acuerdos de la junta 6 de la resolu-
cion del Juez sobre la graduacion: qué acreedores pueden 
hacerlo: término para ello: procedimiento: el deudor no se-
rá admitido como parte.--Arts. 596 á 601 inc 	  III 	 +47 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. con relacion á esta 
materia. 	
 A p. 774 
— Cuándo v cómo ha de verificarse el pago de los créditos: 
retencion del importe de los que hayan sido impugnados.— 
Arts. 602 y 603. 	
 III 
	 449 
— Formularios para estos procedimientos. 
	
 111 	 507 
— V. Concurso necesario.—Concurso voluntario.—Conve-
nio.—Quiebra.—Quita y espera.—Reconocimiento de cré-
ditos. 
Gravamenes.—V. Liberacion de gravámenes. 
Guardadores.—Cuando las leyes usan esta denomination, 
se refieren á los tutores y curadores ad bona; y no á los cu-
radores ad litem.—Sent. del Trib. Sup.  Ap. 1003 
— V. Acciones sobre la gestion de los guardadores.—Cu-
rador para los bienes.—Tutor. 
H. 
Habilltacion para comparecer enjuicio.—Qué sea: 
si puede concederse para todos los negocios: personas que 
pueden pedirla; y por qué no se concede este recurso á to- 
dos los incapacitados 	  
-- Juez competente para concederla.—Art. 1350.. .. 
	  
Casos en que los hijos de familia y las mujeres casadas 
necesitan dicha habilitacion: circunstancias que han de con-
currir para que pueda concedérseles.—Arts. 4351 y 1352. 
--- Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia. Ap. 1015 
-- Personas que podrán pedir se conceda dicha habilitacion. V 
	 337 
— Sustanciacion del espediente: no puede concederse sin 
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menor de edad Is persona á quie t+ se conceda.—Articu- 
. los 1353 á 1355.  	 V 	 340 
Habilitacion para comparecer en jnlcio.—? o l a . 
necesitan el hijo ni la mujer casada para litigar con su pa-
dre 6 marido.—Art. 1356  V 344 
— Casos en que han de sustanciarse estos asuntos en via 
ordinaria.—Arts. 1357 y 1358 	 V 	 344 
-- Formularios para estos espedientes 	  V 	 350 
Hacienda publica.—No puede admitirse demanda contra 
la misma sin que se acredite haber precedido la via guber-
nativa. —Art. i.° del dec. de 9 de julio de 1869  Ap. xxxni 
— Será representada por el Ministerio fiscal del fuero ordi-
nario: consulta que éste debe hacer al Gobierno antes de 
entablar 6 contestar una demanda: consecuencias de la 
ornision de este requisito. —Arts. '2.° y 3.° de id. 1 p. xxxlll 
— Observaciones sobre este último punto 	 \p. xxxvnr 
— V. Apremio.—Ejecucion (te sentencia —Juicio eje-
cutivo. 
Hechos electorales. =V. fnformacion para perpétua 
memoria. 
Herederos.—Cuándo y cómo pueden in=cribir á su favor los 
bienei hereditarios habiendo legados 
	
 Ap. 755 
-- V. Ab intestato.—F,xhibicion.—Testamentaría. 
Herederos ab-intestato.—Cuán l a podrá hacerse la de-
claracion de tales herederos en acto de jurisdiccion vo-
luntaria, y cómo ha de sustanciarse en este caso  V 10 
— Declaracion hecha sobre este punjo en R. O. de 19 de 
octubre de 4860 	 Ap. 999 
Hijo de ramilla.-V. Comparecencia en juicio.—Depó-
sito dé personas. — ffabilitacion para comparecer en 
juicio. 
Hijos ilegítimos. —V. Consentimiento paterno. 
H ijos legítimos.—V . Consejo: Consentimiento paterno. 
H ijos naturales.—V. Consentimiento paterno. 
Hijuela.—Qué sea: partes de que debe constar 	  Ill 	 23 
— V. Division de herencia. 
Hipoteca dotai.—Procedimiento para compeler al marido 
á la constitucion de esta hipoteca 	  Ap. 1028 
Hipoteca legal.—Procedimiento para exigir judicialmente 
la constitucion de una hipoteca especial en lugar de 
aquella  Ap. 1028 
Honorarios.—Los abogados y demás funcionarios no suje-
tos á arancel están dispensados de poner sus honorarios al 
pié de los escritos.—R. O. de 22 de junio de 1861  Ap. 642 
— V. Tasacion de costas. 
 
 
floras hablies. —Cuáles lo sean para actuaciones judicia- 
les. —Art. 10 	 1 	 41 
-- Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta nma- 
teria. 	
 Ap. 	 618 
— Sobre su habilitation.—V. Dias hábiles.  
Ilospltales. —V. Defensa por pobre.  
Ilaerfano.—V . Depósito de personas.  
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Honorario; de los registradores.—Procedimiento  
para exigirlos judicialmente 	 -  
Tnm. P ^as 
4p. f029 
Iglesias parroquiales. —V. Defensa por pobre.  
Imbécil.—V. Curador ejemplar.—Depósito de personas.  
Inenpaellados.—V. Ab-intestato.—Curador ejemplar.—
Depósito de  personas.— Division de herencia.—Fianzas  
de tutores y curadores.—Testamentaria.—Transaccion.  
— Yenta de bienes de menores.  
Incidentes. —Significacion de esta palabra: qué reclama-
ciones han de considerarse como incidentes del juicio. . . 
— G u iicacion de los que tienen procedimiento especial. 	  
-- Si pueden tener lugar en todos los juicios 	  
-- Requisitos para que puedan ser calificados de tales inci-
dentes.—Art. 337 	  
--- Los jueces deben repeler de oficio los que sean agenos  
al asunto principal, sin perjuicio del derecho de los intere-
sados.-Art. 338.  
- - Si es apelable la providencia en que se repele de oficio  
un incidente, 6 qué recurso procederá 
	  
- Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre la naturaleza  
de los incidentes, y que no pueden suscitarse antes de  
admitirse la demanda. 
	  
cipal.—Arta. 339, 340 y 341. 	  
Si es apelable la providencia que decide este punto. . 	  
- -- Sustanciacion de los incidentes.—Art. 342 	  
• - Casos en que han de recibirse á prueba, y por qué tér- 
mino.—Arts. 343 y 344 	  
-- En lodo lo de,mis relativo á la prueba deberá observarse 
lo dispuesto para el juicio ordinario. 
	  
— Cuándo y cómo se unirán á los autos las pruebas prac-
ticadas: si deberá mandarlo el Juez de oficio.—Art. 345. . 
-- Si procede la alegacion y prueba de tachas.. 
	 . .. . 
- Cuándo se mandará traer los autos 
 I la vista para sen- 
tencia.—Arts. 344 y 345. . 
---- La citacion para sentencia solo es necesaria cuando ha  
mediado prueba.--Sent. del Trib. Sup 	  
— Qué incidentes se han de sustanciar eu la misma pieza  
de autos, y cuáles en pieza separadasin suspender la prin- 
II 558 
11 560  
11 561 
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Ton. Pigs. 
Ine identee.—Vista pública, si se solicita dentro de dos dias: 
en este caso , las pruebas de manitiesto eu la escribania.— 
Articulos 346 y 347  II 579 
— Término para dictar sentencia: esta es apelable en am-
bos efectos: cómo han de remitirse los autos al Tribunal 
superior.—Arts. 348, 349 y 350 	 II 	 579 
— Formularios para los incidentes. 	 II 	 584 
laeldentes en segunda Instancia.—Cómo han de sus-
tanciarse: la providencia que lus resuelva es suplicable 
ante la misma Sala dentro de tercero dia.—Arts. 889 
y 890.  
 IV 147 
— Declaracioces del Trib. Sup. de Just. sobre este punto A p. 8 u) 
Incompetencia de Jurlsdieclon.— V. Cuestiones de 
Competencia.—Excepciones dilatorias. 
Iuformaclon para perpétua memoria.—Cuál sea su 
objeto.  	 V 	 354 
Fuerza y valor legal de estas informaciones 	 V 	 365 
— 
Cueles han de ser admitidas: hechos que no pueden ser 
objeto de ellas.—Arts. 139 	  V 	 356 
— 
Se comprenden eu estas informaciones las relativas á ro-
turaciones ó repartimiento de bienes de propios, y ei ser de 
aprovechamiento comun ciertos bienes para esceptuarlos de 
 la venta.  Ap. 1016 
— Si pueden acomodarse á este procedimiento las informa-
ciones sobre hechos electorales.  	 V 	 359 
-- Juez competente para conocer de las informaciones ad 
perpetuam 	  V 361 
- Toda oposiciou ha de sustanciarse eu via ordinaria.-  
Art. 1 360. 	 V 	 361 
— No puede admitirse ninguna informacion de esta clase 
sin oir al Promotor.—Art. 1361 	 V 	 363 
- -- Sustanciacion del espediente para recibir, aprobar y pro- 
tocolizar la iuformucion.—Arts. 1362 á 1366 inc 	 V 	 364 
- Qué ha de hacerse cuando de los hechos justificados pue- 
da seguirse perjuicio á tercero 	 V 	 370 
— Formularios para estas informaciones 	  V 	 372 
Informaeion posesorla.—Su objeto: Juez competente: 
cuándo lo es el de paz: procedimientos y requisitos para 
estas informaciones.  4p. IO29 
lugaillno .—V. Desaucio. 
luserlpelon en el registro.—V. Cancelacion.—Here-
deros.—Peculio.—Rectifcacion. —Retracto. 
laslnuaelon de donaciones.—Ha de hacerse y sustao- 
ciarse como acto de jurisdicciou voluntaria 	 V 	 i1 
Inspeeelen oeular.—V. Reconocimiento judicial. 
Instituelones de crédito.—V. Procedimiento de apre -
. mio (en negocios de comercio.) 
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Tom. Pigs. 
Interdieelon cl vl 1.--V. Curador ejemplar. 
Interdicto.—Su definicion y objeto 	  III 	 584 
— Naturaleza de estos juicios y carácter especial de las 
sentencias que los deciden 	 . Ill 	 584 
-- No pueden admitirse contra las providencias que dicten , 
las autoridades administrativas eu negocios de sus atribu-
ciones.   Ill  585 
	
Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre este punto 	  Ap.' 819 
— Denominacion de los interdictos que pueden intentarse 	  
—Art. 691  	 III 	 586 
-- Su division en posesorios y prohibitorios 	  III 	 651 
-- Jueces competentes para conocer de ellos.—Arts. 692 
y 693. 	  Ill 	 587 
— Decisiones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia.. . Ap. 820 
	
 Véase además, en cada caso, lo correspondiente alin- 
terdicto de que se trate. 
Interdicto de adquirir.—Su objeto: períodos eu que se 
divide este juicio 	  III 	 589 
— Requisitos indispensales para que proceda este inter-
dicto.-4rt. 694 	
 III 	 589 
-- 	 Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre este artículo 
	
y el que sigue    Ap. 820 
— Cómo ha de dictarse el auto otorgando 6 negando la po-
sesion: recursos contra él: cómo ha de darse la posesiou 
cuando sea otorgada.—Arts. 695 á 699 inc  Ill 592 
-- Dada la posesiou, se ha de publicar por edictos: dónde y 
por qué término: qué ha de hacerse si nadie se presenta á 
reclamar contra ella.—Arts. 700 y 701.  III 595 
-- Declaraciones del Trib. Sup sobre estos dos artículos y el 
	
que sigue.   Ap. 821 
--- Procedimiento para sustanciar oposicion en el caso de 
que se presente alguno eu tiempo reclamando contra la pó-
sesion: fallos que pueden recaer, y cómo han de ejecu- 
tarse.—Arts. 702 á 706 inc   III 596 
— Cuando haya condena de costas, 6 de frutos, daños y 
perjuicios, cómo ha de procederse para fijar su importe y 
hacerlo efectivo.—Arts. 707 y 708 	  Ill 	 601. 
- --- Formularios para el interdicto de adquirir 
	
 It1 	 660' 
-- V. Interdicto.—Segunda instancia de los interdictos. 
Interdicto de obra nueva.—Qué se entiende por obra 
cueva.  	 Ill 	 628 
Quién puede valerse de este interdicto y en qué casos. , 111 
	 628 
— Presentada la demanda, ha de decretarse la suspension 
provisional de la obra: efectos de esta providencia, y cómo 
ha de ejecutarse.—Art. 738, §. 1.' . 	   
Declaracion del Trib. Sup. de Just. sobre este punto. . 
	  Ap. 824 
— Procedimiento para la sustanciacion y fallo de ,este iu-, 
terdicto, y para la ejecucion de la providencia ratificando 
la suspension de la obra: casos en que procede la apelacion 
ea un efecto 6 en ambos.--Arts. 738 á 744 inc. 	  
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• 
Ioterdieto de obra nneva.—Autorizacion para conti-
nuar la obra: en qué casos y con qué requisitos ha de con-
cederse: recursos contra esta providencia: procedimientos  
para. este incidente y para la demanda, que ha de deducirse 
é la vez, á fiu de que se declare el derecho á continuar la 
obra.—Arts. '745, 746 y 747  
— Declaraciones del Trib. Sup. con relaciou á este punto. 	  
— Formularios para el interdicto de obra nueva 	  
— V. Interdicto.—Segunda instancia de los interdictos. 
Interdicto de obra vlefa.—Qué se entiende por obra 
vieja para Tos efectos de este interdicto. 	  
— Objetos que puede tener este interdicto: personas que 
podrán intentarlo.—Arts. 748, 749 y 750. 	  
— Cuándo procede acudir al Juez por la vía del interdicto, 
y cuándo al Alcalde por la vía gubernativa, para asegurar 
6 demoler una obra vieja.. 







-- Procedimiento para sustanciar y decidir el interdicto,  
cuando tenga por objeto la adopcion de medidas urgentes 
de precaucion: quién y cómo puede ser compelido é ejecu-
tarlas: no hay apelacion en estos casos.—Arts. 751 d 753. 
— Cuando dichas medidas se ejecuten á costa del actor, 
queda á salvo el derecho de éste para reclamar el reintegro 
del dueño de la obra: forma en que podré hacerlo.—Ar-
ticulo 751, §. 2.° 	  
— Procedimiento para el caso en que el interdicto tenga  
por objeto la demolicion de algun edificio: cualquiera que 
sea la sentencia, es apelable en ambos efectos: medidas de  
precaucion, que podrán ejecutarse antes de remitir los au-
tos é la Audiencia.—Arts. 754 á 759 inc. 	  
— Formularios para los interdictos de obra vieja. 	  
— V. Interdicto.—Segunda instancia de los interdictos. 
Interdicto de recobrar.—Su objeto y fundamento. . . 
— Si en todos los casos de despojo se comete el delito de  
usurpacion; y cuando exista delito, si podrán emplearse  
simultánea 6 sucesivamente el procedimiento civil y el cri-
minal. 	  
— Requisitos que debe contener la demanda entablando 
este interdicto, y hechos que han de justificarse.—Ar-
tículo 724 	  
— Personas é quienes compete este interdicto, y casos en 
qae pueden entablarlo. 
	  
— Quién ha de ser considerado como autor del despojo, 
para dirigir contra 61 la demanda- 
	  
— Término para interponer este interdicto. 	  . . , 
— En todo caso, presentada la demanda ha de recibirse la 
informacion de tres testigos por lo menos.—Art. 725.... 
— Sustanciacion que ha de darse é este interdicto, en el 
caso de haberse ofrecido fianza para que no se oiga al des-
pojante, hasta la ejecucion de la sentencia en que se otor-
gue 6 deniegue la restitucion. —Arts. 726 á 733 inc.. 	 . 
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Interdicto de recobrar.—Declaraciones del Trib. Supre- 
mo de Just. sobre esta materia. 	  Ap. 822 
— 
Queda á salvo á las partes su derecho, en todo caso, para 
ejercitarlo en juicio ordinario: si esta reserva será solo res-
pecto de la propiedad, 6 tambieu de la posesion.—Artícu-
los '730, 731'y 733  Ill 625 
— Declaraciones del Trib. Sup. con relacion á esta materia 	  Ap. 823 
— 
Procedimiento para la sustanciacion y fallo de este inter-
dicto y ejecucion de la sentencia, en los casos en que debe 
darse audiencia al despojarte por no haber ofrecido fianza 
el actor.—Arts. 734 á 737 inc  III 628 
— Formularios para el interdicto de recobrar. 	  Ill. 	 687 
— V. Interdicto.—Segunda instancia de los interdictos. 
Interdicto de retener.—Cuál sea su objeto. 	
 III 603 
— 
Casos en que procede: por quién y contra quién puede 
intentarse.—Art. 709. 	
 II I 	 603 
— Declaracion del Trib. Sup. de Just. sobre este punto. . 
	  A p. 822 
- Estrenos que debe justificar el que intente este interdic- 
	
to para que pueda darse lugar á él.—Arts. 710 á 713 inr. Ill 
	 601 
Procedimiento para el caso de,que resulten comprobados 
dichos estremos: juicio verbal: pruebas admisibles: decla-
raciones que pueden hacerse en la sentencia: recursos con-
tra la misma: cómo han de ejecutarse, y han de hacerse 
efectivas las costas.—Arts. 711 á 722 inc.   III 606 
— Pueden devolverse á las partes los documentos que ha- 
yan presentado; cuándo y cómo.—Art. '723 
	
 III 	 611 
— 
Formularios para estos interdictos 
	
 Ill 	 665 
— V. Interdicto.—Segunda instancia de los interdictos. 
Intereses.—Está abolida toda tasa sobre el interés del capi- 
	
tal en numerario, por la ley de 14 de marzo de 1856.. . . IV 
	 270 
— Por la misma ley se fijó al 6 por 100 el interés legal. . . Ap. 871 
— Debe pagarlos todo deudor que se constituye en mora; 
cuándo se halla en este caso.—Sents. del Trib. Sup.. . . . Ap. 872 
— V. Sentencias. 
Interrogatorio.—V. Testigos. 
	
Inventario.—Su definicion y las de sus diferentes clases. . III 
	 177 
— Constituye el primer periodo del juicio de testamentaría: 
casos en que puede practicarse simultáneamente con el 
avalúo. —Arts. 425 y 426 	
 Ill 
	 175 
— Cuándo han de hacerse los inventarios judicialmente, y 
cuándo estrajudicialmeute en el juicio voluntario de testa- 
	
mentaria: quién ha de autorizarlos.—Arts. 427 á 429.. . . 111 
	 180 
— Declaracion del Trib. Sup. de Just. con relacion á esta 
materia. 
	  Ap. 760 
— Quiénes han de ser citados para la formacion del inven- 
tario.— Art. 430 	
 III 	 184 
— Orden por el que se han de inscribir en el inventario los 
bienes y documentos.— Arts. 431 y 432 	  III 
	 184 
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Inventario.—Procedimiento para la aprobacion del inventa-
rio: é quién ha de notificarse la providencia que recaiga: 
recurso contra la misma.—Arts. 433 á 436 inc.  IIl 191 
Cómo han de sustanciarse las reclamaciones que se hagan 
contra el inventario: efecto que producen de suspender 6 
no el avalúo, segun tengan por objeto la esclusion 6 inclu- 
sion de bienes.—Arts. 437, 438 y 439 	  III 	 193 
- Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia 	  Ap. 760 
--- Formularios para elinventario de bienes y su aprobacion 	  Ill 	 288 
— V. Ab-intestato.—Testamentaria. 
J. 
Jactancia.—V. Demanda de jactancia. 
Juez eompetente.—Ante él debe interponerse toda de-
manda.—Art. I  • 	 f 	 3 
-- Quién se entiende por tal 	 l 	 5 
— Puede serlo por la ley, 6 por voluntad y sumision de las 
partes  	 I 	 6 
— Lo es coo preferencia aquel á quien las partes se some-
ten espresa 6 tácitamente.—.4rts. 2.', 3.° y 4.° 	 I 	 3 
— Quién lo sea por la ley, segun la clase de accion que se 
ejercite.—Art. 5 °   
	 I 	 4 
— Casos especiales en que la ley determina quién ha de ser 
el Juez competente.—Art. O.' 	 I ° 30 
— Resoluciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia. Ap. 603 
--- V. Accion (en sus diferentes articulos).—Sumision. 
Juez eelesláslico.—V. Recurso de fuerza. 
Juez estranjero.—V. Testamentaria. — Testamento. — 
Testamento cerrado. 
Jaeces árbitros.—V. Arbitros. 
Jueces de paz.—Tionen el deber de mantener el buen 6r- 
den en los juicios verbales y demás actos públicos, y de 
exigir se les guarden el respecto y consideracion debidos, 
corrigiendo en el acto estas faltas con multa hasta 200 rs. 
Art. 42.  	 1 	 152 
-- Lo que deben hacer si el hecho indicado constituyera 
delito.  	 1 	 1 55 
—
Si pueden corregir disciplinariamente á los subalternos 
y dependientes de sus juzgados, conforme al art. 43. . . . 	 I 	 158 
Recursos contra estas correcciones 	 I 	 167 
— Casos en que deben pasar al domicilio de las personas, 
que hayan de prestar el consentimiento 6 consejo para el 
matrimonio.—R. O. de 21 de Julio de 1865 	 V 	 402 
-- Cuándo les corresponde convocar y presidir ta junta de 
parientes para dicho consentimiento 	 V 	 386 
— V. Ab-intestato.—Actos de jurisdiccion voluntaria.—
Apremio. —Consejo.— Consentimiento paterno.—Correc- 
.rr :MK  
1196 	 LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL. 
Tom. Pigs. 
ciones disciplinarias. —Cuestiones, de competencia. —  
Desaucio.—Embargos preventivos.—Juicio verbal.—Juz-
gados de paz. —Papel sellado.—Recurso de queja.—Re-
cusacion.—Retracto. 
Jueces de primera instancia.—Forma en que deben 
dirigirse á lo; tribunales y domás autoridades para la pSác-
tica de diligencias  
—
Han de ver por sí mismos los autos para dictar toda 
clase de providencias.—Art  35 • 
Tienen el deber de mantener el buen órden en los actos 
públicos y de exigir se les guarden el respeto y considera-
tion debidos, corrigiendo en el acto estas faltas con multa 
hasta 400 rs., 6 procediendo criminalmente si constituye-
sen delito.—Art. 42  . . . 
—
Pueden corregir disciplinariamente á los abogados, es-
cribanos, y demás subalternos y dependientes del Juzgado. 
—Art. 43 	  
— V. Correcciones disciplinarias. 
Juicio.—Acepciones de esta palabra: su de fi nition como 
controversia judicial: sus varias clases, y definition de cada 
uno de ellos 	  
Juicio ab-intestato.—V. Ab-intestato. 
Juicio de amigables componedores.—Su naturaleza: 
cuestiones que pueden ser objeto de este juicio: cómo han 
de decidirse.—Art. 819.   
— Con qué iustruccion y en qué forma lia de dictarse y eje-
cutarse el fallo.—Arts. 831, 832, 833 y 836 	  
— V. Amigables componedores. 
Juicio arbitral.—Ha de sustanciarse ante escribano.—
Art. 788. 	  
— Procedimiento para este juicio, desde que aceptan los 
árbitros su encargo hasta dictar su fallo, con espresion de 
los términos para formular las partes sus pretensiones, im-
pugnarlas, prueba y sentencia.—Arts. 789 á 801 inc.. . . 
— Si será necesario valerse de procurador y abogado. . . . 
	
— Si deberá preceder el acto de conciliation 
	  
-- Si podrá suspenderse el término de prueba en estos jui- 
cios como en el ordinario. 	  
— Si podrán los árbitros apremiar á los testigos y peritos 
para que comparezcan, y dirigir exhortos para la práctica 
de las diligencias que no puedan ejecutar por si mismos. 
— Forma y solemnidades de la sentencia arbitral: ha de ser 
conforme á derecho y á lo alegado y probado.—Articu-
los 802 y 803 
	  
— Término para notificar á las partes la sentencia 6 los vo-
tos de los árbitros: procedimiento para que el tercero diri-
ma la discordia, si la hubiere: sobre los puntos en que éste 
no convenga con ninguno de aquellos, fallará el Juez de 




































Juicio arbitral.—Qué Juez de primera instancia seré el 
competente para ello, y chino dictará su fallo. 
	  IV 	 6I 
— Apelacion de la sentencia arbitral para ante la Audien-
cia del territorio: término para interponerla: casos en que 
puede tener lugar y cou qué requisito.— Arts. 809 á 
	
814 inc   
 IV 	 62 
— Si son apelables las providencias interlocutorias de los 
	
•árbitros   
 IV 	 1;6 
— Por quién y cómo ha de ejecutarse la sentencia arbitral 
homologada. 	
 IV 	 68 
— Cómo han de sustauciarse las apelaciones: se dá el re-
curso de casaciou contra la sentencia de la Audiencia.—
Arts. 815 y 816. 	
 I V 	 69 
— Cuando el compromiso sea para fallar un pleito que se 
halle pendiente en segunda instancia, cómo ha de sustan-
ciarse: efecto del fallo de los árbitros: se dé contra él el re-
curso de casacion: requisitos para que sea admisible.— 
Arts. 817 y 818. 	  IV 	 70 
-- Formularios para estos juicios 	  IV 	 82 
-- V. Árbitros. 
Juicio de desaucio.—V. Desaucio. 
Juicio ejecutivo.—Su d4nicion y objeto. 	  IV 	 264 
— Si procederá este juicio, cualquiera que sea la 'cantidad 
que se reclame, aunque no esceda de 00 escudos 
	  IV 	 263 
— 
No procede la vía ejecutiva ni puede dicta rse providencia 
de embargo contra las rentas y caudales del Estado.—Decre- 
to de 9 de julio de 1869, art. 4.°. 	  Ap. xxxii 
— Tampoco contra los Ayuntamientos, á no ser que la deu-
da esté asegurada con prenda 6 hipoteca 
	  Ap. xxxx 
— Requisitos que sou necesarios para que pueda tener lu- 
gar este juicio 	  IV 	 265 
— Títulos que tienen aparejada ejecucion.—Art. 941 adi- 
	
cionado..   Ap. 855 
— Nueva adiciou hecha é este artículo por la ley de libertad 
de Bancos y sociedades anónimas 	  Ap. 1131 
— V. Billetes de Banco.—Confesion judicial.—Documen-
tos privados.—Escritura pública.—Letras de cambio.—Li-
branzas.—Obligaciones hipotecarias.—Obligaciones al por-
tador.— Pagarés de comercio.—Pólizas. 
— Cómo puede prepararse la accion ejecutiva á falta de tí-
tulo que tenga por sí aparejada ejecucion.—Arts. 942 y 
913.   IV 265 
— 
En qué casos y cou qué requisitos puede despacharse la 
ejecucion contra el deudor que, citado para reconocer su fir-
ma, no comparece 6 no responde categóricamente.—Artícu-
lo 943 adic.  Ap. 866 
-- La ejecucion no puede despacharse sino por cantidad lí-
quida.—Art. 941. 	  IV 	 275 
— Si la cantidad líquida ha de ser precisamente en metá-
lice.   IV 	 276 
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consista en efectos de comercio. 	  Ap. 871 
-- C6mo ha de formularse la demanda ejecutiva.—Artícu- 
lo 945 . 	  IV 277 
IV  278 
C6mo ha de despachar 	 Juez 6 denegar la — 	 el 	 ejecucion: re- 
cursos 	 contra 	 la 	 providencia denegatoria.— Arts. 946 y 
9A7. 	  
A p. 872 
Declaracion del Trib. Sup. 	 la 	 del — 	 sobre 	 aplicacion 	 articu- 
lo 946 	
 
— Despachada la ejecucion, se entrega el mandamiento al  
IV 281 
. a^ 
actor: cómo ha de requerirse de pago al deudor y proce- 
derse al embargo: órden que ha de guardarse para los em- 
bargos; bienes exceptuados.—Arts. 948 á 952 inc 	  
— 	 con relaciou 	 esta 
A p. 873 
Declaraciones del Trib. Sup. de Just. 	 á 
materia. 	  
Parte 	 del 	 á 
Ap. 873 
— 	 proporcional 	 sueldo que podrá embargarse  
los empleados de Ultramar 	  
Ap. 874 




bienes raíces: ha de hacerse conforme â la Ley Hipotecaria  
y é la R. O. de 11 de Mayo de 1863.—Art. 953 
	  
En todo 	 las 	 de 	 del — 	 caso son 	 costas 	 cuenta 	 actor.—Ar- 
IV 286 tículo 954. 	  
Cuándo 	 ha de hacerse 
IV 287 
— 	
y cómo 	 por cédula el requeri- 
miento al pago.—Art. 955 	  
— El acreedor puede concurrir á los embargos, pedir su  
mejora y que se amplie la ejecucion; cómo y con qué obje-
to.—Arts. 956, 957 y 958.  IV 288 
--  Citacion de 	 del deudor: 
IV 290 
remate: oposicion 	 cuándo y có- 
mo pueden tener lugar y sus efectos.—Arts. 959 ú 962 inc. 
Ap. 875' 
Declaraciones del Trib. Sup. — 	 sobre estos puntos y sobre  
cuándo puede promoverse la cuestion de competencia.. . . 
A p. 876 




Si 	 la 	 de el endosante ejecutado podrá oponer 	 escepcion 
'Ap. 878 falsedad de la letra de cambio. 	  
--- Si podrán alegarse otras escepciones 	  IV 300 
— 	 con relacion 	 esta materia. Ap. 880 Declaraciones del Trib. Sup. 	 â 
Sustanciacion 	 ha de darse á la 
IV 304 
— 	 que 	 oposicion, con prue- 





han 	 de imponerse 	 las costas: 
	
queda 
siempre á salvo el dérecho de las partes para el juicio ordi- 
nario.—Arts. 964 á 972 inc . 	  
Declaraciones del Trib. Sup. sobre estos puntos 	  Ap. 881 
La — 	 sentencia que recaiga es apelable en ambos efectos: 
 
cuándo y con qué requisitos puede ejecutarse la de remate. 
 
.4rt. 973 á 978 inc 	  IV 310 
Formularios IV 344 --- 	 de las diligencias para prepararla ejecucion. 
-- 	 Id. del juicio ejecutivo 
	  
IV 346 
V. — 	 Compañías 
	 de ferro-carriles.— Ferro-carriles.- 
Obligaciones hipotecarias.—Procedimiento de apremio.—. 
Segunda instancia del juicio ejecutivo.—Tercería. 
. 
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Juicio de menor euantie.—A qué juicios se dé esta de-
uominaciou.. 	  IV 	 522 
Si son estensivas é este juicio las diligencias preparato- 
rias del ordinario, y los embargos preventivos 
	  1V 	 524 
— Contiendas que han de decidirse en este juicio: no esclu-
ye la via ejecutiva.—Arts. 1 133 y 1131. 	  IV 	 525 
— No pueden decidirse en él aunque sean de menor cuan- 
tía las contiendas que tienen señalada eu la ley tramitacion 
especial. 	
 IV 	 523 
— En que casos deberán sustanciarse las tercerías por los 
trámites de este juicio 
	
 Ap. 	 921 
— Cantidad que determina este juicio en Ultramar.   Ap 
	
925 
— Procedimiento para lijar el valor de la cosa litigiosa, 
cuando las partes no estén conformes sobre ello.—Ar-
tícuto 1135 
	  IV 	 529 
— Cuándo, por quién y cómo puede promoverse este in - 
cidente. 	
 IV 	 530 
— Recursos contra el fallo que decida dicho incidente : no 
es apelable, pero puede utilizarse el recurso de nulidad: en 
qué casos, y cómo ha de prepararse.—. drts. 1135 y 1 154 	  IV 	 532 
Cómo y eu qué forma ha de deducirse la demanda de 
menor cuantía: documentos y  copras que deben presentar-
se con ella.—Art. 1136.   IV 534 
— En qué forma ha de hacerse la citacion y emplazamiento 
del demandado.—Arts. 1137 y 1138 	  IV 	 511 
— Si ha de concedérsele un término para comparecer, y 
otro para contestar; 6 solo el segundo. 
	
 IV 	 542 
— Lo que ha de hacerse cuando no comparezca el deman-
dado.—Art. 1139. 	  IV 	 544 
— Término para contestar: si es 6 no prorogable : Inanifes-
tacion que debe hacerse sabre la conformidad en los hechos: 
documentos y copias que deben acompañarse y con qué ob-
jeto: lo que ha de hacerse caso de reconvenciou.—Arta. 1140 
á 1143 inc 	  IV 	 546 
— Cómo podrán proponerse y decidirse las escepciones di- 
	
latorias    IV 	 548 
— Juicio verbal y sentencia, cuando las partes estén con-
formes en los hechos: término y modo de verificarlo.—Ar-
ticulo 1144 	  IV 	 550 
— Recibimiento á prueba, cuando haya hechos que probar: 
término para proponerla y practicarla : documentos que 
pueden presentarse despues: cómo han de practicarse las 
	
pruebas y fallarse el pleito en este caso.—Arta. 1145 á 1152. IV 	 554 
-- Si procede la prueba de tachas eu estos juicios, y en qué 
forma. 	  IV 	 562 
— C6mo ha de dictarse sentencia, cuando no se proponga 
prueba.—Art. 1147 	 ti 	  IV 	 557 
Recurso de apelacion y nulidad contra estas sentencias: 
casos en que procede el segundo : cuándo y cómo han de 
interponerse y remitirse los autos á la Audiencia.—Artícu-
los 1153 6 1155 inc.  IV 565 
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Juicio de menor cuantía.—Sustanciacion en la segunda 
instancia hasta devolver los autos al inferior: efectos de la 
no comparecencia del apelante dentro do ocho dias, y de la 
del apelado.—Arts. 1150 á 1160 inc  IV 568 
— R. O. disponiendo lo que ha de hacerse en el caso de 
asistir letrados á la vista, en la segunda instancia de estos 
juicios.   Ap. 925 
— En qué términos ha de procederse á la ejecucion de la 
sentencia—Art. 1161. 	  IV 	 573 
— Formularios para estos juicios. 
	
 IV 	 579 
Juicio necesario de testamentaria.—V. T'estam . en-
taría. 
•Juicio ordinario.—Su definicion: po qué sentido es cali-
ficado de ordinario este juicio 	 II 	 8 
— Es la fuente y matriz de los demás, é los que son aplica-
Ides sus reglas cuando no se determina otra cosa. 	 . . 	 II 	 10 
— Contiendas que han de ser ventiladas en este juicio.—
Art. 221 
	
II 	 11 
Tambieu las demandas de indemnizaciun por la abolicion 
de privilegios esclusivos.—R. 0..de 3 de junio de 1859.. . Ap. Fl93 
— Ha de atenderse á la cuantía del negocio para dar al 
juicio la tramitacion correspondiente: son tambien ordina-
rios el de menor cuantía y el verbal  li 1 
— Negocios que han de considerarse como de mayor 
cuantía en todo caso 	 II 	 13 
-- Diligencias que pueden pedirse para preparar el juicio 	 • 
ordinario.—Art. 222 	 II 	 15 
-- Casos en que puede pedirse el exámen de testigos antes 
de entablar el juicio.—Art. 223.  	 II 	 25 
— Formularios para todas estas diligencias preliminares..  	 II 	 463 
— Procedimiento para la sustanciacion de este juicio.—Ar- 
tículo 224 y sigs 	 Il 	 31 
— V. Alegatos.—Apelacion.—Apremio.—Confesion en jui-
cio. — Contestation. — Cotejo. —Demanda.—Documentos 
(en todos sus artículos).—Dúplica.—Emplazamiento.-





Juicio de peritos.—Qué sea, y casos en que procede este 
medio de prueba..  
	
II 	 331 
— Reglas con sujecion é las cuales ha de verificarse.—Ar - 
ticulo 303  	 II 	 332 
— Capacidad para ser perito. 
	
 Il 	 335 
— Nombramiento de los peritos: cómo y por quién ha de 
hacerse. 	
• 	
II 	 337 
— Modo de evacuar los peritos su cometido. 	  II 	 3 f 1 
— Nombramiento de tercero, caso de discordia: cómo y por 
quién ha de hacerse: capacidad para serlo 
	
II 	 343 
T 
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Juicio de peritos.—Recusacion del perito tercero: cómo 
ha de serlo, por quién y por qué causas.  	 II 	 345 
— Modo de evacuar su cometido el perito tercero. 	  11 	 349 
— Valor legal de este medio de prueba 	  II 	 384 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia 	  Ap. '729 
— Formularios para la prueba pericial en todos sus casos 	 II 	 51'7 
Juicio en rebeldia.—Cuándo se le dá esta denominacion 	
 IV 636 
— Consecuencias de la declaraciou en rebeldía de un liti-
gante: cómo han de hacérsele las notificaciones y citacio-' 
nes.—Arts. 1181 á 1183.   IV 	 639 
— Declaracion del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia. . Ap. 92'7 
— Cuándo pueden decretarse la retencion y embargo de bie-
nes de un litigante rebelde: cómo han de ejecutarse.—Ar-
ticulo 1184 á 1188 	  I\' 	 643 
— Efectos de la comparecencia del litigaate rebelde duran-
te la primera instancia.—Art. 1187 
	  IV 	 649 
— Declaracion del Trib. Sup. sobre este punto 	  Ap. 928 
— Caso en que puede alzarse la retencion y embargo de 
bienes: procedimiento para este incidente.—Arts. 1188 y 
1189. . 	  IV 	 650 
— Cómo ha de notificarse y publicarse la sentencia pronun-
ciada en un juicio en rebeldía, tanto en primera como en 
segunda instancia.—Arts. 1190 y 1191 	  R 	 652 
— El demandado rebelde debe ser condenado en costas; 
pero no en la demanda, si el actor no prueba su accion. . IV 	 653 
— Casos en que, compareciendo el litigante rebelde debe 
recibirse el pleito á prueba en la 2.' instancia.—Art. 1192. IV 	 654 
— Declaracion del Trib. Sup. con relacion á esta materia. . Ap. 9221 
— Casos en que puede prestarse audiencia al litigante con-
denado en rebeldía contra la ejecutoria que haya puesto tér-
mino al pleito: circunstancias que deben concurrir para 
ello.—Arts. 1193 á 1198 inc. 	  IV 	 656 
— Declaraciones del Trib. Sup. sobre lo que disponen estos 
artículos. 	  A p. 928 
— Cuándo corresponde á la Audiencia, y cuándo al Tribu-
nal Supremo declarar si procede, ó nó, que se oiga al liti - 
gante condenado en rebeldía: recurso de casacion contra el 
fallo de la Audiencia.—Arts. 1199, 1200, , 1202 y 1203. . . IV 	 663 
Si podrán I;,s partes someterse al Juez de 
 I.' instancia 
para que haga dicha declaracion 	  IV 	 665 
-- Reglas á que ha de acomodarse la sustanciacion de la au-
diencia contra las ejecutorias dictadas en rebeldía.—Ar-
tículo 1291.   
 IV 668 
— Declaracion del Trib. Sup. sobre el recibimiento á prueba. Ap. 930 
- — Si corresponde al Juez de primera instancia, otorgada la 
audiencia, conocer de este nuevo juicio.  
	
. . . IV 
— Cuándo y con qué requisitos pueden ejecutarse las sen- 
tencias dictadas en rebeldía.—Arts. 1204 é 1206 	  IV 
— — Si las disposiciones dictadas para los juicios en rebeldla 
son aplicables á todos los juicios 	  IV 
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Juicio en rebeldia.—Formularios para todas las inciden- 
. cias de los juicios en rebeldía 	  IV 	 684 
—' V. Juicio verbal. 
Juicio de testamentaria.—V. Testamentaria. 
Juicio verbal.—Contiendas judiciales á que se dá esta de-
nolninacion. 	  IV 	 586 
— 
Cuestiones y cuantía que son objeto de este juicio: á 
quién corresponde su conocimiento en 1.' y en 2.' instao-
cia.—Art.1162.   lV 593 
—
Cuantía, objeto de este juicio en Ultramar 	  A p. 926 
—
Estas mismas disposiciones rigen en el dia para.los asun-
tos de comercio 	 . Ap. 927 
— Si será permitido á las partes reducir é 60 escudos una 
demanda de mayor cantidad , para ventilarla en juicio 
verbal   IV 597 
—
Cuándo podrá hacerse uso de la reconvencion 	  IV 	 598 
— Competencia respectiva de los Jueces de paz para cono-
cer de estos juicios 	  IV 	 601 
— Procedimiento para fijar el interés del negocio cuando 
hubiere duda sobre ello; contra lo que decide el Juez de 
paz no se dé otro recurso que el de nulidad ante el Juez de 
1.' instancia: cuándo ha de utilizarse y cómo debe prepa-
rarse este recurso.—Arts. 1163 y 1164  IV 602 
-- Trámites á que han de acomodarse estos juicios en los 
juzgados de paz, hasta dictar sentencia.—Arts. 1165 á 
1i 76 inc. IV 607 
— Apelacion: como en su caso han de remitirse los autos al 
juzgado de primera instancia.—Art. 1177 y 1 178. . . 
	
 IV 	 621 
Trámites para decidir la a elaciou: devolution de los au- 
tos al Juez de paz con certificacion de la sentencia para su 
ejecucion.—Arts. 1179 y 1180  . . IV 623 
— 
Procedimiento para la ejecucion de la sentencia 
	
 IV 	 626 
Juicio verbal en rebeldía: efectos de la sentencia que en 
61 se dicte. 	  IV 	 618 
— Papel sellado que debe emplearse en estos juicios... . Ap. 927 
— 
Formularios para los juicios verbales 	  IV 	 631 
— 
Cómo ha de obtenerse la defensa por pobre en estos jui- 
cios  IV 	 589 
Cómo han de habilitarse
• 
 de tutor 6 curador, 6 de autori- 
zacion para litigar en estos juicios los que lo necesiten. . . IV • 590 
-- V. Cuestion de competencia.—Recusacion. 
Juicio voluntario de testamentaria.—V. Testamen-
taria. 
Junta de parientes.—V. Consentimiento paterno. 
Juramento.—Su ilefinicion y la de sus diferentes clases. . 
	 II 	 316 
— Efectos del juramento decisorio y del indecisorio: quién 
puede prestarlo. —Art. 294.  	 II 	 317 
— Si puede una parte exigir de la otra el juramento re feri- 
do. para escusarse de prestar el decisorio.  	 I1 	 319 
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Jurisdleelon.—Su definicion: no debe confundirse con la 
competencia.. 	  
	
-- V. Fuero (en sus diferentes artículos) 	  
Jartsdiccton eonteneIosa.—Su.definicion, y caractéres 
que la distinguen de la voluntaria 	 1 	 1 
Jurlsdlccion contencioso-adminlotrativa. — Mate- 
rias propias de la misma 	 I 	 316 
	
— Nuevas disposiciones sobre esta materia 	  Ap. 653 
— Decretos suprimiendo la que ejercian el Consejo de Esta-
do y los provinciales, y pasando el conocimiento de estos 
asuntos al Tribunal Supremo de Justicia y á las Audien-
cias. 	  Ap. 1033 
— 
Otro decreto dictando reglas para el ejercicio de dicha 
jurisdiccion por estos Tribunales 	  Ap. 1035 
— Reglamento' y demis disposiciones á que han de acomo-
darse los procedimientos contencioso-administrativos en las 
Audiencias 
	
 Ap. 1041 
— Id. id. para dichos procedimientos en el Tribunal Su-
premo de Justicia    Ap. 1056 
Disposiciones para el ejercicio de la jurisdiccion conten- 
cioso-administrativa por las Audiencias de Ultramar, y sus 
procedimientos.   Ap. 1 118 
Jartsdiccton especial.—V. Fuero privilegiado. 
Jurlsdlccion ordinaria.— V. Fuero ordinario.— Su-
mision. 
Jnrisdleelon prorogada. — A esta clase corresponde la 
que adquiere por sumision de las partes un Juez incompe-
tente.   I 14 
— Quién puede prorogar jurisdiccion, y si pueden hacerlo 
el procurador para pleitos y los labradores 	 I 	 24 
— No puede prorogarse jurisdiccion. al  Juez que no la tiene 
para conocer de la materia objeto de la contienda. 	 1 	 26 
--- Si para prorogar jurisdicciou basta la voluntad de las par- 
tes; ó será necesaria tambien la del Juez.  	 I 	 28 
-- V. Sumision. 
Jurlsdlccion voluntaria.—Su delinicion, y caractéres 
que la distinguen de la contenciosa. 	 I 	 I 
Justiprecio.—V. Avalúo 
Juzgados de paz.—Disposiciones dictadás para su orga-
zacion y atribuciones desde '22 de octubre de 1855 á 2 de 
enero siguiente.   {. xxx 
-- Id. para su organizacion, nombramiento; escusas, in-
compatibilidades, etc., desde 28 de noviembre de 1856 á 
18 de setiembre de 1868.   Ap. 574 
Jaramento.—Fórmula del juramento 	  II 318 
— Id. para los testigos, segun sus clases y creencias. 	  II 	 370 
-- V. Con fesion en juicio. 
I 	 6 
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JeEgados de paz.—Disposiciones dictadas en 1867 y 1868 
para el nombramiento, separacion 6 incompatibilidades de 
los Secretarios de dichos Juzgados.    Ap. 594 
—
Id. sobre atribuciones de los Jueces de paz 	  Ap. 599 
— 
Disposiciones para su organizacion y competencia en las 
islas de Cuba y Puerto -Rico. 	  Ap. 1099 
L. 
Labradores.—V. Jurisdiccion prorogada. 
114 audo.—Significacion de esta palabra. 	  
- V. Amigables componedores. 
Legallznelon.—Cuál sea su objeto: no escusa el cotejo del 
documento librado sin citacion contraria 	  
—
Cómo ha de hacerse la de documentos para el estranjero 
	  
— Cómo ban ele ser legalizados los documentos otorgados 
en el estranjero para que sean eficaces en España. 	  
Legatarios.—Cuáles tiehen derecho á promover el juicio 
voluntario de testamentaria.—Art. 406, §. 3.°. 	  
- — Los que no lo tengan pueden asegurar su derecho con la 
auotacion preventiva de su legado: cómo ha de ejecutarse. 
-- V. Administracion de testamentaria. — Exhibicion. —
Teslamentaría. 
Letrados.—Solo pueden dirigir los litigantes los que están 
habilitados para ejercer la abogacía.—Art. 19. 	  
— Requisitos que son necesarios para dicha habilitation 
	  
Más sobre esta materia: R. D. de 31 de marzo de 1863 y 
disposiciones posteriores relatives al ejercicio de la abo-
gacía.  
— Casos en que pueden ejercer su profesion sin estar ins- 
critos en el Colegio. 	  
— Pago de la contribucion industrial 	  
— No pueden ejercer la abogacía en los asuntos de que de-
ba conocer como juez su padre, suegro, hijo, yerno, her-
mano 6 cuñado.—Circular del Trib. Sup. de Just. sobre es-
te punto. 	  
— Sin su firma no puede proveerse sobre ninguna solicitud 
en juicio, fuera de los casos esceptuados.—Art. 19.. ... 
= Declaraciones del Trib. Sup. relativas é este punto. . . . 
— Pueden ser corregidos disciplinariamente por los Jueces 
y Tribunales.—Art. 43 	  
— Si pueden serlo los de pobres por ausentarse sin dejar 
encargado el despacho de los negocios de turno, 6 por 
abandonar su defensa.  
— V. Arbitrios.—Comparecencia en juicio.—Correcciones 
disciplinarias.—Desahucio.—Division de herencia.—Ho-
norarios.— Poder para pleitos.— Tasacion de costas.-
Transaccion. 
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Letras de cambio.—Cuándo tienen fuerza ejecutiva.— 
	
Art. 941 ref. núm. 4. ° .   Ap. 858 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre la fuerza  
ejecutiva y efectos de dichas letras y de los pagarés mer- 
	
cantiles   
 Ap. 862 
--.V. •Juicio ejecutivo.  
Ley de Enjuiciamiento civil.—Ley de 13 de mayo de 
1855, autorizando al Gobierno para ordenarla y compilarla  
bajo ciertas bases 
 I xxv 
R. D. y órdenes aprobándola y dictando reglas para su 
 
observancia por los Tribunales ordinarios 
	
I 	 XXVI 
— Reales órdenes mandando se cumpla por los tribunales  
militares y de estranjeria 
	
V 	 569 
— Exámen critico de la Ley de Enjuiciamiento civil 	 I 	 xix 
— Reglas de interpretacion de la misma 	 I xxuI 
— Sus disposiciones han de observarse por todos loa Jueces 
 
y tribunales que no tengan ley especial para sus procedi-
mientos.—Art. 1414  V 569  
— En virtud de la supresion de fueros especiales se aplica  
en el dia á todos los negocios civiles, inclusos los de co-
mercio, escepto las quiebras y apremios.—Arts. 1.°, 10 á  
15 inc. del decreto de 6 de diciembre de 1868  Ap. xi 
— Ha derogado todas las leyes y disposiciones anteriores, 
 
en que se hayan dictado reglas para el enjuiciamiento ci-
vil. —Art. 1415 	 V 	 574 
— No ha derogado las Ordenanzas de las Audiencias sino 
 
en lo que han sido modificadas espresamente ..... 
	
. 	 V 	 575 
- Disposiciones para su aplicacion en las islas de Cuba y  
	
Puerto-Rico.    Ap. 1087 
— Tambien en dichas islas han de sustanciarse conforme á 
 
ella los negocios de comercio, escepto las quiebras y apre-
mios.—Arts. I.°, 9 á 14 inc. del decreto de 1.° de febrero 
	
de 1869.    
 Ap. 1104 
— V. Procedimientos judiciales. 
Liberacion de graveimenes.—Casos en que pueden li-
berarse de las hipotecas tácitas legales y de otros graváme-
nes los bienes afectos á los mismos: procedimientos para 
 
ello  Ap. 1030 
Libranzas.—Las de comercio como adquieren fuerza eje- 
	
cutiva   
 Ap. 858 
Libros de cuentas.—V. Prueba. 
Limpiezas de sangre.—Fueron suprimidas en 1865. . . Ap. 999 
Liquidacion de cantidades. —V. Ejecucion de sen-
tencia . 	  
Liquidaclon de berenclia.—V. Division de herencia. 
Litis-pendencia.—V. Acumulacion de autos.—Escepcio-
nes dilatorias.  
• ar,•n4114 •  
• WI 
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tlandamlento eompulsorio.—Su definicion y objeto. II 270 
— Formulario para estos mandamientos 	 II 508 
1latrimonio.—V . Consejo: Consentimiento paterno. 
Mayor cuantia.—V . Cuantía.—Juicio ordinario. 
Medios de prueba.—V . Prueba.. 
Memoriam testamenlarlas.—Qué seau. 	  V 508 
- - - Diligencia de su presentacion, estado y señales: cuándo 
y cómo lia de mandarse su protocolizacion.—Arta. 1398 y 
1399   	 V 	 508 
-- Disposiciones que pueden hacerse en las memorias testa- 
mentarias 	 V 	 510 
— Procedimiento para su presentaciou, apertura en su caso 
y protocolizacion.  	 V 	 51 I 
En qué registro deben protocolizarse.—Art. 4400. 	 V 	 514 
-----Formulario á que debe acomodarse la protocolizacion de 
estas memorias.  	 V 	 522 
Menor eunntia.—V. Cuantía.—Juicio de menor cuantía. 
—Juicio ordinario. 
Menor de edad.—V. .4 b-intestato.—Comparecencia en 
juicio.—Curador para los bienes.—Division de herencia. 
—Fianzas de tutores y curadores. — 7'estamcntaria. — 
Transaccion. — Tutor.— V enta de bienes de menores. 
Minas.—Jurisdiccion competente para conocer de esta ma- 
teria. 	  A p. 658 
Cómo y por quién ha de practicarse su deslinde y amojo- 
namiento 	  V 	 253 
Sobre este punto no se Ira hecho novedad en las nuevas 
disposiciones. 	  Ap. 1014 
Militares. 	 Fuero privilegiado.—Ley de Enjuiciamien- 
to civil.—Sumision.—Unidad de fueros. 
1IInisterlo fiscal.- V. 9 b-intestato.—Actos de jurisdic-
ción voluntaria.—Calificacion del concurso.— Casacion 
en interés de la ley.—Quiebra.—Recurso de casacion.-
Recurso de fuerza.—Testamentaría. 
Ministro ponente.—V . Ponente. 
Montes pñbileos.—Cómo y por quién lia de practicarse el 
deslinde y amojonamiento de los mismos y de las heredades 
que con ellos confinan  V 236 
-- Nuevas disposiciones sobre esta materia 	 4p. 1009 
Moratoria. V. Espera. 
Morosidad.—V. Reconocimiento de créditos. 
Muerte presunta.—V. Ausente. 
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Mujer casada. — V. Comparecencia en 'juicio.—Depósito 
de personas.—Habilitacion para comparecer en juicio. 
Mujer soltera. —V. Depósito de personas. 
• 	 N. 
Notlfeaelon.—Su defioicion, y en qué se diferencia de la 
citation y del emplazamiento..  	 1 	 97 
— Cómo han de practicarse las notificaciones á personas 
presentes, y quién ha de firmarlas—Arts. 21 y 22.. 	 I 	 91 
— Cuando el notificado no quiera firmar, sabiendo, si podrá 
admitirse un testigo que lo haga á su ruego. 	 I 	 I u.J 
— Cómo han de ser notificadas las corporaciones, socieda- 
des, etc. 	 I 	 101 
— Término para hacer las notificaciones 	 1 	 101 
— D6nde deben hacerse y en qué dies y horas 	 I 	 104 
-- Si los testigos de las notificaciones han de ser vecinos del 
notificado, y si pueden serlo los oficiales y dependientes 
del escribano.  
	
I 	 104 
— Ha de hacerse por cédula cuando no sea habida la perso-
na. forma de estas notificaciones, y quién ha de firmarlas. 
—Art. 23. 	 I 	 105 
— Formularios de notificaciones en sus diferentes casos.. . 
	
II 	 477 
— Son nulas las notificaciones que se hagan sin los requisi-
tos prevenidos, al no ser que las consientan los interesados. 
—Art. 24. 
	
1 	 108 
— Responsabilidad del escribano que autoriza una notifica-
cion nula, 6 sin llenar dichos requisitos.—Art. 24.. . . . 	 l 	 109 
yulldad de lo convenido.--V. Conciliacion. 
o. 
Obligaciones hlpoteearlas.—Con qué requisitos tienen 
aparejada ejecucion los cupones vencidos de las emitidas 
por las compañías de ferro-carriles, y las mismas obliga-
cioues á que haya cabido la suerte de amortizacion.-
Art. 2.' de la ley de 12 de noviembre de 1869.   Ap. 1132 
— Juez competente para conocer de estas ejecuciones.—
Art. 6.' de id. 	  Ap. 1133 
Obligaciones al portador.—Requisitos para que tengan 
fuerza e;acutiva los cupones de las emitidas por compañías 
legalmente autorizadas al efecto.—Art. 941 ref. n.' 5.'.. . Ap. 863 
Obra cueva. - - V. Interdicto de obra nueva. 
Obra vieja. —V. Interdicto de obra vieja. 
Obras páblicas. — V. Compañías de obras públicos. 
Ap. 858 
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Padrastro.—V. Fianzas de tutores y curadores. 
Padre.—V. Consejo : consentimiento paterno.— Venta de 
bienes de menores. 
Pagarés de comerclo.—Cómo adquieren fuerza ejecu-
tiva. 	  
— V. Juicio ejecutivo.—Letras de cambio. 
Pagarés al portador.—V. Billetes de Banco.—Compa 
ñías de ferro carriles.—Obligaciones al portador. 
Papel sellado.—Todas las actuaciones judiciales deben es- 
cribirse en el que esté prevenido.—Art. 7.° 	 1 	 33 
— Disposiciones vigentes sobre esta materia 	  Ap. 610 
-- A quién corresponde imponer y exigir las multas por 
faltas en el uso del papel sellado 
	
I 	 40 
-- Id. id. cuando sea un Juez de paz el infractor 	  Ap. 616 
Parlieion de herencia.—V . Division de herencia. 
Peeullo.—Procedimiento para exigir la inscripcion de los 
inmuebles que le pertenezcan, y para que el padre asegure 
los demás bienes del peculio del hijo con hipoteca especial. 
Pensiones torales.—V. Prorateo. 
Peritos. — V. Avalúo.—Cotejo.—Honorarios. —Juicio de 
peritos.—Reconocimiento judicial.—Tasacion de costas. 
Perjuicios.—V. Desaucio — Ejecucion de sentencia.—
Sentencias. 
Perpetua memoria. — V. Information para perpétua 
memoria. 
Personalidad.—Sobre hechos relativos á la misma puede 
pedirse declaracion jurada al que ha de ser demandado, an-
tes de entablar la demanda.—Art. 222, §. 1.°  II 15 
— V. Comparecencia en juicio.—Escepciones dilatorias. 
Pleitos de Magistrados.—No deben seguirse en la Sala 
á que estos pertenezcan, como tampoco los de sus hijos y 
yernos.—Ley de 29 de junio de 4866.   Ap. 667 
Pobre: Pobreza.—V. Defensa por pobre. 
Poder para pleitos.—Debe ser declarado bastante por un 
letrado y presentarse con el primer escrito.—.4rt. 43. . . 	 I 	 58 
— Responsabilidad del letrado que autoriza un poder que 
no es bastante 	 1 	 59 
452 
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1 	 146 
Posesion.—Qué sea y en qué se diferencia de la tenencia. . Ill 	 616 
-- V. Interdicto (en sus diferentes artículos). 
Posesion judicial_—Eu qué casos ha de considerarse y 
sustauciarse como acto de jurisdiction voluntaria 	 V 	 10 
Posiciones.—Qué sean y cómo han de formularse 	 II 	 311 
-- V. Con fesion en juicio. 
Postor.—V. Procedimiento de apremio. 
PresentacIon de documentos.—V. Documentos públi-
cos.—Exhibicion. 
Préstamo hipotecarlo.—V. Procedemiento de apremio 
(eu asuntos de comercio). 
Presunclon.—Qué sea y sus diferentes clases; y si puede 
estimarse como medio de prueba 
	 I1 	 250 
Privilegios eselusivos.—V. Juicio ordinario. 
Procedimiento.—Qué sea y en qué se diferencia del enjui- 
ciamiento y del juicio.  	 II . 	 6 
Procedimiento de apremio.—Su objeto: se emplea para 
llevar 	 efecto la sentencia de remate en el juicio ejecu- 
tivo.  	 IV 	 314 
-- Cuándo y cómo ha de llevarse á efecto dicha sentencia 
haciendo pago al acreedor de principal y costas; cómo Ilan 
de venderse los bienes embargados, segun sus clases.—
Art. 979 ref  A p. 884 
— Cómo han de nombrarse los peritos y el tercero, caso de 
discordia, para el justiprecio de bienes; y cómo puede ser 
recusado el tercero.—Arts. 979 á 982 inc.   IV 315 
—Procedimiento para la subasta, remate y venta de los 
bienes; otorgamiento de escritura y posesiou al comprador, 
pago al acreedor de principal y costas.—Arts. 983 á 
992 inc. 	  IV 	 318 
— Cuando puede librar el deudor sus bienes pagando.—
Art  984 	   IV 	 321 
— En qué caso y por qué precio pueden adjudicarse los 
bienes al acreedor.—Art  986 
	   
IV 	 324 
TOMO V. 
Poder para pleitos.
—Ea qué forma ha de otorgarse este 
poder.  	 I 	 60 
— Quién puede sustituirlo.—Sent. del Trib. Sup. 	  Ap. 619 
— C6mo ha de revocarse 
	 I 	 75 
— V. Procurador para pleitos. 
Pólizas.—Si tienen fuerza ejecutiva las de contratos mercan- 
tiles, celebrados con intervencion de corredor público.. . . Ap. 859 
Ponente.—Para cada pleito ha de nombrarse en los Tribu- 
nales Supremo y Superiores un illinistro ponente por turno 
rigoroso.—Art. 36 	 I 	 I46 
— Sus funciones, 6 cuáles sean sus atribuciones y cargos. 
—Art. 37. 	  
-T-----_^ 
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Procedimiento de apremio.—Responsabilidad del pos- 
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tor que falta á su compromiso.—Art. 	 987. 	 . 	 . . . . . 1V 322 
Sin 	 no 	 destinarse  — 	 estar reintegrado el ejecutante 	 pueden 
á otro objeto las sumas realizadas: no tienen prelacion las 
 
costas de la defensa del ejecutado.—Arts. 993 y 994. . . . IV 327 
Formularios IV 357 — 	 para cstos procedimientos. 
	  
V. Apremio.Juicio — 	 -- ejecutivo.  
Procedimiento de apremio (en negocios de comercio).— 
Deudores contra 
	 los cuales tiene lugar esta via de apre- 
mio.—Art. 84, tít. 2.° adic. de la Ley de E. c. 	  Ap. 990 
Cómo han de 	 los 	 derecho — 	 justificar 	 acreedores su 	 y pre- 
	
parar en su caso la vía de apremio.—Arts. 85 á 88 inc 	  
de id 	  A p. 990 
Cómo ha de 	 despacharse — 	 solicitarse y 	 el apremio: embar- 
go: citacion del deudor para la venta: escepciones que éste 
 
puede proponer dentro de tercero dia: sustanciacion y fallo 
 
de la oposicion.—Arts. 89 á 95 inc. de id. 	  Ap. 992 




lleva á — 	 en que el acreedor 	 prestar 	 si se 
efecto el apremio.—Art. 96 id 	  Ap. 994 
Procedimiento 	 los deudores á las institu- — 	 especial contra 
ciones de crédito para el pago de préstamos hipotecarios.— 
D. de 5 de Febrero de 
 1869. 	  Ap. 995 
— V. Apremio. 
 
Procedimiento contencioso-administrativo.—Véa-
se Jurisdiccion contencioso-administrativa.—Vía conten-
ciosa. 
Procedimientos judiciales.—Su importancia: principios  
generales de un buen sistema 
	  
l v 
Reseña histórica del 	 España 	  I xi — 	 procedimiento civil en 
Procurador para pleitos.—Debe acompañar precisamen-
meute cou el primer escrito el poder bastanteado.—Ar- 
t4eulo 13 	  1 58 
Si 	 de 	 caso, 	 dando la podrá prescindirse 	 ello en algun 
caucion de rato.. 	 . 	 . 	 . 	 . 	 ... 	 ..... 	  l 62 




-- Se presume que acepta el poder en el hecho de usar de  
él.—Art. 45. 	  I 65 
Modos de 	 dicha — 	 verificar 	 aceptaciou 	  I 66 
debe I 67 — Qué gastos 	 pagar el procurador 	  
— Procedimiento para habilitarse de fondos los procura- 
dores 	  1 68 
Real orden 	 declarando 	 lo — 	 vigente 
	
que sobre este punto  
disponen las Ordenanzas de las Audiencias. 
	 . 	  Ap. 619 
— 	 sobre esta ma- Declaraciones del Trib. Sup. de Just. 
teria 	  Ap. 620 
Otras 	 del 	 de las — 	 obligaciones 	 procurador, además 	 consig- 
nadas eu el art. 14 de la Ley 	 de Enj. civil 	  
Mientras 	 le t 
I 69 
— 	 continúe eu su encargo, no 
	
es permitido pe- 
• 
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dir que se entiendan con su poderdante los emplazamien- 
tos, citaciones y notificaciones.—Art. 16.  	 1 	 70 
Procurador para pleitos.—Se esceptúa el caso de em- 
plazamiento de una demanda nueva 	 I 	 72 
— Causas por que cesa la representacion del procurador.— 
Art. 17.  	 1 	 73 
— Si será nulo lo que gestione el procurador despues de 
muerto el poderdante, Ignorando el fallecimiento.  
	
1 	 80 
— Declaraciones del Trib. Sup. sobre esta materia 	  Ap. 621 
— V. Correcciones disciplinarias. — Jurisdiccion proro- 
gada.—Poder para pleitos. 
Pródigo.—V. Curador ejemplar. 
Promotor fiscal.-V. Ministerio fiscal. 
Prorateo de pensiones [orales.—Cómo ha de practi-
carse: sustanciacion que ha de darse al juicio caso de ope-
sicion.   V 232 
— V. Deslinde. 
Próroga de jurisdiecion.—V. Jurisdiccion prorogada. 
Próroga de término.—V. Término de prueba.— Térmi- 
nos prorogables. 
Providencias administrativas.—V. Interdictos. 
Providencias interlocutorlas.—Recursos contra las 
de primera instancia.- 9rt 65  	 f 	 21 
— Id. contra las de los Tribunales Supremo y superiores.- 
Art. 660 	  ,  	 1 	 215 
— 
Términos para dictarlas. . - 	 .  	 I 	 301 
— V. Apelacion.—Providencias judiciales.—Reposicion.- 
Súplica. 
Providencias judieiales.—Sus diferentes clases y de-
nominaciones.  	 1 	 89 
—
Han de dictarse ante escribano, y firmarse por los jue-
ces con media firma ó firma entera, segun los casos.—
Art. 20.  	 I 	 88 
--- Cómo han de firmarse y quién ha de autorizarlas en el 
Trib. Supremo y en los superiores.—Id 	 1_. 88 
— 
Circular del Trib. Sup. de Just. sobre la intervencion 
que deben tener los Relatores y Escribanos de Cámara en 
la autorizacion y firma de las providencias  Ap. 625 
— Término para dictarlas 	 1 292 
— V. Apelacion.—Reposicion.—Súplica. 	
• 
Prueba.—Su definicion y clasificacion: su objeto, y á quién 
incumbe   	 II 	 198 
—
Casos en que ha de recibirse el pleito á prueba: cómo 
ha de sustanciarle este incidente si hay oposicion: recur-
sos contra la providencia que lo resuelva.—Arts. 257 
	
y 258    ii 201 
pour^^ 	  
Ii 
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Prueba. —Lo que ha de hacerse cuando convengan las partes  
Tom. rap. 
en que se falle el pleito sin recibirlo á prueba.—Art. 259. II 202 
Declaraciones del Trib. Sup. de Just. con relacion á esta 
 
— 
Ap. 709 materia. 	  
Recibidos los autos á 
	 se entregarán — 	 prueba, 	 por seis 
dias á cada parte para que propongan la que les convenga. 
 
Art. 273. 	  II 237 
-- La prueba ha de versar sobre los hechos consignados 
 
en la demanda, con testacion, réplica, dúplica y escritos de 
 
ampliacion.—Art. 261 §. 2.°  II 212 
Los Jueces repelerán de oficio las 
	 impertinentes  — 	 pruebas 
II 239 
Sisseftw, é inútiles: 	 recursos contra las providencias negando 6 ad- 
mitiendo diligencias de prueba.—Arts. 274 y  275 	  
Las 	 dentro del término 
 
— 	 pruebas solo pueden practicarse 
II 242 probatorio: escepciones.—Art. 276 	  
Ap. 711 
Declaraciones del Trib. Sup. de Just. 
	
— 	 sobre este punto y 
 
	
el 	 anterior. 	  
Debe formarse 	 la 	 de — 	 pieza separada para 	 prueba 	 cada 
11 245 parte.—Art. 277. 	  
— Toda diligehcia de prueba ha de practicarse con cita-
cion contraria: cuándo ha de hacerse esto: 
	 escepciones.- 
Art. 278. 	  11 246  
- 	 Medios de prueba de que puede hacerse uso en los jui- 
cios.— A rt. 279 	  II 249 
Tambien lo son los libros de cuentas de los — 	 comerciantes, 
 
Ap. x ai 
segun adicion hecha por el art. 20 del decreto sobre unidad 
 
de fueros en Ultramar, y la nota al 23 del de la Pe- 
nínsula. 	 . 	  
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. 	 sobre esta ma- 1.011%.. 
t.aria 	  Ap. 712 
Valor legal de los diferentes medios de — 	 prueba 	  II 381 
Norma 	 han de seguir los Jueces 
	 apreciar — 	 que 	 para 	 y 
I1 393 
graduar dicho valor, comparando las pruebas de ambas 
 
partes 	  
V. Confesion 	 en juicio. — Correspondencia.— Docu- 
mentos (en todos sus artículos).—Juicio de peritos.- 
Presuncion. _ Reconocimiento 
	 judicial.— Término 
	 de 
prueba.—Testigos.  
Prueba en segunda instancia.—Cuándo ha de solici-
tarse: casos en que puede otorgarse: procedimiento para  
ello, y recursos contra la providencia que la deniegue.— 
Arts. 868 4 872 inc. 	  IV 132 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia. Ap. 885 
— Formulario para el recibimiento á prueba en segunda 
 
instancia 	  IV. 162 
— V. Segunda instancia de los interdictos.—Id. del juicio 
ejecutivo.  
Popllo. —V. Depósito de personas. 
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Quiebre. — De los juicios de quiebra de los comerciantes co-
noce hoy la jurisdiccion ordinaria; pero arreglándose en los 
procedimientos al Código de Comercio y á la ley de Enjui-
ciamiento mercantil , que ha quedado vigente en esta par-
te, con algunas modificaciones.   Ap. 931 
— El procedimiento sobre las quiebras se dividirá en cinco 
secciones 6 piezas separadas: lo que ha de comprender cada 
una de ellas.—Arts. 1:° y 2.° del tit. 4.° adic  Ap. 933 
— Declaracion de quiebra: requisitos para que pueda decre-
tarse, tanto á instancia del deudor como de los acreedo-
res.—Arts. 3.° y 4.° de id.. 	  Ap. 934 
— Solo el que tenga la calidad de comerciante puede ser 
declarado en quiebra: circunstancias que han de concurrir 
para ello : declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre este 
punto. 	
 Ap. 957 , 
— duez competente para conocer de la quiebra: declaracio- 
nes del Trib. Sup. sobre ello. 
	  Ap. 958 
Oposicion del quebrado á la declaracion de quiebra: efec-
tos de la reposicion del auto en que se acordo: cómo ha de 
sustanciarse y fallarse este incidente, y en su caso la de-
manda de daños y perjuicios.—Arts. 5 á 42 inc. de id. . . Ap. 935 
Disposiciones consiguientes á la declaracion de quiebra: 
nombramiento de Comisario: ocupacion de bienes y pape-
les: arresto del quebrado si no dá fianza: publicacion de la 
quiebra: formacion del balance.—Arts. 13 et 21 inc. de id. Ap. 936 
— Quién puede ser Comisario: sus atribuciones 	  Ap. 964 
— Nombramiento de depositario: quién ha de serlo: sus 
atribuciones 	
 Ap. 966 
— Primera junta general: cómo ha de convocarse y cele- 
brarse.—Arts. 22 á 25 inc. de id. 	  Ap. 937 
-- Nombramiento de Síndicos: quién puede serlo: sus fun- 
ciones 	  Ap. 969 
— Cómo han de sustauciarse y decidirse las demandas con-
tra el nombramiento 6 para la separacion de algun Síndi-
co.—Arts. 26 á 30 inc. de id. 	  Ap. 938 
— Convenio entre los acreedores y el quebrado : cuándo 
puede celebrarse, con todo lo demás que á él se refiere 	  Ap. 985 
— Lo que debe acordar el Juez cuando haya convenio: cómo 
ha de sustanciarse y decidirse la oposiciou que á él se haga. 
—Arts. 31 ci 37 de id.  Ap. 939 
— Administracion de la quiebra: cómo ha de formarse esta 
pieza: asuntos que en ella han de comprenderse, y sus  pro-
cedimientos.—Arts. 38 á 54 de id. 	  Ap. 941 
— En qué casos tiene el quebrado derecho á percibir ali-
mentos. 	  Ap. 975 
— Retroaccion de la quiebra: quién ha de pedirla: sus efec-
tos: cómo ha de procederse para obtener el reintegro á la 
masa de lo que la pertenezca.—Arts. 55 ci 66 de id 	  Ap. 	 94 
Tom. Figs, 
Qalebra,—Juicios que deben aeumularse al de quiebra.— 
Art. 68 de id.. 	  Ap. 946 
- 
Exámen y reconocimiento de créditos contra la quiebra: 
cómo ha de practicarse: reclamaciones contra los acuerdos 
de la junta 	
 Ap. 975 
— Reglas para la formacion de esta pieza , y sustanciacion 
de la misma y de sus incidencias.—Arts. 67 á 71 de id. . . Ap. 946 
— Graduacion y pago de los acreedores: cómo ha de verifi-
carse: impugnacion de los acuerdos de la junta: rendicion 
de cuentas del caudal de la quiebra. 	  Ap. 978 
— Reglas para estos procedimientos.—Arts. 72, 73 y 74 
	
de id    Ap. 948 
— Calificacion de la quiebra: cómo ha de hacerse: circuns- 
tancias que deben tenerse presentes para ello: cuándo ha 
de procederse criminalmente. 	  Ap. 983 
-- Procedimientos para hacer dicha calificacion : con quién 
han de sustanciarse : intervencion del Promotor fiscal.— 
Arts. 75 es 82 inc. de id. 	  Ap. 94$ 
— Rehabilitaciou del quebrado : Juez competente para de-
cretarla: cuándo, en qué casos y cómo puede otorgarse: sus 
	
efectos   
 Ap. 988 
— Cómo y en qué pieza de autos han de sustanciarse las 
instancias de los quebrados para su rehabilitacion: inter-
vencion del Ministerio fiscal.—Art. 83 de id 	  Ap. 951 
	
 Las cesiones de bienes de los comerciantes se entienden 
siempre quiebras: cómo han de sustanciarse, y sus efectos. Ap. 989 
— V. Compañías de ferro-carriles.—Id. de Obras públicas. 
Quita y espera.—Definicion de estas dos palabras: son co-
sas diferentes, pero pueden proponerse á la vez, y aunque 
lo seau separadamente se sustancian del mismo modo: pro-
cedimiento diferente segun se propongan antes 6 despues 
de promover el concurso  III 326 
- Declaration del Trib. Sup. de Just. sobre este punto 
	  Ap. 766 
— Naturaleza de la quita y espera: si se constitúye en con-
curso voluntario el que las solicita. 
	
 III 	 316 
— Cómo han de solicitarse: documentos que deben acoln-
pañarse é la solicitud. 	
 III 	 327 
— Presentada la solicitud, debe convocarse é junta de 
acreedores: quiénes han de ser convocados: cómo ha de 
hacerse la citaciou.—Arts. 507 á 510 inc. 	
 III 	 325 
— Si podrán ser convocados en algun caso los acreedores 
residentes fuera de la Península 
	
 III 	 328 
— Qué acreedores han de ser convocados en Ultramar. . 
	  Ap. '766 
— C6mo ha de celebrarse la junta de acreedores, y han de 
verificarse las votaciones.—Art. 511 
	  Ill 	 331 
— Si ha de ser personal la asistencia á la junta, ó puede 
serlo por apoderado; y si cada uno de éstos podrá llevar 
más de una representacion  III 333 
— Efectos del acuerdo denegatorio de la quita 6 espera.—
Art. 512. 	  III 338 
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Quita y espera.
—Término para impugnar el acuerdo de la 
junta favorable al deudor: qué acreedores pueden hacerlo: 
causas en que debe fundarse la impugnaciou.—Art. 513.. Ill 338 
— Declaracion del Trib. Sup. do Just. sobre el 1. ° de estos 
puntos 	  , • Ap. 766 
— Qué término tendrán para impugnar dicho acuerdo los 
acreedores residentes fuera de la Península. 	  III 	 340 
— Cuándo y cómo lia de mandarse que se lleve á efecto el 
convenio: efectos de esta providencia respecto á los acree-
dores, segun que fueron 6 no citados personalmente para 
la junta: notificacion que puede hacerse á los no citados y 
 sus efectos.—Arts. 514, 515 y 516. 	  III 	 342 
— Declaracion del Trib. Sup. con relation á esta materia 	  Ap. 767 
— La oposicion se sustanciará en vía ordinaria: quiénes y 
cómo pueden sor parte en ella: recursos contra la sentencia 
que la decida. —Arts. 517 y 518 	  Ill 	 346 
-- Formularios para estos procedimientos 	  III 	 493 
— V. Concurso voluntario.—Convenio.—Quiebra. 
R. 
Rebeldia. —Su definicion y objeto, diferente de el del apre-
mio. 	  
— Casos en que procede la acusacion y declaracion de re-
beldía . 	  
— Cómo y cuándo ha de ser declarado en rebeldía el empla-
zado que no lia comparecido a contestar la demanda.—
Art. 232 
	  
— Efectos que produce esta declaracion de rebeldía 	 II 	 99 
— Formularios para acusar y declarar la rebeldía al empla-
zado, en los diferentes casos que comprende el citado ar- 
tículo 232 	  
— Id. para acusar y declararla en general 	  
-- V. Apelacion de definitiva.—Apelacion de interlocuto-
ria.—Juicio en rebeldía.—Recurso de casacion.—Térrni-
nos improrogables. 
Recibimiento a prueba.—V. Apelacion de definitiva.—
Id. de interlocutoria.—Incidente. — Prueba.—Prueba en 
segunda instancia.—Segunda instancia (en todos sus ar-
tículos). 
Reconocimiento de crddilos. — En los concursos de 
acreedores, todo lo relativo al reconocimiento y graduacion 
de créditos ha de sustanciarse en la pieza segunda de di-
cho juicio.-Art. 548  III 388 
— Cuándo y cómo ha de formarse esta pieza: junta general 
para el exámen de créditos; cómo ha de ser convocada: es-
tados que deben formar los Síndicos para dar cuenta en 
ella.—Arts. 573 y 574  111 440 
I 	 120 
1 	 133 
II 	 95 
II 	 484 
II 	 556 
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Reconocimiento de créditos.—Forma en que ha de ce-
lebrarse dicha junta, y han de verificarse en ella las vota-
ciones: cómo y por quién ha de resolverse sobre el recono-
cimiento de créditos.—Arts. 575 á 578 inc.. . . . .  III 412 
— Documento que ha de darse á los acreedores reconoci-
dos: cómo ha de hacerse saber la decision á los no recono-
cidos.—Art. 584 	
 Ill 	 420 
— Impugnacion á los acuerdos sobre reconocimiento de 
créditos: quién puede hacerla: dentro de qué término: con 
quién ha de sustanciarse y en qué forma. —Arts. 585 4 
588 inc. 	
 Ill 	 421 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. con relacion á esta  
	
materia.    
 Ap. 771  
— Reemplazo del Sindico, cuyo crédito no sea reconocido,  
6 que impugne alguno de los acuerdos de la junta: cómo  
ha de verificarse.—Art. 589 
	  Ill 	 425 
— El deudor puede ser parte en estas cuestiones; pero liti-
gando en union de los Síndicos 6 del acreedor, segun los  
casos.—Art. 590. 	  lI I 	 428 
— Acreedores, que han de ser considerados como morosos:  
	
efectos legales de la morosidad.—Arts. 579 á 583 inc... . Ill 	 416 
— Ha sido suprimido para Ultramar el art. 582 
	
 Ap. 771 
Formularios para estos procedimientos. 
	  
Ill 	 506 
-- V. Concurso necesario.—Concurso voluntario.—Conve- 
nio.—Graduacion de créditos.— Quiebra —Quita y es-
. 	 pera.  
Reconocimiento judicial.—En qué consiste: casos en  
que procede este medio de prueba: cuándo será necesaria  
la concurrencia de peritos 	 II 	 950 
— Ha de hacerse con citacion de las partes: pueden concur- 
rir éstas y sus letrados: con qué objeto y cómo ha de prac- 
ticarse.—Arts. 304 y 305 	 II 	 351 
— Si para el de libros y papeles de un litigante habrá de 
preceder la citacion del mismo 	 II 	 352 
— Valor legal de este medio de prueba 
	
 II 386  
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta ma-
teria.. 	  Ap. 729 




II 	 527 
Reconvencion.—Su definicion: efectos que produce. . . 
	
 Il 	 178 
— Personas que pueden reconvenir y ser reconvenidas. .  
	
Il 179  
— Ante qué Juez ha de proponerse 	   II 180 
— Casos en que procede la reconvencion 
	
 II 	 183 
— Diferencias entre la reconvencion y la compensacion. 
	
II 	 185  
Término para reconvenir 	 II 	 187 
— Modo de proponer y sustanciar la reconvencioo.—Ar-
ticulo 254. 	 II 	 189 
— Resoluciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta matera. . Ap. 707 
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Iteetifcaeton.- Casos en que procede la de los asientos del 
Registro de IA propiedad: procedimiento para decretarla 
j udiciafineate 	  Ap. 1031 
Recúrso de easacion.—Su definicion: etimología de esta 
palabra: reseña histórica, y consideraciones generales. . . IV  . 367 
-- De los que se interponían contra las sentencias del Tri- 
bunal Supremo de Guerra 'y Marina conocia este mishío 
Tribunal: inconvenientes de tal .disposicion.. .. ... . .. , IV 	 377 
— Hoy conoce de todos estos recursos el Tribunal Supremo 
• de Justicia en virtud del art. L.° y disp. 3.° transitoria del 
decreto sobre unidad de fueros.. 	 . 	 . Ap. 	 xi. 
— Sentencias contra las cuales se dé el recurso de casacion: 
" circunstancias que deben concurrif para poder intentarlo. 
— Arts.1040 y 1014.  • IV 378 
---- Declaraciones del Trib. Sup. de Jus. sobre esté punto: Ap. 888 
— Motivos en que puede fundarse el recurso de casacion en  . 
el fondo.—Art. 1012 	  IV 381 
• — Declaraciones •del Trib. Sup. sobre esta materia 	  Ap. 895. 
— -Causas en que puede fundarse el recurso de casacion en  • . 
la forma: esplicacion de cada uua de ellas.—Art 4013.. . IV 	 $89 
— Declaraciones del Trib. Sup.  sobre 'esta materia 	  Ap. 902 
-- Pleitos en que no se dá recurso de  .casacion en el fondo; 
pero si en la forma: juicios en que no'progede• ni uno ni . 
otro `recurso.—A rt. 4014 	  .. I V 	 398 
— Declaraciones del Trib. $up. sobre 'estos puntos. 	 . 	 . Ap. 907 
— Competencia respectiva de las Salas primera y segunda 
del Tribunal Supremo.de Justicia para conocer de estos re- 
cursos: lo queha de hacerse en el caso,de que"se interpón 
gen los dos á la vez.-Art. 4015 á 10.18 inc. . 	 . ... • IV 	 400 
- Ultimas disposiciones sobre dicha .competencia'. 	 . 	 . • :Ap. 908 
- Cómo y cuándo ha de reclamarse la subsanación'de la 
falta para preparar el recurso en la forra a.—Arts. 1019 
y 1020 	  IV 	 402 
— Declaraciones del Trib. Sup. sobre este punto.  	 ' 	 Ap. 90.9 
Los recursos de casacion han de interponerse en la Sala 	 . 
sentenciadora: término y forma para verificarlo.—Artícu- 
los 1021 .á 1024 inc 	 "  . 	 IV. 404 
Declaraciones del Trib. Sup: sobre estos puntos:.. 	 Ap.. 911 
Circunstancias que deben concurrir para qué sean admi- 
sibles estos recursos, y á cuyo exámen debe limitarse la Sala. 
• sentenciadora: forma en que ha de dictar su proiidentia.— 
• • Ara. 1025 y 1020. 	 . 	 ..   I\ 	 406 
— Declaraciones del Trib. Sup.'sobie esta materia.. 	 . .4p. 913 
Depósito para"el recùrso: dónde y dentro de qué término 
'ha de constituirse, y en qué cantidad; segun los casos: cau 
'ion que ha 'de prestaren su lugar el litigante•pobre: de-
sercion del recurso por falta del depósito 6 de la caucion:' 
cuando y cómo se remitiran los antes al Tribunal . Supremo, 
y á quién ha de hacerse-el emplazamiento.—Arts. 4027 á 
1037. inc ....   1N 404 
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Recurso de eaoaelon.—Declaraciones del Trib. Sup. so-
bre todos estos artículos  	 • 
— En Ultramar, dónde y en qué cantidad ha de hacerse el 
depósito; término del emplazamiento, y cómo han de remi-
tirse los autos 	  
— Sústanciacion que ha de darse á estos recursos desde que 
se reciben los autos en el Tribunal Supremo, hasta que se 
verifica la vista para la sentencia. -Arts. 1038 á 1053 inc. 
— Acusacion de rebeldía: desercion del recurso: cuándo pro-
ceden y sus efectos.-Arts. 1039 y 1040. 	 , 	  
— Separacion del recurrente: cuándo y cómo puede hacer-
se: sus efectos.-Arts. 1043 y 1044 • 	  
— Nueva cita de leyes ó doctrinas infringidas: cuándo pue-, 
de hacerse.-Art. 1049. 
—•Declaracion del Trib. Sup. con relation á este punto. . 
Número de Ministros que deben ver y fallar estos recur- 
sos .-Arts. 1054 á 1056 	  
- Término, para dictar sentencia: su forma: pronuncia-
mientos que deben hacerse segun los casos: qué sentencias, 
cuáles han de publicarse y dóude.-Arts. 1057 á 1064 inc., 
--- Las providencias interlocutorias del Tribunal Supremo 
son suplicables ante la misma Sala dentro de 3.° dia: contra 
las sentencias resolutorias de la casacion no se dá'ningu i 
recurso.-Arts. 1065 y 1066  
Cuándo y cómo se devuelven los autos á la Audiencia con 
certificacion de la sentencia para la ejecucion de lo juzga-
do.-Art.1067.   
-- 
Registro y sello de dichas certificaciones 
	  Ap. 
- Formulario para interponer el recurso de casacion. 
	
 
- Id. para la sustanciacion de estos recursos 
	  
— El Ministerio fi scal puede interponer este recurso en los 
pleitos 'en que sea parte, sin depósito:-da dónde cómo han 
de pagarse las costas en que aquel séa condenado.-Artícu-
los 1096 á 1099 inc. 	  
Gaso y lugar en que,procede el recu ^skde casacion contra 
la, providencia denegatoria de la• prueba en 2.` instan-
cia. -=Art. 872    
 IV 
— Declaraciones del Trib. Sup. sobre este punto 
	  
-- Id. de id., sobre el caso y lugar en que procede el recur-
so en las cuestiones de competencia. 
	 • 	  
— V. 
 Acumulacion de autos.-Apelácion en casacion 
	  
Casacion en interés de la ley.-Cuestion prévia. -Cuestio-
nes de competencia.-.Juicio arbitral. 
IRecurgó de fuerza.-Su definicion y objeto  
	
 IV 
— Estos recursos son; en conocer, en el modo de proceder, 
yen no otorgar: cuándo procede cada uno de ellos.-Ar-
ticulos 1103 y 1104 	  
— Recurso que podrá emplear el Juez eclesiastico contra el 

























Recurso de fuerza.--É1 Tribunal Supremo de Justicia y 
las Audiencias conocen de los recursos de fuerza sin ulte-
rio recurso: cuándo,son de la competencia de aquel, y 
-- Modo de preparar é interponer el recurso de fuerza en 
conocer, cuando lo promueve la parte interesada: conmi-
naciones medidas coercitivas que pueden emplearse con-
tra el Juez eclesiástico para que facilite el testimonio, 6 re-
mita los autos en su caso al Tribunal que conozca del re-
curso: cómo ha de verificarse la remesa de autos.—Articu- 
los 1107 á1113 inc  IV 478 
— Con qué penas ha de hacerse dichá con•minacion en Ul- 
	
tramar   
 Ap. 922 
- Cómo han de recogerse los autos, en su caso: cuándo ha 
de procederse criminalmente contra el Juez eclesiástico: 
jurisdiction competente para ello 
	  IV 	 486 
— Procedimiento para sustanciar el recurso hasta el acto de. 
la vista inclusive: quiénes han de ser parte en él.—Artícu-
los 1114 á 1120 inc 	  IV 	 488 
-- Reales órdenes disponiendo que los fiscales de las Au-
diencias sean parte indispensable en los recursos de fuerza 
en conocer.  Ap. 923 
— En la sustanciacion de estos recursos ha de procederse de 
oficio, 6 sin necesidad de escitacion de las partes 
	 IV 	 489 
— Término para dictar sentencia: declaraciones á que debe 
limitarse: cómo ha de ser ejecutada.—Artículos 1121 á 
1124 inc 	  IV 	 492 
— Eu qué forma y por qué conducto han de promover dicho 
recurso en conocer los Promotores fiscales y los Jueces y 
Tribunales seculares: quién ha de entablarlo: procedimien-
to para ello y para sustanciar el recurso.—Arts. 1125 á 
1127 inc   
 IV 	 497 
— Cómo han de prepararse y sustanciarse los recursos de 
fuerza en el modo de proceder, y en no otorgar.—Articu-  • 
los 1128 á 1 130 inc 	  IV 	 501 
— Término para dictar sentencia en estos recursos: decla-
raciones á que ha de limitarse, y su ejecucion.—Articu- 
	
los 1131 y 1132.    IV 507 
— Formularios para los recursos de fuerza 	  1V 515 
Recurso de nulidad:—V. Juicio de menor cuantía.—
Juicio verbal. 
Recurso de queja.—Puede interponerse ante la Audiencia 
respectiva contra el Juez que deniega cualquiera apelacion: 
cómo ha de sustanciarse: providencias que en su virtud 
pueden dictarse y sus efectos.—Art. 75  I 270 
— Contra Juez de paz por dicho motivo 	 I 271 
— 
Término para interponerlo y cómo ha de justificarse. . 	 I 472 
— Formularios para estos recursos 	  IV 153 
de la 1105 	  cuándo de éstas.— Art. 
Declaraciones referentes á la materia de este artículo. . 
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Reóusaeion. —Su delinition y fundamentos   ' 
	









cansa.—Art. 120 	  
Si 
	
ser recusados los Jueces de 	  — 	 pueden 	 paz 
 	 1 Causas legales de recusacion.—Art. 121 —. 
En 	 estado del 	 hacerse la recusa icion.— — 	 qué 	 pleito puede 
Arts.  122., 123 y 124. 	 . 	 • 	  . I 394 
Declaration del Trib. Sup. de Just. sobre 
— 	 este punto 	  Ap. 666 
Cómo ha de hacerse la recusacion.—Art. 125... • 	 a • I 400 • • 
Declaraciones del Trib. Sap. de Just, sobre este - — 	 punto. . Ap. 667 
---- . Procedimiento para decretar la recusacion de Juez 6 Ma-
gistrado.—Arts. 126 d 131 	 • I 404 
= Efectos de la  recusacion cuando sea otorgada: quén ha 
de conocer de los autos.—Arts. 133 y 134 	  1 409 
NO está comprendido en 	 Baso el de - . 	 este 	 abstencion por 
Ap. 668 impedimento legal 	  
Qué ha de hacerse cuando se deniegue la recusacion: 
-condena de costas y multa al recusante.—Arts. 132, 135, 
136 y j37   	
' 
I 411 




nisterio de Gracia y  Justicia, quantlo se otorgue la de Jue-
ces y 	 138 y 139 	 , ,Magistrados.—Arts. 
Cómo ha de hacerse la de los asesores 	  I 416 
— Como la de los subalternos de los Tribunales y Juzga- 
• , dos.—Art. 140.  	 1 	 4I9 
— Efecto de estas recusaciones cuando se hacen sin causa  • 
y cuántas pueden hacerse.—Arto. 141, 142 y 143. . 
	 . , 	 I 	 420 
— Declaraciones del Trib. Sup._de Just. sobre este punto. Ap. 669 
— Casos en que no pueden ser recusados los subatternos.-
Arts. 144 y 145 	 I 	 422 
Cuando la recusacion de un subalterno sea con causa, 
cuáles sean las causas legales; su procedimiento y efectos, 
.segun se otorgue 6 deniegue.—Arts. 146 á 155  f 424 
— Formularios para las recusaciones de todas 'clases.  
	
l 	 433 
V. Abstencion.—Amigables componedores.—Árbitros 	  '- 
-Division de herencia.—Juicio de peritos.—Pleitos de 
Magistrados. 
Redargñir de faléo.--V. Falsedad de,documentos. 
Registradores de a la propiedad.—V. Fianzas de em- 
pleados..—Honorarios de los Registradores. 
Registro de sente
^ ^
neias.—Hay uno en cada Sala, en el, 
.que 	
' - 
se entienden y f rinánlas sentencias, poniéndose en los 
autos copia certificada.—Arts. 58 y. 60 	 ' 	 I 	 19.3 
Reales decretos determinando la• forma en que ha de 
llevarse este registro y el de votos particulares reservados. 
 ' 'Ap.. 633 
Rehabilitaeioa del eoncnrsado.
—Casos en que pro- 
cede: cuándo y cómo ha de decretarse.,-Art. 571.. 
	
. .111 	 407 
Formulario para esta declaràcion. . . . 
	 . 	 . 111 	 505 
— V. Administracion del concurso.—Concurso necesario. 
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y sobre Juez competente para ello 
	  Ap. 	 1006 
Causas por las cuales pueden ser removidos los tutores 
y curadores. 	 V 	 133 
— Quién representará al menor 6 incappcitado en el juicio 
de remocion 
	  V 	 134 
— Si los tutores y curadores continuarán en el ejercicio de 
su cargo miéntras se sigue dicho juicio 
	
V 	 135 
Reparto de negocios.--No ha sido derogado por la Ley 
de Enjuiciamiento civil: reglas para verificarlo 
	
 Ap. 	 605 
Répliea. —Objeto de este escrito: seis días para evacuarlo: 
• cómo ha de formularse, y lo que ha de contener y pedirse. 
—Arts. 
 255 y.256  ' • 	 II 	 191 
— Término para este escrito caso de reconvencion 
	
 I1 	 192 
• -- Si deberá el actor acompañar los documentos en que 
funde sus nuevas alegaciones 
	 II 	 196 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia 	  Ap. 	 708 
- Formularios de los escritos de réplica 	  11 	 496 
-- V. Juicio ordinario. 
Reposieion.
—Puede pedirse dentro de 3.° dia de las pro- 
videncias interlocutorias de 1." instancia.—Art. 65. 	 214 
— Qué providencias se reputan interlocutorias para dicho 
efecto 	 1 	 216 
-- Si 
 de las providencias de que puede pedirse reposicion, 
podrá apelarse desde luego sin haber interpuesto prévia- 
mente aquél recurso 
	
1 	 220 
— Si de la solicitud de reposicion debe adarse audiencia á la 
otra parte 	 1 	 222 
-- Sent. del Trib. Sup. de Just., referente é esta materia. Ap. 640 
— Formularios para  recurso de reposiciod 	  I1 	 554 
Itepulsion•de la demanda: —V. Demanda. 
Residencia. —Actos que la constituyen, y su relation con 
el domicilio y la vecindad 	 1 	 47 
fletenelon de blepes muebles 	 —V: Juicio en rebeldia. 
Rehabilitaeion del quebrado.-V. Quiebra. 
Relatores. —Sus obligaciones 	  
— Les corresponde dar cuenta de los autos: cuándo han de 
hacerló de palabra, y cuándo por apuntamiento.—Art. 35. 
— Circular del Trib. Sup. de Just. sobre atribuciones de 
estos funcionarios, y cuándo les corresponde dar cuenta 
de los autos 
 	 • 
V. Correcciones disciplinarias. —Providencias judi- 
ciaks. 
Renmocion.—No puede decretarse la de los tutores y cura-
dores sino en juicio contradictorio.—Art. 1276 
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Retracto. —Su definicion y diferentes clases: las disposicio-
nes de la Ley de E. c. se refieren solo á los retractos lega-
tes: quiénes pueden ejercitarlos  Ill 555 
-- Juez competente para conocer de las demandas de re-
tracto.—Art. 673   
 Ill 	 556 
— No lo es el Juez de paz, cualquiera que sea el valor de la 
cosa 	 • 	 111 • 557 
— Término para interponer la demanda de retracto, y de-
mis requisitos que ha de contener para que pueda dársele 
curso.—Arts. 674, 675 y 676 	  DI 	 558 . 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia, 
y sobre los casos en que proceden los retractos gentilicios, 
de comuneros y de superficie, y personas que pueden hacer 
	
uso de este derecho   
 Ap. 811 
— Providencias que debe dictar el Juez, presentada que sea 
la demanda, para darle curso.—Arts. 677 y 678 
	  111 
	
567 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta ma- 
teria 	 •   
 Ap. 817 
Conteqacion á la demanda: en qué término ha de pre- 
sentarse y con qué circunstancias.—Arts. 679 y 680. 
	 . III 	 569 
— Si serán admisibles en estos juicios las escepciones dila-
torias 
 
	 • 	 III. 	 570 
-- No procede la reconvencion.—Sent. del Trib. Sup.. 	 Ap. 818 
— Procedimiento posterior hasta dictar sentencia en pri-
mera instancia, y reglas para sustanciar las apelaciones. 
—Arts. 681 d 687 inc. 	  III 	 570'  
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just, con relacion á esta 
materia. 	
 Ap. 818 
— Casos en que ha de tomarse razon en el Registro de la 
propiedad de la ejecutoria dando lugar al retracto: sus 
efectos y canceiacion.—Arts. 688, 689 y 690.   .111 • 574 
— Formularios para el juicio de retracto 	
 1II 	 579 
Retro action de la quiebra:—V. Quiebra. 
s. 
Secretarios de los Juzgados de paz.—V. Juzgados 
de paz. 
Segunda instancia.=-V. •Apelacion de definitiva.—Id. de 
interlocutoria.—Ejecucion de sentencia. 
Segunda Instancia de los interdictos. — Su procedi-
miento desde que se reciben los autos eu la Audiencia, 
hasta que se devuelven para la ejecucion . de la sentencia. 
—Arts. 760 et 769 inc  I11 646 
— No es necesaria la citacion para sentencia.—Declaracio- 
nes del Trib. Sup. de Just. sobre este punto   • 	  Ap. 824 
— Prueba que puede hacerse en esta instancia, y cómo ha 
de practicarse.—Art. 764. 
	
 III 	 646 
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Segunda instancia de los interdictos. —Declaracion 
del Trib. Sup. sobre esto punto. 
	  Ap. 825 
— Id. de id. sobre el carácter de las sentencias dictadas en 
los interdictos 
	
 Ap. 825 
— Formularios á que deberá acomodarse esta segunda ins-
tancia. 	 • III 	 676 
— V. Interdicto de adquirir.—Id. de obra nueva.—Id. de 
obra vieja.—Id. de recobrar.—Id. de retener. 
Segunda instancia del juicio ejecutivo.—Procedi- 
miento para ella desde que se reciben los autos en la  Au - 
diencia, hasta que•se devuelven al inferior con certilicacion 
de la sentencia.—Arts. 1001 á 4009 inc. 	  IV 	 333 
	
-- Prueba admisible en esta segunda instancia.—Art. 1006. IV 
	 334 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre este punto. . Ap. 886 
— Condena de costas que debe contener la sentencia.—
Art. 1008 . 	  IV 	 331 
— Declaraciones del Trib. Sup. sobre este punto y sobre los 
casos en que procede el recurso de casacion 	  Ap. 887 
— Formularios á que ha de acomodarse esta segunda ins-
tancia. 	
 IV 	 36f 
Sentencias.—Requisitos y declaraciones que deben conte-
ner.—Art.. 61 
	 • 	 I 	 195 
• — Id. cuando sean varios los puntos litigiosos.—.4rt. 62 
	 I 	 195 
— Cómo ha de hacerse la condena de frutos, intereses, da-
ños 6 perjuicios.—Art. 63. 	 I 	 195 
— A qué clase de sentencias se refieren estas disposiciones. 
	 I 	 196 
— Debe ser absuelto 6 condenado el demandado, segun lo 
alegado y probado 	 I 	 198 
— Efectos de las sentencias ejecutorias 	 I 	 201 
— Deben ser conformes con la demanda. 
	 I 202 
— Esplicacion de lo que disponen los arst. 62 y 63 para su 
aplicacion práctica 	 I 	 205 
— No puede aplazarse, dilatarse ni negarse la resolucion de 
las cuestiones discutidas en el pleito.—Art. 61  
	 I 	 210 
— Cómo ha de fallarse á falta de ley 6 en caso de duda.. 
	
I 	 212 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. relativas á esta 
materia. 	
 Ap. 635 
— Término para dictar las sentencias 	 I 	 299 
— Cuándo y en qué forma han de publicarse, y á quién han 
de notificarse las sentencias.—Art. 64  . 	 1 	 213 
— Formulario para las sentencias.  	 II 	 548 
-- Los Jueces y Tribunales no pueden variar ni modificar 
las sentencias una vez pronunciadas; pero si aclararlas: 
cuándo y cómo han de verificarlo.—Art. 77.  	 I 	 277 
--- A qué clase de sentencias se refiere esta disposieion.. .  
	
I 	 281 
Declaraciones del Trib. Sup. sobre esta materia 	
 Ap. 641 
— Formulario para la aclaracion de sentencias 	 Il 	 550 
Sentencias definitivas.—Las de primera instancia sou 
apelables dentro de cinco dias: trascurrido este término, 
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quedan de derecho consentidas y causan ejecutoria.— 
Arts. 67 y 68 	 I 	 225 
Sentencias definitivas.—Contra las que dictan las Au- 
diencias no se dé otro recurso que el de casacion.—Art. 76. 	 I 	 274 
-- Término .para dictarlas en primera instancia: correction 
disciplivaria á los Jueces que no lo cumplan.—Arts. 334 
y 332.   II 431 
— Toda sentencia definitiva ha de ser fundada: reglas para 
su redaccion.—Art. 333.. 
	 • 	
Y 	 I[ 	 433 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just, sobre este punto. . Ap. 739 
— A quién y dentro de qué término han de notificarse las 
sentencias.—Art.. 334 
	
.II 	 439 
— Procede la apelacion en ambos efectos de estas senten- 
cias.—Art. 335. 	  11 	 440 
• 
— Formulario de sentencias definitivas 
	
. 	 . 	 II- 548 
— V. Apelacion.—Incidentes.—Recurso de casacion.—Re-
gistro de sentencias.—Sentencias.—Votaciones. 
Sentencias interlocutorias.—Las que deciden uú ar-
ticulo en primera instancia son apelables dentro de cinco 
dias; de lo contrario, quedan de derecho consentidas•y eje- 
cutoriadas.—Arts. 67 y 68.  	 I 	 225
• 
 — Término para dictarlas 
	
[ 	 300 
— V. Apelacion.—Incidentes.—Votaciones. 
Separacion del recurso, —V. Recurso de casacion. 
Servidumbres piibtieas.—Cómo y por quién ha de prac- 
ticarse el deslinde y amojonamiento de las carreteras, ca-
minos, canales, veredas, cañadas, abrevaderos y demás ser-
vidumbres públicas de hombres y ganados  'V 244 
— Nuevas disposiciones sobre esta materia 	  Ap. 1013 
Sindicas —Sus atribuciones en las quiebras de las Compa 
ñías de ferro-carriles, canales y demás obras públicas sub- 
vencionadas por el Estado.—Art. 48 de la ley de 12 de no- 
viembre de 9869 	  Ap. 1137 
— V. Compañías de ferro-carriles.---Concurso necesario. 
—Concurso voluntario.—Quiebra. 
Sdcio . —V. Exhibicion. 
Sordo-mudo. —V. Curador ejemplar.—Depósito de per-
sonas. 
Subasta voluntaria.-Qué sea: cosas que pueden ser obje- 
to de ella.  	 V 	 422 
— Requisitos que deben acreditarse•para que el Juez acceda 
al anuncio de la subasta: forma y condiciones para esta.--- 
Arts. 1374 y 1375  	
• 	
V 	 423 
- Cómo y con qué condiciones ha de anunciarse el segundo 
remate, si no hubiere postor en el primero: no puede ac- 
cederse á tercera subasta.—Arts. 1376 á 1378 	  V 	 428 
— Cómo han de sustanciarse las cuestiones que ocurran cou 
motivo de la subasta.—Art. 4379 	
• 	
V 	 432 
— Formularios para las subastas voluntarias. . .' 	 y 	 434 
• 
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Somision. —La de los litigantes á Juez incompetente puede 
ser espresa 6 tácita: actos que la constituyen.—Arts. 3.° 
y 4° 
 I 4 
Ampliacion Ÿ  esplicacion de esta materia 	 ¡ 	 19 
— Tiene competencia preferente el Juez, á quien espresa 6 
tácitamente se someten las partes.—Art. 2.  	 I 	 3 
— Ni la espresa ni la tácita pueden hacerse sino á Juez que 
ejerza jurisdiccion ordinaria.--Arts. 3.' y  4.°  . 	 I 	 4 
— Ampliacion de esta materia, y qué se entiende por juris-
diccion ordinaria para dicho efecto 
	
I 	 25 
— Se esceptúa el caso en que tenga fuero especial el de-
mandado.—Art. 4  ° 	 I 	 28 
Quién puede someterse á Juez incompetente 	 I 	 24 
Si puede hacerse en general para todos los pleitos. .  	 I 	 20 
— Si los militares y eclesiásticos pueden someterse á la ju- 
risdiccion ordinaria.  	 1 	 27 
Si para que tenga efecto la sumision, es• necesario el con- 
sentimiento del Juez.  	 I 	 28 
-- Resoluciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia. Ap. 604 
— V. Juez competente.—Jurisdiccion prorogada. 
Suplica.—Puede interponerse dentro de tercero dia de las 
providencias interlocutorias'de los Tribunales Supremo y 
 superiores.—Art. 66.  I 215 
— Qué providencias son las que se hallan en dicho caso.  	 I 	 223 
— Forma de interponer y sustanciar este recurso.—
Art. 66 	 I 	 224 
-- Sent. del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia s . . . . Ap. 640 
— V. Incidentes en 2.' instancia. 
Suplleatorios.—Casos y forma eu que deben estenderse, y 
cómo han de dirigirse. 	 I 	 141 
Suspension do pagos.—V. Compañías de [erro-carriles. 
—Id. de obras públicas.—Quiebra. 
Sustituelon de poder.—V. Poder para pleitos. 
T. 
Tachas.—Qué son, y á quién pueden objetarse 	  II 396 
— Dentro de qué término y ea qué forma pueden ser ta-
chados los testigos.—Art. 319. 	 II 	 401' 
— Tachas legales : esplicacion de cada una de ellas.—
Art. 320.  	 . 	 . . . . . . 	 II 	 404 
— Id. en Ultramar. 	  Ap. 737 
Resoluciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia. Ap. 737 
Sustanciacion que ha de darse al artículo sobre tachas y 
su prueba.—Arts. 321 á 325 inc 	 II 	 413 
Formularios para la alegacion y prueba de tachas. . .  	 II 	 540 
Tasaelon de bienes.—V. Avalúo. 
TOMO V. 	 154 
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TaeaeIon de costas.—Cuándo, cómo y por quién ha de 
practicarse.—Art. 78.  	 I 	 282 
Por quién ha de hacerse en Ultramar 	  Ap. 643 
— Cómo han de regularse los honorarios de los letrados, 
peritos y demás funcionarios no sujetos á arancel, y qué ha 
de hacerse caso de ser impugnados.—Arts. 78 y 80. . . . 	 I 	 282 
— Procedimiento para aprobar 6 rectificar la tasacion: su 
aprobaciou sin ulterior recurso.—Arts. '79, 80 y 81.. . . 	 I 	 286 
— 
Declaracion del Trib. Sup. de Just. sobre este punto. . Ap. 645 
— V. Costas.—Honorarios. 
Tenencia.—Qué sea y si significa lo mismo que posesion. 	 Ill 	 616 
Tercería.—Su definicion y sus diferentes clases.. ... 	  IV 	 328 
— Las de dominio y las de mejor derecho son las que pue-
den deducirse en el juicio ejecutivo: han de sustanciarse en 
pieza separada y eu juicio ordinario.—Art. 995 	  IV 	 329 
— 
Qué ha de entenderse aquí por juicio ordinario: cómo haú 
de sustanciarse las tercenas 	  1V 	 332 
--- Se sustanciarán por los trámites del juicio de menor 
cuantia, cuando el valor de lo que se demanda no esceda 
de 300 escudos: declaraciou del Trib. Sup. de Just  Ap. 924 
— Con quién han de sustanciarse: efectos de cada una de 
ellas respecto é la suspension de los procedimientos ejecu-
tivos y ampliacion del embargo.—Arts. 996 á 1000 inc. . IV 	 329 
— Declaraciones del Trib. Sup. con relacion é esta materia. Ap. 885 
— Formularios para las demandas de tercería. 	  IV 364 
Término de prueba.—Su definicion y clases 
	
 II 215 
— Cuándo ha de concederse el término ordinario: su esten-
sion y prórogas.—Art. 262 	 II 	 215 
— Id. id. en Cuba y Puerto-Rico. 	 .. . Ap. 709 
— Casos en que debe otorgarse el término estraordinario: 
su duracion, segun el lugar en que haya de hacerse la 
prueba: requisitos necesarios para que pueda concederse. 
—Arts. 263 ci 266 inc 	
 II 	 220 
— Id. id. en Cuba y Puerto-Rico 	
 Ap. 710 
— 
Si el Juez puede abreviar dicho término estraordinario, 
concediendo el que crea suficiente dentro del máximum de 
la ley. 
 II 227 
Sustanciacion que ha de darse á la pretension de término 
estraordinario: recursos contra las providencias en que se 
otorgue 6 deniegue.—Arts. 267 y 268 	 If 	 228 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre dicho ter- 
	
mino.   Ap. 710 
Pena eu que inturrre el litigante á quien se hubiere con-
cedido el término estraordinario, y no ejecute la prueba 
que propuso.—Art. 270  II 231 
— El término estraordinario corre al mismo tiempo que el 
ordinario.—Art. 269 
	 II 	 230 
-- Ni uno ni otro término pueden suspenderse sino con jus- 
ta causa: cuál lo sera.— Arts. 271 y 272 	 II 	 233 
REPERTORIO ALIABE'rico. 	 1227 
Toro. Pigs. 
Término de prueba.—Sustanciaciou del incjde0té sobre  
suspension de dicho término, y recursos contra su fallo. . 	 II 	 235  
— Resoluciones del Trib. Sup. sobre esta materia.. . 	 Ap. 710 
— Formularios para recibir el pleito á prueba por el térmi-
DO ordinario y estraordinario; prórogas y suspension. 	 II 	 498 
— Toda diligencia de prueba ha de practicarse dentro del  
término probatorio.—Art. 276.  
	 II 	 242 
— Despues de cumplido no puede abrirse de nuevo por vía  
de restitucion ni por otro motivo.—.4rt  31  	 II 	 397 
— Lo.que lia de practicarse concluido el término de prue-
ba .—Art. 318 	 II 	 397 
— Formulario para estas diligencias.  	 II 	 539 
— V. Incidentes.—Términos improrogables. 
Términos improrogables—Cuáles lo sean, y designa- 
cion de los que se - hallan en este caso.—Art. 30 	 I 	 126 
-- No pueden suspenderse ni abrirse despues de cumplidos,  
ni aun por vía de restitucion.—Art. 31 	 I 	 130 
Si se encuentra en este caso el término de ptueba. .  	 I 	 131 
— Trascurridos, y acusada una rebeldía, se pierde el dere-
cho que hubiere dejado de usarse.—Art. 32 	 I 	 133 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre esta materia 	  Ap. 627 
-- V. Apremio.—Rcbeldia.  
Términos judiciales.—Cuándo empiezan á correr: no se  
cuentan en ellos los Bias inhábiles.—Arts. 25 y 26 	 I 	 110  
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. con relacion á esta  
materia. 	  A p. 626 
— Diferentes clases de términos judiciales y sus defini- 
ciones 	 I 	 1 I 1 
-- V. Dias hábiles. 
7 erminos prorogables.—Cuáles lo sean, y requisitos  
necesarios para otorgar la próroga.—Art  27 	 I 	 113  
---- Las prórogas no pueden esceder de los Bias señalados  
para el término que se prorogue.—Art. 28 	 I 	 113 
 —  Apreciaciou de las causas para la próroga, y si han de  
justificarse.  	 I 	 116 
Trascurridos estos términos y sus prórogas, ban de re- 
tejerse los autos al primer apremio y darles el curso cor-
respondiente.—Art. 29 	 I 	 119  
— 
Se hacen improrogables, cuando trascurren sin haberse 
solicitado próroga.—Sent. del Trib. Sup 	  Ap. 627 
— V. Apremio.—Rebeldia. 
Términos de los pueblos.—Córno y por quién ha de 
practicarse su deslinde y amojonamiento 	 V 	 249 
— 
Nuevas disposicienes referentes á esta materia 	  Ap. 1014 
Testamentaria.—Diferentes acepciones de esta palabra. 	  III 	 136 
El juicio de testamentaría puede ser voluntario ó necesa- 
rio: casos en que procede cada uno de ellos: por quién y  
cómo pueden promoverse.—Arts. 404 ci 409 inc 	  III 	 137 




Testamentaría.--Si podrán promoverlo los herederos vo- IV 
	 66 
luntarios y los legatarios, cuando el testador lo haya pro-
hibido espresamente: hasta qué punto obligará esta prohi-
hicion á los herederos forzosos  III 142  
— 
Si podrá promoverse el juicio voluntario cuando el tes- 
tador haya prohibido la prevencion del necesario 	
 Ill 	 147 
— 
Si podrá prevenirse de oficio el juicio necesario por ser  
menores 6 incapacitados los herederos, cuando éstos se ha-
llen bajo la pátria potestad  HI 1 4R  
-- Si deberá prevenirse el voluntario 6 el necesario, cuando  
los herederos hagan uso del derecho de deliberar, 6 acepten  
la herencia á beneficio de inventario  III 153  
— Juez competente para conocer de estos juicios.—Articu-
los 410 y 411..  	 III 	 155 
— 
El Juez de un pais estranjero, donde fallece un español,  
no és competente para conocer del juicio de testamentaría  
del mismo, ni de sus incidencias, debiendo limitarse ti  
dictar las providencias oportunas para la conservacion y 
seguridad de los bienes.—Sent. del Trib. Sup  Ap. 1016 
— 
Casos en que corresponde su prevencion á las jurisdic-
ciones de Guerra y de Marina.—Art. 7.° del D. de 6 de 
diciembre de 1868 
	  
Ap. 	 741  
Decisiones del Trib. Sup. de Just. relativas á esta materia 	  Ap. 	 756  
— Diligencias que debe practicar el Juez del lugar eu que  
ocurra el fallecimiento.—Art. 412 	  III 	 156 
— Qué se entiende por prevencion del juicio de testamenta-
ria.—Art. 413 	  III 	 158 
— JUICIO VOLUNTARIO.—Documentos que debe presentar el  
que lo promueva.—Art. 414 	  III 	 159 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. con relacion á este  
punto y al que sigue 	  Ap. 	 759 
— Procedimiento para acordar su prevencion y citar á los  
interesados, habilitando de representacion legítima á los  
menores 6 incapacitados que no la tengan.—Arts. 415 á  
421 inc.   HI 162 
— El Promotor fiscal representa á los herederos cuyo para-
dero se ignore y á los ausentes, hasta que se presenten.—
Arts. 418 y 419. 	  HI 	 163 
- Cómo y cuándo ha de decretarse la intervencion del  
caudal.—Art. 422 	  III 	 167 
— Declaraciones del Trib. Sup. de Just. sobre este punto. Ap. 760  
— Junta de herederos para determinar sobre la adminis-
tracion del caudal, su custodia y conservacion: si no se  
ponen de acuerdo, resuelve el Juez: reglas que ha de ob-
servar para ello.—Arts. 423 y 424    Ill 	 169 
Declaracion del Trib. Sup. con relacion á estepunto.. 	  Ap. 	 760 
— Hecho lo que precede, se divide el juicio en tres perío-
dos, que son: inventario, avalúo y division: casos eu que  
pueden practicarse simultáneamente el inventario y ava-
lúo.—Arts. 425 y 426 	  III 	 175  
----- En cualquier estado del juicio pueden los interesados se- 
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pararse de su seguimiento: lo que ha de hacerse cuando así 
lo soliciten.—Arts. 492 y 493. 	  III 	 253 
Testamentaria.—Declaraciones del Trib. Sup. de Just. so- 
bre este puuto. 	
 Ap. 762 
— Cómo han de sustanciarse los incidentes que ocurran eu 
el juicio de testamentaria.—Art. 494. 	  III 	 255 
— Es un incidente del mismo la cuestion sobre si la viuda 
del testador debe respetar las reglas establecidas por éste 
parada division de la herencia.—Sent. del Trib. Sup.. . . .4p. 763 
— Salvedad de derechos á favor de los menores, ausentes 
ó incapacitados.—Art. 495 	  III 	 256 
— Declaracion del Trib. Sup. de Just. sobre este punto. . 	  Ap. 763 
— Los herederos voluntarios deben respetar las reglas esta-
blecidas por el testador paradas operaciones de su testa-
mentaría.—Art. 496 	  111 	 256 
- Cuándo deberán respetarlas tarnbien los herederos for- 
zosos. 	  III 	 257 
-- Declaraciones del Trib. Sup. con relacion á estos puntos 
	
 A p. 763 
-- Cuándo podrán ser declaradas en concurso las testamen-
tarías: á qué procedimiento se sujetarán en tal caso.—Ar-
tículo 497.   IlI 259 
— Juicio NEc>snato.—Casas en que puede prevenirse: ha de 
acomodarse á los trámites establecidos para el voluntario, 
con algunas modificaciones, dirigidas á garantir los intere- 
ses de los menores, ausentes, incapacitados y acreedores: 
cuáles sean dichas codificaciones.—Arts. 498 y 499.. . . Ill 	 260 
— Formularios para la prevencion y juicios de testamen-
taría 	 III 	 281 
— V. Administracion de testamentaría.—Avalúo.—Divi-
sion de herencia.—Inventario. 
Testamento.—El conocimiento de las cuestiones jurídicas, 
que afectan á lo intrínseco del otorgado por un español en 
país estranjero, donde fallece, corresponde al Juez del país 
de donde era ciudadano el testador, y no al Juez estranje-
ro.—Sent. del Trib. Sup  Ap. 1016 
— V. Exhibicion. 
Testamento cerrado.—A cuál se dá este nombre: sus so-
lemnidades.  	 V 	 484 
— Procedimiento para su apertura: diligencias para hacer 
constar su estado y citar al notario y testigos de su otorga-
tniento.—Arts. 1390 d 1392 	  V 	 487 
-- 
Juez competente para la apertura de un testamento cer- 
rado 	  V 	 488 . 
	  
Lo es un Juez estranjero respecto del testamento otorga- 
	
do por un español en aquel país.—Sent. del Trib. Sup... Ap. 1016 	
 Quién sea parte legítima para solicitarla 	 V 	 490 
— En qué forma ha de pedirse 	  V 492 
—
Cómo han de ser examinados el notario y testigos del 
testamento, y abonados los fallecidos y ausentes.—Artícu-
tos 1393 d 1395. 	 V 	 496 
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Testamento cerrado.—Qué se liará si hubieren fallecido 
todos los testigos y el notario, 6 estuvieren ausentes. . 	 . 	 V 	 499 
—
Cómo y ante quién ha de verificarse la apertura del plie-
go y mandarse la protocolizacion del testamento.—.4rticu-
los 1396 y 1397. 	  V 	 502 
-- Si debe mandarse en todo caso la protocolizacion del tes-
tarnénto cerrado, cualquiera que sea el resultado del expe-
diente, y aunque haya oposicion 
 V 506 
— En qué registro debe protocolizarse.— Art. 1400..   V 	 514 
— Si deberán aplicarse estas disposiciones á los codicilos 
cerrados 	  V 	 485 
-- 
Tambien deben observarse en Cataluña, cesando la prác- 
tica de publicar estrajudicialmente los testamentos cerra- 
dos.—R. O. de 17 de diciembre de 1856 	  V 	 486 
-- Formularios para la apertura de testamentos cerrados 
	  V 	 517 
Testamento hecho de palabra.—Qué testamentos es- 
tán comprendidos en esta denotnivaciou 	 V 	 440 
— No se comprenden los testamentos otorgados en Cataluña 
ante el párroco y dos testigos.  	 V 	 449 
-- - R. O. de 15 de dic. de 1863, en la que se hace dicha de- 
claracion.  	 V 	 450 
-- Juez competente para elevar escritura pública el  testa - 
mento hecho de palabra. 	 - 	 V 	 450 
— Quiénes son parte legítima para solicitarlo.— Articulos 
1380 y 1381 	 V 	 451 
----- Forma en que ha de hacerse la solicitud: cuándo y cómo 
han de ser examinados los testigos del testamento y el no-
tario en su caso.—Arts. 1382 á i 386 inc.   V 456 
— 
Circustancias que han de resultar de las declaraciones 
para que el Juez declare testamento el hecho de palabra y 
mande protocolizarlo: en qué forma lia de hacerse todo es-
to.—Arts. 1387 á 1389 inc  V 462 
— Número de testigos necesarios para la validez del testa- 
mento: si hay medio de suplir los que fallezcan.  	 V 	 467 
Capacidad para ser testigo de testamento. 	 V 	 470 
Si en caso de oposicion, podrán hacerse contenciosos es- 
tos espedientes.  	 V 	 475 
Si serán aplicables estas disposiciones á los codicilos he- 
chos de palabra 
	  V 	 442 
-- Formularios para elevar escritura pública los testamen- 
tos hechos de palabra. 	 V 	 480 
— V. Adveracion de testamento.— Testamento sacramental. 
Testamento sacramental. — A qué testamentos se  di 
 este nombre en Cataluña: cómo han de elevarse I escritura
pública    V 448 
Testigos.—Su definicion, y diversas denominaciones.  
	 It 	 354 
— Quiénes pueden serlo: en qué número podrán ser pre-
sentados: y cómo han de ser citados y apremiados en su 
VISO . 	 II 	 356 
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Testigos.—Serán examinados al tenor de los interrogatorios 
de preguntas y repreguntas que presenten las partes y 
apruebe el Juez: cómo han de forrnularse dichos interro-
gatorios y aprobarse.—Arts. 306 et 309 inc.. . .  ii 359 
De los interrogatorios de preguntas se 
 di copia á la parte 
contraria: los de repreguntas quedan reservados eu poder 
del Juez: lo que ha de hacerse con ellos cuando los testigos 
hayan de ser examinados fuera del lugar del juicio.—Articu-
los 307, 311 y 312 
 II 365 
— Pueden las partes presenciar el juramento de los testigos, 
y exigir eu el acto noticias para conocer sus circuntancias 
personales.—Art. 313 	 II 	 367 
Cómo han de ser examinados los testigos.—Art. 314..  
	 II 	 368 
— Fórmula del juramento que debe prestar 	  . I1 370 
--- No debe exigirse á los menores de 14 años 	
 ll 
	 37o 
— Prevenciones útiles para el exámen de testigos.  	 II 	 3T2 
— Han de dar razou de ciencia de su dicho 	
 II 	 374 
Puede preseutarse cuota de preguntas 	 lI 	 375 
— 
Si las autoridades podrán declarar por medio de escrito, 
sin comparecer ante el Juez. 	 11 	 376 
— Preguntas generates que han de hacerse á todo testigo, 
aunque no estén en los iuterrogatorios.—Art. 315 	 II 	 376 
-- Las partes se han de comunicar mútuamente los nom- 
bres, profesion y residencia de los testigos, luego que de- 
cla ren.—Art. 316 	 II 	 380 
-- Formularios para la prueba de testigos 	  II 	 528 
—
No es permitido este medio de prueba sobre hechos pro-
bados ya por confesion judicial.—Art. 310 	 it 	 346 
—
Los Jueces y Tribunales han de apreciarla fuerza proba-
toria de las declaraciones de los testigos segun las reglas de 
la sana critica.—Art. 317. 	 II 	 386 
— - 
Qué son reglas de sana crítica 	 11 	 388 
Designaciou de las que podrán servir de guia eu esta ma- 
teria.. 	 II 	 391 
Reglas de jurisprudencia y resoluciones del Trib. Sup. 
de Just. sobre el valor y apreciaciou de la prueba de tes- 
tigos 	  Ap. 730 
Casos en que pueden ser examinados á instancia del ac - 
tor antes de entablar la demanda.—Art. 223 	 i1 	 25 
Id. á instancia del demandado antes de contestar la  de- 
manda.—Art. 253 	  H 164 
— V. Prueba.—Término de prueba. 
Testigos de testamento.—V. Testamento hecho de pa- 
labra. 
'l'itulos det'eetuosos.—Procedimiento para obtener pró-
roga del término para subsanar los defectos 6 faltas que 
contengan, á fin de que  no caduque la anotacion preven-
tiva.   Ap. 1032 
Titulos al portador.—V. Billetes de Banco.—Compa-
ñias de ferro-carriles.—Obligaciones al portador. 
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Traneaceton.—No puede verificarse sobre derechos de me-
nores 5 incapacitados sin autorización judicial: requisitos y 
 
procedimientos para concederla: recursos contra la provi - 
dencia que recaiga.—Arts. 1 411 á 1413 	  V 	 553 
-- Derechos que podrán ser objeto de estas transacciones. 
	  V 	 554 
— Si además del dictámen de los tres letrados, podrán ad-
mitirse otras justificaciones de la necesidad ó utilidad de la 
 
transaccion 	 V 	 556 
— A quién corresponde nombrar dichos letrados 	  V. 557 
 — 
 Si el Juez, al otorgar la autorizacion, podrá modificar las 
 
bases 6 condiciones propuestas por los interesados 
	  V 	 558 
— Formularios á que deberá acomodarse el expediente de 
	 oval 
 
autorizacion para estas transacciones.    
 V 	 568 
— V. Venta de bienes de menores. 
Tribunal de las Ordenes militares.—Decreto de su 
supresion. refundiéndolo en el Supremo de Justicia.. . . . Ap. 1035 
V. Diligencia de prueba. 
Tribunal Supremo de Justicia.—Decreto del Gobier- 
no provisional reformando su organization 
	
 Ap. 1035 
— V. Apelacion en sasacion.—Correcciones disciplinarias 
	  
—Cuestiones de competencia.—Juicio en rebeldía.—Juris-
diccion contencioso-administrativa.—Recurso de casacion. 
—Recurso de fuerza.  
Tutor.—Juez competente para conocer de su nombramiento 
y discernimiento.   V 	 55 
— Por quién y é quién puede ser dejado eu testamento: 
discernimiento del cargo: cuándo debe prestar fianza: pro-
cedimiento para su aprobacion.—Arts. f219 á 1225 inc.. . V 55 ^ . 
— Nombramiento de tutor legítimo, y del dativo: cuándo 
puede hacerlo el Juez y á favor de quién: discernimiento, 
prévia fianza.—A ^ts. 1226 á 1229 inc 	  V 	 06 
-- Declaraciones del Trib. Sup. de Just, sobre esta materia 
	  Ap. 1003 
  Cuando se empeñe cuestion sobre estos nombramientos, 
cómo lia de sustanciarse, quién representará al menor.- 
 
Art. 1230.  V 72 
 
— Formularios para el nombramiento, fianzas y discerni- 
miento de los tutores 	 . . 	 V 	 143 
— V. Cuentas.—Discernimiento.—Fianzas de tutores.-
Remocion. 
- 	 U. 
Unidad de fueros.—Decretos del Gobierno provisional es- 
 
tableciéndola en la Peninsula. 	
 Ap. 	 viii 
— Id. de id. haciéndola estensiva á las provincias de Ul-
tramar.   
 Ap. 1104 
V.  
Vacaciones de los Tribunales.—Periodo de ellas y  
actuaciones que en él pueden practicarse.  	 I 	 43 
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Tom. Pap. 
Vacaciones de los Tribunales.— Ultimas disposicio- 
nes sobre esta materia 	  Ap. 617 
— V. Desaucio.—Dias hábiles. 
Vales. — V. Pagarés de comercio. 
Vecindad.—Cómo se adquiere, y si es lo mismo que domi- 
cilio. 	 ..  	 1 	 17 
— Resoluciones del Trib. Sup ., de Just. determinando las 
circunstancias para que se entienda trasladada la vecindad. Ap. 609 
     
       
  
Vendedor. —V. Exhibicion. 
Venta.—V. Administracion del ab-intestato.—Id. del con-
curso.—Procedimiento de apremio.—Subasta voluntaria. 
Venta de bienes de incapacitados. —V. Venta de bie-
nes de menores. 
Venta de bienes de menores.—Juez competente para 
autorizarla.  	 V 	 5 .28 
— Qué clases de bienes de menores é incapacitados no pue-
den venderse sin licencia judicial.—Art. 1401. .... 	 V 	 528 
— Requisitos que deben concurrir y procedimiento que ha 
de seguirse para decretar dicha venta: recursos contra la 
providencia que recaiga.— Arts. 1402 á 1404 	  V 	 532 
— Cómo ha de verificarse la venta de los bienes inmue-
bles.—Arts. 1405 á 1407. 	  V 	 541 
— Qué bienes han de reputarse inmuebles para dicho 
efecto 	 V 	 542 
— Solemnidades con que ha de ejecutarse la venta de los 
bienes que no sean inmuebles.—Art. 1408. 	  V 	 549 
— Debe cuidar el Juez que se dé al precio de la venta la 
aplicacion correspondiente: dónde ha de depositarse mien-
tras tanto.—Arts. 1409 y 1410.   V 551 
— Si para las donaciones, permutas y cualquier gravámen 
de los bienes de menores é incapacitados, deberán obser-
varse las mismas solemnidades que para las ventas.. V 523 
— A qué menores son aplicables las garantías antesindi- 
cadas. 	 V 	 525 
— Si los padres deberán observar dichas formalidades para 
vender válidamente los bienes de sus hijos menores que  es-
tén bajo su potestad.  V 526 
— Formularios para la venta de bienes de menores é incapa- 
citados.  	 V 	 562 
— V. Transaccion. 
Veredas. —V. Servidumbres públicas. 
Via de apremio. —V. Procedimiento de apremio. 
Via contenciosa.—R. D. determinando las resoluciones 
administrativas, que son reclamables por esta vía, y el tér-
mino para interponer el recurso  Ap. 1084 
Via gubernativa. —V. Demanda.—Hacienda pública. 
TOMO V. 	 455 
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Vías férreas.—V. Compañías de ferro carriles.—Ferro-
carriles.—Obligaciones hipotecarias. 
Vista ocular.—V. Reconocimiento judicial. 
Vistas. —Han de ver los autos por sí mismos los Jueces de 
primera instancia; y á los Tribunales Supremo y Superio-
res se dé cuenta por Relator.—Art. 35.   I '143 
—
Orden por el que' han de verse los pleitos.—Arts. 38, 39 
y 40.  	 I 	 148 
— 
Negocios á que ha de darse preferencia para la vista. .  	 I 	 150 
— 
Real Orden de 29 de setiembre de 1859, dictando las re-
glas que han de observarse en los señalamientos para las 
vistas de pleitos  Ap. 629 
-- Han de ser públicas las vistas, salvo el caso en que con-
venga sean secretas por respeto á las buenas costumbres. 
— Art. 41  I 152 
—
Deben ser castigados los que en ellas turben el Orden 6 
falten al respeto debido.—Art. 42 	 1 	 152 
—
Concluida la vista, cada Ministro de la Sala puede exa-
minar por sí los autos: término en que han de hacerlo.—
Arts. 49 y 50. 	 I 	 186 
En primera instancia deben traerse los autos á la vista 
con citacion para sentencia, luego que se devuelven con el 
alegato del demandado.—Art, 329  II 426 
Cuándo se ha de celebrar vista pública en la primera ins-
tancia: señalamiento de dia para ella: informe de los defen-
sores.—Art. 330.   II 420 
— Formulario para las vistas en primera instancia 	  If 	 545 
— Id. para las vistas en segunda instancia. 	  IV 163 
— V. Apelacion de definitiva.—Correcciones disciplina-
rias.—Incidentes. 
Votaciones. —Señalamiento de dia para votar la sentencia 
por la Sala despues de visto el pleito.—Art. 51  
	 1 	 187 
— Horas en que han de verificarse las votaciones para que 
no embaracen el despacho ordinario y la vista de los nego-
cios.—Art. 52 
 I 187 
Número de votos conformes, que es necesario para que 
haya sentencia: qué ha de hacerse cuando no se reunan 6 
haya discordia: modo de dirimirla.—Arts. 53 d 57  I 188 
Por quién han de redactarse, aprobarse y firmarse las 
sentencias despues de votadas: el que hubiere votado de 
distinto modo que la mayoría, ha de firmarlas tambien; 
pero puede salvar su voto: cómo ha de hacerlo.—Artícu-
los 58, 59 y 60  1 193 
— V. Discordia.—Registro de sentencias.—Sentencias. 
Votos reservados.—V. Registro de sentencias.—Senten-
cias. 
FIN DEL REPERTORIO ALFABÉTICO. 
RECTIFICACION. 
En la Gaceta del dia 3 de diciembre de 1869 ha sido rectifica-
do el art. 1.' de la ley de 12 de noviembre anterior, inserta en la 
página 1132 de este tomo, relativa á las obligaciones que emitan 
las compañías de ferro-carriles y á los procedimientos ejecutivos y 
de quiebra contra las mismas, por haberse cometido la omision de 
no citar en él la ley de 11 de julio de 1856. Dicho artículo, tal 
como ha sido rectificado y publicado de nuevo en la Gaceta, di-
ce así: 
Artículo 1.° No son aplicables á las Compañías 
de ferro-carriles los arts. 570 y 571 del Código de Co-
mercio. Las obligaciones que hayan emitido ó que en 
lo sucesivo emitan, se regirán por las leyes de 3 de 
junio de 1855, 11 de julio de 1856; 11 de julio de 
1860; 29 de enero de. 1862, y por el art. 10 de la ley 
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